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Estudio comparado de dos trayectorias históricas de descentralización en 
Bolivia y Colombia durante el periodo 1980 – 2005. La confluencia histórica 
entre la crisis del modelo de acumulación y el sistema político desatan las 
pugnas por ordenamientos territoriales del poder entre fuerzas antagónicas: 
el neoliberalismo, los movimientos sociales rurales y urbanos, las elites 
territoriales y reformadores políticos de distintas ideologías. El proceso de 
descentralización resultará de las relaciones de fuerza entre estrategias, 
intereses y usos de distintos sectores que se disputan la orientación del 
modelo económico y del sistema político a través de la arquitectura espacial 
de las instituciones estatales.  
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This work realize a comparative study of two historical trajectories of 
decentralization in Bolivia and Colombia during the period 1980 – 2005. The 
historic confluence between the crisis of the accumulation model and the 
political system unleashed the struggles for territorial systems of power 
among opposing forces: Neoliberals, rural and urban social movements, 
local elites and political reformers of different ideologies. The 
decentralization process will result from the balance of power between 
strategies, interests and uses of different sectors that dispute the orientation 
of the economic model and the political system through the spatial 
architecture of state institutions.  
 
Keywords: decentralization, neoliberals, social movements, 














1. Capítulo 1: Introducción …………………………………………………………... 1 
Procesos de descentralización en Bolivia y Colombia, 1980 – 2005. Una 
propuesta de economía política espacial comparada 
 
2. Capítulo 2: Propuesta Metodológica …………………………………………... 12 
Crítica a los estudios sobre descentralización en América Latina desde un 
estructuralismo abierto    
2.1   Crítica al concepto de objetivos de la descentralización ……………….. 12 
2.2   Crítica a la historia sin sujeto o con sujeto único ………………………... 19 
2.3   Crítica al fetichismo institucional ………………………………………….. 24 
2.4   Reconocimiento de la demografía y la economía espacial …………….. 32  
2.5   Crítica a los determinantes políticos de los procesos …………………... 35  
2.6 Crítica al concepto de “origen” y a la derivación de los resultados a  partir 
de las causas originales ……………………………………………………. 41 
2.7   Determinación sin determinismo ………………………………………….. 46 
2.8   Estructuralismo abierto y dinámico ……………………………………….. 48 
 
3. Capítulo 3: Bolivia. La descentralización entre el indigenismo y el 
empresariado transnacional …………………………………………………..... 56 
 
3.1 De la dictadura a la democracia y del intervencionismo al  neoliberalismo 
I978 – 1993 ………………………………………………………………….. 56 
3.1.1 Primer período 1982 – 1985: La caída del gobierno de  la UDP y el 
colapso del Estado de 1952 ……………………………………………….. 58 
3.1.2 Segundo período 1985 – 1993: La Nueva Economía Política, la 
democracia pactada y la derrota de la clase obrera ……………………. 76 
3.1.2.1 Las condiciones propiciadoras ……………………………………………. 76 
3.1.2.2 La Nueva Economía política ………………………………………………. 81 
3.1.2.3 Los soportes sociales del régimen y la estampida de los perdedores .. 93 
3.1.2.4 El asomo de un “nuevo actor” …………………………………………….. 98 
3.1.2.5 El complemento institucional de las reformas económicas ……………. 99 
 
3.2 Contexto político y normativo de la descentralización 1994 –   2000 .. 104 
 
 
3.2.1   El gobierno de la reconciliación entre las dos Bolivias …………………104   
3.2.2   Ley de Participación Popular –LPP- No. 1551 de abril de 1994……….107 
3.2.3 Ley de Descentralización Administrativa –LDA- No. 1664 de julio de 1995 
…………………………………………………………………………………111  
3.2.4   El Estado multiétnico y pluricultural …...………………………………….114 
3.2.5 Ley del Servicio Nacional de Reforma Agraria –INRA-, No. 1715 de 1996 
…………………………………………………………………………………115  
3.2.6   Ley de Reforma Educativa No. 1565 de julio de 1994 ………………….116  
3.2.7   Reformas al sector salud …………………………………………………..118 
3.2.8   La lucha contra la pobreza ………………………………………………...120 
3.2.9   Privatizaciones y capitalizaciones: las joyas de la corona ……………..121 
3.2.10   Modernización estatal y seguridad jurídica ………………………………126 
 
3.3 La emergencia de la descentralización: La feliz constelación  neoliberal, 
la inserción indígena y la frustración cívica 1994 – 2000 ………………127 
3.3.1 El ordenamiento territorial del neoliberalismo: la descentralización 
institucional para el mercado ………………………………………………128 
3.3.2 El ordenamiento territorial del indigenismo: La soberanía para los pueblos 
y comunidades ………………………………………………………………135  
3.3.3 El ordenamiento territorial del empresariado cruceño: La autonomía  
regional para los gremios ………………………………………………….165 
3.3.4   Re-centralización y frustradas expectativas sociales, 1997 – 2000 …..181 
 
3.4 La crisis económica, el ciclo rebelde y la reacción cívica, 2000 – 2005 
…………………………………………………………………………………187 
3.4.1  Lo que mal comienza mal termina ………………………………………..187 
3.4.2   Ascenso social por abajo: el auge del ciclo rebelde …………………….198 
3.4.3   Los significados de la guerra del agua del año 2000 …………………...199 
3.4.4 La guerra de la coca y el cerco de los aymaras sobre las ciudades, 2000 
– 2003 ………………………………………………………………………. 204 
3.4.5   Los significados de la guerra del gas del año 2003 …………………… 207 
3.4.6   La agenda de octubre …………………………………………………….. 210 
3.4.7   Ascenso social por arriba: la autonomía re-significada ……………….. 218 
 
3.5 Del colapso del sistema político al partidor de la confrontación por 
diferentes ordenamientos espaciales del poder  2000 – 2005 ……….. 232 
3.5.1 Estrategias convergentes y divergentes en la pugna por definir el  
ordenamiento territorial del poder………………………………………… 248 




4. Capítulo 4: Colombia. La descentralización bajo el fuego ………………. 268 
 
4.1 Transición entre dos mundos: el cambio en el modelo de acumulación y el 
proceso de la descentralización, 1974 – 1986 ……………………………. 256 
4.1.1 Aristas de un modelo de acumulación ……………………………………… 257 
4.1.2 De la transición de los setenta al fin del modelo de acumulación ……….. 274 
4.1.3 Doctrina neoliberal en descentralización …………………………………… 291 
4.1.4 Conclusión de lo andado e introducción de lo que sigue ………………… 298 
 
4.2 Del pacto central frente nacionalista a la insubordinación política, social y 
armada desde las provincias, 1974 – 1986 ……………………………….. 300 
4.2.1 Mayorías y disidencias ……………………………………………………….. 300 
4.2.2 De la pacificación pactada a la violencia intrínseca ………………………. 303 
4.2.3 La crisis de los partidos tradicionales ………………………………………. 306 
4.2.4 El Frente Nacional más que un régimen un sistema político …………….. 312 
4.2.5 Auge y declive del control frente nacionalista al sindicalismo …………… 314 
4.2.6 La geografía de la insubordinación social ………………………………….. 322 
4.2.7 La geografía de la insurgencia armada …………………………………….. 331 
4.2.8 Las guerrillas y la descentralización ………………………………………… 342 
4.2.9 Todos los caminos conducen a la descentralización ……………………… 345 
 
4.3 De la Apertura Democrática a la Asamblea Constituyente, 1986 -  1991 
……………………………………………………………………………….. 350 
4.3.1   La descentralización política ……………………………………………... 352 
4.3.2   La participación ciudadana ……………………………………………….. 355 
4.3.3   La descentralización administrativa ……………………………………... 357 
4.3.4   La descentralización fiscal ……………………………………………….. 365 
4.3.5   Dimensiones regionales ………………………………………………….. 370 
 
 
4.3.6   Ordenamiento territorial y estrategias divergentes …………………….. 374 
4.3.7   La impronta neoliberal …………………………………………………….. 375 
4.3.8   La impronta reformista ……………………………………………………. 378 
4.3.9   La impronta de los movimientos sociales ………………………………. 380 
4.3.10   La impronta guerrillera ……………………………………………………. 381 
4.3.11   De la Asamblea Constitucional a la Asamblea Constituyente ………... 384 
 
4.4 El despliegue de las contradicciones. Tensiones constitutivas de la Carta 
Política de 1991, 1991-1998 ………………………………………………… 391 
4.4.1 Radicalización de la descentralización ……………………………………... 396 
4.4.2 De la apertura política a la cerradura de la confrontación armada ……… 400 
4.4.3 El espacio de los movimientos sociales ……………………………………. 410 
4.4.4 Indios y negros ………………………………………………………………… 423 
4.4.5 Insurgencias y contra insurgencias …………………………………………. 441 
 
4.5 La re-centralización: Los felices noventa y la descentralización, 1998 – 
2006 ………………………………………………………………………… 456 
4.5.1   Del ajuste al reajuste pasando por el desajuste ……………………….. 473 
4.5.2   De los ejércitos beligerantes a las bandas de terroristas ……………... 489 
4.5.3   Un comentario final ………………………………………………………... 496 
 
5. Capítulo 5: Procesos de descentralización en Bolivia y Colombia. Un 
ejercicio de economía política espacial comparada 1980 – 2005……….. 492  
 
5.1 Los caminos que conducen a la descentralización: La crisis del sistema 
económico y del sistema político ………………………………………… 496 
5.1.1      La creación del centralismo y de sus márgenes ……………………….. 497 
 
 
5.1.2      Principios de diferenciación de los procesos históricos …………….... 500 
5.2  Marco de oportunidad de la irrupción normativa ………………………. 511 
5.2.1      Similitudes y diferencias normativas e institucionales ………………….517 
5.3   Desarrollo de la nueva arquitectura territorial ………………………….. 524 
5.3.1 La desnacionalización de los partidos y la recomposición del sistema    
político desde abajo………………………………………………………... 525 
5.3.2      Los límites de la institucionalización social y política ………………….. 529 
5.3.3      La agenda neoliberal y la descentralización ……………………………. 539 
5.4   El quiebre del ciclo ………………………………………………………… 544 
5.5 Enseñanzas sobre las relaciones entre economía, política e instituciones 
……………………………………………………………………………….. 555 
 
6. Anexo: Ajuste estructural, políticas sociales y función de los gobiernos 
locales, 1980 – 2005. Una mirada crítica a la ortodoxia…………………….568 
 
6.1   Las generaciones del ajuste estructural ………………………………… 568 
6.2   Pobres y Miserables ………………………………………………………. 607 
6.3   Salud: una alborada promisoria ………………………………………….. 623 
6.4   Educación: desde las entrañas del pensamiento mitológico …………. 644 
6.5   El fetichismo institucional …………………………………………………. 679 
6.6   Reparos y soluciones ………………………………………………………697 
6.7   Comentario final …………………………………………………………….704 
 
Bibliografía………………………………………………………………………………….707 
Lista de tablas  
 
Tabla 1. Estructura de la Inversión por Nivel de Gobierno  
 
 
Tabla 2. Indicadores del Sector Educación  
Tabla 3.  Privatización de las Empresas Públicas  
Tabla 4.  Capitalización de las Empresas Públicas 
Tabla 5.  Participación del PIB Departamental en el Total 1975 - 2002 
Tabla 6.  Desempleo, Informalidad y NBI en Bolivia 1991-2004 
Tabla 7.  Bolivia Principales Indicadores Económicos 
Tabla 8.   Resultados Referendo Sobre Autonomías Departamentales, Julio 2006 
Tabla 9.   Estadísticas del Triángulo de Oro en 1986 (ciudades) 
Tabla 10. Conformación Asamblea Nacional Constituyente 1991 
Tabla 11.  Elecciones de Alcaldes 1988 – 1998, Partido Liberal, Conservador y 
otros.  
Tabla 12.  Participación y Abstención en Elecciones Locales 1988 – 2000 
Tabla 13.  Representantes Indígenas Electos, 1991 – 2006 
Tabla 14.  Tamaño Relativo de los Ingresos por Cofinanciación y Transferencias de 
los Municipios.  
Tabla 15. Actividad Económica y Pobreza en Los Triángulos de Oro Departamental 
Antes de los Procesos de Descentralización  
Tabla 16.  Actividad Económica y Pobreza en los Triángulos de Oro Municipal Antes 
de los Procesos de Descentralización  
 
 
Lista de gráficos  
 
 
Gráfico 1.  Número de Eventos Conflictivos Nuevos por año 1970 – 2007 
 
 
Gráfica 2.  Transferencias* Per Cápita a los Municipios: Promedio por Grupos de 
Ciudades Principales y Resto, 1994 - 2004 
Gráfico 3.  Indicadores Fiscales del CGN Como Porcentaje del PIB 
Gráfico 4.  Evolución de Componentes del Gasto del GNC, 1991 – 1998 
Gráfico 5.  Participación en los Ingresos Corrientes de la Nación Transferencia Real 
2002, Proyección 2019 
Gráfico 6.  Recorte Transferencias Salud, Educación, Saneamiento Básico, Agua 
Potable, 2002 – 2005 
Gráfica 7.  Transferencias a Entidades Territoriales Según Nivel de Gobierno  
Grafico 8.  Colombia: Transferencias a Entidades Territoriales Según Nivel de 
Gobierno  
Gráfico 9.  Bolivia: Pobreza y Concentración del Ingreso (NBI vs. Gini) 
 
Gráfico 10.  Colombia: Pobreza y Concentración del Ingreso (NBI vs. Gini) 
 
Gráfico 11.  Colombia: Concentración Geográfica del PIB (Niveles de Concentración 
Departamental) 1980 – 2004 
 
Gráfico 12.  Bolivia: Concentración Geográfica del PIB (Niveles de Concentración 
Departamental)  1988 - 2009 
Gráfico 13.  Bolivia: Crecimiento de Ingresos Territoriales Propios Según Nivel de 
Gobierno, 1995-2008 
 
Gráfico 14.  Colombia: Crecimiento de Ingresos Territoriales Propios Según Nivel de 
Gobierno, 1985 - 2009  
 
Gráfico 15.  Colombia: Transferencias a Entidades Territoriales vs Gasto Público 
Social  (% PIB 1970-2008) 
 
Lista de tablas del anexo  
 
Tabla 1. Inflación promedio por quinquenio según país 
 
 
Tabla 2.  Déficit o superávit fiscal como porcentaje del PIB  
Tabla 3.  Participación Promedio en el PIB de Inversión Extranjera Directa y Deuda 
Externa por quinquenio. 
Tabla.4  Tasa de Apertura exportadora y de penetración de importaciones por 
quinquenio según 
Tabla 5. Tasa de crecimiento del PIB anual por agrupaciones de años, según país 
Tabla 6.  Tasa de desempleo, promedio por quinquenio según país. 
Tabla 7.  Porcentaje total de hogares en pobreza e indigencia, según país. 
Tabla 8.  Ingreso neto de capitales totales y transferencia neta de recursos, 
América Latina y el Caribe 1975 – 1995. Miles de millones de dólares 
Tabla 9.  Cambio en la distribución del ingreso de los hogares 
Tabla 10.  Gasto público social como porcentaje del PIB y como porcentaje del 
Gasto público total  
Tabla 11.  Estructura del empleo urbano en seis países de América Latina     1980-
2000 
Tabla 12.  Salario Mínimo Real, indexado 2000 =100, promedios por quinquenio, 
según país, 1980 – 2000.  
Tabla 13.  Tabla de transformación de los impuestos en seis países de América 
latina 
Tabla 14.  Evolución de matriculados en la de educación superior en el sector 
privado 1970 / 2000 
Tabla 15.  Gasto público en educación superior como porcentaje del Producto 
Nacional Bruto por quinquenio según país 
Tabla 16.  Distribución porcentual del gasto público corriente en educación   (Por 
nivel superior y primario) 
Tabla 17.  Cambios en los salarios reales de los maestros del sector público, 
década de 1980 y 1990,  (índice: 1980=100) 
Tabla 18.  Número de instituciones de educación superior  (1995, 2000) 
Tabla 19.  Índice de Paridad de Género en la enseñanza primaria 
Tabla 20.  Porcentaje de repitentes en primaria 
 
 
Tabla 21.  Porcentaje de alumnos que comienzan el primer grado y alcanzan el 
último grado de enseñanza primaria 
 
Lista de gráficos del anexo  
 
Gráficos 1 y 2.  Crecimiento del Salario Mínimo Real en seis países de América 
Latina (1980-2000) 




1. Capítulo 1: Introducción 
Procesos de descentralización en Bolivia y Colombia, 1980 – 2005. Una 
propuesta de economía política espacial comparada 
 
Los ejes de las transformaciones espaciales del Estado nación  
Dos topos sacuden los cimientos del Estado latinoamericano desde la década del 
ochenta. Ambos desequilibran la arquitectura espacial de los Estados: la 
globalización y la descentralización. En virtud de la globalización se arremete contra 
el entramado normativo e institucional que construyó la frontera externa de los 
mercados nacionales. El conjunto de la política económica contribuyó durante el siglo 
XX, hasta los años setenta, a reforzar la intervención del Estado nación sobre los 
mercados internos. Gremios económicos, sindicatos, parlamentos y partidos políticos 
monopolizaron las disputas redistributivas al interior de los mecanismos de 
intervención y planeación del desarrollo desde el Estado central. En la era de la 
globalización los mercados internos son expuestos a la competencia trasnacional, 
más precisamente, a la competencia entre redes trasnacionales que enlazan los 
activos nacionales y territoriales. El mecanismo fundamental de los enlazamientos 
globales del capital es realizado por el capital financiero, al punto que el peso de la 
rentabilidad financiera de las operaciones y activos del capital comercial y productivo 
tienen un peso definitivo en la sobrevivencia de los sectores de la “economía real”. 
En consecuencia otros actores se empoderan, en vez de los gremios del capital 
ligados a sectores económicos y territorios específicos, los grupos económicos 
vinculados a redes de acumulación trasnacional prevalecen sobre las políticas 
nacionales y subordinan las territoriales. La internacionalización de los espacios 
interiores es una de las tensiones más fuertes en la desestructuración y 
reestructuración de las relaciones de poder dentro de los Estados nacionales y, con 
más veras, de las pugnas por definir la función estratégica de los territorios interiores 
de las naciones. 




En virtud de la descentralización se cuestionan los equilibrios al interior del Estado 
nación. El mercado nacional nunca fue más que el enlazamiento de actividades 
económicas prevalentes en el proceso de acumulación y a través de ellas de los 
territorios ganadores en la construcción del Estado nación y el mercado interno. Los 
sistemas políticos latinoamericanos, Estados unitarios y federales incluidos, 
nacionalizaron y estatizaron la arena de las contiendas por la representación política 
y la distribución de los principales activos nacionales. En consecuencia se configuró 
un centralismo articulador de las principales actividades económicas y de la 
representación política de los territorios en la nación. En virtud de la 
descentralización se cuestiona el equilibrio entre centros y periferias y se abre una 
puja redistributiva de poderes al interior del sistema político, de las finanzas públicas 
y de las competencias administrativas. Otros actores adquieren relevancia, al lado de 
los partidos nacionales, movimientos políticos y partidos territoriales o las bases 
territoriales de las agremiaciones nacionales. De igual forma las comunidades locales 
y sus organizaciones reemplazan en muchos asuntos a la representación de los 
sindicatos, asociaciones y federaciones de carácter nacional. Desatadas las 
jerarquías de subordinación entre centro y periferias propias del Estado nación se 
abre una puja por el control estratégico de los gobiernos locales, así como por el 
peso relativo de los poderes locales sobre los asuntos, políticas e instituciones 
nacionales. 
 
La descentralización en el cruce de caminos entre la economía y la política 
Varias relaciones existen entre los dos ejes de la reestructuración espacial del 
Estado, de los procesos de acumulación y de la construcción de las instituciones 
(Restrepo, 1990)1. No es nuestro objetivo un análisis sistemático sobre estas 
relaciones. La investigación porta sobre el estudio de procesos de descentralización 
                                        
1 Restrepo, Darío I. (1990), ‘Los dos ejes del ajuste estructural en América Latina’, Revista Estudios 
Políticos, No. 3 83 - 104.  
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nacionales en un contexto de redefinición externa e interna de las soberanías del 
Estado nación, lo cual obliga necesarias referencias a la globalización y a la 
acumulación bajo la hegemonía del capital financiero. Los procesos de 
descentralización se encuentran en el cruce de caminos entre las transformaciones 
de las realidades y políticas económicas, por una parte y, por otra, de las 
transformaciones en los sistemas políticos. La ideología, las políticas y las 
instituciones a partir de las cuales el Estado articuló los mercados nacionales son 
desmontadas y con ellas los mecanismos anteriores de intervención sobre los 
territorios nacionales. Los sistemas políticos centralizados aminoran su control sobre 
los procesos y las elites políticas locales. En esta doble coyuntura a través de las 
ofertas y demandas de descentralización se reacomodan diferentes fuerzas sociales 
con el fin de instrumentalizar una nueva geografía territorial.  
 
Los procesos de descentralización se trenzan alrededor de la definición sobre las 
competencias, recursos y alcances de las políticas nacionales de descentralización. 
El nuevo ordenamiento territorial está en disputa. Los arreglos institucionales son el 
resultado de la confluencia de conflictos por imponer nuevos ordenamientos 
territoriales. Las leyes y las instituciones expresan las tensiones y transacciones que 
las parieron y establecen reglas prevalentes a partir de las cuales se canalizan y 
transforman los conflictos por apropiarse de las funciones estratégicas de los 
poderes locales. Los montos, alcances y soberanías cedidas o compartidas son el 
eje de las controversias en los diseños de descentralización, por lo que al lado de los 
arreglos institucionales prevalentes existen ordenamientos territoriales de facto y 
potencialmente alternativos. La descentralización no vehicula entonces una 
racionalidad, uno solo interés o única estrategia de definición de la función de los 
gobiernos territoriales. La descentralización es el resultado conflictivo de pugnas 
alrededor de las políticas económicas y de los sistemas representativos. Así como 
los conflictos económicos y políticos generan las nuevas instituciones, así mismo 
estas tienen la capacidad de transformar la sociedad que las creó. La nueva 
arquitectura institucional potencia actores sociales y políticos locales como los 
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movimientos cívicos y los partidos de origen territorial o construidos a través de la 
recomposición de las elites locales. A la vez la nueva trama institucional socava las 
bases del sindicalismo nacional y obliga a recrear negociaciones entre elites políticas 
locales y jefaturas nacionales de los partidos. 
 
¿Por qué comparar casos nacionales? 
Dos procesos históricos son estudiados, Bolivia y Colombia. Países de tamaño 
parecido, de desarrollo económico medio a escala latinoamericana, que a la vez son 
Estados unitarios con sistemas políticos centralizados. Tres características los 
distancian de manera profunda: la población, los sistemas políticos y la extensión del 
mercado y del Estado sobre los territorios. En Bolivia la mayoría de la población es 
indígena y en Colombia mestiza. Bolivia padeció en su historia republicana un 
prontuario de gran inestabilidad institucional, en cambio Colombia se precia de una 
gran estabilidad del sistema político. Sin embargo, en Bolivia la violencia política es 
esporádica y de corta duración, aunque regresa una y otra vez. En Colombia la 
violencia es una práctica regular de la política y padece una guerra insurgente desde 
la década del sesenta, prolongación en mucho de confrontaciones armadas de la 
década del cincuenta. Bolivia, antes de la descentralización,  tenía un Estado más 
precario, con menor incidencia en todo el territorio que se refleja en su escasa 
soberanía tributaria, en la poca extensión del sistema representativo local y en la 
orfandad de la presencia de la administración y de los recursos públicos de manera 
regular. Colombia, antes de la descentralización, ya era un país de pueblos con una 
larga tradición de instituciones locales de alcaldías y concejos municipales. A pesar 
de su centralismo en Colombia la fuerza de los mercados y de las elites políticas 
locales les ha garantizado participación en el Estado central, sus políticas e 
instituciones. 
 
¿Qué tienen de común los procesos de descentralización en países de tradición 
centralista y qué de diferente allí en donde la “cuestión étnica” tiene tanto peso?  ¿Se 
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diferencian las dinámicas y resultados de los procesos de descentralización en virtud 
de las diferencias previas en los grados de desarrollo institucional y de los mercados 
territoriales? ¿Ayuda la descentralización a estabilizar un sistema institucional 
inestable como el boliviano y a superar las causas del conflicto armado interminable 
en Colombia? Fue la descentralización una estrategia adecuada para extender los 
sistemas políticos representativos sobre el conjunto de los territorios de los países? 
¿Han logrado los procesos de descentralización extender las oportunidades de 
desarrollo más allá de los ejes centrales de los países? ¿Qué fuerzas sociales y 
políticas se disputan los diseños de descentralización, cómo usan los arreglos 
prevalentes, qué intereses se potenciaron, cuáles periclitaron y cómo se entrelazan 
las disputas por diferentes ordenamientos espaciales de poder en cada país? ¿Qué 
tanto intervinieron las agencias imperiales sobre los diseños, normas, instituciones y 
orientaciones de las reformas descentralistas? ¿Por qué a pesar de cierta 
uniformidad en las formas de los procesos los usos, las dinámicas y los efectos 
políticos son tan diferentes? 
 
El conjunto de estas preguntas tiene interés para cada uno de los países sobre los 
cuales son formuladas. ¿Pero, por qué hacerlo a través de un ejercicio de 
comparación? Porque la comparación aporta un suplemento de conocimiento sobre 
los procesos nacionales mismos y sobre las dinámicas de los cambios institucionales 
en general. La mirada exclusiva de un caso nacional lleva más de una vez a 
ponderar causalidades típicamente locales de procesos que son más generales. Lo 
contario también es cierto, es decir que en ocasiones se desprecian factores locales 
en los procesos de cambio institucional que a la luz de las comparaciones adquieren 
mayor relevancia. En otro nivel de conocimiento las comparaciones abren la 
posibilidad de entender la pluralidad de caminos a través de los cuales se generan 
los cambios institucionales. Más significativo aún para nosotros es que las 
comparaciones facilitan el estudio de los significados y usos políticos de las 
transformaciones institucionales similares. Es decir, un mismo arreglo institucional, 
similares leyes e idénticos criterios normativos no producen los mismos efectos en 
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realidades nacionales distintas. Son los entramados históricos de cada país los que 
otorgan las coloraciones, los sentidos y las potencialidades políticas y sociales a las 
formas de organización espacial de Estado. Para decir abruptamente lo que será en 
extenso tratado en los relatos nacionales: No es lo mismo la toma paramilitar de los 
gobiernos locales en Colombia que la absorción de las instituciones locales por los 
pueblos, comunidades y partidos de base étnica en Bolivia. Sin embargo, ambos 
desenlaces son el resultado de la crisis del Estado nación, en particular del derrumbe 
de los sistemas políticos centralizados y de la recomposición de las fuerzas 
territoriales que luchan por apropiarse de las instituciones locales. Una misma forma 
de organización espacial del Estado puede facilitar la apropiación del poder local por 
fuerzas con proyectos político, relaciones productivas y vinculaciones al mercado 
mundial diametralmente opuestas. La crisis financiera global de 1998 golpeó ambas 
economías nacionales afectando de manera grave el equilibrio macroeconómico y el 
balance de poderes sobre los gobiernos locales. Sin embargo, el choque externo no 
produjo igual impacto ni sobre el balance de poderes que pugnaban por apropiarse 
de las localidades, ni sobre el diseño general de la descentralización. En Colombia el 
impacto nacional de la crisis sirvió de pretexto para emprender una re centralización 
que profundizó el ajuste neoliberal. En Bolivia, la crisis fue un acicate que marcó el 
inicio de un ciclo rebelde mediante el cual los sectores populares se enfrentaron en 
contra de empresas municipales privatizadas logrando imponer una agenda 
radicalmente opuesta al neoliberalismo. 
 
La apuesta metodológica 
Los relatos sobre los procesos de descentralización en cada país se anudan a partir 
de una triangulación circular entre Economía, Política e Instituciones en conflicto 
desde las configuraciones espaciales de dichas relaciones. El grado de abstracción 
de esta aseveración demanda desglosar cada una de sus partes. En virtud de la 
primera característica la descentralización es considerada como un arreglo 
institucional que resulta de las políticas económicas y de las particularidades de los 
sistemas políticos. La segunda característica trata los conflictos al interior de cada 
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variable y en las relaciones entre ellas. Es decir, analiza los conflictos alrededor de 
las transformaciones de la política económica: quiénes ganan, quiénes pierden, 
quiénes la impulsan y con qué fines, quiénes se oponen y por qué, qué fuerzas se 
desatan con la nueva política económica y cómo se transforman las relaciones de 
poder a través de ellas. Similares consideraciones se aplican a la crisis y 
transformación de los sistemas políticos: quiénes la impulsan, con qué fines y a 
través de qué medios, cuáles fuerzas se fortalecen y cuáles son perjudicados, qué 
procesos socio políticos son desatados a partir de los nuevos sistemas políticos y 
cómo se transforman las relaciones de fuerza a nivel local y nacional. Los conflictos 
alrededor de “la economía” y de “la política” producen los cambios institucionales que 
a su vez redefinen reglas y condiciones de gran impacto sobre la economía y las 
relaciones políticas. La tercera característica de la apuesta metodológica es la 
variable territorial. Lo territorial no es el marco en el que ocurren los procesos o un 
mero resultado derivado de estos. Lo territorial es la manera a través de la cual se 
configuran y se entrelazan las relaciones entre economía, política e instituciones. 
Toda la economía es economía espacial, todo sistema político construye relaciones 
espaciales de poder, toda la trama institucional dibuja la arquitectura territorial de su 
extensión, cobertura e incidencia.  
 
La contribución teórica y sus insuficiencias 
En virtud de estas consideraciones el interés por la descentralización va más allá de 
los casos particulares estudiados y contribuye a formular una metodología de 
comparación de los entramados institucionales, a través de un ejercicio de economía 
política espacial comparada. El espacio se convierte en una categoría de análisis 
para el estudio de las relaciones entre la Economía, la Política y las Instituciones en 
conflicto. Sin embargo somos conscientes  de grandes falencias en nuestra 
pretensión que deben resolverse para transitar de las hipótesis y de los trozos de 
relaciones espaciales del poder reveladas a una teoría general sobre las relaciones 
entre Espacio y Poder.  
 




Varios conceptos son de gran utilidad aunque no colman por completo los 
requerimientos de un análisis de las configuraciones económicas, políticas e 
institucionales en tanto entramados territoriales en disputa. La tradición marxista 
adhiere a la categoría de los “regímenes de acumulación” para explicar los procesos 
de generación del plus valor prevalentes en una fase  de acumulación del capital. 
Conocido es el reconocimiento de que Marx y sus categorías no construyeron una 
teoría del Estado2, agregamos, detrás de David Harvey, que tampoco sobre el 
Espacio. Para nosotros todo sistema productivo es un sistema productor de 
relaciones espaciales de poder (Marx, 1867, en línea)3. La categoría del régimen de 
acumulación se acerca a los procesos medulares de producción, transformación y 
consumo a través de los cuales se genera el plus valor, en una relativa ausencia de 
las dimensiones espaciales en estos procesos. En las obras citadas y otras David 
Harvey contribuye de manera decisiva a la dimensión espacial de los procesos de 
acumulación, pero no realiza similar esfuerzo sobre la dimensión espacial del Estado, 
de los sistemas políticos y de las luchas sociales (Harvey 2007, 2007)4. La Teoría de 
la Regulación de origen francés propone los “modos de regulación” con el fin de 
ilustrar las relaciones entre el régimen de acumulación con la política económica, las 
instituciones estatales y los modos de regulación de los conflictos sociales y políticos 
por la repartición de los excedentes. El modo de regulación se adentra en el estudio 
de relaciones entre economía, políticas e instituciones que logran estabilizar, en 
periodos de acumulación determinados, cierta triangulación, la cual incluye unas 
                                        
2. Lo cual no quiere decir que no tenga una caracterización clara del Estado como expresión de la 
dominación de las clases que encabezan los modos de producción a través de la historia. La ausencia 
de la teoría del Estado refiere a un tratado a la altura de la complejidad de aquel sobre los procesos, 
lógicas y contradicciones mediante los cuales Marx explicó los mecanismos de producción ampliada 
del capital, sus contradicciones, inevitables crisis y límites. 
3. Por ejemplo en el célebre capítulo sobre La ley General de la Acumulación Capitalista Marx explica 
los fundamentos de la producción, de la extracción del  plus valor y la acumulación ampliada sin 
necesidad de referirse ni al Estado, ni al proceso espacial de la producción, la transformación y la 
realización del capital. Karl Marx, El Capital, Tomo I, en línea: 
http://www.archivochile.com/Marxismo/Marx%20y%20Engels/kmarx0010.pdf 
4. Harvey, David (2007), Espacios del capital. Hacia una geografía crítica, (Madrid: Ediciones Akal, 
S.A) 447. Harvey, David (2007), ‘La geografía de la acumulación capitalista: Reconstrucción de la 
teoría marxiana’, Espacios del capital. Hacia una geografía crítica (Madrid: Ediciones Akal), 255 - 284.  
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formas prevalentes de regulación de los conflictos (Boyer, 1989)5. Para nuestra 
aproximación esta categoría es entonces de gran utilidad, por lo que se acude a ella 
en varios pasajes. Sin embargo, nosotros exploramos el conflicto en cada parte de la 
triangulación (E & P & I) y no solo las formas de regular los conflictos por un modo de 
regulación. Más aun, los ensayos que parten de la categoría del modo de regulación 
no consideran con suficiencia la dimensión espacial de las configuraciones 
económicas, políticas e institucionales y de las relaciones entre ellas. En 
consecuencia nuestra aproximación carece de una categoría específica de “lo 
económico”, por lo que presta las denominaciones arriba señaladas, así como otras 
tales como el sistema económico y el patrón y el modo de acumulación. 
  
Algo similar ocurre con la categoría de “la política”. El régimen político refiere a los 
acuerdos entre partidos sobre las reglas, instituciones y dinámicas en la 
conformación de los poderes representativos. El sistema político es una categoría 
más amplia en la medida en que incluye otros actores como los gremios, los 
sindicatos, las iglesias, las asociaciones sociales de todo tipo. También incluye otros 
escenarios fuera de las instancias representativas y contiene las prácticas 
corporativas. Sin embargo, existen dimensiones, prácticas y escenarios políticos por 
fuera del régimen y del sistema político. Hemos distinguido en varios pasajes de los 
relatos nacionales “lo político” de “la política” para dar cuenta de las expresiones 
políticas que no se canalizan ni mediante el régimen ni a través del sistema político 
prevalente. Se trata de la emergencia de contenidos políticos encarnados por fuerzas 
sociales en expresiones programáticas de clase social sin las mediaciones y 
distorsiones propias de los regímenes y sistemas políticos. “Lo político” refiere al 
conjunto de instituciones, normas, mecanismos y prácticas institucionales del 
régimen y del sistema político. “La política” apela a las expresiones, propuestas y 
construcciones subjetivas de lo colectivo más allá y más acá del régimen y del 
sistema político. Cuando estas distinciones se realizan hemos usado las cursivas, en 
todo otro caso se adhiere al uso común de la política como las políticas, las 
                                        
5. Boyer, Robert (1989), La teoría de la regulación: un análisis crítico, (Ciencias Sociales del Trabajo, 
No. 6  Buenos Aires: Humanitas) 179.  
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instituciones, las organizaciones y los sistemas representativos y corporativos. Sin 
duda es necesario ahondar en esta diferencia de categorías en una construcción 
teórica sobre las relaciones entre Espacio y Poder.  
 
Con estas insuficiencias ha sido construido este relato de procesos de 
descentralización comparados, cuyo mayor interés es resaltar la dimensión espacial 
de las disputas en el ámbito de la economía, la política y las instituciones; en este 
caso se resaltan los contenidos sociales y políticos de las formas de organización 
espacial descentralizadas del Estado en Bolivia y Colombia entre 1980 y el año 2005. 
 
Partes de la investigación 
El primer capítulo está dedicado a la revisión de las apuestas metodológicas más 
comunes que caracterizan los estudios de los procesos de descentralización en 
América Latina. A través de una revisión crítica se van exponiendo las opciones 
epistemológicas a partir de las cuales se construye la propuesta sobre la manera de 
estudiar la emergencia, los sentidos y la evolución de los procesos de 
descentralización. El segundo y tercer capítulo relatan los procesos de 
descentralización en Bolivia y Colombia. Los relatos comienzan con los antecedentes 
a los procesos de descentralización en los que se analiza la doble crisis de los 
sistemas políticos y los modelos de acumulación. “El derrumbe de un mundo” abre 
un periodo de pugnas alrededor del ordenamiento territorial de los sistemas políticos, 
de las finanzas públicas y de las políticas estatales. En este contexto se analiza la 
emergencia normativa e institucional de la descentralización en tanto negociación y 
transacción entre fuerzas y estrategias en pugna. Las nuevas reglas institucionales 
provocan profundos impactos en los sistemas políticos, en las formas de 
organización y expresión de los grupos sociales, en las realidades locales y en las 
finanzas públicas en general. A finales de la década del noventa una crisis financiera 
global impacta ambas naciones. Dicho fenómeno tiene gran impacto sobre las 
economías nacionales generando déficit fiscal, crecimiento de la deuda externa y 
contracción económica. En esta coyuntura se desequilibran las relaciones de fuerza 
políticas dentro de los países. Los gobiernos que encarnan al neoliberalismo 
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aprovechan la ocasión para radicalizar el ajuste estructural, en parte a partir de los 
gobiernos locales. Sin embargo, el desenlace de los conflictos será muy diferente 
entre los países, análisis al cual está dedicada la última parte de los relatos 
nacionales. En el cuarto y último capítulo se realiza una comparación sistemática de 
las similitudes y diferencias en los procesos de descentralización entre Bolivia y 
Colombia. Al final se dialoga con el primer capítulo en el que se expuso la 
metodología de investigación. En particular se expone la triangulación entre factores 
determinantes de los procesos de descentralización. 




2. Capítulo 2: Propuesta metodológica 
Crítica a los estudios sobre descentralización en América Latina desde un 
estructuralismo abierto 
 
Un estudio comparado de los procesos de descentralización en América Latina 
supone definir dos asuntos, lo que los investigadores atribuyen al dominio de la 
descentralización y las miradas a partir de las cuales se comparan los procesos en 
varios países6. Nuestra aproximación se ha construido desde la crítica a seis 
características comunes en otros esfuerzos de interpretación de cobertura nacional o 
comparativa: 1- Crítica al concepto de objetivos inherentes a la descentralización, 2- 
Crítica a una historia sin sujeto o con un sujeto único, 3- Crítica al fetichismo 
institucional, 4-  Un reconocimiento a la demografía y la economía espacial, 5- Una 
crítica a los determinantes políticos de los procesos y a la derivación de los 
resultados a partir del origen de las causas, 6- Una crítica al concepto de origen. A 
través de este recorrido se perfilan las opciones epistemológicas del método de 
investigación asumido, cuyos rasgos generales se recogen al final bajo el calificativo 
de determinismo sin determinación, propio de un estructuralismo abierto y dinámico. 
 
2.1  Crítica al concepto de objetivos de la descentralización 
 
Egón Montecinos (2005)7, chileno y doctor en ciencias sociales, publicó en el año 
2005 un artículo sobre los que el considera son los principales enfoques de las 
investigaciones en descentralización en América Latina. Desde entonces todo aquel 
que sitúa las diferentes aproximaciones a la descentralización referencia dicha 
sistematización. Egón asimila los enfoques con las disciplinas de las ciencias 
humanas: la economía, la sociología, la administración y las ciencias políticas. El 
autor agrega una quinta contribución desarrollada por las agencias multilaterales. Sin 
                                        
6. Agradezco los sistemáticos comentarios que a este capítulo hizo el profesor Mario Hernández, 
director del Centro de Historia de la Medicina de la Universidad Nacional de Colombia. 
7. Egon Montecinos, “Los Estudios De Descentralización En América Latina: Una Revisión Sobre El 
Estado Actual De La Temática,” Revista Eure Volumen XXXI, número 93 (2005): 73 - 88. 
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embargo, a nuestro juicio los análisis del Banco Mundial –BM- y del Banco 
Interamericano de Desarrollo –BID- no distan en nada de las lecturas que explicaron 
en la década del ochenta el origen y el propósito de los procesos de 
descentralización a partir de la racionalidad económica, a cuyo fin le socorre el 
neoinstitucionalismo desde mediados de la década del noventa.  
 
La manera como la mayoría de la bibliografía trata el tema de la descentralización en 
América Latina logra ser captada en el ensayo del chileno. A nuestro juicio la 
hipótesis común a muchos ensayos escritos desde diferentes disciplinas es el 
fetichismo institucional, combinado con un voluntarismo positivista. Para la mayoría 
de escritos económicos la descentralización surgiría naturalmente para liberar a los 
mercados del excesivo estatismo, aumentar la eficiencia de las asignaciones y 
fecundar el desarrollo territorial. Desde la sociología se reconocen sociedades más 
complejas en las que la sociedad civil puja a través de la descentralización y de la 
participación ciudadana con el fin de lograr incidir en los asuntos públicos. En 
muchos ensayos de ciencia política la descentralización acompaña el desmonte de 
dictaduras y democracias restringidas con la finalidad de democratizar al Estado y la 
sociedad. Según la nueva gestión pública se trataría de crear formas de organización 
administrativas más flexibles, adaptables y eficientes. Y de acuerdo con las agencias 
multilaterales, ya lo advertimos, sería  un complemento institucional del ajuste 
macroeconómico estructural.  
 
Lo común en la mayoría de escritos sobre descentralización reseñados por 
Montecinos (2005) es considerar que esta contiene un objetivo inherente, valorado 
positivo por lo demás, en virtud del cual se facilitarían las buenas prácticas y los 
resultados económicos (desarrollo económico), el fortalecimiento de la sociedad civil 
(desarrollo social), la innovación y adaptabilidad de la gestión administrativa 
(desarrollo institucional) y la profundización de la democracia (desarrollo político). Por 
esta razón consideramos que estas miradas comparten un enfoque común a pesar 
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de sus diferencias disciplinares, aquel que llamamos fetichismo institucional. La 
forma de organización espacial descentralizada contendría intrínsecos objetivos, uno 
prevalente desde cada mirada disciplinar y todos partícipes de un optimismo 
desarrollista. Sin embargo, desde cada frontera, con el discurrir de los tiempos -y una 
vez no se alcanzaran ninguno de los objetivos esperados-, surgen críticas y 
propuestas tendientes a realizar las reformas necesarias para que la forma 
descentralizada acometa sus fines originales. El complemento del fetichismo 
institucional es invariablemente el voluntarismo positivista, es decir, la voluntad de 
forzar los procesos para que realicen los objetivos que se creían adheridos y 
transportados espontáneamente por la forma de organización espacial misma. En 
palabras de Montecinos (2005): 
[…] queda la sensación de que las diferencias sustantivas existentes en los 
resultados del proceso de descentralización en la región, así como las 
explicaciones de estos éxitos y fracasos, no están dadas por visiones 
integrales sino más bien por enfoques mono-disciplinares y poco integrados. 
Es decir, el federalismo fiscal atribuirá los éxitos y fracasos de la 
descentralización a la mayor o menor co-participación de los gobiernos 
subnacionales en los ingresos del Estado central y al manejo ineficiente que 
se haga de ellos. El enfoque sociológico lo atribuirá a la escasa participación 
de la sociedad civil en el proceso y a la tradición centralista existente en 
América Latina y al predominio de una visión económica en las políticas 
descentralizadoras implementadas en la región. Por otro lado, la ciencia 
política lo atribuirá a los diseños institucionales y a los diversos incentivos que 
provoca el proceso para los partidos políticos, al empoderamiento de caciques 
locales, al lento proceso de las reformas del Estado, etc. (p. 84).  
 
 
La acogida de esta sistematización en América Latina muestra, por su ausencia, la 
escasa visibilidad y producción de estudios con posiciones críticas sobre la 
descentralización desde cada una de las disciplinas mencionadas. Por ejemplo, los 
trabajos en economía que asocian la descentralización con el neoliberalismo en tanto 
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doctrina que se opone a la integración y ampliación de los mercados nacionales y 
regionales a favor de una internacionalización de procesos, lugares y mercados 
específicos (De Mattos, 1990)8. Desde la ciencia política el impulso de la 
descentralización por sectores sociales muy diversos que van desde carteles 
mafiosos en Colombia, hasta movimientos cívicos empresariales conservadores en 
Bolivia y Ecuador. La descentralización no sería entonces siempre la expresión de 
sectores sociales con pretensiones progresistas, o reivindicación de una 
indiferenciada y valorada sociedad civil (Eaton, 2011)9. A partir de la sociología se 
obscurecen las críticas a los sistemas políticos descentralizados que fragmentan el 
poder estatal y alimentan fuerzas retardatarias en cada territorio. De igual manera, se 
menosprecia el uso de la descentralización en el detrimento de los derechos y 
conquistas sociales amparados nacionalmente por el Estado central (Bauman, 
1999)10. Según la ciencia administrativa se olvida el asocio entre la nueva gestión 
pública y las formas de organización de las redes empresariales privadas. La reseña 
de Montecinos (2005) recoge unos “objetivos positivos” de la descentralización y deja 
por fuera otros “objetivos negativos” o, por lo menos, polémicos. 
 
Los trabajos y posturas meritorias de reconocimiento de parte de Montecinos hacen 
parte de una extensa construcción discursiva que denominamos la ideología de la 
                                        
8. Carlos A. de Mattos, “La Descentralización, ¿Una Nueva Panacea Para Impulsar El Desarrollo 
Local?,” Cuadernos de Economía Volumen X, Número 14 (1990): 173 - 194. El uruguayo profesor de 
la Pontificia Universidad Católica de Chile, Carlos de Mattos (1990), rebate la asociación entre 
descentralización y desarrollo económico territorial en el marco de un proceso de globalización 
capitalista bajo la egida del neoliberalismo, el cual está interesado en des-estructurar los territorios para 
lograr una internacionalización más fluida a las corrientes dominantes del capital.  
9. Kent Eaton, “Conservative Autonomy Movements: Territorial Dimensions of Ideological Conflict in 
Bolivia and Ecuador,” Comparative Politics Volume 43, numbre 3 (2011): 291 - 310. El cientista 
político Kent Eaton, profesor a la Universidad de California (2011), llama la atención sobre la 
existencia de movimientos sociales territoriales no necesariamente progresistas anclados en regiones de 
mucha prosperidad económica relativa en Bolivia y Ecuador, los cuales al perder el control del 
Gobierno nacional, la definición de las políticas públicas y de los presupuestos centrales, levantan la 
consigna de la autonomía regional contra el centro. 
10. Zygmunt Bauman, La Globalización: Consecuencias Humanas (Sâo Paulo: Fondo de Cultura 
Económica, 1999). El sociólogo alemán Zygmunt Bauman (1999) sostiene que mientras el capital gana 
movilidad global se desentiende de financiar a los Estados y se desarraiga de todo compromiso con 
naciones, territorios y localidades, mientras la fuerza de trabajo queda anclada en lo local. De tal 
manera, los grados de autonomía para proyectos nacionales y locales se desvanece ante la fuerza de los 
encadenamientos financieros globales.  
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descentralización. Según esta, la reforma político-administrativa descentralizada, por 
sí sola, tiene la capacidad y la intención de provocar una serie amplia de cambios en 
las relaciones sociales, políticas y económicas del poder, a través de una serie de 
equivalencias desencadenadas a su paso: Descentralización = democracia = 
eficiencia administrativa = desarrollo territorial = equidad social = poder popular. 
Consideremos las equivalencias una a una.  
 
Descentralización = democracia  
La descentralización esparciría ampliamente el poder político sobre el territorio. De 
esta manera, el carácter oligárquico y centralizado del poder en el Estado central es 
menguado. A la vez,  quedan debilitadas las burocracias dueñas de los aparatos 
centrales de la representación y la administración pública. El ejercicio del poder 
cercano al ciudadano sería más permeable, transparente, participativo y democrático 
(Borja, 1989)11. Este supuesto menosprecia considerar que la descentralización 
fortalece los grupos de poder local, cualquiera sea, e ignora las prácticas por estos 
ejercidas, eventualmente algunas de ellas muy lejanas al ideal democrático liberal 
como el cacicazgo, el clientelismo, la violencia o la corrupción.  
 
Descentralización = eficiencia 
La administración pública central sería engorrosa, costosa, burocratizada e ignorante 
de los procesos, necesidades y capacidades locales. En cambio la administración, 
estructurada sobre los pequeños espacios, sería más flexible, adaptable, barata y por 
tanto eficiente (Wiesner, 1992)12. Esta postura desprecia una realidad fáctica referida 
                                        
11. Jordi Borja, Estado, Descentralización Y Democracia (Bogotá: Ediciones Foro Nacional por 
Colombia, 1989). En los albores de los procesos de descentralización en la década del ochenta el 
catalán Jordi Borja (1989) tuvo una gran incidencia ideológica sobre intelectuales y líderes políticos y 
sociales de una nueva izquierda latinoamericana. Para estos la centralización estatal y la democracia 
representativa habían expropiado el poder popular, por lo que abrazaron con entusiasmo la 
descentralización y la democracia participativa como concreción de un nuevo poder popular y 
democrático.  
12. Eduardo Wiesner, Colombia: Descentralización Y Federalismo Fiscal (Bogotá: Departamento 
Nacional de Planeación, 1992). El exministro de Hacienda colombiano Eduardo Wiener Durán (1992), 
expresando un consenso general, considera que el más directo beneficio de la descentralización sería la 
eficiencia del Estado, tanto en su asignación de recursos fiscales en general, como en la prestación de 
bienes y servicios mediante empresas descentralizadas. De tal modelo se derivaría un apoyo 
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a las carencias de formación profesional en la mayoría de entidades territoriales en 
América Latina, también ignora las economías de escala en los procesos 
administrativos y fiscales. Sin embargo, el carácter ideológico de la postura no 
proviene de un olvido sino de una paradoja. En los años sesenta y setenta se justificó 
la necesidad de “expropiar la descentralización administrativa local”, con el fin de 
garantizar eficiencia y eficacia mediante la estandarización centralizada de los 
procesos administrativos, la tecnología y la financiación (Ugalde y Homedes, 2002)13. 
Por consiguiente, no se puede explicar la descentralización por una voluntad de 
lograr la eficiencia en la medida en que la centralización también buscaba la 
eficiencia. Lo que debe explicarse son las causas históricas que conducen desde 
sistemas administrativos centralizados a otros descentralizados. 
 
Descentralización = desarrollo territorial 
La ideología y sus apóstoles sostienen que la descentralización del poder político y 
administrativo, acompañada con recursos fiscales, tiene por vocación o resultado una 
tendencia a la equidad en el desarrollo territorial (Rondinelli, 1980)14. Pero los 
procesos de descentralización cobijan la política social básica, más no la política 
económica. La ideología de la descentralización omite que el régimen de propiedad, 
la reforma agraria y urbana, las estrategias de inserción o defensa respecto del 
mercado mundial no son descentralizadas. Es decir, ninguna de las variables que 
definen las estrategias de generación y distribución territorial de riquezas y 
excedentes forman parte de la oferta central de descentralización.  
 
Descentralización = equidad social  
                                                                                                                        
automático a la trasparencia, la rendición de cuentas y la participación ciudadana en el nivel local. Por 
tanto, a la democracia y a un ambiente propicio para el desarrollo y la inversión.  
13. Homedes Nuria, Ugalde Antonio, “Descentralización Del Sector Salud En América Latina,” Gaceta 
Sanitaria Volumen 16, número 1 (2002): 18 - 29. 
14. Rondinelli, Dennis A., “Government Decentralization in Comparative Perspective. Theory and 
Practice in Developing Countries,” International Review of Administrative Sciences - IRAS Vol. 47, 
No. 2 (1980): 133 - 145.. El profesor de la Syracuse University, Dennis A. Rondinelli (1980) expresaba 
en la década del ochenta la temprana euforia de muchos intelectuales con la descentralización porque 
disminuiría el costo de las burocracias, aumentaría el conocimiento específico de cada realidad local y 
contribuiría a una administración más eficiente con capacidad de lograr un desarrollo más equilibrado 
y democrático.  
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Por definición se trataría de un proceso de desconcentración del poder a favor de los 
sectores socioterritoriales marginales. La distribución del poder político, de recursos y 
competencias  propendería hacia la equidad en la sociedad. Empero, descentralizar 
puede conducir a mayores desigualdades en la distribución de recursos (Finot, 
2001)15.  
 
Descentralizar = poder popular  
La cima de la ideología de la descentralización asocia cada lugar con una hegemonía 
social y política, a lo trasnacional correspondería el poder colonizador de las 
multinacionales, a la arena de lo nacional el de las burguesías, tecnocracias y 
burocracias, al de las localidades el poder popular. De tal manera, el poder ya no es 
analizado como una relación social y política que se construye y penetra cada 
espacio territorial, sino como una relación entre territorios con prelación de clases 
hegemónicas en cada uno de ellos (Fals, 2000)16.  
 
La ideología de la descentralización es muy poderosa porque alimenta un imaginario 
común entre clases sociales, partidos políticos, intereses y estrategias antagónicas, 
cuyas diferencias y contradicciones se confunden en la nebulosa de los objetivos de 
la descentralización.  
Nuestro enfoque valorará dos posturas ausentes en la reseña citada por Montecinos 
(2005) y en clara diferenciación con la ideología de la descentralización: por una 
parte, un análisis sobre la emergencia y evolución de los procesos de 
descentralización a partir de las transformaciones en los modelos de acumulación y 
de los sistemas políticos. Y, por otra parte, los conflictos entre fuerzas alrededor de la 
forma de organización descentralizada. En nuestra perspectiva los sentidos 
                                        
15. Finot, Iván (2001), Descentralización En América Latina: Teoría Y Práctica, (Serie Gestión Pública, 
No 12  Santiago de Chile: Cepal - Instituto latinoamericano y del Caribe de Planificación Económica y 
Social - ILPES) 13. El boliviano Iván Finot (2001) revisa y cuestiona una a una las esperanzas 
sembradas en los procesos de descentralización en América Latina, en particular la equidad  socio 
territorial, así como también la eficiencia en la provisión de bienes públicos esenciales para la calidad 
de vida de la población.  
16. Fals-Borda, Orlando, Acción Y Espacio. Autonomías En La Nueva República (Bogotá: Tercer 
Mundo Editores / Universidad Nacional de Colombia, 2000). El prestigioso sociólogo colombiano 
Orlando Fals Borda (2000) es quizás el exponente más penetrante de esta manera de pensar. 
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económicos, sociales, políticos e institucionales de los procesos de descentralización 
no les son inherentes, siempre iguales a sí mismos en diferentes momentos 
históricos, sino relacionales, de época. Los objetivos de la descentralización emergen 
y evolucionan en condiciones históricas particulares que han de estudiarse. De la 
misma manera, los procesos no tienen una voluntad de alcanzar ciertos propósitos 
unívocos. El campo de la voluntad corresponde a los actores y estos construyen 
visiones, intereses y estrategias distintas y contradictorias a través de los procesos 
de descentralización. Los propósitos de la descentralización siempre están en 
disputa en cada época, es decir, cada vez existen varias estrategias, fines, intereses 
y usos contradictorios alrededor de la figura de la descentralización. Para realizar 
dichas aproximaciones se acoge plenamente la recomendación final del trabajo de 
Montecinos (2005): La necesidad de una visión y de estudios “más” 
multidisciplinarios y comparados sobre la descentralización. (p. 84).  
 
2.2   Crítica a la historia sin sujeto o con sujeto único 
 
Christian von Haldenwang (1990)17 publicó un trabajo que todavía citan aquellos que 
hacen un inventario sobre teorías para interpretar la descentralización. Reconoce 
tres grandes enfoques. Primero el neoliberal cuyo objetivo sería “aumentar la 
eficiencia por medio del desmantelamiento de la regulación estatal” (p. 64). En 
efecto, para los neoliberales el decrecimiento económico, de la productividad y la 
rentabilidad de las empresas tendrían un culpable principal, el Estado interventor con 
sus grandes burocracias, partidos, gremios y sindicatos aferrados a los aparatos 
centrales. Con el fin de recuperar la eficiencia y la senda del crecimiento los 
neoliberales promueven descentralizar los aparatos del Estado, para así 
empequeñecer sus costos y dispersar las resistencias sociales y políticas que se 
oponen a la rentabilidad del mercado. Von Haldenwang (1990) sostiene que el 
problema de fondo con el enfoque neoliberal es que, al basarse en el cálculo 
                                        
17. Haldenwang, Christian V., “Hacia Un Concepto Politológico De La Descentralización Del Estado 
En América Latina,” Volumen XVI, número 50 (1990): 61 - 77.  
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individual de costo-beneficio, no integra a los análisis sobre la descentralización ni 
los comportamientos colectivos, ni las contradicciones entre las elites, ni las 
racionalidades políticas, así como tampoco las racionalidades culturales desde las 
cuales se demandan, se apropian y se significan los procesos de descentralización 
de maneras diversas y contradictorias.  
 
El neoestructuralismo es el segundo gran enfoque de interpretación y acción sobre la 
descentralización cuyo objetivo sería “aumentar la efectividad por medio de la 
racionalización de la regulación estatal” (Von Haldenwang, 1990, p. 65). En efecto, 
para los neo-estructuralistas la crisis en América Latina sería el producto del 
intercambio desigual con los centros del desarrollo mundial, situación mediante la 
cual se reproduce una heterogeneidad estructural que genera un modelo de 
acumulación altamente concentrado territorialmente e inequitativo socialmente. 
Desde esta corriente analítica y política la descentralización tendría como fin 
aumentar la legitimidad del sistema político (vía elecciones locales y participación 
ciudadana), la equidad social y territorial (por medio de transferencias 
intergubernamentales) y lograr ampliar los mercados territoriales (mediante 
instrumentos territoriales de planeación e intervención). Von Haldenwang suscribe a 
la crítica que tempranamente expresamos en el año de 1987 sobre esta manera de 
pensar la descentralización en América Latina y que calificamos de fetichismo 
institucional. Se trata de aquellos que consideran que cambiando las reglas y las 
instituciones espaciales se obtendrían automáticamente transformaciones políticas, 
económicas y sociales, todas benéficas, como si no existieran conflictos en cada 
nivel del Estado, además de usos muy contrarios de la descentralización a través de 
cada uno de sus componentes político, fiscal y administrativo (Restrepo, 1987)18.  
 
                                        
18. Restrepo, Darío I., “Descentralización, Democracia Y Estado Autoritario,” Cuadernos de Economía 
Volumen 8, Número 11 (1987): 111 - 141. 
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Finalmente, se presenta un enfoque marxista desde el cual la descentralización se 
relaciona con el “ajuste económico y reproducción de la dominación política por 
medio de la privatización, la modernización y la fragmentación de la política.” (Von 
Haldenwang, 1990, p. 67). En efecto para los marxistas, la crisis del capitalismo se 
trata de resolver mediante la disminución de los costos empresariales y estatales. El 
desempleo, la pobreza y la informalidad son el resultado de la necesidad de abaratar 
el precio del trabajo y de la administración pública. Al tiempo, se traspasan los costos 
de los servicios, de la política social y del financiamiento del Estado a las clases 
populares, por la vía del alza de las tarifas y de los impuestos al trabajo y al 
consumo. En esta estrategia anticrisis la descentralización facilita privatizar los 
activos estatales y socializar los costos de las políticas públicas. A la vez, fragmenta 
las agremiaciones del trabajo y la representación política, socavando las resistencias 
contra el ajuste económico. Von Haldenwang critica estos análisis marxistas debido a 
que niegan la autonomía de la política y sus reformas, en la medida en que todas las 
transformaciones estatales derivarían de la reestructuración capitalista y el ajuste 
estructural, sin que se asomen los conflictos sociales y políticas alrededor de las 
reformas de descentralización. En palabras del investigador alemán (1990): 
En resumen, ¿cuáles son las fallas fundamentales del enfoque marxista en el 
análisis de la descentralización? Primero, entiende la descentralización como 
proceso de ajuste con una racionalidad coherente, de largo plazo, económica 
y orientada al exterior, negando de esta manera la importancia de 
planteamientos contradictorios, de corto plazo, políticos y orientados al interior. 
[…] Sin embargo, cuando la descentralización no es más que una respuesta a 
una nueva fase de acumulación capitalista, tiende a desaparecer el Estado 
como categoría analítica. La descentralización se vuelve entonces necesidad 
histórica, su forma depende de los conflictos de clase, su éxito se define por lo 
que contribuye al proceso de ajuste. (p. 69).  
 
Consideramos que un acuerdo fundamental caracteriza todos los enfoques sobre la 
descentralización mencionados. Ellos coinciden en que esta surge de una crisis, 
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aunque las causas que la crearon, el juicio sobre las reformas emprendidas para 
superarla y el entendimiento sobre el lugar en ella de la descentralización distan de 
ser el mismo. Sin embargo, la transformación espacial del Estado, de su sistema 
político territorial, de las finanzas públicas y de la administración de políticas sociales 
está en todas las lecturas en el centro de los problemas y en las posibilidades de 
resolución. La descentralización, así como la crisis, sería a la vez e 
inseparablemente política y económica. Por consiguiente, el alemán reivindica el 
carácter complejo y complicado de todo análisis de procesos de descentralización, 
porque estos tendrán que considerar racionalidades, actores, variables y conflictos 
múltiples. En este sentido, su enfoque se  reconoce politológico, porque centra en el 
Estado el recibo de todas las presiones, en particular aquellas que provienen de la 
crisis de acumulación y crecimiento. De otra, el enfoque afirma la necesidad de 
legitimar las medidas económicas, tanto como los sistemas políticos. Entre la 
acumulación y la legitimidad se generan reformas que no siempre concuerdan, como 
por ejemplo aquellas que confluyen en los procesos de descentralización (Henríquez 
y Fierro, 2009)19. Por ende, en y hacia el Estado confluyen múltiples y contradictorias 
facetas y maneras de descentralizar, así como los grandes balances entre economía 
y política se rehacen a través de la reforma del Estado y de la descentralización en 
particular.  
A nuestro parecer un segundo rasgo emparenta los enfoques considerados: la 
ausencia de sujetos en las historias de descentralización o la sobredeterminación de 
un único actor o fuerza. Para los neoliberales la causa que genera la 
descentralización es la búsqueda de la eficiencia y los sujetos que la agencian no 
son siquiera los empresarios, los cuales pueden estar interesados en el 
proteccionismo y la corrupción. El sujeto del neoliberalismo es una tecnocracia sin 
otro propósito que el interés general y dotada de la excepcional característica de ser 
                                        
19. Fierro Jaime, Osvaldo Henríquez, “Descentralización En América Latina: Un Análisis Comparado 
De Los Casos De Colombia, Bolivia, Perú, Brasil Y Argentina,” Series Documentos de Trabajo 3 
(2009): 76. Para los chilenos Osvaldo Henríguez y Jaime Fierro (2009) la descentralización política 
habría sido el producto de los procesos de democratización en América Latina, mientras la 
descentralización fiscal habría sido el resultado de la crisis fiscal del Estado y de la deuda externa, 
ambos procesos coincidieron durante la década del ochenta.  
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el único grupo social que no actuaría motivado por un cálculo individual y egoísta de 
costo–beneficio (Restrepo, 2003)20. No difiere mucho la situación del lado de los 
neoestructuralistas. Estos hablan de manera abstracta a nombre de un interés de los 
empresarios nacionales y de las clases trabajadoras y populares, así como de la 
extensión geográfica de la democracia. Sin embargo, no se casan con actores, 
partidos o sujetos sociales concretos que preñarían la descentralización de tan 
nobles objetivos. De tal suerte, una vez más, el sujeto concreto invocado por los 
neoestructuralistas es la bien intencionada tecnocracia. Por último, el marxismo 
estructuralista se caracteriza precisamente por narrar una historia sin sujetos ni 
conflictos, cuya fuerza interior proviene de los requerimientos del capital en general y 
de fases históricas de acumulación de las que se derivan las formas espaciales de 
organización de la producción, la circulación, el consumo y el Estado (Moncayo y 
Rojas, 1978; Moncayo, 2004)21. Las contradicciones al interior de fracciones y 
sectores capitalistas son ignoradas, en particular respecto de dilemas, pujas y 
enfrentamientos alrededor de las reformas económicas, políticas y sociales 
particulares. Con más verás, los usos contradictorios de la descentralización que 
potencialmente sean perturbadores de la reestructuración capitalista no son tomados 
en cuenta en los análisis de la evolución de la forma de organización espacial 
particular. 
Nuestro enfoque comparte con Christian von Haldenwang la crítica al fetichismo 
institucional de muchos trabajos sobre descentralización en América Latina, solo que 
no lo consideramos rasgo exclusivo del neoestructuralismo. También es 
característica básica en la escuela neoliberal y en un marxismo estructuralista que 
desprecia el análisis de los conflictos entre clases sociales para explicar las formas 
institucionales del Estado. También compartimos la necesidad de entender los 
procesos de descentralización como la emanación conflictiva entre transformaciones 
                                        
20. Restrepo, Darío I. (2003), ’De La Falacia Neoliberal A La Nueva Política’, in Restrepo, Darío I 
(ed.), La falacia neoliberal, críticas y alternativas (Bogotá: Universidad Nacional de Colombia), 17 - 
40.  
21. Moncayo Víctor M., Rojas Fernando, Luchas Obreras Y Políticas Laborales En Colombia, (Bogotá: 
La Carreta, 1978) 330. Moncayo, Víctor M. El Leviatán Derrotado (Bogotá: Grupo editorial Norma, 
2004) 387. 
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económicas y políticas, así como expresión espacial de los conflictos entre fuerzas 
sociales y políticas. La descentralización es un terreno en disputa, sobre ella se 
desatan pugnas por su diseño, secuencia y profundidad, así como a través de ella se 
reconfiguran los terrenos en los que se expresarán intereses múltiples y 
contradictorios. La descentralización no es ni el resultado de una voluntad general, ni 
particular, tampoco el fruto de buenas intenciones y objetivos, ni un mero ajuste 
técnico o de regulación, ni una fatalidad unirracional o uninormativa; la 
descentralización expresa, resulta y provoca las pugnas por la recomposición 
espacial de las relaciones entre Estado, economía, sociedad y sistema político. 
 
2.3   Crítica al fetichismo institucional 
 
The purpose of this book is to demonstrate that political choices and political 
institutions have played a major role in explaining the variation in the form, 
degree, and success of decentralization in Latin America (Montero y Samuels, 
2004, p. 3)22.  
 
 
Esta frase nos sitúa en las antípodas de las diferentes expresiones del determinismo 
económico y nos ubica plenamente en el determinismo político. Pasamos de una 
historia sin sujeto distinto a los agentes del mercado, a una historia llena de sujetos 
protagónicos: los políticos. 
 
En 2004 los profesores Alfred Montero de la Universidad de Carleton College y David 
Samuels de la Universidad de Minnesota sintetizaron un enfoque para el estudio de 
la descentralización en América Latina que afirma la determinación política de los 
                                        
22. Montero Alfred P., Samuels David J., (2004), ’The Political Determinants Of Decentralization In 
Latin America: Causes And Conseguences’, in Alfred P. Montero, David J. Samuels (ed.), 
Decentralization and democracy in Latin America (Indiana: University of Notre Dame Press) 309. 
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procesos, en sus causas y consecuencias23. Este enfoque es el resultado del trabajo 
de un grupo de investigadores de universidades norteamericanas que han 
compartido años de debates y que tienen en su haber varias publicaciones 
individuales y colectivas alrededor de los temas del federalismo, la descentralización, 
la democracia y las instituciones políticas y los sistemas electorales de América 
Latina24.  
 
Las tres explicaciones más frecuentes sobre las causas que dan inicio a los procesos 
de descentralización en América Latina son descalificadas: el neoliberalismo, la 
internacionalización de la economía y la democratización. A tres tipos de argumentos 
acuden los académicos para afirmar tan polémica conclusión: uno a la historia lejana 
de América Latina, otro a los inicios de los procesos de descentralización en los años 
ochenta del siglo XX y, por último, a evidencias extraídas de las décadas del noventa 
y primera del 2000. 
 
A la luz de la historia lejana de América Latina la ocurrencia de la descentralización 
no coincidió siempre con políticas económicas liberales, tampoco con las contrarias, 
es decir, proteccionistas. En ocasiones los demócratas y progresistas fueron 
centralizadores, en otros momentos apoyaron la descentralización. Y, finalmente, el 
centralismo emergió como  necesario en la profundización de la inserción al mercado 
mundial en algunos países, en otros tal estrategia se hizo mediante la 
descentralización y el federalismo (Eaton, 2004)25.  
 
                                        
23. Montero Alfred P., Samuels David J., (2004), ’The political determinants of decentralization in 
Latin America: causes and conseguences’, in Alfred P. Montero, David J. Samuels (ed.), 
Decentralization and democracy in Latin America (Indiana: University of Notre Dame Press) 309. El 
libro contiene trabajos sobre Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, México y Venezuela, así como 
menciones a Uruguay y el Perú.  
24. Sin embargo, las tesis presentadas en la introducción del libro no necesariamente reflejan el 
conjunto de las enseñanzas que los artículos y libros de los autores convocados arrojan.  
25. Eaton, Kent, Politics Beyond the Capital. The Design of Subnational Institutions in South America 
(Stanford, California: Stanford University Press, 2004). El profesor de la Universidad de Princeton 
Kent Eaton (2004) rebate a través de ejemplos contrarios la asociación (en todo tiempo y lugar) entre la 
forma de organización espacial descentralizada con la democracia, las políticas económicas liberales y 
la internacionalización económica en la historia de América Latina.  
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En efecto, la descentralización se agenció en la segunda mitad del siglo XIX 
aparejada con la adopción del liberalismo económico desde la antesala de los 
Estados Unidos de Colombia (Safford, 1985)26. Sin embargo, en la misma época la 
descentralización fue estrategia de algunas fuerzas regionales en México como 
medio para garantizar el proteccionismo en sus territorios (Carmagnani, 1993)27. De 
la misma manera, para una mejor inserción en el comercio mundial se presionó la 
centralización de la política macroeconómica, externa y del sistema político 
institucional en Colombia entre los siglos XIX y XX (Rodríguez, 1986)28, mientras que 
en los mismos tiempos en Brasil se radicalizaba el federalismo que permitía a cada 
región tener sus propias prácticas de internacionalización de la economía29. Por 
último, algunos demócratas centralizaron con determinación las políticas sociales, los 
sistemas políticos y las instituciones como Eloy Alfaro en Ecuador a principios del 
siglo XX. En cambio, en la misma época en Colombia reinaba un proyecto 
conservador bajo el lema de la “Regeneración” mediante un férreo centralismo. 
 
                                        
26. Safford, Frank, “Acerca De Las Interpretaciones Socio Económicas De La Política En La Colombia 
Del Siglo Xix,” Anuario colombiano de historia social y de la cultura Número 13 y 14 (1985): 91 - 
151. El profesor Frank Safford (1985) de la Northwestern University explica cómo el liberalismo 
económico se impulsó en Colombia desde la década del cuarenta del siglo XIX para mejor insertarse 
en el comercio internacional en expansión bajo el liderazgo del liberalismo inglés. El giro del 
proteccionismo a la apertura comenzó bajo un sistema de gobierno centralista con visos de 
descentralización, y a la postre, una década después, empezó el experimento federal de los Estados 
Unidos de Colombia. En este caso coincidieron las políticas económicas liberales, la liberación del 
comercio internacional y la forma federal del Estado que les sucedió después.  
27. Carmagnani, Marcello (1993), ’El Federalismo Liberal Mexicano’, in Marcello Carmagnani, 
coordinador (ed.), Federalismos latinoamericanos: México / Brasil /Argentina Fondo de Cultura 
Económica, 1993 (México, D.F.: El Colegio de México) 135 - 179.  El profesor de la Universidad de 
Turín, Marcello Carmagnani,  (1993), demuestra para el caso mexicano de mediados del siglo XIX los 
significados sociales, económicos y políticos contradictorios detrás de los federalistas. Unos lo eran 
para defender derechos patrimoniales locales, poderes políticos ligados a las familias poderosas y 
sistemas económicos protegidos. Los otros, por el contrario, pugnaban por un federalismo que desde el 
Estado central defendiera derechos ciudadanos, el liberalismo económico y una mayor apertura al 
comercio internacional.  
28. Rodríguez, Oscar (1986), ’La Política Económica: Del Liberalismo Económico A La Unificación 
Política Fformal: 1861 – 1904’, in Oscar Rodríguez Salazar, compilador (ed.), Estado y economía en la 
constitución de 1886 (Bogotá: Contraloría General de la República) 11 – 66. 
29. A diferencia de Colombia y México que emprendían agresivos sistemas de centralización política, 
institucional y macroeconómica, Brasil radicalizaba un federalismo que permitía a los Estados legislar 
en asuntos locales, contraer empréstitos externos, tener milicias propias y expedir los códigos civiles, 
penales y sobre la minería.	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En cuanto a los procesos de descentralización que se animan desde la década del 
ochenta del siglo pasado, Montero y Samuels (2004) afirman su comienzo antes de 
la apertura económica y del auge del neoliberalismo, fenómenos que los autores 
sitúan en la década del noventa. Los investigadores norteamericanos consideran que 
las agencias del neoliberalismo llegaron tarde a interesarse por estos procesos, por 
lo que no se les puede atribuir la paternidad, como tampoco se constataría que la 
internacionalización de la economía preceda y requiera la descentralización político-
administrativa (Montero y Samuels, 2004).  
 
Decentralization emerged as a major theme in the IFI discourse in the region 
only after 1988 and it did not mature until the middle of the 1990s, well after 
political, fiscal, and administration decentralization were under way in the 
cases under study here. In other words, IFIs have joined the pro-
decentralization chorus quite late, and we can discount their role as primary 
causal agents or forces that initially promoted decentralization. (p. 18).  
 
De la misma manera, para los autores el reclamo de democracia tampoco es un 
factor que inicia en todos los países los procesos de descentralización. Una prueba, 
la dictadura brasilera acrecentó la transferencia fiscal a finales de los años setenta 
con la intención, no de democratizar, sino para evitar tener que hacerlo. Así como el 
neoliberalismo, la internacionalización de la economía y la democratización no serían 
factores permanentes, ni principales, ni necesarios para explicar el origen de los 
procesos de descentralización. Tampoco está claro que tengan una relación 
necesaria con ellos.  
 
“Democratization and neoliberal reform are neither necessary nor sufficient to 
explain decentralization.” (p. 34). 
 
Las pruebas: los neoliberales propusieron la recentralización fiscal en América Latina 
posterior al auge de la deuda territorial en la segunda mitad de los noventa (Brasil y 
Colombia), los descentralizadores no son siempre demócratas (Pinochet en Chile 
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durante la década del ochenta), ni los demócratas descentralizadores (Lula da Silva 
en Brasil en el año 2000).  
 
A nuestro juicio estas constataciones aportan un argumento decisivo en contra de lo 
que hemos llamado el fetichismo institucional (Restrepo, 1987)30. La forma de 
organización descentralizada no tiene un contenido único adherido a través de los 
tiempos; por el contrario, según las circunstancias ha sido la expresión de estrategias 
contradictorias: de liberales y proteccionistas, de demócratas y reaccionarios. Más 
aún, en un mismo momento histórico, la demanda de descentralización o 
recentralización puede ser la expresión de intereses, políticas y estrategias, no solo 
diversas, sino opuestas. Por ejemplo, cuando a principios del milenio el sindicato de 
maestros en Colombia defendía la centralización en el sector era para garantizar 
mejores condiciones de negociación de los salarios a nivel nacional, respecto de 
aquellas que podría lograr si las transacciones se realizaran en cada departamento 
del país. En ese mismo tiempo, el Ministerio de Hacienda impulsó en el Congreso de 
la República una recentralización fiscal con el fin de disminuir el gasto total en 
educación. Cambiando el ejemplo de país. No es difícil aceptar que los objetivos 
sociales y políticos del movimiento cívico empresarial de Santa Cruz de la Sierra y de 
los movimientos indígenas bolivianos, durante las décadas del noventa y del 2000, 
distan de ser los mismos cuando ambos solicitan mayor autonomía y 
descentralización territorial. Un último comentario, la demanda de descentralización 
política que extiende la cantidad de eventos electorales y pluraliza las opciones entre 
partidos y movimientos políticos es generalmente catalogada como democratización 
desde una perspectiva liberal clásica. Aquellos que así piensan incurren en una 
“falacia electoral” según los autores, -calificativo con el cual estamos de acuerdo-, en 
la medida en que el pluralismo electoral no garantiza para nada la calidad 
democrática del ejercicio de gobierno, así como tampoco los resultados de la acción 
pública en términos de equidad y democratización de la sociedad y el Estado 
                                        
30. Restrepo, “Descentralización, Democracia Y Estado Autoritario.” 





Sin embargo, divergimos de los académicos norteamericanos cuando minimizan la 
incidencia de las agencias multilaterales, del neoliberalismo y de la apertura de la 
economía en los procesos de descentralización en América Latina desde la década 
del ochenta. Para nosotros la relación entre las políticas de ajuste estructural y la 
descentralización son anteriores al Consenso de Washington en 198932. Pero, 
incluso si “la subida al bus” de la descentralización de parte de las agencias 
multilaterales hubiera sido tardía, ello no anula la presión incidente que desde 
entonces han tenido en las orientaciones fiscales, el diseño institucional, las políticas 
sociales sectoriales y la construcción discursiva. Sin embargo, es válido preguntarse 
si la apuesta neoliberal por la descentralización habría empezado a cambiar en la 
medida en que desde finales de los noventa la agencias recomiendan la 
recentralización fiscal con el fin de proteger el equilibrio macroeconómico central 
(GTZ / Cepal, 1997)33. Sin duda hay verdad en esta afirmación, como también en el 
hecho de que una mirada más cercana a la mencionada recentralización permite 
constatar una estrategia que debilita la descentralización territorial hacia los políticos 
locales, mientras refuerza una descentralización sectorial hacia el mercado y sus 
empresas en los territorios… precisamente mediante una recentralización en cabeza 
de las haciendas públicas centrales que garantizan los giros hacia los agentes del 
                                        
31. Restrepo, Darío I. (2007), ’La Descentralización En América Latina: 20 Años Después’, in 
Restrepo, Darío I (ed.), 20 años de la descentralización en Colombia: Presente y futuro (Bogotá: Red 
de iniciativas para la gobernabilidad, la democracia y e desarrollo territorial) 296 – 302. 
32. El Consenso de Washington no inicia el neoliberalismo, sino que sintetiza los acuerdos básicos de lo 
que ya se estaba impulsando desde los organismos financieros estadounidense y las agencias 
multilaterales en el mundo entero y en particular sobre América Latina. Ver un desarrollo extenso de 
este argumento en el capítulo anexo: “Ajuste estructural, políticas sociales y función de los gobiernos 
locales, 1980 – 2005. Una mirada crítica a la ortodoxia.” 
33. GTZ, CEPAL / (1997), Descentralización fiscal en América Latina: nuevos desafíos y agenda de 
trabajo, ed. Edling, Gabriel Aghón y Herbert, (2  Santiago de Chile: CEPAL / GTZ, Proyecto regional 
de descentralización fiscal) 390. La recomendación de acrecentar los controles y recentralizar 
regulaciones y decisiones fiscales se encuentra ya anunciada desde finales de los años noventa como 
respuesta a la crisis financiera global de la época, la cual tuvo como repercusión en muchos países 
acrecentar el déficit fiscal. En esa situación controlar y restringir el gasto descentralizado devino 
prioridad de las agencias multilaterales y los Ministerios de Hacienda para superar la crisis fiscal o para 
prevenirla. 
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mercado (Burki, Perry, Dillinger et al., 1990)34.  
 
A partir del método de análisis histórico de la descentralización la modificación de la 
postura de las agencias multilaterales respecto a la descentralización fiscal contiene 
una enseñanza mayor. La ideología neoliberal, -como cualquiera otra determinación 
que concurre en la pugna por definir los usos estratégicos de las formas 
descentralizadas-, no tiene una posición única e inamovible. Por el contrario, en la 
confrontación dinámica entre usos de descentralización por parte de diferentes 
gobiernos locales, los políticos, las organizaciones sociales, los empresarios y otras 
fuerzas, las posiciones de unos y otros van cambiando. Desde nuestro enfoque no se 
comprueba ni un objetivo adherido y trascendente de la descentralización a través de 
los tiempos, ni tampoco le es propio un contenido único en un momento histórico. La 
descentralización no es bandera exclusiva de una sola fuerza social y política 
determinada, las cuales tampoco conservan necesariamente una posición invariable 
a través del tiempo.  
 
En términos epistemológicos nuestro enfoque está inspirado en el filósofo francés 
Michelle Foucault (1978)35 y puede ser expresado de la siguiente manera: el 
escenario de la confrontación (en este caso la descentralización) no está dado como 
dato objetivo y externo a las fuerzas en pugna que llegan a él como a una explanada 
indiferenciada y sin referentes. Por el contrario, las características, armas y 
estrategias de cada fuerza construyen la escena del conflicto al uso de los 
fenómenos naturales y de las condiciones históricas heredadas. Esto quiere decir 
que las fuerzas fundamentales de la sociedad expresan diseños de organización 
espacial del poder divergentes y contradictorios y, en ocasiones, también 
convergentes. La descentralización no es un fenómeno exterior a las fuerzas en 
disputa sino un proceso constituido por diferentes estrategias de ordenamientos 
territoriales potenciales e imbricados. Por ello, el arte del liderazgo político consiste 
                                        
34. Perry, Gullermo E.,  Burki, Shahid J.,  Dillinger William, Más Allá Del Centro. La 
Descentralización Del Estado, Estudios Del Banco Mundial Sobre América Latina Y El Caribe 
(Washington, D.C.: Banco Mundial, 1999). 
35. Foucault,  Michael La Microfísica Del Poder (Madrid: La Piqueta, 1978).  
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en imponer la agenda de la controversia y la acción política, es decir, moldear el 
escenario de descentralización más propicio para congregar las adhesiones, debilitar 
los enemigos y minimizar las controversias. Además, las estrategias de los actores y 
los actores mismos no permanecen inalterados a través de los conflictos y la 
dinámica de los procesos institucionales, en este caso de descentralización. Por el 
contrario, las estrategias siempre se crean respecto de las otras y, por lo tanto, cada 
una de ellas contiene parte de las de sus adversarios. Al calor de la lucha y sus 
resultados, las acciones, las estrategias y las fuerzas se transforman, como también 
lo hace el escenario mismo de la confrontación, es decir, el proceso de 
descentralización mismo. 
 
La segunda divergencia importante que tenemos con los profesores norteamericanos 
es que no estimamos conveniente desconocer la presión por una mayor democracia 
por la vía de la descentralización. Desde la década del setenta del siglo XX muchos 
movimientos cívicos, étnicos, urbanos y rurales de América Latina asociaron la 
ampliación de los espacios de reconocimiento y poder con la forma descentralizada 
de los sistemas políticos, la administración pública y los modelos de desarrollo. En 
algunos casos no tuvieron la fuerza para obligar el inicio de los procesos (México y 
Chile). En otros casos (Brasil y Colombia en los ochenta y Bolivia en los noventa) el 
auge de las reivindicaciones sociales se identificó con la presión por una mayor 
descentralización de los sistemas políticos. Esto no quiere decir que la 
descentralización no sea también, incluso en estos mismos países y al mismo 
tiempo, una estrategia de fuerzas políticas de derecha. Por ejemplo, de los 
paramilitares en Colombia, o de los empresarios como en la Amazonía brasileña, o 
en el Norte próspero e industrial mexicano, así como en el Oriente boliviano, o de la 
boyante Guayaquil en Ecuador. Lo que se quiere señalar es que en la circunstancia 
del derrumbe de los regímenes políticos centralistas (dictadura brasileña y boliviana, 
dictadura civil bipartidista colombiana y unipartidista mexicana) se abren las disputas 
por los usos políticos, sociales y económicos de las formas institucionales que se 
descentralizan. No extraña entonces que desde el campo popular y los territorios 
marginales a la centralidad del Estado y el mercado se haya identificado democracia 
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con descentralización. Tampoco extraña que desde los territorios de un 
empresariado próspero se asocie la descentralización con el desentendimiento de las 
pesadas cargas del Estado central y con la esperanza de aumentar los márgenes de 
autonomía territorial estratégica para sus negocios.  
 
2.4   Reconocimiento de la demografía y la economía espacial  
Urbanization and socio-economic development strengthen the tendency  to 
decentralize over time. (Montero y Samuels, 2004, p. 21)  
 
Una mayor ocupación del territorio, así como grados más intensos de actividad 
económica esparcida presionan la descentralización. En efecto, cuando el mercado 
se despliega espacialmente de manera sostenida lo hace en compañía del Estado, 
de la infraestructura, de las clases sociales, las organizaciones de todo tipo y de las 
instituciones. De tal manera, la extensión espacial del Estado, del mercado y de la 
sociedad generan una densidad organizativa e institucional que presiona mayores 
grados de descentralización, máxime si la población tiende a aglomerarse alrededor 
de centros urbanos. Pero ¿de cuál descentralización se habla aquí?. De una que al 
menos pone a disposición de los territorios mayores recursos y funciones, unos 
causados y gestionados localmente y otros eventualmente recibidos, delegados o 
descentralizados por el nivel central del Estado (De la Cruz, 2001)36. Sin embargo, la 
densidad del desarrollo institucional y económico local y la aglomeración de la 
población no nos dicen mucho sobre la descentralización política y sobre la forma de 
organización del Estado: unitario o federal. Por ejemplo, ¿por qué Francia tuvo un 
régimen tan centralizado con una densidad institucional y poblacional tan alta 
esparcida por el territorio, mientras Alemania adquirió una forma federal?. ¿Por qué 
                                        
36. De la Cruz, Rafael Descentralización: Teoría Y Práctica, Curso De Gerencia Urbana De Centro 
América (San Salvador: Banco Mundial, Región de América Latina y el Caribe, 2001). En un 
documento redactado para un curso de formación del Banco Mundial, el profesor Rafael de la Cruz 
(2001) contrasta nueve países industrializados pertenecientes a la OCDE con seis países de América 
Latina -entre 1978 y 1995- en el tema de la descentralización. El investigador venezolano documenta 
una fuerte correlación estadística entre niveles de desarrollo (Producto Interno Bruto –PIB- e Índice de 
Desarrollo Humano –IDH-) con la descentralización (ingresos y gastos a disposición de los gobiernos 
territoriales).  
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Francia, al igual que muchos países europeos, tanto los unitarios como los federales, 
emprendió el camino de fortalecer la descentralización desde la década del setenta 
del siglo XX? La demografía y la economía espacial parecen ser variables 
determinantes de cierta densidad y descentralización funcional, pero no constituir 
variables determinantes de las formas de organización político-espacial del Estado.  
 
En América Latina las dictaduras de los años setenta se caracterizaron por aumentar 
la presencia estatal en los territorios a nombre de la “seguridad nacional”. Es decir, el 
Estado llegó a través de la infraestructura, las inversiones, los servicios y múltiples 
instituciones, entre ellas, claro está, las fuerzas armadas y la policía. Esta presencia 
descentralizada de las funciones, instituciones y soberanías del Estado en el territorio 
fueron conducidas por regímenes políticos altamente centralizados, como fueron las 
dictaduras. Por lo tanto, no podríamos simplemente derivar la descentralización de 
las necesidades creadas por la urbanización y el crecimiento económico. Tampoco 
podemos equiparar las estrategias, actores y contenidos de la expansión territorial 
bajo el modelo desarrollista, en alianza con las dictaduras nacionalistas de derecha e 
izquierda, con las estrategias, actores y contenidos de las formas descentralizadas 
posteriores al derrumbe de las dictaduras desde los años ochenta y noventa. No se 
trata ya de una mera descentralización funcional del Estado, sino además de una 
descentralización política y administrativa que instala la elección de mandatarios 
locales y les otorga, al igual que a la burocracia territorial, grados de autonomía en la 
gestión y orientación de la política pública.  
 
Nosotros asumimos con mucho interés el llamado de los profesores norteamericanos 
cuando advierten sobre los movimientos de población, la urbanización y el desarrollo 
económico en el espacio como factores que presionan una mayor descentralización. 
Sin embargo, preferimos decir que tales fenómenos tensionan las relaciones entre 
centros y periferias, así como la distribución de recursos y competencias entre 
niveles de gobierno, como también eventualmente generan presiones de 
redistribución de poderes y soberanías políticas. Empero, esos fenómenos no 
parecen suficientes para explicar la orientación de las transformaciones en los 
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modelos de desarrollo y los sistemas políticos. El impulso a la extensión de la 
institucionalidad estatal sobre los territorios se dio en América Latina bajo la pugna 
entre federales y unitarios en el siglo XIX, después mediante la centralización de la 
política macroeconómica en todos los Estados, independientemente de las 
características de sus sistemas políticos (federales o unitarios, de derecha o 
izquierda), en particular desde la década del treinta hasta la del setenta del siglo XX. 
También los procesos de descentralización desde la década de ochenta contribuyen 
a extender la presencia del Estado, del sistema político y del mercado en los 
territorios. En conclusión, la variable socio estructural de la urbanización y el 
desarrollo económico espacial tampoco ayuda, por sí misma, a explicar por qué 
algunas veces los países se inclinan hacia la centralización y ahora a la 
descentralización de sus sistemas políticos, sus finanzas públicas y sus políticas 
sociales. 
 
Empero, en América Latina la relación entre población, economía y territorios será 
definitiva en la explicación de los procesos de descentralización. Por ejemplo, en 
Colombia los paros cívicos ocurridos en las décadas del setenta y el ochenta, desde 
los territorios periféricos a la centralidad del Estado y el mercado, fueron una de las 
fuerzas importantes que concurrieron en la resignificación de la descentralización a 
finales de los ochenta (Santana, 1993)37. En Brasil, los desbalances territoriales en 
desarrollo, población y demandas sociales afectaron el “pacto federal” y alimentaron 
las causas de una renegociación general de competencias y recursos a través del 
proceso de descentralización a finales de la década del ochenta (De Britto, 1995)38. 
En Bolivia, la quiebra fiscal del Estado, que sucedió a las privatizaciones provocadas 
por los neoliberales desde el año de 1986, sumió a los partidos políticos y a las 
organizaciones sociales tradicionales en una profunda crisis. Se desataron así las 
presiones sociales de indígenas, campesinos, empresarios y clases medias a través 
de organizaciones y movilizaciones desde diferentes territorios (De la Fuente, 
                                        
37. Santana, Pedro  “La Territorialidad De La Democracia,” Revista Foro Número 21 (1993): 57 - 71. 
38. Barros Pedro L., De Brito Rui,  A Federaçao Em Perspectiva (Sâo Paulo: FUNDAP, 1995). 
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2006)39. Se puede concluir de lo anterior que los desbalances económicos regionales 
y las mutaciones en los patrones de poblamiento afectan las expresiones territoriales 
de las clases sociales y de organizaciones sociales y políticas de diferente tipo. En 
esta medida, actores y territorios, en crisis o en auge, cuestionan los equilibrios 
institucionales y políticos precedentes entre centros y periferias. Y, uno de esos 
equilibrios es la forma general de organización del sistema político, administrativo y 
fiscal: centralizado o descentralizado. 
 
2.5   Crítica a los determinantes políticos de los procesos  
 
Montero y Samuels (2004) afirman que los procesos de descentralización afectan los 
arreglos político-institucionales, por tanto deben estudiarse a partir de los actores 
políticos que toman la decisión de centralizar o descentralizar, lo cual hacen 
motivados por sus propios intereses. Así, por ejemplo, si los políticos ganan poder al 
descentralizar lo harán, si no, lo obstaculizarán. Posición que podríamos calificar 
como propia de una teoría de la motivación racional.  
 
Ahora bien, dependiendo del lugar desde el cual ejerce, el político tendrá un interés 
diferente respecto de la descentralización. Si se encuentra en el nivel local querrá 
ante todo la descentralización política y recursos fiscales transferidos sin 
responsabilidades administrativas, ni controles sobre el gasto y su destino. En 
cambio, si el político pertenece al nivel nacional estará motivado en descentralizar 
responsabilidades administrativas sin recursos y menos ceder autonomía política. A 
su vez, el político ubicado en el nivel nacional querrá controlar las decisiones locales. 
Raciocinio que podríamos incluir en una teoría de la determinación geográfica de la 
motivación racional. Por ejemplo, en un ejercicio de comparación entre Colombia y 
                                        
39. De la Fuente, Manuel (2006), ’Descentralización, Movimientos Regionales E Indígenas Campesinos 
En Bolivia’, in Restrepo, Darío I (ed.), Historias de descentralización. Transformación del régimen 
político y cambio en el modelo de desarrollo (Bogotá: Universidad Nacional de Colombia) 483 – 523.  
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Argentina, la profesora de la Universidad de Pennsylvania, Tullia Falleti (2005)40, 
desarrolla esta tesis hasta sus últimas consecuencias. Si el proceso de 
descentralización empieza “por abajo”, como supuestamente lo hizo Colombia en la 
década del ochenta, seguirá una secuencia. Primero los políticos locales lograrán 
para sí lo más preciado: la autonomía política mediante la elección directa y, en 
consecuencia, recursos transferidos con alta discreción para su manejo y sin 
exigencia de resultados. Solo posteriormente se verán compelidos de recibir 
competencias y facultades a ser financiadas con los recursos previamente cedidos. 
En este caso la secuencia es: descentralización política ! fiscal ! administrativa. Si 
el proceso se inicia “desde arriba”, como correspondería al caso de Argentina, el 
poder central transfiere primero competencias sin recursos ni poder político. Pero, 
ante el colapso de los servicios descentralizados se ve obligado a corresponder con 
recursos girados y, finalmente, a amparar el proceso con un fortalecimiento de la 
descentralización política. En este caso la secuencia es: descentralización 
administrativa ! fiscal ! política (Falleti, 2005). 
 
Pero, ¿por qué unos procesos empiezan por arriba y otros por abajo? Porque las 
motivaciones de los políticos locales y nacionales se forman a partir de jerarquías 
institucionales y políticas heredadas, en las que las características de los partidos 
políticos y los sistemas electorales son definitivas. Si los partidos son fuertemente 
centralizados, como en México, Venezuela y Argentina, las motivaciones que 
primarán serán las emanadas desde el nivel central del Estado. Es decir, se tenderá 
a descentralizar competencias antes que recursos y liderazgo político hacia abajo. 
En cambio, si los partidos son descentralizados como en Brasil y Colombia, entonces 
los políticos territoriales lograrán la descentralización política y fiscal sin 
responsabilidades administrativas. Esta argumentación puede calificarse como una 
teoría de la determinación político-partidista de la forma territorial (Leiras, 2009)41. 
                                        
40. Falleti, Tulia G. (2005), ’A Sequential Theory of Decentralization: Latin American Casesin 
Comparative Perspective’, American Political Science Review, Volumen 99, Número 3 327 - 346. 
41. Leiras, Marcelo “Los Procesos De Descentralización Y La Nacionalización De Los Sistemas De 
Partidos En América Latina,” Documento de Trabajo Número 3 (2009): 41. El cientista político 
argentino Marcelo Leiras (2009), graduado en la Universidad de Notre Dame en Indiana, emprende un 
interesante recorrido inverso. En vez de estudiar la incidencia de los partidos en la descentralización se 
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Por ejemplo, el profesor Kent Eaton de la Universidad de California (2004) compara 
cuatro procesos de descentralización en América Latina. En un bando se encuentran 
Brasil y Argentina, países en donde los procesos seguirían una dinámica de “abajo - 
arriba”. En el otro costado están Uruguay y Chile, cuyos procesos se ciñen a un 
fuerte control de “arriba - abajo”42. El principio de diferenciación que fija esta 
dinámica está anclado en la conformación histórica de los sistemas políticos, 
electorales y de partidos. En Brasil y Argentina los representantes territoriales y los 
partidos políticos habrían participado de manera importante en los arreglos 
constitutivos de la nación. Su fuerza y dinámica no habría desaparecido en el siglo 
XX. Por el contrario, habría perdurado a través de los cambios en los modelos 
económicos y los regímenes políticos. En cambio, desde muy temprano en Uruguay 
y Chile en la arena nacional se tejieron los arreglos que le otorgaron estabilidad a la 
nación. El centralismo acompañó la evolución de los pactos y rupturas políticos a 
través de la historia de siglo XX. Así, cuando la descentralización aparece en los 
años ochenta del siglo XX, en los primeros (Brasil y Argentina), la dinámica emerge 
desde abajo, y en los segundos (Uruguay y Chile) desde arriba (Eaton, 2004). 
 
Los profesores Willis, Christopher y Haggard (1999)43 expresan dicha posición 
teórica en los siguientes términos:  
 
If party leaders are organized at the subnational level and occupy positions in 
subnational governments, the national legislators often act as “delegates” 
representing subnational interest. Alternatively, if party leaders preside within a 
national party organization or occupy executive and legislative posts at the 
                                                                                                                        
pregunta por los efectos de esta en los partidos y llega a una conclusión relacional, es decir, a la 
ausencia de “determinación en un solo sentido” tal como: “la descentralización siempre debilita el 
carácter nacional de los partidos”; puesto que todo depende de una multiplicidad de factores.    
42. Nótese la disparidad de criterio entre Falleti y Eaton respecto del peso de los políticos territoriales 
en la nación argentina. Para Falleti (2005) la relevancia de los políticos territoriales es débil porque la 
estructura partidaria es fuertemente centralizada. Por lo tanto, en Argentina el proceso se inicia de 
“arriba – abajo”. Eaton (2004) reconoce el fuerte protagonismo político de los territorios internos en la 
constitución de la nación argentina y, por lo tanto, la descentralización sería del tipo “abajo – arriba”. 
43. Da C.B.  Chirstopher, Willis Germán E., Haggard Sthephan, “The Politics Of Decentralisation In 
Latin America,” Latin American Research Review Vol. 34, No. 1 (1999): 7 - 56. 
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national level, then legislative interests over decentralization will coincide more 
with executive or “national interests (p.18).  
 
No solo la puerta de entrada (desde abajo o desde arriba) a la reactivación de los 
procesos de descentralización en diferentes épocas estaría prefijada por la estructura 
y conformación espacial de los liderazgos dentro de los partidos políticos. También la 
profundidad y el alcance mismo de las reformas dependerán del legado histórico de 
la territorialidad del sistema de partidos. La motivación racional, determinada por el 
lugar desde el cual ejerce cada político, es tributaria de la conformación de los 
liderazgos territoriales dentro de los partidos políticos. A partir de esta tesis se 
explicaría porque cuando en Brasil se decide descentralizar a finales de los años 
ochenta la incidencia de municipios y regiones, que gozan de ancestral fortaleza, se 
hará sentir de manera importante, logrando un proceso de descentralización muy 
profundo. En cambio, en el México centralista, con tradicional dependencia de los 
débiles gobiernos locales respecto de los arreglos políticos nacionales, la 
descentralización será conducida desde arriba y otorgará poca incidencia a los 
representantes políticos locales. Además, se caracterizará por ser un proceso más 
tímido que el brasilero en cuanto al reconocimiento de autonomía a los políticos y 
estructuras institucionales locales44.  
 
[…] decentralization varies in degree and form as a function of the interests 
and location of the “party brokers” - the political leaders who exert the most 
                                        
44. Marques Jaime, Lautier Bruno, Brésil, Mexique. Deux Trajectoires Dans La Mondialisation (Paris: 
Éditions KARTHALA, 2004). Desde una constelación teórica diferente, los regulacionistas Bruno 
Lautier y Jaime Marques Pereira (2004) acogen la misma tesis para explicar la bifurcación en las 
respuestas entre México y Brasil de cara al proceso de globalización. México se inserta en la 
globalización vía el Tratado de Libre Comercio con Norteamérica y, a contra corriente, Brasil decide 
ensanchar su mercado interno. La explicación residiría fundamentalmente en una diferencia de sus 
sistemas políticos. México es centralizado y disciplinado, por lo que puede ser conducido a la opción 
dictada por su sector dominante que casa sus intereses en la relación con el mercado norteamericano. 
Mientras que Brasil es descentralizado y difícil de domesticar internamente, por lo que la negociación 
entre elites dominantes y subalternas lleva al pacto alrededor de ensanchar el gasto público y el 
mercado interno. «La bifurcation manifeste depuis la crise de la dette des trajectoires économiques 
brésilienne et mexicaine, forts semblables tout au long du processus d’industrialisation par 
substitution des importations, peut précisément s’expliquer par les différences structurelles de leurs 
régimes politiques respectifs dont certaines renvoient á la période populiste et d’autres remontent à la 
construction de l’Etat nation.» (p. 16).  
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influence over political careers. For example, these authors suggest that the 
relative degree to which subnational political elites (such as governors) 
influence candidate selection for and elections to the national legislature helps 
explain the differences between the more decentralized cases (Argentina and 
Brazil) and the less decentralized cases (Chile, Mexico, Venezuela and 
Uruguay). Two contrasting hypotheses that emerge from these studies are 1) 
where party brokers are national, subnational elites have incentives to satisfy 
national interests. Thus decentralization will occur if it serves the interests of 
national party elites; and 2) where party elites are subnational, national elites 
have incentives to satisfy subnational interests by decentralizing resources and 
authority, if decentralization serves the interests of those subnational party 
elites. (Montero y Samuels, 2004, p. 23). 
 
A nuestro juicio todos estos argumentos son tan ciertos como poco explicativos de 
las razones por las cuales los políticos mexicanos decidieron centralizar en los años 
posteriores a la revolución de 1917 y descentralizar desde la década del noventa. 
Tampoco pueden explicar con suficiencia porque tanta fortaleza local en Brasil 
estuvo ampliamente sometida durante décadas al sistema centralizado de las 
dictaduras. Nosotros consideramos que las características de los sistemas políticos, 
sus trayectorias, los incentivos de los políticos que toman decisiones siempre existen 
y están presentes, por lo que son imprescindibles en los relatos sobre los procesos 
nacionales. Lejos están, sin embargo, de constituir causa suficiente para entender 
por qué en un periodo histórico los políticos se inclinan por un arreglo institucional 
espacial y en otro periodo por otro diferente. 
 
In sum, we believe that arguments that focus on political institutions and 
electoral partisan dynamics offer the best avenue for progress in cross-national 
research on decentralization. Indeed, we argue that political-institutional 
dynamics are necessary elements of any explanation of decentralization. This 
does not mean that scholars should ignore “nonpolitical” factors. (Montero y 
Samuels, 2004, p. 28).  




Ya lo advierten los profesores, otras causas “no políticas” deben ser consideradas, 
aunque antes desecharon la importancia de tres de la principales reformas 
coincidentes con los procesos de descentralización: las políticas de ajuste estructural 
neoliberal, la globalización de los mercados y las pujas por democratizar los 
regímenes políticos dictatoriales y de democracia restringida. A nuestro juicio, el 
desprecio relativo de tales factores explicativos tiene raíces en ciertas opciones 
ideológicas. Como todo enfoque, el que expresan Montero y Samuels (2004) se nutre 
de fuentes doctrinarias principales; en este caso de tres: 
  
a. El cálculo racional individual traído de la economía neo clásica al análisis del 
comportamiento de los sistemas políticos.  
b. El neoinstitucionalismo en tanto dependencia del presente respecto del 
trayecto institucional heredado. 
c. La teoría de los incentivos como explicación de los comportamientos 
individuales y colectivos que se encuentra en los dos enfoques anteriores. 
 
El enfoque de las “determinaciones políticas de los procesos de descentralización, de 
sus causas y consecuencias” debilita cinco factores explicativos. Estos son situados 
en un contexto general “ni suficiente ni necesario” para explicar los contenidos en 
pugna alrededor de los procesos de descentralización desde la década del ochenta: 
 
a. Las relaciones sociales y políticas. 
b. Las estrategias colectivas, en tanto análisis estructurales de conflictos 
sociales. 
c. Las asimetrías en las relaciones internacionales.  
d. Las primacías ideológicas hegemónicas y en disputa. 
e. Las relaciones entre economía, política e instituciones predominantes por 
épocas históricas. 
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2.6 Crítica al concepto de “origen” y a la derivación de los resultados a partir 
de las causas originales 
In short, the political consequences of decentralization depend on the political 
origins of decentralization (Montero y Samuels, 2004, p. 33).  
 
Lo que no es una causa original, no será una fuerza activa en la evolución de los 
procesos, ni tampoco imprescindible en la explicación de sus resultados. Y, como los 
autores no vislumbran al inicio de la descentralización la presencia del 
neoliberalismo, de la internacionalización económica y de la democratización, 
entonces estos factores tampoco serán importantes posteriormente. Estamos ante 
una concepción en la que el vector que da inicio a un acontecimiento reina sobre su 
historia consecutiva, de tal suerte que su origen solo se transforma desarrollándose o 
desplegando las potencialidades de su esencia. 
 
Este raciocinio se funda en un error metodológico en el análisis de los procesos 
históricos. El origen no es una singularidad, un acontecimiento único, con un solo 
actor y un propósito único, el cual impregnaría todo el devenir con su determinación. 
En nuestra concepción, inspirada en la obra de Foucault (1978), es preferible hablar 
de emergencia más que de origen. Y la primera siempre es conflictiva, balbuceante, 
sin forma definida. La emergencia de los acontecimientos es el resultado de una 
confluencia de determinaciones que se anudan y mutan. 
 
En este caso nos referimos a las relaciones entre centros y periferias desde la 
Independencia de América en las primeras dos décadas del siglo XIX. Las guerras 
civiles que sucedieron a la independencia se trenzaron alrededor de la opción entre 
la forma federal o unitaria del Estado. Era uno de los dilemas más importantes de las 
tensiones espaciales entre centros y periferias. En el transcurrir de la historia (con 
sus transformaciones económicas, demográficas, políticas, en las relaciones 
internacionales y a través de pugnas ideológicas), se alteraron los arreglos 
espaciales y se transformaron los actores, los escenarios y los temas de las 
tensiones entre centros y periferias. En consecuencia, la forma espacial no guarda 
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las mismas significaciones, no expresa similares contradicciones sociales en 
diferentes momentos históricos. Por eso en nuestro entender no existe tal 
acontecimiento como “el origen”, con la capacidad de determinar los sentidos de 
todos sus futuros. Los acontecimientos iniciales a través de los cuales cobra vigencia 
reconocer grados de descentralización en diferentes momentos históricos tienen 
muchos orígenes. Los acontecimientos son paridos por una multiplicidad de fuerzas y 
propósitos que se disputan arreglos determinantes en las relaciones entre centros y 
periferias. Dichos arreglos institucionales están permanentemente bajo tensión pues 
son presa de múltiples usos contradictorios y están sujetos a transformaciones en las 
correlaciones de fuerza. De tal manera, las relaciones entre centros y periferias están 
sometidas a procesos continuos de ajuste y revisión. Sin embargo, por periodos 
históricos se estabilizan ciertos arreglos hegemónicos, algunos de los cuales 
llamamos sistemas descentralizados o centralizados, federalismo o unitarismo.  
 
Incluso lo que se entiende y se expresa mediante estos términos que evocan 
ordenamientos espaciales prevalentes cambia a través de los tiempos. Por ejemplo, 
cuando en los años sesenta del siglo XX se hablaba de descentralización se hacía 
referencia principalmente al desarrollo económico territorial. En la década del 
setenta, el término expresaba principalmente la regionalización de las estrategias 
para extender los sistemas de salud, de educación y la planeación económica en los 
territorios. En cambio, desde la década del ochenta la descentralización tiene un 
fuerte contenido político, así como refiere principalmente a la localización de la 
prestación de las políticas sociales de educación, salud y lucha contra la pobreza 
(Moncayo, 2002)45.  
 
Pareciera entonces que hubiera un continuo en la historia de la descentralización, 
puesto que siempre se habla de ella y se constata su presencia, fuerte o débil. 
Algunos afirman incluso que a través de las oscilaciones entre centralismo y 
descentralización se perpetúa,  a través de los tiempos, una pugna entre 
                                        
45. Moncayo, Edgar “Nuevos Enfoques De Política Regional En América Latina: El Caso Colombiano 
En Perspectiva Histórica,” Archivos de Economía Separata 3 de 7 (2002): 31.  
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autoritarismo y democracia. Un caso representativo entre muchos lo expresa el 
Argentino Germán J. Bidart (1993)46 quien representa bien una lectura esencialista 
de las formas. Se trata de aquellos que afirman la existencia de un origen de 
contenido único, que guarda una significación invariable a través de los tiempos y 
cuya alteración traiciona los beneficios que contiene la forma original.  
 
Esto quiere decir, por lo menos, que el proceso federal argentino, para dar 
respuesta fiel a su razón histórica de base, demanda fortalecer y renovar el 
federalismo, y que cuando no lo ha hecho, o la ha tergiversado, merece la 
acusación de infidelidad por distorsionar un perfil que damos como 
característico de nuestro estilo de convivencia política. […] En suma, 
queremos decir que para nuestro caso no es indiferente ni da lo mismo que el 
proceso federal retroceda o progrese, se debilite o se intensifique, porque el 
federalismo lo valoramos como un contenido constitucional que no tolera ser 
desnaturalizado en su esencia (Bidart, 1993, p. 356).  
 
En nuestro enfoque los procesos de descentralización mutan de significado a través 
de diferentes momentos históricos y en cada uno de ellos se expresan intereses y 
estrategias distintas y hasta contradictorias. La descentralización no tiene entonces 
un contenido trascendente y autofundante. Sus significaciones son relacionales, es 
decir, están determinadas por entramados territoriales a través de los cuales se 
trenzan conflictos entre fuerzas sociales y políticas en el Estado, el mercado y los 
sistemas políticos. A su vez, la descentralización o su contrario, el centralismo, no le 
sirve a un solo propósito transhistórico, una sola fuerza, propósito o racionalidad. 
Muchas fuerzas se disputan ordenamientos espaciales distintos, así como usos 
diferentes de cada forma espacial prevalente. El sociólogo mexicano Héctor Ceballos 
Garibay (1994)47 condensa así los principios de la genealogía de Michel Foucault que 
nosotros compartimos: 
                                        
46. Bidart, Germán J. (1993), ’El Federalismo Argentino Desde 1930 Hasta La Actualidad’, in Marcello 
Carmagnani, coordinador (ed.), Federalismos latinoamericanos: México / Brasil /Argentina (México, 
D.F.: El Colegio de México) 363 – 396.  
47. Ceballos,  Hector Foucault Y El Poder (Coyoacan: Ediciones Coyoacán, 1994). 




Frente a la continuidad se subraya la discontinuidad, con relación a la unidad 
se prioriza la diferencia, en vez de la totalidad se reivindica la dispersión y la 
autonomía (Ceballos 1994, p. 22). 
 
En vez de la continuidad del sentido histórico de la descentralización reconocemos la 
discontinuidad de usos y estrategias políticas divergentes, de fuerzas sociales 
distintas que la reivindican y de discursos ideológicos que la justifican o la 
controvierten. En vez de la unidad de procesos históricos lineales o por etapas, que 
desenrollan o construyen un trayecto con sentido trascendente, reconocemos 
entramados históricos con múltiples escenarios y secuencias multiescalares en 
confrontación. En ellos el devenir de los procesos es relativamente impredecible. En 
vez de la totalidad del proceso histórico con sentido único que enarbolan aquellos 
que defienden el “espíritu de la descentralización” y  “los objetivos del proceso”, 
reconocemos la dinámica de los acontecimientos como la síntesis de una 
multiplicidad de bifurcaciones, conflictos y arreglos transitorios.  
 
Por otra parte, los arreglos espaciales prevalentes relativamente estables en 
diferentes periodos no conforman estancos separados. Tampoco es posible ni 
necesario determinar “la causa” que siempre explica “el inicio” de los procesos en 
cada “giro histórico” en las relaciones entre centros y periferias. Todo ocurre como si 
en vez de una causa se presentaran relaciones conflictivas alrededor de diferentes 
determinaciones económicas, sociales y políticas. En unos países algunas 
determinaciones parecen llegar primero, en otros la delantera la toman otras. Por 
ejemplo, en la emergencia contemporánea de la descentralización el neoliberalismo y 
la internacionalización de la economía habrían llegado primero en México y Bolivia, 
mientras que para muchos académicos, las exigencias de democracia política y 
social antecedieron las causas económicas en Colombia y Brasil. En todo caso, 
todas llegan a incidir en las formas de organización espacial del Estado. Difícil es 
negar la incidencia de la descentralización en la apertura de los sistemas políticos 
mexicano y boliviano. Igual dificultad tiene negar la utilización que el neoliberalismo 
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hizo de la descentralización en Colombia y Brasil en los noventa. Para Montero y 
Samuels (2004), despreciar la incidencia primogénita de la internacionalización de la 
economía, el neoliberalismo y las luchas por la democracia, como factores que 
desatan la emergencia contemporánea de los procesos de descentralización, tiene el 
propósito de dejar una sola causa original y trascendente. Solo la motivación de los 
políticos situados en heredados sistemas políticos centralistas o descentralizados 
explican los trayectos, grados, intensidad y resultados de los procesos. Se valida así, 
de manera forzada, la opción ideológica por el individualismo metodológico. 
 
Las diversas variantes del enfoque sobre las determinaciones políticas de los 
procesos de descentralización son muy útiles para investigaciones de caso y 
comparadas. Ellas obligan a abarcar la historia de la construcción de los espacios, 
instituciones y dinámicas políticas de los países. Aportan, de tal manera, un 
conocimiento imprescindible para entender y explicar procesos de descentralización. 
Sin embargo, su riesgo está en su exceso, es decir, en la suspensión de otros 
factores determinantes como el sociológico, el ideológico y el económico. Dicho 
enfoque se caracteriza además por el menosprecio por los grandes conflictos 
intrasociales que se expresan en cada determinación, así como por ignorar las 
inevitables relaciones entre los sistemas políticos, los modelos de desarrollo, la lucha 
ideológica y las transformaciones socioterritoriales. En otros términos, el enfoque 
politológico de las motivaciones racionales que explicarían la descentralización es 
tan fuerte que logra abstraer el resto de la realidad, la cual queda suspendida como 
contexto general de una historia principal. Se trata del mismo error en el que cayó el 
tan fecundo estructuralismo que reinó en las ciencias sociales hasta la década del 
ochenta del siglo pasado. En las explicaciones de la realidad fue tan relevante el 
análisis de las estructuras sociales y económicas que muchas veces en ellas 
desaparecieron los sujetos sociales, sus decisiones y estrategias, las luchas 
ideológicas, el peso de circunstancias impredecibles, las combinaciones de múltiples 
factores en condiciones cambiantes que modifican escenarios y temas a través de 
los cuales se anudan las contradicciones sociales. A diferencia del estructuralismo el 
enfoque politológico reintroduce las motivaciones e intereses particulares en los 
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procesos históricos. Pero las determinaciones estructurales quedan afuera en tanto 
contexto de una historia principal de confrontación entre individuos y grupos por la 
maximización de sus beneficios. 
 
2.7   Determinación sin determinismo 
 
Hasta ahora hemos recorrido los enfoques más comunes en el estudio de los 
procesos de descentralización. En cada caso hemos marcado diferencias y 
apuntalado trozos del enfoque que se construye en esta investigación. En tres 
críticas fundamentales se pueden resumir los excesos que se quieren evitar y en tres 
aportes fundar la visión. La primera es una crítica al voluntarismo de las cosas y un 
reclamo del estudio de múltiples voluntades en confrontación. Tomamos distancia de 
aquellos que explican la descentralización por los objetivos intrínsecos que ella 
tendría. No consideramos que la realidad pueda explicarse por las buenas 
intenciones e ideas que tendrían las cosas. El terreno de las intenciones es propio de 
los actores sociales y políticos; por consiguiente, los acontecimientos que se 
registran en cambios institucionales no tienen una intención singular, estos resultan 
de la pugna entre muchas y contradictorias intenciones. La segunda es una crítica al 
determinismo económico, compartido por neoliberales, estructuralistas y marxistas 
que explican una historia sin sujeto o con sujeto único. La tumultuosa dinámica 
histórica es reducida a una historia de racionalidad dominante, la lógica económica. 
La tercera es una crítica al determinismo político, tanto en su concepción estrecha 
que explica la historia a partir de la motivación de los individuos que ejercen la 
política, hasta construcciones más sofisticadas que estudian las estructuras de los 
sistemas políticos, electorales y de partidos como explicativas de las formas de 
organización de lo político.  
Pocos textos iluminan más la respuesta a la inquietud sobre los grados, formas e 
intensidad de la descentralización en América Latina que estos últimos. Pero, 
¿cuáles son los contenidos y usos sociales, políticos y económicos de las formas así 
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explicadas? ¿Acaso la recentralización emprendida en la primera década del 2000 
por el expresidente Hugo Chávez en Venezuela, tiene los mismos beneficiarios 
sociales que la centralización avanzada en el mismo momento por el expresidente 
Álvaro Uribe Vélez en Colombia? ¿Acaso dichas recentralizaciones obedecen a una 
misma estrategia de inserción y resistencia a la globalización en ambos países?. Un 
último interrogante, ¿acaso el recurso a la ideología nacionalista a través de la 
recentralización privilegia los mismos sectores fundantes de la nación reclamada en 
Venezuela y Colombia? Para las tres preguntas la respuesta es negativa. Por lo que 
la explicación sobre las dinámicas que conducen a formas y grados de 
descentralización-centralización debe ser acompañada por el análisis de las fuerzas 
sociales y políticas que se trenzan a través de dichos entramados. Dichas pugnas 
sociales y políticas no son otras que aquellas enraizadas en las grandes alternativas 
referentes al modelo de acumulación y el régimen político.  
 
 
2.8   Estructuralismo abierto y dinámico 
 
En un trabajo ya citado, el venezolano Rafael de la Cruz (2001)48, de acuerdo con el 
italiano Vito Tanzi, lista seis factores que explicarían el auge de los procesos de 
descentralización en el mundo, así como las fuertes expectativas que suscitaban en 
los albores del nuevo siglo. En breve:  
A- Los desarrollos de la comunidad europea. B- El desencanto respecto al 
papel del sector público. C- Nuevos acuerdos entre provincias y gobiernos 
centrales. D- Problemas fiscales y constituciones fiscales. E- Énfasis del 
Banco Mundial en la investigación sobre descentralización. F- La 
democratización de los sistemas políticos. (pp. 47 – 49).  
                                        
48. Cruz, Descentralización: Teoría Y Práctica.  
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Traducimos en nuestras palabras los factores coincidentes hacia la descentralización 
bajo las mismas denominaciones del texto auspiciado por el Banco Mundial: 
 
A- “Los desarrollos de la comunidad europea”. Los procesos de internacionalización 
de la economía, más conocidos como globalización, desencadenaron una doble y 
contradictoria reacción. Por una parte, una cesión de soberanías nacionales en el 
marco de integraciones supraestatales regionales. Por otra parte, acuerdos de 
liberación e integración comercial abierta con el comercio mundial (Garay, 1993)49. 
Ambas maneras obligan negociaciones internas para acomodar las regiones y lo 
nacional a un nuevo entorno de más intensa compenetración externa (Lipietz, 
1987)50. La tendencia no se dirige hacia integrar economías nacionales planificadas o 
fuertemente intervenidas, sino hacia la articulación flexible de circuitos, redes, 
procesos y recursos territorialmente localizados en las naciones con otros esparcidos 
en diferentes partes del mundo. De tal manera, se presiona una des estructuración 
de la nación y de los territorios internos anteriores para re estructurar el espacio de 
manera flexible (Harvey, 1990, 2007)51. La adecuación territorial se convierte en 
                                        
49. Luis J., Garay (1993), ’El Ordenamiento Económico Internacional En Proceso DeC, in Gutierrez, 
Mauricio Betancur y Orlando (ed.), Escenarios y caminos para América Latina (Bogotá: FONDAD / 
Comité Colombia) 17 – 37. 
50. Lipietz, Alain “Lo Nacional Y Lo Regional, ¿Cuál Autonomía Frente a La Crisis Capitalista 
Mundial’,” Cuadernos de Economía Volumen VIII, número 11 (1987): 96. Tanto la configuración 
precedente del espacio nacional como regional queda  desueta ante las tendencias de la reestructuración 
del régimen de acumulación en tránsito de una intensa transnacionalización económica. En palabras de 
Alain Lipietz (1987): “La articulación de especialidades propias al régimen fordista correspondientes 
al Estado nacional regulador con su configuración internacional virtuosa y la división interna en 
armazones regionales, es hoy tan obsoleta como el régimen de acumulación que le corresponde.” (p. 
96). 
51. Harvey, David “La Producción De Configuraciones Espaciales: Las Movilidades Geográficas Del 
Capital Y El Trabajo,” in Los Límites Del Capitalismo Y La Teoría Marxista (México: Fondo de 
Cultura Económica, 1990). David Harvey, “La Geografía De La Acumulación Capitalista: 
Reconstrucción De La Teoría Marxiana,” in Espacios Del Capital. Hacia Una Geografía Crítica 
(Madrid: Ediciones Akal, 2007). David Harvey sostiene que el capitalismo despliega cuatro estrategias 
contra la crisis, todas con un fuerte componente espacial y relacionadas entre ellas: 1. 
Transformación de los paisajes barriales, urbanos y rurales mediante inversiones en capital fijo de larga 
duración como la infraestructura, el transporte y las comunicaciones que permiten una mayor 
conectividad con intensificados flujos externos; 2. Competencia por la conquista de nuevos mercados 
internos y externos, con población y recursos naturales a ser vinculados de manera más extensa e 
intensa en procesos productivos y de consumo; 3. Nuevas jerarquías en la organización espacial de la 
economía mediante la cual declinan ciertas actividades, territorios y conectividades, mientras se 
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condición de atracción, fluidez y movilidad de los procesos económicos, por lo que 
los territorios compiten entre ellos y son tratados como factores de producción.  
 
B-  “El desencanto respecto al papel del sector público”. Desde todas las corrientes 
políticas se genera una tensión en contra de la forma de organización e intervención 
del Estado. Desde la derecha y los agentes racionalizadores de las reformas 
procapitalistas se culpa al Estado de la crisis y se aboga por la privatización de 
recursos, funciones y sectores crecientes de la economía. A partir de una nueva 
izquierda se pretende rebasar el burocratismo a nombre de una mayor incidencia 
comunitaria en asuntos políticos y administrativos mediante las prácticas de 
participación ciudadana.  
 
Ambas fuerzas critican al Estado y a la democracia de las grandes organizaciones 
públicas y reivindican mayor protagonismo de la sociedad civil, aunque bajo esta 
denominación común se reclama un mayor poder para los polos opuestos de la 
sociedad. El reclamo de descentralización política y participación social no es 
patrimonio exclusivo de una intención política, sino formas de organización 
administrativa y prácticas políticas con usos y potencialidades diversas desde 
sectores sociales antagónicos (Restrepo, 1998)52. Para unos la crisis de legitimidad 
del Estado y los sistemas políticos pretende superarse mediante la privatización del 
poder y para los otros, mediante la socialización del poder. De tal manera que desde 
la derecha y la izquierda, así como desde arriba y desde abajo, se cuestiona al 
Estado para hacer primar principios de política pública antagónicos en extremo. 
(Restrepo, 2002)53. Ambas tendencias concurren en un cuestionamiento al orden 
funcional y territorial estatal y pugnan por definir la primacía social y política del 
desplazamiento del poder hacia lo local, la sociedad civil y el mercado.  
                                                                                                                        
fortalecen otros y se rehacen circuitos espaciales de producción, circulación y consumo; 4. Mayor 
aglomeración que abarata los costos y reorganiza los espacios productivos y de consumo más allá de la 
“ciudad” y del “campo”, construyendo una nueva ocupación flexible y tentacular de los territorios.  
52. Restrepo, Darío I. “Eslabones Y Precipicios Entre Participación Y Democracia,” Cuadernos de 
Economía Número 28 (1998): 117 - 147. 
53. Restrepo, Darío I. (2002), ’Las prácticas participativas: entre la socialización y la privatización de 
las políticas públicas’, in Darío I Restrepo, Pedro Cortés, Luis Hernando Briceño (ed.), Enlaces y 
rupturas. Experiencias de participación representativas de una década en Colombia. 2002. 




C- “Nuevos acuerdos entre provincias y gobiernos centrales”. Unos territorios pierden 
y otros ganan en la nueva economía mundial (Benko y Lipietz, 1994)54 así como 
aumentan los desequilibrios sociales y territoriales internos en términos de 
crecimiento económico y bienestar de la población (Pradilla, 1990)55. En esta 
circunstancia se socavan los equilibrios y pactos territoriales precedentes y se abren 
condiciones de negociación de una nueva repartición de poderes, recursos y 
competencias. Unas reformas tienden a compensar debilidades sociales y 
territoriales relativas, otras asignan mayores instrumentos a las regiones y 
actividades económicas ganadoras, y otras buscan crear las condiciones 
homogéneas suficientes para la expansión territorial de las nuevas competencias 
cedidas.  
 
D- “Problemas fiscales y constituciones fiscales”. La crisis fiscal del Estado es la 
expresión económica de una crisis política no resuelta. Desde las clases populares y 
los trabajadores la presión por mayores derechos, bienestar y participación en la 
repartición del excedente económico presiona los presupuestos públicos llevando a 
una crisis fiscal del Estado capitalista. Desde las clases altas y burguesas el peso del 
Estado y de las demandas sociales, sus costos e injerencia son insoportables porque 
retraen recursos y poder a los inversionistas. La evasión fiscal, la baja de impuestos 
al capital y la renta, así como la des localización productiva externa aumentan la 
crisis fiscal del Estado. Este recibe la doble presión contradictoria que tiende en parte 
a ser resuelta mediante un aumento significativo de la tributación territorial, así como 
de la capacidad de gasto local mediante combinaciones diferentes entre 
transferencias nacionales, ingresos propios territoriales y capacidad de concitar 
inversiones directas y el crédito bancario. 
 
                                        
54. Benko, George, Lipietz Alain, (1994), ’El nuevo debate regional’, in Lipietz, George Benko y Alain 
(ed.), Las regiones que ganan: los nuevos paradigmas de la geografía económica (Valencia: Institución 
Alfonso el Magnánimo) 
55. Pradilla, Emilio “Las Políticas Neoliberales Y La Cuestión Territorial,” Cuadernos de Economía 
Volumen X, número 14 (1990): 115 - 140. 
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E- “Énfasis del Banco Mundial en la investigación sobre descentralización”. El Banco 
Mundial, el BID y otras agencias multilaterales han promovido iniciativas de 
descentralización de recursos, competencias y responsabilidades políticas con el fin 
de construir la malla institucional territorial más acorde con una expansión de los 
mercados y sus agentes. Dicha incidencia se vehicula a través de la asignación de 
recursos de cooperación y de los condicionantes adheridos a los créditos externos, 
como tempranamente advirtió el profesor Clemente Forero (1987)56. Los énfasis 
ideológicos de la asistencia técnica son también importantes, pero quizás más la 
primacía ideológica de la “eficiencia por el mercado”.  
 
F- “La democratización de los sistemas políticos”. Los sectores sociales, étnicos, 
territoriales y políticos marginados en los acuerdos institucionales precedentes, así 
como los “nuevos sectores sociales” perdedores y ganadores confluyen en 
demandas de reconocimiento, participación y democratización. Los regímenes 
políticos son puestos en tensión por lo que se exacerban las pujas por abrir y 
consolidar espacios de poder, entre ellos los socio territoriales. Las luchas por el 
territorio, o la dimensión territorial de la democracia, forma parte de las estrategias 
políticas que se recomponen desde todos los espectros sociales y políticos. 
 
Nosotros suscribimos completamente este listado de causas solo que no 
consideramos que la realidad sea el desparrame de filamentos sueltos que se 
conectan o desconectan al azar. Tampoco bastaría listar de manera ordenada y 
secuencial factores coincidentes para explicar el cómo del devenir histórico y menos 
el porqué. La realidad aparece relacional, es decir que diferentes factores sociales, 
económicos, políticos e ideológicos se relacionan con los otros, se retroalimentan y 
construyen relaciones estructurantes. En palabras del geógrafo brasilero Milton 
Santos (1990)57:  
                                        
56. Forero, Clemente (1987), ’El Fondo Monetario Internacional Y El Banco Mundial En Colombia’, in 
Felipe Escobar, Gabriel Ariarte (ed.), Los traficantes de la pobreza: el Fondo Monetario Internacional y 
América Latina (Bogotá: Ancora Editores) 139 – 179.  
57. Santos, Miltón “Por Una Geografía Crítica,” in Por Una Geografía Nueva (Madrid: Espasa 
Universidad, 1990). 
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Desde el punto de vista geográfico, lo que hay que tener en cuenta es la 
sucesión de los sistemas y no la de las variables o sub-sistemas aislados. El 
espacio se define por una combinación integral de variables y no por una o 
varias por muy significativas que sean. Cada variable está totalmente 
desprovista de significado fuera del sistema al que pertenece. […] Incluso, a 
partir del cambio del conjunto, del todo, los cambios cualitativos adquieren una 
expresión real, es decir, cada variable pasa a tener en relación con las demás 
variables, un significado diferente. La gran lección a la que se llega es que, en 
cada periodo histórico, el valor de una misma variable se altera. (p. 224). 
 
Por periodos históricos se logran estabilidades relacionales relativas a partir de la 
cuales se caracterizan fases del desarrollo con sus respectivas contradicciones 
principales y teorías del cambio social (Lipietz, 1986, 1987; Theret, 2006; Lautier y 
Marques, 2004)58. Por ejemplo, durante la hegemonía del modelo de sustitución de 
importaciones se privilegió la ampliación del mercado interno. Este necesitó un 
arsenal de instituciones estatales de intervención en asuntos económicos y sociales. 
                                        
58 . Lipietz, Alain (1986), ’ New Tendencies In The International Division Of Labor: Regimes Of 
Accumulationand Modes Of Social Regulation’, in Storper, Allen J. Scott y Michael (ed.), Production, 
work, territory: Thegeogra. Lipietz, “Lo Nacional Y Lo Regional, ¿Cuál Autonomía Frente a La Crisis 
Capitalista Mundial’.” Théret, Bruno (2006), ’Sistemas de protección social y representación política. 
Una perspectiva comparativa y estructural’, in Salazar, Yves Le Bonniec y Óscar Rodríguez (ed.), 
Crecimiento, equidad y ciudadanía. Hacia un Bruno Lautier, Brésil, Mexique. Deux Trajectoires Dans 
La Mondialisation. Este es el punto de partida de la Teoría de la Regulación de origen francés que aquí 
se suscribe, escuela que a su vez proviene del estructuralismo. Sin embargo, los franceses no están de 
acuerdo sobre los factores que se relacionan y estabilizan, así como tampoco en cuanto a las causas 
principales que explican los cambios. Por ejemplo, Alain Lipietz (1986, 1987) llamó la atención sobre 
la estabilidad que adquiere una triangulación entre 1. el régimen de acumulación de capital, 2. el modo 
de regulación y 3, los bloques sociales hegemónicos en un periodo histórico, estudiando las relaciones 
entre los patrones de producción y consumo dominantes en relación con las políticas e instituciones 
económicas y jurídicas prevalentes. La crisis y la necesidad de cambio sería generada por una 
tendencia a la productividad decreciente del régimen de acumulación mediante una revolución técnica 
y en las relaciones laborales. En cambio, Bruno Theret (2006) racionaliza una triangulación entre el 
orden económico, político y doméstico para explicar diferentes sistemas de protección social en el 
mundo. En dichas estructuras tan estables desaparecen los factores sociales y políticos que podrían 
explicar los cambios en los sistemas. De otra parte, Bruno Lautier y Jaime Marques Pereira (2004) 
relacionan el modelo de acumulación y los sistemas políticos de Brasil y México y depositan en las 
características de las relaciones políticas la explicación del cambio de la política económica frente a la 
globalización.  
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La estatización y centralización de medios en el Estado alimentó procesos de 
representación política hacia y dentro del Estado central. Los partidos políticos, los 
gremios del capital y del trabajo, los principales conflictos sociales y dilemas de 
política económica, las teorías del cambio y la estabilidad social, así como las 
principales ideologías y hasta las estrategias revolucionarias y reaccionarias se 
volvieron nacionales. Todo lo que pretendiera un estatus trascendental se volcó 
hacia la arena de lo nacional. Sin embargo, el Estado nación y el mercado interno no 
se expandieron uniformemente por todos los territorios. La regla fue la centralización 
y la concentración productiva y política, así como las jerarquías territoriales en esa 
distribución desigual del poder. Dicho centralismo creó la demanda de 
descentralización atada a la expansión territorial del mercado, de la política social y 
del sistema político. Los poderes nacionales concretaron alianzas y rupturas más o 
menos estables entre clases sociales y territorios que se apropiaron de los recursos 
amasados por “la nación”. Los pesos de esta balanza generaron inestabilidad en la 
medida en que tenían fallas de legitimidad y control de sus periferias. Los arreglos 
territoriales fueron transformados por la dinámica política y económica. Ajustes y 
correcciones se presentaron regularmente en las relaciones entre centros y periferias 
durante la vigencia de las formas centralistas estables. Un escenario de negociación 
más general se propicia cuando desde la década del setenta se sacuden los 
equilibrios inestables entre grandes factores sociales, económicos y políticos 
prevalentes. Cuando se transforma el modelo de acumulación cambia el balance 
productivo y territorial. Cuando cambia el régimen político se cuestionan las 
relaciones políticas entre los territorios.  
 
No podría ser de otra manera porque en los momentos de crisis se exacerban 
características fundamentales de la estructuración de lo social. Sus componentes 
básicos se asoman los unos frente a los otros, los unos con los otros, desde alguna 
de sus variables fundamentales y se reordenan las relaciones. Lo territorial no es un 
asunto sectorial específico del orden social que se define por otras variables, en la 
medida en que no hay orden social sin estructuración territorial. Lo que ocurre es que 
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lo territorial, -como el poder-, se naturaliza en cada fase de regulación estable hasta 
esconderse y volver a aparecer como especificidad. Es por eso que en la actual crisis 
del sistema capitalista internacional aparece, no podía ser de otra manera, la fuerza 
de la restructuración territorial del Estado, de la economía y de los sistemas políticos 
nacionales e internacionales. La reestructuración del capitalismo no es otro proceso 
que el de la reestructuración espacial de las relaciones económicas, políticas y 
sociales.  
 
En este marco de análisis lo que llamamos descentralización es un arreglo 
institucional que resulta del cruce de caminos entre dos variables principales. Por 
una parte, las transformaciones en el régimen de acumulación (internacionalización 
económica, crisis fiscal del Estado, ataques al Estado nación interventor); por otra, 
las transformaciones del régimen político (crisis de legitimidad, demandas de 
democratización, pujas socio territoriales). En medio de esta tensión se juegan 
estrategias como el neoliberalismo y los procesos de democratización. La secuencia 
histórica entre ajustes al régimen de acumulación y al régimen político no es la 
misma en cada país, tampoco sus profundidades relativas, ni las combinaciones 
entre ellas. El liderazgo y el peso de actores externos e internos, ideológicos y 
técnicos, políticos y sociales, entre empresarios, sindicatos, indígenas, campesinos o 
población urbana, tampoco. Para explicar estas secuencias y los pesos relativos 
entre determinantes estructurales y actores sociopolíticos es necesario considerar los 
entramados históricos específicos. Alrededor de ellos se extienden, desatan y 
transforman las relaciones de fuerzas precedentes. La secuencia de la 
descentralización y su trayecto no sirven tanto para explicar la forma, el grado y la 
intensidad de la reforma, sino los contenidos sociales y políticos en disputa a través 
de ellas. 




3. Capítulo 3: Bolivia. La descentralización entre el indigenismo y el 
empresariado transnacional 
3.1   De la dictadura a la democracia y del intervencionismo al neoliberalismo 
I978 – 1993 
 
El periodo comprendido entre 1982 y 1993 en Bolivia se caracteriza por grandes 
convulsiones sociales, políticas y económicas. A finales de los setenta el sistema de 
gobierno de las dictaduras es asediado por masivas movilizaciones en los campos y 
las ciudades, por campesinos y obreros, por clases medias y trabajadores estatales. 
La convulsión social dará al traste con el sistema dictatorial y obligará el respeto de 
los resultados electorales y la reinstalación del sistema de gobierno de los partidos y 
sus coaliciones en 1982. La naciente democracia es estrenada por un gobierno de 
izquierda que hereda la crisis económica de la deuda externa, el colapso del precio 
del estaño y el fracaso del arsenal de medidas económicas anticíclicas propio del 
Estado interventor, desarrollista y nacionalista. La crisis económica arrasa al 
gobierno y sus fundamentos ideológicos en 1985, oportunidad política que permite la 
aplicación sin anestesia de un programa de ajuste económico de choque de 
inspiración neoliberal. El sistema político de la democracia liberal resiste a la crisis 
económica y al drástico programa de ajuste estructural a través de pactos y alianzas 
entre partidos que acogen el nuevo programa económico. Se inaugura así en 1985 
una democracia pactada de larga duración. La clase obrera y su vanguardia minera 
es derrotada política y orgánicamente, los sindicatos de toda procedencia pierden su 
protagonismo en las políticas sectoriales y su incidencia sobre el congreso de la 
república, los partidos políticos y el gobierno nacional. Este vacío de resistencia 
orgánica garantiza la estabilidad y el reino de los equipos técnicos neoliberales para 
rediseñar las políticas económicas, las relaciones laborales y las políticas sociales 
compensatorias.  
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La ideología desarrollista emanada de la revolución de 1952 construyó el Estado y el 
sistema político centralista. El Estado que emana con el ajuste estructural de 1985 
empieza tímidamente a plantear la necesidad de intervenir la organización espacial 
de la administración pública de cara a estimular la eficiencia de las empresas y 
servicios todavía a cargo del Estado. Además, el traspaso de empresas estatales 
hacia las Corporaciones Regionales (departamentales) de Desarrollo se concibió 
como tránsito hacia la privatización de los activos estatales. Intensión de escasa 
incidencia puesto que pocas empresas fueron entonces privatizadas. Sin embargo, 
se asomó una intensión que será más importante en lo sucesivo, utilizar la 
descentralización de empresas, competencias y recursos estatales dentro de una 
estrategia de privatización de activos y estímulos al comportamiento privado por la 
administración pública en general59.  
                                        
59. Este capítulo sobre el proceso de descentralización en Bolivia se apoya, además de la bibliografía 
citada, en múltiples viajes realizados desde la década del 90, así como en una serie de entrevistas sobre 
las principales hipótesis que ayudan a tejer el relato a continuación. Si bien estoy en deuda con los 
conceptos emitidos por actores directos de la trama analizada, en ningún caso puede imputárseles 
responsabilidad alguna a dichas “fuentes primarias” con las valoraciones históricas aquí sostenidas. En 
primer lugar debo mencionar a José Blanes, teólogo y cientista social  español-boliviano y a Mario 
Galindo, economista y tres veces viceministro en asuntos directamente relacionados con el proceso de 
descentralización y autonomías. Ambos investigadores han sido directores del Centro Boliviano de 
Estudios Multidisciplinarios –CEBEM-, fundación muy activa en procesos de descentralización en 
Bolivia, además de haber participado en el proyecto Economic Managemet for Strengthening 
Organizations –EMSO- del Banco Mundial a finales de la década del 80 y principios del 90. El EMSO 
fue caldera en la producción de conocimiento sistemático sobre las realidades territoriales y lugar de 
discusión sobre los modelos posibles y pertinentes de descentralización para el país. Agradezco los 
conceptos de Carlos de Mesa, periodista, historiador, vice-presidente de la República (2002 – 2003) y 
presidente (2003 – 2005), cuyas apreciaciones ayudaron a organizar el análisis del periodo 
comprendido entre el año 2000 y 2005. También a Rubén Darío Cuellar, abogado, diplomático, ex 
prefecto (Gobernador) del departamento de Santa Cruz y ex constituyente. Muy estimulantes fue la 
conversación con Diego Ayo Saucedo, doctor en Ciencias Políticas, viceministro de Participación 
Popular y conocedor del debate teórico contemporáneo sobre los alcances de los procesos de 
descentralización en América Latina. Claros y directos fueron también los conceptos de Vladimir 
Ameller, asesor de gobiernos locales desde organismos internacionales en temas de descentralización y 
autonomías. Alfonso Camacho, dos veces ex ministro y fundador del partido político que levantó la 
bandera de la transferencia de recursos hacia las comunidades nos advirtió del debate previo a la 
adopción de las principales leyes de descentralización. Juan Carlos Pimentel, ex ministro de Educación 
nos aclaró el recorrido de las reformas a la educación antes y después de las leyes de descentralización. 
Carlos Virgueti, Prefecto del departamento de Cochabamba nos explicó la utilización que el gobierno 
central hace de los departamentos para controlar los procesos políticos y las asignaciones 
presupuestales en los municipios. José de la Fuente nos ilustró sobre los impactos políticos de las leyes 
de descentralización y participación en las formas de actuar de los movimientos populares. De la 
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3.1.1   Primer período 1982 – 1985: La caída del gobierno de  la UDP y el 
colapso del Estado de 1952  
 
El 10 de octubre de 1982 asumió la presidencia de la República de Bolivia Hernán 
Siles Suazo y su vicepresidente Jaime Paz Zamora en nombre de la Unidad 
Democrática y Popular –UDP-. Siles, fundador del Movimiento Nacional 
Revolucionario –MNR-, había ganado las elecciones presidenciales en 1979 y en 
1980, las cuales fueron desconocidas por los militares. Ahora se posesionó con su 
vicepresidente ante el Congreso de la República que los nombró a la cabeza del 
ejecutivo nacional, haciendo respetar el resultado electoral y también en uso del 
derecho del legislativo de nombrar la dupla del poder entre los líderes de los tres 
partidos con mayor votación, cuando el primero de ellos no venciera con más del 
                                                                                                                        
misma manera, Alberto Bordas, funcionario del Ministerio de Autonomías insistió sobre la 
recomposición de las elites locales a través del proceso de descentralización. Carlos Hugo Molina 
concita el consenso unánime entre todas las fracciones sociales y políticas por haber sido el “padre” de 
la descentralización hacia los municipios. El testimonio del primer Secretario de Participación 
(Ministro de la descentralización) fue de la mayor importancia para nosotros. Agradecemos también las 
luces que nos aportaron importantes dirigentes sociales de antes y de ahora. Miguel Lara, histórico 
dirigente de la Federación de Maestros Urbanos de Cochabamba nos explicó la posición del magisterio 
ante la descentralización de la educación. El abogado Gustavo Pedraza de la Fundación Boliviana para 
la Democracia Multipartidaria y asesor de las causas indígenas nos aclaró las diferencias en las formas 
de actuar del mundo sindical y del mundo indígena. Bienvenido Zacu, dirigente de la Confederación de 
Pueblos Indígenas de Santa Cruz nos advirtió la importancia que tuvo la normatividad internacional en 
apoyo al reconocimiento indígena dentro de Bolivia en los 90. Antonia Irayigra, dirigente del pueblo 
Guarayo y Asambleista por el departamento de Santa Cruz nos aclaró la inmensa distancia recorrida 
entre la negación del ser indígena, hasta la llegada al poder ejecutivo y legislativo a todo nivel del 
Estado. Sarela Paz, asesora del movimiento indígena aportó sus luces para distinguir las diferencias 
entre los indios de tierras bajas y aquellos de tierras altas en lo concerniente a los procesos de 
descentralización y lucha por la autonomía de los pueblos originarios. El profesor Carlos Crespo, 
miembro del Comité en Defensa del Agua de Cochabamba nos advirtió sobre la importancia de los 
acontecimientos bolivianos en las redes anti-globalización. Oscar Olivera, vocero de la Coordinadora 
del Agua y posteriormente de la Coordinadora del Gas tuvo la gentileza de advertirnos la diversidad de 
proyectos alternativos que atravesaron al ciclo rebelde entre el año 2000 y 2005. Igualmente agradezco 
a la docena de profesores e investigadores convocados por el Centro de Estudios Superiores 
Universitario –CESU- por los comentarios a las hipótesis centrales a partir de las cuales anudo el relato 
sobre el proceso de descentralización en Bolivia. Por último no puedo dejar de manifestar mi deuda 
con Manuel de la Fuente, economista y sociólogo, profesor a la Universidad Mayor de San Simón en 
Cochabamba por haber compartido una extensa conversación de años sobre el proceso boliviano de 
reformas espaciales. Manuel de la Fuente y José Blanes fueron los inocentes culpables de inocular en 
mí la pasión por entender a Bolivia, país complejo y vibrante como pocos. 
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50% de los votos. El gobierno de la UDP cerró el período de las dictaduras que 
comenzó en 1964 y que tuvo una larga, tormentosa y violenta agonía (Paz, 2102, en 
línea)60. El dictador Hugo Banzer que se mantuvo en el poder desde 1971 a 1978 fue 
derrocado por un repudió creciente en contra de su autoritarismo, su abierta 
corrupción (Sánchez, 1978, en línea)61, el manejo arbitrario de privilegios 
corporativos y para su región de origen, Santa Cruz de la Sierra (Adett, 2012, en 
línea)62. En su expulsión fueron definitivas las manifestaciones lideradas por la 
Central Obrera Boliviana –COB- a la cabeza de un frente social y político muy amplio 
de campesinos, obreros, trabajadores del sector formal e informal, estudiantes y 
movimientos urbanos. Dentro del Frente las mujeres mineras cumplieron un papel 
destacado de alto impacto (Blanes, 2007)63. Tres fuentes nutrieron el asenso de las 
                                        
60. “En realidad deberíamos hablar del Sistema Político del Golpismo Civil Militar Republicano 
Boliviano por el que se entraba a tiros a Palacio y se salía a tiros de él. Así con mayúsculas porque 
fue la manera dominante de hacer política en nuestro país desde su fundación hasta la instauración (y 
no restauración…) de la democracia a mediados de los años ochenta. Era un sistema de gobiernos 
de facto, es decir, al margen de la Constitución, es decir, dictaduras…” Con el “cambio de 
época” se acabó la Bolivia golpista. Entrevista con Jaime Paz Zamora [en línea]: Diario 
Opinión. Opinión.com. Cochabamba: 10 de octubre de 2012. Sección noticias. 
http://www.opinion.com.bo/opinion/articulos/2012/1010/noticias.php?id=740 [Consulta: 3 mayo 
2013].  
61. “La probabilidad de la cancelación de las elecciones, inicialmente convocadas para el 9 de julio 
próximo, ha aumentado en los últimos días, debido a la incapacidad de respuesta del Gobierno ante la 
sorprendente ofensiva de una población exasperada por un autoritarismo que ya dura seis años. La 
impopularidad del régimen ha quedado también patente por la convergencia de posiciones de todas 
las fuerzas políticas del país, que -desde la clandestinidad o desde el exilio- han condenado de forma 
unánime el fraude electoral que prepara Banzer.” El régimen boliviano del general Banzer, al borde del 
colapso [en línea]: Sánchez, Roberto. Diario El País de España. Madrid: Enero 12 de 1978. Archivo. 
Hemeroteca. http://elpais.com/tag/fecha/19780112//1 [Consulta: 3 mayo 2013].    
62. La dictadura de Hugo Banzer acogió con entusiasmo el “Plan Cóndor” ideado por los Estados 
Unidos de América para contener la “subversión comunista” en el continente latinoamericano, 
prioritariamente en los países del sur que tenían fuertes sindicatos, partidos de izquierda y movimientos 
sociales críticos del imperialismo, del capitalismo y de los regímenes dictatoriales, como Argentina, 
Chile, Brasil, Uruguay y Paraguay. A pesar de la abierta corrupción los EUA apoyaron al dictador por 
su consecuente represión anti izquierdista, tanto como por la defensa de los intereses norteamericanos 
en el país y la región. A propósito del Plan Cóndor dijo en entrevista el Ministro del Interior de la 
dictadura Mario Adett Zamora: “- ¿De qué se trataba el Plan Cóndor? - Era capturar a los contrarios 
a los regímenes dictatoriales y encerrarlos para quitarles libertad de acción… - ¿Qué papel tenían los 
militares estadounidenses? - Los militares americanos instruyeron en tácticas ‘antiguerrilleras’. 
Portal de noticias EJU!.  http://eju.tv/2012/07/mario-adett-zamora-estoy- orgulloso- de- la- dictadura- 
de-banzer/, [Consulta: mayo 3 de 2012].         
63. “La huelga de hambre de las mujeres mineras a finales de 1978 contra el régimen del General 
Hugo Banzer Suárez, que ya duraba 7 años desde la Asamblea Popular de 1971, fue un símbolo del 
      
  
59 
movilizaciones sociales en la década del setenta según el filósofo y politólogo Luis 
Tapia (Tapia, 2011)64: la lucha contra el sistema autoritario y por el retorno a la 
democracia, el anhelo de un manejo de los recursos naturales a favor de los 
intereses nacionales y las expectativas indígenas por el reconocimiento étnico, 
encubadas dentro del movimiento campesino. Inició entonces la transición a la 
democracia que duró cuatro años, de 1978 a 1982, periodo dentro del cual 
sucedieron 7 gobiernos militares, incluyendo la narcodictadura de García Meza 
(Santa-Cruz, 1981, en línea)65, dos gobiernos civiles, 3 transiciones negociadas y 9 
presidentes; se convocaron grandes manifestaciones y se lamentó la “Masacre de 
todos los Santos” con más de 100 asesinados y 30 desaparecidos; hasta que una 
huelga general convocada por la COB logró el retiro definitivo de los miliares y 
restituir las elecciones partidistas como mecanismo de selección del gobierno 
(Mayorga, 1991)66. La restauración de la democracia fue el fruto combinado de 
fuerzas sociales y políticas, de la vía electoral y de la calle, no sin una dosis de 
represión y muerte, de tal manera que “la transición hacia el nuevo orden político 
                                                                                                                        
poder de los movimientos sociales en Bolivia. Este hecho quedó por mucho tiempo en el imaginario de 
sociedad civil en defensa de la democracia, las mujeres, es decir, “la sociedad le arrancó la 
democracia a los militares”. Además es importante resaltar que estas mujeres pertenecían a la 
minería, espacio de fuerzas sociales y políticas organizadas a partir de la Federación Sindical de 
Trabajadores Mineros de Bolivia la importante (FSTMB), por años la columna vertebral de la Central 
Obrera Boliviana (COB).” (p. 40)  Blanes, José (2007), ’Del Consenso de Washington a la Asamblea 
Constituyente: crisis social y política en Bolivia’, in Murakami, Yusuke (ed.), Después del Consenso 
de Washington: Dinámica de cambios político-económicos y administración de recursos naturales en 
los países andinos. (Kyoto: Center for integrated area studies, Kyoto University) 2 
64.  Luis Tapia, El Estado De Derecho Como Tiranía (La Paz: CIDES - UMSA, 2011).  
65. “De nuevo vísperas de acontecimientos en Bolivia. El régimen militar del general García Meza, 
impuesto por el golpe de Estado de 17 de julio pasado, atraviesa dificultades interiores y exteriores 
insuperables. García Meza no se ha afianzado entre sus propios compañeros de armas, el pueblo 
boliviano nunca ha aceptado los procedimientos especialmente sangrientos que acompañaron al 
cuartelazo, la situación económica del país del Altiplano es desesperada, y la Junta Militar sigue sin 
obtener el indispensable reconocimiento de Washington. Al descrédito puramente político de los 
golpistas se ha sumado la gran bola de nieve de la cocaína.” Hugo Banzer vela sus armas para retomar el 
poder [en línea]: Santa Cruz, Ángela. Madrid: Abril 23 de 1981, diario El País de España. Sección 
Internacional. http://elpais.com/diario/1981/04/23/internacional/356824817_850215.html. [Consulta: 3 
mayo 2013].  
66.  Rene A. Mayorga, Democratización Y Modernización Del Estado En Bolivia, vol. Número 4, 
Cuadernos Del Centro Boliviano De Estudios Multidisciplinarios (La Paz: Centro Boliviano de 
estudios Multidisciplinarios -CEBEM, 1991). 
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democrático fue un verdadero parto” (Sánchez, 2005, p.10)67. El pueblo de Bolivia se 
debatía entonces entre la incredulidad y la esperanza de ser capaces, al fin, de 
inaugurar un orden institucional estable y respetuoso de los derechos sociales y 
políticos, en un país que se distinguía por la negación de tales aspiraciones desde 
los inicios de la República en 1824. La tarea y la expectativa no era poca porque 
como recuenta José Antonio Rivera (2008)68:  
Al año 1980 en Bolivia se produjeron 200 golpes de Estado en apenas 155 
años de vida Republicana; lo que dio lugar a que en este período de tiempo 74 
Presidentes de la República hubiesen conducido al Estado con un promedio 
de 2,09 años de duración en el mandato. (p.174). 
 
El gobierno de la UDP fue conformado por una coalición política de izquierda en la 
que participaron el Movimiento de Izquierda Revolucionaria –MIR-, el Movimiento 
Nacionalista Revolucionario de Izquierda –MNRI- y el Partido Comunista de Bolivia –
PCB-; todos herederos de diferentes expresiones del legado del Estado interventor y 
desarrollista que emergió de la revolución de 1952. En un principio la COB y muchas 
organizaciones sociales fueron el soporte social externo del gobierno. Una fuerte 
oposición mayoritaria en el congreso de la República fue liderada por el Movimiento 
Nacionalista Revolucionario –MNR- de Víctor Paz Estenssoro y la Acción 
Democrática Nacional –ADN- bajo la jefatura del ex dictador Hugo Banzer Suárez. El 
bloque opositor lo completó la Confederación de Empresarios Privados de Bolivia –
CEPB-, temerosa de las tentaciones estatistas y anti empresariales de muchas de las 
fuerzas que medraban alrededor del gobierno. Sin embargo, la fragilidad se llevaba 
por dentro mismo de la coalición. La situación no dio espera, la crisis económica 
heredada de la dictadura exigía acciones radicales y mucha cohesión política y social 
soportando al gobierno, condiciones que no se cumplieron. Los partidos y sus bases 
                                        
67.   Rolando Sánchez, “Construcción Social De La Cultura Política Democrática En Bolivia,” 
globalnetestudios.com/articulos_archivos/art2.pdf. 
68.  José A. Rivera, “La Evolución Político-Institucional En Bolivia Entre 1975 a 2005,” Estudios 
Constitucionales Año 6, No 2 (2008): 173 - 208. En este trabajo también se encuentra la convulsionada 
secuencia de la inestabilidad institucional que padeció Bolivia desde 1978 a 1982, pp. 176 y 177.  
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sociales no lograron consolidar un acuerdo estratégico. Temprano se debatieron 
entre implementar un ajuste económico tradicional con asesoría ofrecida por los 
organismos internacionales de crédito, solución rápidamente desechada, o 
radicalizar la intervención del Estado sobre todas las variables macro económicas 
(Loayza, 2002)69. Los partidos políticos y las organizaciones sociales ejercieron una 
doble militancia respecto de la crisis, afectar por dentro del gobierno las políticas 
contra la crisis, y reivindicar desde afuera posturas y medidas específicas a favor de 
sectores sociales, económicos, orientaciones políticas o territorios específicos. La 
gran coalición no aguantó mucho y se desgranó rápidamente, lo que aisló al 
ejecutivo de apoyos suficientes dentro y fuera del parlamento. 
 
Al gobierno lo derrotó la economía (Antelo 2000)70. El dictador Banzer asumió la 
presidencia en 1971 con una deuda externa de 500 millones de dólares y abandonó 
el poder dejando una deuda de más de 2.500 millones. Entre los años sesenta y 
setenta el crecimiento económico fue notable al registrar tasas positivas alrededor 
del 5,5% anual. Las rentas nacionales por los impuestos a la minería, los 
hidrocarburos y el comercio exterior financiaron al Estado. Estos tres indicadores son 
suficientes para ilustrar aspectos centrales del modelo de acumulación de Bolivia 
hasta la llegada del gobierno de izquierda en 1982: préstamos externos a borbotones 
acompañados de inversiones extranjeras directas con destino a desarrollar el 
potencial minero y petrolero, así como las grandes infraestructuras de 
telecomunicaciones, eléctrica, aérea y ferroviaria a cargo de enormes monopolios 
estatales. Todo ello condujo a un balance externo positivo (mayor entrada que salida 
                                        
69.  Mirtha J. Loayza, El Ajuste Estructural Y Sus Efectos En La Estabilidad Laboral Y El Empleo En 
Bolivia (Quito: Universidad Andina Simón Bolívar, Sede Ecuador, 2002). 
70. Desgraciadamente las fuentes estadísticas no reportan siempre una continuidad y consistencia en la 
información a través del tiempo, este fenómeno se acentúa cuando se consulta el procesamiento 
efectuado por distintos economistas para idénticos periodos y variables. En este y el próximo acápite 
privilegiamos las cifras de Eduardo Antelo cuando hay disparidad de registros entre investigadores 
debido a la consistencia y amplitud de su análisis económico de la época.  Antelo,  Eduardo Políticas 
De Estabilización Y De Reformas Estructurales En Bolivia a Partir De 1985, vol. 62, Serie Reformas 
Económicas (Gobierno de los Países Bajos, 2000). 
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de capitales), e incluso a un aumento de la tasa de ahorro interno que en tiempos de 
Banzer (1971 – 1978) alcanzó el 18.4% del Producto Interno Bruto (Chávez, 1991)71. 
 
A principios de la década del setenta los Estados Unidos de América se habían 
quedado sin oro suficiente para financiar la guerra del Vietnam y las importaciones 
de petróleo, por lo que decidieron terminar unilateralmente la obligación de tener un 
respaldo en gramos de oro por cada dólar emitido.  De tal manera, los EUA 
desataron la producción monetaria para financiar el consumo interno, la guerra 
externa y competir por el mercado mundial contra las otras potencias (Mueller, 2012, 
en línea)72. Uno de los resultados de esta decisión fue el estímulo a la emisión 
monetaria ficticia, es decir, sin correspondencia con un bien material específico.  
 
En 1973 la Organización de Países Árabes Exportadores de Petróleo decidió reducir 
drásticamente la producción y suministro del “oro negro” a los países capitalistas que 
apoyaron a Israel en su guerra contra países árabes, y con el fin de hacer valorar el 





                                        
71.  Gonzalo Chávez, “Macroeconomía De La Privatización En Bolivia,” Instituto de Investigaciones 
Socio Económicas - IISEC 07 (1991): 40. 
72. Mueller, Marion. “Se cumplen 39 años desde que Nixon abandonara el patrón oro”. [en 
línea]. En:   Oro y Finanzas.com. Diario digital del mercado del oro. (Madrid: agosto 15 de 
2010), <http://www.oroyfinanzas.com/2010/08/se-cumplen-39-anos-desde-que-nixon-
abandonara-el-patron-oro/> [Consulta: 6 noviembre 2013]. 





Fuente: Jordán Rolando, Sheriff  Ernesto y Loayza Fernando73 
En consecuencia se multiplicó por dos el precio del petróleo en un año y se 
generaron enormes cantidades de dinero excedentario, parte de ellos conocidos 
                                        
73. Jordán Rolando, Sheriff Ernesto, Loayza Fernando  “La Minería Y Los Hidrocarburos En Bolivia 
[en línea].  En:    La administración de los ingresos por exportaciones mineras en Bolivia, Chile y 
Perú. Grupo de Análisis para el Desarrollo –GRADE- IDRC, (Lima, abril de 1995), <http://idl-
bnc.idrc.ca/dspace/bitstream/10625/15664/1/103568.pdf> pp. 37-48. ISBN 84-89305-44-7.  
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como “los petrodólares”. Ambos procesos crearon un gigantesco excedente 
monetario capturado por el sistema financiero internacional que se convirtió en 
préstamos a bajo interés hacia América Latina, avalancha de la cual no escapó 
Bolivia. Ya a finales de los años setenta, como reacción contra el decrecimiento de la 
economía norte americana, sus autoridades decidieron aumentar la tasa de interés 
para succionar el ahorro mundial hacia su economía, lo cual se convirtió rápidamente 
en un incremento de las tasas de interés de los préstamos externos y en una baja de 
los precios de las materias primas, entre ellas el estaño boliviano. De tal manera, la 
economía boliviana se encontró inmersa en el peor de los mundos 
macroeconómicos. Una acumulación creciente de su deuda externa, a tasas de 
interés ascendente, el derrumbe de los valores de sus exportaciones y la estrechez 
del mercado mundial para la financiación de los aparatos productivos y, más aun, 
para apalancar las deudas. En Bolivia esta situación socavó el periodo de las 
dictaduras que debieron ceder ante el deterioro de las condiciones económicas y 
sociales, así como ante el asenso de las movilizaciones populares. Inmediatamente 
el gobierno de izquierda se enfrentó ante una crisis irresoluta con las convicciones de 
ideólogos del Estado interventor, esta vez sin los recursos para soportar programas 
de ajuste por la vía de la estatización.  
 
42 países deudores se reunieron con el fin de explorar una negociación de la deuda 
externa en 1982, iniciativa que fue rechazada por el sistema financiero internacional. 
Al principio del gobierno de la UDP la deuda externa representaba más de 300% el 
monto de las exportaciones de un año. Las divisas generadas a partir de las 
exportaciones se consagraron en porcentajes muy altos al pago del servicio de la 
deuda y no podían, por lo tanto, invertirse en apoyo a las actividades productivas o a 
la financiación de la política social. El porcentaje de las exportaciones dedicadas al 
pago del servicio de la deuda se incrementó del 32,3% en 1981, al 34,3% en 1982, 
saltó al 43,7% en 1983, al 47,7% en 1984 y representó el 39,5% en 1985. Incluso 
Bolivia se convirtió en un exportador neto de capital en la medida en que la diferencia 
entre la entrada de préstamos y el pago de los intereses galopó en sentido contrario, 
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es decir hacia fuera. La diferencia entre los nuevos préstamos y el pago de intereses 
comenzó con un saldo positivo en 1981 del 3,1% del PIB, cayó a -3,2% en 1982 y se 
agravó aún más en 1983 al representar -6,9% del PIB. Si al conjunto de los valores 
exportados se le suman los nuevos préstamos y la inversión extranjera directa se 
obtiene la cantidad de divisas que entraron al país. Si después se suman los costos 
de las importaciones y el pago de la deuda se llega al monto total de la salida de 
divisas. Al final la operación fue negativa; esto quiere decir que el capital 
(internacional y nacional) migró fuera de Bolivia a pasos agigantados. Mientras el 
flujo neto de capitales en millones de dólares fue positivo en 1981, después fue 
negativo en -74 millones de dólares en 1982, -232 en 1983, -183 en 1984 y -139 
millones en 1985.  
 
En este contexto los recursos del Estado se secaron precipitadamente. El déficit 
fiscal adquirió una inercia incremental. El déficit fiscal pasó de un saldo negativo de -
8,1% del PIB en 1981, se profundizó al -15,9% en 1982 y en 1983 era ya del -19,8% 
del PIB. Ante esta situación acompañada por el cierre de los préstamos externos y la 
caída de las rentas internas, el gobierno acudió a todo el arsenal heredado de las 
doctrinas de intervención del Estado. Para empezar, la emisión monetaria, la cual 
disparó uno de los procesos inflacionarios más fantásticos de la historia. El circulante 
monetario creció de manera vertiginosa durante el primer quinquenio del ochenta, 
empezó con un moderado 20% en 1980, ascendió a un 230% de crecimiento en 
1981, se sostuvo en el 210% en 1982 y se disparó en 1.782% en 1984 y en 5.929% 
el último año de 1985. De esta manera se disparó la inflación, la cual comenzó con 
un moderado 23,94% en 1980, era ya de 328% en 1983 y se elevó al 8.179% anual 
en 1985.  
 
Contra la inflación el gobierno trató de controlar los precios de productos básicos lo 
cual impulsó el mercado negro y no contuvo la inflación. El valor de cambio de la 
moneda se devaluó en 73% para estimular las exportaciones que no reaccionaron, 
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pero la medida alimentó el mercado negro de divisas que llegó a estar 16 veces por 
encima del cambio oficial. Los aranceles a las importaciones, la prohibición de la libre 
importación de 500 productos y los subsidios al sector agropecuario y productivo 
aumentaron con el fin de salvar las bases nacionales de producción de riqueza, 
empleo e impuestos. Sin embargo, la estrechez de la capacidad de compra por el 
mercado interno, sumada a la merma de la financiación externa e interna para las 
actividades productivas y de consumo llevaron al retraimiento general de la actividad 
productiva. Los precios de los bienes públicos se controlaron en una situación en que 
todo lo demás se encarecía lo que agravó la estabilidad financiera de las empresas 
públicas. El empleo público fue defendido mediante una importante financiación del 
Estado, mientras el empleo en el sector privado se reducía y se expandía el 
desempleo, la informalización y la desregulación del trabajo. La tasa de desempleo 
era del 5,77% en 1980, se incrementó al 10% en 1982 y se trepó hasta el 18,23% en 
1885. A la vez, la tasa de subempleo empezó la década con el 48,50% de la 
población económicamente activa, era ya el 53,50% en 1982 y en el último año de 
gobierno ascendió al 57,30% en 1985. El poder adquisitivo del trabajo trató de 
preservarse mediante el alza de salarios que fue carcomida velozmente por el 
monstruo de la hiperinflación, no sin antes contribuir a profundizar el déficit público 
como porcentaje del PIB los dos últimos años del gobierno, -25,4% en 1984 y -9,8% 
en 1985. Ante la sequedad de las arcas públicas y el incremento de las demandas 
sociales el gobierno se vio compelido a declarar la moratoria del pago de la deuda en 
1984, lo que redujo aun más la entrada de capitales. 
 
Todas las medidas que adoptó el ejecutivo contra la crisis no hicieron más que servir 
de catalizadoras de su profundización. El crecimiento económico se volvió negativo, 
el Producto Interno Bruto cayó durante todos los años de la coalición de izquierda. El 
PIB fue negativo en 1982 en un -3.9%, volvió a caer en 1983 un -4.0%, el crecimiento 
económico siguió languideciendo en -0,2% en 1984 y remató en 1985 volviendo a 
achicar la capacidad de producción general del país en un -1,7% del PIB respecto del 
año anterior. Las fuentes productivas del país conocieron la vulnerabilidad extrema, 
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de tal manera que la tasa de crecimiento de la minería, el petróleo y el gas fue 
negativa durante todo el periodo que duró el primer gobierno civil posterior a la era 
de las dictaduras. Minería: (-8,96% en 1982, -5,19% en 1983, -19,94% en 1984 y – 
20,77% en 1985) y Petróleo y Gas Natural: (-4% en 1982, -3,28% en 1983, -12,60% 
en 1984 y -11,19% en 1985). Los salarios perdieron poder adquisitivo y la depresión 
económica disminuyó la tributación general y la capacidad del Estado de producir 
rentas u obtenerlas de las empresas privadas o las familias. La captación tributaria 
disminuyó año tras año durante el primer quinquenio de la década del ochenta, 
empezó representando el 9,8% del PIB en 1980 y bajó al 5,5%, 3,6%, 2,2% y 2,8% 
del PIB en los años siguientes hasta 1985. Las bases económicas de la estabilidad 
política se desvanecieron ante el colapso económico, el ejecutivo quedó aislado y 
sitiado por movilizaciones sociales y sectoriales provenientes de toda parte (Loayza, 
2002)74. 
 
La clase obrera a través de la COB, -canalizando las ansias y la movilización de 
grandes sectores sociales, urbanos y rurales, de trabajadores formales e informales-, 
había sido definitiva para derrocar varias dictaduras y fue protagonista incuestionable 
en la restauración del gobierno civil.  En consideración a su poderío aspiró al 
cogobierno y a la cogestión obrera, al menos como la había hecho durante los 
primeros años de la revolución de 195275. Sin embargo, la correlación política dentro 
del gobierno y el poco margen fiscal no fue terreno fértil para acunar iniciativas 
radicales de estatización. Cuando la crisis le reventó al gobierno de izquierda la COB 
le quitó paulatinamente su apoyo tratando de mantenerse como fuerza independiente 
de poder. La COB presentó un par de planes alternativos para el manejo de la crisis 
que no prosperaron, y en marzo de 1985 más de 10.000 mineros sitiaron La Paz, 
aportando uno de los últimos empujones que precipitaron la caída del gobierno. Algo 
                                        
74.  Loayza, El Ajuste Estructural Y Sus Efectos En La Estabilidad Laboral Y El Empleo En Bolivia.  
75. La Federación Sindical de Trabajadores Mineros de Bolivia, fundada en 1944, en asocio con Víctor 
Paz Estenssoro, cofundador del MNR, ejerció el cogobierno en los albores del Estado que emergió de 
las revueltas de 1952, transformó el golpe de Estado de Paz Estenssoro en un alzamiento popular 
obrero, fabril y luego campesino que derivó en una revolución que radicalizó el programa inicial de los 
golpistas. 
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parecido aconteció con el movimiento campesino que fue protagonista importante en 
la derrota de las últimas dictaduras. Durante la crisis el sindicato campesino se 
movilizó, realizó bloqueos y marchas a través de las cuales reivindicó los intereses 
específicos de los campesinos empobrecidos. La Confederación Sindical Única de 
Trabajadores Campesinos Bolivianos –CSUTCB- quiso ser reconocida como 
protagonista política independiente e importante en el balance de fuerzas sociales 
con peso político específico. Los sectores populares urbanos, a través de las Juntas 
Vecinales, se movilizaron alrededor de los precios y suministros de los servicios 
sumando a la presión social desde abajo sobre el gobierno y sus medidas contra la 
crisis. 
 
Por otra parte, los empresarios cuestionaron ser marginados de la toma de las 
decisiones económicas, lo cual contrariaba una tradición de larga data. Se declararon 
en emergencia contra el gobierno por las medidas que aumentaron el control estatal 
a las actividades privadas y presionaron políticas y recursos para proteger sectores 
específicos, al tiempo que incitaron la salida anticipada del gobierno. Los 
movimientos cívicos regionales realizaron movilizaciones y paros cívicos para 
reclamar contra las consecuencias regionales de las medidas gubernamentales, a la 
vez que levantaron una profundización de la descentralización como solución a la 
crisis económica y a la forma de organizar el sistema político electoral. 
 
Hasta el clima aportó su cuota de responsabilidad en agravar la situación mediante 
una severa sequía en los Andes e inundaciones en la región amazónica durante el 
año de 1983 como consecuencia del “Fenómeno del Niño”. Las condiciones de vida 
de indígenas y campesinos se deterioraron aun más. Al tiempo que se destruía 
buena parte de la producción agrícola, aumentaban los precios de los alimentos 
básicos, se reducían todavía más los ingresos tributarios del Estado y se 
incrementaban las demandas sociales desde los territorios afectados. 
 
Todas las fuerzas sociales confluyeron para socavar las bases de apoyo al gobierno, 
mientras este padecía la oposición en el Congreso. Con la intermediación de la 
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iglesia católica se pactó el anticipo de las elecciones un año antes del periodo 
regular, para agosto de 1985. El gobierno de la izquierda solo había durado escasos 
3 años, de 1982 a 1985. En este breve lapso se resquebrajaron los pilares 
económicos, ideológicos, sociales y económicos de un orden cuya partida la dio la 
revolución de 1952. La ideología nacionalista recibió un duro golpe de la evidencia 
sobre la precariedad de la nación ante los acreedores internacionales y el derrumbe 
de su principal activo rentístico, el estaño. El desarrollismo quedó con las arcas 
vacías sin las cuales no podía más financiar el “capitalismo desde el Estado”. La 
izquierda intervencionista quedó sin argumentos, todas las intervenciones 
económicas profundizaron la crisis. Las vanguardias sociales populares, los obreros, 
los campesinos y las organizaciones populares urbanas, recibieron de frente los 
impactos de la crisis y fracasaron en su intento de imponer sus soluciones, más no 
en resquebrajar la estabilidad del último gobierno que expresaba un sistema de 
crecimiento económico jalonado por los principales activos nacionales a cargo del 
Estado. 
 
El modo de regulación boliviano abarcó al régimen de acumulación basado en la 
exportación de un producto primario, el estaño, que alimentó una alta dependencia 
de los equilibrios macroeconómicos internos respecto de los ciclos del mercado 
mundial de materias primas. A la vez ancló la estabilidad nacional a las políticas de 
flotación financiera a escala global, generando extrema vulnerabilidad externa y 
fragilidad interna. En la arena nacional, en virtud del sistema económico se construyó 
una estructura de poder donde la actividad dominante se concentró y no se difuminó 
a través de muchos sectores económicos. Por lo tanto, el “actor” que controló el 
recurso estratégico, el Estado, se irguió como la arena al interior de la cual se 
negociaron, administraron y reprodujeron los equilibrios y las rupturas dentro del 
poder. Las rentas mineras aportaron el capital nacional y atrajeron al internacional 
con miras al desarrollo fabril desde el Estado. La Corporación Boliviana de Fomento 
y los Fondos de Desarrollo Económico Regional dirigieron desde el Estado el 
proceso de industrialización interna, apoyados además en los bancos estatales de 
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financiación de la industria, la agricultura y la minería. El patrimonio así creado quedó 
en gran parte en manos del Estado. El reparto territorial de los recursos 
empresariales y financieros se administró desde el Estado por lo que la incidencia 
directa en el poder ejecutivo de los militares, políticos, burócratas, empresarios, 
obreros y trabajadores de las diferentes regiones fue definitiva para conducir la 
dirección de las inversiones y subsidios estatales. Con la quiebra del Estado se 
desatarán todos los equilibrios precedentes entre sectores productivos, sociales y 
políticos, con sus expresiones territoriales.  
 
Por otra parte, el sistema económico condicionó la promoción de las clases sociales, 
de toda la red empresarial y profesional alrededor de la actividad dominante, tanto 
como los bastiones de la clase obrera minera y los sindicatos de los trabajadores de 
los servicios y empresas estatales. El patrón de desarrollo creó la necesidad de 
expandir la infraestructura que conectó trozos del país y las regiones que orbitaron 
alrededor de las actividades económicas centrales y dependientes de la economía 
mundial. En palabras de Álvaro García Linera, nombrado en el año 2006 
vicepresidente del primer presidente indígena después de la independencia de 
Bolivia, Evo Morales (García, 2000)76: 
Indudablemente, el excedente minero había creado la Corporación Boliviana 
de Fomento y sus más de treinta empresas productivas; fueron las divisas 
mineras gestionadas por el Estado las que permitieron la comunicación 
expedita al oriente, las que lograron la universalización de la educación estatal 
gratuita, las que expandieron el comercio interno, las que aseguraban los 
salarios de los burócratas, de los maestros, oficiales y oficinistas. (p. 216). 
 
También la extensión del sistema económico creó la frontera de la marginalidad 
territorial, social, cultural y política para todos aquellos que se encontraron en los 
                                        
76.  García, Álvaro “La Muerte De La Condición Obrera Del Siglo Xx,” in El Retorno De La Bolivia 
Plebeya (La Paz: Comuna y Muela del Diablo, 2000). 
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márgenes de sus dominios, o que migraron en condiciones desventajosas huyendo 
del abandono. Las exportaciones, los préstamos externos y la inversión extranjera 
directa orbitaron todas alrededor de las rentas mineras, como del Estado y del 
mercado de enclave. Gracias a ellas se generaron los recursos para la salud, la 
educación y la seguridad social de los trabajadores y los territorios que, al participar 
de la actividad dominante, se irguieron como fuerza social, territorial y política con 
poder sobresaliente. Precisamente este equilibrio colapsará con el derrumbe de 
dicho sistema de desarrollo económico. En cierta medida las fronteras del poder se 
volverán difusas, actores centrales casi desaparecerán (la clase obrera minera), 
mientras otros que cosecharon fortuna desde afuera (los empresarios de Oriente) y 
rencor (los indígenas) emergerán como protagonistas de una nueva historia. 
 
El sistema económico tiene relaciones directas y necesarias, más no univocas y 
predeterminadas, con el sistema político. En sus grandes trazos el sistema 
económico descrito mantiene rasgos característicos que provienen al menos desde 
el siglo XVIII. La dependencia minero exportadora, que se realiza desde algunos 
territorios, que enlaza de manera deficiente pedazos de nación a las actividades 
económicas conexas, que aporta los recursos para el desarrollo del Estado y el 
mercado en ciertos enclaves, y que no logra integrar la mayoría del territorio y su 
población a la “modernidad”. Una línea de fuerza atraviesa la historia de Bolivia y 
relaciona la economía de enclave con las persistentes disparidades territoriales y la 
centralidad de los grupos sociales que se disputan el Estado central. Sobre esta 
traza se construyó el régimen político centralista en el siglo XIX, se alimentó la 
disputa entre unitarios y descentralistas de finales de ese siglo entre Sucre y La Paz, 
ganada por las elites de esta última ciudad que fortaleció el centralismo a nombre de 
la descentralización. La revolución nacionalista de 1952 expropió las minas de 
estaño a “la rosca privada” y fortaleció el poder del Estado mediante las 
nacionalizaciones, la reforma agraria, el sufragio universal, la educación pública, el 
desarrollismo y el intervencionismo. El Estado de 1952 fue liderado unas veces por 
gobiernos civiles electos, otras a través de las dictaduras, un tiempo experimentó el 
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ejercicio del doble poder estatal y obrero (1952 – 1964) (Kruse, 2001)77, en otro se 
reprimió a la vanguardia minera y se formuló la alianza entre las dictaduras y las 
bases campesinas mediante el llamado “Pacto Militar campesino” (1964 – 1974); 
pacto que naufragó como consecuencia de la “Masacre del Valle” de Cochabamba 
en 1974 contra los campesinos que protestaban en contra de una reforma fiscal. 
Regímenes oligárquicos, autoritarios, civiles, revolucionarios, nacionalistas, 
dictatoriales e izquierdistas gobernaron a la cabeza del patrón de desarrollo de 
proveniencia ancestral. 
 
Entre 1952 y 1985, las relaciones entre el sistema económico, el sistema político y la 
ideología predominante en el Estado y la sociedad se combinaron de una manera 
específica. En una apretada síntesis Thomas Kruse, investigador del Centro de 
Estudios del Desarrollo Laboral y Agrario en la Paz, caracteriza dichas relaciones en 
los siguientes términos (Kruse, 2001)78:  
 
Los pilares del nuevo modelo era capitalismo de estado en lo económico, 
corporativismo-prebendalista en lo político, y nacionalistas-modernizante en lo 
ideológico. (p. 156). 
 
A nuestro entender y de acuerdo con la caracterización del Presidente de la Corte 
Nacional Electoral de Bolivia, Salvador Romero Ballivián (2006)79, el nuevo orden 
que emergerá de las cenizas dejadas por la transición de izquierda pretenderá 
fundarse también en tres pilares: la transnacionalización y privatización de los 
                                        
77. “En su primera década en el poder, la COB pondría dos vice-presidentes, más de 15 diputados, 
varios senadores, directores de empresas estatales, y una presencia permanente en los ministerios con 
los “ministros obreros” (p. 156)  Kruse, Tom (2001), ’Transición Política Y Recomposición Sindical. 
Reflexiones Desde Bolivia’, in Toledo, Enrique de la Garza (ed.), Los sindicatos frente a los procesos 
de transición política (Buenos Aires: Clacso), 41.  
78.  Kruse, Tom (2001), ’Transición Política Y Recomposición Sindical. Reflexiones Desde Bolivia’, in 
Toledo, Enrique de la Garza (ed.), Los sindicatos frente a los procesos de transición política (Buenos 
Aires: Clacso), 41.  
79. Las políticas neoliberales, la consolidación y estabilidad de la democracia representativa y el 
multiculturalismo fueron los tres pilares del nuevo orden según  Salvador Romero, “Análisis De La 
Elección Presidencial De 2005 En Bolivia,” América Latina Hoy 43 (2006): 31 - 61.  
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espacios interiores en cuanto al régimen de acumulación,  el prebendalismo 
partidista pactado en cuanto al sistema político, y en la participación ciudadana y el 
multiculturalismo étnico en lo ideológico. En este sentido, la salida del presidente 
Siles Suazo fue mucho más que la precipitada transición entre un ejecutivo y otro, 
suceso tantas veces repetido en la historia boliviana. Esta vez se inauguró una serie 
de “ajustes estructurales de significado” (Kruse, 2001, p. 181)80. solo comparables en 
su magnitud con aquellos iniciados por la revolución de 1952. Un último detalle debe 
mencionarse puesto que hará depender las condiciones de posibilidad de construir el 
nuevo Estado durante los siguientes 15 años: El derrumbe de un mundo y la 
emergencia de otro se hará en democracia. Es decir, en la estabilidad de los 
procesos electivos, las alternancias en el poder, los pactos entre mayorías y los 
grandes consensos sobre el nuevo “modelo de desarrollo”. La estabilidad del sistema 
político será la base sobre la cual reposará el nuevo orden que emergerá de las 
ruinas del viejo Estado nacionalista y desarrollista en 1985. Una vez más acudimos a 
palabras de Salvador Romero Ballivián(2003)81: 
 
La manera como sacaron a la izquierda enfatizó una nueva práctica política 
pues no fue ya por las armas y con un golpe de Estado, sino por presión 
política y mediante un pacto de continuidad de la democracia […] El 
compromiso constituyó un paso significativo para afianzar la democracia: Evitó 
transformar la crisis de gobierno en la crisis del régimen, un riesgo de los 
sistemas presidenciales, valoró la idea de establecer acuerdos mínimos para 
perfeccionar la democracia y garantizar la gobernabilidad. (p. 39). 
 
En el abrupto cambio del sistema económico y la consolidación del nuevo sistema 
político la discusión sobre la descentralización no fue central, pero tampoco 
intrascendente. De dos maneras asoma la “cuestión territorial”. En primer lugar a 
                                        
80.   Kruse, Tom (2001), ’Transición Política Y Recomposición Sindical. Reflexiones Desde Bolivia’, 
in Toledo, Enrique de la Garza (ed.), Los sindicatos frente a los procesos de transición política (Buenos 
Aires: Clacso), 41. 
81. Ballivián, Salvador Romero (2003), Geografía Electoral De Bolivia, 1977 - 2002, (3 edición, 
primera CEBEM-ILDIS edn., La Paz: Fundemos).  
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través de la necesidad de fortalecer a los municipios atendiendo una doble lógica. 
Por una parte, reconociéndoles mayor autonomía política mediante la elección 
directa de sus mandatarios. Por otra, para mejor dotarlos de capacidades dentro del 
cumplimiento de funciones pactadas en el seno del Estado y el sistema político 
centralista (Camacho, 2013, entrevista)82. En segundo lugar, fue evidente la presión 
de la “sociedad civil territorial”, organizada en Comités Cívicos Departamentales que 
exigía un fortalecimiento fiscal, administrativo y de las capacidades de las prefecturas 
(departamentos). Entre ellas, el Comité Cívico de Santa Cruz se destacó por su 
fuerza y el liderazgo de los gremios capitalistas más fuertes del país. El gobierno de 
Siles Suazo habría sido presionado en 1984 por los partidos de oposición y los 
Comités Cívicos para que expidiera una ley de descentralización a favor de los 
departamentos. El gobierno convocó a un Congreso Extraordinario con el tema único 
de discutir de una Ley de Descentralización, ocasión aprovechada por los partidos de 
oposición para sabotear la iniciativa y acusar al presidente de conexiones con el 
narcotráfico (Bazoberry, 2008, p. 23)83. En el gobierno de derecha que sucedió a la 
caída anticipada de la izquierda asomará una tercera fuerza hacia la 
descentralización, no ya hacia los municipios dentro de un Estado interventor y 
centralizado, tampoco hacia los departamentos como demanda de elites territoriales 
demandantes de mayor poder. El drástico ajuste estructural neoliberal iniciado en 
1985 también traerá una propuesta de descentralización, ahora hacia el mercado por 
la vía de un nuevo ordenamiento territorial. 
3.1.2 Segundo período 1985 – 1993: La Nueva Economía Política, la 
democracia pactada y la derrota de la clase obrera 
 
                                        
82. Alfonso Camacho, Ministro de Educación en el gobierno de la UDP recuerda que el candidato Siles 
Suazo ofreció fortalecer la descentralización municipal en las contiendas electorales de 1978, 1979 y 
1980. Además, Siles habría negociado su prematura retirada del gobierno con la oposición partidista 
supeditada al compromiso con el fortalecimiento de la autonomía municipal. En consecuencia en el año 
de 1985 bajo su gobierno se adoptó la Ley Orgánica de Municipalidades. Entrevista con Alfonso 
Camacho, Cochabamba, agosto de 2013, Darío I. Restrepo.  
83.  Bazoberry, Oscar (2008), Participación, Poder Popular Y Desarrollo: Charagua y Moxos, (CIPCA 
No. 68, U-PIEB No. 2  La Paz: Centro de Investigación y Promoción del Campesinado -CIPCA- / 
Universidad para la investigación Estratégica en Bolivia. 192.    
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3.1.2.1 Las condiciones propiciadoras  
 
Banzer, ex dictador de la República entre 1971 y 1978, ganó las elecciones 
anticipadas que se celebraron en 1985, a la cabeza del partido Acción Democrática 
Nacionalista –ADN-, pero únicamente obtuvo el 28,5%% de los votos (CNE, 2007)84. 
En el congreso de la República los principales partidos de izquierda y herederos de 
la revolución de 1952, el Movimiento Nacionalista Revolucionario –MNR-, el 
Movimiento Nacionalista Revolucionario de Izquierda –MNRI-, el Movimiento de 
Izquierda Revolucionaria –MIR- y otras agremiaciones formaron una mayoría que 
nombró presidente a Víctor Paz Estenssoro, cofundador del MNR y jefe del ejecutivo 
en dos ocasiones durante el periodo del Estado nacionalista y desarrollista. El líder 
soltó las amarras que lo ligaban al pasado y bajo la presión de los acreedores 
internacionales y las agencias multilaterales desechó el programa de su partido y 
optó por firmar el “Pacto por la Democracia” entre el MNR y la ADN, que garantizó la 
mayoría en el congreso bajo el liderazgo del personal político de la ADN en las dos 
cámaras (El Diario, 2005, en línea)85. 20 días después de su posesión el gobierno 
presentó un plan para frenar la crisis económica, escaso lapso para concertar entre 
jefes programáticos y políticos opuestos un programa económico articulado, pero 
suficiente para adherir a los lineamientos que aconsejaban los libros de texto 
neoclásicos para estas circunstancias. Además del personal político el presidente 
tomó prestado el “grupo consultor” de la Confederación de Empresarios Privados de 
Bolivia que había ideado el programa económico de la ADN para la campaña 
                                        
84. –Corte Nacional Electoral –CNE-, “25 Años De Evolución Electoral En Bolivia,” Boletín 
Estadístico Número 7. (2007): 1 - 8. 
85. El pacto por la democracia garantizó la mayoría y la disciplina política para enfrentar un colapso de 
las rentas estatales derivado del derrumbe de las exportaciones. En palabras de periódico decano de 
Bolivia, El Diario: “A poco de firmarse el “Pacto por la democracia”, los precios mundiales del 
estaño y otros minerales no ferrosos, que constituían la base del comercio exterior boliviano, 
colapsaron por la salida al mercado de las reservas de mineral de China. Después de caer la libra 
fina de estaño, de 5,5 dólares a 50 centavos de dólar estadounidense, la Bolsa de Londres clausuró sus 
actividades del metal y Bolivia, de la noche a la mañana, vio evaporarse el 90 por ciento de sus 
ingresos por la exportación de la materia prima.” Pacto por democracia permitió consolidar modelo 
económico. Partidos aparentemente opuestos firmaron un acuerdo de gobernabilidad [en línea]: 
Noticias El Diario Bolivia: 29 de agosto de 2005. Sección Política. 
http://www.eldiario.net/noticias/2005/2005_08/nt050829/2_00plt.html [Consulta: 5 mayo 2013]. 
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electoral (Loayza, 2002, p. 33)86. Víctor Paz Estenssoro, porte estandarte de la 
construcción del Estado interventor, encabezaba ahora su demolición. El decreto 
2106087, más  conocido como la Nueva Economía Política –NEP-, no fue únicamente 
un plan de choque para contener una crisis económica, sino el dispositivo normativo 
que inició el rompimiento con una era, aquella de la revolución, las nacionalizaciones, 
la intervención del Estado y el desarrollismo. Ahora, se abrazaba al mercado, la 
iniciativa privada y la transnacionalización del espacio interior bajo la penetración del 
capital internacional. No hubo lenta transición ni secuencia pausada de un modelo a 
otro, el decreto 21060 fue una verdadera “bomba atómica” sobre la economía de 
Bolivia (Esquivel, 2012, en línea)88. 
En la nueva situación unas fuerzas entraron a manejar directamente el poder y otras 
perdieron toda relevancia. Mientras los asesores internacionales encabezados por 
Jefrrey Sachs incidieron en la aplicación del ajuste estructural89, la COB convocó en 
1985 una huelga general que duró un poco menos de un mes y cuyos reclamos 
fueron atendidos con la declaratoria del “Estado de Sitio” (Azcui , 1985, en línea)90, la 
represión y el exilio interno de los organizadores hacia poblados inhóspitos. Un año 
después, en 1986, la movilización obrera se reactivó otra vez en contra del 
                                        
86.  Loayza, El Ajuste Estructural Y Sus Efectos En La Estabilidad Laboral Y El Empleo En Bolivia.  
87. Apuntes Jurídicos. Decreto Supremo 21060, [en línea]:   Apuntes Jurídicos En la Web. Bolivia: 
agosto 29 de 1985. <http://jorgemachicado.blogspot.com/2009/09/ds21060text.html> [Consulta: 5 
mayo 2013]. 
88. Fortunato Esquivel. DS 21060: “bomba atómica” sobre la economía de Bolivia. Periódico Cambio. 
Martes 27 de noviembre de 2012. 
http://www.cambio.bo/opinion/20120829/ds_21060:_%22bomba_atomica%22_sobre_la_economia_de
_bolivia_78215.htm  
89. La experimentación de “la terapia de choque” aconsejada por Jeffrey Sachs sobre Bolivia le dio 
tanta popularidad al economista de Harvard que lo animó a seguir recetando drásticos planes de ajuste 
en otros países de América Latina como Venezuela y Argentina, así como la utilizó como vía rápida 
para la restitución del mercado capitalista en países ex comunistas de Europa Oriental y en los 
desvalidos países africanos. 
90. “El pueblo boliviano amaneció ayer bajo el estado de sitio, las ciudades bajo control militar y con 
la poderosa Central Obrera Boliviana (COB) descabezada tras la detención, durante la madrugada 
del jueves, de sus principales dirigentes, entre ellos Juan Lechín, junto a otros 1.500 secretarios 
sindicales, en una acción gubernamental que pretende imponer el orden social para aplicar una nueva 
política económica de corte neoliberal.” El Gobierno boliviano impone el estado de sitio y detiene a 
1.500 sindicalistas de la COB, entre ellos Lechín [en línea]: Azcui, Mabel. Diario El País de España. 
Madrid: 20 de septiembre de 1985. Sección Internacional. 
http://elpais.com/diario/1985/09/20/internacional/496015212_850215.html [Consulta: 10 febrero 
2013]. 
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debilitamiento de la Corporación Minera de Bolivia –COMIBOL- mediante la 
“relocalización” de 23 mil mineros estatales de un total de 28 mil (Stefanoni, 2003)91. 
La “Marcha por la vida” de los mineros y sus familias bajo el amparo de la Federación 
Sindical de Trabajadores Mineros Bolivianos –FSTMB- se enfrentó, una vez más, al 
“Estado de Sitio” en su trayecto entre Oruro y La Paz (Mayorga, 1991)92. Lo más 
sintomático del acontecimiento fue la indignación popular resignada que lamentaba la 
desaparición del patrimonio nacional, sin la fuerza anterior de apoyar la vanguardia 
social que sucumbía con él. El diario El País reportó lapidariamente la desesperanza 
obrera (Azcui , 1986, en línea)93:   
Los mineros, con los pies llenos de ampollas, entumecidos por el frío del 
altiplano y frustradas sus esperanzas de lograr un diálogo con el Gobierno en 
La Paz, decidieron, por voluntad propia, volver a sus centros de trabajo 
después de resistir por más de 24 horas el rígido cerco militar, que impidió que 
les llegara toda ayuda alimenticia, médica e incluso el agua. 
 
Una situación excepcional había permitido girar la tuerca de la historia en el sentido 
contario: la crisis económica y el desprestigio de las soluciones de izquierda. El 
transfuguismo del líder histórico de la revolución desarmó aun más los espíritus y 
abrió la puerta de entrada del poder a los empresarios y sus consultores, así como a 
la incidencia directa de los tecnócratas neoliberales internacionales. Un pacto político 
en democracia garantizó las mayorías en el Congreso mientras que el recurso al 
Estado de Sitio terminó por disciplinar los reductos de los que no podían sino 
                                        
91.  Stefanoni, Pablo (2003), ’El Nacionalismo Indígena Como Identidad Política. La Emergencia Del 
MAS-IPSP (1995-2003)’, Informe final del concurso: Movimientos sociales y nuevos conflictos en 
América Latina y el Caribe. (Buenos Aires: CLACSO) 68 
92. El ajuste de choque necesitó de condiciones políticas propiciadoras así como también de 
transformaciones en las reglas del sistema político y electoral para llevarse a cabo, advierte el filósofo 
y cientista político René Antonio Mayorga  Mayorga, Democratización Y Modernización Del Estado 
En Bolivia. 
93. Los mineros bolivianos deciden finalizar su marcha por la vida hacia La Paz.  El Gobierno 
desterrará a más de 100 políticos detenidos  [en línea]: Azcui, Mabel. El País. Archivo, edición 
impresa. La Paz: sábado 30 de agosto de 1986. Sección Internacional. 
http://elpais.com/diario/1986/08/30/internacional/525736813_850215.html [Consulta: 10 febrero 
2013]. 
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repudiar la disolución de las condiciones de vida, trabajo, identidad y reconocimiento 
de su poder político ante sí mismos, el Estado y la sociedad (García, 2000, p. 237)94.  
 
Fueron necesarios algunos ajustes al sistema político para garantizar la disciplina de 
los actores dentro de las nuevas reglas de juego. Los partidos políticos minoritarios 
fueron des-estimulados mediante una reforma electoral con el fin de favorecer las 
negociaciones entre las grandes agrupaciones partidistas consolidadas. El 60% de la 
población, campesina por demás, fue excluida del derecho al voto que demandó 
tener la cédula de ciudadanía. La Corte Electoral fue controlada por las tres grandes 
agrupaciones pilares de la estabilidad política durante la aplicación del ajuste 
estructural, el MNR, la ADN y el MIR, excluyendo de representación a los partidos de 
oposición y a las minorías políticas. El cerrojo político fue completado mediante el 
nombramiento de los notarios electorales por el Ministerio del Interior (Mayorga, 
1991)95.  
 
El arreglo bizarro entre el ganador y el perdedor de las elecciones, entre el líder del 
Estado desarrollista y el ex dictador defensor de los inversores privados y del ajuste 
neoliberal hará escuela. Las coaliciones entre los más diversos partidos comenzó 
con el gobierno de Víctor Paz Estenssoro mediante el “Pacto por la democracia” 
(1985 – 1989) (Luango, 1986, en línea)96. En el siguiente período se prolongó en el 
gobierno de Jaime Paz Zamora con el “Acuerdo patriótico” (1989- 1993) (Comas, 
                                        
94. Para el vicepresidente Álvaro García Linera (2006 - ) el cierre de las minas provocó un giro en la 
historia de Bolivia en el que “El fin de este espacio se comenzará a vislumbrar como el fin del 
proletariado, de las estructuras materiales y de las estructuras mentales de la condición obrera.”  
García, “La Muerte De La Condición Obrera Del Siglo Xx.”  
95.  Mayorga, Democratización Y Modernización Del Estado En Bolivia. 
96. Entrevista al ministro de Asuntos Exteriores de Bolivia en España, Guillermo Bedregal “P. ¿Cómo 
puede gobernar Paz un país como Bolivia sin tener siquiera una mayoría parlamentaria? R. Hemos 
hecho un pacto por la democracia con Acción Democrática Nacionalista (ADN), del ex presidente y 
general Hugo Bánzer, que nos permitirá acometer las principales reformas que necesita el Estado 
boliviano: constitucional, tributaria y electoral.” Entrevista al ministro de Asuntos Exteriores de 
Bolivia [en línea]: Alberto Luango, “El País” de España. Madrid: 19 de mayo de 1986. Sección 
Internacional. http://elpais.com/diario/1986/05/19/internacional/516837614_850215.html. [Consulta: 
10 febrero 2013]. 
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1990)97; del que se resalta el apoyo recibido por el ex dictador Banzer (segundo en la 
contienda electoral) a uno de los principales líderes de la resistencia clandestina a su 
dictadura como jefe del MIR, Paz Zamora, (tercero en las elecciones) y que habría 
advertido años atrás “Ríos de sangre insalvables” entre los progresistas y el dictador. 
Las alianzas sorprendentes se mantuvieron en el gobierno de Gonzalo Sánchez de 
Lozada mediante el “Plan para todos” (1993 - 1997) en la cual el reconocido líder del 
ajuste de choque neoliberal convoca como vicepresidente al dirigente indígena 
aymara Víctor Hugo Cárdenas. Finalmente, terminó en el accidentado gobierno de 
Hugo Banzer Suárez (1998 - 2002), con el “Compromiso con Bolivia” a la cabeza de 
una “Mega coalición” conformada por un gran espectro político que se extendía de la 
derecha, al centro y a la izquierda del sistema político fundado a partir de 1985.  
 
La nueva cultura de la concertación y el entendimiento materializó tres 
transformaciones en el sistema político. 1- Una estabilidad política e institucional que 
contrarió la crónica inestabilidad histórica del sistema político boliviano. 2- Una 
resignación de la clase política tradicional (de izquierda, centro y derecha) con los 
fundamentos del ajuste estructural (Morales, 1994, p.3)98, en virtud de la cual se 
depositó en los inversionistas privados y transnacionales las llaves del desarrollo. 
Este modelo fue implementado de la mano de la asesoría técnica y los 
condicionamientos crediticios de las agencias multilaterales. 3- Una conducción real 
                                        
97. “El llamado acuerdo patriótico entre el Movimiento de Izquierda Revolucionaria (MIR), del 
presidente Jaime Paz Zamora, y la Acción Democrática Nacionalista (ADN), del ex dictador general 
Hugo Bánzer, se ha convertido en un factor de estabilidad para Bolivia, una simbiosis a la que 
parecen condenadas estas dos fuerzas políticas, antagónicas en el reciente pasado del país andino. Se 
trata de una alianza antinatura, por cuanto Bánzer significa para muchos bolivianos el símbolo más 
palpable de la represión del movimiento democrático.” 'Acuerdo patriótico' en Bolivia. Pacto 'anti 
natura', pero que funciona, entre el presidente Paz Zamora y el ex dictador Hugo Bánzer [en línea]: 
Comas, José. El País. Arhivo. Edición Impresa, Hemeroteca. La Paz: 21 de abril de 1990. 
http://elpais.com/diario/1990/04/21/internacional/640648804_850215.html 
[Consulta: 10 febrero 2013]. 
98. “A pesar de la diversidad ideológica de los partidos y coaliciones que apoyaron a esos gobiernos, 
el modelo iniciado con el programa de Agosto de 1985 se ha mantenido.”, afirma el boliviano 
economista de la Universidad Católica de Lovaina en Bélgica  Morales, Juan A. “Ajuste 
Macroeconómico Y Reformas Estructurales En Bolivia, 1985 - 1994,” Instituto de Investigaciones 
Socio Económicas - IISEC 07 (1994): 30. 
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de las medidas económicas fundamentales por una tecnocracia programática y 
militante en los principios del neoliberalismo, mientras que los partidos políticos se 
dedicaban en buena medida al “prebendalismo” y al “cuoteo”, a las transacciones de 
poder al interior del régimen político y a la pugna por el manejo e intermediación de 
los recursos a manos del Estado. La verdadera oposición política colapsó en 1985 al 
ser expulsada del ejecutivo y posteriormente marginada en el Congreso.  La 
oposición social fue alejada del parlamento, dispersada por el territorio, expulsada de 
las minas, sacada de las fábricas y reducida a meros reclamos y tropeles de poderes 
sindicales, campesinos y sectoriales específicos. 
  
3.1.2.2  La Nueva Economía Política 
 
El decreto 21060 de agosto de 1985 y las leyes posteriores que lo complementaron 
tuvieron como propósito la estabilización de la economía, el retiro del Estado como 
principal empleador y propietario de empresas, y la liberación del comercio, las 
finanzas y del mercado externo. A la estabilización y el ajuste de choque debían 
sucederle la construcción de un sistema de desarrollo económico jalonado por la 
inversión privada y la competencia abierta en un mundo globalizado. Tres 
componentes básicos desplegarán las reformas, los que aparecerán desde un 
comienzo entrelazados aunque tendrán momentos de mayor énfasis. Un plan de 
ajuste de choque, la privatización de activos y funciones estatales, y la 
transnacionalización financiera y productiva de los espacios interiores. En su 
conjunto y para efectos prácticos el extenso decreto 21060 reemplazó la Constitución 
Nacional en materia económica y social, además de subordinar la lógica política a 
tales imperativos. En 1985 Bolivia, después de las reformas Chilenas de la década 
del setenta, lideró la implementación de lo que se conocerá como la primera 
generación del ajuste estructural de la economía y las instituciones. 
El tratamiento de choque se abocó a frenar el proceso inflacionario mediante una 
radical contracción de la demanda, es decir, de la capacidad de gasto del Estado y 
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de los particulares, así como del circulante monetario. La emisión monetaria fue 
abruptamente reducida, el gasto público disminuyó, así como las inversiones, los 
subsidios estatales y el crédito. El Estado, los empresarios y la población se 
encontraron repentinamente con menos recursos monetarios para invertir y 
consumir. El empleo y los salarios se contrajeron de manera severa, a tal punto que 
entre 1985 y 1989 el empleo público bajó del 24% al 15% y los salarios de los 
trabajadores de empresas estatales colapsaron a menos de la mitad, mientras el 
excedente bruto de explotación se multiplicaba por dos (Chávez, 1991, p. 6 y 8)99. En 
los primeros dos años de la NEP el desempleo se elevó a 460.000 personas, 23.000 
de los mineros estatales, 6.000 de la minería privada, 2.000 trabajadores bancarios, 
y cientos de miles más de las 110 fábricas que cerraron por falta de crédito y 
compradores (Kruse, 2001, p. 159)100. El ajuste de choque propinó un golpe mortal a 
la composición orgánica de la clase obrera y de los trabajadores formales en el 
Estado y las fábricas. A cambio, se generalizará un mercado laboral flexible, barato, 
descalificado e informal. El resultado macroeconómico directo de la NEP será un 
freno abrupto de la inflación combinado con una contracción general de la economía. 
La inflación anual baja de cerca del 12.000% en 1985, a menos del  300% un año 
después a costa de una caída mayor del PIB de -1% en 1985 a -2.5% en 1986 
(Escobar, 1994, p.9)101. 
 
En el frente de los ingresos, el Estado liberalizó el comercio en moneda extranjera, 
operación que facilitó captar no solo ingresos de la economía formal, sino 
especialmente de las mafias del narcotráfico. Los impuestos subieron, así como las 
tarifas de los servicios y el precio por el consumo interno de los hidrocarburos. Los 
nuevos ingresos no compensaron la caída general de recursos a manos del Estado 
por lo que el primer año de ajuste provocó la continuidad del déficit fiscal general en 
                                        
99.  Chávez, “Macroeconomía De La Privatización En Bolivia.”  
100.  Kruse, Tom (2001), ’Transición Política Y Recomposición Sindical. Reflexiones Desde Bolivia’, 
in Toledo, Enrique de la Garza (ed.), Los sindicatos frente a los procesos de transición política (Buenos 
Aires: Clacso), 41.  
101.  Flavio C. Escóbar, “Bolivia: Cambio Estructural, Ajuste Fiscal Y Costo Social. Un Análisis 
Crítico,” (1994): 20. 
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un -2,6%. Para la ortodoxia una economía abierta funciona bien cuando está 
gobernada por el control a la inflación, es decir, cuando se defiende el valor de los 
activos y de los diferentes factores productivos; además, es menester liberalizar 
todos los precios. Para empezar el de la moneda, la cual no se controló más y se 
dejó “flotar”, lo cual condujo a una espectacular devaluación del 1.000% en un día 
(Antelo, 2000)102. Repentinamente el valor de los activos bolivianos en dólares no 
valían casi nada. En consecuencia, la apropiación de sus empresas y recursos por el 
capital financiero internacional se volvió muy atractiva. Por otra parte, la venta de sus 
productos exportables se convirtió en mercancía barata para los compradores 
internacionales.  
 
El otro precio que se liberalizó fue el de la fuerza de trabajo. Los despidos sin tantas 
trabas y costos, el deterioro de las negociaciones salariales, la informalización del 
trabajo y la subcontratación formaron parte del arsenal de prácticas que 
desvalorizaron el trabajo. El mercado bancario completó el portafolio de 
liberalizaciones y los bancos comerciales y de fomento fueron vendidos (Banco 
Agrícola, Banco Minero y Banco del Estado). Los créditos fueron de tal manera 
también liberalizados. El Estado no manejaba ya la política crediticia con el fin de 
apoyar alguna decisión de política pública y de desarrollo nacional. Ajuste estructural, 
privatización de activos y transnacionalización del capital se expresan como un solo 
proceso en materia financiera, en la medida en que fueron redes financieras 
regionales e internacionales las que adquirieron los bancos nacionales. La inyección 
de capital para revivir el mercado crediticio y las inversiones en los bastiones 
comerciales y productivos se esperó de los capitales privados vinculados a redes 
transnacionales. El paquete de estabilización, privatización e internacionalización 
logró el aumento de la confianza de los capitales externos en el mercado boliviano. 
En palabras del profesor e investigador del departamento de Economía de la 
Universidad Católica Boliviana, Eduardo Antelo (2000)103: 
                                        
102.  Antelo, Políticas De Estabilización Y De Reformas Estructurales En Bolivia a Partir De 1985.  
103.  Antelo, Políticas De Estabilización Y De Reformas Estructurales En Bolivia a Partir De 1985.  
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Esta confianza puede ser confirmada por la mayor presencia de la banca 
extranjera que adquirió y capitalizó importantes bancos en el país. El Banco 
Central Hispano de España adquirió al Banco de Santa Cruz, el más grande 
de Bolivia, el CITIBANK incorporó al BHN Multibanco y el Banco de Crédito del 
Perú adquirió a los Bancos Boliviano Americano y La Paz. La importancia de 
estas transacciones puede ser verificada al mencionar que en 1999 operan en 
Bolivia 13 bancos privados comerciales y 3 de ellos también eran filiales de 
bancos extranjeros: el Banco do Brasil, el Banco de la Nación Argentina y el 
Banco Real (ABN AMRO BANK). (p. 38). 
 
El proceso de internacionalización financiera y productiva siguió profundizándose en 
la década del noventa. Las empresas extranjeras empezaron a ser consideradas en 
igualdad de condiciones que las nacionales en cuanto a tributación y otros derechos 
y deberes, se liberalizó el permiso de expatriación de utilidades, así como la libre 
entrada y salida de bienes, capitales y servicios. También, se reglamentaron las 
alianzas entre capitales nacionales y externos bajo la figura de los Joint ventures, así 
como Bolivia adhirió a los diferentes tratados internacionales para la resolución de 
conflictos (Antelo, 2000)104. Según la investigadora Argentino-Holandesa, Saskia 
Sassen, la adhesión a tribunales de arbitramiento internacionales y privados son uno 
de los principales mecanismos mediante los cuales el “ensamblaje nacional y estatal” 
cede la autoridad territorial de promulgar los derechos hacia esferas que le escapan 
a su control: al del Estado, los sistemas políticos, el debate público y las 
organizaciones sociales nacionales (Sassen, 2010)105. Muy temprano Bolivia ajustó 
sus normas jurídicas en esta materia para ambientar y profundizar la 
internacionalización de sus espacios interiores, no articulados ya por leyes, planes e 
instituciones de desarrollo y representación nacional, sino por entramados 
financieros y normativos privados supra- estatales. 
                                        
104. “En este marco, Bolivia suscribió, en los últimos años, convenios de adhesión con la Agencia 
Multilateral de Garantía de Inversiones (MIGA), el Centro Internacional de Resolución de Disputas 
sobre Inversión (CIADI) y la Corporación de Inversión Privada Extranjera (OPIC).” (p. 41)  Antelo, 
Políticas De Estabilización Y De Reformas Estructurales En Bolivia a Partir De 1985.  
105.  Sassen, Saskia Territorio, Autoridad Y Derechos. De Los Ensamblajes Medievales a Los 
Ensamblajes Globales (Madrid: Katz editores, 2010).  





Diversos autores señalan que al comienzo del ajuste estructural no fue prioridad la 
privatización de los principales activos del Estado, entre ellos el presidente del Banco 
Central  de Bolivia en el período 1995 – 2006, Juan Antonio Morales (1994, p.19)106, 
en la medida en que la urgencia impuesta fue la contracción de choque del gasto 
público y privado para frenar en seco la inflación, así como la liberalización de los 
precios, de la tasa de cambio, del crédito, de los artículos de primera necesidad y de 
los bienes y servicios a cargo del Estado. Empero, debe señalarse que de inicio se 
amputó la capacidad de intervención del Estado en la asignación de inversiones, las 
cuales para ser eficientes, presumían los reformadores, solo podían ser decididas 
por los agentes privados en el mercado.  
 
El decreto Supremo 21060 dispuso la disolución de la Corporación Boliviana de 
Fomento –CBF- y la transferencia de sus activos a las Corporaciones Regionales de 
Desarrollo –CRD- y a ciertas municipalidades. La intención no era empequeñecer al 
Estado central para agrandar el regional, sino realizar un traspaso estratégico que 
debilitara las resistencias nacionales al desmonte de las capacidades del Estado y, 
de contera, demandar a las regiones el inicio de la privatización de las empresas 
cedidas. En 1985 el Estado era propietario de 170 empresas de las cuales se listaron 
60 en 1991 para enajenar su patrimonio a favor del sector privado. De ellas 
únicamente 25 fueron privatizadas en la primera fase del ajuste, hasta 1993. 
Razones para tan apocado resultado no sobraron. Se puede resaltar desde la 
desconfianza del sector privado interno y externo en la reactivación económica, hasta 
la perspectiva de las empresarios regionales en controlar empresas e inversiones 
para el desarrollo territorial. El ritmo de las privatizaciones se facilitaría desde finales 
de los ochenta gracias a la generación de un marco normativo propicio, una mejoría 
y estabilización de un moderado crecimiento económico, e incentivos tributarios y 
crediticios que las hicieron más atractivas. La negación de créditos externos e 
internos para financiar, modernizar y capitalizar las empresas a cargo del Estado 
                                        
106.  Morales, “Ajuste Macroeconómico Y Reformas Estructurales En Bolivia, 1985 - 1994.” 
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incrementó la penuria, la ineficiencia y la falta de competitividad del sector estatal, y 
aumentó la legitimidad y la necesidad de que fueran privatizadas. El Banco Mundial y 
el Fondo Monetario Internacional completaron las condiciones propicias a la 
aceleración de las privatizaciones a través de las cartas de intensión y los 
condicionantes a los empréstitos externos, los cuales exigían las privatizaciones para 
realizar desembolsos de apoyo al programa de ajuste (Antelo, 2000, p. 46)107.  
 
El Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional coordinaron su intervención 
sobre la economía boliviana, compartieron diagnósticos sobre el proceso económico 
y político así como sobre la direccionalidad de las reformas a llevar a cabo. Para tal 
efecto diseñaron indicadores de seguimiento de cada variable económica 
fundamental a partir de los cuales monitorearon estrechamente el cumplimiento de 
los objetivos de las reformas contenidas en la NEP. De tal manera, pudieron ajustar 
sobre la marcha el ritmo y secuencia de las medidas económicas y el flujo de 
créditos para apoyar la implementación de la Nueva Economía Política. La incidencia 
de las agencias multilaterales en el montaje e implementación del ajuste estructural 
fue de tal magnitud que excedió la figura del cogobierno entre ellas y el ejecutivo 
nacional, tratándose más bien de un mando externo apoyado en un gobierno interno. 
 
A pesar de la juiciosa aplicación del recetario del ajuste estructural, -tanto la 
estabilización de choque como la liberalización de los mercados monetario, 
comercial, productivo y financiero-, la economía boliviana tuvo dificultades en 
reaccionar, como reconocieron los textos internos del BM en los primeros años de 
implementación de la NEP. El gobierno hacía la tarea pero la economía sucumbió en 
la recesión y el Banco Mundial entró a soportar los principales sectores económicos, 
así como el funcionamiento básico del Estado (Banco Mundial, 1986, en línea)108. 
                                        
107.  Antelo, Políticas De Estabilización Y De Reformas Estructurales En Bolivia a Partir De 1985.  
108. Report and recommendation of the president of the international development association to the 
executive directors on a proposed credit in an amount equivalent to sdr 48.4 million to the republic of 
Bolivia for a reconstruction import credit project [en línea]: Document of The World Bank. FOR 
OFFICIAL USE ONLY. Report No. P-4253-BO. April, 25 de 1986. http://www-
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The Government is committed to carry out its economic stabilization and 
reform program. The program has been effective in reducing the rate of 
inflation and improving the macroeconomic policy framework, but has been 
accompanied by an initial severe cut in the purchasing power of the population 
at large. The expected positive response of exports has been delayed by a 
severe deterioration in Bolivia's terms of trade. (p. 6). 
In support of the economic stabilization and structural reform program initiated 
by the Government in August 1985, the proposed Reconstruction Import Credit 
(RIC) would help reactivate exports by providing quick disbursing financing for 
priority imported equipment, spare parts and other inputs needed in mining, 
agriculture, industry, energy, power and transport. The proposed operation 
would help stem the decline in agricultural, mining, industrial and hydrocarbon 
production and exports and facilitate railway and power operations that provide 
essential support to the export sectors. (p. 4).  
 
Las inversiones privadas deberían haber reemplazado las estatales y rebasado con 
creces sus montos y resultados en términos de crecimiento y empleo. Pero no 
ocurrió de tal manera. Ante el letargo las agencias multilaterales acudieron para 
evitar el colapso de la economía y del Estado. En dramática confesión el presidente 
del Banco Central de Bolivia asegura que si no fuera por la ayuda externa Bolivia no 
hubiera financiado ni los gastos básicos del Estado ni la política social  (Morales, 
1994)109:  
Se ha de insistir además que sin la voluminosa cooperación externa, Bolivia 
no podría financiar ni siquiera los requerimientos mínimos de infraestructura 
pública, ni los gastos necesarios para la acumulación de capital humano. (p. 
8). 
                                                                                                                        
wds.worldbank.org/servlet/WDSContentServer/IW3P/IB/1986/04/01/000009265_3970625094610/Ren
dered/PDF/multi0page.pdf [Consulta: 15 mayo 2013].  
109.  Morales, Juan A. (1994), ’Ajuste Macroeconómico y Reformas Estructurales en Bolivia, 1985 - 
1994’, Instituto de Investigaciones Socio Económicas - IISEC, 07 30.  




En primer lugar, financiaron al Estado y a los principales sectores económicos, en 
segundo lugar apoyaron una renegociación de la deuda tendiente a su baja y, en 
tercer lugar, refinanciaron nuevos empréstitos internacionales, así como ampararon 
el contraído con países y bancos privados. El compromiso político interno con las 
reformas fue compensado con el apoyo financiero de las agencias multilaterales, las 
cuales fueron reemplazando con el paso de los años la importancia del crédito de 
países y de la banca privada. La deuda multilateral pasó de representar el 26,5% del 
total de la deuda externa en 1985 a copar el 63,0% en 1998, mientras que la deuda 
boliviana con países siguió el movimiento inverso al pasar de ser el 50,0% en 1985 al 
36,2% en 1989. La deuda con los Bancos privados internacionales prácticamente 
desapareció al pasar del 22,8% al 0,8% en el mismo periodo. (Antelo, 2000, p. 30)110. 
Sin lugar a dudas, el apoyo de las agencias multilaterales fue definitivo no solo en la 
asesoría del plan de ajuste, sino en conseguir los capitales para permitir el traspaso 
de propiedades estatales a los privados y a las redes transnacionales de capital 
(Antelo, 2000)111. Además de esto, la “ayuda externa al desarrollo” fue imprescindible 
para sostener el ajuste estructural, como quiera que representó más del 10% del PIB 
durante los primeros 7 años que siguieron la implementación de la Nueva Política 
Económica (Morales, 1994, p. 7)112.  
 
Un segundo acontecimiento tendrá repercusiones de la mayor importancia. La 
inversión estatal volverá a tomar fuerza desde muy temprano (Chávez, 1991) 
                                        
110.  Antelo, Políticas De Estabilización Y De Reformas Estructurales En Bolivia a Partir De 1985.  
111. En palabras de Eduardo Antelo “A partir de mediados de 1986, Bolivia consiguió: i) un acuerdo 
stand by y, posteriormente, un acuerdo de ajuste estructural SAF (Structural Adjustment Facility) con 
el FMI, ii) captar recursos de organismos multilaterales y bilaterales para apoyar a la balanza de 
pagos, iii) financiar la inversión pública y de asistencia alimentaria, en la reunión del Grupo 
Consultivo auspiciada por el Banco Mundial y iv) la primera reprogramación de la deuda bilateral 
oficial, en el ámbito del Club de París.” p. 28.  Antelo, Políticas De Estabilización Y De Reformas 
Estructurales En Bolivia a Partir De 1985.  
112. 8,3% (1986), 7,4% (1987), 8,9% (1988), 12,1% (1989), 13,3% (1990), 12,1% (1991), 11,8% 
(1992).  Morales, “Ajuste Macroeconómico Y Reformas Estructurales En Bolivia, 1985 - 1994.” 
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(Chávez, 1995, p.5)113. La gran sorpresa: en el año que asume la izquierda el 
gobierno, en 1982, el Estado era responsable del 80% de la inversión total y el sector 
privado solo del 20%. En 1985, el año en que comenzó el ajuste estructural, la 
inversión privada era ya superior a la estatal debido a la quiebra del Estado, en una 
proporción (60 – 40), y tres años después, en 1988, la tendencia estaba totalmente 
invertida, más del 60% era otra vez inversión estatal y menos del 40% capital 
privado! (Chávez, 1991, p. 10)114. No se concretó así un precipitado retorno al estado 
desarrollista, sino una necesidad imperiosa de evitar el colapso del Estado y la 
economía.  
 
El peso del ajuste recayó en el empleo y en los salarios. El empleo en las empresas 
públicas se derritió en los primeros años de la NEP, pasando de representar el 
23,38% del total del empleo formal en el país al 14,88% tres años después en 1989. 
(Chávez, 1991, p.8)115. El Estado tuvo que mantener su actividad, re-direccionada ha 
de aclararse, en la medida en que estrechará su participación como propietario de 
empresas y dador de subsidios, para enfatizar la función de financista de actividades 
pro mercado. De tal manera, el caso boliviano contraría muy temprano el sueño 
ortodoxo de achicar el Estado, en una situación política por lo demás envidiable para 
hacerlo. El modelo desarrollista había sucumbido y la desaparición inmediata de la 
hiperinflación legitimaba el plan de ajuste ante la población y animaba a emprender 
nuevas reformas (Morales, 1994)116. El caso boliviano ayudará a mutar el dispositivo 
                                        
113. La participación del sector público en el PIB total bajó los dos primeros años del ajuste, empezó en 
un 23,06% en 1984 y descendió primero al 20,97% en 1985 y al 19,14% después en 1986. Sin 
embargo, debió subir de nuevo para soportar un crecimiento general del PIB que se derretía ante la 
disminución combinada del gasto público, la inversión y el consumo privado interno, la sequedad de 
inversiones y préstamos externos y la presión por el pago de la deuda. El gasto del Estado debió 
mantenerse para salvar el plan de ajuste estructural. La participación del sector público en el PIB total 
subió al 20,93% en 1987 y al 21,07% en 1988.  Chávez, “Macroeconomía De La Privatización En 
Bolivia.”  
114.  Chávez, “Macroeconomía De La Privatización En Bolivia.”  
115.  Chávez, “Macroeconomía De La Privatización En Bolivia.”  
116. “Una vez que el gobierno obtuvo los primeros resultados de su programa antiinflacionario, 
consiguió del público un amplio mandato para llevar adelante una agenda muy ambiciosa de reformas 
estructurales. La victoria en la lucha contra un problema bien definido e identificado incrementó la 
capacidad del gobierno de manera muy significativa. Con estas condiciones favorables, el gobierno 
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estratégico de intervención programática neoliberal hacia un complemento de la 
estrategia de ajuste que hará carrera posteriormente: el “Estado amigable con el 
mercado”; el cual marcará las reformas de segunda generación que se anuncian 
claramente en Bolivia desde antes de los noventa. A partir de la nueva doctrina el 
Estado no debe simplemente retraerse y achicarse, sino aumentar las inversiones 
estatales en las políticas sociales de salud, educación, lucha contra la pobreza y 
seguridad social, así como en infraestructura, en tanto palancas muy importantes 
para el desarrollo de los mercados privados.  
 
Para empezar se crea el Fondo Social de Emergencia –FSE- en 1986 con el fin de 
atender a los pobres que de manera transitoria generaría el ajuste de choque. Se 
trató de una intervención de choque para “sostener la demanda” que había 
colapsado (Blanes, 2012, entrevista)117. El Fondo estaba previsto para tres años y 
contó con el entusiasta apoyo técnico y económico del Banco Mundial. Sin embargo, 
ya en 1989 el fondo muta de nombre y deviene el Fondo de Inversión Social –FIS-, 
con carácter permanente para atender dinámicas estructurales de producción de 
pobreza por la nueva orientación económica. Pero también se llama la atención 
sobre el hecho según el cual el Banco Mundial y la ortodoxia encuentran un 
instrumento potente de gasto público social que no genera sindicatos, derechos 
adquiridos, ni grandes burocracias públicas, a la vez que apoya el desarrollo de los 
mercados privados. Desde un comienzo el Banco otorgó tanta importancia al nuevo 
mecanismo de política social que en 1989 el FIS representaba el 30% de la inversión 
pública del país. Más aun, de esta experiencia original se inspirará la creación de 
decenas de instrumentos parecidos en América Latina, Europa del este y el 
                                                                                                                        
podía entonces formular un proyecto nacional, y proponer al país una política muy rica en 
transformaciones, a la vez que muy ordenada.” (p. 26)  Morales, “Ajuste Macroeconómico Y 
Reformas Estructurales En Bolivia, 1985 - 1994.” 
117. Le debo la claridad de esta tesis a José Blanes quien trabajó y evaluó durante años el 
funcionamiento de este y otros fondos de apoyo social en Bolivia, entrevista, La Paz, agosto 2102, 
Darío I Restrepo. 
      
  
90 
continente africano durante la década del noventa bajo el auspicio del Banco 
Mundial118.  
 
Cómo ya se advirtió, el bloque político que permitió la continuidad, coherencia y 
profundización de la NEP se prolongó por cuatro períodos presidenciales, desde 
1985 hasta el año 2002. El resultado más espectacular del plan de ajuste fue haber 
detenido la hiperinflación y estabilizado hacia abajo su tasa de crecimiento. En 
cuanto al temido déficit fiscal no se puede decir lo mismo. El crecimiento económico 
medido como proporción del PIB se contrajo en el momento del choque y después se 
reactivó, aunque nunca a las tasas de la década del setenta, momento cumbre del 
repudiado Estado Interventor. La inversión privada que debió reemplazar la estatal 
subió, pero no substituyó a la primera, la cual, por el contrario, se reanimó de manera 
importante rápido y anunció una segunda fase de la estrategia de ajuste estructural. 
Los grandes perdedores serán los mineros, el empleo estable y el poder de los 
asalariados. El sistema económico tenía que haberse volcado hacia las 
exportaciones, decían sus promotores, para lo cual se adoptaron una serie de 
estímulos tributarios, fiscales y de política exterior. Sin embargo, la apertura fue más 
de importaciones que de exportaciones, por lo que el déficit comercial seguía siendo 
crónico hasta finales de los noventa. Las nuevas fuerzas dominantes no imprimieron 
una inflexión en la característica del modelo de acumulación basado en las 
exportaciones de materias primas. Bolivia siguió siendo muy vulnerable a los ciclos 
de los precios de los commodities en el mercado internacional, como dependiente, 
de manera aun más entrañable ahora, de la financiación externa, sus agencias y los 
nuevos propietarios de los recursos naturales: gas, petróleo, estaño, oro, zinc y soya. 
  
                                        
118. Ver en esta misma tesis el capítulo anexo “Ajuste estructural, políticas sociales y función de los 
gobiernos locales. Una mirada crítica a la ortodoxia, 1980 – 2005”, en donde se analiza en extenso la 
transformación de los fondos de emergencia en fondos de inversión y los beneficios que los 
neoliberales encuentran en el gasto focalizado que ejecutan para la población pobre. 
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Tabla 2. Indicadores Macroeconómicos de Bolivia 1980-2004 
 
 1980-1986 1987-1993 1994-1999 2000-2004 
Inflación IPC 1973,7 15,0 7,5 3,0 
Crecimiento PIB -2,0 3,6 4,0 2,7 
Déficit SPNF -12,9 -5,4 -1,9 -6,6 
Inversión pública 7,1 8,6 6,8 5,5 
Inversión privada 3,9 5,3 11,2 8,8 
Balance comercial 3,5 -1,2 -6,6 -2,6 
Saldo de deuda 
pública externa 58,9 79,1 62,8 56,0 
Cartera del sistema 
financiero 7,3 23,8 44,3 34,5 
Ayuda al desarrollo 3,9 9,9 9,1 8,8 
Desempleo 8,2 8,0 4,5 8,6 
Informalidad 53,9 57,0 59,1 60,2 
Todas las variables están en porcentaje del PIB salvo inflación, crecimiento, desempleo e informalidad. Las tasas 
de informalidad y desempleo corresponden a las ciudades capitales. 
 
Fuentes: INE, UDAPE, Banco Mundial, {Loayza Mónica, Santa Cruz José, Pereira Rodney (1999), Bolivia, en 
Ganuza, Enrique, León, Arturo y Sauma, Pablo, 'Gasto público en servicios sociales básicos en América Latina y 
el Caribe - Análisis desde la perspectiva de la iniciativa 20/20', PNUD-CEPAL-UNICEF, Santiago de Chile}, 
{Orellana, Walter (1995), Ayuda externa y ahorro interno: el caso boliviano (1970-1992), 'Documento de Trabajo 
No. 05/95',  Instituto de Investigaciones Socio Económicas}, {ASOBAN (2010), 'Memoria anual'} y {Humérez, Julio 
y Mariscal, Mirna (2005), Sostenibilidad y gestión de la deuda pública externa en Bolivia: 1970 - 2010, en 'Revista 
Análisis Económico UDAPE', Vol. 20, pp. 60-95}. 
Cuadro elaborado con la colaboración de David Cano estudiante de Maestría en Ciencias Económicas. 
  
 
3.1.2.3  Los soportes sociales del régimen y la estampida de los perdedores 
 
A simple vista, el gobierno actual no es solo un gobierno para la empresa privada, 
sino de la empresa privada misma.” (Mayorga, 1991, p. 32)119; de los 
representantes del principal gremio económico, la Confederación de Empresarios 
                                        
119.  Mayorga, Democratización Y Modernización Del Estado En Bolivia. 
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Privados de Bolivia –la CEPB- y de los consultores avezados en las doctrinas 
neoliberales (Sandoval, Sandoval, del Río, Sandoval, Mertens, Parada, 2003)120.  
La corriente modernizadora del sistema político buscaba sustituir a las 
burocracias militares por burocracias civiles fuertemente ligadas a los grupos de 
poder económicos, o a la misma burguesía convertida a su vez en democracia 
política y en partidos [...]. Los empresarios fueron la nueva burocracia política y 
organizada en la dirección del Estado [...]. Los empresarios privados asumieron 
directamente el poder en el gabinete, a partir del gobierno de Víctor Paz 
Estenssoro (1985). (p. 169). 
 
Sin embargo, la “clase empresarial” está lejos de ser una entidad homogénea. 110 
empresas cerraron durante los primeros años del ajuste en la medida en que colapsó 
el mercado nacional, la producción tanto como el consumo, la oferta como la 
demanda (Kruse, 2001)121. La crisis de la híper inflación seguida por la NEP provocó 
una masacre productiva y laboral, la cual abarató los activos bancarios y productivos, 
de tal manera que sectores con capital, acceso a los préstamos y a 
encadenamientos con redes empresariales transnacionales ganaron la partida. El 
sistema financiero privado transnacional que absorbió temprano al boliviano, los 
prestamistas internos que se beneficiaron de las penurias del sector privado y 
estatal, los compradores de empresas devaluadas, y luego los capitales nacionales e 
internacionales que se hicieron a las masivas privatizaciones y capitalizaciones de 
comienzos de la década del noventa, fueron los claros beneficiarios de la NEP. La 
apertura al exterior incentivó más las importaciones que las exportaciones por lo que 
el sector importador realizó ganancias mientras muchos de los empresarios anclados 
al mercado nacional, dependientes de las capacidades de consumo interno y sin 
                                        
120.  Sandoval Carmen D., Sandoval Ada V., Del Río Marco A., Sandoval Franz,  Mertens Carlos, 
Parada Claudia (2003), Santa Cruz, economía y poder, 1952 - 1993, (Investigaciones regionales. Santa 
Cruz No. 4  La Paz: Fundación PIEB) 199 
121.  Kruse, Tom (2001), ’Transición Política Y Recomposición Sindical. Reflexiones Desde Bolivia’, 
in Toledo, Enrique de la Garza (ed.), Los sindicatos frente a los procesos de transición política (Buenos 
Aires: Clacso), 41.  
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mucho acceso a la deprimida demanda estatal, padeció una severa contracción. En 
términos generales, se generó una adhesión empresarial a la política económica que 
abarató los costos laborales y abatió la fuerza política y gremial de obreros, 
campesinos y trabajadores. En términos específicos, sectores empresariales salieron 
perdiendo. Otros, como los del departamento de Santa Cruz de la Sierra, se quejaron 
de los costos del ajuste, de la depresión combinada de la demanda social y de las 
inversiones estatales, pero desde una posición privilegiada en el nuevo sistema de 
incentivos económicos.  
 
 
Estos sectores de regiones prósperas convergieron en demandas de mayor 
autonomía para aprovechar las nuevas oportunidades económicas, un manejo mas 
discrecional en cuanto a la inserción en las cadenas transnacionales industriales, 
agroindustriales, de hidrocarburos y otros servicios. Los empresarios del Oriente 
abogaron por una mayor retención de los excedentes tributarios producidos 
regionalmente con base en los cuales financiar una autonomía estratégica en el 
“nuevo modelo de desarrollo”. Para estos empresarios exitosos la nueva política 
económica que debilitó el Estado empresario debería también debilitar el Estado 
centralista, y así poder al fin tener mayor control sobre los recursos de petróleo y 
gas, como autonomía para el nombramiento sus propias autoridades políticas 
regionales. 




El perdedor neto del nuevo orden fue la clase obrera en cuanto al número de 
trabajadores formales y agremiados. A menos de un año de aplicación de la NEP el 
cierre de fábricas y la flexibilidad laboral generalizada habrían disminuido los 
adherentes sindicales fabriles (sin contar a los mineros) de 47.000 a 17.000 entre 
1984, (antes de la NEP) y 1986, (un año después de comenzar el ajuste). La 
dislocación sindical se agravaría después con los ajustes en la industria desde 1987. 
(Mayorga, 1991, p. 30)122. En consecuencia se produjo una mengua del 
protagonismo gremial y político de la clase obrera, que se expresó en el 
desvanecimiento de la incidencia directa sobre el ejecutivo y sobre una base amplia 
de parlamentarios. El proletariado como sujeto político prácticamente se deshizo con 
la aplicación de la NEP, seguida a mediados de los noventa por una segunda 
generación de reformas aun más profundas que masificaron la flexibilidad laboral, la 
libre contratación, así como masivas y grandes privatizaciones. Las ganancias 
salariales en medio del ajuste de los ochenta por los trabajadores petroleros 
(Yacimientos Petrolíferos Fiscales de Bolivia –YPFB-), situados en el sostén 
productivo del Estado, no contradicen la tendencia, sino que la afirman. Son un claro 
ejemplo de la reducción de los trabajadores a sus reivindicaciones sectoriales 
específicas, sin impacto colectivo sobre el mundo del trabajo y sin protagonismo 
sobre la política económica y nacional. Tanto la poderosa Central Obrera Boliviana –
COB-, como la Central Sindical Única de Trabajadores Campesinos Bolivianos –
CSUTCB-, sucumbieron como actores políticos relevantes. El Katarismo, ideología 
indigenista radical, retrocedió en audiencia y capacidad organizativa dentro del 
campesinado. El paisaje social boliviano siguió experimentando huelgas, marchas, 
tomas, movilizaciones, protestas y enfrentamientos. Pero bajo ciertas regularidades 
de la estadística de los conflictos ocurrió el inicio de una profunda mutación en las 
                                        
122.  Mayorga, Democratización Y Modernización Del Estado En Bolivia. 
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identidades, formas de organización, demandas y expectativas programáticas y 
culturales de los sectores populares bolivianos (Kruse, 2001)123.  
Con este desmembramiento se “destapó la olla”: al erosionarse estructuras 
corporativas y narrativas maestras, surgen expresiones y demandas 
(culturales, étnicas, regionales) antes suprimidas por, subsumidas al, o 
relegadas por el sindicalismo clasista de la COB. (p. 182). 
 
En un comienzo nadie se percató de la así iniciada recomposición del campo popular 
ya que lo evidente fue la estampida, la dislocación de los sindicatos, el cierra de las 
minas y las fábricas, la relocalización laboral y la pérdida de la identidad (García, 
2000)124. A señalar, el comienzo de dos grandes flujos migratorios. Uno hacia las 
ciudades, en el que se destaca la aglomeración de desclasados provenientes de 
muchas partes en la ciudad de El Alto, cerro tutelar de La Paz. Otros nutrirán los 
cinturones populares en barriadas informales de otras ciudades, entre ellas 
Cochabamba, Santa Cruz y Tarija. La otra corriente migratoria conducirá hacia los 
campos, en los que encontrarán una nueva forma de subsistencia, los antiguos 
cultivos de coca, la hoja sagrada de la maldita cocaína. Otros peregrinajes llevarán al 
campo, camino de retorno hacia comunidades, prácticas y valores indígenas. La 
dislocación de la identidad social con base en el salario, la unidad productiva y el 
sindicato hará metástasis en tres tipos de liderazgos bifurcados hacia otros 
territorios: los pobladores urbanos, los campesinos cocaleros y el movimiento 
indígena (García, 1996; Quiroga, Flores, 2012)125. 
3.1.2.4 El asomo de un “nuevo actor” 
                                        
123.  Kruse, Tom (2001), ’Transición Política Y Recomposición Sindical. Reflexiones Desde Bolivia’, 
in Toledo, Enrique de la Garza (ed.), Los sindicatos frente a los procesos de transición política (Buenos 
Aires: Clacso), 41. 
124.  García, “La Muerte De La Condición Obrera Del Siglo Xx.”  
125. Wilson García, “Procesos Ideológicos Y Políticos En El Trópico Cochabambino,” in Política, 
Cultura Y Etnicidad En Bolivia (La Paz: CEBEM, 1996).  Jaime Quiroga, Petronilo Flores (2012), ’La 
lucha de los movimientos indígena originario campesinos por sus derechos como parte fundamental en 
la construcción del actual proceso histórico boliviano’, Programa andino de derechos humanos. 
(Quito: Universidad Andina Simón Bolívar) 58 




Donde uno menos espera salta la liebre. El 1991 indígenas de muchas y dispersas 
comunidades del oriente del país se dieron a la marcha. Marginados entre los 
marginados, estos pueblos no fueron protagonistas del imperio Inca, tampoco del 
régimen colonial, menos de la República señorial y ni siquiera del Estado 
desarrollista bajo la conversión del indio en obrero o campesino, sindicalizados 
ambos. Los pueblos originarios de las tierras bajas habían sido los olvidados por 
todos. La “Marcha por la dignidad y el territorio” irrumpió en el paisaje político 
boliviano no como algo anecdótico sino con una fuerza insurgente tan poderosa que 
no hubo quien dejara de reconocer la emergencia de un nuevo sujeto político con 
base en la identidad indígena. Incorporación al desarrollo e interlocución con sus 
autoridades fueron entonces los reclamos que le dieron un gran impulso a la lucha 
por el reconocimiento de la diversidad territorial, étnica y cultural en Bolivia, de 
aquellas víctimas de todos los regímenes centralistas, desde los Incas hasta el 
neoliberalismo. Rolando Sánchez (Sánchez, 2005)126 recoge un consenso entre los 
investigadores de Bolivia cuando afirma que  
Como efecto de la movilización realizada por las distintas etnias del oriente 
boliviano (mojeños, chimanes, ibiatos, yucarés, etc.), el gobierno de Paz 
Zamora [1989 – 1993] tuvo que reconocer los territorios originarios de estas 
poblaciones para su administración y control, así como el derecho de 
propiedad. (p. 21). 
 
No se trató entonces de un ensanchamiento del Estado liberal que incorporaba 
ciudadanos amputados de derechos y representación electoral. Tampoco eran 
trabajadores asalariados o informales, sindicalizados o asociados alrededor de 
servicios y planes gubernamentales. Los “nuevos actores” expresaban una 
continuidad renovada desde abajo de la puja por romper los límites de la 
institucionalidad liberal uniforme, mediante los derechos colectivos sobre la tierra y 
                                        
126.  Sánchez, “Construcción Social De La Cultura Política Democrática En Bolivia.” 
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sus recursos, la diversidad de pueblos e idiomas, y la defensa de formas de 
organización social, política y productiva específicas y reclamadas como “originarias”.  
 
3.1.2.5  El complemento institucional de las reformas económicas 
 
Con un escaso 19,6% de los votos Jaime Paz Zamora, del Movimiento de Izquierda 
Revolucionaria –MIR-, llegó a la presidencia de la república para el período 1989 – 
1993. El nuevo presidente consolidó la práctica de las coaliciones ideológicamente 
variopintas, al aliarse con la Acción Democrática Nacionalista –ADN- del ex dictador 
conservador y ahora neoliberal, Hugo Banzer (22,7% de los votos) (CNE, 2007)127. 
Este último, a su vez, abrió su lista electoral a los partidos populistas de la Unión 
Cívica Solidaria –UCS- y al recién creado partido Conciencia de Patria –CONDEPA- 
(Pinto, 2006)128. De izquierda a derecha y de los conservadores a los indigenistas el 
espectro político pos ajuste se acomodó con todos sus matices ideológicos en lo que 
la prensa de la época llamará un “pacto antinatura” cubierto bajo la cobija de un 
inapelable “modelo pro mercado” (Comas, 1990)129. La ganada “estabilidad del 
sistema democrático” legitimó la repartición clientelista de cargos y dejó abierto el 
espacio político para que fuerzas antisistema continuaran su recomposición 
organizativa e ideológica por fuera del espectro político institucional.  
 
Después del logro de la “estabilización” a través de las medidas económicas, el 
empeño se depositó en la estabilidad, la representación y la consolidación 
democrática. Si el ajuste de choque necesitó de una pequeña camarilla de 
tecnócratas armados de un manual único de intervención, la creación de nuevas 
instituciones será el resultado de un pacto liderado por la presidencia de la República 
                                        
127.  ––CNE-, “25 Años De Evolución Electoral En Bolivia.”  
128.  Pinto María T., “Una Base Impermeabilizante De Los Populismos: Bolivia Y Su Historia 
Reciente,” Revista Opera Volumen 6, número 006 (2006): 141 - 166.  
129. Comas, José. “Acuerdo patriótico” en Bolivia. Sábado 21 de abril de 1990. El País – Archivo. 
Edición impresa.  
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con intervención de todos los partidos políticos representados en el Congreso 
(Escóbar, Vásquez, 2002)130. Unas discusiones se convertirán en leyes, otras en 
acuerdos políticos orientadores de posteriores iniciativas normativas, y otras 
fracasarán.  
 
Para darle mayor estabilidad al sistema político se amplió el periodo presidencial a 5 
años, y para aumentarle la legitimidad el Congreso nombraría al presidente entre los 
dos candidatos con mayor votación relativa y no entre los tres primeros, cuando 
ninguno de ellos obtuviera la mayoría absoluta de votos. Con el fin de garantizar una 
mayor representatividad del sistema político se perfeccionó la circunscripción 
electoral uninominal, y la legitimidad general del sistema electoral pretendió lograrse 
nombrando a la Corte Electoral por dos tercios de los congresistas. El poder judicial 
también será motivo de modernización, independencia acrecentada, fortalecimiento 
para la resolución de conflictos, y nuevas instancias e instrumentos para una 
intervención más eficaz en defensa de la constitución, los derechos ciudadanos y 
aquellos de la propiedad privada (L 1585, 1994)131.  
 
Además de las reformas al poder ejecutivo, legislativo y judicial se desplegó una 
intensa concertación para la reforma territorial del Estado: la descentralización, 
complemento imprescindible de un sistema político más representativo, legítimo y 
participativo. Gonzalo Sánchez de Lozada, ministro estrella del ajuste de choque 
desde la cartera de Planificación y Coordinación, propuso iniciar inmediatamente en 
1988 la descentralización de dos sectores de política pública, la salud y la educación. 
En el medio rural las competencias estarían a cargo de las Corporaciones 
Regionales (departamentales) y las ciudades capitales de departamento se 
                                        
130. Una extensa presentación de los acuerdos supra partidistas de 1991 y 1992 se encuentra en  Claudia 
Vásquez Flavio Escobar, “Institucionalidad Y Desarrollo En Bolivia” (Universidad Católica Boliviana, 
2002). 
131. Sánchez De Lozada, Gonzalo. Presidente Constitucional de la República de Bolivia. Ley No. 1585 
de 1994. Artículos 116 a 123. [en línea]:   Lexivos. Portal Jurídico Libre agosto de 1994 
<http://www.lexivox.org/norms/BO-L-1585.xhtml> [Consulta: 15 mayo 2013]. 
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encargarían de administrar la salud y la educación en las zonas urbanas del país (L 
696, 1985)132. Temprana y quizás prematura iniciativa puesto que en palabras de 
José Blanes (1999)133: 
El decreto fue fuertemente combatido por los cívicos, los gremiales de la salud 
y los maestros, así como por muchas instituciones de la sociedad. El 
argumento era que no había capacidad en los mecanismos departamentales 
para implementar los servicios de salud y educación. Se anuló el mencionado 
decreto y se establece la realización del Proyecto EMSO/Descentralización 




La descentralización apareció entonces descubriendo una intención demasiado 
desnuda, el achicamiento del gasto público estatal central y el traspaso de 
responsabilidades financieras hacia los gobiernos locales.  Abajo la administración 
no tendría otra opción que incrementar el gasto propio para completar los recursos 
faltantes. ¿Cómo? Presumiblemente mediante el incremento de las contribuciones a 
los usuarios de los servicios de salud y educación y las cargas fiscales a cargo de las 
comunidades locales. Además, se generaría un incentivo a la reducción de los costos 
de la prestación de los servicios de educación y salud, entre ellos los laborales. La 
propuesta de ley pasaba los trabajadores a las plantillas de los gobiernos locales. En 
todo caso, una descentralización de la educación y la salud debilitaría el poder de los 
sindicatos nacionales que garantizaban los salarios y la estabilidad laboral. Los 
temores fueron corroborados por filtraciones del propio gobierno (Molina, 1997)134.  
 
                                        
132. Siles Zuazo, Hernán.  Ley Orgánica de Municipalidades de 1994 [en línea]:   Lexivos. Portal 
Jurídico Libre enero de 1985. <http://www.lexivox.org/norms/BO-L-696.xhtml> [Consulta: 29 
septiembre  2013]. 
133.  José Blanes, “La Descentralización En Bolivia. Avances Y Retos Actuales,” in Descentralización 
Y Participación Ciudadana En Los Gobiernos Locales. Región Andina (Quito: Flacso - Ecuador / OEA 
/ Parlamento Andino, 1999).  
134.  Molina, Fernando Historia De La Participación Popular (La Paz: Secretaría Nacional de 
Participación Popular, 1997). 262 
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Sin embargo, la argumentación gubernamental se complicó cuando fue 
difundida una carta enviada por el Ministro de Educación. Enrique Ipiña, a su 
colega de Finanzas, con varias justificaciones de la descentralización, entre 
las que figuraba la necesidad de evitar que el magisterio, “controlado por 
facciones de extrema izquierda”, continuara protagonizando huelgas que 
tornaban ingobernable a la educación fiscal. “Es necesario –sostenía Ipiña- 
fragmentar el monopolio sindical”. Y añadía: “Pero este objetivo de orden 
estratégico no debe conducirnos al extremo de atomizar irreversiblemente el 
sistema. Un método importante, de orden político, para neutralizar la 
desorbitada actividad sindical, es el incentivar y lograr la participación popular 
en el sistema. (p. 102).  
 
Toda una estrategia quedó al descubierto: descentralizar para debilitar al 
sindicalismo a cambio de la participación popular de las comunidades locales en el 
sistema. Fracaso momentáneo y partida postergada. La descentralización de la 
política social se proponía desde el inicio mismo del ajuste estructural como parte de 
las nuevas reglas para logar un Estado eficiente y menos costoso. Para ello era 
necesario el desmonte de estructuras centrales de la administración pública con el fin 
de acercar los servicios públicos al ciudadano y al mercado. La prioridad inaplazable, 
sin embargo, fue la estabilidad económica y se represó a un segundo tiempo concitar 
un consenso más amplio de medidas que construyeran nuevas reglas de juego e 
instituciones.  
 
La descentralización debía entonces esperar, pero no demasiado. Varias eran las 
fuentes que demandaban una descentralización desde el retorno a la democracia. 
Siles Suazo había logrado una ley para fortalecer a los municipios en 1985, aunque 
fracasara en una iniciativa más general de fortalecimiento de las bases territoriales 
del Estado. La vía neoliberal a la descentralización fracasó en 1988. La presión de 
los Comités Cívicos departamentales para que se legislara a favor de un 
fortalecimiento fiscal, administrativo y político del nivel intermedio era creciente y 
siempre postergada por los gobiernos que adelantaban otras urgencias. A pesar de 
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estos fracasos la necesidad de ajustar el ordenamiento territorial aparecían una y 
otra vez, bien ligadas a la reforma al sistema político, bien como complemento de las 
transformaciones al sistema económico y no sin importancia, como una exigencia 
técnica para mejorar la eficiencia del Estado en la prestación de servicios. 
 
En el frente económico ya se mencionaron más arriba las iniciativas para garantizar 
la seguridad de las inversiones privadas y extranjeras y la no discriminación del 
capital transnacional en el espacio interior. Además, se adoptaron varias leyes 
tendientes a incentivar la competencia, la privatización y las reglas dentro de una 
economía más abierta: Ley de Inversiones, Ley de Hidrocarburos, Ley de 
Privatización, Código de Minería, Ley de Exportaciones, Ley de Bancos y Entidades 
Financieras, Ley del Medio ambiente, Registro Único de Empresas y Sistema de 
Ventanilla única de exportación135. 
En la primera fase del ajuste estructural Bolivia aplicó los libros de texto de la 
tecnocracia neoliberal con fuerte raigambre en la ortodoxia neoclásica. Pronto se 
                                        
135. Leyes:   
Paz Zamora, Jaime. Ley No.- 1182  [en línea]:   Sice. Foreing Trade Information System. Organización 
de Estados Americanos. <ww.sice.oas.org/investment/NatLeg/BOL/Inversiones_s.pdf ‎> [Consulta: 29 
septiembre  2013].  
Paz Estenssoro, Víctor. Decreto Supremo 21660 de 1987 [en línea]:    Infoleyes. Bolivia 10 Julio de 
1987.  <http://bolivia.infoleyes.com/shownorm.php?id=646> [Consulta: 29 septiembre  2013].  
Paz Zamora, Jaime. Ley Nº 1330  de 1992 [en línea]:    Gaceta Oficial del Estado. Bolivia: 24 de abril 
de 1992. <http://www.lexivox.org/norms/BO-L-1330.xhtml> [Consulta: 29 septiembre  2013].  
Paz Zamora, Jaime.  Código de Minería de 1991[en línea]:    Lexivos. Portal Jurídico Libre. Bolivia: 11 
de abril de 1991. <http://www.lexivox.org/norms/BO-L-1243.html> [Consulta: 29 septiembre  2013].  
Paz Zamora, Jaime. Ley 1489 de 16 de 1993 [en línea]:    Ministerio Minería y Metalúrgica. 
Documentos. Legislación. Bolivia: abril 16 de 1993. 
<http://www.mineria.gob.bo/Documentos/Legislacion/Leyes/1489.pdf> [Consulta: 29 septiembre  
2013].  
Paz Zamora, Jaime. Ley N° 1488 de 1993 [en línea]:    Infoleyes. Bolivia: 14 de abril de 1993. 
<http://bolivia.infoleyes.com/shownorm.php?id=618> [Consulta: 29 septiembre  2013].  
Paz Zamora, Jaime. Ley No. 1333 de 1992 [en línea]: La COMIBOL produce, industrializa  
y exporta con soberanía. Leyes. Bolivia abril de 1992.   
http://www.comibol.gob.bo/legislacion/leyes/pagina2 [Consulta: 29 septiembre  2013]. 
Paz Zamora, Jaime. Decreto Supremo 23009 de 1991 [en línea]: Lexivos. Portal Jurídico Libre. 
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embarcó en la construcción de las instituciones y las reglas de juego del sistema 
político más acordes para acompañar una economía de mercado. La eficiencia 
administrativa, la lucha contra la corrupción, la transparencia del sistema político, los 
derechos ciudadanos y empresariales, la transnacionalización del espacio productivo 
y del derecho económico. Se intentó también una descentralización de la salud, la 
educación y los transportes que fue postergada a la espera de mayores estudios 
técnicos y de condiciones políticas más propicias para emprender el diseño de la 
arquitectura descentralizada de la política social. La descentralización sería el 
complemento de la focalización de beneficiarios empezada desde el primer lance del 
ajuste estructural, en 1986. 
 
Nada de esto era original, pero quizás no existía en otra país un recetario previo tan 
amplio sobre el complemento institucional de las iniciativas económicas. Sin duda el 
caso boliviano ayudará a experimentar las reformas que en la década del noventa se 
convertirán en la plebiscitada segunda generación de reformas pos consenso de 
Washington. 
 
3.2   Contexto político y normativo de la descentralización, 1994 - 2000  
 
3.2.1   El gobierno de la reconciliación entre las dos Bolívias   
 
El 6 de agosto de 1993 se posesionó Gonzalo Sánchez de Lozada como presidente 
de Bolivia ante el congreso de la República para el periodo comprendido hasta el 6 
de agosto de 1997. Al “Goni”, como se le conoce popularmente en Bolivia, le 
precedía un doble antecedente. Por una parte, ser el empresario de mayor fortuna 
del país amasada a partir de la gran Compañía Minera del Sur. Por otra, haber sido 
el líder neoliberal del ajuste de choque de 1985, en su calidad de Ministro de 
Planeamiento y Coordinación del gobierno de Víctor Paz Estenssoro (1985 – 1989). 
El 38% de los votos directos le bastaron al dirigente del histórico Movimiento 
Nacionalista Revolucionario –MNR- para ser escogido por el congreso (CNE, 
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2007)136. Por tercer periodo consecutivo el presidente acudió a una coalición con 
otros partidos para obtener las mayorías necesarias. Esta vez se trató no solo de una 
coalición “vario pinta” entre partidos y líderes contradictorios, sino realmente 
“sorprendente” (Assies, 2002)137 al convocar como vicepresidente al indígena Víctor 
Hugo Cárdenas, dirigente del partido Tupac Katari de Liberación Nacional –MRTK-L-, 
al Movimiento Bolivia Libre de reputación izquierdista –MBL- y al partido de 
inclinación populista, la Unión Cívico Solidaria –UCS-. La alianza política entre el 
empresario educado en los Estados Unidos y el líder indígena aymara, uno de los 
fundadores de la Confederación Sindical Única de Trabajadores Campesinos de 
Bolivia -CSUTCB-, pareció reconciliar las dos Bolivias más contrapuestas: la del 
empresario de marcado acento norteamericano al hablar el castellano y la del líder 
aymara cuyo padre debió renunciar a su apellido, Choquehuanca, para adoptar el de 
Cárdenas. Elite y contra elite, blanco e indio, empresario y campesino, hombres 
cultos y políglotas los dos, se juntaron para presidir el gobierno del “Plan para todos” 
con base en el cual se formuló el Plan de Desarrollo “El cambio para Todos”. 
Después de 500 años de represión y negación de los indígenas, estos podrían al fin 
considerar legítimo al gobierno nacional que no sería por primera vez solo aquel de 
los blancos y citadinos, sino en cierta medida, propio. Buena parte de la sorprendida 
opinión pública de la época saludó la llegado de un indio a la cabeza del ejecutivo 
por lo que permitía soñar con un descenso en la arcaica conflictividad social y una 
atención a las necesidades de una población históricamente marginada. En palabras 
de la prensa de la época (Azcui, 1993, en línea)138:  
Cárdenas Conde es el primer aymara que llega a la vicepresidencia en los 168 
años de vida republicana. Su presencia en el Gobierno ha sido determinante 
para que, por primera vez en 500 años, los pueblos indígenas (aymaras, 
                                        
136. –Corte Nacional Electoral –CNE-, “25 Años De Evolución Electoral En Bolivia,” Boletín 
Estadístico Número 7. (2007): 1 - 8. 
137. Assies, Willem (2003), ’La Descentralización A La Boliviana Y La “Economía Política Del 
Reformismo”’, in Assies, Willem (ed.), Gobiernos locales y reforma del Estado en América Latina: 
innovando la gestión pública (Zamora: Colegio.  
138. “Mabel Azcui. Sánchez de Lozada jura como presidente de Bolivia tras la confirmación”. El País – 
Archivo. Edición impresa. Sábado, 7 de agosto de 1993. 
http://elpais.com/diario/1993/08/07/internacional/744674413_850215.html. 
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quéchua, guaraníes, moxeños y otros amazónicos) acepten la autoridad del 
presidente y vicepresidente, hasta ahora considerados como gobernantes de 
los blancos o de las ciudades. 
 
“En una ocasión, Gonzalo Sánchez de Lozada se me acercó y me dijo: “Te compro tu 
ley de comunidades”  (Molina, 1997, p. 187)139, relata Miguel Urioste líder del partido 
de izquierda Movimiento Bolivia Libre. Urioste había presentado en 1991 al 
parlamento una iniciativa legislativa mediante la cual se transferirían los recursos de 
las Corporaciones de Desarrollo (10% de los impuestos nacionales) a las Juntas 
Vecinales, sindicatos locales, comités populares, comités cívicos, pueblos y 
comunidades indígenas, campesinas y demás organizaciones sociales de base. Tres 
reconocimientos atendía tan audaz propuesta. La necesidad de transferir recursos a 
poblados y sectores sociales históricamente desatendidos por el desarrollo de las 
inversiones y servicios estatales. En segundo lugar, reconocer las formas 
tradicionales del vivir y del organizarse de los sectores populares. En tercer lugar, 
considerar legítimo otorgar recursos públicos y poder de decisión sobre la utilización 
de los recursos colectivos a la población en su entorno social. Al igual que el 
reconocimiento de los derechos de los indígenas, el MBL y su propuesta de 
transferencia masiva de recursos hacia abajo y hacia fuera del Estado y el 
reconocimiento del derecho a la participación popular harán parte de la agenda de la 
coalición. El empresario líder del ajuste de choque ahora abrasaba las demandas de 
los sectores populares marginales. Neoliberalismo, indigenismo y comunitarismo 
parecían reconciliarse en un mismo gobierno y agenda de reformas. 
 
El gobierno se caracterizó por un gran arrojo al impulsar tres grandes paquetes de 
reformas al sistema político, las instituciones y la economía: la descentralización, la 
privatización y la modernización del Estado. No se trató de reformas dispersas o 
                                        
139. Fernando Molina, Historia De La Participación Popular (La Paz: Secretaría Nacional de 
Participación Popular, 1997). Consulta 2 de noviembre 2013. 
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inconexas, sino de piezas de un gran ensamble producto de transacciones de 
intereses y estrategias que parecían diseñar un gran balance de nuevas reglas de 
juego concertadas y modernas, eficientes y democráticas en las que todos los 
sectores sociales comprometidos cabrían. La “Nueva Economía Política” se habría 
agotado, ahora era el turno de la “Economía de Mercado Social”. El mero interés por 
dolorosos ajustes económicos sería superado por una estrategia social de mercado 
con amplia distribución del poder político hacia los territorios, así como inmensos 
recursos descentralizados para financiar en ellos la política social (Lalander , 2005, p. 
127)140. 
 
3.2.2   Ley de Participación Popular –LPP- No. 1551 de abril de 1994141 
 
La primera de las leyes de descentralización tuvo un énfasis eminentemente 
municipal, es decir, el municipio fue el protagonista principal del fortalecimiento 
político, administrativo, fiscal y en términos de participación ciudadana y multiétnica 
en la administración pública. La primera novedad será la creación de 311 municipios 
a partir de igual número de Secciones de Provincia. Revolucionaria medida en un 
país en el que sólo 24 municipios tenían una verdadera capacidad fiscal y 
administrativa. Con posterioridad se añadirán 4 municipios suplementarios 
pertenecientes a las fronteras para llegar a un total de 314 entidades locales. La 
segunda novedad será el reconocimiento de los sectores rurales dentro de la 
jurisdicción municipal, los cuales carecían de expresión político administrativa propia. 
Estas dos primeras medidas buscaron una institucionalización de los espacios 
interiores en un país caracterizado por una precaria cobertura territorial del Estado, 
sus instituciones administrativas y del sistema político en amplias zonas del país. Las 
zonas rurales en las que vivía aproximadamente el 42% de la población, 
                                        
140. Rickard Lalander, “Reflexiones Exploradoras Sobre Descentralización En Bolivia Y Venezuela,” 
Provincia Número 014 (2005): 121 - 157..   
141. Sánchez de Lozada, Gonzalo. Ley número 1551 de 20 de 1994 [en línea]:   Organization Of 
American States, abril de 1994.  <http://www.oas.org/juridico/spanish/blv_res16.pdf> [Consulta: 2 
noviembre 2013].  
      
  
106 
principalmente indígenas y campesinos pobres, empezaron a contar con alcaldías, 
concejos municipales, competencias, recursos y ofertas de política pública local. 
Dicho de manera inversa, hasta la Ley de Participación Popular –LPP- las 
organizaciones sociales de base, comunidades, sindicatos, pueblos y autoridades 
tradicionales eran las formas de organización social para asuntos administrativos y 
colectivos, en ausencia de gobiernos municipales142. La tercera novedad será la 
extensión del período de los alcaldes de 2 a 5 años. En cuarto lugar, se decidió el 
incremento de las transferencias fiscales de la nación a los municipios, las que 
saltaron de representar el 10% del ingreso tributario nacional al 20%, porcentaje que 
equivalía al 6% de los ingresos totales del Estado. De la mayor importancia será la 
transformación del criterio de distribución de las transferencias, el cual pasa de estar 
determinado por el esfuerzo tributario relativo de los municipios, a calcularse en 
proporción a la población que habita en cada localidad. Se ejecuta así un duro golpe 
contra el centralismo fiscal porque mediante la fórmula anterior solo tres municipios, -
La Paz, Cochabamba y Santa Cruz, concentraban el 92% de los giros nacionales. En 
cambio ahora, en virtud de la iniciada descentralización, el presupuesto nacional se 
esparcirá por el conjunto de un país que, al tiempo, estaba multiplicando de tajo por 
más de 13 veces la cantidad de entidades territoriales. De tal manera en 1995 las 9 
capitales de departamento obtuvieron el 39% de la coparticipación y el resto de 
municipios alcanzaron el 61%143. 
 
Finalmente, y para evitar la dispersión del gasto descentralizado y aumentar las 
posibilidades de eficacia de la administración pública, los municipios con menos de 
5.000 habitantes fueron conminados a mancomunarse con el fin de ser sujetos de la 
coparticipación fiscal. Además de las transferencias, los municipios contarán con 
recursos propios con base en impuestos delegados, los más importantes siendo los 
impuestos a la propiedad rural y a los bienes inmuebles urbanos, a los vehículos, las 
                                        
142. Renata Hoffmann, Martín Pérez (2009), ’Participación Ciudadana En El Proceso De 
Descentralización De Bolivia’, Diálogos Para La Descentralización. Fomentando la cooperación entre 
Bolivia, Chile y Perú (Lima: Flacso, InWent) 27 - 41  
143. Claudia Vásquez, Flavio Escóbar, “Institucionalidad Y Desarrollo En Bolivia” (Universidad 
Católica Boliviana, 2002) 53.   
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patentes y los servicios públicos. La cooperación internacional y nacional, así como 
las Organizaciones no Gubernamentales –ONG-, contribuirán de manera importante 
a complementar los recursos transferidos y propios con aquellos de la filantropía. En 
quinto lugar, la política social básica a cargo del Estado, que había sido competencia 
tradicional del nivel central del gobierno en un país caracterizado por su gran 
centralismo, fue delegada a los municipios. La propiedad de la infraestructura, el 
mantenimiento, la dotación y la administración de la salud, la educación, el deporte y 
la cultura fueron cedidas, además de funciones relacionadas con la infraestructura 
física y productiva de baja complejidad, como los caminos vecinales y las obras de 
micro riego.  
En sexto y último lugar, el nivel local de gobierno se promovió como lugar privilegiado 
para el impulso de la participación ciudadana en la administración pública. Para ello 
se reconocieron “Organizaciones Territoriales de Base” –OTB-, compuestas en las 
urbes por las asociaciones ciudadanas de vivienda y en el sector rural por pueblos 
indígenas, comunidades campesinas y sindicatos agrarios. Las OTB quedaron 
autorizadas a controlar el gasto público local, también a participar en la formulación y 
ejecución de proyectos y programas descentralizados, y a ser parte en la formulación 
del Plan de Desarrollo Municipal y del Plan Distrital de Desarrollo Indígena –PDDI-, 
en municipios de mayoría de población india. Interesa señalar que las autoridades 
indígenas se asimilan a “sub- alcaldes” para la ejecución de los PDDI y que varios 
pueblos indígenas quedaron autorizados a asociarse con el fin de formular un solo 
plan entre varios municipios. También, quedaron facultados para conformar una 
única representación en los Comités de Vigilancia, en tanto órgano cívico de control 
social a la administración y el gasto público (Blanes, 1999)144.  
 
Los mecanismos de participación hicieron parte de dos grandes modificaciones en 
las relaciones entre población, administración pública y poderes políticos. Por una 
                                        
144. José Blanes, “La Descentralización En Bolivia. Avances Y Retos Actuales,” in Descentralización Y 
Participación Ciudadana En Los Gobiernos Locales. Región Andina (Quito: Flacso - Ecuador / OEA / 
Parlamento Andino, 1999).                                                                                  
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parte, reconocieron un derecho de interlocución a ciudadanos, organizaciones y 
pueblos que tradicionalmente no tenían tales mecanismos de interlocución. Esta, 
cuando existía, privilegiaba el nivel nacional del Estado, interpelaba las políticas 
nacionales y se dirigía al sistema político nacional. Ahora la interlocución ocurriría en 
cada localidad, no a través de organizaciones gremiales de obreros y campesinos de 
segundo y tercer nivel, ni siquiera tampoco de las federaciones de juntas vecinales, 
sino desde organizaciones sociales de base local (Assies, 2003, p. 3)145. En pocos 
años la oferta de participación tuvo una gran acogida a pesar de algunos tropiezos 
de inicio. Ya en 1998 existían 14.500 OTB y 311 Comités de Vigilancia, es decir, uno 
por cada municipio. La ley de Participación Popular creó instancias regulares para 
interactuar con la administración y un derecho regulado a la incidencia sobre el gasto 
y la orientación de proyectos de inversión. 
 
Las prácticas, instancias y mecanismos de participación ciudadana harán parte 
importante de la nueva legitimidad del sistema político. Si bien hacia el terruño 
comunal y local concurrirán las mayores iniciativas para concretarla, la oferta de 
participación se extenderá a los asuntos de interés nacional a través de la figura del 
Referendo Popular y de la Iniciativa Legislativa Ciudadana. Toda vez, la expresión 
máxima de la ideología de la nueva política participativa hallará su cumbre en el 
reconocimiento del Estado pluriétnico y multicultural. 
 
3.2.3 Ley de Descentralización Administrativa –LDA- No. 1664 de julio de 
1995146  
 
                                        
145. Assies, Willem (2003), ’La Descentralización A La Boliviana Y La “Economía Política Del 
Reformismo”’, in Assies, Willem (ed.), Gobiernos locales y reforma del Estado en América Latina: 
innovando la gestión pública (Zamora: Colegio de Michoacán A.C).  
146. Cárdenas Conde, Víctor H., Ley número 1664 de 1995 [en línea]: Organization Of American States,   
28 de julio de 1995.  http://www.oas.org/juridico/spanish/blv_res43.pdf. [Consulta: 2 noviembre 2013].   
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El complemento de la descentralización municipal advino un año después con la 
descentralización departamental. Sin embargo, son grandes las diferencias entre 
ambas reformas. En primer lugar, no ofrece la elección de prefectos a nivel de los 9 
departamentos existentes, los cuales siguen nombrados por el Presidente de la 
República. Tampoco proviene el Concejo Departamental de una elección directa, 
sino indirecta, por los concejos municipales de las provincias. La primera 
característica perpetúa el centralismo político sobre el nivel intermedio y la segunda 
inhibe una representación partidista y programática local en la arena departamental. 
Tampoco, como se podría creer a primera vista, permite una participación incidente 
de las fuerzas políticas municipales sobre el nivel intermedio porque el consejo 
departamental tiene débiles funciones de control y no incide ni en la adopción y 
manejo del presupuesto departamental, ni en la gerencia o administración de sus 
competencias. El presupuesto departamental es administrado por el prefecto y 
adoptado por el Ministerio de Hacienda Nacional. En tanto, los recursos 
departamentales provienen en su inmensa mayoría de transferencias de la nación. El 
centralismo político es así reforzado por el fiscal en esta escala. Las competencias y 
recursos físicos, financieros y humanos a cargo de los departamentos serán en su 
mayoría aquellos que ya estaban en manos de las Corporaciones Regionales 
Autónomas de Desarrollo. Tales funciones y recursos habían sido heredadas por los 
departamentos tras la disolución de dichas remembranzas de la fase cumbre del 
Estado planificador del desarrollo creadas por la dictadura en 1975. De tal manera, 
las competencias orbitarán alrededor de funciones de desarrollo económico territorial 
tales como: a- la construcción y mantenimiento de caminos nacionales, caminos 
secundarios, electrificación rural, infraestructura de riego y apoyo a la producción; b- 
la conservación y preservación del medio ambiente; c la promoción del turismo; d 
programas de asistencia social; e- programas de fortalecimiento municipal y f- la 
administración, supervisión y control por delegación del gobierno central de los 
recursos humanos y las partidas presupuestarias asignadas al funcionamiento de los 
servicios personales de educación, salud y asistencia social.  
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Los recursos de los departamentos provendrán en su gran mayoría de transferencias 
entre las cuales se destacan las regalías, el 25% del Impuesto Especial a los 
Hidrocarburos –IEHD-, un Fondo Compensatorio Departamental (para aquellos que 
están por debajo del promedio departamental per cápita de regalías y hasta que 
alcancen dicho estándar), los giros para los servicios personales del sector 
descentralizado de la salud, la educación y la asistencia social, y transferencias 
especiales del Tesoro General de la Nación –TGN-. La capacidad de endeudarse, la 
asistencia técnica de la cooperación internacional, el cobro de servicios y la 
privatización de activos complementan los recursos departamentales. 
 
A partir de los recursos transferidos, de los propios y de la cooperación internacional 
las prefecturas, que no los Concejos Departamentales, formulan y ejecutan un Plan 
de Desarrollo Departamental. El poder departamental continúa siendo el alfil de la 
nación en los territorios y a partir de ellos preserva incidencia hacia los municipios de 
tres maneras principales (Assies, 2003)147. El prefecto tiene la potestad de aceptar la 
personería jurídica de las fundaciones, asociaciones y las organizaciones sociales 
municipales que pretenden reconocimiento de la administración. El aval del prefecto 
condiciona el derecho de diferentes comunidades a ser reconocidas como “sociedad 
civil” participante de las OTB y otras  instancias de interlocución con la administración 
pública, tanto local como nacional, para el manejo de recursos públicos y la 
concertación y control de políticas. Dicha discreción genera oportunidades de 
favorecer y sancionar organizaciones sociales locales afines o contrarias al partido 
político del prefecto y las directrices del ejecutivo nacional. En segundo lugar, la 
asistencia técnica de los departamentos a los municipios permite el favor discrecional 
del prefecto sobre los alcaldes de la misma filiación partidista y el castigo o chantaje 
sobre los contradictores. En tercer lugar, el flujo de recursos nacionales a través de 
los departamentos hacia los municipios facilita un costo de intermediación política, 
por ejemplo en el pago de maestros y médicos adscritos a las escuelas y servicios de 
                                        
147. Assies, Willem (2003), ’La Descentralización A La Boliviana Y La “Economía Política Del 
Reformismo”’, in Assies, Willem (ed.), Gobiernos locales y reforma del Estado en América Latina: 
innovando la gestión pública (Zamora: Colegio) 
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salud municipales. La incidencia de los departamentos sobre los municipios será 
normada de manera ascendente. En un principio mediante la creación de 
Direcciones de Fortalecimiento Municipal de pequeñas y débiles localidades. 
Después será reforzada durante el gobierno de Hugo Banzer (1997 – 2001) mediante 
un Decreto Supremo de Prefecturas de 1997 que crea Servicios Departamentales 
para las funciones descentralizadas a los municipios, tales como la salud, la 
educación, el saneamiento básico, el sector agropecuario y el desarrollo económico. 
 
Los efectos fiscales agregados de la ley de descentralización municipal y 
departamental tuvieron un radical efecto sobre el balance de la inversión pública 
entre niveles de gobierno; claramente en disfavor del nivel central y a favor de los 
departamentos y municipios en proporciones similares. El gobierno nacional 
concentraba cerca del 72% de la inversión total en 1992 y seis años después en 
1998 menos del 30%. En cambio los departamentos ascendieron de cerca del 20% al 
27% y a favor de los municipios se realizó el mayor salto en la medida en que 
pasaron de ejecutar menos del 2% de la inversión pública a casi el 26%. En seis 
años Bolivia abandonó el centralismo fiscal que la caracterizó desde los inicios de la 
república en 1824.  
Tabla 1. 
Fuente: Eduardo Antelo (p. 60)148 
Importa señalar que tanto la coparticipación municipal como departamental obliga 
utilizar el 85% de las transferencias en “inversión social” y únicamente el 15% 
                                        
148. Eduardo Antelo, Políticas De Estabilización Y De Reformas Estructurales En Bolivia a Partir De 
1985, vol. 62, Serie Reformas Económicas (Gobierno de los Países Bajos, 2000).  
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restante podía dirigirse al gasto corriente. La intención: aumentar la inversión de alto 
impacto social y cerrarle el paso a un crecimiento desproporcionado del Estado por 
abajo, al tiempo que se quería achicar el Estado por arriba. 
 
3.2.4  El Estado multiétnico y pluricultural 
 
Con sus alcances y limitaciones, la descentralización política, fiscal y administrativa 
se inscribe en un proceso de ampliación de la institucionalización de los territorios 
interiores. De la misma manera, las leyes étnicas acometerán un incremento 
cualitativo del reconocimiento pluricultural de los pueblos que habitan tales territorios. 
La reforma a la constitución publicada bajo la ley 1615 de febrero de 1995 define la 
composición social del Estado mismo como pluricultural y multiétnica. A partir de este 
principio se reconocen las lenguas indias, la especificidad de su cultura, la diversidad 
de prácticas y normas de derecho, las autoridades y las instituciones autóctonas, así 
como también se admiten derechos sobre  sus tierras y los usos y manejos que en 
ellas se dan (CPE L 1615, 1995)149. Será entonces deber del Estado reconocer, 
respetar, proteger y promover los derechos sociales, económicos y culturales de los 
pueblos indígenas a partir de la especificidad de usos, costumbres y tradiciones 
(Assies, 2003, p. 186)150.  
 
Mientras el principio de la participación ciudadana parece completar la democracia 
liberal, el de los derechos multiétnicos la supera de cierta forma porque introduce una 
cohabitación entre la representación liberal y étnica, entre la representación de 
individuos y organizaciones por una parte, y por otra de pueblos y comunidades. En 
particular, el artículo 171 de la Constitución realiza este salto cualitativo en el espacio 
                                        
149. Sánchez de Lozada, Gonzalo. Ley número 1615 de 1995 [en línea]: lexivox, Portal Jurídico libre, 
06 febrero de 1995. http://www.lexivox.org/norms/BO-L-1615.xhtml. [Consulta: 2 noviembre 2013]. 
150. Assies, Willem (2003), ’La Descentralización A La Boliviana Y La “Economía Política Del 
Reformismo”’, in Assies, Willem (ed.), Gobiernos locales y reforma del Estado en América Latina: 
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político boliviano al reconocer la personalidad jurídica a las Comunidades Indígenas, 
Pueblos Indígenas, Comunidades Campesinas y Juntas Vecinales. Además la ley se 
compromete a respetar los derechos sociales, económicos y culturales de dichas 
comunidades, con especial atención a la garantía del uso y aprovechamiento 
sostenible de las tierras “comunitarias de origen” (Villarroel , 2000, p. 7 y 11)151.  
 
3.2.5  Ley del Servicio Nacional de Reforma Agraria –INRA-, No. 1715 de   
1996152 
 
La seguridad jurídica sobre la propiedad de la tierra será uno de los principales 
objetivos de la ley de Reforma Agraria INRA. No se establece para la totalidad del 
territorio nacional Boliviano un mercado de tierras sometido a la libre compra venta y 
a la subdivisión o agregación sin límite de las propiedades individuales. Por el 
contrario, obliga la protección de la propiedad colectiva de la tierra cuyo derecho no 
sería reversible, ni la tierra enajenable, divisible, gravable o embargable. Se otorgan 
títulos de “Tierras Comunitarias de Origen” –TCO- a favor de pueblos y comunidades 
indígenas y originarias, en virtud de los cuales se les reconoce el derecho al uso y 
aprovechamiento sostenible de los recursos naturales existentes de acuerdo a los 
usos y costumbres tradicionales. A la acumulación privada de la tierra se le levantó 
un dique legal con base en el reconocimiento de la propiedad colectiva derivada de 
una especificidad étnica. La ley acepta la oralidad y la concertación para facilitar el 
acceso a la justicia agraria a una población en mucho iletrada y no profesional, pero 
sobre todo cuya justicia comunitaria acude a la palabra y la retórica, más que a 
códigos escritos. La regulación judicial del sector agrario e indígena se completará 
con la creación de la Superintendencia Agraria y la Judicatura Agraria (Villarroel, 
                                        
151. Villarroel, Carlos (2000), ’La Aplicación En Bolivia Del Convenio 169 Sobre Los Pueblos 
Indígenas Y Tribales En Países Independientes De La OIT’, in Cifuentes, JEO (ed.), Análisis 
Interdisciplinario del Convenio 169 de la OIT. (México: Instituto de Investigaciones Jurídicas) 19. 
152. Sánchez de Lozada, Gonzalo.  Ley número 1715 de 1996 [en línea]: estrucplan en línea, 18 de 
octubre de 1996. http://www.estrucplan.com.ar/Producciones/entrega.asp?IdEntrega=1545. . [Consulta: 
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2000, p. 5).   
 
 
3.2.6  Ley de Reforma Educativa No. 1565 de julio de 1994153 
 
Ya se advirtió, la educación fue una de las principales competencias que se 
descentralizó hacia los municipios, mientras los departamentos guardaban la función 
de la transferencia de los pagos a los maestros, y la nación la orientación general de 
los currículos, los estándares técnicos y la garantía general de los recursos. No toda 
la educación tuvo la misma importancia entonces. La prioridad se concentró en el 
nivel básico, entendido como la primaria, y por ello importó sobre todo el nivel 
municipal a cargo de las escuelas, más que la educación secundaria y menos aún la 
educación superior técnica y universitaria. El propósito de lograr la máxima cobertura 
de la instrucción básica en un país multiétnico significó aceptar la enseñanza básica 
en lengua materna y la adecuación de los contendidos a peculiaridades culturales y 
regionales. En cierta medida, la ley de educación es complemento necesario de la 
ley de Participación Popular porque fortalece el acompañamiento y la financiación de 
las competencias delegadas en esta materia, especialmente en cuanto a la dotación 
de equipos y materiales escolares y la capacitación del personal, tanto docente como 
administrativo. De acuerdo con la nueva orientación general de la administración 
pública, la reforma a la educación previó la participación comunitaria en las escuelas, 
en particular de los padres de familia en Juntas Escolares. A tono con tendencias 
internacionales se instaló un sistema de acreditación de programas y planteles que 
pretendió estandarizar la medición de los mínimos de calidad para autorizar el 
funcionamiento de los planteles escolares, incluyendo a los privados. Los maestros 
también se obligaban desde entonces someterse a exámenes de competencia 
administrados por dicho sistema.  
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A partir de las reformas, la financiación general de la educación descentralizada se 
reparte entre niveles de gobierno. La nación financia los salarios cuyos pagos 
transitan por las prefecturas, mientras los municipios reciben transferencias a partir 
de las cuales financiar la construcción, dotación y mantenimiento de planteles; lo 
cual, sin duda, requeriría de un esfuerzo local suplementario para completar las 
necesidades de financiación de la calidad educativa descentralizada. Resultado 
notorio de la combinación entre mayores recursos y la prelación por la educación 
primaria fue el aumento importante de los planteles escolares, así como de la 
cantidad de infantes en los colegios. Sin embargo, aumentó también la deserción 
escolar y no se puede afirmar un gran avance en la calidad de la educación. La tasa 
de cobertura pasó de casi el 77% en 1990 a un poco más del 87% en 1997. En esos 
mismos 8 años la tasa de deserción aumentó de un poco más del 7% a casi el 10% y 
los infantes en las escuelas pasaron de 1.948.000 a 2.234.000. La necesidad de 
aportes complementarios por parte de las alcaldías y las comunidades a la 
financiación de la educación descentralizada fortaleció una dinámica estructural de 
diferenciación de coberturas y calidad entre localidades. La estrategia de 
descentralización educativa se acercó a la universalización ahondando 





Fuente: Eduardo Antelo155 
 
 
El líder del magisterio Miguel Lara se precia de lo que ministros del ramo de distintos 
partidos políticos le reconocen:  
                                        
154. Thede, Nancy (2008), ’La Descentralización En Bolivia Y Su Impacto En El Desarrollo Local. Un 
Avance Hacia La Inclusión?’, in Dembicz, K. (ed.), Sociedades locales y desarrollo territorial en 
América Latina frente a los desafíos d. Pp. 9 y 10  
155. Antelo, Políticas De Estabilización Y De Reformas Estructurales En Bolivia a Partir De 1985. Pp. 
62  




Nosotros paramos la descentralización de la educación de la ley 1565. Esa era 
una ley neoliberal a la que nos resistimos y seguimos resistiendo contra toda 
forma de descentralización de la educación. Sigue la competencia nacional 
sobre los contratos, los salarios y el estatuto docente. Lo único que dejamos 
descentralizar fue el manejo de los planteles. Nosotros apoyamos a nuestros 
compañeros de salud para que allí tampoco perdieran muchos derechos con 
la descentralización de la salud. (Lara, 2013, entrevista)156. 
  
 
3.2.7  Reformas al sector salud 
 
Las principales políticas en materia de Salud fueron: el Seguro Nacional de 
Maternidad y Niñez, el Seguro Nacional de Vejez, y el Seguro Básico de Salud. La 
salud es el segundo sector de política social básica que se descentralizó hacia los 
gobiernos locales y guarda una estrecha semejanza en la estructura general de los 
sectores descentralizados. El municipio queda a cargo de la infraestructura, 
mantenimiento y dotación de centros de salud, el departamento de los pagos al 
personal médico y la nación orienta el sistema general de salud. El énfasis de las 
transformaciones sectoriales será dirigirse de manera prioritaria hacia la población 
pobre. En consecuencia, el proceso general de descentralización de la salud estará 
acompañado de una serie de iniciativas paralelas y complementarias. Por una parte, 
se crea un Seguro Nacional de Maternidad y Niñez –SNMN- en junio de 1996, el cual 
focaliza su acción a favor de las madres embarazadas y los niños menores de 5 
años, con un cobertura del 90% de los municipios (DS 24303, 1996)157. Por otra 
parte, se crea un Seguro Nacional de Vejez –SNV- también en el año de 1996 y 
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Jurídico libre, 24 de mayo de 1996.  http://www.lexivox.org/norms/BO-DS-24303.xhtml. [Consulta: 2 
noviembre 2013].  
      
  
117 
dedicado a la población mayor a 65 años de edad (DS 24448, 1996)158. Además se 
fundó el Seguro Básico de Salud en diciembre de 1998 con la finalidad de financiar 
los servicios de salud primaria con un enfoque de medicina familiar, preventivo y 
controlador de enfermedades transmisibles (DS 25265, 1998)159. Otras tres 
características generales de las reformas a las políticas sociales se expresan 
también en el área de la salud: la demanda de cofinanciación municipal, la 
participación ciudadana y el involucramiento del sector privado en la prestación de 
servicios y en la extensión de los seguros; tal y como se habría experimentado 
previamente en Chile desde la década del ochenta y en Colombia desde la reforma 
de 1993 (Antelo, 2000, p. 62)160. Con la finalidad de mejorar los resultados en salud 
se interviene también el saneamiento básico a través del programa de Saneamiento 
Básico Rural –PROSABAR- y la política de manejo de agua; ambas iniciativas 
promocionan igualmente la participación del sector privado (DS 24904, 1997)161. 
 
3.2.8  La lucha contra la pobreza 
 
El proceso de descentralización y las reformas específicas a la educación y la salud 
se conciben, en buena parte, como componentes de la lucha contra la pobreza. Las 
tres reformas hacen llegar recursos a territorios y poblaciones desprovistas de ellos y 
para bienes y servicios considerados definitivos de atender para superar la pobreza. 
Sin embargo, el gasto descentralizado estructural y de cobertura universal no será 
considerado suficiente para atender la pobreza.  
 
                                        
158. Sánchez de Lozada, Gonzalo. Decreto Supremo Nº 24448 de 1996  [en línea]: lexivox, Portal 
Jurídico libre, 20 de diciembre de 1996.  http://www.lexivox.org/norms/BO-DS-24448.xhtml. 
[Consulta: 2 noviembre 2013]. 
159. Banzer Suarez, Hugo. Decreto Supremo Nº 25265 de 1998 [en línea]:  lexivox, Portal Jurídico libre, 
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Durante la crisis de principios de los ochenta el gasto público social tendió a la baja, 
tendencia que no contrarió los primeros años del ajuste de choque, de tal manera 
que dicho “gasto” se redujo considerablemente de 1980 a 1986. Después, las 
consecuencias sociales de la Nueva Economía Política –NEP- se atacaron mediante 
un Fondo de Emergencia Social transitorio desde 1986 que, devendrá permanente 
desde 1989 bajo el nombre de Fondo de Inversión Social. De tal manera, grupos 
selectos de población pobre, presumiblemente los más pobres entre los pobres, 
concentrados en las áreas rurales, las mujeres, los niños, los ancianos, serán sujetos 
privilegiados de atención. Sus condiciones personales como las carencias en 
dotaciones de infraestructura, vivienda, salud, educación, alimentación y servicios 
básicos serán atendidas mediante proyectos prioritarios focalizados. Se apoyarán 
también proyectos de generación de ingresos y de sostenimiento de actividades 
productivas y comerciales. El Fondo de Desarrollo regional –FDR- y el Fondo de 
Desarrollo Campesino –FDC- se especializarán en la infraestructura y los proyectos 
de impacto económico. De tal manera, ya a finales de los ochenta y con más veras 
en la década del noventa, la tendencia del gasto público social fue revertida de 
manera importante.  
 
El gasto en salud, educación, seguridad social y apoyos comunitarios no cesará de 
crecer durante la segunda ola de reformas, al punto que hará más que multiplicarse 
por dos entre el año de 1990 y el año de 1997, al pasar de representar cerca al 6% 
del PIB al 13%. El gasto en educación saltará de menos del 3% al 6%. El de 
seguridad social también tendrá un notable incremento al pasar de ser un poco más 
del 1% a un poco menos del 4% del PIB. El gasto en vivienda y servicios 
comunitarios se multiplicará por dos desde el 1 al 2%. Finalmente, menor crecimiento 
tendrá el gasto exclusivo en salud desde el 1,2% al 1,4%, aunque debe admitirse que 
otros rubros del gasto social tendrán impacto sobre la salud, como se verá más 
adelante (Antelo, 2000, p. 66)162. Con razón llama la atención el economista de la 
Universidad Católica, Eduardo Antelo, cuando advierte un cambio profundo en la 
estructura de la inversión pública durante la década del noventa, en la medida en que 
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mientras se multiplicó por 5 la inversión social dentro del gasto total (del 10% al 
49%), aquella dedicada al sostenimiento de empresas productivas colapsó del 33% 
en 1987 al 1% una década después en 1998. Esta sola relación concentra una 
transformación en el modelo de intervención del Estado mediante el cual abandona 
su compromiso productivo directo, mantiene apoyos externos a sectores productivos 
privados y comunitarios, y se dedica a apoyar la política social básica a través de la 
descentralización, la participación ciudadana, la privatización de los prestadores y el 
involucramiento masivo del sector solidario nacional e internacional en la financiación 
y ejecución de políticas públicas sociales163.  
 
3.2.9  Privatizaciones y capitalizaciones: las joyas de la corona 
 
Concomitante con las reformas políticas se adoptó un programa extenso de 
privatizaciones. Desde finales de la década del ochenta y durante todos los noventa 
se legisló a favor de las privatizaciones164. La confianza de los inversionistas en la 
estabilidad del sistema político, así como en la continuidad del modelo económico 
derivado del ajuste estructural persuadió a la dirigencia política de que había llegado 
el momento de una audaz profundización. La extensión del sistema crediticio interno 
y externo apoyó la gran subasta de privatizaciones de empresas estatales que 
tuvieron un espectacular repunte en dicho periodo logrando enajenar 53 empresas 
de patrimonio estatal a favor del sector privado entre 1994 y 1999. Reproducimos el 
cuadro de Eduardo Antelo (2000, p. 50) al respecto165. 
 
Tabla 3. 
                                        
163. Antelo, Políticas De Estabilización Y De Reformas Estructurales En Bolivia a Partir De 1985. Pp. 
68   
164.  Por ejemplo, las leyes de Hidrocarburos (1990 y 1996), Electricidad (1994), Telecomunicaciones 
(1995), Concesiones de Obras Públicas de Transporte (1998) y leyes sectoriales de servicios públicos 
domiciliarios. Además, se facilitó la inversión privada en corredores fronterizos para profundizar la 
exportación de recursos naturales y energéticos, por ejemplo, a través de la llamada Ley Corazón de 
1999. 
165. Antelo, Eduardo (2000). Políticas De Estabilización Y De Reformas Estructurales En Bolivia A 
Partir De 1985, (Serie Reformas Económicas, 62  Gobierno de los Países Bajos) 88.}.  





La combatividad de la clase obrera había sido menguada y sus acciones 
pulverizadas en una miríada de demandas dispersas y “gremialistas”. La fuerza 
campesina también se encontraba reducida y las clases medias parecían haber 
encontrado un acomodo, o una resignación, en el nuevo modelo de promoción de 
emprendedores, contratistas, fundaciones y cuenta propias. Entonces se avanzó en 
lo impensable, deshacerse de los grandes monopolios estatales, cinco de seis. La 
tecnocracia se inventó una ingeniosa solución que evitara las malas experiencias de 
privatizaciones emprendidas en otros países de América Latina, en particular en 
Argentina, con resultados desastrosos para el desarrollo de algunas empresas 
cedidas, claros favores para algunos grupos privados y bajo mecanismos que 
facilitaron una abierta corrupción. En 1994 se promulgó la Ley No 1544 para atraer al 
capital internacional relativamente ausente en la primera fase del ajuste de choque y 
su estabilización posterior (L 1544, 1994)166. El anzuelo inventado no fue la 
tradicional “privatización” sino la “capitalización”. Se convocó una competencia 
internacional a los inversionistas dispuestos a inyectar capital fresco en sociedades 
anónimas y rivalizar en planes de desarrollo tecnológico y estratégico en un horizonte 
de 5 a 8 años. Grandes grupos económicos transnacionales se hicieron así al control 
del 50% de las acciones, mientras el 49% de propiedad del Estado se transfirió a 
todos los bolivianos mayores de edad al 31 de diciembre de 1995, bajo la figura de 
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un Bono Solidaridad (BONOSOL). A imagen y semejanza de un bono pensional se 
retribuirían rentas anuales a partir de los 65 años de edad, para una población con 
una esperanza de vida, en ese entonces, de 59 años. Dichos recursos engrosaron un 
Fondo de Capitalización Colectiva manejado por Administradoras de Fondos de 
Pensiones –AFP- de carácter privado. El 1% de las acciones se repartió entre los 
trabajadores de las empresas. La magnitud de los negocios de las privatizaciones fue 
tan grande que se creó un Ministerio de Capitalización.  
 
La atracción de capital externo lograda por las capitalizaciones es innegable. Con 
base en ella se apalancó un vertiginoso crecimiento sostenido de la Inversión 
Extranjera Directa –IED- que se multiplicó por 5 veces en 7 años, al pasar de un 
escaso 2,1% del PIB en 1992 a un importante 10,2% en 1998. En particular el capital 
atraído llegó a desarrollar el potencial productivo de los hidrocarburos, recurso que 
se concentra en el Oriente boliviano. Dentro del total de la IED el porcentaje invertido 
en hidrocarburos pasó de ser un quinto del total (22,4%) a más de la mitad (58,5%) 
en el período.  
Tabla 4. 
Fuente Eduardo Antelo (2000, p. 50)167 
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Las ganancias del capital transnacional no se tradujeron en la prometida alza en el 
empleo porque una mayor competitividad supuso el reemplazo del trabajo por 
maquinaria importada y sistemas de administración menos costosos, tecnificados y 
automatizados. De tal manera, las capitalizaciones aumentaron el desempleo de la 
fuerza laboral capacitada, ayudó a alimentar el sector informal y las migraciones de 
trabajadores, así como condujo a un aumento de precios de bienes y servicios a los 
que se les retiraron los subsidios estatales. 
 
El sistema pensional también fue intervenido, abandonado el reparto simple para 
adoptar la capitalización individual, a partir del cual cada trabajador recibe al final de 
su vida productiva según su propio esfuerzo realizado. Se permitió así al sector 
financiero privado captar el ahorro del 49% del valor de las acciones de las empresas 
capitalizadas, ampliar la cobertura de la intermediación financiera y capturar los 
ahorros de los trabajadores que fueron obligados a realizar el traspaso hacia las 
aseguradoras privadas. La reforma a las pensiones constituyó una interesante esfera 
para la internacionalización del capital dentro del país, en la medida en que dos 
consorcios internacionales ganaron el concurso para administrar los recursos: el 
Consorcio Invesco Argentaria (AFP Futuro de Bolivia) y el Consorcio Previsión Banco 
Bilbao Vizcaya (AFP Previsión BBV). No se creó un sistema de competencia abierta 
sino una repartición monopólica del mercado del aseguramiento entre las AFP 
privadas a las que se les asignaron igual número de cotizantes de las 4 grandes 
ciudades (La Paz, El Alto, Cochabamba y Santa Cruz), así como se asignaron áreas 
de exclusividad en el resto del país a cada una por 5 años (Antelo, 2000, p. 55)168.  
 
Además de las privatizaciones y las capitalizaciones se utilizó la figura de las 
concesiones que operaron para los aeropuertos, la recaudación de aportes para 
vivienda y empresas de agua potable y alcantarillado de La Paz, El Alto y en 
particular de Cochabamba a una empresa de los Estados Unidos, Bechtel 
Corporation.  
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El recuento de modalidades de privatización y apoyo al sector privado estaría 
incompleto si se omite señalar que desde un inicio el proceso general de 
descentralización, y en particular el sistema de coparticipación tributaria, fue también 
un estímulo al desarrollo empresarial a partir del gasto local. La relación entre 
transferencias y privatización es reforzada posteriormente por diversas iniciativas que 
estimulan la contratación del gasto y la inversión pública con el sector privado y con 
las comunidades reconocidas como empresas para la ejecución del gasto público. 
De tal manera se busca ejecutar gasto público sin crear burocracia estatal y ampliar 
mercados territoriales bajo el protagonismo y extensión de empresas privadas, con o 
sin ánimo de lucro, a medida que se incrementa el gasto social descentralizado. 
 
Por último, la independencia del Banco Central Boliviano fue proclamada como 
complemento importante de las reformas económicas y fortalecida en 1995 mediante 
le ley 1670169. Las autoridades de hacienda afirman la necesidad de controlar el 
crédito al Estado de parte del Banco para evitar toda tentación de gastar sin control y 
de emitir sin medida, ambas razones que habrían conducido a la hiperinflación en 
1984 y 1985. El equilibrio macroeconómico logrado mediante el control del gasto y de 
la política monetaria expansiva asegurarían una baja y controlada inflación. Al final, 
el control de los precios y la defensa del valor de la moneda serían los complementos 
necesarios de un modo de regulación económica con base en la iniciativa privada y 
la internacionalización de los circuitos y activos nacionales.  
 
3.2.10  Modernización estatal y seguridad jurídica 
 
El tercer componente del portafolio reformista tuvo como objetivo la modernización 
de la administración pública, del poder ejecutivo, del legislativo y de los poderes 
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judiciales. Singular importancia contiene la gran creación institucional en la rama 
judicial. Varios e importantes objetivos explícitos legitimaron las reformas. Fortalecer 
la separación de poderes para evitar posibles excesos de la rama ejecutiva y 
legislativa, tanto como de los burócratas o militares. Iniciativa importante en un país 
con demasiada personalización de las decisiones públicas y quebrantos al orden 
legal, tanto como reiterados desconocimientos de derechos sociales, políticos y 
económicos. La defensa de la “seguridad y estabilidad jurídica” se elevó como 
condición general para atraer capital, desarrollar los mercados privados y promover 
la generación de empresas. La defensa de los derechos ciudadanos ante los grandes 
poderes estatales, sociales y privados fue una iniciativa con mucha popularidad y 
central en una estrategia de defensa de la iniciativa privada y los derechos 
individuales. Las principales instituciones del sistema judicial reforzado serán: El 
Tribunal Constitucional encargado de defender derechos ciudadanos tales como el 
Hábeas Data, el Hábeas Corpus y el Amparo Constitucional; la Corte Suprema de 
Justicia; el Tribunal Agrario Nacional; el Consejo de la Judicatura y el Defensor del 
Pueblo, figura de mucha popularidad en la medida que está encargada 
expresamente de la defensa de los derechos vulnerados a las personas (L 1585, 
1994; L 1715, 1996)170. 
 
3.3 La emergencia de la descentralización: La feliz constelación neoliberal, la 
inserción indígena y la frustración cívica, 1994 – 2000 
 
El sesgo de modernización del conjunto de las reformas es innegable. La 
institucionalización de los territorios, el reconocimiento de derechos ciudadanos y de 
                                        
170.  Ley de Consulta 2 de noviembre de 2013 que fortalece el poder judicial (Tribunal Constitucional, 
la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de la Judicatura y el Defensor del Pueblo). Sánchez de 
Lozada, Gonzalo Ley 1585 de 1994 [en línea]:  lexivox, Portal Jurídico libre, agosto 12 de 1994. 
http://www.lexivox.org/norms/BO-L-1585.xhtml. [Consulta: 02 noviembre 2013].Sánchez de Lozada, 
Gonzalo Ley 1715 de 1996 [en línea]:  Red De Desarrollo Sostenible Y Medio Ambiente -redesma-, 
octubre 18 de 1996. http://www.redesma.org/docs_portal/leyes/ley_inra.pdf. [Consulta: 2 noviembre 
2013]. 
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los pueblos indígenas y campesinos, reglas claras e incentivos generosos para el 
desarrollo de mercados, todos contienen aspectos que cualifican la política, las 
instituciones y la economía. Pero las reiteradas modernizaciones que se realizan en 
la historia no son neutras.  Alrededor de ellas se definen prelaciones culturales, 
hegemonías programáticas y los márgenes del orden social legal. Por ello no extraña 
que cada uno de los componentes del portafolio de las reformas concentre las 
pugnas estratégicas más significativas. De acuerdo con el antropólogo político 
holandés Willem Assies (2003)171 a principios de la década del noventa tres fuerzas 
sociales y políticas se disputaban diseños, sentidos y usos potenciales de una 
reforma territorial del Estado, la economía y la política. En sus palabras: 
Al lado de las demandas departamentalistas de los Comités Cívicos, el 
movimiento indígena, apoyado por varios ONGs, había impulsado el debate 
sobre la plurinacionalidad, mientras que el proyecto EMSO del Banco Mundial 
elaboró, entre 1988 y 1994, varias propuestas de descentralización 
administrativa. (P. 2). 
 
Consideraremos aquí el protagonismo de estas tres fueras definitivas para 
comprender las orientaciones generales del proceso de descentralización, sentidos 
bifurcados consignados en las transacciones normativas y las nuevas instituciones, 
usos contradictorios de las reformas y pugnas por moldear la arquitectura 
descentralizada del Estado: el neoliberalismo, el indigenismo y el movimiento cívico 
de orientación patronal. 
 
                                        
171. Assies, Willem (2003), ’La Descentralización A La Boliviana Y La “Economía Política Del 
Reformismo”’, in Assies, Willem (ed.), Gobiernos locales y reforma del Estado en América Latina: 
innovando la gestión pública (Zamora: Colegio. El proyecto “Economic Managment Strenghtening 
Operations” –EMSO- del Banco Mundial apoyó la formulación de propuestas de descentralización de 
la educación, la salud y el transporte en el periodo previo a la adopción de las leyes de 
descentralización, entre 1988 y 1994. 
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3.3.1 El ordenamiento territorial del neoliberalismo: la descentralización 
institucional para el mercado 
 
En virtud del ajuste de choque de 1985 los textos ortodoxos neoliberales se 
trasfirieron prácticamente sin resistencia a la realidad de un país dependiente y en 
situación de extrema vulnerabilidad. Los programas transitorios de “alivio a la 
pobreza” creados en 1986 y después transformados en permanentes en 1989 
rediseñaron la nueva orientación neoliberal de la política social. Este país que debió 
acoger de manera tan prístina el arsenal de reformas económicas, institucionales y 
políticas neoliberales sirvió de aliciente para extender las enseñanzas del “caso 
boliviano” a otros países de América Latina y África, tanto en materia del ajuste de 
choque a la economía como de compensación de sus estragos sociales mediante 
fondos sociales de focalización de recursos para pobres. 
 
En la década del noventa una segunda ola de reformas será emprendida. Una vez 
más Bolivia será una alumna ejemplar cumpliendo a pie juntillas requisitos, planes de 
ajuste y recomendaciones del Fondo Monetario, el Banco Mundial y otras “agencias 
de cooperación” (Camacho, 2013, entrevista)172. El premio, pasear el “estudio de 
caso exitoso” como inspirador de reformas similares a nivel planetario; de América 
Latina a África, Asia y los países excomunistas del este europeo. El proceso de 
descentralización así como las reformas a las políticas sociales (educación, salud, 
pobreza y seguridad social) cumplirán un doble objetivo estratégico dentro del 
dispositivo programático neoliberal. Uno de legitimidad del nuevo orden y otro de 
creación de la arquitectura institucional más acorde con las necesidades de la 
                                        
172. “La ley de participación popular hizo parte de las reformas neoliberales de segunda generación, 
al lado de la descentralización de la educación y la salud, la reforma a la seguridad social, las 
privatizaciones en masa y la seguridad jurídica”. Alfonso Camacho, fundador del MIR y del MBL, 
ministro de educación y prefecto (gobernador). Entrevista agosto 2013, Cochabamba, Darío I. 
Restrepo. 
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extensión de los mercados privados. En palabras del antropólogo y planificador 
regional Benjamin Kohl (2002)173, profesor en la Universidad de Temple Filadelfia: 
When examined together, it becomes clear how economic and administrative 
restructuring has sought to provide transnational firms both access to Bolivian 
natural resources as well as the social stability necessary in which to operate. 
As privatization through the Law of Capitalization further opened the country’s 
borders to global capital, the decentralization program through the Law of 
Popular Participation served to focus the attention of popular movements from 
national to local arenas. (P. 449). 
 
Al liberalismo económico le acompañaría “naturalmente” el liberalismo político. La 
mayor operación de privatización a favor de capitales transnacionales de los recursos 
estratégicos del Estado llevada a cabo en América Latina, -solo comparable a la 
operación emprendida en Argentina por el presidente Carlos Saúl Menem-, se hizo al 
tiempo con una generosa oferta de ampliación de la democracia local, la 
participación ciudadana y el reconocimiento del pluralismo étnico. A principios de los 
noventa en México la masiva transnacionalización de los espacios interiores 
agenciada por el Tratado de Libre Comercio con los Estados Unidos y Canadá 
coincidió con el levantamiento de los indígenas de Chiapas. Bolivia resolvía el 
“impase mexicano” al adoptar una solución de amplia legitimidad: la 
descentralización y el reconocimiento multiétnico al tiempo con la enajenación de los 
activos nacionales a favor de firmas extranjeras. Los países latinoamericanos, 
federalistas o unitarios, habían construido un Estado centralizado, al que 
correspondía un mercado igualmente centralizado y concentrado en términos 
territoriales. De tal manera, en Bolivia como en otros países, las regiones periféricas 
encubaron durante el siglo XX demandas de descentralización y sentimientos anti 
centralistas. La combinación entre privatizaciones y atención a las demandas 
regionales concitó amplias mayorías sedientas de superar las dramáticas 
                                        
173. Benjamin Kohl, “Stabilizing Neoliberalism in Bolivia: Popular Participation and Privatization,” 
Political Geography 21 (2002): 449 - 472. 
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consecuencias sociales de la Nueva Económica Política. Al sindicalismo obrero y 
campesino debilitado por la NEP le sucedía el fortalecimiento de los “poderes 
locales”. En vez de sindicatos combativos se privilegiaba el reconocimiento de las 
etnias indígenas como sujetos de derechos y de interlocución permanente e 
institucionalizada con la administración pública local, a través de las Organizaciones 
Territoriales de Base y los Comités de Vigilancia. Mientras con las privatizaciones y 
la enajenación de los monopolios estatales se traspasó al mercado las joyas de la 
corona del patrimonio nacional, la coparticipación representó un costo de transacción 
menor como pago por la ganancia de gobernabilidad, estabilidad y legitimidad de la 
operación. Las capitalizaciones sumaron el 25% del PIB de 1997 con inversiones del 
orden de los 1.671 millones de dólares y las privatizaciones le aportaron al fisco 133 
millones de dólares entre 1994 y 1998 (Antelo, 2000, pp. 48 y 50)174; mientras que la 
coparticipación municipal representó el 2,28% del pib en 1997175. La 
descentralización representó un bajo costo de transacción con el fin de hacer avalar 
el gran negocio de la enajenación de los activos estatales. En palabras de Benjamin 
Kohl (2002)176.  
 
Until 1985 opposition to the social impacts of economic restructuring and 
austerity plans was national and class-based. When the Bolivian Workers’ 
Federation (COB), one of the strongest union federations in the world, called 
for a general strike to oppose price hikes the country would screech to a halt. 
As the LPP directed attention away from national processes to local ones, 
opposition became fragmented and more closely tied to Grassroots Territorial 
Organizations, while municipal struggles for limited resources became 
increasingly local in focus. In the words of ex-mining leader Filemón Escobar, 
currently an advisor to the cocaproducers union, “With Popular Participation, 
we’re fighting for pennies while Capitalization has taken all the dollars off the 
table. (pp. 465 y 466). 
                                        
174. Eduardo Antelo, Políticas De Estabilización Y De Reformas Estructurales En Bolivia a Partir De 
1985, vol. 62, Serie Reformas Económicas (Gobierno de los Países Bajos, 2000).  
175 INE - Estadísticas Económicas – Gobierno - Coparticipación tributaria municipal. 
176. Kohl, “Stabilizing Neoliberalism in Bolivia: Popular Participation And Privatization.”.  




Sin embargo, las reformas políticas democráticas no fueron un mero distractor de 
otras reformas, ellas sí fundamentales. Nada más alejado del ideario neoliberal, poco 
afecto entonces a realizar concesiones programáticas en su marcha triunfal del 
ajuste en la década del noventa. Para empezar, la descentralización de los bienes 
básicos de la política social buscó debilitar las organizaciones sociales de carácter 
nacional, cuya interlocución con el Estado nacional se desvanecía por sustracción de 
materia, como consecuencia de la descentralización de las competencias y recursos 
de la política social. De “leyes malditas” calificaron los sindicatos la segunda ola de 
reformas estructurales, en particular a las privatizaciones y a la reforma a la 
educación que comprendía la descentralización del sector (Garcés, 2007, en 
línea)177. Desde la perspectiva neoliberal el reconocimiento de la interlocución étnica 
reemplaza aquella de los trabajadores agremiados, así como la participación 
ciudadana, comprometida con la administración pública local, sustituye a las 
organizaciones populares reclamantes externas de derechos al Estado.   
 
No se trata, sin embargo, de un mero relevo de los sujetos de interlocución 
reconocidos por el Estado, de los trabajadores y sindicatos a los ciudadanos y 
pueblos. De acuerdo con la doctrina económica introducida en Bolivia por Jeffrey 
Sachs los “bienes transables”, es decir, exportables, no deben ser producidos ni 
provistos por el Estado, sino por el sector privado y abiertos a la competencia 
internacional. En cuanto a los bienes “no transables”, de consumo interno, lo mejor 
es devolverlos a las comunidades locales como lo era en el siglo XIX. Los temas de 
interlocución con el Estado cambian tanto como los sujetos de tal relación. En este 
sentido, desde un comienzo, la descentralización hace parte del ajuste neoliberal en 
tanto complemento del proceso de privatización y en tanto proceso de devolución de 
                                        
177. “Las organizaciones campesinas combatiremos contra las malditas leyes” en número 82 de 1999. 
Citado en Garcés V., Fernando.  “Representaciones sobre el quechua y el conocimiento quechua en la 
Reforma Educativa Boliviana y en el Periódico Conosur Ñawpaqman ¿Colonialidad o 
interculturalidad?” En: Universidad Andina Simón Bolívar, Sede Ecuador. Doctorado En Estudios 
Culturales Latinoamericanos. Instituto de Investigaciones Antropológicas. Museo Arqueológico UMS.  
http://www.museo.umss.edu.bo/wp-content/uploads/2012/03/Tesis-Final-Garces-low_res.pdf. 
[Consulta: 1 abril 2013]. 
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competencias y responsabilidades de bienes no transables a las comunidades 
territoriales.  
 
¿Pero cuál es el ámbito territorial que debe recibir las competencias de los bienes y 
servicios no transables? ¿La región, los departamentos, las asociaciones de 
municipios o las localidades? Según Carlos Hugo Molina en un principio el Banco 
Mundial estaba interesado en la descentralización sectorial de la salud, la educación 
y el saneamiento básico. Luego, el proyecto EMSO-Regional financiado por el Banco 
realizó diagnósticos sobre la realidad de las políticas públicas en los territorios. Una 
vez el gobierno nacional de Gonzalo Sánchez de Lozada se la jugó por el municipio 
el Banco Mundial “se ajustó a la propuesta municipal” (Molina, 2013, entrevista)178. A 
nuestro juicio, la ortodoxia escogerá al municipio como receptor de las competencias 
transferidas, entre otras razones porque estas eran básicamente la salud de baja 
complejidad y la educación básica, la cultura, la recreación, el saneamiento básico, la 
infraestructura local y la pequeña asistencia agro pecuaria. Todos ellos servicios al 
alcance de la mano de los ciudadanos consumidores y demandantes de servicios a 
la administración179. La infraestructura de apoyo al desarrollo territorial se dejó en el 
ámbito departamental, como venía siendo desde la década del setenta, y los 
recursos principales del desarrollo nacional se ofertaron a la privatización 
internacional (Assies, 2003)180.  
 
Sin embargo, a pesar de la retórica acerca de la respuesta a una demanda social 
cabe subrayar que la municipalización era todo menos una demanda social. (p. 
3). 
 
                                        
178. Carlos Hugo Molina, Secretario (Ministro) de Participación Popular durante el gobierno que 
impulsó la descentralización en 1994 y 1995. Entrevista agosto de 2013, Santa Cruz de la Sierra, Darío 
I. Restrepo. 
179. Previamente, Colombia en 1986 y Brasil en 1988, habían emprendido una “descentralización 
municipalista” a pesar de que las principales redes partidistas, gremiales y sindicales tenían mayor 
presencia y fortaleza en el nivel departamental y estadual, respectivamente. 
180. Assies, Willem (2003), ’La Descentralización A La Boliviana Y La “Economía Política Del 
Reformismo”’, in Assies, Willem (ed.), Gobiernos locales y reforma del Estado en América Latina: 
innovando la gestión pública (Zamora: Colegio de Michoacán A.C.) 248  
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En efecto, los sindicatos se opusieron a la descentralización, los movimientos cívicos 
reclamaron con fuerza desde la década del ochenta una descentralización hacia los 
departamentos y los movimientos indígenas reclamaban reconocimiento y 
fortalecimiento de autonomías de pueblos y comunidades, no de entidades 
municipales. La descentralización municipal se hizo entonces en un relativo vacío de 
demanda social y política local. Más aún, el municipio era la estructura institucional 
más débil y de baja cobertura territorial de todo el ordenamiento institucional 
boliviano (Molina, 1997)181. 
 
La apuesta del Banco Mundial por el municipio contó con un poderoso aliado político 
nacional, el presidente de la República Gonzalo Sánchez de Lozada, quien criticó 
fuertemente todo avance de descentralización hacia los departamentos con el 
argumento de que podía empujar el país hacia la deriva de una “balcanización”. Los 
anhelos territoriales serían políticamente más seguramente atendidos en municipios 
jóvenes y débiles que en departamentos con bases políticas, sociales, sindicales y 
empresariales fuertemente asentadas. Además del presidente los principales 
partidos políticos tradicionales, así como los de izquierda eran centralistas y había 
demostrado poco interés en dotar a los departamentos de poder de representación 
político directo (Molina, 1997, p. 112)182. Las redes y liderazgos partidarios 
construidos en la dimensión nacional temían una disputa a su protagonismo 
anticuado en el nivel intermedio, no tanto así en cuantiosos, precarios y dispersos  
municipios recién conformados.  
 
Un par de detalles dejan ver la mano de la asesoría externa que uniformiza diseños y 
reglas de la descentralización en la América Latina de los noventa. Las masivas 
coparticipaciones concurrentes de un incremento del gasto público social no debieran 
terminar por agrandar la burocracia, los “buscadores de renta” y el clientelismo local. 
¿Cómo lograr el aumento del gasto sin hinchar el tamaño del Estado? De dos formas 
                                        
181. Fernando Molina, Historia De La Participación Popular (La Paz: Secretaría Nacional de 
Participación Popular, 1997).  
182. Molina, Historia De La Participación Popular. 
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inscritas en los artículos originales de 1994 y 1995 y reforzadas por 
reglamentaciones posteriores. El 85% de la transferencia a los municipios y 
departamentos sería exclusiva para inversión y no para cubrir pagos de 
funcionamiento. En segundo lugar, el gasto público debía “tercerizarse”, es decir, 
contratarse con el sector privado, fuera este solidario y comunitario, o con ánimo de 
lucro. Al menos el 2% del PIB por año habrían captado las ONG durante el gobierno 
de Sánchez de Lozada entre 1993 a 1996, con un personal cercano a los 10.000 
trabajadores y siendo contratistas de los diferentes niveles estatales, así como de la 
filantropía nacional e internacional. Las ONG no sólo son empresas privadas sin 
ánimo de lucro ejecutando programas y presupuestos públicos, sino palancas 
destacadas en la consecución de nuevos recursos no tributarios para las políticas 
públicas sociales. Las comunidades mismas no serían ya “receptoras pasivas” de 
dádivas y servicios, puesto que la extensión descentralizada de las políticas las 
convocaron a “participar de manera responsable” en la co- financiación. La extensión 
de los derechos sociales se identificó con el incremento de la contribución 
comunitaria a la financiación, ejecución y vigilancia del gasto. Los dineros de la 
coparticipación tributaria no alcanzaron a cubrir las obligaciones necesarias a la 
construcción, mantenimiento y dotación de planteles educativos y de salud, las 
carreteras secundarias, la infraestructura deportiva y cultural, ni tampoco los 
sistemas de micro riego. Por esta razón, el esquema de descentralización obligó 
emprender una afanosa búsqueda de nuevos recursos dentro de la sociedad local y 
fuera de ella (Blanes, 1999)183. Las alcaldías incrementarán la tributación local, las 
comunidades aportarán trabajo, dotaciones y capacidad, mientras las ONG 
canalizarán la cooperación (Kohl, 2002, p 464)184. Unas alcaldías compitiendo contra 
las otras, unas comunidades y fundaciones rivalizando con sus pares por recursos 
escasos, tal es el ideario programático neoliberal que se puso en marcha con la 
combinación entre descentralización y autogestión comunitaria. 
 
                                        
183. José Blanes, “La Descentralización En Bolivia. Avances Y Retos Actuales,” in Descentralización Y 
Participación Ciudadana En Los Gobiernos Locales. Región Andina (Quito: Flacso - Ecuador / OEA / 
Parlamento Andino, 1999).  
184. Kohl, “Stabilizing Neoliberalism in Bolivia: Popular Participation And Privatization”.  
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El periodo 1993 – 1998 constituye una época de oro del neoliberalismo en Bolivia en 
la medida en que se reconstruye el modelo de acumulación y el sistema político en 
aparente armonía. El gobierno es compartido entre los principales ideólogos 
neoliberales y radicales indigenistas, a los que les acompaña una renovada izquierda 
reformista. Los unos aceleran las privatizaciones, los otros obtienen reconocimiento 
de la naturaleza multiétnica de la nación y los terceros logran descentralizar el poder 
hacia las comunidades y la sociedad. La toma transnacional de los monopolios 
estatales se acompaña con el fortalecimiento del “poder local”, el poder privado se 
combina con la participación comunitaria, el liberalismo económico con el liberalismo 
político, la competencia externa con el pluralismo interno. Dicho acuerdo no podía 
mantenerse sin tensiones y contenía riesgos para las partes constitutivas del nuevo 
ideario de unidad. Sin embargo, su destino no estaba saldado de antemano. La 
alianza facilitaba la integración de fuerzas indígenas, campesinas y populares al 
modelo neoliberal, pero abrigaba torpedos con capacidad de pulverizar el dispositivo 
neoliberal desde adentro.  
 
3.3.2 El ordenamiento territorial del indigenismo: La soberanía para los 
pueblos y comunidades   
 
La descentralización debe enfocarse, por lo tanto, tanto a nivel local como 
nacional, como un componente de lo que está en juego dentro de las relaciones 
de poder entre actores sociales existentes y en emergencia, relaciones de poder 
que evolucionan entre otras cosas como resultado de la introducción de las 
reformas de descentralización, que significan un reordenamiento o hasta una 
redefinición del espacio político. (Thede, 2008, P. 13)”185.  
 
La sociedad produce las instituciones mediante conflictos entre fuerzas en pugna. A 
la vez, las instituciones moldean las formas de expresión, las organizaciones sociales 
y las prácticas políticas. La historia de los pueblos indígenas y de los movimientos 
                                        
185. Thede, Nancy (2008), ’La Descentralización En Bolivia Y Su Impacto En El Desarrollo Local. Un 
Avance Hacia La Inclusión?’, in Dembicz, K. (ed.), Sociedades locales y desarrollo territorial en 
América Latina frente a los desafíos del siglo XXI. (Varsovia: CELSA) 115 - 133 
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cívicos empresariales departamentales recorre un va y viene entre la sociedad y el 
Estado mediante el cual se transforman las posturas, las oportunidades y amenazas 
que cada fuerza reconoce en el ordenamiento territorial predominante. Al hacerlo, 
son las identidades, las formas de organización y las plataformas programáticas 
mismas que se transforman, se re-tejen las relaciones de la sociedad con las 
instituciones y se re-constituyen dichas fuerzas sociales. 
 
La historia de los pueblos indígenas de Bolivia puede separarse en dos, una primera 
de negación y una segunda de reconocimiento. La conquista y colonización española 
sometió a los indios mediante su agrupamiento alrededor de minas para la extracción 
con destino a la metrópoli y de centros de producción de alimentos para los 
asentamientos humanos. Las reducciones indígenas reconocían a su manera la 
especificidad del ser indio, en cambio la independencia de 1825 se basó en la 
intención de crear una ciudadanía uniforme dentro de una república nacional. Los 
reformadores liberales entre 1870 y 1880 en Bolivia, como en el resto de los países 
de América Latina durante la segunda mitad del siglo XIX, emprendieron la 
“desvinculación” del indio de la tierra y la desarticulación de la apropiación 
comunitaria de los territorios. El objetivo: convertir a la tierra y a los pobladores en 
mercancías que se pudieran comprar y vender, subdividir a la primera y movilizar a la 
segunda para desarrollar la actividad económica de tipo capitalista (Urioste, 2001, p. 
5)186. Ser indio era un rezago de la pre-modernidad y del subdesarrollo para las 
elites, y para la población autóctona motivo de discriminación y desconocimiento de 
derechos políticos y sociales.  
 
La revolución nacionalista de 1952 no contrarió el estigma sino que lo profundizó a 
través de sus cuatro grandes reformas. La universalización de la educación se 
entendía en castellano como instrumento para culturizar al pueblo en los valores, la 
historia y los conocimientos del blanco. La reforma agraria quiso convertir al indio en 
campesino, propietario de su tierra u obrero agrario en fincas y plantaciones. La 
                                        
186. Miguel Urioste, “Bolivia: Descentralización Municipal Y Participación Popular” (Fundación 
Tierra, 2001).  
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nacionalización de las minas fue la gran ocasión para que el indio deviniera obrero 
asalariado. El sufragio universal para analfabetos, mujeres e indios alzó a la 
ciudadanía a aquellos que se expresaban a través de los procedimientos políticos, 
gremiales y administrativos propios del Estado y el mercado moderno. Lengua, 
cultura, ocupación del territorio y relaciones de producción, todo debía disolverse 
para convertir a Bolivia en una gran República unitaria, centralista, de habla 
castellana y blanca, o al menos mestiza. Muere el “indio” y nace el “campesino” y el 
“obrero” (Urioste, 2001, p. 7)187. 
 
Nos dijeron que no podíamos ser indígenas, que ahora podíamos ser 
campesinos y cultivar la tierra, no hacer minería por nuestra cuenta. (Zacu, 
2013, entrevista)188. 
 
Las identidades indígenas no desaparecieron del todo, ni en toda parte. Los pueblos 
del oriente, olvidados del imperio inca y español, de la independencia, la república y 
la revolución conservaron, más que otros, prácticas, cosmogonía y formas de 
organización, representación y producción tradicionales. En la zona andina la 
situación fue diferente. La reforma agraria cumplió su tarea, la propiedad privada se 
explayó por el territorio y la economía campesina se asentó. A pesar de la presión de 
la fracción de izquierda del partido de la revolución, el Movimiento Nacional 
Revolucionario –MNR-, a favor de la colectivización de la propiedad a través de 
cooperativas campesinas bajo dirección minera, la reforma agraria que se impuso 
implementó la parcelación individual de la tierra, tal y como reclamaban la mayoría 
de campesinos (Stefanoni, 2008, p. 325)189. En algunas zonas las prácticas 
productivas se mantuvieron, así como la apropiación colectiva de la tierra y sus 
recursos, también el vigor de las autoridades tradicionales, como los  Mallkus, 
Curacas, Jilakatas y otros con su doble función social y sagrada. En otras zonas 
                                        
187. Urioste, “Bolivia: Descentralización Municipal Y Participación Popular.” 
188 Bienvenido Zacu, dirigente de la Confederación de Pueblos Indígenas de Santa Cruz. Entrevista 
agosto 2013, Santa Cruz de la Sierra, Darío I. Restrepo. 
189. Stefanoni, Pablo (2008), ’El Nacionalismo Indígena Como Identidad Política: La Emergencia Del 
MAS-ISP (1995–2003)’, La política en movimiento. Identidades y experiencias de organización en 
América Latina, 3 (Buenos Aires: CLACSO /.  
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coexistieron la tradición y la modernidad, la repartición de tareas entre las funciones 
comunitarias a cargo de la tradición, por una parte y por otra, la representación ante 
el Estado y el mercado moderno a cargo de las organizaciones sindicales 
funcionales. Urioste ( 2001)190 explica así esta repartición de tareas:  
 
Las autoridades tradicionales son designadas por turno dentro de cada 
comunidad, cabildo, ayllu menor, ayllu mayor y parcialidad. Mientras los 
sindicatos se fueron convirtiendo en órganos de gobierno local-comunal 
asumiendo la representación de las comunidades ante el Estado (prefecturas, 
corregidores, delegados de ministerios, proyectos de desarrollo) y otros 
órganos de la sociedad civil, especialmente ONGs. Las “autoridades 
tradicionales” (mallkus, curacas, jilakatas y otros) administraban los asuntos 
internos de la comunidad de acuerdo a sus usos y costumbres y asumieron la 
representación simbólica de auto-gobierno, independiente de cualquier forma 
de representación político administrativa del Estado nacional, y en muchos 
casos fueron consideradas una unidad en la estructura jerárquica del poder 
ejecutivo, asumiendo una dependencia real de las autoridades 
subprefecturales y corregidores. (p. 8).  
 
Pero incluso en el seno de la forma moderna de representación sindical las 
estructuras funcionales se combinan con prácticas socio culturales que beben de la 
cultura indígena, como la predominancia del mandato imperativo sobre la discreción 
del mandatario y el recurso al consenso más que a las votaciones mayoritarias 
(Basset, 2005, p. 201)191. En esta simbiosis cultural entre sindicalismo e indigenismo 
pelecharon las ideas anarquistas y el trotskismo. De tal manera, en los bastiones 
obreros y en las migraciones campesinas e indígenas hacia las ciudades, el indio 
llevó consigo comportamientos, usos y costumbres como quien carga una impronta 
más definitiva que la cédula de ciudadanía. La “cultura del asambleismo”, es decir, la 
costumbre de tomar las decisiones colectivas en asambleas populares en la que 
                                        
190. Urioste, “Bolivia: Descentralización Municipal Y Participación Popular.”  
191. Yann Basset, “Bolivia En La Tormenta. Algunas Consideraciones Sobre La Crisis Social,” Oasis 
Número 11 (2005): 191 - 212.  
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“todos” están presentes, la obligación de someterse y apoyar las decisiones 
pactadas, la participación de “todos” en las tareas de movilización y presión social, -
del padre al hijo, del trabajador al desempleado, de la “ama de casa” al obrero u 
oficinista-, la rotación en los cargos de mando y, finalmente, el eficaz cerco a las 
ciudades de los blancos y las elites, son algunas de las características trasportadas 
desde el mundo indígena al sindical, a las organizaciones campesinas, a las juntas 
de vecinos y a través de pobladores de los barrios periféricos de las grandes 
ciudades.  
 
No siempre es posible identificar una fecha en la que ocurren tenues giros que 
cambian las trayectorias de la historia. Por otra parte, los acontecimientos dramáticos 
que invierten de golpe el curso histórico a veces subvaloran transformaciones ya 
acaecidas, tanto como esconden continuidades asombrosas con el pasado. Cuatro 
vertientes fueron confluyendo desde la década del setenta hacia una valoración 
diferente de la subjetividad social y política sobre lo indígena. Una proviene desde 
adentro de la modernidad, otra desde afuera, la tercera desde las consecuencias 
sociales de la restructuración del Estado y la cuarta desde las nuevas prácticas, 
normas y estructuras reformadas del Estado moderno.  
 
En 1974 bajo la dictadura de Hugo Banzer se perpetró “La Masacre del Valle Alto” 
contra indígenas y campesinos que protestaba en contra de la elevación de los 
precios de los alimentos. La represión como práctica regular de gobierno bajo la 
doctrina de la “Seguridad del Estado”, sumada a la discriminación étnica, social y 
política contra el indio y el pobre hizo del trágico acontecimiento un detonador del 
rompimiento del pacto “militar campesino” iniciado en 1964 (Laserna, 1994, p. 11)192. 
El devenido tenue soporte popular al régimen de las dictaduras se esfumó y los 
                                        
192. "de continuar la desatención del gobierno a planteamientos concretos de los campesinos, éstos 
optarían por desligarse de todo compromiso o pacto de carácter político o de apoyo incondicional" 
(Periódico Los Tiempos, 19.1.74). Ver también (Periódico los tiempos,  26.1.74). Citado por Laserna, 
Roberto. La Masacre Del Valle. El desencuentro  militar campesino. [en línea], Cochabamba CERES, 
Centro de Estudios de la Realidad Económica y Social 1994, [Citado 02 noviembre 2013], P. 11. 
Formato htlm Disponible en  
http://biblioteca.clacso.edu.ar/subida/Bolivia/ceres/20120830031151/laserna3.pdf.ori.   
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campesinos fueron protagonistas de las movilizaciones dirigidas por la COB que 
terminaron por derrocar al dictador Hugo Banzer en 1978 y, tras él, a desestabilizar 
el sistema político de las dictaduras imperante desde 1964. El ascenso del 
movimiento agrario condujo a la creación en 1979 de una nueva e independiente 
central campesina, la Confederación Sindical Única de Trabajadores Campesinos de 
Bolivia –CSUTCB-. El gremio campesino lo antecedió en 1978 la creación de dos 
partidos políticos con fuerte liderazgo de la ideología indígena katarista, el 
Movimiento Revolucionario Tupak Katari –MRKT- y el Movimiento Indio Tupak Katari 
–MITKA-. El Katarismo representó la voluntad de una doble ruptura. Por una parte, 
con la predominancia de los valores “modernos” de lo popular heredados de la 
revolución de 1952, para reclamar la especificidad “premoderna” de lo étnico. Por 
otra parte, con la subordinación del campesinado y los indígenas a las dictaduras 
militares a través del “pacto militar campesino” imperante desde 1964 (Pinto, 2006, p. 
160)193. Ambas manifestaciones expresan la emergencia de una nueva subjetividad 
en búsqueda de expresión autónoma. Tanto el sindicato como los partidos políticos 
condensan la simbiosis y tensiones entre la identidad campesina –clasista- y cultural 
nacional –indígena- (Tapia, 2011)194, que da lugar a dos corrientes ideológicas 
distintas: el indianismo y el katarismo (Coronado, 2011)195.  
El primero se caracterizó por su posición radicalmente marcada. Los 
indianistas eran críticos del liberalismo y del socialismo por igual, no tanto por 
sus contenidos pero sí por su origen extranjero y ajeno al contexto excluyente 
al que ellos se enfrentaban. Su enfoque filosófico reemplazaba la visión 
marxista de la lucha de clases por una contraposición entre opresores y 
oprimidos culturalmente definidos (blancos e indios) […] La proposición 
política de los indianistas, entre otros puntos, buscaba la reconfiguración del 
Estado en función a rasgos comunitarios y originarios, lo que no 
                                        
193. María T. Pinto, “Una Base Impermeabilizante De Los Populismos: Bolivia Y Su Historia 
Reciente,” Revista Opera Volumen 6, número 006 (2006): 141 - 166. 
194. Un análisis de los conflictos sociales y políticos desde la década del setenta hasta el gobierno del 
aymara Evo Morales (2006 -) a partir de la tensión entre clase y etnia se encuentra en Luis Tapia, El 
Estado De Derecho Como Tiranía (La Paz: CIDES - UMSA, 2011). 
195. Cristian Coronado, “Pasado, Presente Y Futuro De Los Partidos Étnicos En Bolivia,” Ciencia y 
Cultura No. 26 (2011): 169 - 183.  
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necesariamente significaba una refundación total, ya que en reiteradas 
oportunidades llegaron a valorizar parcialmente algunas de las características 
del modelo democrático moderno y de la vía económica de tipo progresista-
nacionalista”. […] Los kataristas, por su parte, sin dejar de defender el enfoque 
culturalista en el cual se basaba el indianismo, entendieron más su 
problemática desde la condición empobrecida y excluida del campesinado. 
[…]  esa vinculación fue determinante para que el katarismo adoptara para sí 
una lógica cercana al socialismo que preconizaba la unión entre proletarios y 
campesinos, lo que le permitió a sus cuadros aliarse con partidos de corte 
izquierdista. A nivel de objetivos políticos, esta corriente priorizaba la memoria 
corta en relación a las promesas inconclusas de la Revolución, haciendo de la 
representación política y la nivelación de condiciones sociales el mástil que 
sostenía su bandera reivindicativa. (pp. 172, 173). 
 
Del MITKA saldrá una fracción que apela a métodos extraparlamentarios y armados, 
el Ejército Guerrillero Tupac katari -EGTK-, en el cual militarán y serán apresados 
dos connotados líderes que tendrán una destacada proyección nacional en las 
décadas posteriores, Felipe Quispe Huanca, (el Mallku-Cóndor) quién se convertirá 
en el Secretario Ejecutivo de la Confederación Sindical Única de Trabajadores 
Campesinos Bolivianos –CSUTCB- en 1998 y Álvaro García Linera, vicepresidente 
del primer presidente indígena aymara de Bolivia Evo Morales Ayma para el gobierno 
comenzado en el año 2006. 
 
La sucesión de estos acontecimientos alimenta una triple potencia identitaria. Por 
una parte, los campesinos ganaron auto reconocimiento por su capacidad de 
organización independiente, alimentaron un ideario popular que vuelve y reconoce la 
capacidad de derrocar gobiernos y sistemas políticos en la línea revolucionaria de 
1952, así como creó el deseo de protagonismo propio en las grandes definiciones del 
modo de regulación económico y del poder político. Estas tres pretensiones 
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concurrirán en el gobierno de la Unidad Democrática Popular –UDP- en cabeza del 
Hernán Siles Suazo (1982 – 1985), al cual la CSUTCB exigirá infructuosamente un 
“gobierno paritario” (Flores, 1983, en línea)196.  
 
En el seno mismo de los indios devenidos campesinos se mantuvieron, no solo las 
prácticas comunitarias, sino la expresión del ideario étnico dentro del sindicato 
campesino, lo cual se expresará claramente en la propuesta de reforma agraria 
presentada en 1983 al gobierno de la UDP. En palabras del economista boliviano y 
especialista en desarrollo rural Miguel Urioste Fernández de Córdoba (Urioste, 
2001)197: 
 
Esta organización adquirió su mayor protagonismo en 1983, momento de 
presentación al país del proyecto de Ley Agraria Fundamental (LAF), 
propuesta que destacaba entre sus principales aspectos la eliminación del 
latifundio en el oriente, la eliminación de las relaciones asalariadas de trabajo 
en el campo y la reconstitución del derecho propietario de la tierra con 
carácter comunitario, así como que la tierra ya no debía ser solamente para el 
que la trabaja, como lo estipuló la ley de 1953, sino “del que la trabaja 
personalmente”. (p. 8). 
 
Además, el sindicato campesino propuso entonces la creación de un Estado 
plurinacional y la educación intercultural y bilingüe.198 Se puede entonces afirmar que 
                                        
196. Dentro de las exigencias sindicales se destaca la participación directa en el Estado, en el Segundo 
Congreso de la CUSTCB del 26 de junio de 1983, el líder Jenaro Flores manifestaba: “Los campesinos 
no necesitan más del tutelaje de ningún partido político. Nuestra lucha está orientada a la 
participación directa en el manejo del Estado”. Citado en Flores, Jenaro. “Líderes contemporáneos del 
movimiento campesino indígena de Bolivia: Líder fundador de la CSUTCB y de la resistencia a las 




20siles%20suazo%20participaci%C3%B3n&f=false> [Consulta 2 de noviembre de 2013].  
197. Urioste, “Bolivia: Descentralización Municipal Y Participación Popular.”  
198. Esteban Ticona, “Pueblos Indígenas Y Estado Boliviano. La Larga Historia De Conflictos,” Gazeta 
de Antropología No. 19 (2003): 9.  
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el asenso del movimiento campesino desde finales del setenta es el Caballo de 
Troya del indigenismo (Ticona, 2003)199, arrastra su composición orgánica en la 
pretensión de re organizar el trabajo (no asalariado), la política (reconocimiento de 
autoridades tradicionales) y el territorio (propiedad comunitaria). Sin embargo, fuertes 
tensiones y dilemas internos atraviesan estas aguas ascendentes entre la primacía 
de la condición de clase campesina o de la identidad étnica, así como entre aquellos 
que aspiran a una hegemonía de la(s) nación(es) indígenas o a convivir-construir un 
Estado plurinacional (Rea, 2003)200. A partir de mediados de la década del ochenta la 
organización agraria sufrirá un duro revés con el estrepitoso fracaso del ensayo 
izquierdista y las posteriores medidas de ajuste económico. Sin embargo, la 
organización sindical no desapareció, como tampoco la valía de las prácticas y 
demandas “originarias indígenas” que en su seno se expresaron en la fase 
ascendente del movimiento social desde mediados de la década del setenta hasta 
entrados los años ochenta.  
 
La segunda vertiente que concurre en la recuperación de la identidad indígena como 
valor positivo y reconocido por el Estado proviene del Oriente con la “Marcha por la 
dignidad y el territorio” de agosto de 1990. Su protagonistas fueron aquellos que el 
Estado moderno catalogó de “tribus silvícolas”, es decir, menos que los colonos y 
campesinos fruto de la revolución de 1952201.  
 
                                        
199. La expresión política del indigenismo dentro de la organización campesina habría tenido sus 
gérmenes ideológicos desde la década del sesenta cuando intelectuales aymaras en La Paz crearon el 
Centro Cultural 15 de Noviembre y redescubrieron la figura histórica de Tupak Katari y Bartolina Sisa, 
líderes indígenas ejecutados en 1781. Ticona, “Pueblos Indígenas Y Estado Boliviano. La Larga 
Historia De Conflictos.” 
200. Rea, Carmen Rosa (2003), ’Conflictos Y Alianzas Alrededor De Lo Indio En La Construcción 
Democrática En Bolivia Como Nación: Movimientos Y Luchas Indias Preelectorales 2002.’, Informe 
final del concurso: Movimientos sociales y nuevos conflictos en América Latina y el Caribe. (Buenos 
Aires: CLACSO) 51 
201. El detonador más inmediato de la marcha habría que situarlo en el desconocimiento por las 
empresas madereras de las leyes de protección del hábitat tradicional de los pueblos selváticos 
expedidas por Víctor Paz Estenssoro en 1989. En este contexto se convocó el 10 de noviembre de 1989 
el primer Congreso de Indígenas del Beni el cual fundó la Central de Pueblos Indígenas del Beni -
CPIB- y resolvió impulsar la lucha por el territorio. Un año después se instaló el Comité de la Marcha 
por la dignidad y el Territorio integrado por los líderes de los territorios en conflicto. Gaja Makaran, 
“Bolivia Actual: La Acción Del Movimiento Indígena,” Itinerarios Vol.6 (2007): 16.  
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Si uno mira la historia larga los indios de tierras altas (quechuas y aymaras) 
siempre tuvieron relación de alianza y conflicto con el Estado desde su 
comienzo. En cambio, los indios de tierras bajas se construyeron en los 
márgenes de la estatalidad. (Paz, 2013, entrevista)202. 
 
Los indígenas recorrieron más de 500 Km. durante un mes para reclamar una 
asamblea constituyente que re-fundara un país al que nunca fueron convocados a 
crear. También exigían la defensa de sus territorios contra la presión de los 
terratenientes del Oriente y los colonos del Altiplano, la expulsión de las empresas 
madereras y ganaderas, así como la valoración de sus liderazgos y autoridades.  
 
Los indígenas campesinos no teníamos títulos, tampoco los terratenientes, 
solo que la tierra era de nosotros los indios por uso y costumbre. Toco 
levantar cercas y armarse de palos y lo que fuera porque venían los jóvenes 
de la Unión Juvenil. Eso fue a los puños, cuerpo a cuerpo nos enfrentamos 
con los terratenientes en la plaza de Concepción. (Bailaba, 2013, 
entrevista)203. 
 
A partir de entonces se reconoció como sujeto digno de interlocución a la Central de 
Indígenas del Oriente Boliviano –CIDOB- y se reconocieron los primeros “territorios 
indígenas” a 5 pueblos: el pueblo Sirionó, Mojeño, Yucaré, Chimán y Chimanes. Los 
marchantes lograron hacer llegar la “reforma agraria” a las tierras bajas 40 años 
después que esta se hubiera concentrado en el altiplano, con una diferencia 
sustancial, no obtuvieron una parcelación privada de tierras, sino una posesión 
colectiva de territorios. Aquellos que no hicieron parte del Estado moderno y 
escaparon de ser convertidos masivamente en colonos, campesinos, propietarios 
privados u obreros, iniciaron una trayectoria ascendente del reconocimiento indígena. 
Primero, en el favor de la opinión pública, segundo en la reforma a la educación y la 
                                        
202. Patiño Sarela, doctora en Antropología Social y asesora del movimiento indígena. Entrevista agosto 
2013, Cochabamba, Darío I. Restrepo. 
203. José Bailaba, líder indígena de los pueblos del Oriente, miembro de la Asamblea Constituyente y 
congresista. Entrevista agosto 2013, Concepción, Darío I. Restrepo. 
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reforma constitucional, ambas del año de 1994, mediante las cuales se reconoce por 
primera vez que Bolivia es un país pluriétnico, pluricultural y plurilingüe. Claro que 
esta vertiente del movimiento indígena aspiraba a más, al reconocimiento del 
gobierno pleno sobre los territorios ancestrales, es decir al derecho de los pueblos al 
autogobierno. 
 
La tercera vertiente llega de los cocaleros, principalmente de los asentados en la 
provincia del Chapare en el departamento de Cochabamba y en la región de los 
Yungas en el note del departamento de La Paz. Primero fueron las graves sequías 
provocadas por el “fenómeno del niño” a principios de los ochenta, luego la 
estampida generada por el ajuste neoliberal desde 1985. Ambos fenómenos  
condujeron a miles de familias hacia esas regiones en las que revitalizaron los 
cultivos de coca. Mientras a mediados de los años setenta habitaban poco más de 
30.000 personas en el Chapare, a comienzos de los noventa eran ya más de 
100.000 personas, 80% de los cuales hablaban quechua y los otros aymara. Entre 
más crecía la base social campesina-indígena dedicada al cultivo, más desataba el 
Estado la represión y la erradicación forzada, sin desarrollar planes masivos y 
sostenibles de sustitución que fueran rentables económicamente (Stefanoni, 2008, p. 
339)204. El gobierno de Sánchez de Lozada (1993 – 1997), bajo la presión directa del 
Drug Enforcement Administration –DEA-, emprendió el “Plan de Acción Inmediata 
opción cero” en 1994. La reacción campesina recayó en las cinco federaciones de 
los cultivadores, además de contar con el apoyo de la COB, la CSUTCB, la CIDOB, y 
la adhesión de la Confederación Sindical de Colonizadores de Bolivia –CSCB- y la 
Federación Nacional de Mujeres Campesinas de Bolivia-Bartolina Sisa –FNMCB-BS. 
A pesar de la represión, 300.000 campesinos-indígenas recorrieron 620 kilómetros 
durante 22 días en lo que se conoció como  “La Marcha por la Vida, la Coca y la 
Soberanía Nacional”. Una segunda marcha “Por la vida y la Soberanía Nacional” 
reforzó la primera con una connotación suplementaria, fue organizada por las 
mujeres cocaleras para interpelar al resto de mujeres bolivianas sobre su condición y 
                                        
204. Stefanoni, Pablo (2008), ’El Nacionalismo Indígena Como Identidad Política: La Emergencia Del 
MAS-ISP (1995–2003)’, La política en movimiento. Identidades y experiencias de organización en 
América Latina, 3 Buenos Aires (2001): 68. 
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derechos, entre ellas a la mujer del vicepresidente indígena, Lidia Katari205. Una 
transformación cualitativa se generó entonces. El cultivo de coca y la represión 
estatal no eran un problema que solo concernía un par de provincias y a unos 
cultivadores. El asunto se volvió de interés nacional porque implicaba el rechazo a la 
injerencia de los Estados Unidos en los asuntos y políticas internas. La “opinión 
pública” repudió la represión contra campesinos e indígenas, mientras se anunciaban 
traspasos de activos estatales a empresas privadas nacionales y extranjeras206. Por 
último, el desconocimiento del cultivo ancestral de los indígenas daba a entender que 
continuaba el menosprecio a la cultura indígena, por más que el gobierno se jactara 
de reconocer la diversidad étnica y cultural del país. El cultivo de la hoja de coca se 
convirtió en un asunto de interés “nacional”, en una reivindicación “anti imperialista” y 
en un reclamo de identidad y respeto por lo “indígena”.  A través de la defensa de los 
cultivadores de coca se forjaba un liderazgo que trascendía las provincias de los 
cocales y se tejían relaciones de solidaridad y apoyo más allá de las bases sociales y 
territoriales originales. El líder cocalero Evo Morales será detenido y encarcelado por 
agentes encubiertos de civil, lo que le otorgará resonancia y prestigio nacional e 
internacional.  
  
La cuarta vertiente que alimenta la revalorización de la condición indígena proviene 
del ajuste estructural que inspira la reforma del Estado, de la economía y del sistema 
                                        
205. Las marchas de las familias de los cocaleros se sumaron a las protestas de los maestros contra la 
descentralización de la educación dando lugar a una declaratoria de estado de sitio y a masivas 
extradiciones internas de cientos de líderes. “El estado de sitio decretado la madrugada del miércoles 
en Bolivia terminó con las violentas manifestaciones de maestros y cocaleros bolivianos, pero todo 
hace pensar que la detención y confinamiento de 303 sindicalistas en remotos acuartelamientos de la 
selva andina y la excepcionalidad impuesta por el presidente Gonzalo Sánchez de Losada distanciarán 
todavía más al Gobierno, la oposición y la Central Obrera Boliviana (COB).  Juan Jesús Aznares. Los 
líderes sindicales bolivianos, confinados en cuarteles de la selva [en línea]: Aznares, Juan J. El País – 
Archivo. Edición impresa. La paz: 22 de abril de 1995. http: // elpais.com / diario / 1995 / 04 / 22 
/internacional/798501618_850215.html. [Consulta: 29 septiembre 2013]. 
206. El chantaje del gobierno norteamericano era de público conocimiento como lo ilustran los artículos 
periodísticos de la época. “Estados Unidos, que cita a Bolivia como el segundo productor de hoja de 
coca, advirtió a su Gobierno que retirará toda su asistencia económica, decisiva en el presupuesto del 
invertebrado país andino, si no actúa con decisión contra el narcotráfico y no erradica para junio 
1.750 hectáreas de cultivos del arbusto”. Los cocaleros añoran la planta del diablo [en línea]: 
Aznares, Juan J. El País – Archivo. Edición impresa. La Paz: 26 de abril de 1995. 
http://elpais.com/diario/1995/04/26/internacional/798847224_850215.html. [Consulta: 2 noviembre 
2013]. 
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político. Desde 1986, el Fondo Social de Emergencia –FSE- focaliza la atención 
benévola del Estado en la población más pobre entre los pobres, que suele ser la 
población rural y, entre ellos, los campesinos y los indígenas. La evolución de la 
política social hacia programas permanentes y hacia un abanico diverso de 
dotaciones, servicios y propósitos no hizo más que ampliar la valoración y 
reconocimiento por el Estado de una población que aprendió a reconocerse 
positivamente en las mismas categorías que antes las discriminaba (Blanes, 2012, 
entrevista)207. Ser pobre, ser indio y ser comunidad originaria no fue más un estigma 
para el Estado sino ser sujeto privilegiado de sus atenciones, de las leyes, de la 
cooperación internacional, las ONG y la filantropía de toda inspiración y proveniencia 
(Hufty y Bottazzi, 2007)208. Además, el ajuste estructural con sus dos fases, de 
choque e institucional, reventó la fuerza de la identidad obrera, fecundó la migración 
hacia comunidades campesinas cocaleras, conglomeró a indios, obreros y 
campesinos en nuevos y viejos centros urbanos creando un caldo de nuevas 
identidades simbióticas. El retorno a la identidad indígena como refugio social y tabla 
de reconocimiento por el Estado central y la administración local fue parcialmente un 
producto del ajuste neoliberal.  
 
Varias leyes serán el resultado de las cuatro fuentes de revalorización de lo indígena, 
tanto como cumplirán un efecto catalizador en la re-conversión de los campesinos y 
mestizos en indios, o más precisamente, en la mutación de la identidad popular ante 
sí misma, el poder estatal y la opinión pública. En 1991 el congreso de Bolivia adoptó 
el convenio 169 de 1989 de la Organización Internacional del Trabajo –OIT- el cual 
reconoce el derecho de las comunidades originarias y pueblos indígenas al acceso a 
                                        
207. Le debo la claridad de esta tesis a José Blanes quien gentilmente me persuadió de su valía en una 
de las extensas entrevistas que me concedió en la ciudad de La Paz, 2012, Darío I. Restrepo. 
208. En palabras de dos investigadores del Instituto Universitario de Estudios de Desarrollo de Ginebra 
Suiza -IUED-: “Si la identificación a las categorías autóctonas (chimane, mosetene, yuracare, 
tacana,…) estuvo, en el pasado, considerada como un atributo peyorativo, la modificación de las 
oportunidades políticas ligadas a la identidad étnica han hecho de estas unos objetivos identitarios 
altamente codiciados, lo que dio lugar a luchas de poder entre grupos étnicos así como a sub-grupos 
internos a sí mismos.” p. 192. Hufty Marc, Bottazzi, Patrick (2007), ’Pueblos Autóctonos, Ciudadanía 
Y Gobernanza Ambientalista En América Latina: El Caso De Las Tierras Bajas Bolivianas’, in Hufty, 
Manuel de la Fuente y Marc (ed.), Movimientos sociales y ciudadanía. Plural Editores. La Paz  (2207): 
117-2012. 
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los recursos naturales en sus territorios, así como los derechos de idioma, cultura, 
autoridades y normas de justicia propia (C 169, 1989)209. 
 
Para nosotros fue muy importante el Convenio 169 de la OIT que reconoce los 
derechos de los pueblos indígenas, porque nuestros territorios se estaban 
secando como la carne al sol. (Zacu, 2013, entrevista)210.  
 
En 1994, la ley de Participación Popular –LPP- creó alrededor de 300 municipios 
nuevos, incorporando en ellos a las zonas rurales. De tal manera, la población 
campesina e indígena, ancestralmente carente de referente institucional cercano, 
quedó dotada de alcaldías, concejos, presupuestos, competencias y mecanismo de 
participación a través de la Organizaciones Territoriales de Base –OTB- y de los 
Comités de Vigilancia. La LPP reconoció los Distritos Indígenas dotados de Planes 
de Desarrollo Distritales Indígenas. Posteriormente, la Ley de Dialogo del año 2002 
autorizó la conversión de los Distritos en Municipios Indígenas.211 En 1994, una 
reforma constitucional y la reforma educativa reconocieron la conformación 
multiétnica y pluricultural de Bolivia, así como afirmaron el derecho a la educación 
multilingüe (L 1585, 1994)212. En 1996 la ley de tierras INRA, en desarrollo del 
convenio de la OIT, reconoció las Tierras Comunitarias de Origen – TCOs-. Se 
otorgan así derechos de uso y aprovechamiento sostenible de los recursos naturales 
no renovables a las comunidades y pueblos indígenas, así como a las comunidades 
originarias. Entre los beneficiarios se encuentran indios devenidos colonos y 
campesinos, con altos niveles de mestizaje y que desde entonces asumen la 
condición de población originaria para exigir derechos especiales sobre los territorios 
                                        
209. Ver el convenio de la OIT completo en: OIT. “Convenio OIT Nro. 169 
Sobre Pueblos Indígenas Y Tribales  
En Países Independientes 
1989.” [en línea]. En: Organización Internacional del trabajo (Ginebra: 7 de junio de 1989),  en 
<http://www.oit.org.pe/WDMS/bib/publ/libros/convenio_169_07.pdf.> [Consulta: 2 noviembre 2013]. 
210 Bienvenido Zacu, dirigente de la Confederación de Pueblos Indígenas de Santa Cruz. Entrevista 
agosto de 2013, ciudad de Santa Cruz de la Sierra. Darío I Restrepo 
211. Galindo, Mario (2008), Municipio Indígena. Análisis Del Proceso Y Perspectivas Viables, ed. 
CEBEM, (La Paz: CEBEM/ Unión Europea/GVC) 124.  
212. Sánchez de Lozada, Gonzalo. Ley 1585 de 1994 [en línea]:   lexivox. Portal Jurídico libre, agosto 
12 de 1994. <http://www.lexivox.org/norms/BO-L-1585.xhtml>  [Consulta: 2 noviembre 2013]. 
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de asentamientos y sus recursos naturales (L 1715, 1996)213. Finalmente, en el año 
2004 las organizaciones de base de la sociedad civil y los pueblos indígenas fueron 
habilitadas a presentar listas a las elecciones municipales, sin la obligación de 
adscribirse a partidos y movimientos políticos (L 2771, 2004)214. Se trató, sin duda, 
del derecho a la representación política de lo social, a partir de sus formas sociales, 
sin vestir el ropaje de los partidos políticos propio de la democracia representativa 
liberal.  
 
El ascenso de la movilización social campesina e indígena, por una parte y por otra, 
el ajuste estructural y la reforma del Estado, habrían desembocado en el 
reconocimiento cultural de los pueblos (1991, 1994), legal de sus tierras (1991, 
1996), institucional de sus administraciones (1994, 2002), social de sus autoridades y 
formas de organización social de base por la administración (1994) y por el sistema 
político (2004). Por lo tanto, la producción institucional que se escalona a través del 
tiempo no es entonces el fruto de una sola racionalidad lineal, sino el andamiaje que 
se hace a través de coyunturas, marcos de oportunidad y relaciones de fuerza tan 
diferentes como el ascenso del movimiento indígena campesino en los setenta, su 
derrota en los ochenta, la profunda reestructuración social provocada por el 
neoliberalismo en los ochenta y noventa, la atención focalizada de los pobres desde 
los ochenta, un nuevo despertar de las movilizaciones desde los inicios de los 
noventa, el intento del adiestramiento social localizado e incorporado a las 
estructuras y funciones municipalizadas de los noventa y el copamiento de la nueva 
maya institucional descentralizada hasta finales de los años noventa. Los logros y 
activos normativos e institucionales serán entonces portadores de las tensiones que 
los vieron nacer y de los usos que de ellos harán unos y otros. 
 
                                        
213. Sánchez de Lozada, Gonzalo. Ley número 1715 de 1996 [en línea]: estrucplan,   18 de octubre de 
1996.  <http://www.estrucplan.com.ar/Producciones/entrega.asp?IdEntrega=1545>  
[Consulta: 02 noviembre 2013]. 
214. De Mesa Gisbert, Carlos.  Ley No 2771 de 2004 [en línea]: Órgano Electoral Plurinacional. 
Tribunal Supremo Electoral, 7 de Julio 2004.  
http://www.oep.org.bo/centro_doc/normas_elec2.aspx?IdDocumento=cdne04.  
[Consulta: 2 noviembre 2013]. 
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Cuatro tensiones apreciables confrontan a los pueblos indígenas, las organizaciones 
populares de base y los sindicatos campesinos respecto de las reformas territoriales 
del Estado en los noventa. No se trata de posiciones uniformes de una oferta estatal 
alimentada por una sola lógica inmanente frente a una demanda social única. Lo que 
se observa son tensiones intra sociales que despliegan estrategias combinadas y 
contradictorias respecto de ofertas prevalentes, cambiantes y agregadas del 
ordenamiento territorial normado desde el Estado. Primero, consideraremos la pugna 
por definir el lugar que recepciona el poder local: la administración municipal o las 
comunidades y sus organizaciones. En segunda instancia, presentamos la tensión 
entre una socialización del Estado por corrientes populares y étnicas confrontadas a 
estrategias de estatización social que intentan disciplinar y moldear el flujo social 
dentro del Estado liberal de derecho, bajo la primacía programática neoliberal. En 
tercer lugar, advertimos los límites de la institucionalización de lo social por el 
conjunto de reformas y la persistencia de ideologías y prácticas de poder alternas al 
Estado liberal. Por último, caracterizamos de manera simplificada las contradicciones 
y los encuentros entre agendas programáticas confrontadas: la neoliberal y la 
indigenista-campesina-popular. Las cuatro tensiones alrededor de lo territorial se 
retroalimentan y mantienen relaciones tan intimas que sus fronteras son difusas, solo 
mantenidas aquí por un requisito expositivo. 
 
La prevalencia del lugar: En un principio la Ley de Participación Popular –LPP- de 
1994 ofreció una sola Organización Territorial de Base por municipio con la cual 
desarrollar la interlocución entre la administración y las comunidades. Los pueblos de 
los indios de las tierras bajas, que habían vivido en los márgenes de la integración 
nacional, saludaron la posibilidad de contar con municipios, autoridades reconocidas 
y mecanismos de participación. La Central de Indígenas del Oriente Boliviano – 
CIDOB- conformada por pueblos del Oriente, el Chaco y la Amazonía expresó dicho 
acuerdo215. En cambio el fuerte sindicato agrario, con mayor representación en las 
                                        
215. La página web de la CIDOB saluda las conquistas normativas e institucionales pero se 
queja de la distancia entre las intenciones y la aplicación real: “También esa marcha indígena 
de 1990 por el “Territorio y la Dignidad”, dio lugar a la generación de otras reformas de 
visión plural que se concretaron en el año de 1994, la Ley de participación popular y la 
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tierras altas en las que se realizó la reforma agraria, la Confederación Sindical Única 
de Trabajadores Campesinos de Bolivia -CSUTCB-, convocó dos bloqueos 
nacionales de carreteras contra la ley de Participación Popular. Dos razones 
fundamentales fueron esgrimidas. Primero, porque desconocía la organización 
gremial funcional y los órganos tradicionales de representación originaria, los ayllus 
(Urioste, 2001)216, a cambio de privilegiar otra estructura de representación en la que 
cabían indiferenciados sectores sociales (Camacho, 2001, en línea)217. El sindicato 
presionó para que la figura de las OTBs fuera cambiada por el reconocimiento 
directo, por y dentro de la administración local, de las comunidades campesinas, 
comunidades originarias y pueblos indígenas (Urioste, 2001)218. La segunda, porque 
el Estado desviaba la interlocución con las organizaciones sociales hacia asuntos de 
política social básica descentralizada. En esa medida los temas agrarios y la 
incidencia en la definición de políticas nacionales y del modo de regulación quedaban 
desprovistas de “lugar de interlocución” con las organizaciones sociales. El mismo 
temor invadió al sindicato de maestros que reaccionó en contra de la LPP y de ley de 
                                                                                                                        
reforma de la Constitución Política del Estado de aquel entonces, estableciéndose en la Carta 
Magna, de que Bolivia es un país multiétnico y pluricultural. Sin embargo, en comentarios de 
reflexión por parte de los participantes se expresó que esos avances y reformas de visión 
plural, son todavía parte del discurso, de la teoría, pero que en la práctica no se concretiza 
nada.”. Administrador. CEAM.- Reflexiones y Acuerdos para una Gestión Educativa 
Participativa en la Regional CIPOAP de Cobija-Pando. [en línea]. En:  Confederación de 
Pueblos Indígenas de Bolivia -cidob-, 25 de mayo de 2009, <http://www.cidob-
bo.org/index.php?option=com_content&view=article&id=276:ceam-reflexiones-y-acuerdos-para-una-
gestion-educativa-participativa-en-la-regional-cipoap-de-cobija-pando&catid=82:noticias&Itemid=2> 
[Consulta: 2 noviembre  2013]. 
216. En palabras de Urioste: “El ayllu constituye una forma de organización de carácter segmentario y 
tradicional de los pueblos indígenas quechuas y aymaras del occidente del país, que reconocen la 
propiedad colectiva y posesión individual sobre la tierra, presentándose complejas formas de 
organización social y política y uso del territorio, muchas veces a través del uso discontinuo del 
territorio. Desde la creación de la República, como efecto de la aplicación de las políticas liberales 
sobre el recurso tierra, los ayllus han sufrido un proceso desigual de fragmentación”. (p. 5). Urioste, 
“Bolivia: Descentralización Municipal Y Participación Popular.” 
217. “[...] la Participación Popular para nosotros estaba dicha como “maldita ley””, 2001, (Entrevista a 
un ex dirigente de la CSUTCB). Citado en: Camacho, Natalia. “El movimiento campesino boliviano: 
Entre la resistencia y la adaptación” [en línea]. En:   Informe final del concurso: Culturas e identidades 
en América Latina y el Caribe. Programa Regional de Becas CLACSO. 2001.  
<http://biblioteca.clacso.edu.ar/subida/clacso/becas/20101111080417/camacho.pdf> [Consulta: 2 
noviembre  2013].   
218. Urioste, “Bolivia: Descentralización Municipal Y Participación Popular.” 
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reforma educativa que descentralizó al sector en 1994. Para el magisterio, ambas 
debilitaban la negociación nacional entre el ministerio y la dirección sindical, además 
de socializar costos hacia abajo en cabeza de las familias y los presupuestos 
municipales. La localización de la relación fue percibida en un inicio como estrategia 
de dislocación del sindicato y de sometimiento del movimiento social popular a los 
políticos locales y a la estrecha agenda localizada, mientras se emprendían reformas 
estructurales nacionales de gran calado, como las privatizaciones y posteriormente, 
las capitalizaciones.  
 
Las organizaciones sociales levantaron y obtuvieron el reconocimiento de múltiples 
OTBs, tantas como quisieran obtener la interlocución con las administraciones 
locales, tantas como formas de organización popular de base existieran en cada 
localidad. En un inicio el poder político local se mostró reacio a convocar e impulsar 
las OTBs pero la ley condicionó los giros de la co-participación a su existencia. De tal 
manera, los alcaldes se vieron en la obligación de aceptar las OTBs y las 
organizaciones sociales se volcaron a registrarse con la ilusión de afectar los nuevos 
Planes de Desarrollo, el presupuesto y los proyectos de las alcaldías. Después de la 
duda, la desconfianza y el rechazo, para 1997 ya se habían legalizado cerca de 
15.000 OTBs, (11,585 comunidades campesinas, 2,766 juntas vecinales y 528 
comunidades indígenas) (Assies, 2003, p. 5)219. La nueva arquitectura territorial del 
Estado desató entonces una pugna entre, por una parte, depositar el poder en la 
administración local y sus instancias de interlocución con la sociedad y, por la otra, la 
pretensión comunitaria de hacerse al poder político y los recursos descentralizados a 
través de sus propias formas de organización social de base insertadas dentro del 
Estado. 
 
La diferencia entre la territorialidad del Estado y la territorialidad de los pueblos 
indígenas y de las comunidades originarias concitará desde la misma Ley de 
Participación Popular de 1994 intentos novedosos de flexibilización de las formas de 
                                        
219. Assies, Willem (2003), ’La Descentralización A La Boliviana Y La “Economía Política Del 
Reformismo”’, in Assies, Willem (ed.), Gobiernos locales y reforma del Estado en América Latina: 
innovando la gestión pública (Zamora: Colegio de Michoacán A.C) 248   
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la administración. La ley crea los Distritos Indígenas, los cuales, apoyados en la Ley 
del Diálogo 2000 podrán convertirse en Municipios Indígenas220. Las etnias, pueblos 
y comunidades estarían autorizadas para adquirir la forma administrativa municipal 
dentro del Estado respetando la territorialidad “originaria y comunitaria”221. Una 
dificultad de aparente irresolución se presenta cuando los grupos étnicos no tienen 
continuidad territorial, como en efecto ocurre en más de una ocasión, aunque tal 
problema se podría resolver teóricamente mediante la figura de las mancomunidades 
o alianzas entre municipios. 
 
La estatización de la sociedad y la socialización del Estado: La segunda tensión se 
desarrolla respecto del sistema político descentralizado. Desde un principio muchas 
organizaciones, pueblos y líderes sociales se volcaron hacia las elecciones locales y 
la administración pública, aunque muchos otros guardaron la distancia que resulta de 
la ignorancia, la incredulidad y la desconfianza hacia el Estado. En diciembre de 
1995 se realizaron las primeras elecciones municipales posteriores a la Ley de 
Participación Popular. La Secretaría Nacional de Participación Popular calculó en 
28,6% los concejales campesinos e indígenas electos, y 79 alcaldes en 200 
municipios de predominancia rural. Un sistema político al fin pluriétnico y multicultural 
se abría paso. El incrementando de legitimidad nacional se expresó en la 
disminución de la abstención respecto de las elecciones municipales precedentes del 
46,7% al 36,4%. Algo parecido habría ocurrió en las dos elecciones municipales 
posteriores de 1997 y 1999, aunque obscurecido entonces por el hecho de que le ley 
obligaba a los candidatos a pertenecer a algún partido político para aspirar a un 
cargo electoral. De tal manera, aunque la población rural participaba de su propia 
administración local la esperada renovación política no ocurrió en la medida en que 
los partidos tradicionales de carácter nacional siguieron controlando la mayoría de 
las nuevas alcaldías. En las elecciones municipales de 1999 la tasa de abstención 
volvió a incrementarse en las capitales de departamento entre el 30% y el 45% y en 
                                        
220. Quiroga Ramírez, Jorge.  Ley 2235 de 2000 [en línea]:  lexivox, Portal Jurídico libre, 31 de julio de 
2001. http://www.lexivox.org/norms/BO-L-2235.xhtml. [Consulta: 2 noviembre  2013]. 
221. Esta tesis se encuentra sustentada en el libro del tres veces viceministro (planificación, vivienda y 
microempresas) Galindo, Mario (2008), Municipio Indígena. Análisis del proceso y perspectivas 
viables, ed. CEBEM, (La Paz: CEBEM/ Unión Europea/GVC) 124.   
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el sector rural hasta tasas del 50%. La apertura electoral e institucional del Estado a 
la población étnica y rural no implicó de comienzo una masiva renovación partidista. 
No obstante, estos guarismos expresan un volcamiento social relativo hacia las 
estructuras descentralizadas de la administración y el sistema político. Tal y como 
advierte el teólogo y cientista social español-boliviano José Blanes (1999)222, en los 
noventa la reforma territorial logra una estatización de la sociedad popular al ser 
incorporada dentro de las rutinas, temas, estructuras y requisitos burocráticos de la 
normalización administrativa y del mundo de la representación política. En sus 
palabras:  
 
El discurso del Estado y de los partidos políticos en gobierno tiene como eje 
de racionalidad la subordinación de las formas de participación social a las 
políticas. La racionalidad de este discurso es imperativo en muchos casos, se 
trata de las condiciones de participación en el Estado. Se trata de un proceso 
de estatización de la práctica social. Son las reformas del Estado y no de la 
sociedad, es la oferta del Estado que se adelanta paternalmente a la 
sociedad.” (p. 21). 
 
La población adquiere las formas de organización y representación de la 
administración, con lo cual debilita sus prácticas y organizaciones tradicionales que 
compiten desde afuera por las oportunidades que se ofrecen para aquellos que 
adquieren el ropaje burocrático del adentro. Resulta de todo ello un estímulo a la 
fragmentación y a la competencia intrasocial (Assies, 2003, p. 10)223. Según el 
antropólogo Pablo Regalsky un creciente faccionalismo social se genera a través de 
dos confrontaciones, la primera por el monopolio de la representación social en 
determinado espacio geográfico y para determinadas funciones, la segunda por la 
                                        
222. Blanes, “La Descentralización En Bolivia. Avances Y Retos Actuales.”. 
223. Assies, Willem (2003), ’La Descentralización A La Boliviana Y La “Economía Política Del 
Reformismo”’, in Assies, Willem (ed.), Gobiernos locales y reforma del Estado en América Latina: 
innovando la gestión pública (Zamora: Colegio de Michoacán A.C) 248  
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asignación de obras municipales (Regalsky, 2006)224. El movimiento de la toma del 
Estado por las comunidades, ancestralmente desprovistas de tal posibilidad, es 
entonces también aquel de la cooptación social por el Estado; que pone en riesgo las 
prácticas y formas de organización autónomas que alimentan la fuerza social ante el 
Estado (Hufty, Bottazzi 2007)225.  
 
Los límites de la institucionalización local de lo social: Empero, el copamiento de los 
gobiernos y estructuras locales no absorbe la vitalidad de las expectativas de los 
movimientos sociales. En primer lugar, por la razón ya señalada de ausencia de 
partidos políticos que expresaren sus idearios programáticos en las elecciones 
locales. En segundo lugar, por la razón punteada por Benjamin Kohl (2002)226 según 
la cual el significativo aumento de las transferencias fiscales a lugares que nunca 
habían recibido tales montos y atenciones del Estado representaba, sin embargo, 
pocos recursos para tantas necesidades represadas y ahora descentralizadas. La 
elección popular de alcaldes, tanto como los límites políticos y fiscales de la 
descentralización municipal, sumados al reconocimiento étnico por el sistema político 
y la recomposición de las subjetividades en el campo popular alimentaron dos 
búsquedas. Por una parte, la representación gremial hacia arriba de los asuntos 
                                        
224. Pablo Regalsky, “Bolivia Indígena Y Campesina. Una Larga Marcha Para Liberar Sus Territorios 
Y Un Contexto Para El Gobierno De Evo Morales,” Herramientas. Revista de debate y crítica 
marxista No 31 (2006): 19. 
225. En palabras de dos investigadores del IUED de Ginebra Suiza: “Tradicionalmente, los pueblos 
Chimane y Mosetene eran conocidos por sus estructuras horizontales de poder. Un cambio drástico 
iba a ocurrir en 1989 cuando un habitante de la Reserva fue nombrado representante del Gran 
Consejo Tsimane (GCT), ubicado en el municipio de San Borja, la antigua misión jesuita que se volvió 
la capital económica de los caimanes. En 1992, se procedió a la creación de una célula independiente, 
propia de la Reserva: el Consejo Regional Tsimane-Mosetene (CRTM). Sus principales funciones 
tenían que ser: coordinar las actividades de desarrollo y representar las diferentes comunidades 
durante las tomas de decisiones. Durante cierto tiempo, la representación política del territorio 
indígena ha quedado partida entre estas dos instancias, hasta que la antigua tuvo que ceder el lugar a 
la nueva, el CRTM.” p. 198. Marc Hufty, Patrick Bottazzi (2007), ’Pueblos autóctonos, ciudadanía y 
gobernanza ambientalista en América Latina: el caso de las tierras bajas bolivianas’, in Hufty, Manuel 
de la Fuente y Marc (ed.), Movimientos sociales y ciudad.  
226. “Funding was limited: even at its 1998 peak of US$31 per person, a municipality of 10,000, for 
example, received funds of only US$310,000. With these funds, the government also transferred 
responsibility for the construction and maintenance of schools, clinics, secondary roads, sports 
facilities, and micro-irrigation systems and other productive projects to municipalities.” p. 464. Kohl, 
“Stabilizing Neoliberalism in Bolivia: Popular Participation and Privatization.”.  
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agrarios y de la población campesina e indígena mediante la recomposición de la 
organización gremial funcional, la CSUTCB y el fortalecimiento de las organizaciones 
indígenas como la CIDOB. Por otra parte, la creación de partidos étnicos. En la 
medida en que la Constitución Política del Estado obligaba la inscripción de 
candidaturas para cargos de elección popular a través de partidos políticos, la 
expresión partidista moderna fue buscada por el movimiento indígena. De tal 
manera, los pueblos y movimientos indígenas, campesinos y urbanos populares 
tendrán un incentivo para construir partidos políticos que expresaren más 
directamente las raíces culturales, las plataformas programáticas y los reclamos 
emanados de los territorios de concentración poblacional indígena, campesina y del 
mestizaje simbiótico de las nuevas urbes. El asenso del líder aymara Víctor Hugo 
Cárdenas a la vicepresidencia de la República para el periodo 1993 – 1997, a 
nombre del partido Tupac Katari de Liberación Nacional –MRTK L- marca sin duda 
un hito en esta historia. Un líder indígena llegaba a la cima del poder ejecutivo; su 
partido, así como el Movimiento Bolivia Libre, hacía parte de la coalición mayoritaria. 
Los indígenas y sus idearios habían penetrado la cumbre del poder estatal, el 
sistema político abrazaba la pluralidad étnica, a la vez que intentaba absorber las 
fuerzas ascendentes dentro de las rutinas de la “democracia por consenso”, 
inaugurada en 1985 dentro de los márgenes del ajuste estructural. De hecho, el 
gobierno que avala componentes de las plataformas indígenas emprenderá una 
segunda ola de reformas neoliberales de hondo calado.  
 
Además de la experiencia del MRTK-L otras fuerzas sociales y populares intentan en 
los noventa construir la expresión política de las bases sociales indígenas, 
campesinas y urbanas. En marzo de 1995 en la ciudad de Santa Cruz de la Sierra se 
reunieron las principales expresiones organizadas del campo popular: la 
Confederación Única de Trabajadores Campesinos de Bolivia –CSUTCB-, la 
Confederación de Pueblos Indígenas de Bolivia –CIDOB-, la Confederación Sindical 
de Colonizadores de Bolivia –CSCB-, la Federación Nacional de Mujeres 
Campesinas de Bolivia – Bartolina Sisa –FNMCB-BS, entre las más importantes. 
Realizaron el “Primer Congreso Tierra y Territorio e Instrumento Político” que creó el 
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“Instrumento Político Asamblea por la Soberanía de los Pueblos” –ASP- con el fin de 
participar directamente en las elecciones municipales de 1995. No se trataba de 
crear un partido tradicional sino un instrumento político de un gran frente social, 
sindical, campesino e indígena que evitara una toma generalizada de los poderes 
locales por los partidos políticos tradicionales (ASP, 1995)227. Una decena  de 
alcaldías fueron entonces ganadas en Cochabamba pero no se generó una 
importante conversión directa de la representatividad social en fuerza electoral en 
otros territorios. Los indígenas y poblados campesinos de tierras bajas, los quechuas 
del Norte de Potosí y Chuquisaca siguieron votando en la mayoría de lugares por los 
partidos tradicionales de derecha, centro e izquierda. Partidos dentro de los cuales la 
identidad y el ideario étnico era secundario (Rea, 2003)228.  
 
En 1997 la ASP se fragmentó, pero entonces la búsqueda de expresión política de 
amplias bases sociales indígenas, campesinas y populares buscó otros cauces. Esta 
vez el movimiento cocalero del Chapare logró 4 diputados uninominales en las 
elecciones nacionales con la sigla Izquierda Unida –IU- en la que se encontraba Evo 
Morales. Posteriormente, en 1999 el líder cocalero amplió considerablemente las 
alianzas más allá de su base regional y social, -los cultivadores del Chapare-, para 
articular muchas corrientes sociales, políticas y territoriales en la creación del 
Movimiento al Socialismo –MAS- que ganó 47 alcaldías en las elecciones 
municipales de 1999. Por último, debe mencionarse la figura del indio Felipe Quispe, 
ideólogo indigenista contrario al “Estado colonial” y a la primacía de blancos y 
mestizos, y defensor de la construcción de la nación india. Quispe, que había sido 
líder de la “Ofensiva Roja de Ayllus Tupakataristas”, fue nombrado Secretario 
Ejecutivo de la CSUTCB en 1998, con lo cual el pensamiento indigenista esclarecido 
llegaba a la cima de la organización sindical campesina-indígena-popular 
                                        
227. Asamblea por la Soberanía de los Pueblos: ASP “Resoluciones del instrumento político.” ASP: 
CBBA (Cochabamba), 1995. 
228. Rea, Carmen Rosa (2003), ’Conflictos Y Alianzas Alrededor De Lo Indio En La Construcción 
Democrática En Bolivia Como Nación: Movimientos Y Luchas Indias Preelectorales 2002.’, Informe 
final del concurso: Movimientos sociales y nuevos conflictos en América Latina y el Caribe. (Buenos 
Aires: CLACSO) 51 
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(Escárzaga, 2012) 229. 
 
El fortalecimiento de las organizaciones sociales de base y de sus federaciones de 
segundo y tercer nivel, así como la búsqueda de la expresión política y partidista de 
lo social en el nivel local y nacional muestra una faceta de institucionalización de lo 
social. Al lado de ella se expresan prácticas sociales y corrientes ideológicas que 
cuestionan las lógicas de institucionalización vigentes desde 1985, de tres maneras: 
Desde prácticas sociales des-institucionalizadas, desde organizaciones sociales 
autónomas del Estado y desde los horizontes programáticos de reconstrucción del 
poder nacional. A nadie se le escapa la frecuencia de acciones directas de la 
población durante la década del ochenta y del noventa. Marchas callejeras o 
trashumancias de kilómetros, tomas de edificios y bloqueos de carreteras, huelgas 
en oficinas, fábricas o de hambre, concentraciones urbanas y rurales. El repertorio de 
acciones directas fue frecuentemente utilizado para presionar desde la calle y los 
campos transformaciones pequeñas y grandes de las políticas públicas. La gran 
creación institucional de los noventa logra canalizar parcialmente la expresión social 
popular, étnica y rural mediante la malla estatal, el derecho y la justicia instituida. No 
obstante, subsiste una alta dosis de desconfianza hacia el Estado, el sistema político, 
la democracia representativa y el orden normativo y legal. El reverso de dicha 
desconfianza fue la irrenunciable tendencia de acudir a las vías de hecho: la 
expresión de lo social sobre lo político sin tránsito por las instituciones y reglas de la  
                                        
229. “La Ofensiva Roja de los Ayllus Tupakataristas (ORAT) o simplemente los Ayllus Rojos eran sobre 
todo una fracción del katarismo y del sindicalismo campesino y su estrategia asumió las formas de 
organización que los caracteriza. El trabajo de masas tenía que pasar por la participación en las 
organizaciones sindicales, obreras o campesinas, ello era mucho más que la estrategia de infiltración 
acostumbrada entre las organizaciones armadas en los países latinoamericanos, era la obligación de 
asimilar y asimilarse a las formas de la acción política indígena que permeaban el sindicalismo 
campesino y obrero. Por ello, no obstante su semiclandestinidad, buscaban convencer a las bases 
sindicales de la necesidad de la vía armada, enfrentándose a otras fracciones que promovían la vía 
electoral.”  
Escárzaga, Fabiola. “El Ejército Guerrillero Tupak Katari (EGTK), la insurgencia aymara en Bolivia”. 
Revista Pacarina del Sur, Revista de pensamiento Crítico Latinoamericano, (2012), 
http://www.pacarinadelsur.com/home/oleajes/441-el-ejercito-guerrillero-tupak-katari-egtk-la-
insurgencia-aymara-en-bolivia#_edn1. [Consulta: 29 septiembre  2013]. 
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política para forzar cambios políticos230. Si en la década del ochenta la efervescencia 
social tuvo poco efecto más allá de arreglos sectoriales y triunfos locales, en la 
década del noventa, desde la “Marcha por el Territorio y la Dignidad”, los triunfos de 
las movilizaciones sociales sobre la gran política estimularon acudir a la política en 
las calles, los campos y las carreteras.  
 
Los resquicios abiertos por la descentralización, la participación comunitaria y el 
reconocimiento de las organizaciones sociales acrecentaron las expresiones de lo 
social dentro de las reglas del Estado. Empero, la sociedad, al fin reconocida por el 
Estado, no adquirió plenamente las formas y rutinas que caracterizan a la 
administración pública. Por el contrario, conservó rutinas y prácticas que le han 
ayudado a mantener identidades, solidaridades y reglas de sociabilidad, tanto para 
regular sus relaciones sociales internas como para relacionarse con el Estado y las 
instituciones políticas. Más aún, la adopción de la ley de Participación Popular marca 
la largada de un ascenso de la conflictividad social directa. En palabras quejosas de 
la socióloga alemana-boliviana Renata Hoffmann y de Martín Pérez (2009)231, ex 
viceministro de Descentralización boliviano:  
 
Las coincidencias y diferencias entre participación, empoderamiento y 
ejercicio ciudadano nos permiten afirmar que el proceso boliviano de 
descentralización ha sido particularmente rico en el desarrollo de nuevas 
formas de participación directa, pero no así en la consolidación paralela de 
una institucionalidad democrática que cristalice un Estado de Derecho y 
fortalezca también a la democracia representativa. Este hecho se expresa, en 
el poco peso que tienen los Concejos Municipales frente al fuerte rol de las 
Organizaciones Territoriales de Base y los Comités de Vigilancia, que en 
                                        
230. Hacemos aquí una distinción entre lo político y la política, en la que lo político son todos los 
asuntos que se asumen de interés colectivo y la política el conjunto de instituciones, organizaciones y 
mediaciones a través de las cuales se tramitan parte de dichos asuntos, convirtiendo lo político en 
asunto de la política. 
231. Martín Pérez Renata Hoffmann, “Participación Ciudadana En El Proceso De Descentralización De 
Bolivia,” in Diálogos Para La Descentralización. Fomentando La Cooperación Entre Bolivia, Chile Y 
Perú (Lima: Flacso, InWent, 2009).  
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determinados momentos puede rebasar las reglas del juego democrático y 
conducir a cabildos o asambleas que afectan la gobernabilidad y estabilidad 
de los gobiernos municipales. (p. 34).  
 
Dicho en nuestras palabras: a las alcaldías y concejos (democracia representativa 
liberal), se le adhieren OTBs y Comités de Vigilancia (instancias de reconocimiento y 
participación social en la administración), que en unos casos inhiben y en otros 
sirven de vehículo para que las prácticas y autoridades sindicales, comunitarias e 
indígenas (poderes populares y étnicos), prevalezcan sobre la democracia 
representativa liberal.  
 
Gráfica 1. 
Número de eventos conflictivos nuevos por año 1970 – 2007 
 
Fuente: tomado de Roberto Laserna y Miguel Villarro232 
 
Las reformas de los noventa no se ejecutan sobre una tabula rasa social sino sobre 
un tejido complejo y consistente, en la medida en que ha perdurado mediante 
adaptaciones a cambiantes situaciones históricas. Dicho tejido se resiste a 
                                        
232. Laserna Roberto,  Villarro Miguel “Enero de 1970 – enero de 2008, 38 años de conflictos sociales 
en Bolivia” Centro de Estudios de la Realidad Económica y Social -Ceres-: Cochabamba, 2008, p. 13. 
<http://www.ceresbolivia.org/documentos/publicaciones/38_anhos.pdf> [Consulta: 2 noviembre  
2013]. 
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desaparecer o a fundirse en los pliegues de la administración pública. Por el contario, 
reclama colonizar las nuevas oportunidades desde sus propias formas, rutinas y 
reglas. Es por ello que una y otra vez pareciera regresar a la lógica societal contra la 
estatal ejerciendo una especie de doble poder, de vigilancia y de tutela.  
 
En lo dicho debe advertirse una tensión profunda entre el Estado liberal e 
importantes sectores sociales. En efecto, no se trata únicamente de señalar la 
incapacidad de las reformas del Estado en convertir la movilización social en 
exclusiva movilización hacia y dentro de las instituciones locales, del sistema de 
partidos políticos y de la representación gremial y corporativa. Hay algo más 
profundo, un sustrato ideológico por algunos levantado en contra del “Estado 
colonial”, que se nutre de masivas e insurgentes prácticas socio-políticas de 
multitudes que aparecen indómitas al orden estatal liberal. La persistencia de estas 
prácticas tensan las fronteras del derecho liberal al introducirle el reconocimiento de 
soberanías de poder anti liberales (propiedad colectiva y comunitaria, fusión entre la 
representación social y política, entre la función legislativa y ejecutiva, entre lo social 
y lo sagrado). No es fácil dibujar completamente los contornos de las formas de 
poder estatal alterno al Estado liberal en la década del noventa. De todas maneras 
se puede advertir que muchos sectores populares, indígenas y campesinos, 
levantaron desde la década del ochenta y noventa la propuesta de instituir una o 
varias soberanías de naciones, pueblos y comunidades dentro de un Estado 
plurinacional. Otras fracciones más radicales se agitaron contra toda forma de 
Estado, llamado colonial, en defensa de la nación india.  
 
Los estrategas neoliberales habían soñado con una reconciliación entre el mercado y 
el reconocimiento étnico. Después de todo ambas apuntaban a debilitar el viejo 
Estado. Unos para transnacionalizar y privatizar los territorios interiores. Otros para 
hacer prevalecer el reconocimiento de pueblos y comunidades. Sin embargo, como 
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advierte el sociólogo Oscar Bazoberry (2008)233: 
 
Para algunos autores no solo no hubo encuentro, sino que se trataba de 
posiciones antagónicas porque una propuesta pretendía controlar el poder de 
las comunidades y de las organizaciones estatizándolas, mientras que la otra 
pretendía el derrocamiento de la estructura estatal tradicional y su 
transformación en un estado de las múltiples nacionalidades originarias, lo que 
en sí mismo negó todo acercamiento de las propuestas, calificando cualquier 
intento de una lectura distinta como alienación, subordinación o traición. (p. 
31). 
 
La agenda de las políticas a descentralizar es el cuarto eje de las tensiones entre las 
reivindicaciones étnicas y populares por un aparte y por otra, las ofertas prevalentes 
del sistema político y el dispositivo institucional neoliberal. La oferta desde el Estado 
se limitó a las políticas sociales de baja complejidad, mientras las comunidades 
aspiraban también a una descentralización de las oportunidades de desarrollo. 
Contrariaba la doctrina que el Estado se inmiscuyera directamente en el desarrollo 
económico, siendo este competencia exclusiva del mercado y sus agentes privados. 
En palabras de Miguel Urioste (Molina, 1997)234: 
 
La ley debió tener un componente productivo. El decreto complementario que 
se aprobó posteriormente, estableciendo que la inversión se realice en 
porcentajes determinados para cada rubro (desarrollo humano y desarrollo 
productivo), no es suficiente. Este desafío continúa. Pudimos haber logrado 
que el municipio sea un facilitador de la producción. Pero el estado no ha 
seguido esa línea, por la ideología liberal del presidente. Una medida así 
vulneraría de forma demasiado evidente las sagradas reglas del mercado. (p. 
236). 
                                        
233. Bazoberry, Oscar (2008), Participación, Poder Popular Y Desarrollo: Charagua y Moxos, (CIPCA 
No. 68, U-PIEB No. 2  La Paz: Centro de Investigación y Promoción del Campesinado -CIPCA- / 
Universidad para la investigación Estratégica en Bolivia UPIEB, 192 
234. Molina, Historia De La Participación Popular. 




El neoliberalismo pretendía ensanchar la inserción de los territorios a los mercados 
de bienes, servicios y recursos. En cambio, las organizaciones gremiales y políticas 
de referencia campesina e indígena obtuvieron reconocimiento sobre el control 
productivo y político de sus territorios. También ganaron una reforma agraria que 
protegiera la propiedad colectiva y los derechos sobre los recursos naturales allí 
existentes para uso y aprovechamiento comunitario. Una agenda convoca a la 
representación municipal para participar en la administración de la política social de 
baja complejidad y en la infraestructura física básica. La otra agenda pretende el 
control estratégico de los territorios para manejar sus riquezas naturales y 
productivas esenciales. A nadie se le escapa el clivaje entre una agenda que 
promueve el desarrollo del mercado, la libre empresa y las inversiones privadas y 
otra que congela porciones enormes del territorio nacional que prohíbe enajenar, 
vender y subdividir las tierras de propiedad colectiva. El ideario neoliberal iniciado en 
1985 desató una toma de los “territorios naturales” para comercializar flora, fauna, 
minería e hidrocarburos en el mercado mundial. A la vez, la fiebre de invadir y 
mercantilizar los territorios indígenas y campesinos despertó la agenda de defensa 
de la tierra y sus recursos por las comunidades y pueblos indígenas y originarios 
(Arrázola, 1996)235.  
 
Sin embargo, las agendas se cruzan en los intersticios en los cuales se encuentran la 
oferta de participación electoral y social de parte del Estado, con la lucha por adquirir 
el reconocimiento de organizaciones sindicales funcionales y comunitarias, pueblos y 
autoridades tradicionales. La coalición entre el presidente Gonzalo Sánchez de 
Lozada, connotado líder neoliberal del Movimiento Nacionalista Revolucionario –
MNR-, y el vicepresidente indígena aymara Víctor Hugo Cárdenas, dirigente del 
partido Tupac Katari de Liberación Nacional –MRTK-L, no es simple maquillaje 
indigenista en medio del ajuste estructural236. Se trató en los hechos de un intento de 
                                        
235. Elizabeth Arrázola, “Impactos De La Identificación Étnica En Las Decisiones Del Estado 
Boliviano,” in Política, Cultura Y Etnicidad En Bolivia (La Paz: CEBEM, 1996).  
236. No es esta la apreciación del sindicato campesino ni de los partidos de izquierda socialista o 
indigenista para los cuales el vicepresidente aymara fue un traidor que se vendió a los intereses del 
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conciliación programática de dos agendas que tenían en el centro de su estrategia la 
re-territorialización del Estado, del sistema político y de las políticas públicas. Ambas 
agendas bajan hasta lo local y las comunidades para rehacer las relaciones entre el 
Estado y la sociedad. Ambas, a su manera, superan entonces el protagonismo de las 
relaciones sociales y políticas entre el Estado nacional y la clase trabajadora, entre el 
sistema político centralizado y los gremios y partidos nacionales de referencia obrera 
y campesina. La agenda neoliberal baja a lo local para desarticular sindicatos 
nacionales y ensanchar la cobertura territorial del mercado privado de la mano de las 
competencias y recursos transferidos. La agenda popular e indigenista baja a lo local 
para que se reconozcan 10.000 organizaciones populares existentes, la propiedad 
colectiva de la tierra y sus recursos, las autoridades propias y la jurisdicción sobre los 
territorios (Urioste, 2001)237. El descenso hasta lo local y las comunidades 
emprendido por la alianza del neoliberalismo y el indigenismo en los noventa 
producirá dos víctimas: la clase obrera y los movimientos cívicos departamentales de 
liderazgo empresarial y conservador.  
 
3.3.3 El ordenamiento territorial del empresariado cruceño: La autonomía 
regional para los gremios 
 
En 1952 el producto interno bruto del departamento de Santa Cruz de la Sierra 
representaba apenas el 2,6% del total nacional, en 1986 al comienzo de la era 
neoliberal era ya del 23,38% y en el año 2000 acaparaba un tercio del PIB nacional 
con un impresionante 30,01%. (INE, en línea)238, (Peña, 2007, p. 108)239. Entre 1955 
                                                                                                                        
imperio y al neoliberalismo. A nuestro juicio, tal postura niega los significados de representación de 
los hechos más allá de las intenciones o agendas de las personas que los encarnan.  
237. El Movimiento Bolivia Libre –MBL-, pequeño partido político de izquierda que hizo parte de la 
coalición del gobierno que legisló la Participación Popular había propuesto desde 1991 “expropiar” el 
10% de la coparticipación a los departamentos en la tributación nacional para cederlas hacia 
localidades en las que se reconocieran a las organizaciones sociales, sus autoridades y la titulación 
comunitaria de sus tierras. Urioste, “Bolivia: Descentralización Municipal Y Participación Popular.” 
238. Instituto Nacional de Estadística –INE-, Producto Interno Bruto Departamental. Participación 
departamental en el producto interno bruto, según departamento, 1988 - 2009, (INE). 
http://www.ine.gob.bo/indice/general.aspx?codigo=40203 
[Consulta: 2 noviembre  2013].  
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y 1959 los líderes del departamento agrupados en el Comité Cívico pro Santa Cruz 
debieron recurrir a una alta conflictividad contra el gobierno nacional en cabeza del 
Movimiento Nacionalista Revolucionario –MNR- para lograr que se les adjudicara al 
fin el 11% de las regalías por la producción de hidrocarburos que debieron haber 
recibido por ley desde 1938. En cambio en el año 2004 el Comité Cívico pro Santa 
Cruz desafiaba al gobierno nacional con la propuesta de retener el 70% de las 
regalías para el departamento y solo conceder el 30% para la nación (Molina, Peña, 
Vaca, 2008, p. 60)240. Desde comienzos del siglo XX y con mayor insistencia en la 
década del cincuenta y el sesenta la gran aspiración del Oriente, en particular de las 
elites de Santa Cruz, era poder ser integrada al país y a los potentes mercados 
vecinos (Brasil y Argentina) mediante grandes proyectos nacionales de 
infraestructura (carretera y ferrocarril), así como en la década del sesenta y setenta 
aspiraban a ser receptora de estrategias nacionales de ampliación de la frontera 
agrícola. En cambio, en el año 2000 el Comité Cívico de orientación empresarial 
amenazaba con separarse de Bolivia si no le era reconocido un profundo estatuto 
autonomista; lideró entonces la unidad de los 5 departamentos del oriente bajo la 
figura de la “Media Luna” con la consigna de la autonomía departamental respecto de 
los poderes y decisiones nacionales (Peña, 2007)241.  
 
¿Cómo ocurrió esta transformación regional tan notable, qué factores explican la 
modificación de las relaciones de poder entre la nación y la región oriental y cómo 
entender la evolución de los sentidos del ordenamiento territorial agenciado desde 
las elites cruceñas? El vigor económico y político del departamento de Santa Cruz es 
                                                                                                                        
239. Peña, Claudia (2007), ’La Conformación Histórica Del Poder Y Las Elites De Santa Cruz’, in 
Salmon, Fernando Prado (ed.), Poder y elites en Santa Cruz. Tres visiones sobre un mismo tema (Santa 
Cruz de la Sierra: Editorial 
240. Carlos H. Molina, Claudia Peña, Claudia Vaca (2008), El movimiento cívico frente al proceso de 
descentralización y autonomía, 1994 - 2006, ed. Molina, Carlos Hugo, (Cochabamba: IUED / Cepad / 
Editorial El País). 
241. El Comité Cívico Pro Santa Cruz estaba conformado por “(hacendados tradicionales, nuevos 
empresarios, intelectuales, políticos de derecha, descendientes de los comerciantes alemanes), que 
reclamaba la aplicación de la Ley de Regalías, y que representaba al mismo tiempo los intereses de 
los empresarios agrícolas y las familias tradicionales, que temían perder preferencias y riqueza en 
medio del proceso revolucionario.” p. 117. Peña, Claudia (2007), ’La conformación histórica del poder 
y las elites de Santa Cruz’, in Salmon, Fernando Prado (ed.), Poder y elites en Santa Cruz. Tres 
visiones sobre un mismo tema (Santa Cruz de la Sierra: Editorial  
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la consecuencia de las amenazas no llevadas a cabo en la región por la revolución 
de 1952 tanto como de sus realizaciones. Es también el producto perseguido por las 
estrategias de integración nacional de la década del sesenta, así como el resultado 
de los instrumentos cumbre del desarrollismo cepalino de los setenta. Finalmente, el 
fortalecimiento regional es el fruto maduro de las políticas de ajuste estructural, 
privatización e internacionalización económica emprendidos desde mediada la 
década del ochenta.  
 
Tabla 5. 
















1975 6,2 32,0 16,3 9,0 9,8 4,0 18,7 3,0 0,6 
1980 6,7 29,1 17,2 8,1 9,2 4,8 20,7 3,5 0,7 
1985 6,5 26,0 17,8 7,7 8,8 4,8 24,1 3,4 0,7 
1990 6,8 27,0 17,6 5,5 6,0 5,2 26,8 4,2 0,8 
1995 5,2 29,5 18,1 5,8 4,9 4,4 27,5 3,9 0,8 
2000 5,3 25,7 18,7 5,7 4,8 5,3 30,0 3,7 0,9 
2005 4,4 24,5 16,8 4,9 4,5 11,2 29,5 3,0 0,9 
Fuentes: Eduardo Arze, Bolivia. El Programa Del Mnr Y La Revolución Nacional. Del Movimiento De Reforma 
Universitaria Al Ocaso Del Modelo Neoliberal (1928 - 2002) (La Paz: Plural editores, 2002). Para los datos de 
1975; Inch, Bernardo (1988), 'Desequilibrios regionales y crecimiento acelerado', ILDIS; para los datos de 1980 y 
1985; INE – Cuentas Nacionales – Serie histórica del Producto Interno Bruto departamental. 
 
 
Desde 1949 la dirigencia cruceña del Movimiento Nacionalista Revolucionario –MNR- 
y líderes militares regionales enfrentaron al ejército y al gobierno nacional 
participando así de manera decidida en el proceso que condujo a los alzamientos 
revolucionarios de 1952. El nuevo Estado fortaleció a las elites orientales de varias 
maneras. En primer lugar, la temida reforma agraria se volcó sobre los terratenientes 
de los andes en donde estaba concentrada la población indígena y campesina que 
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realizó los levantamientos populares revolucionarios definitivos. El escaso 
poblamiento del oriente salvó a los terratenientes de masivas expropiaciones de 
tierra y por el contrario fueron las grandes ganadoras de la reforma agraria durante el 
periodo 1953 – 1993, un año antes de emprenderse las reformas de 
descentralización. Las elites de Santa Cruz y Beni recibieron la mitad de la tierra 
distribuida (50,10%, aproximadamente 33 millones de hectáreas), siendo que solo 
representaban el 16,43 % de los beneficiarios. En cambio, los campesinos de La Paz 
y Potosí recibieron un escaso quinto del total de la tierra asignada (20,90%, cerca de 
12 millones de hectáreas), siendo ellos la mitad de la población beneficiaria de la 
reforma agraria (50,23%) (INRA, 2008, p. 51)242. Además de la tierra las elites del 
Oriente concentraron también el crédito del Banco Agrario de Bolivia con el fin de 
volver productivas propiedades ociosas, incrementando la capacidad productiva 
(Peña, 2007)243. La concentración regional del crédito del Banco Agrario es 
demostrativa de la discriminación positiva incremental a favor de los terratenientes y 
de la agroindustria del Oriente. Entre 1955 y 1964, fecha del comienzo de los 
regímenes dictatoriales, la región del Oriente obtuvo la mayoría de la colocación de 
los créditos bancarios con el 57,5% (Santa Cruz, Beni y Pando). Los propietarios del 
Altiplano, en su mayoría indígenas, campesinos y comunidades rurales recibieron 
solo el 16% (La Paz, Oruro, Potosí) y la población de los Valles el 26,4% 
(Cochabamba, Chuquisaca, Tarija). Entre 1964 y 1970, un año antes de asumir la 
presidencia nacional el dictador cruceño Hugo Banzer Suárez, la región Oriental 
incrementó su participación hasta el 64,07% y en los primeros años del dictador 
(1970 – 1975) la concentración se elevó hasta el 88,63%. En el segundo quinquenio 
de los sesenta la población rural pobre beneficiaria de la reforma agraria en el 
altiplano recibió el 18,53% de las adjudicaciones y terminó con solo el 4,75% de los 
                                        
242. Instituto Nacional de Reforma Agraria, Breve Historia Del Reparto De Tierras En Bolivia. De La 
Titulación Colonial a La Reconstrucción Comunitaria De La Reforma Agraria: Certezas Y 
Proyecciones (La Paz: INRA, 2008). 
243. Peña, Claudia (2007), ’La Conformación Histórica Del Poder Y Las Elites De Santa Cruz’, in 
Salmon, Fernando Prado (ed.), Poder y elites en Santa Cruz. Tres visiones sobre un mismo tema (Santa 
Cruz de la Sierra: Editorial El País) 47 
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créditos entre 1970 y 1975 (Arze, 2002, p. 167)244.  
 
Un segundo componente de la revolución de 1952 fue la instauración del sufragio 
universal. Iniciativa que en principio no era del agrado de elites acostumbradas a 
mandar en virtud del derecho que corresponde al prestigio de aquellos que poseen la 
tierra, conectan territorios y poblaciones lejanas con sus caravanas de comerciantes 
y contrabandistas, además de amasar el capital que permite acumular los medios de 
producción, así como recibir y adjudicar los créditos. Sin embargo, la representación 
política de la región no le fue expropiada a las elites. Por el contrario, con el tiempo 
sus representantes regionales no solo mandaron en su terruño sino que garantizaron 
importantes cargos en el poder ejecutivo nacional durante el régimen de las 
dictaduras y posteriormente durante la democracia pactada hasta el año 2002. Por 
ejemplo durante la presidencia del encargado Jorge Quiroga Ramírez (2001 - 2002) 
las elites de Santa Cruz contaban con seis ministros.  
 
Excepciones notables de gobiernos que no favorecieron a las elites orientales se 
presentaron bajo el gobierno del golpista general Alfredo Ovando Candía (1969 – 
1970) quien nacionalizó la empresa Bolivian Gulf Oil Company. También en el 
gobierno de Juan José Torres (1970 – 1971) quien acometió un golpe de estado 
contra Ovando para proteger al gobierno de un golpe de Estado de la derecha. 
Torres nacionalizó varias minas, expulsó los Cuerpos de Paz de los Estados Unidos 
y creó además las Corporaciones de Desarrollo Regional y el Banco del Estado, 
instrumentos que tendrán gran importancia en la promoción del desarrollo económico 
regional en la década del setenta. Ambos generales hicieron parte de la “corriente 
militar nacionalista revolucionaria populista” (Sandoval, Sandoval, del Río, Sandoval, 
Mertens y Parada, p. 31)245 que retornó a las fuentes originarias del programa de la 
revolución de 1952 en cuanto a la independencia económica y la nacionalización de 
                                        
244. Arze, Bolivia. El Programa Del Mnr Y La Revolución Nacional. Del Movimiento De Reforma 
Universitaria Al Ocaso Del Modelo Neoliberal (1928 - 2002).  
245. Prestamos la caracterización ideológica de dicho gobierno de Carmen D. Sandoval, Ada V. 
Sandoval, Marco A. del Río, Franz Sandoval, Carlos Mertens, Claudia Parada (2003), Santa Cruz, 
economía y poder, 1952 - 1993, (Investigaciones regionales. Santa Cruz No. 4  La Paz: Fundación 
PIEB) 199. 
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los recursos naturales estratégicos. El general Torres intentó nacionalizar la industria 
azucarera del Oriente y estimular la reforma agraria contra las grandes propiedades 
de los terratenientes de la región. Por estos motivos las elites conspiraron en su 
contra. Torres será derrocado por un golpe de Estado del que participará Hugo 
Banzer Suárez, quien favorecerá de manera abierta y masiva los intereses de la 
burguesía industrial y agroexportadora cruceña en la década del setenta. Resaltada 
importancia en el golpe de la corriente militar de derecha tuvo la colonia empresarial 
alemana asentada principalmente en Santa Cruz y empresarios conservadores 
brasileros con intereses comerciales en la región Oriental. No sobra señalar que 
cerca de un tercio de los ministerios del nuevo gobierno fueron reservados para las 
elites cruceñas. Desde estos cargos de poder se garantizó la devaluación de la 
moneda para estimular las exportaciones agroindustriales y una mayor participación 
en el negocio de los hidrocarburos que tuvo gran desarrollo en la década del setenta. 
 
El tercer componente de la revolución de 1952 fue la nacionalización de las minas. 
Las elites regionales temieron una posible expansión de la expropiación de la 
propiedad privada hacia el oriente. Sin embargo, la estatización se concentró en 
contra de la “rosca de los barones del estaño” situada en el occidente del país. El 2 
de octubre de 1952 se creó la Corporación Minera de Bolivia –COMIBOL- empresa 
insigne del nacionalismo boliviano que será la fuente de financiación de la estrategia 
de sustitución de importaciones del Estado boliviano hasta mediados de la década 
del ochenta. El Oriente boliviano y en particular Santa Cruz se beneficiará de dos 
objetivos programáticos emanados de la revolución de 1952: la integración nacional y 
la industrialización inducida por el Estado. Ya en el año de 1938 el presidente 
cruceño Germán Busch inició una campaña de integración del Oriente hacia el 
exterior, mediante un tratado para construir un ferrocarril que lo uniera con Brasil, y 
hacia el interior con la habilitación de la carretera con Cochabamba. Esta tendencia 
será reforzada por una misión económica norteamericana dirigida por Merwin L. 
Bohan que propuso en 1942 una estrategia integral para realizar la integración del 
Oriente con el Occidente a través de una red de caminos. El más importante de ellos 
uniría a Santa Cruz con la ciudad de Cochabamba. El fomento a la producción 
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agrícola y ganadera, a la diversificación industrial y al desarrollo de la banca y la 
industria petrolera, completaban la estrategia. La misión señaló a Santa Cruz como la 
región adecuada para el desarrollo de dicha estrategia que contará con la 
financiación norteamericana (Cuellar, 2102, entrevista)246. En 1942 se creó la 
Corporación Boliviana de Fomento –CBF- que será clave en la financiación de este 
paquete estratégico que será llevado a cabo mediante lo que se bautizó como la 
“Marcha hacia el Oriente” en el periodo posrevolucionario durante la década del 
cincuenta y sesenta. Por tramos se asfaltó la esperada carretera que fue inaugurada 
en 1954, se fortaleció la conexión férrea al Brasil y a Argentina y se estimuló desde el 
Estado la migración interna hacia el Oriente (Sandoval, Sandoval, del Río, Sandoval, 
Mertens y Parada )247.  
 
La población de Santa Cruz pasó de representar el 9% del total nacional en 1950, 
saltó al 15,4% en 1976 y al 24,5% en el año 2001. Lo que inició el Estado en buena 
parte lo profundizó con creces el mercado. Las inversiones y la migración inducida 
fomentaron la migración “espontánea” hacia una región con una creciente oferta 
laboral que permitía encontrar refugio a las crisis cíclicas de la minería del occidente, 
a los escasos frutos de las tierras áridas de altura y huir a la sobre población relativa 
crónica, es decir desempleada o mal empleada (Bazzaco, 2009)248. En el momento 
de la revolución de 1952 el 97,14% de las exportaciones bolivianas dependían de los 
minerales, mientras debía importar los alimentos básicos y los combustibles. Para 
diversificar la producción, depender menos de la volatilidad de los precios 
internacionales de los minerales, substituir importaciones agropecuarias, cárnicas y 
                                        
246. Las elites empresariales, políticas y los historiadores cruceños se precian de anotar que las grandes 
líneas del Plan Bohan ya habían sido expresadas por las propias elites locales desde el “Memorandum 
de la Sociedad de Estudios Geográficos e Históricos de Santa Cruz” de 1904. Se trataba desde entonces 
de una solicitud de integración a la nación y no de una reivindicación separatista. Entrevista con Rubén 
Darío Cuellar, prefecto nombrado del departamento de Santa Cruz en el año 2005, La Paz, septiembre 
2012, Darío I. Restrepo.  
247. Carmen D. Sandoval, Ada V. Sandoval, Marco A. del Río, Franz Sandoval, Carlos Mertens, 
Claudia Parada (2003), Santa Cruz, economía y poder, 1952 - 1993, (Investigaciones regionales. Santa 
Cruz No. 4  La Paz: Fundación PIEB) 199  
248. Una descripción de las fases de los procesos de colonización dirigida desde el Estado se encuentra 
en Bazzaco, Edoardo (2009), ’Dinámica Demográfica, Flujos Migratorios Y Procesos De Urbanización 
En El Departamento De Santa Cruz De La Sierra, Bolivia. Estudio de caso’, in Cardim, José Luis 
Luzón y Marcia (ed.), Problemas sociales  
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de petróleo y carbón se escogió la región del oriente, en particular a Santa Cruz, para 
tales misiones debido a sus “dotaciones naturales”. Tal fue el motivo del “trasplante 
de población” realizado hacia el Oriente: acrecentar e integrar el mercado nacional y 
lograr una industrialización por sustitución de importaciones. El Estado fomentará la 
producción de la caña de azúcar principalmente mediante la creación del ingenio 
azucarero estatal Guabirá en los años 40 en Santa Cruz. También se apoyará desde 
el Estado la producción de algodón, soya, trigo y maíz, así como de aceites, grasas, 
cuero y alcohol.  
 
Mención especial en la estrategia de industrialización merecen los hidrocarburos 
(OBIE, en línea)249. La empresa Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos –YPFB- 
fue creada en 1936, pero su nivel productivo fue mediocre hasta llegada la revolución 
de 1952. Entonces, con un decidido apoyo estatal a través de la COMIBOL logra 
reemplazar la importación de gasolina por la autosuficiencia energética y la 
exportación de excedentes en 1954, trayendo así una “Etapa de Oro”. Una segunda 
fase del desarrollo industrial petrolífero y gasífero empezará desde 1955 mediante la 
decisión del gobierno de acudir al capital internacional para acelerar y profundizar la 
capacidad productiva de petróleo y gas. 14 firmas extranjeras penetraron entonces el 
mercado. La región petrolera será Santa Cruz desde donde se construye un 
oleoducto desde Camiri hasta Yacuiba en Argentina. La producción del gas 
empezará en Sanandita situada en el departamento oriental de Tarija. En 1958 un 
ducto garantizará el flujo hacia el Altiplano (Santa Cruz – La Paz) y un oleoducto 
Sicasica-Arica se empezará a construir permitiendo la exportación a Chile. En 1966 
se perfora el pozo Monteaguado en el departamento de Chuquisaca y en 1967 se 
descubre un campo en San Alberto en Tarija. En la década del setenta YPFB creará 
la división Santa Cruz para el manejo de todos los campos de gas de la región. Ante 
                                        
249. El Observatorio Boliviano de Industrias Extractivas –OBIE- ofrece el recuento completo de los 
desarrollos empresariales, legales e institucionales más relevantes de la historia de la empresa. 
Observatorio Boliviano de Industrias Extractivas –OBIE. “Yacimientos Petrolíferos Fiscales 
Bolivianos –YPFB- desde su fundación en 1936 hasta el año 1996” [en línea]. En:   Centro de Estudios 
para el desarrollo laboral y agrario-cedla-, septiembre 26 de 2006. 
<plataformaenergetica.org/obie/content/2154> [Consulta: 2 noviembre  2013]. 
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el asenso de la industria de los hidrocarburos el 11% de las regalías con destino al 
departamento productor, así como los servicios conexos a la actividad exploradora, 
extractiva y de distribución, servirán de palanca del desarrollo empresarial regional. 
En los años setenta también empezará la exportación de gas a la Argentina 
recabándose así muchos más recursos de regalías para el desarrollo regional.  
 
Santa Cruz y el Oriente serán entonces beneficiarias de políticas nacionales de 
distribución gratuita de grandes propiedades de tierras, alta concentración del crédito 
público, inversiones en infraestructura, políticas de industrialización y el desarrollo de 
los hidrocarburos, además de haber contado con una importante representación 
política en altos cargos del gobierno nacional que ampararon el sesgo pro oriental.  
 
El segundo sector amparado por el Estado se encontraba en el occidente del país y 
estaba relacionado directamente con las actividades mineras, los servicios, el 
comercio y la banca. Fue precisamente la alianza entre los empresarios del Oriente y 
el Occidente, de los agroexportadoras e industriales con aquellos ligados a las 
actividades mineras, los servicios y la banca que cimentó el golpe militar de Hugo 
Banzer Suárez en 1971 (1971 – 1978) contra la corriente militar nacionalista.250 
Coincide  este periodo con el cenit de la ideología que justificó la intervención del 
Estado en la promoción de la ampliación de los mercados nacionales. Una vez más 
los grandes beneficiario fueron las elites de Santa Cruz y del Oriente. En virtud de la 
reforma agraria se adjudicaron 2 millones de hectáreas entre 1955 y 1970, en cambio 
entre 1971 y 1978 se entregaron 7 millones de hectáreas (Peña, 2007, p. 115)251. 
Entre 1969 y 1978 se asignó el 46,2% del total de la tierra para el periodo 
comprendido entre 1953 y 1993 (INRA, 2008, p. 50)252; y como ya se indicó esta se 
concentró en Santa Cruz y Beni. Si los propietarios privados recibían tierra y créditos, 
                                        
250. Carmen D. Sandoval, Ada V. Sandoval, Marco A. del Río, Franz Sandoval, Carlos Mertens, 
Claudia Parada (2003), Santa Cruz, economía y poder, 1952 - 1993, (Investigaciones regionales. Santa 
Cruz No. 4  La Paz: Fundación PIEB) 199.   
251. Peña, Claudia (2007), ’La Conformación Histórica Del Poder Y Las Elites De Santa Cruz’, in 
Salmon, Fernando Prado (ed.), Poder y elites en Santa Cruz. Tres visiones sobre un mismo tema (Santa 
Cruz de la Sierra: Editorial El País)  p. 47.  
252. Agraria, Breve Historia Del Reparto De Tierras En Bolivia. De La Titulación Colonial a La 
Reconstrucción Comunitaria De La Reforma Agraria: Certezas Y Proyecciones.  
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la administración pública era favorecida con amplias transferencias. Hacia 1977 el 
departamento de Santa Cruz concentraba el 43,45% del presupuesto regional 
nacional (giros con destino a las prefecturas, alcaldías y Corporaciones de Desarrollo 
regional). En ese año La Paz alcanzaba sólo el 28,30%, Cochabamba 7,57% y 
Potosí el 4,38% (Arze, 2002, p. 305)253.  
 
En Bolivia como en otros países de América Latina, se crearon, con posterioridad  a 
las Corporaciones Nacionales de Fomento de la década del 40 y cincuenta, las 
Corporaciones de Desarrollo Regional en los setenta. Se entendió entonces la 
necesidad de fomentar otros polos de desarrollo territoriales, además de los ya 
consolidados. El crecimiento del mercado nacional era el de sus mercados 
regionales, que además de integrarse mayormente unos a otros para potenciarse, 
necesitaban instrumentos regionales de financiación de programas y estrategias de 
desarrollo territorial. La Corporación de Desarrollo Regional de Santa Cruz cumplirá 
un papel de primer importancia en la captura de recursos financieros (Arze, 2002, p. 
305)254, a la vez aglutinará los intereses de los diferentes gremios económicos más 
allá de eventuales rivalidades partidistas. Finalmente, no sobra señalar la importancia 
del narcotráfico en el crecimiento económico en la década del setenta (Assies, 2006, 
p. 94)255. 
 
El sistema de gobierno a través de militares se desmorona entre 1978 y 1982. Le 
sucede el experimento de izquierda liderado por el presidente Siles Suazo a la 
cabeza de la Unión Democrática Popular –UDP- que debe anticipar un año su salida 
del gobierno en 1985 debido a la profunda crisis económica. Por definición un 
                                        
253. Arze, Bolivia. El Programa Del Mnr Y La Revolución Nacional. Del Movimiento De Reforma 
Universitaria Al Ocaso Del Modelo Neoliberal (1928 - 2002). 
254. De 60 millones de dólares fue el presupuesto de la Corporación de Desarrollo Regional de Santa 
Cruz en el año de 1977. Arze, Bolivia. El Programa Del Mnr Y La Revolución Nacional. Del 
Movimiento De Reforma Universitaria Al Ocaso Del Modelo Neoliberal (1928 - 2002). 
255. Las relaciones entre narcotráfico y las elites de Santa Cruz era conflictiva porque a pesar de 
incrementar el deseado crecimiento económico contribuía al alza de los costos del trabajo rural, a 
estimular el contrabando que afectaba la producción regional y a incrementar la inflación que des 
estimulaba las exportaciones. Willem Assies, “La “Media Luna” Sobre Bolivia: Nación, Región, Etnia 
Y Clase Social,” América Latina Hoy No. 43 (2006): 87 - 105.  
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sistema dictatorial ejerce el centralismo sobre la administración pública. Con el 
derrumbe de los regímenes autoritarios surgen demandas de descentralización 
desde las prefecturas (departamentos). En particular, las elites de Santa Cruz, 
amparadas en su desarrollo económico, su red empresarial, sus fuertes gremios 
económicos y con el instrumento de la Corporación Regional de Desarrollo empieza 
a liderar debates, propuestas y foros sobre la necesidad de descentralizar la 
administración pública, las finanzas intergubernamentales y el sistema político (Dory, 
2009, p. 117)256. Otros movimientos cívicos departamentales, universidades, 
intelectuales y la cooperación internacional de varios países concurrieron en 
ambientar estudios y recomendaciones para el fortalecimiento de las instituciones 
locales (Molina, 1997, pp. 111 – 150)257.  
 
El presidente Víctor Paz Estenssoro inicia la era neoliberal en 1986 mediante un plan 
de choque conocido como la Nueva Economía Política –NEP-. El eje ideológico 
fundante del plan es el “retiro del Estado” y la “proclama del mercado” para 
estabilizar la economía y hacerla recuperar la senda del crecimiento. Debiese 
abandonar la estrategia de protección y ampliación del mercado interno a cambio de 
una internacionalización económica que estimulara la entrada de capitales para 
diferentes sectores, así como incrementar la producción para las exportaciones. En 
este nuevo escenario las elites empresariales de Santa Cruz y sus demandas de 
mayor protagonismo sobre los asuntos públicos territoriales no podían sino 
acrecentarse y de hecho salir fortalecidas tanto económica, ideológica y 
políticamente. Desde la esfera económica el poder de Santa Cruz se consolida con la 
internacionalización económica en la que se destaca sin duda el crecimiento de las 
áreas cultivadas de soya en el departamento que se multiplican por 4 entre 1988 y 
1994. El valor de sus exportaciones en dólares pasa de 6,1 millones a 99,4 millones 
en el mismo período (Sandoval, Sandoval, del Río, Sandoval, Mertens y Parada, p. 
                                        
256. Dory, Daniel (2009), Las Raíces Históricas De La Autonomía Cruceña. Una Interpretación Política, 
(Primera edición edn., Santa Cruz de la Sierra: El País) 157. 
257. Molina, Historia De La Participación Popular. 
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157)258. La otra faz de la internacionalización es la recepción de la inversión 
extranjera directa creciente en la región que pasó de 136 a 512 millones de dólares 
entre 1996 y 1999. 
 
El crecimiento agroexportador y de las inversiones privadas se reflejará en el 
incremento galopante del producto interno bruto que representaba ya el 25,51% del 
PIB nacional en 1988, una vez la economía empezó a recuperarse después del plan 
de choque de 1985. Después, con las medidas de privatización, internacionalización, 
créditos al sector privado y baja en los costos laborales se disparó el PIB 
departamental al 27,57% en 1993, en la antesala de la adopción de las leyes de 
descentralización. Y en el año 2000 Santa Cruz ya representaba un tercio del PIB 
total, el 30.01% (INE, en línea)259.  
 
Desde la esfera ideológica los principios fundantes de los movimientos cívicos, en 
particular el de Santa Cruz, fueron avalados y estimulados por la doctrina neoliberal. 
Como se aprecia, dichas cualidades beben en las aguas de la doctrina liberal que 
forja un espíritu empresarial de hombres libres, esforzados y morales: El 
emprendimiento, la innovación, la productividad, la propensión al riesgo y la 
capacidad de realizar los sueños serían los valores que permiten que la región sea 
una tierra de oportunidades en la que es posible la movilidad social. Una región 
abierta al mundo, a la migración y la inversión extranjera, en la que la capacidad de 
asociarse alrededor de gremios e instituciones cívicas promueve intereses colectivos 
por encima de las divisiones, las transacciones, el sectarismo y las mezquindades de 
los partidos políticos (Prado, 2007, p. 208)260. La “cruceñidad” se distingue de la 
                                        
258. Carmen D. Sandoval, Ada V. Sandoval, Marco A. del Río, Franz Sandoval, Carlos Mertens, 
Claudia Parada (2003), Santa Cruz, economía y poder, 1952 - 1993, (Investigaciones regionales. Santa 
Cruz No. 4  La Paz: Fundación PIEB)  199. 
259. Instituto Nacional de Estadística –INE-. “Participación departamental en el producto interno bruto, 
según departamento” [en línea].  En: Producto Interno Bruto Departamental 1988 - 2009, (INE). 
<http://www.ine.gob.bo/indice/general.aspx?codigo=40203> 
[Consulta: 2 noviembre  2013]. 
260. Fernando Prado relaciona sistemáticamente el surgimiento de los valores de la “cruceñidad” con la 
historia de la conformación empresarial del bloque en el poder, sus organizaciones gremiales y las 
instituciones que los representan en Prado, Fernando (2007), ’Poder y elites hoy: quiénes son y como 
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Bolivia del occidente también por su color, más blanco y menos indígena, así como 
por su nivel de vida. En 2001, el porcentaje de personas con Necesidades Básicas 
Insatisfechas –NBI- en Santa Cruz era de 38% en el departamento y del 19% a nivel 
municipal, indicadores bastante inferiores al índice de NBI a nivel nacional: 58,6%. 
 
Finalmente, en el Oriente primaría el asociacionismo alrededor del emprendimiento, 
el conocimiento y la cultura, en vez de hacerlo alrededor de los sindicatos, los 
partidos políticos, los pueblos indígenas ancestrales y la conflictividad social. 
Habiéndose derrumbado el Estado nacionalista y desarrollista en el que se 
encubaron los valores del trabajo, de la lucha sindical, la movilización social 
reivindicativa y los derechos adquiridos amparados por el Estado, la ideología de la 
“cruceñidad” aparece como ordenadora simbólica substituta. Por ello la reivindicación 
de autonomía que agencia el movimiento Cívico Pro Santa Cruz no aparece como 
aspiración exclusiva de los gremios empresariales sino de toda una región, incluida 
las capas medias, los trabajadores y los migrantes esforzados.  Más allá, el reclamo 
de autonomía regional no sería benéfico únicamente para la región sino ofrecido 
como principio fundante para todo el país, el que se beneficiaría de replicar un 
modelo probadamente exitoso. En cierta medida entonces el movimiento cívico será 
la expresión cívica de lo social en la arena de lo político con capacidad de 
representar directamente intereses ante las instituciones, reglas e instancias de la 
política. No se trata de un rechazo a los partidos políticos sino de la defensa del 
substrato social sobre el cual y para el cual se justifica el accionar partidista. En caso 
en que los partidos fallan se activan los mecanismos de acción directa de la red de 
organizaciones cívicas de la sociedad regional. El pegante ideológico de la 
“cruceñidad” permite que la región hable a través de sus representantes cívicos, 
mientras que los partidos políticos se organizan desde la arena nacional a partir de 
divisiones ideológicas. 
 
Desde la esfera política la batalla por la descentralización fue emprendida desde el 
                                                                                                                        
ejercen su poder’, in Salmón, Fernando Prado (ed.), Poder y elites en Santa Cruz. Tres visiones sobre 
un mismo tema (Primera edición edn., Santa Cruz de la Sierra) 147 - 210   
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retorno a la democracia a través de un amplio repertorio de acciones: foros 
regionales de construcción del ideario programático, masivas publicaciones con 
carácter histórico y normativo en búsqueda de las raíces históricas y las 
justificaciones legales del reclamo de autonomía, debates nacionales para la 
construcción de alianzas y la legitimación de las iniciativas de descentralización, 
propuestas legislativas pactadas con otros movimientos cívicos, universidades, 
partidos políticos y organizaciones sociales, e incluso acciones de presión social y 
política. En 1984, con el apoyo del Comité Cívico Pro Santa Cruz, el alcalde 
nombrado por el gobierno nacional de la Unión Democrática Popular –UDP- convocó 
a la elección popular directa del alcalde para 1985. A pesar de ser destituido por el 
atrevimiento, el gobierno nacional expidió seis meses después una Ley Orgánica de 
Municipalidades que convocó a elecciones municipales en todo el territorio nacional 
para 1985 (L 696, 1985)261. La presión directa por la autonomía iniciaba así una 
senda promisoria en la línea de continuidad de las acciones de 1959 cuando fueron 
capaces de hacer respetar el 11% de las regalías para la región. Sin embargo, los 
ideólogos cruceños querían más, elegir también sus propias autoridades 
departamentales, al prefecto y la asamblea, tener autonomía administrativa para 
contratar y regular la administración pública, además de facultades normativas para 
crear por sí mismos reglas y normas, así como autonomía tributaria. Dicha propuesta 
rebasaba con creces el orden constitucional vigente desde 1967, por lo que desde 
entonces la propuesta autonómica propuso una reforma constitucional en tal sentido 
(Dory, 2009, p. 121)262. 
 
Para los intereses empresariales que se expresan a través del Comité Cívico y la 
clase política local, el reclamo de autonomía administrativa, política y financiera 
pareciera la consecuencia natural de la acumulación in interrumpida de poder. Se 
trata de la apropiación directa del Estado territorial como complemento necesario del 
control estratégico del territorio por los gremios. En palabras del geógrafo y ferviente 
                                        
261. Siles Zuazo, Hernán. Ley 696 de 10 de 1985. Lexivox. Portal Jurídico Libre, enero 10 de 1985. 
<http://www.lexivox.org/norms/BO-L-696.xhtml> [Consulta: 2 noviembre  2013].  
262. Dory, Daniel (2009), Las raíces históricas de la autonomía cruceña. Una interpretación política, 
(Primera edición edn., Santa Cruz de la Sierra: El País) 157.  
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ideólogo de la “cruceñidad”, el profesor Daniel Dory (2009)263:  
 
[…] la clase dominante, estrechamente asociada a todas las características 
del “modelo cruceño”, necesita para su desarrollo de un entorno estatal 
amigable, con el cual pueda establecer relaciones pactadas al mismo tiempo 
que, mediante diversos instrumentos corporativos, trabaja para asegurarse el 
mayor control posible de una economía regional crecientemente 
internacionalizada. La exigencia de descentralización que caracteriza los años 
1981-1999, corresponde entonces, también y parcialmente, a los intereses de 
este sector de la población […]. (p. 118). 
 
Entre 1982 y 1993 se formularon 20 proyectos de ley de descentralización, los 
cuales, si bien contaron con una amplia participación de partidos políticos, 
movimientos cívicos y sociales, universidades, intelectuales y la cooperación 
internacional, tuvieron en el Movimiento Cívico Pro Santa Cruz la base social más 
representativa e incisiva en la materia (Blanes, 1999)264. En enero de 1993 un 
proyecto fue aprobado por la plenaria del Senado y no alcanzó a cursar su 
aprobación en la Cámara de Diputados por la oposición del Movimiento Nacional 
Revolucionario –MNR-. El reclamo de descentralización ganaba un amplio consenso 
político, social y territorial. El “lugar” del poder nacional a ceder se orientaba hacia los 
departamentos, puesto que los municipios eran muy débiles para recibir 
competencias, responsabilidades, liderazgo político y recursos a ser manejados de 
manera eficiente (Blanes y Galindo, 2012, entrevistas)265. En 1993 se posesionó el 
presidente Gonzalo Sánchez de Lozada a nombre del Movimiento Nacional 
                                        
263. Dory, Daniel (2009), Las raíces históricas de la autonomía cruceña. Una interpretación política, 
(Primera edición edn., Santa Cruz de la Sierra: El País) 157.  
264. Blanes, José (1999), ’La Descentralización En Bolivia. Avances Y Retos Actuales’, 
Descentralización Y Participación Ciudadana En Los Gobiernos Locales. Región andina (Quito: Flacso 
- Ecuador / OEA / Parlamento Andino)  177 - 220 
265. El proyecto EMSO financiado por el Banco Mundial entre 1988 y 1992 apoyó el inventario de 
capacidades territoriales, la discusión sobre las materias a descentralizar y el nivel territorial que debía 
recibirlas. En general los técnicos bolivianos preferían la orientación hacia el departamento más que 
hacia los municipios en virtud de un criterio de capacidades instaladas demostradas. Entrevistas con 
José Blanes y Mario Galindo, consultores del proyecto EMSO, La Paz, septiembre 2012, Darío I. 
Restrepo. 
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Revolucionario –MNR- para el periodo comprendido entre 1993 y 1997. El cambio de 
orientación se anunció desde el programa de campaña a favor de la 
descentralización política hacia el municipio, complementada por una 
descentralización administrativa hacia el departamento (Urioste, 2001, p. 10)266. La 
primera se convertirá en la Ley de Participación Popular de 1994 y la segunda en la 
Ley de Descentralización Administrativa de 1995267. La frustración y la confusión 
dentro del movimiento cívico de orientación empresarial se mezclaron. La frustración 
condujo a huelgas de hambre, vigías, múltiples proclamas, paros cívicos, muchas 
reuniones con la bancada regional en el congreso de la república y la amenaza  de 
una “Asamblea de la Cruceñidad” en contra de la LPP de 1994. Las vías de hecho 
fueron suspendidas a cambio de una partida de 27 millones de bolivianos para la 
Universidad Autónoma Gabriel René Moreno –UAGRM- (Molina, Peña, Vaca, 2008, 
p. 23)268. Dicha Asamblea finalmente se realizó para presionar infructuosamente la 
ley de descentralización administrativa departamental de 1995. La confusión se 
originó en el hecho que el gobierno que frustró la estrategia del poder territorial de los 
cruceños era aquel que prometía radicalizar el modo de regulación y la ideología más 
cara a los intereses estratégicos de los empresarios de Oriente, en particular, de los 
cruceños. “Háganme una ley como una mujer sin chucha” (Galindo, 1998, 
entrevista)269, habría exclamado el presidente Lozada a sus asesores para responder 
a la presión del movimiento cívico departamental sin conceder grados de autonomía 
política (elección directa del prefecto y de la Asamblea departamental), administrativa 
(autonomía en el manejo de las funciones descentralizadas), fiscal (manejo 
autónomo del presupuesto) y legal (capacidad de normar y legislar) como era la 
                                        
266. Urioste, “Bolivia: Descentralización Municipal Y Participación Popular.”  
267. Ambas leyes son aprobadas en un escenario de mucha conflictividad, la COB y sus diferentes 
sindicatos se movilizan contra las reformas a la salud, a la educación, las privatizaciones y la ley de 
capitalización; además los cocaleros rechazan la guerra contra la coca, una centena de ellos es apresada 
y exilada en varios sitios de país y el estado de sitio es proclamado.  
268. Carlos H. Molina, Claudia Peña, Claudia Vaca (2008), El movimiento cívico frente al proceso de 
descentralización y autonomía, 1994 - 2006, ed. Molina, Carlos Hugo, (Cochabamba: IUED / Cepad / 
Editorial El País). 
269. Para los bolivianos la “chucha” es el órgano femenino. Entrevista con Mario Galindo asesor del 
proyecto EMSO y del presidente Lozada para la ley de descentralización administrativa departamental. 
La Paz, septiembre 2012, Darío I. Restrepo.  
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voluntad de los cívicos (Molina, Peña, Vaca, 2008, p. 32)270. El presidente, que 
contaba con una fuerte mayoría política y la alianza con líderes indígenas, enterró 
entonces la posibilidad de fortalecer al nivel departamental. Se temió entonces 
articular un espacio político de poder en regiones con redes empresariales e 
instrumentos de política económica como las Corporaciones de Desarrollo Regional 
(CORDECRUZ) que venían desde 1970. La tímida ley de descentralización 
administrativa departamental de 1995 se complementó con la disolución de dichas 
corporaciones, cuyos activos pasaron al departamento como moneda de cambio 
para financiar las nuevas competencias establecidas por la ley. Ayudó también a la 
resignación el que la ley situara en las Prefecturas la administración de las regalías y 
la creación de un Fondo de Compensación regional. Recursos a cambio de 
autonomía caracterizó la transacción impuesta por el ejecutivo. Los partidos políticos 
nacionales habrían preferido localizar los poderes en vez de agregarlos a nivel 
departamental. El miedo al federalismo se difundió como excusa de los que por ello 
entendían la posibilidad de crear poderes partidistas regionales fuertes que 
desafiaran el control de las instancias nacionales de transacción y cuoteo entre 
partidos políticos.  
 
3.3.4 Re-centralización y frustradas expectativas sociales, 1997 – 2000 
 
El ex dictador Hugo Banzer Suárez con el 22,2% de los votos regresó al poder, ahora 
por la vía electoral, para el período comprendido entre 1997 y el año 2002 (CNE, 
2007, en línea)271. Las características del proceso de descentralización se vieron 
entonces afectadas. El énfasis municipal fue substituido por el departamental, el de 
la participación ciudadana por el “municipio productivo” y el reconocimiento étnico de 
ayllus, de los Distritos Municipales Indígenas y de los Comités Cívicos fue frenado a 
                                        
270. “El gobierno, puntualizó (Héctor Justiniano) [Presidente del CCpSC en 1995], no entiende que 
debe haber poderes ejecutivos departamentales con autonomía de gestión, con personería jurídica y 
patrimonios propios; un consejo con capacidad de deliberar, normar y fiscalizar, con recursos 
económicos propios”. Carlos H. Molina, Claudia Peña, Claudia Vaca (2008), El movimiento cívico 
frente al proceso de descentralización y autonomía, 1994 - 2006, ed. Molina, Carlos Hugo, 
(Cochabamba: IUED / Cepad / Editorial El País). 
271. –Corte Nacional Electoral –CNE-, “25 Años De Evolución Electoral En Bolivia,” Boletín 
Estadístico Número 7. (2007): 1 - 8. 
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favor del fortalecimiento de la democracia representativa formal272. Incluso el 
gobierno intentó revivir la importancia de la concertación con las organizaciones 
funcionales (empresariales y sindicales) a través de Consejos Consultivos en 
detrimento de aquellas con las comunidades, organizaciones sociales y pueblos 
indígenas (Hoffmann, Pérez, 2009, p. 31)273. En la segunda fase de la 
descentralización el municipio, más que ser la instancia garante del derecho a la 
participación social en la administración pública y el reconocimiento multiétnico, 
debía servir para la conversión de los pobres en microempresarios. La Secretaría de 
Participación Popular, compuesta en buena parte por académicos progresistas y 
miembros de ONGs, fue desmantelada, sus funcionarios despedidos o compelidos a 
renunciar (Lalander, 2005, p. 145)274. Con dicho entierro se decapitó la instancia que 
mantenía vigente el liderazgo nacional a favor del fortalecimiento del poder local y la 
participación social en la administración pública. La cooperación internacional que 
había acompañado la descentralización municipalista quedó sorprendida con el 
abandono de los programas por el gobierno nacional, así como por la sequía de 
recursos que en correspondencia le siguió al nuevo énfasis hacia el departamento 
(Assies, 2003, p. 14)275.  
 
La explicación de la pausa y del re-direccionamiento repite una tendencia común en 
la política boliviana y de América Latina: oponerse a las prioridades del mandatario 
                                        
272. Urioste, “Bolivia: Descentralización Municipal Y Participación Popular.”  
273. Renata Hoffmann, Martín Pérez (2009), ’Participación Ciudadana En El Proceso De 
Descentralización De Bolivia’, Diálogos Para La Descentralización. Fomentando la cooperación entre 
Bolivia, Chile y Perú (Lima: Flacso, InWent, 2009) 27 - 41  
274. Rickard Lalander, “Reflexiones Exploradoras Sobre Descentralización En Bolivia Y Venezuela,” 
Provincia Número 014 (2005): 121 - 157.  
275. En palabras de Assies: “Si en los primeros seis años de la Participación Popular la inversión llegó 
a cerca de 100 millones de US$ de recursos estatales [además de los recursos de coparticipación] y de 
la ayuda extranjera, en el año 2000 el presupuesto del Tesoro General de la Nación llegó a apenas 2 
millones de US$. Aunque la cooperación extranjera puso a disposición unos 20 millones de US$ para 
afianzar el proceso y la planificación productiva en particular sólo 10 municipios tenían un plan 
concreto al respecto y el Viceministerio enfrentaba una reducción de su capacidad de llegada debido 
al recorte de su presupuesto.” Assies, Willem (2003), ’La descentralización a la boliviana y la 
“economía política del reformismo”’, in Assies, Willem (ed.), Gobiernos locales y reforma del Estado 
en América Latina: innovando la gestión pública (Zamor 
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anterior cuando el sucesor ha sido previamente excluido del poder y se hace 
campaña incitando al cambio de aspectos criticados de las reformas anteriormente 
emprendidas. Más allá de la confrontación de vanidades entre líderes se encuentra 
una razón de fondo atinente al sistema político. Los partidos políticos acusaron la 
pérdida del control de las bases electorales y sociales locales a través de la 
dispersión de los presupuestos, competencias y procesos de la administración 
pública local sometidos a múltiples presiones sociales (Assies, 2003, p. 7)276. Los 
integrantes de la “mega coalición”, muchos por cierto, se repartieron la influencia 
directa sobre las prefecturas. De tal manera, el nivel central de gobierno (partidos 
políticos y ejecutivo nacional) utilizaron el “fortalecimiento de los departamentos” para 
vigilar y controlar los procesos municipales. Para ello se fortaleció el nivel ejecutivo 
de gobierno y las secretarías departamentales en funciones que habían sido 
municipalizadas, mientras se debilitó el poder político de las asambleas 
departamentales. No se trató de ninguna manera incrementar la autonomía del nivel 
intermedio mediante la promoción de la elección de gobernadores, la transferencia 
de capacidades legislativas o el incremento relativo de las transferencias hacia 
departamentos más que a municipios. El objetivo fue utilizar la intermediación del 
departamento para encauzar los procesos locales dentro de los márgenes del ajuste 
iniciado en 1985, la democracia representativa liberal y las nuevas prioridades de la 
administración central: la lucha contra la pobreza, el microcrédito, los municipios 
productivos y el combate a la droga, es decir, a la coca. El tono estaba dado, el 
acordeón político que se abrió en el primer quinquenio de los noventa intentaba 
cerrarse a finales de la década. La creación de municipios dotados de competencias, 
recursos y de autoridades electas, que estaban expuestos a la presión de las 
organizaciones sociales sobre la administración y los presupuestos locales, sumado 
a los avances obtenidos en el reconocimiento de los derechos étnicos debía 
atemperarse. A cambio se levantó la defensa de la democracia representativa, la 
lucha contra las bases agrarias de la economía de la coca y el desarrollo empresarial 
como tarea de los gobiernos locales.  
                                        
276. Assies, Willem (2003), ’La Descentralización A La Boliviana Y La “Economía Política Del 
Reformismo”’, in Assies, Willem (ed.), Gobiernos locales y reforma del Estado en América Latina: 
innovando la gestión pública (Zamora: Colegio de Michoacán A.C) 248.  




Si “por arriba” el proceso acusaba cierto desgaste y debía aminorarse la incidencia 
popular sobre la administración local, por abajo se extendía una frustración con las 
promesas incumplidas de la participación popular y el reconocimiento étnico. La 
existencia de nuevos municipios, los mecanismos de participación ciudadana y 
comunitaria y los derechos étnicos no conducían necesariamente a mejorar las 
posibilidades de generación de ingresos para los sectores rurales. Una primera 
advertencia sobre los límites de la democracia local fue el incremento de la 
abstención electoral en las segundas justas llevadas a cabo en 1999 respecto de la 
primera elección de 1987 (del 28,88% al 34,46%) (CNE, 2006, en línea)277. La 
impaciencia con los resultados de la reforma proviene de los límites mismos de la 
descentralización puesto que ella consistió fundamentalmente en un proceso político 
y una nueva territorialidad de las políticas sociales. De esta manera, el gasto en 
salud y educación habrían incrementado las coberturas en estas áreas y así 
contribuido a la disminución de la pobreza medida a partir de los indicadores de 
necesidades básicas insatisfechas. El gasto social total pasó de casi 4 millones de 
dólares (US $3’999.000) a más de 9 millones (USA $9’057.200), en cuyo importante 
crecimiento participó el gasto en salud que se dobló en el quinquenio, al pasar de 1 
millón de dólares a casi 2 millones (1’013.000 a 1’898.200) y el de educación que 
también se multiplicó por dos de 1’707.000 a 3’314.300 (Escobar, Vásquez, 2002, p. 
25)278. Sin embargo, la pobreza que se expresa en términos de captación de 
ingresos no disminuyó sino que aumentó. Empezó la década del noventa siendo del 
53% y en 1999 había ascendido al 61,4% (Loayza, 2002, p. 47)279.  
 
                                        
277. Corte Nacional Electoral. República de Bolivia. “Boletín estadístico número 6 Unidad de Análisis e 
Investigación” [en línea].  En: Área de Educación Ciudadana Diciembre de 2006. Año II. 
<http://repositories.lib.utexas.edu/bitstream/handle/2152/17269/boletin_estadistico_6_2006.pdf?seque
nce=7> [Consulta: 2 noviembre  2013]. 
278. Claudia Vásquez Flavio Escobar, “Institucionalidad Y Desarrollo En Bolivia” (Universidad 
Católica Boliviana, 2002). 
279. Mirtha J. Loayza, El Ajuste Estructural Y Sus Efectos En La Estabilidad Laboral Y El Empleo En 
Bolivia (Quito: Universidad Andina Simón Bolívar, Sede Ecuador, 2002). 
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La razón de tan paradójico resultado es que la descentralización no fue aquella de 
las oportunidades de desarrollo económico; es decir, no afectó el núcleo de la 
estrategia de acumulación emprendido desde 1985. Por el contrario y de acuerdo 
con Urioste (2001)280, la apertura indiscriminada a las importaciones agropecuarias 
se convirtió en una:  
[...] limitante estructural para el desarrollo rural. Dado que la productividad 
rural en Bolivia es significativamente menor que en otros países andinos, los 
pequeños productores, campesinos e indígenas no encuentran oportunidades 
de participar en los mercados y no existen políticas públicas para promover 
significativas mejoras tecnológicas y productivas ni para compensar estos 
desequilibrios externos. […] No hay evidencias empíricas que demuestren que 
en estos primeros seis años el proceso de la Participación Popular por sí 
mismo haya frenado o disminuido sustantivamente la pobreza rural a nivel 
nacional. (p. 21). 
 
Para la estrategia neoliberal de globalización existen millones de campesinos 
sobrantes en el campo que no serían el futuro de la seguridad alimentaria del 
planeta, función otorgada a extensas plantaciones mecanizadas, intensivas en 
capital y ahorradoras de mano de obra. En vez de desarrollo rural campesino 
productivo lo que se requeriría era política social para los pobres del campo y 
reconversión de la población en otras actividades rurales. Mientras el desarrollo rural 
de los sectores populares parecía estancarse, la agroindustria atravesó un auge 
considerable. Una es gran generadora de empleo e ingresos para los sectores 
populares, otra es intensiva en capital generando mucha acumulación privada y poco 
empleo. Mientras la economía rural deprimida se encuentra en el Occidente, la 
pujante agroindustria está en el Oriente. Una segunda característica del cambio en el 
régimen de acumulación  desde 1985 fue el desplazamiento de la minería por las 
exportaciones de petróleo y gas. Mientras la primera es una actividad intensiva en 
mano de obra, la segunda lo es en capital y alta tecnología. Y, una vez más, la 
                                        
280. Urioste, “Bolivia: Descentralización Municipal Y Participación Popular.” 
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minería se concentró en el Occidente del país, así como la tragedia de su crisis 
generó desempleo y desplazamientos territoriales importantes de la población. La 
segunda se concentró en el Oriente generando regalías y prosperidad para las elites 
y oportunidades de empleo y desarrollo para esa región. Hacia finales del siglo, 15 
años después de iniciado el ajuste estructural y a 6 de promulgada la Ley de 
Participación Popular, la economía recuperó la senda del crecimiento pero 
generando un aumento de las inequidades sociales, étnicas y territoriales (Mosley, 
2009, p. 63)281. La oportunidad de generación de ingresos más importante para la 
población rural del occidente del país se concentró en la siembra de la coca, la cual, 
a pesar de ser un cultivo ancestral conoció gran desarrollo en la década del noventa, 
así como un incremento de la guerra del gobierno contra las plantaciones, bajo la 
presión de la embajada de los Estados Unidos de América.  
Tabla 6. 
Desempleo, Informalidad y NBI en Bolivia 1991-2004 
 Desempleo (%) Informalidad (%) NBI (%) 
1990-1994 5,56 56,82 70,90 
1995-1999 4,89 58,77  
2000-2005 8,58 60,20 58,60 
Fuentes: UDAPE – Dossier de estadísticas sociales y económicas 1 y 23, INE-UDAPE (2002), 'Bolivia, mapa de 
pobreza 2001: Necesidades Básicas Insatisfechas', INE-UDAPE, La Paz, 164 p.. Los datos de NBI corresponden 
a los años 1992 y 2001. Cuadro elaborado con la colaboración de David Cano estudiante de Maestría en Ciencias 
Económicas. 
 
Las reformas de finales de los noventa intentaron moderar, aconductar y canalizar la 
presión social que se abrió paso a través de las reformas institucionales de mediados 
de los noventa. Dicho esfuerzo se verá frustrado en el periodo que se extiende del 
año 2000 al 2005. Esta vez será desde “la economía” que se quebrarán los tensores 
del sistema político, se desatará la furia de los sectores populares y se acelerará la 
recomposición política. Como veremos en el capítulo que sigue el tema territorial  
                                        
281. Paul Mosley, “La Trampa Política De La Pobreza”. Bolivia 1999-2009,” Cuadernos Económicos 
de ICE 78 (2009): 57 - 98. 
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estará en el centro del ascenso de todos los peligros que se ciernen sobre el orden 
económico y político inaugurado en 1985. Es por esto que a pesar de la profundidad 
en la apropiación local del poder los pobladores rurales no encontraron mejoría 
sustancial en la capacidad de generar ingresos a pesar del sistema de 
coparticipación. Por esta razón los movimientos sociales no se encerraron en sus 
localidades. Por el contrario, volcaron con fuerza sus reclamos hacia las políticas 
nacionales que afectaban el sistema productivo, el acceso a la propiedad y el crédito, 
el crecimiento y protección del comercio, el sostenimiento a los mercados, el 
desarrollo de la infraestructura y la sensibilidad por los precios de los bienes básicos 
de consumo, entre ellos los servicios de agua y gas que fueron capitalizados-
privatizados en la segunda ola de reformas de ajuste estructural en 1995.  
 
Los sectores populares bolivianos fueron muy activos en el derrumbe de la era de las 
dictaduras a finales de los setenta, abrazaron el retorno a la democracia en el primer 
quinquenio de los ochenta y penetraron los resquicios que abrió el proceso de 
descentralización mediante el fortalecimiento de la democracia representativa y 
participativa a nivel local en los noventa. Sin embargo, las conquistas de la 
democracia no dejaban intervenir sobre los factores que producían la marginalidad y 
la pobreza. Al final del siglo XX los resultados económicos de la democracia 
frustraban la población, en particular a los sectores populares. La aspiración de 
bienestar retará entonces el orden político de la “democracia pactada” en el periodo 
venidero entre el año 2000 al 2005 (Sánchez, 2005, p. 9)282. 
 
3.4  La crisis económica, el ciclo rebelde y la reacción cívica 2000 – 2005 
 
3.4.1  Lo que mal comienza mal termina 
                                        
282. Rolando Sánchez, “Construcción Social De La Cultura Política Democrática En Bolivia,” 
globalnetestudios.com/articulos_archivos/art2.pdf. 




El siglo XX se despidió con una seguidilla de crisis que enlazaron los continentes del 
mundo e hicieron tomar conciencia de los peligros de la globalización financiera 
diseñada por los organismos multilaterales durante treinta años. La crisis empezó en 
los prometedores “tigres asiáticos”, países que fueron promovidos desde los años 
setenta como paradigmas que el Tercer Mundo debía imitar si quería escapar de la 
trampa del subdesarrollo. Primero fue Tailandia, luego Corea del Sur e Indonesia, 
todos en 1997, seguidos por Malasia en 1998. El mismo año la crisis se extendió 
sobre Rusia, la ex potencia comunista que no llevaba todavía una década de retorno 
a la economía de mercado; y también a Turquía. De Asia a Europa el contagio se 
extendió un año después en 1999 a Brasil y Bolivia, para depositar sobre Argentina 
en el año 2000 las consecuencias dramáticas de la interconexión financiera global. 
Los demás países y continentes no observaron desde cómodos palcos el derrumbe 
de las economías mencionadas en la medida en que todo el sistema financiero se 
contrajo, así como el comercio. En tres años el PIB de América Latina se contrajo 
considerablemente, comenzó en 5,4% en 1997, en 1998 cayó al   2,1% y un año 
después en 1999 fue del 0,0% (Vilarino, 2001)283. No es este el lugar para adentrarse 
en las causas de esta crisis sistémica ni en los mecanismos de difusión y superación. 
Interesa detenernos en el profundo y prolongado deterioro económico que tuvo la 
crisis en Bolivia, el cual desató y canalizó un masivo descontento social que terminó 
por minar las bases del sistema político sobre el cual se implementó el ajuste 





                                        
283. Vilarino, Ángel “La crisis financiera asiática” [en línea].  Turbulencias financieras y riesgos de 
mercado. (2001) En: <http://www.angelvila.eu/Publicaciones_PDF/Crisis_Financiera_Asiatica.pdf>  
[Consulta: 2 de noviembre de 2013].  







El crecimiento del Producto Interno Bruto –PIB-, que había sido sostenido durante 
toda la década del noventa, de repente se frenó abruptamente al pasar de un 
crecimiento del 5.0% en 1998 a colapsar en 1999 hasta el 0,4% en 1999 (Mosley, 
2009, p. 66)284. En 1978, momento en el que coincide la cumbre del repudiado 
intervencionismo estatal inspirado por el Modelo de Sustitución de Importaciones –
MISI- con el declive del régimen de las dictaduras, Bolivia alcanzó un PIB/PC que no 
volvió a verse en los siguientes 27 años, 20 de ellos bajo la hegemonía neoliberal. 
Más aún, mientras el crecimiento del   PIB/PC comprendido entre 1960 y 1980 fue 
                                        
284. Paul Mosley, “La “Trampa Política De La Pobreza”: Bolivia 1999-2009,” Cuadernos Económicos 
de ICE 78 (2009): 57 - 98.  
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del 60%, bajo el ajuste neoliberal entre 1980 y el 2005 fue tan solo del 2%; el peor 
resultado del continente latinoamericano (Weisbrot, Sandoval, 2006, p. 4)285.  
En Bolivia, a diferencia de otros países, la ortodoxia neoliberal no podía atribuir tan 
mediocres resultados a la desatención de sus recomendaciones por las elites 
locales. Por el contrario, como afirman los economistas del Center for Economic and 
Policy Research de Washington, Michigan Mark Weisbrot y Luis Sandoval (2006) 286: 
Durante los  últimos 20 años, Bolivia ha estado operando continuamente bajo 
acuerdos con el Fondo Monetario Internacional (FMI) – con la excepción de un 
período de 8 meses. Debido, en parte, a estos acuerdos con el Fondo, el cual 
coordinó sus políticas en Bolivia con el Banco Mundial y el Banco 
Interamericano de Desarrollo (BID) – el país ha llevado a cabo algunas de las 
más extensas reformas estructurales en América Latina. (p. 4).  
 
La discreción en el manejo multilateral de las decisiones estratégicas del país fue tan 
amplia que las agencias se preciaron mundialmente de conducir la implementación 
del paquete completo de las reformas de liberalización: comercial, financiera, fiscal, 
laboral y de privatizaciones de sectores estratégicos. Bolivia se convirtió en un caso 
modelo de ajuste macroeconómico y al orden institucional. Tal conducta llenaba de 
confianza sobre el futuro de Bolivia a la dirección programática del neoliberalismo a 
escala mundial. Como lo recuerda el economista de la Universidad de Sheffield, Paul 
Mosley (2009)287: 
En 1996 el Director del FMI, Michel Camdessus, afirmó que el futuro 
económico de Bolivia estaba “asegurado” y que él esperaba que Bolivia 
creciera hasta convertirse en un “Jaguar Andino”, en analogía con los “tigres” 
                                        
285. El resultado boliviano es aun “peor que para la región en general, la cual, durante los últimos 25 
años, también sufrió su peor rendimiento, en términos de crecimiento económico, en más de un siglo. 
[…], el crecimiento del PIB per cápita fue de tan sólo 10 por ciento entre 1980 y 2005, comparado con 
82 por ciento entre 1960 y 1980.” p. 4. Luis Sandoval Mark Weisbrot, “Los Desafíos De Bolivia,” 
Ceper (2006): 25.  
286. Mark Weisbrot, “Los Desafíos De Bolivia”.   
287. Mosley, “La Trampa Política De La Pobreza”: Bolivia 1999-2009”.  
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del Este de Asia. (p. 64).  
 
Los analistas de la más variada proveniencia ideológica, incluso el Fondo Monetario 
Internacional, están de acuerdo en indilgar a la reforma a la seguridad social -que 
acompañó el paquete de las privatizaciones y capitalizaciones en 1996- la causa 
central del déficit fiscal (IFM. 2005)288.  La reforma aconsejada por el FMI y el BM 
socializó a cargo del Estado el pago de pensiones acumuladas, mientras las 
administradoras privadas de pensiones recibían los recursos nuevos de las 
cotizaciones y acumulaban gigantescas ganancias antes de empezar a pagar a sus 
pensionados. Mientras el Estado se desangró fiscalmente, los privados acumularon 
un inmenso poder financiero (Weisbrot, Sandoval, 2006, p. 8)289. La contribución de 
la reforma de las pensiones al déficit del sector público no financiero fue ascendente: 
en 1997 las pensiones representaban el -2,5% del déficit, en el año  2000 ya 
aportaban el -4,5% y en el 2002 subieron al -5,1% del total del déficit. El déficit fiscal 
total del sector público no financiero antes de la reforma a la seguridad social era de 
1,9% del PIB en 1996, 3,7% en el año 2000, 7,0% en el 2001 y de 8,7% en el 2002 
(Jemio, 2004, p. 126)290. Las reformas neoliberales a la seguridad social generaron 
un círculo perverso en contra de las finanzas estatales y del desarrollo productivo en 
la medida en que el déficit del Estado, al prohibir financiarse con recursos de la 
Banca Central, acudió a los grandes fondos de las empresas privadas de pensiones 
para cuadrar la caja del gasto público, generando deuda y pagando intereses. De tal 
manera, los recursos de los fondos de pensiones no se dedicaron a estimular el 
aparato productivo como prometía la ortodoxia que ocurriría. La lógica de la 
intermediación financiera privada sobre la seguridad social quebró al Estado, 
aumentó la deuda pública y desfinanció al sector productivo, al tiempo que creó una 
inmensa concentración financiera privada que no se destinó a ensanchar las 
                                        
288.  IMF (2005) Bolivia: “Ex Post Assessment of Longer-Term Program Engagement—Staff Report 
and Public Information Notice on the Executive Board discussion” [en línea] En:   International 
Monetary Fund.  <http://www.imf.org/external/pubs/ft/scr/2005/cr05139.pdf> [Consulta: 02 de 
noviembre de 2013].  
289. Mark Weisbrot, “Los Desafíos De Bolivia”.   
290. Luis C. Jemio, “Bolivia: Del Ajuste Fiscal a Las Políticas Contracíclicas: La Agenda Fiscal 
Necesaria,” in Sostenibilidad Fiscal En La Región Andina (Caracas: Corporación Andina de Fomento, 
2004). 
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capacidades del sistema productivo (Jemio, 2004, p. 130)291. 
 
La opinión pública empezó a considerar que la profundidad y duración de la crisis 
económica boliviana era la culpa de las agencias multilaterales, del neoliberalismo 
impuesto y de las elites locales que habían sacado provecho personal de su 
implementación. El caso más paradigmático no era otro que el de Gonzalo Sánchez 
de Lozada, “el hombre más rico del país”, el que como ministro de Planeamiento y 
Coordinación inició la implementación del modelo en 1985, lo radicalizó a través de 
masivas privatizaciones y capitalizaciones durante el periodo de su primer gobierno 
entre 1993 y 1997 y pretendió complementar en su truncado segundo gobierno de 
2002 – 2003.  
 
En uno de los países de mayor proporción relativa de pobres en el mundo la afanosa 
necesidad de la lucha contra la pobreza recibió un duro golpe. Los países, agencias 
y bancos prestamistas decidieron condonar dos veces montos de la deuda boliviana 
dentro de la “Iniciativa de Países Pobres Altamente Endeudados”, Heavily Indebted 
Poor Countries –HIPC I-, por un valor de $788 millones de dólares en 1998 y por 
$1,776 millones en virtud del HIPC II en el año 2001. Posteriormente, también en el 
2001, el acuerdo “Más allá del HIPC” agregó otra condonación por un valor de 629 
millones de dólares. La totalidad de los montos se ejecutarían en un lapso de 40 
años, aunque de inicio tuvo un impacto en aliviar la totalidad de la deuda con sus 
intereses y, por lo tanto, en los desembolsos que debieran haberse realizado con 
cargo al presupuesto general de la nación (Jubileo, 2009, en línea)292. El ahorro por 
                                        
291. “[…] el stock de deuda interna pública se ha incrementado en forma muy rápida. El mayor 
financiamiento interno obtenido para cubrir los mayores déficit fiscales observados en los últimos 
años, hizo que el stock de deuda interna pública con el sector privado se incrementará de US$ 898,6 
millones en el 2000 a US$ 1.303 millones para el 2001 (45% de incremento) y a US$ 1.357,1 millones 
para el 2002 (4,5% de incremento). El efecto de este incremento en la deuda interna aumentó los 
pagos por concepto de intereses, que pasaron de US$ 64 millones en 1997 (0,8% del PIB) a US$ 115 
millones en 2002 (1,6% del PIB). De esta forma el endeudamiento interno del sector público resulta 
más caro que el endeudamiento externo.” Jemio, “Bolivia: Del Ajuste Fiscal a Las Políticas 
Contracíclicas: La Agenda Fiscal Necesaria.”. 
292. Según la fuente los valores parciales y totales de condonación de la deuda que habrían engrosado la 
lucha contra la pobreza son diferentes. Hemos adoptado aquí aquellos suministrados por una red de 
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el pago de las obligaciones con los acreedores internacionales se condicionó al 
destino de dichos montos para la reducción de la pobreza en lo que posteriormente 
se conoció como la Estrategia Boliviana de Reducción de la Pobreza –EBRP- (Jemio, 
2004, p. 124)293. Un Diálogo Nacional llevado a cabo durante el año 2000 entre 
líderes sociales e intelectuales con el Estado a través de los partidos políticos y el 
ejecutivo nacional decidieron descentralizar el manejo de dichos recursos, con lo cual 
concurrieron en financiar la salud, la educación y la infraestructura productiva y social 
a través de los municipios y departamentos (Diálogo 2000, en línea)294. Las 
transferencias a los gobiernos locales provenientes de la condonación de la deuda 
no se calcularon ya a partir del número total de la población en el municipio sino con 
base al número de pobres. De esta manera, la descentralización se dirigió más 
claramente como instrumento de lucha contra la pobreza al lado de cuantiosos 
programas complementarios, en particular el Fondo Nacional de Desarrollo Regional 
y el Fondo Nacional de Inversión Productiva y Social.  
 
No sobra señalar el amplísimo consenso expresado en el Diálogo Nacional alrededor 
de radicalizar el proceso de descentralización en tres direcciones: como instrumento 
de desarrollo económico popular, para profundizar los mecanismos de incidencia 
social sobre la administración, los presupuestos y las políticas públicas locales y, en 
tercer lugar, para completar la descentralización política de los municipios con 
aquella de los departamentos. En cuanto al desarrollo económico local debe 
señalarse que en el Diálogo Nacional el 94% de los representantes de los municipios 
priorizaron el desarrollo económico rural como destino de los nuevos recursos 
(infraestructura vial, sistemas de riego y micro riego, asistencia técnica agropecuaria, 
                                                                                                                        
organizaciones que a nivel de los países andinos realiza el seguimiento a dicha estrategia, su impacto 
sobre la pobreza y el cumplimiento de los Objetivos del Milenio. Aniversario, Movimiento Global 
Jubileo, Jubileos Andinos. “Impacto de la iniciativa HIPC en Bolivia”. [en línea]. En:  Fundación 
Jubileo. (Bolivia: 2009)<http://www.jubileobolivia.org.bo/publicaciones/documentos/item/45-impacto-
de-la-iniciativa-hipc-en-bolivia.html> [Consulta: 2 de noviembre de 2013].   
293. Jemio, “Bolivia: Del Ajuste Fiscal a Las Políticas Contracíclicas: La Agenda Fiscal Necesaria.”  
294. Intervenciones selectas durante el “Diálogo nacional 2000” se encuentran en “Organización del 
Diálogo Nacional” [en línea]. En: Leyes Biz http://www.leyes.biz/leyes-bolivianas/organizacion-del-
dialogo-nacional/.  [Consulta: 2 de noviembre de 2013]. 
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financiación y crédito, desarrollo de mercados y comercialización, titulación de 
tierras, protección de mercados e incentivos a la exportación). Desde abajo se 
reclamó superar la descentralización de la política social para extenderla hacia la 
descentralización de las oportunidades económicas, en particular a favor de los 
sectores populares rurales (Flavio, Vásquez, 2002, pp. 28, 29)295. El 75% de los 
municipios priorizó en segundo lugar la salud, la educación y el saneamiento básico. 
En cuanto a la democracia política se defendieron mecanismos de participación 
social incidente por fuera del control clientelista de los partidos políticos que se 
habían apropiado de los Comités de Vigilancia. Y, en cuanto a la descentralización 
política se adhirió a la propuesta de la elección directa de prefectos y asambleas 
departamentales.  
 
Sin embargo, no todas los consensos dentro de la sociedad civil tuvieron igual 
acogida en la Ley de Dialogo Nacional 2000 de julio de 2001 (Urenda, 2003, p. 
452)296. En vez del desarrollo de la economía popular se siguió privilegiando el 
aumento del gasto público social, aunque se canalizaron recursos hacia el desarrollo 
económico rural. En vez de radicalizar la democracia participativa se fortaleció la 
representativa y las correas de transmisión del “mundo político” sobre instancias y 
mecanismos de participación. Y, en vez de ceder a la descentralización política 
departamental se fortaleció la incidencia del ejecutivo central sobre los 
departamentos, así como el control sobre los procesos socio políticos locales a 
través de los departamentos. La sensación general fue que el gobierno le había 
“hecho conejo” a la concertación entre la sociedad civil y representantes del Estado 
nacional y territorial.  
 
                                        
295. Claudia Vásquez Flavio Escóbar, “Institucionalidad Y Desarrollo En Bolivia” (Universidad 
Católica Boliviana, 2002).  
296. Juan C. Urenda, “La Descentralización Político-Administrativa Departamental: Una Reforma 
Perentoria Miopemente Postergada,” in La Descentralización Que Se Viene. Propuesta Para La 
(Re)Construcción Del Nivel Estatal Intermedio (La Paz: Friedrich Ebert Stitung / ILDIS / Plural, 
2003). 
      
  
192 
Debido a estas decisiones e intervenciones el aumento del gasto público social en 
medio del freno del crecimiento económico no se tradujo en un alivio considerable de 
la pobreza. Por el contrario, ésta que había se había incrementado entre 1990 y 1999 
-década de importante crecimiento económico sostenido- desde el 53% al 61,4%, 
llegó a promediarse en el 64% de la población entre el año 2000 y 2005 (Mosley, 
2009, pp. 66, 67)297. Además, aumentó la población en situación de miseria, el 
desempleo, la informalidad y la precariedad del trabajo. El 36,5% de la población 
estaba en una situación de pobreza extrema antes de la crisis en 1997, el 40,7% el 
año en que se origina la recesión y el 41,3% tres años después en el 2002 (Mosley, 
2009, p. 77)298. En 1999 el 63,10% de la población trabajadora se encontraba en 
actividades informales y solo el 36,90% en el sector formal de la economía (Escóbar, 
Vásquez, 2002, p. 44)299.  
 
El repentino deterioro de los indicadores sociales suele explicar las protestas y 
revueltas en las calles, oficinas y campos. Pero, el ascenso sostenido de las 
movilizaciones y su tendencia a la confluencia requiere otros incentivos. El 
sentimiento de injusticia radicaliza la rebeldía, así como la  consideración de que es 
posible -y no solo deseable- vivir mejor alimenta la perseverancia, la amplitud y la 
coordinación de acciones entre aquellos que concurren desde una gama muy amplia 
de malestares y demandas sociales. Motivos no faltaron en ambos sentidos. La crisis 
no golpeó a todos por igual. Por el contrario, profundizó las diferencias sociales, 
étnicas y territoriales entre ganadores y perdedores en tiempos de crisis económica. 
Mientras una población con ingresos inestables y precarios veía aumentar 
abruptamente el precio de algunos servicios públicos básicos, los empresarios 
privados transnacionales que adquirieron dichas empresas incrementaban sus 
utilidades. Mientras el precio del gas y el petróleo subía mundialmente en los noventa 
y más aun en el primero quinquenio del siglo XXI, y con ellos las utilidades de las 
empresas privadas nacionales y extranjeras, los impuestos a dichas utilidades 
                                        
297. Mosley, “La Trampa Política De La Pobreza”: Bolivia 1999-2009.”.   
298. Mosley, “La Trampa Política De La Pobreza”: Bolivia 1999-2009.”.  
299. Flavio Escobar, Institucionalidad Y Desarrollo En Bolivia.”  
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bajaban300. Mientras los ingresos del Oriente crecían de la mano de los hidrocarburos 
y del 11% de las regalías para los departamentos productores, los ingresos del 
Estado por concepto de Impuesto Especial a los Hidrocarburos -IEHD- se 
estancaban debido a un congelamiento del precio interno301. Mientras las 
oportunidades del gasto público y el desarrollo productivo y de servicios aumentaban 
en el Oriente, el desempleo se concentraba en las zonas densamente pobladas del 
occidente del país, como en la ciudad aymara de El Alto302. Mientras Bolivia era uno 
de los países más inequitativos de América Latina el Fondo Monetario recomendaba 
proteger las utilidades y patrimonios de las grandes empresas y fortunas personales, 
a la vez que exigía una mayor presión fiscal sobre las clases medias y el sector 
informal del trabajo303. Un sentimiento de indignación crecía, alimentaba y 
                                        
300. La Ley 1689 de 1996 logró que el Estado boliviano dejara de percibir el 32% de regalías y 
participaciones del sector de hidrocarburos, cuyo aporte al Tesoro General de la Nación pasó de US$ 
468,5 a US$ 333,2 millones entre 1998 y 2002,  mientras los precios internacionales pasaron en el 
mismo lapso de US$14,4 a US$26,1 para el petróleo y de US$12,0 a US$19,1 para el gas licuado. 
Villegas, Carlos (2004), ‘Privatización De La Industria Petrolera En Bolivia – Trayectoria y efectos 
tributarios’, 3ª  ed. Plural, La Paz, p. 311. UDAPE – Dossier de estadísticas sociales y económicas No. 
23. 
301. En julio de 2000 se congela el precio de los derivados del petróleo en 3,12 y 3,31 bolivianos por 
litro para el diesel y la gasolina especial; en agosto de 2001 se establece un mecanismo para ajustar el 
IEHD automáticamente ante variaciones del precio internacional de modo que el congelamiento no 
afectase las ganancias de las empresas productoras y refinadoras, y en diciembre de 2004 los precios se 
incrementan entre 10% y 32%  Mientras tanto, los ingresos del SPNF por el IEHD pasaron del 2,6% 
del PIB al 1,6% del PIB entre 2000 y 2004.  Gandarillas, Marco (2011), Gasolinazos: columna 
vertebral del neoliberalismo en Bolivia, en ‘Petropress Edición Especial: Gasolinazo’, CEDIB, 
Cochabamba, pp. 4-11. INE – Operaciones efectivas de caja del SPNF. 
Fernández, Miguel y Birhuet, Enrique (2002), Resultados de la reestructuración energética en Bolivia, 
en ‘Serie recursos naturales e infraestructural’ No. 42, CEPAL.  
302. En 2001 el desempleo en El Alto era de 7,1%, muy superior a los niveles de La Paz (4,7%), 
Cochabamba (3,8%) y Santa Cruz (3,0%) PNUD (2005), El Alto: la ciudad taller, en ‘Informe temático 
sobre Desarrollo Humano: La economía boliviana más allá del gas’, PNUD, La Paz, pp. 89-115. 
303. En febrero de 2003 el FMI exigió al gobierno boliviano reducir el déficit a 5,5% del PIB (en 2002 
había sido de 8,8%) como condición para continuar enviando ayuda de largo plazo. Una alternativa que 
habría generado más de la mitad de recursos necesarios para lograr la meta era gravar con impuestos 
adicionales al sector de hidrocarburos, pero fue desechada por implicar una amenaza a la seguridad 
jurídica de las inversiones extranjeras. Otra alternativa era gravar directamente y de forma gradual el 
ingreso de los individuos que ganasen diez o más salarios mínimos, pero fue también desechada por el 
poco impacto que tendría en la generación de ingresos fiscales (la población mencionada constituía 
sólo el 4% del total). Se optó por gravar con mayores impuestos a la población que ganaba más de dos 
salarios mínimos; es decir, los trabajadores de más bajos ingresos. Dicha medida se conoció como el 
“impuestazo” y generó una fuerte confrontación social que dejó 34 personas muertas. Shultz, Jim 
(2005), ‘Lecciones De Sangre Y Fuego: El Fondo Monetario Internacional Y El Febrero Negro 
Boliviano’ (Olivera, Marcela Trad.), Centro para la democracia, Cochabamba y San Francisco, p. 66. 
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atravesaba un sin número de reivindicaciones y luchas específicas de maestros, 
trabajadores de la salud, vecinos, usuarios de microcréditos, mineros, campesinos, 
comunidades indígenas, trabajadores oficiales y hasta la policía reclamaba por los 
bajos salarios. Viejas ideas como la nacionalización de los recursos naturales, la 
financiación de una industrialización con base en las rentas mineras y los 
hidrocarburos, así como el retorno a la estatización de los servicios básicos volvieron 
a agitarse más allá de las elites radicalizadas de los movimientos sociales y los 
pequeños grupos de izquierda. 
 
Lo que mal comienza mal termina. El Neoliberalismo en Bolivia fue abruptamente 
inoculado en ocasión de la crisis internacional de comienzos de los ochenta cuando 
se derrumbó el precio del estaño al tiempo que se contrajo el crédito internacional y 
subieron las tasas de interés de la deuda externa. Entonces colapsó la economía, el 
gobierno y toda la ideología desarrollista y de intervención del Estado en la 
protección del mercado nacional. Ahora, 15 años después, regresó el ciclo de la 
crisis financiera internacional y, una vez más, abrazó plenamente a Bolivia, su 
economía entró en una crisis prolongada de seis años llevándose la tan ponderada 
estabilidad democrática que había permitido los pactos y repartos entre los partidos 
políticos tradicionales y alternativos. Después de 15 años de un inmenso poder  para 
diseñar el orden económico e institucional a imagen y semejanza de los textos 
neoliberales el modelo descubrió sus pies de barro. La razón: Bolivia seguía 
dependiendo de los flujos financieros internacionales, no volvió endógeno el 
desarrollo con base en el mercado interno y no construyó una respuesta de 
economía para los sectores populares. El orden neoliberal pudo reinar con base en la 
estabilidad del sistema político, ahora la crisis macroeconómica socavará las bases 
de la estabilidad política. En cinco años, entre el 2000 y el 2005, cinco presidentes 
sesionaron desde el Palacio Quemado: Hugo Banzer Suárez, Jorge Quiroga 
Ramírez, Gonzalo Sánchez de Lozada, Carlos de Mesa y Evo Morales. La 
inestabilidad política había regresado. 
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3.4.2 Ascenso social por abajo: el auge del ciclo rebelde 
 
En el 72% de los días hábiles del año 2000 hubo diferentes expresiones de conflictos 
sociales, lo que equivale al 52% de los días totales del año (Gutiérrez, 2008)304. 
Trabajadores de múltiples sectores estatales, campesinos y cocaleros, mineros, 
transportistas, pobladores y consumidores de servicios públicos fueron los sectores 
de mayor movilización a través de manifestaciones, huelgas de hambre, paros, 
motines, enfrentamientos y bloqueos (Escobar, Vásquez, 2002, p. 41)305.  
 
Tal efervescencia social expresó el auge de un “ciclo rebelde”, -según la afortunada 
expresión de Martha Cabezas Fernández – (2005, p. 1)306 mediante el cual las 
actividades inconexas, sectoriales y dispersas generaron un ambiente de 
confrontación generalizada en contra de diferentes aristas del orden político y 
económico vigente desde 1985. Ente tantas revueltas cuatro sobresalieron por la 
capacidad de conjuntar diversos sectores en un propósito común y por el alto 
impacto que tuvieron sobre las relaciones de fuerza a nivel general: la “guerra del 
agua” del año 2000, la revuelta de los campesinos-indígenas cocaleros entre el 2000 
y el 2003, el cerco de los indios aymaras sobre las ciudades en defensa de la tierra y 
el agua en el año 2003 y, finalmente, la “guerra del gas” del año 2003 (Gutiérrez, 
2008)307. 
   
3.4.3  Los significados de la guerra del agua del año 2000  
 
                                        
304. Un recuento pormenorizado sobre el ciclo rebelde en la que aparecen las motivaciones, los actores, 
las prácticas y los universos de deseo de construcción alternativa de poder se encuentra en Raquel 
Gutiérrez, Los Ritmos Del Pachakuti (La Paz: Textos rebeldes, 2008). 
305. Flavio Escóbar, “Institucionalidad Y Desarrollo En Bolivia”. 
306. Marta Cabezas, “Bolivia: Tiempos Rebeldes. Coyuntura Y Causas Profundas De Las 
Movilizaciones Indígena-Populares,” Revista de Antropología Iberoamericana No 41 (2005): 16.  
307. Gutiérrez, Los Ritmos Del Pachakuti. 
      
  
196 
A finales del año 1999 el gobierno vendió la empresa de agua del municipio de 
Cochabamba a “Aguas del Tunari”, empresa subsidiaria del consorcio International 
Water Limited de Londres, del que formaba parte la empresa norteamericana Bechtel 
Entreprise Inc. Con el fin de amparar la privatización el gobierno nacional adoptó en 
octubre de 1999 la ley 2029 de Agua Potable y Alcantarillado Sanitario (L 2029, 
1999)308. No solo las empresas municipales podían ser privatizadas a favor de 
compañías extranjeras. Además, el manejo del agua quedaba hipotecado a favor del 
los intereses privados. Por lo tanto, el agua devenía una mercancía, no solo su 
administración y suministro.  
En virtud de la ley se separaba el agua de la tierra. El mercado del agua se 
volvía patrimonio de las empresas concesionadas y por lo tanto se venía un 
despojo de las fuentes de agua a los sistemas comunitarios rurales y urbanos. 
Por eso nos coordinamos para pelear. Después vino el alza de tarifas. 
(Olivera, 2013, entrevista)309. 
 
Las asociaciones comunitarias en las áreas rurales y urbanas sintieron la amenaza, 
temían fuera expropiado su derecho al manejo y uso de las aguas como venían 
haciéndolo. Omar Fernández, dirigente de la Federación Departamental 
Cochabambina de Regantes –FEDECOR- advirtió primero la afrenta que traía la ley y 
lideró en noviembre la conformación de la Coordinadora de Defensa del Agua y de la 
Vida de Cochabamba. Líderes de comunidades campesinas regantes, los 
ecologistas, los urbanistas, intelectuales y el líder fabril Oscar Olivera,  advertidos por 
el tamaño de la amenaza, empezaron una amplia campaña de sensibilización y 
formación sobre el derecho al agua. Los nuevos dueños, norteamericanos con 
administración inglesa, decidieron rápidamente, en enero del año 2000, aumentos de 
                                        
308. Ley de Agua Potable y Alcantarillado Sanitario, No. 2029 de octubre de 1999 [en línea]. En:  Portal 
Jurídico Lex i Vox Libre. http://www.lexivox.org/norms/BO-L-2029.xhtml. [Consulta: 15 de febrero 
de 2013].  
309. Debo la claridad sobre los motivos que condujeron a la conformación de la Coordinadora a su 
vocero, Oscar Olivera Foronda, además Secretario Ejecutivo de la Federación de Trabajadores Fabriles 
de Cochabamba –FTFC- durante 10 años. Entrevista en la ciudad de Cochabamba, agosto de 2013, 
Darío I. Restrepo. 
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precios en un rango de 50 al 200%. Ipso facto se activaron manifestaciones 
reprimidas por la fuerza pública (Kohl, 2006, p. 317)310, (Relea, 2003, en línea)311. La 
Coordinadora creció en audiencia, representatividad y capacidad de articulación de 
acciones en el área urbana y rural. Campesinos regantes, líderes sindicales, 
profesionales, maestros, estudiantes, trabajadores, desempleados, pobladores y 
asociaciones de todo tipo se movilizaron por un objetivo común.  
 
Dentro del movimiento se destacó Oscar Olivera, líder sindical fabril. Su participación 
no significó la conducción de la defensa del agua por los sindicatos obreros. Por el 
contrario:  
[…] estos consideraron que ese era un problema de los campesinos regantes, no de 
ellos. Ni siquiera el sindicato de la empresa de agua hizo parte de la Coordinadora. 
(Olivera, 2013, entrevista)312.  
Sin embargo, Olivera con su sindicato, al igual que otros líderes sindicales obreros, 
mineros y campesinos aportaron su experiencia en la organización social para 
mantener durante semanas una amplia movilización. Una tradición venida del mundo 
sindical fue así puesta al servicio de una “causa común” por objetivos que rebasaban 
las reivindicaciones de la condición obrera (Azcui, 2001, en línea)313. Empero, así 
                                        
310. Benjamin Kohl, “Challenges to Neoliberal Hegemony in Bolivia,” Antipodes. A radical journal of 
geography Volume 38, Issue 2 (2006): 304 - 326.  
311. “En 1997, el Banco Mundial puso en la mira de las privatizaciones el sistema de agua, y ofreció al 
Gobierno condonar 600 millones de dólares a cambio de su privatización. El resultado fue que la 
compañía californiana Bechtel ganó el contrato para gestionar el agua de Cochabamba hasta 2039, 
en un concurso con sólo un participante. El precio del agua subió por las nubes, lo que generó 
amplias protestas de trabajadores y campesinos.” De la guerra del agua a la del gas [en línea]: Relea 
Francesc. El país.com. La Paz: 19 de octubre de 2003. Sección Internacional. 
http://elpais.com/diario/2003/10/19/internacional/1066514405_850215.html. [Consulta 2 de noviembre 
de 2013].  
312. Entrevista con Oscar Olivera, Cochabamba agosto de 2013, Darío I. Restrepo. 
313. “Los principales miembros de la Coordinadora de Movilización Única Nacional (Comunal) de 
Bolivia, que lleva a cabo la caminata hacia La Paz desde Cochabamba y otros puntos del valle y del 
altiplano, aseguraron ayer que no temen por su vida, sino por la reacción social derivada de su 
posible eliminación. 'Existe una nómina en los servicios de Inteligencia de la Policía y del Ejército con 
el nombre de las personas que debemos ser eliminadas físicamente porque consideran que estamos 
trabando permanentemente el clima de paz en el país', denunció uno de los portavoces de la Comunal, 
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como Olivera, la mayoría de los liderazgos venidos del pasado y el presente del 
mundo sindical no dirigieron la guerra del gas desde las organizaciones de la 
vanguardia obrero-campesina de antaño, sino que pusieron el acumulado histórico 
de los líderes, así como algunos sindicatos activos, al servicio de nuevas prácticas 
de organización, movilización y representación social. Aclara Olivera (Kruse, 
2001)314: 
Los trabajadores cochabambinos organizados hemos participado en cierta 
medida de manera institucional, brindando nuestros recursos y experiencia 
como Federación, a la Coordinadora del Agua. Pero salvo algunas cuantas 
fábricas que han tenido capacidad de participación organizada, más ha sido 
como individuos o grupos de trabajadores, como vecinos, miembros de 
comités de agua potable, pobladores, etcétera... (p. 180).  
 
Esta declaración concentra una profunda reestructuración orgánica dentro del mundo 
del trabajo, o para decirlo de otra manera, es una honesta confesión de un líder 
sindical que reconoce los efectos que el neoliberalismo trajo en las formas de 
organización de la movilización y representación social. La vanguardia política y 
sindical de los trabajadores formales fue pulverizada y los trabajadores urbanos 
dispersos formales e informales se reorganizaron ahora en asociaciones de vivienda, 
usuarios de servicios y demandantes de microcréditos. De tal manera, mientras el XII 
congreso de la Central Obrera Boliviana –COB- fue incapaz de sesionar en la ciudad 
de El Alto en enero del 2000, por desentendimiento entre su fracciones (Kruse, 2001, 
p. 153)315, la Coordinadora de Defensa del Agua y la Vida festejó tres meses 
                                                                                                                        
Oscar Olivera. Olivera encabeza la marcha de unos 1.000 campesinos y agricultores que el lunes 
partió de Cochabamba para llegar a La Paz el 23 de abril y reclamar el cumplimiento de 
compromisos gubernamentales hechos el año pasado.” Los líderes de la marcha campesina hacia La 
Paz creen que se les quiere asesinar [en línea]:  Azcui, Mavel. El país.com. La Paz: 12 de abril de 
2001. Sección Internacional. 
http://elpais.com/diario/2001/04/12/internacional/987026422_850215.html [Consulta: 02 de noviembre 
de 2013]. 
314. Citado por Kruse, Tom (2001), ’Transición Política Y Recomposición Sindical. Reflexiones Desde 
Bolivia’, in Toledo, Enrique de la Garza (ed.), Los sindicatos frente a los procesos de transición 
política (Buenos Aires: Clacso)  41.  
315. “En abierta actitud de burla, observadores y analistas en los medios hablaron de la “muerte 
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después, en abril, una contundente victoria en contra de la empresa multinacional y 
de las políticas imperantes en el gobierno nacional.  
 
El Presidente de la República, consciente de los intereses en juego, decretó el 
Estado de Sitio con el fin de replegar la combatividad social. El desacato de la orden 
marcial produjo más de 170 heridos y un muerto. El presidente Hugo Banzer, ex 
dictador y hombre de autoridad, debió recular frente a la “batalla final” convocada 
durante el mes de abril. El 11 de abril el gobierno cedió a las demanda de reversar la 
privatización del servicio de agua, derogó la ley y promulgó otra que reconoció los 
derechos de las cooperativas y asociaciones de agua para prestar legalmente el 
servicio (Relea, 2003, en línea)316. El nuevo gerente de la empresa re-nacionalizada 
provendrá del seno de la Coordinadora del agua, el ingeniero Alvarado. 
Fue el punto de quiebre del modelo. La Coordinadora del agua de 
Cochabamba se volvió el referente del movimiento anti-globalización. La 
Coordinadora mantuvo su movilización y fue por más exigiendo una Asamblea 
Nacional Constituyente a partir de una gran movilización en el año 2001. 
Después tendrá una incidencia directa en la guerra del gas del año 2003 
(Crespo, 2013, entrevista)317. 
 
                                                                                                                        
cerebral” de la COB.” Kruse, Tom (2001), ’Transición política y recomposición sindical. Reflexiones 
desde Bolivia’, in Toledo, Enrique de la Garza (ed.), Los sindicatos frente a los procesos de transición 
política (Buenos Aires: Clacso)  41.  
316. “Las huelgas y manifestaciones dejaron la ciudad aislada, hasta el punto de que el Gobierno firmó 
un acuerdo para revisar tarifas. Las protestas se reanudaron cuando no se respetó el compromiso y se 
recrudecieron con la llegada del Gobierno de Hugo Bánzer, ex dictador militar en los años setenta. La 
dimensión de la protesta fue tal que a comienzos de 2000 Bechtel se marchó de Bolivia, el contrato del 
agua quedó cancelado y se instaló una nueva compañía de agua bajo control público”. De la guerra 
del agua a la del gas [en línea]: Relea Francesc. El país.com. La Paz: 19 de octubre de 2003. Sección 
Internacional. http://elpais.com/diario/2003/10/19/internacional/1066514405_850215.html. [Consulta 2 
de noviembre de 2013]. 
317. Carlos Crespo Flores, profesor del Centro de Estudios Superiores Universitarios –CESU- de la 
Universidad Mayor de San Simón. Entrevista agosto 2013, Cochabamba, Darío I. Restrepo. 
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Un pilar del modelo económico había sucumbido, la privatización trasnacional de un 
servicio básico para la vida y el bienestar de la población: el agua. No fueron los 
sindicatos, ni los partidos políticos, tampoco el Congreso de la República los que 
hicieron retroceder al gobierno y con él al modelo neoliberal. Fue un movimiento 
social en la calle y los campos. La movilización directa bajo una coordinación de 
múltiples sectores sociales había construido la capacidad de convertirse en 
subjetividad política. La movilización no se activó detrás de un líder redentor que 
interpretara una voluntad popular, o de una organización partidista o sindical que la 
representara ante terceros. La Coordinadora expresó el encuentro de diversos 
malestares alrededor de una decisión trascendental de política pública: la defensa 
del agua. Esto significaba tres cosas: a- Un rechazo al trato del agua como una 
mercancía que discrimina su goce a la capacidad de pago de cada consumidor. b- La 
privatización del servicio en beneficio del lucro privado con un bien esencial para la 
vida. c- La expropiación de la  autogestión comunitaria del agua. 
 
Además, la claridad, perseverancia y profundidad de la movilización social había 
vencido el miedo y la eficacia de la represión y del Estado de Sitio. No solo se podía 
entonces hacer retroceder a un gobierno y vencer a una multinacional del país más 
poderoso del planeta, sino que tan alta prenda se lograba mediante la presión social 
directa. Las múltiples e incesantes revueltas paralelas y posteriores a las de 
Cochabamba consolidaron el triunfo de los guerreros por el agua y amplificaron la 
resonancia de su triunfo. La calle y los campos podían hacer la política desde nuevos 
frentes de unidad de los reclamos sociales. Las movilizaciones sociales no habían 
cesado en toda la década del noventa, en particular contra múltiples aspectos de la 
nueva Economía Política de 1985 y de la Economía de Mercado Social de 1993. La 
novedad, no se trataba solo ya de revueltas para la obtención de reclamos 
particulares, sino de propuestas de una nueva política pública: en vez de la 
privatización trasnacional, la sociedad se había movilizado para recuperar la 
capacidad de decisión y manejo sobre un bien básico para la vida. El dilema: volver a 
estatizar la empresa o convertirla en un patrimonio social de sus usuarios. 
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Nuestra propuesta no era volver la empresa al Estado sino a la comunidad. 
Para nosotros el asunto no es entre privatización o estatización. Queríamos el 
autogobierno común sobre el agua. Ni privatización, ni nacionalización, ni 
estatización. Autogestión (Olivera, 2013, entrevista)318.  
 
No será esta la decisión tomada sino una que trató de combinar ambas posibilidades: 
devolvió la empresa a la administración municipal y creó mecanismos de 
participación de la sociedad en la junta directiva de la empresa (Gutiérrez, 2008)319. 
  
3.4.4 Las guerras de la coca y el cerco de los aymaras sobre las ciudades, 
2000 – 2003 
 
Seis meses después, en septiembre del año 2000, los cocaleros del Chapare, con el 
liderazgo de Evo Morales, iniciaron una nueva movilización, indignados por la guerra 
contra los cultivos emprendida por el gobierno de Banzer bajo presión de la 
embajada norteamericana320. Un motivo más de indignación, la represión contra los 
campesinos arreciaba en plena crisis económica y del empleo, toda vez que la 
siembra de la coca permitía el sostén de aproximadamente 100.000 familias a los 
que el gobierno declaraba la guerra, sin ofrecer planes de desarrollo económico 
alternativos creíbles (Garajulic, 2000, en línea)321. Las federaciones de cultivadores 
                                        
318. Oscar Olivera. Entrevista agosto 2013, Cochabamba.  
319. Aguilar, Raquel Gutiérrez (2008), Los ritmos del Pachakuti, (La Paz: Textos rebeldes) 335.  
320. La guerra del Estado contra la coca empezó desde 1986 con el “Plan Trienal de Lucha contra el 
Narcotráfico” bajo el gobierno de Víctor Paz Estensoro, se recrudeció en 1994 con la implementación 
del plan “Opción Cero” durante el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada y estalló en el gobierno de 
Banzer como reacción al “Plan Dignidad”. Evo Morales substituyó el eslogan de “cero coca” por el de 
“cero cocaína” y así desplazó la responsabilidad de los campesinos bolivianos hacia los consumidores 
de los Estados Unidos. 
321. “El plan de erradicación, puesto en marcha por una ley hace diez años y mantenido durante los 
sucesivos Gobiernos bolivianos, ha conseguido reducir a 2.500 las 30.000 hectáreas de la zona 
tropical de Chapare, el principal centro de producción del país, que se dedicaban al cultivo de hoja de 
coca. Un logro "que se ha hecho de manera aceptable desde el punto de vista de los derechos 
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de coca habían contribuido al bloqueo de las carreteras y al cerco sobre 
Cochabamba en los eventos de la guerra del agua. Ahora, la Coordinadora y más 
allá de ella inmensos sectores sociales y populares manifestaban su solidaridad con 
los campesinos cocaleros empobrecidos, reprimidos y encarcelados… por presión 
norteamericana. 
 
Los indígenas y campesinos del Altiplano central, con el liderazgo de Felipe Quispe, 
(El Mallku – El Cóndor), se sumaron a las movilizaciones en contra de la Ley de 
Agua -finalmente revocada- y de la nueva ley que introducía otra vez el principio de 
la privatización. No solo variados fueron los motivos que explicaron el auge de las 
movilizaciones indígenas, sino contradictorios (Gutiérrez, 2008, pp. 138 – 151)322. 
Unas demandas fueron en contra del Estado, de la penetración de “sus tierras”, 
como por ejemplo el rechazo al pago de tributos y a la regulación estatal sobre las 
tierras. Otras, reclamaron respeto a la autonomía indígena, a sus territorios y 
autoridades. En particular creció entonces un reclamo por ser reconocidos  como 
pueblos y naciones con derecho a la autonomía. Por ejemplo, sobre las tierras, los 
bosques, los recursos mineros, los hidrocarburos, la industria eléctrica y de 
telecomunicaciones y el recurso agua. Esta aspiración expresó su paroxismo en el 
desafío de Felipe Quispe  al presidente Banzer cuando lo invitó a Achacachi, “capital 
del mundo aymara” a dialogar de “presidente a presidente” (Gutiérrez, 2008, p. 
110)323. Finalmente otras reivindicaciones pedían inserción dentro de los beneficios 
del desarrollo y el Estado, en particular mejorar las condiciones de vida y ensanchar 
los derechos sociales para la población agraria.  
 
                                                                                                                        
humanos", "con una importante labor del Gobierno de Hugo Bánzer y con el respaldo de las Fuerzas 
Armadas -la razón del éxito-", según Garajulic. A cambio, el coste económico para Bolivia ha sido 
altísimo. Se calcula que entre 40.000 y 45.000 familias dependían del cultivo de la coca para 
subsistir. ” Bolivia ya ha hecho su Plan Colombia  [en línea]: Garajulic, Raúl. El país.com. La Paz: 14 
de septiembre de 2000. Sección Internacional. 
http://elpais.com/diario/2000/09/14/internacional/968882414_850215.html [Consulta 2 de noviembre 
de 2013]. 
322. Gutiérrez, Los Ritmos Del Pachakuti. 
323. Gutiérrez, Los Ritmos Del Pachakuti.  
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Las movilizaciones se escalonaron durante tres años con altibajos, hasta llegar a una 
masiva cumbre en el 2003. La toma de las principales carreteras y el cerco sobre las 
ciudades fue tan masivo que no dio abasto la represión de las fuerzas armadas. 
También los maestros se movilizaron contra la precariedad del empleo y los bajos 
salarios. Aunque cada sector impulsó sus intereses la coincidencia en el tiempo logró 
afectar gravemente la normalidad económica del país durante tres semanas. Las 
empresas perdieron millones de dólares, la comida empezó a escasear en las 
ciudades y los colegios cerraron (Azcui, 2000, en línea)324. Del campo a la ciudad, los 
campesinos e indígenas de nuevo estrangulaban los centros neurálgicos del poder 
político y económico del país con gran eficacia mediante el control de las carreteras 
principales del país. En el imaginario popular los nuevos líderes indígenas revivían la 
tradición del gran Tupac Katari que cercó a La Paz en 1781. El gobierno cedió de 
nuevo; a los cultivadores de coca les accedió a no construir una base militar 
norteamericana en el Chapare y a los indígenas campesinos del altiplano les 
adjudicó un millar de tractores. Evo Morales y Felipe Quispe se elevaron como 
figuras emblemáticas de los reclamos populares provenientes del mundo rural. Sin 
embargo, la guerra contra la coca continuaba así como la carencia de una política de 
desarrollo económico rural a gran escala. 
  
3.4.5 Los significados de la guerra del gas del año 2003  
 
A semejanza de los terremotos los grandes estallidos sociales suelen anunciarse 
mediante sacudidas que anticipan el gran remezón (Gutiérrez, 2008)325. En el año 
                                        
324. “El País” “El despliegue militar en todo el país no ha logrado mantener expeditas las carreteras ni 
frenar las manifestaciones de repudio a la autoridad, principalmente en Cochabamba, La Paz y Santa 
Cruz. Ayer, el Gobierno amenazó con cerrar todos los colegios en los que los profesores secunden la 
huelga.” Las protestas campesinas paralizan las ciudades y vacían las tiendas de Bolivia  [en línea]:  
Azcui, Mabel.el país.com. La Paz: 14 de septiembre de 2000.  Sección Internacional. 
http://elpais.com/diario/2000/10/05/internacional/970696811_850215.html [Consulta: 02 de noviembre 
de 2013]. 
325. En el año rebelde de 2003 coincidieron: “Una vasta y generalizada movilización “en defensa del 
gas” […], la movilización, bloqueo de caminos y cerco a la ciudad de los comunarios aymaras [y], el 
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2003 el déficit fiscal bordeaba el -8,5% del PIB y el Fondo Monetario Internacional 
ofrecía una ayuda de 3,9 millones de dólares a cambio de un programa convincente 
de reducción de gastos y aumento de ingresos que llevara a un déficit del -5,5%. Fiel 
a la tendencia tributaria promovida por el Fondo el gobierno de Gonzalo Sánchez de 
Lozada decidió ampliar la base tributaria del impuesto de renta hacia abajo. Es decir, 
hacia los trabajadores de ingresos medios y bajos a los que se les cobraría una 
carga del 12,5% sobre el salario. La ira no se hizo esperar. El mes de febrero se 
desató una manifestación más en la Plaza Murillo, situada al lado del Palacio 
Presidencial y lugar predilecto de las continuas protestas sociales. Esta vez la policía 
también se sumó a la agitación social omitiendo intervenir en la defensa de los 
edificios públicos atacados y en la represión a los manifestantes, debido a que temía 
ser víctima de los nuevos impuestos. La policía misma se amotinó a 200 metros del 
Palacio Quemado, sede de la presidencia de la República. El ejército fue convocado 
para doblegar a los policías amotinados y a las turbas enardecidas, disparó y 
provocó una treintena de muertos, más de 200 heridos y un sentido malestar en la 
población. El gobierno cedió ante la tragedia ocurrida, retiró el proyecto de los 
impuestos y accedió a las demandas de la policía (Torrontegui, 2003, en línea)326.  
 
Ocho meses después las revueltas no habían cesado, todo lo contrario, el ambiente 
era propicio a una canalización de diferentes sectores y demandas sociales en contra 
del gobierno que reprimía a los campesinos, a los estudiantes y maestros, a los 
                                                                                                                        
levantamiento de los vecinos y gremios de la ciudad de El Alto en contra del “impuesto disfrazado”.” 
p. 195. Gutiérrez, Los Ritmos Del Pachakuti. 
326. “Un sistema ya cuestionado en Bolivia desde sectores indigenistas, campesinos, cocaleros y los 
más afectados por la escasez de recursos, que lograron el segundo puesto en las elecciones de 2002. 
Un grupo de élite de la policía amotinado en su cuartel y con el resto del cuerpo en huelga en todo el 
país; un puñado de estudiantes del colegio público al que se le atribuye la mejor formación educativa  
y con ella la mayor concienciación política; un equipo militar en precario, el batallón de los 
coloraos, escoltando el palacio presidencial; a lo que hay que añadir el visceral enconamiento de la 
relación entre la policía y el Ejército, compusieron el cóctel que hizo explosión la mañana del 
miércoles y no dejó de consumirse hasta la madrugada del viernes. Los chicos lanzaron piedras a la 
sede de la Presidencia, los coloraos lanzaron gases lacrimógenos, los antidisturbios policiales desde su 
sede amotinada les lanzaron gases a los militares y en medio empezaron los disparos.” Sueldos de 
hambre y miseria en Bolivia [en línea]:   Torrontegui, Javier. La Paz: 18 de febrero de 2003. Sección 
Internacional.  http://elpais.com/diario/2003/02/18/internacional/1045522816_850215.html  [Consulta: 
2 de noviembre de 2013].  
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policías y trabajadores públicos, sobre los cuales caía el peso de la crisis económica 
y de las medidas implementadas por el ejecutivo. En octubre del año 2003 la Central 
Obrera Boliviana –COB- y la Confederación Sindical Única de Trabajadores 
Campesinos de Bolivia –CSUTCB intentaban recuperar su papel histórico de 
instrumento de aglutinación popular mediante una convocatoria a una huelga general 
y a la toma de carreteras. Motivos había muchos pero en el momento la propaganda 
de agitación privilegió uno que concentraba el rechazo más generalizado: la 
exportación de gas vía Chile hacia los Estados Unidos de América. Un consorcio de 
grandes compañías como la Exxon de los Estados Unidos, la British Gas y British 
Petroleum de Inglaterra, Elf de Francia y Repsol de España estaba interesado en 
construir el gaseoducto para garantizar la exportación. En ese entonces se calculaba 
que Bolivia tenía la segunda reserva de gas de América Latina (BBC, 2005, en 
línea)327. La totalidad del país no estaba abastecida con el servicio de gas y 
electricidad y los precios internos del gas y la gasolina habían aumentado varias 
veces desde 1995. Al tiempo, a las empresas privadas que se hicieron a los negocios 
de los hidrocarburos les habían reducido a la mitad los impuestos sobre las utilidades 
(Mosley, 2009, pp. 70, 71)328. De atrás venía que las corporaciones petroleras solo 
pagaran el 18% de impuestos sobre la totalidad del gas y petróleo extraído, 
volúmenes cuya contabilidad el Estado no controlaba y que eran reportados por las 
propias empresas sin vigilancia. En esas circunstancias la iniciativa del gobierno 
cayó muy mal y concentró la rabia de la población. Los pobladores de la ciudad 
aymara de El Alto bloquearon una vez más el acceso a La Paz, así como un depósito 
cercano abastecido de petróleo.  
 
Los indios urbanizados del cerro tutelar de La Paz cuentan con una ubicación 
territorial estratégica en la medida en que allí se encuentra el aeropuerto 
                                        
327. Según un informe sobre los hidrocarburos en América Latina “Bolivia posee la segunda reserva de 
gas más importante de América Latina después de Venezuela. Sin embargo, datos de la AIE indican 
que tiene un volumen de producción de apenas 7.200 millones de metros cúbicos”. Redacción BBC 
Mundo. “Hidrocarburos en América Latina” [en línea] En: BBC NEWS, Mayo 25 de 2005. 
http://news.bbc.co.uk/hi/spanish/specials/newsid_4562000/4562409.stm. [Consulta: 02 de noviembre 
de 2013].   
328. Mosley, “La “Trampa Política De La Pobreza”: Bolivia 1999-2009”.  
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internacional y la carretera que une a La Paz con el Perú y Argentina, así como con 
el sur y el oriente del país. También desde El Alto se pueden afectar los oleoductos 
que conectan las regiones productoras del este con el occidente, las urbes pobladas 
y las rutas de exportación del gas natural. De ser un mísero poblado en los años 
cincuenta, El Alto pasó a tener 1,500.000 habitantes a principio de siglo XXI, 
habiendo crecido a una tasa de 8,2% anual durante 40 años y un 42% entre 1992 y 
el año 2001. Por una parte, el “fenómeno del niño” durante el año 1982 y 1983 y, por 
otra, la ruina que el neoliberalismo trajo en las regiones mineras y en el campo 
alimentaron oleadas masivas de migrantes (Arbona, Kohl, 2004, p. 258)329. El Alto se 
convirtió en el gran sumidero del occidente del país de todas las migraciones por 
causas naturales y económicas. La ciudad tutelar de la capital devino una amalgama 
de todas las tradiciones sociales, culturales y políticas de los campos bolivianos. 
Quien controlara estratégicamente El Alto podía estrangular al país, o al menos 
forzar una negociación con los poderes centrales.  
 
 
El Presidente Gonzalo Sánchez de Lozada no estaba dispuesto a ceder en la 
conducción de su gobierno y menos a desistir de su plan de profundizar el modelo de 
transnacionalización económica. El ejército militarizó los campos en donde la 
Confederación Sindical Única de Trabajadores Campesinos de Bolivia –CSUTCB- 
llamaba a la toma de las carreteras. La región de los cocaleros también se sumó a 
las protestas pero fueron inhabilitados de bloquear el acceso a la capital por la 
carretera desde el sur debido al fuerte control y la represión militar. El 13 de octubre 
del año 2003 el ejército llegó a levantar las barricadas de El Alto y terminó 
disparando sobre la población causando la muerte de 50 a 70 personas (El Diario, 
2003, en línea)330. El rechazo fue general. El vicepresidente Carlos de Mesa se 
                                        
329. Benjamin Kohl Juan M. Arbona, “City Profile. La Paz - El Alto,” Cities Vol. 21, No. 3 (2004): 255 
- 265.  
330.   “Entre septiembre y octubre de 2003 hubo más de 60 muertos y casi 400 heridos por la violenta 
represión militar contra los pobladores de la ciudad de El Alto y de la comunidad de Warisata 
ordenada por el entonces presidente Gonzalo Sánchez de Lozada” En Busca de Justicia. Víctimas de 
masacres de octubre de 2003 y Pando unirán fuerzas [en línea]:   El Diario. La Paz: 13 de Octubre de 
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apartó del gobierno. La revuelta social no fue ya principalmente en contra del 
incremento de un impuesto, el alto precio de los combustibles, los bajos salarios, la 
exportación del gas, la defensa de la coca y de los territorios indígenas, sino que se 
dirigió en contra del presidente exigiendo su renuncia y su sometimiento a la justicia 
por los crímenes que se le imputaban. El 15 de octubre el presidente hizo amago de 
ceder, se comprometió a celebrar referendos departamentales sobre la exportación 
del gas, modificar la Ley de Hidrocarburos e introducir la figura de la  Asamblea 
Constituyente en la Constitución. Pero en política los tiempos son definitivos, como 
en la música. Para la oposición social y política la promesa presidencial apareció 
como simple maniobra fuera de tiempo. El enardecimiento popular no parecía ya 
poderse controlar y se temía lo peor: linchamientos, incendios, asonadas. Gonzalo 
Sánchez de Lozada huyó del país en avión hacia Miami el 17 de octubre del año 
2003 con un par de ministros, el de sanidad y el de Defensa que había dirigido las 
acciones de las fuerzas militares.  
 
3.4.6 La agenda de octubre 
 
¿Quién había tumbado al artífice del ajuste estructural y la descentralización? En sus 
propias palabras escritas en la carta de renuncia al Congreso de la República el 
presidente acusa (Rebelión, 2003): 
 
Honorables Congresales: 
Bolivia está viviendo horas cruciales, la democracia está bajo asedio de 
grupos corporativos políticos y sindicales que no creen en ella y que la utilizan 
según su conveniencia, todo esto configura un cuadro de sedición que con el 
                                                                                                                        
2008. Sección Sociedad. http://www.eldiario.net/noticias/2008/2008_10/nt081013/4_01scd.php 
[Consulta: 02 de noviembre de 2013]. 
En Busca de Justicia.Víctimas de masacres de octubre de 2003 y Pando unirán fuerzas [en línea]:   El 
Diario. La Paz: 13 de Octubre de 2008. Sección Sociedad. 
http://www.eldiario.net/noticias/2008/2008_10/nt081013/4_01scd.php [Consulta: 02 de noviembre de 
2013].  
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pretexto de la exportación del gas natural ha violado la esencia de la 
democracia, (en línea)331. 
 
La Confederación de Juntas Vecinales –CoJuVe-, con el apoyo político del 
Movimiento al Socialismo –MAS-, apareció como la forma de organización social que 
tuvo la capacidad de tomarse la ciudad de El Alto y bloquear el centro económico, 
administrativo y político del poder situado en La Paz. Los vecinos no estuvieron 
solos, las dos centrales sindicales obrera y campesina fueron muy activas en varias 
regiones del país y convocaron a una movilización general. Particularmente en La 
Paz y El Alto la COB participó de los bloqueos y las manifestaciones. Una vez más la 
recomposición del campo popular demostraba haber girado en dos décadas. Indios y 
campesinos venidos de toda parte, padres e hijos de los que alguna vez fueron 
mineros, trabajadores sindicalizados del Estado, estudiantes, maestros y 
trabajadores de la salud, transportistas, desempleados, trabajadores del sector 
informal y amas de casa se organizaron a través de las Juntas Vecinales. La 
tradición sindical sumada al asambleísmo indígena y a la organización urbana se 
juntaron en los acontecimientos de El Alto en el 2003 (Besset, 2005, p. 207)332. En 
palabras de Álvaro García Linera (Ramírez, Stefanoni, 2006)333: 
 
Entonces, lo que se veía ya no era una movilización obrera clásica porque ahí 
habían regantes, campesinos, maestros, vecinos, obreros de industria; era un 
conglomerado, sin centro hegemónico único, que iba variando en función de 
los temas y de los momentos. En un momento podía ser el núcleo sindical 
clásico pero a los 15 días podían ser los regantes, con su demanda específica, 
los que articulaban al resto. (p. 98). 
                                        
331. Tomado de: Carta de renuncia del presidente boliviano Gonzalo Sánchez de Lozada  [en línea]:  
ELMUNDO.ES  La Paz: 18 de octubre de 2003. 18 de octubre de 2003. Sección Internacional. 
http://www.elmundo.es/elmundo/2003/10/18/internacional/1066449589.html [Consulta: 2 de 
noviembre de 2013].   
332. Yann Basset, “Bolivia En La Tormenta. Algunas Consideraciones Sobre La Crisis Social,” Oasis 
Número 11 (2005): 191 - 212. 
333. Pablo Stefanoni Franklin Ramírez, “La Política De Los Movimientos Sociales En Bolivia. Diálogo 
Con Álvaro García Linera,” Iconos, Revista de Ciencias Sociales No. 25 (2006): 91 - 107.  




No solo la ira logró tal acontecimiento sino la identificación de un enemigo común, el 
neoliberalismo, y la percepción de que existía la convicción y la fuerza para imponer 
un conjunto de políticas diferentes. En palabras de Benjamin Kohl (2006)334: 
 
The common rallying cry of ‘‘down with neoliberalism’’ was heard at 
demonstrations, whether the issue was retirement benefits, revision of land 
tenure laws, tax protests, or even education reform. Increasingly counter-
hegemonic movements, whether rooted in nationalist or indigenous discourses, 
identified neoliberalism as the root of most of the country’s difficulties. The 
exception here, of course, was the coca producers who argued that the US-
sponsored drug war was a manifestation of imperialism—related to, but not 
identical with, neoliberalism. (p. 321). 
 
Un recetario de medidas alternativas acompañaba las grandes movilizaciones. En 
primer lugar, subir los impuestos a las empresas que explotaban petróleo y gas, así 
como a las grandes empresas mineras. En segundo lugar, nacionalizar la propiedad 
de dichos recursos naturales. En tercer lugar, garantizar el abastecimiento a bajo 
costo de todos los hogares. Y, por último, financiar el desarrollo industrial de la 
cadena conexa a los hidrocarburos, así como una diversificación productiva que 
generara empleo y crecimiento. Había nacido la “agenda de octubre” en tanto ideario 
programático popular de exigencia al gobierno y mediante el cual se demandó: 
referendo sobre la explotación del gas (nacionalización e industrialización), 
derogación de la ley de hidrocarburos (mayores impuestos a compañías privadas y 
transnacionales) y una asamblea constituyente (redistribución del poder hacia las 
organizaciones sociales, comunidades y pueblos). Además de una agenda 
económica, se hirió a la democracia de los partidos políticos en tanto monopolio 
legítimo del poder de representar a la sociedad. A cambio se alzó un reclamo de 
prácticas y formas de poder político antiliberales, de carácter indigenista y 
                                        
334. Kohl, “Challenges to Neoliberal Hegemony in Bolivia”.  
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comunitario (Romero, 2006, p. 36)335. Lo social intervenía directamente sobre la 
política rebasando la democracia representativa, exigiendo una agenda legislativa 
prioritaria y reclamando nuevas formas y prácticas del poder político. En palabras de 
la antropóloga Marta Cabezas (2005)336:  
 
[…] sobre estas bases, se articuló una reivindicación de corte anti-neoliberal, 
sustentada ideológicamente en un renovado nacionalismo indigenista, que 
exigía una nueva Ley de Hidrocarburos más redistributiva y nacionalizadora, la 
transformación del gas en territorio boliviano y la realización de un referendum 
para que la sociedad boliviana decidiese sobre el modelo de explotación y 
exportación del gas, demandas a las que se sumó la refundación de la 
República a través de una Asamblea Constituyente. Así, la defensa del gas se 
convirtió en síntesis y aglutinador de las reivindicaciones estructurales de los 
sectores populares e indígenas, que, en definitiva, exigían participación 
política en las decisiones estratégicas del país, reformas estructurales del 
modelo económico, equidad social, justicia e inclusión. (p. 10).  
 
La prensa, la radio y los debates en muchos escenarios públicos rivalizaban en 
cuanto a las grandes posibilidades de desarrollo y bienestar como consecuencia de 
un manejo nacional de los recursos naturales. Los eventos del 2003 habían logrado 
más que hacer abdicar un gobierno, volver masivo un debate nacional sobre la 
necesidad de desmontar una pieza clave del modelo económico de 1985 y 1993: la 
privatización transnacional de los recursos naturales energéticos. A cambio se 
esbozaban los trazos del abandonado Modelo de Industrialización por Sustitución de 
Importaciones –MISI- dirigido desde el Estado. El profesor Paul Mosley (2009)337 de 
la Universidad de Sheffield y consultor del Banco Mundial (des) califica el ánimo 
programático de los insurrectos de El Alto por estar basados en: 
 
                                        
335. Salvador Romero, “Análisis De La Elección Presidencial De 2005 En Bolivia,” América Latina 
Hoy 43 (2006): 31 - 61.  
336. Cabezas, “Bolivia: Tiempos Rebeldes. Coyuntura Y Causas Profundas De Las Movilizaciones 
Indígena-Populares.” 
337. Mosley, “La “Trampa Política De La Pobreza”: Bolivia 1999-2009.”.  
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Un marco doctrinal de naturaleza autárquica y proteccionista, que mezclaba 
conceptos atávicos de ‘devolver los recursos naturales a sus dueños’ con 
ideas sueltas derivadas de la economía temprana del desarrollo, que apoyaba 
la idea de un proceso de industrialización basado en esos recursos como 
estrategia de escape de la trampa de la pobreza. La ciudad de El Alto durante 
los motines recuerda más el ambiente de la Rusia de finales del siglo XIX que 
cualquier lugar de la época contemporánea. (p. 79)  
  
Las movilizaciones populares no cesaron en los meses y años posteriores a los 
acontecimientos cumbres del 2000 y 2003, tampoco sus efectos políticos sobre el 
orden legal y las políticas públicas. El 20 de febrero del año 2004 y bajo la 
presidencia de Carlos de Mesa se legisló en materia de promoción de la democracia 
directa y participativa quedando normado el referendo, la iniciativa legislativa 
ciudadana y la Asamblea Constituyente (El Diario, 2004, en línea)338. Hasta entonces 
el legislativo tenía el monopolio de reformar la constitución mediante un acuerdo de 
2/3 de los congresistas en ambas cámaras y dos vueltas legislativas. El ciclo rebelde 
había ganado el poder constituyente a favor de un mecanismo extra parlamentario, la 
convocatoria a un referendo ciudadano para instalar una Asamblea Constituyente 
(Rivera, 2008, p. 188)339. Sobre esta base legal el referendo sobre el gas se llevó a 
cabo el 18 de julio del año 2004 todavía ejerciendo Carlos de Mesa la presidencia. 
Los movimientos cívicos empresariales y las multinacionales presionaron en contra 
de la iniciativa en la medida en que generaba bases legales que afectaban la 
repartición de excedentes entre el sector privado y el Estado. La COB y muchas 
organizaciones sociales y políticas populares movilizaron en su contra porque las 
                                        
338. Columna “Bolivia tendrá “Por su lado, el diputado Manuel Morales Dávila, del Movimiento Al 
Socialismo (MAS), dijo que la nueva norma permitirá que la ciudadanía presente a sus candidatos 
para las elecciones municipales y nacionales sin necesidad de pertenecer y de recurrir al patrocinio 
de una fuerza política. El parlamentario aseveró que los "cambios profundos en la democracia 
boliviana fueron logrados gracias a la valentía del pueblo boliviano", que fue el principal 
protagonista de la "guerra del gas".” Bolivia tendrá desde hoy nueva constitución Política del Estado    
[en línea]: El Diario. La Paz: febrero 20 de 2004. Sección Política. 
http://www.eldiario.net/noticias/2004/2004_02/nt040220/2_00plt.html [Consulta: 2 de noviembre de 
2013].  
339. José A. Rivera, “La Evolución Político-Institucional En Bolivia Entre 1975 a 2005,” Estudios 
Constitucionales Año 6, No 2 (2008): 173 - 208. 
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preguntas no rompían radicalmente con el sector privado y las multinacionales (El 
Diario, 2004, en línea)340. El MAS apoyó las tres primeras preguntas y llamó a votar 
contra las otras dos. En definitiva la población aprobó mayoritariamente el referendo 
con una participación que promedió el 60%, suficiente para replantear las relaciones 
entre el Estado y el sector privado en materia del gas. Las cinco preguntas del 
referendo y sus resultados fueron:  
 
a) Está usted de acuerdo con la abrogación de la Ley de Hidrocarburos No. 1689 
promulgada por el Presidente Gonzalo Sánchez de Lozada? (Sí 86,64%) 
b) ¿Está usted de acuerdo con la recuperación de todos los hidrocarburos en 
boca de pozo para el Estado boliviano? (Sí 92,19%) 
c) ¿Está usted de acuerdo con refundar Yacimientos Petrolíferos Fiscales 
Bolivianos, recuperando la propiedad estatal de las acciones de los y las 
bolivianas en las empresas petroleras capitalizadas, de manera que pueda 
participar el Estado en toda la cadena productiva de los hidrocarburos? (Sí 
87,31%) 
d)  ¿Está usted de acuerdo con la política del Presidente Carlos Mesa para 
utilizar el gas como un recurso estratégico para recuperar una salida útil y 
soberana al océano Pacífico? (Sí 54,80%) 
e) ¿Está usted de acuerdo con que Bolivia exporte gas en el marco de una 
política nacional que: 
• Cubra el consumo de gas para los bolivianos y las bolivianas. 
• Fomente la industrialización del gas en el territorio nacional; 
• Cobre impuestos y/o regalías a las empresas petroleras, llegando al 
50% del valor del gas, principalmente para la educación, salud, 
                                        
340.  “La Central Obrera Boliviana (COB) iniciará hoy las medidas de boicot preparadas para que se 
cambien las preguntas del Referéndum o lograr su fracaso pidiendo la nacionalización de los 
hidrocarburos a sólo 14 días de la realización de la consulta nacional.” La COB inicia este lunes 
boicot contra Referendum   [en línea]: El Diario. La Paz: julio 05 de 2004 en el periódico. Sección 
Sociedad. http://www.eldiario.net/noticias/2004/2004_07/nt040705/4_03scd.html [Consulta: 2 de 
noviembre de 2013].   
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caminos y empleos. (Sí 61,74%) (CIDOB, en línea)341. (OSE, en 
línea)342. 
 
La lucha por el agua también logró otro resonado triunfo en enero del 2005 cuando 
una movilización dirigida por el Comité de Vecinos de la ciudad de El Alto obligó a 
que se rescindiera el contrato, concedido desde 1997, con Aguas de Illimani 
subsidiaria de la multinacional francesa del agua, la Compañía Suez Lyonnaise des 
Eaux. También en el año 2005 arreciaron las movilizaciones para aumentar de 
manera considerable los impuestos a las compañías petroleras mediante la exigencia 
de una ley de hidrocarburos (Assies, 2006, p. 91)343. En dicho reclamo y la dirección 
de las movilizaciones se destacó Evo Morales, como también lo hizo legitimando las 
protestas de los campesinos cocaleros contra las políticas de erradicación de los 
cultivos y la represión gubernamental. El año 2005 fue la cumbre del ascenso de 
todos los peligros contra el orden político y económico vigente desde 1985. En ese 
año confluyeron las marchas y proclamas populares exigiendo la Convocatoria a una 
Asamblea Nacional Constituyente, la nacionalización de las reservas de gas y la 
oposición a un referendo sobre la autonomía departamental, exigido por las redes 
empresariales del oriente del país. 
 
Desde la década del ochenta Bolivia emprendió, de la mano de las agencias 
multilaterales, el ajuste estructural neoliberal más radical de América latina, 
comparable únicamente con el realizado por la dictadura de Augusto Pinochet en los 
setenta, bajo la batuta ideológica de los Chicago boys. Su plan de choque 
macroeconómico de 1985 bautizado como la Nueva Economía Política –NEP- y su 
                                        
341. Centre d’estudis i documentació internacionals a Barcelona –CIDOB-. “Carlos Mesa Gisbert” [en 
línea]. En:    Biografías de Líderes Políticos. (Barcelona: Junio 6 de 2011)  
<www.cidob.org/ca/documentacion/.../bolivia/carlos_mesa_gisbert>  [Consulta: 1 de septiembre de 
2013].  
342. Tribual Supremo Electoral – PNUD. “Atlas electoral de Bolivia TOMO II. Referendums 2004-
2009” Serie 1 Estadísticas y Participación Electoral. [en línea]. En: Órgano Electoral Plurinacional. 
Tribunal Supremo Electoral. Bolivia: 2012 La Paz. Tomado de 
<http://www.oep.org.bo/oep/archivos/sifde/investigacion/Atlas_Electoral_tomoII_S1.pdf> Pp. 20. 
[Consulta: 1 de septiembre de 2013].  
343. Willem Assies, “La “Media Luna” Sobre Bolivia: Nación, Región, Etnia Y Clase Social,” América 
Latina Hoy No. 43 (2006): 87 - 105. 
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complemento neoinstitucional de 1993 conocido como “Economía de Mercado 
Social”, fueron los experimentos más fieles a los textos y ellos mismos experiencias 
que se ventilaron en el mundo como casos exitosos dignos de admirar e imitar. El 
ciclo rebelde tuvo 4 confrontaciones picos: la del año 2000 en defensa del agua, la 
de los cocaleros y los aymaras entre el 2000 y el 2003 y la del 2003 sobre los 
hidrocarburos. Ellas confrontaron la privatización transnacional de los recursos 
naturales básicos para la vida y el funcionamiento del sistema productivo: agua, 
tierra, gas. Una vez más Bolivia era ejemplo para el mundo, solo que ahora para 
aquellos que esperaban que se pudiera hacer y vivir de otra manera que no fuera 
bajo el imperio de la mercantilización de los recursos naturales y de la vida de las 
personas (Kohl, 2006, p. 306)344.  
 
¿Quiénes eran los sujetos sociales que desafiaban los pilares del orden 
internacional? En la década del noventa el protagonismo vino del campo mediante la 
población indígena y campesina que en medio del ajuste logró avances 
contracorriente muy importantes, como el reconocimiento de tierras que no se podían 
enajenar, subdividir y vender. Ahora, a comienzos del nuevo siglo, “los movimientos 
populares urbanos” tomaron el relevo de un protagonismo que cuestionaban otros 
fundamentos del modelo económico: la privatización del agua y de los recursos 
naturales energéticos no renovables. Empero, el fortalecimiento de los movimientos 
sociales no era el privilegio exclusivo de las fuerzas sociales “desde abajo” y desde 
el occidente del país. La crisis social y económica se vivía de manera muy diferente 
en el oriente en donde el liderazgo programático de las movilizaciones y demandas 
sociales lo tenía claramente la clase empresarial. La defensa de la propiedad privada 
sobre los grandes recursos energéticos, la intensificación de la transnacionalización 
de los mercados y territorios internos, y el desarrollo por la vía del mercado fueron la 
consigna de la contraparte cívica de los movimientos sociales. El Movimiento Cívico 
de Santa Cruz de la Sierra adquirió un fuerte liderazgo nacional con resonancia, 
apoyo y mucha expectativa en las agencias multilaterales y los inversores 
internacionales en Bolivia. 
                                        
344. Kohl, “Challenges to Neoliberal Hegemony in Bolivia”. 




3.4.7 Ascenso social por arriba: La autonomía re significada 
 
La articulación de demandas políticas de las elites de Santa Cruz de la Sierra a los 
poderes centrales es de vieja data, itinerario cuyo recuento se presentó en el capítulo 
anterior. A través de la historia la aspiración de transformar las relaciones entre la 
región y la nación evolucionó al compás de la acumulación ascendente del poder 
económico y político territorial. A principios del siglo XX se imploraba ser tenidos en 
cuenta y en la década del cincuenta se combatió por el respeto del 11% de las 
regalías petroleras que garantizaron las rentas para la inversión en la infraestructura 
productiva regional. En los sesenta las elites se movilizaron alrededor de la extensión 
de la frontera agrícola nacional hacia el Oriente y en los setenta el auge de los 
hidrocarburos favoreció de manera definitiva el crecimiento regional. Con el 
derrumbe del régimen de las dictaduras a comienzos de los ochenta se hizo audible 
una demanda de autonomía respecto de los poderes centrales que se incrementará 
con el advenimiento del neoliberalismo desde mediados los años ochenta. El 
debilitamiento del Estado a favor de los emprendedores privados y el abandono del 
mercado nacional a favor de la transnacionalización de los espacios interiores fueron 
los dos pilares del acuerdo estratégico entre la “Nueva Economía Política” y los 
gremios regionales del capital.  
 
El nuevo paradigma económico necesitaba de la estabilidad del sistema político y 
esta se fundó en una democracia pactada entre los principales partidos políticos 
tradicionales a escala nacional. El reclamo de la autonomía política departamental 
fue sacrificado en el altar de la extensión de la lógica del mercado. La crisis 
económica de final del siglo XX activó el ascenso de un ciclo rebelde por abajo que 
rebasó el carácter defensivo de las luchas que caracterizaron las décadas del 
ochenta y el noventa. A comienzos del 2000 se hacían recular leyes, privatizaciones 
y gobiernos. Más aún, se agenciaba una agenda de poder bastante audaz. Entre el 
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año 2000 y 2003, se produjo un giro dramático mediante el cual la privatización 
transnacional de los recursos naturales básicos para la vida y el sistema productivo 
fueron ampliamente rechazados y el gobierno debió retroceder. La “agenda de 
octubre” esbozó una plataforma de desarrollo alternativa basada en el mercado 
nacional, la función protagónica del Estado, el control a la iniciativa privada y la 
equidad social. En esta novedosa e inesperada circunstancia el reclamo de 
autonomía regional de parte de las elites de Santa Cruz se volvió más acuciante. Ya 
no se trató únicamente de completar la expresión política autónoma de un poder 
económico garantizado. La defensa misma de las condiciones de la acumulación 
privada construida por décadas estaba en peligro. La amenaza venía de las masas 
urbanas y campesinas movilizadas principalmente en el occidente y sur del país, las 
cuales habían aprendido a doblegar al Estado central. El Bloque Oriental se 
aglutinará “contra el centralismo autoritario” y en defensa del derecho de cada región 
a decidir de su patrón de desarrollo. La forma de organización de la resistencia se 
conocerá como la Media Luna y su plataforma de lucha será la “agenda de junio”. 
Como respuesta política a los acontecimientos del año 2000 se fundó el 21 de 
noviembre el Movimiento Autonomista Nación Camba –MANC- cuyo texto 
fundacional (Dory, 2009)345   
[…] se inscribe en la continuidad del Memorándum de 1904 pero ahora desde 
la afirmación de la identidad cruceña como pueblo-nación. Proclama la 
necesidad de “construir el Estado de las autonomías departamentales y/o 
nacionales” y “convertir a Santa Cruz en una REGIÓN AUTÓNOMA, dotada 
de gobierno propio y amparada por un estatuto especial de autonomía que sea 
la expresión del Poder Cruceño, como reconocimiento formal y legal de 
nuestra Nación-Estado. (p. 129). 
 
                                        
345. Dory, Daniel (2009), Las Raíces Históricas De La Autonomía Cruceña. Una Interpretación Política, 
(Primera edición ed., Santa Cruz de la Sierra: El País) 157.  
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Las elites intuyen la necesidad de proteger las bases económicas, políticas y 
culturales del poder regional. El programa: la construcción de un nuevo ordenamiento 
territorial que garantice la autonomía sobre asuntos políticos, fiscales y 
administrativos, tanto como sobre los acuerdos internacionales, la seguridad jurídica 
y los derechos de propiedad de la inversión privada extranjera y nacional. Es notable 
que tal pretensión no se levanta desde el interés de los gremios del capital sino del 
“pueblo-nación camba”. Aquella amalgama regional multiétnica tan plural como 
particular tenía derecho a ser nación. Después de todo, los andinos mejor llamados 
“collas” también estaban conformados por diversos pueblos y etnias específicas. Si 
los pueblos indios y mestizos del Occidente levantaban el reclamo de un Estado 
plurinacional las elites del Oriente asentían con astucia. En la base del manifiesto 
está entonces la necesidad de refundar a Bolivia como país “multi nacional”, con 
autonomía de sus naciones agrupadas en regiones y departamentos. “El movimiento 
autonomista conservador”, siguiendo la denominación de Kent Eaton (2011)346, calca 
la fundamentación ideológica central del movimiento indigenista. Al hacerlo advierte 
que cualquier radicalización de las demandas sociales populares, campesinas e 
indígenas, deberá traducirse en una idéntica profundización de las prerrogativas de 
los “cívicos” del Oriente. El asenso del ciclo rebelde servirá de acicate al desarrollo 
de esta estrategia política. 
El 17 de octubre del año 2003, el presidente Gonzalo Sánchez de Lozada abandona 
el país y huye hacia los Estados Unidos. Ese mismo día, los campesinos y colonos 
de Yacapaní realizan una marcha en Santa Cruz exigiendo la renuncia del presidente 
y en oposición a la venta del gas natural a través de Chile. La manifestación es 
fuertemente reprimida por la Unión Juvenil Cruceñista –UJC-, ala radical derechista 
del movimiento cívico (El Diario, 2003, en línea)347. El movimiento popular había 
                                        
346. Kent Eaton, “Conservative Autonomy Movements: Territorial Dimensions of Ideological Conflict 
in Bolivia and Ecuador,” Comparative Politics Volume 43, number 3 (2011): 291 - 310. 
347. “Un ambiente de conflicto vivía ayer la ciudad de Santa Cruz ante el arribo de distintas marchas 
campesinas que podrían ingresar a la capital hoy hasta el mediodía. Ante el conflictivo panorama las 
autoridades de la Prefectura cruceña intentaban mediar entre los dos sectores radicales de esta 
amenaza; por un lado los marchistas y en el otro lado dos organizaciones radicales de Santa Cruz, la 
Unión Juvenil Cruceñista y la Nación Camba. La primera de estas organizaciones es considerada 
como el "brazo fuerte" del Comité Cívico Pro Santa Cruz, está conformada por jóvenes hijos de 
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logrado derrocar al gobierno nacional sobre la base de oponerse a los planes 
expansivos de una internacionalización económica directamente benéfica para el 
desarrollo del Oriente del país y sus elites. Lo peor es que iban por más, exigían una 
Asamblea Nacional Constituyente para cambiar las reglas de juego hacia los pueblos 
y comunidades ancestralmente sometidas. El miedo de las elites se transformó en 
rabia: 
Cuando íbamos a los eventos a promover la Asamblea Nacional Constituyente 
no nos dejaban hablar. Nos perseguían, nos castigaban (Irayigra, 2013, 
entrevista)348. 
 
Esa noche el comité cívico no condena la represión a “las cholitas de pollera y 
sombrero” que todo el país pudo ver por televisión. Por el contrario, considera la 
derrota del presidente como una amenaza directa a sus intereses estratégicos, por lo 
cual llama a refundar a Bolivia con base en la autodeterminación de cada una de sus 
regiones, o de lo contrario, amenaza con la separación (Molina, Peña, Vaca, 
2008)349.  
La situación emergente de la crisis política y social, obliga a los sectores del 
sistema político a abrirse a demandas de la sociedad civil, planteando la 
refundación de Bolivia a través de una nueva estructura política, económica y 
administrativa” […] “De no darse este cambio, dudamos de la permanencia de 
Santa Cruz en la actual estructura del país. Sólo reconoceremos la legalidad y 
                                                                                                                        
familias cruceñas económicamente prósperas. En el caso de la Nación Camba se trata de una 
organización radical que intenta desde su creación la separación de Santa Cruz del territorio nacional 
y marcar "claramente" su diferencia de la "nación andina".” Las Autoridades Intentan Detener una 
Confrontación. Santa Cruz intranquila por la presencia de campesinos [en línea]: El Diario. La Paz: 
octubre 17 de 2003.Sección Nacional. 
http://www.eldiario.net/noticias/2003/2003_10/nt031017/5_00nal.html [Consulta: 02 de noviembre de 
2013]. 
348. Antonia Irayigra, dirigente del pueblo Guarayo, asambleista en el departamento de Santa Cruz. 
Entrevista agosto 2013, ciudad de Santa Cruz de la Sierra, Darío I Restrepo. 
349. Por una Nueva República. Manifiesto del Comité pro Santa Cruz. 17 de octubre del 2003. Citado 
por Carlos H. Molina, Claudia Peña, Claudia Vaca (2008), El movimiento cívico frente al proceso de 
descentralización y autonomía, 1994 - 2006, ed. Molina, Carlos Hugo, (Cochabamba: IUED / Cepad / 
Editorial El País). 
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legitimidad de un sistema político en la medida en que ejerzamos el derecho 
que nos asiste de decidir nuestro propio destino en el marco de la 
irrenunciable autodeterminación, a la que tienen derecho todos los pueblos del 
mundo. (pp. 45, 46).  
 
Tal declaración admite el colapso del sistema político y reclama la emergencia de la 
sociedad civil, empresarial en este caso, como protagonista directa de la agenda 
prioritaria que debe emprender el país. El movimiento se postula como poder cívico 
en reemplazo de los fracasados partidos políticos del sistema que perdieron terreno 
en las elecciones nacionales del año 2002. El Movimiento al Socialismo –MAS-, 
compuesto por radicales campesinos cocaleros y movimientos urbanos estatistas y 
anti imperialistas triunfó en dichas elecciones locales. Los cívicos reclaman hablar a 
nombre de un pueblo, no del boliviano, sino de los “cambas”; estrategia mediante la 
cual intentan ser aparejados con las otras naciones bolivianas. Si así fuere tendrían 
tanto derecho, los unos como los otros, a la autonomía de sus comunidades para 
gobernarse, así como derechos sobre los recursos naturales y las tierras sobre las 
que se asientan. Tanto “por abajo” como “por arriba” de las clases sociales el poder 
social y cívico reemplaza la contienda principal entre los partidos políticos (Blanes, 
2007, p. 50)350. La sociedad se lanzan a la calle y los campos desde donde anuncian 
sus proclamas y pretenden imponerle al mundo político, al ejecutivo y al legislativo, la 
agenda programática y la refundación del diseño institucional y legal del poder. En el 
centro de la contienda, unos y otros demandan un rediseño territorial del poder. 
 
Los eventos de octubre del 2003 precipitaron la radicalidad programática, ideológica 
y táctica del Movimiento Cívico de Santa Cruz que se venía acunando durante 
                                        
350. Blanes, José (2007), ’Del Consenso De Washington A La Asamblea Constituyente: Crisis Social Y 
Política En Bolivia’, in Murakami, Yusuke (ed.), Después del Consenso de Washington: Dinámica de 
cambios político-económicos y administración de recursos naturales en los países andinos. (Kyoto: 
Center for integrated area studies, Kyoto University) 119.  
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décadas y debió levantarse como respuesta al ciclo rebelde (Eaton, 2011, p. 296)351. 
Sin embargo, la tentativa separatista tuvo un amplísimo rechazo, en vez de construir 
aliados aislaba al departamento que desde adentro recibía críticas porque sus 
autoridades no representaban a los empobrecidos sectores populares, campesinos 
colonos e indígenas de su región. La iglesia Católica regional llamó a la calma, la 
unidad nacional y la integración de todos los sectores marginales (El Diario, 2005, en 
línea)352.  
Rápidamente el Comité volvió a adoptar la demanda de autonomía en vez de 
reclamar la autodeterminación. Ahora, en vez de “bolivianizar el oriente”, como 
habían reclamado durante un siglo, se ofreció “orientalizar a Bolivia”, es decir, ofrecer 
un liderazgo de progreso económico, con baja conflictividad social, con base en la 
inversión extranjera y el liderazgo de los gremios privados (Molina, Peña, Vaca, 
2008, P. 49)353. Bajo la conducción de la “Bolivia productiva” se podría superar un 
país (Assies, 2006)354: 
[…] construido mayoritariamente por las etnias aymara-quechua, atrasado y 
miserable, donde prevalece la cultura del conflicto, comunalista, pre-
republicana, iliberal, sindicalista, conservadora, y cuyo centro burocrático (La 
Paz) practica un execrable centralismo colonial de Estado que explota a sus 
                                        
351. Eaton, Kent (2011), ’Conservative Autonomy Movements: Territorial Dimensions of Ideological 
Conflict in Bolivia and Ecuador’, Comparative Politics, Volume 43, Number 3 291 - 310 (20). 
352. “La Iglesia Católica convocó ayer a concertar en el marco de la paz social el proceso de 
autonomías regionales en el país y no convertir esa demanda en una "guerra entre bolivianos", ante la 
convocatoria de un cabildo abierto que hizo el Comité Cívico, en medio de toma de edificios públicos y 
huelgas de hambre, para designar un gobierno provisional. El mensaje corresponde al obispo auxiliar 
de la Arquidiócesis de Santa Cruz, monseñor Sergio Gualberti, quien en la homilía, exhortó a los 
dirigentes cívicos cruceños a preservar la unidad del país por encima de cualquier otra aspiración, al 
considerar que las autonomías bien entendidas pueden ayudar a construir una nueva Bolivia con la 
participación de todos los sectores que hasta ahora han sido marginados de los ámbitos de la vida del 
país.” Las Autoridades Intentan Detener una Confrontación. Santa Cruz intranquila por la presencia 
de campesinos [en línea]: El Diario. La Paz: octubre 17 de 2003. Sección Nacional. 
http://www.eldiario.net/noticias/2003/2003_10/nt031017/5_00nal.html [Consulta: 2 de noviembre de 
2013].  
353. Carlos H. Molina, Claudia Peña, Claudia Vaca (2008), El Movimiento Cívico Frente Al Proceso De 
Descentralización Y Autonomía, 1994 - 2006, ed. Molina, Carlos Hugo, (Cochabamba: IUED / Cepad 
/ Editorial El País). 
354. Assies, “La “Media Luna” Sobre Bolivia: Nación, Región, Etnia Y Clase Social.”.  
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“colonias internas”, se apropia de nuestros excedentes económicos y nos 
impone la cultura del subdesarrollo, su cultura. (p. 99).  
 
El movimiento se debate entonces entre refugiarse en su autodeterminación o liderar 
una propuesta seductora para la región oriental y más allá, proponer un 
ordenamiento territorial que tenga apoyo en todos los departamentos de Bolivia. Un 
avance sobre esta última estrategia se concretó a la semana de los acontecimientos 
de octubre del 2003 en una reunión de los Comités Cívicos de los 9 departamentos 
del país. Allí se culpó de la crisis al “fracaso del sistema centralista y (al) monopolio 
partidocrático” (Dory, 2009, p. 135)355. Para los entonces reunidos la solución a la 
crisis implicaba profundizar una verdadera descentralización político-administrativa. 
Si bien la autonomía no es avalada en dicha ocasión por todos los movimientos 
cívicos departamentales, es claro que existía un margen importante de apoyo a los 
reclamos de Santa Cruz en el resto del país, en el sentido de descentralizar poder 
hacia estructuras administrativas y políticas departamentales. De contera se avala un 
punto de una agenda alternativa a la convocatoria de una Asamblea Constituyente 
demandada por los movimientos sociales populares: una mayor descentralización 
hacia los departamentos controlados por las redes gremiales. Fuerte de este apoyo, 
la Asamblea de la Cruceñidad del 25 de mayo del 2004 propone la convocatoria a un 
Referendo Nacional Vinculante por departamento sobre las Autonomías 
departamentales. En caso de negación de tal derecho las elites de Santa Cruz 
amenazan con realizar una autoconvocatoria sobre su propia autonomía (El Diario, 
2005, en línea)356. La orientación produce frutos rápidamente puesto que el 1 de 
junio de 2004 los Comités Cívicos de los departamentos de Santa Cruz, Tarija, 
                                        
355. Dory, Daniel (2009), Las Raíces Históricas De La Autonomía Cruceña. Una Interpretación Política, 
(Primera edición edn., Santa Cruz de la Sierra: El País) 157. 
356. “Frente a la organizaciones sociales, sindicales y políticas, además de instituciones militares y 
policiales consideran que esas acciones sólo buscan satisfacer intereses de sectores cívico 
empresariales y para tal efecto pretenden dividir la integridad del país” Las Autoridades Intentan 
Detener una Confrontación. Santa Cruz intranquila por la presencia de campesinos [en línea]: El 
Diario. La Paz: octubre 17 de 2003. Sección Nacional. 
http://www.eldiario.net/noticias/2003/2003_10/nt031017/5_00nal.html [Consulta: 2 de noviembre de 
2013]. 
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Pando, Beni y Cochabamba apoyan la convocatoria de un Referendo departamental 
sobre la autonomía. Las elites del Oriente adhieren a la amenaza de auto 
convocatoria para afirmar su autonomía y para conformar un gobierno electo 
popularmente. Había nacido la “agenda de junio” en contraposición a la “agenda de 
octubre” (El Diario, 2004, en línea)357.  
 
En vez de un referendo sobre el gas propusieron uno sobre la autonomía 
departamental. Cuando se decidió convocar al referendo sobre al gas se planteó que 
no fuera nacional sino por departamentos, para que cada cual decidiera el modelo de 
propiedad, explotación y comercialización de los recursos naturales. Ante la 
inminencia del referendo sobre el gas exigieron que contuviera de una vez la 
pregunta sobre la autonomía departamental. Antes de que sesionara una Asamblea 
Constituyente se pidió tuviera lugar un referendo sobre la Autonomía departamental 
con carácter mandante sobre la constituyente. En vez de negar la exportación del 
gas por Chile, abogaron por ella y por participar en el negocio de construir un nuevo 
gaseoducto. En vez de nacionalizar los recursos naturales esenciales como el agua, 
el petróleo y el gas, defendieron su propiedad y gestión privada, articulada a las 
redes empresariales y comerciales transnacionales. En vez de profundizar la 
articulación interna de un mercado nacional, decidieron privilegiar la expansión de la 
integración con Brasil, Argentina y el mercado internacional. En vez de estatismo, 
mercado.  
 
Ambas agendas invocaron al constituyente primario para realizar un nuevo diseño 
institucional del poder. El sistema de partidos había sido rebasado por fuerzas 
                                        
357. “No hemos venido a bloquear, hemos venido a decir que estamos presentes para abrir caminos de 
conciliación y respeto y proponer un nuevo contrato social. A plantear una nueva Bolivia, la Bolivia 
productiva. Queremos proponer una agenda, no la de octubre, que es de bloqueos, imposición, 
violencia, sometimiento, centralismo y marchas, si no la de junio, que será la agenda del nuevo país” 
Gran cabildo fijó un plazo para la aprobación de autonomía cruceña [en línea]: El Diario. La Paz: 
Junio 23 de 2004. Sección Nacional.  
http://www.eldiario.net/noticias/2004/2004_06/nt040623/5_12nal.html [Consulta: 2 de noviembre de 
2013].  
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sociales que expresaban directamente estrategias de acumulación y construcción del 
poder político contradictorias. El departamento de Tarija acompañó de manera cada 
vez más resuelta al movimiento Cívico de Santa Cruz en la medida en que hacia el 
año 2002 se anunció que tenía la segunda reserva comprobada de gas de América 
Latina. En cuatro años, entre 1998 y el 2002, las reservas de gas de Tarija pasaron 
de representar el 24,5% al 87,5% del total del país, de 1,6 trillones de pies cúbicos a 
45,7 (Assies, 2006, p. 96)358. Por lo tanto encontraron un reforzado incentivo a 
reclamar una mayor retención de los porcentajes de regalías por hidrocarburos, el 
auge de la exportación a través de Chile y una autonomía departamental para decidir 
del uso de los nuevos y cuantiosos recursos así obtenidos. El presupuesto de la 
gobernación pasó de manejar menos de 2 millones de dólares antes del año 2002, a 
disponer de 60 millones en el 2004 y de 130 millones en el 2005. La revuelta popular 
del año 2003 en contra de la exportación del gas natural por Chile y la presión para 
nacionalizar todas las reservas soldaron la identidad de las elites de Tarija con 
aquella de Santa Cruz (Vacaflores, Lizárraga, 2005, p. 6)359. Los departamentos de 
Beni y Pando completaron el bloque de departamentos del oriente que se conocerán 
como la “Media Luna”. 
 
El consenso regional alrededor de la “agenda de junio” llega hasta donde empiezan 
los temas sociales. La profundización de la descentralización de la salud y la 
educación propuesta en el año 2004 por el presidente Carlos de Mesa recibió un 
activo rechazo de los sindicatos regionales respectivos, mientras el Comité Cívico la 
consideraba un avance en la dirección de la autonomía. El referendo sobre los 
hidrocarburos o las exigencias de reforma agraria fueron temas de divergencia más 
álgida todavía entre la dirección cívica y los dirigentes sociales regionales. En estos 
casos las organizaciones indígenas, campesinas, de colonos, sindicales y urbanas 
se alinderaron con sus pares del resto del país, en particular con las organizaciones 
                                        
358. Assies, “La “Media Luna” Sobre Bolivia: Nación, Región, Etnia Y Clase Social”.  
359. Pilar Lizárraga Carlos Vacaflores, “La Lucha Por El Excedente Del Gas Y La Resignificación De 
Las Contradicciones De La Identidad Regional En Bolivia,” Observatorio Social de América Latina - 
OSAL Número 17 (2005): 11.  
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del occidente en defensa de la “agenda de octubre”. Los cívicos utilizaban el pegante 
regional para unificar todas las fuerzas sociales con el fin de defender su modelo de 
acumulación en contra de los poderes centrales de turno. En cambio, sectores del 
gobierno nacional y los partidos políticos de izquierda utilizaban la agenda social 
para quebrantar la unidad regional. Es así como en el año 2004 los indígenas, 
campesinos y colonos intensificaron la presión sobre la tierra en la región oriental 
convocados por sus organizaciones sindicales y con el apoyo del MAS. Los cívicos 
acusaron al gobierno nacional de utilizar la presión sobre la tierra para dividir al 
movimiento regional y debilitar su capacidad de negociación. El prefecto de Santa 
Cruz, nombrado hasta entonces por el presidente, fue declarado “enemigo de Santa 
Cruz” al igual que el Director del Instituto Nacional de Reforma Agraria –INRA- y el 
ministro de Desarrollo. Todos fueron inculpados de propiciar las marchas y tomas de 
tierras. A comienzos del siglo XXI las contradicciones sociales más importantes que 
vulneran la “unidad regional” giraron alrededor de tres temas: a- Los derechos 
laborales y sindicales en salud y educación amenazados por la descentralización de 
dichos sectores. b- El acceso a la tierra contrariada por los terratenientes y c- La 
aspiración a una política nacional sobre los hidrocarburos opuesta a los intereses de 
las multinacionales y de los gremios privados locales. 
Las organizaciones indígenas, campesinos, colonizadores, sin tierra y 
trabajadores asalariados del bloque oriente fijaron su posición apoyando el 
Referendum [sobre la exportación del gas por Chile] porque es algo que el 
pueblo viene pidiendo desde octubre. Dejaron claro que no apoyarán al 
Comité Cívico de Santa Cruz en sus demandas [de rechazar el referendo 
sobre el gas o someterlo a la decisión de cada departamento], porque no 
representa a sus organizaciones, sino que “es la vos de las minorías que 
representan a los barrios residenciales de Santa Cruz y a las logias”, señaló 
Marisol Solano, ejecutiva de la Coordinadora de Pueblos Étnicos de Santa 
      
  
225 
Cruz. (Molina, Peña, Vaca, 2008, p. 69)360. (Vacaflores, Lizárraga, 2005, p. 
9)361. 
 
Por lo tanto, la confrontación oriente-occidente y centro-periferia que lideran los 
gremios e ideólogos regionales podía ser prevalente únicamente en la medida en 
que subordinaran las divisiones de intereses y estrategias sociales internas en la 
región. La fortaleza de la dirección cívica empresarial entre el año 2000 y 2005 
consistió en imponer la demanda de autonomía como aspiración general de la región 
por encima de los intereses particulares de sectores sociales acusados de debilitar el 
“consenso general”. La mayor influencia gremial sobre la dirección cívica estuvo en 
cabeza de la Cámara de Industria y Comercio –CAINCO- a través de su presidente 
Zvonko Matkovic362, de la Federación de Ganaderos de Santa Cruz –FEGASACRUZ- 
y de la Federación de Empresarios Privados. En cambio, la incidencia de los 
sindicatos obreros y campesinos, así como de las asociaciones de vivienda, los 
colonos y pueblos indígenas fue sensiblemente menor; prácticamente marginal. Con 
el fin de construir una representación general de los intereses fundamentales de la 
región ante la nación fue convocada una Asamblea de la Cruceñidad en mayo del 
2004. Todas las expectativas fueron rebasadas, 300.000 personas asistieron en vez 
de las 100.000 previstas. La Asamblea se comprometió con la instalación de unas 
Mesas de Trabajo que integraban a los sectores populares en la discusión sobre el 
referendo y las relaciones con el gobierno nacional. La concertación no tuvo lugar, la 
COINCO anticipó un pronunciamiento de confrontación con el poder central sobre el 
tema del gas y la negada autonomía departamental. La postura del gremio fue 
asumida oficialmente por el Comité Cívico de Santa Cruz.  
                                        
360. Carlos H. Molina, Claudia Peña, Claudia Vaca (2008), El Movimiento Cívico Frente Al Proceso De 
Descentralización Y Autonomía, 1994 - 2006, ed. Molina, Carlos Hugo, (Cochabamba: IUED / Cepad 
/ Editorial El País).  
361. Similar postura emiten las organizaciones populares de Tarija respecto de su Comité Cívico 
departamental. Carlos Vacaflores, “La Lucha Por El Excedente Del Gas Y La Resignificación De Las 
Contradicciones De La Identidad Regional En Bolivia”.  
362. Desde el proceso de privatización de la industria de los hidrocarburos en 1996, los representantes 
de las compañías extranjeras de petróleo y gas hacen parte activa de la CAINCO.  
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Los sectores populares servían para apoyar la demanda de autonomía, eran 
incómodos por sus reivindicaciones sociales, francamente traidores al apoyar el 
referendo sobre el gas y sobraban al momento de fijar las prioridades programáticas 
y trazar la estrategia de negociación de los cívicos con el poder central. Para la 
dirección del movimiento cívico la demanda de autonomía suponía la voluntad de 
asumir las funciones de política social y laboral que agitaban a los movimientos 
sociales. La fuerza de los sectores populares era sensiblemente menor que aquella 
de la región occidental. Por lo tanto, un incremento en la retención regional de las 
regalías por concepto de la producción de hidrocarburos, sumado al respeto del 
modelo de internacionalización de la inversión regional, serían condiciones 
suficientes para generar recursos con los cuales apaciguar e integrar las fuerzas 
sociales populares al proyecto regional. Dentro de esta perspectiva, el llamado de los 
cívicos al movimiento popular para que participara de la Asamblea de la Cruceñidad, 
los cabildos y las movilizaciones era una apuesta calculada con el fin de lograr, como 
en efecto lo hizo, un masivo respaldo a la demanda de autonomía, pero bajo la 
dirección estratégica de los gremios del capital.  
 
Las victorias nutren la ilusión de alcanzar metas más altas y se convierten en un 
poderoso aliciente que alimenta la resolución de emprender nuevas batallas. El 24 de 
junio del año 2004 la Cámara de Senadores aprobó la Ley de Convocatoria a 
Referéndums en los tres niveles del Estado: nacional, departamental y municipal, tal 
y como habían exigido los movimientos cívicos de la Media Luna, bajo el reconocido 
liderazgo del Comité Cívico de Santa Cruz (El Diario, 2004, en línea)363. Sintiéndose 
                                        
363. “Pese a la oposición del Movimiento Nacionalista Revolucionario (MNR), el pleno del Senado 
aprobó una norma que eleva a rango de ley el decreto de convocatoria a la consulta sobre el gas 
emitido por el presidente de la República, Carlos Mesa Gisbert. Asimismo, se logró refrendar la ley 
marco del Referéndum y junto a la otra norma se la remitió a la Cámara de Diputados para su 
respectiva consideración, la misma que se estará dando la próxima semana. El proyecto que eleva a 
rango de ley el Decreto Supremo No. 27449 de convocatoria al referéndum vinculante sobre los 
hidrocarburos para el próximo 18 de julio, fue aprobado luego de una reunión de jefes de bancada.” 
Senado aprobó dos normas para legalizar el Referéndum  [en línea]:  El Diario. La Paz: junio 25 de 
2004. Sección Política. http://www.eldiario.net/noticias/2004/2004_06/nt040625/2_00plt.html 
[Consulta: 2 de noviembre de 2013].  
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victorioso el Comité plantea utilizar la nueva ley para que se convoque un referendo 
específico sobre la autonomía departamental. La demanda no será ya solo de los 
gremios y su ámbito natural de influencia, sino que es acogida por amplias capas 
sociales hasta ser portada por un movimiento popular regional. En junio del año 2004 
el Comité recolecta 500.000 firmas a favor de la convocatoria de un referendo sobre 
la autonomía departamental. Cinco meses después, en noviembre del 2004, impulsa 
un paro departamental como mecanismo de presión para que en efecto se realice la 
convocatoria al referendo, con el fin de exigir más recursos descentralizados para la 
salud y la educación, así como para defender la seguridad jurídica de los propietarios 
de tierra sometidos a la presión de los campesinos (El Diario, 2004, en línea)364. En 
enero del 2005 vuelve y moviliza 350.000 personas en un segundo Cabildo 
denominado “Desde la Patria Chica nace la autonomía” y realiza un paro de dos días 
ante la dilación de la convocatoria del referendo por el gobierno nacional y el 
aumento del precio de los carburantes desde el nivel nacional365.  
 
El presidente Carlos de Mesa termina cediendo a la presión ratificando la decisión de 
elegir prefectos mediante voto popular el 12 de junio del 2005, así como se 
compromete a impulsar ante el congreso una ley de autonomías366. Mesa primero 
cedió a la “agenda de octubre” del 2003 (Referendo sobre el gas, Ley de 
Hidrocarburos, Asamblea Constituyente), ahora lo hacía a la “agenda de junio” del 
                                        
364. “Sin embargo, el presidente del Comité Cívico, Rubén Costas, calificó como una señal positiva que 
"el presidente de la República, Carlos Mesa, haya reconocido que el pedido de Santa Cruz referido a 
la implementación de las autonomías departamentales es legítimo y que tiene el apoyo de todos los 
habitantes, con lo que cambio la posición contraria a la realización de una consulta previa a la 
Asamblea Constituyente.” Ante Iniciativa del Poder Ejecutivo. Cívicos analizan propuesta de 
referéndum para autonomías [en línea]:  El Diario. La Paz: noviembre 14 de 2004. Sección Nacional. 
http://www.eldiario.net/noticias/2004/2004_11/nt041114/5_08nal.html [Consulta: 02 de noviembre de 
2013].  
365. Santa Cruz consumía el 62% del petróleo por lo que el alza del combustible afectaba la economía 
regional y aumentaba la presión social en la región más que en cualquier otra parte del país. De tal 
manera que la medida fue calificada como hostil a los intereses regionales. 
366. Las elecciones de prefectos no pudieron llevarse a cabo en la fecha prevista debido a la gran 
inestabilidad de los calendarios, exigencias y posturas que adoptaban tanto los bandos sociales en 
disputa como el ejecutivo nacional. Los prefectos fueron finalmente elegidos el mismo día que se 
realizaron elecciones generales para la conformación del congreso y la presidencia de la república, el 
18 de diciembre del año 2005. 
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2004 (Autonomía departamental y elección de prefectos). Meses atrás el presidente 
había expresado temores sobre la disolución de Bolivia mediante el ejercicio de las 
autonomías departamentales en la medida en que según sus palabras (Molina, Peña, 
Vaca, 2008)367:  
Hay ausencia de fuerzas integradoras, porque la autonomía puede entenderse 
como soberanías parciales que funcionan como minipaíses y eso es un riesgo. 
(p. 86)  
 
En el mes de junio del 2005 el 56% de la población rechazó el referendo, pero en 
Santa Cruz el 71% votó a favor de la autonomía. En marzo del 2006 se reglamenta la 
convocatoria a un referendo por las autonomías departamentales que obligaría a la 
Asamblea Constituyente respetar su resultado. En julio del 2006 dicho referendo 
tiene lugar y gana el sí en los departamentos de la Media Luna: Santa Cruz, Beni, 
Pando y Tarija. En los departamentos del occidente gana el no a la autonomía: La 
Paz, Cochabamba, Oruro, Potosí, Chuquisaca. 
¿Está usted de acuerdo en el marco de la unidad nacional, en dar a la 
Asamblea Constituyente el mandato vinculante para establecer un régimen de 
autonomía departamental, aplicable inmediatamente después de la 
promulgación de la nueva Constitución Política del Estado, en los 
departamentos donde este referéndum tenga mayoría, de manera que sus 
autoridades sean elegidas directamente por los ciudadanos y reciban del 
Estado Nacional competencias ejecutivas, atribuciones normativas 
administrativas y los recursos económicos - financieros que les asigne la 
nueva Constitución Política del Estado y las leyes?”  
 
Tabla 8. 
                                        
367. Carlos H. Molina, Claudia Peña, Claudia Vaca (2008), El Movimiento Cívico Frente Al Proceso De 
Descentralización Y Autonomía. , 1994 - 2006, ed. Molina, Carlos Hugo, (Cochabamba: IUED / Cepad 
/ Editorial El País). 
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Resultados Referendo  Sobre Autonomías Departamentales, Julio 2006 
RESPUESTA  SI NO 
Chiquisaca 37,76% 62,23% 
La Paz 26,55% 73,44% 
Cochabamba 36,96% 63,03% 
Oruro 24,51% 75,48% 
Potosi 26,88% 73,12% 
Tarija 60,79% 39,2% 
Santa Cruz 71,11% 28,88% 
Beni 73,83% 26,16% 
Pando 57,68% 42,31% 
Fuente: Consejo Nacional Electoral. Boletín Estadístico No. 4  
 
3.5  Del colapso del sistema político al partidor de la confrontación por 
diferentes ordenamientos espaciales del poder 2000 – 2005 
 
El auge del ciclo rebelde rebasó el sistema político de la democracia pactada, 
provocó la renuncia de Gonzalo Sánchez de Lozada en 2003 y logró imponer su 
agenda social al presidente substituto, Carlos de Mesa. Los gremios empresariales 
regionales más dinámicos del país reaccionaron mediante la radicalización de sus 
acciones y de su plataforma ideológica. Lograron también insertar sus prioridades en 
la agenda del gobierno de Carlos de Mesa. La calle, las tomas, asambleas, huelgas y 
masivas concentraciones rivalizaron en eficacia con los partidos políticos y la 
democracia representativa. Los movimientos sociales y los movimientos cívicos no 
eran anti-partidos, de hecho cada sector contó con cierta afinidad y apoyo de 
partidos políticos. El Movimiento Revolucionario Tupak Katari –MRKT-, el Movimiento 
Indígena Pachakuti –MIP-, el partido Conciencia de Patria –CONDEPA-, la Unión 
Cívica Solidaria –USC-, el Movimiento Bolivia Libre –MBL- y el Movimiento al 
Socialismo –MAS- del lado de los sectores populares. El partido político de la Alianza 
Democrática Nacionalista -ADN-, el Movimiento Nacionalista Revolucionario -MNR-,  
el Movimiento Revolucionario –MIR- y el partido Poder Democrático Social –
Podemos-, del lado de los defensores del ajuste estructural. Sin embargo, desde 
comienzos del siglo XXI se produjo un deslizamiento desde el parlamento y el 
ejecutivo hacia la calle y los campos como escenarios de expresión política. Las 
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opciones sobre los dilemas fundamentales acumulaban claridad de propósito y 
capacidad de presión extraparlamentaria para incidir directamente en la agenda 
legislativa y las decisiones del ejecutivo. La política transitaba del sistema político a 
la sociedad para regresar al sistema político con el fin de someterlo a su agenda, la 
cual incluía una reforma a la arquitectura institucional que potenciara a uno u otro de 
los bandos sociales fundamentales en disputa. Las dos agendas rebasaban el orden 
constitucional y legal vigente, razón por la cual ambas invocaban la expresión directa 
del soberano, exigiendo unos el referendo autonómico y los otros la asamblea 
constituyente.  
 
La organización territorial del poder era un factor clave en la transferencia de poder 
político hacia los grupos sociales enfrentados: o autonomía departamental a la mano 
de los gremios del capital, o reconocimiento del poder político directo a las 
organizaciones sociales, pueblos y comunidades. Del comienzo al final de esta 
dinámica ocurrió una transformación total en el sistema de partidos políticos, colapsó 
la democracia por consenso y se generó una mayoría absoluta en el poder legislativo 
y el ejecutivo refractaria al sistema económico de 1985 y 1993, así como contraria a 
visos del “Estado colonial”368. 
Los partidos tradicionales habían sido castigados porque de sus diferencias 
ideológicas y vocación para impulsar transformaciones programáticas quedaba poco. 
La coexistencia prolongada borró las diferencias y potenció la práctica del cuoteo y 
de la corrupción, así como acrecentó la sensación ciudadana sobre su incapacidad 
para tramitar los grandes conflictos y dilemas de principio de siglo (Rivera, 2008, p. 
                                        
368. En una entrevista personal el expresidente Carlos de Mesa me expuso lo que a su juicio fueron las 
cuatro causas que convergieron en el “colapso del sistema político”: la crisis económica, el derrumbe 
de los partidos tradicionales, la desaparición de los partidos políticos alternativos y el surgimiento de 
partidos y movimientos sociales antisistema. Nosotros acogemos dicho raciocinio de manera particular, 
es decir sin pretender concitar el acuerdo de nuestro interlocutor con los desarrollos aquí expuestos. 
Además, como hemos ampliamente sustentado a lo largo del análisis histórico, las transformaciones al 
sistema político se relacionan con las pugnas alrededor de la definición del modelo de acumulación y la 
repartición del poder en y desde el Estado. Entrevista, La Paz, agosto de 2012, Darío I Restrepo. 
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180)369. El exdictador Hugo Banzer Suárez encabezó, a nombre de la Alianza 
Democrática Nacional -ADN-, la “mega coalición” para el periodo comprendido entre 
el año 1997 y el 2002. Sin embargo, debió abandonar el cargo un año antes debido 
al padecimiento de un cáncer. Por el año restante lo sucedió su vicepresidente, Jorge 
“Tuto” Quiroga Ramírez. La mega coalición se construyó con base en dos grandes 
partidos tradicionales, la ADN y el MIR. En esta ocasión quedó en “la oposición” el 
MNR de Gonzalo Sánchez de Lozada. Partido y líder a los que no les cabía 
sospecha alguna de querer oponerse al neoliberalismo cuya construcción habían 
liderado desde 1985. En medio de una grave crisis económica los partidos no 
animaron grandes debates de política pública, sino que se enfrascaron en disputas 
por repartirse pedazos del Estado nacional y territorial, llevando la lógica del cuoteo a 
dimensiones muy sobresalientes. Con la abierta rapiña del Estado la legitimidad de 
los partidos “tradicionales” y “alternativos” llegó a niveles altos de desprestigio.   
 
La enorme participación de partidos de toda proveniencia ideológica no impidió los 
acontecimientos del año 2000 que tuvieron en la “guerra del agua” su expresión 
cumbre. Fue esta, sin duda, una primera alerta de la ruptura entre el descontento 
popular y los partidos políticos. Más allá, anunció la emergencia de una agenda 
alternativa de poder que no era contemplada por ningún partido con representación 
parlamentaria significativa: reversar la privatización transnacional del manejo de un 
recurso natural básico para la vida, el agua. Durante dicho gobierno también se 
resaltan las manifestaciones de los campesinos cocaleros y la represión en contra de 
ellos, acontecimientos en los que se hace evidente la injerencia de la embajada de 
los Estados Unidos. Sobresalieron igualmente las movilizaciones y los cercos sobre 
las principales ciudades por los pueblos indígenas, en particular por los aymaras. A 
dichas manifestaciones el gobierno de todos respondió invariablemente con la 
persecución y la represión. La población movilizada y reprimida no contaba entonces 
con ninguna expresión política nacional importante, lo cual suma factores a la 
                                        
369. José A. Rivera, “La Evolución Político-Institucional En Bolivia Entre 1975 a 2005,” Estudios 
Constitucionales Año 6, No 2 (2008): 173 - 208.  
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orfandad entre movimientos sociales y sistema político-partidista nacional. Un 
soterrado sentimiento “anti imperialista” crecía de la mano de la crisis económica 
acompañada de la represión para los que obtenían sustento en el cultivo tradicional. 
La corrupción, el cuoteo y la ineficiencia de la democracia pactada en su momento 
cumbre de “mega coalición” invitaban al desplazamiento de la política hacia las 
acciones directas (Varnoux, 2005, p. 33)370. 
 
En las elecciones nacionales de 1997 la alianza concitada por la ADN alrededor de 
Hugo Banzer logró la mayor votación con un quinto del electorado, lo cual le obligó a 
tejer una amplia coalición con el fin de lograr la mayoría parlamentaria. En ese 
periodo los partidos tradicionales controlaron el 54,3% del total. Los partidos 
alternativos (CONDEPA y UCS), que entraron al gobierno, obtuvieron el 32,1% del 
total de los votos válidos (CNE, 2007, en línea)371. Los cocaleros, impedidos de 
presentarse con su propio partido y sigla, se aliaron con la Izquierda Unida –IU- y 
obtuvieron 4 diputados, entre ellos se encontraba Evo Morales372. 
 
En las elecciones municipales del año 1999 los partidos soportes del sistema político, 
que estuvieran o no en la coalición mayoritaria nacional, (ADN, MNR, MIR) sumaban 
todavía una escasa mayoría absoluta del 51% (Atlas Electoral, p. 197, en línea)373. 
Dicha estabilidad relativa de los partidos del orden escondía dos fenómenos 
interrelacionados. Por una parte, los partidos eran cada vez más centrales de avales 
                                        
370. Marcelo Varnoux, “La Ciencia Política En Bolivia: Entre La Reforma Política Y La Crisis De La 
Democracia,” Revista de Ciencia Política Volumen 25, No 1 (2005): 92 - 100. 
371. Todos los datos utilizados en este aparte referentes a los resultados de eventos electorales provienen 
de diferentes boletines del Consejo Nacional Electoral: –Corte Nacional Electoral –CNE-, “25 Años 
De Evolución Electoral En Bolivia,” Boletín Estadístico Número 7. (2007): 1 - 8. 
372. El partido Izquierda Unida –IU- era una coalición liderada por el Partido Comunista Boliviano que 
ya había abierto sus puertas a los cocaleros en las elecciones municipales de 1995 en la que 
consiguieron 10 alcaldías y 49 cargos en los concejos, todas en la región del Chapare. 
373. Tribual Supremo Electoral – PNUD. “Atlas electoral de Bolivia TOMO III. Elecciones 
Municipales 1985-2010. [en línea]. En: Órgano Electoral Plurinacional. Tribunal Supremo Electoral. 
Bolivia: 2012 La Paz.  
<http://www.oep.org.bo/oep/archivos/sifde/investigacion/Atlas_Electoral_tomoIII_S1.pdf> [Consulta: 
noviembre 2 de 2013]. 
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de liderazgos locales que no guardaban fidelidad con las jefaturas nacionales. Las 
viejas y nuevas elites locales debían presentarse a elecciones a través de partidos 
políticos lo que perpetuaba la mayoría formal de los que tenían comprobadas 
estructuras funcionales. Por otra parte, se expresó una dispersión electoral “por 
abajo” del sistema político. La descentralización política había contribuido a la 
expresión electoral de la perdida de adherencia y control de los poblados locales por 
los partidos del orden nacional. Notable en ese año, la aparición electoral del 
Movimiento al Socialismo –MAS- con un escaso 3,27% del total nacional, el cual fue 
obtenido en su mayoría en el Chapare. El MAS comenzó siendo casi exclusivamente 
la expresión política de la población cocalera. También resalta el Movimiento Sin 
Miedo –MSM- con un 5,8%, partido fundado por Juan del Granado con una ideología 
progresista para competir victoriosamente por la alcaldía de la Paz. El tercer partido 
de carácter regional que se destacó en dichas elecciones fue la Nueva Fuerza 
Republicana –NFR- creado por Manfred Reyes Villa, quien había militado al lado de 
Hugo Banzer en la ADN, y quien fuere alcalde cuatro veces de la tercera ciudad del 
país, Cochabamba en la década de noventa. La NFR obtuvo el 8,3% de los votos 
nacionales y 51,2% de los electores de Cochabamba. La descentralización política 
abrió la posibilidad de la expresión política de regiones y ciudades con 
particularidades específicas respecto de los partidos políticos nacionales 
mayoritarios.  
 
En las elecciones nacionales del año 2002 habría ganado “el peor de todos los 
candidatos”: Gonzalo Sánchez de Lozada (Mesa, 2013, entrevista)374, a la cabeza de 
una frágil coalición entre el MNR (22,4%), el MIR (16,3%) y la Nueva Fuerza 
Republicana -NFR- (20,9%). Esta vez fue en la ADN que recayó la capacidad de 
representar “la oposición” al gobierno entre los defensores del modelo económico. 
Frágil oposición puesto que el partido estaba en vías de desaparecer con un escaso 
                                        
374. Expresión del ex presidente Carlos de Mesa que no busca descalificar a la persona sino a las 
circunstancias adversas en las que Gonzalo Sánchez de Lozada ascendió por segunda vez a la 
presidencia de la república. Entrevista, La Paz, agosto 2012, Darío I. Restrepo. 
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3,4% de los votos totales (CNE, 2007, en línea)375. El “Goni” recibió 84 votos del 
congreso que lo invistió como presidente de la República. Evo Morales, el principal 
oponente a dicho orden, obtuvo 43 votos. El líder de la oposición partidista, que se 
nutría directamente desde los movimientos sociales y por fuera de la democracia 
pactada, concitó en dicha elección un poco más de la mitad de la adhesión de los 
congresistas. El MAS incrementó de manera importante su representación al obtener 
el 20,9% de los votos nacionales. Pero, más significativo aun es que el partido 
tradicional que más votos obtuvo tan solo distanció al partido antisistema por un 
escaso 1,5% (22,4% para el MNR y 20,9% para el MAS). El pequeño partido regional 
de los cocaleros de 1999 había logrado reagrupar movimientos sociales urbanos y 
campesinos en casi todo el país, ampliando su base territorial, social, programática y 
electoral.  
 
Las efervescentes, recurrentes y dispersas movilizaciones sociales de fin y principios 
de siglo buscaron diversas expresiones políticas para acceder al congreso. 52 de 
157 senadores y diputados eran indígenas y campesinos que fueron electos en el 
año 2002, la mayoría a través de “sus partidos” políticos, principalmente el 
Movimiento al Socialismo –MAS-376, el Movimiento Indio Pachakuti –MIP- (Albó, 
2008)377, e incluso de otros partidos de menor identidad programática étnica 
campesina y popular (Mayorga, 2003, p. 103)378. En particular el MAS apareció como 
                                        
375. ––CNE-, “25 Años De Evolución Electoral En Bolivia”. 
376. El partido radical indigenista Movimiento Indio Pachakuti –MIP- obtuvo un destacado 5,9%. La 
preferencia por el MAS en vez del MIP expresa el triunfo de la ideología katarista sobre la indigenista. 
El katarismo combina las reivindicaciones étnicas con las demandas campesinas, populares de los 
sectores urbanos y el nacionalismo. El indigenismo se organiza de manera más resuelta a partir de la 
contradicción entre indios y blancos, rechaza el “Estado colonial” y proclamando la necesidad de la 
nación india.  
377. “Un indígena aymara y cocalero pasaba así a ser el líder de la oposición. Juntando los diputados 
indígenas de su partido MAS, los cinco del MIP y algún otro presentado incluso por partidos de 
derecha (como Alejo Veliz, aliado esa vez con NFR), los campesino indígenas lograron un total de 24 
diputados titulares (18% del total) y 3 senadores (11%) sin contar los otros 15 parlamentarios no 
indígenas del MAS” Xavier Albó, Movimientos Y Poder Indígena En Bolivia, Ecuador Y Perú (La Paz: 
CIPCA, 2008). 294  
378. Fernando Mayorga, “Neopopulismo Y Democracia En Bolivia,” Revista Ciencia Política No. 3 
(2003): 99 - 118.  
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partido anti sistema liderado por una persona que era un símbolo de los marginados. 
Evo Morales había sido migrante por causas económicas a principio de la década del 
ochenta, cultivador de coca, sindicalista, encarcelado, golpeado y perseguido por 
defender a los cultivadores de coca. Evo criticó al imperialismo que se llevaba las 
riquezas de país, al neoliberalismo que explotaba a los pobres, campesinos e 
indígenas y a los Estados Unidos que obligaba declarar la guerra a los campesinos 
cocaleros. La abierta defensa de esas posiciones llevó a que los partidos del orden 
(ADN, MIR, MNR, UCS y NFR) le revocaran su cargo de congresista el 23 de enero 
de 2002. 
 
En cambio, Sánchez de Lozada encarnaba a los defensores del neoliberalismo, 
amasando fortuna individual y para las firmas extranjeras, mientras aumentaba el 
desempleo, la flexibilidad laboral y bajaban los ingresos de amplias capas de la 
población. El presidente era llamado “el gringo” por su fuerte acento norteamericano, 
en un momento en que la represión a la población campesina cultivadora de coca 
enojaba a las víctimas directas y a muchos seguidores urbanos en contra de la 
injerencia norteamericana. La figura del presidente encarnaba el culpable de las 
causas estructurales de la crisis del modelo económico y político de 1985 y 1993. En 
esa circunstancia, los eventos dramáticos del año 2003 en La Paz y El Alto, en los 
que murieron cerca de 70 personas, sumando los heridos varias centenas, unió la 
furia ciudadana y la opinión pública en contra del presidente. Su huida abrió el 
camino para una mayor arremetida en contra del orden legal y político que 
garantizaba la preeminencia del modelo económico. Los partidos de la coalición 
asumirían todo el desprestigio del gobierno lo que implicará un estrepitoso castigo en 
las elecciones municipales del año siguiente, en el 2004. 
 
Las elecciones municipales del año 2004 ocurrieron después de la interrupción del 
gobierno de Sánchez de Lozada como consecuencia de la “guerra del gas” y en 
pleno asenso de los movimientos cívicos. En los resultados electorales los partidos 
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tradicionales (ADN, MNR, MIR) perdieron significancia, puesto que todos sumados 
solo llegaron a concitar la adhesión del 15,9% del electorado. En cambio el MAS 
obtuvo un significativo 17%, suficiente para elevarse como la mayor fuerza política de 
los municipios bolivianos. El Movimiento Sin Miedo –MSM- incrementó también su 
guarismo al 8,6% y repitió la victoria de la alcaldía de La Paz por un periodo de cinco 
años; entró entonces en una alianza con el MAS (Martínez, 2010, en línea)379. Dicho 
resultado expresa la importancia que tienen los fenómenos electorales territoriales en 
un proceso de descentralización política que debilita en un comienzo los partidos 
nacionales y su control sobre el conjunto de los procesos electivos locales.  
 
Otro suceso de considerable significación es que en dicho evento electoral se 
autorizó por primera vez la participación directa de Agrupaciones Ciudadanas –AC- y 
Pueblos Indígenas –PI- en las elecciones (L 2771, 2004)380. 399 de ellas salieron 
victoriosas (347 A.C. y 52 P.I.), representando el 23%% de los concejales electos, 
mientras los partidos políticos obtuvieron el 76,8%% de los candidatos. Por lo tanto, 
la constatada gran dispersión del sistema electoral local reflejó un doble fenómeno. 
Por una parte, la apropiación directa del sistema representativo por organizaciones 
socio comunitarias y cívicas y, por otra, la profundización de la pérdida de control 
electoral que los partidos políticos tradicionales nacionales habían tenido sobre las 
localidades de Bolivia. Este doble fenómeno concurrió en la disminución de la tasa 
de abstención electoral al 36,6% en el año 2004, la que venía de un nivel superior del 
40,5% en 1999 (CNE, 2006, en línea)381. Una advertencia, las organizaciones 
                                        
379.“Otro tema, es el de las alianzas del MAS, por demás criticadas, con partidos políticos como el 
MSM de Juan Del Granado, prefecto de La Paz, quien se desempeñó como alcalde de La Paz durante 
diez años y tuvo la habilidad para aliarse o colaborar, por acción u omisión, con todo el viejo sistema 
de partidos y gobernantes en turno, entre ellos Gonzalo Sánchez de Lozada.” Martínez, Adriana 
“Elecciones en Bolivia: Más allá de los números”. [en línea]. En:   La Chronique des Amériques. 
Observatorie Des Amériques (2010). 
<http://www.ieim.uqam.ca/IMG/pdf/Adriana_juin_2010.pdfhttp://www.ieim.uqam.ca/IMG/pdf/Adrian
a_juin_2010.pdf> [Consulta: noviembre 2 de 2013].  
380. De Mesa Gisbert, Carlos. Ley No. 2771 de 2004. [en línea]:   Infoleyes, Bolivia, Julio 7 de 2004. 
http://bolivia.infoleyes.com/shownorm.php?id=319. [Consulta: noviembre 2 de 2013]. 
381. –Corte Nacional Electoral –CNE-, “25 Años De Evolución Electoral En Bolivia,” Boletín 
Estadístico Año II, No.6 (2006).  
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ciudadanas tienen tanto prevalencia popular como empresarial, reflejan así más una 
forma de organización política de intereses sociales más allá de las ideologías y 
aparatos de los partidos políticos, que un mecanismo inequívoco de expresión 
popular o empresarial. Las asociaciones ciudadanas son una forma común que 
expresa intereses sociales en disputa. 
 
En las elecciones nacionales del año 2005 los tres partidos tradicionales estaban 
reducidos a uno solo, el MNR que obtuvo un escaso 6,4% y los partidos alternativos 
habían dejado de tener representación en el congreso. Por el contrario, el MAS logró 
la mayoría simple con un 53,7%, resultado que permitió la elección directa de Evo 
Morales a la presidencia (CNE, 2007, en línea)382. Dos resultados más consolidaron 
el carácter atípico de dicha elección. Por una parte, “solo” participaron 8 partidos en 
la contienda, lo cual contrarió la gran dispersión del electorado que había 
caracterizado a Bolivia desde el regreso a la democracia en el año de 1982 (CNE, 
2006, en línea)383. En segundo lugar, dos partidos concentraron el 82% de los 
electores, el MAS como expresión de las fuerzas contrarias al modelo económico y el 
sistema político vigente (53,7%) y PODEMOS, partido recién creado ante el colapso 
de los partidos tradicionales por los defensores del régimen (28,5%). De tal manera, 
las movilizaciones sociales y cívicas lograron expresarse claramente como 
alternativas político partidistas; en una relación ventajosa a favor de la agenda de 
octubre. 
 
Una mirada trasversal a los resultados electorales por fracciones políticas confirma la 
tesis del colapso del sistema político y la fortaleza de agrupaciones partidistas y 
sociales anti sistema. En las elecciones nacionales de 1997 los “partidos 
                                        
382. ––CNE-, “25 Años De Evolución Electoral En Bolivia.”  
383. Solo 4 partidos, alianzas o coaliciones obtuvieron representación parlamentaria en las elecciones 
nacionales del 2005, habiendo sido 11 los que se presentaron a las elecciones en la contienda anterior 
en el año 2002, de los cuales 8 obtuvieron representación parlamentaria. –Corte Nacional Electoral –
CNE-, “25 Años De Evolución Electoral En Bolivia,” Boletín Estadístico Año II, No. 5 (2006a). 
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tradicionales”, soportes del sistema político de la democracia pactada, (ADN, MNR, 
MIR) obtuvieron el 57,2% de los votos. En las elecciones del año 2002 el 42,2% y en 
las elecciones anticipadas del 2005 desaparecieron la ADN y el MIR, no quedando 
sino el MNR con un escaso 6,4%. Los partidos del régimen habían desaparecido 
barridos por el asenso del ciclo rebelde. Debe señalarse el abultado resultado 
(28,5%) que obtuvo el partido Poder Democrático Social –PODEMOS-, fundado por 
Jorge Quiroga Ramírez, vicepresidente de Hugo Banzer (1997 – 2001) y presidente 
hasta las elecciones regulares del 2002. Quiroga fue miembro destacado de la ADN 
y su director hasta que abandonó un partido en decadencia para fundar una nueva 
opción partidista de los defensores de la economía de mercado y del modelo 
aperturista.  
 
Los “partidos alternativos” (Unión Cívica Solidaria –UCS-384 y Conciencia de Patria –
CONDEPA-385) obtuvieron en las elecciones nacionales de 1997 el 33,2% del favor 
electoral (CNE, 2006, en línea)386. En las elecciones municipales de 1999 padecieron 
un radical descenso hasta el 15,8% (CNE, 2005)387. En las elecciones nacionales del 
2002 desapareció el CONDEPA con un escasísimo 0,3%, -como consecuencia de la 
                                        
384. El Partido Unión Cívica Solidaria –UCS- fue creado en 1989 por Max Fernández, próspero 
empresario de la mayor cervecera del país que murió en un accidente de su avión privado en 1995. La 
UCS proclamó la ideología del humanismo social-cristiano y se hizo famoso por sus obras de 
beneficencia. Su líder defendía además el desarrollo de una empresa nacional de hidrocarburos. La 
UCS tuvo mayor incidencia en el sur y el oriente del país, en particular en Cochabamba y en Santa 
Cruz. 
385. El partido Conciencia de Patria –CONDEPA- fue fundado en 1988 por un empresario periodista de 
radio y televisión de gran popularidad, Carlos Palenque. El partido tuvo gran acogida y representación 
en la ciudad de La Paz y en El Alto, por lo que canalizó notables liderazgos indígenas y populares en la 
década del noventa. Célebre fue el caso de la primera diputada “cholita” en 1989 y candidata 
presidencial en 1997, Remedios Loza Alvarado. El CONDEPA albergó también militantes que 
provenían de la izquierda radical. A la muerte de su líder en 1997 al partido se divide y termina por 
desaparecer. 
386. Corte Nacional Electoral. República de Bolívia. Unidad de Análisis e Investigación. [en línea]:   
Boletín estadístico número 7 (2006). 
http://repositories.lib.utexas.edu/bitstream/handle/2152/17270/boletin_estadistico_7_2007.pdf?sequenc
e=8. [Consulta: noviembre 2 de 2013].  
387. Corte Nacional Electoral. República de Bolívia. [en línea]:    Unidad de Análisis e Investigación, 
Boletín estadístico número 4, octubre de 2005. 
http://repositories.lib.utexas.edu/bitstream/handle/2152/17268/boletin_estadistico_4_2005.pdf?sequenc
e=5. [Consulta: 2 noviembre  2013].  
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muerte de su líder-, y la USC colapsó hasta el 5,5% (CNE, 2006, en línea)388. En la 
década del noventa los partidos neo populistas expresaron la crítica al neoliberalismo 
y practicaron un asistencialismo compensatorio frente a la ideología del Estado 
neoliberal (El Diario, 2002, en línea)389. De tal manera, el descontento popular con el 
modelo económico se expresó de manera permanente dentro del sistema electoral 
con un resultado alrededor del 30% en la década del noventa (Mayorga, 2003, p. 
99)390. Ya para las elecciones del 2005 los dos partidos desaparecieron de los 
registros electorales. Los alternativos habían cumplido una función de  
[…] colchones de amortiguamiento del sistema político porque permitían la 
organización, expresión y representación de sectores populares en el sistema, 
al punto que gobernaron importantes municipios (Mayorga, 2003, p. 105)391 e 
hicieron parte de la coalición del gobierno nacional de Hugo Banzer. Al 
desaparecer de la arena electoral nacional quedan huérfanas de 
representación amplias capas populares de la población. (Carlos de Mesa, 
2012, entrevista)392.  
 
En cambio el Movimiento al Socialismo, Instrumento político por la Soberanía de los 
Pueblos -MAS-IPSP-, fundado en el año de 1995, partido político abiertamente 
                                        
388. Corte Nacional Electoral. República de Bolivia. [en línea]:    Unidad de Análisis e Investigación, 
Boletín estadístico número 7, noviembre de 2007.  
http://repositories.lib.utexas.edu/bitstream/handle/2152/17270/boletin_estadistico_7_2007.pdf?sequenc
e=8. [Consulta: 2 noviembre  2013]. 
389. “En varias ocasiones, los dirigentes de Condepa dijeron a los periodistas que ese partido fue un 
dique para contener explosiones sociales que hubieran derivado en hechos de guerrilla como los de 
Colombia u otros.” Desengaño Colectivo. Condepa y UCS son boñiga política, corrupta e incapaz  [en 
línea]:  Andrade, Edgar. El diario.com, mayo 9 de  2002.  
http://www.eldiario.net/noticias/2002/2002_05/nt020509/2_07plt.html.  
[Consulta: 2 noviembre  2013]. 
390. Mayorga, “Neopopulismo Y Democracia En Bolivia”. 
391. El partido Condepa encabezó el gobierno de La Paz dos veces, en el periodo 1992-1993 y 
posteriormente entre 1994-1995. También gobernó la ciudad de El Alto entre 1989 y 1999. La UCS 
ganó la alcaldía de la ciudad de Cochabamba entre 1989-1991 y la ciudad de Santa Cruz dos veces, 
entre 1996 y 1999 la primera y entre el año 2000 y el 2004 la segunda. De tal manera, en los años 
noventa los alternativos gobernaron las principales tres ciudades del país. Mayorga, “Neopopulismo Y 
Democracia En Bolivia.”  
392. Entrevista con Carlos de Mesa, La Paz, agosto de 2012, Darío I. Restrepo.  
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opuesto al “neoliberalismo”, al “imperialismo” y crítico del “Estado colonial”, surgió 
con el 3,27% en las municipales de 1999, ascendió al 20,9% en las elecciones 
nacionales del año 2002, obtuvo el 17,05% en las municipales del 2004 y ganó las 
elecciones nacionales del año 2005 con el 53,7% de los votos. 
El proceso de descentralización contribuyó a la desnacionalización de los partidos 
tradicionales mayoritarios. Los partidos del orden vieron reducir su mayoría en las 
elecciones municipales (1999), ver amenazado el primer puesto electoral por un líder 
individual en las elecciones nacionales (2002), perder las mayorías en las elecciones 
municipales (2004) y luego el poder nacional (2005). Dicho de otra manera, la 
descentralización facilitó el proceso de recomposición del sistema político desde sus 
basamentos territoriales. Desde abajo se expresó primero una dispersión en la 
búsqueda de nuevas agrupaciones políticas que ya sumaban guarismos 
significativos (1999), que luego se aglutinarán a nivel nacional (2002), hasta llegar a 
ser mayoría territorial (2004) y desde allí tomar por asalto el poder nacional (2005). 
No se constata una inevitabilidad, con sustento estadístico, de transformación política 
imputable a la descentralización. Se afirma la recomposición del poder político a 
través del proceso de descentralización, en la que ocurrió primero la pérdida del 
control territorial por los partidos tradicionales, acompañada de una recomposición de 
mayorías por abajo y luego la generación de nuevos partidos y mayorías nacionales. 
El drástico cambio de mayorías políticas ocurrió en democracia. Es decir, sin golpe 
de Estado, ni interrupción del Estado de derecho, prohibición de los partidos políticos 
y exilio de los líderes en barrena. En ese sentido: 
La descentralización fue la incubadora de la alternativa el sistema “desde 
adentro”, en democracia (Molina, 2013, entrevista)393. 
Sin embargo, las fuerzas sociales emergentes y el nuevo partido político mayoritario 
eran abiertamente contrarios al modelo económico vigente (1985 - 1993), al orden 
constitucional imperante (1967) y a las características esenciales del Estado liberal 
                                        
393. Carlos Hugo Molina, Secretario (Ministro) de Participación Popular e impulsor de las leyes de 
descentralización en 1994 y 1995. Entrevista agosto de 2013, Santa Cruz de la Sierra, Darío I. 
Restrepo. 
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mismo (1825). En efecto, dos diferencias importantes distinguieron los partidos neo 
populistas de los noventa y las nuevas opciones políticas. En primer lugar, el 
Movimiento al Socialismo –MAS- y el Movimiento Indio Pachakuti –MIP- tenían 
relaciones íntimas con los movimientos y organizaciones sociales, porque sus 
líderes, Evo Morales y Felipe Quispe, y los partidos mismos, surgieron como 
expresión política de las organizaciones sociales y de sus más preciadas 
reivindicaciones. En palabras de Evo Morales (Stefanoni, 2008)394: 
[El MAS] es un movimiento político que expresa las aspiraciones de las 
organizaciones sociales en su lucha por las reivindicaciones nacionales, y las 
de los sectores populares. La base orgánica está, precisamente, en las 
organizaciones ante las cuales las direcciones políticas y sus representantes 
públicos (concejales en los municipios, diputados y senadores) rinden cuenta 
de su actuación y reciben las directivas principales para su acción. Mediante 
congresos regionales y nacionales se eligen las directivas en los niveles 
territoriales correspondientes. Como movimiento ligado a las organizaciones 
sociales, sus actuaciones son abiertas y estas participan tanto en el control de 
las acciones de sus representantes, como en la elección de los candidatos a 
las elecciones (Evo Morales en Punto Final, 2003, Santiago de Chile, N. 537). 
(pp. 349, 350). 
 
En cambio, el CONDEPA y la UCS fueron liderados por connotados empresarios que 
desplegaban acciones de solidaridad, beneficencia, protección, asistencia y 
donaciones a favor de los oprimidos sociales, políticos y culturales. En segundo 
lugar, los partidos de referencia étnica y popular del 2000 se oponían claramente al 
sistema económico y político, mientras que los alternativos del noventa se 
inscribieron dentro de las reglas y acuerdos del neoliberalismo y la democracia 
pactada (Mayorga, 2003, p.4)395. Las resistencias de los noventa fueron canalizadas 
                                        
394. Pablo Stefanoni, “El Nacionalismo Indígena Como Identidad Política: La Emergencia Del Mas-Isp 
(1995–2003),” in La Política En Movimiento. Identidades Y Experiencias De Organización En 
América Latina, 3 (Buenos Aires: CLACSO / B. Levy and N. Gianatell, 2008). Pp. 349 y 350  
395. Mayorga, “Neopopulismo Y Democracia En Bolivia”.  
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electoralmente por partidos que abogaban por el “alivio a la pobreza”, el 
“reconocimiento del indio”, “la superación” individual y comunitaria (El Diario, 2002, 
en línea)396. En cambio, el ciclo rebelde en el 2000 deposita su expectativa en 
partidos que prometen acabar con la desigualdad y construir “desde abajo” el “poder 
del pueblo” indio, campesino, urbano, obrero y trabajador. Ambas pretensiones 
suponen refundar el Estado, la política y el modelo de acumulación.  
 
Los partidos radicales del 2000 distan en un asunto fundamental de aquellos 
anteriores al ajuste económico y social de 1985. Mientras la izquierda tradicional 
encomienda en los obreros y los campesinos la conducción de las transformaciones 
y la formación del nuevo poder, el MIP lo hace en el indio y el MAS en “el pueblo”, 
referencia vaga al crisol de sectores que componen a los sectores populares y que 
se expresan a partir de los “movimientos sociales” (El Diario, 2004, 2006, en 
línea)397. En cambio existen varias líneas de continuidad entre los insurgentes de 
antes y de ahora. En asuntos programáticos las izquierdas de los ochenta y del 2000 
se asemejan en la triada: “nacionalismo”, “desarrollismo” y “anti imperialismo”. 
Respecto del método de construcción del poder se encuentran recurrencias de larga 
duración: la desconfianza respecto del Estado liberal y la democracia representativa, 
la construcción programática en las asambleas populares más que en recintos 
parlamentarios, el principio del mandatario que no está por encima del mandante y el 
                                        
396. “En varias ocasiones, los dirigentes de Condepa dijeron a los periodistas que ese partido fue un 
dique para contener explosiones sociales que hubieran derivado en hechos de guerrilla como los de 
Colombia u otros.” Desengaño Colectivo. Condepa y UCS son boñiga política, corrupta e incapaz  [en 
línea]: Andrade, Edgar. El diario.com, mayo 9 de  2002.  
http://www.eldiario.net/noticias/2002/2002_05/nt020509/2_07plt.html.  
[Consulta: 2 noviembre  2013].   
397. Una ilustración en la prensa sobre las relaciones entre el MIP y el MAS con los “movimientos 
sociales” se encuentra en: Ex aliados del MIP apoyaran al gobierno de Evo Morales [en línea]: 
eldiario.net http://www.eldiario.net/noticias/2006/2006_01/nt060105/2_01plt.html, y MAS, MIP y NFR 
no acudieron a palacio [en línea]: eldiario.net  
http://www.eldiario.net/noticias/2004/2004_08/nt040831/2_01plt.html. [Consulta: 2 noviembre  2013]. 
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recurso a las movilizaciones sociales para derogar leyes e inscribir otras en las 
constituciones y las instituciones. En palabras de Evo Morales (Stefanoni, 2008)398: 
Para mí el tema del voto pasa a un segundo plano, creo más en las luchas 
sociales, porque con las marchas y bloqueos cambiamos leyes, anulamos 
decretos, hacemos aprobar leyes […] el Parlamento sirve por lo menos para 
ser expulsado y donde la gente puede tener idea de qué son los partidos 
tradicionales […] Nosotros vamos con otra mentalidad, contra el modelo y el 
sistema, tal vez estando dentro del sistema […] combinando la lucha 
parlamentaria con la lucha social (Evo Morales en La Prensa, La Paz, 11 de 
marzo de 2002). (p. 367). 
 
El carácter anti liberal del MIP y del MAS, con diferentes grados, recoge una historia 
que proviene de tres momentos diferentes. La más lejana, la cultura y las prácticas 
socio-comunitarias de los indios que mutan a través del tiempo, pero no desaparecen 
como especificidad respecto a la democracia representativa y la sociedad de los 
individuos propietarios privados en sus activos y sus derechos. Una de mediana 
lejanía de fuente occidental, el marxismo y el anarquismo, que desconfía del Estado 
liberal y de la democracia representativa, a la vez que defiende la lucha de clases 
para lograr cambios en las relaciones de poder. Una de más cercana gestación fue 
encubada por los movimientos sociales, incluso los urbanos. Características 
reconocidas de los “nuevos movimientos sociales” son la horizontalidad en la toma 
de decisiones, la rotación de los liderazgos, el mandato a los negociadores, la 
plasticidad y porosidad de las estructuras, la desconfianza con las macro 
organizaciones, la democracia representativa y el Estado. Sin duda estos 
ingredientes se amalgaman en la efervescencia del ciclo rebelde, potencian la 
capacidad de derruir el orden estatal y político, a la vez que levantan una gigantesca 
incógnita sobre la capacidad de construcción de ordenes alternativos, ya no contra- 
hegemónicos, sino mayoritarios y estables. 
 
                                        
398. Stefanoni, “El Nacionalismo Indígena Como Identidad Política: La Emergencia Del Mas-Isp 
(1995–2003)”.  
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Según el doctor en Ciencias Políticas Diego Ayo Saucedo la victoria de Evo Morales 
y la llegada del MAS al poder cristalizan el derrumbe de tres consensos 
fundamentales: la democracia representativa, la economía de mercado y el 
pluriculturalismo (Ayo, 2013, entrevista)399. El imperio de la democracia 
representativa empieza a ser compartido por la democracia participativa desde 1994 
y es amenazado por el principio de la representación étnica y la democracia directa. 
La primacía de la economía de mercado fue el segundo consenso abatido. Primero 
en el espacio social mediante el ciclo rebelde. Luego en el espacio de la política 
formal en tres direcciones: hacia el estatismo a través de las nacionalizaciones, hacia 
soluciones pre-mercado por la apropiación comunitaria de la tierra y sus recursos y 
hacia un pretendido pos-mercado a través de la socialización de los bienes públicos. 
El tercer consenso cuestionado fue el pluriculturalismo que se transformó en el 
reclamo del Estado plurinacional de base étnica y territorial. 
 
3.5.1  Estrategias convergentes y divergentes en la pugna por definir el 
ordenamiento territorial del poder 
 
Una vez huyó el hacedor del modelo económico de 1985 y de la arquitectura 
institucional de 1993, Gonzalo Sánchez de Lozada, la presidencia es asumida por 
Carlos de Mesa el 17 de octubre del año 2003. Al presidente de emergencia se le 
acepta su renuncia definitiva el 9 de junio del 2005, después de haber amenazado 
con el abandono del cargo en dos ocasiones anteriores. El historiador y periodista 
fue el último representante involuntario del orden político y económico inaugurado en 
1985. El improvisado presidente no podía haber heredado una precariedad mayor 
para sostener el orden institucional. La economía padecía un -8,1% de déficit, el 
sistema de partidos había colapsado y el modo de regulación estaba herido de 
muerte en sus fundamentos. El ex dictador Banzer (1987 – 2002) y el máximo líder 
de las reformas neoliberales, Gonzalo Sánchez de Lozada (2002 – 2003), habían ya 
                                        
399. Diego Ayo Saucedo, Viceministro de Participación Popular, gerente del proyecto de 
descentralización municipal de USAID. Entrevista agosto 2013, Darío I. Restrepo. 
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cedido en asuntos centrales ante las masas enardecidas. Carlos de Mesa intentará 
un gobierno por “encima de los partidos” como garantía de su compromiso contra la 
corrupción, el cuoteo partidista y la neutralidad ante los ánimos polarizados de los 
bandos sociales en confrontación. Por primera vez en décadas los representantes 
directos de los gremios de Santa Cruz no hacían parte del gobierno. La excepción, 
un par de connotados intelectuales cruceños que no hacían parte de las selectas 
élites empresariales y políticas. Uno de ellos Carlos Hugo Molina había sido el primer 
Secretario de Participación en el año 1994, es decir, el primer Ministro de la 
Descentralización que fortaleció al municipio en vez de la instancia departamental. 
Tampoco hicieron parte del gobierno representantes directos de los movimientos 
sociales contestatarios y sus organizaciones. El presidente conformó un gobierno 
técnico de funcionarios y personalidades que no militaban en los núcleos centrales 
en confrontación.  
 
Carlos de Mesa intentará la unificación de las agendas de octubre y junio, la de los 
movimientos sociales y cívicos, la proveniente de los sectores populares y de las 
burguesías de Santa Cruz. Sin bombos ni platillos nació la “agenda de enero”, la que 
el presidente pretendió fuera la “agenda de Bolivia” (El Diario, 2005, en línea)400. Sin 
embargo, la dirigencia de ambos bandos no consideró con simpatía la propuesta. 
Clausurada la vía del consenso integrador la imparcialidad no era ya posible. Los 
bandos en confrontación presionaron al gobierno para que definiera sus afectos y 
apoyara una agenda contra la otra. El presidente debía escoger y cualquier intento 
de encontrar o ceder en las razones e intereses del otro fue rápidamente interpretado 
como debilidad o franca condescendencia con el enemigo. Así que los interese 
sociales en pugna manejaron la misma estrategia, apoyar al gobierno cuando acedía 
                                        
400. “El presidente de la República, Carlos Mesa Gisbert salió ayer al frente ante el surgimiento de 
una serie de agendas en el país, y al pedido de que éstas se cumplan dando lugar a que se presione a 
las instancias respectivas sobre cuál va primero…"No se puede estar hablando de agendas de octubre, 
de junio o de enero, "no hay agendas", hay una sola, que es la agenda de Bolivia y esa es la agenda 
que tenemos que compatibilizar, todos los sectores del país", afirmó.” En el País solo hay una agenda 
que es la de Bolivia [en línea]: eldiario.net, febrero 1: Códigos y Leyes. Bolivianos en la web 1 de 
2005. http://www.eldiario.net/noticias/2005/2005_02/nt050211/2_00plt.html. 
[Consulta: 2 noviembre  2013].  
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a sus demandas políticas, presionarlo desde adentro contra los enemigos y usar la 
calle, las movilizaciones, tomas, cabildos, paros, marchas y proclamas radicales para 
ablandar a los contrincantes y hacer inclinar los favores presidenciales.  
 
Pronto el débil equilibro se rompió. Todo ocurrió como si las fuerzas sociales más 
contrastantes no quisieran más la mediación de las antiguas reglas, acuerdos e 
instituciones. Preferían medir fuerzas en nuevas elecciones, recoger las cartas y 
volver a repartir. Carlos de Mesa quedó definitivamente sin apoyo y debió retirarse el 
9 de junio del año 2005. Antecedió a su renuncia “la segunda insurrección plebeya 
del siglo XXI” (El Diario, 2005, en línea)401,  tres semanas de movilización campesina, 
minera, indígena, de cocaleros y de sectores urbanos del occidente del país, así 
como el segundo bloqueo a la ciudad de La Paz a partir de la ciudad de El Alto 
(Ramírez, Stefanoni, 2006, p. 93)402. Las organizaciones sociales populares sitiaron 
al Congreso de la República y le impidieron que nombraran a los presidentes del 
Senado o de la Cámara como sucesores en el cargo de presidente de Bolivia. La 
sucesión le correspondió entonces a Eduardo Rodríguez Veltzé, Presidente de la 
Corte Suprema de Justicia, el cual convocó a elecciones nacionales y 
departamentales para el 18 de diciembre del mismo año.  
 
El Movimiento al Socialismo –MAS- ganó las elecciones nacionales con un histórico 
53,7% que le permitió a Juan Evo Morales Ayma proclamarse directamente 
Presidente de República sin la intermediación del Congreso. De esta manera, 
                                        
401. “La Confederación Sindical Única de Trabajadores Campesinos de Bolivia (CSUTCB), convocó 
para el 15 de mayo a un bloqueo de caminos en todo el país, exigiendo la recuperación de los 
hidrocarburos para los bolivianos y en contra de la nueva ley aprobada en el parlamento, sostuvo 
ayer el dirigente Alejo Véliz Lazo. Explicó que se llegará a esta extrema medida tras una escalada de 
movilizaciones sin descartar incluso la toma de los pozos petroleros, exigiendo del Parlamento y del 
gobierno "una racional ley de hidrocarburos que responda a los intereses nacionales".” Campesinos 
convocan a asamblea de caminos  [en línea]: eldiario.net, mayo 08 de 2005 en el periódico “El 
Diario”. http://www.eldiario.net/noticias/2005/2005_05/nt050507/5_09nal.html.  
[Consulta: 2 noviembre  2013].  
402. Pablo Stefanoni Franklin Ramírez, “La Política De Los Movimientos Sociales En Bolivia. Diálogo 
Con Álvaro García Linera,” Iconos, Revista de Ciencias Sociales No. 25 (2006): 91 - 107. 
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también por primera vez, el presidente y su partido no necesitaba gobernar mediante 
coalición alguna, así que prescindieron de la “democracia por consenso” y de las 
coaliciones vario pintas que caracterizaron el sistema político durante 23 años, entre 
1982  y 2005. El primer indígena presidente de Bolivia encabezó entonces el 
“gobierno de los movimientos sociales” y “la agenda de octubre”.  
En el MAS confluyen varias vertientes: sus bases son los campesinos 
cocaleros, el discurso es katarista, la tradición es minera y la organización es 
radical. Campesinos, obreros e indígenas todo eso está allí juntado (De la 
Fuente, 2013, entrevista)403. 
 
El mismo día se eligieron, también por primera vez, los prefectos departamentales, 6 
de 9 pertenecientes a partidos políticos diferentes al MAS (CNE, 2006, en línea)404. 
La mayoría del congreso y la hegemonía programática en el ejecutivo estaban 
garantizadas, el poder departamental era en su mayoría hostil. El uno tenía como 
prioridad la Asamblea Constituyente para empoderar a las organizaciones sociales, 
pueblos y comunidades rurales e indígenas. Los otros necesitaban complementar la 
descentralización del sistema político con un estatuto de autonomía fiscal, 
administrativa y estratégica departamental. Las barajas estaban repartidas.  
 
El presidente aymara se posesiona el 22 de enero del año 2006, los prefectos 
electos lo hicieron un día después; entre ellos se encontraba Rubén Costas Aguilera, 
terrateniente ganadero y combativo ex presidente del Comité Cívico de Santa Cruz. 
También fue electo prefecto del departamento de Cochabamba Manfred Reyes Villa, 
                                        
403. José de la Fuente, abogado, ensayista y consultor independiente. Entrevista agosto 2013, 
Cochabamba, Darío I. Restrepo. 
404. El MAS ganó las prefecturas de Potosí, Oruro y Chuquisaca, el partido PODEMOS que aglutinó 
buena parte de la oposición también ganó en tres departamentos, La Paz, Beni y Pando. En Santa Cruz 
el líder empresarial Rúben Costas ganó la prefectura a nombre de Autonomía para Bolivia –APB-. 
Manfred Reyes Villa se hizo a su bastión en Cochabamba mediante un frente amplio llamado Alianza 
de Unidad Cochabambina –AUN-. Y el ex presidente del Comité Cívico de Tarija, Mario Cossío 
Cortez, logró la prefectura de Tarija a nombre del Camino al Cambio –CC-. ––CNE-, “25 Años De 
Evolución Electoral En Bolivia”.  
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quien como alcalde de Cochabamba firmó con Hugo Banzer la privatización del agua 
de la ciudad que desató a la postre la célebre “guerra del agua”. El 28 de enero los 
cívicos realizaron un Cabildo al que concurrieron 500.000 personas bajo la exigencia 
que se convocara el referendo sobre la autonomía departamental en un plazo de 12 
meses. De lo contrario los departamentos de la oposición se auto convocarían desde 
su propia autoridad política a través de los prefectos recién electos. El 6 de marzo del 
2006 el presidente Evo Morales promulgó dos leyes expedidas en una misma sesión 
histórica por el Congreso Nacional: la Ley Especial de Convocatoria a la Asamblea 
Constituyente y la Ley de Convocatoria a Referéndum Nacional Vinculante a la 
Asamblea Constituyente para las Autonomías Departamentales. La Asamblea 
Constituyente “Es independiente y ejerce la soberanía del pueblo. No depende ni 
está sometida a los poderes constituidos y tiene como única finalidad la reforma total 
de la Constitución Política del Estado” (L 3364, 2006)405. Y el Referendo Vinculante 
estipula que  “Aquellos Departamentos que, a través del presente Referéndum, lo 
aprobara por simple mayoría de votos, accederán al régimen de las autonomías 
departamentales inmediatamente después de la promulgación de la nueva 
Constitución Política del Estado” (L 3365, 2006)406.  
 
Las dos propuestas de reforma institucional que habían cristalizado la confrontación 
en sus niveles más álgidos habían logrado su cometido. Los movimientos sociales 
populares por la primera vez en la historia republicana podían aspirar a ser 
protagonistas directos de una nueva constitución. Sin embargo, debieron aceptar las 
autonomías departamentales reclamadas por las redes empresariales y 
conservadoras más representativas, y sin que la nueva Constitución pudiera derogar 
la autonomía departamental. En compensación, las elites tuvieron que arriesgarse a 
                                        
405. Morales Ayma, Evo. Ley No, 3364. Ley Especial de Convocatoria a la Asamblea Constituyente [en 
línea]: lexivox, Portal Jurídico libre, marzo 6 de  2006. Artículo 3 (Asamblea Constituyente) 
http://www.oocities.org/ermoquisbert/leyes.html. [Consulta: 2 noviembre  2013].  
406. Morales Ayma, Evo. Ley No. 3365 de 2006, Ley de convocatoria a Referéndum Nacional 
Vinculante a la Asamblea para las Autonomías Departamentales [en línea]: lexivox, Portal Jurídico 
libre, marzo 6  de 2006. Artículo 2  http://www.lexivox.org/norms/BO-L-3365.pdf 
[Consulta: 2 noviembre  2013].  
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que la autonomía ganada estuviera subordinada a las nuevas reglas que fijara una 
Constituyente conformada en su mayoría por representantes campesinos, indígenas, 
movimientos sociales urbanos, nacionalistas e izquierdistas.  
 
De esta manera, la negociación política entre fuerzas en pugna continuó a través de 
un entrevero de transformaciones legislativas e institucionales en la que cada cual 
fue plasmando inscripciones específicas según relaciones de fuerza cambiantes y 
estrategias movibles. Los logros del uno generaba la adaptación propositiva del otro, 
al punto que la nueva arquitectura institucional resultó de la fusión de las demandas 
más encarecidas de cada bando. La realidad institucional había sido parida por los 
antagonismos y llevaba la impronta del conflicto. Las estrategias de cada subjetividad 
histórica se construyeron en una relación tan íntima respecto de aquella del 
adversario, que terminaron por parecerse en demasía: desde el emisor (la sociedad 
civil), desde la legitimidad (el derecho de los pueblos, las naciones y las 
comunidades a la autodeterminación) desde lo reclamado (participación social, 
descentralización y autonomía), desde el fin (refundar a Bolivia) y desde el método 
(acciones directas como marchas, tomas, paros, huelgas de hambre). ¿En donde 
residían entonces las diferencias? En tres aspectos: en la hegemonía social del 
poder, en el modelo de acumulación deseado y en las prácticas políticas prevalentes. 
Los tres factores de ruptura se disputaron a través de diseños institucionales 
alternativos de la organización espacial del poder. 
  
3.5.2  Un comentario final 
 
La línea de tiempo de los acontecimientos sintetiza tramas de múltiples 
temporalidades, de tal manera que “la historia” es una concreción de “muchas 
historias” que se anudan, retroalimentan y condicionan unas a otras. La victoria del 
Movimiento al Socialismo, es el resultado directo del colapso del sistema político, 
vacío a través del cual se coló la recomposición de la subjetividad política popular por 
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fuera de los partidos tradicionales de todo el espectro ideológico anterior. Desde una 
mirada de mediano plazo el resultado electoral de diciembre del 2005 cierra el ciclo 
abierto en 1985. Entonces la vieja izquierda había fracasado y con ella la cultura 
política del desarrollismo, el nacionalismo y la estatización. El neoliberalismo con su 
oda a la libre competencia, la internacionalización y la privatización se erigió como 
dispositivo ideológico hegemónico. A principios del 2000 pilares del ajuste estructural 
habían sido vencidos en la calle y campos. El flujo social de resistencia se 
transformaba en mayoría política aglutinada bajo la esperanza de rediseñar, una vez 
más, el Estado, la economía y la sociedad. Si adoptamos una mirada de largo plazo 
aparece otra historia, aquella de los pueblos indios a los que se les sometió dentro 
de formas estatales, prácticas económicas y reglas de representación ajenas a su 
tradición, cultura y prácticas. La llegada del primer indio a la presidencia del “Estado 
colonial” expresa toda la ambigüedad del legado histórico. Por una parte, la adopción 
del ropaje del otro, la plena acogida de las pugnas ideológicas que dentro de él se 
dan, por ejemplo entre privatización y estatismo (Olivera, 2013, entrevista)407. Pero, 
por otra parte, el acontecimiento también arrastra los vestigios de otras 
subjetividades, la de pueblos y comunidades indias que reclaman la valoración y el 
poder de prácticas colectivas diferentes a la democracia liberal, así como formas de 
apropiación del trabajo contrarias a la propiedad privada o asociada. 
 
Estas tramas históricas no solo ocurren en una o varias dimensiones territoriales: la 
nacional, departamental, municipal y comunal. Las disputas que se cristalizan en la 
línea de los acontecimientos se trenzan alrededor de vivencias y pugnas por 
entramados territoriales alternos, prevalentes y hegemónicos. El neoliberalismo 
acabó con la protección de mercados nacionales de la fase precedente. A finales del 
2005 se prometía haber ganado las elecciones con el fin de proteger los activos, la 
naturaleza y la riqueza nacional de las redes de inversores trasnacionales. La 
                                        
407. Oscar Olivera advierte que la Coordinadora en Defensa del Agua, así como muchos otros 
movimientos sociales del ciclo rebelde, no se inscribían en la dicotomía tradicional moderna entre 
privatización y estatización. La “propiedad pública-social” sobre las empresas y  los “bienes comunes” 
se agitaron como alternativas radicales, a imagen y semejanza de las prácticas socio políticas durante la 
guerra del agua y del gas. Entrevista con Oscar Olivera, Cochabamba, agosto de 2013, Darío I. 
Restrepo. 
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descentralización municipal y de política social, como complemento institucional del 
ajuste estructural, fue colonizada y rebasada por otros diseños de espacialidad del 
poder. En palabras esclarecedoras de Alejandro Colanzi, diputado del Movimiento 
hacia el Socialismo –MAS- (Harnecker, Fuentes, 2008)408:  
 
Siempre digo: “El instrumento es simplemente un instrumento y el resultado 
que se obtenga con él depende de con qué mano se le maneje”, ese 
instrumento manejado con la mano derecha va a ser, obviamente, para 
beneficiar a ciertos intereses; pero manejado con la mano izquierda, va a ser 
para otro tipo de intereses. La Ley de participación popular fue un instrumento 
del neoliberalismo, era parte de las imposiciones del Banco Mundial y del 
Fondo Monetario, y terminó favoreciendo al movimiento popular. (p. 67). 
 
En vez de la privatización de la política social se coló la apropiación del poder local 
por organizaciones y pueblos con otras pretensiones. Entre ellas, afectar las bases 
productivas e incidir sobre los usos y destinos de los recursos naturales. La 
construcción del espacio institucional departamental fue la apuesta de los sectores 
empresariales. Mucho lograron en esta historia, el principio de autonomía 
administrativa, la elección de mandatarios y cuantiosos recursos. Las elecciones de 
2005 marcaron así el partidor de una disputa por el poder desde el interior de las 
instituciones estatales por dos modelos de hegemonía política, económica y social. 
Esta lucha no había sido ni lo será en adelante otra distinta de aquella pugna 
alrededor de las formas espaciales del Estado, la política, la sociedad y la economía. 
                                        
408. Marta Harnecker, Federico Fuentes (2008), MAS-IPSP de Bolivia, instrumento político que surge 
de los movimientos sociales, ed. Leonardo E. Salas, Federico Fuentes, (Caracas: Centro Internacional 
Miranda) 170. 




4.  Capítulo 4: Colombia. La descentralización bajo el fuego 
 
4.1  Transición entre dos mundos: el cambio en el modelo de acumulación y 
el proceso de descentralización, 1974 – 1986 
Varios son los caminos que confluyeron en la década del ochenta en generar una 
masa crítica suficiente para destrabar cimientos importantes de la estructura 
centralizada del Estado y del sistema político en Colombia409. A nuestro juicio tres 
grandes macroprocesos fueron introduciendo, cada uno desde su frontera, 
avanzadas hacia el rediseño de la forma espacial de organización de la 
administración y el gasto público, así como del sistema político electoral. Por una 
                                        
409. Además de la bibliografía mencionada el relato histórico del proceso de descentralización en 
Colombia se nutre de múltiples aprendizajes recogidos durante el periodo mismo de la investigación. A 
los académicos Víctor Manuel Moncayo y Fernando Rojas les debo la temprana advertencia sobre las 
relaciones entre la reestructuración del sistema productivo capitalista con la reforma territorial del 
Estado. A Boris Cabrera, fundador de la Unión Patriótica, la claridad argumentativa sobre la 
importancia que la conquista de los gobiernos locales tendría para los movimientos populares y el 
accionar de las guerrillas. El exministro de la descentralización, Jaime Castro, me advirtió sobre el 
interés de los políticos de provincia en un incremento de autonomía en el manejo de recursos y 
competencias a través de la descentralización. El exministro y académico Camilo González Posso me 
alertó sobre los intereses estratégicos que los movimientos sociales populares tenían en una 
descentralización del sistema político y del gasto público. Al maestro Luis Emiro Valencia, 
vicepresidente de la Unión Patriótica, le debo innumerables enseñanzas sobre la “toma” de las 
instituciones locales por movimientos y agendas populares, así como sobre los tempranos límites que 
el proceso mostró para una radical democratización del país. El académico Héctor León Moncayo 
reforzó las sospechas sobre la utilización de la descentralización dentro de la estrategia neoliberal y me 
alertó de la tenaza que conformaba con la guerra sucia para inhabilitar el surgimiento de movimientos 
políticos democráticos desde lo local. El maestro Orlando Fals-Borda y sus discípulos, Miguel Eduardo 
Cárdenas y José Lurduy, me aleccionaron sobre los ordenamientos territoriales alternativos que surgen 
desde las prácticas sociales locales. Liliana Soler y Ricardo Agudelo, expertos promotores del 
desarrollo, me demostraron repetidamente la apertura de posibilidades que las organizaciones sociales 
encuentran dentro de las estructuras descentralizadas. En el mismo sentido, Betty Pedraza, Luz Margot 
Pulido y Ana Lucía Rodríguez de la fundación Parcomún me alertaron de la temprana y trágica 
estrategia de cierre de las alternativas democráticas por la guerra que desató la toma de los poderes 
locales. Ministros de varios ramos expresaron lo que no se escribe tan claro, la importancia de la 
descentralización para debilitar sindicatos, quebrantar el poder de las burocracias, trasladar recursos, 
competencias y decisiones de política pública a los ganadores en el mercado. De igual forma, los 
ocasionales encuentros con altos funcionarios de la tecnocracia colombiana fueron suficientes para 
apreciar las razones de la recentralización y los intereses estratégicos al servicio de los cuales se 
promueve. Sin duda muchas más personas durante  veinticinco años ayudaron a formar los estados de 
conciencia y las emociones que gobiernan el relato histórico sobre el proceso de descentralización 
colombiano.  
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parte, transformaciones en el régimen de acumulación y en las políticas de desarrollo 
territorial. Por otra parte, el agotamiento del sistema político del Frente Nacional. En 
tercer lugar, la confluencia entre dispersas pero persistentes movilizaciones sociales 
identificadas bajo el calificativo de “cívicas” y el auge del movimiento guerrillero. 
Como veremos ninguna de estas sendas, que confluyen en la resignificación de la 
descentralización en los ochenta, es totalmente separable de la otra; todas hacen 
parte del cause de la historia de las formas de organización espacial del Estado. 
Toda vez, algunas consideraciones específicas sobre lo “económico”, lo “político” y lo 
“social” ayudan a esclarecer las condiciones, necesidades, dilemas y conflictos a 
través de los cuales emergen las transformaciones normativas e institucionales de 
1986 y 1991, reconocidas bajo el nombre de la revolución descentralista.  
 
4.1.1  Aristas de un modelo de acumulación 
 
Colombia, al igual que otros países de América Latina, emprendió la construcción de 
un modelo de industrialización por sustitución de importaciones –MISI- en la segunda 
mitad del siglo XIX. Sus albores pueden rastrearse desde finales de la segunda 
guerra mundial, e incluso derivarse como necesidad de aquella, en la medida en que 
la contracción del comercio mundial y el cierre de los créditos para el tercer mundo 
forzaron emprender estrategias de crecimiento que generaran factores internos de 
desarrollo económico (Garay, 2004)410. Existe un consenso entre los investigadores 
de la realidad colombiana en distinguir dos momentos en la vida del MISI. Uno de 
asenso y otro de declive, el primero desde el comienzo de los años cincuenta hasta 
mediados de los setenta y el segundo desde entonces hasta principios de los 
                                        
410. Políticas de protección a la industria nacional mediante aranceles se adoptaron desde los primeros 
años del siglo XX, sin embargo, estas iniciativas no constituyeron una estrategia completa de 
protección sino desde la década del cincuenta, cuando se articularon con otros aspectos de la política 
económica hasta construir un modelo de industrialización por sustitución de importaciones. Ver por 
ejemplo, Garay, Luis Jorge “Composición y estructura económica colombiana” [en línea]. Colombia: 
estructura industrial e internacionalización 1967 – 1996. Banco de la República, Biblioteca Virtual 
(2004). <www.banrepcultural.org/blaavirtual/economia/industrilatina/indice.htm> [Consulta: 20 
septiembre  2013].  
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cuarenta. A nuestro juicio cada uno de dichos periodos está atravesado por dilemas y 
conflictos que guardan una relación directa con la configuración espacial del Estado, 
la economía y el sistema político. En palabras del economista Edgar Moncayo 
Jiménez (2004)411  las políticas regionales se inscriben en el:  
contexto del modelo o estrategia general de desarrollo” […] En nuestro caso, 
en estrecha asociación con la fase del Estado planificador e intervencionista 
que se desplegó en los años 50 y principios de los ochenta, aparece el modelo 
de industrialización basado en la substitución de importaciones, en tanto que 
la fase de repliegue del Estado está vinculada con la adopción del modelo 
neoliberal de crecimiento hacia fuera. El papel asignado a las regiones es 
distinto en cada uno de estos periodos. (p. 24). 
 
Nosotros compartimos plenamente esta postura teórica y le agregamos una 
precisión: el modelo de acumulación (Estado planificador y acumulación a partir de la 
industrialización) no se define primero y luego le “asigna” un papel a las regiones 
después. Lo espacial no es una variable secundaria de otra principal en la medida en 
que la intervención planificada no puede ser otra que el proceso mismo de 
intervención y despliegue espacial de las relaciones y políticas económicas. De la 
misma manera, la industrialización no es otra cosa que la estructuración del espacio 
para congregar el proceso productivo y los intercambios a partir de la transformación 
manufacturera. Dicho proceso supone la urbanización, la extracción y circulación de 
materias primas y, por lo tanto, una jerarquía campo ciudad. También configura una 
red de ciudades principales, intermedias y secundarias las cuales se organizan a 
partir de sus funciones en el proceso de transformación, circulación y consumo 
(Harvey, 1990)412. En otras palabras no hay Estado ni acumulación que no sean 
                                        
411. Jiménez, Édgar Moncayo (2004), Las políticas regionales en Colombia, (Bogotá: Universidad 
Externado de Colombia) 167. 
412. David Harvey, “La Producción De Configuraciones Espaciales: Las Movilidades Geográficas Del 
Capital Y El Trabajo,” in Los Límites Del Capitalismo Y La Teoría Marxista (México: Fondo de 
Cultura Económica, 1990).  
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redes de relaciones y artefactos de presencia y organización administrativa y 
económica de los territorios. Veamos. 
 
El conservador Mariano Ospina Pérez asumió la presidencia el 7 de agosto de 1946 
y promulgó el último año de su gobierno el Decreto Ley 2218 de 1950, norma 
mediante la cual se incrementaron los aranceles a las importaciones de bienes 
industriales y agrícolas (DL 2218 de 1950)413. El también conservador Laureano 
Gómez, de orientación franquista, gobernó entre 1950 y 1953, mantuvo e incrementó 
los dispositivos tributarios y monetarios que atenuaron las prácticas de libre comercio 
y levantaron barreras para la protección de la producción nacional. En 1952 el 
gobierno adquirió acciones de la Siderurgia Paz del Río, creada en 1949, como 
despegue de una estrategia de desarrollo de la industria pesada y de creación 
industrial por el Estado. El tercer mandatario del periodo conocido como la “Segunda 
República Conservadora”, el General Rojas Pinilla, que gobernó de 1954 a 1957, 
creó la Corporación Autónoma de la Regional del Valle –CVC- en 1954, por 
recomendación del prestigioso norteamericano David E. Lilienthal siguiendo el 
modelo de la Tennesee Valley Authority por el creada414. 
 
Si bien sectores del partido liberal se mostraron en un comienzo reacios a dichas 
políticas, el consenso proteccionista se extendió hasta devenir irreversible y 
característica fundamental del modelo de acumulación durante buena parte de la 
segunda mitad del siglo XX (Kalmanovitz y López, 2003)415. Con Mariano Ospina 
comenzó entonces una seguidilla de iniciativas desplegadas principalmente hasta la 
                                        
413. Decreto Ley 2218 de 1950. ‘Por el cual se expidió el nuevo Estatuto sobre Aranceles de Aduana y 
se aumentaron las tarifas de los productos industriales importados’. Arancel de aduanas: Decreto 2218 
de 1950, julio 10. Diario oficial, Número 27359. Colombia. Ministerio de Hacienda. Impr. del Banco 
de la República, 1950.  
414. Con el fin de salir de la depresión económica, ensanchar los mercados y sacar de la precariedad 
vastas zonas rurales el abogado, periodista y empresario Lilienthal propuso vender energía barata a los 
territorios rurales pobres. Fue acusado de socialista en el Congreso de la República colombiano. 
415. Kalmanovitz, Salomón, y López Enrique, Enrique (2003), “La agricultura en Colombia entre 1950 
y 2000” [en línea]. La agricultura en el siglo XX. Banco de la República. 45. 
<http://www.banrep.gov.co/docum/ftp/borra255.pdf> [Consulta: 20 septiembre 2013]. 
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década del setenta que terminaron por construir un espacio económico interior 
protegido de la libre competencia internacional. Se destacaron las licencias previas a 
las importaciones, cuotas establecidas a ciertos productos y la prohibición de 
importaciones de otros tantos. La política monetaria también contribuyó a la 
construcción de la barrera externa. Se creó un filtro al acceso a las divisas para 
financiar las importaciones, el monopolio sobre el control de cambios y la distribución 
selectiva de recursos por sectores y actividades económicas orientadas hacia el 
comercio exterior. De tal suerte, el capital extranjero no gozó de plena libertad para la 
inversión extranjera directa en cuanto a sectores de inversión, cuantías de productos 
ingresados al país, así como tampoco sobre la expatriación de utilidades.  
 
Mención especial merecen las “políticas de fomento” mediante las cuales el Banco 
de la República complementó, desde 1950, la barrera monetaria externa con la 
adjudicación de créditos a tasas preferenciales a favor de escogidos sectores 
industriales y agropecuarios (Misas, 2003)416. No sobra señalar que el inicio de dicha 
estrategia provino de una Misión de la Reserva Federal de los Estados Unidos de 
América bajo la dirección de David Grove en 1949417. El crédito bancario 
especializado y diferencial hará carrera mediante la creación de muchos Bancos y 
Fondos de Fomento, entre los cuales se destacaron: El Banco Popular (1950), el 
Banco Cafetero (1954), el Banco Ganadero (1956), el Fondo para Inversiones 
Privadas (1963), el Fondo Financiero Agrario (1966), el Fondo Financiero 
                                        
416. Citado por Arango, Gabriel Misas (2002), La ruptura de los 90, del gradualismo al colapso, 
(Bogotá: Universidad Nacional de Colombia) 315. P. 90.  
417. “Misión Grove”. También conocida como “Misión de la Junta de Gobernadores del Sistema de la 
Reserva Federal de los Estados Unidos”,  presidida por David L. Grove quien fue contratado para 
realizar un diagnóstico del sistema bancario colombiano. En su “Memorandum sobre Reorganización 
del Banco de la República”, recomendó, entre otras cosas, incentivar el desarrollo económico dotando 
al Banco de la República de instrumentos para regular la oferta monetaria y la canalización del crédito. 
Meisel, Adolfo “El Banco de la República, antecedentes, evolución y estructura” [en línea]. Banco de 
la República, Biblioteca Virtual. (1990). 
<http://www.banrepcultural.org/blaavirtual/economia/banrep1/indice.htm> [Consulta: 28 octubre  
2103]. 
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Agropecuario (1966),el Fondo de Promoción de Exportaciones (1967), el Fondo 
Financiero Industrial (1968), la Corporación Financiera Popular (1968), Fondo de 
Ahorro y Vivienda (1972) y el Fondo de Desarrollo Eléctrico (1976) y el Fondo de 
Capitalizaciones Empresariales (1983). 
 
Desde la década del cincuenta las divisas generadas mediante las exportaciones de 
café aportaron los recursos para financiar la protección y las importaciones selectivas 
y preferenciales hacia sectores de la industria y el agro nacional. Primero la prioridad 
fue la sustitución de los bienes de consumo (años cuarenta), luego se pudo financiar 
la producción de bienes duraderos e intermedios (años sesenta) y en el momento 
cumbre del modelo se protegió una industria de bienes intermedios y de capital (años 
setenta). El modelo fue un éxito respecto de su objetivo fundamental en la medida en 
que el Estado, entre la década del cuarenta y la del setenta, creó una cantidad 
importante de industrias en múltiples sectores y generó condiciones para jalonar la 
creación de empresas privadas. De tal manera, las manufacturas fueron la 
locomotora del régimen de acumulación hasta mediados de los setenta.  
 
El apoyo mayoritario a las políticas proteccionistas y de fomento no resolvía, sin 
embargo, todos los dilemas y contradicciones al interior de las elites a la salida de la 
segunda guerra mundial. Todo lo contrario. Colombia fue abrazada por un conflicto 
armado interior bautizado como La Violencia que se extendió desde 1948 a 1953. 
Más de dos millones de desplazados, 200.000 muertos y espeluznantes actos de 
sevicia contra el enemigo partidista fue el alto precio a pagar por la confrontación 
entre los seguidores de los partidos Liberal y Conservador (Guzmán, Fals, Umaña, 
1962)418. Dichas agrupaciones fundadas desde 1848 y 1849 respectivamente habían 
construido la mediación entre la población y el Estado a través del dominio de 
                                        
418. La Facultad de Sociología de la Universidad Nacional de Colombia publicó en 1962 el más 
completo recuento de las organizaciones, líderes principales y métodos degradantes de combate a los 
enemigos que se popularizaron durante el periodo de La Violencia. Ver Germán Guzmán, Orlando Fals 
Borda, Eduardo Umaña Luna (1962), La Violencia en Colombia. Estudio de un proceso social, (Tomo 
I  Bogotá: Universidad Nacional de Colombia / Tercer Mundo Editores) 430. 
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familias y redes de compadres sobre territorios y sectores de la administración 
pública (Uribe, 2010)419. De tal suerte, la confrontación partidista era también aquella 
en la que para mucha gente se jugaba el acceso al Estado, los servicios, los ingresos 
y los derechos. El dominio bipartidista generó un caldo de cultivo que alimentó 
identidades de grupo y culturales que nutrieron al sectarismo y la violencia. La guerra 
fue también expresión de un dilema al interior de las elites entre dos alternativas de 
desarrollo en pugna, que si bien atravesaban ambos partidos tuvo en sus altas 
esferas identidades más proclives a una u otra opción de desarrollo. 
 
Por una parte estaría el país tradicional, aquel asentado con base en una población 
mayoritariamente rural, el poder de las haciendas, el latifundio, la ganadería y la 
producción agropecuaria. Por otra parte, levantaba cabeza una elite urbana que 
aspiraba apoyar una modernización con base en las manufacturas, el desarrollo de 
las profesiones y las relaciones laborales propias de un capitalismo de asalariados. 
Además en el campo una población campesina no cejaba en su afán de vivir en 
tierras fértiles, cercanas a centros de consumo y con capacidad de producción y 
comercialización. La necesidad de “modernizar” al país, superar la sociedad rural y 
los poderes patrimonialistas que ella encuba se había anunciado ya de manera 
vigorosa en el gobierno del reformador liberal Alfonso López Pumarejo (1934 – 
1938). El reformismo adoptó el lema de “La revolución en Marcha”, ímpetu 
inmediatamente moderado en el periodo consecutivo por el también liberal Eduardo 
Santos (1938 – 1942) bajo el lema de “La Gran Pausa”420. Lo nuevo era la premura 
por definiciones más radicales ante el crecimiento de las demandas sociales 
canalizadas masivamente a través de una ala del partido liberal bajo el liderazgo del 
                                        
419. Uribe, María Teresa (2001), Nación, ciudadano y soberano, ed. Carvajal, Luz Elly, (Medellín: 
Corporación Región) 293. 
420. El paquete reformista del presidente López fue enorme, introdujo el concepto de la intervención del 
Estado en la economía, los derechos de propiedad y la política social, proclamó derechos de los 
trabajadores a la organización y la huelga, incrementó impuestos a las clases altas para financiar las 
políticas sociales y fracasó en el primer impulso a una reforma agraria que modernizara las relaciones 
de trabajo y democratizara la propiedad. Del gobierno Santos se destaca el reconocimiento obligatorio 
del pago del descanso laboral los días feriados, así como la creación del Instituto de Crédito Territorial 
para financiar la construcción de vivienda en las áreas rurales.  
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abogado de rasgos indígenas, Jorge Eliécer Gaitán. “El país real contra el país 
formal”, el ataque “contra la oligarquía” y “por la restauración moral” fueron los 
eslóganes principales del líder. Gaitán canalizó las ansias de romper los estrechos 
márgenes del control del sistema político, del acceso a los altos cargos de la 
administración pública e incluso de la vigencia de los derechos políticos y sociales421. 
El país formal aparecía en extremo cerrado, aunque atravesado por pugnases 
conflictos internos entre familias y corrientes partidistas (Tirado, 1978)422. El 
asesinato del líder popular el 9 de abril de 1948 dio formalmente la largada a la 
confrontación fraticida que ya se anunciaba con actos de violencia interpartidista 
desde años atrás (Pecault, 1987)423. 
 
La guerra no resolvió los dilemas fundamentales entre las alternativas en pugna, 
pero si generó transformaciones que marcaron el sistema económico y político 
durante décadas. No habiendo sido derrotada ni la fracción más afín a los poderes 
terratenientes ni a los pro industriales se consolidó una alianza entre ellos. El pacto 
trasladó las tensiones intra elites del terreno de la guerra al de la política. Siguiendo 
la tradición colombiana, el conflicto acrecentó la concentración de la tierra y asentó 
aún más el poder de los terratenientes, a la vez que obligó a una extensión de la 
frontera agraria mediante la olas de colonización y migraciones, unas fuertes otras a 
cuenta gota (Fajardo, 1989)424. Un consenso marcó el terreno de la confrontación 
                                        
421 . Jorge Eliécer Gaitán fue proclamado “jefe único del partido liberal”, posición que lo situaba como 
candidato a la presidencia de la república. Fue asesinado el 19 de abril de 1948 desatando una furia 
popular conocida como “el Bogotazo”, evento a partir del cual se recrudeció la confrontación armada 
entre partidarios del partido liberal y el gobierno en manos del partido conservador.  
422 . Mejía, Álvaro Tirado (1980), ’Colombia: siglo y medio de bipartidismo’, Colombia hoy (Bogotá: 
Siglo XXI Editores), 102 - 185.  
423. Daniel Pécaut, Orden Y Violencia. Colombia 1930 - 1954, vol. Vol. 1 y 2 (Bogotá: Siglo XXI 
editores / Cerec, 1987).  
424. Dos datos nos permiten aproximarnos a la magnitud de la colonización ocurrida entre los años 
cincuenta y los ochenta. La extensión de la superficie incorporada por las colonizaciones que “el Incora 
calcula en 3.4 millones de hectáreas entre 1960 y 1980” y el drástico cambio poblacional ocurrido en 
las principales áreas de colonización: Hacia el Oriente los Llanos Orientales, hacia el Sur Oriente la 
Amazonía y el Caquetá, al Sur Occidente, al Norte el Urabá y también en la región Andina. El país se 
extendió de sus fronteras interiores hacia todos los costados. Fajardo, Darío. “La colonización de La 
Macarena en la historia de la frontera agraria”. La Colonización de la Reserva de La Macarena: Yo le 
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estratégica a seguir, la necesidad de ampliar el mercado nacional y, por lo tanto, la 
producción nacional y el consumo interno, acuerdo necesario que le dio alas a la 
alternativa pro industrial. La alianza entre las elites del campo y la ciudad estuvo 
encarnada por la fusión de los capitales y familias de diversos sectores económicos 
del agro, el comercio, las manufacturas y la banca. Los mecanismos de protección 
externa y de fomento interno, en un entorno caracterizado por la escasa capacidad 
de consumo de la población, facilitó la conformación de oligopolios que se 
enriquecieron mediante el control de precios y la poca competencia interna y externa 
(Misas, 2002, pp. 71 - 76)425. El cerrojo de clase contribuyó además a ahuyentar 
dinámicas de movilidad social y mantuvo las alternativas políticas concentradas en 
las grandes familias políticas.  
 
Para aclimatar la reconciliación entre los partidos históricos que se habían enfrentado 
durante La Violencia se apoyó un golpe de Estado en cabeza del general Rojas 
Pinilla, el cual gobernó entre 1954 y 1957 por encima de los contradictores y para 
mediar entre ellos. El general fue expulsado por “un golpe de opinión”, eufemismo 
utilizado para llamar a otro golpe de estado civil pactado entre las elites de los 
partidos, la economía y la sociedad. Mediante pretensiones populistas y caudillistas 
el dictador empezó a confrontar los consensos al interior de las elites y el manejo 
directo del poder estatal por estas. “Frente Nacional” se le llamó al acuerdo de 
reconciliación entre el partido liberal y conservador que estimuló poderosamente el 
crecimiento del Estado y la intervención en la economía y la sociedad426. En primer 
                                                                                                                        
digo una de las cosas [en línea].  Bogotá. Fondo FEN, Corporación Araracuara. (1989). 
<http://www.banrepcultural.org/blaavirtual/geografia/mac/mac3.htm>.  
[Consulta: 30 septiembre 2013].  
425. Arango, Gabriel Misas (2002), La ruptura de los 90, del gradualismo al colapso, (Bogotá: 
Universidad Nacional de Colombia) 315. 
426. En las ciudades españolas de Benidorm y Sitges los líderes del partido liberal (Alberto Lleras 
Camargo) y conservador (Laureano Gómez) pactaron el “Frente Nacional”, acuerdo refrendado 
mediante plebiscito en 1957 que estableció una alternancia partidista en la presidencia de la república 
por 16 años, desde 1958 a 1974. En cada periodo de gobierno se compartió paritariamente la 
composición del ejecutivo y las demás ramas del poder público. El acuerdo fue reconducido más allá 
de 1974 mediante el principio de la repartición “adecuada y equitativa” de los cargos públicos de 
acuerdo al resultado electoral respectivo entre los dos partidos mayoritarios. La elección popular de 
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lugar, la repartición de cargos para las fracciones partidistas a todo nivel que ya no 
se diputaban el mando sobre la administración, sino compartirlo paritariamente. En 
segundo lugar, el despliegue de las ideas desarrollistas según las cuales el Estado 
era el motor para el desarrollo de los mercados y de las clases modernas, tanto los 
empresarios como los trabajadores. En desarrollo de estas ideas el primer presidente 
del Frente Nacional, el liberal Alberto Lleras Camargo (1958 – 1962), formuló el 
primer plan de desarrollo llamado “Plan general de desarrollo económico y social” y 
creó el Consejo Nacional de Política Económica y Planeación en 1958. 
 
Sin embargo, el cerrojo de clase para la acumulación, la paridad en la repartición del 
poder político y el consenso en cuanto al crecimiento e intervención del Estado, no 
fueron suficientes para adormecer las alternativas en cuanto a la estrategia de 
ampliación e integración del mercado interno. El liberal Carlos Lleras Restrepo, -que 
fuera dos veces ministro de Hacienda en respectivos gobiernos del partido liberal en 
la década del cuarenta, exilado durante La Violencia en los años cincuenta y luego 
Presidente de la República para el periodo entre 1966 y 1970-, encarnó una de las 
sendas posibles a construir. Lleras Restrepo fue un confeso seguidor de las ideas de 
la Comisión Económica para América Latina y el Caribe –CEPAL- creada en 1948. 
En 1955 la CEPAL había entregado al país unas recomendaciones para su 
desarrollo basado en una creciente intervención estatal y el anhelo de implementar 
un modelo de industrialización por sustitución de importaciones. El objetivo central 
del gobierno “de la transformación nacional” fue ensanchar el mercado interno para 
lo cual necesitaba estimular la producción y el consumo nacional, mediante una 
estrategia hacia fuera y otra hacia adentro. Por un parte, la estrechez de la demanda 
interna, es decir, de la capacidad de consumo nacional, aconsejaba desde entonces 
complementar la estrategia de defensa de la industria interna con la promoción de 
                                                                                                                        
alcaldes, promulgada en 1986 para realizarse desde 1988, abrió el cerrojo del control bipartidista de los 
gobiernos locales, cuyos mandatarios desde entonces fueron electos mediante la competencia electoral 
multipartidista.  
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exportaciones (Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, 1967)427. Por otra parte, 
el miedo a las fuentes campesinas de la revolución cubana de 1958 y la Alianza para 
el Progreso428 le dieron fuerza a la fracción liberal que propuso llevar a cabo una 
reforma agraria. Estrategia política y también económica de la cual se esperaba el 
incremento a la producción agrícola, el abaratamiento de los insumos para el 
consumo urbano e industrial, el control de los precios de los bienes esenciales para 
las familias y las empresas, además de uno del empleo (L 135 de 1961)429. La 
retención de la población en el campo y en las ciudades intermedias era la expresión 
espacial de la estrategia de desarrollo inducida desde el Estado. La reforma agraria 
se complementó con una política de fortalecimiento institucional de las ciudades 
intermedias y una descentralización de la mediana industria.  
 
Organizar a los beneficiarios de la reforma agraria era el componente social que 
facilitaría la interlocución con el Estado, crearía una fuerza capaz de aminorar las 
resistencias del poder político de los terratenientes y serviría de reserva electoral 
para un partido liberal modernizante. En el campo como en las ciudades, las Juntas 
                                        
427. Mientras el Fondo Monetario Internacional presionó al gobierno a una cruenta devaluación, Lleras 
se opuso y creó un mecanismo de devaluación “cuenta a gota” para estimular la competividad nacional 
en el mercado externo sin las graves consecuencias de desvalorización de los capitales internos 
derivadas de las abruptas devaluaciones. Decreto 444 de 1967. (marzo 22). Sobre régimen de cambios 
internacionales y de comercio exterior. Diario Oficial. Decreto 444 de 1967 [en línea]:   Ministerio de 
Comercio, Industria y Turismo. Bogotá: Diario Oficial Año CII. N. 32189 abril 6, 1967.1. 
<www.mincit.gov.co/descargar.php?idFile=1150> [Consulta: 29 septiembre 2013]. DIARIO 
OFICIAL. AÑO CII. N. 32189. 6, ABRIL, 1967. PAG.1. Ministerio de Comercio, Industria y Turismo. 
www.mincit.gov.co/descargar.php?idFile=1150, consultado 29 de septiembre de 2013. 
428. La Alianza para el Progreso fue convocada por el presidente norteamericano John F. Kennedy en 
1961 con el fin de impulsar reformas en América Latina que mejoraran las condiciones de vida de la 
población y evitar la extensión de la revolución en el continente. La reforma agraria democrática, es 
decir, sin expropiación por las vías de hecho, hacía parte del programa reformista de la Alianza.  
429 . El antecedente inmediato de la reforma de Carlos Lleras lo impulsó su primo presidente por el 
partido liberal en el periodo 1958 – 1962, Alberto Lleras Camargo, mediante la ley 135 de 1961 “sobre 
reforma social agraria”, que a su vez creó el Instituto Colombiano de Reforma Agraria. Ver la ley en: 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. Ley 135 de 1961. [en línea]:   Wikipedia.org. 
<http://www.notinet.com.co/serverfiles/servicios/archivos/n1961/ley135-61.htm>. [Consulta: 29 
septiembre 2013].La ley de reforma agraria de Carlos Lleras Restrepo se encuentra en: Diario Oficial.  
Ley 1 de 1968 [en línea]:   Cámara de Representantes. Diario Oficial No 32.428 febrero 12, 1968 
<ftp://ftp.camara.gov.co/camara/basedoc/ley/1968/ley_0001_1968.html> [Consulta: 29 septiembre 
2013].  
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de Acción Comunal, institucionalizadas  por la ley 19 de 1958430, habían iniciado la 
estrategia de integración de la población al Estado y de subordinación a los partidos 
políticos, en tanto correas de transmisión de las demandas populares. El modelo de 
acumulación era entonces más que una mera estrategia de acumulación y 
crecimiento, también era el terreno de confrontación intra social dentro de las elites y 
la vía de renovación del sistema político, el cual pretendía abrirse al pueblo 
integrándolo por la vía sindical y comunal.  
 
No podía haber transformación nacional de la economía, la sociedad y la política sin 
reformas importantes al Estado que marcarán la agenda pública hasta la arremetida 
neoliberal de inicios de la década del cuarenta. En desarrollo de la ideología 
keynesiana, liderada en América Latina por la Cepal, Lleras Restrepo defendió la 
intervención del Estado sobre todas las variables económicas. En concordancia 
impulsó la creación de decenas de instituciones en múltiples dominios. Expropió al 
Congreso de la República funciones de política económica para trasladarlas hacia 
órganos técnicos que le imprimieran coherencia y organicidad al presupuesto, la 
planeación y el gasto público. Además, inauguró el proceso de descentralización 
fiscal y administrativa mediante dos innovaciones. La creación del Situado Fiscal 
para financiar la salud y la educación en los departamentos y la participación de 
departamentos, municipios y el distrito capital de Bogotá en el impuesto al valor 
agregado (Iregui, Ramos y Saavedra 2001)431. Si el Estado quería ampliar e integrar 
el mercado interno era necesario fortalecer las instituciones territoriales en recursos y 
competencias, en particular a los departamentos, bajo una clara, técnica y central 
dirección por el gobierno nacional. Las dos puntas de lanza administrativas del 
fortalecimiento del nivel intermedio fueron la salud y la educación a través de los 
                                        
430. Alcaldía de Bogotá. Ley 19 de 1958, artículo 23. [en línea]:   Alcaldía de Bogotá. 
<http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=8271>.  [Consulta: 29 septiembre 
2013].  
431. En un principio fue previsto que la destinación de los recursos fuera de libre asignación, pero 
rápidamente se convirtieron en giros de destinación específica conducidos bajo las normas y las 
autoridades del gobierno central Ana María Iregui, Jorge Ramos, Luz Amparo Saavedra (2001), 
’Análisis de la descentralización fiscal en Colombia’, Borradores de Economía, No. 175 35.  
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Servicios Seccionales de Salud –SSS- y de los Fondos Educativos Regionales -FER-
. Ambas instituciones fueron sometidas a las direcciones nacionales del ramo. Por 
otra parte, se reconocieron empresas industriales, de servicios y comerciales bajo 
propiedad o participación de los departamentos. De tal forma se incrementaron los 
recursos en las manos de las entidades territoriales y también el dominio sobre 
activos útiles para desplegar políticas de desarrollo territorial. En este sentido la 
descentralización, dentro de la estrategia de desarrollo dirigida por el Estado, fue 
impulsada en tanto complemento institucional de la extensión territorial del desarrollo 
económico.  
 
Sin embargo, los recursos, empresas, competencias y fondos cedidos hacia abajo 
mantuvieron una alta dependencia de la presidencia de la república, la cabeza de los 
ministerios y dependencias administrativas nacionales. En dicho sistema la 
intermediación de senadores y representantes del nivel nacional era requisito para 
tramitar las demandas locales ante el presupuesto y las autoridades nacionales. Se 
fortaleció entonces una “descentralización departamental” como estrategia de 
racionalización y expansión de la presencia estatal en todo el territorio. Lleras 
Restrepo anunció, a través del Acto Legislativo No 1 de 1968432, un instrumento 
cumbre del Estado intervencionista, cual era la regionalización del país como 
requisito para ajustar el conjunto de políticas económicas y la inversión pública a las 
especificidades de cada región. Mapa este que no tenía que coincidir con el político 
electoral, el militar u otros. La reforma de 1968 creó además la figura de la 
Asociación de Municipios, las Áreas Metropolitanas y las Juntas Administradoras 
Locales para grandes municipios, con lo cual se hacía gala de avanzar hacia una 
flexibilidad de las cartografías administrativas territoriales. 
 
                                        
432. Diario Oficial. Acto Legislativo 1 de 1968 [en línea]:   Cámara de Representantes.   Diario Oficial 
No. 32.673 diciembre  17, 1968. 
<ftp://ftp.camara.gov.co/camara/basedoc%2015-07-11/cp/ACTO_LEGISLATIVO_01_1968.HTML>  
[Consulta: 29 septiembre 2013]. 
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La otra corriente empezó encarnada por el conservador Misael Pastrana Borrero, que 
fuera cuatro veces ministro, de Fomento, Obras Públicas, Hacienda y Gobierno, 
antes de asumir la presidencia de la República para el periodo comprendido entre 
1970 y 1974 como candidato único del Frente Nacional. Pastrana encontró 
inspiración en la “Operación Colombia”, Misión del Banco Mundial de 1961 dirigida 
por el profesor y asesor del gobierno norteamericano, Lauchlin Currie (NULLVALUE, 
1993)433. El modelo de acumulación que emanaba de la visión de la tecnocracia que 
lideraba el norteamericano tenía un importante punto en común con su contradictor, 
el crecimiento del mercado interno. Desde este bando la opción era estimular la 
migración del campo a la ciudad y otorgarle a la construcción la función de jalonar la 
economía y el empleo. De esta manera, se estimularía la diversificación productiva 
debido a los múltiples encadenamientos que genera la construcción de inmuebles 
sobre múltiples actividades económicas, bancarias y profesionales. A la vez, la 
construcción se caracteriza por ser una actividad que emplea masivamente fuerza de 
trabajo popular. Pastrana frenó lo que Lleras estimuló, la reforma agraria fue 
enterrada en el llamado “Pacto del Chicoral” del año 1971 (Albán, 2011)434. Entonces 
se refrendó el acuerdo con los grandes propietarios de tierra, a los que ya no se les 
                                        
433. Currie, Lauchlin (1902-1993) Economista canadiense, asesor del presidente estadounidense 
Franklin Delano Roosevelt entre 1939 y 1945. En Colombia creó el sistema UPAC (Unidad de Poder 
Adquisitivo Constante), formuló el primer plan de desarrollo en Colombia denominado “Las Cuatro 
Estrategias”, adoptado por el presidente Misael Pastrana Borrero, de quien fue su asesor en política 
económica, entre 1970 y 1974.  Currie creía que uno de los instrumentos para lograr el pleno empleo y 
salir de la Gran Depresión era el gasto público dirigido a la construcción.  El Tiempo titulaba así la 
muerte del economista: Murió Padre Del UPAC [en línea]: NULLVALUE. eltiempo.com. Bogotá: 24 
de diciembre de 1993. Sección Otros. <http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-279545> 
[Consulta: 29 septiembre 2013. 
434. Con este nombre se reconoce el acuerdo firmado el 09 de enero de 1972 en Chicoral, Tolima entre 
ganaderos, arroceros y bananeros latifundistas, tanto liberales como conservadores, con el que, según 
Alfredo Molano, “se clausuró el último de los grandes intentos por hacer una reforma agraria que 
favoreciera a los más pobres”. A cambio del pago de impuestos sobre la tierra, el gobierno de Pastrana 
garantizó a los latifundistas poner freno a la redistribución de la tierra. A partir de allí las acciones 
campesinas lideradas por la ANUC, principal organización campesina de la época, serían percibidas 
como comunismo agrario. Reforma y Contrareforma Agrariaen Colombia. Albán, Álvaro. Reforma y 
Contrareforma Agraria.  [en línea]. Revista de Economía Institucional Vol. 13, N.º24 -. Bogotá: 
Universidad Externado de Colombia- Facultad de Economía (primer semestre/2011). 327-356. P 348. 
<http://www.economiainstitucional.com/pdf/No24/aalban24.pdf>, [Consulta: 29 de septiembre 2013]. 
ISSN 0124-5996. 
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amenazó más con expropiaciones y gravosos impuestos. Por el contrario, se 
generalizó la práctica de las “exenciones tributarias”, se masificaron aranceles que 
protegían de manera diferencial a los sectores agropecuarios según la capacidad de 
presión de los gremios respectivos ante el gobierno, las autoridades monetarias y de 
comercio exterior. Las barreras a la importaciones de alimentos se complementaron 
con “los precios sustentados” de las cosechas, en particular para el fuerte sector 
gremial cafetero.  
 
En la década del setenta los presidentes sucesivos, el liberal López Michel (1974 – 
1978) y el también liberal Julio Cesar Turbay Ayala (1978 – 1982), construyeron con 
base en la alternativa que venció a principios de los setenta. Empero, López, en vez 
de situar el motor del crecimiento en la construcción como Pastrana, lo situará en la 
agricultura altamente tecnificada y subsidiada. La estrategia de acumulación se 
basaba ahora en cuantiosos apoyos a la agroindustria para la exportación según el 
concepto de las ventajas competitivas. El excedente de divisas financiarían las 
importaciones para el consumo suntuario y el desarrollo de las manufacturas. Una 
vez más se refrendó entonces la alianza entre los poderes tradicionales del campo, 
en vías de una lenta y parcial conversión en grandes empresarios rurales, con la 
burguesía industrial, comercial y bancaria.  
 
Tal vertiente del modelo de acumulación estimuló la tendencia que ya había 
producido la guerra y el desarrollo de los mercados, es decir, una concentración de la 
propiedad en el campo rodeada de minifundios y unas migraciones de la población 
rural. Unos colonizaron nuevos territorios, otros se atiborraron en pueblos y 
particularmente en las más importantes ciudades del país. Sin embargo, la ciudad no 
logró absorber el continuo flujo de migrantes en actividades formales en la industria. 
Tampoco el crecimiento del Estado, del gasto y del empleo público dieron abasto 
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(Rivera, 2003, pp. 24, 25)435. Se generó así en las ciudades un triple fenómeno de 
importantes repercusiones sociales y políticas. Por una parte, un nutrido sector 
informal de la economía, con escasa capacidad de consumo de bienes 
manufactureros. Por la otra, un desempleo crónico y, en tercer lugar, una clase 
operaria del sector público y privado formal con capacidad restringida de negociación 
por el riesgo permanente de caer en la precariedad de las actividades informales y el 
desempleo. Los contratos laborales estables, las convenciones colectivas y la 
organización sindical de los trabajadores se abrieron paso en un universo laboral 
empobrecido, desorganizado y preso de las prácticas clientelistas y la dependencia 
de programas de asistencia pública y privada. De esta manera se explica que el 
desarrollo del sindicalismo fue menor que el de las relaciones asalariadas y los 
contratos formales436. Su geografía fue aquella de la extensión de las grandes 
empresas privadas y estatales, concentradas estas en las grandes ciudades, los 
puertos y los enclaves agroindustriales y mineros.  
 
El MISI en Colombia concentró la inversión estatal en los principales centros urbanos 
en los que se realizaría el proceso de industrialización. Hacia el triángulo de oro, 
Bogotá, Medellín y Cali se volcaron las principales inversiones públicas que jalonaron 
a su vez los negocios privados, la concentración del crédito estatal y privado, 
nacional y externo. El resto del grueso de la inversión fue dirigida a conectar las 
grandes urbes con los puertos, la producción agroindustrial y los centros mineros. 
                                        
435.  “Durante el siglo XX, Colombia pasó de ser rural a predominantemente urbana. En el censo de 
1938 la población urbana era menos de la mitad de la población del país y en 1993 casi el 30% reside 
en la zona rural. En la década de 1960 se produce la transición de mayoría rural a mayoría urbana 
[…]. Bogotá, Medellín, Cali y Barranquilla destacan como las mayores ciudades […] mientras en 
1951 concentraban 16% de la población total del país, en el censo de 1993 reportaron el 31%”. Rocío 
Rivera, “El Estudio Sobre La Distribución Espacial De La Pobación En Colombia,” Serie Población y 
Desarrollo No. 48 (2003).  
436. La tasa de sindicalización siempre ha sido escasa, en los antecedentes del MISI en 1947 era del 
(4,7%), subió hasta el 13,4% (1965) y empezó a declinar de tal manera que bajó en 1974 (12,5%) y en 
1990 ya era solo del 6,6%. Boletín Los Sindicatos en Colombia (Una Aproximación Microeconómica) 
Bogotá. Boletín del Observatorio del Mercado de Trabajo y la Seguridad Social No.7. UNIVERSIDAD 
EXTERNADO DE COLOMBIA. Bogotá, septiembre 2004. pp. 24 y 25.  
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Todos los caminos departamentales de Colombia condujeron entonces hacia la 
capital de la República en Bogotá. El centralismo tentacular logró importantes 
avances en la integración del mercado nacional, de la mano del desarrollo de la 
infraestructura vial y férrea hasta mediados de la década del setenta (Bonet y Meisel, 
1999, p.25)437. También se le imputa no haber menguado con suficiencia el lastre de 
la desconexión de los mercados al interior de los departamentos y entre las regiones. 
El modelo de acumulación mantuvo entonces una cierta atomización de mercados y 
poblados. Dentro de ellos reinaron sus elites políticas y económicas enlazadas con 
los poderes departamentales y nacionales a través de los partidos políticos. De 
manera más general, el modelo de acumulación configuró una geografía del poder y 
del abandono. Concentró el poder político y económico en las grandes urbes, 
necesitó de los micro poderes locales para garantizar el orden político, hizo del 
Estado el aparato fundamental de conexión intra y supra territorial y alimentó una 
geografía del conflicto: en los bastiones de la modernidad la lucha sindical, en las 
urbes movimientos barriales por servicios, en los territorios marginados del 
centralismo movimientos cívicos e insurgencias armadas. 
 
 
Tabla 1. Estadísticas Triángulo de Oro en 1986 (ciudades) 
 Bogotá Medellín Cali Nacional 
PIB (% del total nacional) 20,62% 11,26% 6,60% 100,00% 
PIB per cápita (precios 1975)  28.877      44.468       28.522       19.545    
Crédito (% del total nacional) 53,73% 13,05% 4,78% 100,00% 
NBI 23,5% 24,7% 25,9% 43,2% 
Fuentes: DANE, DNP, http://descentralizacioncolombia.com  
                                        
437. Los investigadores del Banco de la República, Jaime Bonet y Adolfo Meisel adjudican al desarrollo 
de la infraestructura vial y férrea la causa principal de la integración del mercado nacional en el siglo 
XX, así como factor definitivo en las tendencias hacia la convergencia en las tasas de crecimiento del 
PIB per cápita durante el modelo de Sustitución de Importaciones hasta 1976. Jaime Bonet Morón, 
Adolfo Meisel Roca (1999), ’La convergencia regional en Colombia: una visión de largo plazo, 1926 - 
1995’, Centro de Estudios Regionales, No. 8 50. 
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El PIB de los municipios es una aproximación construida con base en la recaudación del impuesto predial y de 
industria y comercio de cada municipio en relación al total de los municipios del departamento respectivo, 
metodología propuesta por Fabio Sánchez y Jairo Núñez (2006).438  Como indicador del crédito se utiliza el total 
de desembolsos de crédito interno y externo en la ejecución presupuestal municipal; el total nacional corresponde 
a la suma de dicho rubro en todos los municipios. 
Tabla elaborada con la colaboración de David Cano estudiante de Maestría en Ciencias Económicas, Universidad 
Nacional de Colombia 
Tabla 2. Estadísticas Triángulo de Oro en 1986 (departamentos) 
 Bogotá Antioquia Valle Nacional 
PIB (% del total nacional) 20,62% 15,48% 11,98% 100,00% 
PIB per cápita (precio 1975) 28.618    22.317    22.562    18.896    
Crédito(% del total nacional) 53,73% 17,48% 9,04% 100,00% 
NBI 18,37% 31,94% 27,57% 46,30% 
Cobertura acueducto 95,88% 73,16% 83,30% 61,42% 
Cobertura alcantarillado 95,60% 68,65% 74,81% 46,51% 
Cobertura energía eléctrica 95,88% 73,16% 83,30% 61,42% 
Fuentes: {Moncayo, Edgar (2007), "Hacia la Cobertura Universal. Expansión y Convergencia de Servicios 
Públicos en Colombia 1938 - 2005, Bogotá,  EDISOMAS. Ediciones Especiales Ltda.  P: 57, 68, 78.  
Como indicador del crédito se utiliza el total de desembolsos de crédito interno y externo en la ejecución 
presupuestal de los municipios del departamento; el total nacional corresponde a la suma de dicho rubro en todos 
los municipios. Tabla elaborada con la colaboración de David Cano  estudiante de Maestría en Ciencias 
Económicas, Universidad Nacional de Colombia. 
4.1.2  De la transición de los setenta al fin del modelo de acumulación 
 
Desde varias perspectivas la década del setenta marca un punto de inflexión en el 
modelo de acumulación. Las transiciones son momentos en los que se generan des-
amarres de los entramados pasados, aunque muchas tendencias que venían de 
antes no solo continúan sino incluso pueden desplegarse con mayores ímpetus. 
Nuevos acontecimientos transforman equilibrios que se creían sólidos, otras pautas y 
                                        
438. Jairo Núñez Fabio Sánchez, “La Geografía Del Desarrollo Económico En Colombia: Una 
Aproximación Municipal,” Desarrollo y Sociedad No. 46 (2006): 43 - 108.  
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regularidades ya existentes se inscriben en distintos ordenes y dinámicas. De tal 
suerte, emergen desconocidos conglomerados de relaciones en el que cada 
componente, viejo y nuevo, adquiere renovada significancia. Tal fue la década del 
setenta en Colombia en cuanto al sistema político, el modelo de acumulación y los 
equilibrios entre sectores económicos. La fecunda década del setenta fue también 
periodo de transición en las expresiones del  movimiento popular entre las 
vanguardias sindicales a los movimientos cívicos, como veremos en el capítulo 
siguiente.  
 
Misael Pastrana fue el último presidente del Frente Nacional que había otorgado 
estabilidad al pacto intra elite desde 1958 a 1974. La “repartición paritaria” del Estado 
se trocó por la “repartición adecuada y equitativa” entre los dos partidos mayoritarios 
según los porcentajes obtenidos por ellos en los comicios electorales. Una mayor 
competencia electoral y un menor requisito de concertación paritaria de todas las 
políticas abrieron un poco el sistema político. El Modelo de Sustitución de 
Importaciones también se moderó como resultado de la estrategia de exportaciones, 
de atracción del capital extranjero para el desarrollo interno y también para atraer el 
capital faltante a la estrategia exportadora. Fue así como se crearon fisuras en la 
protección del espacio interior. En el periodo de Misael Pastrana bajaron ciertos 
aranceles a las importaciones y se flexibilizó el régimen de licencias previas. Tímidas 
medidas fueron estas respecto de aquellas emprendidas por el liberal López 
Michelsen en el periodo consecutivo, entre 1974 y 1978. López criticó fuertemente el 
proteccionismo interno, culpable según su gobierno del atraso, los altos precios de 
los productos importados y de la industria nacional. La poca renovación tecnológica, 
la baja competividad en el mercado mundial, el lento crecimiento económico y, por lo 
tanto, el escaso empleo y capacidad de consumo, eran también culpa de la barrera 
interna. Había que soltar las amarras del proteccionismo seguir el ejemplo de 
aquellos que en el Oriente del planeta estaban ingresando al primer mundo. 
Convertir a Colombia en el “Japón de Sur América” era la promesa si se convocaba 
la inversión extranjera, se desmontaban subsidios y la tributación favorable a la 
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industria nacional, se producía para las exportaciones a partir de dedicar los 
esfuerzos públicos y privados a los productos en los que se tuvieran ventajas 
comparativas. El nuevo planteamiento supuso cuestionar la prelación por la industria 
a favor de una consideración por el sector agropecuario y los servicios. La estrategia 
de crecimiento hacia fuera y de internacionalización económica sentaban las bases 
para abandonar el Modelo de Industrialización por Sustitución de Importaciones, 
socavar las relaciones de poder entre sectores y actividades económicas, además de 
las articulaciones territoriales precedentes. 
 
En la segunda mitad de los setenta López introdujo una inflexión en la política 
económica que generará una tendencia que terminará por establecer otras 
prioridades a la política económica y al proceso de acumulación. La industria había 
jalonado el crecimiento general de la economía, la acumulación de capital y la 
generación de empleo desde la década del cuarenta hasta mediados de los setenta. 
Entre 1945 y 1950 creció a una tasa promedio del 7,5% anual. En la primera etapa 
del MISI, entre 1950 y hasta 1967, el crecimiento industrial anual fue del 6,4%, 
mientras el PIB general creció un 4,7%. En la segunda etapa del MISI, entre 1967 y 
1974, el PIB industrial creció al 7,0% anual y el PIB general al 6,0% (Garay, 2004, en 
línea)439.  
 
Ahora, al sector industrial se le secaron las tasas preferenciales de créditos a largo 
plazo y se le sometió a una mayor competencia externa por la baja de aranceles. El 
Estado aflojó la inversión en la creación y sostenimiento industrial, a la vez que se 
debilitó la integración colombiana en el pacto andino como estrategia de protección 
regional de la industria y ampliación de mercados para ella. Como resultado de lo 
anterior la industria empezó a perder dinamismo y su lugar central dentro de la 
                                        
439. Garay, Luis Jorge “Composición y estructura económica colombiana” [en línea]. Colombia: 
estructura industrial e internacionalización 1967 – 1996. Banco de la República, Biblioteca Virtual 
(2004). <www.banrepcultural.org/blaavirtual/economia/industrilatina/indice.htm> [Consulta: 20 
septiembre 2013]. 
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acumulación. Por otra parte, el gobierno se preocupó de manera prioritaria por el 
equilibrio macroeconómico de corto plazo en tanto prioridad de política económica 
estatal.  
 
Tabla 3. PIB por Sectores, por Periodos, 1950 – 1988 
Sectores       1955-1959           1970-
1974 
               1988 
Agropecuario 31.3 23.9 21.6 
Minería  3.2 2.3 4.5 
Manofactura 19.4 22.5 20.8 
Comercio 9.0 9.9 9.4 
Servicios 
financieros 
4.0 6.5 7.6 
Subtotal sector 
servicios 
42.7 47.8 49.4 
Fuentes: José Antonio Campo para período 1945-1980. DANE para período 1980-1988.(Pineda, 1996)440 
 
Complemento de la nueva estrategia económica fue el comienzo de la 
transformación de la política social. El gobierno consideró necesario también 
desmontar los privilegios de la “oligarquía de overol”. Es decir, de los trabajadores 
del sector público y privado moderno, con estabilidad del empleo, altos salarios 
relativos respecto de los demás trabajadores, pactos colectivos, sindicalizados y 
                                        
440. Pineda, Saúl. “Apertura Económica y Equidad. Los Retos de Colombia en la década de los años 
noventa” [en línea].  Colombia Hoy. Santafé de Bogotá. Presidencia de la República, Biblioteca 
Familiar Colombiana (1996). <http://www.banrepcultural.org/blaavirtual/historia/colhoy/colo16.htm> 
[Consulta: 30 de septiembre 2013].  
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capacidad de negociación. En contraparte, la política social debería interesarse más 
por los pobres, los trabajadores del campo, la formación básica de la población activa 
y la capacidad de los sectores populares de producir ingresos en y para el mercado. 
De esta manera el Estado fortaleció al Servicio Nacional de Aprendizaje –SENA- 
para la formación técnica de los trabajadores de bajos recursos. Se incrementó la 
importancia del Instituto de Bienestar Familiar –ICBF- que atiende los niños de 
familias pobres. Se estructuró una estrategia de Desarrollo Rural Integrado con el fin 
de apoyar proyectos productivos de los campesinos mediante crédito, asistencia 
técnica, apoyo al mercadeo de productos y obras de infraestructura. Además, se 
implementó el plan Nacional de Alimentación y Nutrición –PAN- con el objetivo de 
aliviar las carencias nutricionales de la población pobre, en particular los niños de las 
zonas rurales. 
  
La nueva política social atacaba la estabilidad, fuerza y conquistas de los 
trabajadores formales a cambio de un interés por satisfacer las necesidades básicas, 
nivelar condiciones de acceso a servicios y capacidades de generar recursos. No fue 
entonces un mero eslogan publicitario haber llamado a su programa de gobierno 
“Plan Cerrar la Brecha. Plan de desarrollo social, económico y regional”. La intención 
fue nivelar por la vía del mercado y la nueva política social las diferencias entre 
campo y ciudad y entre trabajadores formales e informales.  
 
En esta perspectiva no solo seguía interesando la descentralización sino que 
adquiría renovado interés. El fortalecimiento administrativo y fiscal de las entidades 
territoriales era parte del dispositivo institucional necesario para la implementación de 
la nueva política social. Al fortalecimiento de las ciudades intermedias para extender 
los mercados, se le añadió una consideración por la organización interna de las 
grandes ciudades. Continuó también la inquietud sobre la regionalización del país y 
la posibilidad de regular varias cartografías que guiaran la intervención del Estado. 
Sin embargo, el fortalecimiento fiscal y administrativo de los niveles de gobierno fue 
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frenado puesto que hizo parte de la reforma constitucional de 1976 declarada 
inconstitucional por la Corte Suprema de Justicia441. Finalmente y en palabras de 
Fernando Rojas Hurtado: 
 
Es, en la Colombia de los años setenta y especialmente a partir del gobierno 
de López Michelsen, el esfuerzo por constituir organizaciones comunitarias y 
asociaciones gremiales de pequeños productores mercantiles o de 
consumidores, todo lo cual habla de un nuevo corporativismo que se 
superpone por el momento a la representación “clasista” y a la elección de los 
órganos legislativos y administrativos de Estado con base en circunscripciones 
territoriales. (p. 474)442.   
 
Descentralización, lucha contra la pobreza y participación ciudadana, he aquí tres 
dispositivos importantes que se anuncian desde la década del setenta como parte de 
una estrategia de extensión de los mercados, desmonte del Estado interventor y 
debilitamiento de la clase trabajadora asalariada y sindicalizada.  
 
El primer gobierno reconocido por los académicos por tener un sello neoliberal fue 
recibido por la más grande movilización social en la historia del país. El “Paro cívico” 
de 1977 fue convocado por las 4 centrales obreras  (Confederación de Trabajadores 
de Colombia – CTC-, Unión de Trabajadores de Colombia –UTC-, Confederación 
Sindical de Trabajadores de Colombia –CSTC- y la Confederación General del 
                                        
441. Vicios de forma alegó la Corte Suprema de justicia para derogar la reforma constitucional de 
entonces porque únicamente el congreso en pleno tenía tal potestad de hacerlo y no una pequeña 
constituyente pactada entre las cúpulas de los partidos tradicionales. 
442. Rojas, Fernando (1990), ’El Estado colombiano: desde la dictadura de Rojas Pinilla hasta el 
gobierno de Betancur (1948 - 1983)’, in Casanova, Pablo González (ed.), El Estado en América Latina. 
Teoría y práctica (México:. Siglo XXI editores / Universidad de las Naciones Unidas) 
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Trabajo –CGT-) a nombre del pueblo inconforme443. Sin embargo, no fue esta una 
huelga general, sino en mucho tuvo las características de un alzamiento popular 
urbano. La cresta de la capacidad de convocatoria de la organización sindical no se 
elevó sola con base en el liderazgo obrero sobre el pueblo. El paro cívico se levantó 
sobre los hombros de una miríada de organizaciones y líderes urbanos que no se 
caracterizaban por pertenecer a las grandes empresas estatales y del sector privado, 
en las que se concentraba la representación sindical. Los movimientos urbanos y 
ciudadanos eran los hermanos citadinos de los “movimientos cívicos” que en los 
setenta se movilizaban desde pequeños y medianos poblados. Ellos tampoco 
pertenecían al otro movimiento social tradicional, los sindicatos campesinos. 
 
El liberal Julio Cesar Turbay Ayala asumió la presidencia para el periodo 1978 – 
1982 y continuó, en sus grandes rasgos, el desmonte del MISI y los pasos hacia la 
transnacionalización de los espacios interiores. La descentralización siguió 
utilizándose para cualificar estímulos a la ampliación de mercados regionales, incluso 
se formuló un énfasis en la extensión de apoyos a las fronteras y a la integración de 
los mercados regionales al nacional mediante inversiones en infraestructura. El mote 
de la descentralización significaba a la vez fortalecer las instituciones y los fiscos 
locales como complemento institucional de la estrategia económica de ampliación e 
integración de los mercados. La importancia simbólica de esta intención era tal que el 
plan de desarrollo del gobierno se llamó el Plan de Integración Nacional –PIN-. En 
desarrollo de este propósito el Decreto 2273 de 1978 creó el Consejo Nacional para 
la Descentralización Administrativa, integrado por los principales ministros y 
encargado de preparar proyectos de ley y decretos presidenciales con el fin de 
                                        
443. “En el apoyo del paro confluyeron los sectores de izquierda: Partido Comunista, MOIR y Unión 
Revolucionaria Socialista con el sector Ospino-Pastranista del Partido Conservador, una extraña 
confluencia que solo se explica por el nuevo escenario post frente nacional. El paro cívico de 
septiembre de 1977”. [en línea]: Semanario Virtual Caja de Herramientas. Corporación Viva la 
Ciudadanía. Bogotá: Septiembre 2007. <http://www.viva.org.co/cajavirtual/svc0079/articulo07.pdf> 
[Consulta: 30 de septiembre. 2013].  
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fortalecer la institucionalidad territorial444. Resalta también en este gobierno el 
Decreto Ley 3104 de 1979445 sobre Áreas Metropolitanas alrededor de las grandes 
ciudades, en la medida que la extensión de los mercados sobre las áreas de 
influencia regional requerían un acompañamiento institucional a partir del cual 
implementar políticas espaciales metropolitanas.  
 
De tal suerte se puede afirmar una convivencia de modelos de acumulación entre los 
años setenta y ochenta. En este lapso la extensión territorial del mercado es clave, a 
la vez que se profundizan los grados de internacionalización de los espacios 
interiores. En el entre-aguas se alcanza a manifestar una cresta de la tendencia 
anterior de la intervención del Estado en la planificación del desarrollo. Estuvo 
previsto en el Plan Nacional de Desarrollo de 1978, además de una parte general, 
asignar presupuesto y estrategias de desarrollo para cada región. Una Comisión 
Permanente del Plan sería integrada por representantes de todas las entidades 
territoriales del país, con el encargo de vigilar la ejecución del plan, así como la 
evolución y los resultados del gasto público. El ejercicio de la planeación y su 
implementación serían al fin verdaderamente nacionales, en la medida en que 
consideraba a todos sus territorios y la concertación con sus mandatarios en el 
congreso y con líderes regionales. 446 Dicho ejercicio presupuestal y estratégico 
nunca tuvo lugar, así como la Comisión nunca fue convocada. La cresta del 
intervencionismo se deshizo como espuma. Una arrolladora fuerza subterránea 
                                        
444. Biblioteca Jurídica Digital. Decreto 2273 de 1978 [en línea]:  Editextos  J y M LTDA. Servicio al 
Cliente.  
<http://190.147.213.68:8080/HOMEPAGE/ALEGIS_INTER/LEYES_Y_DECRETOS/LEYES_1887_
1989/DECRETO_2273_DE_1978.pdf> [Consulta: 30 septiembre 2013]. 
445. Diario Oficial. Decreto 3104 de 1979 [en línea]:   Cámara de Representantes. Diario Oficial 
35.432, enero  14, 1980. 
<ftp://ftp.camara.gov.co/camara/basedoc/decreto/1979/decreto_3104_1979.html> [Consulta: 30 
septiembre 2013]. 
446. Diario Oficial. Acto legislativo No 1 de 4 de 1979 [en línea]:   Cámara de Representantes. Diario 
Oficial No. 35.416 Diciembre 20, 1979. 
<ftp://ftp.camara.gov.co/...11/cp/ACTO_LEGISLATIVO_01_1979.HTM>  [Consulta: 23 septiembre 
2013].  
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desmontaba el Estado intervencionista. El discurso de la planeación quedaba como 
pura retórica y sus agencias institucionales como meras cáscaras desprovistas de 
substancia. 
 
La nueva política económica no generó consenso dentro de los partidos 
tradicionales, los gremios del capital, las asociaciones profesionales y los medios de 
comunicación. Fue manifiesta la división interna respecto de la necesidad de 
acometer transformaciones dolorosas que aparecían en tanto imperativos de la dura 
pero inapelable racionalidad económica. En los setenta el “neoliberalismo” inspirado 
en la necesidad de un “ajuste estructural” no comenzó a implementarse de manera 
tan radical como en otros países de América Latina por varias circunstancias. En 
primer lugar por falta de necesidad. Colombia no padeció procesos inflacionarios 
desbordados e inerciales, que obligaran bruscas contracciones del gasto estatal, 
privatizaciones en masa y apertura a la entrada masiva de capitales. Tampoco se 
caracterizó por una deuda externa tan voluminosa que la hubiera obligado a entrar 
en una moratoria o en una negociación forzada, a partir de la cual los organismos de 
crédito internacional obligaran adoptar una política económica a favor de acreedores 
sedientos de rentas y de empresas estatales estratégicas y desvalorizadas. En tercer 
lugar, no existía el sector de clase (los banqueros o importadores) con la fuerza 
suficiente para imponer una nueva prelación al proceso de acumulación.  
 
La iniciativa de la nueva política venía desde la cúpula del Estado sobre la economía, 
los gremios y la sociedad. El sistema político de pactos y transacciones operó de tal 
forma que el desmonte de los amarres del pasado fue pausado, la introducción de 
las nuevas orientaciones se combinó con contraprestaciones y, por momentos, se 
expresaron también en la cima del Estado contra tendencias y dudas sobre la nueva 
política económica. En la década del sesenta se había iniciado un traspaso de poder 
del parlamento a la alta tecnocracia, era un requisito para imprimir coherencia al 
Estado interventor y planificador. Ahora la tecnocracia servía para dirigir el desmonte 
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de los instrumentos y las políticas keynesianas e introducir el neoliberalismo. El 
“Presidencialismo”, es decir, la gran concentración del poder en la figura del 
presidente, permitía que la toma del poder ejecutivo otorgara la capacidad relativa de 
situarse por encima de los equilibrios políticos y entre sectores económicos. La 
concentración del poder en el ejecutivo fue el Caballo de Troya a partir del cual se 
introdujeron dentro de las altas esferas del Estado reformas económicas de un ajuste 
estructural altamente recomendado y presionado por los organismos internacionales 
de crédito, en particular por el Fondo Monetario Internacional y el Banco Mundial. 
 
Unos sectores por otros, en los setenta se generó una combinación entre mayor 
entrada de capitales externos, bonanza cafetera (1975) y bonanza del narcotráfico 
(1978 – 1982). De las tres maneras aumentó la cantidad del circulante monetario que 
presionó la inflación hacia arriba. Toda vez el fenómeno más sobresaliente fue el 
crecimiento de medios financieros, los cuales ante las restricciones de la demanda 
interna y el des incentivo al crecimiento industrial se volcó hacia la búsqueda de 
rentas financieras. Desde los años setenta el excedente de capital en manos de las 
empresas toma varios rumbos, uno se dirige hacia el exterior en búsqueda de tasas 
de interés altas en los Estados Unidos de América. Las cuentas en dólares, sumadas 
a la continua devaluación, aseguraban una rentabilidad del capital sin riesgos y sin 
pagar impuestos. Otro se vuelca sobre el sector financiero local, acrecentando de 
manera importante la proporción de los activos financieros respecto de la inversión 
en activos fijos, maquinaria y mano de obra. El economista de la Universidad 
Nacional de Colombia Gabriel Misas (2002) concluye:  
Se inicia así un proceso activo de financiarización de la economía 
colombiana.” [...] “La participación de los activos financieros con respecto a la 
inversión en activos físicos se duplicó, en un lapso relativamente corto, lo que 
llevó a aumentar la participación del rubro de ingresos no operacionales en la 
      
  
279 
ganancia bruta de las empresas, particularmente de las que conforman 
conglomerados económicos. (pp. 104, 105)447. 
 
La financiarización no tendrá ya reversa. Para luchar contra la inflación el gobierno 
sube las tasas de interés al punto que vuelve más atractivo depositar utilidades y 
excesos de capital en el circuito financiero que en la ampliación del sector real de la 
economía. Tendencia auto reforzada porque en aplicación de la nueva ideología el 
Estado seca el crédito de fomento, es decir, las tasas de interés preferenciales para 
el desarrollo de empresas industriales y de transformación agro industrial. Al tiempo, 
las altas tasas de interés incrementan las deudas empresariales. La rentabilidad del 
sector real empieza a depender más que antes del manejo financiero, de las tasas de 
interés, de la rapidez de los retornos, de la velocidad en la circulación del capital. 
Todo lo cual obliga a incrementar la liquidez por lo que se estimulan las actividades 
que se vuelcan sobre los servicios, los productos de alta rotación, la especulación y 
las rentas financieras. 
 
Señala también el profesor Misas que en los ochenta, antes de la apertura 
económica externa de choque de los cuarenta, solo 4 entidades bancarias 
concentraban ya el 50% de los activos del sector (Misas, 2002, p. 110. Esta 
tendencia a la acumulación y centralización de activos financieros en pocos bancos, 
no hará sino profundizarse durante los cuarenta y la primera década del 2000. De tal 
manera, el sector financiero se eleva como eje del modelo de acumulación. Durante 
la vigencia del MISI las manufacturas y la agroindustria recibieron la protección, los 
subsidios y los fondos del Estado, e hicieron pagar al resto de la sociedad la 
transferencia de riqueza hacia ellos, por ejemplo, a través de precios sustentados e 
intereses preferenciales.  Ahora el sector financiero recibirá la protección del Estado, 
el cual se encargará de garantizar que el conjunto de las actividades económicas, del 
                                        
447. Arango, Gabriel Misas (2002), La ruptura de los 90, del gradualismo al colapso, (Bogotá: 
Universidad Nacional de Colombia) 315. 
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trabajo y del ahorro de las familias, circule y contribuya a la acumulación de rentas 
financieras. Si durante el MISI se creó un Estado benefactor rentista, o un Estado 
patrimonialista del bienestar,448 el nuevo aparece como un Estado de financiarización 
rentista o como un Estado del patrimonialismo financiero. 
 
La financiarización de la economía no rompe de manera definitiva el pacto con los 
grandes propietarios de tierra, los ganaderos y agricultores. Si bien el mercado 
nacional será expuesto de manera más permeable a la competencia internacional, 
subsisten mecanismos de protección de los intereses rentistas rurales, en particular 
el cobro de exiguos impuestos. No prima aquí una “racionalidad económica”, sino 
una conveniencia política: garantizar el control electoral en los pueblos y ciudades 
intermedias, a partir del cual se genera una gran proporción de la representación 
política en el congreso de la República. Un solo indicador es significativo de la fuerza 
de las elites rurales a través del nacimiento, evolución y declive del Modelo de 
Industrialización por Sustitución de Importaciones. En palabras acertadas del 
profesor Misas (2002): 
 
El mantenimiento del pacto con los agricultores, que les permita gozar de 
elevados niveles de protección, dio lugar a que entre 1955 y 1990 el 
crecimiento del precio de los alimentos en el 70% de los años fuera superior al 
IPC promedio. Mientras el IPC total creció, en ese lapso, a una tasa promedio 
anual de 16,6% los alimentos lo hicieron a una tasa anual promedio de 18,7%. 
(p. 91).  
                                        
448. El Estado era benefactor porque asumió políticas económicas anticíclicas, participó activamente en 
la generación industrial y del empleo, apoyó la seguridad social y otorgó prioridad a la regulación de 
las relaciones entre el capital y el trabajo asalariado. Fue patrimonialista porque dicha intervención 
consintió y protegió reducidos capitales oligopólicos. El nuevo Estado es de financiarización porque 
este sector tiende a condicionar el conjunto de la actividad económica, así como al núcleo de la política 
económica. Y es rentista una vez más porque el sector financiero, con apoyo decidido del Estado y la 
política económica, cautivan y acrecientan los privilegios de la financiarización a todo nivel. Una 
presentación más extensa de estas caracterizaciones del Estado se encuentra en Darío I. Restrepo, “Las 
Políticas Sociales De La Nueva Era,” in Globalización Y Estado Nación (Bogotá: Escuela Superior de 
Administración Pública -ESAP-, 1996). 




El gobierno del conservador Belisario Betancur asumió la presidencia para el periodo 
1982 – 1986 a nombre de un Movimiento Nacional, alianza entre el Partido 
Conservador y la Alianza Nacional Popular –ANAPO-.449 El presidente era un gran 
comunicador, virtud que la utilizó para ensalzar la cultura popular y promover la 
defensa de los intereses nacionales como antídotos contra los efectos combinados 
del ascenso del movimiento guerrillero, los continuos paros cívicos, la crisis del 
Frente Nacional y los efectos de la internacionalización económica. Andar en un 
modesto Renault, promocionado como “el carro colombiano”, ofrecer aguardiente y 
ron en los eventos de Palacio, dedicar odas poéticas a la selección nacional de 
futbol, almorzar pollo asado en la Plaza de Bolívar como cualquier parroquiano y 
comunicarse permanentemente por televisión mediante un lenguaje coloquial, fueron 
prácticas de gran acogida por la opinión pública popular. “El guerrillero de Amagá”450 
y coleccionista de canciones de protesta intentó de nuevo proteger la industria y la 
agricultura nacional de su exposición externa. La siderurgia y las zonas francas, el 
algodón y los textiles, los bancos y también la pequeña empresa fueron sujetos de 
protección. Sin embargo, a mitad de su periodo se quedó sin posibilidades 
macroeconómicas. Cayeron abruptamente los ingresos del café al tiempo que se 
incrementaban los costos de la importaciones energéticas. Sobrevino entonces un 
colapso de las reservas en divisas hasta el escaso monto de 1.264 millones de 
dólares, siendo que la deuda externa ascendía a más de 13.000.000 millones de 
dólares (Center for International Affaires –CIDOB)451. El incremento del déficit fiscal, 
la dificultades para el pago de la deuda externa y los malos desempeños del sector 
financiero disolvieron el margen para costear un retorno al proteccionismo. Ante tal 
penuria el gobierno se vio obligado a acudir al Fondo Monetario Internacional y al 
                                        
449. La ANAPO fue creada en 1961 por el general Gustavo Rojas Pinilla, llamado por los partidos 
liberal y conservador para realizar un Golpe de Estado en contra del presidente conservador Laureano 
Gómez en 1953 y después depuesto por iniciativa de los mismos partidos políticos en 1957 mediante 
otro golpe de Estado. 
450. Mote dedicado al presidente que evoca el origen humilde del pueblo en el que nació.  
451. Center for International Affaires –CIDOB-. Bibliografías Líderes Políticos, Belisario Betancur 
Cuartas [en línea]:   Centro de Documentación y Biblioteca. Biblioteca Digital Barcelona. 
<http://www.cidob.org/es/documentacion/biografias_lideres_politicos/america_del_sur/colombia/belis
ario_betancur_cuartas#6> [Consulta: 20 septiembre 2013.  
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Banco Mundial. Las agencias aprovecharon la oportunidad para forzar la 
profundización del programa de ajuste estructural comenzado en los años setenta. 
No fue necesario firmar un plan de ajuste con el FMI puesto que el Ministro de 
Hacienda nombrado para restaurar el equilibrio macroeconómico era un confeso 
ortodoxo. Roberto Junguito, doctorado en la Universidad de Princeton, compartía la 
misma doctrina y acogía el mismo recetario de ajuste que recomendaban las 
agencias internacionales a todos los países. La dignidad nacionalista había sido 
derrotada. El precio fue la imposición de recortes en el gasto, una reforma tributaria 
regresiva, la devaluación de la moneda y el abandono de toda pretensión de regresar 
a las políticas y la ideología del intervencionismo estatal y la protección del mercado 
interno (Flórez y García, 1995, p.19)452.  
 
El gobierno de Belisario Betancur (1982 – 1986) promulgó el Plan de Desarrollo 
“Cambio con Equidad” a partir del cual se expresaron, una vez más, la tendencia 
intervencionista del pasado y el nuevo dispositivo de intervención territorial acorde 
con la doctrina neoliberal. Por una parte, se crearon los Consejos Territoriales de 
Planeación –CORPES- que, en desarrollo de la retórica de la planeación del 
desarrollo de los años sesenta y setenta, dejaban soñar con una integración de la 
política sectorial en el territorio y, más allá, con una territorialización de la política 
económica por espacios de acumulación estratégicos. Si la Comisión del Plan de la 
reforma de 1979 previó una alta representación de la elites de cada departamento, 
los CORPES eran instancias “técnicas” directamente dependientes del Departamento 
Nacional de Planeación. Aparte de financiar interesantes estudios sobre la realidad 
regional y formular posibilidades de impulsar políticas económicas y de desarrollo 
institucional para integrar los mercados regionales, los CORPES tuvieron poca 
incidencia en la ejecución del gasto público y en la afectación de las variables  de 
                                        
452. “[…] el ajuste fiscal iniciado en 1984 dio sus frutos en 1985, pues los ingresos fiscales se 
incrementaron en 45%, mientras que los gastos solo crecieron en 20%. El déficit del gobierno central 
pasó de 4% a 1,4% y el déficit consolidado del sector público de 5,9% a 4,4%, entre 1984 y 1985.” p. 
19. Luis Bernardo Flórez, Carlos A. García (1995), ’Políticas de ajuste y adaptación institucional’, in 
Flórez, Luis Bernardo (ed.), Colombia. Gestión económica estatal de los 80’s. Del ajuste al cambio 
institucional (Bogotá: CID/Universidad Nacional de Colombia - CIID Canadá) 443 
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inversión privada, estatal, nacional o extranjera. Una vez más, el pasado se 
prolongaba sobre el presente, pero ahora sin vigor, como cascarón desprovisto del 
arrojo que lo proyectó en sus inicios.  
 
En 1983 se adoptó la Ley 14 con la clara intensión de fortalecer los recursos propios 
de los departamentos y municipios. Los departamentales mediante sus impuestos 
principales al tabaco, cerveza, licores, gasolina y sacrificio de ganado. Los 
municipales mediante la actualización catastral anual con base en la cual se cobra el 
impuesto de los inmuebles, llamado predial, fuente principal de los recursos propios 
de los municipios453. Por otra parte, continuó el programa de Desarrollo Rural 
Integrado –DRI-, mecanismo especializado de apoyo a la pequeña producción 
campesina, con su intensión de transformar el mundo rural y modernizarlo a través 
de la monetización de los activos, la transformación tecnológica de las unidades 
productivas y las relaciones con los mercados urbanos, industriales y crediticios.  
 
Otro instrumento de gran relevancia fue la formulación del Plan Nacional de 
Rehabilitación –PNR- con sus respectivos Consejos Regionales de Rehabilitación 
departamentales y municipales. La primera novedad del instrumento de intervención 
territorial fue su justificación eminentemente política: la rehabilitación de las 
relaciones entre el Estado y la sociedad que habitaba territorios en los que se 
desenvolvía el conflicto armado. En segundo lugar, la creación de instancias de 
participación de los campesinos y sus organizaciones, tanto como de los pobladores 
y sus representantes, en la discusión sobre las prioridades de ejecución de proyectos 
a escala local454. Los Consejos de Rehabilitación convertían la oferta de participación 
                                        
453. Alcaldía Mayor de Bogotá DC. Ley 14 de 1983 [en línea]:   Secretaría General de la Alcaldía 
Mayor de Bogotá DC. <http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=267> 
[Consulta: 30 septiembre 2013].  
454. Los Consejos de rehabilitación municipales sesionaron en más de 300 municipios y canalizaron una 
gran movilización institucional y social. El Fondo de Inversiones Especiales –FIPE-, puso al alcance de 
la gente humilde la capacidad de decisión y ejecución de obras poco costosos, no más de 3 millones de 
pesos. Los Consejos Departamentales fueron menos activos porque la comunidad poco se organiza en 
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ciudadana y comunitaria en los asuntos públicos en una realidad palpable y efectiva 
en pequeños proyectos, de bajo costo y complejidad, pero de alto impacto en la 
calidad de vida de los poblados humildes y sometidos a la presión de la 
confrontación armada. El PNR se erigió como complemento social de la estrategia 
contra insurgente. La guerra se podía ganar mediante una combinación de 
estrategias: la confrontación en el campo militar,  una oferta de diálogo y paz y una 
radicalización de la democracia local (Restrepo y Ochoa, 1994)455. 
 
A través de los mencionados instrumentos de intervención territorial se fueron 
perfeccionando nuevas relaciones entre el Estado y la sociedad, así como formas de 
organizar y ejecutar los presupuestos públicos. En primer lugar se fue privilegiando 
un trato con la población en general, que vendrían a llamarse “los ciudadanos” más 
que con los sindicatos agrarios o de empresas. En segundo lugar, la interlocución se 
activaba desde temas afines a un territorio: la confrontación armada, la pobreza o la 
depresión económica, más que a partir de reclamos de clase social, actividad laboral, 
o sector productivo. En tercer lugar, los presupuestos se ejecutaban mediante la 
contratación pública. Los pliegos de petición de las protestas sociales se transforman 
en proyectos formulados para ser co ejecutados con el Estado. El actor ejecutante de 
la política pública no debiera ser ya exclusivamente la burocracia, sino los 
ciudadanos y las organizaciones sociales asesoradas en su transformación de 
                                                                                                                        
esa escala espacial a no ser mediante algunos sindicatos agrarios. Por otra parte, las decisiones a ese 
nivel comprometían obras de mayor envergadura que fueron el dominio de los técnicos de las entidades 
estatales y de las presiones de los políticos regionales. Los unos y los otros con escaso compromiso en 
la ejecución directa, y difícilmente participativa, de los proyectos.  
455. “En cuanto a cobertura regional y poblacional, el PNR llega a finales de 1989 a 302 municipios en 
18 departamentos, 2 intendencias, 2 comisarías y a la Sierra Nevada de Santa Marta, abarcando cerca 
del 30% del total de los municipios del país, en una área cercana al 48% de la superficie del territorio 
nacional. Entre 1987-1990, el programa cubrió una población cercana a los 5 millones de habitantes, 
el 18% de la población del país”. Restrepo Darío I., Ochoa Doris C. "El Estado del Arte de La 
Descentralización Política y de la Oferta Pública en Participación.” [en línea]. Diez Años De 
Descentralización. Resultados Y Perspectivas. Banco de la República, Biblioteca Virtual. Bogotá 
(1994). 
<http://www.banrepcultural.org/blaavirtual/geografia/descentr/05.htm> 
 [Consulta: 4 noviembre 2013].  
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“organización de base, sindicato o asociación popular”, en fundación privada sin 
ánimo de lucro con capacidad de contratación. Los viejos y nuevos dispositivos de 
intervención territorial impulsan una nueva política social que promociona la 
mercantilización de las soluciones populares (DRI), la contractualización de las 
relaciones entre el Estado y la sociedad (DRI y PNR) y en todo caso, la participación 
directa de los beneficiarios en instancias, discusiones, administración, ejecución o 
control de las acciones estatales.  
 
No es imputable al gobierno de Belisario Betancur la invención de esta tendencia 
que, como vimos, puede rastrearse desde mediados de los años setenta. Debe 
reconocérsele, en todo caso, haber realizado un giro estratégico en la consideración 
de la función de los gobiernos locales en la nueva política. Belisario Betancur y su 
ministro de gobierno Jaime Castro, inician la “Revolución Local” consistente en un 
radical proceso de descentralización que fortalecería el “poder local”. La elección 
popular de alcaldes, la transferencia de cuantiosos recursos hacia los presupuestos 
locales, la cesión de un conjunto de competencias de política social a los municipios 
y la obligatoriedad de mecanismos de participación ciudadana y comunitaria en la 
administración pública, son los componentes básicos del nuevo dispositivo 
institucional. Nótese dos cosas. Primero, la función estratégica de la entidades 
territoriales no es ya el “desarrollo económico territorial”, tal y como venía 
proclamándose desde la década de sesenta, sino la “adecuada prestación de los 
servicios públicos y la atención de las demandas ciudadanas”. El desarrollo 
económico territorial se abandona a nombre de la descentralización administrativa y 
política. Segundo, el municipio es ungido como el lugar objetivo de la recepción de 
recursos, funciones y poder político y no ya el departamento. Tercero, la interlocución 
básica entre el Estado y los sectores populares no es con los gremios del trabajo, 
sino con los pobladores, las comunidades y los ciudadanos sin distinción de clase, a 
partir del territorio de residencia. Dicho de otro modo, las relaciones políticas y 
económicas entre la población y el Estado deberían ser privilegiadamente relaciones 
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de carácter administrativo, orbitando alrededor de los bienes y servicios estatales o 
regulados por este en la escala local. 
 
A finales de los años ochenta el desarrollo no es ya la responsabilidad del Estado en 
abstracto a través de la armonización del conjunto de la política económica. Al 
desarrollo no se llega ya mediante un proceso de planeación nacional con 
particularidades en cada región, bajo el liderazgo de la nación y el enlace del nivel 
departamental. La función básica del Estado es el equilibrio macroeconómico, la 
lucha contra la inflación, el control del déficit fiscal. En el nuevo modelo de 
acumulación emergente se desmontan los discursos, el conocimiento, las 
instituciones y las políticas que apuntaban al desarrollo económico territorial. Ahora 
la función básica de los gobiernos locales será la prestación de servicios, las 
funciones de policía y la democratización de la política mediante la promoción de la 
participación ciudadana. Nuevos conocimientos serán promovidos para y en las 
entidades locales: la participación y veeduría ciudadana, la formulación y ejecución 
de proyectos, la transparencia y la rendición de cuentas de la administración a los 
ciudadanos, la focalización de beneficiarios meritorios del apoyo estatal, la 
cofinanciación de proyectos entre niveles de gobierno y entre los recursos estatales, 
comunitarios y privados, la concertación público – privado, el emprendimiento… 
 
La nueva economía y su nuevo Estado desmontan los procesos de acumulación del 
MISI y las políticas territoriales que lo acompañaron. Las consecuencias no pueden 
ser más frustrantes en términos de equidad en el desarrollo entre las regiones de 
Colombia. Los investigadores del Banco de la República, Bonet y Meisel, demuestran 
que desde 1950 a 1976 los departamentos de Colombia tendieron a acercar sus 
tasas de crecimiento y el PIB per cápita. En cambio, desde 1978 hasta 1995, (fecha 
en la que concluyen los datos usados por los autores), las disparidades regionales se 
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incrementan a un ritmo desaforado (Bonet y Meisel 1999)456. El nuevo modelo de 
acumulación basado en las rentas financieras incrementa las desigualdades sociales 
y territoriales. Esta que no será reversada por los nuevos objetivos de la 
descentralización, es decir,  por las políticas de nivelación de territorios y de la 
población en cuanto al acceso a servicios básicos en el marco de la democracia 
local. 
 
4.1.3  Doctrina neoliberal en descentralización 
 
Más que otros países de América Latina Colombia se ha destacado por la formación, 
estabilidad y calidad de su alta tecnocracia, en particular aquella de formación 
económica keynesiana y ortodoxa. El tema de las relaciones entre niveles del 
gobierno no ha sido marginal dentro de los debates de dicha tecnocracia desde 
finales de la década del setenta. Por el contrario, tres informes de alta calidad teórica 
y de profundización del conocimiento sobre la realidad institucional y fiscal del Estado 
en todos sus niveles territoriales se produjeron en el periodo de cambio de modelo de 
acumulación (Bird, 1981; Velázquez 1986; Wiesner 1992)457. Conscientes del 
momento histórico de transición e implementación de un nuevo modelo de Estado 
para una nueva economía, los informes no escatiman en la formulación de audaces 
propuestas sobre principios para organizar las finanzas públicas, el proceso de 
elaboración y ejecución del presupuesto nacional, la financiación de las entidades 
                                        
456. Jaime Bonet Morón, Adolfo Meisel Roca (1999), ’La convergencia regional en Colombia: una 
visión de largo plazo, 1926 - 1995’, Centro de Estudios Regionales, No. 8 50. 
457. Richard Bird, Finanzas Intergubernamentales En Colombia (Bogotá: Departamento Nacional de 
Planeación, 1981).. Cock, Álvaro Velásquez (1986), Comisión del Gasto Público, (Bogotá: Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público) 206. Durán, Eduardo Wiesner (1992), Colombia: descentralización y 
federalismo fiscal, (Bogotá: Departamento Nacional de Planeación) 469.  
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territoriales, políticas impositivas y formas de gestión de la administración territorial y 
de las empresas de servicios (Restrepo, 1995)458. 
El principio de continuidad de las misiones sobre el gasto público reside en la 
superación de los criterios que ordenaron la actividad del Estado en la era 
cepalina. A cambio, todas, sin hesitar, buscan responder al siguiente reto: 
cómo construir una estructura pública que sea lo más permeable posible a las 
reglas del mercado. En términos del gasto público esto se traduce en la 
pretensión de construir una estructura del aparato público y un diseño de las 
finanzas intergubernamentales sometido a los criterios de rentabilidad, 
autofinanciación, relación entre costos y beneficios, y a la expresión de la 
realidad de los precios y tarifas costeables. Los gobiernos locales, la 
descentralización de competencias y recursos y la territorialización de las 
políticas públicas interesan por la posibilidad que estos ofrecen de acercar las 
decisiones de gasto a la realidad de los mercados. Bien sea que la 
descentralización se lea como estrategia de privatización (CGP y MPD), o que 
por ella se aproximen las decisiones a las necesidades y potencialidades de 
los contribuyentes (MFI, CGP y MPD) o por último, facilite la interiorización de 
los criterios de las empresas privadas en el seno mismo del aparato del 
Estado (MFI, CGP, MPD).  
  
Una tesis se mantiene incólume a través de todas las misiones. El gasto 
público es eficiente cuando existe correspondencia entre el origen del ingreso 
(contribuyente y finalidad) y el destino del gasto (beneficiario y objetivo de 
política). En consecuencia, todas critican la existencia de las transferencias y 
las rentas de destinación especial. El laberinto fiscal y la pereza fiscal son el 
resultado inevitable de mantener gastos del Estado no condicionados a la 
                                        
458. Restrepo, Darío I (1995), ’La descentralización: un modelo en construcción’, in Flórez, Luis 
Bernardo (ed.), Colombia: Gestión económica estatal de los 80’s. Del ajuste al cambio institucional 
(Bogotá: CID/Universidad Nacional de Colombia - CIID Canadá) 
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realidad de los precios, no sometidos al esfuerzo tributario de los 
contribuyentes y a las capacidades de absorción de políticas por las entidades 
territoriales. De tal manera, todas se encuentran en la necesidad de desmontar 
las “rigideces” presupuestales, programáticas y organizacionales que 
mantienen responsabilidades del Estado ante la sociedad sin consultar la 
rentabilidad de las inversiones. Las rigideces evocan los criterios del gasto 
público y de la construcción programática e institucional del Estado cepalino. 
Reducir las expectativas ciudadanas sobre el desarrollo colectivo como 
responsabilidad exclusiva del Estado es un objetivo central del cambio de una 
mentalidad forjada durante el Estado del Bienestar. La nueva cultura política 
hace un llamado a la responsabilidad de la sociedad civil, a los compradores-
contribuyentes-votantes y a las comunidades usuarias de servicios colectivos 
para que asuman la responsabilidad de las políticas de interés colectivo. Es 
por ello que las misiones construyen la ideología neoliberal que desmonta la 
ideología del Bienestar a nombre de la soberanía del consumidor, o sea, a 
nombre de la superioridad del mercado. (pp. 387 y 388).  
 
Se descentraliza la administración pública para acercar las estructuras del Estado a 
los tamaños del mercado, facilitar las privatizaciones y legitimar el alza de los 
impuestos a los consumidores de bienes públicos. Se estructura un sistema de 
transferencias para incentivar el esfuerzo tributario y tarifario local mediante la 
cofinanciación y el principio de la competencia entre entidades territoriales por los 
recursos. Se recomienda tempranamente la elección de alcaldes (MFI en 1981 y 
CGP en 1986) para que estos rindan cuenta a sus electores como cualquier gerente 
a los socios de la empresa. Se propone fortalecer al ejecutivo local y despojar al 
cuerpo legislativo de toda función administrativa, a imagen y semejanza de la 
distribución de competencias entre un gerente y una junta directiva en cualquier 
empresa.  
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Previendo desviaciones a los propósitos esperados o habiendo constatado 
problemas en la implementación, la descentralización entonces es criticada y 
propuestas de ajuste son avanzadas. Por ejemplo, para que la descentralización no 
aumente el tamaño del sector público local proponen que los giros se destinen en 
exclusividad o en su mayoría para inversiones y no para gastos de funcionamiento. 
Para que los mandatarios no sucumban a la tentación de crear o reforzar empresas 
estatales locales introducen en los “modelos de gestión” de las leyes sectoriales 
incentivos y obligaciones a la privatización de empresas. Para que no se 
reproduzcan prácticas rentistas a nivel local se condicionan el alza del empleo y la 
expansión y mejora de la calidad de los servicios a un aumento del esfuerzo tributario 
local. Contra la “pereza fiscal” que se crearía en el momento en que se recibe una 
financiación externa para la prestación de un servicio interno se recomienda 
profundizar la exigencia de la cofinanciación, acudir al crédito público e incentivar la 
competencia entre localidades por bolsas concursables. Para cerrarle el paso a la 
posibilidad que los alcaldes en uso de la “autonomía territorial y del “poder local” 
desplieguen estrategias contrarias a la doctrina neoliberal en descentralización 
infestan el sistema de transferencias, y en particular las leyes sectoriales de 
descentralización, de políticas pro mercado de obligatorio cumplimiento por los 
mandatarios locales. Dicho en términos afines a la tecnocracia: los “agentes locales” 
deben cumplir los mandatos del “principal nacional” (Rojas, 1986)459.  
 
                                        
459.  Para Fernando Rojas Hurtado, la acumulación de capital desde los setenta está orientada a la 
flexibilidad en todo sentido: de las regulaciones a las empresas, de las relaciones laborales y de los 
mercados. La finalidad: incrementar la rentabilidad del capital mediante una mayor velocidad de 
rotación y bajando los costos del trabajo, de las empresas y de las políticas y estructuras del Estado. 
Desde este imperativo y orientación se “derivan” unas tareas a ser cumplidas por la nueva política 
territorial: suprimir las rentas de destinación específica, bregar por la autofinanciación de cada entidad 
territorial y de cada empresa estatal, evaluar los desempeños de los trabajadores públicos y de las 
entidades locales en términos de eficiencia y competividad de mercado, privatizar las empresas 
públicas territoriales, promover la subcontratación y debilitar la estabilidad y fortaleza de los 
trabajadores. Ver por ejemplo Fernando Rojas, “Elementos Para Un Entendimiento Del Gasto Público 
En Colombia,” Política y Administración Pública Año 1, No. 1 (1986): 39 - 59.  
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No fueron estas meras propuestas teóricas de intelectuales en su urna de cristal, en 
la medida en que los equipos que los elaboraron ocupaban entonces, o tiempo 
después, los más altos cargos de dirección de la hacienda pública colombiana, el 
sistema de planeación, las instancias de control del gasto público, grandes empresas 
del Estado y ministerios importantes460. De hecho estos informes y posteriores 
elaborados durante la década del cuarenta y el 2000 fueron dirigidos por el Ministerio 
de Hacienda o el Departamento Nacional de Planeación en su mayoría. Instancias 
estas encargadas de dirigir el proceso presupuestal de inversiones y funcionamiento 
del Estado, además de direccionar las reformas del Estado, por encima de la 
autoridad de los ministerios sectoriales. Merece ser punteado que la mayoría de 
estos tecno políticos circularon en la época, o después, entre las altas esferas 
estatales y cargos importantes dentro de agencias internacionales de cooperación 
como el Banco Mundial, el Banco Interamericano de Desarrollo –BID- y la Agencia 
Internacional para el desarrollo – AID-. No es entonces exagerado reconocer la 
clarividente ideología neoliberal que la alta tecnocracia colombiana pudo inocular en 
las reformas a las estructuras, las finanzas y el sistema político territorial en el nuevo 
modelo de acumulación y de Estado. Tampoco es excesivo afirmar que la 
tecnocracia criolla no fue un agente pasivo de una directriz externa, sino una 
contribuyente activa en el rediseño espacial del Estado, las finanzas y los sistemas 
políticos.  
 
                                        
460. Entre las personas que participaron de la elaboración de los informes  se destacan Eduardo Wiesner 
Durán quien fuera Ministro de Hacienda y Crédito Público, Director del Departamento Nacional de 
Planeación –DNP- y ejecutivo ante el Banco Mundial, Federico Nieto Tafur Director del DNP, Roberto 
Junguito Bonnet, dos veces Ministro de Hacienda y Crédito Público y Co director del Banco de la 
República, Jorge Ospina Sardi Ministro de Desarrollo y Director del DNP, Enrique Low Murtra, 
Contralor General de la República y Ministro de Justicia, Guillermo Perry Rubio Ministro de Minas, 
Ministro de Hacienda, Economista en Jefe del Banco Mundial para América Latina y el Caribe, José 
Antonio Ocampo Ministro de Desarrollo Económico, Ministro de Agricultura, Director del DNP, 
Secretario General Adjunto para Asuntos Económicos y Sociales de la ONU y Secretario Ejecutivo de 
la CEPAL, Álvaro Velásquez Cock, Director del Departamento Nacional de Estadística, Gabriel Rosas 
Vega Ministro de Agricultura, Juan Camilo Restrepo Ministro de Minas y Energía, Ministro de 
Hacienda y Crédito Público y Ministro de Agricultura y por último Fernando Rojas Hurtado, acérrimo 
crítico del neoliberalismo y posteriormente consultor permanente del Banco Mundial y partícipe en la 
redacción de importantes informes desde esta entidad para países del tercer mundo.  
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Dos advertencias matizan esta afirmación. En primer lugar, construir un Estado a 
imagen y semejanza de lo aconsejado por las “reglas del mercado” no aporta 
respuestas unívocas sobre cuestiones de la mayor relevancia, tales cómo: ¿cuál 
debe ser el tamaño óptimo del Estado?, ¿qué funciones mantener en el nivel central 
y cuáles descentralizar?, ¿cómo distribuir las facultades descentralizadas entre la 
nación, el departamento y el municipio?, ¿qué facultades y decisiones son potestad 
irrenunciable del Estado y cuáles del sector privado?, ¿hasta dónde puede llegar la 
soberanía del consumidor en las decisiones sobre el gasto público, el sistema 
tributario y la administración de las empresas de servicios?, ¿cómo evitar que el 
sistema de transferencias comprometa la estabilidad macroeconómica de la nación?, 
¿cuánto control sobre el destino de los recursos transferidos debe ejercer el nivel 
central y cuanta autonomía local debiera reconocerse para que los resultados sean 
imputables a la responsabilidad de las autoridades locales?, ¿qué tanto debe la ley 
fijar por adelantado porcentajes de recursos a transferir y porcentajes del gasto local 
por sectores?, o ¿qué tanta flexibilidad crear en la bolsa general a transferir y que 
tanta libertad de asignación local es aconsejable para implementar la lógica del 
mercado competitivo a nivel local? 
 
Cualquiera reconoce la importancia y gravedad de los dilemas listados. La 
producción tecno política de orientación neoclásica ha desarrollado argumentos 
contradictorios para cada uno de estos asuntos a lo largo de más de treinta años. No 
existe, por lo tanto, un consenso programático de soluciones únicas, sino una 
especie de oráculo al cual acuden todos para, a partir del mantra de la eficiencia del 
mercado, explorar la reconstrucción de la arquitectura espacial del Estado (Restrepo, 
1994; 1995; 2001)461. 
                                        
461. En este capítulo no es necesario detallar las posiciones encontradas para cada una de estas 
preguntas en diferentes momentos, ni la evolución de ciertas certezas que se vuelven dudas 
posteriormente. Ya volveremos más adelante sobre ello. La evolución del debate dentro de las agencias 
imperiales sobre la descentralización, con activa incidencia de colombianos que participaron en la 
redacción de los mencionados informes nacionales e internacionales, se encuentra en esta misma tesis 
en el capítulo anexo: “Ajuste estructural, políticas sociales y función de los gobiernos locales, 1980 – 
2005. Una mirada crítica a la ortodoxia.” Una presentación más sistemática sobre los debates, los 




En segundo lugar, una cosa es tener el mando sobre los altos cargos desde los 
cuales se direcciona la reforma del Estado, otra cosa muy diferente es el trayecto 
mismo de las reformas, sus concreciones institucionales, las fuerzas en pugna 
alrededor de cada una de las leyes y transformaciones logradas. La alta tecnocracia 
neoliberal no creó el proceso de descentralización, tampoco lo gobernó como una 
deidad sin demonios que contrariaran sus designios y, menos aún, controló los usos 
de la nueva arquitectura estatal, sus resultados y sus impactos. Otras fuerzas 
sociales y políticas fueron definitivas en la emergencia, negociación y orientación del 
proceso de descentralización. La crisis del Frente Nacional, el ascenso del 
movimiento guerrillero y la emergencia de una nueva subjetividad social bautizada de 
“movimiento cívico” aportarán urgencia, necesidad y sentidos diversos a las reformas 
políticas de descentralización de 1986 y 1991.  
  
4.1.4  Conclusión de lo andado e introducción de lo que sigue 
 
Como vimos en este capítulo el modelo de acumulación es más que un régimen 
prevalente de acumulación, también implica una realidad socio territorial y tiene 
fuertes relaciones con la “cultura política” y las instituciones. El régimen de 
acumulación en Colombia se basó de manera prevalente en las actividades 
agropecuarias hasta la década del cincuenta, posteriormente y de manera 
incremental la acumulación de capital, el crecimiento económico y del Estado, 
estuvieron jalonados por las manufacturas hasta mediados de los setenta. En ambos 
                                                                                                                        
dilemas y las ambigüedades consignadas en los principales informes colombianos sobre el que hacer 
con la descentralización desde una perspectiva neoliberal la hemos desarrollado en tres trabajos: Darío 
I. Restrepo, “Cartografía De La Descentralización, Emergencia, Actualidad E Indefiniciones,” in 
Laberintos De La Descentralización (Bogotá: Escuela Superior de Administración Pública -ESAP-, 
1994).. Restrepo, Darío I (1995), ’La descentralización: un modelo en construcción’, in Flórez, Luis 
Bernardo (ed.), Colombia: Gestión económica estatal de los 80’s. Del ajuste al cambio institucional 
(Bogotá: Universidad Nacion. Restrepo, Darío I (2002), ’El Mito de Sísifo o veinte años de pujanza 
descentralizadora’, in Misas, Gabriel (ed.), Desarrollo económico y social en Colombia. Siglo XX 
(Bogotá: Universidad Nacional de Colombia), 427 - 479  
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periodos las exportaciones de café produjeron las divisas con base en las cuales se 
financió al Estado y sus políticas de protección conocidas bajo el calificativo de 
modelo de sustitución de importaciones. Desde finales de los setenta el sector 
financiero y las rentas financieras se sitúan gradualmente en el centro de los 
procesos de acumulación del capital. Dichas transformaciones son intrínsecamente 
territoriales, no solo porque ocurren en un territorio, sino porque lo configuran y 
transforman sin cesar. El mundo rural con sus formas tradicionales de control social 
cedió su hegemonía mediante los procesos de urbanización y modernización de la 
economía y del Estado. El resultado de La Violencia y el fracaso de los sucesivos 
intentos de reforma agraria (1936, 1968), consolidó un pacto de hegemonía entre 
sectores de la ciudad y el campo, entre sectores manufactureros y agropecuarios. 
Las políticas económicas y sociales reflejarán la mixtura colombiana, una 
modernización del Estado, de la economía y las clases sociales, con sus 
instituciones y conflictos característicos, por una parte, y por la otra, la prevalencia de 
poderes terratenientes y agropecuarios que controlan la política local y, a través de 
ella, buena parte de la representación en el parlamento colombiano. Tanto la 
supervivencia de la Colombia tradicional como las limitaciones de la industrialización 
y de la asalarización, alimentan la extensión de las prácticas clientelistas y 
patrimonialistas en las mediaciones entre el Estado y la sociedad. El clientelismo no 
es una herencia del pasado sino una práctica que se recrea con el crecimiento del 
Estado. Ya señalamos como el acuerdo del Frente Nacional propulsó el crecimiento 
de los aparatos y del empleo público. Ahora agregamos que mediante dicha inflación 
se estimuló la toma privada de la administración por los partidos políticos, lo cual 
elevó al clientelismo a característica cumbre de la “cultura política colombiana”.  
 
La subordinación fragmentada de la población al Estado por la vía de los partidos 
políticos tradicionales, los resultados electorales y las políticas públicas son una 
característica importante del sistema político hasta mediados de los ochenta. Dicha 
subordinación no niega la violencia sino que la necesita y la hace parte de la 
normalidad de las relaciones sociales, productivas y políticas. La violencia es 
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antídoto fuerte que reprime grandes agrupaciones y procesos políticos de ruptura 
contra el orden, a la vez que es caldera que reproduce las guerrillas y el uso privado 
de las armas en los conflictos sociales. De tal manera, la gradualidad de los cambios 
en el modelo de acumulación no se explica primariamente por la prudencia de la 
tecnocracia, tampoco por mera inercia de las transformaciones en el régimen de 
acumulación. Más bien, la mesura y el ritmo pausado de los reformadores hasta 
finales de los ochenta, así como las transformaciones de las políticas económicas y 
en el balance de poderes entre sectores de la elite, se produce en el entramado de 
las relaciones entre el régimen de acumulación, el sistema político y los conflictos 
sociales.  
 
No es del todo posible separar las relaciones económicas y las políticas económicas, 
del sistema político y los valores culturales que lo alimentan, como tampoco de la 
organización de la sociedad y sus conflictos. Esta es la razón por la cual en este 
capítulo se relacionan las transformaciones en el modelo de acumulación con los 
diferentes énfasis de las políticas territoriales, sin dejar de mencionar grandes 
acontecimientos políticos que incidieron en lo uno y lo otro: los fracasos de la reforma 
agraria, La Violencia y el pacto del Frente Nacional. Sin embargo, el hilo conductor 
del relato fueron los fenómenos económicos. En el capítulo que sigue partiremos 
desde otros inicios: el sistema político y los conflictos sociales para explicar las 
transformaciones que condujeron a la gran negociación de la organización espacial 
del Estado en 1986 y 1991: la descentralización. 
 
Tabla 4. Variables Macroeconómicas 1958-1974 y 1974-1990,  % del PIB 
 1958-1974 1974-1990 
Tasa de crecimiento del PIB real 5,38% 3,96% 
IED/PIB 0,36% 0,87% 
Balance comercial/PIB 1,07% -0,97% 
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Balance fiscal GNC/PIB -0,82% -1,04% 
Inflación IPC 12,41% 24,04% 
Tasa de interés activa 13,30% 34,39% 
Fuente: Cálculos con base en GRECO (1999), ’El desempeño macroeconómico colombiano. Series estadísticas 
(1905 – 1997), segunda versión’, Borradores de Economía No. 121, Banco de la República y el Banco de la 
República.  
Todos los datos corresponden a promedios anuales de los períodos considerados. La IED sólo está disponible 
desde 1970 y el balance fiscal desde 1963. Tabla elaborada con la colaboración de David Cano  estudiante de 
Maestría en Ciencias Económicas, Universidad Nacional de Colombia. 
 
4.2  Del pacto central frente nacionalista a la insubordinación política, social 
y armada desde las provincias, 1974 – 1986 
 
4.2.1 Mayorías y disidencias 
 
El Frente Nacional nació para ser desmontado. Sus promotores lo concibieron como 
un acuerdo pedagógico para desarmar políticamente los espíritus sectarios y 
pacificar un país lleno de armas y rencores. Lo uno y lo otro tenía que ser obtenido 
en 12 años, aunque por precaución en 1968 el acuerdo fue alargado a 16 años, es 
decir desde 1958 a 1974 (A L 01 de 1968)462. Fiel al espíritu de concertación 
nacional, es decir bipartidista, se pactó un lento y gradual proceso de reintroducción 
de la competencia entre los principales partidos políticos. Los cargos de elección 
popular recuperaron primero la “soberanía del elector”, de tal manera desde 1974 la 
contienda electoral quedó libre de la obligación de la alternancia entre el partido 
liberal y el conservador. Empero, cualquiera fuera el partido del presidente este tenía 
la obligación de ofrecer una participación a la segunda agrupación en términos 
“adecuados y equitativos”, es decir, que guardara cierta proporción con los 
                                        
462. Cámara de Representantes. Acto legislativo 01 de 1968  [en línea]:   
<ftp://ftp.camara.gov.co/camara/basedoc%2015-07- 11/cp/ACTO_LEGISLATIVO_01_1968.HTML> 
[Consulta: 25  septiembre 2013].  
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resultados electorales nacionales. En las Asambleas Departamentales y los 
Concejos Municipales la paridad se mantuvo hasta 1970 y después imperó el 
cuociente electoral. Idéntico principio se aplicó para la conformación de la Cámara de 
Representantes y el Senado de la República, lugares en donde la paridad reinó 
también hasta 1974 y desde entonces el cuociente electoral. Para garantizar el 
espíritu y las mayorías frentenacionalistas contra adversarios externos, se levantó la 
barrera de una mayoría de 2/3 en Senado y Cámara como requisito para modificar 
las reglas pactadas. Los cargos de libre nombramiento y remoción pasaron de 
compartirse de manera paritaria desde 1958 hasta 1978, para luego ser ocupados de 
manera adecuada y equitativa desde entonces, según el buen criterio del partido 
ganador de las elecciones. Se proveyeron así los cargos de Ministros, de la Corte 
Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y del conjunto de los directivos de la 
Administración Pública, no amparados por la carrera administrativa (A L 01 de 
1968)463. 
Los cargos diplomáticos, el Consejo Nacional Electoral y el control sobre los medios 
de comunicación completaron el acuerdo entre los partidos tradicionales. El Frente 
Nacional construyó una muy fuerte muralla que impedía el acceso al manejo del 
Estado y la conquista del electorado por partidos ajenos al cerrojo bipartidista. La 
suerte de dos notables disidencias alimentará un aprendizaje político según el cual el 
régimen no podía reformarse desde adentro; lección de trascendentales 
consecuencias en las décadas posteriores. Primero fue el Movimiento Revolucionario 
Liberal –MRL- fundado en 1960 por Alfonso López Michelsen, hijo del dos veces 
presidente liberal Alfonso López Pumarejo, el gran reformador de las décadas del 30 
                                        
463. “El Acto legislativo 01 de 1968  “Por el cual se reforma la Constitución Política de Colombia”, 
modificó aspectos relacionados con las entidades territoriales, la intervención del Estado, los 
departamentos, comisarías, intendencias, la Contraloría General de la República, el trámite de los 
proyectos de ley, las facultades del Congreso, instituyó la Sala Constitucional de la Corte Suprema de 
Justicia y la Comisión Especial Permanente para debatir los planes y programas de desarrollo 
económico y social. También introdujo un régimen de transición destinado al desmonte del Frente 
Nacional. (…) El sistema de cuociente electoral se aplicó desde el 1 de enero del 74”. Rafael G, 
Guarín. “Colombia: Democracia Incompleta. Introducción a la Oposición Política” [en línea]. Proyecto 
Integral para la Modernización del Sistema Electoral Colombiano. Estudios de base. Título I. Bogotá, 
D.C. Editora Guadalupe Ltda. (2005), 33-34 
<http://www.pnud.org.co/img_upload/9056f18133669868e1cc381983d50faa/Tomo_II_TITULO_1refo
rmaelect.pdf> [Consulta: 20 septiembre 2013].  
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y 40. La defensa de los ideales liberales con tintes socialistas animó la rebeldía del 
hijo prodigo. Después de dos contiendas electorales el MRL se disolvió y el líder 
regresó al seno de su partido histórico en 1968, como paso previo a su llegada a la 
presidencia en 1974. La Alianza Nacional Popular –ANAPO- fue la segunda iniciativa 
opuesta al Frente Nacional, fundada en 1961 por el dictador Rojas Pinilla (1953 – 
1957) de estirpe conservadora y de ideología difusamente populista y nacionalista. 
La ANAPO ganó las elecciones presidenciales en 1970 en contra del último 
candidato unánime del Frente Nacional, Misael Pastrana Borrero. Las cúpulas del 
acuerdo bipartidista tomaron la decisión de desconocer el triunfo del exdictador, 
fraude de trágica consecuencia puesto que dio nacimiento al movimiento guerrillero 
19 de abril –M19-464.  
 
4.2.2  De la pacificación pactada a la violencia intrínseca 
 
El cerrojo legal y político del FN, durante su plena vigencia y después en tiempos de 
su desmonte relativo, no fue suficiente para contener dentro de sus estructuras, 
reglas y mediaciones formales todas las violencias, ni todos los conflictos. La 
Violencia no se desvaneció de un día para otro en 1958, subsistieron por un tiempo 
los “Bandoleros”, algunos de los cuales eran cuadrillas de personas armadas que 
rehusaban todo orden porque usufructuaban poder del uso privado de su fuerza 
bélica. Los bandoleros también fueron instrumento de terratenientes y sectores 
poderosos de las regiones que preferían garantizar directamente el orden local antes 
                                        
464. “El general ganó el conteo electoral hasta altas horas de la noche, el gobierno impidió que la 
radio siguiera anunciando los resultados de cada delegación departamental de la registraduría y cayó 
a estas últimas para solo permitir los informes agregados de la registraduría nacional. En la mañana 
siguiente el candidato del Frente Nacional amaneció ganador por un escaso margen. Revista Semana. 
Aquel 19. Un cuarto de siglo después se reabre el debate: ¿hubo o no fraude en las elecciones 
presidenciales del 19 de Abril de 1970? Análisis y revelaciones de Semana”. [en línea]. Bogotá: 
Publicaciones Semana, 27 de febrero de 1995. <http://www.semana.com/nacion/articulo/aquel-
19/24826-3> [Consulta: 1 abril 2013]. 
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que esperar la eficiencia pacificadora de los acuerdos nacionales en sus territorios. 
Aprovecharon de paso para acumular poder, tierras y expulsar la población que se 
atravesara en sus designios.  
 
El orden frente nacionalista también mostró pronto la insuficiencia regulatoria del 
acuerdo nacional en la cima de las estructuras del poder, por lo que debió ser 
completado con mecanismos paralelos informales unos, legales otros, e ilegales 
aquellos de consecuencias más nefastas (Hartlyn, 1993)465.  Los más eficaces fueron 
los mecanismos informales “ad-hoc” mediante los cuales las cúpulas de los partidos 
convenían por fuera del pesado aparataje de acuerdos y controles mutuos, las 
directrices de la política y la orientación que debiera dársele a las principales 
decisiones de Estado. Algunos de los mecanismos legales necesarios para la 
“gobernabilidad” fueron más polémicos e igualmente reveladores de los límites de la 
formalidad normativa y las rutinas institucionales. Desde 1968 el presidente Carlos 
Lleras Restrepo (1966 – 1970) concentró mayor poder en el aparato ejecutivo que en 
el legislativo, extrayendo competencias a la democracia representativa transferidas 
hacia una elite tecnocrática sin responsabilidades ni control político electoral. Desde 
entonces una de las vías recurrentes de gobernar dicha tecnocracia fue a través de 
la declaratoria de la “Emergencia Económica”, decreto mediante el cual el ejecutivo 
concentraba facultades legislativas por el tiempo en que eventos traumáticos así lo 
recomendaran (A L 01 de 1968)466. La misma reforma constitucional de 1968 
                                        
465. El profesor en Ciencias Políticas de la Universidad de North Carolina, Jonathan Hartlyn analiza el 
abanico de mecanismos desplegados por los partidos tradicionales para lograr conservar y hacer 
funcionar el gobierno a la salida de La Violencia. El término “Consociacionalismo” daría cuenta de 
esta propensión a entenderse usando mecanismos diversos, unos regulares otros excepcionales, unos 
pertenecientes al arsenal de las reglas instituidas, otros paralelos e informales. Jonathan Hartlyn, La 
Política Del Régimen De Coalición: La Experiencia Del Frente Nacional En Colombia. (Bogotá: 
Universidad de los Andes -CEI- / Tercer Mundo Editores, 1993). 
466. “Artículo 43.- El Artículo 122 de la Constitución Nacional quedará así: 
Cuando sobrevengan hechos distintos de los previstos en el Artículo 121, que perturben o amenacen 
perturbar en forma grave e inminente el orden económico o social del país o que constituyan también 
grave calamidad pública, podrá el Presidente, con la firma de todos los Ministros, declarar el estado 
de emergencia por períodos que sumados no podrán exceder de noventa días al año. Mediante tal 
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reglamentó el “Estado de Sitio”, figura jurídica mediante la cual las perturbaciones del 
orden público y la paz ciudadana legalizaban la concentración de prerrogativas 
judiciales en el aparato ejecutivo y permitían intervenciones de las fuerzas armadas 
con licencias que rayaban los límites del orden jurídico formal467. Pronto muchas 
manifestaciones sociales cayeron dentro del concepto de “orden público” perturbado, 
al que se le aplicaron los instrumentos del Estado de Sitio y del derecho excepcional 
contra los enemigos de la paz y del Estado. La pacificación del Frente Nacional 
derivó rápido en la militarización de los conflictos sociales. 
 
La Emergencia Económica y el Estado de Sitio no fueron desde entonces recursos 
de uso excepcional, sino instrumentos permanentes de los actos de gobierno 
(Giraldo, en línea)468. No fue suficiente para las elites monopolizar todos los cargos 
fundamentales de la administración del Estado y concentrar la representación 
                                                                                                                        
declaración, que deberá ser motivada, podrá el Presidente con la firma de todos los Ministros, dictar 
decretos con fuerza de ley destinados exclusivamente a conjurar la crisis y a impedir la extensión de 
sus efectos. Tales decretos solamente podrán referirse a materias que tengan relación directa y 
específica con la situación que determine el estado de emergencia”. Diario Oficial. Acto Legislativo 1 
de 968. [en línea]:   Diario Oficial No. 32.673, 17 de Diciembre de 1968. 
<ftp://ftp.camara.gov.co/camara/basedoc%2015-07-11/cp/ACTO_LEGISLATIVO_01_1968.HTML> 
[Consulta: 25  septiembre 2013]. 
467. “Artículo 42.- El Artículo 121 de la Constitución Nacional quedará así: 
En caso de guerra exterior o de conmoción interior podrá el Presidente, con la firma de todos los 
Ministros, declarar turbado el orden público y en estado de sitio toda la República o parte de ella. 
Mediante tal declaración, el Gobierno tendrá, además de las facultades legales, las que la 
Constitución autoriza para tiempos de guerra o de perturbación del orden público y las que, conforme 
a las reglas aceptadas por el Derecho de Gentes, rigen para la guerra entre naciones”. Diario Oficial. 
Acto Legislativo 1 de 968 [en línea]:   Diario Oficial No. 32.673, 17 de Diciembre de 1968. 
<ftp://ftp.camara.gov.co/camara/basedoc%2015-07-11/cp/ACTO_LEGISLATIVO_01_1968.HTML> 
[Consulta: 25  septiembre 2013].  
468. Solo durante 7 años de los 23 que separan la reforma constitucional de 1968 de la del 1991, los 
gobiernos habrían podido prescindir de la declaratoria del Estado de Sitio como instrumento 
imperativo de gobernabilidad. Giraldo, Javier. “Situación Actual de los Derechos Humanos en 
Colombia” [en línea]. En:   Desde los Márgenes. 1994: Berna, Suiza). Javier Giraldo Moreno S.J.  
(1994: Bernaenero de 1996, <http://www.javiergiraldo.org/spip.php?article54> [Consulta: 1 abril 
2013].  
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electoral en todos los niveles del sistema político. El orden formal debió 
acompañarse desde el principio con el recurso a las leyes y mecanismos 
excepcionales convertidos en regla de uso frecuente. De tal forma, la controversia 
programática entre los partidos políticos dentro de las instancias de la democracia 
representativa no fue el medio a través del cual se pactaron las principales 
orientaciones de política. El derecho regular fue precario y sometido a continuas 
suspensiones temporales y los derechos de las disidencias fueron escasos. El orden 
del FN fue tan cerrado que expulsó las alternativas fuera de la legalidad y devino 
paulatinamente tan ineficiente que necesitó la excepcionalidad, la arbitrariedad y la 
violencia para contener lo que sus estructuras no pudieron contener (Ramírez y 
Restrepo 1989)469. Con el discurrir de los tiempos el FN fue apareciendo como una 
fortaleza sitiada, un cerrojo estrecho e ineficaz, una máquina de exclusión política y 
social. En esta dinámica, la violencia no fue expulsada del orden legal como la 
negación de la política, sino recurso continuo de las mayorías partidistas para hacer 
respetar las soberanías de sus potestades ... y con el tiempo, recurso “legitimo” de 
las oposiciones políticas radicales al régimen. En palabras de la socióloga María 
Teresa Uribe (2001)470: 
 
Lo político y lo violento, lo civil y lo militar se imbricaron, se fusionaron y se 
confundieron, perdiéndose las distancias, esfumándose las diferencias, 
haciendo de la política una práctica violenta y de la violencia una 
manifestación de lo político, lo que es válido tanto para la acción del gobierno 
como para el ejercicio de los alzados en armas. (pp. 116 y 117).  
 
4.2.3  La crisis de los partidos tradicionales  
 
                                        
469. Luis Alberto Restrepo Socorro Ramírez, Actores En Conflicto Por La Paz. El Proceso De Paz 
Durante El Gobierno De Belisario Betancur, 1982 - 1986 (Bogotá: Siglo XXI / CINEP, 1989). 
470. Uribe, María Teresa (2001), Nación, ciudadano y soberano, ed. Carvajal, Luz Elly, (Medellín: 
Corporación Región) 293. 
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La violencia del Estado contra la sociedad no fue aquella de un puño dictatorial 
cerrado que se ejerció con coherencia y mando central atendiendo propósitos únicos. 
Por el contrario, la apropiación privada del Estado, la política, el derecho, los cargos 
públicos y las rentas que por el Estado circulaban, hizo que la violencia atendiera un 
sin fin de intereses y propósitos de difícil disciplina política y social. El uso privado de 
la violencia desde el Estado se correspondió con aquellos usos de la violencia intra 
social que el mismo Estado, a través de sus aparatos judiciales y de policía, no logró 
contener (Restrepo, 2001)471. De tal surte, el orden del Frente Nacional será 
formalmente un cerrojo que cultivó las dinámicas que lo corroyeron desde adentro: 
los mecanismos de excepción de frecuente uso, las leyes transitorias que devinieron 
permanentes, los pactos ad hoc que gobernaron sobre las normas costosamente 
pactadas, los múltiples usos privados de la violencia desde el Estado, la incapacidad 
de control de las violencias dentro de la sociedad y de la sociedad contra el Estado 
(Restrepo, Cortes y Briceño, 2002)472. 
 
La violencia se ejerce contra el Estado y la sociedad desde los grupos 
insurgentes; contra la sociedad por parte del Estado al criminalizar la protesta 
popular; dentro del Estado por actores que usan las dependencias estatales y 
privadas contra sus contrincantes políticos; y al interior de la sociedad misma 
en la forma de resolver conflictos entre particulares y en manos de la 
delincuencia común. (p. 104). 
 
El FN empezó como un pacto entre los dos partidos tradicionales, el liberal y el 
conservador que creó todo el aparataje para garantizar el monopolio del poder por 16 
años y más allá, una lenta y gradual transición hacia una competencia intrapartidista 
                                        
471. Restrepo, Darío I. (2001), ’Descentralización y violencia en Colombia’, in Ortiz, Astrid Martínez 
(ed.), Economía, Crimen y Conflicto (Bogotá: Universidad Nacional de Colombia), 351 - 382. 
472.Restrepo, Darío I. (2002), ’Las prácticas participativas: entre la socialización y la privatización de 
las políticas públicas’, in Darío I Restrepo, Pedro Cortés, Luis Hernando Briceño (ed.), Enlaces y 
rupturas. Experiencias de participación representativas de una década en Colombia. (Bogotá: Diakonía 
/ Parcomún) 93 - 131 
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sin disidencias. Pero el mecanismo fue tan poderoso que terminó por desfigurar a los 
partidos políticos y disolver las condiciones de su hegemonía (Restrepo, 2002)473.  
 
[…] paradójicamente el Frente Nacional, debilitó a los dos partidos 
tradicionales en dos sentidos: tanto la cohesión ideológica en el seno de cada 
uno, como la cohesión funcional de sus respectivas maquinarias electorales. 
(p. 34). 
 
En virtud a que los gobiernos del Frente Nacional siempre tuvieron conformación 
bipartidista, las diferencias ideológicas entre los partidos se fueron disolviendo, así 
como la necesidad misma de la existencia de cosmogonías programáticas 
diferenciales. Los congresos y proclamas doctrinarias de los partidos, la formulación 
“desde las bases” y  a partir de las contribuciones de diferentes sectores sociales y 
territoriales fueron perdiendo relevancia. Importantes para cierta movilización que 
atendiera los imaginarios culturales, simbólicos y políticos de las comunidades 
políticas, pero con menguada consecuencias prácticas. Unos fueron los discursos de 
plaza pública emitidos para movilizar emociones que se tradujeran en votos y otros 
los programas que se ejecutaban desde el día posterior a la posesión de los 
presidentes. Los mecanismos de recreación de la cohesión ideológica interna a los 
partidos no podían sino ceder, así como agrandarse la importancia de los rasgos de 
personalidad, el carácter y el  talante de los “hombres de Estado”.  
 
La segunda víctima de la convivencia pacífica bipartidista fue la cohesión funcional, 
es decir, la necesidad de mantener unidas las estructuras electorales de los partidos 
desde los pequeños poblados, pasando por los fuertes aparatos departamentales, 
hasta la nación. En las épocas anteriores al acuerdo del Frente Nacional la lucha por 
                                        
473. Restrepo, Darío I. (2000), ’Colombia entre la guerra y la paz: descentralización o desintegración 
del Estado’, in Sonia Castañeda Roncancio, Darío González Posso, Augusto Mares (ed.), Las claves 
territoriales de la guerra y la paz. (Bogotá: Universidad Nacional de Colombia) 197 - 211 
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el poder entre el partido liberal y conservador obligó la disciplina funcional interna. 
Ganar o perder una elección nacional tenía repercusiones sobre el manejo y 
apropiación de todos los aparatos del Estado y del gasto público a todo nivel. En 
cambio, la garantía de la paridad primero y la proporcionalidad después, acabó con 
tal necesidad. Las maquinarias electorales tendieron a independizarse, a desarrollar 
estrategias de alianzas y rupturas en cada localidad y departamento según 
circunstancias cambiantes. A diferencia de las grandes confrontaciones nacionales 
entre líderes de la elite, en los gobiernos territoriales se fueron abriendo los mapas 
políticos dando lugar a inusitadas mayorías, a sorprendentes pactos e insólitos 
cambios de aliados. La atomización de las empresas electorales, la personalización 
de la política, la efervescencia de corrientes y movimientos  al interior de cada partido 
y de cada poblado generó una explosión interna en los cimientos territoriales de cada 
colectividad histórica (Gutiérrez, 2010, p. 115)474.  
 
Los presidentes de la República siguieron adscribiéndose a su partido histórico 
desde 1974 hasta 1998. El congreso y el senado siguieron dominados por el 
bipartidismo hasta perder tal mayoría formal en las elecciones del año 2002. No fue 
fácil ver que el orden bipartidista estaba siendo corroído en sus entrañas. Las 
jefaturas nacionales se convirtieron en “oficinas de avales” a las maquinarias 
electorales en vías de autonomía territorial. La mayoría de los números agregados 
levantó una cortina de humo que mostraba un control electoral bipartidista a todo 
nivel territorial, mientras escondía la crisis ideológica de los partidos y la 
pulverización funcional de sus maquinarias electorales. Los jefes políticos locales 
ganaron entonces mayor poder ante las “jefaturas naturales” nacionales, a las cuales 
les reclamaban mayor autonomía y reconocimiento de su importancia. La 
                                        
474. Entre 1958 y 1970 la oferta de curules para el Senado se incrementó en poco menos del 50%, pero 
las listas del partido liberal y conservador lo hicieron en un poco más del 300%. De la misma manera, 
la oferta de curules a la Cámara de Representantes se incrementó en menos del 38%, mientras las listas 
de los partidos tradicionales lo hicieron en casi el 400%. Francisco Gutiérrez, Fabian Acuña (2010), ’El 
indefinido nuevo sistema de partidos en Colombia’, in Nathalie Golwaser, Ana Polack (ed.), 
Observatorio Latinoamericano 5, Dossier Colombia (Buenos Aires: Universidad de Buenos Aires. 
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emergencia del narcotráfico en la década del setenta, en particular a partir de la 
primer “bonanza marimbera” de 1978 a 1982, tuvo un efecto catalizador que potenció 
la disolución de las fidelidades partidistas hacia arriba (Restrepo, 2005)475. La 
exportación de estupefacientes introdujo masivos recursos en la economía que 
rivalizaron con aquellos en manos del Estado central. La supervivencia de las elites 
locales en tierras de cultivos ilícitos empezó a depender en buena medida de las 
alianzas con los barones de la droga y no solo ya de las transferencias gestionadas 
en las esferas nacionales del poder. El fenómeno mafioso aceleró la emancipación 
de los barones políticos locales de las jefaturas nacionales de los partidos (Gutiérrez, 
2010, p. 28)476.  
 
El sistema político bipartidista era también centralista y presidencialista. Los 
gobiernos locales no tenían importantes competencias ni contaban con recursos 
económicos autónomos. Las instituciones, las políticas, los impuestos y la discreción 
sobre el gasto público estaban concentradas en el orden nacional. La arena nacional 
seguía siendo el escenario fundamental de las negociaciones políticas, entre 
sectores sociales y territorios. Los mandatarios locales debían inscribirse dentro de 
cadenas de fidelidad hacia arriba para gestionar recursos y participación dentro de 
las prioridades del gasto público. La cadena de gestión se rompía frecuentemente y 
muchas obras quedaban inconclusas en las localidades: colegios sin equipamiento, 
hospitales sin terminar, tubos de alcantarillas sin maquinaria para empatar la red 
(Estrada, 2007)477. 
                                        
475. Pablo Escobar fue electo representante a la Cámara por el partido Nuevo Liberalismo liderado por 
Luis Carlos Galán Sarmiento y expulsado de ella al año siguiente en 1983. A la postre en el año 1989, 
Escobar mandó a asesinar al candidato presidencial Luis Carlos Galán, probable presidente de la 
República que había declarado la guerra a los narcotraficantes. Andrés López Restrepo, “Conflicto 
Interno Y Narcotráfico Entre 1970 Y 2005,” in Narcotráfico En Colombia. Economía Y Violencia 
(Bogotá: Fundación Seguridad y Democracia, 2005).  
476. Francisco Gutiérrez, “Instituciones Y Territorio: La Descentralización En Colombia,” in 25 Años 
De La Descentralización En Colombia (Bogotá: Konrad Adenauer Stitung, 2010).  
477. “En Colombia, gracias al centralismo vimos que instalaciones físicas diseñadas para funcionar a 
nivel del mar se construyeron en zonas a 2.500 metros de altura, y viceversa. O que el nombramiento o 
traslado de un maestro se demorara varios meses mientras debía realizar un recorrido por la distante 
capital. O que empresas manejadas desde Bogotá debieran atender la prestación de servicios de 




Además del centralismo administrativo y fiscal, el acuerdo del Frente Nacional se 
levantó sobre los hombros del centralismo político. El presidente nombraba a los 
gobernadores y estos nombraban a los alcaldes, en aplicación de la regla de la 
repartición bipartidista del poder. Tales supervivencias del “centralismo” friccionaban 
con la creciente importancia de las elites territoriales y su progresiva independencia 
ideológica de los jefes nacionales. Las demandas de los pobladores locales en 
servicios, infraestructura, educación, salud y herramientas económicas para el 
desarrollo, incrementaban la presión sobre unas elites locales sin recursos ni 
capacidad autónoma sobre el gasto y las políticas locales.  
 
Tabla 5. Participación en Ingresos Públicos, porcentajes  
 Nación Departamentos Municipios 
1930 38.5 36.7 24.8 
1960 69.2 19.7 11.1 
1970 76.6 14.2 9.2 
1979 84.6 9.7 5.7 
Fuente: Mario Calderón Rivera (1987), Un nuevo municipio, un nuevo país478. pp. 26 
La doble crisis ideológica y funcional de los partidos tradicionales les constriñó la 
capacidad de encauzar y controlar las demandas sociales. La efervescencia social 
buscará otros cauces de organización y representación, tales como organizaciones 
sindicales independientes del bipartidismo, los movimientos urbanos, los 
movimientos cívicos rurales y en los poblados periféricos, la insurgencia armada y 
                                                                                                                        
acueducto y alcantarillado en pequeñas y distantes poblaciones. Estos y otros hechos  igualmente 
irracionales e ineficientes, contribuyeron a alimentar el descontento con el centralismo como forma de 
organización territorial del Estado y dieron pábulo a constantes y enérgicas presiones para alcanzar 
una mayor autonomía municipal y departamental”. Testimonio inédito con el que abrió la  
presentación de su ponencia en el “Seminario 20 años de la descentralización en Colombia: Presente y 
futuro”. Bogotá, septiembre 20 y 21 de 2006. Estrada Villa, ex Ministro del Interior (1998-2002) 
478. Mario Calderón Rivera, Un Nuevo Municipio, Un Nuevo País. Variaciones Alrededor De La 
Reforma Municipal Y Del Reordenamiento Regional Y Urbano (Bogotá: Banco Central Hipotecario, 
1987).   
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hasta el narcotráfico (Moreno, 1988; Gaitán, 1988)479. No fue siempre esta senda 
fácil ni pacífica. Por el contario, mucha rabia, frustración y desespero se acumuló 
para inspirar el riesgo, la audacia y la intrepidez de cientos de miles que osaron 
expresar reclamos y formular políticas alternativas dentro de un sistema que utilizó 
medios legales e ilegales para reprimir las disidencias sociales y políticas. En 
correspondencia, desde abajo también (Buitrago, 1987)480. 
 
Se combinaron caprichosamente acciones legales, ilegales y subversivas para 
enfrentarse a la camisa de fuerza del bipartidismo, que trató, por todos los 
medios a su alcance, de monopolizar la práctica política de la sociedad. (p. 
78).  
 
4.2.4  El Frente Nacional, más que un régimen un sistema político 
 
El Frente Nacional fue más que un régimen político caracterizado por el monopolio 
bipartidista del Estado, fue un sistema político con ramificaciones sobre la 
organización de la sociedad en su interlocución con el Estado. La iglesia participó del 
espíritu del acuerdo al cesar su lineamiento preferencial con el partido conservador 
que llevó a varios clérigos durante La Violencia a incitar desde el púlpito el asesinato 
de liberales ateos (Lardin, 2011)481. Los gremios del capital ya habían cultivado 
                                        
479. Carlos Moreno, “La Reforma Municipal ¿Descentralización O Centralismo?,” Análisis Político No. 
3 (1988): 31 - 48. Pilar Gaitán, “La Elección Popular De Alcaldes. Un Desafío Para La Democracia,” 
Análisis Político No. 3 (1988): 94 - 102.  
480. Francisco Leal, “Orden Y Violencia. Colombia 1930 - 1954,” Análisis Político No. 1 (1987). 
481. Ya las reformas liberales de los años 30 y 40 habían dado lugar, por el connotado director del 
partido conservador Laureano Gómez, a calificativos tales como “el liberalismo es pecado” y “el 
liberalismo es bolchevismo”. Durante el periodo de la violencia el mismo Gómez encontró justificado 
asesinar liberales para detener al bolchevismo ateo, lo cual encontró eco en prelados que incitaron a la 
violencia en contra de los liberales. La iglesia católica bendijo asesinatos desde pueblos y parroquias 
humildes hasta desde grandes ciudades y catedrales. En la alta jerarquía se destacaron las declaraciones 
de Monseñor Miguel Ángel Builes quien “dos meses después del asesinato de Gaitán, en plena 
procesión del Sagrado Corazón, incitó a la revuelta y al aniquilamiento de los liberales a los que hizo 
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desde su fundación una neutralidad relativa respecto de las feroces pugnas intra 
partidistas, en gracia a que lograron una incidencia directa sobre la política 
económica, los ministerios y el Banco de la República, independientemente del 
origen partidista del presidente482. Los medios de comunicación también apoyaron y 
cultivaron el espíritu nacional del gobierno a tal punto que negaron páginas, 
imágenes y micrófonos a las protestas sociales y a las alternativas políticas 
(Vizcaíno, 2005)483. Las Juntas de Acción Comunal, fundadas en 1958, fueron un 
mecanismo masivo y extendido por sobre todo el territorio nacional y sus más 
remotos parajes, a través del cual el Estado Bipartidista organizó una interlocución 
subordinada y dependiente de los demandantes sociales a las redes electorales 
locales. La gestión administrativa de equipamientos urbanos ante las autoridades se 
trocó a cambio de la fidelidad electoral del protegido (Valencia 2010)484. La práctica 
típicamente clientelista rivalizó en eficacia durante mucho tiempo a la protesta, la 
asonada y la revuelta para obtener apoyos estatales. Los sindicatos de trabajadores 
                                                                                                                        
responsables de los desmanes del Bogotazo e insistiendo en que no se podía ser al mismo tiempo 
liberal y católico. Esta actitud no fue excepcional y en el semanario católico EL DERECHO, el mismo 
Monseñor, en vísperas de las elecciones de 1949, publicó un artículo incendiario en primera página 
titulado: “Conservadores de todo el país, a armarse”. Y no de razones, precisamente.”  p. 50. Rubén 
Lardin, La Violencia En Colombia (1990 - 2002). Antecedentes Y Desarrollo Histórico (Vigo: 
Universidad de Vigo, 2011). Pp. 50 
482. Los gremios del capital incidían sobre los ministros de diferentes ramos económicos que a su vez 
pertenecían a la Junta Monetaria del Banco de la República. Con la reforma a la constitución en 1991 
la Junta Monetaria es reemplazada por una Junta Directiva, de cuya composición se excluyen los 
ministerios y el gobierno. De tal manera el Banco de la República logra la plena independencia de los 
gremios del capital y del gobierno.  
483. El sociólogo Milciades Vizcaíno Gutiérrez (2005) distingue cuatro fases en el desarrollo de la 
televisión colombiana. En el momento de su fundación bajo la dictadura de Rojas Pinilla (1953 – 1957) 
la “Fase de estatización sin intervención de partidos políticos”. Durante el Frente Nacional (1958 – 
1985) imperó la “Fase de estatización con participación de partidos políticos”,  durante el cual la 
televisión se repartió de hecho entre allegados, simpatizantes y miembros de los partidos tradicionales, 
pero con la condición de usar los medios a favor de un espíritu nacional de reconciliación y no para 
atizar la oposición a ningún gobierno, que de hecho eran todos bipartidistas. La “Fase de estatización 
con intervención de partidos políticos y representaciones de la sociedad civil” (1985 – 1996) durante la 
cual la ideología de la reconciliación nacional, la apertura democrática y la democracia participativa 
abrió órganos de los medios a representantes de la sociedad civil. Por último, la  “Televisión orientada 
por el mercado” (1996 - ) en la que los grandes grupos económicos y programadoras internacionales 
entran a competir por el control de la televisión. Milciades Vizcaíno, “La Legislación De La Televisión 
En Colombia: Entre El Estado Y El Mercado,” Historia Crítica No. 28 (2005): 127 - 152. 
484. El análisis crítico del conjunto de los congresos de la Acción Comunal desde su fundación se 
encuentra en Luis Emiro Valencia, Historia, Realidad Y Pensamiento De La Acción Comunal En 
Colombia, 1958 - 2008 (Bogotá: Escuela Superior de Administración Pública, 2010).  
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asalariados también hicieron parte del sistema frente nacionalista. El Partido Liberal 
fundó la Confederación de Trabajadores de Colombia –CTC- y el Partido 
Conservador la Unión de Trabajadores de Colombia –UTC-.  
 
De nuevo hay que situar en la década del setenta el giro de tuerca de transición entre 
dos mundos. El modelo de substitución de importaciones entra en crisis en dicha 
década y el bipartidismo empieza a sentir la presión de la “insurgencia de las 
provincias” (Guhl y Fals, 1988)485 y de sus líderes locales. El cerrojo de la 
intermediación social a través de los partidos tradicionales empieza a agotarse. El 
modelo económico fue cuestionado y desmontado desde arriba y desde afuera, es 
decir, desde la tecnocracia y las agencias multilaterales. El acuerdo político fue 
cuestionado desde abajo y desde dentro de sus propios cimientos territoriales. El 
control social será cuestionado desde afuera y desde abajo por el movimiento obrero, 
los trabajadores, los estudiantes y los movimientos sociales de pequeños y medianos 
poblados, llamados en Colombia movimientos cívicos. 
 
4.2.5  Auge y declive del control frente nacionalista al sindicalismo 
 
El nacimiento del movimiento obrero organizado y combativo en Colombia podría 
datarse entre 1918 y 1928 bajo influencia de corrientes anarquistas, comunistas y 
socialistas (Archila, 2003)486. Primero la represión en los años 20 y luego el gobierno 
liberal de Alfonso López Michelsen (1934 – 1938) decapitaron la independencia 
sindical mediante un paquete legislativo que reconoció derechos fundamentales al 
                                        
485. Tomamos prestado el concepto al geógrafo Ernesto Guhl y al sociólogo Orlando Fals-Borda, 
mediante el cual analizan las razones por las cuales las sociedades territoriales periféricas se levantan 
contra el centralismo, envolviendo en tal insurgencia a las clases políticas de los partidos tradicionales, 
además de las organizaciones campesinas y populares. Orlando Fals-Borda Ernesto Guhl, La 
Insurgencia De Las Provincias: Hacia Un Nuevo Ordenamiento Territorial Para Colombia, vol. Vol. 
2 (Bogotá: Universidad Nacional de Colombia, 1988). 
486. Mauricio Archila, Idas Y Venidas, Vueltas Y Revueltas. Protestas Sociales En Colombia, 1958 - 
1990 (Bogotá: Icanh / Cinep, 2003).  
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mundo del trabajo: sindicalización, convenciones colectivas, derecho de huelga, 
estabilidad laboral. El 7 de agosto de 1936 se fundó la Confederación Sindical de 
Colombia -CSC- que devino dos años después en 1938 en la Confederación de 
Trabajadores de Colombia –CTC-, con apoyo del gobierno, el partido liberal y la 
participación de líderes de izquierda de los años 20. Desde entonces esta fracción 
del sindicalismo obrero quedó atado al partido liberal y por esta vía hará parte del 
gran sistema del Frente Nacional desde finales de los años cincuenta. 
 
La Unión de Trabajadores de Colombia –UTC- fue creada el 12 de junio de 1946 con 
expresa intensión de combatir en el seno de la clase obrera la ideología comunista y 
socialista a favor de los valores cristianos. La UTC fue promovida por las jefaturas 
del partido conservador, quienes se pusieron la tarea de construir un sindicalismo 
que cultivara armónicas relaciones con los empresarios para el logro de mutuos 
beneficios e hiciera contra peso al sindicalismo liberal. Con la UTC el bipartidismo 
tradicional completó el control de los sindicatos de trabajadores y su subordinación al 
sistema del Frente Nacional. 
 
En el año de 1964 el Partido Comunista Colombiano fundó la Confederación Sindical 
de Trabajadores de Colombia –CSTC-, expresando una tendencia al rompimiento del 
control sindical por el bipartidismo tradicional (Múnera 1998, pp. 205 - 208)487. Dentro 
de la CTC y la UTC también se organizaron tendencias autonomistas respecto de las 
jefaturas liberales y conservadoras y en particular de las relaciones clientelistas y de 
dependencia política y electoral de los trabajadores.  
                                        
487. El abogado y politólogo Leopoldo Múnera Ruiz recuerda el tormentoso proceso de rompimiento de 
los comunistas con los liberales, en donde la mayor presión habría estado recurrentemente del lado del 
partido y el gobierno liberal. Los comunistas estuvieron desde los años 20 interesados en una alianza 
estratégica con la “burguesía nacional democrática” en contra de los terratenientes y los fascistas 
acantonados en el partido conservador. La central comunista habría sido entonces creada por la fuerza 
de la expulsión del sindicalismo liberal más que por una voluntad propia. Ver Leopoldo Múnera, 
Rupturas Y Continuidades. Poder Y Movimiento Popular En Colombia 1968 - 1988 (Colombia: 
Universidad Nacional de Colombia / Cerec, 1998). 




Una corriente demócrata cristiana fundó en 1971 la Confederación General del 
Trabajo –CGT-, alrededor de una crítica conjunta al capitalismo y al comunismo 
materialistas desde una doctrina proclive a la responsabilidad social de la iglesia y de 
las empresas (Arias 2009)488. La CGT tuvo buenas relaciones con la jerarquía de la 
iglesia y el partido conservador, aunque proclamó su autonomía y devino, como las 
otras centrales obreras ligadas a los partidos tradicionales, “un grupo de presión 
sindical”. Es decir, más que una correa de transmisión de las jefaturas partidistas y 
menos que un sindicalismo clasista radical. 
 
En los años 60 y setenta se generaron otros sindicatos fuera de los partidos 
tradicionales, la democracia cristiana y el partido comunista. Los “sindicatos 
independientes” pelecharon en su mayoría bajo la influencia de partidos de izquierda 
como los maoístas, los trotskistas, los camilistas y el M19. 
 
Los años 20 y 30 se caracterizaron por una importante actividad campesina que 
realizó invasiones de tierras y luchó por mejoras en las condiciones laborales con 
importantes resultados regionales contra la gran propiedad de la tierra (Fajardo, 
1983)489. Las iniciativas agrarias del gran reformador liberal de los años 30 y 40, 
Alfonso López Pumarejo, lograron apaciguar la combatividad campesina y acrecentar 
la influencia del partido y la ideología liberal en el seno de sus organizaciones. Con 
posterioridad, durante el periodo de la II República Conservadora (1946 – 1957), el 
efecto combinado de la contra reforma conservadora, La Violencia y la dictadura de 
                                        
488. La “alternativa que evitaba los males del capitalismo y del comunismo” y la “Tercera vía” entre 
“izquierdas” y “derechas”, así como la repartición de tareas entre los “intereses de la religión” y “los 
afanes de la política” en la Democracia Cristiana es explicada por  Ricardo Arias, “La Democracia 
Cristiana En Colombia (1959 - 1960). Observaciones Preliminares,” Historia Crítica (2009): 188 - 
216. 
489. Un análisis de los enfrentamientos entre los campesinos y las haciendas en los años 20 y 30 se 
encuentra en Darío Alcides Fajardo, Haciendas, Campesinos Y Políticas Agrarias En Colombia, 1920 - 
1980 (Bogotá: Editorial Oveja Negra, 1983). 
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Rojas Pinilla hicieron recular las movilizaciones campesinas y reducir drásticamente 
el número y fortaleza de sus organizaciones (Zamosc, 1987)490. La gran propiedad 
de la tierra se consolidó y empujó los campesinos hacia los poblados pequeños en 
tránsito hacia las grandes urbes, así como presionó la extensión de la frontera 
agraria a través de la colonización. Las bases del partido conservador y de la 
ideología cristiana de la caridad y la reconciliación entre las clases cundía en el 
campo, de lo cual no escapó la organización campesina por ellos controlada 
mediante la Federación Agraria Nacional –FANAL-.  
 
Poco a poco en la década del 60 empezaron a animarse de nuevo las luchas y la 
organización campesina. El presidente liberal Carlos Lleras Restrepo (1966 – 1970) 
tomó la audaz iniciativa en 1967 de impulsar desde el Estado una gran organización 
sindical campesina, la Asociación Nacional de Usuarios Campesinos –ANUC- (D 755 
de 1967)491. El Primer Congreso Nacional del sindicato agrario sesionó en julio de 
1970 con la presencia del presidente de la República. Desde las veredas, pasando 
por los municipios hasta el nivel departamental, los campesinos estaban invitados a 
organizarse para ser usuarios de la reforma agraria promovida desde el Estado. 
Confrontar las bases tradicionales y terratenientes para modernizar el campo y 
acrecentar la producción de materias primas que alimentaran las urbes y la industria, 
era el objetivo del gobierno liberal.  
 
La ANUC nació como correa de transmisión de una fracción de la elite del Frente 
Nacional, liderada por el partido liberal, confrontada a la otra fracción liderada por el 
partido conservador. Sin embargo, desde su fundación la ANUC se proclamó 
autónoma del Estado y los partidos políticos, defendió la gratuita repartición de 
tierras para aquellos que las trabajaran, la expropiación de latifundios sin derecho a 
                                        
490. León Zamosc, La Cuestión Agraria Y El Movimiento Campesino En Colombia. Luchas De La 
Asociación Nacional De Usuarios Campesinos (Anuc), 1967 - 1981 (Bogotá: Cinep, 1987). 
491. Asociación Nacional de Usuarios Campesinos -ANUC-. Decreto 755 de 1967 [en línea]:    ANUC. 
<www.anuc.co/ANUC/dynamicdata/DECRETO%20N__.pdf ‎.>  [Consulta: 1 octubre 2013].   
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una indemnización y el fin de las concesiones de tierras a monopolios extranjeros. 
Además, los campesinos reclamaban el freno a las importaciones de los excedentes 
agrícolas de los países desarrollados, establecer límites a los tamaños de la 
propiedad de la tierra, apoyo a las cooperativas campesinas y liquidación de las 
relaciones sociales de servidumbre. Por último el programa exigía la condonación de 
deudas y la masificación de créditos, buenos precios de sustentación y la 
participación de la asociación en las instancias directivas de las entidades estatales 
del sector agropecuario (ANUC, en línea)492.  
 
El programa ideológico de la ANUC rebasó desde un comienzo las pretensiones de 
control a los campesinos y a la reforma agraria impulsada por el Estado. 
Aspiraciones nacionalistas y socialistas caracterizaban un programa que también 
tenía cabida en aquellas épocas dentro del partido liberal. Del programa los 
campesinos pasaron rápido a la acción mediante oleadas de invasiones durante los 
años de 1970 y 1971. El miedo a la “lucha de clases” y a la independencia de las 
organizaciones sociales del control estatal logró una nueva mayoría dentro de los 
partidos del Frente Nacional en contra de la reforma agraria del presidente Lleras. 
Bajo el gobierno conservador de Misael Pastrana Borrero (1970 – 1974) y con la 
legitimidad del Pacto de Chicoral (1972) se desató la represión contra los 
campesinos y sus organizaciones. A la postre tal actitud acrecentó la tendencia al 
desprendimiento de una fracción del sindicato agrario respecto del Estado y los 
partidos tradicionales. En 1972 se creó una escisión que hará carrera, por un parte la 
línea Armenia se alinderó con el Estado para que este organizara a través de su 
Instituto Nacional de Reforma Agraria el acceso a la tierra y las políticas de apoyo 
productivo. Por otra parte, se creó la “Línea Sincelejo”, más combativa, la cual 
promovió las ocupaciones de hecho de tierras y tuvo influencia de una multiplicidad 
de partidos de la izquierda radical. La división originaria generó una fisura a través de 
la cual los enfrentamientos políticos conducirán a un debilitamiento general del 
                                        
492. Asociación Nacional de Usuarios Campesinos -ANUC-. “Acta de instalación y constitución de la 
ANUC” [en línea]:    ANUC, Historia (7 de julio de 1970). http://anuc.co/dynamicdata/historia.php, 
[Consulta: 31 marzo 2013]. 
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sindicalismo campesino, cada vez más fragmentado, además de reprimido por las 
fuerzas de seguridad del Estado.  
 
De esta manera en la década del setenta convergen, por una parte un 
desprendimiento del sindicalismo obrero y campesino del control de los partidos del 
Frente Nacional y, por otra, un aumento de la represión estatal contra ambos. Los 
sindicatos actúan como grupos de presión a favor de sus afiliados y son permeados 
por ideologías críticas del Frente Nacional y del funcionamiento del capitalismo. Los 
setenta son también el periodo de transición en el que arrecian las críticas y el 
desmonte de los instrumentos del modelo de industrialización por sustitución de 
importaciones –MISI-. El gobierno del liberal Alfonso López Michelsen (1974 – 1978) 
castigará los ingresos laborales, la estabilidad del empleo y la participación del gasto 
público social dentro del PIB para lograr equilibrar las cuentas fiscales, en un 
contexto de baja de aranceles y apertura al capital internacional. Al súbito deterioro 
en los ingresos y las condiciones laborales se les suma el encarecimiento general de 
los servicios, el aumento de los precios de la canasta familiar, el alza de las tasas de 
interés y el incremento de los impuestos al consumo de carácter regresivo. De esta 
manera, en el primer gobierno neoliberal se ataca también a las clases medias y a 
los trabajadores del sector informal, mientras protege las grandes empresas, el 
capital externo y las rentas de la burguesía cafetera. La suma entre el brusco 
deterioro de las condiciones de vida de amplias capas de la población, con el 
sentimiento de injusticia y privilegios protegidos por el gobierno, enojan a la 
población.  
 
El sindicalismo que se había desprendido del férreo control frentenacionalista 
convocará a un Paro Cívico nacional el 14 de septiembre de 1977. Por primera vez 
las cuatro grandes centrales obreras (Confederación de Trabajadores de Colombia – 
CTC-, Unión de Trabajadores de Colombia –UTC-, Confederación Sindical de 
Trabajadores de Colombia –CSTC- y la Confederación General del Trabajo –CGT-)  
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realizaron una masiva protesta conjunta que paralizó buena parte del país. Ocho 
fueron las reivindicaciones principales del paro que fueron desatendidas por el 
gobierno puesto que nunca hubo negociación (León, 2011)493. 
 
a) aumento general de salarios en un 50 por ciento mínimo 
b) congelación de precios y tarifas 
c)  levantamiento del estado de sitio en forma definitiva  
d) reapertura y desmilitarización de las universidades 
e) plenos derechos sindicales para los trabajadores del Estado 
f) tierra para los campesinos y cese de la represión en el campo 
g) jornada laboral de ocho horas y salario básico para los trabadores del 
transporte  
h) abolición de los decretos orgánicos del ICSS lesivos para los usuarios y 
trabajadores de la entidad. (p. 56).  
 
Este acontecimiento representó sin duda la cresta superior de la capacidad de los 
sindicatos y las organizaciones de izquierda de movilizar a los trabajadores. El Paro 
cívico fue más que un acontecimiento obrero, en las grandes ciudades como Bogotá 
y otras capitales sirvió de aliciente para la emergencia de miles de líderes barriales 
que organizaron la toma de sus ciudades. Los sindicatos y los partidos de izquierda 
proclamaron la conducción de las demandas y aspiraciones del pueblo por la 
vanguardia obrera. Pocos se percataron de la emergencia de un nuevo actor difuso 
pero masivo, inorgánico pero con gran capacidad de organización, despolitizado pero 
con mucho arrojo: los movimientos urbanos populares. 
                                        
493. Periódico Voz Proletaria, órgano de difusión del Partido Comunista Colombiano–PCC-, 14 de 
septiembre de 1977, citado por León, Sandra M. Análisis Comparativo Del Manejo De La Información 
Por Parte De Los Periódicos El Tiempo Y Voz Proletaria En relación Con El Paro Cívico Nacional de 
1977. Trabajo de grado para optar al titulo de Magister. 2011. Mientras el principal periódico liberal 
del país El Tiempo tituló en la época: “Un paro sin razón ni ley”. Voz Proletaria advertía: “Los policías 
también queremos parar”.  




El Paro Cívico no contuvo al neoliberalismo, en cambio fortaleció aquellos que 
pidieron un trato represivo en contra de las organizaciones sindicales y los líderes de 
izquierda. Tarea que será acometida con creces durante el gobierno posterior del 
liberal  Turbay Ayala (1978 – 1982) bajo el manto de un Estatuto de Seguridad. La 
tenaza entre represión y neoliberalismo inicio una pendiente descendente en el 
número de trabajadores afiliados generales al sindicalismo. Más allá se debilitó la 
figuración política de los trabajadores y retrocedió el movimiento hacia tropeles y 
negociaciones sectoriales y de base. Mientras entre 1965 y 1980 la tasa de 
crecimiento de los afiliados fue del 61%, la represión y el neoliberalismo hizo 
colapsar dicha dinámica entre 1974 y 1980 a un mero 3%, es decir, muy por debajo 
del crecimiento del empleo asalariado (Múnera, 1998, p. 327)494.  
 
Los activistas urbanos y los movimientos cívicos en los pueblos y veredas también 
serán objeto de la persecución oficial. Sin embargo, por su naturaleza inorgánica 
eran más difíciles reprimir de una sola vez, o corromper por siempre (Restrepo, 2006, 
pp. 337 - 340)495. La tenaza de la represión y el neoliberalismo tuvo el firme propósito 
de debilitar las relaciones laborales estables, disminuir los costos del trabajo y cerrar 
las puertas a un aumento de los partidos de izquierda dentro del mundo del trabajo. 
Sin proponérselo, lograron también alimentar una recomposición del movimiento 
popular hacia movimientos cívicos urbanos, en las grandes ciudades y pequeños 
poblados. La militarización de la vida social y el tratamiento militar a las protestas y 
los opositores echaron gasolina a las brasas de la insurgencia armada que salió del 
letargo de la década del setenta para adentrase con bríos en los ochenta. Las 
consecuencias del éxito de la estrategia contra las trabajadores acumulará una 
década después fuertes motivos de preocupación por la posible confluencia entre la 
                                        
494. Múnera, Rupturas Y Continuidades. Poder Y Movimiento Popular En Colombia 1968 - 1988.  
495. Restrepo, Darío I. (2006), ’Economía política de las estructuras espaciales del Estado en 
Colombia’, in Restrepo, Darío I. (ed.), Historias de descentralización. Transformación del régimen 
político y cambio en el modelo de desarrollo. (Bogotá: Universidad Nacional de Colombia) 321 - 398 
      
  
317 
insubordinación social, con apoyo de sectores de la clase política regional, y la 
insurgencia armada. 
 
Jaime Castro, ministro de gobierno de Belisario Betancur (1986 – 1990), justificará el 
gran paquete reformista de la descentralización en tanto estrategia para superar la 
crisis de legitimidad y apatía de los ciudadanos con el sistema político, desmontar los 
conflictos sociales territoriales y derrotar políticamente a la creciente insurgencia 
armada.  
Cada vez son más numerosos los paros cívicos y las protestas que, con el 
apoyo abierto o tácito de los partidos e incluso de las autoridades locales, 
degeneran en tumultos y desórdenes, con saldo muchas veces de saqueos o 
muertes violentas. (Castro, 1984, p. 8)496. 
 
Todo conflicto social debe hacer parte del mundo político y ser tratado por una 
de sus instancias. No se puede permitir, en ningún caso, que converjan o se 
identifiquen, directa o indirectamente, los conflictos sociales y la lucha armada 
(Castro, 1987, p. 49)497. 
 
4.2.6  La geografía de la insubordinación social 
 
La dupla del MISI y el Frente Nacional edificaron lo que en Colombia se llama “el 
sistema centralista”. Tanto el gasto público como el privado, el Estado como el 
mercado, el poder político y los gremios del capital y el trabajo, todo se concentró en 
los territorios centrales de la patria. La negociación en la arena nacional definió las 
                                        
496. Jaime Castro, “La Democracia Local. Ideas Para Un Nuevo Régimen Departamental Y Municipal,” 
(1984): 95. 
497. Jaime Castro, Respuesta Democrática Al Desafío Guerrillero (Bogotá: Editorial Oveja Negra, 
1987). 
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cuotas de poder a repartir, a los departamentos y municipios le quedaron parcelas 
muy empequeñecidas del pastel público y de la inversión privada. Cuando estas 
rebasaron los lugares centrales fue para desarrollar tentáculos de extensión territorial 
en búsquedas de rentas para el presupuesto nacional (minería, petróleo, puertos, 
agroindustria). De tal suerte que el centralismo creó dos márgenes territoriales. Uno 
conformado por las lejanías. Allí se encontraban los territorios con escasa presencia 
estatal, sometidos a esporádicas oleadas de campañas sanitarias y apoyos a la 
economía campesina, una infraestructura de comunicaciones tentacular para extraer 
riquezas naturales, centros económicos de enclave rodeados de precariedad y razias 
militares que recordaran el orden nacional al que se pertenecía. La otra frontera fue 
más entrañable, agazapada dentro de las grandes ciudades y sus suburbios por 
aquella población desplazada del campo o sencillamente citadinos que no podían 
insertarse en los estrechos márgenes de la economía formal y el Estado moderno.  
 
Tabla 6. Porcentaje de Transferencias por Nivel Territorial 
 1973-1979 1980-1986 
Nación 47,4 50,4 
Departamentos 40,7 36,2 
Municipios 11,9 13,4 
Fuente: para el período 1973-1979, Richard Bird, Finanzas Intergubernamentales En Colombia (Bogotá: 
Departamento Nacional de Planeación, 1981).; para el período 1980-1986 Wiesner, Eduardo (1992), Colombia: 
descentralización y federalismo fiscal, Presidencia de la República – Departamento Nacional de Planeación. 
Cuadro elaborado con la colaboración de David Cano, estudiante de Maestría en Ciencias Económicas de la 
Universidad Nacional de Colombia. 
 
Tabla 7. Necesidades Básicas Insatisfechas y Población - 1985 
 NBI Población (% 
del total) 
Urbano 26,8 66,77 
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Rural 67,8 33,23 
Municipios de más de 500.000 habitantes 26,7 29,93 
Municipios entre 20.000 y 50.000 habitantes 58,4 18,08 
Municipios de menos de 10.000 habitantes 67,7 10,29 
Fuente: Sánchez Fabio, España Irina. “Urbanización, Desarrollo Económico Y Pobreza En El Sistema De 
Ciudades Colombianas 1951 2005”. Documentos CEDE No. 13. Centro de Estudios de Desarrollo Económico. 
Facultad de Economía. Universidad de Los Andes. 2012 
<http://economia.uniandes.edu.co/investigaciones_y_publicaciones/CEDE/Publicaciones/documentos_cede/2012/
Urbanizacion 
Cuadro elaborado con la colaboración de David Cano, estudiante de Maestría en Ciencias Económicas de la 
Universidad Nacional de Colombia. 
 
La concentración geográfica del gasto público unida a la tendencia a la urbanización 
alimentó demandas socio territoriales desde las fronteras del centralismo. Como bien 
lo advierte el sociólogo y filósofo Pedro Santana Rodríguez (1986)498, los poblados 
más alejados demandaron conectarse al Estado y el mercado, para lo cual 
reclamaron la infraestructura que los comunicara con sus propias regiones y con los 
grandes centros del país. También carecían de los servicios sociales básicos como 
acueductos, alcantarillados, viviendas, servicios públicos, salud y educación, cuya 
demanda aumentaba con el crecimiento de la población migrante. Por último, 
también exigían oportunidades de desarrollo a través de créditos, asistencia técnica y 
capacidad de comercialización de productos a precios que permitieran desarrollar las 
actividades económicas. La mayoría de los 300 paros acontecidos entre 1971 y el 
año antesala de las leyes de descentralización en 1985 se situaron en pequeños 
poblados entre 10.000 y 50.000 habitantes. Los pueblos intermedios, es decir, con 
relativa presencia estatal y mercados regionales habían crecido mayormente en 
habitantes y necesidades que en dotaciones de servicios públicos. Sus reclamos 
giraron alrededor de la calidad, oportunidad y extensión de los servicios e 
                                        
498. Pedro Santana Rodríguez, “Crisis Municipal, Movimientos Sociales Y Reforma Política En 
Colombia,” Revista Foro Vol. 1 (1986): 4 - 15. 
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instituciones estatales, así como alrededor de las condiciones para el desarrollo de 
capacidades productivas. En palabras del sociólogo Fabio Velázquez (2000)499: 
 
Entre 1970 y 1985, las ciudades entre 50.000 y 600.000 habitantes 
concentraron el 20.8% de los paros cívicos, el 40.7% de las tomas de 
dependencia oficiales, el 39% de las ocupaciones de espacios públicos y el 
42.8% de las protestas de pobladores en el país. 
 
En las grandes urbes, en las periferias internas de los centros de poder, se animaron 
movimientos urbanos reclamando menores tarifas de servicios públicos, vivienda, 
transporte, empleo y créditos. La Colombia relegada golpeaba desde afuera los 
estrechos márgenes del centralismo mediante paros cívicos, marchas campesinas, 
tomas de carreteras y edificios, huelgas de hambre y pliegos de peticiones. Y en los 
centros urbanos interrumpiendo el transporte, tomándose edificios públicos, 
enfrentándose a la fuerza pública. 
 
El desarrollo desigual del capitalismo y el mercado en Colombia se combinó con un 
sistema político igualmente concentrado y centralizado que excluyó por décadas 
amplias capas de población de la ciudadanía social y política500. De esta caldera 
nacen los movimientos sociales de los años setenta (Santana, Aldana y Suárez 
                                        
499. Fabio Velázquez, “La Agenda De La Descentralización En Colombia,” Revista Foro No. 38 
(2000): 4- 20. 
500. La ciudadanía social refiere al conjunto de derechos básicos de la calidad de vida que equiparan a 
las personas entre sí, como por ejemplo, el acceso a la salud y la educación básica, una vivienda digna, 
agua potable regular y red de alcantarillado, los servicios de justicia, la capacidad de generar ingresos y 
el goce de la seguridad ciudadana. La ciudadanía política apela a los derechos electorales, de 
organización, movilización, expresión y representación de posiciones políticas, así como los derechos 
conexos a la nacionalidad. Los habitantes de los territorios externos al centralismo padecen relativas 
restricciones en el goce de la ciudadanía social respecto de las poblaciones que habitan los centros 
desarrollados. En cuanto a la ciudadanía política, además de los problemas de inseguridad política en 
las periferias, la incidencia de los representantes de provincia sobre el presupuesto, las políticas y los 
principales cargos del Estado es manifiestamente menor.  
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(1983)501. Estos presionaron desde afuera los márgenes socio territoriales de la 
repartición del poder, cuestionando tanto el régimen político bipartidista, el sistema 
político centralista, la concentración central del gasto público y en la prestación de 
servicios, así como la estrecha expansión socio territorial de las oportunidades de 
desarrollo económico.  
 
¿Pero quiénes eran los llamados movimientos cívicos que rivalizaron desde  la 
década del setenta el protagonismo a los sindicatos de trabajadores asalariados? 
Varias cualidades identificaron esta nueva expresión de la subjetividad popular. En 
primero lugar, la estrecha relación entre las demandas sociales y las características 
territoriales del habitar. La geografía del desarrollo creó los mapas de la marginalidad 
que activaron sus luchas sociales en tanto luchas desde los territorios y exigencia de 
un nuevo ordenamiento espacial del sistema político y el sistema económico. Los 
movimientos cívicos de las décadas del setenta y ochenta hacen emerger 
masivamente la conciencia de la existencia de “la territorialidad de la democracia”, 
según una sugestiva caracterización de Pedro Santana (1993) 502. En segundo lugar, 
la composición popular del movimiento que involucraba al conjunto de pobladores, 
desde los líderes sindicales y campesinos si los había, los maestros de las escuelas 
líderes naturales de la juventud, los conductores, trabajadores de la salud, tenderos, 
comerciantes, pequeños finqueros y dueños de negocios, desempleados, jornaleros 
y amas de casa. No se trataba ya de movilizaciones de sectores de la población que 
concitaban la simpatía y eventualmente el apoyo del pueblo, como las huelgas de 
trabajadores asalariados, los campesinos o los estudiantes, sino plenamente 
movilizaciones populares generales503. Los lugares de activación de los movimientos 
cívicos no serán tampoco principalmente aquellos de los bastiones obreros con 
                                        
501. Un desarrollo parcial de esta tesis se encuentra en Efraín Aldana Pedro Santana Rodríguez, Hernán 
Suárez, El Desarrollo Desigual De Las Regiones Y El Movimiento Cívico En Colombia (Bogotá: 
CINEP, 1983). 
502. Pedro Santana Rodríguez, “La Territorialidad De La Democracia,” Revista Foro Número 21 
(1993): 57 - 71. 
503. Muchos analistas de formación marxista caracterizaron de “poli clasista” la composición de los 
movimientos cívicos. 
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fuertes sindicatos e influencia de los partidos de izquierda, sino los pueblos 
pequeños y medianos “en donde el espacio laboral estaba integrado con el 
comunitario” (Múnera, (1998, p. 411)504. En tercer lugar, los líderes politizados de las 
confrontaciones cívicas demandaban la participación directa de los usuarios de 
servicios en la dirección de las empresas, de los pobladores en cabildos abiertos, de 
los ciudadanos en la elección de sus alcaldes y gobernadores, de la población en la 
formulación de los planes de desarrollo municipales y departamentales (Restrepo, 
2004, p. 89)505. La participación ciudadana y comunitaria en los asuntos públicos es 
la expresión política de una subjetividad social que rebasa la forma de partido, 
sindicato, asociación profesional y funcionario público para representar intereses y 
valores ante el Estado.  
 
Las protestas se enfrentaron a los signos del poder: la policía, los bancos, las 
instituciones estatales, el comercio, la residencia de los políticos… y a la vez exigían 
mayor presencia estatal, más instituciones, empresas y servicios, así como crédito y 
condiciones para el desarrollo económico (Archila, 2002)506. Entre la manifestación 
de rechazo y la exigencia de inserción los movimientos desplegaron formas de 
movilización distintas a la tradición sindical. Es decir, cargos rotativos, distribución 
                                        
504. Múnera, Rupturas Y Continuidades. Poder Y Movimiento Popular En Colombia 1968 - 1988. 
505. “Propuestas para solucionar la crisis”, Primer Encuentro Nacional de Movimientos Cívicos 
reunidos en la ciudad de Bogotá en octubre de 1983, a que asistieron 3000 delegados de 2.500 
organizaciones de base. Darío I. Restrepo, “De La Descentralización a La Regionalización: Nuevos 
Escenarios De La Guerra Y Oportunidad Para La Paz,” Revista Eure Vol. XXIX, No. 89 (2004): 81 - 
96. 
506. Mauricio Archila (2002) menciona que “entre 1975 y 2000 se realizaron en el país 10.975 
protestas”, de acuerdo con cálculos del autor, de ellas cuando menos el 50% se realizaron entre 1975 y 
1986 “[…] obreros, campesinos, pobladores urbanos, estudiantes, indígenas, mujeres, trabajadores 
independientes, gremios empresariales y presos” [se expresaron a través de] huelgas o ceses de 
actividad; movilizaciones, marchas o mítines; invasiones de tierras; tomas de entidades; bloqueos o 
cortes de vías; y confrontaciones o enfrentamientos con la fuerza pública distintas de las acciones 
armadas”. Protestaron contra condiciones de trabajo, violación de leyes o pactos, violaciones de 
derechos humanos, autoridades y políticas estatales. Exigieron tierra y vivienda, servicios públicos, 
transporte, servicios sociales y condiciones ambientales y, en menor cantidad manifestaron solidaridad 
y participaron en conmemoraciones. Archila, Mauricio. Colombia en el cambio de siglo: actores 
sociales, guerra y política. [en línea]. Protestas, Resistencias y Movimientos Sociales. Buenos Aires: 
Nueva Sociedad – NUSO- 182. (Noviembre / Diciembre 2002), Revista Bimestral. 77 a 80. 
http://www.nuso.org/upload/articulos/3089_1.pdf. [Consulta: 1 octubre 2013]. 
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más horizontal de tareas, cultura de la asamblea popular para la toma de decisiones. 
La dirección cívica incluye líderes de organizaciones establecidas en las localidades, 
pero se organiza a través de Comités Cívicos conformados por una multiplicidad de 
sectores sociales independientemente de su adscripción a organizaciones 
representativas y gremiales permanentes. En este sentido, la democracia directa y 
participativa es encumbrada a la conducción de los procesos cívicos (González, 
1984)507. Lo social asume directamente el liderazgo de las prácticas, las formas de 
organización y la formulación de plataformas políticas, mediante un accionar que 
rebasa los mecanismos de la democracia representativa, al sindicalismo, el actuar de 
los partidos de izquierda y el control de los partidos y redes bipartidistas. Sin 
embargo, el accionar de lo cívico es alterno a los partidos pero no su contario. La 
población movilizada y los líderes organizadores de las protestas seguían siendo 
liberales, conservadores o abstencionistas en las décadas del setenta y ochenta; es 
decir, en los tiempos del máximo auge de la efervescencia cívica. 
 
El repertorio del combate no parecía justificarse exclusivamente por la eficacia en la 
obtención de reivindicaciones arrancadas al Estado a favor de las comunidades. La 
movilización era también valorada por ella misma en tanto recreación de fuertes 
identidades territoriales que los distinguen del centro que abandona, de las elites que 
oprimen y que permiten la vivencia de relaciones de solidaridad intra social. La 
movilización es escenario para el goce de la cultura popular, de la fiesta, los eventos 
culturales, la toma colectiva de los espacios públicos, la repartición de tareas 
solidariamente entre diferentes que entonces son iguales entre sí y poderosos ante 
las estructuras y jerarquías de poder (Giraldo, 1987)508. El paro cívico es un acto de 
poder en la que se exaltan y promueven formas de expresión política de lo social 
distintas a las ofertadas por la sociedad de mercado, el clientelismo político, la 
tradición sindical y las vanguardias de la izquierda radical. 
                                        
507. Camilo González, “Movimientos Cívicos, 1982 - 1984, Poder Local Y Reorganización De La 
Acción Popular,” Controversia No. 121 (1984). 
508. Javier Giraldo, La Reivindicación Urbana, 1982 - 1986, vol. No. 138 - 139, Controversia (Bogotá: 
Cinep, 1987).  




Movimiento sin representación estable y jerárquica, interlocución sin construcción 
permanente de intermediación, plataformas de lucha sin alineamiento con las 
grandes corrientes de la izquierda internacional, representación de lo social sin 
vanguardia ontológica previa. He aquí el núcleo de los aportes a la cultura política de 
dichos movimientos. Sin embargo, la fortaleza de las nuevas prácticas democráticas 
y la aspiración a socializar lo político signaron a la vez su debilidad instrumental y 
práctica. ¿Cómo mantener la llama de la lucha, hacer seguimiento a las actas de 
compromiso pactadas con la administración pública local y los representantes del 
Estado central, de qué manera cualificar la formación y acrecentar la incidencia de 
las acciones, si a la vez se carecía de organización permanente y jerarquizada? La 
discontinuidad de las acciones, el rápido reflujo después de la contienda, las 
dificultades para convertir la fuerza social en fuerza político electoral y fortaleza 
organizada permanente. He aquí los talones de Aquiles más señalados por los 
investigadores sociales en la década del setenta.  
 
Ya en los ochenta, los “paros cívicos” habrían transitado hacia los “movimientos 
cívicos”, de las protestas locales, puntuales y discontinuas, motivadas por demandas 
de equipamientos urbanos y necesidades económicas, a las coordinaciones 
regionales de las acciones y las plataformas (Giraldo y Camargo, 1985)509. Entonces 
la dimensión socio territorial de las soluciones se habían esclarecido y los 
movimientos se habrían politizado al cuestionar la organización espacial del sistema 
económico y del sistema político, así como la insuficiencia de la democracia 
representativa. En los años posteriores al inicio de la elección popular de alcaldes 
(1988) y de gobernadores (1992), los movimientos cívicos serán semillero importante 
para la creación de movimientos políticos regionales como analizaremos más 
adelante. 
                                        
509. Santiago Camargo Javier Giraldo Moreno, “Paros Y Movimientos Cívicos En Colombia,” Revista 
Controversia No. 128 (1985): 7 - 36. 




Los movimientos cívicos de la década del setenta y ochenta reclamaron una nueva 
geografía del poder, personificaron la emergencia de liderazgos sociales alternos a la 
clase obrera y los trabajadores asalariados, ejercitaron otras destrezas organizativas 
más horizontales y acudieron a prácticas  públicas llamadas participativas. Una 
nueva subjetividad política había emergido y a través del fragor de la contienda había 
chocado contra el orden económico y político. La descentralización de las 
oportunidades de desarrollo y del sistema político se convirtieron en aspiraciones de 
una nueva democracia. Demandas estas, por lo demás, totalmente ajenas a las 
vanguardias sindicales y los partidos de izquierda (Restrepo, 2002)510.  
 
La década del setenta se caracterizó por una alta conflictividad como resultado 
combinado entre la pérdida de control del bipartidismo sobre los campesinos, los 
obreros, los estudiantes y los movimientos cívicos por una parte y, por la otra, por el 
deterioro de las condiciones de vida agravadas por los impactos de la crisis 
internacional de comienzos de los setenta en Colombia y el comienzo de la 
aplicación de políticas neoliberales. Entre 1972 y 1975 el PIB cayó a menos de un 
tercio, pasando de 7,67% al 2,32% (Archila, 2003, p. 337)511. La inflación se 
multiplicó por cuatro entre 1970 y 1974, pasando de 6,83% a 26,6% y aunque no se 
incrementó bruscamente el desempleo se padeció una pérdida del poder adquisitivo 
(Archila, 2003, p. 228)512. 
Como lo ilustran las gráficas del filósofo, economista e historiador Mauricio Archila 
Neira, la delantera la tomaron los campesinos a comienzo de la década, la 
                                        
510. Los movimientos socio territoriales hicieron parte de una transformación aun más profunda de la 
subjetividad política en la cual se fortalece la organización y representación social desde lo cultual 
(etnia y lengua), las luchas contra las discriminaciones (género, juventud, sexualidad) y valores 
positivos como el medio ambiente, los derechos humanos y la paz.  Ver por ejemplo Restrepo, Darío I 
(2002), ’Las prácticas participativas: entre la socialización y la privatización de las políticas públicas’, 
in Darío I. Restrepo, Pedro Cortés, Luis Hernando Briceño (ed.), Enlaces y rupturas. Experiencias de 
participación representativas de una década 
511. Archila, Idas Y Venidas, Vueltas Y Revueltas. Protestas Sociales En Colombia, 1958 - 1990. 
512. Archila, Idas Y Venidas, Vueltas Y Revueltas. Protestas Sociales En Colombia, 1958 - 1990.  
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continuaron los estudiantes, los trabajadores asalariados y los movimientos cívicos 
desde el año de 1974 hasta el año cumbre del Paro Cívico de 1977. A partir de 
entonces se creó un reflujo relativo debido a la represión gubernamental organizada 
en los años siguientes por el Estatuto de Seguridad del presidente Turbay Ayala 
(1978- 1982). Sin embargo, las resistencias sindicales contra el desmonte de 
empresas estatales y el deterioro de las relaciones laborales continuaron, aunque la 
mayor intensidad de las protestas se desplazó hacia los movimientos cívicos, justo 
hasta la adopción de las reformas de descentralización y participación ciudadana en 
1986 (Archila, 2003, p. 183)513. 
Gráfico 1.  
Movilizaciones de los movimientos cívicos, campesinos, asalariados y 
estudiantes (1958-1990) 
Fuente: {Archila, Mauricio (2003), ‘Idas y venidas, vueltas y revueltas: Protestas sociales en Colombia 1958-
1990’, ICANH-CINEP, Bogotá, 508 p.} p. 183 
 
4.2.7  La geografía de la confrontación armada 
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Las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia –FARC- se fundaron el 20 de 
julio de 1966, dos años después de que un grupo de guerrilleros adoptaran un 
Programa Agrario que reclamaba la confiscación gratuita de los latifundios a favor de 
la propiedad de la tierra para los campesinos y colonos que la estuvieran trabajando 
(Movimiento Bolivariano por la Nueva Colombia, 1964)514. Al Estado se le exigía 
                                        
514. Algunos apartes  rezan: “PRIMERO: Cambio de la estructura social del campo colombiano, 
entrega gratuita de la tierra a los campesinos que la trabajan o quieran trabajarla, confiscación de la 
propiedad latifundista y las tierras ocupadas por compañías imperialistas norteamericanas a 
cualquier título y cualesquiera que sea la actividad a la que estén dedicadas, en beneficio de todo el 
pueblo trabajador. Ayuda técnica y de infraestructura, herramientas y animales de labor para la 
debida explotación económica de la tierra. SEGUNDO: Entrega de títulos de propiedad a los colonos, 
ocupantes, arrendatarios, aparceros, terrazgueros, agregados. Liquidación de todo tipo de 
explotación atrasada de la tierra, los sistemas de aparcería y el arriendo en especie o en dinero. 
Creación de la unidad económica en el campo de acuerdo con la fertilidad y ubicación de los terrenos, 
con un mínimo de 10 a 20 hectáreas, cuando se trate de tierras planas y aledañas a poblaciones o 
ciudades y, en otras tierras, de acuerdo con su fertilidad o red de comunicaciones. Anulación de todas 
las deudas de los campesinos con los usureros, especuladores, instituciones oficiales y semi-oficiales 
de crédito. TERCERO: Respeto de la propiedad de los campesinos ricos que trabajen personalmente 
sus tierras. Preservación de las formas industriales de trabajo en el campo. Se destinan las grandes 
explotaciones agropecuarias que por razones de orden social y económico deban conservarse, al 
desarrollo planificado de todo el pueblo. CUARTO: Creación de un amplio sistema de crédito con 
facilidades de pago, el suministro de semillas, asistencia técnica, herramientas, animales, máquinas, 
etc., para los campesinos individuales y cooperativas de producción. Creación de un sistema 
planificado de irrigación y electrificación y una red de centros oficiales de experimentación 
agrotécnica. Organización de servicios suficientes de sanidad para la atención completa de la salud 
pública en los campos. Atención del problema de la educación campesina, la erradicación total del 
analfabetismo y creación de un sistema de becas para el estudio técnico y superior de los hijos de los 
trabajadores de la tierra. Se cumplirá un basto plan de vivienda campesina y la construcción de vías 
de comunicación de los centros rurales productivos a los centros de consumo. QUINTO: Se 
garantizarán precios básicos remunerativos y de sustentación para los productos agropecuarios. 
SEXTO: Se protegerán las comunidades indígenas otorgándoles tierras suficientes para su desarrollo, 
devolviéndoles las que les hayan usurpado los latifundistas y modernizando su sistema de cultivo. Las 
comunidades indígenas gozarán de todos los beneficios de la Política Agraria Revolucionaria. Al 
mismo tiempo estabilizarán la organización autónoma de las comunidades respetando sus cabildos, su 
vida, su cultura, su lengua propia y su organización interna.  
SÉPTIMO: La realización de éste Programa Agrario Revolucionario dependerá de la alianza obrero-
campesina y del Frente Unido de todos los colombianos en la lucha por el cambio de régimen. Para 
tal fin se organizarán potentes uniones de lucha campesina, fuertes sindicatos, comités de usuarios y 
juntas comunales. OCTAVO: Las FARC-EP en su momento promulgarán la primera ley de la Política 
Agraria Revolucionaria. Marquetalia, julio 20 de 1964”. Fuerzas Armadas Revolucionarias de 
Colombia-FARC-. Programa Agrario de los guerrilleros de las FARC-EP. Movimiento Bolivariano 
por la Nueva Colombia. [en línea]. Movimiento Bolivariano por la Nueva Colombia. 
http://mbolivariano.blogspot.com/2007/12/programa-agrario-de-losguerrilleros-de.html [Consulta: 26 
septiembre 2013].  
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apoyar la economía campesina con infraestructura, asistencia técnica, maquinaria, 
créditos, precios sustentados de los productos, salud y educación, así como 
reconocimiento a sus organizaciones. 
 
Tres antecedentes confluyeron en la emergencia de un movimiento guerrillero que en 
sus comienzos no fue más que una pequeña, frágil y balbuceante resistencia de 48 
familias campesinas al asedio de terratenientes apoyados por el ejército nacional 
para despojarlos de sus tierras y sus haberes (Chavarría)515. Por una parte, las 
ocupaciones campesinas de los años 20 y 30 que practicaron la autodefensa 
campesina armada sometidas a la confrontación contra el ejército y las milicias 
armadas por los terratenientes rivales de las tierras demandadas por los campesinos. 
Una segunda tradición proviene del periodo de La Violencia durante la cual los 
campesinos en armas crearon lo que un connotado dirigente conservador, Álvaro 
Gómez Hurtado, llamó “Repúblicas independientes”516. Territorios en los que los 
labriegos combinaban las faenas del campo con la administración de conflictos 
internos e intereses mutuos, además de realizar labores de seguridad, vigilancia y 
confrontación armada de carácter defensivo (Gómez, 2003)517. La tercera causa 
                                        
515. Diana Chavarría, “Línea Teórica De La Insurgencia Colombiana: Farc - Ep,” Pensamiento 
Humanístiko No. 1 (2010): 22 - 26. 
516. “El señor presidente Lleras va a pasar a la historia como el fundador de cinco repúblicas 
independientes, porque la soberanía nacional se ha quebrantado. Es un terreno apartado, nadie va 
por allá. No hay ningún senador que se arriesgue. […] La tragedia del ejército colombiano, es que le 
ha tocado reconocer territorios extranjeros en su propia patria”. A parir de La Nueva Prensa, Bogotá, 
noviembre de 1961, Pág. 56, citado por Lucía Estévez, “Narrativas De La Violencia. Una Mirada 
Histórica Al Mito Fundacional De Las Farc,” Pacarina del Sur [en línea] Año 4, No. 14 (2013). 
517. Del testimonio de Gerardo González dirigente agrario, fundador de la Anuc y de Fensuagro, 
tomamos algunos apartes: “Después de los bombardeos y de la invasión militar a Villarrica y a 
Cunday, la gente que había peleado en el Sur del Tolima organizó las autodefensas en las regiones de 
Marquetalia y Riochiquito. Los comunistas eran muy activos, organizaban grupos de hombres, de 
mujeres y de niños, juntas veredales, comités de colonos y fundaban células de partido. Eran trabajos 
que se hacían al mismo tiempo que otros y que consistían en organizar la autodefensa campesina. Se 
sabía ya para dónde iban las cosas. Y no nos equivocamos. Salíamos a trabajar y a organizar a 
muchas regiones del Meta, del Huila, del Tolima, de Cundinamarca. Creábamos grupos como 
herramientas de nuestra lucha. La autodefensa era, de verdad, una defensa propia de la gente, de las 
comunidades; eran grupos que se movían dentro del campesinado sin identificarse. […]”. Tomado de 
Gómez, Hernando,  El Conflicto, Callejón con Salida. Informe Nacional de Desarrollo Humano para 
Colombia – 2003. [en línea], Bogotá, Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo -PNUD- 2003,  
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propiciadora común a la emergencia de varios movimientos guerrilleros fue el Frente 
Nacional, sistema que empujó los reclamos sociales no controlados por el 
bipartidismo hacia la ilegalidad. Los reclamantes fueron tratados como oponentes 
sometidos al Estado de Sitio y a las prácticas de emergencia de las fuerzas de 
seguridad del Estado. Las resistencia sociales incontroladas devinieron entonces 
“enemigas del orden” y así adquirieron significación política estratégica. La 
resistencia campesina que defendía su territorio se alzó como propuesta alterativa de 
poder, local primero, nacional después.  
 
En palabras del legendario líder de las FARC, Manuel Marulanda Vélez, 
pronunciadas en ocasión de la instalación de los diálogos de paz con el gobierno 
nacional en enero 7 de 1999: 
 
Reciban de las FARC-EP un cordial saludo de bienvenida y al mismo tiempo 
nuestros agradecimiento por honrarnos con su presencia en este 
trascendental acto público que hoy nos congrega aquí, en la plaza de San 
Vicente del Caguán. Por primera vez en 34 años de confrontación armada 
declarada por el Estado en 1964, a 48 hombres con la asesoría militar y ayuda 
económica del Gobierno de los Estados Unidos, quien le entregó 500 millones 
de pesos al Presidente de ese entonces Guillermo León Valencia, para acabar 
con las supuestas “Repúblicas Independientes”, que existían tan solo en la 
mente del Parlamento, en cabeza del Doctor Álvaro Gómez (que en paz 
descanse), quien promovió un fogoso debate en el Congreso contra estas, 
para justificar la represión; mientras no lo hizo, con la real República 
Independiente situada en Loma Linda (Meta); santuario norteamericano, 
donde permanecía un gran número de ciudadanos de este país, armados y sin 
ningún control estatal, a cuyo campamento no podían entrar ni los Generales 
                                                                                                                        
[Citado 26 septiembre 2013], P. 28,  Formato html, Disponible en 
Internet:www.acnur.org/biblioteca/pdf/5626.pdf?view=1 ‎, ISBN 958-97196-7-8. 
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colombianos. Motivados por el Doctor Gómez, el Congreso facultó al 
Presidente y a los Altos Mandos Militares, para que nos pasaran la cuenta de 
cobro por haber enfrentado las dictaduras de Laureano Gómez y el General 
Rojas Pinilla, a pesar de haber sido nosotros amnistiados e indultados por una 
ley del Parlamento. Huyendo a la represión oficial, nos radicamos como 
colonos en la región de Marquetalia (Tolima), donde el Estado nos expropió 
fincas, ganados, cerdos y aves de corral; extendiendo esta medida a miles de 
compatriotas por no compartir con la política bipartidista del Frente Nacional. 
De paso le cerraron las puertas a nuevas corrientes políticas en vías de 
crecimiento, convirtiendo las elecciones en una maquinaria excluyente, solo 
para beneficio del bipartidismo liberal- conservador; quienes eran los únicos 
que podían elegir a sus representantes, porque así lo “consagraba la 
Constitución (Marulanda, 1999)518. 
 
El gobierno de Rojas Pinilla (1953 – 1978) ofreció una amnistía a los guerrilleros 
liberales que en una inmensa mayoría se entregaron, desmantelaron sus frentes y 
fueron traicionados algunos de sus legendarios líderes519. Sin embargo, las guerrillas 
del Tolima y Cundinamarca, en particular aquellas situadas en los pueblos de 
Marquetalia, Riochiquito, el Pato, Guayebero, Sumapaz, Ariari y Vichada 
desconfiaron de la bondad gubernamental. Durante el gobierno del conservador 
Guillermo León Valencia (1962 – 1966) se desató una campaña de exterminio de los 
reductos armados que no se sometían a los acuerdos del Frente Nacional. La 
“Operación Marquetalia” fue el nombre del bombardeo que en el año de 1964 se 
realizó en contra de las familias campesinas en armas. La operación provocó una 
                                        
518. Centro de Estudios Miguel Enríquez  -CEME-. Intervención de Manuel Marulanda Vélez, 
comandante en jefe de las farc-ep en el acto de instalación de la mesa de diálogo Con el gobierno 
nacional. [en línea]. Archivo Chile. 
http://www.archivochile.com/America_latina/Doc_paises_al/Co/farc/al_farc0005.pdf [Consulta: 26 
septiembre 2013] [Consulta: 23 de marzo 2013]. 
519. El líder guerrillero liberal de los Llanos orientales Guadalupe Salcedo Unda, “el capitán”, entregó 
armas y hombres antes de ser decretada la amnistía de parte del gobierno del general Rojas Pinilla. Fue 
asesinado por la policía cuatro años después de su desmovilización en Bogotá en 1957. Como él 
cientos de guerrilleros liberales fueron asesinados posterior a la amnistía general. 
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estampida mediante la cual las autodefensas campesinas hicieron metástasis sobre 
territorios vecinos hasta transformarse en cuadrillas móviles de carácter guerrillero520. 
La guerra contra las “Repúblicas Independientes” marcó el inicio de un programa 
más general, el Plan Lasso (Latin American Security Operation), ideado por los EUA 
para perseguir y exterminar comunistas en América Latina. En virtud de la doctrina 
de “seguridad nacional” se señalaron enemigos internos de la libertad, la democracia 
y la propiedad privada. Sobre estos era legítimo ejercer una guerra interna que 
convirtió el ejerció de la protesta social y la oposición política en actos hostiles de los 
enemigos del orden521. 
La guerrilla no fue el fruto espontáneo de algunos campesinos beligerantes y 
conflictivos, tampoco creada solo en virtud de la represión gubernamental. En cierta 
medida las guerrillas de ideología marxista de los sesenta y setenta guardan una 
continuidad histórica con aquella liberal de los cincuenta. En primero lugar, los 
territorios en los que surge y desarrolla sus primeros asentamientos: los 
departamentos del Tolima, Santander, Antioquia y Meta (Ortiz, 2006)522. Los lugares 
de gestación y expansión contienen la clave de la persistencia de las ejércitos 
irregulares:  zonas de colonización, tradición histórica guerrillera, precariedad de la 
presencia del Estado y escaso desarrollo de los mercados locales, relativamente 
                                        
520. "En ese momento nos trazamos como concepción militar, la guerra de guerrillas, la concepción de 
la guerrilla móvil. Hoy está aquí, mañana no está. Mañana está a diez kilómetros, golpea, desaparece, 
vuelve a golpear y desaparece, vuelve y aparece, golpea en el Huila, aparece en el Tolima, desaparece 
y golpea en el Valle, aparece en Caldas, desaparece y aparece en Cundinamarca. Esa fue la 
concepción táctica y estratégica que nos dimos inicialmente con el pequeño núcleo de los 42 hombres, 
para evitar precisamente ser destruidos, porque el gobierno y los altos mandos militares estaban en 
capacidad de aniquilar a cualquier organización 
que no utilizara la táctica de la guerrilla móvil.” Marulanda, Manuel. La Operación Marquetalia. 
Agencia Bolivariana de Prensa [en línea]. 
http://www.abpnoticias.com/boletin_temporal/contenido/articulos/aniv2.html, [Consulta: 1 abril 2013]. 
521. El Plan Lasso fue formulado dentro de la Alianza para el Progreso impulsada por el presidente 
norte americano John F Kennedy (1961 - 1963 ) para América Latina. Con el fin de frenar el 
comunismo en el continente se requerían una serie de inversiones y reformas, además de aplicar la 
Doctrina de Seguridad Nacional que reconocía enemigos internos. La guerra no era ya solo entre 
Estados sino que tenía un frente interno en cada país constituido por los comunistas, contra los cuales 
se llevó a cabo una guerra interna con instrumentos, tácticas y legislación de excepción, tal como el 
Plan Lasso de bombardeo a las autodefensas campesinas. 
522. Ortiz, William (2006), Los Paraestados en Colombia, (Tesis doctoral en Sociología, Granada: 
Universidad de Granada - España) 541. 
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aislados de los grandes flujos regionales y nacionales del desarrollo (Pecault, 
1987)523. Con el tiempo, la guerrilla emprendió el camino desde parajes de una 
naturaleza escarpada e inexpugnable hacia poblados menos marginales y la 
presencia cercana a grandes proyectos de inversión y urbanizaciones de los cuales 
extraer interesantes rentas, además de acrecentar la presión política sobre “la 
oligarquía” (Portal del Movimiento Bolivariano por la Nueva Colombia, 2007)524. 
Según el científico social Jaime Zuluaga Nieto (1996) luego de un estancamiento en 
los setenta, en la década del ochenta:  
 
[…] las guerrillas colombianas experimentaron un notable crecimiento en tres 
dimensiones: legitimidad política, hombres-arma y presencia territorial. (p. 
54)525. 
En particular las FARC pasarán de aproximadamente 1000 hombres y 7 frentes en 
1978 a 10.000 hombres y 35 frentes en el 87 y seguirán registrando un notable 
crecimiento hasta el 2000 cuando alcanzan  más de 16.000 repartidos en 66 frentes 
ubicados a lo largo y ancho del territorio nacional.  
                                        
523. El francés “colombianólogo” Daniel Pécault (1987) convirtió la categoría analítica de la 
precariedad del Estado colombiano en clave para entender la persistencia histórica de la violencia y la 
incapacidad del Estado de izarse por encima de los intereses privados y los conflictos sociales. El 
Estado no ha podido expropiar el uso de la violencia a la sociedad e imponer el monopolio de las reglas 
de la política, la justicia y las instituciones formales para tramitar conflictos e intereses. La precariedad 
del Estado sería el producto histórico de las elites económicas y regionales que habían impedido la 
fortaleza estatal para mantener en el ámbito de los privado (político, gremial y territorial) el control del 
poder sobre la población, los negocios, la burocracia, los partidos y las políticas estatales . Ver por 
ejemplo los dos tomos de su obra cumbre: Daniel Pécaut, Orden Y Violencia. Colombia 1930 - 1954, 
vol. Vol. 1 y 2 (Bogotá: Siglo XXI editores / Cerec, 1987). 
524. El giro hacia centros económicos y de población más importantes se relaciona con el 
fortalecimiento de las actividades propiamente políticas de la organización, orientación decidida en la 
sexta conferencia de 1978. El paso de una guerrilla defensiva a un “ejército del pueblo” ofensivo 
(FARC-EP) que cerca al ejército y centros de poder fue decidido en la séptima conferencia de 1982. 
Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia-FARC. La Organización en Marcha. Las 
Conferencias de las FARC, [en línea]. Movimiento Bolivariano por la Nueva Colombia. 
http://mbolivariano.blogspot.com/2007/12/la-organizacion-en-marcha-las.html, [Consulta: 1 abril 
2013].  
525. Jaime Zuluaga, “Antecedentes Y Perspectivas De La Política De Paz,” in Colombia 
Contemporánea (Bogotá: Ediciones ECOE, 1996).  




El ejército de Liberación Nacional –ELN- fue fundado el 4 de julio de 1964 por un 
puñado de estudiantes adoctrinados en Cuba y campesinos en San Vicente de 
Chucurí, departamento de Santander. Fabio Vásquez Castaño, primero líder del 
ELN, había visto el asesinato de su padre a machetazos por los “pájaros”526 
conservadores en el período de La Violencia. Al igual que las FARC esta guerrilla 
procastrista también bebía de una línea de continuidad con las confrontaciones 
armadas precedentes, tanto por la tragedia familiar de su líder como por el territorio 
escogido para su gestación en el que fue activa una guerrilla liberal entre 1948 y 
1950527. El padre Camilo Torres Restrepo se vinculó a la organización en 1965 para 
morir en combate tres meses después, cuota de sacrificio que enalteció el prestigio 
de esta guerrilla entre estudiantes y juventudes católicas críticas del Frente Nacional 
y del capitalismo. En 1969 entran tres sacerdotes aragoneses en la organización 
reforzando la relación entre el marxismo y la teología de la liberación. Respecto de 
las FARC la dirección del ELN fue menos campesina y más obrera, menos rural y 
más urbana, menos trabajadora y más estudiantil, menos materialista y más 
cristiana. En 1973 el ELN quedó reducido a un puñado de combatientes luego de 42 
días de combates en el que venció el ejército nacional en la “Operación Anorí” 
(Caicedo, 1991)528. Los años posteriores son de un lento letargo y replanteamiento 
ideológico, político y militar que condujo a una recuperación y un mayor dinamismo 
en la década del ochenta. Mientras en 1984 eran 350 hombres en armas, en el año 
                                        
526. Los “pájaro” eran milicias armadas apoyadas por el partido conservador y protegidas y armadas por 
el ejército nacional, con el fin de adelantar tareas de inteligencia y asesinato de líderes y adeptos 
liberales durante el período de la violencia (1948 – 1953).  
527. Fabio Velásquez Castaño no solo fue una víctima de la violencia anterior sino un victimario al 
interior de su organización en la que mandó ejecutar decenas de combatientes, pertenecientes a la 
comandancia y la tropa, cuando divergían de sus posiciones o cometían errores militares.  
528. Con este nombre se conoce la operación militar que en septiembre de 1973 propinó el más duro 
golpe al ELN luego de 11 años de operación. En un enfrentamiento que duró 40 minutos murieron dos 
hermanos Vázquez – Manuel y Antonio y 33 guerrilleros más, incluyendo 5 mujeres. Otros 30 fueron 
capturados. Operación Anorí [en línea]: Armando Caicedo Garzón. eltiempo.com. Bogotá: 7 de 
diciembre de 1991. Sección Otros. www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-203434, [Consulta: 
26 septiembre 2013].  
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2000 eran ya 4,500 asentados principalmente en los departamentos de Santander, 
Arauca y Antioquia. (Sánchez, Díaz y Formisano, 2003)529. 
 
El Ejército Popular de Liberación –EPL- fue la tercera guerrilla en capacidad bélica y 
de crecimiento posterior que se creó en la década del sesenta, en particular en 1967-
8. Brazo armado del Partido Comunista de Colombia – Marxista Leninista –PCML- se 
asentó básicamente en el norte del país, en los departamentos de Córdoba, Sucre, 
Antioquia, el Bajo Cauca y el Magdalena Medio. La doctrina maoísta fue el distintivo 
ideológico de esta guerrilla, que se desarrolló a partir de los enclaves agro 
industriales bananeros de Urabá primero y luego en zonas de grandes terratenientes 
en las que existía una presión campesina por la tierra y en enclaves petroleros. 
 
En 1974 se creó el grupo guerrillero Movimiento 19 de abril –M19- a partir del ala 
socialista de la Alianza Nacional Popular –ANAPO-, partido sobre el cual se cometió 
un fraude electoral en las elecciones a la presidencia de la república en 1970. De 
presencia y acciones urbanas espectaculares “el eme” tuvo una vaga ideología 
nacionalista, socializante y antioligárquica. El robo de la espada de Simón Bolívar, el 
asesinato del dirigente sindical José Raquel Mercado de la Confederación de 
Trabajadores de Colombia –CTC-, el robo de armas del ejército en el Cantón Norte 
de Bogotá, la toma de la embajada de República Dominicana, la toma del Palacio de 
Justicia y el secuestro del líder del partido conservador Álvaro Gómez Hurtado fueron 
las acciones más sobresalientes del M19. Este grupo buscó magnificar la resonancia 
política de las acciones con el fin de presionar rápidamente negociaciones 
conducentes a la transformación del sistema político colombiano; logro obtenido al 
final de su vida armada mediante la participación en la Asamblea Nacional 
                                        
529. Sánchez, Fabio J., Díaz, Ana M. y Formisano, Michel. Conflicto, violencia y actividad criminal en 
Colombia. Un análisis espacial. [en línea]. Serie Archivos de Economía. Documentos 219 (Marzo, 
2003). Departamento Nacional de Planeación. Dirección de Estudios Económicos. 12 y 13.  
<https://www.dnp.gov.co/Portals/0/archivos/documentos/DEE/Archivos_Economia/219.PDF>, 
[Consulta: 2 octubre 2013]. 
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Constituyente de 1991. Más urbano que rural y más publicista que guerrerista, el 
M19 desplegó su mayor presencia armada en el sur del país, en los departamentos 
de Cauca, Nariño y Caquetá.  
 
El Movimiento Armado Quintín Lame –MAQL- se gestó desde los años setenta por 
un grupo en el que participaban indios, mestizos y extranjeros. El salto de los 
comandos de autodefensa a la organización guerrillera se dio en 1984, posterior al 
asesinato del sacerdote de la comunidad indígena paez Álvaro Ulcué Chocué. 
Además de la defensa de la población indígena en su ser campesino, la organización 
reivindicaba la defensa de los indios en tanto pueblos y por lo tanto sus tierras, 
autoridades, cultura y autonomía de gobierno. Dicha defensa se levantaba en contra 
de los terratenientes, las bandas criminales que los expropiaban y el Estado 
represor. A pesar que los indios participaban de otras guerrillas en sus territorios, una 
organización independiente se justificó para algunos de sus líderes. Las FARC y el 
EPL negaban la autonomía étnica y pretendían subordinar las demandas indígenas a 
la lucha por el comunismo, razón suficiente para crear una guerrilla étnica particular 
(Rodríguez, Pulido, Prada y Rojas, 2005, pp. 77, 78)530.  
 
La ampliación de la cobertura territorial de la guerrilla dibujó el mapa de las fronteras 
del centralismo, incluidos los tentáculos de desarrollo minero, petrolero, ganadero y 
agroindustrial. Tal crecimiento trajo nuevas responsabilidades a la insurgencia, así 
como una potencialidad incrementada ante el Estado nacional. Por voluntad propia, 
pero también por demanda de la población, los frentes debieron ejercer la autoridad, 
no solo armada, sino también la justicia, mediar en los conflictos intra sociales, en las 
                                        
530. Claudia Pulido Adolfo Rodríguez, Eduardo Prada, Álvaro Rojas, Resistir Para Vivir. Una Mirada 
Histórica Al Movimiento Indio Del Cauca, 1970 - 2000, vol. No. 4, Polémica. Edición Especial. 
(Bogotá: Escuela Superior de Administración Pública -ESAP, 2005). 
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disputas familiares, en la regulación de las actividades productivas, en el control y 
reglamentación del comercio y la circulación de bienes y personas (Castro, 1987)531. 
 
[…] cuando la guerrilla empezó a llegar a estos centros donde la densidad de 
la población es mayor, empieza a ejercer de hecho su autoridad. No 
solamente su autoridad política, sino también su autoridad administrativa, 
policial, etc. En concreto –esto no es invento- empezamos a resolver desde 
problemas de linderos hasta problemas matrimoniales, empezamos a resolver 
la deuda del campesino con el terrateniente, o el que éste no le pague salarios 
justos a los trabajadores. Es intensa la actividad, la influencia y el copamiento 
de todas las ramas penales, civiles, judiciales. (p. 59) 
 
En la década del setenta y ochenta era claro que la expansión de la insurgencia 
armada no era solo de hombres trashumantes en armas, sino de asentamientos en 
los que los insurgentes cumplían labores de “Para Estado”532. Es decir, asumían 
funciones propias y exclusivas de todo Estado nación: el control de las armas y su 
uso, el cobro de impuestos, el establecimiento y cumplimiento de normas de justicia, 
la mediación y representación de intereses, las reglas para el funcionamiento de la 
economía pública y privada, la regulación sobre la ocupación del espacio y la 
garantía de la seguridad ciudadana. No fueron estas normas y prácticas 
necesariamente distintas a las estatales. En muchos casos solo hubo cambio de 
autoridad para el imperio de las mismas o similares leyes. Sin embargo, significaban 
una disputa a las soberanías estatales a partir de la cual se legitimaban localmente e 
                                        
531. Entrevista al comandante Boris del M19 de acuerdo con Laura Restrepo en “Historia de una 
traición”, citado por el ex ministro de Gobierno Jaime Castro, ver Castro, Respuesta Democrática Al 
Desafío Guerrillero. 
532. No solo la insurgencia ejercía funciones “para estatales”, también lo harán los que serán llamados 
posteriormente paramilitares e incluso los narcotraficante. La emergencia de distintas expresiones de 
los para estados en la década del setenta y ochenta son analizadas en Adolfo Gilly, Alejandro Gálvez, 
Alejo Vargas, Alfredo Vargas, Boaventura de Sousa Santos, Darío I. Restrepo, Fernando Rojas, Michel 
Wievioka, Pedro Medellín, Ricardo Sánchez, Rodrigo Uprimny, Rosa del Olmo (1990), La irrupción 
del paraestado. (Bogotá: ILSA / CEREC)  320 
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incrementaban capacidad de negociación con el orden nacional. En palabras de la 
socióloga María Teresa Uribe (2001)533: 
 
[…] la naturaleza de las confrontaciones armadas y de la violencia 
molecular en Colombia, expresa estados de guerra prolongados a la 
manera hobbesiana y devela la existencia de verdaderos dominios 
territoriales, contraestatales o paraestatales, que no sólo mantienen en vilo la 
soberanía del Estado sino que van configurando órdenes de facto con 
pretensiones también soberanas. (p. 277). 
 
La guerrilla encuentra tierra fértil para sembrar la contra hegemonía al Estado en la 
combinación entre la estrechez de los mecanismos de representación política del 
Frente Nacional, los límites territoriales del centralismo político e institucional y la 
concentración y centralización de las oportunidades de desarrollo en pocos 
territorios. El ascenso guerrillero de los ochenta es un hijo legítimo de la crisis 
combinada del MISI y del Frente Nacional534.  
 
4.2.8  Las guerrillas y la descentralización 
                                        
533. La carencia de soberanía estatal o, lo que es lo mismo, la co existencia de distintas soberanías en 
disputa dentro del espacio nacional sería una constante de la historia colombiana desde el siglo XIX, 
tema central del libro citado. Uribe, María Teresa (2001), Nación, ciudadano y soberano, ed. Carvajal, 
Luz Elly, (Medellín: Corporación Región) 293.  
534. Para el sacerdote jesuita Fernán González la clave para explicar la persistencia de la violencia 
reside en la “presencia diferenciada del Estado en las regiones” en curso de un proceso inacabado de 
construcción del Estado. Débil tesis a nuestra consideración porque todos los Estados del mundo tienen 
una presencia diferenciada en los territorios, sin que por ello reine la guerra perpetúa. Preferimos aquí 
el concepto de “precariedad del orden estatal” que proviene  del cruce de una doble incapacidad. Por 
una parte, la del modelo de acumulación que no logra pleno dominio en los bastiones urbanos y menos 
sobre amplios territorios situados fuera de los márgenes de su incidencia. Por otra, el sistema político 
centralizado que no logra institucionalizar los conflictos sociales y debe recurrir a la violencia como 
forma regular de mantener el orden y expresarlo fuera de los confines de sus centralidades. Fernán E. 
Gonzáles, “¿Colapso Parcial O Presencia Diferenciada Del Estado En Colombia?: Una Mirada Desde 
La Historia,” Colombia Internacional No. 58. Versión en línea 1900-6004 (2003): 124 - 157. 




Dos características sobresalieron del presidente liberal Julio Cesar Turbay Ayala 
(1978 - 1982). En primer lugar, el haber representado el poder emergente de elites 
políticas territoriales no pertenecientes a los “líderes naturales de los partidos 
tradicionales”, las familias de la oligarquía colombiana. Una clase política emergente 
de provincia materializaba la toma de los partidos tradicionales por sus bases 
territoriales. En segundo lugar, su entusiasta adscripción a la “doctrina de seguridad 
nacional”, a partir de la cual la mayoría de las protestas estudiantiles, obreras, 
campesinas, urbanas y cívicas estaban desprovistas de legitimidad. Las revueltas 
sociales fueron leídas en su mayoría a partir del prisma de la confrontación entre el 
occidente democrático y el oriente comunista. En consecuencia las revueltas 
recibieron un tratamiento militar en contra de los enemigos del orden legítimo. En 
palabras del filósofo jesuita Luis Alberto Restrepo (1991)535: 
 
El "enemigo interno" no era un adversario político con quien se pudiera 
dialogar. Constituía más bien el brazo interno de la "penetración cubano – 
soviética. Bajo apariencia nacional, se ocultaba la amenaza extranjera. 
Cualquier negociación con el enemigo equivalía a traición y entrega de la 
soberanía. Por esta razón, el ejército, cuyo cometido es la defensa nacional 
contra cualquier amenaza externa, debía concentrarse en tareas de seguridad 
interior, propias de la policía. (p. 54).  
 
El Estatuto de Seguridad Nacional compiló las facultades extraordinarias a favor de 
los órganos de inteligencia y el ejército para la persecución, encerramiento, 
desaparición y asesinato de los críticos del sistema (Gallón, 1979, 1983)536. Los 
                                        
535. Luis Alberto Restrepo, “Asamblea Nacional Constituyente En Colombia: ¿Concluirá Por Fin El 
Frente Nacional?,” Análisis Político Número 12 (1991): 52 - 60. 
536. Un pormenorizado análisis de la ideología, las normas de excepción y su aplicación en contra del 
Estado de derecho, los derechos humanos y los sectores populares y democráticos se encuentra en dos 
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líderes territoriales de los partidos tradicionales no eran necesariamente más 
democráticos que las elites centrales tradicionales. Por el contario, sometidos a la 
presión popular y guerrillera directa, acogieron la represión y la violencia como 
instrumento legal y regular de la política. 
 
El presidente conservador Belisario Betancur Cuartas (1982 – 1986) giró 
completamente el péndulo en el tratamiento de la insubordinación social y la 
insurgencia armada. De repente existían “causas subjetivas y objetivas” que 
explicaban el malestar social. La pobreza, el desempleo, la desigualdad de 
oportunidades y la falta de apoyo estatal en muchas regiones del país, hacían parte 
de las razones objetivas de muchas protestas. El excluyente régimen político frente 
nacionalista, el clientelismo, la falta de representación política para amplios sectores 
de colombianos y la “desinstitucionalización” de los movimientos sociales, hacían 
parte de las causas subjetivas de la crisis de legitimidad del régimen político.  
En desarrollo del espíritu de reconciliación entre todos los colombianos el presidente 
fortaleció la Comisión de Paz que venía del gobierno anterior y la instruyó sobre tres 
objetivos. El cese de los enfrentamientos militares fue el primero. El impulso de 
diálogos sobre las reformas con amplia participación de muchos sectores en 
Comisiones de Diálogo Nacional por todo el país, el segundo. Y la negociación de la 
dejación de las armas para incorporar a los ex armados a la vida civil y la 
confrontación política legal, el tercero. Entre 1982 y 1986 la Comisión de Paz firmó 
acuerdos con las FARC en 1984, el EPL, el M19 y el ADO también en 1984 y con 
unas fracciones del ELN en 1985. Interesa aquí señalar que la promesa de reformas 
de descentralización hizo parte de la oferta del Estado para abrir las compuertas del 
sistema político a los alzados en armas y satisfacer las demandas sociales de sus 
comunidades. Los acuerdos de la Uribe firmados entre el Estado Mayor de las FARC 
                                                                                                                        
obras del abogado Gustavo Gallón Gustavo Gallón, Quince Años De Estado De Sitio En Colombia, 
1958 - 1978 (Bogotá: Librería y editorial América Latina, 1979).. Gustavo Gallón, La República De 
Las Armas: Relaciones Entre Fuerzas Armadas Y Estado En Colombia, 1960 - 1980 (Bogotá: Cinep, 
1983). 
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y los comisionados de paz del gobierno nacional el 28 de marzo de 1984 afirman 
que:  
 
5. La Comisión de Paz da fe de que el gobierno tiene una amplia voluntad de:  
 
a). Promover la modernización de las instituciones políticas, dirigidas a 
enriquecer la vida democrática de la nación, e insistir ante las Cámaras en la 
pronta tramitación de los proyectos sobre reforma política, garantías a la 
oposición, elección popular de alcaldes, reforma electoral, acceso adecuado 
de las fuerzas políticas a los medios de información, control político de la 
actividad estatal, eficacia de la administración de justicia, impulso al proceso 
de mejoramiento de la administración pública y nuevas iniciativas 
encaminadas a fortalecer las funciones constitucionales del Estado y a 
procurar la constante elevación de la moral pública. (Corporación Arco Iris, en 
línea)537. 
 
4.2.9  Todos los caminos conducen a la descentralización 
 
En las décadas del setenta y el ochenta convergieron una crisis del sistema 
económico y del sistema político. La reestructuración del modelo de acumulación, el 
desmonte del MISI y el cambio de las políticas territoriales tomaron la delantera en 
los años setenta. En cambio, el sistema político del Frente Nacional se resistía a 
morir. En apariencia mantenía las mayorías electorales y el control absoluto del 
Estado, la administración pública y el sistema político en todos los niveles de 
gobierno. Soterradamente los cimientos bipartidistas eran carcomidos por debajo de 
                                        
537. Corporación Arco Iris. http://www.arcoiris.com.co/wp-
content/uploads/2012/02/acuerdo_la_uribe.pdf  [Consulta: 2 octubre 2013]. 
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sus estructuras territoriales por las elites partidistas locales. Las estructuras 
territoriales del Estado recibían además el embate de las organizaciones y 
movimientos populares que se desprendían del control estatal. La acrecentada 
represión parecía ya no bastar, en particular porque empujaba muchos líderes 
sociales de las contiendas cívicas, estudiantiles, campesinas y sindicales hacia las 
vías de hecho, e incluso hacia la lucha armada. Con el fin de atender las demandas 
cívicas y eventualmente negociar espacios de reinserción a la vida civil de los 
insurgentes, se necesitaba fortalecer la institucionalidad local. El centralismo 
apareció para muchos como problema y la descentralización como necesidad 
(Castro, 1984)538. 
 
Todos, sin excepción, somos amigos de la autonomía municipal. Los partidos 
políticos y sus hombres en el gobierno y en las Cámaras la defendemos. Los 
profesores universitarios son sus partidarios. Los notables locales la reclaman. 
Cuanta reunión, congreso, seminario o foro se celebra sobre el tema la 
defienden y solicita en afirmativa declaración. (p. 65). 
 
En las elecciones presidenciales de 1982 todos los candidatos ofertaron un proceso 
de descentralización. Con mayor o menor énfasis se expresó un consenso alrededor 
de la elección popular de alcaldes, la descentralización del gasto público para 
ampliar las coberturas de los equipamientos urbanos, la importancia de luchar contra 
la pobreza relativamente más concentrada en las periferias, transferir recursos en 
apoyo a la generación de ingresos, integrar las regiones marginales al Estado y el 
mercado. Tan magnífico consenso en apoyo a la descentralización cobijó al Partido 
Liberal y Conservador con sus disidencias, a los líderes de izquierda y la 
intelectualidad democrática y también a las insurgencias: las Farc, el ELN, el EPL, el 
M19. Las condiciones estaban dadas para una gran reforma a la arquitectura 
                                        
538. Castro, “La Democracia Local. Ideas Para Un Nuevo Régimen Departamental Y Municipal.”  
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espacial del sistema político, las finanzas inter gubernamentales y las instituciones 
de la política social.  
 
¿Pero acaso todas las corrientes que llegaban al gran torrente pro descentralización 
tenían las mismas pretensiones en la reforma? Nada más alejado de la realidad. Los 
sepultureros del MISI necesitaban la descentralización para abandonar los 
instrumentos de intervención del Estado en la economía, en particular las políticas de 
desarrollo económico estatal y la pretensión de equilibrar las inversiones productivas 
y el crecimiento económico entre las regiones (Uribe-Echeverría, 1998)539. Algunos 
creían que la dinámica propia del mercado conduce en el largo plazo a equilibrar el 
crecimiento económico entre las regiones. Otros aceptan los desequilibrios 
regionales en tanto sanos incentivos a la competencia. Ambos niegan la intervención 
del Estado en ese dilema, cuyo desenlace debe librarse a disposición de las fuerzas 
del mercado. Para estos reformadores la descentralización es un instrumento que 
facilita la autofinanciación de cada empresa estatal, entidad territorial y unidad de 
prestación de servicios. La descentralización hace parte de la arquitectura espacial 
más adecuada para incentivar las reglas del mercado dentro del sector público 
mediante la privatización de activos y la competencia sin subsidios ni monopolios 
estatales.  
                                        
539 La Universidad de los Andes realizó una interesante compilación de artículos del experto en 
planeación regional, el colombo-chileno Francisco Uribe-Echeverría. A través de su lectura es notoria  
la evolución de los objetivos e instrumentos de las políticas territoriales a través del tiempo. Primero se 
analizan las políticas de planeación territorial en el paradigma del Estado interventor hasta la década 
del setenta. Equiparar tasas de crecimiento y combatir las disparidades en el desarrollo entre las 
regiones era el leit motiv de la intervención que buscaba ensanchar el mercado nacional. Luego se 
presentan las críticas para justificar el desmonte  de las rigideces burocráticas que creó la intervención 
estatal y en particular los programas de planeación uniformes, ineficientes y costosos (setenta – 
ochenta). La intervención misma del Estado en la planeación del desarrollo regional a través de la 
incidencia sobre el conjunto de variables macroeconómicas se consideró inoportuna y conducente a la 
mala asignación general de recursos en el mercado (ochenta). La desregulación estatal y la  
privatización de políticas, programas e instrumentos son analizados respecto de su repercusión sobre 
los nuevos instrumentos de  intervención territorial del Estado. La nueva función del gobierno siendo la 
de amigable componedor, ambientador de los pactos de eficiencia y productividad público privados, co 
financiador y garante de la competencia, la democracia y la igualdad de oportunidades (noventa). 
Francisco Uribe-Echeverría, Región: Punto De Fuga (Bogotá: Universidad de los Andes, 1998). 327 




Desde la crisis del régimen político del Frente Nacional la descentralización expresa 
la fuerza de los barones políticos locales, la puja por arañar recursos, competencia y 
liderazgo a los jefes nacionales. Las elites territoriales buscan una mayor tajada en el 
control de parcelas del Estado sin el albur de las negociaciones inestables con los 
poderes centrales. Una mayor descentralización del Estado hacia los territorios le 
debiera permitir a las elites no solo un mejor control de su población sino acrecentar 
rentas y desarrollar negocios conexos a las competencias cedidas.  
 
Desde los movimientos cívicos y urbanos populares, la descentralización es una 
expresión política de poderes sociales y territoriales emergentes que claman una 
inserción dentro del sistema político y oportunidades de desarrollo económico. 
Descentralizar el sistema político para acercar el poder sobre las competencias de la 
administración a la mano de las comunidades. Descentralizar las oportunidades de 
desarrollo para incrementar ingresos, empleo y sistemas de desarrollo territorial. 
Desde el movimiento campesino, la descentralización se reclama como garantía de 
acceso y  apropiación de la tierra y sus recursos. Descentralización para defender el 
derecho a la propiedad sobre la tierra, pero también a la administración del territorio.  
 
En ningún caso debe confundirse el origen social, el interés político y la plataforma 
estratégica de los barones electorales locales, ligados a las elites tradicionales y 
emergentes, con los movimientos cívicos populares y las comunidades campesinas. 
Desde el movimiento guerrillero, la descentralización es una oportunidad de oro para 
convertir su poder “para estatal” de facto en poder estatal formal y carcomer desde 
sus cimientos las bases del sistema político y el Estado540. 
 
                                        
540. Entrevista con Boris Cabrera fundador, tesorero y dirigente de la Unión Patriótica del departamento 
del Caquetá, Leticia, 1987, Darío I. Restrepo 
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La unanimidad alrededor de la descentralización no fue entonces de propósito 
estratégico, tampoco sobre las intenciones respecto de los usos e intereses que en 
ella se potenciarían. La descentralización es el lugar de batalla al que todos llegan 
creyendo encontrar un mejor sitio para fortalecer su posición relativa. Solo que el 
lugar como tal no existe como realidad constituida previa a la llegada de cada 
macroproceso económico y político a él. Tampoco los arreglos institucionales de 
descentralización del Estado y el sistema político existen por fuera de las pugnas 
entre las fuerzas económicas, sociales y políticas fundamentales. Son más bien las 
transacciones, negociaciones y conflictos -entre varias estrategias de 
descentralización, entre disímiles usos de los territorios, entre distintas aspiraciones 
de poder local-, las que terminan por inscribir en los diseños institucionales lo que se 
llama descentralización.  
 
Los arreglos institucionales negociados en el año de 1986 y 1991 concretarán las 
pujas entre diferentes diseños espaciales en pugna. La reformas atenderán 
requisitos distintos, unos más relacionados con las transformaciones del modelo de 
acumulación, otros con los ajustes al sistema político, unos de inspiración neoliberal, 
otros respondiendo a las exigencias de los movimientos sociales, los demás del 
interés inmediato de los barones electorales territoriales. Sin embargo, el trayecto de 
la descentralización no resulta solo del acomodo de trozos de poder que cada 
necesidad y cada fuerza logran inscribir en la malla institucional. La realidad es más 
promiscua, más imbricada. Las leyes y reglas principales llevan dentro la confluencia 
de pujas, la multiplicidad de intereses que los vieron parir y que condicionarán el 
nuevo escenario de la continuidad de los conflictos por redefinir los propósitos, 
alcances y usos del “poder local”. 
 
Los momentos de irrupción de las grandes transformaciones en el Estado son 
definitivos de las formas que adquirirán las instituciones, moldean los cambios en las 
reglas de juego, condicionan las relaciones entre intereses y organizaciones sociales 
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con el Estado y re diseñan las relaciones entre el Estado la economía y la sociedad. 
Los procesos de emergencia de los cambios institucionales distribuyen las 
incidencias de las diferentes líneas de reforma espacial en el nuevo escenario. En 
otras palabras, si bien todos los conflictos estructurales se expresarán en las 
reformas y todas las fuerzas lograrán inscribir directa o indirectamente su impronta, 
ninguna llega con equivalente potencia al momento de emergencia de los cambios 
institucionales. En la emergencia institucional de la descentralización en 1986 y 1991 
los distintos orígenes no llegan con la misma fuerza, no emergen sobre la superficie 
de la construcción institucional con idéntico ímpetu. En 1986 el momento fue 
eminentemente político, la justificación también, la “Apertura Democrática”: del 
Estado a los territorios, del sistema político a las disidencias, de la economía a los 
pobres. En 1991 el momento fue fundacional, una nueva carta constitucional en la 
que se inscribirán principios fundamentales del neoliberalismo, así como del Estado 
de derecho que pretende imponer sus garantías sobre todo poder privado en la 
sociedad, la política y el mercado.  
1.  
4.3   De la Apertura Democrática a la Asamblea Constituyente 1986 – 1991 
 
El 7 de agosto de 1982 se posesionó ante el Congreso de la República el 
conservador Belisario Betancur Cuartas como presidente de la república hasta el 7 
de agosto de 1986. “La tercera fue la vencida” puesto que el connotado abogado, 
escritor y político había participado infructuosamente de las contiendas 
presidenciales de 1970 y 1978. “Movimiento Nacional” se llamó la alianza entre el 
Partido Conservador y la Alianza Nacional Popular –ANAPO- que le garantizó la 
mayor votación en la historia nacional hasta entonces y el 46,8% de los votos. 
Obedeciendo la tradición del Frente Nacional conformó un gobierno bipartidista que 
adelantara la “reconstrucción nacional”. De origen campesino, de vocación religiosa, 
destacado por su cultura, su buen manejo del lenguaje escrito y hablado y de moral 
conservadora, Belisario imprimió un giro dramático a la política de “orden público”. 
Mientras que su antecesor, el liberal Julio Cesar Turbay Ayala, se caracterizó por la 
“salida militar” al conflicto armado, el presidente conservador admitió causas 
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“objetivas y subjetivas” que nutrían la insubordinación civil y la insurgencia armada. 
Decretó una generosa amnistía poco acatada por los líderes insurgentes activos y 
aprovechada por los presos políticos para abandonar las cárceles (L 35 de 1982)541. 
Alentó a una renovada Comisión de Paz con el fin de adelantar acuerdos de cese al 
fuego con las guerrillas, iniciar diálogos y acuerdos conducentes a la dejación de las 
armas y pactar la incorporación a la vida civil y a la actividad política legal.  
 
La “Apertura Democrática” consistía, por una parte, en abrir el sistema político 
electoral a los movimientos sociales y a las insurgencias que dejaran las armas y, por 
otra parte, en democratizar las instituciones por dentro. Ocho prioridades fijó el 
presidente: a.- Reconocer fuerzas políticas y sociales alternativas que se movían en 
los bordes de la legalidad o francamente por fuera de ella, con el fin de incorporarlas 
a la vida institucional b.- Un estatuto de la oposición con garantías para las nuevas 
agrupaciones y las minorías políticas c.- La financiación estatal de las campañas 
electorales con el propósito de cerrar el paso a los dineros del narcotráfico y de las 
grandes fortunas d.- La democratización de los medios de comunicación hasta 
entonces monopolio extensivo de los dos partidos tradicionales e.- El fortalecimiento 
de la justicia caracterizada por “la impunidad compartida” a favor de los beneficiarios 
del Frente Nacional y lejana para los humildes. f- La ampliación de la carrera 
administrativa que profesionalizara más la administración pública y la desprendiera 
del control de los partidos políticos transitoriamente en el poder. g- La modernización 
de la registraduría con el fin de ampliar garantías a la oposición y disminuir los 
riesgos de manipulación de resultados electorales y 8- La descentralización política, 
administrativa y fiscal (Departamento Nacional de Planeación, en línea)542. 
 
                                        
541. Cámara de Representantes. Ley 35 de 1982 [en línea]:   Cámara de Representantes 
<ftp://ftp.camara.gov.co/camara/basedoc/ley/1982/ley_0035_1982.html> ‎, [Consulta: 3 octubre 2013]. 
542. Departamento Nacional de Planeación. “Cambio con Equidad. Plan de Desarrollo 1983-1986”. [en 
línea], En: Departamento Nacional de Planeación-DNP-  
<https://www.dnp.gov.co/Portals/0/archivos/documentos/GCRP/PND/Betancur_Fundamentos_Plan.pd
f>, [Consulta: 3 octubre 2013].   
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Una pausa al modelo neoliberal, la oferta de un “cambio con equidad”, el énfasis en 
diversas estrategias para superar la pobreza y la solidaridad entre los pueblos de 
América, completaron su vocación pacifista y el llamado a la reconciliación entre los 
colombianos divididos por la guerra, las inequidades sociales y la concentración del 
poder político543. En este contexto, la oferta de descentralización aparecerá y 
perdurará en el imaginario colectivo durante muchos años como parte integral de una 
democratización del Estado y del sistema político.  
  
4.3.1 La descentralización política 
 
De atrás para adelante, es decir, de 1963 a 1986, el orden del fortalecimiento de los 
gobiernos locales fue primero el fiscal, luego el administrativo y finalmente el político 
mediante la elección popular de alcaldes544. De acuerdo con las palabras de Mario 
Calderón Rivera (1987), Gerente General de Banco Central Hipotecario545: 
Es fácil comprender que la elección popular de alcaldes se convierte, así, en la 
culminación lógica de un proyecto de transformación política que primero 
                                        
543. El presidente Betancur hizo parte del “Grupo de Contadora” al lado de los presidentes de México, 
Panamá y Venezuela con el propósito de mediar en los conflictos armados centroamericanos de 
Nicaragua, Guatemala y el Salvador. Parar la guerra y pactar la paz fue el objetivo de estos líderes 
latinoamericanos que se alejaban de la política exterior norteamericana. La confrontación entre los 
Estados Unidos y la Unión de Repúblicas Soviéticas en el “patio trasero” del imperio del norte, era la 
explicación de conflictos que carecían de toda causa política y social de carácter interno, según los 
norteamericanos. Para Betancur el proceso de paz en Colombia y en América Central alimentaba un 
ideario tercermundista que quería evitar la internacionalización de la guerra entre las potencias y su 
extensión en el continente. 
544. Uno de los artículos teóricos más citados de los últimos tiempos para explicar las dinámicas de los 
procesos de descentralización en América Latina afirma que en Colombia se siguió una secuencia 
diferente a la aquí demostrada, es decir que primero habría venido la descentralización política, luego 
la fiscal y por último la administrativa. Ver Falleti, Tulia G. (2005), ’A Sequential Theory of 
Decentralization: Latin American Casesin Comparative Perspective’, American Political Science 
Review, Volumen 99, Número 3 327 - 346. 
545. El Banco Central Hipotecario fue la entidad líder, desde 1938 al año 2000, encargada de financiar 
la construcción de vivienda e infraestructura en los municipios colombianos . Rivera, Mario Calderón 
(1987), Un nuevo municipio, un nuevo país. Variaciones alrededor de la Reforma Municipal y del 
Reordenamiento Regional y Urbano, (Bogotá: Banco Central Hipotecario) 148. 
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sembró los cimientos de una estructura sin la cual el Acto-Legislativo número 
1 de 1986 hubiera resultado una peligrosa aventura. (p. 34).  
 
Sin embargo, cada componente de la descentralización adquiere relevancia y sentido 
por las articulaciones que tiene en cada momento histórico, con el modo de 
regulación y el sistema político. En este orden argumentativo debe señalarse que 
durante el cuatrienio de 1982 a 1986 el “sentido” de la descentralización fue 
eminentemente político (Velásquez, 1995, p. 25)546. La elección popular de alcaldes 
sancionada por el presidente en 1986 reestructuró las tendencias fiscales y 
administrativas anteriores (A L 1 de 1986)547. Todo lo previamente actuado aparecía 
como antecedentes de una tendencia que culminaba con la soberanía política del 
elector local, mandante de su autoridad y dotado de recursos y competencias para 
ejercer a plenitud el poder local. Después de 100 años los alcaldes volvían a ser 
elegidos de manera directa en los 992 municipios existentes en esa fecha, por un 
periodo de dos años y sin derecho a la reelección, a partir del segundo domingo de 
marzo de 1988.  
 
Un presidente conservador acompañado en su empresa por un Ministro de Gobierno 
liberal, el abogado Jaime Castro, lograron la aprobación por un congreso bipartidista 
de mayorías liberales de una reforma electoral que desmontaba las garantías 
constitucionales del monopolio bipartidista del poder local. Durante el Frente 
Nacional, gobernadores nombrados por el presidente nombraron alcaldes dentro del 
repertorio de los partidos tradicionales. El primer cargo local estaba ahora sometido 
                                        
546. Igual concepto tiene de los eventos de 1986 el sociólogo Fabio Velázquez cuando escribe “En ese 
sentido, la de 1986 fue una reforma esencialmente política, no solamente administrativa o fiscal”. 
{Velázquez, Fabio Velázquez, “Descentralización Y Modernización Del Estado En Colombia,” Revista 
Nómadas No. 3 (1995): 23 - 39.  
547. Acto Legislativo número 1 de 1986 “por el cual se reforma la Constitución Política”. Un 
compendio de todas las leyes y decretos sobre descentralización política, fiscal y administrativa, 
promulgados entre 1986 y la antesala de la Asamblea Constituyente de 1991, se encuentra en Jairo 
Gómez, Capacitación Para La Participación En La Autonomía Municipal. Descentralización Político-
Administrativa Y Fiscal (Bogotá: Servicio Nacional de Aprendizaje -SENA-, 1991). El breve y 
revolucionario Acto Legislativo No 1 se encuentra entre la página 29 y 31 del mencionado compendio.  
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al albur de un resultado electoral incierto. Dos razones pudieron haber concurrido en 
esta decisión. Por una parte, las cuantiosas transferencias automáticas y crecientes 
que sumadas a la cesión de competencias acompañaban la elección (Castro, 
2006)548. Y, de la otra, saberse fuertes en el dominio del electorado y del Estado 
local. Los alcaldes dejaron de ser “agentes del gobernador” de “libre nombramiento y 
remoción” y se convirtieron en los “jefes de la administración municipal”, con 
estabilidad garantizada de permanencia en el cargo por dos años; lo cual era una 
rareza que volvía aún más atractiva para las elites locales la figura de la democracia 
local (Castro, 1986, p. 38)549. La soberanía del elector y el respeto a los partidos que 
ganaran las elecciones lo garantizaba la nominación de alcaldes dentro de la misma 
filiación política de aquel que fuere destituido de manera absoluta o suspendido 
temporalmente (Gómez, 1991, pp. 33 - 43)550. Los Concejos Municipales quedaron 
facultados para dividir el municipio en Comunas (área urbana) y Corregimientos 
(área rural) para mejor regirlo a través de Juntas Administradoras Locales; un tercio 
de cuyos miembros al menos debieran ser directamente electos por los ciudadanos 
(Gómez, 1991, pp. 81 - 83)551. 
 
El Frente Nacional había fallecido, al menos por abajo. El monopolio de los cargos 
representativos no estaba más garantizado, la oposición política encontraba ahora 
mil lugares a través de los cuales penetrar el sistema político y la administración 
                                        
548. En conversación en el año 2006 con el ex ministro de Gobierno que negoció en el congreso la 
elección popular de alcaldes, Jaime Castro, este afirmó que la certeza de recibir recursos y 
competencias que incrementaban el manejo sobre los cargos y contratos públicos ayudó a la 
aprobación de la elección popular de alcaldes.  
549. Durante el Frente Nacional la permanencia promedio en el cargo de un alcalde fue de 6 meses y de 
un gobernador 9. La alta rotación la explicaba la necesidad de tejer las redes de reciprocidad 
burocrática entre las maquinarias electorales del bipartidismo a nivel territorial. Ver Jaime Castro, 
Elección Popular De Alcaldes (Bogotá: Oveja Negra, 1986). 
550. Ley 78 de 1986, “Por el cual se desarrolla parcialmente el Acto Legislativo número 1 de 1986 sobre 
la elección popular de Alcaldes y se dictan otras disposiciones”. Gómez, Capacitación Para La 
Participación En La Autonomía Municipal. Descentralización Político-Administrativa Y Fiscal. 
551. Gómez, Capacitación Para La Participación En La Autonomía Municipal. Descentralización 
Político-Administrativa Y Fiscal. 
 
 
      
  
350 
pública. La elección de mandatarios se convertía de hecho en pieza clave de un 
“Estatuto de la Oposición”. Dicho de modo más preciso: el sistema electoral creaba la 
posibilidad de una miríada dispersa e independiente de oposiciones. A través de los 
poros locales del Estado se debieran poder institucionalizar los movimientos cívicos 
locales e insertarse a la vida civil los frentes territoriales de las guerrillas 
desmovilizadas.  
 
4.3.2 La participación ciudadana 
 
La descentralización política vino acompañada con varios mecanismos de 
participación ciudadana en la vida municipal, de tal suerte que los partidos políticos, 
los sindicatos, las asociaciones del trabajo u otras organizaciones socio comunitarias 
no eran ya exclusivos vehículos de intermediación entre las personas y la 
administración estatal. Cualquier ciudadano tendría hipotética capacidad de 
incidencia sobre la administración, el presupuesto y el control de los cargos 
representativos. La misma reforma constitucional de 1986, que facultó la elección de 
alcaldes, anunció la convocatoria a Consultas Populares sobre asuntos de 
competencia local, la cual fue reglamentada en 1989. La Consulta equiparó el 
derecho de solicitud de la convocatoria a los alcaldes y al concejo municipal con un 
número representativo de ciudadanos (el 5% del censo electoral) y al menos la mitad 
de las Juntas Directivas de la Acción Comunal de los respectivos municipios (L 42 de 
1989)552. De aprobarse la Consulta el resultado deviene un “Acuerdo Popular”, de 
obligatorio acatamiento e irrevocable por vía distinta a otra consulta popular. Es tan 
importante resaltar el nuevo derecho que transforma el universo de la representación 
y de la acción pública desde las organizaciones sociales y la administración estatal a 
los ciudadanos, como los dominios vedados a su ejercicio. La Ley prohíbe 
expresamente someter a Consulta los impuestos, la estructura de la administración, 
                                        
552. Ley No. 42 de 1989, “Por la cual se desarrolla el artículo 6º. Del Acto legislativo No. 1 de 1986 
sobre consultas populares.” Gómez, Capacitación Para La Participación En La Autonomía Municipal. 
Descentralización Político-Administrativa Y Fiscal. pp. 61 – 66. 
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el presupuesto, la nominación o revocatoria de funcionarios, los salarios oficiales, el 
orden público y la justicia (Artículo 5º).  
 
Una segunda iniciativa de “Participación Comunitaria” tendrá gran significación. En el 
mismo año de 1986 se norma el derecho de múltiples organizaciones de la sociedad 
civil a participar a través de convenios, acuerdos o contratos en “el ejercicio de las 
funciones y la prestación de los servicios” a cargo de la administración municipal (L 
11 de 1986)553. De tal manera, se legaliza el quiebre del monopolio de la obtención 
de fines públicos mediante las burocracias administrativas. La administración puede 
contratar con las organizaciones comunitarias la (co) ejecución y (co) administración 
de proyectos y políticas. Una tercera iniciativa ofreció a los usuarios un tercio de los 
cargos de las Juntas o Consejos Directivos de los Establecimientos Públicos y de las 
Empresas Industriales o Comerciales encargados de la prestación de los servicios 
municipales (L 11 de 1986)554. Con posterioridad se estableció que los servicios 
municipales en mención eran los de energía, acueducto, alcantarillado, teléfonos y 
aseo (D 700 de 1987)555. El estimulo a la participación se extenderá al conjunto de 
políticas sociales, en particular se establecerán mecanismos concretos en salud, 
educación y lucha contra la pobreza (Ceballos y Gerard 2001)556. Empero, más allá 
de las instancias sectoriales estables, hará carrera que cada campaña, programa, 
proyecto e iniciativa de política social se legitime mediante la invitación a las 
                                        
553. Artículo 22, Ley 11 de 1986, “Por la cual se dicta el estatuto básico de la administración municipal 
y se ordena la participación de la comunidad en el manejo de los asuntos locales”. Gómez, 
Capacitación Para La Participación En La Autonomía Municipal. Descentralización Político-
Administrativa Y Fiscal. Pp. 83 y 84.  
554. Artículo 27, Ley 11 de 1986. Gómez, Capacitación Para La Participación En La Autonomía 
Municipal. Descentralización Político-Administrativa Y Fiscal. P. 84 
555. Artículo 1, Decreto 700 de 1987. Gómez, Capacitación Para La Participación En La Autonomía 
Municipal. Descentralización Político-Administrativa Y Fiscal.. P. 170  
556 La legislación sobre participación comunitaria en diversos sectores de política social es tan amplia 
como dispersa. El compendio analítico más completo de las instancias formales de participación a 
nivel municipal, departamental y regional se encuentra en Gerard Martin Miguel Ceballos, 
Participación Y Fortalecimiento Institucional a Nivel Local En Colombia (Bogotá: Centro Editorial 
Javeriano -CEJA-, 2001). 
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comunidades beneficiaras a participar “como sujetos activos” de la política y no como 
“receptores pasivos” de bienes y servicios estatales (Restrepo, 1997)557.  
La Consulta Popular estimula formalmente la participación de los individuos en la 
decisión sobre los fines de las políticas. La contratación promueve la conversión de 
las organizaciones sociales en contratistas de la administración estatal. Y las 
empresas de servicios públicos hacen de los consumidores, al día con sus pagos, co 
partícipes de la administración. La nueva política transforma la pugna por los 
derechos sociales exigidos al Estado en los derechos a la participación en la gestión, 
trámite y consecución de activos con el Estado y en el mercado. En virtud de la 
participación se transita del derecho a la gestión y de la responsabilidad estatal a la 
corresponsabilidad social. 
 
Las Juntas de Acción Comunal creadas en 1958 pueden tomarse por el antecedente 
más lejano de las experiencias de participación comunitaria en la consecución de 
fines de interés comunitario a través de organizaciones sociales financiadas por el 
Estado. Los programas de desarrollo rural de los años setenta también 
experimentaron la participación campesina en varias iniciativas públicas. Pero ahora, 
desde 1986, la participación devino un principio constitucional a partir del cual se 
extenderá normativamente , como gota de aceite en agua, por todo el entramado de 
la administración pública. 
 
4.3.3 La descentralización administrativa 
 
La Ley 11 de 1986 que dicta el estatuto básico de la administración municipal 
establece las condiciones para crear municipios, los faculta para asumir funciones 
                                        
557. Un análisis sobre la emergencia, extensión y evaluación de los primero años de incidencia de la 
participación socio comunitaria en las políticas públicas puede leerse en Darío I. Restrepo, “Relaciones 
Estado-Sociedad Civil En El Campo Social. Una Reflexión Desde El Caso Colombiano,” Reforma y 
Democracia No. 7 (1997): 127 - 154. 
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por delegación de la nación y los departamentos. Además, promueve la asociación 
de municipios y permite las subdivisiones administrativas internas en las referidas 
Comunas y Corregimientos. Un año después, en 1987, bajo la presidencia del liberal 
Virgilio Barco (1986 – 1990), se realiza una masiva transferencia de políticas públicas 
de la nación a los municipios (D 77 de 1987)558. Fueron descentralizadas la 
administración del agua potable y el saneamiento ambiental, el primer nivel de 
atención en salud y la educación primaria, así como las instalaciones deportivas y 
recreativas. También se localizaron la asistencia técnica agropecuaria directa a 
pequeños productores, así como mayores responsabilidades en cuanto al desarrollo 
rural integrado, las reservas agrícolas y la economía campesina en general. Además, 
fueron descentralizados los acueductos, las obras de infraestructura vial y de 
servicios públicos, así como los equipamientos urbanos y sociales, las obras públicas 
en parques, monumentos y puertos, así como la construcción y mantenimiento de los 
caminos vecinales. 
 
A más de administrar las funciones los municipios adquirieron responsabilidades en 
la construcción, dotación y mantenimiento de dichos sectores y políticas. En 
consecuencia, se ordenó la liquidación de instituciones del nivel nacional en unos 
casos y en otros la supresión de funciones que éstas realizaban en los municipios. 
Fueron liquidados el Instituto Nacional de Fomento Municipal –INSFOPAL- y el 
Instituto Nacional de Construcciones Escolares –ICCE- y suprimidas funciones de 
ejecución de obras locales del Fondo Nacional Hospitalario –FNH-, del Instituto 
Colombiano de la Juventud y el Deporte –COLDEPORTES-, del Instituto Colombiano 
Agropecuario –ICA- y del Instituto Colombiano de reforma Agraria –INCORA-, de las 
Corporaciones Autónomas Regionales –CAR-, del Instituto de Crédito territorial –ICT-
, del Fondo de Inmuebles Nacionales, del Ministerio de Obras Públicas y Transporte 
y del Fondo Nacional de Caminos Vecinales.   
                                        
558. Decreto Número 77 de 1987, “Por el cual se expide el Estatuto de descentralización en Beneficio 
de los municipios.” Gómez, Capacitación Para La Participación En La Autonomía Municipal. 
Descentralización Político-Administrativa Y Fiscal. Pp. 101 – 135. 




En términos generales, los municipios fueron autorizados a contratar con el sector 
privado las funciones a su cargo cuando no tuvieran la capacidad propia de ejecutar 
las obras y políticas bajo su responsabilidad, principalmente en cuanto a las políticas 
de desarrollo rural. Esta tendencia a la subcontratación con el sector privado será 
reforzada posteriormente en cada una de las leyes sectoriales que reglamentarán y 
profundizarán el proceso de descentralización municipal de la política social, de los 
equipamientos urbanos, de los servicios públicos domiciliarios y del desarrollo 
agropecuario campesino.   
 
El gobierno de Virgilio Barco (1986 – 1990) adoptó cuantiosos decretos 
reglamentarios sobre cada uno de los sectores de política que descentralizó la Ley 
11 de 1986 y el Decreto 77 de 1987. Quedó así ampliamente normado el consenso 
nacional en la cúspide de los líderes de los partidos tradicionales sobre el alcance de 
la descentralización de la administración pública y la participación comunitaria. 
 
El nivel departamental también fue sujeto de intervención por la ola de 
descentralización (L 03 de 1986)559. Su función, acompañar y asesorar a los 
municipios, prestar los servicios a su cargo y cumplir las misiones que la nación le 
delegara. Sin embargo, el contraste es grande entre la extensión normativa y el 
alcance de las responsabilidades transferidas hacia los municipios de aquello 
estipulado para los departamentos. Durante el Modelo de Sustitución de 
Importaciones –MISI- el lugar de recepción de los Fondos de Fomento y Desarrollo 
fueron los departamentos. Los gremios del capital construyeron importante 
representación departamental y las principales redes de los partidos políticos se 
aglomeraron en esta escala territorial. Ahora, la descentralización política y 
                                        
559. Ley 03 de 1986, “Por la cual se expiden normas sobre la administración departamental y se expiden 
otras disposiciones.” Gómez, Capacitación Para La Participación En La Autonomía Municipal. 
Descentralización Político-Administrativa Y Fiscal. Pp. 67 – 76. 
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administrativa del Estado se dirigirá claramente al fortalecimiento del nivel municipal, 
ante el cual la figura departamental quedará un poco desfigurada. La 
descentralización fiscal terminará por privilegiar el carácter “municipalista” de la 
descentralización. Las localidades recibirán mayores transferencias que el nivel 
intermedio y muchos de los recursos recibidos por los departamentos serán 
transferencias de paso hacia el nivel local. 
 
a- Descentralización de la educación 
 
La Ley 11 de 1986 había iniciado la descentralización del sector educativo. Dos años 
después la Ley 24 de 1988 establece las funciones que en un contexto 
descentralizado le corresponden a la nación (L 24 de 1988)560: Fijar las políticas, 
elaborar el plan general de desarrollo, dirigirlo y en particular establecer el currículo 
para cada modalidad y nivel del sistema. Se trató de una descentralización dentro de 
un Estado todavía fuertemente unitario en el sentido en que mantuvo la dirección 
ministerial de las relaciones entre el centro y la periferia. En particular la ejecución de 
los programas educativos siguió en el ámbito nacional, así como la inspección, 
vigilancia y control, con lo cual se reitera el mando central del tímido proceso de 
descentralización de la educación. Sin embargo, en continuidad con un anhelo 
expresado desde la década del setenta se anuncia una participación de las regiones 
en cada fase de la elaboración de los planes y programas del Plan General de 
Educación. En concordancia, el Ministerio apoyaría los planes de oferta y distribución 
regional de servicios y se habla de adaptación de los currículos a las especificidades 
regionales.  
 
                                        
560. Diario Oficial. Ley 24 de 1988 [en línea]:   Diario Oficial, 38215 febrero 1988. 
<http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=259>, [Consulta: 18 abril 2013].  
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Con posterioridad, la Ley 29 de 1989 avanzó un poco más en la descentralización del 
sistema educativo (L 29 de 1989)561, al pasarle a los alcaldes y gobernadores el 
manejo de la planta de personal, -incluyendo los traslados de maestros-, aunque la 
nación siguió teniendo la responsabilidad del pago de los trabajadores. Las entidades 
territoriales que aumentaran la planta por fuera de lo aprobado por el gobierno 
nacional tendrían que cubrir los costos adicionales con sus recursos propios. 
Introdujo también la ley el principio de subsidiariedad mediante el cual los municipios, 
incapaces de asumir financiera o administrativamente el sector educativo en su 
jurisdicción, serían reemplazados por los departamentos, hasta tanto la incapacidad 
no fuera superada. También se adoptó el principio de los convenios entre el 
Ministerio de Educación Nacional y las entidades territoriales, con el fin de apoyar el 
desarrollo local del sector mediante tareas compartidas y metas pactadas. Cabe 
resaltar también una tendencia posterior hacia la “departamentalización” de 
funciones tales  como otorgar y cancelar personarías jurídicas y la coordinación de 
los planteles públicos en su jurisdicción. Tendencia reforzada en 1990 por la 
delegación de las labores de inspección, vigilancia y control a los departamentos (D 
525 de 1990)562. 
 
La participación de la comunidad educativa fue promovida mediante las Juntas 
Educativas Municipales –JEM- conformada, además de la administración local, por 
representantes de profesores, estudiantes, padres de familia y voceros de la 
comunidad (L 52 de 1989)563. Delegados de las –JEM- conforman las Juntas 
Educativas Departamentales, Intendenciales y Comisariales con las autoridades 
administrativas de dichas entidades territoriales. A su vez, estos últimos 
acompañarán las directivas de las entidades estatales y diversos gremios de 
                                        
561. Ley Número 29 de 1989, “Por la cual se modifica parcialmente la Ley 24 de 1988 y otras 
disposiciones.” Gómez, Capacitación Para La Participación En La Autonomía Municipal. 
Descentralización Político-Administrativa Y Fiscal. Pp. 235 – 240. 
562. Diario Oficial. Decreto 525 de 1990 [en línea]:   Diario oficial, 39222 de marzo 7 de 1990. 
<http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=2817#0>, [Consulta: 19 abril 2013].  
563. Ley 52 de 1989, “Por medio de la cual se crea el Congreso Nacional de Política Educativa y se 
dictan otras disposiciones.” Gómez, Capacitación Para La Participación En La Autonomía Municipal. 
Descentralización Político-Administrativa Y Fiscal. Pp. 255 – 259. 
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trabajadores del sector en la conformación de un gran Congreso Nacional de Política 
Educativa. Todas las instancias territoriales de la comunidad educativa tienen por 
función contribuir en el diseño, formulación, estudio de alternativas de financiación y 
evaluación de planes, programas y proyectos educativos en su nivel respectivo. 
 
b- Descentralización de la salud 
 
Con posterioridad a la ley 11 de 1986, la Ley 10 de 1990 da el arranque a una 
reorganización general del sector salud en todos sus niveles (L 10 de 1990)564. 
Pretende, de inicio, garantizar el acceso de toda la población a los servicios de salud, 
para lo cual se apoya en responsabilidades diferenciadas en cada nivel territorial, 
según el grado de complejidad a atender. Si bien la salud es considerada “un servicio 
público” que el Estado se compromete garantizar a todos y en todo lugar, se faculta 
la prestación a entidades estatales pero también a las privadas. En tercer lugar, 
reconoce que existen personas en incapacidad de pago respecto de las cuales el 
Estado garantiza el acceso al sistema de manera gratuita. En cuarto lugar, regula la 
participación comunitaria en las Juntas Directivas de las entidades prestadoras de 
servicios de salud. La Ley 10 de 1990 contendrá entonces el conjunto de las 
tendencias de reorganización de la política social que se construyó en la década del 
ochenta: apertura a la privatización, participación ciudadana y comunitaria en el 
sistema, prioridad hacia los pobres y descentralización como estrategia para lograr 
todo lo anterior.  
 
Al igual que en el sector de la educación se proclama el principio de subsidiariedad, a 
partir del cual los departamentos asumen de manera transitoria las funciones de los 
                                        
564.  Diario Oficial.  Ley 10 de 1990 [en línea]:   Diario Oficial, 39137 enero 10  
1990.<http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=3421, [Consulta: 19 abril 2013].  
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municipios mientras estos no cumplan con los requisitos que la nación obliga para 
ameritar la descentralización de la salud. Fueron estos tan estrictos que la 
“municipalización” de la salud tardó en lograrse y se generó de hecho una 
“departamentalización” no deseada en un principio. Aquí también la nación ejerce la 
rectoría y establece las prioridades de política, planes y programas generales, 
garantiza la financiación del sistema y la repartición de los recursos, así como ejerce 
la inspección, vigilancia y control sobre los procesos, contratos y derechos de los 
ciudadanos. Igualmente, con posterioridad, el sistema de control delegará sobre las 
entidades territoriales funciones específicas, así como la participación ciudadana es 
llamada formalmente a asumir tareas de control y contribución a planes y programas 
en los establecimientos prestadores de servicios y a nivel de los planes de la entidad 
territorial.  
 
Los jefes de salud como los de educación serán nombrados por los mandatarios 
departamentales y municipales respectivamente, los cuales manejan, bajo regulación 
y control nacional, los fondos territoriales de sus sectores. Dos medidas estas que 
concretan una clara descentralización del poder sobre la burocracia local y la 
administración de los recursos descentralizados. Debido a la naturaleza del bien 
salud, la integración de servicios a nivel departamental y municipal está mayormente 
normada, en la medida en que las remisiones entre entidades prestadoras de 
servicios y especialistas son parte constitutiva de la atención de pacientes, a 
diferencia del sector educativo en que cada entidad atiende a su educando. En esta 
medida es más importante en salud la formulación de planes de desarrollo 
sectoriales. Ambas observaciones explican porque las leyes y la práctica de 
descentralización de la salud tendrán un carácter más “territorial” y la de educación 
más “sectorial”. Otra diferencia de no menor importancia es que en salud el Estado 
transfiere cuantiosos recursos públicos a prestadores privados a todo nivel. Es por 
esto que si bien hay prestadores privados en salud tanto como en educación, es en 
salud en donde se genera un gigantesco traslado de recursos públicos hacia las 
empresas privadas, creando un enorme campo de negocios.  




c- El desarrollo rural campesino 
 
La asistencia técnica agropecuaria de baja complejidad fue descentralizada hacia los 
municipios como servicio gratuito a los campesinos y debilitó, de paso, el papel 
ejecutor de las agencias nacionales en esta materia. Se creó un Sistema Nacional de 
Transferencia de Tecnología que albergó una decena de instituciones nacionales con 
la misión de apoyar el traspaso de conocimientos técnicos a los alcaldes, nuevos 
responsables de la lucha contra la pobreza rural (D 1946 de 1989)565. Los municipios 
sin tradición ni capacidad técnica se vieron así compelidos a contratar con agencias 
privadas la asesoría al desarrollo rural campesino. Además, se fortalecieron los 
Comités de Desarrollo Rural Integrado –DRI- en tanto instancias de concertación 
entre la alcaldía local, las entidades ejecutoras y representantes de las comunidades 
rurales usuarias del Fondo DRI (D107 de 1989)566. En este sector más que en otros 
se invoca una participación social en todo el ciclo de la política pública, desde la 
identificación de necesidades, la formulación de políticas y proyectos, la 
administración de servicios, la ejecución de obras, el seguimiento, el control y la 
evaluación de lo realizado.  En este caso, como en las otras competencias 
descentralizadas, se trató de una municipalización de las responsabilidades y 
recursos. A los departamentos se les asignó la tarea de “coordinación, seguimiento y 
evaluación de los servicios de asistencia técnica especializada para pequeños 
                                        
565. Decreto Número 1946 de 1989, “Por el cual se crea y organiza el Sistema Nacional de 
Transferencias de tecnología Agropecuaria y se reglamentan los Decretos-Ley 077 de 1987 y 501 de 
1989, en relación con la prestación del servicio de asistencia técnica directa a los productores rurales”. 
Gómez, Capacitación Para La Participación En La Autonomía Municipal. Descentralización Político-
Administrativa Y Fiscal. Pp. 269 – 284. 
566. Decreto Número 107 de 1989, “Por el cual se reglamentan los Comités DRI” Gómez, Capacitación 
Para La Participación En La Autonomía Municipal. Descentralización Político-Administrativa Y 
Fiscal. Pp. 261 - 267 
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productores rurales, que en desarrollo del Decreto-Ley 077 de 1987, establezcan los 
municipios (Gómez, 1991)567. 
 
4.3.4 La descentralización fiscal 
  
La descentralización política fue abolida en 1886. La descentralización administrativa 
anterior a 1986 había sido poco más que una desconcentración de los aparatos 
nacionales en los territorios, en tanto estrategia  para mejor esparcir las lógicas de 
desarrollo y de mando político centrales. En cambio, en el momento de la “revolución 
descentralista” de 1986 el componente fiscal tenía importantes antecedentes sobre 
los cuales profundizar la tendencia. En 1963 se creó la Participación en el Impuesto a 
las Ventas y en 1968 el Situado Fiscal para salud y educación, los cuales permitieron 
a las entidades territoriales recibir transferencias que facultaron desarrollar 
instituciones y servicios. Entre 1982 y 1985 el Fondo Financiero de Desarrollo 
Urbano, con apoyo del Banco Interamericano de Desarrollo –BID-, pasó de adjudicar 
3.500 millones acumulados al año de 1982 a más de 20.000 millones en diciembre 
de 1985. Los recursos se destinaron a la financiación de “los sistemas de acueducto 
y alcantarillado, las redes telefónicas, las plazas de mercado, las terminales de 
transporte, los sistemas de recolección de basuras y otros servicios básicos” 
(Calderón, 1987)568. Se logró así un fuerte impulso a la infraestructura urbana básica 
con un cubrimiento del 70% de los municipios.  
 
Lo que vendrá después fortalecerá aún más los recursos en las entidades 
territoriales para adelantar obras de infraestructura y servicios. La Ley 14 de 1983 
fortaleció los recursos propios de departamentos y municipios mediante una 
                                        
567. Gómez, Capacitación Para La Participación En La Autonomía Municipal. Descentralización 
Político-Administrativa Y Fiscal. P. 276. 
568. Mario Calderón, Un Nuevo Municipio, Un Nuevo País. Variaciones Alrededor De La Reforma 
Municipal Y Del Reordenamiento Regional Y Urbano (Bogotá: Banco Central Hipotecario, 1987). P. 
31. 
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actualización de todos sus tributos: Actualización del catastro e incremento del 
impuesto predial, los impuestos de industria y comercio, los de circulación y tránsito y 
de timbre sobre los vehículos automotores, impuestos al consumo de licores y 
cigarrillos y finalmente los impuestos a la gasolina. (L 14 de 1983)569.  
 
De nuevo en 1986 se fortalecerán los ingresos territoriales mediante la cesión del 
50% del Impuesto al Valor Agregado –IVA-, en un periodo de seis años, desde el 
30,5% en 1986 al 50% en 1992 (L 12 de 1986)570. Los recursos se destinarían a 
(Gómez, 1991)571: 
a) Construcción, ampliación y mantenimiento de acueductos y  alcantarillados, 
jagüeyes, pozos, letrinas, plantas de tratamiento  y redes. 
b) Construcción, pavimentación y remodelación de calles. 
c) Construcción y conservación de carreteras veredales, caminos vecinales, 
puentes y puertos fluviales. 
d) Construcción y conservación de centrales de transporte. 
e) Construcción, mantenimiento de la planta física y dotación de los planteles 
educativos oficiales de primaria y secundaria. 
f) Construcción, mantenimiento de la planta física y dotación de puestos de 
salud y ancianatos. 
g) Casas de cultura. 
                                        
569. Ley 14 de 1983, “Por la cual se fortalecen los fiscos de las entidades territoriales y se dictan otras 
disposiciones.” Gómez, Capacitación Para La Participación En La Autonomía Municipal. 
Descentralización Político-Administrativa Y Fiscal. Pp. 287 – 311. 
570. Ley 12 de 1986, “Por la cual se dictan normas sobre la cesión de Impuesto a las ventas o impuesto 
al valor agregado (IVA) y se reforma el decreto 232 de 1983.” Gómez, Capacitación Para La 
Participación En La Autonomía Municipal. Descentralización Político-Administrativa Y Fiscal.. Pp. 
317 – 326. 
571. Gómez, Capacitación Para La Participación En La Autonomía Municipal. Descentralización 
Político-Administrativa Y Fiscal. P. 322. 
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h) Construcción, remodelación y mantenimiento de plazas de mercado y 
plazas de ferias. 
i) Tratamiento y disposición final de basuras. 
j) Extensión de la red de electrificación en zonas urbanas y rurales. 
k) Construcción, remodelación y mantenimiento de campos e instalaciones 
deportivas y parques. 
l) Programas de reforestación vinculados a la defensa de cuencas y hoyas 
hidrográficas. 
m) Pago de deuda pública interna o externa, contraída para financiar gastos 
de inversión. 
n) Inversiones del Fondo Financiero de Desarrollo Urbano, destinados a 
obtener recursos de crédito complementarios para la financiación de obras de 
desarrollo municipal. 
ñ) Otros rubros que previamente autorice el Departamento Nacional de 
Planeación. (p.322).  
El efecto combinado entre el fortalecimiento de los recursos propios (Ley 14 de 1983) 
y transferencias (Ley 12 de 1986) será la capacidad de acudir al sistema bancario 
para apalancar obras de infraestructura exigidas durante décadas por la población. 
Dos efectos importantes tendrán esta capacidad creada. 1- La apertura de un 
mercado territorial para el sector financiero. 2-  La realización de costosas obras de 
infraestructura que comprometen vigencias fiscales futuras y endeudan a las 
entidades territoriales.  
Esta línea de continuidad esconde una ruptura de magnitud y significado. El 
incremento de los ingresos territoriales creció por debajo de los ingresos generales a 
favor de la nación hasta la ley 12 de 1986, a partir de la cual se transforma de 
manera importante la proporción de los ingresos entre niveles del Estado. En 
segundo lugar, las nuevas y cuantiosas transferencias estaban legalmente 
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amparadas, tenían un carácter obligatorio, automático y creciente. En esto reside el 
quiebre en el sistema fiscal centralista porque la adjudicación obligada de recursos 
hacia abajo no dependerá ya de transacciones dentro de las redes de reciprocidad 
dentro del sistema político. La interrupción de las obras por trauma dentro de la 
lógica de reciprocidad podría entonces ser superada. 
La segunda novedad generada por la descentralización fiscal fue lograr una 
desconcentración relativa de los ingresos que concentraban pocas ciudades, en la 
medida en que ahora todos los municipios tendrían derecho a participar en una bolsa 
grande de impuestos. Un concepto de equidad territorial interna animó a los 
legisladores cuando obligaron a los municipios, en donde la mayoría de la población 
vivía fuera de la cabecera, a invertir al menos el 50% de las transferencias recibidas 
en sus zonas rurales. En aquellos municipios menores de 100.000 habitantes, con la 
mayoría de los habitantes aglomerados en su cabecera, dicho porcentaje mínimo 
tenía que ser del 20%.  
Gráfica 2.  
 Transferencias* Per  Cápita a los Municipios: Promedio por Grupos de 
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* Las transferencias corresponden al situado fiscal y la participación en los ingresos corrientes de la Nación hasta 
2001, y al Sistema General de Participaciones desde 2002. 
Fuente: cálculos con base en información de participaciones territoriales por año y sector del DNP y de 
estimaciones y proyecciones de población del DANE; cifras deflactadas con el deflactor implícito del PIB.  
Las tres ciudades principales son Bogotá, Medellín y Cali; las veinte ciudades son las tres principales más 
Barranquilla, Cartagena, Cúcuta, Bucaramanga, Pereira, Ibagué, Pasto, Santa Marta, Manizales, Montería, Neiva, 
Villavicencio, Armenia, Buenaventura, Sincelejo, Popayán y Tunja; el resto de ciudades corresponde al total de 
municipios excluyendo las veinte ciudades principales. Gráfica elaborada con la colaboración de David Cano, 
estudiante de maestría en Ciencias Económicas 
 
En tercer lugar, la Ley privilegió a los municipios de menos de 100.000 habitantes 
con un porcentaje extra de transferencias. En estos se habían presentado la gran 
mayoría de paros y marchas cívicas en la década del setenta y el ochenta. De esta 
manera la descentralización fiscal quedaba sujeta a los objetivos políticos de la 
“apertura democrática” y la “reconciliación entre los colombianos.”572 La participación 
en el IVA de la totalidad de los municipios y el Distrito Especial de Bogotá pasó de 
representar el 25% al 28,5% entre 1986 y el año 1992. Un porcentaje extra premió a 
los municipios de menos de 100.000 habitantes al transferirles además otro 0,4% del 
IVA en 1986 hasta el 16,8% en el año de 1992. Mario Calderón Rivera señala que los 
poblados entre 20.000 habitantes y 100.000 pasaron de 23 a 68 entre 1951 y el año 
antesala de la reforma en 1985 (Calderón, 1987, p. 49)573. En ellos se concentró de 
manera más acuciante la disparidad entre el crecimiento de la población y los déficits 
de infraestructura, equipamientos y servicios. Por lo tanto, será esta una población 
con altos índices de combatividad y malestar en contra del centralismo.  
                                        
572. 27 años después de su gobierno, el presidente Betancur en la última entrevista concedida a Noticias 
Caracol afirma “…La paz no es solamente el cese de la guerra, sino componentes metafísicos más 
profundos como la reconciliación. Ha llegado el momento de barajar y volver a dar, y reconciliarnos 
los unos con los otros, y en esa reconciliación de los unos y los otros pido perdón a quienes ofendí y 
doy las gracias a quienes me iluminaron y me ayudaron”. Belisario Betancur pidió perdón. “El 
exmandatario sólo había hablado de los hechos del Palacio de Justicia ante las autoridades”. Anoche, 
reconoció que quizá se equivocó. Belisario Betancur pidió perdón. El exmandatario sólo había hablado de 
los hechos del Palacio de Justicia ante las autoridades. Anoche, reconoció que quizá se equivocó. 
Rojas S. Margarita. El Espectador- Política. Bogotá: 20 de julio 2013.  
http://www.elespectador.com/noticias/politica/belisario-betancur-pidio-perdon-articulo-
434939?page=1 [Consulta: 29 septiembre 2013].   
573. Calderón, Un Nuevo Municipio, Un Nuevo País. Variaciones Alrededor De La Reforma Municipal 
Y Del Reordenamiento Regional Y Urbano.  
      
  
365 
La descentralización fiscal atemorizó a los hacendistas. Miedo produjo un vertiginoso 
crecimiento de las transferencias hacia entidades territoriales con pocas capacidades 
de tributación propia, escasa experiencia en inversiones y manejo del gasto público, 
así como débil profesionalización de su administración local. Un importante chorro 
del gasto público abierto hacia abajo podía terminar en el fracaso de la prestación de 
servicios locales. A la postre la experiencia se revertiría en presiones hacia la nación 
para que asumiera de nuevo los servicios, a más de los costos fiscales y políticos de 
un eventual fracaso. Dichas voces fueron minorizadas porque el consenso y la 
urgencia política se impusieron sobre los temores a un desequilibrio económico y una 
eventual ineficiencia administrativa. Un año después de legislada la 
descentralización, en 1987, Jaime Castro (1987) da testimonio del estado de ánimo 
de los reformistas de la época:   
La urgencia de actuar es evidente. Bastante se ha dicho que lo que está en 
juego es la supervivencia del sistema democrático. Por eso los criterios que 
deben prevalecer son los políticos y sociales que, como ya se dijo, son 
inseparables, sacrificando, si a ello hubiere lugar, consideraciones de tipo 
técnico y económico. Este debate suele presentarse con relativa frecuencia. 
Una vez que así ocurrió, el autor de este trabajo, como ministro de Gobierno, 
sostuvo que los enemigos del Proceso de Paz que se cumplía durante la 
administración Betancur no estaban, como algunos imaginaban, en el 
Ministerio de Defensa sino en el de Hacienda y en Planeación Nacional. (p. 
51)574.  
 
4.3.5 Dimensiones regionales 
 
El proceso de descentralización siguió arrastrando del pasado instrumentos de 
intervención que llamó regionales, puesto que creó instituciones con una geografía 
                                        
574. Jaime Castro, Respuesta Democrática Al Desafío Guerrillero (Bogotá: Editorial Oveja Negra, 
1987). pp. 51. 
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de agregación más allá de las jurisdicciones departamentales. Los Consejos 
Regionales de Planificación –CORPES- fueron creados por la Ley 76 de 1985 (L 76 
de 1985; D R 3083, 3084, 3085, y 3086 de 1986)575. La “región de la Costa Atlántica”, 
que no existía en tanto agrupamiento político o institucional formal, pero con gran 
identidad cultural de grupo territorial, forzó la creación de la nueva entidad. 576 De 
inicio existió una ambigüedad. Para los “costeños” se trataba de articular, en los 8 
departamentos de su región, iniciativas de desarrollo económico, medioambiental, 
político y cultural. Su anhelo estratégico: representar una voluntad regional de cara a 
la nación con capacidad de negociación de recursos y políticas. A término la nueva 
entidad debiera poder tejer relaciones diplomáticas y comerciales con el mundo 
exterior.  En cambio, para la nación se trataba de un instrumento del Departamento 
Nacional de Planeación que facilitaría armonizar la planeación y las iniciativas 
sectoriales en el marco de la descentralización. Los agregados regionales serían un 
instrumento del centro para articular regionalmente sus intervenciones y dirigir 
acciones de asistencia, evaluación y acompañamiento al proceso de 
descentralización. A la postre la partida la ganó “el centralismo”. Cinco fueron los 
Consejos Regionales de Planeación: Costa Atlántica, Amazonía, Orinoquía, 
Occidente y Centro Oriente. 
 
El Plan Nacional de Rehabilitación –PNR- fue la segunda iniciativa destacada de 
carácter regional (Restrepo y Ochoa 1994)577. El programa fue creado en 1982, año 
                                        
575. Cámara de Representantes. Ley 76 de 1985 [en línea]:   Diario Oficial No. 37.186  de 11 de octubre 
1985. <ftp://ftp.camara.gov.co/camara/basedoc/ley/1985/ley_0076_1985.html> [Consulta: 29 
septiembre 2013].  
Cámara de Representantes. Decreto 3083 de 1986  [en línea]:   Diario Oficial No. 37.661, de 6 de 
octubre de 1986.  <ftp://ftp.camara.gov.co/camara/basedoc/ley/1985/ley_0076_1985.html> [Consulta: 
20 septiembre 2013].  
576. Una evaluación de los CORPES desde su nacimiento en 1985 hasta su defunción en 1994 se 
encuentra en Fernando Tobón Saul Mesa, Ana L. Hincapié, Evaluación Ex-Post De Los Corpes. 
Informe Final (Medellín: Corporación para el Desarrollo de la Investigación y la Docencia Económica 
-CIDE-, 1995). 
577. Restrepo Darío I., Ochoa Doris C. "El Estado Del Arte De La Descentralización Política Y De La 
Oferta Pública En Participación” [en línea] Diez Años De Descentralización. Resultados Y 
Perspectivas. Banco de la República, Biblioteca Virtual. Bogotá (1994). 
<http://www.banrepcultural.org/blaavirtual/geografia/descentr/05.htm> 
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de posesión del presidente Betancur, en tanto complemento de la oferta de amnistía 
ofrecida a los guerrilleros. Las zonas de confrontación armada recibirían inversiones 
sociales y productivas que demostrarían la voluntad del régimen de atender “las 
causas objetivas de la violencia”, o al menos la precariedades de los violentos. En el 
gobierno del presidente liberal Virgilio Barco (1986 – 1990) el PNR re direcciona su 
enfoque y magnifica su cobertura y presupuesto.578 Ahora se debía atender un triple 
y escalonado propósito: “la reconciliación, la normalización y la rehabilitación” entre 
las comunidades y el Estado. Las zonas prioritarias de intervención no serán 
exclusivamente aquellas de la reinserción de los insurgentes que dejaran las armas, 
tampoco siguiera allí en donde se desarrollaran enfrentamientos armados. La 
estrategia de rehabilitación y reconciliación se amplía a zonas en las que cunde la 
pobreza y la depresión económica. Cuatro tipos de regiones serán distinguidas: de 
enclave, de colonización, de economías deprimidas expulsoras de población y 
territorios indígenas. En cada una se formularía un Plan de Rehabilitación que 
atendiera las causas socio territoriales de la pobreza (Restrepo y Ochoa,1994).  
En cuanto a cobertura regional y poblacional, el PNR llega a finales de 1989 a 
302 municipios en 18 departamentos, 2 intendencias, 2 comisarías y a la 
Sierra Nevada de Santa Marta, abarcando cerca del 30% del total de los 
municipios del país, en una área cercana al 48% de la superficie del territorio 
nacional. Entre 1987-1990, el programa cubrió una población cercana a los 5 
millones de habitantes, el 18% de la población del país.” (en línea)579. 
La población entendió rápido la urgencia del Estado en legitimarse por lo que 
emprendió acciones cívicas de protesta, tomas y marchas con el fin de atraer las 
                                                                                                                        
 [Consulta: 4 noviembre 2013].  
578. Entre 1983 y 1986 el PNR representó el 4.09% del gasto social del Gobierno Nacional Central –
GNC- y el 1.75% del gasto total del GNC; en el período 1987-1990 dichos porcentajes se 
incrementaron al 12.73% y 5.15% respectivamente. Cálculos propios con base en Juan G. Perfetti, 
María R. Guerra (1993), Los beneficiarios del gasto público social en las áreas rurales, (Bogotá: DNP) 
251. 
579. Restrepo Darío I., Ochoa Doris C. "El Estado Del Arte De La Descentralización Política Y De La 
Oferta Pública En Participación” [en línea] Diez Años De Descentralización. Resultados Y 
Perspectivas. Banco de la República, Biblioteca Virtual. Bogotá (1994). 
<http://www.banrepcultural.org/blaavirtual/geografia/descentr/05.htm> 
 [Consulta: 4 noviembre 2013].  
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inversiones del PNR. Pronto los “criterios técnicos” de medición de pobreza para 
localizar recursos debieron seguir la mancha de las protestas sociales. 
 
En un principio la participación comunitaria fue consustancial a la estrategia de 
reconciliación. El decreto 3270 de 1986 creó los Consejos de Rehabilitación en los 
Departamentos, Intendencias, Comisarías y Municipios (Cámara de Representantes, 
en línea)580. Las comunidades estaban llamadas a organizarse, suministrar 
información y facilitar la ejecución de los proyectos. Los pobladores serían 
consultados sobre las obras prioritarias a llevar a cabo y podían constituirse en 
agentes de control y evaluación. En caso de trabajos de poca complejidad técnica y 
de bajo monto los beneficiarios podrían ellos mismos ejecutar las obras. Tal fue el 
caso privilegiado por el Fondo de Inversiones Espaciales –FIPE- que representó el 
5% del presupuesto del PNR entre 1987 y 1990 (Restrepo y Ochoa, 1994, p. 131)581.  
 
El grueso del presupuesto lo concentró la infraestructura física, la adecuación y 
asesoría agropecuaria, la dotación de servicios públicos básicos y los servicios 
sociales. La exigencia técnica para la toma de decisiones y la ejecución de las obras 
imposibilitó, la mayoría de las veces, la participación de las comunidades en los 
procesos de decisión, ejecución y control de los proyectos.  
El PNR montó una estructura paralela a las autoridades territoriales y a la 
administración pública. Desde la Presidencia de la República se estructuró el 
programa que construyó su propio aparato de coordinación interinstitucional en cada 
                                        
580. Cámara de Representantes.  Decreto 3270 de 1986 [en línea]:   Cámara de Representantes. 
<ftp://ftp.camara.gov.co/camara/.../csj.../1986/csj_sp_s9_1703_1986.html ‎> [Consulta: 4 octubre 
2013].    
581. “En 1987, 2.559 Juntas de Acción Comunal, 307 Asociaciones Comunitarias, 175 Federaciones y 
30 Cabildos Indígenas, en 257 municipios, participaron de la ejecución directa de más de 3.000 
proyectos especiales del FIPE”. Restrepo Darío I., Ochoa Doris C. "El Estado Del Arte De La 
Descentralización Política Y De La Oferta Pública En Participación” [en línea] Diez Años De 
Descentralización. Resultados Y Perspectivas. Banco de la República, Biblioteca Virtual. Bogotá 
(1994). <http://www.banrepcultural.org/blaavirtual/geografia/descentr/05.htm> 
 [Consulta: 04 noviembre 2013].  
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nivel territorial. De esta manera, el PNR organiza a gran escala lo que desde 
entonces hará carrera durante toda la década del noventa y el 2000: programas 
adscritos a la Presidencia de la República que construyen instituciones paralelas al 
ordenamiento territorial y administrativo regular, con fines de atención directa sobre 
la pobreza en territorios prioritarios.  
 
Mientras la descentralización reparte en todos los territorios recursos, competencias 
y autoridad, los programas nacionales seleccionan lugares de focalización y 
articulación “integral” de intervenciones. Mientras la descentralización genera un 
derecho adquirido y estable para los territorios, los programas son selectivos y 
redireccionan aleatoriamente por cuatrienio los lugares de intervención. Mientras la 
descentralización fortalece el ordenamiento territorial y cada uno de sus niveles, los 
programas construyen una autoridad paralela y excepcional.   
 
4.3.6 Ordenamiento territorial y estrategias divergentes 
 
No todos los actores estuvieron presentes de cuerpo en las negociaciones de la 
descentralización en 1984 y 1985 en el congreso de la república y en los años 
posteriores. Pero tanto los elocuentes tribunos y los tecnócratas de carrera, como los 
anónimos líderes urbanos, campesinos de provincia y aguerridos combatientes 
alzados en armas, inscribieron con su fuerza las líneas de los moldes legislativos a 
través de burócratas y políticos de profesión. 
 
Suele decirse sobre Colombia como sobre otros países de América Latina que existe 
más territorio que nación y más gobierno que Estado. Las reformas atienden este 
doble reclamo mediante una importante extensión del Estado sobre los territorios a 
través de la expansión de la democracia representativa hacia las localidades y una 
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amplia difusión del gasto público social. Por otra parte, la carrera administrativa, el 
reconocimiento a las oposiciones políticas y los mecanismos de participación social 
fortalecen la representatividad estatal. Desde una mirada de largo plazo, el proceso 
de descentralización puede ser visto como una estrategia para superar los estrechos 
márgenes territoriales de un Estado con cien años de centralismo y dislocar los 
residuos del estrecho control bipartidista del sistema político después de 136 años. El 
consenso nacional alrededor de las reformas se basa en este acuerdo de 
modernización: difundir las oportunidades de desarrollo económico y construir un 
sistema político más representativo. Sin embargo, estos propósitos están 
atravesados por el dilema de su resolución. Cada fuerza fundamental puja por una 
descentralización a su medida que supone potenciar sus capacidades relativas. La 
nueva malla institucional atenderá propósitos múltiples que pueden leerse en la 
normatividad emergente. En sentido estricto las nuevas leyes tienen múltiples caras, 
la impronta de cada fuerza fundamental, pero inscritas de manera parcial y 
entreveradas las unas por las otras. 
 
4.3.7 La impronta neoliberal 
 
Los doctrinarios neoliberales quisieron una descentralización que ayudara a inocular 
principios de mercado en el funcionamiento del Estado. Cada entidad territorial era 
asimilada a una empresa privada y cada empresa estatal compelida a competir como 
sus homólogas privadas a través de precios e innovaciones. La mejora de los 
impuestos locales derivada de la Ley 14 de 1983 otorgó los recursos propios para 
financiar obras de equipamiento y desarrollo urbano. La intención era lograr a 
término la “autofinanciación de las inversiones” sin presionar el déficit nacional, ni 
alimentar “asignaciones centrales arbitrarias”, por presión social o favor político. Los 
faltantes de recursos para el desarrollo local tendrían que apalancarse vía impuestos, 
plusvalías y acudiendo a préstamos. Las transferencias otorgadas en virtud de la Ley 
12 de 1986 sumadas a las leyes que fortalecían los fiscos propios generarían 
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capacidad de endeudamiento. La palanca bancaria estimularía comportamientos 
empresariales, competencia por recursos y desarrollo del mercado financiero.  
 
En la misma lógica, los gobiernos locales debieran tender a la auto suficiencia 
financiera, ante todo de los costos de su propia administración local. La ley 12 de 
1986 será sensible a este criterio obligando tal responsabilidad y estableciendo que 
el 85% de las transferencias tenía por destino la inversión social, no los gastos de 
funcionamiento (Restrepo, 2002)582. Sobre el 15% restante la autoridad local tenía la 
discreción de optar por su distribución entre inversión y funcionamiento. La regla 
previó que las entidades territoriales más eficientes en el cobro de impuestos 
ganarían un extra de transferencias. El propósito de esta medida, inocular el principio 
de la competencia en el que es premiado el cobrador de impuestos más eficiente y 
responsable. Sin embargo, para los líderes neoliberales en esta materia el sistema 
mismo de transferencias habría obedecido a una “lógica del reparto” y no de 
eficiencia. Una bolsa total a repartir, la certeza de los giros, su incremento porcentual 
anual independientemente de las necesidades, esfuerzos y desempeños locales, 
serían el camino expedito al uso ineficiente de los recursos.  
 
Un mérito resaltado de las Leyes 11 y 12 de 1986 fue proclamar el principio de la 
contratación de los fines del Estado con las empresas privadas: los servicios 
públicos, las obras de infraestructura, el desarrollo rural campesino, los programas 
de lucha contra la pobreza y en particular el inmenso campo de la salud. Las leyes y 
decretos reglamentarios posteriores profundizarán la “tercerización” de la política 
pública. Es decir, la transferencia de recursos estatales al sector privado sin que este 
asumiera responsabilidades políticas por la ejecución de los presupuestos. Interesó 
mucho desde entonces la conversión de las organizaciones sociales en empresas 
privadas sin ánimo de lucro, el extensivo mundo de las Organizaciones no 
                                        
582. Restrepo, Darío I. (2002), ’El Mito De Sísifo O Veinte Años De Pujanza Descentralizadora’, in 
Misas, Gabriel (ed.), Desarrollo económico y social en Colombia. Siglo XX (Bogotá: Universidad 
Nacional de Colombia), 427 - 47.  
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Gubernamentales –ONG- (Villar, 2010; NULLVALUE, 2004)583. El objetivo de la 
“terciarización” hacia las comunidades: reemplazar las revueltas sociales por 
proyectos concursables de los contratos ofertados por el Estado, la cooperación y la 
filantropía nacional e internacional. 
 
Más allá de los logros y las insuficiencias que la fórmula de transferencias hubiera 
permitido, los doctrinarios sintieron que se avanzaba en la dirección correcta. La 
estructura misma de repartición de competencias y recursos introducía a los 
gobiernos en un sendero de responsabilidad empresarial de cada comunidad sobre 
los logros de política pública alcanzados. En este orden de ideas, la elección popular 
de alcaldes se interpretó como el complemento necesario de la responsabilidad 
política de los gerentes ante sus administrados. En palabras de Mario Calderón 
Rivera: 
 
Es claro, además, que con las oportunidades que ofrece la reforma, no cabrá 
disculpa posible para las fallas humanas que se presenten, porque la elección 
popular de alcaldes brinda la ineludible posibilidad de elegir los mejores. Si la 
mayoría silenciosa termina absteniéndose, ella y solo ella será la responsable 
                                        
583. En 135.599 entidades sin ánimo de lucro estudiadas en 1995 trabajaban 286.861 empleados de 
tiempo completo o 377.617 personas contando a los voluntarios. “Esto representaba para ese año el 
2.38% del empleo total no agrícola del país y 3.11% si se consideran los voluntarios; 14.9%. del 
empleo total en servicios y el 18.8% si se incluyen los voluntarios. Representa también el 30.7% del  
empleo público a nivel nacional, departamental y de los municipios capitales de departamento, 
incluyendo los docentes, fuerzas armadas y policía, servicios de salud y juntas de deporte, cifra que 
asciende al 40.4%, si se consideran los voluntarios”. Villar, Rodrigo, El Tercer Sector En Colombia. 
Evolución. Dimensión Y Tendencias. [en línea], Bogotá, Confederación Colombiana de Organizaciones 
No Gubernamentales –CCONG-. Fundación DIS 2010, [Citado 04 octubre 2013], P.28, Formato html, 
Disponible en Internet:   http://www.plataformademocratica.org/Publicacoes/734_Cached.pdf,  ISBN: 
96963-1-7. 
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del mal Gobierno que se dé a nuestras ciudades y del creciente agravamiento 
del desorden urbano (p. 23)584.  
 
4.3.8 La impronta reformista 
 
En las alas reformistas del bipartidismo, disidencias incluidas, acompañadas en este 
diagnóstico por la mayoría de los académicos, como también por las organizaciones 
sociales y políticas excluidas del Frente Nacional, se compartía el diagnóstico sobre 
tres causas que alimentaban la violencia y el atraso. En palabras de Jaime Castro 
(1987):  
[…] el desfase existente entre el Estado y la sociedad”, […] “el divorcio entre lo 
político y lo social” […y] “la debilidad de aquel [El Estado] para el ejercicio de 
sus funciones más elementales (p. 25)585.  
 
La población habría crecido, el campo migró a las ciudades y surgieron clases 
medias más educadas y con mayor capacidad de consumo que querían refrendar en 
capacidad de incidencia sobre el Estado. Este, sin embargo, seguía pequeño, 
tomado por “jefaturas naturales” de otro tiempo, con lógicas de control pueblerinas 
que perdían eficacia (Uribe, 2001, pp. 31, 32)586. La apertura electoral por abajo, las 
diversas aristas de un estatuto para las oposiciones y la modernización de los 
medios de comunicación, la registraduría, la administración pública y la justicia, 
contribuirían a cerrar la brecha entre el Estado y la sociedad.  El divorcio entre lo 
político y lo social habría conducido a la “des-institucionalización” de los movimientos 
sociales y de las oposiciones políticas. El Frente Nacional cayó en el inmovilismo, 
                                        
584. Calderón, Un Nuevo Municipio, Un Nuevo País. Variaciones Alrededor De La Reforma Municipal 
Y Del Reordenamiento Regional Y Urbano. 
585. Ver por ejemplo, Castro, Respuesta Democrática Al Desafío Guerrillero.  
586. Uribe, María Teresa (2001), Nación, Ciudadano Y Soberano, ed. Carvajal, Luz Elly, (Medellín: 
Corporación Región) 293.  
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bloqueó la renovación reformista desde adentro, expulsó fuera de sí las llaves de los 
cambios e innecesariamente trató como asunto militar lo que podía ser un tema 
electoral. El desmonte del Frente Nacional por abajo facilitaría el acceso al sistema 
político legal y a la administración pública a todo grupo social y político capaz de 
ganar las elecciones locales. Complementariamente los mecanismos de participación 
ciudadana y comunitaria drenarían los ímpetus sociales a través de las compuertas 
abiertas del Estado. La descentralización conduciría en un corto plazo a municipios 
sin revueltas y tramitando por las vías institucionales sus necesidades con la 
participación de los propios interesados. Por último, la crónica debilidad del Estado 
podría enmendarse mediante un sistema político más incluyente, una administración 
más presente y un gasto público más difuminado sobre el conjunto de los territorios.  
 
La urgencia de superar el conflicto armado a través de la negociación política y las 
reformas al Estado era también consenso mayoritario en la época. La 
descentralización construiría la arquitectura institucional más acorde para la inserción 
de los frentes guerrilleros a la vida política. Ganar las elecciones nacionales no les 
era posible a las insurgencias, pero traducir la presencia territorial en poder electoral 
local, sí. Finalmente, las elecciones crearían un sistema más pluralista, abierto y 
competitivo, características que se esperaba debilitarían las prácticas de viejos 
barones locales, a la vez que “oxigenarían” la vida política y re legitimarían un 





4.3.9 La impronta de los movimientos sociales 
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Grandes ganadores de las reformas aunque no contaban en la época con ningún 
congresista o ministro que hubiere recibido el mandato de agenciar sus reclamos y 
promover sus propuestas en el parlamento. La elección popular de alcaldes les 
permitiría convertir su fuerza social en representación política. Los mecanismos de 
participación abrían muchas fisuras por las cuales los líderes comunales, 
campesinos y urbanos podían penetrar las instituciones, gestionar proyectos, 
introducir temas novedosos en la vida pública, promover la consulta y la participación 
popular desde la autoridad que otorga ser funcionario público o concejal del pueblo. 
Las puertas estaban al fin abiertas a los nuevos sujetos sociales que podían 
desprenderse del estigma de la insubordinación y su corolario, la represión oficial.  
 
La descentralización del sistema político, del gasto público social y de las 
oportunidades de desarrollo configuró en los hechos la plataforma que le dio cuerpo 
a este actor sin organización única. Sin embargo, lo normado no respondió 
completamente al diseño en ciernes de una descentralización desde el campo 
popular. Descentralización política hubo, del gasto público social también. En 
cambio, la descentralización de las políticas de desarrollo económico no fue 
concebida en las reformas. De igual manera las inversiones en infraestructura 
productiva continuaron en manos de programas nacionales en los territorios. Los 
mecanismos de participación expresamente prohibieron la socialización de las 
decisiones sobre impuestos y tarifas, reforma agraria y reforma urbana, la estructura 
de la administración y las macro orientaciones del gasto y la política pública. De 
hecho, las leyes anunciaron en 1986 reglamentaciones sobre la política 
descentralizada que en los años venideros construyeron una maraña de dificultades 
para ejercer la participación (Restrepo, 1994)587. Los alcaldes locales quedaron 
                                        
587. Los decretos reglamentarios de la participación política hicieron tan difícil su implementación que 
para el periodo de la investigación (hasta el año 2005) a ningún alcalde se le pudo revocar el mandato. 
Una presentación de los principales obstáculos regulatorios a la participación se encuentran en 
Restrepo Darío I., Ochoa Doris C. "El Estado Del Arte De La Descentralización Política Y De La 
Oferta Pública En Participación” [en línea]. Diez Años De Descentralización. Resultados Y 
Perspectivas. Banco de la República, Biblioteca Virtual. Bogotá (1994). 
<http://www.banrepcultural.org/blaavirtual/geografia/descentr/05.htm> 
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atrapados al igual que las organizaciones sociales. Los recursos recibidos no 
tuvieron libre destinación, por el contrario minuciosa fue la dosificación de los giros, 
los porcentajes de destino y los formatos a seguir. El poder local terminó siendo un 
“mandadero del poder central”. 
 
4.3.10  La impronta guerrillera 
 
Al igual que los movimientos cívicos la guerrilla no tenía representación en el 
parlamento. A pesar de ello su fuerza hizo que desde la década del setenta las 
elecciones presidenciales se ganaran o perdieran por la oferta de guerra o paz y 
confrontación o amnistía a los jefes de los ejércitos irregulares. La reforma política 
atrajo a los insurgentes dentro de un conjunto más amplio de posibilidades de acceso 
y uso del poder político y administrativo del Estado. No tuvo esta tampoco la 
envergadura para convencer a los guerrilleros en dejar las armas y contentarse con 
el poder local. La dinámica de las confrontaciones y negociaciones tenía otros 
escenarios más importantes, los diálogos directos y los in-interrumpidos  
enfrentamientos militares. Las iniciativas “populistas” y “pacifistas” del presidente 
Betancur tenían poderosos detractores. Estos llevaron temprano en 1983, a los tres 
meses de instalada la Comisión de Paz que debía adelantar los acercamientos con 
las insurgencias, a la renuncia de su principal líder que abdicó ante las presiones de 
los que llamó  
[…] los enemigos agazapados de la paz, quienes por fuera y por dentro del 
gobierno tratan de impedir la paz. Contra esas fuerzas reaccionarias que en 
otras épocas lucharon como hoy con sutileza contra la paz y lograron 
torpedearla (Pinzón, en línea)588. 
                                                                                                                        
 [Consulta: 4 noviembre 2013].  
588. Pinzón, Alberto “Del Estatuto De Seguridad Nacional A La Solución Política Del Conflicto Interno 
Colombiano”, [en línea]. En: Revista Digital Rebelión. (2013: Bilbao). Ponencia leída el 09 de abril del 
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28 años después el Comisionado señaló a “la clase empresarial colombiana” 
responsable del aborto del proceso, como a connotados políticos y exoneró a las 
fuerzas armadas:   
La gente pensó que los enemigos agazapados estaban en el Ejército, y la 
verdad es que nunca tuve problemas con ellos. Entendían lo que estaba 
haciendo y me ayudaron en todo (Rueda, en línea)589.   
 
A pesar del traspiés entre 1984 y 1985 se firmaron sendos ceses al fuego con las 
FARC, el M19, el EPL, el Quintín Lame y el ADO. La Unión Patriótica –UP- fue 
creada por las FARC en 1985 en la perspectiva de participar de las contiendas 
electorales y realizar un proselitismo político abierto entre la población y las 
organizaciones sociales. Pero en ningún bando pareció existir el consenso suficiente 
para dar el paso de la guerra a la política. Las provocaciones militares de ambos 
lados se sucedieron, las treguas no fueron respetadas escalando la desconfianza y el 
saboteo a todo acercamiento, más aun a cualquier entendimiento. El M19 se tomó el 
Palacio de Justicia en noviembre del año 1985 so pretexto de adelantar un “juicio 
popular” al Presidente de la República por “incumplimiento de las promesas de paz y 
traición a los acuerdos suscritos (Bejarano, 2010)590. La toma del palacio fue doble 
porque el ejército arremetió contra las instalaciones a golpes de cañón, lo cual  
terminó en una conflagración en la que bajo las balas y el incendio murieron más de 
                                                                                                                        
2013 en la Universidad del País Vasco. <http://www.rebelion.org/noticia.php?id=166799> [Consulta: 
22 abril 2013].  
589. ‘¿28 años después, por fin nos puede contar quiénes eran los 'enemigos agazapados de la paz'? [en 
línea] María Isabel Rueda. eltiempo.com. Bogotá: 13 de septiembre de 2010, actualizado al 22 de abril 
de 2013, a las 6.38pm http://m.eltiempo.com/politica/28-anos-despues-por-fin-nos-puede-contar-
quienes-eran-los-enemigos-agazapados-de-la-paz/7902859/1/home http://m.eltiempo.com/politica/28-
anos-despues-por-fin-nos-puede-contar-quienes-eran-los-enemigos-agazapados-de-la-
paz/7902859/1/home  [Consulta: 22 abril 2013].  
590. Bejarano reseña interesantes testimonios de los diferentes actores directos de la tragedia, en 
particular transcribe la alocución del Presidente la República y el comunicado de la comandancia del 
M19 días después de los hechos. Viviana I. Bejarano, “Análisis De Los Diferentes Actores Y Factores 
Que Influyeron En La Toma Del Palacio De Justicia” (Universidad Colegio Mayor de Nuestra Señora 
del Rosario, 2010). 
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100 personas. Entre ellas estaban diez altos dignatarios de la Corte Suprema de 
Justicia y el Consejo de Estado (López, 1987)591.  
 
A pesar de la tragedia y del rompimiento de los diálogos con el M19 el presidente 
insiste y logra acercamientos con dos destacamentos del ELN en diciembre del 1985 
y prorrogar el ensayo con las FARC en marzo del 1986. Esfuerzo inútil puesto que 
las presiones sobre el gobierno aumentaron en la medida en que “las guerrillas no 
juegan limpio” y debía entonces regresar la estrategia militar.592 Dos días antes de 
terminado el mandato presidencial, el 5 de agosto de 1986, la Comisión de Paz es 





4.3.11  De la Asamblea Constitucional a la Asamblea Constituyente 
 
El ex ministro, ex embajador y exalcalde de Bogotá, el liberal Virgilio Barco ganó las 
elecciones presidenciales para el periodo entre 1986 y 1990. Su votación fue la más 
                                        
591. La cantidad de libros, artículos, informes, conferencias sobre el “holocausto del palacio de Justicia” 
es naturalmente grande. De la época resalta Juan M. López, "El Palacio De Justicia. ¿Defensa De 
Nuestras Instituciones? (Bogotá: Fundación Pro-Esclarecimiento de los hechos del Palacio de Justicia, 
1987). 136 
592. En el Semanario “El Catolicismo” la fracción conservadora de la iglesia afirmaba: “Es utópico 
pensar que un jefe guerrillero que no sabe más que manejar armas y emboscar al enemigo va a 
convertirse en un honrado agricultor... La causa última de por qué es imposible que los varios grupos 
alzados quieran de veras la paz, es porque están al servicio del plan de expansión mundial del 
comunismo”. El Catolicismo. 29 de mayo de 1983. Citado por  Arias, Ricardo. La Jerarquía 
Eclesiástica Colombiana Y El Proceso De Paz De Belisario Betancur (1982-1986) [en línea]. Historia 
Critica. Revista No. 08. Bogotá: Universidad de los Andes. (Julio/Diciembre de 1993) Pp. 52 a 65. 
<http://historiacritica.uniandes.edu.co/view.php/141/view.php>, [Consulta: 13 octubre 2013]. ISSN 
(versión en línea):1900-6152.   
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alta de la historia hasta ese momento, alzó el 59% de los votos. Su principal 
contrincante, el histórico líder conservador, Álvaro Gómez Hurtado, obtuvo el 36% 
del favor electoral; resultado que, para un partido que compartía hasta entonces casi 
en paridad las más altas dignidades del ejecutivo nacional, fue un fracaso. El 
carismático abogado Jaime Pardo Leal logró cerca del 6% de los votos a nombre de 
la Unión Patriótica, partido político creado a iniciativa de las FARC en desarrollo de 
los acuerdos con el gobierno precedente en 1985. El ingeniero Barco ofreció escasos 
tres ministerios al partido conservador, propuesta rechazada por indigna a través de 
su “jefe único”, el ex presidente Misael Pastrana Borrero (1970 - 1974). Por primera 
vez desde 1953 se conformó un gobierno de un solo partido tradicional, el liberal. El 
Frente Nacional había muerto políticamente por arriba. Sin embargo, las prioridades 
de la agenda política continuaron al vaivén de un péndulo marcado por el “tire y 
afloje” sobre los tres temas más acuciantes del orden: el modelo de acumulación, el 
sistema político y la reforma del Estado. 
  
El Presidente Belisario había marcado una pausa con visos de reversa sobre el 
modelo neoliberal. La crisis económica de 1984 forzó abandonar las políticas 
nacionalistas e intervencionistas. A partir de entonces se aplicó un programa de 
ajuste ortodoxo. En 1989 el gobierno nacional recibe un crédito del Banco Mundial 
que condiciona su aprobación a la profundización de un programa de ajuste 
estructural. Virgilio Barco recibirá el préstamo que apoya su plan general de inserción 
en la globalización de la economía que desarrolla de manera “gradual, sectorial y 
pausada” desde 1986. Su objetivo principal fue continuar la apertura al comercio 
mundial. En consecuencia tenían que seguir desmontándose “los privilegios” de las 
empresas nacionales, tales como el control de precios agrícolas e industriales. 
Desarrollar la infraestructura física para relacionar los mercados y territorios 
nacionales con los puertos y los circuitos comerciales externos, fue una de las 
claridades del momento. El modo de regulación cepalino había construido un 
centralismo tentacular hacia adentro con descuido de los puertos y las fronteras. 
Ahora, el modelo de internacionalización requería re diseñar los circuitos físicos 
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hacia los intercambios más fluidos entre los territorios internos y los mercados 
internacionales. El desarrollo de los servicios financieros y comerciales completaban 
la estrategia y se hacía un llamado urgente a la reestructuración de la industria. Si las 
protecciones al mercado interno se desvanecían los sectores económicos estaban 
advertidos sobre la necesidad de emprender rápidos cambios técnicos, bajar costos 
laborales y administrativos y realizar alianzas que facilitaran agregar capital y 
tecnología a la cadena productiva. Líneas especiales de crédito, apoyos a la 
internacionalización económica y varias normas estimulaban la inserción de las 
empresas en redes de intercambio global, o al menos internacional. 
 
En el frente político volvió la guerra a nombre de la “institucionalización de la paz”. El 
Presidente proclamó un gobierno de composición exclusiva liberal con un “gobierno 
de partido y partido de oposición”, imitando las democracias consolidadas de los 
Estados Unidos y Europa. Se dijo entonces que en el Congreso de la República 
estaban representados todos los sectores políticos legales. Por tanto el tema de la 
paz, como el de las reformas políticas u otras, sería discutido con el Congreso y no 
fuera de él, con fuerzas sin representación política y menos con los insurgentes. En 
palabras del presidente Barco (García-Peña, 1993)593: 
La institución del parlamento es por esencia el principal foro que posee la 
democracia para ventilar la controversia y resolver civilizadamente los 
conflictos. No compartimos la perplejidad y el desconcierto que a muchos les 
produce que el Congreso de la República aborde la discusión de los conflictos 
y plantee soluciones. (p. 45).  
                                        
593. Citado por el historiador y animador político de la paz Daniel García Peña. Daniel García-Peña, “El 
Viejo Congreso Y La Paz. Una Breve Historia Del Papel De La Rama Legislativa En Los Procesos De 
Paz De Betancur Y Barco,” Revista Historia Crítica No 07 (1993): 45 - 49. A pesar del aval teórico del 
presidente Barco al Congreso en materia de paz García Peña señala que las diferentes iniciativas de paz 
fueron atribuciones del poder ejecutivo que despreció la participación y liderazgo de la rama legislativa 
en ellas. Este líder de la izquierda democrática incluye en este diagnóstico los periodos de los 
presidentes Turbay (1978 – 1982), Belisario (1982 – 1986) y Barco (1986 – 1990). Con posterioridad 
la misma tendencia se perpetuará durante los gobiernos de Gaviria (1990 – 1994), Samper (1994 – 
1998), Pastrana (1998 – 2002) y los dos periodos de Uribe (2002 – 2010).  




Las reformas políticas incluyentes de la Apertura Democrática, en particular la 
elección popular de alcaldes, ya habían abierto las compuertas a todas las fuerzas 
sociales y políticas legítimas. Los que rechazaron tan generosas donaciones de 
oportunidad de asirse al poder eran los violentos. Sobre ellos caería el peso de la ley 
y el rigor de las armas. Sin embargo, la política es dinámica. El M19 decide 
abandonar la lucha armada y solicita negociar su inserción a la vida política (Pizarro, 
1991)594. El 8 de marzo de 1990 se firma la paz con este movimiento guerrillero, el 
más mediático y urbano del abanico de alzados en armas del país. Un mes después 
Carlos Pizarro Leongómez, el ex comandante en jefe, fue asesinado por un menor de 
edad dentro de un avión comercial. La suerte estaba echada y los del “M” 
mantuvieron la decisión de pasar la hoja de la guerra y emprender el camino de la 
acción política legal. El EPL le siguió los pasos y firmó la paz el 16 de mayo del 
mismo año de 1990. Las FARC y el ELN, así como otras pequeñas insurgencias, 
continuaron el sendero de la confrontación armada. 
El período de Barco será recordado por la gran zozobra que produjo el confuso cruce 
de muchas violencias. En ese cuatrienio explotó de manera violenta el irresuelto 
conflicto armado, el enfrentamiento contra desafiantes narcotraficantes y asesinatos 
masivos perpetrados por la extrema derecha. Cuatro candidatos a la presidencia de 
la república fueron asesinados: Jaime Pardo Leal y Bernardo Jaramillo Ossa de la 
Unión Patriótica –UP-, Luis Carlos Galán del Partido Liberal –PL- y Carlos Pizarro 
Leongómez del M19. Sobre la UP se desató un exitoso plan nacional de exterminio. 
                                        
594. Dos factores estructurales incidieron en la decisión unilateral de la dirigencia del “M”. La crisis de 
los países comunistas descorazonó a la dirigencia revolucionaria por dos razones. Por un parte, el 
comunismo y el socialismo no parecían sostenibles ni económica ni políticamente. Por la otra, de 
vencer la revolución el nuevo Estado no encontraría ya el amparo de los países comunistas puesto que 
hasta en la gran potencia la revolución estaba en retroceso. El segundo factor era nacional, las reformas 
de descentralización política y del gasto público, acompañadas por las posibilidades de incidencia a 
través del sistema político atraían a una dirigencia de base urbana y de mayor vocación política que 
militar. Un desarrollo más extenso sobre las razones estructurales, coyunturales y subjetivas que 
concurrieron en la desmovilización del M19 se encuentra en Eduardo Pizarro, “Elementos Para Una 
Sociología De La Guerrilla En Colombia,” Análisis Político Número 12 (1991): 7 - 22. 
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Fue secuestrado por el cartel de los principales narcotraficantes, “los extraditables”, 
el hijo del presidente Pastrana, Andrés, quien saldrá del cautiverio para ganar las 
elecciones a la alcaldía de Bogotá (1988 – 1990) y luego la presidencia de la 
república (1998 – 2002). También fue asesinado el Procurador General Carlos Mauro 
Hoyos y el director del segundo diario del país, El Espectador, Guillermo Cano. Las 
bombas en las ciudades como mecanismo de presión de las mafias contra la 
extradición a los Estados Unidos alternaron con las bombas a los oleoductos 
petroleros de parte de la guerrilla y las balas de la extrema derecha contra líderes 
populares en toda la geografía nacional.  
 
El Presidente, como expresión mayoritaria de los “hombres de Estado” de las elites 
políticas, estimaba que además del ajuste al modelo de crecimiento económico y las 
reformas al sistema político faltaba todavía una profunda reforma del Estado. Se 
necesitaban mecanismos más eficaces de lucha contra el narcotráfico y contra las 
guerrillas que seguían declarando la guerra al orden legal. Además, fortalecer la 
administración de justicia, la eficacia de la administración pública, refrendar los 
acuerdos con el M19 y ajustar el orden institucional a las nuevas orientaciones del 
modelo de acumulación. Desde arriba se quería cambiar la constitución. También los 
ex guerrilleros, nuevos inquilinos del orden llegados desde afuera, pretendían realizar 
parte de su ideario político a través de un mecanismo de amplia participación 
nacional.  
Coincidimos en la necesidad de que a través de los mecanismos ordinarios de 
Reforma Constitucional o mediante la convocatoria del Constituyente Primario, 
Plebiscito, Referéndum o Asamblea Constituyente, se fortalezca la legitimidad 
institucional y la aprobación de materias de vital importancia para la 
consecución de la paz. Nos comprometemos a promover los acuerdos 
políticos necesarios para alcanzar este cometido de ampliación de los 
espacios democráticos. De todas maneras, la decisión que se tome en este 
sentido deberá estar precedida de un amplio acuerdo que incluya el 
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asentimiento de quienes ejerzan la Presidencia de la República. (Pensamiento 
Cultural y Paz, 1990, en línea)595. 
 
No solo desde los reformistas neoliberales y la insurgencia armada se buscaba una 
Asamblea Nacional Constituyente. Esta era también aspiración de la Unión 
Patriótica, de los movimientos cívicos, del movimiento estudiantil y de los 
campesinos. Cada sector abrigaba su agenda constituyente, pero todos confluían en 
el repudio al orden estatal vigente y aspiraban a rehacer las reglas de juego 
generales de la política y del Estado596. 
 
Un “Referendo extraordinario por la paz y la democracia” debería realizarse en enero 
del año 1990. Dos objetivos estratégicos contenía la iniciativa de reforma 
constitucional. Por una parte, era un compendio de 180 reformas parciales a la 
constitución pactada entre los partidos políticos representativos. Por otra, incluía la 
creación de una Circunscripción Especial de Paz que facilitara por una vez la 
elección de representantes ex guerrilleros en el parlamento. Algunos parlamentarios 
incluyeron en la propuesta de reforma el tema de la extradición de nacionales a la 
justicia de otros países que los demandaran. El narcotráfico, mediante el terrorismo, 
tenía amedrentada a la opinión pública que podría ceder a la prohibición del 
mecanismo de la extradición para lograr un poco de tranquilidad ciudadana. Ante el 
temor el gobierno retiró la iniciativa de referendo de reforma constitucional.  
Pero un nuevo ingrediente sumará fuerzas a favor de un gran pacto constituyente, el 
Movimiento por la “Séptima Papeleta” liderado por estudiantes de universidades 
                                        
595. Movimiento 19 de Abril -M 19-. Acuerdo político firmado entre el M19, el gobierno nacional, el 
partido liberal  y la iglesia católica como tutora moral y espiritual del proceso. [en línea].  
Pensamiento cultura y paz (1990).  
pensamientoculturaypaz.org/ACUERDO%20DE%20PAZm_19.swf ‎, [Consulta: 13 octubre 2013].   
596. Luis Emiro Valencia, entrevista, 20 de septiembre del 2013, Bogotá, Darío I. Restrepo.  
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privadas y públicas597. Estos lograron someter a consulta informal, en el evento 
electoral del 11 de marzo de 1990, la pregunta al elector de sí estaba de acuerdo en 
votar:  
Si a una Asamblea Nacional Constituyente, cuya integración represente 
directamente al pueblo colombiano, con el fin de reformar la constitución 
nacional. (González, en línea)598. 
 
La pregunta rompía el orden constitucional vigente en la medida en que desde el 
plebiscito de 1957 solo el Congreso de la República tenía la facultad de reformar la 
constitución nacional y no directamente una representación del pueblo, es decir, una 
constituyente. Más de dos millones de votos crearon una situación política atendida 
por el presidente de la República y avalada por la Corte Suprema de Justicia. Barco 
decidió, en acuerdo con el jefe del partido conservador, ahora en la oposición, 
insertar oficialmente la aprobación a la convocatoria de una asamblea constitucional 
en el evento electoral de 27 de mayo de 1990 en el que se elegía el próximo 
presidente de la República. El liberal Cesar Gaviria Trujillo ganó las elecciones con el 
48% de los votos mientras la convocatoria a la Asamblea recibió la aprobación del 
96% de los votantes. El nuevo presidente liberal, en pacto con el M19 ya 
desmovilizado y las dos fracciones del partido conservador, se pusieron la tarea de 
definir un temario cerrado para la asamblea constitucional. La Corte Suprema de 
Justicia declaró inexequible la restricción bajo el concepto de que el constituyente 
primario era la autoridad máxima que no podía recibir restricciones temáticas de 
ningún orden. La Corte estableció que tampoco el control político y jurídico de la 
Constituyente podía ejercerse por fuera de su propia soberanía. La Asamblea 
Constitucional, bajo el control del bipartidismo y su nuevo invitado el M19, se 
                                        
597. Se llamó “séptima papeleta” porque las otras seis contenían las opciones electorales para Senado, 
Cámara de Representantes, Asamblea Departamental, Juntas Administradoras Locales, Concejos 
Municipales y Alcaldes. 
598. Camilo,  González. La Séptima Papeleta [en línea]. Bogotá: Revista Semana, 16 de marzo del 
2011. <http://www.semana.com/nacion/articulo/la-septima-papeleta/236884-3>, [Consulta: 25 abril 
2013].  
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transformó en la Asamblea Constituyente soberana en virtud de la rama judicial. Las 
elecciones para la conformación de la asamblea tuvieron lugar el 9 de diciembre de 
1990.  
 
La fuerza de muchas agendas confluyó en romper los últimos diques que retenían los 
vestigios del orden político y económico. Fue roto el candado constitucional que se 
introdujo en 1957 y que amparó la hegemonía compartida del orden político y legal 
por los dos partidos tradicionales en el Frente Nacional. Al congreso de mayoría 
bipartidista se le entregó la exclusiva potestad de reformar la constitución por un 
mecanismo que obligaba amplias mayorías sostenidas durante largo tiempo. En 
1990 la facultad de reformar la constitución fue recuperada por el soberano. Además, 
la conformación de la asamblea constituyente revocó de hecho el mandato de los 
congresistas en funciones cuyos curules y poder fueron depuestos. Tampoco se 
aceptó que ejercieran control político paralelo.  
 
El carácter gradual de las reformas al modelo de acumulación y al sistema político 
había sido la regla. Desde mediados de la década del setenta el desmonte del 
modelo de sustitución de importaciones coincidió con aquel del Frente Nacional. 
Importantes vestigios de ambos continuaban imperando. Ahora una asamblea 
constituyente podía acelerar todos los procesos en seis meses, como de hecho lo 
hará. El ordenamiento espacial del Estado y del régimen político estarán en el centro 
de la profundización de las tendencias que se expresarán en la nueva Carta Política.  
 
4.4 El despliegue de las contradicciones.  Tensiones constitutivas de la Carta 
Política de 1991, 1991-1998 
 
La Asamblea Nacional Constituyente sesionó desde el 5 de febrero al 4 de julio de 
1991. Ninguna fuerza política garantizó por sí sola la mayoría y varias combinaciones 
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podían conjuntar más de la mitad de los asambleistas. El balance entre partidos 
ablandó la “disciplina doctrinaria y funcional” a favor de un ambiente más flexible de 
discusión y agrupamientos según los temas. A pesar de que el partido liberal quiso 
presidir la asamblea por haber obtenido un escaso mayor resultado y ser el partido 
del presidente y del gobierno, el equilibrio de poderes llevó a una presidencia 
tripartita entre Horacio Serpa (Partido Liberal599), Álvaro Gómez Hurtado (Partido de 
Salvación Nacional600) y Antonio Navarro (M19601).  
 
Tabla 10. 
Conformación Asamblea Nacional Constituyente 1991 
Partido político Escaños % Votos 
Partido Liberal Colombiano (L) 25 31,2% 
Alianza Democrática M-19 (ADM19) 19 26,7% 
Movimiento de Salvación Nacional (MSN) 11 15,4% 
Partido Social Conservador y conservadores 
independientes  (C) 9 11,4% 
Movimiento Unión Cristiana (UC) 2 3,1% 
Unión Patriótica (UP) 2 2,5% 
Movimientos Indígenas (ONIC y AICO) 2 1,5% 
Otros 0 6,4% 
Fuente: Elaboración propia a partir de los datos de la Registraduría Nacional. (Santos e Ibeas, 1995)602.  
 
El Ejército Popular de Liberación –EPL- tuvo dos curules especiales por haber 
pactado la paz y el Partido Revolucionario de los Trabajadores –PRT- así como el 
Quintín Lame, organizaciones guerrilleras desmovilizadas, tuvieron una curul con vos 
pero sin voto, completando 74 constituyentes en total.  
 
                                        
599. Horacio Serpa representaba una fracción social demócrata dentro del partido liberal.  
600. Disidencia del Partido Conservador Colombiano creado en 1990 por Álvaro Gómez Hurtado, líder 
perteneciente a una de las familias históricas del ala más conservadora del partido. 
601. Comandante en jefe que sucedió a Carlos Pizarro Leongómez asesinado en un avión en abril de 
1990, posterior a la firma de los acuerdos de paz entre el M19 y el gobierno nacional en marzo de 
1990. 
602. Santos, Antonia e Ibeas Juan. Elecciones y Reforma Política en Colombia (1990-1991). [en línea]. 
Revista de Derecho Político, núm. 40, Madrid: Universidad Nacional de Educación a Distancia  
(1995). 341-378. P. 366.  Gobierno de España. Biblioteca del Ministerio de la Presidencia. 
<http://mpr.bage.es/cgi-bin/koha/opac-detail.pl?biblionumber=39170> [Consulta: 5 agosto  2013]. 
ISSN:0210-7562.  
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El conjunto axiológico de la Carta Política de 1991 no tuvo una dirección única. 
Reflejó aspiraciones del pasado que al fin afloraban en la escena pública tal como la 
reivindicación de los “Territorios Nacionales” de adquirir estatuto de igualdad con el 
resto de los territorios de la nación (Banco de la República, en línea)603. Muy 
importante también, el reconocimiento de la conformación pluriétnica y multicultural 
de la nación. Las comunidades indígenas, los llamados afrodescendientes y los 
raizales de las islas caribeñas de San Andrés y Providencia fueron al fin reconocidos 
en su especificidad cultural. La apropiación comunitaria de los territorios, base del 
ejercicio de otras lenguas, otros derechos y otras culturas fue defendida, declarando 
“inalienables, imprescriptibles e inembargables” sus tierras comunales604.  
 
 
Otras normas reflejaron correlaciones de fuerza circunstanciales como la prohibición 
de la extradición de ciudadanos al exterior. Una mezcla entre intimidación ejercida 
por los narcotraficantes y un fervor nacionalista cerró momentáneamente este 
instrumento de lucha contra los barones de las drogas declaradas ilícitas605.   
 
 
Finalmente una cantidad estimable de reglas y principios expresaron aspiraciones de 
un país a construir desde orillas distantes que emergieron con la doble crisis del 
sistema económico y del sistema político. La tutela como mecanismo jurídico de 
                                        
603. Los “Territorios Nacionales” fue el nombre otorgado a la franja oriental del país, desde la frontera 
con Venezuela, hasta los bordes sur orientales colindantes con la República del Perú y de Brasil. Estos 
fueron administrados desde Bogotá en aplicación de un estatuto aún más precario que el de los 
departamentos durante la centuria centralista. En 1991 adquirieron la categoría de departamentos las 
Intendencias de Arauca, Casanare, Putumayo, el Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa 
Catalina, y las Comisarías del Amazonas, Guaviare, Guainía y Vichada. Artículo 309. Constitución 
Política de Colombia 1991. Banco de la República. [en línea]: Archivo virtual del Banco de la 
República, http://www.banrep.gov.co/regimen/resoluciones/cp91.pdf, [Consulta: 10 mayo  2013].  
604. “Artículo 63: Los bienes de uso público, los parques naturales, las tierras comunales de grupos 
étnicos, las tierras de resguardo, el patrimonio arqueológico de la Nación y los demás bienes que 
determine la ley son inalienables, imprescriptibles e inembargables”. Artículos 63 y 72 de la 
Constitución Política de Colombia de 1991. Presidencia de la República.  Artículos 63 y 72. 
Constitución Política de Colombia 1991. [en línea]:   Bogotá: 1991 
<http://web.presidencia.gov.co/constitucion/index.pdf> [Consulta: 9 mayo 2013].  
605. La extradición de nacionales fue restaurada mediante el acto Legislativo No 1 de 1997 como arma 
de la guerra contra el narcotráfico. 
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defensa de derechos fundamentales de las personas expresó una idea fuerza que 
atravesará el articulado constitucional. Los individuos, no importa que tan frágiles 
fueran ante los poderes del Estado, de las empresas, de la cultura o de las creencias 
mayoritarias, contaban con un mecanismo para defender sus derechos 
fundamentales. Por ejemplo a la salud, a las identidades sexuales, a la dignidad de 
género, a las creencias religiosas y a las prácticas culturales. Se expresó así la 
voluntad de defender los derechos sociales y comunitarios por encima de los 
poderes económicos, políticos y culturales dominantes. En el gasto público se obligó 
la prioridad al gasto social al tiempo que se prohibió disminuir su monto total de un 
año a otro606. La finalidad del Estado y de la economía debía ser el bienestar social 
por lo que el imperativo del gasto social se situó por encima de toda consideración 
sobre el equilibrio macroeconómico y la disponibilidad fiscal. En otro campo, pero 
inspirado por la misma voluntad de garantizar derechos, se ampararon 
constitucionalmente funciones, recursos e independencia política a favor de las 
entidades territoriales. De tal manera, se fortaleció la autonomía relativa de cada 
entidad territorial en detrimento de la toda poderosa injerencia del centralismo como 
antaño fue costumbre. Los derechos individuales, comunitarios, sociales y 
territoriales hicieron parte de la “vena garantista” de la Carta política de 1991. 
 
 
Un paquete de normas, no tan abultado pero sí trascendental, apuntó en otra 
dirección. La independencia del Banco de la República respecto del poder legislativo 
y de la influencia directa de los gremios del capital elevó al “monetarismo” por encima 
del control de la democracia representativa y corporativa. El derecho a la 
competencia entre empresas privadas en la prestación de servicios públicos 
ordinarios y esenciales abrió un gran campo de negocios privados en las políticas 
                                        
606. “Artículo 350. […] Excepto en los casos de guerra exterior o por razones de seguridad nacional, 
el gasto público social tendrá prioridad sobre cualquier otra asignación. […]. El presupuesto de 
inversión no se podrá disminuir porcentualmente con relación al año anterior respecto del gasto total 
de la correspondiente ley de apropiaciones”. Constitución Política de Colombia 1991. Colombia. 
Presidencia de la República.  Artículo 350. Constitución Política de Colombia 1991. [en línea]:   
Bogotá: 1991 <http://web.presidencia.gov.co/constitucion/index.pdf> [Consulta: 9 mayo 2013]. 
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sociales. El principio del cobro de tarifas y precios reales a los bienes y servicios del 
Estado volvió constitucional abandonar la maña “paternalista” de aplicar precios 
subsidiados a todos los servicios estatales. La condena al déficit fiscal y la defensa 
de la capacidad adquisitiva de la moneda, -es decir, el combate a la inflación-, fueron 
elevados a principios constitucionales. La proclama de la internacionalización de la 
economía parecía entonces tan necesaria como normal establecer su promoción en 
las normas constitucionales607. Monetarismo, privatización, precios estatales reales, 
equilibrio macroeconómico e internacionalización de la economía fueron los 
quíntuples de aquellos que lograron volver principio constitucional los derechos y 
necesidades del desarrollo del mercado, por encima de otras consideraciones.  
 
 
Existe un tercer principio constitucional que circula por todo el entramado legal: la 
participación ciudadana, comunitaria y social en los fines del Estado, de la economía 
y del sistema político. La participación recorre toda la Carta Política, se extiende 
desde asuntos políticos y administrativos hasta los fiscales. Complementa la 
descentralización en el sentido de sacar del centro y del Estado potestades sobre 
política pública hacia abajo y hacia la sociedad608. La mayoría de analistas sitúan 
esta tendencia en el primer campo aquí considerado, es decir, en el de la garantía de 
los derechos individuales y colectivos ante los macropoderes del Estado, el mercado 
y las mayorías políticas y culturales. Mucha evidencia les otorga la razón. Sin 
embargo, la mentada participación también hace parte del campo de aquellos que 
quisieran re-construir el Estado y el sistema político a partir de los “reglas del 
mercado”, precisamente por la vía de la soberanía de los individuos, entendidos 
estos como los contribuyentes, votantes y compradores. Desde esta óptica, la 
                                        
607. “Artículo 226. El Estado promoverá la internacionalización de las relaciones políticas, 
económicas, sociales y ecológicas sobre bases de equidad, reciprocidad y conveniencia nacional”. 
Constitución Política de Colombia 1991. Colombia. Presidencia de la República.  Artículo 226. 
Constitución Política de Colombia 1991. [en línea]:   Bogotá: 1991 
<http://web.presidencia.gov.co/constitucion/index.pdf> [Consulta: 9 mayo 2013].  
608. En la participación política se destacan el voto, el plebiscito, el referendo, la consulta popular, el 
cabildo abierto, la iniciativa legislativa y la revocatoria del mandato. Colombia. Presidencia de la 
República.  Artículo 103. Constitución Política de Colombia 1991. [en línea]:   Bogotá: 1991 
<http://web.presidencia.gov.co/constitucion/index.pdf> [Consulta: 11 mayo 2013]. Colombia.  
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contribución tributaria, la elección de mandatarios y el pago de los precios reales 
fundan el derecho a la participación en la definición, ejecución y control de las 
actividades estatales. El Estado debe perder su majestad ante los individuos 
responsables y a su vez fomentar los derechos de estos sobre el Estado y el sistema 
político. La participación en asuntos públicos es el corolario de la libertad del 
consumidor en el mercado, ambas proclaman la soberanía de los individuos en los 
mercados políticos y económicos. 
 
 
No es sorprendente constatar la reiteración de los choques venideros entre las 
distintas lógicas someramente expuestas. Los defensores del Estado Social de 
Derecho, como fundante del orden social deseado, acusarán a la “lógica del 
mercado” de contradecir los preceptos constitucionales en materia del goce efectivo 
de derechos. Por el contrario, aquellos que quisieran reconstruir el orden social a 
partir de la lógica del mercado acusan a los “garantistas” de presionar el déficit fiscal, 
el desequilibrio macroeconómico y la ruina del país. El desarrollo posterior de la 
constitución en leyes orgánicas y ordinarias, así como reiteradas reformas 
constitucionales a cuenta gota expresarán la batalla por inclinar la prelación entre 
lógicas articuladoras de la nación a construir (Silva, 2003)609. En tres imbricados 
campos de batalla principales se entrelazarán las contiendas. 1- El tamaño del 
Estado y del gasto público, 2- La prelación constitucional y legal entre derechos de 
mercado y derechos ciudadanos, comunitarios, sociales y de las entidades 
territoriales, 3- La constitución como tratado de paz y las estrategias para ganar la 
guerra. Las reformas territoriales harán parte de todos los campos de confrontación, 
desde el económico, pasando por el legal, los derechos, el competencial y finalmente 
el de la guerra y la paz. 
 
                                        
609. El economista Julio Silva Colmenares realiza una lectura no conflictiva entre tres principios 
constitucionales que ordenarían el nuevo compendio de “ley de leyes” y que para nosotros son 
contradictorios. Según Colmenares las contradicciones solo serían irreconciliables en apariencia entre: 
la libertad económica, la intervención estatal y la invocación de la planeación participativa en los fines 
del Estado y la economía. Julio Silva, “La Economía En La Constitución Del 91: La Contradicción 
Entre Estado Y Mercado,” Colombia Investigación Bolivariana Vol. 6 (2003): 8. 
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4.4.1  Radicalización de la descentralización 
 
Artículo 1: Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de 
República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades 
territoriales, democrática, participativa y pluralista, […] 610.  
 
 
La descentralización fue tema central de las discusiones al punto que transformó la 
caracterización misma del Estado. La invocación simbólica expresó un anhelo muy 
profundo de construcción de la nación más allá del centro que se expresará en 
múltiples aspectos tratados por los constituyentes. Para empezar las transferencias 
ya no fueron del 50% del Impuesto al Valor Agregado –IVA- sino del 46% de los 
Ingresos Corrientes de la Nación –ICN-. La bolsa a repartir era más grande. Mayor 
significancia política tuvo trocar el concepto de cesión del IVA por el de participación 
en los ICN. La generación de la riqueza se traduce sin distorsión en el monto de los 
ICN y casi la mitad de estos serían repartidos entre todas las entidades territoriales. 
La descentralización fiscal se quería radicalizar hacia un “federalismo fiscal” 
(Wiesner, 1992)611. Además, las transferencias no se calcularían exclusivamente con 
base en el número de habitantes de la localidad como venía siendo la regla desde 
1986, -a más población mayores giros-, sino que se introdujo la pobreza como 
criterio de cálculo. La difusión territorial de recursos se dirige de manera más clara 
como estrategia de lucha contra la pobreza. Por otra parte, se creó un Fondo 
Nacional de Regalías conformado por recursos provenientes de la explotación de 
recursos no renovables y ante el cual podrían concursar con igual derecho todas las 
entidades territoriales del país. 
                                        
610. Constitución Política de Colombia 1991. Título I. De los Principios Fundamentales. Colombia. 
Presidencia de la República. Constitución Política de Colombia 1991. Título I. De los Principios 
Fundamentales. [en línea]:   Bogotá: 1991 <http://web.presidencia.gov.co/constitucion/index.pdf> 
[Consulta: 9 mayo 2013].  
611. Bajo la presidencia de Cesar Gaviria (1990 – 1994) se publicó un importante informe que exploró 
las posibilidades y riesgos de los procesos de descentralización desde una lectura neoliberal, en 
particular se introdujo la discusión sobre los pasos hacia un federalismo fiscal como requisito para 
imprimir responsabilidad y eficiencia al gasto público. Ver Eduardo Wiesner, Colombia: 
Descentralización Y Federalismo Fiscal (Bogotá: Departamento Nacional de Planeación, 1992). 





El mismo espíritu animará la desaparición de los “Territorios Nacionales”, 
organizados en Intendencias y Comisarías dependientes de una instancia 
administrativa nacional, a favor de la creación de nuevos departamentos en pié de 
igualdad con el resto de territorios de la nación. Los gobernadores dejarán de ser 
agentes de libre nombramiento y remoción por el Presidente de la República para ser 




Los municipios aledaños podrían constituirse en Provincias con mandatario electo, 
receptoras de transferencias, cobradoras de impuestos delegados para su beneficio 
y con autonomía administrativa. Con idénticas potestades los departamentos 
contiguos podían convertirse en Regiones, así como estaba prevista la creación de 
Entidades Territoriales Indígenas –ETIs-. Las reglas para crear provincias, regiones y 
entidades indígenas debían esperar una posterior Ley Orgánica de Ordenamiento 
Territorial –LOOT-. La Comisión Constituyente sobre Autonomía Regional discutió el 
derecho de las regiones a emprender estrategias propias de desarrollo económico y 
acuerdos comerciales internacionales. El gobierno del liberal Cesar Gaviria se opuso 
a esta eventualidad a través de su ministro de Hacienda y Crédito Público, Rudolf 
Hommes. El miedo al “descuadernamiento” del país frenó el ímpetu federalista, 
caramente abanderado por los representantes de la Costa Caribe. En todo caso, los 
constituyentes se tomaron en serio incrementar en un futuro cercano la 
representación política de los territorios en la nación a través del principio de la 
asociación política de las entidades municipales y departamentales, con el fin de 
asumir mayores funciones de política pública, así como de representar sus territorios 
ante instancias nacionales.  
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El mismo espíritu animó la creación de un Sistema Nacional de Planeación con 
cobertura sobre los tres niveles: nacional, departamental y municipal. En cada escala 
existirían Comités de Planeación conformados exclusivamente por representantes de 
diversos grupos de la sociedad civil, con exclusión de funcionarios públicos. Las 
“fuerzas vivas” de la sociedad estaban llamadas a contribuir en las discusiones de los 
planes de gobierno de las tres jurisdicciones.  
 
 
Las líneas de fondo de la radicalización del proceso de descentralización en las 
normas de 1991 fueron: la extensión del Estado más allá de centro, la repartición de 
la riqueza nacional a partir de un criterio territorial, la autonomía política de las 
entidades territoriales, la equidad de estatuto entre ellas y la representación política 
de los territorios en la nación. Las fuerzas políticas y sociales emergentes que 
llegaron a la asamblea se aliaron con los anhelos de los políticos de provincia 
animados por un debilitamiento de las instancias nacionales del poder, a favor de 
una mayor difusión de recursos y autonomía hacia los territorios de la nación. Los 
representantes del neoliberalismo no fueron indiferentes al espíritu descentralista. 
Los objetivos: radicalizar el comportamiento empresarial de cada entidad territorial 
autónoma en la consecución de recursos y la extensión de mercados de servicios 
equipamientos e infraestructuras a favor del sector empresarial612. La invocación del 
federalismo como paso posterior a la organización descentralizada tentó varios 
bordes del espectro ideológico. A los neoliberales que esperaban que cada entidad 
territorial y empresa estatal fuera autónoma, es decir, obligada a comportase como 
cualquier empresa privada en el mercado compitiendo por contratos y clientes. A las 
fuerzas político empresariales regionales la bandera del federalismo les permitiría un 
manejo estratégico autónomo de su espacio vital de poder. Para los representantes 
                                        
612. Es importante anotar que los artículos económicos de la Carta Política reconocen y se comprometen 
en la promoción de varias formas de propiedad, no sólo la privada, sino también la solidaria sin ánimo 
de lucro y también la asociativa, característica común de ciertos conglomerados modernos y de 
tradición cultural o étnica. Por lo tanto, en las normas constitucionales, como en muchos programas 
públicos de la época, el desarrollo empresarial es una concepción general respecto del activismo 
económico y social, la cual rebasa el mero interés por la promoción de las empresas privadas con 
ánimo de lucro.  
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políticos de los movimientos sociales en la asamblea constituyente el federalismo era 
sinónimo de acercamiento del poder administrativo, fiscal y político del Estado a la 
mano de las comunidades de base.  
 
 
Las reformas de 1986 y 1991 cambiaron las reglas de juego del sistema político, las 
relaciones entre el Estado y la sociedad y la distribución de recursos entre niveles del 
Estado. En el momento de la afloración normativa los imperativos políticos cubrieron 
todos los componentes de las reformas, incluidos los administrativos y fiscales. Sin 
embargo, a finales de los noventa la economía tomó revancha, sus urgencias 
provocarán una inflexión importante en el proceso de descentralización iniciando lo 
que se conocerá como proceso de re centralización. Seguiremos aquí la secuencia 
que va desde las principales transformaciones en el sistema político, consideraremos 
los efectos sobre las organizaciones sociales y terminaremos en los impactos sobre 





4.4.2  De la apertura política a la cerradura de la confrontación armada 
 
El proceso de descentralización y en particular la elección de alcaldes y 
gobernadores tuvo un gran impacto sobre el sistema político colombiano. El 
monopolio bipartidista de la representación política se acabó. Lo que la Carta Política 
posibilitó la contienda electoral logró. El régimen político del Frente Nacional murió 
por abajo, lenta pero de forma irreversible. En la primera contienda electoral de 1988 
el 14,1% de los alcaldes no pertenecía ya a los partidos tradicionales. En la segunda 
elección en 1990, liberales y conservadores tuvieron un segundo aire y recuperaron 
algo del terreno perdido solo privándose del control del 12% de las alcaldías. Ya 
surtía efecto la violencia contra la Unión Patriótica y los “otros”, categoría mediante la 
cual se contabilizaron electoralmente muchos movimientos cívicos en conversión 
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hacia la política. Sin embargo, los “otros” también eran coaliciones del bipartidismo y 
elites locales actuando por fuera de los partidos. De todas maneras la importancia 
electoral de los “otros” anunciaba una recomposición política más general. En la 
tercera justa electoral el proceso de disolución del control político mediante el 
bipartidismo se aceleró. No fue la masiva toma del poder político por los movimientos 
cívicos populares la causa exclusiva, sino la aparición de cuantiosas nuevas 
agrupaciones políticas creadas por elites y contra elites locales como reacción a la 
pérdida del control político mediante el bipartidismo. 
 
Tabla 11.   
Elecciones de Alcaldes 1988 – 1998, Partido Liberal, Conservador y Otros, %  
  
Año liberal y conservador 
% 
Coalición % Otros % 
1988 85,9 2,5 11,6 
1990 89,6 2,6 7,9 
1992 68,2 2,5 29,2 
1994 86,4 2,6 11 
1997 78,5 5,9 15,6 




Los partidos tradicionales no fueron ya garantía suficiente para hacerse al poder 
local. Cada contendor tenía que construir un discurso de identidad local que 
justificara la refrendación por los ciudadanos. La pugnacidad en contra del centro y 
las críticas a los partidos tradicionales que menospreciaban el territorio fueron 
razones que ayudaron a ganar muchas elecciones. Las maquinarias electorales 
locales fueron puestas en una situación de mayor autonomía respecto de las 
directivas partidarias nacionales. Las alianzas y rupturas de las mayorías locales no 
reflejaron similares alineamientos a escala nacional, como tampoco a nivel 
departamental. Las redes de fidelidad y las lógicas de amigo-enemigo que 
                                        
613. Maldonado, Alberto. Evaluación De La Descentralización Municipal En Colombia. 
Avances Y Resultados De La Descentralización Política En Colombia. [en línea]. Archivos de 
Economía No. 163. Bogotá: Departamento Nacional de Planeación (2001). P.69. 
<https://www.dnp.gov.co/Portals/0/archivos/documentos/DEE/Archivos_Economia/163.PDF> 
[Consulta: 10 octubre 2013]. 
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caracterizaron la cultura política colombiana hasta bien entrado el Frente Nacional 
cedió ante la descentralización. La representación política se volvió más plural, más 
abierta y más incierta. En cierto sentido la elección popular de alcaldes creó una 
“des-institucionalización del sistema de partidos” (Dargent y Muñoz, 2011)614. 
 
Luego de 3 elecciones el 30% de los mandatarios no pertenecía a ningún partido 
político nacional. La representación política se había “des nacionalizado” en los 
primeros años de vigencia de la “democracia local”. La apertura política y la 
conquista del pluralismo político fue también propulsora de la dispersión de las 
representaciones615. ¿Pero quiénes eran los nuevos representantes de los pueblos 
colombianos? Por una parte, expresión de los liderazgos de los movimientos cívicos 
de los años setenta y ochenta y su prolongación durante la primera década de la 
elección popular de alcaldes en los noventa. Por ejemplo, el alcalde electo en 1994 
en el municipio de Orito, departamento de Putumayo, a nombre del Movimiento 
Cívico Regional del Putumayo. Por otra, fuerzas empresariales que tomaron la 
iniciativa de asumir directamente el manejo de las entidades territoriales. Gobernar la 
ciudad como se administran las empresas fue leit motiv que gozó de mucha 
legitimidad y simpatía en centros urbanos caracterizados por sus altos niveles de 
desarrollo económico y empresarial. La ciudad de Medellín a través del banquero 
Omar Flórez Vélez, alcalde electo en 1992, aporta un claro ejemplo de esta 
tendencia, la cual también se expresó en poblados de tamaño medio y pequeño. 
                                        
614. Caracterización utilizada por Eduardo Dargent y Paula Muñoz de la Universidad de Austin en 
Texas para referirse al proceso de autonomización de las contiendas electorales locales respecto de las 
redes partidarias departamentales y de los grandes partidos nacionales, consecutiva a la elección 
popular de alcaldes dotados de recursos y competencias autónomas. Muñoz Paula, Dargent Eduardo. 
“Democracy Against Parties? Party System Deinstitutionalization in Colombia,” Journal of Politics in 
Latin America Vol. 3 No. 2 (2011): 43 - 71. 
615. Un ejemplo del acontecer local puede verse en el proceso electoral del departamento del 
Cesar en donde se constata que para 1997 compitieron en las elecciones locales 11 partidos 
y/o movimientos políticos,  en el año 2000 ya eran 14 y en el 2003, 15. Durante este periodo 
1997 – 2003, compitieron en las tres contiendas electorales un total de 24 partidos y/o 
movimientos, 14 de ellos estuvieron presentes en una sola contienda electoral.- Cálculos del 
autor con base en información de:  Arias Angélica,  Acevedo Tatiana.  “Contexto de Violencia y 
Conflicto Armado” [en línea]. Monografía Político Electoral Departamento Del Cesar 1997 a 2007. 
Misión de Observación Electoral. MOE. Corporación Nuevo Arco Iris. 
<http://moe.org.co/home/doc/moe_mre/CD/PDF/cesar.pdf>  [Consulta: 16 septiembre 2013].  
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Otros mandatarios estaban directamente ligados a los pueblos étnicos, en particular 
a los indígenas. Después de 170 años de vida republicana, los indios elegían a sus 
alcaldes y concejales, unos directamente emanados de sus comunidades y 
autoridades tradicionales, otros militantes de fundaciones de apoyo a las causas 
étnicas y populares, otros pertenecientes a organizaciones campesinas en las que se 
encuentran trabajadores rurales más allá de sus identidades culturales. 20 alcaldes 
indígenas fueron elegidos en los comicios de 1994 y 1997 y Floro Tununbalá, el 
“Taita Floro”, de la comunidad guambiana, fue el primer gobernador indígena electo 
en un departamento en Colombia, el Cauca, en el año 2000. La irrupción de 
connotados líderes sindicales a cargos de elección popular consolidó la apertura 
política y social que la descentralización propició en contraste con la hegemonía 
previa de grandes familias políticas. Luis Eduardo Garzón, “Lucho”,  de militancia 
temprana en el Partido Comunista, fue electo para gobernar Bogotá durante el trienio 
que comenzó en el año 2004, después de una carrera sindical que lo llevó a la cima 
de la Unión Sindical Obrera –USO-, el fuerte sindicato de los trabajadores petroleros 
y a la presidencia de la Central Unitaria de Trabajadores de Colombia -CUT-. 
Angelino Garzón, ex militante del partido comunista, Secretario General de la CUT y 
vicepresidente de la Unión Patriótica fue gobernador del departamento de Valle para 
el periodo comprendido entre el año 2004 y el 2007. Muchos excombatientes 
guerrilleros o líderes afines a su ideología accedieron a cargos de representación 
popular. Por ejemplo, la Unión Patriótica obtuvo 351 concejales electos en 1986 y 23 
alcaldes en la primera elección popular de 1988. Rosemberg Pabón, el “comandante 
uno”, ex militante del M19 quien comandó la toma de la embajada de la República 
dominicana en Bogotá en 1980, gobernó la ciudad industrial de Yumbo a partir de 
1998. 
 
La elección popular de alcaldes también abrió la puerta a los liderazgos religiosos, 
tales como el del sacerdote Pauselino Camargo en la ciudad de Cúcuta para el 
periodo 1995 – 1997 o el de Bernardo Hoyos, el “cura Hoyos”, en la ciudad portuaria 
de Barranquilla, primer gobernador electo en 1992. Los llamados outsiders 
aparecieron en la política, desde locutores de radio como José Pardo Llada en la 
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importante ciudad de Cali que fracasó en el intento de devenir burgomaestre, 
profesores universitarios como Antanas Mokus alcalde de la capital de la república 
dos veces (1995 - 1997, 2001 - 2003), hasta Gustavo Álvarez Gardeazabal, 
prestigioso escritor y primer alcalde por voto popular en la ciudad intermedia de 
Tuluá en 1988. En particular en las grandes ciudades surgió el fenómeno del “voto de 
opinión”, es decir, de personas ajenas a la fidelidad garantizada por un partido 
político determinado (Gaitán y Moreno, 1990, pp. 90 – 92)616. Las preferencias 
electorales estaban determinadas por la simpatía con unas iniciativas políticas 
determinadas, los rasgos de personalidad de los candidatos, o por las realizaciones 
anteriores de cada contendiente. El voto de opinión, a la vez que valorizó las 
preferencias personales del elector, profundizó una tendencia hacia la 
personalización de la política. Por ejemplo, el liberal Enrique Peñalosa ganó las 
elecciones en la ciudad de Bogotá en 1997 para el periodo 1998 – 2000 a nombre 
del movimiento cívico, “Por la Bogotá que soñamos”. La elección de mandatarios 
locales fortaleció una importante renovación dentro de los partidos tradicionales. 
Muchos jóvenes ascendentes no necesitaron ya el aval de los caciques tradicionales, 
varios de los cuales fueron vencidos en franca lid por liderazgos desprovistos de 
costosas maquinarias electorales.   
 
Apertura electoral, dispersión de las grandes agremiaciones partidistas nacionales y 
personalización de los liderazgos fueron tres impactos sobre el sistema político, más 
no los únicos importantes, ni lo más dramáticos. Los paramilitares y los 
narcotraficantes encontraron en las elecciones locales una buena oportunidad de 
formalizar el poder de incidencia sobre la clase política territorial que venían 
acumulando. Según la Fundación Nuevo Arco Iris, dirigida por el excombatiente y 
periodista León Valencia (2007):  
 
                                        
616. El voto de opinión no se tradujo en mayores niveles relativos de participación electoral, sino en 
menores. Mayor es la participación electoral en los departamentos y municipios en donde existe una 
relación directa entre niveles relativos de precariedad y pobreza con el voto atado: la relación 
clientelista. Ver por ejemplo, Moreno Carlos,  Gaitán Pilar, Poder Local. Realidad Y Utopía De La 
Descentralización En Colombia (Bogotá: Tercer Mundo Editores, 1990). 
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[…] la expansión paramilitar llegó a 223 municipios y allí se fortalecieron 
nuevos grupos que eligieron un tercio del congreso en el 2002, conquistaron 
más de 250 alcaldías en el 2003 y ampliaron su representación parlamentaria 
en el 2006. (p.2)617. 
 
El Frente Nacional habría sucumbido ante la descentralización y con él el control 
político de la población a través de los partidos tradicionales. Cuando estos perdieron 
la hegemonía local las elites territorales tuvieron que construir precipitadamente 
alternativas políticas propias. De tal manera, el derrumbe de un orden facilitó la 
emergencia de otro. La década del noventa se caracterizó por una gran creación de 
partidos y movimientos políticos de base local. Señala la fundación Nuevo Arco Iris 
que el mapa de tal creación partidista local se empareja en demasía con aquel de la 
extensión de los dominios territoriales de los paramilitares y narcotraficantes618. Sin 
embargo, debe advertirse que la creación de alternativas políticas por las elites 
locales no se reduce a la toma mafiosa de los poderes locales.  
 
Contra la dispersión, la agregación. A finales de la década del noventa se 
fortalecieron varios movimientos políticos regionales de diferente tinte. En el 
Magdalena Medio, región que atraviesa principalmente 5 departamentos (Antioquia, 
Bolívar, Boyacá, Cesar, Santander) el movimiento en los ochenta y noventa 
pretendió homogeneizar las relaciones de poder de terratenientes, mafiosos y 
empresarios agropecuarios sobre esta región anclada en el centro del país. Las 
redes regionales del “eje cafetero” fueron lideradas por políticos, empresarios y 
académicos más afines a una visión desarrollista de la región. Grandes 
infraestructuras, innovación tecnológica, educación de calidad y participación de los 
gremios empresariales, sociales y culturales en la construcción de la región fueron 
                                        
617. Valencia, León. Paramilitares Y Políticos. [en línea]. Revista Arcanos No. 13. Bogotá. 
Corporación Arco Iris (2207). P.2. <http://www.arcoiris.com.co/wp-
content/uploads/2011/arcanos/revista_ARCANOS_13_copy.pdf>, [Consulta: 14 octubre 2013]. ISSN 
0124-4156.   
618. Avila, Ariel F.  y  Nuñez, Magda P.  “Expansión Territorial Y Alianzas Tácticas”. Revista Arcanos 
No. 14. Pág. 52-61. Corporación Arco Iris. Bogotá. Marzo 2007.  
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motivos de convergencia. Hacia el sur, el Comité de Integración del Macizo 
Colombiano –CIMA- fue la expresión regional de la emergencia de los liderazgos 
indígenas, campesinos y populares en una región natural que abarca dos 
departamentos, Nariño y Cauca. El CIMA nace en 1991 y expresa una 
regionalización del poder popular con una importante agenda rural, étnica y de 
sostén a la economía popular)619. El Cabildo Mayor del Pueblo Yanacona –CMY-, 
también con presencia en la misma región, nace en 1992 y articula la geometría del 
pueblo indio más allá de las fronteras del ordenamiento territorial organizado en 
municipios y departamentos (Rodríguez, Pulido, Prada, y Rojas, 2005, pp. 123 – 
125)620. Seis gobernadores del Sur del país (Caquetá, Putumayo, Cauca, Nariño, 
Huila y Tolima) alcanzaron a formular un Plan de Desarrollo de la Sur Colombianidad 
y promover un articulado completo de Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial –
LOOT- que permitiera la constitución del territorio en una Entidad Territorial Regional. 
Los factores de identidad en este caso eran otros. Todos los “actores de la guerra” 
hacían presencia en la región, a la vez que el PIB regional no era el más dinámico, ni 
tampoco las inversiones nacionales hacían de la región prioridad. Sin embargo, las 
fumigaciones de cultivos ilícitos acompañadas de precarias oportunidades 
productivas alternativas para los campesinos fue factor importante en congregar esta 
alianza. El incremento de la población desplazada, la militarización de la vida social y 
de las zonas rurales, la expulsión de la inversión privada de la región, la inseguridad 
ciudadana y el aplazamiento de grandes proyectos de inversión atemorizaron a los 
líderes.  
                                        
619. Muchos otros movimientos políticos regionales surgieron a partir de las movilizaciones sociales 
territoriales. Entre muchos otros y en guisa de ejemplo, en el sur del país el Movimiento de los 
Inconformes en el departamento de Nariño, el Movimiento Firmes en el departamento del Caquetá y el 
Movimiento Popular Norte Caucano, en el centro del país el Frente Amplio del Magdalena Medio, la 
Carta del Pueblo en el municipio de Zipaquirá, Avanzada Democrática en la ciudad de Girardot y el 
Movimiento Amplio Democrático del Tolima, en el norte del país Alternativa Democrática en el 
departamento del Magdalena. 
620. Mientras el CIMA es la unidad geográfica de los sectores populares de la región el CMY pretende 
una unidad de los habitantes indios en la misma región, con lo cual el primero tiene una orientación 
relacionada con la posición social y el segundo con la étnica. Ver, por ejemplo Pulido Claudia,  
Rodríguez Adolfo, Prada Eduardo, Rojas Álvaro, Resistir Para Vivir. Una Mirada Histórica Al 
Movimiento Indio Del Cauca, 1970 - 2000, vol. No. 4, Polémica. Edición Especial. (Bogotá: Escuela 
Superior de Administración Pública -ESAP, 2005). 




La más importante dinámica de agremiación política de una región fue la de la Costa 
Caribe compuesta por 8 departamentos (Atlántico, Bolívar, Sucre, Cesar, Córdoba, 
Magdalena, Guajira y el archipiélago de San Andrés y Providencia). En este caso no 
se trató ni de una hegemonía política de derecha o de izquierda, tampoco de un 
proyecto de dominio estratégico de la región por líderes empresariales modernos o 
por narcotraficantes, tampoco de una mera resistencia contra todos los peligros de la 
guerra, o la aspiración de los pueblos étnicos de gobernarse a sí mismos. El reclamo 
de la Región Caribe tiene una connotación cultural fuerte, en la medida en que es 
común a todo el espectro ideológico y social en la región, aunque en su interior cada 
cual haga énfasis diferente sobre el para qué y para quién construir una entidad 
política regional. Desde 1985, “los costeños” presionaron la existencia de los 
Consejos Regionales de Planificación Económica y Social –CORPES-. En la 
Asamblea Constituyente de 1991 lideraron una radicalización federal del proceso de 
descentralización y en la década del noventa insistieron en convertirse en 
representantes políticos del territorio ante la nación y el mercado mundial.  
 
Los movimientos políticos regionales fueron antídoto en contra de la dispersión de 
los partidos políticos en la primera década de implementación de la 
descentralización. A la vez, se comportaron como agremiaciones supra partidistas, 
propiamente en tanto expresión política de los territorios más allá de los clivajes 
partidarios nacionales. Otro tipo de agremiación territorial surgió gracias al proceso 
de descentralización: los gremios de alcaldes y  gobernadores. La Federación 
Colombiana de Municipios –FCM- se fundó en diciembre de 1989 y la Conferencia 
Nacional de Departamentos en 1994. Los gremios territoriales se comportaron de 
manera supra partidista o a-partidista y garantizaron la autonomía respecto del 
gobierno nacional de turno, así como de la oposición política nacional. También, 
lograron la representación de pequeñas, medianas y grandes entidades territoriales 
en la misma asociación. Cinco han sido sus temas recurrentes de interlocución ante 
la nación: a.- La defensa de las transferencias y la solicitud de incrementar la 
financiación territorial. b- El reclamo de mayor autonomía territorial en el destino de 
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los recursos recibidos desde la nación. c- El apoyo de la nación al fortalecimiento de 
las capacidades administrativas y financieras. d- La adición de competencias 
descentralizadas. e- La solicitud de aumentar las fuerzas de seguridad para controlar 
el orden público y la pretensión de ejercer mayor libertad de negociación con los 
actores armados, con el fin de atemperar los efectos territoriales de las 
confrontaciones. 
 
Las reformas de descentralización de 1986 fortalecieron al nivel municipal. Los 
gobernadores fueron víctimas inmediatas de la independencia de la clase política 
local puesto que los alcaldes no eran más sus agentes de libre nombramiento y 
remoción. La elección de gobernadores a partir de 1992 en algo compensó la 
fragilidad del nivel intermedio, más no hacia abajo, sino hacia arriba. Los 
departamentos habían logrado convertirse en la unidad territorial a partir de la cual se 
cohesionaban los partidos políticos y sus dominios sobre los municipios. La elección 
de alcaldes abolió esta prerrogativa lo que contribuyó a la dispersión, no solo 
nacional sino también departamental de los partidos políticos. En muchos 
departamentos las antiguas hegemonías perdieron su tradición. La “clase política” del 
nivel intermedio tratará en los noventa de recuperar un poco de vigencia en la nueva 
geometría del sistema político. Tres temas serán recurrentes: a- Solicitar una reforma 
tributaria territorial que incrementara la participación departamental en los ingresos 
totales. b Pedir mayores transferencias y competencias en materias económicas a 
partir de las cuales articular estrategias de desarrollo regional. c- Un mayor 
protagonismo político en la guerra y la paz. 
 
Fue más fácil, aunque con consecuencias contradictorias, cambiar el sistema político 
que las costumbres políticas. En particular la oferta institucional de participación 
ciudadana no desplegó una fuerza correspondiente a los ímpetus sociales que 
forzaron, primero el proceso de descentralización en 1986 y luego la Asamblea 
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Nacional Constituyente en 1991. En corto recuento sobre los resultados de los 
mecanismos de participación se queja el sociólogo Fabio Velásquez (1995)621: 
 
En primer lugar, el uso de algunos de ellos era potestativo: los Concejos 
municipales podían reglamentar las JAL, pero podían no hacerlo. En los 
municipios podían hacerse consultas populares, pero no eran obligatorias en 
ninguna circunstancia. El municipio podía contratar la realización de obras con 
organizaciones locales, pero no estaba obligado a hacerlo. De hecho, lo que 
ocurrió en el curso de los primeros años de aplicación de la Reforma es que 
muchos Alcaldes y Concejales no le dieron cabida a la participación pues 
presentían el surgimiento de un contrapoder que pondría en tela de juicio el 
monopolio que muchos de ellos habían mantenido sobre las palancas del 
poder local. (p. 30). 
 
A lo dicho debe agregarse un exceso de reglamentación de los mecanismos de 
participación al punto que en vez de incentivarla la obstaculizaron. Además, en el 
nivel local la participación fue alcalde dependiente, es decir, quedó subordinada a la 
voluntad de la primera autoridad local la implementación de iniciativas de 
participación. Un ejemplo de ello, la conformación, convocatoria e incidencia de los 
Consejos Municipales de Planeación en el Plan de Desarrollo Local. En términos 
generales, los mecanismos de la democracia participativa quedaron subordinados a 
las instituciones de la democracia representativa y al poder ejecutivo en todos los 
niveles del Estado.  
 
Un detalle más, la oferta de participación ciudadana y comunitaria nunca fue en la 
toma de decisiones, ni tampoco en asuntos de trascendencia. Las más de las veces 
se convocó a participar en la implementación de políticas y proyectos ya decididos, 
de poca relevancia y de manera irregular, circunstancial y esporádica (Restrepo, 
                                        
621. Fabio Velázquez, “Descentralización Y Modernización Del Estado En Colombia,” Revista 
Nómadas No. 3 (1995): 23 - 39. 
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1997)622. Empero, el principal obstáculo en contra de la participación social y 
comunitaria en la política fue la confrontación armada. Todos los actores en armas, 
desde el ejército nacional, pasando por las guerrillas insurgentes y los ejércitos 
contra insurgentes intentaron subordinar a la “sociedad civil” y, en particular, a las 
organizaciones sociales y de base a la lógica de la guerra (Pulido, Rodríguez y 
Pedraza, 2000)623.  
 
Tabla 12.  
 
Participación y Abstención en Elecciones Locales 1988-2000 
 
 
 Gobernadores Alcaldes 
Año Abstención Participación Abstención Participación 
1988 -  33,4 66,6 
1990 -  42,5 57,5 
1991 61,4 38,6 - - 
1992 - - 56,4 43,6 
1994 52,7 47,3 54,9 45,1 
1997 56,2 43,8 52,1 47,9 
2000 46,0 54,0 51,3 48,7 
TOTAL 53,3 46,7 49,7 50,3 
Fuente: Pening, Jean P. (2003), ’Evaluación del proceso de descentralización en Colombia’, Economía y 
Desarrollo, 2(1): 123-149. 
 
En virtud de la descentralización la cantidad de la democracia aumentó, expresada 
en la cantidad de eventos electorales, opciones partidistas y la rotación en los 
cargos. No se puede concluir lo mismo de la calidad de la democracia, debido a la 
fragilidad señalada de las prácticas participativas, la persistencia del clientelismo y la 
                                        
622. Darío I. Restrepo, “Relaciones Estado-Sociedad Civil En El Campo Social. Una Reflexión Desde 
El Caso Colombiano,” Reforma y Democracia No. 7 (1997): 127 - 154.  
623. Rodríguez Ana L., Pulido Luz M., Pedraza Betty. Entre El Fuego. Tres Experiencias De 
Participación En Zonas De Conflicto Armado (Bogotá: Parcomún / Diakonía, 2000).  
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generalización de la violencia en el ejercicio del poder local. La refrendación de la 
democracia local por los ciudadanos si tuvo acogida durante las primeras elecciones 
y posteriormente se regresó a tasas históricas de abstención electoral (Hoyos y 
Ceballos, 2004, p.13)624.  
 
 
4.4.3  El espacio de los movimientos sociales 
 
Las leyes de descentralización de 1986 emergieron como respuesta directa a la 
pujanza de movilizaciones sociales desde territorios periféricos demandando 
participación en el desarrollo, el Estado y el sistema político. La apertura socio 
territorial conoció un nuevo impulso en la Asamblea Constituyente de 1991 con el 
apoyo de los movimientos ex guerrilleros y asambleistas de provincia sedientos de 
transferencias de poder hacia abajo. El fortalecimiento de la vida local fue también el 
de la canalización de líderes y demandas ciudadanas dentro del Estado. Muchos 
agitadores se convirtieron en alcaldes, concejales, secretarios de asuntos sociales, 
comunitarios y económicos, gestores de participación o funcionarios de 
dependencias municipales. Muchos más engrosaron la ola de las fundaciones 
contratistas de la administración para asuntos que se extendieron desde la 
planeación participativa, la selección de beneficiarios de subsidios estatales, la 
ejecución de proyectos para comunidades específicas, hasta las veedurías 
ciudadanas. La arquitectura descentralizada permitió una masiva institucionalización 
de las demandas sociales y ofreció una alternativa política a los ex combatientes 
guerrilleros que se reinsertaron a la vida civil: el M19, el PRT, el EPL, el Quintín 
Lame y una fracción del ELN. No extraña entonces la reducción de la combatividad 
cívica por las vías de hecho en los primeros años de implementación de la elección 
de alcaldes, la desconocida transferencia de recursos y la cesión de importantes 
competencias de política social (Santana, 1988)625.  
                                        
624. Ceballos Marcela, Hoyos Diana, “Tendencias Del Comportamiento Electoral Y Descentralización 
En Colombia, 1988 - 2000,” Documento de Trabajo No. 57 (2004): 31. 
625. Pedro Santana, “Los Movimientos Cívicos, El Nuevo Fenómeno Electoral,” Revista Foro Núm. 6 
(1988): 47 - 68. 




La expectativa fue grande, así como la movilización social hacia el copamiento de las 
instituciones. Sin embargo, la primera elección directa de los alcaldes, después de 
cien años, fue la ocasión para un recrudecimiento de la violencia. Este fenómeno se 
incrementó en cuantía, a la vez que reafirmó una prelación en sus destinatarios y 
agentes propiciadores. Candidatos a las alcaldías y concejos municipales, así como 
militantes políticos de las nuevas agrupaciones sociales y políticas fueron 
asesinados. La Unión Patriótica, creada como consecuencia de los acuerdos entre el 
gobierno y la guerrilla de las FARC en 1984, fue el nuevo fenómeno político electoral. 
En las primeras elecciones que participó la UP en 1986 obtuvo 9 curules en el 
congreso nacional, 10 asambleistas a nivel departamental y 350 concejales 
municipales. Luego, en la primera elección popular de alcaldes en 1988 ganó 16 
alcaldías, además de lograr 13 diputados en las asambleas departamentales. Contra 
la UP se desatará una temprana y eficiente campaña de exterminio626. Una 
advertencia no siempre valorada en su importancia por los académicos que estudian 
la violencia política: no solo los militantes de la Unión Patriótica cayeron víctimas de 
los asesinatos, también lo fueron líderes del partido liberal y conservador. Más que 
una retaliación que compensara las víctimas de la izquierda con aquellas de la 
derecha, se generó una transferencia de la violencia adentro del sistema político 
como parte de la contienda por el poder local.  
 
El Frente Nacional había dejado de existir, el bipartidismo ya no tenía el monopolio 
de la representación, la disciplina central imperaba cada vez menos sobre los 
acontecimientos y liderazgos locales y el mapa de las contiendas políticas se abrió a 
líderes sociales y políticos contestatarios, así como también a fracciones diversas y 
                                        
626. “Según la Fundación Manuel Cepeda Vargas, creada en honor al senador de la UP asesinado en 
1994, cerca de 5.000 personas cercanas a la UP fueron víctimas de desaparición, torturas y 
homicidios. Entre las víctimas, señala la Fundación, se cuentan dos candidatos a la Presidencia, ocho 
congresistas, cientos de alcaldes y concejales y miles de activistas locales. El mayor pico de los 
ataques se vivió entre 1984 y 1989”. Genocidio Político Acabó con el Partido. Alianzas entre ilegales 
y miembros del Estado llevaron al exterminio de la UP”. [en línea]: Vélez, Clara. elcolombiano.com. 
Envigado, Antioquia: 11 de julio de 2013. 
http://www.elcolombiano.com/BancoConocimiento/G/genocidio_politico_acabo_con_el_partido/geno
cidio_politico_acabo_con_el_partido.asp. [Consulta: 29 septiembre 2013]. 
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dispersas de los partidos tradicionales. En este contexto la intimidación, el chantaje y 
la violencia se convirtieron en recurso de la política dentro de lo político. La violencia 
no se ejercía solo contra aquellos que empuñaban desde afuera las armas o 
manifestaban su descontento desde movimientos sociales al margen de la legalidad. 
La apertura política y la institucionalización social tuvieron como respuesta inmediata 
la entronización del uso de la violencia en la lucha por el control del poder local.  
 
El uso de la violencia conoció una segunda mutación, o más bien la reforzó en 
cabeza de los destinatarios: la sociedad civil desarmada. En el gobierno de Turbay 
Ayala (1978 – 1982) el ejército practicó la guerra sucia, es decir, actos de represión 
ilegales de parte de las fuerzas de seguridad del Estado en contra de activistas 
críticos del régimen o reclamantes de demandas al Estado. La violación a los 
derechos humanos y la violencia contra la sociedad fue una constante durante el 
Frente Nacional. La novedad, una vez el bipartidismo pierde el control, fueron los 
actos de guerra contra la sociedad: campañas de exterminio político, retaliaciones a 
la sociedad por sus preferencias políticas627, castigos a los pobladores en zonas de 
presencia guerrillera, selectivos asesinatos en contra de líderes sindicales, 
campesinos, indígenas y cívicos, masivos desplazamientos de la población en zonas 
de interés estratégicos de carácter económico, militar y político.  
 
La tercera mutación protegió a las fuerzas armadas de la incidencia directa en la 
violencia en contra de los líderes populares y los opositores políticos. La 
organización Muerte a Secuestradores –MAS- fue creada por 200 capos del 
narcotráfico en el año 1981. A partir de entonces cundió el ejemplo, fuerzas 
irregulares pulularon a lo ancho de la geografía nacional para suplantar al ejército 
nacional en la guerra sucia contra las bases sociales de la insurgencia armada y la 
insubordinación social. En esta circunstancia los movimientos cívicos se encontraron 
                                        
627. La “Masacre de Segovia” fue uno de los casos más emblemáticos. El candidato de la Unión 
Patriótica a las elecciones municipales de 1988 ganó sobre el indicado por el cacique político Cesar 
Pérez. Meses después y lista en mano 48 personas fueron asesinadas para castigar al pueblo desleal con 
su dueño y protector. 
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en medio de una tenaza628. Por una parte, la oportunidad de institucionalizar sus 
demandas y liderazgos, mientras se convertían en agentes empresariales del 
desarrollo. Por la otra, la campaña de intimidación, persecución y muerte. Ambos 
extremos de la tenaza se cerraron y apocaron el liderazgo político desde lo social 
que había tenido una década atrás, en los años ochenta.     Desde la primera 
elección popular de alcaldes en 1988 hasta el año en que sesionó la Asamblea 
Constituyente en 1991 la agitación cívica directa cayó bajo el sedante de las 
reformas y la intimidación de la creciente violencia. En palabras del sociólogo Fabio 
Velásquez (1995)629: 
 
Hay que tener en cuenta que la disminución de las luchas cívicas no puede 
ser explicada exclusivamente por la aplicación de la reforma municipal. El 
asesinato de cerca de 1.000 líderes cívicos y sindicales en las vísperas de la 
primera elección de alcaldes tuvo mucho que ver en el reflujo de los 
movimientos cívicos. Además, algunos de éstos dieron el salto a la lucha 
electoral (p. 39)  
 
Luego, al segundo año de la presidencia del liberal Cesar Gaviria (1990 – 1994) las 
movilizaciones se reanimaron y marcaron una pendiente ascendente durante toda la 
década del noventa. El propósito de la “institucionalización de lo social”, a través del 
proceso de la descentralización y de las otras reformas constitucionales, enfrentó 
rápido su límite. No menos aleccionador fueron las motivaciones del auge de las 
movilizaciones sociales y los lugares en los que ocurrieron. En el gobierno de Gaviria 
el principal motivo de las protestas sociales fueron las demandas alrededor de los 
                                        
628. Debo la claridad de esta caracterización del cierre de los espacios al “sujeto político popular” 
mediante la tenaza entre institucionalización neoliberal y muerte a Héctor León Moncayo, investigador 
del Instituto Latinoamericano de Servicios legales Alternativos – ILSA-, del que fue su Director. 
Entrevista septiembre 2000, Bogotá, Darío I Restrepo. 
629. Velázquez, “Descentralización Y Modernización Del Estado En Colombia.”  
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servicios públicos domiciliarios. En segundo lugar y de acuerdo con las palabras de 
la doctora en Estudios Culturales Martha Cecilia García (2001)630:  
 
El recrudecimiento de la guerra y la violación de derechos y garantías 
ciudadanos generalizaron las movilizaciones y paros para exigir al gobierno 
protección de los derechos civiles y políticos, indemnización a víctimas, 
desmilitarización de zonas, cese a los operativos militares, diálogos regionales 
con presencia ciudadana, respeto a los defensores de derechos humanos 
acusados de ser auxiliadores de la guerrilla y de desprestigiar al gobierno ante 
la comunidad internacional, así como para pedir a guerrilleros y paramilitares 
el cese de sus acciones contra la población civil presa en medio de fuegos 
cruzados. Estas demandas llegaron a ocupar el segundo lugar entre los 
motivos de protesta. (p. 110). 
 
Grave constatación porque significa el fracaso de las reformas en ambientar la paz, 
motivo expreso de las fuerzas que legislaron la descentralización y pactaron la nueva 
constitución. Aunque para ser más precisos, el éxito de la estrategia de inserción 
institucional de movimientos armados y sociales en la vida política generó un 
incremento de la violencia de parte de los opositores de los nuevos arreglos 
institucionales: las guerrillas activas y los paramilitares de derecha. Las 
movilizaciones en contra de la violencia y el desplazamiento no son otras que 
aquellas de la pugna por el control estratégico de los territorios y por órdenes 
alternativos de su organización. (Fajardo 2012)631. Los ejércitos paramilitares 
representan la acumulación de la tierra, la economía extractiva a gran escala y las 
grandes plantaciones de mono cultivos para la exportación, incluyendo la coca y la 
                                        
630. García, Martha C. (2001), ’Luchas y movimientos cívicos en Colombia durante los ochenta y los 
noventa, transformaciones y permanencias’, in Mauricio Archila, Mauricio Pardo (ed.), Movimientos 
Sociales, Estado y Democracia. (Bogotá: Universidad Nacional de Colombia) 88 - 124 
 
631. Fajardo, Darío (2012) ‘Experiencias y perspectivas de las zonas de reserva campesina’, Juan 
Guillermo Ferro y Gabriel Tobón (ed.), Autonomías territoriales, experiencias y desafíos (Bogotá: 
Pontificia Universidad Javeriana) 55 - 70 
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marihuana. En cambio la economía campesina, pequeña y media, azotada por la 
crisis económica y la presión armada representa la subsistencia de los mercados 
locales, la producción para el consumo, la subsistencia de la variedad de productos, 
técnicas y paisajes, todo a través de una recreación de redes de intercambio 
productivo, social, familiar y cultural local. 
 
En el gobierno del liberal Ernesto Samper Pizano (1994 – 1998) las movilizaciones 
en contra de la violencia siguieron ocupando el segundo lugar en las motivaciones de 
las protestas sociales. Subieron al primer lugar los servicios sociales, y entre ellos, 
más la educación que la salud (García, 2001, p. 112)632. A ocho años de iniciada la 
transferencia de las políticas sociales básicas, fundamentalmente la salud y la 
educación, estas concitaron el malestar social más frecuente. Una mezcla entre 
incapacidad administrativa local, corrupción y clientelismo en el manejo de las 
políticas cedidas, insuficiencia de recursos para atender las demandas represadas y 
el propio “modelo de descentralización sectorial”, podrían explicar los altos índices de 
protestas ciudadanas. Además, los trabajadores de dichos sectores animaron estas 
protestas cuando fueron víctimas de una desmejora en su estabilidad y condiciones 
laborales. En el gobierno del conservador Andrés Pastrana Arango (1998 – 2002), 
las protestas siguieron concentrándose alrededor de la violencia, la exigencia de los 
derechos constitucionales incumplidos y la violación a los derechos humanos, así 
como aglutinó al descontento popular la política social descentralizada debido a las 
fallas en los servicios.  
 
Importa señalar el desplazamiento de los lugares de las protestas, no 
concentrándose estas en mayor cuantía en pequeños poblados, sino en medianos e 
incluso articulando manifestaciones de cobertura regional, es decir, de varios 
departamentos al tiempo. Cuatro fuentes concurren en alimentar la expresión 
territorial agregada de los movimientos sociales. En primer lugar, las consecuencias 
                                        
632. García, Martha C. (2001), ’Luchas Y Movimientos Cívicos En Colombia Durante Los Ochenta Y 
Los Noventa, Transformaciones Y Permanencias’, in Mauricio Archila, Mauricio Pardo (ed.), 
Movimientos Sociales, Estado y Democracia. (Bogotá: Universidad Nacional de Colombia) 88 – 124. 
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territoriales de la apertura económica y el neoliberalismo sobre sectores económicos 
populares. En segundo lugar, la expansión paramilitar y el recrudecimiento de las 
confrontaciones armadas. Tercero,  la guerra contra las bases sociales de la 
producción de plantas con usos ilícitos. Y, finalmente, el “ancestral abandono de 
campo”, es decir, de la población pobre del campo, no de los grandes proyectos 
mineros y agroindustriales enquistados en las áreas rurales. 
 
En virtud de la transnacionalización económica fueron bajados los aranceles a la 
importación de alimentos de consumo básico, al tiempo que se redujeron los 
subsidios a los precios y se abandonó la compra de la producción de pequeños y 
medianos agricultores y ganadores. El resultado: la quiebra de miles de campesinos 
y el crecimiento de la deuda con el sector financiero. En las regiones productoras de 
arroz, maíz, frijol y café, entre otras, quebraron miles de campesinos y medianos 
productores, los cuales engrosaron las marchas regionales y emprendieron éxodos 
hacia los poblados intermedios. La expansión paramilitar se hizo “a sangre y fuego” 
en contra de la población campesina asentada en territorios fijos o de tránsito de las 
guerrillas, pero también en aquellos ricos en recursos naturales apetecidos en el 
comercio mundial. Con el transcurrir de los años noventa las confrontaciones entre 
los diferentes grupos armados tendieron a la regionalización de las hegemonías 
armadas. Los escenarios regionales de los conflictos generaron presiones sobre la 
población como las “Zonas Especiales de Orden Público” creadas en 1996, 
desplazamientos forzados y ataques a la economía popular (D 0717 de 1996)633. El 
corolario, marchas campesinas hacia las cabeceras departamentales en defensa de 
la vida, del territorio y de las bases económicas del sustento básico. Los bombardeos 
de las fuerzas armadas contra los “territorios rojos”, así como en contra de los 
                                        
633. Las ZEOP se constituyen a petición del gobernador del área en la que estuviera perturbado el orden 
público, crea una unidad de las fuerzas armadas bajo un solo comandante con capacidad de restringir 
los derechos de residencia y movilización de personas, además de prohibir el porte de armas. Decreto 
0717 de 1996 (abril 18) Diario Oficial No. 42.769, de 19 de abril de 1996. Por el cual se dictan unas 
medidas tendientes a la preservación del orden público. Diario Oficial.  Decreto 0717 de 1996   [en 
línea]: Secretaría  del Senado.  Bogotá: Diario Oficial No. 42.769  abril  19 de 1996. 
<www.secretariasenado.gov.co/senado/.../1996/decreto_0717_1996.html> [Consulta: 14 octubre  
2013].  
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campesinos cocaleros provocaron marchas regionales por la defensa del trabajo, el 
territorio y de la vida misma. Finalmente, “la deuda social con el campo”, factor 
estructural de larga duración, alimentó las protestas. El proceso de descentralización 
alimentó la esperanza de una mayor difusión de recursos y servicios sobre territorios 
con precaria presencia estatal y oportunidades económicas. Luego las transferencias 
se concentraron en mayor cuantía en las cabeceras municipales más que en las 
zonas rurales. Además, los ganadores de la apertura económica no fueron 
precisamente los sectores ligados a la economía campesina. Los factores anteriores 
confluyeron en alimentar la dimensión regional de las protestas y los intentos de 
construir la expresión política de los territorios en una escala regional, palabra 
genérica para referir agremiaciones políticas supra y sub departamentales. 
 
Entre las múltiples y crecientes protestas rurales se destacaron los picos de 1994 y 
1995 congregados en 6 departamentos por la quiebra de los productores marginales 
de café. La deuda, las altas tasas de interés, la poca presencia de los pequeños 
caficultores en las instancias gremiales de representación y la ausencia de políticas 
de desarrollo para este sector sumaron razones al desespero. En 1996 los 
campesinos cocaleros rechazaron los bombardeos, la fumigación y la represión de 
parte del conjunto de las fuerzas armadas. El gobierno de Ernesto Samper (1994 – 
1998) hizo esfuerzos inútiles para obtener una “certificación” de parte de los Estados 
Unidos de América como país que colaboraba en la lucha contra las drogas. La 
operación “conquista”, iniciada el 15 de mayo de 1996, logró éxodos masivos de 
campesinos fuera de sus parcelas y provocó la movilización de 150.000 productores 
en tres departamentos: el Guaviare, Caquetá y Putumayo, luego en el Meta. En la 
organización de la población se destacó el Movimiento Cívico para el Desarrollo 
Integral del Putumayo que rechazó tanto la injerencia externa de los EUA, la 
criminalización de los campesinos, el trato violento de parte del Estado como las 
fumigaciones con glifosato. A la vez los campesinos cocaleros le solicitaron al Estado 
atención integral para un desarrollo alternativo a la coca (Ramírez, 2001, p. 133)634. 
                                        
634. Ramírez, María C. (2001), ’Los Movimientos Cívicos Como Movimientos Sociales En El 
Putumayo: El Poder Visible De La Sociedad Civil Y La Construcción De Una Nueva Ciudadanía’, in 
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En 1998 fue el turno de los proyectos mineros de las trasnacionales, las masacres y 
desplazamientos provocados por los paramilitares y la depresión económica regional 
que motivaron las protestas de 15.000 pobladores en el sur del departamento de 
Bolívar. 
 
Una cosa son las movilizaciones regionales, otra distinta las organizaciones o 
articulaciones regionales de carácter más o menos estable que construyen una 
representación de la sociedad civil ante las autoridades políticas y administrativas de 
diverso nivel. Varios académicos han insistido en que existen más protestas sociales 
que movimientos sociales (Archila, 2001, p. 19)635. Sin embargo, destaca en la 
década de los noventa grandes esfuerzos por generar la representación socio 
territorial a nivel nacional y regional. Ejemplo de ello, el gran encuentro de junio de 
1995 de 220 organizaciones sociales de todo el país en el “Seminario Paz Integral y 
Sociedad Civil”, con la presencia de 1500 delegado provenientes de 30 foros 
regionales. El motivo principal, apoyar una salida negociada al conflicto armado y 
exigir la presencia de las organizaciones sociales en los escenarios y temas de 
negociación de una paz “con justicia social” (Zuluaga, 1996)636. Otra iniciativa la tomó 
el Coordinador Nacional Agrario –CNA- que realizó dos Foros Agrarios Nacionales 
(1997 y 1998) con el propósito de acordar una plataforma agraria de unidad. El 
mismo esfuerzo caracteriza al Consejo Nacional Campesino –CNC-, articulado el 
mismo con las centrales obreras, el cual eleva el nivel de elaboración programática 
de los movimientos rurales. El sociólogo de la Universidad Nacional John Jairo 
Rincón lista en extenso la expresión política de esta subjetividad social, con base en 
la cual destacamos (Rincón, 2001, pp. 105 - 107)637.  
 
                                                                                                                        
Mauricio Archila, Mauricio Pardo (ed.), Movimientos sociales, Estado y Democracia. (Bogotá: 
Universidad Nacional de Colombia) 127 – 149.  
635. Archila Mauricio, “Vida, Pasión Y. De Los Movimientos Sociales En Colombia,” in Movimientos 
Sociales, Estado Y Democracia (Bogotá: Universidad Nacional de Colombia, Centro de Estudios 
Sociales, 2001). 
636. Zuluaga Jaime, “Antecedentes Y Perspectivas De La Política De Paz,” in Colombia 
Contemporánea (Bogotá: Ediciones ECOE, 1996). 
637. Rincón, John J. “Una Mirada Al Movimiento Campesino En Los 90,” Revista Colombiana de 
Sociología Volumen VI, número 1 (2001): 87 - 108. 
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a) Repartición gratuita de la tierra dentro de la frontera agrícola existente para el 
campesino que carece de ella, en particular expropiación de las tierras de 
narcotraficantes y paramilitares para ser repartidas entre los campesinos.  
b) Defensa de las instituciones, programas y apoyos económicos debilitados por 
las políticas neoliberales, entre ellos, el Instituto Nacional de Reforma Agraria 
–INCORA- y la Caja Agraria.  
c) Protección de los productos nacionales básicos a través de la política exterior 
y formulación de una política integral de soberanía alimentaria con base en la 
economía campesina y la defensa de los sistemas productivos locales. 
d) Fortalecimiento de la representación campesina en las instancias del sector 
estatal, al tiempo de un debilitamiento de los intermediarios comerciales y de 
los negocios financieros con la producción campesina.  
e) Apoyos en infraestructura, tecnología, políticas sociales, créditos baratos, 
condonación de deudas, precios sustentados, compras estatales del 
producido campesino y centros de acopio. 
f) Sustitución de cultivos ilícitos por vías pacíficas, con participación del 
productor, acompañados de programas alternativos y apoyados por el Estado.  
g) Reconocimiento de las zonas de reserva campesina. 
h) Desmonte de grupos paramilitares, garantía de retorno sostenible de los 
desplazados por la violencia y la crisis económica, reparación a las víctimas y 
castigo a los victimarios y apoyo a una salida política negociada al conflicto 
armado con participación de las organizaciones sociales. 
i) Defensa de los territorios, la cultura, las autoridades y los gobiernos 
autónomos de las minorías étnicas. 
j) Defensa de los recursos naturales y abolición de los tratados internacionales 




No solo las movilizaciones pasan de lo local hacia lo regional, sino que el interlocutor 
directo de ellas es el gobierno nacional. Los desplazados lo interpelan, tanto como la 
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población que padece las fallas en la educación y en el sistema de salud, o las 
insuficiencias de infraestructura y de oportunidades de desarrollo territorial. A pesar 
de los esfuerzos mantenidos por el gobierno nacional para responsabilizar a los 
pobladores y autoridades locales por estos temas, desde abajo se increpa a la 
nación por las carencias de democracia, desarrollo y bienestar en los territorios. 
 
Merece resaltar también una creación institucional que concentra las pugnas por 
usos de ordenamientos territoriales del poder en las zonas rurales: Las Zonas de 
Reserva Campesina –ZRC-. La ley 160 de 1994 crea el Sistema Nacional de 
Reforma Agraria y Desarrollo Campesino que sucedió a un asenso de las 
movilizaciones campesinas (Ferro y Barros, 2012, p. 87)638 contempló la figura que 
contó con un crédito del Banco Mundial por seis millones de dólares, el aval del 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural y el apoyo del Instituto Colombiano para 
la Reforma Agraria INCORA-. Desde el dispositivo programático neoliberal las ZRC 
debieran organizar la población campesina alrededor de grandes proyectos de 
inversión y acumulación del capital. Dotar mano de obra permanente y estacionaria, 
así como suministrar productos para el consumo de la gran empresa no era menos 
estratégico que garantizar un cinturón de seguridad y legitimidad alrededor de los 
grandes proyectos de inversión vinculados a circuitos trasnacionales. Desde los 
productores rurales las ZRC son una institucionalización de prácticas sociales, 
productivas, administrativas y políticas de poblados campesinos que han sobrevivido 
al margen de la atención estatal y que han recibido continua (re) presión del mercado 
y los ejércitos privados. Entre 1997 y el año 2002 se conformaron seis ZRC en los 
departamentos del Guaviare (Calamar en 1997), Caquetá (Pato – Balsillas en 1997), 
Sur de Bolívar (Arenal y Morales en 1999), Cundinamarca (Cabrera en el 2000), 
Putumayo (Puerto Asís en el 2000) y la región del Magdalena Medio (Río Cimitarra 
en el 2002) alrededor de cuatro propósitos (Ferro y Barros, 2012, p. 91)639: a- evitar 
                                        
638. Ferro, Juan Guillermo; Barros, Gabriel. “Las Zonas de Reserva Campesina y la naciente autonomía 
territorial” In Juan Guillermo Ferro y Gabriel Barros (ed.), Autonomías territoriales: experiencias y 
desafíos. (Bogotá: Universidad  Pontificia Javeriana) pp. 81 - 105 
639. Ferro, Juan Guillermo; Barros, Gabriel. “Las Zonas de Reserva Campesina y la naciente autonomía 
territorial” In Juan Guillermo Ferro y Gabriel Barros (ed.), Autonomías territoriales: experiencias y 
desafíos. (Bogotá: Universidad  Pontificia Javeriana) pp. 81 - 105  
      
  
416 
la ampliación de la frontera agrícola mediante la devastación de los bosques, b- 
estabilizar la economía campesina, c- impedir la concentración terrateniente de la 
tierra y la fragmentación de parcelas y d-  frenar el surgimiento de la violencia.  La 
geografía de las ZRC no siempre coinciden con la división político administrativa 
regular puesto que calcan los mapas de las organizaciones y de los sistemas de 
producción campesina (Estrada, 2013, p. 26)640. Con el asenso del gobierno de 
Álvaro Uribe Vélez en el 2002 se suspendió el proceso de acreditación institucional 
de las zonas campesinas. Contra ellas se desató la represión y la persecución de sus 
líderes a nombre de la política de “Rehabilitación y Consolidación” que dio trato 
contra insurgente a las vivencias de ordenamientos territoriales autónomos de los 
campesinos colombianos. 
 
El movimiento de los trabajadores asalariados tuvo su cúspide en el Paro Cívico de 
1977. Desde entonces su protagonismo cedió ante el aumento de los movimientos 
cívicos territoriales durante el resto de la década del setenta y el ochenta. En los 
noventa los movimientos cívicos más activos vinieron de la población rural, los 
desplazados por la violencia, los movimientos étnicos y los campesinos arruinados 
por la apertura a la competencia internacional de los productos agrícolas. El declive 
relativo del movimiento obrero no lo fue tanto por la cantidad de huelgas en los 
ochenta y los noventa sino por la pérdida de relevancia política de la fuerza de los 
trabajadores. Desde los ochenta las huelgas se tornaron defensivas de la condición 
obrera, de las normas y pliegos que se desvanecían con el auge neoliberal (Medina, 
1989, pp. 30 - 32)641. La privatización de empresas debilitó a los sindicatos, tanto 
como la descentralización de la educación aminoró la fuerza de negociación nacional 
de la Federación Colombiana de Educadores –FECODE-, el sindicato de los 
maestros. El incremento del empleo informal a costa del empleo formal (Rosales, en 
línea)642 y la generalización de la sub contratación por las grandes, medianas y hasta 
                                        
640. Estrada, Jairo, “La producción campesina del territorio. las Zonas de Reserva Campesina” Revista 
Espacio Crítico No 18 (2013) http://www.espaciocritico.com/?q=taxonomy/term/5 [Consulta: 5 de 
mayo de 2014] 
641. Medófilo Medina, “Bases Urbanas De La Violencia En Colombia,” Historia Crítica No. 01 (1989).  
642. “El empleo informal en Colombia ha aumentado considerablemente: en 1994 la población urbana 
empleada en la economía informal era del 30,3% mientras que, en 1998, el porcentaje se elevó a 
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pequeñas empresas también contribuyó a generar condiciones estructurales al 
apocamiento de la fuerza obrera (Corchuelo, 1993, en línea)643. Por último y no de 
poca importancia, la violencia en contra de los líderes sindicales amedrentó la 
radicalidad de los líderes más comprometidos (Wako, 1990, pp. 15, 40)644. Sin 
embargo, las protestas de trabajadores no desaparecieron del mapa social, en 
particular en contra de las privatizaciones, la des regulación laboral, el detrimento de 
la seguridad laboral, en oposición a los tratados llamados de Libre Comercio y en 
defensa de la seguridad del movimiento obrero. Los paros de trabajadores se 
incrementaron a finales de los noventa en compás con el auge de otras 
movilizaciones sociales y étnicas, en particular en los años 1997, 1998 y 1999. 
 
4.4.4  Indios y negros 
 
En Colombia la población indígena representa el 3,4% (87 etnias, 64 lenguas) y la 
población negra, llamada afrodescendiente, el 10,6%. Sin embargo, en términos de 
resonancia política y simbólica los indios tienen un mayor peso dentro del accionar y 
el imaginario de los movimientos sociales desde la década del setenta del siglo XX.  
 
Su fuerza, más que originarse en movilizaciones capaces de paralizar al país o 
partes importantes de él, o por su proyección en movimientos políticos y 
representación electoral significativa, provino de una confluencia virtuosa. De una 
                                                                                                                        
37,3% según los datos de la CEPAL”. Rosales, Lucía. Reseña Sobre la Economía y su organización en 
América Latina, [en línea]. En: Global Labour Institute. Economía Informal.  (2003: Ginebra), 
<http://www.globallabour.info/es/economia_informal/> [Consulta: 14 octubre 2013]. ‎ 
643. Corchuelo, Alberto. El Proceso  de Apertura Colombiano y la Transformación de las Relaciones 
Laborales [en línea].  Boletín Socioeconómico Número 26. Cali: Universidad del Valle. Facultad de 
Ciencias Sociales y Económicas (1993). 120. P.p. 43-58. 
<http://cms.univalle.edu.co/socioeconomia/media/ckfinder/files/El%20proceso%20de%20apertura%20
colombiano%20y%20la%20transformacion%20de%20las%20relaciones%20laborales.pdf>, [Consulta: 
14 octubre 2013].  
644. Solamente en 1998 fueron asesinados 198 obreros industriales en tanto que en el 1989 lo fueron 
111.  La Central Unitaria de Trabajadores – CUT- , concentra el 85% de los asesinatos de sindicalistas 
en Colombia. Wako, Amos,  Informe Oficial. Relator Especial Ejecuciones Arbitrarias en Colombia.  
[en línea], Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas 1990. [Citado 14 octubre 2013], 
Comisión Colombiana de Juristas. Disponible en Internet:  
http://www.coljuristas.org/biblioteca/libros.html.   
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parte, la ideología neoliberal que prefiere reconocer a la sociedad por categorías 
étnicas, sectoriales o individuales en vez de hacerlo por las relaciones productivas 
(clase social) o ideología. Los vestigios de las descendencias étnicas engrosan en su 
mayoría la población más pobre del país que vive en territorios con muy escasa 
presencia del Estado y poco desarrollo del mercado capitalista. La prelación por los 
pobres permite una alianza desigual entre la “vía del mercado” y los marginados de 
siempre, a los cuales se les podría inocular colectivamente una inserción a la 
economía formal y moderna. Por otra parte, la “nueva cultura política” de la izquierda 
democrática también invita a superar el obrerismo y las distintas vertientes 
revolucionarias del marxismo. El nuevo paradigma de la democracia a alcanzar es el 
reconocimiento de una multiplicidad de derechos y aspiraciones sociales en relación 
directa con la diversidad propia de la sociedad y sus valores. En la década del 
setenta los residuos de pequeños poblados homogéneos de negros e indios se 
volvieron muy importantes para vertientes opuestas del espectro ideológico. Las 
minorías étnicas encarnaban la línea del pasado que había que extraer al 
ostracismo, la negación y la marginalidad. La nueva democracia y la nueva política 
social de mercado confluyeron en la atención de minorías plenas, es decir, con 
especificidades en su habitar, cultura e identidad.  
 
La tercera causa de la emergencia étnica son los pueblos étnicos mismos. Sectores 
campesinos, indígenas desde los setenta y negros desde los ochenta, empezarán a 
levantar su diferencia étnica como signo de distinción y no ya de vergüenza. Desde 
la década del setenta emergió, literalmente, el renacer de las identidades étnicas en 
Colombia. Los líderes de dichas poblaciones entendieron bien la oportunidad y 
emprendieron un proceso de re-construcción de raíces y de reclamo de derechos 
ancestrales. En sintomática declaración el investigador francés Christian Gross 
afirmó (2012)645: 
 
                                        
645. Christian Gros, Políticas De Etnicidad: Identidad, Estado Y Modernidad (Bogotá: Instituto 
Colombiano de Antropología e Historia -ICANH-, 2012).  
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[…] el IV Congreso Indígena Nacional organizado por la ONIC [en 1993] una 
buena noticia iba a ser anunciada: la resurrección de los indígenas Kankuamo 
de la Sierra Nevada de Santa Marta. (p. 60). 
 
La resurrección significa que el exterminio al cual habían sido sometidos no fue 
definitivo, puesto que la descendencia de campesinos mestizos quería emprender el 
camino de regreso. Sin embargo, no había para ellos, como para tantos otros, una 
identidad a la cual volver, sino una identidad a construir con base en la sobrevivencia 
de rasgos que hacían diferentes a una población: ocupación de territorios, 
autoridades de base, reglas de moral y justicia específicas. Es decir, esquirlas de 
cultura, de relaciones sociales, de formas de relacionarse entre ellos, con la 
naturaleza y con los demás (Jaramillo, 2011, p.31)646.  
 
Dos episodios remotos merecen evocación porque ayudan a dimensionar el giro 
dramático en la relación entre la nación colombiana y sus etnias minoritarias desde la 
década del setenta del siglo XX. En los albores de la nueva república fundada en 
1819, y antes mismo de su primera constitución en 1821, el libertador Simón Bolívar 
expidió un Decreto según el cual: 
 
Se devolverá a los naturales, como propietarios legítimos, todas las tierras que 
formaban los resguardos según títulos cualquiera que sea el que aleguen para 
                                        
646. En palabras de Efraín Jaramillo Jaramillo: “A diferencia de los movimientos indianistas y 
las prédicas de antropólogos fundamentalistas, para los indígenas colombianos “restaurar 
sus organizaciones y culturas” (para utilizar términos de los indianistas) no significa 
remontarse a los imaginarios de épocas precolombinas. Significa ante todo recrear sus identidades, 
no de acuerdo a lo que fueron, sino a lo que hoy día son: pueblos que han perdido buena parte de lo 
que fueron sus territorios y que han sufrido fuertes procesos de aculturación y deterioro de su 
identidad. Pero que insisten en vivir en comunidad, aprecian la propiedad colectiva, rechazan el 
individualismo, aspiran a vivir en la tierra de sus ancestros y se organizan para recuperarla o para 
apropiarse de nuevos espacios, donde puedan vivir en paz, decidiendo su propio desarrollo y 
vindicándose como comunidades políticas autónomas”. Efraín Jaramillo, Los Indígenas Colombianos 
Y El Estado. Desafíos Ideológicos Y Políticos De La Multiculturalidad, Serie Debates (Bogotá: Grupo 
Internacional de Trabajo sobre Asuntos Indígenas - IWGIA-, 2011). 
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poseerla los actuales tenedores (…) Dado en el Cuartel General del Rosario 
de Cúcuta, a 20 de mayo de 1820647.  
 
El mismo decreto dispuso la política de “Repartimiento”, principio según el cual, una 
vez devuelta la tierra a la comunidad esta debía repartirse en propiedad privada a las 
familias que quedaban autorizadas a vender o explotar el terruño. De esta manera 
entre 1820 y 1890 se desplegó una gigantesca “etapa liquidacionista”, en el decir del 
especialista en Derecho Indígena Roque Roldán (Caicedo, 2005)648. La República 
nacional a construir debía ser de ciudadanos libres e iguales entre ellos y ante la ley. 
Las formas de propiedad colectiva (resguardos), el habitar tradicional (parroquias y 
pueblos de indios), las autoridades tradicionales (caciques) y las formas de gobierno 
propio (cabildos) eran considerados signos de atraso. La avaricia se desató sobre el 
mundo indio al punto que la naciente república disolvió los poblados, dispersó la 
población y acumuló las tierras indias vecinas de las aglomeraciones importantes. 
Los límites del poder del Estado salvaron a los indios situados en unos confines en 
los que la soberanía administrativa y la extensión económica eran precarias. Se fue 
conformando así una Colombia central y otra refugiada en las fronteras, los bosques, 
las selvas, los desiertos, las sabanas y los páramos.  
 
No le fue mejor a la población negra a los que el libertador les prometió desde 1816, 
ante el presidente de la liberada Haití, el fin de la esclavitud si se ganaba la 
independencia. Mientras la mayoría de los pueblos de indios apoyaban la monarquía 
española protectora y fueron reacios a la independencia de los criollos, los poblados 
negros se vincularon en las batallas contra los españoles y los realistas buscando su 
libertad. La República no les concedió después reconocimiento específico como 
                                        
647. Tomado de: Albicentenario. Celebración Colombia. El 20 de mayo se cumplen 190 años del 
decreto de Simón Bolívar que ordenó devolverles los resguardos a los indígenas. [en línea]. En: 
Albicentenario. Celebración Colombiana. 
http://www.albicentenario.com/index_archivos/celebracion_colombiana125.html[Consulta: 22 mayo 
2013].  
648. Giraldo, L. Javier. Los pueblos indígenas durante la época de la independencia (1810 – 1840) y 
retroceso de derechos para el bicentenario. [en línea]. En: Archivo digital Albicentenario. Celebración 
Colombiana (6 de abril del 2005). http://www.albicentenario.com/index_archivos/Page2459.htm, 
[Consulta: 22 mayo 2013]. 
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pueblos por lo que nunca adquirieron trato singular como los indígenas. La promesa 
del fin de la esclavitud fue transformada después por una oferta de libertad para los 
hijos nacidos después de 1821 y libres al alcanzar los 18 años. El último escollo para 
merecer la libertad fue contar con la protección de un hombre blanco que les 
ofreciera trabajo. Así continuó durante tres décadas, hasta 1852, la relación de 
sometimiento del trabajador mediante argucia racial “extra económica” y 
consideración de su menos valía como ser humano. 
 
El segundo acontecimiento definitivo advino con el triunfo militar de los ejércitos 
conservadores contra el gobierno liberal en 1885, en consecuencia del cual se inició 
el periodo de la “Regeneración”. Los conservadores reivindicaron el mundo colonial, 
la autoridad de la iglesia y el orden divino de las cosas y la sociedad. Los indios 
hacían parte del orden tradicional, eran las castas bajas, salvajes e incivilizadas que 
había que seguir “reduciendo”, adoctrinando, cristianizando y culturizando. Para ello, 
y mientras se lograban dichas nobles metas, se les concedió el reconocimiento de 
tierras (resguardos), autoridades (cabildos) y estatuto especial de menor valía desde 
el punto de vista del derecho. Además, estuvieron bajo la tutela de las Misiones que 
habrían de inocularles los valores religiosos (Pineda, 2002)649. La Ley 89 de 1890 se 
convirtió en paradójico salvaguarda de los residuos de los pueblos autóctonos contra 
la arremetida de los liberales (Jaramillo, 2011)650. Los pueblos indígenas 
consideraron dicha ley de inspiración colonial el mayor gesto de reconocimiento de la 
República hacia ellos … hasta el advenimiento de la Constitución de 1991 (Sánchez 
y Molina, 2010, p.17)651. Protección relativa porque cada contienda militar en el siglo 
                                        
649.  Ley 89 de 1890, "Por medio de la cual se determina la manera como deben ser gobernados los 
salvajes que vayan reduciéndose a la vida civilizada". Citado por Roberto Pineda, “Estado Y Pueblos 
Indígenas En El Siglo Xx. La Política Indigenista Entre 1886 Y 1991,” Revista Credencial Historia 
No. 146 (2002). 
650. Jaramillo, Los Indígenas Colombianos Y El Estado. Desafíos Ideológicos Y Políticos De La 
Multiculturalidad.  
651. “Porque la Ley 89 creaba un campo especial del derecho solo aplicable a los indígenas y 
reconocía, de un lado, el régimen comunal de los resguardos de tierras, y de otro, el gobierno propio a 
través de los llamados «pequeños cabildos». Un fuero especial, territorios comunales y gobierno 
propio era lo que desde la Colonia venían reclamando los indígenas”. Hernán Molina Enrique 
Sánchez, Documentos Para La Historia Del Movimiento Indígena Colombiano Contemporáneo, vol. 
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XIX y XX dio lugar a la repartición de tierras, muchas de las cuales eran de los indios 
y los negros. La expansión de la propiedad de la tierra alrededor de los centros 
poblados despojó los resguardos con la ayuda de los poderes territoriales. El mapa 
de la presencia de las etnias se empujó cada vez más lejos, hacia zonas cada vez 
más inhóspitas. El prejuicio sobre los indios y negros salvajes y primitivos se fue 
convirtiendo en realidad. La mayoría de tierras fueron declaradas baldíos, vacías o 
vacantes como si sus pobladores fueran parte del paisaje más no legítimos 
poseedores. Manuel Quintín Lame, indio del pueblo Nasa se inmortalizó desde la 
década del 10 del siglo XX por su pertinaz lucha contra tal expropiación que no era 
otra que la negación de la existencia de los indios como “etnia, cultura y territorio”. 
 
El siglo XX no mejoró la situación de los pueblos étnicos, continuaron el despojo de 
resguardos y territorios, así como la conversión en campesinos y población 
trashumante. Se creó una mano de obra buena para abrir la frontera agrícola, 
engancharse en la minería, las cosechas estacionarias y las construcciones públicas. 
La persecución étnica no conoció entonces distinción entre los partidos Liberal y 
Conservador, cuyos más connotados líderes expresaron ideas tales como la del 




En nuestra condición de raza conquistadora, ya que arrebatamos el suelo al 
indio y que cada día vamos estrechándola para lo más recóndito de las selvas, 
tenemos obligación –si de veras somos cristianos- de arrancarlos a la barbarie 
en que viven, para traerlos a la comunión de la fe, del trabajo y de la sociedad. 
(p. 7). 
 
                                                                                                                        
Tomo 1, Biblioteca Básica De Los Pueblos Indígenas De Colombia (Bogotá: Ministerio de Cultura, 
2010). Este libro compila textos de los principales líderes indios durante todo el siglo XX. 
652. Rojas Francisco, “Intervención Del Constituyente Indígena Francisco Rojas Birry Ante La 
Asamblea Constituyente” Bogotá, 1991). 
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Y la del ascendiente líder del Partido Conservador, Laureano Gómez, quien en 
célebre conferencia del año 1928 afirmó (Jaramillo, 2011)653:  
 
Nuestra raza proviene de la mezcla de españoles, indios y negros. (...) Es en 
lo que podemos haber heredado del espíritu español, donde debemos buscar 
las líneas directrices del carácter colombiano contemporáneo. Pues lo que 
aportan los indígenas y negros a nuestra herencia son estigmas de completa 
inferioridad. (p. 24). 
 
 
La inflexión de la tendencia desde la normatividad estatal se inició durante el 
gobierno del liberal Alberto Lleras Camargo (1958 – 1962) mediante la ley 135 de 
1961 de reforma agraria que permitió la (re) creación de resguardos654. También se 
creó entonces el Instituto Colombiano de Reforma Agraria –INCORA- que habilitó 
resguardos en alejadas selvas y sabanas de comprobada presencia indígena. 
Posteriormente, en la presidencia del también liberal Carlos Lleras Restrepo (1966 – 
1970) se promueve de nuevo la reforma agraria que es fuertemente combatida, 
también de nuevo, por una alianza de los terratenientes de ambos partidos 
tradicionales. El atentado contra la propiedad privada de la tierra asusta a los 
industriales y a la iglesia que también se suman al coro de la oposición a las 
reformas en favor de campesinos mestizos y campesinos con identidad étnica. El 
presidente Lleras Restrepo había fomentado la creación de la Asociación de 
Usuarios Campesinos –ANUC- en el entendido que se necesitaba una fuerza 
organizada para implementar el programa y resistir la presión de los terratenientes. 
                                        
653. Laureano Gómez sería luego presidente de la República para el período 1953 – 1957, fue gran 
animador de la persecución contra los judíos durante la segunda guerra mundial y contra los liberales 
en el período de la violencia. Citado por Jaramillo, Los Indígenas Colombianos Y El Estado. Desafíos 
Ideológicos Y Políticos De La Multiculturalidad. 
654. La ley 135 de 1961 de reforma agraria prohibió la adjudicación de baldíos en territorio de indios.  
“Artículo 29o. [...] no podrán hacerse adjudicaciones de baldíos que estén ocupados por comunidades 
indígenas o que constituyan su hábitat, sino únicamente y con destino a la constitución de resguardos 
indígenas.” Diario Oficial. Ley 135 de 1961 [en línea]: Diario Oficial Año XCVIII N. 30691. 
Diciembre 20, 1961. P.801. 
<http://juriscol.banrep.gov.co/contenidos.dll/Normas/Leyes/1961/ley_135_1961> [Consulta: 15 
octubre 2013].  
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El pacto de clase en contra de la reforma agraria embraveció a los campesinos que 
emprendieron ocupaciones de tierra en el año de 1970 y 1971, bajo el gobierno del 
conservador Misael Pastrana Borrero (1970 – 1974). Esta radicalización provocó una 
división en el sindicato agrario entre dos vertientes, una moderada conciliadora con 
el gobierno, la “Línea  Armenia” y otra radical de confrontación e impulsora de la 
reforma agraria por la vía de los hechos, la “Línea Sincelejo”. Es en el seno de esta 
segunda vertiente que nace el Consejo Regional Indígena del Cauca –CRIC- en 
1971. Los indígenas campesinos reconocen que además de su situación de clase 
tienen una especificidad étnica que los distingue en cuanto a lengua, cultura, 
identidad, códigos morales y legales. Más aun, no aspiraban ellos a la propiedad 
privada o familiar de la tierra como los demás campesinos, sino a la propiedad 
colectiva de sus resguardos al mando de sus propias autoridades, los caciques y los 
cabildos. El asenso del movimiento campesino a principios de los setenta fue la sala 
cuna del (re) nacer de la identidad y la organización indígena. 
 
Los investigadores William Villa y Juan Hougton distinguen cuatro periodos a partir 
de entonces (2005)655. El primero caracterizado como el “despertar indígena” va 
desde 1971, con la creación del CRIC, hasta el año de 1982 en el que se funda la 
Organización Nacional Indígena de Colombia-ONIC-656. Periodo caracterizado por la 
creación de 9 organizaciones regionales, la lucha legal por el reconocimiento de los 
resguardos y la confrontación con los terratenientes y poderes locales que atentan 
contra la propiedad colectiva de la tierra. El segundo periodo de consolidación se 
extiende desde 1982 hasta la Asamblea Constituyente de 1991. Se caracteriza por 
avances normativos importantes a favor de los indígenas, así como por la extensión 
del reconocimiento legal de resguardos y autoridades. El gobierno del presidente 
Belisario Betancur (1982 – 1986) reconoce la representación indígena invitada al 
Comité Nacional Indígena –CONI-, lugar de interlocución permanente entre el Estado 
y los indígenas. Importa señalar que los avances posteriores en el reconocimiento de 
                                        
655. Hougton Juan,  Villa William, Violencia Política Contra Los Pueblos Indígenas En Colombia, 
1974 - 2004 (Bogotá: IWGIA / OIA / CECOIN, 2005). 
656.  El detonador circunstancial que propulsó la creación de la ONIC fue la primera movilización 
nacional de pueblos indígenas en contra de las medidas avanzadas por el gobierno del presidente 
Turbay Ayala (1978 – 1982).  
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las etnias se apoya en la aprobación del Convenio 169 de la OIT, el cual fue 
ratificado por Colombia mediante la ley 21 de 1991657. La Constituyente fue el 
momento cumbre del movimiento indígena en la medida en que el Estado reconoce 
al fin la composición multicutural y pluriétnica de la nación. La historia de los indios 
en la república se parte entonces en dos. En la Carta del 91 los logros legales, 
simbólicos y políticos ascendentes desde los setenta se convierten en normas y 
principios constitucionales. En palabras del profesor francés de la Universidad de 
Paris III Christian Gross (2012)658 los indios obtienen: 
 
[…] el derecho a autogobernarse bajo la forma de cabildo, […] atención 
gratuita en los hospitales, derecho a la educación bilingüe y bicultural, acceso 
gratuito a la universidad, exención del servicio militar y de los impuestos sobre 
la tierra, derecho a ser juzgado según sus usos y costumbres dentro del seno 
de la comunidad y, desde la Constitución de 1991, derecho a transferencias 
del presupuesto nacional, derecho a la protección de su medio ambiente y 
derecho a dos senadores elegidos a nivel nacional por circunscripción 
especial. (p. 64). 
 
Además, derecho a la tierra, a la explotación de sus recursos naturales y a ser 
consultados previamente cuando el Estado pretenda realizar o autorizar grandes 
proyectos de inversión en sus territorios (Porras, 2011, p.4)659.  
 
                                        
657. Ley 21 de 1991. Diario Oficial 39.720 (marzo 4) “por medio de la cual se aprueba el Convenio 
número 169 sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes, adoptado por la 76a. reunión 
de la Conferencia General de la O.I.T., Ginebra 198”. Diario Oficial. Ley 21 de 1991. [en línea]: Diario 
Oficial 39.720 marzo 4 de 1991.  
<http://www.elabedul.net/Documentos/Leyes/1991/Ley_21_de_1991.pdf> [Consulta: 14 octubre 
2013]. 
658. Gros, Políticas De Etnicidad: Identidad, Estado Y Modernidad.  
659. “La Consulta Previa es un derecho fundamental de los pueblos indígenas y tribales del mundo, 
reconocido por las Naciones Unidas mediante el Convenio OIT 1691 de 1989 e incorporado en la 
legislación nacional por la Ley 21 de 1991 que aplica a los grupos étnicos. Busca salvaguardar las 
personas, instituciones, bienes, trabajo, culturas y medio ambiente de estos pueblos, así como 
reconocer y proteger sus valores y prácticas sociales, culturales, religiosas, espirituales e 
institucionales”. Porras Oswaldo A., “Apuntes Sobre La Consulta Previa Con Grupos Étnicos,” 
Documento de Trabajo Interno, DNP_DDTS-SODT (2011): 21. 
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Una tercera fase de institucionalización del poder étnico se despliega entre 1991 y el 
año 1997. Se caracteriza por una relativa paz social en la medida en que disminuyen 
los asesinatos de líderes y desplazamientos de comunidades respecto del pasado y, 
en particular, respecto de lo tiempos aciagos que vendrán después660. Los trámites 
legales para la obtención de recursos, tierra y reconocimiento atraen las mayores 
energías. Diversos mecanismos de participación en todas las instancias del Estado y 
en particular en aquellas encargadas de decidir de las normas atenientes a la 
cuestión indígena concentran la movilización de los líderes. En contraprestación se 
ahonda una lejanía entre los tiempos, lugares y requisitos que demandan tales 
gestiones con aquellos que acostumbran practicar las comunidades y pueblos. El 
acceso al Estado y a la política representativa genera a la vez un desdoblamiento de 
las formas de representar, organizar y decidir dentro del movimiento indígena. No 
dejarán de aparecer las tensiones entre líderes y bases sociales, organizaciones 
étnicas y representantes políticos, asuntos nacionales y demandas locales, vocería 
ante el Estado y pluralidad de pueblos (ONIC, 2000, p. 43)661.  
 
La participación indígena en la Asamblea Constituyente de 1991 se aseguró 
mediante una circunscripción especial para dos delegados: Lorenzo Muelas y 
Francisco Rojas Birry. Además Alfonso Peña Chepe participó por el Movimiento 
guerrillero Quintín Lame en gracia a su desmovilización, con vos y sin voto. A partir 
de entonces se generó la participación regular de representantes indígenas a los 
cargos de elección popular662. Los resultados por nivel territorial retratan la realidad 
sociológica y política de la fuerza indígena. La representación en el congreso es poca 
aunque asegurada por la discriminación positiva existente. En una ocasión ha sido 
                                        
660. En la obra ya citada Villa y Hougton recopilan las estadísticas más completas sobre violencia 
contra los indios por años, actores, territorios y pueblos entre 1974 y el año 2004. 
661. Temprano se expresan altos niveles de tensión, por ejemplo en el IV Congreso Nacional de la 
ONIC llevado a cabo en 1993, ver Organización Nacional Indígena de Colombia, “Documentos De 
Reflexión Y Análisis Sobre La Onic En Sus 18 Años De Acción,” in Congreso De Los Pueblos 
Indígenas De La Media Colombia (Observatorio étnico, CECOIN, 2000).  
662. Dos agremiaciones políticas fueron creadas a principios de los noventa. La Alianza Social Indígena 
–ASI- en 1991 y el Movimiento Indígena Colombiano –MIC- en 1993; ambas de raigambre regional, 
la primera de la zona andina y la segunda de la Orinoquía y la amazonía. Las organizaciones políticas 
nunca tuvieron la fuerza de reemplazar en capacidad de representación, organización y movilización a 
las organizaciones sociales de base y menos a las organizaciones regionales y a la ONIC nacional.  
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electo un gobernador indígena y en las asambleas departamentales cuentan con 
muy poca representación propia. Escasos han sido también los alcaldes. En cambio, 
la representación en los concejos municipales alcanza la máxima inserción en la 
democracia representativa. Siendo el tamaño de las grupos humanos indios 
pequeños y dispersos, así misma es su representación política. Entre más alto el 
nivel territorial mayor dificultad encuentran en agregar votos y congregar simpatías 
electorales fuera de la población indígena (Virginie, 2010, p. 35 – 61)663.  
 
Tabla 13. 
Representantes Indígenas Electos, 1991, 2006 
 1991 1992 1994 1997 1998 2000 2002 2003 2006 
Congreso 4   2   5   3   2 
Gobernación   0 0 1   1   1   
Asamblea 1   11 10   11   7   
Alcaldes   0 8 14   15   9   
Concejo  21   170 164   249   214   
Fuente: A partir de Virginie Laurent.  
 
La institucionalidad estatal no colma las formas de organización, representación y 
movilización indígena. Sus organizaciones tradicionales persisten así como las 
prácticas ancestrales, siendo la minga de mucho impacto664. El repertorio es amplio: 
Los bloqueos de carreteras neurales665, las marchas desde remotas veredas hasta 
importantes poblados de blancos y mestizos666, las tomas de oficinas en las grandes 
ciudades667, la ocupación y recuperación de tierras668, las proclamas ampliamente 
                                        
663. Laurent, Virginie. “Con Bastones De Mando O En El Tarjetón. Movilizaciones Indígenas En 
Colombia,” Colombia Internacional No. 71 (2010): 35 - 61.  
664.  La minga es una gran marcha que involucra a toda la comunidad, desde los jóvenes hasta las 
madres con sus hijos colgados en la espalda y es escoltada por la Guardia de Seguridad Indígena, 
armada sólo de los bastones de mando. 
665. Como el bloqueo de la vía panamericana en 1999. 
666. Como por ejemplo en el año 2004 la “Minga por la vida, la justicia, la alegría, la autonomía y la 
dignidad” realizada entre el pueblo de Santander de Quilichao en el departamento del Cauca hasta la 
ciudad de Cali en el departamento del Valle, ambos al Sur Occidente de Colombia. 
667. Como la toma durante más de un mes de las oficinas de la Conferencia Episcopal en la ciudad de 
Bogotá en el año de 1996.  
668. Como la campaña “Por la liberación de la madre tierra” emprendida en el año 2005 por poblaciones 
indígenas del sur del país.  
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concertadas entre la diversidad de pueblos y sectores sociales669, las gestiones ante 
agencias nacionales e internacionales para obtener satisfacción de sus demandas670. 
En afortunada frase la francesa Virginie Laurent concluye que los pueblos indios 
combinan “el tarjetón y el bastón de mando”671. Particular mención merecen las 
estrategias desplegadas para luchar en contra de las consecuencias de los conflictos 
armados. Apoyo en amplios sectores del país se genera las veces que las 
comunidades han marchado hasta los campamentos guerrilleros, de los paramilitares 
y hasta las bases militares del ejército nacional, para exigirles que abandonen sus 
tierras. Célebre fue la ocasión en el año 2004 cuando el alcalde de Toribío, el Nassa 
(Páez) Arquímedes Vitonás Noscué, fue secuestrado por la las FARC. 400 indígenas 
armados solo de sus bastones se desplazaron hasta el departamento del Caquetá y 
rescataron a su alcalde672. Eventos dicientes han sido las ocasiones en que los 
jóvenes que se enrolan en alguno de los ejércitos irregulares han sido expulsados de 
la comunidad o sometidos a latigazos y reprimendas públicas673. En cuanto al 
                                        
669. Como la proclama del “Encuentro de Organizaciones campesinas, indígenas y agrarias de 
Colombia contra el TLC” que antecedió una masiva movilización en el año de 2006. En el sur del país, 
lugar de la mayor concentración de indígenas, 60.000 personas fueron escoltadas, en orden y seguridad 
por la guardia indígena de varias etnias, hasta la ciudad de Cali. 
670. Las etnias indígenas de América han creado sus redes de apoyo, campañas de solidaridad y 
plataformas con sus reclamos y expectativas. En particular el movimiento indígena colombiano se 
vinculó al Consejo Indio Suramericano –CIS- y al Consejo Mundial de Pueblos Indígenas –CMPI-.   
671.Laurent, “Con Bastones De Mando O En El Tarjetón. Movilizaciones Indígenas En Colombia.”  
672. Personaje del Año. “Vitonás, símbolo del poder indígena Los indígenas paeces, tal vez de los 
sectores más golpeados en Colombia, pusieron a raya a la maquinaria de guerra montada por 
guerrilla y paramilitares en el 2004. Sesenta mil marcharon en paz, la Guardia Indígena rescató al 
alcalde Vitonás de manos de las Farc y ganaron dos premios por su lucha”. Personaje del Año. [en 
línea]: NULLVALUE eltiempo.com. Bogotá: 18 de diciembre de 2004. Sección 
Otros.http://www.eltiempo.com/archivo/buscar?q=secuestro&a=2004&pagina=5&m=12&d=17  
[Consulta: 14 octubre 2013].   
673. “La Audiencia pública en la que se le aplicó el correctivo a los 4 guerrilleros retenidos durante un 
hostigamiento a la población civil indígena, la semana pasada, se llevó a cabo ayer 21 de julio en 
Toribio, un poblado pequeño y magnifico, pero hoy cercado por el desarrollo del conflicto. La 
Asamblea Indígena sabiamente sorteó este caso y culminó con la fueteada tradicional a los implicados 
y la entrega en firmada acta a los familiares de éstos que si bien en comienzo protestaron quedaron 
sorprendidos por el juicio justo y con pleno humanismo. La Audiencia se realizó con pleno éxito y 
contó con acompañamiento internacional, movimientos sociales, de la prensa y de unas 300 personas 
de las comunidades indígenas y se realizó en el marco de la justicia y la autonomía indígena, 
la constitucionalidad nacional y el Derecho Internacional Humanitario”. Tejido de comunicaciones. 
“Autoridades indígenas del Norte del Cauca ejercen Justicia Propia caso guerrilleros retenidos” [en 
línea]. En: Organización Nacional Indígena de Colombia-ONIC-. Asociación de Cabildos Indígenas 
del Norte del Cauca. (Santander de Quilichao: 22 julio, 2012),     
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movimiento indígena se puede concluir que lo social expresa la política de manera 
más intensa y efectiva desde las prácticas y organizaciones autóctonas que desde 
las entrañas del sistema de lo político, en particular los partidos, las elecciones y los 
mandatarios.  
 
Para Villa y Hougton el cuarto periodo se extiende desde 1997 hasta el año 2004, 
fecha en la que finalizan la investigación, pero cuyos líneas generales continuaron 
vigentes con posterioridad. Periodo trágico en el que todas las causas estructurales 
de la violencia, las viejas y las nuevas, se ciernen sobre los habitantes del campo, de 
lo cual no escapan las comunidades étnicas indígenas y negras. De atrás para 
adelante en la línea del tiempo: Siguen los procesos de colonización y apertura de la 
frontera agrícola que llegan a los territorios étnicos y expulsan a las poblaciones 
mediante coacción económica o violencia. La presión por la tierra de parte de los 
terratenientes que amplían la posesión de gigantescos territorios continúa, muchas 
de las veces con el apoyo jurídico de jueces corruptos, políticos de provincia y 
dependencias territoriales y centrales del Estado. La confrontación armada entre el 
ejército nacional y ejércitos irregulares de guerrilleros y para militares agrava la 
situación. El territorio se ha convertido en pieza clave de la guerra en la medida en 
que se zonifica y se estructura como campo de batalla. La guerra crea de hecho un 
nuevo ordenamiento territorial dinámico. Se instauran lugares de enfrentamiento, 
(que suelen ser aquellos de hegemonías en disputa), retaguardias de cada bando, 
corredores de circulación de personas, víveres y pertrechos, así como ejes de 
articulación por el cual se realizan desplazamientos estratégicos como en un tablero 
de ajedrez. En todos los casos las poblaciones que se encuentran en el camino 
están sometidas a los imperativos de la guerra y necesidades de los bandos en 
disputa. No solo quedan los campesinos, indios y negros en medio del fuego cruzado 
sino que el control de territorios y personas hace parte de la acumulación de fuerza 
de los guerreros. El incremento desde los años setenta del siglo pasado de los 
                                                                                                                        
<http://cms.onic.org.co/2012/07/autoridades-indigenas-del-norte-del-cauca-ejercen-justicia-propia-
caso-guerrilleros-retenidos/> [Consulta: 14 octubre 2013].   
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cultivos de uso ilícito (marihuana, coca y amapola) agrava todas las tendencias 
anteriores.  
 
“Las necesidades del desarrollo” son un enemigo poderoso, ahora justificadas por la 
premura de la internacionalización de la economía. Los espacios interiores pierden 
autonomía de articulación y gestión por sus autoridades, sean estos alcaldes o 
grupos étnicos. Se destacan: el desarrollo de la infraestructura física y productiva 
(carreteras, hidroeléctricas674), la extensión de la minería (oro, carbón675), la 
exploración y explotación de petróleo676, las plantaciones de monocultivos (palma 
africana, caucho677), la industria maderera y de especies tropicales678. Las 
actividades anteriores presionan la economía campesina y de las comunidades 
étnicas, cuando no son generadoras directas de desplazamiento y violencia. 
Finalmente, las fronteras municipales y departamentales vigentes no coinciden 
siempre con la geografía del poblamiento étnico, por lo cual la distribución de 
recursos y la implementación de políticas territoriales afectan la dinámica 
comunitaria. En palabras de Luis Évilis Andrade (2012)679:  
 
También existen conflictos de competencia entre entidades territoriales con 
territorios étnicos, en términos de la planificación, inversión y ordenamiento 
territorial, además en la concertación de proyectos municipales y 
departamentales. (p. 4). 
 
                                        
674. Los pueblos U’wa y Embera Katío desarrollaron una batalla de resonancia internacional contra la 
hidroélectrica de Urrá I porque afectaba al río Sinú y con él el entramado ambiental y paisajístico sobre 
el cual se estructura la cultura, la economía y la ocupación del territorio. Más de una veintena de 
asesinatos llevaba esa lucha por la sobrevivencia étnica al año 2004. 
675. Las licencias mineras las otorgan autoridades nacionales sin el consentimiento de las autoridades 
indígenas, aunque tampoco de las negritudes, ni de los alcaldes o gobernadores. 
676. Existen campos petroleros en territorios indígenas en los departamentos de Boyacá, Arauca, Norte 
de Santander y Putumayo.  
677. Grandes plantaciones de caucho se realizaron en el departamento del Chocó en territorios de los 
afrodescendientes que tienen prohibido su enajenación y subdivisión. 
678. Es importante el saqueo de las especies animales y forestales en los bosques donde habitan varias 
etnias indígenas, en particular en la región amazónica, la Orinoquía y las selvas del Pacífico.  
679. Andrade, Luis E. “Formulación De Una Política Propia En Materia Territorial,” Observatorio 
étnico (2012): 1 - 8. 
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Una de las principales conquistas normativas obtenidas en la Asamblea 
Constituyente de 1991 fue la obligatoriedad de una “Consulta Previa” con las 
comunidades en ocasión de la realización de grandes inversiones en “sus territorios”. 
La urgencia del desarrollo ha presionado la plena vigencia de este reconocimiento de 
la autonomía étnica a la baja. La ONIC relata un acontecimiento muy diciente al 
respecto (2012):  
 
La Dirección General de Asuntos Indígenas del Ministerio del Interior, el 5 de 
enero de 1995 llamó a los U’was a la ciudad de Arauca para consultar acerca 
de la exploración petrolera por la Occidental Inc. Oxy, que desestructura todo 
su territorio ancestral y mítico. Los delegados indígenas preguntaron si la 
consulta era para decidir sí o no al proyecto, a lo que la Directora contestó: “La 
consulta no es para decir sí o no a un proyecto, sino para que la comunidad 
entienda cómo se pueden ver afectados por los trabajos que se van a 
realizar…” (Acta de Reunión). Vale decir, para que se enteren cómo van a 
desaparecer como pueblo. (en línea)680. 
 
La lucha indígena y de los defensores de los derechos sociales y comunitarios 
consagrados en la Carta Política tuvieron eco en la Corte Constitucional que declaró 
en 1997 obligatoria la consulta previa (1997, en línea)681. Sin embargo, desde 
entonces la plena aplicación del mecanismo siguió padeciendo serias dificultades 
                                        
680. Organización Nacional Indígena de Colombia – ONIC-. “A Cinco Años De La Constitución. Por 
La Autonomía, La Cultura Y El Territorio,” [en línea]. En: Observatorio étnico. Centro de 
Cooperación al Indígena -Cecoin- (febrero 29 de 2012), 
<http://www.observatorioetnicocecoin.org.co/index.php?option=com_content&view=article&id=313:a
-cinco-anos-de-la-constitucion-por-la-autonomia-la-cultura-y-el-
territorio&catid=61:declaraciones&Itemid=133>, [Consulta: 17 mayo 2013]. 
681. “La explotación de los recursos naturales en los territorios indígenas debe hacerse compatible con 
la protección que el Estado debe dispensar a la integridad social, cultural y económica de las 
comunidades indígenas, integridad que configura un derecho fundamental para la comunidad por 
estar ligada a su subsistencia como grupo humano y como cultura. Para asegurar dicha subsistencia 
se ha previsto, cuando se trate de realizar la explotación de recursos naturales en territorios 
indígenas, la participación de la comunidad en las decisiones que se adopten para autorizar dicha 
explotación”. Corte Constitucional. “Sentencia SU-039 de 1997” [en línea]. En: Corte Constitucional 
de Colombia. (Santa Fe de Bogotá: febrero 21  de 1997), 
<http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1997/su039-97.htm> [Consulta: 17 mayo 2013].  
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que van desde argucias legales, manipulación a líderes y comunidades, hasta 
chantajes y ejercicio llano de la intimidación, la fuerza y la violencia. 
 
El breve relato anterior sobre las comunidades indígenas no es ajeno a las 
comunidades afrodescendientes. Para estas últimas la situación es un poco peor. 
Desde la colonia no conocieron estatuto especial de protección, ni territorio 
reconocido legalmente. La República independiente les postergó su liberación 
durante buena parte del siglo XIX. Luego fueron personas libres sin reconocimiento 
en tanto comunidades de derecho. La agitación étnica de las negritudes emerge con 
una década de atraso respecto de la indígena, en la década del ochenta del siglo XX, 
y en clara imitación a estos. En palabras del antropólogo Mauricio Pardo Rojas 
respecto de la creación de la Asociación Campesina Integral del Atrato –ACIA-, 
compuesta por población negra (Pardo, 2001)682: 
 
La conformación de estas organizaciones no sería explicada enteramente si 
se pasara por alto la importancia de la organización indígena departamental 
establecida en 1980, OREWA, la cual, en el escenario regional, había 
mostrado la factibilidad de organizar las comunidades locales alrededor de 
reivindicaciones propias centradas en la propiedad colectiva del territorio y en 
el gobierno propio, y argumentadas desde el derecho a la diferencia cultural. 
Las líneas gruesas de este estilo de reclamación política fueron adoptadas por 
ACIA inicialmente y después por las otras organizaciones campesinas 
chocoanas. (en línea). 
 
A diferencia de los indígenas, las comunidades negras no tuvieron representación 
directa en la Asamblea Constituyente de 1991, aunque varios asambleistas 
apadrinaron la causa de las “personas de color”. El carácter progresista del 
acontecimiento constituyente jalonó el reconocimiento de la etnia negra y de los 
                                        
682. Pardo, Mauricio (2001), ’Escenarios Organizativos E Iniciativas Institucionales En Torno Al 
Movimiento Negro En Colombia’, in Mauricio Archila, Mauricio Pardo (ed.), Movimientos Sociales, 
Estado y Democracia (Bogotá: Universidad Nacional de Colombia) 321 – 345. 
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raizales del archipiélago de San Andrés más allá de la capacidad dispersa de sus 
voceros directos. La apertura así lograda concluyó en la Ley 70 de 1993, evento 
único en la historia nacional de amplia participación de líderes y comunidades negras 
en la discusión de la norma que regula la relación con el Estado. El principal logro 
entonces fue la adjudicación de la propiedad colectiva de la tierra, siempre y cuando 
la población se encontrara organizada en Consejos Comunitarios y solicitara la 
adjudicación. Mientras los indígenas conformaron más de 700 resguardos entre los 
setenta y los noventa, los negros no tuvieron incentivo en hacer valer sus palenques, 
más bien adquirieron la piel administrativa de los Consejos Comunitarios. 
 
De todas maneras la ley 70 fue un disparador de la organización de los negros en 
múltiples organizaciones étnicas que promueven el medio ambiente, la cultura, la 
educación y la representación étnico política, principalmente. El acceso a recursos y 
reconocimiento por la administración estatal se canalizó por los múltiples y dispersos 
espacios y mecanismos abiertos por la ley. En palabras de la investigadora Ingrid 
Bolívar (2001)683: 
 
Con la organización de las comunidades negras en pro de la titulación y el 
reconocimiento social de su diversidad queda desperdigada en numerosos 
consejos comunitarios incomunicados entre sí y carentes de reconocimiento 
como sujetos políticos. (p. 218). 
 
El reconocimiento étnico de los negros no tuvo las mismas consecuencias que el de 
los indios. Los indígenas construyeron en los años setenta sus organizaciones 
regionales que confluyeron en 1982 en la creación de una gran organización 
nacional, la ONIC. Las negritudes crecieron al amparo de la oferta estatal y 
adquirieron los pliegues de la administración pública organizada por niveles, temas, 
procesos y fines. El Estado dirige la política de negritudes a través de la Dirección de 
                                        
683. Bolívar, Ingrid J. “Estado Y Participación: ¿La Centralidad De Lo Político?,” in Movimientos 
Sociales, Estado Y Democracia (Bogotá: Universidad Nacional de Colombia, Centro de Estudios 
Sociales, 2001). 
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Comunidades Negras del Ministerio del Interior. La interlocución nacional y 
departamental entre la administración y los representantes étnicos se da en el 
escenario de Comisiones Consultivas. Al final, a diferencia de los indígenas, las 
negritudes no construyeron fuertes coordinaciones regionales, ni una organización 
nacional importante, ni tampoco exploraron diferentes alternativas de movilización 
por fuera de la oferta institucional684.  
 
No por ello han escapado al espiral de la violencia. La mayoría de la población se 
encuentra en el pacífico colombiano, tierra de enormes riquezas naturales que ha 
despertado la codicia de la explotación minera, maderera y la siembra de grandes 
plantaciones de monocultivos. Además, la enorme frontera marítima presenta 
muchos puntos desde los cuales se realiza el tráfico ilícito de estupefacientes tanto 
como de armas. En todos los casos, la población que se encuentra en el camino de 
los diferentes flujos o en los lugares de explotación productiva ha sido sometida a la 
intimidación, la violencia y el desplazamiento. 
 
Podría concluirse sobre los movimientos étnicos que la dimensión territorial de los 
reclamos de estas comunidades rebasa la oferta de descentralización consignada en 
las normas y la arquitectura estatal predominante. Las etnias se apropian de la 
elección de mandatarios municipales, la administración de competencias cedidas y 
de los recursos transferidos. Sin embargo, pretenden otra cartografía territorial 
cuando reclaman el reconocimiento de autoridades propias, la apropiación colectiva 
de la tierra, mayor autonomía que los otros poblados municipales en cuanto a 
competencias y recursos. La “cuestión étnica” reclama otro mapa territorial que no 
siempre coincide con la división jurídico política general en municipios y 
departamentos. Además, los indígenas reclaman y han obtenido reconocimiento de 
                                        
684. Varias son las organizaciones nacionales de las negritudes, su cantidad en este caso no es síntoma 
de fortaleza sino de fragmentación de la representación y de la interlocución con el Estado. 
Movimiento Cimarrón, Proceso de Comunidades Negras o el Movimiento Nacional de Comunidades 
Negras, son algunas de ellas. 
      
  
435 
normas judiciales e idioma propio. En palabras de Rojas Birry en la Asamblea 
Constituyente de 1991 (1991, p. 14)685: 
 
Los indígenas proponemos que los territorios de los grupos étnicos sean 
reconocidos como entidades territoriales con autonomía política, administrativa 
y presupuestal para que podamos ser actores de nuestro propio destino. (p. 
14).  
 
Las diferencias entre indios y negros en cuanto a las reformas se han ido 
mencionando. Los indios capturaron las compuertas abiertas por la descentralización 
y la reforma política sin perder su especificidad organizativa propia. Más aún, el 
reconocimiento normativo de los pueblos impulsó un proceso de recreación de 
identidades, de fortalecimiento de las organizaciones y de movilizaciones masivas 
por nuevas conquistas. Los indígenas son un nuevo sujeto político y social. Sus 
instituciones son formalmente respetadas y participan de las instituciones del Estado 
nacional, el cual flexibiliza normas y estructuras para adaptarse a la especificidad 
étnica. Todas las tendencias anteriores pueden afirmarse de la población negra pero 
en todos los casos en grados atenuados. La diferencia cualitativa es que la población 
negra no se ha convertido en sujeto social y político específico. Reina en ella una 
mayor dispersión entre sus organizaciones y una más intensa adopción de las 
formas estatales generales. 
 
4.4.5  Insurgencias y contra insurgencias 
 
El 9 de diciembre de 1990 el pueblo colombiano fue invitado a elegir los 
representantes a la Asamblea Nacional Constituyente. Ese mismo día el presidente 
liberal Cesar Gaviria decidió bombardear Casa Verde, legendario centro de 
operaciones del Secretariado y del Estado Mayor de las Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia –FARC-, situado en el departamento del Meta. Pocos 
                                        
685. Rojas, “Intervención Del Constituyente Indígena Francisco Rojas Birry Ante La Asamblea 
Constituyente.”  
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combatientes resultaron víctimas del gran operativo que re-iniciaba otra vez la guerra 
a gran escala contra la insurgencia686. Cinco grupos guerrilleros habían dejado las 
armas y estaban en proceso de incorporación a la vida civil y la actividad política. 
Apartándose de ellos las dos más antiguas y numerosas guerrillas, las FARC y el 
ELN, así como una fracción del EPL, conformaban la Coordinadora Guerrillera Simón 
Bolívar –CGSB-. Los combatentes albergaban todavía la esperanza de la toma del 
poder por las armas. A pesar de una invitación a participar en la asamblea, bajo la 
exigencia de un cese total de actividades armadas, el gobierno optó por cerrar las 
amplias exclusas abiertas por el proceso constituyente. Sin duda los 10 delegados 
con vos y voto ofrecidos a la CGSB eran muy poco para estas que pretendían, al 
menos las FARC, obtener la mitad de los miembros de la Asamblea. A la vez para el 
gobierno la Asamblea Nacional Constituyente parecía ofrecer un escenario ideal para 
re-legitimar el sistema político y desatar la furia armada contra los que afuera 
quedaban como forajidos sin legitimidad. Después de los fallidos diálogos de 
Caracas en Venezuela (1991) y de Tlaxcala en México (1992) el gobierno proclama 
la “guerra integral” y el Ministro de Defensa Rafael Pardo promete 18 meses para 
acabar con los reductos armados.  
 
Llegó la presidencia del liberal Ernesto Samper Pizano (1994 – 1998) y las guerrillas 
no habían sido vencidas. Una vez más se amagó con un proceso de paz, con su 
Comisionado respectivo y negociación en medio del conflicto. En vez de pretender un 
cese total y verificable de las actividades armadas el presidente optaba por forjar 
acuerdos para “humanizar la guerra” (Zuluaga, 1996)687. A pesar de que el “conjunto 
de las fuerzas vivas de la nación” apoyó reincidir en el intento, un temprano 
desprestigio del presidente le quitó peso político a la iniciativa. El candidato derrotado 
en la contienda presidencial, Andrés Pastrana, dio a conocer unos casetes que 
demostrarían la masiva entrada de dineros del narcotráfico a la campaña de Samper 
                                        
686. “Esta nueva acción, conocida como Operación Centauro II, conforma la segunda fase de una 
vigorosa ofensiva adelantada para acabar con el mito de la inexpugnabilidad del secretariado, según 
el comandante de la VII Brigada, general Luis Castañeda”. Ejército Ataca Casa Verde. [en línea]: 
[Tellez, Edgar. eltiempo.com. Bogotá: 10 de diciembre de 1990. Sección Otros. 
http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-34015. [Consulta: 15  octubre 2013].  
687. Zuluaga, “Antecedentes Y Perspectivas De La Política De Paz.” 
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entre la primera y la segunda vuelta electoral. El gobierno norteamericano se 
enemistó con el nuevo presidente y tras este buen parte de la clase dirigente 
nacional le quitó el respaldo al gobierno. En medio de una grave crisis política 
nacional el proceso de descentralización mostró sus virtudes. La estabilidad del 
sistema político estaba asegurada por las elecciones de los mandatarios locales. Una 
crisis del ejecutivo nacional no se convertía ya automáticamente en una crisis de 
gobernadores y alcaldes. La mayoría de mandatarios locales apoyó al presidente y 
agradeció el programa presidencial Red de Solidaridad Social -RSS- que ejecutaba 
cuantiosos recursos a nivel territorial.  
 
Las guerrillas fundadas en la década del sesenta tuvieron lento y vegetativo 
crecimiento en la Colombia rural y aislada en los setenta. Ya en los ochenta la 
actividad guerrillera, el número de frentes, el poder de sus dotaciones militares, la 
cantidad de hombres en armas y los territorios cubiertos por su presencia estaban en 
expansión. En particular las FARC decidieron en su Séptima Conferencia en 1982 
salir de la Colombia marginal y emprender el camino de los centros urbanos 
medianos, acercarse a las zonas de desarrollo agrícola, ganadero, minero y 
petrolero. En cuanto al ELN encontraron en la presión sobre las compañías 
petroleras sustento para su crecimiento militar y la influencia sobre los trabajadores y 
las regiones extractivas y procesadoras del crudo, en particular sobre la ciudad de 
Barrancabermeja. 
 
Antes, durante e inmediatamente después de la Asamblea Nacional Constituyente 
los insurgentes, en particular las FARC, incrementaron su accionar (Restrepo, 
Spagat, Vargas, 2004)688. Primero para lograr entrar en la negociación política, luego 
para presionar a los asambleistas y posteriormente para rechazar la Nueva Carta 
Política como tratado de paz. Sin embargo, las reformas iniciadas desde 1986 y 
                                        
688. Spagat  Michael, Restrepo Jorge A., Vargas Juan F.  “La Dinámica Del Conflicto Colombiano, 




03.pdf> [Consulta: 15  octubre 2013].  
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ampliadas en 1991 cambiaron la arquitectura institucional del Estado y del sistema 
político y con ello las estrategias de guerra y paz de las guerrillas. El  origen 
doctrinario comunista, castrista, maoísta y nacionalista es proclive a la construcción 
de un poder revolucionario centralizado fuerte. La toma de los poderes locales no 
podía ser entonces un objetivo estratégico último, pero si un activo importante en la 
acumulación de fuerzas dentro de una estrategia de “combinación de todas las 
formas de lucha”. En otras palabras, la presión militar podía ahora combinarse con la 
colonización interna de las instituciones desde abajo del sistema político territorial a 
través de la construcción de un gran partido político, la Unión Patriótica. El proceso 
de descentralización volvió muy atractivo para las guerrillas los gobiernos locales, 
antes de 1986 despreciados por carecer de recursos, competencias y autonomía 
política. Ahora podían presionar la localización de inversiones en municipios bajo su 
influencia, intervenir en la adjudicación de obras a contratistas aliados, intermediar en 
la implementación de la política social y, sobre todo, ganar manejo político dentro del 
sistema legal. Paradoja de paradojas. La descentralización que se adoptó en aras de 
crear una arquitectura institucional para la paz, ahora alimentaba la hoguera de la 
guerra. Las FARC que saludaron el proceso en 1984 lo combatieron desde 1991 
mientras lo usufructuaban, al igual que el ELN y los paramilitares (Eaton, 2006, p. 
534)689. En palabras de Fabio Sánchez y Mario Chacón economistas y profesores de 
la Universidad de los Andes (Sánchez y Chacón, 2005)690:  
 
El análisis de la actividad temprana (1974-1982) de los grupos guerrilleros 
muestra que ella está explicada en mayor medida por variables 
socioeconómicas (pobreza, desigualdad). Sin embargo, su evolución desde 
                                        
689. El profesor de la Universidad de California, Kent Eaton, releva esta paradoja y la contrasta con 10 
casos de conflicto armado en países del Tercer Mundo en los que la descentralización ayudó a 
disminuir la intensidad del conflicto, a prevenirlo, o a consolidar la paz una vez negociado el fin de la 
guerra. Comentamos que también en Colombia 5 guerrillas entraron dentro del entramado político 
legal utilizando la descentralización y que muy posiblemente una eventual negociación de paz con los 
restantes insurrectos en armas contenga un importante énfasis en el fortalecimiento de poderes y 
autonomías territoriales. Kent Eaton, “Armed Clientelism in Colombia,” Security Studies No. 4 (2006): 
533 - 562.  
690. Mario Chacón Fabio Sánchez, “Conflicto, Estado Y Descentralización: Del Progreso Social a La 
Disputa Armada Por El Control Del Poder Local, 1974 - 2002,” Documentos del CEDE 33 (2005): 45.  
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mediados de los ochenta está ligada al proceso de descentralización el cual 
creó incentivos a los grupos irregulares para el dominio de lo local a través del 
uso de la violencia. Dada la debilidad del Estado en lo relativo al monopolio de 
la fuerza y a la administración de justicia, se facilitó la expansión e 
intensificación de la actividad armada de los grupos guerrilleros y de las 
autodefensas ilegales. Los distintos resultados estadísticos y econométricos 
revelan un nexo fuerte entre la intensificación de la acción armada y la mayor 
independencia política y fortaleza fiscal de los gobiernos locales (p. 1). 
 
El gasto descentralizado no fue el único en incrementarse desde finales de los 
ochenta. La nueva constitución de 1991 disparó el gasto público como veremos con 
más detenimiento páginas adelante en este capítulo. Los programas contra la 
pobreza incrementaron el presupuesto, más instituciones fueron implicadas en la 
intervención territorial, la población cubierta y los intermediarios sociales y 
comunitarios de los programas se masificaron. El crecimiento de la insurgencia 
también tiene relación con la capacidad de intermediar tal crecimiento del gasto, del 
tamaño y de la intervención socio territorial del Estado. La insurgencia fue tras la 
expansión del Estado, la economía y los mercados a nivel territorial. 
 
Además de la intermediación sobre recursos estatales y privados legales, la 
insurgencia creció al amparo del auge del narcotráfico desde la década del ochenta y 
en los noventa. El cobro por seguridad en la zonas de cultivos, por el volumen 
producido y procesado, así como por el transporte de los alcaloides se constituyeron 
en fuente importante de financiación. Los impuestos a la minería legal e ilegal, entre 
ellas al oro y las esmeraldas, al tráfico ilegal de gasolina y a muchos otros tráficos 
ampliaron el portafolio de recursos de la insurgencia, a la vez que motivaron su 
expansión territorial (Collier, 2001)691. Los años comprendidos entre 1992 y 1996 se 
                                        
691. El paso de una guerrilla pobre a otra con recursos importantes será fuertemente criticado por 
muchos académicos y políticos afines al establecimiento. La insurgencia habría dejado de representar a 
los pobladores campesinos pobres para convertirse en una gran organización captadora de rentas por 
medios ilícitos. El origen romántico de los desarrapados oprimidos por un Estado oligárquico habría 
mutado hacia voraces empresarios ligados al narcotráfico, la minería ilegal y la succión permanente de 
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caracterizan por una relativa pausa en la arremetida armada de las guerrillas, como 
si estas estuvieran cogiendo impulso para emprender un salto cualitativo de una 
envergadura inusitada, capaz de generar condiciones para la toma del poder o para 
una negociación política en posición ventajosa. El cerco sobre las ciudades más 
importantes del país (Bogotá, Cali, Medellín) y sobre los recursos naturales e 
industriales, se combinó con un mayor trabajo político en redes urbanas y 
movimientos sociales, así como con la transformación de la guerrilla en movimiento 
ofensivo en contra de las fuerzas del orden y sus representantes políticos (Moreno, 
2006, p. 619)692. Tres grandes resultados se destacaron en los noventa que 
conducirían a un nuevo intento de negociación política desde 1998: a- Un salto 
cualitativo en la fuerza de confrontación militar. b- Un aumento en la cantidad de 
víctimas civiles. 3- Una arremetida en contra de la clase política territorial.  
 
El economista profesor en la Universidad Externado de Colombia, Camilo Echandía 
Castillo (2004)693 hace una apretada síntesis de los éxitos militares de las FARC 
desde 1996 hasta 1998:  
 
La crisis que sufrieron las Fuerzas Militares se inició el 15 de abril de 1996 con 
el ataque a Puerres (Nariño) y continuó con la toma de la base militar las 
Delicias en el departamento de Putumayo, el 30 de agosto; el ataque el 7 de 
septiembre a la base militar de La Carpa en el departamento de Guaviare; y la 
acción ofensiva contra la base militar de Patascoy en el departamento de 
                                                                                                                        
lucrativos negocios. Una investigación para el Banco  Mundial del profesor de Oxford Paul Collier y 
sus colegas causó gran revuelo dentro de esta corriente académica en Colombia, en la medida que les 
permitía inhabilitar toda justificación a la insurgencia, la cual era interpretada como una banda de 
simples extorsionistas, mafiosos y narcotraficantes. Si había guerrilla no era por la pobreza ni por 
causas económicas o políticas estructurales, sino porque existían rentas de recursos naturales (petróleo, 
oro, esmeraldas, marihuana, coca y amapola) que justificaban conformar ejércitos ilegales para el 
enriquecimiento ilícito. El documento en discusión fue: Causas económicas de las guerras civiles y sus 
implicaciones para el diseño de políticas. Paul Collier, “Causas Económicas De Las Guerras Civiles Y 
Sus Implicaciones Para El Diseño De Políticas,” El Malpensante Edición No. 30 (2001): 26. 
692. Moreno, Aurora. “Transformaciones Internas De Las Farc a Partir De Los Cambios Políticos Por 
Los Que Atraviesa El Estado Colombiano,” Papel Político Vol. 11, No. 2 (2006): 596 - 645. 
693. Echandía, Camilo., “La Guerra Por El Control Estratégico En El Suroccidente Colombiano,” 
Revista sociedad y Economía No. 7 (2004): 65 - 89. 
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Nariño, el 21 de diciembre. En 1998 los ataque se intensificaron a partir de 
marzo, cuando la Brigada Móvil No. 3 del Ejército fue atacada en el caño El 
Billar, en el departamento del Caquetá; el 3 de agosto, la guerrilla atacó las 
instalaciones de Policía en Miraflores, Guaviare y Uribe, Meta, así como la 
base militar de Pavarandó en Urabá; en noviembre, en momentos previos a la 
creación de la Zona de Distensión (ZD) para adelantar las conversaciones de 
paz entre la administración Pastrana y las FARC, esta guerrilla tomó por asalto 
a Mitú, capital del departamento de Vaupes, en el suroriente colombiano. (p. 
67). 
 
Poco quedaba de las cuadrillas de hombres que emboscaban camiones del ejército y 
la policía para desperdigarse por el monte rápidamente. 300, 500 y 1000 hombres 
participaban ahora de confrontaciones directas con el ejército que podían ser 
sostenidas por días, con rotación de combatientes en primera línea, retaguardias de 
seguridad y corredores de suministros. La guerrilla pretendía convertirse en ejército 
revolucionario y las FARC lo estaban logrando. El territorio no era ya solo aquel de 
los inicios, marginado e incomunicado, que sirvió de sala cuna a las primeras 
decenas de insurgentes. Tampoco solo lugares de expansión con diferentes radios 
de estabilidad de la presencia armada. Ahora el territorio adquirió connotación 
estratégica: retaguardias históricas seguras, avanzadas de nuevos asentamientos 
fuertes, fronteras en disputa, corredores de movilización por la geografía nacional, 
dominio sobre fuentes de riqueza natural, presión sobre asentamientos humanos, 
articulación regional del poder de intervención militar, …  
Si bien la descentralización del sistema político fue atractiva para la guerrilla y 
apareció como presa a conquistar, la contienda armada configuró mapas más 
flexibles y abarcadores de la geografía nacional. Los territorios nacionales estaban 
en disputa con sus recursos, instituciones, infraestructura y pobladores. Todo 
devenía rentas a conquistar, activos a atrapar: las instituciones, la naturaleza, los 
negocios y los hombres. 
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Y los hombres quedaron atrapados en la conquista de los territorios. Algunos 
analistas hablan incluso de una “guerra contra los civiles” (Lair, 2000)694 por dos 
razones. En primer lugar, porque la cantidad de víctimas civiles era mucho mayor a 
aquella de los hombres y mujeres en armas. En segundo lugar, porque el accionar 
armado se dirigió más sobre la población misma que sobre los combatientes. 
Castigar a los amigos del enemigo armado devino en práctica regular. También se 
ejerció el desplazamiento de personas para asegurar tránsitos seguros, crear 
escudos humanos móviles, poblar territorios con población amigable y ejercer la 
disciplina militar sobre los civiles con sus castigos y códigos autoritarios en zonas de 
control. 
 
Las FARC habían saludado el proceso de descentralización en los acuerdos de la 
Uribe en 1984, cinco movimientos guerrilleros se insertaron en la vida política desde 
principios de los noventa y reconvirtieron liderazgos sociales y burocráticos a través 
de los pliegues de Estado descentralizado. En cambio, las guerrillas activas en 1991, 
a la vez que usufructuaban recursos de los gobiernos locales, arremetieron en contra 
de la clase política territorial. Las contiendas electorales fueron momentos críticos en 
los que se incrementó la violencia en contra de candidatos. En particular las 
elecciones de 1997 produjeron numerosas víctimas y tocaron la campana de una 
escalada en la confrontación contra el ejército, los civiles y los políticos. La 
Fundación Seguridad y Democracia, dirigida por el economista y politólogo Alfredo 
Rangel, compiló de diversas fuentes oficiales las cifras totales de secuestros y 
homicidios contra políticos desde 1997 al 2006. En efecto el punto más álgido fue el 
periodo comprendido entre julio de 1997 y junio de 1998. Entre las mayores víctimas 
se encontraron los alcaldes seguidos de los concejales y líderes políticos locales, los 
cuales concentraron la atención de los actores armados. 507 políticos fueron 
secuestrados (44% directamente por las Farc y 33% por Eln), 150 homicidios fueron 
cometidos contra 55 concejales, 10 alcaldes en ejercicio, 21 candidatos a gobernar y 
13 dirigentes locales, además de otros funcionarios locales. La fuerza de intimidación 
de la insurgencia fue tal en aquel entonces que logró en 162 municipios la ausencia 
                                        
694. Lair, Erik. “Guerra Contra Los Civiles,” Colombia Internacional No. 49 - 50 (2000): 135 - 147. 
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de inscritos a las elecciones o la renuncia de los candidatos por falta de garantías. La 
perturbación de la vida institucional local en aquel entonces se calculaba en más de 
300 municipios concentrados en 10 departamentos (Fundación Seguridad y 
Democracia, 2006)695. 
 
La violencia en contra de los políticos locales no se llevó a cabo solamente como 
medio para imponer los candidatos preferidos por la insurgencia o quitar del camino 
a los enemigos declarados. La confrontación local creaba una presión política sobre 
los fuerzas a la mano con el fin de lograr impactos políticos a nivel nacional e 
internacional: Demostrar que se tenía presencia militar estable, control de los 
territorios y capacidad sobre el sistema político, todo con el fin de ser aceptados 
como fuerza beligerante con capacidad de reclamar reconocimiento y trato de 
ejército revolucionario legitimo (Torres, 273)696. 
 
 
El asenso de la capacidad económica, militar, política y estratégica de la insurgencia 
en los noventa dio sus frutos. El candidato conservador, Andrés Pastrana, a nombre 
de la Gran Alianza por el Cambio, se reunió con Manuel Marulanda Vélez –el 
legendario Tirofijo- y se comprometió a crear una “zona de distensión” en la cual 
adelantar un dialogo directo y sin condiciones con la insurgencia. 42,139 kilómetros 
fueron despejados, abarcaron los municipios de San Vicente del Caguán, sede de los 
diálogos, La Uribe, Macarena, Vistahermosa y Mesetas, ubicados en los 
departamentos del Meta y Caquetá. El proceso de paz inició el 7 de enero del año 
1998 y creó una Mesa Nacional de Negociación. En mayo de 1998 se firmó “La 
                                        
695. Fundación Seguridad y Democracia, “La Violencia Electoral En Colombia. 1997 - 2006,” Boletines 
(2006): 44. 
696. “[…] la beligerancia parte de tres aspectos todos ellos importantes y si falta uno de ellos se 
excluye el estado beligerante. En primer lugar tiene que ser un ejército jerarquizado, en segundo 
lugar, en este ejército debe tener un control territorial y en tercer lugar, ese ejército está obligado a 
dar cumplimiento al DIH”. Torres, Henry. Derecho Internacional Humanitario y Estatus de 
Beligerancia. [en línea] Revista Republicana. Núm. 12 Bogotá: Corporación Universitaria  
Repúblicana (enero-junio de 2012). 267-291 P.273. <http://revista.urepublicana.edu.co/wp-
content/uploads/2012/07/Derecho-Internacional-Humanitario-y-estatus-de-beligerancia.pdf>, 
[Consulta: 15  octubre 2013]. ISSN 1909- 4450.  
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Agenda Común por el cambio hacia una nueva Colombia” entre el gobierno y la 
insurgencia que contiene los 12 temas que debían ordenar la discusión entre las 
partes y a los cuales se solicitó la contribución nacional escuchada en “Audiencias 
Públicas” (Del Río, en línea)697.  Estos temas fueron: 
 
a) Solución política negociada 
b) Protección de los derechos humanos como responsabilidad del Estado 
c) Política Agraria Integral 
d) Explotación y conservación de los recursos naturales 
e) Estructura Económica y Social 
f) Reformas a la justicia, lucha contra la corrupción y le narcotráfico 
g) Reforma Política para la ampliación de la democracia 
h) Reforma del Estado 
i) Acuerdos sobre Derecho Internacional Humanitario 
j) Fuerzas Militares 
k) Relaciones Internacionales 
l) Formalización de los acuerdos.  
 
No fue la fuerza política, de la Unión Patriótica y del Partido Comunista, la que forzó 
el escenario de negociación política con una agenda tan amplia. Fue la fuerza militar 
la que intimidó a la cúpula dirigente del país. El tratamiento militar de la confrontación 
contra el Estado, la presión militar sobre el sistema político y el uso militar de la 
población reportó sus frutos. La primacía de la fuerza militar para obtener fines 
políticos fue el resultado inmediato del exterminio de la Unión Patriótica desde la 
fecha de su nacimiento en 1984, hasta su virtual desaparición de la escena electoral 
en la década del noventa. Los “troperos” dentro de la organización tomaron el relevo 
de los “políticos” que, o  bien fueron asesinados o exiliados, o se alinearon con una 
                                        
697. Del Río, Marisol del Río. “Colombia Y Las Fuerzas Armadas Revolucionarias De Colombia -
Ejército Del Pueblo-". 
http://www.politicas.unam.mx/razoncinica/Marisol_del_Rio_del_Valle_Colombia_y_las_Fuerzas_Ar
madas_Revolucionarias_de_Colombia-Ej%C3%A9rcito_Popular.html, [Consulta: 06 julio 2013].  
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estrategia de fuerza que demostró una eficiencia inédita en la consecución de 
ventajas políticas. La dirección político militar de las FARC conducirá la negociación 
del Caguán mientras mantuvo una intensa actividad armada con todas sus 
estrategias de acumulación de activos por vías ilegales. Desde el narcotráfico, hasta 
la extorsión y el secuestro siguieron, incluso desde el territorio despejado para los 
diálogos de paz. Pero hay ocasiones en que el exceso de cierta capacidad se vuelca 
en desventaja. El relativo desprecio por las formas de la política y por la “opinión 
pública”, la conversión de civiles y políticos contradictores en “objetivos militares” y la 
ostentación de la fuerza militar como si fuera llave maestra, que todo lo abriría y todo 
lo permitiría, socavó la legitimidad de las FARC (Echandía, 2000)698.  
Es importante tener presente que la prolongación del conflicto armado 
colombiano tiene como fundamento la autonomía adquirida por las guerrillas, 
sobre todo en el campo financiero, reduciendo la importancia de obtener un 
mayor apoyo social y político, que es la necesidad inherente a toda guerrilla. 
(p. 117).  
 
La reacción en contra de la nueva fuerza militar y las fructíferas estrategias de las 
FARC no se hicieron esperar. Los paramilitares en los noventa y el ejército nacional 
en la década del 2000 reestructuraron su accionar para contener primero y hacer 
retroceder después a la guerrilla. La insurgencia fue expulsada del acoso cercano a 
las ciudades hacia sus retaguardias territoriales. Su ejército involucionó a viejas 
prácticas de guerrilla móvil. Al igual que las FARC los paramilitares emprendieron 
importantes transformaciones en la década del noventa. Su origen en los ochenta, a 
través de la organización Muerte a Secuestradores –MAS-, salió de las entrañas del 
Cartel de Medellín con el propósito defenderse de la guerrilla. El MAS se asentó en 
Puerto Boyacá, situado en la región del Magdalena Medio, como reacción contra la 
presión de la guerrilla sobre los ganaderos y en defensa de las propiedades y 
                                        
698. Echandía, Camilo. "El Conflicto Armado Colombiano En Los Años Noventa: Cambios En La 
Estrategia Y Efectos Económicos," Colombia Internacional No. 49 - 50 (2000): 117 - 134. 
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soberanías territoriales de los narcotraficantes (Medina, 1990)699. Luego se 
extendieron por otros municipios de la región y de los Llanos Orientales. El exitoso 
modelo permitió exportar las enseñanzas de las masacres contra las bases sociales 
de la guerrilla, los asesinatos preventivos, el re poblamiento de lugares, la 
colaboración con la fuerza pública, la financiación mediante las actividades de las 
elites económicas y las buenas relaciones con los políticos locales. Los paramilitares 
de Puerto Boyacá y del Magdalena Medio, fuertes por la exitosa expulsión de las 
FARC de la región, extendieron su apoyo y estimulo hacia otras departamentos como 
Córdoba, Urabá, Meta, Putumayo y Antioquia. A diferencia de la guerrilla los costos 
de construcción del movimiento paramilitar fueron menores. Contaron con sustento 
legal, financiación de las elites empresariales, apoyos dentro de las fuerzas de 
seguridad del Estado y estimulo de parte de los políticos del establecimiento. 
Mientras la guerrilla se debatía en las zonas rurales al amparo de la debilidad de la 
policía, del ejército y del Estado, los paramilitares sentaban sus reales desde las 
cabeceras municipales.  
A comienzos de la década de los noventa y bajo el gobierno del liberal Cesar Gaviria 
se expidió el decreto ley 356 de 1994 que facultaba la existencia de “servicios de 
seguridad privada” en zonas de conflicto700. Un año después, en 1995 y bajo el 
gobierno del liberal Ernesto Samper Pizano, se les adjudicó el nombre de Convivir, 
estructura que permitió una rápida expansión de hombres en armas bajo la dirección 
civil de líderes contra insurgentes701. Las Convivir fueron el Caballo de Troya de la 
rápida expansión de los paramilitares en la década de noventa, los cuales 
mantuvieron una estrecha simbiosis con los narcotraficantes. Fue así como se les 
facilitó su presencia en territorios nuevos al norte, nor oriente y centro oriente del 
                                        
699. Medina,  Carlos. Autodefensas, Paramilitares Y Narcotráfico En Colombia: Origen, Desarrollo Y 
Consolidación: El Caso “Puerto Boyacá” (Editorial Documentos periodísticos, 1990). 
700. Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada. Decreto ley 356 de 1994. [en línea]:   
Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada. Normatividad, Decretos. 11 de febrero de 1994. 
<http://www.supervigilancia.gov.co/?idcategoria=2476#> [Consulta: 06 julio 2013]. [Consulta: 14 
octubre 2013].   
701. En 1989 fue dado de baja Gonzalo Rodríguez Gacha y en 1993 Pablo Emilio Escobar, los dos 
principales jefes militares de los carteles del narcotráfico. Sin embargo, la figura de las Convivir 
permitió un amplísimo despliegue militar ligado al narcotráfico avalado por el Estado para cumplir una 
función contrainsurgente.  
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país (Echandía, 2013, p.9)702. Una miríada de grupos surgieron en lugares en donde 
no había presencia guerrillera, pero si posibilidades de desarrollo del negocio de las 
drogas ilícitas y otras actividades productivas, como las esmeraldas, el oro, cultivos 
agroindustriales, la ganadería o sencillamente la acumulación de tierras (Echandía, 
2013, p.14)703. La extensión del movimiento para militar, bajo la mampara 
contrainsurgente, abrigó una enorme extensión de fuentes de acumulación de capital 
y dominio territorial por una “burguesía de tipo gansteril” (De Sousa, 2001, p. 408)704.  
 
Ante el crecimiento del fenómeno paramilitar la familia Castaño, que lideraba las 
Autodefensas campesinas de Córdoba y Urabá –ACCU-, buscó conformar una 
organización político militar, a imagen y semejanza de la insurgencia. La unidad, o al 
menos una alianza entre comandantes y organizaciones, permitía atender varios 
propósitos al tiempo: Diseñar planes de expansión, estrategias de confrontación 
contra la guerrilla, alianzas con fuerzas políticas locales, regionales y nacionales y 
articular una posición respecto del Estado. Para la fracción más política del 
movimiento, la unidad paramilitar también tenía como propósito revestir el negocio de 
la droga con un ropaje político, clara intención de Carlos Castaño. Una “Primera 
cumbre de las Autodefensas de Colombia” se realizó en Cimitarra en el año 1994. 
Tres años después en 1997, justo a tiempo del incremento de la presión de la 
insurgencia sobre la clase política territorial, se crearon las Autodefensas Unidas de 
Colombia –AUC-. Aportaron los principales contendientes las Autodefensas de 
Córdoba y Urabá, las del Magdalena Medio y la de los Llanos Orientales. A partir de 
                                        
702. Los mapas de la clara extensión geográfica de los paramilitares entre 1987 y 1992 en el norte y 
centro oriente del país se encuentran en Echandía, Camilo “Narcotráfico: Génesis De Los Paramilitares 
Y Herencia De Bandas Criminales,” Serie Informes No. 19 (2013): 32. 
703. De acuerdo con Camilo Echandía de los 531 municipios con presencia paramilitar entre 1997 y el 
año 2002, solo en el 18% se encontraba presencia guerrillera que pudiera alimentar el pretexto de su 
vocación contra insurgente. Echandía, “Narcotráfico: Génesis De Los Paramilitares Y Herencia De 
Bandas Criminales.”  
704. De Souza Boaventura, Mauricio García. “El Caleidoscopio De Las Justicias En Colombia: análisis 
socio jurídico”. Volumen 1. Segunda parte. Colciencias- Instituto Colombiano de Antropología e 
Historia- Universidad de Coimbra CES- Universidad Nacional de Colombia- (Bogotá. 2001 (1ra. ed) 
Siglo del Hombre Editores). books.google.com.co/books?isbn=9586650367. Consultado 14 de octubre 
de 2013.  
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este momento la contribución de los paras a la “guerra contra la sociedad” aumentó 
de manera exponencial hasta que iniciaron una negociación con el gobierno nacional 
en el año 2006 (El nuevo Heraldo, 2009, en línea)705. De la misma manera, 
exponencial fue el despliegue territorial del movimiento que pasó de tener presencia 
en 279 municipios en 1997 a 455 solo cinco años después, en el 2002 (Echandía, 
2013, p. 11)706. 
 
Aunque las AUC adquirieron una forma de organización del mando similar a la 
guerrilla, con un Estado Mayor y jefes de Bloques Regionales, nunca pudieron 
superar la realidad de ser una constelación de grupos locales y regionales atados al 
enriquecimiento por vía de la extorsión y la muerte. De manera permanente los paras 
y sus redes en el narcotráfico se confrontaron a muerte entre ellos por la repartición 
de los botines territoriales. A pesar de estas falencias, hacia 1998 cuando se dio 
arranque a las diálogos de paz entre el gobierno del presidente Andrés Pastrana y 
las FARC, estas últimas se resentían del accionar paramilitar. La insurgencia 
condicionó el inicio de las negociaciones a una demarcación contundente entre el 
Estado y los paras y prácticamente a que se les declarara la guerra. En pocos años 
la insurgencia había sido fuertemente debilitada en todo el norte del país, 
particularmente en antiguos bastiones como la región de Urabá. También del mero 
centro del territorio nacional, del Magdalena Medio, fueron expulsadas. A finales de 
la década de los noventa apareció un nuevo ordenamiento territorial, el de la guerra. 
Al norte el dominio paramilitar, al sur y oriente el de la insurgencia, en el eje central 
                                        
705.  “[…] según ha documentado la Fiscalía General de Colombia, a lo largo de cuatro años, 4,000 
paramilitares confesaron haber cometido 156,000 homicidios, entre ellos los de 2,650 niños. […] 
Pueden ser menos de la mitad de los que cometieron más de 31,000 hombres en armas que llegaron a 
conformar las fuerzas paramilitares en Colombia. También se han confesado responsables de 860 
masacres ante los fiscales, así como del desplazamiento de 48,500 campesinos e indígenas, a quienes 
despojaron de sus tierras. También los paramilitares han reportado su culpabilidad en el 
reclutamiento forzado de 2,549 niños, a los que han usado como carne de cañón”. Guillen Gonzalo. 
Paramilitares Colombianos Confiesan 156,000 Asesinatos [en línea]: Guillen Gonzalo. 
elnuevoherald.com. El Nuevo Herald. Miami; 12 de noviembre de 2009. 
http://www.elnuevoherald.com/2009/12/11/607931/paramilitares-colombianos-confiesan.html 
[Consulta: 14 octubre 2013]. [Consulta: 14 octubre 2013]. [Consulta: 14 octubre 2013].  
706. Una vez más se pueden consultar los mapas de dicha expansión en Echandía, “Narcotráfico: 
Génesis De Los Paramilitares Y Herencia De Bandas Criminales.”  
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de la geografía nacional, que también era el del desarrollo institucional y de los 
mercados más formalizados, el Estado. Entre ellos varias zonas en disputa y en 
convivencia. Por momentos se respetaron las fronteras de las soberanías de unos y 
otros, en otras ocasiones se arremetió para mover los márgenes de los dominios y se 
realizaron incursiones con fines punitivos y de escarmiento.  
 
En este escenario la descentralización quedó atrapada. ¿Cómo esperar el respeto de 
las limitadas autonomías políticas y fiscales territoriales en una situación de 
profundización de las confrontaciones armadas? ¿Cómo garantizar que la débil 
institucionalidad local en construcción pudiera blindarse contra la presión de los 
ejércitos irregulares? ¿Cómo combatir la toma de los poderes locales por fuerzas tan 
poderosas que combinaban la financiación legal con la ilegal, los amparos estatales 
con los privados? Si bien la descentralización había permitido la inserción de 
excombatientes a la vida política local, la confrontación armada continuaba e incluía 
ahora el uso de los poderes locales como botines de guerra y posicionamiento 
estratégico. Si bien los montos irrigados para financiar la política social habían sido 
enormes y las coberturas de servicios básicos penetraban en lugares y a favor de 
sectores de la población antes marginados, continuaban las protestas contra la mala 
calidad y los altos precios de los servicios descentralizados. Si bien la arquitectura 
descentralizada había permitido la vivencia de un vigoroso pluralismo político, 
extraño en la historia de la república desde su fundación, muchos sectores 
reformistas reclamaban profundizar aun más la democracia local. Así como se había 
descentralizado la política social se podría avanzar en descentralizar más las 
oportunidades de desarrollo. En vez de tanto centralismo administrativo los 
mandatarios de grandes ciudades aspiraban a mayor autonomía de gestión. En vez 
de contentarse con una descentralización de servicios por localidades se animaban 
movimientos políticos regionales con una visión más estratégica del territorio. 
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¿Era la descentralización un problema o era una solución a la confrontación armada? 
¿Era un camino hacia un mayor pluralismo o puerta hacia la balcanización del país. 
¿Debían las fuerzas políticas adentrarse en una profundización de la 
descentralización con visos federalistas, o por el contrario andar de para atrás y re-
centralizar recursos, competencias y liderazgos políticos? Hacia finales de la década 
del ochenta y principios de los noventa las razones políticas habían llevado a 
diferentes fuerzas políticas y sociales a emprender el camino de la descentralización. 
Ahora, a finales de los noventa las razones económicas inclinarán drásticamente la 
balanza hacia aquellos que pujaban por concentrar en la nación, el gobierno y la 
tecnocracia central, muchas de las potestades descentralizadas: la deuda de las 
entidades territoriales y la crisis económica nacional de 1998. 
 
4.5  La re-centralización: Los felices noventa y la descentralización 1998 - 
2006 
 
“Colombianos, bienvenidos al futuro” exclamó en el acto de posesión presidencial el 
liberal Cesar Gaviria (NULLVALUE, 1990)707. No le faltaban razones para la 
esperanza: La perspectiva de la paz con un gran destacamento de movimientos 
guerrilleros, la reforma a la constitución por venir y un paquete de “apertura 
económica” y “liberalización de los mercados” estaban en su agenda. La nueva clase 
política en el poder soñaba con la combinación entre un sistema político más 
incluyente y un sistema de crecimiento económico guiado por el mercado y, de 
contera, sin confrontación armada. En la década del noventa la apertura política 
derivó en una masiva toma de los poderes locales por fuerzas irregulares, la 
anhelada paz volvió rápido a la confrontación armada, ahora a una escala mayor. ¿Y 
                                        
707. “El nuevo presidente de Colombia, César Gaviria Trujillo, señaló el objetivo de la paz como su 
gran reto histórico con el país. Así lo dijo en su discurso de posesión, ayer en la tarde, en una sesión 
del Congreso que se celebró al aire libre en el Patio Núñez del Capitolio Nacional.” Bienvenidos Al 
Futuro: Gaviria.(…) [en línea]: NULLVALUE. eltiempo.com. Bogotá: 8 de agosto de 1990. Sección 
Otros. http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-70158 [Consulta: 17 octubre 2013].  
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el ajuste económico?: La internacionalización de la economía fue el eje de un gran 
paquete de reformas económicas, institucionales, sociales y políticas.  
 
Entre las medidas económicas se destacaron: a- La baja en los aranceles para 
estimular las importaciones de bienes de capital y tecnología destinada a la 
modernización del aparato productivo (D 686 y D 2184 de 1990)708. b- Una 
liberalización cambiaria que dejaría flotar la tasa de cambio y una circulación más 
libre de divisas extranjeras, en particular el dólar americano (L 9, 1991)709. c- La 
privatización de los puertos para que el capital privado los modernizara y aumentara 
su eficiencia (L 1 de 1991)710. d- El desmonte de subsidios a la industria y al sector 
agropecuario para reducir los precios al consumo y forzar la modernización de los 
sectores productivos. e- Una iniciativa generalizada de privatización de empresas 
estatales a favor del capital nacional y extranjero para que hicieran parte de cadenas 
trasnacionales de circulación del capital y la tecnología. 
Entre las reformas institucionales a- La autonomía del Banco de la República fue 
pieza clave con el fin de imponer la lucha contra la inflación para garantizar el valor 
de los activos en general y de la moneda en particular (L 31 de 1992)711. b- La 
                                        
708. Diario Oficial. Decreto 686 1990. [en línea]: Ministerio de Hacienda y Crédito Público, Diario 
Oficial 39.264. <http://www.docstoc.com/docs/121206181/DECRETO-686-DE-1990> [Consulta: 16 
octubre  2013].  
Diario Oficial. Decreto 2184 de 1990. [en línea]:    Ministerio de Hacienda y Crédito Público, Diario 
Oficial No 39.531 septiembre 18, 1990, Agencia Presidencial de Cooperación Internacional de 
Colombia. <http://www.apccolombia.gov.co/?idcategoria=245#&panel1-6> [Consulta: 16 octubre  
2013].  
Portal Jurídico dms. Decreto 2755 de 1990. [en línea]: Portal Jurídico dms. Ediciones Jurídicas.  
<www.portaldms.com/demo/CODIGOS/.../decretos/1990/INDICE.htm ‎> [Consulta: 16 octubre  2013]. 
709. Diario Oficial. Ley 9 de 1991. [en línea]: Diario Oficial Año CXXVII. N. 39634 enero 17, 1991. p 
1, <http://juriscol.banrep.gov.co/contenidos.dll/Normas/Leyes/1991/ley_9_1991.> [Consulta: 16 
octubre  2013]. 
710. Diario Oficial. Ley 1 de 1991. [en línea]:  Diario Oficial  Año CXXVII. N. 39626 enero 11, 1991, 
p.1,  <http://juriscol.banrep.gov.co/contenidos.dll/Normas/Leyes/1991/ley_1_1991>, [Consulta: 16 
octubre  2013].  
711. Ley 31 de 1992 (Diciembre 29), “Por la cual se dictan las normas a las que deberá sujetarse el 
Banco de la República para el ejercicio de sus funciones, el Gobierno para señalar el régimen de 
cambio internacional, para la expedición de los Estatutos del Banco y para el ejercicio de las funciones 
de inspección, vigilancia y control del mismo, se determinan las entidades a las cuales pasarán los 
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reforma a las agencias de comercio exterior se consideró necesaria para inclinar el 
eje del desarrollo “hacia fuera”, siguiendo la doctrina de las ventajas comparativas (L 
7 de 1991)712. La libertad  de expatriar utilidades, así como de exportar lo producido 
nacionalmente, así no se colmara la demanda del mercado interno, complementó la 
estrategia de internacionalización del espacio interior. c- El cambio de los subsidios a 
la oferta (presupuestos asegurados para las entidades estatales) por subsidios a la 
demanda (reconocerle a las entidades los costos de los servicios y bienes 
efectivamente prestados a precios liberados para ciertos mercados y regulados para 
otros). Dicho cambio debía inocular un comportamiento de empresa privada en todas 
las agencias del Estado que recibieran recursos del presupuesto nacional.  
 
En cuanto a las reformas sociales se avanzó a- La flexibilización del régimen laboral, 
su objetivo, reducir los costos y el poder del trabajo con el fin de volver el espacio 
nacional más atractivo a las inversiones privadas de origen nacional y externo (L 50 
de 1990)713. b- La reforma a la seguridad social que abrió un inmenso campo de 
negocios con las pensiones y la salud (L 100 de 1993)714. 3- La lucha contra la 
pobreza que se convirtió en atención a la población vulnerable por la vía de la 
focalización de beneficiarios y programas de intervención. 
 
En la reforma política se destacó el proceso de descentralización que comenzó en 
1986 y reforzó la Carta Política de 1991. Muchos académicos sitúan esta reforma 
                                                                                                                        
Fondos de Fomento que administra el Banco y se dictan otras disposiciones”. Banco de la República.  
Ley 31 de 1992.  [en línea]: Banco de la República. Secretaría de la Junta Directiva, Diciembre 03 de 
2012. 
<http://www.banrep.gov.co/sites/default/files/reglamentacion/archivos/ley_31_1992_compendio.pdf> 
[Consulta: 16 octubre  2013].  
712. Diario Oficial. Ley 7ª de 1991.  [en línea]: Diario Oficial 39.631, PROEXPORT. Colombia. 
<http://www.proexport.com.co/proexport/transparencia/normatividad> [Consulta: 16 octubre  2013].    
713. Alcaldía de Bogotá. Ley 50 de 1990, Alcaldía de Bogotá, 
<http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=281> [Consulta: 1 septiembre  2013].    
714. Alcaldía de Bogotá. Ley 100 de 1993, Alcaldía mayor de Bogotá, 
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=5248, [Consulta: 4 agosto 2013 
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política en los antípodas del ajuste neoliberal con sus dimensiones económicas, 
institucionales y sociales (Orjuela, 2000)715. Las reformas económicas habrían sido 
excluyentes y las políticas, en particular la descentralización, incluyentes. Una 
abogaba por restringir el gasto público, la otra por aumentarlo. Una reconocía el 
protagonismo de los agentes ganadores en el mercado, la otra a todas las 
comunidades y hasta al ciudadano común como protagonistas de las decisiones 
públicas. Sin embargo, la descentralización facilitó varios de los objetivos 
estratégicos del ajuste neoliberal. En sentido estricto se trató, desde esta orilla, de 
construir la malla institucional más acorde con las reglas e intereses del mercado 
(Restrepo, 1995)716.  
 
En la década del noventa varios objetivos del ajuste estructural se canalizaron por la 
vía de la descentralización. Consideramos aquí la seguridad social en salud, las 
reformas al sector de la salud y la educación, así como las normas regulatorias de 
las empresas de servicios domiciliarios. En primer lugar, la reforma a la seguridad 
social contenida en la Ley 100 de 1993 que tuvo como ponente al entonces senador 
Álvaro Uribe Vélez717. Dicha ley le permitió al sector privado manejar enormes 
recursos públicos (DNP, 2002)718, desprotegió a los hospitales públicos 
                                        
715. El cientista político y profesor de la Universidad de los Andes, Luis Javier Orjuela, es quizás el 
académico que con mayor claridad y profundidad expresa esta tesis. Ver por ejemplo, Orjuela Luis J., 
“La Debilidad Del Estado Colombiano En Tiempos Del Neoliberalismo Y El Conflicto Armado,” 
Colombia Internacional No 49 - 50 (2000): 103 - 116. 
716. Restrepo, Darío I. (1995), ’La Descentralización: Un Modelo En Construcción’, in Flórez, Luis 
Bernardo (ed.), Colombia: Gestión económica estatal de los 80’s. Del ajuste al cambio institucional 
(Bogotá: Universidad Nacional de Colombia) 383 - 439 
717. Salud, pensiones y riesgos profesionales fueron los tres componentes del nuevo sistema de 
seguridad social. En todos los componentes se abrió un gran mercado para el sector privado. En 
pensiones, el sector privado además de captar grandes sumas se le permitió buscar rentabilidad en el 
sistema financiero, con lo cual la pensión dejó de ser un seguro para convertirse en una inversión 
sometida a la volatilidad de los valores en el mercado. 
718.  “El total de recursos del sector pasó de $4,2 billones de pesos en 1994 a $13,9 billones de pesos 
en el 2000, alcanzando el nivel más alto en 1999 ($15,1 billones), lo que representa una tasa de 
crecimiento real de estos recursos del 39.1%, entre 1994 y 2000, a pesar de los decrecimientos 
presentados en los años 1998 (0.4%) y 2000 (15.7%). Estos recursos representaron el 6.3% del PIB en 
1994 y el 8.2% en el 2000 (durante 1997 y 1998 alcanzó a ser 9,3% del PIB, y en el año 1999 del 
10.2%). Por su parte, el gasto público en salud como porcentaje del PIB pasó del 3.3% en 1994 al 
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(NULLVALUE, 2001, en línea)719 y canalizó la flexibilidad laboral en el sector salud 
(Carvallo, 2001, en línea)720. Los gobiernos locales hicieron parte del andamiaje para 
la consecución de estos objetivos. El principal objetivo de la ley en cuanto a la salud 
fue organizar la oferta del “servicio público” de salud a partir del universo de los 
seguros. Las Empresas Promotoras de Salud –EPS- y las Administradoras del 
Régimen Subsidiado –ARS- se constituyeron en intermediarias que adscribieron a 
las personas en dos tipos de seguros. El contributivo (EPS) para los trabajadores 
asalariados y personas con capacidad de cotizar y el subsidiado (ARS) para las 
personas sin ingresos fijos o suficientes. La población pobre, vulnerable, en situación 
de desplazamiento forzado, los indígenas y los trabajadores informales hicieron parte 
                                                                                                                        
4.5% en 2000, y el gasto privado pasó del 3.0% al 3.7% para tales años respectivamente.” 
Departamento Nacional de Planeación –DNP-, Ministerio de Salud y Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público. “Política De Prestación De Servicios Para El Sistema De Seguridad Social En Salud Y 
Asignación De Recursos Del Presupuesto General De La Nación Para La Modernización De Los 
Hospitales Públicos” [en línea]. En: Documento Conpes 3204 Versión aprobada (Bogotá D.C., 
Noviembre 06 de Noviembre de 2002),  p. 3.  
<https://www.dnp.gov.co/portals/0/archivos/documentos/Subdireccion/Conpes/3204.pdf> [Consulta: 
17 octubre 2013].  
719. “La reducción de camas hospitalarias en ciudades como Bogotá ha sido dramática: 1.300 cupos 
desaparecieron en los últimos tres años. Pero la amenaza del cierre ronda a otras 26 instituciones 
públicas en departamentos como el Valle, Magdalena, Bolívar, Antioquia, Tolima y Caldas. Clínicas 
que en su conjunto atienden a cerca de cuatro millones de personas. El panorama empeora cuando se 
miran las abultadas deudas que tienen los hospitales de la red pública, casi la mitad de dudoso 
recaudo.” Al hospital La Samaritana de Cundinamarca le deben 2.200 millones de pesos ARS como 
Comcaja, Ecosoriente y Empresas Promotoras de Salud (EPS) como Cajanal; al de Kennedy en Bogotá 
le adeudan 1.300 millones de pesos ARS liquidadas como Unimec, Salud Norte y Coopsolsa; al San 
Rafael de Tunja la cartera le sube a 4.480 millones de pesos por cuenta de las administradoras Unimec, 
Comcaja y Es Más Salud. Ninguno tiene la esperanza real de recuperar esos dineros”.  La Debacle 
Hospitalaria IV. En seis años los gastos de los hospitales públicos en Colombia pasaron de 624 mil 
millones de pesos en 1993, a 4, 3 billones en 1999 (...) [en línea]: NULLVALUE. eltiempo.com. 
Bogotá: 10 de octubre de 2001. Sección Otros.  http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-
687780. [Consulta: 17 octubre 2013]. 
720. “Las aseguradoras definen cómo se contrata al trabajador, como se debe trabajar en términos de 
tiempos y ritmos, las conductas médicas y el monto de los honorarios. Para ahorrar costos imponen al 
profesional conductas inadecudas, máximo de exámenes clínicos, minima prescripción de 
medicamentos y consultas “expres”. Los trabajadores cargan con costos de la ley 100. Los 
trabajadores han perdido más del 30% de sus ingresos salariales. Deben pagar de sus bolsillos las 
contribuciones a salud, riesgos profesionales y pensiones. No tienen derecho a vacaciones. Han sido 
sometidos a todas las actividades de intermediación laboral: cooperativas, ordenes de prestación de 
servicios.” Carvallo, Beatriz. Los trabajadores cargan con costos de la ley 100. [en línea]. La Salud en 
Bogotá. Adelante Bogotá. Edición No. 14. Bogotá: Alcaldía Mayor de Bogotá (Agosto de 2011) p.10  
<http://cuentasclaras.co/wp-content/uploads/2011/11/5_adelantebogotaweb.pdf> [Consulta: 17 octubre  
2013].   
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del régimen subsidiado. Correspondió a las entidades territoriales detectar dicha 
población mediante la encuesta SISBEN. Los contratos con las aseguradoras 
también estuvieron bajo responsabilidad de las autoridades locales. Por el contrario, 
poca incidencia fue otorgada a los gobiernos territoriales en el régimen contributivo. 
La relación entre asegurado y asegurador reinó en este mercado de libre 
competencia regulado desde la nación, como todo el sistema, por el Ministerio y bajo 
un débil control de la Superintendencia de Salud. Tanto el asegurado cotizante como 
subsidiado tendrían la libertad de escoger al asegurador (EPS o ARS) y al prestador 
(IPS) adscrito a dicho intermediario. Para el asegurado la diferencia principal entre el 
régimen contributivo y subsidiado fue la diferenciación en cuanto a los derechos a los 
que daba lugar el seguro en salud. Las enfermedades cubiertas, las medicinas 
ofrecidas y los tratamientos previstos se fijaron en Planes Obligatorios de Salud –
POS-, mayores para los cotizantes, restringidos para los asistidos.  
 
Los hospitales públicos se convirtieron en “establecimientos públicos autónomos” y 
posteriormente en “Empresas Sociales del Estado” (D 1876 de 1994)721 con el fin de 
tratarlos como a cualquiera otra empresa compitiendo en el mercado de la salud. En 
este orden de ideas los hospitales públicos ya no recibieron presupuestos 
garantizados para cubrir la totalidad de sus necesidades (subsidios a la oferta). Parte 
del presupuesto, que se deseó creciente, debía provenir de reembolsos por los 
servicios prestados (subsidios a la demanda). La nueva exigencia presupuestal 
condujo a la quiebra varios hospitales públicos con costos laborales (salarios y 
pensiones) mayores que aquellos de las entidades privadas. La flexibilidad de los 
contratos, la baja de los salarios y la precariedad de las condiciones del trabajo se 
convirtieron en requisito para la sobrevivencia de muchos hospitales722. La Ley 100 
estimuló además una gran propagación de empresas privadas de captación de 
recursos públicos para la salud. Ambulancias, equipos médicos, exámenes 
                                        
721. Alcaldía de Bogotá, Decreto 1876 de 1994 [en línea]: Alcaldía de Bogotá, 
<http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=3356>  [Consulta: 31 julio  2013]. 
722. Algunos hospitales emblemáticos debieron cerrar su puertas como el Lorencita Villegas y el San 
Juan de Dios, ambos en la ciudad de Bogotá. 
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diagnósticos, consultorios, medicamentos, clínicas y hospitales privados se 
extendieron por la geografía nacional gracias a la reforma. El despliegue de los 
servicios privados de salud en los municipios fue tal que el sector devino fuerza 
electoral importante723. 
 
La ley 100 de 1993 complementó a la ley 60 de 1993, la cual estableció las reglas de 
repartición de las transferencias a las entidades territoriales724. La salud, al lado de la 
educación, el saneamiento básico y el agua potable fueron los sectores privilegiados 
por las transferencias. En el caso de la salud los gobiernos locales fueron 
encargados de manejar la salud pública, velar por la libre competencia entre 
aseguradores en la localidad, así como entre prestadores de servicios de salud 
privados y públicos. Garantizar el aseguramiento de los pobres a través de la libre 
competencia se convirtió en una función estratégica de los gobiernos locales 
normadas por la ley 100 y 60 de 1993. Mientras a los municipios se les asignó el 
primer nivel de atención y su red de centros de salud y hospitales, a los 
departamentos les correspondió el segundo y tercer nivel de complejidad. En todos 
los casos se previó un Plan de Atención Básica –PAB-, liderado desde la nación y 
concretado en cada nivel territorial. 
 
De esta manera, a través de la descentralización se canalizaron cinco objetivos 
centrales del componente institucional y político del ajuste pro-mercado de 
comienzos de los noventa: 1- la promoción de la competencia entre aseguradores y 
prestadores públicos y privados, 2- la privatización de ambas funciones, 3- inocular 
comportamiento de empresa privada en las entidades estatales participantes en el 
sistema, 4- la flexibilidad laboral en el sector y 5- la focalización de la población 
                                        
723. La médica Presidenta del Senado Dilian Francisca Toro (2006 – 2007) representa un caso 
emblemático del poder construido desde el sector salud.  
724. Alcaldía Mayor de Bogotá. Ley 60 de 1993, [en línea]: Alcaldía Mayor de Bogotá, 
<http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=274> [Consulta: 4 octubre  2013].  
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pobre. La operación institucional completa separó la Dirección de la salud (a cargo 
de Ministerio de Salud a nivel nacional y de las gobernaciones y alcaldías a nivel 
territorial), de la prestación (por hospitales públicos y privados autónomos y en 
igualdad de condiciones ante la competencia por la venta de servicios) y del 
aseguramiento (por empresas  públicas, comunitarias y privadas organizando su 
propia red de prestación, conformada por Instituciones Prestadoras de Servicios de 
Salud –IPS-). 
 
El neoliberalismo no fue la única fuerza que normó el nuevo sistema de seguridad 
social. También intervino “la clase política local” garantizando un protagonismo en el 
nombramiento de los gerentes de los hospitales públicos y, por esa vía, incidencia en 
el empleo público local en salud. En la misma dirección abonaron una importante 
mediación en la selección de beneficiarios de los subsidios y en las decisiones de 
contratación con las aseguradoras. Otra corriente ideológica defendió las “parcelas 
del Estado” en el negocio de la salud, impidiendo la total privatización de los 
oferentes y aseguradores, a la vez que pujaron por garantizar porcentajes de 
contratación entre los aseguradores y la red pública local (González y Mogollón, 
2002)725. La negociación del sistema de seguridad social en 1993 extendió la 
continuidad de la pluralidad de intereses estratégicos que pactaron la Carta Política 
de 1991, solo que ahora la balanza ya se inclinaba a favor de la agenda neoliberal y 
el reacomodo de la “clase política” en ella (Jaramillo, 2002, en línea)726.  
                                        
725. Los consultores y académicos que defienden la conversión del “derecho a la salud” en el “mercado 
de los servicios de la salud” atribuyen a los políticos, funcionarios públicos y sindicatos los limitados 
resultados de las reformas en salud en términos de eficiencia de los sistemas. Ver por ejemplo, O. 
Mogollón A. González, “La Reforma De Salud Y Su Componente Político: Un Análisis De 
Factibilidad,” Gaceta Sanitaria Vol. 16, Núm. 01 (2002): 39 - 47. 
726. Algunos analistas consideran que las características de la seguridad social en salud aquí expuestas 
no son el resultado singular del neoliberalismo de inspiración norteamericana, sino su combinación con 
una tendencia social demócrata de origen Europeo. Sería tributo de los socialdemócratas la 
descentralización territorial y no solo hacia el mercado, así como reconocer el derecho a la salud para 
todos. Ver por ejemplo Iván Jaramillo Pérez, académico y asesor en las principales leyes del sector 
durante la década del noventa.  Jaramillo, Iván. “La Superintendencia Nacional De Salud, La 
Descentralización Y La Reforma De La Seguridad Social En Salud En Colombia.”   En: Iván Jaramillo 
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Entre 1988 y 1997 los recursos comprometidos en salud, en virtud de la ley 60, la ley 
100 y otras fuentes menores, conoció un salto apreciable desde el 2,67% del PIB al 
6,39%. Los aportes obrero-patronales pasaron del 8 al 12% del valor de la nómina 
contribuyendo con el 2,6% del PIB total para salud en 1997. La población asegurada 
pasó de 20% al 57% entre 1990 y 1997. Se crearon 30 empresas aseguradoras (20 
privadas y 10 públicas), se reconocieron 697 Empresas Sociales del Estado y cerca 
de 30.000 unidades prestadoras de servicios de salud (Jaramillo, en línea)727. Sin 
duda alguna, la combinación entre descentralización de la salud y de la seguridad 
social en salud en los noventa incrementó considerablemente el gasto público total, 
aumentó las coberturas de población por la vía de la intermediación de los 
aseguradores, fue una estrategia exitosa en la creación de empresas con y sin ánimo 
de lucro y creó la estructura institucional para la captación de inmensos recursos 
públicos por intermediarios financieros. 
 
El sector de la educación fue el segundo gran sector sometido a un ajuste de 
inspiración neoliberal. Sin embargo, a diferencia del sector salud en el que no existe 
un gran sindicato de trabajadores, el magisterio cuenta con la Federación 
Colombiana de Educadores –FECODE-, fundada en los albores del Frente Nacional 
en 1958 y reconocida por el Estado en 1962. La FECODE se construye como 
federación de 33 organizaciones regionales, lo cual le garantiza amplia 
representatividad nacional del conjunto de los trabajadores de la educación. En los 
noventa este contra poder pudo frenar el dispositivo programático neoliberal en 
algunos temas e inscribir parte de sus propuestas en las principales normas 
reguladoras del sector. Incluso en otras ocasiones el magisterio entró a disputar el 
sentido de estructuras en las que pareció converger con el ideario neoliberal. La 
fuerza de los maestros les permitió tener a dos expresidentes del sindicato como 
constituyentes en la asamblea de 1991, así como garantizar parlamentarios y 
                                                                                                                        
Pérez. (2002). P. 87. <http://workspace.unpan.org/sites/Internet/stellent/CLAD0040210.pdf>  
[Consulta: 31 julio  2013].   
727. Todos los datos provienen de Jaramillo, “La Superintendencia Nacional De Salud, la 
Descentralización y la Reforma de la Seguridad Social en Salud en Colombia.” 
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senadores de manera regular. La representación gremial despliega presencia y 
relaciones políticas en el congreso más allá de sus representantes y en la educación 
más allá de los colegios, teniendo incidencia sobre la educación superior.  
 
El ajuste no llegó en un solo paquete sino que se desplegó a lo largo de la década. El 
gobierno del presidente Cesar Gaviria (1990 – 1994) promovió la “Apertura 
Educativa” a la inversión privada para ensanchar las coberturas del mercado 
educativo e intervenir en las formas de gestión imprimiendo un carácter más 
empresarial. Las “mejoras en calidad” se entendieron como producción de 
contenidos ajustados a la demanda del sector privado. Y la “eficiencia del sector” se 
leyó bajo el prisma de costo-beneficio empresarial, es decir, a partir de contrastar el 
costo de formar un alumno entre diferentes planteles. La ley 30 de 1992, al igual que 
en salud, proclama “el servicio público de educación superior”. Se abandona el léxico 
del “derecho a la educación” para hablar de “bienes y servicios” en un mercado de 
competencia regulada por el Estado. Planteles públicos y privados son puestos en 
situación de igualdad compitiendo por los fondos de la educación. La calificación de 
los maestros concentró mucha presión del gobierno (L 30, 1993)728. Fijar salarios y 
condiciones laborales no debiera depender exclusivamente de “convenciones 
colectivas”, sino guardar relación con los desempeños y calificaciones de cada cual. 
Una mayor flexibilidad laboral y debilitar la fuerza de los profesores vendría de 
contera. La ley 30 creó un Consejo Superior Universitario –CSU- de 9 personas, dos 
de ellas internas a las universidades (un profesor y un estudiante) y el resto externos 
con amplia incidencia del gobierno nacional. La Autonomía Universitaria y un 
presupuesto básico fueron proclamados, como también la autonomía financiera. 
Desde entonces la extensión de programas, las inversiones en infraestructura, 
tecnología y pedagogía educativa dependen de manera creciente de la consecución 
                                        
728. Alcaldía Mayor de Bogotá. Ley 30 de 1992 [en línea]:   Alcaldía Mayor de Bogotá. Bogotá: Diario 
Oficial 40700 Diciembre 29, 1992. 
<http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=253> [Consulta: 10 agosto 2013]. 
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de recursos por los rectores gerentes. No es ya el prestigio académico del rector lo 
que se valida, sino las capacidades gerenciales y financieras del administrador de la 
empresa educativa. 
 
La ley 60 de 1993, al igual que en salud, estableció para la educación montos a 
transferir y criterios de repartición entre niveles de gobierno. Al lado de un monto fijo 
asegurado se incorporó el concepto de “población atendida y por atender”. Es decir, 
el llamado “subsidio a la demanda” mediante el cual la financiación del plantel 
depende de la cantidad de personas atendidas y sus costos internos. De esta 
manera se estimuló la competencia entre entidades territoriales y planteles por las 
bolsas de recursos nacionales. La “municipalización” de la descentralización 
educativa fue propuesta por el gobierno porque en la unidad administrativa básica se 
encuentran los planteles que debieran generar condiciones para la cofinanciación del 
sector. La FECODE se precia haber menguado la tendencia hacia una excesiva 
municipalización que hubiera quebrado el compromiso de la nación con todas las 
entidades territoriales en materia educativa. Una agudización de la inequidad entre 
los planteles que no cuentan con igualdad de medios para financiar sus costos se 
habría así evitado (Espinoza, 2010)729. La fuerza sindical también aprecia que, a 
diferencia del sector salud, la intermediación financiera se mantuvo a raya, así como 
se contuvo el giro de cuantiosos recursos públicos hacia el sector privado en 
educación.  
 
La Ley General de Educación, 115 de 1994, -antecedida por un paro de los 
maestros- norma la participación colectiva en la educación de estudiantes, 
profesores, padres, directivos, administradores y egresados.  La comunidad 
educativa participa de la dirección de los planteles así como del desarrollo del 
                                        
729. Espinoza,  Juliana “Análisis De Las Relaciones Entre Fecode Y El Estado Frente a Las Reformas 
Educativas Entre 1990 Y 2006” (Universidad Colegio Mayor de Nuestra Señora del Rosario, 2010). 
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Proyecto Educativo Institucional –PEI- (L 115 de 1994)730. Esta estructura concentra 
dos lecturas y usos contrarios. Para los neoliberales se trata del gobierno 
autogestionado por sus usuarios, beneficiarios y gestores financieros y 
administrativos. Representa el ideal del principio del beneficio según el cual el que se 
beneficia paga. En cambio, el sindicato también reivindica la figura porque aspira con 
ella a socializar el poder de la educación hacia la comunidad, en el entendido en que 
es responsabilidad del Estado la financiación gratuita y la garantía de la equidad 
entre planteles, grupos de población y entidades territoriales. La tensión entre 
privatización y socialización a partir de los “gobiernos escolares” se mantuvo aunque 
con el paso del tiempo la estructura privilegia el traslado de responsabilidades de 
consecución de recursos hacia la comunidad educativa misma. El pulso lo inclinan 
los neoliberales a su favor. 
 
En el debilitado gobierno del liberal Ernesto Samper Pizano (1994 – 1998) se 
complementaron los recursos de las transferencias para la educación con el Fondo 
Educativo de Compensación –FEC- y se incrementaron los salarios de los maestros. 
A la vez se pactó un crédito con el Banco Mundial para profundizar las reformas de 
carácter neoliberal a la educación. El incremento de los recursos y los salarios fue 
una pausa relativa. Le seguirá una profundización de la tendencia a construir el 
mercado de la educación a imagen y semejanza de otros mercados, como el de la 
salud, las pensiones, los servicios públicos domiciliarios y las viviendas de interés 
social. El gobierno situó el énfasis en la educación básica y en la unidad educativa. 
Con lo primero se significaba el interés del Estado por los pobres y con lo segundo la 
responsabilidad principal del Estado con la instrucción básica. Para los reformadores 
las familias pudientes deberían participar más activamente en los costos de la 
educación, los planteles pertenecientes a la educación superior deberían gestionar 
sus propios recursos y las entidades territoriales tener una mayor responsabilidad en 
financiar cada cual su sistema educativo. El “Plan Decenal de Educación (1996 – 
                                        
730. Alcaldía Mayor de Bogotá. Ley 115 de 1994. [en línea]:   Alcaldía Mayor de Bogotá, 
<http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=292> [Consulta: 10 agosto 2013].  
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2005)” fue el resultado de una masiva movilización de una pluralidad de sectores a 
través de todo el país (Niño, 2000)731.  Más de 150 Mesas de Trabajo, 300 talleres 
municipales, decenas regionales y varios nacionales permitieron recoger las grandes 
intensiones humanísticas de una educación para el futuro. Dicha desiderata poca 
incidencia tuvo sobre las leyes expedidas en los noventa y sobre las estructuras y 
principios ordenadores del mercado de la educación que entonces se empezó a 
organizar. En palabras del doctor en educación y sociólogo Diego Hernán Arias 
(2006)732: 
Finalizada la década del 90 las iniciativas del Plan Decenal cedieron paso a 
una política educativa que priorizó gradualmente la centralización, la formación 
para el trabajo y el uso y apropiación de las tecnologías de la información en la 
educación. (p. 2). 
 
La mercantilización de los servicios educativos, el tratamiento de las escuelas y 
universidades en tanto empresas competitivas y la concepción de la educación como 
“formación para satisfacer las necesidades del mercado” se presenta desde el 
comienzo de la década del noventa. Para el alcance de estos fines la 
descentralización fue estratégica puesto que permitió bajar en cascada la 
privatización dentro del sector. La administración descentralizada de los planteles 
abrió la puerta a la flexibilidad laboral, a la autofinanciación local y a la socialización 
de costos hacia las familias. En palabras del doctor en economía y profesor de la 
Universidad Nacional de Colombia Jairo Estrada Álvarez (2002)733: 
                                        
731. Niño,  Jaime. “Plan Decenal De Educación 1996 - 2005”  [en línea]. En:    Ministerio de Educación 
Nacional. República de Colombia.  
<www.mineducacion.gov.co/1621/article-85242.html ‎.> [Consulta: 12 agosto 2013].  
732. Arias, Diego H. “Plan Decenal De Educación: Razones Para Dudar De Sus Alcances” [en línea]. 
En: Corporación Viva la Ciudadanía. Bogotá: 2007)    
<http://www.viva.org.co/cajavirtual/svc0060/articulo05.pdf> consultado el [Consulta: 12 agosto 2013].  
733. Jairo Estrada, “Configuraciones De Política Educativa Neoliberal,” [en línea]. En:    Universidad 
Nacional de Colombia. Facultad de Ciencias Humanas. (Bogotá: 2002) 
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El concepto de autonomía que en verdad se encuentra reforzado por las 
nuevas tendencias de política educativa se refiere a la autonomía financiera. 
[…] La relación de subordinación Estado - ente territorial, se reproduce en este 
nivel como relación ente territorial - institución escolar. La responsabilidad por 
la cobertura y la calidad educativas quedan en manos de ésta última, pues el 
ente territorial (departamento o municipio certificado) limita sus 
responsabilidades respecto de la institución escolar a la asignación de 
recursos en función de la demanda.[…] ¡Lo que no alcance a ser financiado 
por el Estado, que lo asuman los padres de familia!. (p. 7).  
 
Los Servicios Públicos Domiciliarios –SPD- fueron un tercer sector de política 
sectorial intervenido por el ajuste neoliberal a través de la descentralización en los 
noventa. Las empresas de acueducto, alcantarillado, aseo, energía eléctrica, 
distribución de gas, telefonía fija y móvil fueron reguladas mediante la ley 142 de 
1994734. En sentido estricto se trató de una ley de privatización de la prestación de 
los servicios públicos municipales y departamentales. “El legislador” obligó a los 
gobiernos sucesivos a estimular por diferentes vías la inversión privada en dichas 
empresas. Al tiempo, levantó una cuasi-prohibición normativa a la sobrevivencia de 
las empresas estatales locales en esos sectores. Únicamente en la circunstancia de 
que no hubiere una empresa privada interesada en prestar los servicios, o bajo la 
autorización expresa de la nación, podía el gobierno local mantener la propiedad 
estatal sobre las empresas de servicios públicos domiciliarios. La expropiación 
central y tecnocrática de la decisión sobre la naturaleza jurídica de la propiedad fue 
el recurso mediante el cual se debilitó la descentralización territorial para favorecer 
una descentralización hacia el mercado. Todas las variables fundamentales que 
intervienen en la construcción de una política pública fueron expropiadas a las 
                                                                                                                        
<http://www.humanas.unal.edu.co/contextoedu/docs_sesiones/configracionpoli_caeducativa.pdf.> 
[Consulta: 12 agosto  2013]. 
734. Alcaldía de Bogotá. Ley 142 de 1994, [en línea]:   Alcaldía de Bogotá, 
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=2752, [Consulta: 01 septiembre 2013].  
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localidades y concentradas en órganos técnicos nacionales. Estos obligaron que la 
propiedad de las empresas fuera por acciones, se apropiaron de la regulación de las 
tarifas, de los criterios para aplicar subsidios cruzados entre estratos sociales y de la 
utilización de los excedentes operacionales. En palabras del Urbanista y Planificador 
Territorial Luis Mauricio Cuervo (2004)735:   
En la ley 142 el municipio como actor político e institucional tiene un papel 
claramente secundario y subordinado, las determinaciones de la ley recortan 
claramente su autonomía en el manejo de los asuntos más claves del manejo 
de los servicios públicos domiciliarios y reducen su papel al de un mero agente 
o intermediario; en otras palabras, la ley le sustrae su carácter de célula 
política básica del Estado y lo restringe a un papel de mero delegatario. (en 
línea). 
Se debilitó entonces el poder político de los mandatarios locales y de los sindicatos 
de trabajadores de las empresas domiciliarias. A cambio, se ofreció un 
empoderamiento teórico a los usuarios de los servicios. Los clientes activos tendrían 
derecho a participar en la gestión y fiscalización de las empresas. Los derechos 
políticos se reemplazaron por los derechos de los clientes consumidores, todo a 
nombre de una radical profundización de la democracia participativa y de la 
descentralización. 
 
El sector privado no respondió con idéntico entusiasmo a la generosa oferta de 
hacerse al gran mercado de las empresas de servicios públicos domiciliarios bajo un 
esquema de descentralización de recursos estatales. En la década del noventa el 
manejo del agua potable y el saneamiento básico siguió en su mayoría bajo 
                                        
735. Cuervo, Luis M. Significado Político E Implicaciones Sociales Del Actual Modelo De Prestación 
De Servicios Públicos Domiciliarios En Colombia  [en línea]. Observatorio de la Economía 
Latinoamericana No. 28. Revista académica de economía. Universidad de Málaga, Biblioteca Virtual 
de las Ciencias Sociales, Económicas y Jurídicas, (2004). 
<http://www.eumed.net/cursecon/ecolat/co/lmc-sp.htm> [Consulta: 01 septiembre  2013]. ISSN 1696-
8352.  
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responsabilidad de los niveles locales del Estado. En cambio, las telecomunicaciones 
atrajeron a los empresarios nacionales y extranjeros. Si en 1990 el sector de las 
telecomunicaciones representaba el 1,9% del PIB, a finales de la década, en 1999, 
las inversiones en el sector se habían incrementado hasta el 2,6%, según datos de la 
Comisión de Regulación de Telecomunicaciones –CRT- (Calderón y Servén, 
2010)736. Un fenómeno parecido se produjo con la generación de eléctrica puesto 
que a finales de la década el sector privado ya controlaba el 48% de la capacidad 
generadora (Calderón y Servén, 2010)737. Emblemáticas entidades municipales de 
basura quebraron y fueron reemplazadas por empresas privadas de recolección de 
desechos738. 
 
La autonomía local en materia de seguridad social, salud, educación y servicios 
públicos domiciliarios fue sacrificada a favor de los jugadores en el mercado. Al 
tiempo, la “apertura externa” y la liberalización de los mercados tuvo consecuencias 
dramáticas sobre el campo. Efectos que se retroalimentaron con la extensión del 
narcotráfico y el asenso de la confrontación armada. En los 90 (1990 – 1998) se 
dejaron de producir 131.100 hectáreas de arroz, 263.500 de maíz, 139.200 de 
algodón y 170.400 de sorgo (Bello, 2003)739. Al tiempo, las cabezas de ganado 
                                        
736. La inversión privada en telecomunicaciones pasó del 5% al 63% de la inversión total en el sector 
entre 1993 y 1998. Servén, Luis y Calderón, César. Infrastructure In Latin America  [en línea]. Policy 
Research Working Papers 5317 The World Bank  (2010) P. 54.  
<http://elibrary.worldbank.org/doi/book/10.1596/1813-9450-5317>, [Consulta: 31 octubre 2013]. 
WPS5317. 
737. La inversión privada en generación de energía eléctrica pasó de ser el 0% al 13% de la inversión 
total en el sector entre 1993 y 1998. Servén, Luis y Calderón, César. Infrastructure in Latin America.  
[en línea]. Policy Research Working Papers 5317 The World Bank  (2010) P. 54.  
<http://elibrary.worldbank.org/doi/book/10.1596/1813-9450-5317>, [Consulta: 31 octubre 2013]. 
WPS5317.   
738. Es el caso de EDIS en Bogotá, EMPAS en Sincelejo, y las Empresas Públicas Municipales de 
Neiva. 
739. Bello, Martha N., “El Desplazamiento Forzado En Colombia: Acumulación De Capital Y 
Exclusión Social” [en línea]. En: Universidad Nacional de Colombia. Facultad de Ciencias Humanas 
(Ponencia presentada en la conferencia regional “Globalización, migración y derechos humanos”. 
Convocada por la Universidad Andina Simón Bolívar – (Quito Ecuador, Septiembre 2003).  
<http://www.bogota.unal.edu.co/buscar.html?cx=015779202118420744272%3Aqk5u5rpebla&cof=FO
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pasaron de 21.2 millones a 25.6 millones (Suárez, 2007)740, la concentración de la 
propiedad de la tierra (coeficiente de GINI) pasó de 85% a  88% y las pequeñas 
extensiones se contrajeron del 23% al 21% de la superficie entre 1984 y 1996 
(Machado, 2003, en línea)741. El desempleo en el campo pasó de 4.2% a 6.4% entre 
1991 y 1996 (Argüello, 2004)742. La población desplazada por causas económicas y 
por la violencia pasó de 77.000 a 308.000 (CODHES, 2009)743. De esta manera, los 
efectos de la transnacionalización de los espacios internos sumaron razones a la 
lucha por la apropiación de la tierra y de sus recursos naturales por el gran capital y 
los diferentes ejércitos en armas.  
 
A finales de los noventa “la descentralización para la paz y el desarrollo” estaba ya 
muy lejos. Muchos municipios se encontraban en situación de precariedad 
económica creciente y bajo la amenaza de poderosas fuerzas que colonizaban la 
economía pública y privada. La “democracia local” y la “planeación participativa”, 
como formas y prácticas relevantes del ejercicio de la política, no tenían gran 
trascendencia. 
 
                                                                                                                        
RID%3A11&q=Martha+N.+Bello&submit.x=12&submit.y=5&submit=Buscar> [Consulta: 24 octubre 
2013].  
740. {(ed.) (2007), El modelo agrícola colombiano y los alimentos en la globalización, Bogotá: 
Ediciones Aurora) 221.} 
741. Machado, Absalón. "Tenencia de tierras, problema agrario y conflicto" [en línea]. En: 
Desplazamiento forzado: Dinámicas de guerra, exclusión y desarraigo. ACNUR, Universidad Nacional 
de Colombia. 2004. Pág. 81-96. Programa de Iniciativas Universitarias para la Paz y La Convivencia 
PIUPC. (2004). P. 13. 
<http://www.virtual.unal.edu.co/cursos/humanas/2004945/docs_curso/descargas/2da%20sesion/Basica
/Absalon%20Machado.pdf> [Consulta: 24 octubre 2013].  
742. Ricardo Argüello, “Pobreza, Empleo Y Distribución Del Ingreso En Las Zonas Rurales De 
Colombia, Durante La Década De 1990. Una Revisión De La Literatura,” Borradores de investigación 
No. 43 (2004): 30.  
743. CODHES. Víctimas Emergentes. Desplazamiento, Derechos Humanos Y Conflicto Armado En 
2008 [en línea]. Boletín informativo de la Consultoría para los Derechos Humanos y el 
Desplazamiento, No. 75 (2009), <http://www.internal-
displacement.org/8025708F004CE90B/(httpDocuments)/A12968300F7E4257C12575A500438DFC/$f
ile/codhes+informa+n%C2%BA+75.pdf> [Consulta: 23 octubre 2013].  
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4.5.1  Del ajuste al reajuste pasando por el desajuste  
 
Para los ortodoxos no existe el desarrollo de los mercados sin un pujante sector 
financiero y no se puede convertir a las entidades territoriales en empresas eficientes 
si estas no utilizan la palanca crediticia en sus portafolios de inversión y no compiten 
por los recursos en el mercado. El sistema de transferencias fue complementado con 
otras fuentes de financiación territorial. Por una parte, el principio de la cofinanciación 
de obras entre niveles del Estado. El decreto 2132 de 1992 creó el Sistema Nacional 
de Cofinanciación744, el cual recogió los instrumentos anteriores de cofinanciación y 
los agrupó en 4 grandes Fondos. Uno para la Inversión Rural –DRI-, otro para la 
Infraestructura Urbana –FIU-, un tercero para las Vías –FIV- y el cuarto para la 
Inversión Social -FIS-. Los sectores de política pública no cubiertos por las 
transferencias encontraron en los fondos la principal palanca de financiación de las 
inversiones territoriales. Direccionar las obras locales y controlar su ejecución fueron 
objetivos importantes de la tecnocracia central. La exigencia de la cofinanciación 
debía estimular un incremento del “ahorro público total”, es decir, una mejoría en la 
capacidad de las entidades territoriales de conseguir recursos complementarios. El 
portafolio de posibilidades estaba abierto: bien fuera por la vía del alza de las tarifas 
de servicios, la venta de productos, las utilidades de las empresas estatales, los 
rendimientos financieros de sus ahorros, por la venta de activos, por la captación de 
donaciones o mediante la reducción general de sus costos. De esta manera, más 
que las transferencias automáticas fue la cofinanciación el instrumento selecto para 
inocular los principios de mercado en el comportamiento de las entidades 
territoriales. Los Fondos de Cofinanciación obligaban la competencia entre 
municipios y departamentos por grandes bolsas concursables, estimulaban la 
optimización de los recursos de la administración, el alza de impuestos y tarifas y el 
propio proceso de privatización de empresas estatales locales. Además, muchas de 
                                        
744. Diario Oficial. Decreto 2132 de 1992 [en línea]:   Departamento Nacional de Planeación. Bogotá: 
Diario Oficial No. 30.148, febrero  3 de 1960. 
<https://www.dnp.gov.co/LinkClick.aspx?fileticket=ObIYLZ6nK1k%3D&tabid=55> Consulta: 18 
octubre 2013].   
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las inversiones realizadas con los recursos de los Fondos y la cofinanciación local se 
ejecutaron mediante la contratación con empresas privadas y comunitarias, de tal 
suerte que se incrementó la base empresarial local. 
 
Pero la competencia de mercado se (re) convirtió en la tradicional competencia entre 
políticos por la captación de recursos. El sendero lo abrió el presidente Gaviria (1990 
– 1994) y su ministro neoliberal estrella, Rudolf Hommes, transando prioridades de 
adjudicación de los recursos de los Fondos a cambio del apoyo parlamentario a 
proyectos de ley del gobierno. El sendero se convirtió en una autopista en el 
gobierno de Ernesto Samper (1994 – 1998), el cual utilizó dichos fondos como 
moneda de cambio para “comprar” su permanencia en el cargo, puesto que solo el 
congreso podía juzgarlo. Los proyectos formulados por las comunidades, los 
concejales y hasta por los alcaldes se apilaron en cajas, al tiempo que los 
parlamentarios aumentaron su incidencia directa sobre la adjudicación de los 
recursos. El instrumento de promoción de la “revelación de las preferencias locales” 
se (re) convirtió en moneda de cambio entre las preferencias del ejecutivo y las 
necesidades de la reproducción política de los parlamentarios. La re-centralización 
estaba en curso. Las capacidades de incidencia de la clase política local fueron 
expropiadas desde arriba y una vez más se obligaba tejer relaciones de padrinazgo 
con el centro para garantizar inversiones territoriales. 
Tabla 14. 

















Fuente: Cálculos propios con base en información del DNP de ejecuciones presupuestales de los municipios. 
 
El candidato y posterior presidente de la república para el periodo 1998 – 2002, 
Andrés Pastrana, consagró parte importante de su campaña en desprestigiar el 
Sistema de Cofinanciación porque a la vez que violentaba la “meritocracia” de 
mercado, fomentaba el clientelismo y la corrupción. Además, la captura política de la 
cofinanciación debilitaba la descentralización y los gobiernos locales. La promesa de 
acabar con el sistema de cofinanciación derivó en un maquillaje del mecanismo 
debido a que se convirtió en eficaz instrumento de compra de la “gobernabilidad” del 
ejecutivo ante el congreso. La re-centralización seguía su marcha a través de la 
financiación de las inversiones locales en infraestructura, vivienda, desarrollo rural y 
múltiples apoyos a la “población vulnerable”.  
Al lado de los Fondos de Cofinanciación un segundo mecanismo de financiación de 
los gobiernos locales se promovió paralelo al sistema de transferencias: el crédito. 
Bajo el sistema centralista pocas ciudades grandes concentraron los créditos 
territoriales avalados por las autoridades nacionales745. Esta situación cambió 
drásticamente con la adopción del masivo sistema de transferencias del presupuesto 
nacional a los gobiernos locales. La descentralización aseguraba giros automáticos y 
crecientes con destino de las alcaldías y gobernaciones, por lo que las colocaciones 
de recursos en las administraciones territoriales se convirtió en objetivo de interés 
para el sistema financiero. Ante la desconfianza de los banqueros en las 
                                        
745. En 1986 las ciudades del triángulo de oro (Bogotá, Medellín y Cali) concentraban el 71,6% de los 
desembolsos de crédito interno y externo de todos los municipios. Dicho porcentaje pasó a 59,9% en 
1991, 40,4% en 1994 y 29,4% en 1999 (Fuente: cálculos propios con base en datos del DNP sobre 
ejecuciones presupuestales de los municipios). 
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capacidades gerenciales de los alcaldes y en las garantías a los préstamos, el 
gobierno nacional desplegó una campaña, decretos incluidos, de persuasión sobre la 
seguridad de las inversiones en un creciente mercado de distribución de recursos de 
la nación en los territorios. Del otro costado, los mandatarios locales fueron puestos 
en una situación en la que se volvió necesario acudir al crédito bancario. Mayores 
eran las necesidades de financiación, postergadas por décadas, respecto de los 
recursos recibidos por concepto de las transferencias para la política social y los 
Fondos de Cofinanciación. La presión ciudadana se volcó en parte sobre los 
mandatarios ahora responsables de muchos asuntos antaño solo de competencia 
nacional. La necesidad de extender los aparatos políticos y garantizar los triunfos 
electorales también aportaron incentivos para emprender obras mediante el crédito 
estatal y privado. Las agencias estatales de financiación, como la Financiera de 
Desarrollo territorial –FINDETER- que manejaba dos de los Fondos de 
Cofinanciación, tenía un complejo sistema para la aprobación de créditos. En 
cambio, el sector privado se mostró un poco menos exigente allí donde creyó 
encontrar garantía de reintegro de créditos a buenas tasas de interés746. Sin 
embargo, los banqueros concentraron su atención en grandes proyectos de 
inversión, solo al alcance de grandes ciudades y generalmente con el concurso de 
varias fuentes de financiación, en la que seguido se encontró comprometido el 
gobierno nacional. De tal manera, solo seis departamentos de 32 (Antioquia, 
Cundinamarca, Valle, Santander, Atlántico y Casanare) amasaron el 66% de los 
créditos y seis municipios de 1100 (Medellín, Bogotá, Cali, Barranquilla, Cartagena e 
Ibagué) concentraron el 60% de los préstamos bancarios. La concentración no fue 
únicamente territorial, también lo fue del prestamista, seis bancos monopolizaron el 
75% de la deuda territorial (Cancelado, 2003, pp. 18, 19)747. 
 
                                        
746. FINDETER fue creada por la Ley 57 de 1989 como mecanismo financiero para apalancar la nueva 
capacidad de endeudamiento de las entidades territoriales que generó el sistema de transferencias. 
Diario Oficial. Ley 57 de 1989 [en línea]:   Diario Oficial No. 39.070, noviembre de 1989. 
<ftp://ftp.camara.gov.co/camara/basedoc/ley/1989/ley_0057_1989.html> [Consulta: 14 septiembre  
2013]. 
747.  Nelsy E. Cancelado, “Endeudamiento Territorial En Colombia: Lecciones De La Experiencia 
Reciente” (Universidad Nacional de Colombia, 2003). 
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Mientras en el primer y más entusiasta gobierno neoliberal, el de Cesar Gaviria (1990 
– 1994), el sistema bancario privado aumentó su participación en los préstamos del 
51% al 70%, dicha participación se redujo al 33% al término del gobierno de Samper 
(1994 – 1998). A la inversa, la oficial FINDETER bajó su participación del 34% de los 
préstamos en 1990 al 20% en 1994. Ya para 1999 dicha proporción subió al 55%. 
Mientras Gaviria pretendió substituir al sector estatal con el privado, Samper 
prometió ponerle “corazón a la apertura” neoliberal. En el discurrir de la década del 
noventa la demanda social de infraestructura, vivienda, acueductos, alcantarillados y 
créditos para la producción fue argumento fuerte para motivar el retorno del Estado. 
También lo fue la necesidad de estabilidad del gobierno nacional cuestionada desde 
los Estados Unidos. En todo caso en la década del noventa se incrementó el 
portafolio financiero y la rentabilidad de las entidades bancarias. La tasa de interés 
se multiplicó por tres en una década, al pasar del 5% al 17%.  
 
Dos inflexiones más a la apertura de choque de Gaviria intentó el gobierno de 
Samper. Por una parte, la recuperación de políticas sectoriales que apoyaran la 
reconversión de los sectores productivos para la competencia internacional. Por otra 
parte, la conformación de Consejos Territoriales de Competividad con el fin de 
discutir con las elites locales los ajustes necesarios ante la internacionalización 
económica. Ambas medidas realizan un reconocimiento de las elites empresariales y 
de las necesidades de adecuar los territorios para la competitividad internacional.  
 
Pero no hay felicidad total. Los hacendistas estaban preocupados por la tasa de 
crecimiento de la deuda territorial, más aun, porque muchas entidades territoriales no 
producían un superávit corriente para pagar intereses y deudas, por lo que podían 
estar tentados de acudir a las transferencias para honrar sus obligaciones. Dicha 
operación estaba prohibida en la medida en que las transferencias eran gastos de 
destinación específica. La otra opción no podía sino ser la venta de activos, lo cual 
era saludable en la medida en que empequeñecía el tamaño del sector público a 
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favor del privado. También se criticó con fuerza hacia finales de la década del 
noventa una supuesta pereza fiscal, es decir, un desgano de las autoridades en 
cobrar mayores tarifas e incrementar los impuestos territoriales. La otra preocupación 
de la ortodoxia económica era el aumento del tamaño del empleo y los salarios 
públicos con recursos de las transferencias y del crédito bancario. La presión social 
ascendente durante toda la década y en especial desde 1996 obligaba a “blindar el 
crecimiento del gasto público”. “Los mercados” estaban satisfechos con el 
crecimiento del sector privado y financiero de la mano de la descentralización, pero al 
final de la década el 10% de la cartera de los bancos estaba situado en las 
administraciones territoriales. Un ajuste se imponía para recuperar el rumbo, 
entendido este de tres maneras: controlar la deuda y el gasto público local, a la vez 
que se obligaba un incremento de los ingresos propios y un ahorro corriente. La 
operación debía conducir al “descreme” del sector público que estaba creciendo por 
abajo, a la vez que se (re) estimularía mayor protagonismo de sector privado en el 
desarrollo y la prestación de servicios locales.   
 
El ajuste comenzó mediante la Ley 358 de 1997, o “Ley semáforo”, cuyo propósito 
fue controlar la deuda de las entidades territoriales748. En principio, solo aquellas que 
generaran un ahorro operacional podían endeudarse sin pedir permiso y si los 
intereses de los créditos no excedían el 40% de dicho ahorro. De allí en adelante se 
creaban restricciones que aumentaban la injerencia de las autoridades nacionales en 
el manejo fiscal de los gobiernos. Una autorización del Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público se generaba condicionada a la adopción de un “Plan de desempeño 
financiero”, es decir, un programa de ajuste cercano a las líneas programáticas arriba 
señaladas.  
 
                                        
748. Alcaldía de Bogotá. Ley 358 de 1997 [en línea]:   Alcaldía de Bogotá, (enero 30) 
<http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=3423>  
[Consulta: 25 julio 2013]. 
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Dos años después la autonomía de los gobiernos locales fue aún más restringida 
mediante le Ley 550 de 1999, o “Ley de quiebras”. El Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público se erigió en garante de un “Acuerdo de reestructuración” mediante el 
cual se promocionó la enajenación de activos (privatización de empresas estatales 
territoriales) con el fin de trasladar dichos recursos para lograr el equilibrio financiero 
de la entidad territorial, el pago de los trabajadores y el pago de los acreedores (L 
550 de 1999)749. El Ministerio quedó facultado para realizar dichos pagos de manera 
directa sin que los recursos entraran en las arcas territoriales. La operación permitió 
el manejo directo de los recursos territoriales por la tecnocracia central con el fin de 
garantizar un ajuste pro mercado y los derechos de los banqueros. El manejo del 
presupuesto local y las decisiones de inversión o gastos de funcionamiento quedaron 
totalmente dependientes del acuerdo de reestructuración firmado con los acreedores. 
Las eventuales prioridades políticas de los mandatarios triunfantes en la contienda 
electoral, o pactadas mediante la planeación participativa, quedaron suspendidas y 
subordinadas al ajuste fiscal. 
 
La ley 549 de 1999 creó el Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades 
territoriales –FONPET- con la concurrencia de recursos de la nación y las entidades 
territoriales para que, en un plazo no mayor a 30 años, se pudiera garantizar el pleno 
cubrimiento del pasivo pensional de los trabajadores del Estado territorial (L 549 de 
1999)750. Si la ley 550 justificó la privatización de activos estatales para defender los 
pagos a los trabajadores, la ley 549 volverá a defender las pensiones de los 
funcionarios públicos otorgándole el manejo de enormes bolsas de recursos al sector 
financiero. Las administradoras de fondos de pensiones y cesantías, las sociedades 
fiduciarias, o las compañías de seguros de vida, -públicas o privadas-, fueron 
                                        
749. Alcaldía de Bogotá. Ley 550 de 1999 [en línea]:   Diario Oficial 43940 marzo 19 de 2000 
<http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=6164>  [Consulta: 25 julio 2013].
  
750. Alcaldía de Bogotá. Ley 549 de 1999 [en línea]:   Diario Oficial 44836 Diciembre 30 de 1999.  
<http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=3420> [Consulta: 25 julio 2013]. 
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llamadas a intermediar dichos recursos (Superfinanciera, en línea)751. No sobra 
señalar que porcentajes de las privatizaciones de empresas nacionales y territoriales 
engrosaron los recursos del FONPET. En la década del noventa la defensa del 
trabajo fue el pretexto utilizado como punta de lanza para legitimar la privatización de 
empresas y la intermediación financiera sobre los enormes ahorros que genera la 
relación laboral asalariada. En este propósito la descentralización de recursos, 
competencias, empresas y relaciones laborales sirvió como dispositivo eficaz, 
además de legítimo. 
 
Finalmente la ley 617 del año 2000 racionaliza al conjunto de entidades territoriales 
(Ley 617 de 2000)752. Departamentos y municipios entran dentro de categorías 
establecidas que obligan cierta cantidad de ingresos corrientes, establecen límites a 
los salarios de los mandatarios, de otros funcionarios locales y a los gastos de 
funcionamiento. Triple propósito persigue por esta vía la ley: restringir la creación de 
municipios y departamentos, contener los gastos locales e inhibir el aumento de la 
burocracia. Prohíbe además realizar transferencias de los presupuestos a cualquier 
entidad local y obliga la liquidación de aquellas que dan pérdidas por 3 años 
consecutivos. Por otra parte, estimula la fusión y asociación de municipios y 
departamentos “inviables fiscalmente” (Castro, 2002)753. Además, vuelve sobre una 
motivación original de los neoliberales que impulsaron la descentralización desde los 
años ochenta: los salarios, los gastos de funcionamiento y las inversiones locales, -
distintas a las apoyadas por diversos giros nacionales-, debieran cubrirse por los 
esfuerzos y desempeños fiscales autónomos. En términos generales, la ley restringe 
                                        
751. Mientras en 1995 las entidades privadas administraban $0.26 billones y  las públicas $1.81 
billones de las pensiones obligatorias, para 1999 dichos montos eran de $5.41 y $5.33 billones 
respectivamente. www.superfinanciera.gov.co. [Consulta: 5 noviembre 2013]  
752. Alcaldía de Bogotá. Ley 617 de 2000 [en línea]:   Diario Oficial No. 44188 octubre 9 de 2000.< 
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=3771> 
[Consulta: 25 julio 2013].  
753. El gobierno de Andrés Pastrana propuso la desaparición de 500 municipios y 10 departamentos 
inviables, propuesta que fracasó por carecer de apoyo político en el parlamento. Jaime Castro, La 
Cuestión Territorial (Bogotá: Editorial Oveja Negra, 2002). 
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la discreción de la burocracia y la clase política local en cuanto al tamaño del gasto, 
del empleo, de los salarios y de las empresas estatales locales. La nación misma 
queda prohibida de otorgar apoyos financieros de cualquier índole a las entidades 
territoriales que no cumplan el conjunto de disposiciones sobre saneamiento fiscal, 
control a la deuda y generación de ahorro local.  
 
El Código Minero (L 685 de 2001) introdujo fuertes cambios que abrieron los caminos 
al conocido auge minero desde finales de los noventa. Entre ellos, suprimió la 
posibilidad de que el Estado participara en la explotación de los recursos minero 
energéticos y le asignó exclusivamente las funciones propias del rol fiscalizador y 
regulador. Así la actividad minera se convirtió en campo exclusivo de la empresa 
privada. También flexibilizó las normas que regulan el ejercicio de la actividad 
minera. Antes del 2001 se exigía licencia ambiental para cada uno de los procesos 
que conducía finalmente a la explotación del recurso, a partir del 2001 sólo se 
requería para el proceso final de la explotación. Esto impide la oposición o el rechazo 
a la actividad minera en la fase de exploración y con ello se pierde la aplicación del 
principio de precaución que durante tantos años fue instrumento útil para la 
protección del medio ambiente. Por si fuera poco, no se respetaron las salvedades 
de la explotación minera en las áreas protegidas – parques nacionales y regionales-, 
se establecieron regalías más bajas que  en la década de los noventa y se 
disminuyeron los impuestos; todo ello con el argumento de estimular la inversión 
extranjera y la competitividad en el sector (Peace Brigades International, 2011, p. 
9)754.    
 
                                        
754. Peace Brigades International -PBI-. Legislación Minera: Avances Y Retrocesos.  [en línea]. Minería 
en Colombia ¿A qué precio?  Colombia PBI Colombia. boletín informativo No 18 (Noviembre de 
2011). 8-0 Pp.  8, 9. 
<http://www.peacebrigades.org/fileadmin/user_files/projects/colombia/files/colomPBIa/111122_boleti
n_final_web.pdf>  [Consulta: 20 octubre 2013]. 
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Una cierta regla fiscal gobierna desde entonces sobre las entidades territoriales 
coartando la autonomía de los procesos políticos locales y blindando las 
administraciones de la presión social directa que pudiera comprometer un aumento 
del gasto, de los programas y del empleo público local. De esta manera, la 
insatisfacción social se volcará más claramente otra vez sobre las autoridades 
nacionales. El ajuste fiscal  local termina alimentando una re-nacionalización de los 
conflictos sociales … propósito contrario al que inspiró a los reformadores 
neoliberales de finales de los ochenta. Para estos, la descentralización de las 
libertades de gestión económica y administrativa local debería proteger al 
presupuesto y a las autoridades nacionales de la movilización social territorial. A 
finales de los noventa lejos estaba de lograrse la descentralización de los conflictos 
sociales. 
 
Las medidas anteriores incrementaron el control de la nación sobre el destino del 
gasto descentralizado, a la vez que contenían el crecimiento del Estado territorial. Un 
propósito mayor faltaba por alcanzar. En la segunda mitad de la década de noventa 
las agencias internacionales como el Banco Mundial, el Fondo Monetario y el Banco 
Interamericano de Desarrollo estaban preocupados por la posible contribución de los 
procesos de descentralización al desequilibrio macroeconómico nacional (GTZ / 
CEPAL, 1997)755. Las transferencias automáticas imprimían “rigidez” al presupuesto. 
Se requería recuperar “flexibilidad” en la asignación, es decir, realizar giros a los 
territorios subordinados a la disponibilidad fiscal nacional. Lo ideal era reemplazar la 
transferencia como derecho adquirido por bolsas concursables y subordinados a 
desempeños fiscales locales. Los derechos a las transferencias automáticas y 
crecientes contradecían de plano dicha intención.  
 
                                        
755. GTZ, CEPAL / (1997) Descentralización Fiscal En América Latina: Nuevos Desafíos Y Agenda 
De Trabajo, ed. Edling, Gabriel Aghón y Herbert, (Santiago de Chile: CEPAL / GTZ). 
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¿Qué hacer?: re centralizar recursos en la tecnocracia central y recortar derechos 
adquiridos a través de la descentralización de la política social. Era necesaria una 
regla fiscal según la cual la disponibilidad presupuestal debiera primar sobre los 
gastos a descentralizar. No se trataba de repentinas ocurrencias de la tecnocracia 
internacional y nacional, sino de una vieja preocupación, ahora más acuciante debido 
al crecimiento general del gasto público durante toda la década del noventa y con él, 
del déficit fiscal nacional. 
 
La crisis de 1998 ofrecerá la ocasión propicia para amputar el tamaño mismo del 
problema, es decir, recortar la tasa de crecimiento de las transferencias automáticas. 
Una tormenta perfecta ocurrió entonces. El Producto Interno Bruto cayó en 4,2% 
entre 1988 y 1999,  el déficit fiscal era del 5% del PIB y la deuda del 22% del PIB. 
Había que hacer un recorte para restablecer el equilibrio macroeconómico. 
 
Gráfico 3. 
Indicadores Fiscales del GNC Como Porcentaje del PIB 
 
Fuentes: DANE, DNP y Banco de la República 




Desde la asamblea constituyente de 1991 el tamaño general del Estado y del gasto 
no paraban de crecer y los hacendistas culparon a la “cultura garantista”. Los 
derechos amparados por la Corte Constitucional, la eficacia del mecanismo de la 
tutela de los derechos fundamentales, el sistema de seguridad social que integró a 
millones de personas al acceso a servicios de salud, el costo de las pensiones y el 
sistema de las transferencias automáticas concentraron los ataques756.  
 
Gráfico 4. 
1991 – 1998: Evolución de Componentes del Gasto del GNC 
 
Fuente: DNP, Estadísticas históricas de Colombia, Capítulo 5 – Finanzas públicas. Cifras en millones de pesos de 
1975. Las transferencias territoriales incluyen situado fiscal, participación de los municipios, y participación del 
impuesto a la renta. 
                                        
756. Los mismos tecno políticos callaron sobre otras fuentes de crecimiento del gasto y sobre todo 
omitieron las enormes sumas que los “rent seekers” banqueros captaban de manera creciente por cada 
operación en los mercados privados y públicos, intermediando al conjunto de los procesos de compra, 
venta, ahorro e inversión en la economía.  
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El economista y exministro de Hacienda y Crédito Público, Eduardo Wiesner Durán 
(2004) 757, sintetiza bien el prontuario de los neoliberales en contra de la Constitución 
de 1991 a finales de los noventa en los siguientes términos:  
Respecto a las consecuencias de la Constitución del 91 hay una amplia gama de 
opiniones. Pero respecto a sus efectos fiscales hay un alto grado de convergencia 
alrededor de la conclusión que ella:  
Aumentó excesivamente el gasto público y las transferencias.  
(ii)  Generó déficits fiscales adicionales.  
(iii)  Estableció rigideces estructurales que han hecho imposible para el país el lograr 
un balance fiscal sostenible y asegurar un crecimiento similar al histórico. (p. 9). 
 
Gráfica 5. 
Participación en los Ingresos Corrientes de la Nación 
Transferencia Real 2002, Proyección 2019 
 
  
Fuente: Restrepo, Céspedes y Baquero (2006)758 
                                        
757. Eduardo Wiesner, “El Origen Político Del Déficit Fiscal En Colombia: El Contexto Internacional 

















La descentralización se encontraba en el centro de cada uno de los problemas 
constitucionales que explicaban el déficit fiscal. El presidente neoliberal y 
conservador, Andrés Pastrana, tomó nota y a través de sus Ministros de Hacienda, 
Juan Camilo Restrepo y Juan Manuel Santos Calderón, tramitó con éxito una reforma 
a la constitución, el Acto Legislativo 01 del 2001 y su posterior desarrollo a través de 
la Ley 715 del 2001759. 
 
El freno al crecimiento de las transferencias a disposición de las entidades 
territoriales fue entonces importante (Duarte, 2012)760. No era, sin embargo, popular 
contrariar de plano los derechos de los poblados a la descentralización, por lo que el 
recorte se prometió transitorio, del año 2002 al 2008. Se trataba de un gesto de 
solidaridad del conjunto de los territorios para sobreponerse a una crisis nacional 
circunstancial, bajo la promesa de restituir plenamente los derechos suspendidos. 
Pero ya no hubo vuelta atrás. La bolsa a repartir se calculó de manera diferente. La 
constitución obligó girar el 46% de los Ingresos Corrientes de la Nación –ICN-. La 
nueva ley conformó una bolsa a partir del monto total transferido en el año 2002, 
corregido anualmente a partir de la inflación, más un porcentaje anual cercano a un 
estimado crecimiento de la población761.  
                                                                                                                        
758. Darío I. Restrepo, Erick Céspedes, Federico Baquero (2006), Reforma a las transferencias. Datos 
para un debate, (Bogotá: CID - Universidad Nacional de Colombia) 16. 
759. Alcaldía de Bogotá. Ley 715 de 2001 [en línea]: Diario Oficial 44654 diciembre 21 de 2001. 
<http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=4452>[Consulta: 20 octubre  2013]. 
760.  En compartidas palabras el antropólogo de la Universidad Nacional Carlos Duarte afirma “En este 
contexto, más que reducir el déficit fiscal, lo que buscaba el gobierno nacional por medio de la retoma 
del control y el recorte de las transferencias era recuperar su poder de decisión y su propia capacidad 
de inversión”. (p. 16). Duarte, Carlos “Descentralización y Recentralización en Colombia. Fases y 
Disyunciones en la Implementación de un Modelo Neoclásico en Colombia”  [en línea]. En:   Raizal. 
Centro de Pensamiento Latinoaméricano. 
<http://descentralizacioncolombia.wordpress.com/category/0-introduccion-fases-y-disyunciones-en-la-
implementacion-de-un-modelo-neoclasico-de-gobierno-en-colombia/> [Consulta: 4 agosto  2013]. 
761. La Ley 60 de 1993 había definido el monto total a descentralizar a partir de dos fuentes. Por una 
parte, una participación en los Ingresos Corrientes equivalente al 22% y el Situado Fiscal para Salud y 
Educación representando el 24,5% para un total a transferir del 46,5% de los Ingresos Corrientes. 
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Los encargados de bautizar la nueva norma entendieron la trascendencia del cambio 
y dejaron de hablar de participación en los Ingresos Corrientes de la Nación –ICN- 
para referirse al Sistema Nacional de Participación- SGP-. Con el primero se significó 
el objetivo estratégico de compartir el crecimiento general de la economía entre la 
nación y los territorios en proporción cercana a la mitad. Con el segundo las 
transferencias fueron convertidas en una cuenta más, una partida similar al gasto en 
salud u obras públicas. El crecimiento general de la economía ya no tenía que ser 
“rígidamente” compartido. La arena nacional recuperaba la centralidad de las 
negociaciones en la repartición de la riqueza general. La contra revolución centralista 
estaba de vuelta. 
Estrictamente, las transferencias no estuvieron a disposición de las entidades 
territoriales para que estas las destinaran libremente, siempre fueron gastos de 
destinación específica para la salud de baja complejidad y para la educación pública 
básica, además de financiar el saneamiento básico y el agua potable. De tal manera, 
el freno  a las transferencias implicó un recorte del gasto público de los sectores de 
política social básicos. 
Durante el cambio del siglo el recorte a las transferencias y las leyes y decretos que 
se adoptaron profundizaron el ajuste estructural en los sectores de política social 
descentralizados. La inestabilidad de los empleos, la baja de los salarios, una mayor 
intensidad de las jornadas laborales, dificultades crecientes para ascender en las 
carreras sectoriales respectivas y un régimen pensional menos benéfico para los 
trabajadores fueron comunes en las entidades de salud, educación y de servicios 
públicos domiciliarios762. Una vez más, les correspondió a las entidades territoriales 
                                                                                                                        
Alcaldía Mayor de Bogotá. La Ley 60 de 1993 [en línea]:   Diario Oficial No. 40987  
<http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=274>  
[Consulta: 4 agosto  2013].  
 
762. Un análisis detallado de las consecuencias del ajuste estructural sobre los trabajadores del sector 
educativo se encuentra en: Ramírez, Néstor R. "Impacto De Las Políticas Neoliberales En El Régimen 
Laboral Del Magisterio Colombiano" [en línea] En: Somos Renovación Magisterial 
<http://www.renovacionmagisterial.org/portada/impacto-de-las-pol%C3%ADticas-neoliberales-en-el-
r%C3%A9gimen-laboral-del-magisterio-colombiano> [Consulta: 31 octubre 2013]. Para el 
caso del sector salud se pueden consultar: Gualtero, Martha L., Autonomía Médica Y Se Relación Con 
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aplicar la radicalización del ajuste estructural en un contexto con muy escaso margen 
para salirse del modelo debido al fortalecimiento del centralismo. 
 
Gráfica 6. 
Recorte Transferencias Salud, Educación, Saneamiento Básico, Agua Potable, 
2002 - 2205
 
Fuente: Restrepo, Céspedes y Baquero (2006)763 
 
4.5.2  De los ejércitos beligerantes a las bandas de terroristas 
 
                                                                                                                        
La Prestación De Servicios De Salud  [en línea],  Bogotá, Programa de Salud y Seguridad Social, 
Defensoría del Pueblo  (2007) [Citado 20 octubre 2013], Formato html, Disponible 
en Internet: http://www.defensoria.org.co/red/anexos/publicaciones/aut_med.pdf. Observatorio de 
Recursos Humanos en Salud. Nodo del Sur Occidente. Relaciones Laborales En El Sector Salud. El 
Sistema General De Seguridad Social En Salud De Colombia: El caso de la ciudad de Cali.  [en 
línea],   Cali: Universidad del Valle, Ministerio de la Protección Social de Colombia. Dirección de 
Análisis y Política de Recursos Humanos Organización Panamericana de la Salud (2006), [Citado 




763. Darío I. Restrepo, Erick Céspedes, Federico Baquero (2006), Reforma A Las Transferencias. Datos 
para un debate, (Bogotá: CID - Universidad Nacional de Colombia) 16. 
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El 20 de febrero del año 2002 las FARC secuestraron un avión en el que se 
transportaba el senador Jorge Eduardo Gechem. En la noche el presidente de la 
República, Andrés Pastrana, dio por terminados los diálogos de paz, suprimió el 
estatus político a la organización guerrillera y reactivó las órdenes de captura contra 
sus dirigentes. Las posturas sobre las causas estructurales que llevaron a dicho 
rompimiento son diversas. Unas se relacionan con la agenda misma de los diálogos, 
en extremo extensa, cubriendo casi todos los temas nacionales como si en una Mesa 
de Diálogo se pudiera rediseñar todo el modelo económico, político e institucional del 
país. Otras ponderan los desacuerdos dentro de los sectores representados por los 
negociadores. Los políticos, gremios y las fuerzas armadas apoyaban una paz que 
no implicara sacrificar sus conquistas. En cambio, los insurgentes pretendían realizar 
la agenda revolucionaria como resultado de la negociación. Resignarse a obtener un 
estatus político, con representación en el poder ejecutivo, legislativo y administrativo 
era poco apreciado y escasa garantía para una guerrilla que se sentía muy fuerte.  
 
Un tercer tipo de argumentación releva el fortalecimiento de la capacidad militar 
dentro de ambos bandos. Por una parte, el número de frentes, hombres, armas y 
control de la insurgencia sobre vastas zonas del país, su cerco sobre grandes 
ciudades y ejes viales, así como las crecientes rentas por narcotráfico, 
envalentonaron a las FARC. Por otra parte, el “Plan Colombia”, iniciado en 1998 con 
financiación norteamericana, había convertido a Colombia en el tercer país del 
mundo con mayor apoyo militar estadounidense. La distinción entre conflicto interno 
y narcotráfico había sido borrada, por lo que la injerencia de los EUA en contra del 
tráfico de drogas incluía el enfrentamiento en contra de la insurgencia. En ambos 
costados se consideraba que con el tiempo se podían modificar las co relaciones de 
fuerza militares a favor. Nadie quería entonces precipitar un acuerdo político 
definitivo.   
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La apuesta militar la ganó el Estado. Seis grandes transformaciones hicieron la 
diferencia (Echandía, 2000)764. El aumento del gasto en defensa (Ministerio de 
Defensa, 2008)765, la profesionalización de la fuerza pública, la integración de las 
fuerzas en las acciones militares (armada, aérea, ejército y policía), las brigadas 
móviles, la capacidad de intervención nocturna y la capacidad aérea. Dichos cambios 
venían de lejos y ya reportaban frutos importantes en el año 2002 y en el 2003 con el 
fracaso de la toma de Bogotá por las FARC con 2000 hombres (Flores, 2012, pp. 75 
- 77)766. La guerrilla no pudo concentrar tantos hombres como antes en sus ataques 
al ejército nacional, so riesgo de ser bombardeados. Tampoco pudo movilizar grupos 
de centenares de combatientes detectados por satélite. La persecución por tierra, 
agua y aire aminoró la capacidad de ataques sostenidos por los guerrilleros en zonas 
despejadas, a los pueblos, ciudades y ejes viales. En el primer quinquenio del 2000, 
la insurgencia retornó a las tácticas guerrilleras de antaño: pequeñas cuadrillas, 
atacar y huir, sabotajes esporádicos, trasegar sin parar. La presencia y el control 
permanente de los territorios había sido un activo estratégico incremental en los 
noventa, con base en el cual aspiraban merecer el “estatuto de ejército revolucionario 
beligerante”. A comienzos del 2000 ocurre lo que el sociólogo francés, Daniel Pécaut 
(2004)767 llama la “desterritorialización de la guerra”. Es decir, la movilidad de las 
fuerzas militares, insurgentes y contra insurgentes por un territorio lábil, de fronteras 
movibles y porosas (Echandía, 2004)768. Las confrontaciones militares empezaron a 
                                        
764. Camilo Echandía, “El Conflicto Armado Colombiano En Los Años Noventa: Cambios En La 
Estrategia Y Efectos Económicos,” Colombia Internacional No. 49 - 50 (2000): 117 - 134. 
765. De acuerdo con el Ministerio de Defensa Nacional y el DNP, el Gasto en Defensa y Seguridad 
aumentó del 2.2% del PIB en 1992 al 4.1% en 1998 y al 5.1% en 2002. (ed.) (2008), Metodología para 
el cálculo en defensa y seguridad, Bogotá: DNP) 82.  
766. Javier Andrés Florez, La Doctrina Conjunta En Colombia: Análisis De La Fuerza De Tarea 
Omega, Tesis De Maestría En Estudios Políticos Y Relaciones Internacionales (Bogotá: Universidad 
Nacional de Colombia, 2012). 
767. Pécaut, Daniel (2004), ’Hacia La Desterritorialización De La Guerra Y De La Resistencia A La 
Guerra’, in Montañez, Gustavo (ed.), Dimensiones territoriales de la guerra y la paz (Bogotá: 
Universidad Nacional de Colombia)  
768. En palabras del experto en el conflicto armado colombiano, Camilo Echandía: “En efecto, la 
distribución espacial de la actividad armada corresponde cada vez menos con la presencia estable de 
los grupos irregulares y se relaciona cada vez más con objetivos de carácter estratégico que son en el 
momento actual mucho más importantes que la búsqueda de dominios territoriales. Teniendo como fin 
el control estratégico lo que cuenta prioritariamente son las ventajas asociadas a las lógicas de 
guerra y por lo tanto las acciones de las organizaciones armadas se orientan al control de importantes 
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planear sobre el espacio, construyeron una membrana sin institucionalidad fija y con 
capacidad de subordinar, o al menos perturbar seriamente, las autonomías y 
potestades de los poderes políticos y administrativos locales en un 30% del territorio 
nacional.  
 
Tres meses después de la alocución que puso fin a la “zona de distensión”, en el 
mes de mayo del 2002, ganó las elecciones Álvaro Uribe Vélez. El ex alcalde de la 
ciudad de Medellín, ex senador de la República y ex gobernador del departamento 
de Antioquia ganó las elecciones bajo la promesa de la “Seguridad Democrática”. El 
presidente lideró el retorno del péndulo varias veces vivido de los diálogos a la 
confrontación. Esta vez ya no se hablará de guerrilleros sino de terroristas y 
narcotraficantes para referirse a la insurgencia. La arremetida guerrera en contra de 
las FARC tendrá tal dimensión que será eje articulador del programa de gobierno. La 
“seguridad democrática” condicionará las relaciones internacionales, la estrategia de 
inversión en el campo, la extensión de la actividad minera y de las grandes 
plantaciones, la reforma a la justicia y al sistema político. También será el pretexto 
para un conjunto de reformas institucionales, entre ellas, un incremental proceso de 
re centralización fiscal, administrativa y política. 
 
Álvaro Uribe Vélez ganó las elecciones en cabeza del movimiento político creado 
para la ocasión, Primero Colombia, con el 53,05% de los votos. Horacio Serpa, en 
representación del histórico Partido Liberal, obtuvo un modesto 31,80% y Noemí 
Sanín, de las entrañas del tradicional Partido Conservador, y a nombre del 
Movimiento Sí Colombia, obtuvo un lamentable 5,81%. Luis Eduardo Garzón, ex 
comunista y ex líder sindical, logró un 6,16% a nombre del Frente Social y Político, 
conformado por siete agrupaciones de izquierda. Por primera vez desde su fundación 
los partidos tradicionales, el liberal y el conservador, no lograron la mayoría de los 
                                                                                                                        
corredores, al control de zonas militares de avanzada y repliegue y al control de recursos 
económicos.” (p. 65). Camilo Echandía, “La Guerra Por El Control Estratégico En El Suroccidente 
Colombiano,” Revista sociedad y Economía No. 7 (2004): 65 - 89. 
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electores para el cargo de presidente (37,8%), ni para el congreso de la República 
(32,38%). Claro que durante la década de los noventa las mayorías bipartidistas eran 
engañosas. Los partidos se convirtieron en “oficinas de avales” de candidatos que no 
garantizaban ni coherencia programática, ni disciplina funcional. El fraccionamiento 
empezó por dentro, carcomió las estructuras desde abajo y ya en el primer 
quinquenio del 2000 explotó en una cantidad apreciable de partidos y movimientos 
políticos nuevos. Muchos de ellos de base territorial, es decir, ligados a la 
recomposición política de las viejas y nuevas elites territoriales ante la desaparición 
de la garantía del Frente Nacional para hacerse al control de las bases territoriales 
del Estado (Valencia, 2007)769. El arrollador triunfo de Álvaro Uribe representa el 
alineamiento nacional de las elites locales detrás de quien encarnaba la defensa de 
sus intereses: la acumulación de tierras, los grandes proyectos de inversión 
agroindustrial y en la minería extractiva, los negocios con la seguridad social de cuya 
ley fue ponente como senador, la privatización de empresas y el debilitamiento de las 
resistencias sociales a los negocios. También congregó la derecha de todos los 
partidos alrededor de una salida militar a la vieja confrontación armada con las 
guerrillas. La dispersión multi partidista y de movimientos que concurrieron en el 
nuevo gobierno y congreso le permitirá al presidente elevarse por encima de los 
aparatos partidistas. El personalismo como característica del nuevo gobierno se 
beneficiará de la ola de re centralización y le dará nuevos bríos.  
                                        
769. León Valencia lista varios de esos movimientos que se extendieron a la par con la presencia de los 
paramilitares y el narcotráfico: “De manera simultánea a la expansión paramilitar ocurría un 
fenómeno electoral muy particular. Nuevos movimientos políticos ampliaban su influencia: Colombia 
Democrática, Colombia Viva, Convergencia Ciudadana, Convergencia Popular Cívica, Movimiento 
de Renovación Acción Laboral, Moral, Movimiento de Integración Popular, Mipol, Equipo Colombia, 
Apertura Liberal, Sí Colombia, Integración Regional, IR, Alas, Cambio Radical, Movimiento Nacional 
Conservador, Movimiento Nacional Progresista, Dejen Jugar al Moreno —antes movimiento Defensa 
Ciudadana— y sectores del liberalismo y el conservatismo. Algunos de los candidatos de estas 
agrupaciones sin mayor tradición política obtienen altas votaciones. Otros, ya curtidos en las lides 
electorales, consolidan su registro. En algunas partes se gestan candidaturas únicas a alcaldías y 
gobernaciones porque los contradictores abandonan la contienda debido a las presiones de los 
paramilitares”. (p. 15). Valencia, León (2007), ’Los Caminos De La Alianza Entre Los Paramilitares 
Y Los Políticos’, in Romero, Mauricio (ed.), Parapolítica. La ruta de la expansión paramilitar y los 
acuerdos políticos (Bogotá: Corporación Arco Iris).  




El movimiento paramilitar tuvo un crecimiento exponencial durante el segundo 
quinquenio de los noventa. Se expandió por territorios antes de dominio de las FARC 
y el ELN de la mano del narcotráfico, la minería ilegal y el control sobre los 
presupuestos estatales en los territorios770. Carlos Castaño, su máximo líder, pidió en 
el mes de marzo del año 2000 la participación de las Autodefensas Unidas de 
Colombia en los diálogos en curso. Un pacto que comprometiera a todos los actores 
alzados en armas era su oferta de paz. La fuerza de la contra insurgencia fue tal que 
las FARC resintieron su eficacia y presionaron continuamente al gobierno nacional 
para que se deslindara de los ejércitos irregulares de derecha y los confrontara con 
mayor eficacia. A finales del año 2002 las AUC declararon una tregua unilateral y 
solicitaron un dialogo conducente a su desmovilización y conversión en partido 
político. El rompimiento de los diálogos con las FARC y la llegada de un presidente 
con la clara intención de utilizar el Estado, la economía, la fuerza pública, los 
aparatos políticos y de justicia hacia un triunfo militar sobre la guerrilla, llevaron a tal 
decisión. En cierta medida, los paras ya estaban insertos en la institucionalidad, 
cientos de alcaldes y algunos gobernadores, así como el 30% de los congresistas 
pertenecían a la causa, según declaraciones de Carlos Castaño (López, 2008)771. No 
sobra señalar que la toma de los poderes locales se basó en la existencia de 22 
grupos distintos con presencia en 28 de los 32 departamentos de Colombia. Con la 
subida de Uribe al poder las acciones militares de los paras bajaron en intensidad, 
así como las masacres y desplazamientos de la población, aunque no los asesinatos 
selectivos de líderes incómodos. 
                                        
 
771. Un día después de las elecciones de Congreso en marzo de 2002, Salvatore Mancuso expidió un 
comunicado de prensa en el que aseguró: “Recomendamos a la gente a quién votar.” “Podemos 
afirmar, en tal sentido y con los datos a la mano, que la meta original del 35% ha sido largamente 
superada y constituye un hito en la historia de las AUC.” “Tal respaldo excede, con creces, nuestras 
expectativas más optimistas.” En el mismo sentido se pronunció el 13 de junio de 2005 el jefe 
paramilitar Vicente Castaño Gil en entrevista a la revista Semana: “Creo que podemos afirmar que 
tenemos más del 35 por ciento de amigos en el Congreso. Y para las próximas elecciones vamos a 
aumentar ese porcentaje de amigos.” (p. 62). Claudia López, “Balance Político De La Parapolítica,” 
Arcanos No. 14 (2008): 62. 




Así como la derecha política, legal e ilegal, se alinderaba detrás del presidente Uribe, 
la izquierda lo hacía bajo la figura de Luis Eduardo Garzón. Además de juntar siete 
organizaciones importantes y obtener el 6,16% de los votos para presidente, la 
izquierda se alzó con una decena de congresistas y representantes en las justas 
electorales del 2002. Un año después, en el 2003, se realizaron las elecciones para 
mandatarios territoriales: gobernadores, diputados, alcaldes, concejales y ediles para 
las juntas administradoras locales dentro de los municipios. La dinámica de unidad 
dentro de la enorme constelación fragmentada de las izquierdas siguió, ahora bajo el 
nombre del Polo Democrático Independiente –PDI-  El PDI consiguió entonces 10 
diputados para asambleas departamentales, 268 concejales municipales y 16 
alcaldes. En la ciudad capital de Bogotá logró elegir 8 concejales, representación que 
lo convirtió en la principal fuerza política en el Cabildo Distrital junto al Partido Liberal. 
Sin embargo, el mayor acontecimiento histórico para la izquierda y para el sistema 
político nacional fue la elección de Luis Eduardo Garzón como alcalde de Bogotá 
para el periodo 2004 - 2007. “Lucho” venció con el 48% de los votos al candidato 
apoyado por el presidente de la República, Juan Lozano (41%). La imposibilidad de 
transferir una alta aceptación nacional en una elección local tuvo dos significados 
contradictorios. Por una parte, ratificaba el pluralismo político generado por el 
proceso de descentralización. Por la otra, aclaraba el protagonismo personal e 
indelegable del presidente para el cumplimiento de la agenda de las fuerzas que 
congregaba. Desde entonces quedó claro también que dicho ideario tenía que 
debilitar la autonomía de los mandatarios locales y los eventuales resultados 
electorales adversos a las mayorías nacionales.  
 
La recomposición de las elites nacionales hacia la derecha generó suficiente temor 
en la izquierda no guerrillera para motivar el proceso de unidad. El acuerdo se fundó 
en la exclusión de la violencia en el accionar político partidista y de las 
organizaciones sociales concurrentes en el movimiento. El apoyo a una salida 
negociada al conflicto armado y la defensa de la “vena garantista” de la constitución 
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de 1991 identificaban a los partidos de izquierda (Patarroyo, 2005)772. El Estado 
Social de Derecho, la separación de poderes, la autonomía de la Corte 
Constitucional, la tutela sobre los derechos fundamentales eran activos a defender 
contra la arremetida que el gobierno de Uribe realizaba a cada uno de estas 
conquistas. Las transformaciones a las estructuras económicas, políticas y 
territoriales debieran lograrse por la lucha política, las urnas, la movilización de la 
opinión pública y pacíficas movilizaciones sociales. En el ideario de izquierda la 
defensa de la descentralización era importante. Los gobiernos locales permitían el 
ejercicio práctico del poder, además que la defensa del proceso mismo era aquella 
de la política social y del sector público que habían sido descentralizados en 
cuantiosa proporción. La Unión Patriótica nacida de los diálogos de 1984 entre el 
gobierno nacional y las FARC prácticamente desapareció en 1998 por el magnicidio 
en contra de sus militantes. La Alianza Democrática M19, fundada como resultado de 
la dejación de las armas del “M”, prácticamente desapareció en las elecciones de 
1994 debido a sus divisiones internas. Las fuerzas que confluyeron en el PDI 
estaban conscientes de la doble amenaza en contra de las opciones de izquierda: la 
violencia externa y las divisiones internas. Soñaban esta vez llegar a ser más que flor 
de una día.  
 
4.5.3  Un comentario final 
 
Los años 1986 y 2002 marcan los extremos de un péndulo sobre la cuestión 
territorial en Colombia. Todo comenzó con la “Apertura Democrática”, un deseo de 
institucionalizar lo social y crear una arquitectura estatal adecuada a la inserción de 
los movimientos guerrilleros dentro del sistema político formal. Soterradamente se 
                                        
772. Aleida Patarroyo, El Polo Democrático Como Partido De Oposición En El Congreso De La 
República, Frente Al Gobierno De Álvaro Uribe Vélez, Julio a Diciembre 2004 (Bogotá: Pontificia 
Universidad Javeriana, 2005). 
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movía entonces la estrategia neoliberal que casaba en la descentralización la 
esperanza de convertir cada empresa estatal y las entidades territoriales en 
empresas competitivas en los mercados de bienes públicos privatizados. Afloraron 
entonces también los intereses de elites territoriales conquistando un mayor 
protagonismo sobre sus propios asuntos locales y el derecho a incidir de manera 
más importante sobre las mayorías nacionales. El ciclo se cierra mediante el retorno 
a la guerra y la presión para estrechar los espacios abiertos por la descentralización.  
 
Con la Asamblea Constituyente de 1991 la agenda neoliberal encuentra una ocasión 
propicia para sentar las bases constitucionales e institucionales de la 
internacionalización de los espacios internos, la privatización de las empresas 
estatales y la flexibilidad laboral. Oportunidad compartida por aquellos que plagan el 
articulado constitucional de derechos, garantías y reconocimientos de poder hacia la 
sociedad y los territorios. Las tensiones entre privatización y socialización del poder 
marcarán toda la década del noventa. La crisis económica de 1998 servirá de 
ocasión propicia para lograr una inflexión en las relaciones de fuerza. Las 
transferencias para la política social básica serán constreñidas, la autonomía 
territorial recortada y los gobiernos locales abocados a aplicar el ajuste estructural en 
su escala. Lo que la economía empezó, la política concluirá. En el año 2002 el 
fracaso de los diálogos entre el gobierno de Pastrana y las FARC y el triunfo de 
Álvaro Uribe Vélez voltearán la hoja. La re-centralización fiscal, administrativa y del 
liderazgo político se profundizará.  
 
En 1986 el ciclo comienza con la crisis del régimen político del Frente Nacional al 
que se le derrumba su monopolio representativo por abajo. La apertura del mapa 
político que se logró entonces impulsa el pluripartidismo, la desnacionalización de los 
partidos y el surgimiento de movimientos políticos regionales. Apertura primero 
aprovechada por la izquierda y rápidamente cerrada por la derecha a sangre y fuego. 
En el 2002 el ciclo de la crisis política parece haberse cerrado. Las elites territoriales, 
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nuevas y viejas, se alinean detrás de una recomposición derechista del sistema 
político.  
 
En 1986 todavía quedan vestigios del modelo de sustitución de importaciones, en 
cambio el “revolcón” emprendido entre 1990 y 1994, seguido por la extensión de la 
intermediación financiera y la apropiación privada de todos los grandes sectores de 
política pública, entierran al cepalismo. A comienzos del 2000 la internacionalización 
de la economía avanza y las elites se debaten entre una plena liberalización de los 
mercados y la protección de sectores afectos a la estabilidad del régimen. Entre la 
internacionalización de la economía y los rigores de la confrontación armada poco 
espacio queda para el pluralismo político descentralizado. Sin embargo, otras 
propuestas alternativas siguen expresándose. Dentro del ordenamiento espacial 
prevalente, alcaldes, gobernadores y parlamentarios de izquierda bregan con poco 
espacio para la innovación debido a las constricciones legales e institucionales 
construidas por el neoliberalismo. Por fuera del ordenamiento formal indígenas, 
campesinos y movimientos cívicos levantan otras agendas territoriales, e incluso, 
otros ordenamientos espaciales posibles. 





5. Capítulo 5: Procesos de descentralización en Bolivia y Colombia. Un 
ejercicio de economía política espacial comparada 1980 - 2005 
 
Los relatos sobre las historias de los procesos de descentralización en Bolivia y 
Colombia están estructurados siguiendo una misma secuencia histórica: 
antecedentes, leyes, desarrollo del nuevo ordenamiento territorial prevalente  y cierre 
de un ciclo de descentralización.  
 
Dos variables ordenadoras son consideradas en los antecedentes. Los sistemas 
económicos y los sistemas políticos. Los sistemas económicos se caracterizan por 
una primacía de regímenes de acumulación en los que se crean unos modos de 
regulación entre las actividades punta de la acumulación y un conjunto de políticas e 
instituciones económicas que protegen y desarrollan la acumulación dirigida desde el 
Estado. Clases sociales son así creadas en torno a las actividades punta de la 
acumulación, lo que marca el campo de los conflictos más álgidos y las condiciones 
e instituciones a través de las cuales son tramitados. El proceso de acumulación crea 
también sectores marginados de los centros del poder, desde los cuales se desatan 
conflictos distintos. El sistema político es colonizado por partidos y aparatos 
burocráticos a través de los cuales se trenzan las disputas por las políticas, las 
instituciones y las rentas intervenidas por el Estado. Tanto el sistema económico 
como el político se organizan territorialmente, o dicho de manera más fuerte, tanto la 
economía como la política siempre son geográficas. Las relaciones económicas 
crean mapas de expansión territorial principales y secundarios, así como generan 
relaciones entre centros y periferias. Los Estados intervienen sobre la geografía 
económica mediante políticas territoriales que algunas fortalecen, otras compensan y 
las demás contrarían las dinámicas territoriales de la economía. El mismo Estado 
también es una realidad territorial de desigual presencia y con formas específicas de 
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articular los territorios. De la misma manera, los sistemas políticos organizan de 
forma particular la representación, las funciones y las relaciones de poder entre los 
diferentes niveles de gobierno. A la vez, los sistemas políticos concretan relaciones 
de fuerza entre las clases y grupos sociales respecto de las potestades del Estado. 
El sistema económico y el sistema político se combinan para crear unas relaciones 
socio espaciales prevalentes. Las relaciones intergubernamentales y la jerarquía de 
poder entre territorios son el resultado combinado de la economía y la política. La 
conformación territorial básica de las instituciones de Bolivia y Colombia es aquella 
de la extensión de los mercados integrados y de la cobertura de las soberanías del 
Estado sobre los territorios. En consecuencia la geografía institucional y económica 
es también la de los grupos centrales que ejercen el poder y de aquellos que 
representan el contra poder. El orden central crea los márgenes sociales y 
territoriales del sistema económico y político, desde cuyas fronteras se expresan 
otros ordenamientos institucionales y otros conflictos internos y con el sistema 
prevalente. 
 
En la década del setenta y con más veras en los ochenta se desataron importantes 
conflictos alrededor de los cambios en el modelo de acumulación y el sistema político 
en Bolivia y Colombia. Las transformaciones en el ordenamiento territorial serán en 
esa época uno de los principales campos de innovación institucional de los Estados. 
Los ritmos, la intensidad y la secuencia de los giros en el modelo de acumulación 
interpelarán todo el andamiaje de la política económica territorial, de las funciones 
territoriales del Estado y de la organización territorial misma de los aparatos 
estatales. De igual forma, los conflictos sociales y políticos y las pugnas por la 
representación y el mando político se anudarán alrededor de exigencias de nuevos 
ordenamientos territoriales. Los capítulos sobre los antecedentes exploran como la 
crisis del modelo de sustitución de importaciones implicó el desmonte de los 
instrumentos territoriales de intervención del Estado cepalino. El Estado y de contera 
los gobiernos locales no tendrán ya por función el desarrollo económico. La 
prestación eficiente de servicios públicos en un ambiente de privatización de activos 
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y funciones estatales será la principal función de las localidades en el nuevo modelo 
de acumulación.  
 
Por otra parte, la crisis del sistema de las dictaduras en Bolivia y del Frente Nacional 
en Colombia alimentarán los reclamos territoriales. Las fuerzas socios territoriales en 
los márgenes del centralismo pujarán por el reconocimiento social y político de las 
comunidades y localidades. Las elites territoriales buscarán una renegociación de su 
lugar en un Estado en crisis que desmonta los viejos equilibrios de poder. Una mayor 
autonomía local sobre asuntos propios se combinará con un inusitado protagonismo 
de fuerzas regionales en los balances políticos nacionales. Los procesos de 
descentralización provienen entonces del derrumbe de un orden económico y político 
y sólo se entenderán como dimensión territorial de las disputas entre diferentes 
fuerzas por reconstruir un nuevo ordenamiento económico y político del poder. 
 
En la segunda parte de la secuencia de los relatos nacionales se presentan las 
principales transformaciones normativas e institucionales introducidas a nombre de la 
descentralización. Otras leyes y reformas relevantes son analizadas por su necesaria 
relación con la descentralización y para apreciar el entorno general de las reformas al 
Estado en las cuales se legisló a favor del “poder local”. El entramado legal e 
institucional formal de la descentralización es analizado como el resultado de 
múltiples transacciones. Unas provienen de los cambios en las políticas económicas, 
otras en los sistemas políticos. En ambos casos las leyes expresarán intereses y 
expectativas contradictorias jalonadas por las principales fuerzas con capacidad de 
incidencia en la reforma del Estado. Los marcos de oportunidad que facilitaron 
desbloquear el centralismo y adentrarse en una nueva arquitectura institucional son 
muy importantes. Ellos nos hablan sobre las fuerzas que lograron liderar los 
procesos, los propósitos que buscaban, las coyunturas a las que tuvieron que 
responder y sobre los alcances primarios de las reformas.  
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Las alianzas que confluyeron en el apoyo directo o indirecto a la descentralización 
tienen la relevancia de dejar ver estrategias diferentes que se escudan detrás de los 
consensos. En ese sentido una norma puede tener varias interpretaciones sobre el 
origen que la causa y la fuerza que la impone. Las leyes contienen varios propósitos 
que pueden incluso ser incompatibles entre ellos. El consenso sobre un articulado 
responde a varias presiones y urgencias de diferente tenor. Nadie puede 
proclamarse entonces el padre único de las leyes, ni el legislador que a mano alzada 
logró las mayorías. También los ausentes de los recintos parlamentarios dejan su 
impronta en los arreglos normativos. Bien sea porque se legisla contra ellos o, por el 
contrario, porque la nueva institucionalidad se justifica para atraerlos dentro de las 
nuevas reglas.  
 
El origen de las leyes son los conflictos y la línea de los acontecimientos de las 
reformas institucionales resultan de la confluencia de muchas tensiones, 
transacciones y compromisos. La construcción de la nueva arquitectura institucional 
que le sigue al momento normativo germinal no hará sino continuar las pugnas por la 
utilización de las nuevas reglas. Este es el tema del tercer momento de la secuencia 
de los relatos nacionales. Cada nueva ley o reglamentación, cada programa y plan 
sectorial o general expresará un conjunto de intereses estratégicos. La nueva 
arquitectura institucional obligará a todas las fuerzas sociales más relevantes a 
plantear estrategias respecto a la descentralización. En esa dinámica algunos 
lograrán promover mejor sus intereses mientras a otros se les dificultará mantener 
viejos liderazgos. En todos los casos se transformarán las formas de organización y 
expresión de intereses sociales y políticos.  
 
Las prioridades del patrón de acumulación y del modo de regulación se expresarán a 
través de la descentralización, de sus leyes, así como a través de las funciones de 
los gobiernos locales. Sin embargo, las fuerzas subalternas y las elites territoriales 
también harán uso de los instrumentos descentralizados, muchos de los cuales 
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confrontan aspectos cruciales de la reforma del Estado. Los sistemas políticos se 
abrirán al pluralismo representativo y a las prácticas participativas. Los partidos 
políticos nacionales no estarán ya solos en la arena política territorial por lo que se 
les disputará gravemente su hegemonía. El ejercicio de la democracia local será la 
caldera en la que se recompondrán los sistemas políticos desde abajo.  
 
Los relatos nacionales terminan presentando las circunstancias en las que se cierra 
un ciclo en el proceso de la descentralización. Los ímpetus iniciales han cedido y se 
constatan tendencias normativas y políticas hacia una re-centralización parcial. En 
cambio otras fuerzas desean acometer un salto cualitativo de la descentralización 
hacia estatutos de autonomía federativos. La forma descentralista a la que se había 
llegado pierde relevancia como arquitectura para definir los grandes dilemas del 
modelo de acumulación y del sistema político. En consecuencia se nacionaliza de 
nuevo la discusión, los actores y la escena en la que se definen los grandes dilemas 
económicos y políticos. A finales de los años noventa la crisis económica mundial 
rebota sobre las economías de Bolivia y Colombia. Los impactos económicos y 
sociales serán profundos en ambos casos. Sin embargo, el efecto sobre el sistema 
político y la dinámica de las confrontaciones serán muy diferentes. En particular el 
proceso de la descentralización de cada país no será igualmente afectado. El 
desenlace en la correlación de fuerzas políticas y sociales será altamente 
contrastante. En Colombia se impondrá una recentralización a nombre del equilibrio 
macroeconómico, la defensa de los agentes de mercado y la guerra como solución al 
conflicto armado. En Bolivia se exasperarán las contradicciones sociales y políticas 
alrededor de estatutos autonómicos diferentes. Una vez más se revive el dilema de 
principios de los ochenta entre privatización trasnacional de los activos o 
nacionalización estatal. 
 
5.1  Los caminos que conducen a la descentralización: La crisis del sistema 
económico y del sistema político 




Hace consenso entre los historiadores entender las comparaciones como el ejercicio 
sistemático de analizar las similitudes y diferencias entre realidades separadas por el 
tiempo o por el lugar773. Comparar es más que contrastar, confrontar o resaltar 
indicadores cuando son procesos históricos los que deben ser explicados. ¿Qué 
tienen estos de común y cuáles rasgos los hacen sustancialmente específicos? 
¿Cuáles son los factores que estructuran las similitudes y los principios de 
diferenciación a partir de los cuales se generan las improntas nacionales específicas 
de las trayectorias históricas? Estas inquietudes guían la siguiente reflexión que 
obliga aventurar hipótesis explicativas sobre los procesos históricos considerados.   
 
5.1.1  La creación del centralismo y de sus márgenes 
 
Tanto Bolivia como Colombia adoptaron el Modelo de Sustitución de Importaciones 
desde la década del cincuenta774. La política económica en su conjunto tendió a 
crear el espacio interno de la acumulación de capital. Los aranceles, los controles 
previos a las importaciones y los controles monetarios dosificaron las importaciones. 
Los Fondos de Fomento apalancaron los recursos financieros para el desarrollo de 
las industrias, las manufacturas, el comercio, la infraestructura y las comunicaciones. 
Las exportaciones de bienes primarios aportaron las divisas necesarias para la 
financiación del Estado, los servicios y la política económica775. La economía interna 
orbitó alrededor de los sectores punta de vinculación externa y de las manufacturas, 
el comercio y los servicios apalancados por los mecanismos discrecionales de la 
política de intervención selectiva desde el Estado.  
                                        
773. Ver por ejemplo, Jürgen Kocka, Historia Social Y Conciencia Histórica (Madrid: Marcial Pons, 
2002). 
774. Todos los temas de comparación se sustentan en los relatos nacionales por lo que acá omitimos los 
detalles históricos de los procesos y nos servimos casi en exclusivo de las grandes caracterizaciones 
que estos permitieron. Las referencias bibliográficas, la precisión de fechas y datos, así como el curso 
de los acontecimientos se encuentra en los capítulos nacionales respectivos y no son repetidos aquí. 
775. El café y el petróleo en Colombia, el estaño, la minería y los hidrocarburos en Bolivia.  




Desde el Estado se localizaron inversiones en los territorios y actividades que 
generaban las exportaciones, en las ciudades en las que crecía un mercado de 
consumo interno y en los sectores protegidos por las políticas de fomento. El crédito 
empresarial y para el consumo, la infraestructura de comunicaciones, las dotaciones 
urbanas, las universidades, hospitales y servicios públicos de calidad acompañaron 
las inversiones del mercado. Las clases empresariales, la fuerza de los trabajadores, 
la alta y media burocracia y las elites políticas nacionales fueron aquellas de los 
territorios vinculados a la centralidad del modelo de acumulación. La economía 
privada y estatal, las instituciones de la sociedad civil y del Estado, las burguesías, 
las clases medias y los trabajadores, así como la fuerza política dentro del sistema 
representativo y corporativo, se concentraron en ciertos territorios. El sistema 
económico y el sistema político crearon el centralismo económico, político, 
institucional y de las clases sociales.  
 
Preocupaciones económicas y políticas llevaron a revisar estas características del 
Estado y el mercado de enclave en los años setenta. Básicamente la necesidad de 
integrar territorios, recursos y poblaciones a la acumulación ampliada y al sistema 
institucional y político. La ampliación de los mercados necesitaba la extensión 
territorial de estos y del Estado. Las políticas de Fomento se completaron con las 
Corporaciones Regionales de Desarrollo y otros instrumentos. Importantes sumas de 
dinero se desconcentraron en apoyo a un ensanchamiento de los mercados, que 
necesitaba a la vez el fortalecimiento de instituciones estatales, privadas y de 
mediación entre empresarios, elites políticas y poderes centrales. Santa Cruz de la 
Sierra en Bolivia y la zona cafetera en Colombia fueron ganadoras de la construcción 
de otros polos de desarrollo.  
 
Sin embargo, lo que las políticas de Fomento iniciaron aquellas de las Corporaciones 
continuaron. El Modelo de Sustitución de Importaciones en sus dos etapas reforzó 
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las diferencias entre los territorios de la centralidad y aquellos situados en los 
márgenes del sistema. En Colombia el “Triángulo de Oro” conformado por Bogotá 
Medellín y Cali concentró el poder económico y político, estatal y privado. En Bolivia 
otro triángulo fue creado, el de La Paz, Cochabamba y Santa Cruz. A la vez, el poder 
central creó la lejanía, el resentimiento, la marginalidad y el reclamo de poblaciones y 
territorios no integrados al Estado Nación. 
 
A grandes rasgos estas pinceladas comunes en la historia de Bolivia y Colombia 
serán determinantes en los acontecimientos que llevarán a los procesos de 
descentralización. En Bolivia Comités Cívicos de cobertura departamental y con base 
en las ciudades capitales serán una de las fuerzas más incisivas en la puja por la 
descentralización. Los Comités son organizaciones de la sociedad civil territorial, de 
carácter supra partidista, promotoras de los intereses regionales y activas impulsoras 
de reclamos de una mayor descentralización de recursos y funciones al Estado 
central. Los Comité Cívicos fueron creados en la década del cincuenta y en los 
setenta incrementaron su accionar en el marco de la crisis de las dictaduras. Su 
demanda principal, además de recursos y competencias, fue la expectativa de contar 
con gobernadores electos y gobiernos departamentales dotados de autonomía 
política. La población campesina e indígena se movilizó en los ochenta exigiendo 
integración socio territorial a las oportunidades del desarrollo y respeto a sus 
relaciones específicas con la tierra y sus recursos, es decir, a prácticas económicas y 
culturales propias. En Colombia, movimientos cívicos en pequeños y medianos 
poblados dibujaron el mapa de los bordes del centralismo con activos paros y 
marchas populares articulados con base en exigir una mayor descentralización. En 
los años ochenta la elección de alcaldes y gobernadores, la descentralización de 
recursos y competencias, la participación ciudadana en planes de desarrollo y 
empresas de servicios, caracterizaron las bases programáticas de la “otra Colombia”. 
La crisis del acuerdo bipartidista del Frente Nacional fue producto de la insurgencia 
de las bases territoriales de los partidos tradicionales nacionales, así como del 
desprendimiento del control social popular en amplísimos territorios del país.  




La estrechez del modelo de acumulación y del sistema político territorial, tanto en 
Bolivia como en Colombia, alimentaron los reclamos de descentralización. La crisis 
del Modelo de Sustitución de Importaciones es aquella del centralismo, es decir, de 
los estrechos márgenes de la extensión del mercado, el Estado y los servicios 
básicos. La crisis de los Sistemas Políticos Unitarios es aquella de la insuficiencia del 
desarrollo fiscal, administrativo y de la representación política de los territorios. En 
consecuencia la superación de la crisis económica y política de los ochenta va a 
demandar grados de integración institucional, política y económica de territorios a 
través de procesos de descentralización. 
 
5.1.2 Principios de diferenciación de los procesos históricos 
 
Cuatro rasgos sustantivos se anudan para generar un enjambre de diferenciación en 
los procesos de reforma del Estado entre Bolivia y Colombia. El grado de 
concentración territorial del Estado y del mercado, el peso de la cuestión étnica, el 
comportamiento de elites territoriales y los ritmos de las reformas económicas y 
políticas.  
En el año de 1994 la participación departamental del triángulo de oro colombiano en 
el total del PIB nacional era del 51%776, mientras que en Bolivia era del 74%777. Alta 
concentración en ambos países, pero definitivamente mayor en Bolivia.  
                                        
776. Departamento Nacional de Estadística –DANE-. Cuentas Departamentales – Colombia [en línea] 





8&ie=UTF-8&ud=1&getfields=*&exclude_apps=1&site=danegovco> [Consulta: septiembre 27 
2013]. 




Actividad  Económica y Pobreza en los Triángulos de Oro a nivel 





PIB como porcentaje del total nacional 48,08 73,48 
PIB per cápita en relación el total nacional 1,31 1,08 
NBI en relación al total nacional 0,67 0,96 
Triángulo de oro. Colombia: Cundinamarca, Antioquia, Valle. Bolivia: Santa Cruz, La Paz, Cochabamba  Fuentes: 
Colombia: DANE, DNP. Bolivia: INE y UDAPE. Cuadro elaborado con la colaboración de David Cano, estudiante 
de maestría en Ciencias Económicas de la Universidad Nacional de Colombia 
 
Tabla 16.  
Actividad Económica y Pobreza en los Triángulos de Oro a Nivel Municipal 





PIB como porcentaje del total nacional 38,46 58,07 
PIB per cápita en relación al total nacional 1,64 2,03 
NBI en relación al total nacional 0,56 0,64 
Fuentes: DANE, DNP, http://descentralizacioncolombia.com, INE, UDAPE y Hernani-Limarino, Werner (2009), 
Una aproximación a los cambios en el bienestar de los municipios de Bolivia en el periodo 1992 - 2001, Informe 
Nacional Sobre Desarrollo Humano, PNUD. En ningún país hay datos disponibles para el PIB a nivel municipal 
por lo que las cifras provienen de aproximaciones generalmente utilizadas en cada país para calcular el PIB 
municipal: en el caso de Colombia se utiliza la metodología propuesta por Jairo Núñez Fabio Sánchez, “La 
Geografía Del Desarrollo Económico En Colombia: Una Aproximación Municipal,” Desarrollo y Sociedad No. 46 
(2006): 43 - 108., la cual se basa en la recaudación del impuesto predial y de industria y comercio de cada 
municipio en relación al total de los municipios del departamento respectivo. En Bolivia el PIB municipal suele 
estimarse a partir de las encuestas de ingresos y gastos de los hogares; en este caso se utiliza como 
aproximación las estimaciones del consumo per cápita municipal de Hernani-Limarino (2009). Cuadro elaborado 
con la colaboración de David Cano, estudiante de maestría en Ciencias Económicas de la Universidad Nacional 
de Colombia 
 
                                                                                                                        
777. Instituto Nacional de Estadística –INE-. [en línea] En: Anuario Estadístico 2000, Cuentas 
Regionales por Departamento. http://www.ine.gob.bo/PDF/Anuario_2000/40103.pdf, [Consulta: 
septiembre 27 2013].  
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Estos datos indican que en Colombia más de la mitad de la capacidad general de 
producción de la riqueza no estaba concentrada en los grandes bastiones del poder 
económico, del consumo y de la representación política. Notable es para los 
investigadores de la realidad Colombiana la relativa distribución del desarrollo 
económico y de la población, menos concentrada que en otros países 
latinoamericanos. Colombia es un país de pueblos con muchas ciudades 
intermedias. Los mercados locales, con sus redes de pequeñas empresas, 
relaciones entre conglomerados urbanizados y actividades rurales pintan el paisaje 
nacional. Esta malla económica y de población está acompañada por estructuras 
municipales de vieja data. Muchos municipios son más que centenarios por lo que 
existe una relación histórica entre instituciones estatales y actividades sociales, 
políticas, administrativas y culturales. De mucho tiempo atrás también se ha 
constatado la dispersión y fragmentación entre dichos poblados, que es también la 
de los mercados. Las instituciones y las redes de sociabilidad tienen un marcado 
sello local. Los partidos políticos sirvieron de conectores entre las localidades y el 
Estado, pero las elites locales así instrumentalizadas mantuvieron un fuerte control 
sobre la vida local. Centralismo, fragmentación y federaciones partidistas son tres 
características espaciales de los mercados y de las institucionales en Colombia. 
Estos rasgos incidirán en al menos tres características distintivas de la emergencia 
de la descentralización colombiana respecto de la boliviana. a. La importancia del 
reclamo de las elites locales de un proceso que les reconociera y ampliara un poder 
que ellas ya detentaban. b. El carácter municipalista de la descentralización 
reclamada desde los movimientos populares. c. El fortalecimiento de la 
institucionalidad local como espacio para vigorizar al tiempo la democracia 
representativa y participativa. 
 
En Bolivia la actividad económica, la población y las instituciones tienen una 
cobertura territorial notablemente menor. Sin embargo, en ello no reside el principio 
de diferenciación con Colombia, sino en la estrechez del Estado y del sistema político 
respecto de la población y las actividades económicas. Bolivia era hasta principios 
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del los años noventa un país en donde el 42% de la población rural carecía de 
administraciones municipales y en donde solo 24 cabeceras municipales absorbían 
el presupuesto de las transferencias nacionales. La debilidad del Estado fue 
compensada por la fortaleza de la “sociedad civil”. Este rasgo es alimentado desde 
varias fuentes de distinta procedencia y temporalidad, que sin duda se potencian las 
unas a las otras. a- La estrechez del modelo de acumulación y del Estado obliga a la 
población indígena y campesina a mantener redes de sociabilidad comunitarias que 
reemplazan al Estado en múltiples tareas. b- Observado lo mismo desde otro ángulo 
se aprecia la tozudez de la cuestión étnica. Una treintena de pueblos y comunidades 
indígenas mantuvieron rasgos de identidad y prácticas de sociabilidad propias. No 
fueron estos vestigios tradicionales inmutables sino prácticas simbióticas y 
adaptadas. La apropiación colectiva de la tierra, la reciprocidad como principio de 
derecho respecto del trabajo y de la “administración” de intereses colectivos, la 
rotación de liderazgos, la práctica del asambleismo para la toma de decisiones 
colectivas, la concepción del líder como delegado que puede ser revocado y la 
obligación de acatar órdenes colectivas.  Todas estas son tradiciones antiliberales, 
cuando no antiestatales. c- La revolución de 1952 y sus desarrollos posteriores 
consolidó la fuerza de la sociedad popular en y contra el Estado. La tradición del 
“doble poder”, sumado al corporativismo social dentro de las comunidades perpetúan 
dinámicas alternas al Estado capitalista liberal moderno. Las tres fuentes llevan a 
una combinación entre un Estado débil, altamente concentrado, penetrado y 
complementado por una “sociedad civil” dispersa en su vivencia comunal y tejida 
hacia arriba por un fuerte corporativismo sindical, étnico y gremial. 
 
Estos rasgos tendrán visibles consecuencias en la emergencia de la 
descentralización como en sus desarrollos posteriores. Para empezar, el reclamo de 
los pueblos y comunidades campesinas e indígenas será el de una descentralización 
hacia las comunidades, no hacia municipios inexistentes o hacia cualquier otro nivel 
del Estado. La primera propuesta reconocida de transferencia de poder hacia abajo 
en los años ochenta reclamaba el exclusivo protagonismo de las comunidades y 
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pueblos778. El Estado local no solo estaba ausente de la propuesta sino que ella tenía 
una clara intensión de fortalecer la sociedad contra el Estado. La segunda propuesta 
de descentralización liderada por el Movimiento Bolivia Libre –MBL- proponía 
transferir recursos a las comunidades para fortalecer la institucionalidad local desde 
ellas. Incluso el equipo de consultores de la fundación Milenio, creada por el gran 
líder neoliberal Gonzalo Sánchez de Lozada, discutió la posibilidad de transferir 
poder hacia la sociedad y no solo hacia el Estado territorial779.  
 
El tercer factor de diferenciación en la emergencia de los procesos de 
descentralización entre Bolivia y Colombia es el comportamiento de las elites 
territoriales. Ambos países tienen una elite económica poderosa más allá de la 
capital: Santa Cruz y Medellín. Desde ambos lares se precian de una ética del 
trabajo, el esfuerzo, el mérito, el riesgo, la pujanza y el éxito demostrado. Incluso una 
cierta especificidad étnica caracterizaría la distinción con el resto de la población 
nacional, principalmente la sangre alemana en Santa Cruz y en general europea en 
Medellín. De igual forma la economía regional se desarrolló mediante una relación 
directa con el mercado mundial, petróleo y gas en Santa Cruz, oro y café en 
Medellín. Con base en el éxito empresarial y la distinción cultural las elites irradian un 
liderazgo regional, cultivan el celo sobre el manejo de sus asuntos propios y 
pretenden orientar los destinos de sus países.  
 
Diferencia importante, la construcción del Estado Nación colombiano desde sus 
inicios se confunde con la conformación misma de la elite “paisa”, de sus mercados, 
empresarios, generales, políticos, sacerdotes, abogados y literatos. En cambio en 
                                        
778. La propuesta fue presentada por el Centro de Investigación y Promoción del Campesinado –
CIPCA-, ONG que asesora a los campesinos desde aspectos técnicos, estrategias de desarrollo 
económico, fortalecimiento de la identidad cultural, hasta la construcción de plataformas políticas con 
vocación de poder. Entrevista con Oscar Bazoberry, Coordinador General del Instituto para el 
Desarrollo Rural de Sudamérica -IDRS-, Santa Cruz de la Sierra, septiembre de 2013, Darío I. 
Restrepo. 
779. Molina, Fernando (1997) Historia De La Participación Popular, (La Paz: Secretaría Nacional de 
Participación Popular) 262.  
      
  
505 
Bolivia el Oriente estuvo relativamente desconectado del centro del poder al menos 
durante los primeros 125 años de vida independiente. Un fuerte reclamo contra el 
centro hace parte de un sentimiento regional que se resiente por el “abandono” y la 
“discriminación”. La región de Santa Cruz emprenderá desde los años cincuenta en 
adelante una carrera hacia el desarrollo distintiva del resto del país. En primer lugar, 
la revolución de 1952 no llevó la reforma agraria a la región con base en el 
reconocimiento y repartición de tierras a las comunidades y familias indígenas y 
campesinas, como ocurrió en los andes bolivianos. La gran reforma agraria llegó al 
Oriente en la década del setenta para repartir inmensas propiedades de tierra a las 
elites locales. Generosos créditos para el desarrollo agroindustrial fortalecieron una 
vinculación directa del crecimiento económico con el mercado externo, además de 
crear la gran reserva alimentaria del país. Los recursos de Fomento desde los años 
cincuenta y los de las Corporaciones Regionales completaron el 11% de las regalías 
para los departamentos orientales en los que se encontraban nuevos yacimientos de 
petróleo y gas. De esta manera, mientras en 1952 el producto interno bruto del 
departamento de Santa Cruz de la Sierra representaba apenas el 2,6% del total 
nacional, en 1986, al comienzo de la era neoliberal, era ya del 23,38% y en el año 
2000 acaparaba un tercio del PIB nacional con un impresionante 30,01%. Las elites 
transitarán de la queja a la altivez, de reclamar “bolivianizar al Oriente” a ofrecer 
“orientalizar a Bolivia”. El “resentimiento y la altivez” contra el centro fue cultivado por 
una frustración política, la incapacidad de traducir el poder económico territorial en 
una autonomía política local. El Comité Cívico de Santa Cruz, como el de los otros 
departamentos, reclamará desde el regreso a la democracia en 1982 la elección 
directa del prefecto y la conformación de un gobierno departamental autónomo.  
 
La economía regional de “paisas” y “combas” está estrechamente ligada a la política 
económica nacional. Unos y otros se precian del alto volumen de líderes regionales 
en las tres ramas del poder público central, el ejecutivo, el legislativo y el judicial. 
Pero, a diferencia de los medellinenses, los santacruceños apoyan una 
descentralización como reclamo, revancha y aspiración de autonomía. Más aún, las 
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elites de Santa Cruz apuestan por el fortalecimiento de los departamentos como 
institución estratégica de articulación y proyección del poder sobre su espacio vital.  
 
Una de las fuentes de la descentralización en Bolivia será la exigencia de 
departamentalización del país. Otra reclama la transferencia de poder hacia los 
pueblos indígenas y comunidades rurales. En medio, ninguna fuerza social 
importante le apostó a la descentralización hacia los municipios. En cambio en 
Colombia no existió la dicotomía entre fortalecer la autonomía política de elites 
empresariales departamentales o los reclamos autonomistas de comunidades 
indígenas y campesinas. Los movimientos cívicos populares de los años setenta y 
ochenta, así como la “clase política” territorial de los partidos tradicionales 
depositaron su reclamo en el fortalecimiento de los ancestrales municipios. Ambas 
fuerzas, además, apoyaron también un fortalecimiento del nivel departamental. En 
Colombia no se presentó entonces una dicotomía conflictiva entre una 
descentralización hacia los municipios y los departamentos. En cambio, en Bolivia la 
alternativa apareció como irreconciliable y generó altos niveles de tensión.  
 
Un último comentario. En Colombia “los costeños” podrían aparejarse a los “combas” 
bolivianos en la medida en que son una elite regional con fuerte identidad simbólica y 
persistentes reclamos históricos contra el centro. Las elites del Caribe colombiano 
tampoco se conforman con la instancia municipal, pero a diferencia de los Comités 
Cívicos bolivianos reclaman un espacio de articulación estratégico regional entre 
varios departamentos. Los “costeños” han liderado en Colombia dicho tema, forzaron 
en 1985 la creación de los Consejos Regionales de Planeación Económica y Social –
CORPES- y promovieron desde entonces la creación de la región como entidad 
territorial con autonomía política, administrativa y fiscal. Tema y presión constante 
que no fue definitiva en la emergencia de la descentralización en Colombia entre 
1986 y 1991, aunque sí contribuyó a presionar y legitimar una delegación de poder 
hacia los territorios.  




El cuarto principio de diferenciación se encuentra en los ritmos de las 
transformaciones. La gradualidad de los cambios en Colombia contrasta con los 
quiebres abruptos en Bolivia. En Colombia el Modelo de Sustitución de 
Importaciones –MISI- empezó a ser desmontado por el gobierno de López Michelsen 
(1974 – 1978). López bajó los aranceles a las importaciones, empezó a desmontar la 
política económica favorable al sector manufacturero, fortaleció al sector financiero, 
abandonó al mercado nacional protegido como estrategia de crecimiento económico 
y defendió las exportaciones como la palanca privilegiada de la acumulación de 
capital. Los 3 presidentes que lo sucedieron en los siguientes 12 años, hasta 1990, 
profundizaron el desmonte gradual del intervencionismo estatal, a la vez que dieron 
pasos hacia la internacionalización de los espacios interiores. Desde mediados de 
los setenta hasta finales de los noventa los gobiernos acompañaron una traslación 
del sector punta de la acumulación, desde las manufacturas al sector financiero. 
Entre tiempo se mantuvieron mercados regionales y sectoriales protegidos, una serie 
de subsidios directos y escondidos, cuasi monopolios y privilegios para sectores 
rurales no sometidos a una plena competencia internacional. Las reformas al modelo 
de acumulación en Colombia se caracterizan por la gradualidad, las transacciones 
compensatorias y las contra tendencias proteccionistas en medio de un sendero 
hacia la apertura externa, la privatización de empresas, la flexibilidad laboral y la 
desregulación económica. 
 
De la misma manera, el sistema político del Frente Nacional se desmontó 
gradualmente. Los partidos políticos tradicionales, el Liberal y el Conservador, se 
distribuyeron paritariamente el poder en las tres ramas del poder público entre 1958 y 
1974. También compartieron el monopolio de la rama electoral y la distribución de los 
medios masivos de comunicación. El cerrojo bipartidista empezó a ablandarse desde 
1974 en adelante. Se introdujo la competencia plena en la elección del presidente de 
la República y a los cargos en la rama legislativa nacional. Mientras tanto, se 
estableció una “repartición adecuada y equitativa” de puestos en la administración 
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pública y la justicia. Las reformas descentralistas fueron también introducidas de a 
poco. En 1968 se decidió el primer gran reforzamiento de las finanzas territoriales 
mediante el situado fiscal y la participación municipal en el impuesto al valor 
agregado. En 1983 ocurrió un segundo fortalecimiento fiscal, completado por 
instrumentos financieros de desarrollo regional. Durante ese lapso las instituciones 
sectoriales de salud y educación incrementaron su presencia territorial. El tamaño de 
las burocracias y del gasto público territorial a cargo del Estado también se aumentó 
de a poco. De todas maneras la “llegada” de la descentralización será notoria y 
profunda debido a los cambios introducidos: permite la elección de alcaldes (1986) y 
gobernadores (1991), transfiere cuantiosos recursos y delega la política social 
básica. Fue, sin duda, una revolución en el ordenamiento territorial del sistema 
político, administrativo y fiscal. Salto cualitativo con base en dos procesos pausados 
de transformación del modelo de acumulación y el régimen político. Además, con 
base en las tendencias iniciales de fortalecimiento fiscal y administrativo de las 
instituciones locales. La mayor novedad entonces del proceso colombiano fue 
política: la elección popular de alcaldes. 
 
En contraste, las transformaciones al orden económico y político en Bolivia fueron 
sensiblemente más abruptas. El gobierno de la Izquierda Unida (1982 – 1985) aplicó 
todo el portafolio de la política económica del Estado interventor en momentos de 
crisis. Aumentó el gasto público y la emisión monetaria, intentó controlar los precios y 
otorgó subsidios, subió los salarios sin aumentar los impuestos, protegió las fronteras 
y defendió las compras estatales a las empresas nacionales, cubrió deuda con 
deuda. El desarrollismo, el nacionalismo y el proteccionismo fueron tensados al 
máximo como antídotos contra la crisis. La hiperinflación, la depresión económica y 
la deuda externa tumbaron anticipadamente al gobierno. A los 20 días de 
posesionado el nuevo presidente en 1985, Víctor Paz Estenssoro, se adoptó la 
Nueva Economía Política –NEP-. El cambio de la política económica fue total. Se 
consagró la liberación externa, comercial y financiera. La devaluación de la moneda 
fue enorme, se contrajo bruscamente el gasto público y el crédito, a la vez que se 
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incrementaron los impuestos, las tarifas de los servicios y el precio de los 
hidrocarburos. La economía se desreguló y las relaciones de trabajo se flexibilizaron. 
Los bancos estatales fueron vendidos a grupos transnacionales y el Estado se 
amputó la capacidad de desarrollar activas políticas fiscales.    
 
El régimen político había girado en 1982. Al fin el ejército regresaba a los cuarteles y 
se comprometía a respetar los resultados electorales cualquiera fuera el desenlace 
de la contienda. No hubo interrupción violenta de la constitución ni revocatoria del 
fracasado gobierno de izquierda por las armas. El “juego político” obró, el gobierno 
cedió a la presión y abandonó el poder. La estabilidad democrática fue asegurada 
mediante la pronta convocatoria a elecciones dentro del respeto al orden 
constitucional y las garantías a los partidos. La política contribuyó con una estabilidad 
poco común en la historia nacional desde la independencia. Las reformas hacia el 
fortalecimiento territorial se anunciaron con tiempo. En los setenta las Corporaciones 
de Desarrollo Regional como en Colombia. En 1986 la ley de municipalidades. 
Tímida propuesta que no cedió más competencias, ni fortaleció la autonomía política, 
además de involucrar pocas entidades territoriales que salieron fortalecidas 
fiscalmente por otras leyes complementarias. Todo se acelera en 1994. Un segundo 
paquete de reformas pro mercado se adopta dentro de lo que se conoce como 
reformas neoliberales de segunda generación. El neoliberalismo económico se 
radicaliza mediante masivas privatizaciones y la capitalización de cinco de los seis 
monopolios estatales. Una nueva política social a través de los instrumentos del 
mercado se instala y en la cual se destaca la creación de un gran mercado privado 
con las pensiones de los trabajadores. El mismo año se norma una gran 
transformación territorial del sistema político, la administración pública y las finanzas 
intergubernamentales. Aunque anunciado y esperado el cambio fue muy abrupto. La 
ley que aumentará el total de recursos a transferir del 10% al 20% de los Ingresos 
Tributarios Nacionales fue la misma que creó 314 municipios, incorporó las áreas 
rurales en ellos y reconoció a las comunidades y pueblos como interlocutoras de las 
nuevas administraciones. Entre Bolivia y Colombia encontramos una diferencia de 
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grado pero también de género en cuanto a la masiva creación institucional realizada 
en virtud de la descentralización.  
 
¿De dónde proviene esta cuarta diferencia entre los procesos de reforma del Estado 
que implican a la descentralización? Quizás del primer y segundo principio de 
diferenciación mencionados. Cambios más abruptos y más profundos pudieran 
interpretarse como fortaleza de un Estado con gran capacidad de acción 
transformadora. Nuestro juicio es el contrario. La estrechez socio territorial de las 
articulaciones del patrón de acumulación y la insuficiente extensión de las soberanías 
estatales (1 principio) sumada a la debilidad del Estado frente a una sociedad civil 
fuerte (2 principio) producen un efecto paradójico. Quien se haga al control estatal 
desplegará un gran activismo en cualquier sentido. Un Estado menos abarcador, un 
PIB más centralizado y una concentración más localizada de las fuerzas dentro del 
sistema contribuyen a que la toma del Estado posibilite inclinaciones de política más 
resueltas. La estatización e institucionalización de lo social y de la nación es tan 
precaria en Bolivia que el Estado tiene pocos contrapesos internos. Los límites del 
activismo estatal no estarían tanto en las transacciones internas, la distribución 
parcelaria de potestades y espacios entre aliados contrarios; situación que impide 
radicales inflexiones de política en un solo sentido. Los límites del Estado parecen 
estar más claramente fuera de sí, en las fuerzas sociales externas, marginales o 
dominantes. En circunstancias en que un conjunto de fuerzas se toman el poder 
estatal, las izquierdas en 1982 o las derechas en 1986, las medidas económicas 
tendrán una clara y radical orientación ideológica; expresarán de manera traslucida 
los intereses sociales que promocionan. Pero dichas mayorías circunstanciales no 
logran una hegemonía porque no integran a sus adversarios dentro de un proyecto 
de orden. La contestación queda por fuera, amenaza la estabilidad y aspira a 
cambios radicales. Solo espera una oportunidad.  
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Muchos analistas de la realidad colombiana podrán encontrar una afinidad con las 
líneas anteriores que buscan iluminar un principio de diferenciación con Bolivia. No 
les falta algo de razón. La persistencia de la guerra de guerrillas por más de 
cincuenta años se basa en la expulsión del opositor radical fuera de la legalidad 
estatal, en la precaria integración del mundo campesino a la economía, al sistema 
político y a las instituciones nacionales, así como en la inacababa apertura de la 
frontera agrícola. La diferencia entre países es quizás una cuestión de grado, 
suficiente quizás para ilustrar la mayor frecuencia de cambios radicales desde la 
jefatura del Estado en la historia boliviana respecto de la colombiana. La diferencia 
de grado aporta luces también para entender porque el proceso de descentralización 
en Colombia traslada recursos, competencias y liderazgo político a instituciones y 
cargos ya existentes. En cambio en Bolivia el proceso de descentralización fiscal, 
administrativo y político crea las instituciones y los cargos hacia los cuales traslada 
poder.  
 
5.2   Marco de oportunidad de la irrupción normativa 
 
Unas son las causas estructurales que empujan la re estructuración de las formas de 
organización espacial del Estado. Nosotros consideramos dos, las transformaciones 
en los sistemas económicos y los cambios en los sistemas políticos. Otras son las 
oportunidades a través de las cuales se aceleran los cambios hasta que aparecen 
formas distinguibles diferentes de ordenamiento espacial de las instituciones. Las 
oportunidades catalizan la velocidad de los cambios. Más aún, en los marcos de 
oportunidad se acomodan de manera particular las urgencias de los factores 
estructurantes de las transformaciones espaciales. En esta ocasión las fuerzas 
sociales y políticas no llegan al acontecimiento cumbre de las grandes 
transformaciones institucionales con igualdad de potencia. En el marco de 
oportunidad se distribuyen de manera diferencial las posibilidades de agenciar los 
dispositivos programáticos de las fuerzas más relevantes en las reformas del Estado. 
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El acontecimiento germinal estructura las reglas de juego a partir de las cuales se 
desplegarán las dinámicas posteriores. La creación normativa tiene un gran poder 
simbólico de impronta perdurable, pero no inmutable. 
 
La irrupción de los grandes paquetes de reforma pro descentralización aparecen en 
ambos países bajo el sello de la reconciliación y la transacción con los excluidos del 
sistema político y del sistema económico. En Colombia dos propósitos son ventilados 
explícitamente para ambientar la necesidad imperiosa de fortalecer la “democracia 
local”. Por una parte, la institucionalización de lo social, por la otra un proceso de paz 
con las guerrillas. La Colombia rural y aquella situada en los márgenes del 
centralismo se movilizó insistentemente en la década del setenta y el ochenta. Desde 
pequeños poblados de 5.000 habitantes a otros que llegaban hasta 50.000 
residentes se expresó un malestar en contra del centralismo. La falta de 
infraestructura urbana básica, la ausencia y mala calidad de los servicios públicos 
domiciliarios, la precariedad de los sistemas de salud y educación, la mala calidad de 
la infraestructura y las pocas posibilidades de desarrollar fuentes de ingresos fueron 
los motivos más plebiscitados. Paros y marchas dirigieron sus demandas hacia el 
gobierno y las autoridades centrales del Estado. El motivo, los gobiernos locales 
carecían de competencias, recursos, autonomía política y potestades para atender 
las carencias reclamadas. En muchos parajes los políticos locales, militantes en los 
partidos del gobierno nacional, acompañaron los reclamos en contra del centralismo. 
El mercado nacional y el sistema político concentraron las oportunidades en el 
exclusivo triángulo de oro (Bogotá, Cali y Medellín con sus áreas directas de 
influencia) y sus tentáculos de extracción minera, de hidrocarburos y de la 
agroindustria. La descentralización se ofreció entonces como arquitectura 
institucional para la reconciliación con la otra Colombia. La reforma consistió en 
extender el gasto público donde era escaso, fortalecer la política social básica en 
todos los municipios y reconocer a los ciudadanos el derecho a elegir a sus 
mandatarios.  
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Por otra parte, varios movimientos insurgentes emprendieron acercamientos al 
gobierno nacional de Belisario Betancur entre 1982 y 1986. Para ambientar la paz el 
ejecutivo nacional ofreció reformas al sistema político, a la administración y al gasto 
público. Los combatientes tenían fuerte presencia en algunas regiones apartadas, 
aunque su plataforma de poder fuera de carácter nacional. El gobierno consideró 
oportuno abrir las compuertas de la institucionalidad local para insertar a los líderes 
de la insurgencia en la vida política legal. Además, a través de la transferencia de 
recursos y competencias atendería “causas objetivas” de la violencia a través de la 
descentralización. Un programa masivo de gasto en zonas de alta concentración de 
la pobreza y de la insurgencia ratificó la intención del gobierno de integrar la 
Colombia marginal y rebelde al desarrollo económico y al sistema político. La 
Asamblea Nacional Constituyente de 1991 reforzó estos mensajes a través de la 
descentralización. La presidencia compartida de la asamblea entre dos 
representantes de los partidos tradicionales y un comandante exguerrillero lideraron 
una radicalización de múltiples aspectos de la descentralización política, 
administrativa y fiscal. Amplios mecanismos de participación ciudadana en las 
políticas descentralizadas, así como la proclama de derechos y garantías a los 
ciudadanos y comunidades consolidaron el mensaje. 
 
En Bolivia la iniciativa de descentralización es directamente justificada como 
mecanismo para reconocer e integrar casi a la mitad de la población a las 
oportunidades del desarrollo y a la expresión política dentro del sistema electoral. El 
presidente de la descentralización, Gonzalo Sánchez de Lozada (1993 – 1997), 
escogió como vicepresidente al indio aymara Víctor Hugo Cárdenas. No hubo 
entonces dudas de la intensión de reconciliar la Bolivia empresarial, blanca e hispana 
con las mayorías indígenas, campesinas con fuertes tradiciones y vivencias 
comunarias de procedencia étnica. El partido Tupac Katari de Liberación Nacional –
MRTK-L-, hizo parte de la coalición mayoritaria al igual que el partido de izquierda 
Movimiento Bolivia Libre –MBL-. La propuesta de reforma agraria, el multi lingüismo 
en la educación y cuantiosas transferencia hacia las comunidades de base habían 
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sido eje central de la propuesta electoral del MBL. Por esta razón la 
descentralización no aparece dentro del gobierno como sesión a presiones de los 
partidos tradicionales o de las elites empresariales de provincia. Se norma la 
descentralización para construir una arquitectura institucional que permita integrar a 
las mayorías indígenas y campesinas marginadas al ordenamiento territorial básico 
del país. La integración social y política fue al tiempo una estrategia de 
institucionalización de los territorios nacionales. La creación de centenares de 
municipios con sus áreas rurales creó una gigante expansión de las instituciones 
estatales sobre un territorio escasamente poblado y con redes sociales alternas a la 
precariedad de la presencia estatal.  
 
Tanto en Colombia como en Bolivia la descentralización aparece como arreglo 
institucional para la reconciliación con los marginados del Estado y del mercado de 
enclave. La descentralización es una oferta desde el centro y desde arriba, es decir, 
desde la presidencia de la República por un connotado líder de uno de los principales 
partidos históricos. Sin embargo, la intensión crea la ocasión. El representante del 
orden llama a los excluidos a pactar el nuevo arreglo y acoge parte de sus demandas 
y aspiraciones. La descentralización aparece como transacción de prioridades e 
intereses entre fuerzas hasta entonces opuestas. En Colombia movimientos cívicos e 
insurgencias armadas entraron a la vida institucional gracias a las transacciones que 
conducen a las nuevas instituciones descentralizadas. El legislador de 1986 lo hizo 
sin la presencia de los rebeldes cívicos y armados, pero a nombre de ellos con el fin 
de abrir las compuertas del Estado en sus basamentos locales. El evento 
constituyente de 1991 contó con el 26,7% de representantes de la lista del 
movimiento creado con posterioridad a la dejación de las armas, la Alianza 
Democrática M19. Ya advertimos la radicalización de todos los componentes de la 
descentralización y de la participación ciudadana y comunitaria por el acontecimiento 
constituyente. En Bolivia pueblos de indios y comunidades campesinas accedían a la 
representación dentro del Estado en gracia a las transacciones que sus 
representantes étnicos y de partidos políticos de izquierda habrían logrado. La 
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presencia del vicepresidente indio no fue solo una táctica con fines electorales, sino 
la concreción de un acuerdo mediante el cual un representante del establecimiento 
acogía los reclamos de indios y campesinos excluidos. 
 
¿Transacción con quién? En ambos países con los líderes más esclarecidos y 
radicales del neoliberalismo, las privatizaciones, la desregulación económica y la 
internacionalización de los espacios interiores. En Colombia con el gobierno de la 
“apertura externa” de Cesar Gaviria (1990 – 1994). En Bolivia con el esclarecido 
ministro del ajuste estructural de choque de 1985 y presidente de la “Economía de 
Mercado Social” (1993 – 1997).  La descentralización apareció para muchos como 
moneda de cambio del ajuste neoliberal. Para la propaganda neoliberal el liberalismo 
económico se combinaba naturalmente con el liberalismo político, la apertura a los 
mercados externos con la apertura política interna, la integración a la globalización 
con la reconciliación nacional. En pocas palabras, el neoliberalismo con la 
descentralización. Para muchos sectores sociales y políticos críticos del 
neoliberalismo, la descentralización fue una compensación a favor de los sectores 
marginales a cambio de la radicalización del paquete de privatizaciones, 
desregulación laboral e internacionalización económica. Prestigiosos investigadores 
de la realidad boliviana y colombiana suscriben la tesis de la descentralización como 
compensación. En cambio en ambos países los perdedores del ajuste neoliberal y de 
la descentralización asociaron inmediatamente ambos procesos. Los trabajadores 
del Estado, en particular de los sectores públicos sometidos a la descentralización, 
resintieron la estrategia de debilitamiento del poder sindical a través de la 
transferencia de competencias hacia los gobiernos locales.  
 
El ideario neoliberal construyó una propuesta de descentralización como 
complemento institucional del ajuste macroeconómico durante los años setenta y 
ochenta: Descentralizar para facilitar el alza de tarifas e impuestos locales 
complementarios a los giros transferidos, descentralizar para privatizar empresas 
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públicas locales, descentralizar para tercerizar la contratación pública local, 
descentralizar para incrementar la flexibilidad laboral, descentralizar para proteger el 
presupuesto nacional de grandes burocracias y sindicatos nacionales; y finalmente 
descentralizar para incentivar el desarrollo de mercados privados y ensanchar el 
mercado financiero en los territorios780. En Colombia este ideario empezó a ser 
intelectualmente construido desde los años setenta dentro de la alta tecnocracia de 
los partidos tradicionales. Su implementación puede rastrearse desde comienzos de 
los años ochenta y su masiva ejecución vendrá con la adopción del paquete de 
reformas de 1986 y 1991. En Bolivia los ideólogos de la Nueva Economía Política –
NEP- de 1985 consideraban la transferencia de empresas y funciones hacia abajo 
como complemento institucional del ajuste macroeconómico. Sin embargo, la tarea 
de desmontar de tajo el modelo desarrollista, nacionalista y proteccionista era 
prioritaria. La urgencia de frenar la hiperinflación, salir de la depresión económica y 
renegociar la deuda externa obligaba postergar otras reformas. Pocos años después 
en 1988 fracasó el intento de descentralizar la salud y la educación. Apareció 
demasiado desnudo su propósito: Disminuir el gasto estatal en política social, 
transferir responsabilidades de financiamiento hacia los gobiernos locales y de estos 
hacia las familias, debilitar a los sindicatos de trabajadores y bajar los salarios. El 
paquete reformista de 1994 – 1995 que contenía la “Participación Popular”  
(descentralización) hacia los municipios y la descentralización de la educación fue 
calificado de “leyes malditas” por los sindicatos de trabajadores. Su cercanía con el 
impulso a las privatizaciones directas y a la capitalización-venta de los monopolios 
estatales a grupos trasnacionales mereció el (des) calificativo. Bien fuera la 
descentralización una compensación o un componente de la segunda generación de 
reformas neoliberales los que transaron las leyes en el gobierno habían inscrito parte 
de su ideario político en las nuevas normas.  
                                        
780. Ver en esta misma tesis el capítulo anexo: “Ajuste estructural, políticas sociales y función de los 
gobiernos locales, 1980 – 2005. Una mirada crítica a la ortodoxia.” En él se analiza la construcción del 
dispositivo programático de intervención neoliberal a través de la descentralización y su evolución 
histórica durante 25 años. 
 
 




5.2.1  Similitudes y diferencias normativas e institucionales  
 
La primera gran similitud en los conjuntos normativos reformistas entre los dos 
países es el carácter municipal de la descentralización. La transferencia de recursos 
del presupuesto nacional, la delegación de competencias y el reconocimiento político 
de la entidad local son similares. La primera diferencia es que los municipios ya 
existían en Colombia, en Bolivia también pero muy pocos, por lo que fueron creados 
masivamente a partir de las 314 Cesiones de Provincia existentes. Literalmente la 
descentralización boliviana se destaca sobre la colombiana y muchas más por la 
gigantesca creación institucional local. En ambos países el nivel departamental no es 
igualmente fortalecido como los municipios. El nivel intermedio intermedia. Es decir, 
debiera acompañar varios procesos municipales, apoyar las funciones locales, en 
particular cuando abajo se carece de capacidades. De mucha relevancia en los 
procesos socio políticos es el trato que en cada país se le da a los departamentos. 
En Colombia en 1986 se legisló la elección popular de alcaldes. Los departamentos 
debieron esperar la Asamblea Constituyente de 1991 para gozar de la elección del 
gobernador a partir de entonces. En Colombia cada nivel territorial elige a su 
mandatario, cuenta con un gobierno autónomo igualmente electo, recursos propios y 
transferidos, así como con competencias propias, compartidas y delegadas. 
 
En cambio en Bolivia el gobernador continuó siendo un agente del Presidente de la 
República hasta el año 2005. Durante los primeros 10 años del proceso de 
descentralización se negó la elección del prefecto porque los diferentes partidos 
políticos nacionales temían hacerlo. El gobierno departamental se mantuvo 
igualmente débil, se conformó por delegados de los municipios y careció de 
capacidad para adoptar los presupuestos departamentales y controlar políticamente 
al prefecto nombrado por el presidente. 




Mientras en Colombia se “institucionalizaron” las relaciones políticas entre las elites 
departamentales y las nacionales, en Bolivia la pugnacidad e incidencia de las unas 
sobre las otras ocurrieron en buena parte por fuera de la institución departamental. 
No encontrando mecanismos de incidencia dentro del ordenamiento institucional 
descentralizado las elites departamentales debieron recurrir a las movilizaciones, 
marchas, congregaciones y demás repertorios de presión social sobre los arreglos 
institucionales.  
 
Grafica 7. Bolivia: Transferencias a Entidades Territoriales Según Nivel de 
Gobierno           (% Presupuesto General de la Nación 1990-2009) 
 
 
LPP 1994: En 1994 se aprobó la Ley 1551, conocida como Ley de Participación Popular, que complementaría el 
proceso de descentralización al transferir al municipio nuevas competencias, principalmente en las áreas de 
educación y salud, junto con la distribución del 20% de los ingresos nacionales en los 314 municipios de acuerdo 
a su número de habitantes. 
LDA 1995: Ley 1654 de julio de 1995, conocida como Ley de Descentralización Administrativa, por medio de la 
cual se transfieren y delegan atribuciones de carácter técnico-administrativo a las Prefecturas. 
HIPC 1998: Con el fin de reducir el servicio de la deuda, los miembros del G8 sugieren la aplicación de la 
iniciativa HIPV. Bolivia ingresó a esta iniciativa en 1998 y le permitió recibir un alivio de US$ 1.137 millones. 
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HIPC II 2001: en junio de 1999 el FMI y el BM decidieron modificar el marco original de la iniciativa HIPC para 
permitir un alivio más profundo, más rápido y más amplio. Bolivia ingresó a esta fase, denominada HIPC II, en 
junio de 2001. El alivio en el marco del HIPC II es de aproximadamente US$ 1.776 millones. 
IDH 2005: En mayo de 2005, mediante la Ley 3058 se crea el Impuesto Directo a los Hidrocarburos (IDH), que se 
aplica en todo el territorio nacional, la Alícuota del IDH es del 32% del total de la producción de hidrocarburos. El 
IDH será coparticipado de la siguiente manera: 4% para cada uno de los departamentos productores de 
hidrocarburos y 2% para cada departamento no productor. 
Fuentes: Ministerio de Economía y Finanzas Públicas, Unidad de Análisis de Políticas Sociales y Económicas – 
UDAPE. 
Gráfica elaborada con la colaboración de Diego Acero, estudiante de Ciencias Económicas de la Universidad 
Nacional de Colombia. 
 
Los temas de política pública descentralizados son también similares. En general se 
trata de la política social básica, la salud, la educación, el saneamiento básico, el 
manejo del agua, los servicios públicos domiciliarios, los equipamientos urbanos y la 
asistencia técnica de baja complejidad a los sectores rurales. Se proclama como 
principio general la responsabilidad de los municipios con el desarrollo económico y 
el cuidado del medio ambiente. Notable es también el consenso sobre los asuntos 
que no se descentralizan, en general la política económica: la capacidad de crear 
impuestos, la propiedad sobre los recursos del suelo y el subsuelo, la política 
comercial con el extranjero, la libertad de expropiar, estatizar o privatizar empresas… 
En general el universo de la descentralización es la política social no la productiva. 
Los gobiernos locales serán socios importantes de los programas de lucha contra la 
pobreza y de la focalización de beneficiarios de programas sociales específicos. 
Gráfica 8. 
Colombia: Transferencias a Entidades Territoriales Según Nivel de Gobierno                        
(% Presupuesto General de la Nación 1984-2008) 





Ley 12-1986: Conocida como Ley de fortalecimiento fiscal local y como Ley para descentralizar 
administrativamente los municipios, la cual reglamenta las transferencias del IVA a los municipios. Dicha 
transferencia se haría mediante incrementos progresivos de la siguiente manera: A partir de julio de 1986 el 
30.5%; en 1987 el 32%, en 1988 el 34.5%, en 1989 el 37.5%; en 1990 el 45%; en 1992 y en adelante el 50%. 
Constitución 1991: Reforma constitucional por la cual se establecen dos grandes preceptos en cuanto a 
descentralización se refiere; se sustituye el IVA por transferencias de 46% de los Ingresos Corrientes de la 
Nación (ICN, bolsa sensible al ciclo económico) y se promulga la Elección popular de Gobernadores.  
Ley 60-1993: Está llamada a convertirse en la ley marco de la descentralización, y específicamente de las 
transferencias automáticas, ya que recoge y en parte sustituye y complementa diversas leyes sobre la materia; 
precisó un crecimiento sostenido de las transferencias (porcentajes de los ICN) en dos bolsas: situado fiscal para 
departamentos, Distrito Capital y distritos especiales; y las participaciones municipales. 
Crisis Económica 1999: Periodo de crisis enmarcado por la contracción del 4,3% del PIB. 
AL 01-2001: El Acto Legislativo número 1 de 2001 estableció un período de transición y recorte para las 
transferencias respecto al porcentaje de ICN, comprendido entre el 1 de enero de 2002 y el 31 de diciembre de 
2008.Fuentes: Ministerio de Hacienda, Banco de la República, DANE. Gráfica elaborada con la colaboración de 
Diego Acero, estudiante de Ciencias Económicas de la Universidad Nacional de Colombia. 
 
El criterio original para calcular el monto a recibir por cada localidad será el mismo: la 
cantidad de población residente en el municipio. En Colombia la cantidad de pobres 
relativos en cada  municipio se integrará a la fórmula del cálculo de las transferencias 
a partir de la reforma constitucional de 1991, es decir seis años después de normada 
la primera regla de las transferencias. En Bolivia, la ley de Diálogo Nacional 2000 del 
año 2001 repartirá los recursos condonados de la deuda externa para la lucha contra 
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la pobreza a través de los municipios, es decir siete años después de iniciado el 
proceso. 
 
Una última y trascendental similitud es la invocación a la participación ciudadana y 
comunitaria en la vida local. La sociedad es llamada a participar en el plan de 
desarrollo municipal, así como en la ejecución y control de obras públicas. La 
posibilidad de participación electoral de los ciudadanos y comunidades desde 
organizaciones cívicas y sociales será también un rasgo común. Iniciativa prevista 
desde el inicio en Colombia y postergada 10 años en Bolivia hasta el año 2004. 
Empero, la incidencia de la sociedad sobre el Estado será uno de los rasgos 
diferenciadores más sobresalientes entre los dos países. En Bolivia las 
organizaciones populares reemplazaron la ausencia y precariedad del Estado en los 
poblados que devendrán municipios. La creación de municipios no desconocerá esta 
realidad. Por el contario, la Ley de Participación Popular de 1994 creará las 
Organizaciones Territoriales de Base –OTB- a partir del reconocimiento del enorme 
tejido de auto-organización social.  Las OTB son proclamadas como la principal vía 
de interlocución del gobierno local con la población, así como vía directa de 
incidencia sobre el presupuesto, la planeación y la ejecución de obras. La 
descentralización boliviana institucionaliza lo social exponiendo la administración 
local a una presencia interna muy fuerte de los sectores populares organizados. En 
Colombia las Juntas de Acción Comunal –JAC- fueron creadas desde 1958 como 
mecanismo privilegiado de interlocución de las administraciones locales con los 
pobladores. Las JAC no surgieron por generación espontánea, estas se basaron en 
la preexistencia de las redes de organización campesina y pueblerina autónomas. En 
este aspecto la diferencia entre Bolivia y Colombia no es solo de tiempo. Las JAC 
colombianas fueron instrumentalizadas por los partidos tradicionales como “correas 
de trasmisión” y recolectoras de votos a cambio de obras públicas de poca 
complejidad. En Bolivia las múltiples redes de organización social también mantenían 
relaciones de dependencia clientelista con los grandes partidos políticos. Solo que su 
“no institucionalización” permitió la expresión de agendas de reformas más 
      
  
522 
fácilmente desprendidas de las redes de fidelidad a los partidos tradicionales a partir 
de 1994. La recomposición del escenario político local pasará en buena parte a 
través de estos actores sociales que se tomaron las administraciones locales y luego 
en mucho sitio el poder político local. 
 
La similitud de las leyes y transformaciones institucionales entre el proceso de 
descentralización boliviano y colombiano es sorprendente. Pareciera como si una 
fuerza homogeneizadora hubiera intervenido para logar uniformizar desde arriba 
cambios normativos en realidades distintas. Muchos le atribuyen a la mano invisible 
del Banco Mundial dicha destreza,  no solo en los países considerados en esta 
investigación sino en muchos más a través de América Latina y otros continentes. 
Sin duda las agencias internacionales incidieron de manera importante en los 
procesos de reforma del Estado. En particular fue visible la presión en el desmonte 
del Modelo de Sustitución de Importaciones, la inoculación de las políticas 
neoliberales y la reforma institucional de los Estados “amigables con el mercado”, la 
internacionalización económica y de las redes empresariales. En particular en los 
diseños de la descentralización pesan las “recomendaciones” de las agencias 
internacionales más de lo que muchos investigadores locales admiten. Sin embargo, 
como demuestran los relatos nacionales en esta investigación, las reformas tienen en 
cada país múltiples fuerzas interesadas en la descentralización del Estado. Las elites 
empresariales pujan por un mayor protagonismo en el manejo estratégico de sus 
territorios. Esta tendencia es sobresaliente en Bolivia por su pugnacidad y por la 
claridad política de una demanda específica de ordenamiento territorial hacia los 
departamentos por los gremios de Santa Cruz. La dimensión territorial de la 
acumulación no está ausente en Colombia. Ella se expresa a través de estrategias 
de copamiento regional de las actividades económicas, la repartición de mercados y 
redes de ciudades, entre otras maneras. La extensión “espontánea del mercado” va 
creando una irradiación regional de las elites empresariales. Sobre este punto se 
generan dos diferencias entre Bolivia y Colombia. Mientras en Bolivia las elites 
lucharon por construir y apropiarse de los gobiernos departamentales autónomos, en 
      
  
523 
Colombia dicho proceso de apropiación ya se había dado. Aunque se generaron 
movimientos políticos regionales en la década del noventa que pretendieron 
radicalizar la cesión de poder hacia asociaciones de departamentos estos no tuvieron 
la fuerza de imponer una transformación en el ordenamiento territorial colombiano. 
La razón de dicha incapacidad puede tener relación con la ausencia de un marco de 
oportunidad para que emergiera la regionalización del país. En Bolivia el marco de 
oportunidad fue construido por la prolongada crisis del Estado boliviano como efecto 
combinado de profundas crisis económicas y del ascenso de los movimientos 
sociales anti neoliberales. En Colombia ni la economía ni el sistema político 
conocieron una crisis de tal dimensión que alimentara propuestas radicales de los 
empresarios de construir bastiones de manejo estratégico territorial por fuera del 
Estado central y sus transacciones nacionales. 
 
También es sobresaliente en ambos países la puja de la descentralización desde 
organizaciones sociales populares que habitan los bordes de la presencia del Estado 
y el mercado moderno. En los Estados y mercados de enclave como el colombiano y 
el boliviano parte de la marginalidad social se distribuye claramente en el mapa. Los 
márgenes de la extensión del desarrollo son aquellos de los poblados que ejercen 
otras vivencias de ocupación del territorio y en su accionar encarnan otros 
ordenamientos territoriales. Los campesinos e indígenas bolivianos, así como los 
movimientos cívicos populares colombianos, fueron fuerzas definitivas en la 
emergencia de los procesos. Los movimientos urbanos de las ciudades intermedias y 
grandes son en todo caso actores importantes que por su pugnacidad alimentaron la 
necesidad de descentralizar recursos, funciones y potestades hacia las 
administraciones locales. El crecimiento de las urbes y de las aglomeraciones de 
poblados se acompaña del aumento de las demandas sociales urbanas. La 
demografía aporta su cuota de explicación del necesario fortalecimiento de las 
capacidades administrativas y fiscales de las localidades. 
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Entre neoliberales, elites territoriales, la población socio territorial marginada y los 
movimientos populares urbanos existió una coincidencia histórica hacia la 
descentralización. Coincidencia e identidad de propósito no son sinónimas. Los 
relatos nacionales son demostrativos de la lucha por imponer distintos 
ordenamientos territoriales. Además, una vez germinadas las reglas territoriales 
prevalentes se desatan los conflictos por usos diferentes de las reformas. Cada 
nueva ley y reglamentación general o sectorial tratará de inclinar el ordenamiento 
institucional hacia los diseños que se presumen potenciar los intereses de las fuerzas 
en conflicto. La línea de los acontecimientos normativos e institucionales reconocidos 
bajo el calificativo de proceso de descentralización es el producto de conflictos 
sociales y políticos. Por lo tanto la coincidencia circunstancial entre fuerzas sociales y 
políticas contrarias alrededor del proceso de descentralización alberga intereses y 
estrategias distintas. Puede haber acuerdos normativos, incluso nombrarse con 
similares palabras las aspiraciones de los contrincantes más encarnizados. En todo 
caso, las reformas albergan las tensiones que las crean. La capacidad de uniformizar 
aparatos institucionales, así como políticas económicas y sociales por las agencias 
internacionales no puede evitar la nacionalización de los procesos. Es decir, la 
encarnación de las reformas por intereses y estrategias en pugna por el poder. En 
estas definiciones la similitud de los diseños institucionales provocarán algunos 
resultados similares, otros no sólo distintos sino francamente inesperados y hasta 
totalmente contrarios a la expectativas de los poderes imperiales expresados a 
través de las agencias internacionales. 
 
5.3   Desarrollo de la nueva arquitectura territorial 
 
Los procesos de descentralización son arreglos institucionales que resultan de la 
confluencia de las disputas alrededor de las transformaciones a los modelos de 
acumulación y los cambios en los sistemas políticos. A la vez, la arquitectura 
espacial de Estado genera gran impacto en los sistemas políticos y los sistemas 
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económicos. Los conflictos sociales explican la creación de las instituciones y estas 
tienen la facultad de transformar las formas de organización y expresión de la 
sociedad. Tres grandes impactos se agenciarán a través de la descentralización en 
Bolivia y Colombia, cada uno de los cuales tendrá una dinámica y un desenlace con 
profundas diferencias entre los países.  
 
5.3.1 La desnacionalización de los partidos y la recomposición de los 
sistemas políticos desde abajo 
 
Los procesos de descentralización en Bolivia y Colombia tuvieron la cualidad de abrir 
y dispersar los sistemas electorales por abajo. En Colombia el monopolio de los 
partidos tradicionales Liberal y Conservador fue derruido. La Unión Patriótica, surgida 
de los diálogos entre el gobierno nacional y la insurgencia de las FARC en 1984-
1985 se volcó sobre el sistema electoral y obtuvo importantes resultados en los 
comicios locales. 351 concejales municipales electos en 1986 y 16 alcaldes en la 
primera elección popular de 1988. Líderes cívicos y organizaciones sociales 
buscaron traducir la representación social en representación política, pretensión sin 
camino directo y de resultado incierto. Los partidos tradicionales abrieron sus puertas 
a los nuevos llegados repitiendo una práctica cíclica en la política colombiana. La 
absorción de las demandas represadas a través de los partidos tradicionales 
ensancha las bases sociales del Estado y logra canalizar los ímpetus sociales a 
través de gestiones estatales y del clientelismo local. Una novedad hará la diferencia. 
Antes de la descentralización los alcaldes eran nombrados por los gobernadores, 
ahora cada localidad elegía a su mandatario. De repente dejó de existir tan fuerte 
incentivo para canalizar las aspiraciones políticas de los líderes exclusivamente a 
través de los dos partidos nacionales mayoritarios. Cantidad de procesos sociales, 
líderes y organizaciones intentarán el tránsito a la vía electoral logrando masificar la 
apertura del mapa electoral por abajo. Apertura en la dispersión. Una cantidad 
apreciable de listas de partidos y movimientos pulularon en la disputa por los 
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gobiernos locales. En consecuencia la apertura del sistema electoral aceleró la 
pulverización de la representación política, la personificación de las opciones, la 
plasticidad de alianzas y rupturas entre maquinarias electorales en búsqueda de los 
cargos de mando local.  
 
En Bolivia la descentralización también abrió el sistema de partidos y fue propulsora 
de una gran dispersión de la representación. En las primeras contiendas la 
renovación parecía no darse porque la ley obligaba la participación electoral a través 
de partidos legalmente constituidos. Líderes, organizaciones y opciones locales 
usaron la etiqueta de los grandes partidos nacionales, acostumbrados a mantener 
redes de clientelas locales subordinadas. Sin embargo, las elites locales aprendieron 
a construir opciones partidistas propias, tan específicas que también pulverizaron la 
agremiación de la representación en pocos partidos importantes. Algunas de las 
nuevas agremiaciones nacieron como la expresión partidista de problemáticas 
locales. La más emblemática fue la de los campesinos cocaleros del Chapare que 
fundó el Movimiento al Socialismo –MAS- el cual obtuvo el 3,27% de los votos en las 
elecciones municipales de 1999. En la ciudad de Cochabamba Manfred Reyes Villa y 
en La Paz Carlos Palenque se consolidaron no sólo como opciones políticas locales 
sino personales.  
 
En sus inicios el proceso de descentralización provocó una desnacionalización de los 
grandes partidos políticos. Factores que forzaban la reproducción de la unidad de las 
redes políticas de arriba-abajo dejaron de existir: fundamentalmente el control sobre 
los políticos y las inversiones locales. La seguridad de recibir automáticas 
coparticipaciones (Bolivia) y transferencias (Colombia), la delegación de 
competencias en política social y asuntos de alta sensibilidad local, así como las 
relaciones entre mandatarios y votantes “desnacionalizaron” el debate y las 
maquinarias electorales. Algunas agrupaciones se mantendrán como meras 
expresiones partidistas locales, otras se federarán hacia arriba en búsqueda de una 
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unidad de referencia y unas terceras crecerán desde abajo hasta convertirse en 
grandes partidos políticos nacionales. A la dispersión le sucedió la aglomeración. La 
correlación entre las fuerzas sociales y políticas que se expresaron a través del 
ablandamiento de control de la vida política local por los partidos nacionales fue muy 
diferente entre Colombia y Bolivia. De la misma manera, el desenlace de las luchas 
por el control político local será diferente y a la postre definitivo en la construcción de 
los nuevos partidos políticos nacionales. La descentralización fue la caldera a través 
de la cual se recompusieron los sistemas políticos desde abajo a través de la toma 
de los poderes locales por cuñas de signo muy diferentes. 
 
En Colombia la “Apertura Democrática” del presidente Belisario Betancur (1982 – 
1986) contuvo todo el paquete de la descentralización fiscal, administrativa y política 
hacia los municipios. La Unión Patriótica primero y luego todos los movimientos 
insurgentes que cesaron la guerra durante el gobierno de Virgilio Barco (1986 - 
1990), M19, PRT, EPL, Quintín Lame y ADO se volcaron sobre las estructuras 
políticas y administrativas descentralizadas. Lo mismo hicieron muchos líderes y 
organizaciones partícipes de los movimientos cívicos de la década del setenta y 
ochenta. Los partidos tradicionales perdieron por primera vez el control político 
directo sobre muchos poblados. La respuesta de muchas elites locales no se hizo 
esperar. Nacionalmente se articuló una campaña de exterminio en contra de la Unión 
Patriótica y líderes populares que pasaron de la “protesta social a la propuesta 
electoral”781. La eficacia de las acciones de exterminio requirió una coordinación 
entre estructuras poderosas con muchos recursos de información, labores de 
inteligencia, dotaciones militares, capacidad de movilidad en el territorio y altas dosis 
de impunidad. Las fuerzas armadas, las mafias de la droga, empresarios locales y 
líderes políticos tradicionales y emergentes conformaron una alianza histórica en 
contra de la apertura política. Si bien la coalición actúo en todo el territorio nacional 
su base económica, política y financiera fue aportada por las elites locales. Por una 
                                        
781. Entrevista con Luis Emiro Valencia, vicepresidente de la Unión Patriótica en 1989, Bogotá, Junio 
2013, Darío I. Restrepo. 
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parte el narcotráfico y por la otra sectores empresariales y políticos que perdían el 
control político sobre el territorio y sus habitantes lideraron las decisiones. La 
existencia de las mafias del narcotráfico facilitó los recursos económicos para la 
guerra irregular; el ejército, formado en una doctrina que ilegaliza a los opositores de 
los partidos tradicionales, aportó legitimidad a la cruzada anti insurgente y anti 
popular; y los empresarios locales encontraron en la guerra irregular una gran 
oportunidad de acrecentar su poder económico. Entre 1997 y el 2002 solo en el 18% 
de los lugares en los que existían frentes armados paramilitares contaban con una 
actividad guerrillera. Es decir, la guerra contra insurgente se convirtió en un pretexto 
para una acumulación de riqueza con el apoyo de las armas en amplios territorios de 
la geografía nacional. La conquista del poder local fue trampolín para acceder a 
cargos de representación en las tres ramas del poder nacional: el ejecutivo, el 
legislativo y el judicial. Muchos movimientos políticos regionales buscaron en los 
partidos nacionales y por fuera de ellos un proyecto político de carácter nacional. 
Desde abajo se contribuyó a la recomposición de los partidos nacionales y a un 
vuelco de las relaciones políticas nacionales: de la apertura democrática de 
mediados de los ochenta al agrupamiento de una derecha armada ligada a las 
mafias a finales de los noventa. 
 
En Bolivia en la década del noventa se generaron dos grandes vertientes de 
renovación partidista desde las localidades. Una ligada al “populismo asistencial” con 
el partido Unión Cívica Solidaria –UCS- creado por el empresario cervecero Max 
Fernández y Conciencia de Patria -CONDEPA- fundada por el periodista empresario 
Carlos Palenque. Un promedio del 30% de los resultados electorales en la década 
del noventa permitió a estos dos partidos canalizar la crítica a los soportes del ajuste 
estructural dentro del sistema político. La otra corriente buscó la expresión política de 
la “cuestión étnica” con base en una ruptura con los preceptos del ajuste estructural y 
una crítica radical al “Estado colonial”. El Movimiento Indio Pachakuti –MIP- y el 
Movimiento al Socialismo –MAS- tuvieron poca relevancia en los resultados 
electorales en los noventa aunque importante significación dentro de los líderes 
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sociales y étnicos más radicales. En consecuencia la gran fragmentación electoral 
por abajo que propulsó la descentralización no perturbó la estabilidad general del 
sistema en la década del noventa. La Alianza Democrática Nacionalista –ADN-, el 
Movimiento Nacionalista Revolucionario -MNR- y el Movimiento de Izquierda 
Revolucionaria –MIR- se rotaron el gobierno y garantizaron mayorías suficientes 
acudiendo a partidos alternativos, generalmente críticos del sistema.  
 
5.3.2   Los límites de la institucionalización social y política  
 
No hay duda de que uno de los grandes resultados de los procesos de 
descentralización fue la institucionalización social y política en ambos países. La 
descentralización fue una estrategia que extendió los sistemas políticos, el gasto 
público y las instituciones estatales a través del territorio. El Estado llegó a donde no 
lo hacía sino esporádicamente a través de campañas y programas especiales. Los 
pobladores pudieron elegir a sus gobernantes y ganar el derecho a la ciudadanía 
política en el nivel local. La cesión de cuantiosos recursos hacia las periferias llevó 
puestos de salud, escuelas, servicios públicos domiciliarios y programas sociales a 
donde no había. Diversos mecanismos de participación ciudadana permitieron incidir 
en los presupuestos y el gasto público. Los derechos de la ciudadanía social se 
esparcieron territorialmente en virtud de la descentralización del gasto y de la 
creación de mecanismos de incidencia en la administración pública local. Las nuevas 
instituciones locales incentivaron la creación de organizaciones sociales 
especializadas en la interlocución con las autoridades y el gasto descentralizado. Las 
organizaciones sociales preexistentes adaptaron sus prácticas y formas de expresión 
para incrementar la participación en “la cultura de los proyectos” y la subcontratación 
de las políticas descentralizadas con las comunidades y sus organizaciones.  
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Quizás la mayor virtud de los procesos de descentralización fue crear Estados más 
nacionales, es decir, más representativos, con la vivencia de un mayor pluralismo 
social y político al interior de sus estructuras. Una lejana deuda histórica fue al fin 
pagada: El reconocimiento constitucional de la pluralidad étnica, cultural y lingüística 
de la nación colombiana y boliviana fue legislado a la par con el proceso de 
descentralización. La coincidencia no fue casual sino en su momento estructural. La 
descentralización y en particular los gobiernos locales hicieron parte del pluralismo 
institucional que implicó el reconocimiento de varias reglas de funcionamiento social 
conviviendo en un mismo Estado. Los retos fueron enormes: La apropiación y 
titulación colectiva de la tierra, el reconocimiento de autoridades tradicionales con 
derechos políticos, diferentes códigos de justicia imperantes, decenas de lenguas 
vivas demandando reconocimiento y distintas concepciones sobre la salud y la 
enfermedad. El sistema político, la justicia, la salud, la educación y la cesión de 
recursos a poblaciones específicas debieron adaptarse al pluralismo étnico 
reconocido. 
 
Miles de líderes sociales que se formaron en la rebeldía en contra del Estado lejano 
encontraron las fisuras para copar las instituciones por dentro. El sistema político, la 
carrera administrativa o la contratación de proyectos tuvieron la virtud de transformar 
las relaciones entre los grupos populares y el Estado local. El Estado se socializó, es 
decir, se abrió a representantes de pueblos, grupos, intereses y organizaciones que 
carecían de espacios institucionales locales regulares sobre los cuales dirigir su 
accionar. La sociedad se estatizó, es decir, debió adquirir los pliegues que el sistema 
político y la administración exigían si aspiraban al reconocimiento y la incidencia 
dentro del Estado. Investigadores de ambos países constatan el relativo descenso de 
la combatividad social contra el Estado a nivel local en los primeros años de 
implementación de la descentralización. La recomposición de las formas de 
organización y de las agendas programáticas, así como la reconversión de los 
líderes canalizó buena parte de la energía social de los sectores populares. Muchas 
organizaciones y procesos sociales se reconvirtieron en opciones político- 
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electorales, por lo que la expectativa social con los cambios posibles otorgó un lapso 
de espera.  
 
Tanto en Bolivia como en Colombia la tasa de participación electoral aumentó en la 
primera elección de alcaldes. En Bolivia respecto de las elecciones municipales 
anteriores a la ley de participación Popular, en Colombia respecto de la participación 
local en las elecciones nacionales. Luego la abstención retornará sobre índices 
históricos. El proceso mostró rápidamente cierto agotamiento respecto de 
superlativas expectativas creadas. ¿Qué pasó? Algunos liderazgos nuevos 
adquirieron los vicios de los políticos y los burócratas tradicionales lo que generó 
desencanto. Muchas necesidades represadas por décadas no se solucionaron rápido 
alimentando desengaño e impaciencia. Una causa común a ambos procesos 
concurre en fijar límites a la “institucionalización de lo social” a través de las 
estructuras locales. La política social básica fue el universo cubierto por la 
descentralización de competencias. Ni la política económica, ni las estrategias de 
desarrollo económicos territorial fueron descentralizadas. Mientras los índices de 
necesidades básicas cedieron, no ocurrió lo mismo con la concentración de los 
ingresos. Un mayor acceso a la política social básica mejoró la calidad de vida pero 
continuó prácticamente intacta la concentración de las oportunidades de crecimiento 
económico entre los territorios. El límite de la descentralización política fue la 
descentralización de las oportunidades de  desarrollo económico.  
 
El mercado hizo su parte en el sentido en que las dinámicas de crecimiento 
económico en un entorno globalizado y transnacionalizado favoreció ciertas regiones 
y actividades en contra de otros. La política social no compensó lo que la política 
económica del Estado no pretendían ya hacer. Las luchas sociales se reanimaron 
con el correr de la década del noventa alrededor de temas económicos sobre los 
cuales los gobiernos locales no tenían competencia delegada ni capacidad propia de 
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intervención, a menos de pertenecer a las escasas ciudades grandes y desarrolladas 








NBI: medido en los censos nacionales, corresponde al porcentaje de la población con necesidades básicas 
insatisfechas. 
Coeficiente de Gini: visto como medida de desigualdad en los ingresos, en donde el 0% corresponde a la 
perfecta igualdad y el 100% a la perfecta desigualdad.  
Fuentes: Instituto Nacional de Estadística, Banco Mundial. 
Gráfica elaborada con la colaboración de Diego Acero, estudiante de Ciencias Económicas de la Universidad 
Nacional de Colombia. 
 
El empleo, la generación de ingresos, el acceso al crédito, el desarrollo económico 
rural, el acceso a la propiedad de la tierra rural y urbana, el goce de los recursos 
naturales, la infraestructura de comunicaciones, la articulación a los mercados 
regionales y nacionales, la protección de los mercados regionales y la defensa de los 
productos locales fueron temas de alto impacto social sobre los que los gobiernos 
locales tenían poca o nula gobernabilidad. La centralización de las decisiones sobre 
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estrategias de desarrollo (re) condujo a la centralización de las protestas en contra 
de los efectos de dichas políticas. 
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Gráfica 10. Colombia: Pobreza y Concentración del Ingreso (NBI vs. Gini) 
NBI: medido en los censos nacionales, corresponde al porcentaje de la población con necesidades básicas 
insatisfechas.  
Coeficiente de Gini: visto como medida de desigualdad en los ingresos, en donde el 0% corresponde a la 
perfecta igualdad y el 100% a la perfecta desigualdad. 
Fuentes: CEPAL, Banco Mundial. 
Gráfica elaborada con la colaboración de Diego Acero, estudiante de Ciencias Económicas de la Universidad 
Nacional de Colombia. 
 
 
Gráfico 11.  




Niveles de Concentración: 
Alto: El distrito capital y 5 de 32 Departamentos: Bogotá D.C, Antioquia, Valle, Cundinamarca, Santander y 
Atlántico, pasaron de concentrar 64,66% del PIB en 1980 a 64,74% en 2004. 
Medio: 12 de 32 Departamentos: Bolívar, Boyacá, Tolima, Caldas, Risaralda, Norte de Santander, Huila, 
Córdoba, Magdalena, Nariño, Cesar y Meta, pasaron de concentrar 27,04% del PIB en 1980 a 25,93% en 2004. 
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Bajo: 15 de 32 Departamentos: Cauca, Casanare, Quindío, Arauca, La Guajira, Sucre, Caquetá, Chocó, 
Putumayo, Guaviare, San Andrés y Providencia, Vichada, Amazonas, Vaupés y Guainía, pasaron de concentrar 
8,29% del PIB en 1980 a 9,32% en 2004. 
Fuente: DANE - Cuentas Regionales. 
Gráfica elaborada con la colaboración de Diego Acero, estudiante de Ciencias Económicas de la Universidad 
Nacional de Colombia. 
 
Variadas y profundas similitudes resultaron de los procesos de descentralización en 
Bolivia y Colombia. El Estado abrió sus compuertas administrativas y el sistema 
político a millones, así como extendió el gasto público social con su consecuente 
cobertura de bienes y servicios. Sin embargo, la conflictividad social se incrementará 
en ambos países poco a poco durante la década del noventa. Esta trama común 
tendrá una dinámica muy distinta e igualmente un desenlace bastante contrastante. 
En Colombia una tenaza de tres aristas confluyó sobre los movimientos sociales en 
la década del noventa. 
 
Gráfica 12. Bolivia: Concentración Geográfica del PIB (Niveles de 




Niveles de Concentración: 
Alto: 3 de 9 Departamentos: La Paz, Santa Cruz y Cochabamba, pasaron de concentrar 71,8% del PIB en 1988 a 
67,6% en 2009. 
Medio: 4 de 9 Departamentos: Chuquisaca, Potosí, Oruro y Tarija, pasaron de concentrar 23,2% del PIB en 1988 
a 28,5% en 2009. 
Bajo: 2 de 9 Departamentos: Beni y Pando, pasaron de concentrar 4,8% del PIB en 1988 a 3,8% en 2009. 
Fuente: Instituto Nacional de Estadística. 
Gráfica elaborada con la colaboración de Diego Acero, estudiante de Ciencias Económicas de la Universidad 
Nacional de Colombia. 
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Por una parte, la institucionalización de líderes y la ampliación relativa de las 
agendas públicas locales a las demandas de organizaciones y comunidades.  Por 
otra, la violencia política dispersó organizaciones, negó la autonomía política de los 
procesos y buscó instrumentalizar los liderazgos dentro de las estrategias de los 
actores armados. Finalmente, la agenda neoliberal utilizará ampliamente los 
gobiernos locales para la implementación de las privatizaciones de empresas, la 
flexibilidad laboral y la intermediación financiera en el conjunto de la política social. 
La poca autonomía local sobre los recursos y funciones cedidas se convirtió en 
camisa de fuerza para los líderes políticos y sociales de los movimientos sociales. 
Las leyes reguladoras del proceso de descentralización otorgaron una escasa 
libertad a la “innovación local” sustantiva. En consecuencia las alternativas políticas 
quedaron atrapadas dentro del ajuste estructural. Institucionalización, represión y 
neoliberalismo se trenzaron sobre los movimientos sociales extrayéndoles el 
dinamismo que antecedió la década previa a la emergencia del proceso de 
descentralización. 
 
Este fondo general merece una breve diferenciación por sectores sociales. El 
movimiento indígena coloniza la oferta estatal, en particular los cargos de elección 
popular en concejos y alcaldías. También, usufructúa el reconocimiento de su 
especificidad étnica al recibir transferencias y competencias que no están sometidas 
a la rigurosidad del control característico del conjunto de las entidades territoriales. Al 
tiempo, fortalece sus formas de organización propias. El proceso de 
descentralización es concomitante con un renacer de las identidades étnicas, con un 
incremento de las organizaciones regionales y un fortalecimiento de una 
organización nacional de amplio reconocimiento, la Organización Nacional Indígena 
de Colombia –ONIC-. La agenda étnica no se subsume en la oferta de la reforma 
espacial del Estado, la utiliza como parte de su larga lucha histórica en la que 
sobresale la apropiación comunitaria de la tierra y sus recursos. La Asamblea 
Nacional Constituyente previó la conformación de Entidades Territoriales Indígenas –
ETIs-, máxima expresión del pluralismo institucional territorial. En la década del 
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noventa ningún paso se decidió en esta dirección a la espera de una Ley Orgánica 
de Ordenamiento Territorial –LOOT- que regulara las condiciones de creación y 
funcionamiento de los territorios de indios en pleno siglo XXI. 
 
Aunque las comunidades negras intentan seguir los pasos de los indios que los 
inspiran no logran similares niveles de organización, coherencia interna, agenda 
propia y autonomía política y funcional respecto del Estado. Por el contario, las 
negritudes adquieren más fielmente los pliegues que la administración pública les 
demanda y se subsumen en los tiempos, rutinas y temas de la oferta estatal. Digno 
de resaltar, la adjudicación colectiva de tierras como a los indios, igualmente 
sometida a los mismos peligros: la presión de los colonos y los terratenientes, la 
expropiación armada por las mafias, los desplazamientos que la guerra produce, los 
grandes proyectos de inversión privada y la extensión de grandes, medianos y 
pequeños proyectos mineros.  
 
Una porción significativa de las guerrillas colombianas entran a la vida política legal a 
través de las estructuras y políticas descentralizadas. Las FARC y el ELN, así como 
un reducto del EPL mantienen el desafío militar al Estado. La descentralización se 
ofreció a mediados de la década del ochenta como arquitectura institucional para la 
paz. Unos gobiernos locales reforzados, con recursos, competencias y autonomía 
política fueron de gran atractivo para emprender el camino hacia la vida política 
institucional. Sin embargo, los movimientos que no entraron dentro del sistema 
arreciaron la guerra. Sus víctimas más inmediatas fueron los alcaldes, concejales, 
asamblesitas, gobernadores y funcionarios públicos del orden territorial. La incidencia 
sobre la direccionalidad del presupuesto, el control sobre la contratación local y la 
intermediación de los programas nacionales en los territorios atrajo a las guerrillas 
activas. Una fuente importante de recursos económicos descentralizados, el 
narcotráfico, la minería ilegal y las actividades económicas territoriales permitieron 
acumular capacidad de fuerza a los alzados en armas. En los noventa la 
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institucionalidad para la paz se transformó en botín y avanzada de la guerra de 
posiciones.  
 
En Bolivia la creación de municipios con sus áreas rurales se hizo al tiempo que se 
reconoció a los pueblos y comunidades indígenas, campesinas y juntas vecinales 
bajo la figura de Organizaciones Territoriales de Base –OTB-. Los pueblos humildes 
del Oriente respondieron con mayor entusiasmo a la oferta. Una larga tradición de 
desconexión con el Estado podía superarse. El trámite de demandas represadas y la 
defensa de derechos en contra de los invasores de sus territorios podrían agenciarse 
a través de las alcaldías y los mecanismos de participación. En cambio, los pueblos 
campesinos e indígenas del altiplano reaccionaron con mayor desconfianza ante la 
descentralización. ¿Acaso las OTBs no se ofrecían para desconocer a sus 
organizaciones autónomas? ¿No sería la descentralización misma una trampa para 
descargar sobre municipios responsabilidades sin recursos y esperanzas sin 
facultades? La descentralización y sus estructuras de mediación entre la 
administración y los pobladores concentraron los flujos entre estatizar a la sociedad y 
socializar al Estado. En ciertos poblados de mayor debilidad de sus tradiciones y 
organizaciones autónomas la administración local absorbió con mayor fuerza las 
prácticas sociales. En otros, la estructura estatal y los mecanismos de intermediación 
fueron copados por las organizaciones y agendas propias. Un cierto desdoblamiento 
de los pueblos y comunidades se realizó sobre el Estado en los sitios en los que un 
doble poder compartió el territorio, aquel de las nuevas autoridades y el de las 
organizaciones tradicionales.  
 
El Estado se “indigenizó” y se “campesinó”, así como  el sistema político de abajo-
arriba, desde los alcaldías y concejos, pasando por las prefecturas y asambleas, 
hasta llegar al congreso de la República. La apertura de la administración pública por 
la vía de la descentralización fue en mucho una penetración étnica y social del 
Estado, a todo nivel, primero por abajo y ya a finales de los noventa por arriba. En 
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conjunto el sujeto social y político indígena campesino no se subsumió en las formas 
estatales y conquistas legales obtenidas en la década del noventa. Por el contrario, 
los niveles de identidad, la fortaleza de las organizaciones y la resonancia de la 
cuestión étnica crecieron con la descentralización. Las reivindicaciones rebasaron en 
mucho la oferta programática de la Ley de Participación Popular, pero no negaron ni 
sus temas, ni sus recursos, ni el poder local así conquistado. En el centro de la 
fortaleza étnica, campesina, y de las juntas de vecinos reside una vivencia de 
autonomía. El tema de la tierra y sus recursos, del equipamiento urbano y rural, de la 
propiedad y del agua, de las autoridades y las organizaciones… todo tiene un filtro 
desde lo local comunario y corporativo. Dicha especificidad alimenta dos tendencias. 
Por una parte, rebasa un poder local entendido como mera administración del 
mercado de los servicios públicos domiciliarios y la política social básica. Por otra 
parte, reivindica al Estado central la resolución de los temas no descentralizados, 
básicamente alrededor de las fuentes de generación de riqueza y del uso y la 
repartición de los excedentes productivos nacionales. Se interpela al Estado nacional 
para fortalecer el poder comunal de base y las capacidades de incidencia hacia 
arriba sobre las políticas nacionales. En consecuencia, el poder local es un eslabón 
en la construcción de organizaciones y fuerza de representación social y política 
hacia arriba. 
 
En la esfera del derecho estatal la “cuestión indígena” emergió como aspiración a la 
pluriculturalidad. Fue ya una gran conquista para un país con una alta densidad de 
población indígena a la que le fue negada desde la independencia un reconocimiento 
de derechos culturales. La resolución No. 169 de 1989 de la Organización 
Internacional del Trabajo –OIT- fue ratificada por el Estado Boliviano en el año 1991. 
Con base en ella se apoyaron importantes reformas al sistema de educación, la 
tenencia de la tierra y el reconocimiento de autoridades y prácticas culturales 
específicas. Pero las circunstancias llevaron las aspiraciones más lejos, hacia el 
Estado plurinacional. Dos vertientes de amplia acogida partieron aguas. Una 
“indigenista” contestataria radical del “Estado colonial” deseosa de refundar la nación 
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con base en los pueblos y naciones indias. Otra de ideología “katarista” para la cual 
las luchas étnicas hacen parte de las populares, campesinas y obreras. El Estado 
plurinacional reconoce al Estado Boliviano, critica su hegemonía étnica y de clase 
burguesa y pretende reconstruir el Estado, el derecho y el sistema político con base 
en el reconocimiento de la convivencia de múltiples nacionalidades.  
 
5.3.3   La agenda neoliberal y la descentralización 
 
No hay duda sobre la incidencia del neoliberalismo en los procesos de 
descentralización en ambos países. Las agencias de cooperación aportaron su cuota 
a través de condicionamientos insertos en los créditos y la asistencia técnica al 
desarrollo. Misiones y programas especiales en los países, tanto como la 
financiación de estudios e informes formularon recomendaciones de política. Las 
elites reformistas nativas tuvieron relación privilegiada con las agencias, algunas 
venían de ellas o pasaron de cargos nacionales a la tecnocracia internacional. La 
mayor incidencia fue de época. Las correlaciones de fuerza a nivel internacional 
giraron hacia la penetración más fluida de capitales trasnacionales por los espacios 
económicos de los países. La apertura externa, la internacionalización de los 
espacios interiores, la liberalización de trabas a la inversión y movilidad de capitales 
se convirtió en el eje de los ajustes a las potestades de los Estados nacionales. El 
traspaso de activos del Estado al mercado necesitó el debilitamiento de los actores 
fortalecidos por el Modelo de Sustitución de Importaciones –MISI-. En particular los 
sindicatos, las burocracias centrales y la asignación de recursos a sectores 
económicos protegidos fueron duramente atacadas. El ajuste económico de los 
ochenta se complementó con un ajuste institucional en los noventa. La 
descentralización de las finanzas, de la política social y del sistema político hizo parte 
de la construcción de la arquitectura institucional que se presumió facilitara el imperio 
de las reglas del mercado sobre los asuntos públicos mediados por el Estado. La 
descentralización debiera quebrantar las resistencias de los trabajadores estatales e 
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incluso disminuir su número, facilitar la privatización de las empresas de los servicios 
públicos domiciliarios descentralizados, masificar la subcontratación de obras con el 
sector privado y comunitario, acrecentar la flexibilidad laboral, justificar una alza 
impositiva local con base en tarifas y rentas locales y extender el mercado bancario a 
la par con la descentralización de instituciones y recursos. Fueron estos muchos y 
estratégicos objetivos que hicieron de la descentralización pieza clave del ajuste 
estructural del Estado y el sistema político amigable con el mercado. Tanto en Bolivia 
como en Colombia dicho dispositivo programático de intervención es reconocible en 
la emergencia y despliegue normativo e institucional de la descentralización. Los 
ritmos fueron diferentes, uno más pausado otro abrupto.   
Gráfico 13. 
Bolivia: Crecimiento de Ingresos Territoriales Propios Según Nivel de 
Gobierno,  1995-2008 (% Respecto al año inicial) 
 
 
Fuente: Federación de asociaciones municipales de Bolivia - FAM.  
Gráfica elaborada con la colaboración de Diego Acero, estudiante de Ciencias Económicas de la Universidad 
Nacional de Colombia.  
 
 
En Colombia los avances de las políticas neoliberales datan de la década del 
setenta. Flexibilidad laboral, privatización de empresas, tributación con base en el 
consumo y el trabajo, protección de las rentas del capital, internacionalización 
pausada de la economía, desmonte de los instrumentos financieros e institucionales 
de fomento. La transición hacia la nueva política territorial y social también bebe 
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fuente desde entonces. Prioridad a los pobres combinada con críticas y ataques al 
sindicalismo, fortalecimiento fiscal y administrativo de los gobiernos locales, 
territorialización de las políticas sociales de salud y educación. Sobre este recorrido 
se radicaliza el proceso entre 1986 y 1991. Más recursos y más competencias fueron 
combinados con una absoluta novedad, la elección de los mandatarios locales. La 
descentralización política pareció ser la culminación de la descentralización fiscal y 
administrativa. Sin embargo, la “apertura democrática” re-significó a tal punto el 
proceso de descentralización que emergió como inicio original, punto de partida, 
quiebre revolucionario en el ordenamiento territorial. En este contexto la estrategia 
neoliberal de descentralización se nubló. La mayoría de académicos colombianos y 
extranjeros desconocen cualquier incidencia real del neoliberalismo en la gestación e 
irrupción de la descentralización en Colombia782.  
Gráfica 14. 
Colombia: Crecimiento de Ingresos Territoriales Propios Según Nivel de 
Gobierno,         1985-2009 (% respecto al año inicial) 
 
Fuente: Banco de la República, Contraloría General de la República, Ministerio de Hacienda, DNP. 
Gráfica elaborada con la colaboración de Diego Acero, estudiante de Ciencias Económicas de la Universidad 
Nacional de Colombia.  
 
                                        
782. Por ejemplo Kent Eaton, “Armed Clientelism In Colombia,” Security Studies No. 4 (2006): 533 - 
562. 
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En cambio, desde el gobierno neoliberal de Cesar Gaviria (1990 – 1994) en adelante 
es fácil constatar la instrumentalización de las instituciones locales por los 
neoliberales. La ley 142 de servicios públicos domiciliarios de 1994 es una ley que 
obliga la privatización de las empresas de estos sectores descentralizados. La 
reforma a la seguridad social mediante la ley 100 de 1993 crea un gigantesco 
mercado privado con las pensiones de los trabajadores del sector formal. Crea 
también las condiciones para el traspaso de activos estatales y laborales al sector 
privado y la intermediación financiera de los recursos del Estado a través de 
aseguradoras privadas y estatales. El principio de la competencia regulada entre 
agentes pone en igualdad de condiciones a los hospitales públicos y privados con 
desiguales cargas laborales, lo cual contribuye a la ruina del sector público y 
presiona la flexibilidad laboral en el sector. La descentralización de la educación 
reglada por varias leyes entre 1993 y 1994 avanza en la creación de un mercado de 
la educación, en la flexibilidad laboral dentro del sector y en la exigencia de 
complementos de financiación local que terminan en un aumento de cargas para las 
familias y los contribuyentes locales. Los fondos de cofinanciación de políticas 
descentralizadas y el crédito público y privado a los gobiernos locales se 
complementan para convertir a las entidades territoriales en agentes de mercado 
compitiendo por captar recursos.  
 
En Bolivia el programa de ajuste macroeconómico fue literalmente de choque. De 
tajo se redujo el gasto público y la emisión monetaria, se liberalizó la tasa de cambio 
generando una devaluación repentina, se liberalizaron los precios y se interrumpieron 
los subsidios, se deflactaron los salarios y hubo un cierre masivo de empresas. La 
clase obrera y los trabajadores estatales sufrieron una reducción drástica, la minería 
estatal fue en gran parte cerrada, los trabajadores se dispersaron por el territorio y la 
flexibilidad laboral se generalizó. El ajuste estructural introdujo la hecatombe de un 
mundo, el de desarrollismo, el nacionalismo y el intervencionismo estatal. El reino del 
mercado, la libertad de la competencia y la internacionalización de los espacios 
interiores se inoculó sin transición. La prioridad estuvo en la restauración del 
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equilibrio macroeconómico y en la destrucción de la oposición social y política al 
triunfo del neoliberalismo. Las reformas institucionales tuvieron que esperar, incluso 
las masivas privatizaciones ofrecidas no se produjeron en un principio. La generosa 
entrada de capitales para comprar devaluadas empresas tuvo que esperar la 
estabilización de la economía, la renegociación de la deuda externa, nuevos 
empréstitos amparados por el Fondo Monetario Internacional y el Banco Mundial y el 
regreso de un moderado crecimiento.  
En este contexto el intento de adoptar la descentralización en tanto componente de 
la reducción del tamaño del gasto y del Estado fracasó. La reducción del gasto 
público en salud y educación no tuvo el consenso, quizás tampoco la resignación que 
pareció reinar en la contracción del Estado y la reestructuración de la Corporación 
Minera de Bolivia –COMIBOL-. La descentralización llegó con las reformas de 
segunda generación siete años después de empezado el reinado del neoliberalismo. 
Se introdujo dentro de un paquete grande de reformas a las instituciones y a la 
justicia de buena acogida. Después de la época de sacrificio por la dureza de las 
medidas dictadas por un imperativo económico doloroso, llegó la compensación 
social y política del ajuste. Un incremento del gasto público social, derechos de 
participación ciudadana y comunitaria en las políticas y la administración pública, 
defensa de la propiedad privada y comunal, lucha contra la corrupción y empeño en 
la profesionalización y mejoría de la eficiencia y transparencia de los órganos 
públicos. Para el grueso de la población las reformas de segunda generación no 
tenían el sello neoliberal, asociado exclusivamente con políticas económicas de 
drásticas restricciones. Esta percepción es también acogida por muchos académicos 
que estudian las reformas políticas y económicas en Bolivia. Ya se advirtió como 
para la opinión pública la descentralización se desprendió fácil de la agenda 
neoliberal en la medida en que emergió como la compensación cedida por el 
gobierno neoliberal de Gonzalo Sánchez de Lozada (1993 – 1997) a la izquierda 
democrática del Movimiento Bolivia Libre –MBL-.  
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La gran ola privatizadora cubrió las empresas de servicios públicos domiciliarios 
municipales tales como el agua, el gas, el fluido eléctrico y la recolección de residuos 
sólidos; todas funciones de alto impacto sobre la calidad de vida de la población. Las 
empresas privatizadas operaron en un entorno de flexibilidad laboral, debilidad 
sindical, alza de tarifas y garantías de extensión de las empresas privadas sobre el 
tejido institucional público. Los altos montos de coparticipación se acompañaron de 
un incremento sustancial de la recaudación local propia.  
En este escenario la fuerza sindical del magisterio se destacó por su capacidad de 
impedir una descentralización de la educación acorde con los objetivos estratégicos 
neoliberales. La contratación y los salarios siguieron regulados por la nación sobre la 
que el sindicato tenía poder de negociación. La movilidad de la fuerza de trabajo 
también se mantuvo en un principio rígida, aunque con el tiempo adquirió cierta 
incidencia el nivel departamental. En contraprestación el sindicato no pudo evitar la 
participación de la comunidad educativa en los planteles educativos. En la estrategia 
neoliberal el gobierno escolar participativo atiende tres objetivos principales: debilitar 
el poder sindical sobre la escuela, transferir costos administrativos hacia fuera del 
plantel y trasladar hacia los padres de familia y contribuyentes locales el peso de 
inversiones no previstas en los presupuestos girados desde la nación. De todas 
maneras, el gran negocio privado con la política social no se consumó a través de la 
descentralización de la salud y la educación. La capitalización de cinco de los seis 
monopolios estatales otorgó el 50% de las acciones a los bolivianos en bonos 
pensionales. Administradoras Privadas de Pensiones –APP- se crearon para manejar 
sumas considerables, de contera convirtieron a las APP en prestamistas de un 
Estado con un crónico déficit fiscal en la década del noventa.  
 
5.4   El quiebre del ciclo 
 
Un evento internacional tendrá profundas repercusiones sobre la trama de los 
acontecimientos nacionales en Colombia y Bolivia. A finales de los noventa, una 
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crisis financiera empezó en Asia, se expandió por Oriente y llegó a América Latina. 
México, Argentina y Brasil resintieron con la mayor profundidad el impacto del 
encadenamiento global de la crisis. Colombia y Bolivia recibieron también el golpe a 
través de una baja en los precios de los bienes exportados y el cierre parcial del 
crédito externo. El crecimiento se detuvo, el déficit fiscal se agrandó, la deuda se 
incrementó y los recursos del Estado se contrajeron de inmediato. La tasa de 
desempleo aumentó y se resintió una contracción del gasto público y de la inversión 
privada. La crisis económica será de corta duración en Colombia y prolongada en 
Bolivia. El modelo de acumulación boliviano se descubrirá más inestable y vulnerable 
que el colombiano. Los académicos están de acuerdo en reconocer que Bolivia 
aplicó, como pocos otros países del mundo, las dos fases del ajuste estructural con 
rigor y fidelidad a la doctrina neoliberal. La obediencia disciplinar no garantizó un 
régimen de acumulación más estable, aunque sí más dócil a la penetración de 
capitales transnacionales. La buena conducta de las elites bolivianas produjo una 
economía más volátil y altamente susceptible a los ciclos económicos 
internacionales. En Colombia la relativa diversificación productiva y exportadora 
ayudó a amortiguar mejor el impacto financiero internacional. La “medianía” 
colombiana pudo hacer la diferencia. Es decir, la adopción del modelo neoliberal con 
contrapesos, compensaciones y esguinces mantuvo un modelo de acumulación 
menos expuesto a la volatilidad financiera global.  
 
La crisis económica tuvo impactos trascendentes en los sistemas políticos en ambos 
países. Incidencia no es fatalidad, puesto que una misma causa genera efectos 
diferentes según la configuración de las trayectorias nacionales sobre las cuales 
interviene. Los procesos políticos y en particular los procesos de descentralización 
serán afectados hacia direcciones contrarias. En Colombia se fortalecerá una 
importante tendencia hacia la re-centralización fiscal, administrativa y política. En 
Bolivia se radicaliza la confrontación entre ordenamientos territoriales opuestos. La 
pugna por la forma de organización espacial del Estado, más centralizado o más 
descentralizado, expresará la confrontación entre los que quieren profundizar el 
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modelo neoliberal u oponerse a él. De igual manera, la tendencia hacia un retorno al 
centralismo o una radicalización de la descentralización no es otra que la disputa por 
el control político dentro del Estado.  
 
En Colombia la recentralización se vistió de pretexto fiscal. Hacia finales de la 
década del noventa algunos gobiernos territoriales habían aumentado de manera 
importante la deuda. Pocas ciudades, entre ellas las más grandes, financiaron 
proyectos de equipamiento urbano mediante el crédito con entidades públicas y 
privadas. Algunos bancos colocaron importantes recursos en dichas entidades 
confiados en el respaldo a los préstamos por los recursos del sistema de 
transferencias y los ingresos propios de las localidades. En la década del noventa la 
tasa de interés se triplicó, la cartera de los bancos aumentó y cierto nerviosismo se 
apoderó del sector financiero. El gobierno nacional intervino en representación de los 
intereses de los prestamistas exigiendo planes de pago a los gobiernos locales. 
Estos recibieron apoyo económico del Ministerio de Hacienda y Crédito Público a 
cambio de un plan de ajuste fiscal. El derecho al endeudamiento fue restringido, el 
superávit operacional exigido, la venta de activos locales sugerida y una reducción 
de los costos laborales impuesta. El gobierno nacional a través de su máximo órgano 
financiero recuperó el control sobre el manejo presupuestal de gran parte de las 
entidades territoriales. La recentralización tuvo ganadores y perdedores. La defensa 
de los intereses de los banqueros fue la razón suficiente para concentrar en la 
tecnocracia central el poder sobre el destino y manejo de buena parte de las 
transferencias. El empleo, los salarios y las relaciones laborales aportaron su cuota 
de sacrificio para recuperar el equilibrio fiscal y se amputó de modo importante la 
autonomía local. 
 
Esta tendencia se reforzó con la crisis económica de 1998. El Producto Interno Bruto 
cayó en 4,2%, el déficit llegó al 5% y la deuda representaba el 22% del PIB. La 
contracción de la actividad económica se tradujo en una captación menor de 
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impuestos por el Estado y por lo tanto en una menor capacidad de gasto, entre los 
cuales se encontraban las transferencias atadas a los Ingresos Corrientes de la 
Nación -ICN-. So pretexto de garantizar la “estabilidad” de las transferencias el 
gobierno impuso cambiar la fórmula de su cálculo. La bolsa a transferir no sería ya 
un porcentaje de los ICN sometidos a los vaivenes de la actividad económica. Se 
estableció un monto fijo corregido por la inflación anual más una pequeña tasa que 
reflejara el crecimiento anual esperado de la población. La razón real del cambio de 
fórmula fue la disminución considerable de la tasa de crecimiento de los montos a 
transferir y por lo tanto, la cuantía total misma. El compromiso con el Fondo 
Monetario Internacional –FMI- establecía una reducción de las transferencias y un 
cambio de su mecanismo de cálculo con un doble objetivo. En lo inmediato superar 
el déficit fiscal nacional. En el mediato, recuperar la flexibilidad en el manejo fiscal 
que las “rígidas transferencias” impedían. De golpe, el porcentaje del gasto público 
social descentralizado empezó a descender, lo cual quiere decir que la porción de 
dicho gasto bajo control, decisión y asignación por el gobierno nacional aumentó.  
 
Bajo pretexto de la inapeable racionalidad económica se fortaleció una contra 
revolución centralista. El gobierno nacional, a través de grandes programas 
presidenciales de lucha contra la pobreza, recuperará el protagonismo en la 
asignación de recursos en las localidades. La tendencia a la recentralización resultó 
de las medidas para superar la crisis de la deuda y el colapso económico.  El nuevo 
centralismo garantizará, por una parte, las rentas de los banqueros y la 
intermediación financiera con los recursos transferidos y, por otra parte, permitirá el 
crecimiento de un gran poder discrecional del gasto público social a cargo de la 
presidencia de la República. Debe advertirse que desde principios de los noventa ya 
no existía el régimen político del Frente Nacional y que el bipartidismo ya no 
controlaba de arriba abajo la repartición del poder y el monopolio de los cargos de 
representación popular. En el año 2002 los partidos tradicionales, el Liberal y el 
Conservador, por primera vez ni eligieron al presidente, ni obtuvieron la mayoría en 
el congreso (32,38%). Por lo tanto, el nuevo centralismo será más personal y menos 
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partidista, más arbitrario y menos pactado, más concentrado y con menores 
contrapesos. 
 
Gráfica 15.  
Colombia: Transferencias a Entidades Territoriales vs Gasto Público Social                          




Fuentes: Ministerio de Hacienda, Banco de la República, DANE. 
Gráfica elaborada con la colaboración de Diego Acero, estudiante de Ciencias Económicas de la Universidad 
Nacional de Colombia. 
 
La política completó lo que la economía comenzó. El gobierno de Andrés Pastrana 
(1998 – 2002) despejó 42,000 Km con el fin de realizar un diálogo con la más antigua 
y masiva guerrilla, las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia –FARC-. 
Durante los diálogos gobierno y guerrilla se fortalecieron militarmente. La dinámica 
de unas negociaciones de paz entre bandos no derrotados es impredecible. No 
existe la urgencia ni la convicción absoluta de legalizar mediante acuerdos una 
correlación de fuerzas que no está definitivamente a favor de un contendiente. Las 
provocaciones no faltaron de parte y parte, hasta que el gobierno nacional decidió 
dar por terminado en febrero del 2002 lo que había comenzado en enero de 1998. 
No fue una decisión arbitraria ni impulsiva. Poco a poco la “opinión pública” retiró el 
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apoyo a uno diálogos que parecían no tener fin ni beneficios. Siguieron las 
confrontaciones armadas, los secuestros, el reclutamiento forzado de personas, el 
gasto militar, la pérdida de vidas humanas, el involucramiento de civiles dentro de la 
confrontación armada. En una frase, continuó la guerra durante los años de diálogos 
que no avanzaban sobre una amplísima agenda de discusiones sin decisiones.  
 
En las elecciones presidenciales del 2002 el candidato Álvaro Uribe Vélez ganó con 
el 53% de los votos proponiendo una confrontación sin cuartel a los guerrilleros, 
ahora catalogados de terroristas y narcotraficantes enemigos de la sociedad y del 
Estado. El presidente de la “Seguridad Democrática” hará de la guerra estrategia 
general de gobierno. La autonomía de los poderes legislativo y judicial será puesta 
bajo sospecha cuando se separa del parecer del ejecutivo. Con más veras la 
autonomía de los gobiernos locales será recortada en sus competencias y una vez 
más en los recursos. Los “consejos comunitarios” en los pueblos llevarán al 
Presidente de la República en persona a decidir la asignación de micro partidas en 
cientos de municipios. Los alcaldes perderán el liderazgo local en presencia de un 
portafolio nacional de gasto descentralizado cada vez más voluminoso y a discreción 
de la presidencia de la República. El centralismo en el sistema político acomete una 
contra revolución. La personalización del poder en cabeza del presidente reduce la 
autonomía de  las ramas públicas y de los gobiernos territoriales. 
 
Otros ordenamientos territoriales en curso en la década del noventa serán frenados. 
En particular la regionalización del país, liderada desde la Costa Caribe y con 
acogida en muchas otras regiones. La Constitución de 1991 previó la existencia de 
regiones en tanto entidades territoriales con mandatario electo, transferencias de la 
nación, impuestos propios delegados por el congreso nacional y autonomía 
administrativa. De sur a norte y de occidente a oriente se conformaron, con desigual 
formalización y fuerza, agrupamientos políticos en apoyo a la regionalización 
venidera. La re centralización y personificación del poder frenó de tajo los 
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importantes ímpetus que tales movimientos tuvieron. Las alcaldías alternativas 
perdieron resonancia en pequeños y medianos poblados ante la reducción  de 
recursos, el incremento de los controles centrales y el aumento del poder de 
asignación de los programas de la Presidencia de la República. Los brotes de 
autonomía se redujeron a las grandes ciudades  respaldadas por un electorado 
importante, capacidad fiscal propia y un desarrollo institucional suficiente para 
sostener políticas públicas autónomas.  
 
El movimiento indígena y el de negritudes mantuvieron la formalidad de las 
conquistas normativas de respeto a sus derechos comunitarios en cuanto a la 
titulación colectiva de la tierra, el reconocimiento de autoridades propias y la 
recepción de recursos específicos. Sin embargo, la guerra, el narcotráfico, la minería, 
la explotación de hidrocarburos y la agroindustria se extendieron sobre los territorios 
étnicos. La vivencia real de la autonomía se contrajo. Los pueblos indígenas y 
algunas comunidades campesinas se levantaron como ejemplos de resistencia de 
otros ordenamientos territoriales alternos. 
 
En Bolivia la crisis económica será de larga duración, el Producto Interno Bruto cayó 
desde una tasa de crecimiento del 5,0% en 1998 al 0,4% en 1999. El PIB Per Cápita 
tardará seis años en recuperarse, la inversión interna y externa también se deprimió 
durante seis años y en este lapso el desempleo galopó del 4 al 9%. La crisis golpea 
mayormente la población de bajos ingresos y la economía andina más que la del 
Oriente del país ligada a los hidrocarburos. El deterioro sostenido de las condiciones 
de vida se mezcla con sentimientos de injusticia. El Estado incrementa la guerra 
contra los campesinos cocaleros, las empresas privatizadas de servicios públicos 
domiciliarios suben las tarifas, los campesinos que autogestionan sus sistemas de 
riego temen la expropiación de sus fuentes de agua, los consumidores de gas 
domiciliario se indignan por las altas ganancias de las empresas en ausencia de 
visibles beneficios para el país, los hidrocarburos generan sumas considerables de 
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rentas para las multinacionales y los contratistas nacionales, a la vez que dejan 
magros porcentajes para un Estado incapaz de verificar la veracidad de las sumas 
recibidas. Desde el año 2000 se desata un “ciclo rebelde” caracterizado por la 
resonancia nacional de las luchas sociales que se alimentan las unas a las otras. La 
guerra del agua en el año 2000 en la ciudad de Cochabamba, las movilizaciones de 
los cocaleros con su pico alto en el año 2003 y la guerra del gas en la ciudad de El 
Alto también en el 2003 fueron las más emblemáticas. Además, se movilizaron los 
maestros, los trabajadores de la salud, los estudiantes y hasta la policía, sin dejar de 
mencionar a la población trabajadora en general en contra de un incremento de los 
impuestos al trabajo para reducir el déficit fiscal.  
 
Las protestas sociales fueron “el pan diario” en la Bolivia de los noventa, la novedad 
en los tres primeros años del siglo XXI fue política. De las revueltas de sectores 
específicos se pasó a movilizaciones populares amplias. De las reivindicaciones 
defensivas se pasó a las propuestas de políticas alternativas. Del flujo y reflujo 
circunstancial se transitó a coordinaciones sociales con proyección nacional e 
internacional que revitalizaron las organizaciones sociales de todo tipo. El salto 
cualitativo en las relaciones de fuerza fue subjetivo: se empezó a creer que se 
podían hacer políticas públicas diferentes. La “agenda de octubre” recoge el 
consenso de un programa de poder que revierte el modelo de acumulación neoliberal 
y abre la puerta a la transformación radical de sistema político. En el primer 
quinquenio del 2000 se generó una dinámica que enlazó la crisis económica, un ciclo 
rebelde y la construcción de un programa alternativo de poder. Faltaba aún un 
ingrediente, la capacidad de traducir la fuerza social en fuerza política y quebrantar 
los barrotes que protegían la estabilidad de un sistema político que aseguró la 
gobernabilidad del ajuste estructural.  
 
En ocasiones el azar concurre a la cita con la historia de los grandes 
acontecimientos. Los dos partidos populistas de la década del noventa, la Unión 
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Cívica Solidaria –UCS- y el partido Conciencia de Patria –CONDEPA- 
desaparecieron de la arena política. Max Fernández, el empresario fundador y líder 
de la UCS, murió en 1995 y el “dueño” del CONDEPA, Carlos Palenque, en 1997. 
Ninguno de los dos partidos pudieron sobrevivir a la desaparición de sus mentores a 
pesar de haber concitado el apoyo promedio del 30% del electorado durante la 
década del noventa. El programa de poder construido al fragor de la efervescencia 
social de principios del 2000 estaba huérfano de expresión partidista propia. La 
corriente fue canalizada por el Movimiento al Socialismo, Instrumento Político por la 
Soberanía de los Pueblos -MAS-IPSP-, fundado en el año de 1995. La oferta del 
MAS no fue ni el asistencialismo populista ni el indigenismo radical. Nació como 
expresión política de los cocaleros de la región del Chapare con un escaso 3,27% en 
las elecciones municipales del año 1999. A la defensa de la coca se le sumó una 
crítica al imperialismo, otra al neoliberalismo y una postura repulsiva del “Estado 
colonial”. De esta manera, el MAS recogió las reivindicaciones de los cocaleros, los 
indios, los campesinos, los trabajadores del Estado, los obreros, los nacionalistas y 
las revueltas alrededor de los servicios públicos domiciliarios. En las elecciones 
nacionales del año 2000 el MAS estuvo al 1% de ser el partido mayoritario con el 
20,9% del total. En las elecciones municipales del 2004 congregó la mayoría de lo 
votos municipales con el 17% y ganó solitario las elecciones nacionales anticipadas 
del año 2005 con el 54% de los votos. 
 
La arremetida popular desde los campos y las calles tumbó un eje fundamental del 
modelo de acumulación: la privatización del agua y del gas a favor de empresas 
multinacionales. Con base en estos triunfos se elevó una pretensión mayor: 
nacionalizar los hidrocarburos. El nacionalismo regresó para acrecentar los recursos 
a favor del Estado con el fin de emprender una política de industrialización dirigida 
desde el Estado. Es decir, revivir un eje fundante del Modelo de Sustitución de 
Importaciones –MISI- abandonado en 1986. El crecimiento electoral fulgurante del 
MAS desplazó a los partidos del régimen, a los tradicionales tanto como a los 
alternativos. El partido antisistema vehiculó un cambio sobre tres consensos 
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mayoritarios: la economía de mercado sería moderada por la estatización de 
empresas, la democracia representativa compartida por la representación étnica y el 
Estado multicultural sería reemplazado por el Estado plurinacional. Las fuerzas 
emergentes sabían que no bastaba con la toma del gobierno nacional mediante las 
elecciones, necesitaban además cambiar los fundamentos del Estado. En 
consecuencia la aspiración política más alta fue la exigencia de convocatoria de una 
Asamblea Nacional Constituyente.  
 
Al asenso social por abajo le respondió el asenso social por arriba. Los Movimientos 
Cívicos Departamentales surgieron desde la década de los cincuenta como 
congregación de representantes de diversos estamentos sociales interesados en la 
promoción del nivel departamental. Alrededor de ellos se asociaron intelectuales, 
gremios empresariales, organizaciones barriales, juveniles, de mujeres, de mejoras y 
ornatos y otras asociaciones  cívicas. Desde el fin de la era de las dictaduras en 
1982 los Comités Cívicos plantearon un fortalecimiento del nivel departamental. 
Varios de ellos fueron muy activos en las discusiones previas a la adopción de las 
leyes de descentralización de 1994 y 1995. En particular el Movimiento Cívico pro 
San Cruz lideró el tema a nivel nacional sobre cuatro ejes: aumento de recursos y 
competencias, creación de una estructura de gobierno autónomo y elección de 
prefectos. La Ley de Participación Popular de 1994 enojó y frustró a las elites 
departamentales en la medida en que el municipio concentró la estrategia de 
descentralización del poder territorial. Recursos, competencias y autonomía política 
hacia lo local impidieron el protagonismo esperado del nivel intermedio. La Ley de 
Descentralización Administrativa de 1995, que normó al nivel intermedio, negó la 
elección del prefecto, como también la autonomía y fortaleza del gobierno 
departamental; incluso hizo depender la aprobación del presupuesto departamental 
por el Ministerio de Hacienda Nacional. Los líderes cívicos no se resignaron, dentro 
de ellos fue notable el protagonismo de los gremios económicos de Santa Cruz, 
deseosos de construir una estructura de gobierno departamental complementaria a la 
extensión de su área natural de negocios. La internacionalización de la economía, la 
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privatización de las empresas estatales, el auge de los hidrocarburos y la exaltación 
de los empresarios como ideología estatal concurrieron en fortalecer a las elites de 
Santa Cruz. El PIB pasó de representar el 25,1% del total nacional al comienzo de la 
era neoliberal en 1985 al 29,5% en el año 2005. Entre más perseverante, masivo y 
triunfador avanzaba el ciclo rebelde, más nervioso, agresivo y propositivo se 
convertían las elites económicas del Oriente bajo el liderazgo de los gremios 
cruceños. La crisis económica y política exacerbó los contrastes socio territoriales 
entre el Occidente y el Oriente.  
 
A la solicitud de una Asamblea Nacional Constituyente los Cívicos opusieron la 
exigencia de un referendo sobre la autonomía de los departamentos. Al contrario de 
oponerse a la exportación del gas vía Chile los empresarios la apoyaron y aspiraron 
participar del negocio. En vez de la nacionalización de los hidrocarburos defendieron 
las privatizaciones y las inversiones trasnacionales en el sector. Contra la reforma 
agraria promocionada por los campesinos reclamaron el respeto a la propiedad 
privada. Las elites empresariales lograron articular una agenda opuesta a la de 
octubre, la de junio. En la medida en que los partidos del régimen perdían el control 
mayoritario en las elecciones territoriales y nacionales los empresarios se expresaron 
de manera directa acudiendo a un repertorio de movilización social parecido al de los 
sectores populares: marchas, asambleas, huelgas de hambre, masivos cabildos… 
En consecuencia, las elites empresariales profundizaron el vaciamiento del poder de 
los órganos de la democracia representativa. La calle y los campos tomaron el lugar 
de lo político. El colapso del sistema político fue el resultado de una polarización 
social que ya no dirimió sus contradicciones principalmente dentro de las reglas de la 
democracia representativa. Cada bando apostó a romper el equilibrio institucional 
para imponer por la fuerza su agenda al ejecutivo, o crear una nueva legalidad 
amparada en la legitimidad del número. El gobierno de Carlos de Mesa (2003 - 2005) 
integró primero la agenda popular y luego la empresarial. Demasiado tarde puesto 
que los contrincantes decidieron medir fuerzas. La derecha forzó el retiro del 
presidente para gobernar a través del presidente del senado perteneciente a las 
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entrañas de la elite política defensora del neoliberalismo. El MAS abandonó al 
presidente porqué unas elecciones anticipadas en medio de la ola creciente de las 
movilizaciones sociales podrían garantizarle la legitimidad institucional de un triunfo 
legal.   
 
En medio de la polarización los contrincantes defendieron opciones de organización 
territorial del poder opuestas. Los indígenas y campesinos lucharon por una 
transferencia de poder hacia los pueblos y comunidades, mientras las elites 
empresariales soñaban con la autonomía departamental. Mientras la agenda popular 
quería una nacionalización de los hidrocarburos con la cual financiar un modelo de 
acumulación dirigido desde el Estado, los empresarios defendían la privatización y 
transnacionalización de los recursos y espacios económicos. Dos alternativas 
generales de articulación espacial desde lo local, hasta lo nacional y el mercado 
mundial se enfrentaron en las elecciones del 2005.  
 
5.5  Enseñanzas sobre las relaciones entre economía, política e instituciones 
 
En este aparte conclusivo se reflexiona sobre las relaciones entre economía, política 
e instituciones, E – P – I, a partir de las transformaciones a los modos de regulación 
económicos y los cambios en los sistemas políticos en sus relaciones con los 
procesos de descentralización. En términos generales se desarrolla lo que en el 
capítulo de la metodología de la investigación se denomina: estructuralismo abierto. 
Necesariamente la economía y la política inciden sobre los arreglos institucionales, 
así como las formas de organización del Estado y las políticas que a través de ella se 
agencian tienen importantes impactos sobre la economía y la política. Los relatos 
históricos hayan entonces las determinaciones económicas y políticas sobre la 
arquitectura institucional, tanto como la determinación que los arreglos institucionales 
tienen sobre la actividad económica y las luchas políticas.  




Todo relato histórico se anuda explícita o implícitamente sobre los determinantes 
fundamentales de los acontecimientos. Una causa principal, primera o en última 
instancia es una de las opciones. Otra es decir que existe una multiplicidad de 
determinaciones que se combinan sin un orden de incidencia previo y trascendente a 
los períodos y condiciones históricas. Nosotros acogemos una combinación entre 
ambas tradiciones. Las configuraciones de los modelos de acumulación son 
fundamentales, pero dentro de ellas el peso relativo de los acontecimientos 
económicos y políticos no está dado de una vez por todas. Más aún, un mismo 
suceso produce diferentes impactos según trayectorias nacionales específicas. La 
línea de los acontecimientos resulta de la combinación entre factores estructurantes 
de la realidad. Solo que estos provienen desde diferentes temporalidades y la 
manera como los factores incidentes emergen en momentos históricos son 
relativamente impredecibles porque no obedecen a una o varias leyes de causalidad. 
En todos los casos las luchas sociales, las emociones, las aspiraciones humanas, los 
marcos de oportunidad, las apuestas de los líderes y el arrojo de los combatientes 
son determinantes de los acontecimientos. Para decirlo en palabras de los antiguos: 
la historia resulta de la confluencia entre determinaciones, libertad y azar. 
 
5.5.1 De la economía a las instituciones: E ! I 
 
En ambos países hay un ataque al Modelo de Industrialización por Sustitución de 
Importaciones –MISI-, en Colombia pausado y en Bolivia abrupto. El nuevo modelo 
que emerge desbarata la política económica precedente, la cual incluye un conjunto 
de estrategias de expansión e integración del mercado nacional por la vía de la 
intervención territorial del Estado. La planeación del desarrollo es abandonada y con 
ella la planeación territorial. Las empresas estatales son privatizadas, así como el 
manejo de cuantiosos recursos públicos. En el marco de la nueva política económica 
se desbarata la intervención territorial y con ellas las condiciones y estructuras dentro 
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de las cuales se tejieron los acuerdos políticos y sociales dentro de la malla 
institucional del Estado. El mercado interno como vía de fortalecimiento del Estado 
nación construyó el centralismo económico, institucional y político. El abandono del 
“nacionalismo, del intervencionismo y del desarrollismo” exacerba las demandas 
territoriales. Desde la población marginada tanto como desde las elites territoriales 
pujantes se abre la posibilidad de renegociar los equilibrios entre centro y periferia. 
Los momentos germinales de los nuevos acuerdos normativos e institucionales 
descentralizados muestran las diversas racionalidades que desbaratan el modelo de 
Estado centralista y pujan por una reconfiguración espacial diferente. Los 
reformadores neoliberales le apuestan a la descentralización para inocular las reglas 
del mercado en el comportamiento de las entidades territoriales; las elites 
económicas territoriales buscan una apropiación más estratégica de sus espacios 
naturales de acumulación; y las poblaciones marginadas del sistema económico y 
político centralista aspiran a ser reconocidas y a participar de los beneficios del 
desarrollo y de la representación política en el Estado. Fuerzas muy diferentes 
confluyen entonces hacia una descentralización del Estado y la economía que cada 
cual desearía a medida de sus pretensiones.  
 
5.5.2   De la política a las instituciones: P !  I  
 
la década del ochenta los sistemas políticos boliviano y colombiano sufren 
transformaciones dramáticas. El sistema de gobierno de las dictaduras se agota en 
Bolivia y se impone la restauración de la democracia liberal. Inmediatamente (re) 
surgen demandas por una mayor descentralización de recursos y competencias 
hacia los niveles territoriales. Una vez derrotado el orden híper centralizado de las 
dictaduras se liberan los ímpetus que reclaman mayor protagonismo político de las 
regiones en sus asuntos propios, así como en la determinación de políticas públicas 
nacionales, en particular de aquellas con gran incidencia en la vida local. En 
Colombia, la crisis del Frente Nacional viene de abajo. Por una parte, de la pérdida 
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de control político sobre las movilizaciones populares activas desde los márgenes 
territoriales del centralismo. Por otra parte, de la insurgencia de las bases de los 
partidos políticos nacionales mayoritarios que reclaman mayor poder sobre los 
asuntos propios e incidencia sobre los nacionales. Por último, de la persistencia de 
campesinos levantados en armas que transitan de sus lejanos parajes hacia los 
centros de población y desarrollo económico. En ambos países la superación de los 
sistemas políticos centralizados potencian los reclamos de distribución territorial del 
poder; pretensión que no es otra que aquella de grupos sociales y políticos por 
hacerse al poder del Estado territorial. 
 
5.5.3   La economía política de los arreglos institucionales: E & P !  I 
 
La gran transformación de la forma de organización descentralizada del Estado es el 
resultado de la confluencia de disputas alrededor del modelo económico y del 
sistema político. Insistimos, en sentido estricto la descentralización (arreglo 
institucional) no es el resultado de la economía (necesidad de la acumulación) y de la 
política (necesidad de la legitimidad), sino de las disputas dentro de la 
reestructuración del modelo económico y dentro de las transformaciones al sistema 
político. El orden económico y político con base en el fortalecimiento del espacio del 
Estado nación construyó el centralismo. Este orden es sacudido desde adentro y 
desde afuera. La internacionalización de los espacios interiores es la estrategia de 
los neoliberales que requieren debilitar las soberanías del Estado nación. La 
descentralización del Estado, de las finanzas y el sistema político es parte de esta 
estrategia. Mercados y empresas territoriales serían más dóciles a su 
encadenamiento dentro de redes privadas, muchas de las cuales de carácter 
transnacional. Desde adentro, las elites económicas territoriales buscan ensanchar el 
ámbito de sus negocios, bien como parte de los encadenamientos trasnacionales, 
bien protegiéndose de ellos para levantar barreras regionales a la libre movilidad del 
capital. Las contra elites territoriales bregan por la descentralización del sistema 
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económico, por el empoderamiento de sus relaciones y bases económicas, por 
proteger los recursos naturales y los mercados territoriales de su desarticulación 
mediante la penetración y extracción de rentas por las redes trasnacionales. La 
economía está en disputa, lo cual implica que no obedece a una sola racionalidad, 
aunque haya una prevalente según las correlaciones de fuerza. La política también 
está en disputa aunque prevalezcan las prácticas de la representación liberal. Los 
trabajadores luchan por el derecho a la sindicalización y a la incidencia de los 
asociados en las políticas de las empresas y del sector económico al que se 
pertenece. Campesinos, indígenas, comunidades negras, movimientos rurales y 
urbanos luchan por la prevalencia de prácticas políticas distintas a las 
representativas. La soberanía de las asambleas, el mandato a los delegados, la 
rotación de cargos, la horizontalidad de los liderazgos son prácticas alternas que (re) 
surgen insistentemente en los movimientos sociales activos. No sólo las prácticas 
políticas están en disputa, también los actores, los temas y los beneficiarios sociales 
principales. Dentro de los proceso de descentralización se lleva a cabo una lucha por 
la apropiación del espacio político territorial, por el portafolio de las competencias y 
por las relaciones de mando entre niveles de gobierno.   
 
5.5.4   De las instituciones a la economía: I !  E 
 
Los arreglos institucionales resultan de las disputas alrededor de las relaciones y las 
políticas económicas, pero no son un mero reflejo derivado de estas. Por el contario, 
las reglas institucionales descentralizadas tienen un potente efecto sobre la 
economía. A nivel local se incrementan la tributación, las tarifas de los servicios y se 
disparan las tasas de endeudamiento. Las organizaciones sociales y comunitarias 
entran a ejecutar los presupuestos públicos y se desarrolla un mercado empresarial 
alrededor de las competencias y recursos descentralizados. En una frase: el arreglo 
descentralizado ayuda a ensanchar los mercados estatales, comunitarios y privados. 
Dicho de manera más precisa, a través de la descentralización se expresa una 
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disputa por la naturaleza jurídica de la propiedad y por la apropiación social de los 
mercados. A nivel nacional la descentralización, en particular las coparticipaciones o 
transferencias, comprometen los agregados macroeconómicos. Para los neoliberales 
los giros automáticos a los territorios amparados en la constitución y las leyes 
introducen una rigidez en el gasto que contraría dos principios. Por una parte, la 
relación entre inversión y eficiencia, es decir que los giros debieran estar 
condicionados al logro de objetivos de mercados eficientes y no reclamarse como 
derechos adquiridos. Por otra parte, la relación entre giros y disponibilidad 
presupuestal, en la medida en que solo debieran comprometerse montos de gasto en 
relación a los recursos generales a manos del Estado. Estos últimos son inciertos y 
cambiantes por lo que no debiera existir un compromiso estable de transferencias o 
coparticipaciones. En las antípodas de estas pretensiones se encuentra la lucha por 
situar en el centro del funcionamiento del Estado y la economía los derechos sociales 
básicos de la población en todos los lugares de la nación. Desde esta frontera las 
transferencias o coparticipaciones amparadas en las normas son un eje en la 
construcción del Estado social de derecho. Por lo tanto, en el nivel nacional la 
descentralización expresa la tensión entre la primacía del mercado sobre la sociedad 
o de la sociedad sobre el mercado. Dicho de manera más precisa. A través de la 
descentralización se confrontan dos principios que se disputan la primacía en el 
ordenamiento de las políticas colectivas. O el orden a través del mercado o el orden 
a través de las necesidades y derechos sociales. Lo que se conoce como “el diseño 
de la descentralización” es la expresión, a nivel de los arreglos institucionales, de la 
lucha por definir al servicio de qué y de quienes debieran estar  las relaciones y 
políticas económicas.   
 
5.5.5   De las instituciones a la política: I !  P 
 
Los arreglos institucionales moldean la política en la medida en que distribuyen los 
lugares, los temas y las instancias en las que se ejercen competencias y mando. Las 
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relaciones y jerarquías entre niveles de gobierno, así como los tiempos de la política 
también son regladas. Los procedimientos formales a través de los cuales se incide 
en los asuntos políticos y hasta las formas de organización social y política para 
hacerlo están determinados por los arreglos institucionales y normativos.  
 
Los procesos de descentralización tuvieron un gran impacto en la vida política de las 
naciones. En el nivel local generaron una gran apertura electoral, la creación de 
muchas opciones partidistas y la presentación de cuantiosas listas. En el nivel 
nacional se aflojaron las correas de mando de arriba abajo propia de los sistemas 
políticas centralizados. Las relaciones de subordinación del centro sobre las 
periferias de los partidos se resquebrajaron, por lo que la elección de mandatarios 
locales, con garantía de recursos y competencias propias, contribuyó a una 
desnacionalización de los partidos tradicionales. La dispersión de partidos, 
movimientos y listas forzaron recrear cadenas de relaciones políticas supra locales 
hacia arriba. Incluso el que así haya ocurrido tiene relación directa con el diseño 
institucional. Los procesos de descentralización dejaron por fuera asuntos de 
trascendencia para la vida local como por ejemplo la reforma agraria, la propiedad 
del suelo y de los recursos naturales en el subsuelo y la política energética. No se 
descentralizaron tampoco componentes suficientes para que los gobiernos locales 
pudieran emprender estrategias de desarrollo territorial, en la medida en que las 
decisiones de inversión en infraestructura, crédito, política exterior, ciencia y 
tecnología, mercados laborales, política comercial, tributaria y monetaria continuaron 
bajo férreo control central. Incluso la regulación de los servicios públicos domiciliarios 
descentralizados quedó bajo mando central. En estas circunstancias se recreó rápido 
la necesidad de articulaciones fuertes de las representaciones locales en partidos 
nacionales con la finalidad de incidir en variables fundamentales de las políticas 
nacionales con gran impacto en la vida económica y social local.  
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Las características institucionales de los procesos de descentralización explicarían 
porque no se federalizaron los partidos políticos, sino que se reconstituyeron partidos 
nacionales centralizados. Las grandes ciudades tienen recursos propios importantes 
a diferencia del resto de municipios, lo cual permite la existencia de un margen 
substancial de autonomía política con capacidad de afectar la calidad de vida de sus 
habitantes. En este escenario institucional se hace posible que personalidades sin 
partido nacional fuerte accedan al manejo de la administración de grandes ciudades.  
 
5.5.6   De la sociedad a las instituciones: S !  I 
 
Las luchas sociales crean las instituciones en tanto concreciones de intereses y 
estrategias de poder. Los procesos de descentralización serían incomprensibles sin 
los movimientos cívicos populares colombianos y bolivianos, sin la insurgencia 
campesina en armas en Colombia y la persistencia de una gigantesca “sociedad civil” 
indígena y campesina en los márgenes del desarrollo y de la estatización en Bolivia. 
Ni la emergencia, ni el diseño básico, ni la utilización de la arquitectura institucional 
para favorecer intereses privados serían comprensibles si se omite el peso de los 
actores neoliberales. La sociedad crea las instituciones como expresión misma de 
sus luchas por lo que estas materializan relaciones de fuerza. Las contradicciones 
sociales son llevadas dentro de las instituciones por lo que estas condensan y 
canalizan buena parte de las luchas sociales. Las instituciones estatizan a la 
sociedad y a lo político. Es por ello que los arreglos institucionales permiten varios 
usos, no solo diferentes sino incluso contradictorios, porque expresan la pluralidad de 
fuerzas e intereses que los parieron. Claro está que el Estado en general y la 
descentralización en particular no son un campo abierto indiferenciado. Los arreglos 
institucionales son concreciones de poder y en esta medida expresan un conjunto de 
relaciones de fuerza. Tanto los movimientos cívicos populares colombianos como los 
movimientos indígenas y campesinos bolivianos reclamaron en sus agendas 
programáticas la descentralización de las oportunidades de desarrollo. La reforma 
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agraria, la soberanía alimentaria, precios sustentables de los productos del campo, el 
acceso al crédito barato, inversiones en infraestructura y la socialización de las 
empresas de servicios públicos domiciliarios fueron parte de los reclamos 
compartidos entre Bolivia y Colombia. Sin embargo, no fueron estas las 
competencias y realizaciones descentralizadas. ¿Por qué? A nuestro entender 
porque no tuvieron la fuerza para lograrlo. Es decir, otros tuvieron la capacidad de 
impedir dicha agenda. El arreglo institucional que descentraliza la política social y no 
la política económica expresa un conjunto de relaciones de fuerza. Indudablemente 
en el dispositivo programático neoliberal estuvo “desde sus comienzos” la 
descentralización de los servicios básicos a la población y la inconveniencia de 
descentralizar la política económica. Las relaciones históricas entre gremios del 
capital e instituciones nacionales también asentaron límites preferenciales a las 
competencias descentralizadas.  
 
No toda demanda social, por persistente que sea, logra un arreglo institucional 
conveniente. En esta eventualidad se genera un incentivo a utilizar otros repertorios 
de la acción social y política que no se canalizan a través de la malla institucional, 
sino paralela a ella y hasta en contra de esta. En Colombia y Bolivia las demandas 
sociales sobre los asuntos no descentralizados continuaron alimentando marchas, 
tomas, huelgas, paros y demás vías de hecho. Los gobiernos locales no fueron los 
interlocutores del descontento social sino directamente agencias del nivel nacional. 
En Colombia el proceso de la re centralización desde finales de la década del 
noventa estimuló una re nacionalización de los conflictos. En Bolivia, los movimientos 
sociales rebasaron la frontera de la oferta estatal de descentralización y volcaron sus 
ímpetus hacia el cambio de las reglas institucionales centrales. Los Movimientos 
Cívicos conservadores de base empresarial acudieron también a un amplio repertorio 
de “vías de hecho” para modificar las competencias descentralizadas e imponer un 
estatuto de autonomía departamental. 
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5.5.7   De las instituciones a la sociedad:  I !  S 
 
La nueva arquitectura institucional obliga transformaciones en todos los actores 
sociales. Bien sean estos partidos políticos, gremios del capital, sindicatos, 
movimientos sociales o asociaciones cívicas y sociales de todo tipo. Unas serán de 
orden programático, otras de prácticas de funcionamiento e incluso algunas 
cambiarán la forma misma como la sociedad se organiza. En ese sentido, las 
instituciones moldean a la sociedad. Los temas descentralizados atraen la atención 
de la sociedad al punto que esta se vuelca sobre las nuevas oportunidades. Un 
número considerable de Organizaciones no Gubernamentales se crean a partir de 
una doble causa. Por una parte, la flexibilidad laboral que arroja trabajadores 
calificados y profesionales a la búsqueda incesante de contratos en el mercado. Por 
otra parte, el crecimiento de las competencias a cargo de los gobiernos locales que 
se ejecutan mediante la contratación con empresas privadas, con o sin ánimo de 
lucro. Aparecen muchas empresas de consultoría, así como se ensancha el mercado 
para las universidades que abren diplomados, maestrías y líneas de investigación en 
los temas descentralizados. Ya lo advertimos, se crean movimientos y partidos 
políticos que se especializan en ofertas sobre las nuevas competencias locales. 
Contadores y administradores públicos, trabajadores sociales y planificadores, 
economistas, sociólogos, antropólogos y politólogos son algunas de las profesiones 
demandadas por las administraciones territoriales que construyen el objeto de 
conocimiento de lo local. Empresas privadas de servicios y suministros pelechan al 
compás del flujo de transferencias y competencias, y los bancos se ven favorecidos 
por un creciente mercado de créditos a las entidades territoriales. Los sindicatos 
nacionales son estructuralmente debilitados y favorecida la tendencia al surgimiento 
de nuevos liderazgos nacionales desde la vida política local.  
 
Las transformaciones de la sociedad a partir de los procesos de descentralización 
son abrumadoras. Uno de los impactos más sobresalientes en Colombia y Bolivia es 
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la recomposición de los sistemas políticos nacionales desde sus fundamentos 
locales. La lucha por el control político local genera una masa crítica con suficiente 
capacidad para afectar los agregados políticos nacionales. En Colombia los ejércitos 
paramilitares se apropian de suficientes entidades territoriales a partir de las cuales 
se ufanarán de controlar el 35% del Congreso de la República. Las empresas que se 
reparten los mercados territoriales de la seguridad social también inciden en la 
generación de una clase política local con pretensiones de mando nacional. Estos 
más otros liderazgos políticos de las elites territoriales concurren en apoyar un giro 
nacional hacia la derecha en cabeza del presidente Álvaro Uribe Vélez en el año 
2002. En Bolivia surgen partidos anti sistema desde abajo, el más sobresaliente el 
Movimiento hacia el Socialismo –MAS-. Los partidos nacionales que sostienen el 
modelo neoliberal pierden primero las mayorías electorales municipales y luego las 
nacionales. La descentralización boliviana fue la caldera a través de la cual los 
movimientos sociales acumularon identidad, organicidad y pretensión de poder 
nacional. Basta con recordar la guerra del agua en Cochabamba en el año 2000 y la 
guerra del gas en El Alto en el 2003. Los triunfos de ambas movilizaciones se dieron 
en contra de empresas multinacionales que se habían hecho al negocio del 
suministro de bienes esenciales descentralizados. Sobre los hombros de estos 
“triunfos locales” se izó el movimiento que exigió la Asamblea Nacional Constituyente 
y tumbó dos gobiernos seguidos: el de Gonzalo Sánchez de Lozada (2003) y el de su 
sucesor Carlos de Mesa (2005). 
 
5.5.8  Triangulación recursiva entre economía, política e instituciones: E & P & I 
 
El estudio comparado de los procesos de descentralización entre Bolivia y Colombia 
demuestra una triangulación entre factores económicos, políticos e institucionales. 
Las instituciones son generadas por las luchas en el orden económico y político, a la 
vez que los diseños institucionales y las luchas que en ellos se dan tienen efectos 
económicos y políticos. La triangulación funciona recursivamente de tal suerte que 
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las causas generan una serie de efectos con capacidad de modificar sus causas. El 
influjo vital de un factor sobre otro no proviene de una fuerza vital interna de los 
factores, sino de los conflictos sociales constitutivos de cada factor. En consecuencia 
no es del todo preciso afirmar que la economía incide sobre la política o al revés. Es 
mejor decir que los conflictos alrededor del modelo de acumulación generan efectos 
sobre las relaciones políticas y que a su vez los conflictos constitutivos de dichas 
relaciones en el orden político tienen efectos sobre la economía. 
 
5.5.9   Breve anotación sobre el período de la investigación 
 
Ya lo advertimos en el capítulo sobre el método de investigación, las relaciones entre 
economía, política e instituciones en conflicto se estabilizan durante períodos 
históricos. La Escuela de la Derivación llama a esta estabilización “fases de 
acumulación de capital”. La Escuela de la Regulación “periodo de regulación”. Esta 
investigación no trata de sistematizar las similitudes y diferencias entre el periodo de 
regulación más conocido en América Latina como cepalino con el emergente de los 
procesos de globalización desde la década del ochenta. Señalamos el fenómeno 
para llamar la atención sobre el hecho de que la triangulación retroactiva que recorre 
los relatos históricos ocurre en una transición entre dos épocas. El Modelo de 
Industrialización por Sustitución de Importaciones –MISI- articuló las relaciones entre 
economía, política e instituciones en conflicto. Su desmonte abre un periodo de 
incertidumbre caracterizado por el cruce entre dos tensiones. Una tensión es 
generada por la fuerza que requiere romper el modelo de acumulación precedente y 
por las férreas resistencias que ello genera. Otra tensión se activa ante la apertura 
de posibilidades de incidencia y acomodo en un nuevo modelo de acumulación y en 
un nuevo modo de regulación. Aunque la alternativa de regulación neoliberal se 
promocione como inevitable, natural e imperativa ella aparece como lo que es, una 
apuesta de regulación prevalente de las relaciones entre economía, política e 
instituciones.  




En un principio el MISI fue una apuesta política, con el tiempo apareció como un 
destino inevitable. Lo mismo ocurre en el periodo de transición de la década del 
ochenta. En Colombia la regulación neoliberal se impone lenta y sistemáticamente, 
situando en la marginalidad y en las fronteras de la legalidad las fuerzas que pugnan 
por otros principios de articulación entre economía, política,  instituciones y territorios. 
En cambio en Bolivia el “ciclo rebelde” desnudó toda pretensión de naturalidad a la 
nueva regulación neoliberal y levantó principios alternos con vocación hegemónica. 
Varios de estos volvieron la mirada sobre el –MISI-, tales como el nacionalismo, el 
desarrollismo y la estatización. Otros son talmente ajenos a dicho periodo de 
regulación como las autonomías indígenas y campesinas, el Estado plurinacional, el 
pluralismo jurídico, institucional y legal, la representación directa de asociaciones 
sociales en cargos de elección popular, la penetración y subordinación de las 
administraciones por organizaciones y dinámicas sociales. El telón de fondo de los 
relatos históricos está marcado por las tensiones propias de un periodo de transición 
en el que Colombia aparece avanzar lentamente pero sin pausa ni amenazas serias, 
mientras que en Bolivia la fase de regulación neoliberal se encontró profundamente 
cuestionada. 




6. Anexo: Ajuste estructural, políticas sociales y función de los gobiernos 
locales, 1980 – 2005. Una mirada crítica a la ortodoxia   
 
6.1  Las generaciones del ajuste estructural 
 
Para comprender la incidencia de la ortodoxia en las reformas emprendidas desde la 
década del ochenta el siglo XX es necesario empezar por su diagnóstico sobre el 
funcionamiento de la economía783. No quiere decir esto que los fenómenos 
económicos sean más importantes para explicar los cambios históricos que las 
transformaciones de las institucionales, los cambios en los sistemas políticos, los 
desbalances en las correlaciones de fuerza entre clases y grupos sociales o las 
mutaciones en la cultura política. Lo que se resalta es la adscripción de las élites del 
Banco Mundial, -así como las del Fondo Monetario Internacional –FMI-, la 
Organización Mundial del Comercio –OMC- y el Banco Interamericano de Desarrollo 
-BID-, a una ideología de larga duración que se basa en la creencia en que los 
cambios económicos jalonan las transformaciones sociales, políticas, e 
institucionales; las cuales, a la vez, van modificando comportamientos y valores 
políticos, es decir, la cultura política. La economía va primero, el resto sigue después; 
y, como el Nor-occidente del planeta está más desarrollado económicamente que el 
resto de países, entonces todos deben imitar las bases económicas de los países 
                                        
783. En este capítulo se hace énfasis en la evolución de los acuerdos principales a partir de los cuales las 
agencias multilaterales ordenan su intervención en los procesos de reforma del Estado, la economía y 
los sistemas institucionales. Los énfasis, matices y desacuerdos entre agencias o a su interior han sido 
omitidos, así como la diferenciación de las intervenciones que provienen de adaptaciones, 
posibilidades y contextos nacionales específicos. Nuestro propósito es esclarecer la evolución del 
dispositivo programático de intervención de las agencias internacionales en las reformas, el cual no 
debe confundirse, en ningún caso, con los procesos de reforma mismos. Se presenta información 
estadística de seis países, tres federales (México, Brasil y Argentina) y tres unitarios (Colombia, 
Bolivia y Chile). No se analizan aquí los procesos de reforma de dichos países en particular, por lo que 
las series de datos presentadas tienen una intensión ilustrativa sobre los temas abordados y no 
explicativos de las dinámicas nacionales. 
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desarrollados y, de contera, copiar sus instituciones y adoptar su cultura. En palabras 
del ganador del segundo premio de Pensar a Contracorriente, el brasilero Joao 
Márcio Mendes Pereira (Mendes, 2006)784.  
[…] el Banco establece como objetivo a alcanzar por todos los países un 
modelo de desarrollo basado en una lectura fetichizada de la trayectoria del 
mundo anglosajón, cuyo presupuesto es una asociación abstracta entre libre 
iniciativa, propiedad privada y progreso económico. (p.16). 
 
Para la ortodoxia, la intención primaria de las reformas será remover los obstáculos 
que impiden romper las marañas institucionales, las limitaciones políticas, las 
resistencias sociales, los atrasos geográficos, la marginalidad mental y las culturas 
políticas “irracionales” que en el Tercer Mundo obstaculizan el crecimiento 
económico. Toda vez, en un cuarto de siglo de producción doctrinaria y de 
implementación de políticas de ajuste, las agencias multilaterales, lideradas por el 
Banco Mundial, transitarán todo el espectro de las variables determinantes de los 
cambios; la travesía empezará desde la economía, pasará por las instituciones, 
llegará a la gobernabilidad política y terminará reconociendo la importancia de la 
cultura. 
 
Esta secuencia es parcialmente así solo de manera aparente en la medida en que en 
todo momento reina la primacía económica de dos maneras. Primero, en tanto 
cúmulo de reformas permanentes que modifican la economía pública y privada; y 
segundo, en tanto el principio de las reformas de todo aquello que no es “economía” 
es su sometimiento a la racionalidad económica.   
 
                                        
784. Mendes, Joao M.  “El Banco Mundial Y La Reforma Del Estado: ¿Más Allá Del Consenso De 
Washington?,” La Jiribilla, Revista digital de cultura cubana número 279, año V (2006): 16.  
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De esta manera, cuando la ortodoxia reclama la importancia de las instituciones es 
para construir el entramado institucional que exprese e incentive las reglas del 
mercado privado, cuando invoca una nueva gobernabilidad política es para elevar la 
racionalidad del mercado a principio ordenador de los procesos deliberativos, cuando 
al fin reconoce la importancia determinante de la cultura política en el devenir de los 
pueblos es para exaltar como cultura superior aquella que produce una adecuada 
economía, la de los individuos egoístas que usan cálculos racionales para maximizar 
beneficios materiales (Olson, 1992)785. El poder político, las reglas y las instituciones, 
así como el prestigio individual, las pasiones sociales y la imitación de patrones de 
comportamiento estarán al servicio del desarrollo siempre y cuando orbiten 
subordinadas a la racionalidad de la maximización de beneficios económicos.  
Esta forma de pensar no es una teoría sino una ideología, a partir de la cual, claro 
está, se producen teorías científicas, formalizaciones técnicas, doctrinas económicas 
y administrativas, sistemas de evaluación, verificación y control, modelaciones de 
fenómenos y artefactos sistémicos de intervención y producción de la realidad, es 
decir, de poder. De tal manera que se crea una circularidad entre la ideología y el 
conocimiento, entre el saber y el poder. El conocimiento sobre el funcionamiento de 
las cosas y el mando sobre dicho funcionamiento se enlazan entrañablemente a 
partir del imperativo sobre cómo debiera funcionar la realidad y, por lo tanto, 
produce-crea un discurso sobre la verdad a partir del cual se generan dispositivos 
programáticos de intervención. En palabras del filósofo francés Michel Foucault 
(1978). 
El ejercicio del poder crea perpetuamente saber e inversamente el saber 
conlleva efectos de poder. (p. 75). 
                                        
785. Mancur Olson, La Lógica De La Acción Colectiva: Bienes Públicos Y La Teoría De Grupos 
(México: Noriega/Limusa, 1992). Un autor muy influyente en el pensamiento de los reformadores 
ortodoxos fue Mancur Olson para quien el cálculo egoísta es el único principio de racionalidad que 
distingue las decisiones que conducen al crecimiento, de otras acciones irracionales fundadas en las 
creencias ideológicas, religiosas o políticas. Además, sólo el cálculo individual interesado lleva a que 
las personas se asocien en acciones colectivas, no en búsqueda del bien común sino del interés 
particular. Y, desde antes, ya había sido establecido que la suma de intereses particulares lleva a 
óptimos de bienestar social.  




Esta ideología está en los cimientos del desarrollo del capitalismo (Polanyi, 1989)786. 
En su versión contemporánea, es decir desde la década del ochenta del siglo XX, es 
el estandarte de las elites políticas y tecnocráticas anglosajonas, inspiradoras del 
neoliberalismo y del neoconservadurismo como propuesta para reformar al mundo 
bajo la egida de la cultura del capitalismo anglosajón (Gray, 2000; Stiglitz, 2002)787. 
En palabras del profesor londinense Tony Judt (2011), fundador de la cátedra de 
Estudios Europeos en la Universidad de Nueva York:  
Nosotros somos los involuntarios herederos de un debate con el que la 
mayoría de la gente no está familiarizada. Cuando se nos pregunta que hay 
tras el nuevo (viejo) pensamiento económico, podemos responder que fue 
ideado por economistas angloestadounidenses que en su mayoría estaban 
relacionados con la Universidad de Chicago. Pero si nos preguntamos de 
dónde venían las ideas de los Chicago boys, vemos que la mayor influencia la 
ejercieron un grupo de extranjeros, todos ellos inmigrantes de Europa central: 
Ludwig von Mises, Friedrich Hayek, Joseph Schumpeter, Karl Popper y Peter 
Drucker. (pp. 99, 100)788. 
 
                                        
786. Polanyi, Karl, La Gran Transformación: Crítica Del Liberalismo Económico (Madrid: La Piqueta, 
1989). El austriaco Karl Polanyi se distingue por demostrar la emergencia de dichas ideas y la tensión 
violenta que, desde sus inicios, ha producido en la sociedad la utopía de la autorregulación y la 
primacía del mercado sobre todo otro valor y comportamiento social.  
787. Varios autores defienden la tesis según la cual el capitalismo se ha desarrollado en varias culturas, 
con entornos institucionales distintos, arreglos sociales diferentes, con inevitable intervención y 
regulación del mercado por el Estado. Sin embargo, las reformas que desde los ochenta han impuesto 
las agencias internacionales como el FMI, la OMC, el BID y el BM parten de una idealización sobre el 
buen funcionamiento del libre mercado sin regulación estatal, pensamiento típico de la cultura 
conservadora anglosajona. Ver por ejemplo el libro del profesor de Pensamiento Europeo en el London 
School of Economics: Gray, Jhon Falso Amanecer. Los Engaños Del Capitalismo Global (Barcelona: 
Ediciones Paidós Ibérica S.A, 2000). También el libro del premio Nobel de Economía y ex 
Vicepresidente del Banco Mundial: Stiglitz Joseph E., El Malestar En La Globalización (Bogotá: 
Editorial Taurus, 2002). 
788. Judt,  Tony Algo Va Mal (Bogotá: Editorial Taurus, 2011). 
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Del centro de Europa a la ex colonia inglesa en América, las renovadas ideas 
económicas encuentran tierra fértil en los organismos imperiales que las harán el 
núcleo central de la ideología reformista a expandir por el mundo; de lo cual, como se 
verá, no escapa la concepción particular de descentralización que agencian. 
 
El diagnóstico de la enfermedad y el principio de la cura 
En el origen de los problemas está entonces la economía, el freno al crecimiento de 
las naciones, del comercio mundial, de las tasas de ganancia empresariales y la gran 
capacidad ociosa del sistema productivo y las máquinas. Mientras el PIB mundial 
creció entre el 4,0% y el 5,0% durante la década del sesenta, terminó en una tasa del 
1,8% a final de los setenta. Por su parte, las exportaciones se contrajeron desde el 
33,5% en la década del cincuenta al 11,1% a finales de los sesenta y volvieron a 
ascender al 26,2% a finales de los setenta (Fondo Monetario Internacional, 2007)789. 
Para la ortodoxia la razón de ese agotamiento del desarrollo no estaría en los 
principios de funcionamiento de la economía capitalista sino en el Estado. Desde la 
década de 30 del siglo XX el Estado no habría parado de crecer al amparo de la 
ideología intervencionista790: presupuestos cada vez más abultados, burocracias 
crecientes, empresas estatales en un sin fin de sectores comerciales, 
administrativos, productivos, de servicios, financieros y de infraestructura. 
Burócratas, políticos, grupos de interés, sindicalistas y demás “buscadores de rentas” 
(Tullock, 1981)791 se habrían apropiado del Estado para seguir haciéndole crecer al 
                                        
789. Fondo Monetario Internacional, International Finance Statistics, Data Base and Browser – Cd Rom 
(Washington, DC 20431 USA: Fondo Monetario Internacional, 2007).  
790. De hecho el Estado es una construcción social que no para de crecer desde su nacimiento. El 
surgimiento de la ideología liberal y socialista se arraiga en una crítica al crecimiento descontrolado del 
Estado, inhibidor de la libertad individual para los primeros, maquina al servicio de la dictadura de 
clase para los segundos. Otras ideologías como la nacionalista y racista han defendido la fortaleza del 
Estado, y los defensores de un orden social bajo principios confesionales intentan poner el Estado al 
servicio del verdadero Dios respectivo.  
791. Tullock Gordon, Buchanan James M., Tollison Robert D. (1981), Towards A Theory Of The Rent-
Seeking Society, ed. Gordon Tullock, James M. Buchanan, Robert D. Tollison, (Texas: A & M 
University Press) 367. El concepto de “buscadores de rentas” se le atribuye al profesor norteamericano 
Gordon Tullock, mediante el cual se refiere a la actividad de variados grupos de interés que influencian 
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amparo de su intervención directa como proveedor de factores económicos y de 
servicios sociales. El crecimiento del tamaño del Estado, de sus funciones y 
presupuestos pesa como una lápida que constriñe el crecimiento económico por una 
razón fundamental, porque las fuerzas que se lo han tomado buscan asegurar rentas 
sin competencia, en vez de la eficiencia en la asignación de recursos. Las empresas 
estatales no tendrían incentivo alguno en ser competentes en la medida en que 
pueden acudir al presupuesto público para su financiación y mientras los políticos 
promulguen subsidios a los consumidores para ayudarles a pagar bienes producidos 
a costos innecesariamente altos. En ese entorno las empresas privadas sufren una 
competencia desleal que nos les permite invertir y crecer como pudieran.  
 
Los males de la intervención del Estado sobre el crecimiento económico no terminan 
ahí. El proteccionismo sería la segunda cara maldita del Estado. Se manifiesta de 
varias formas, por ejemplo, a través de los subsidios e inversiones a favor de unos 
sectores económicos y empresas específicas contra otras, también cuando se 
protegen mercados regionales mediante transferencias e inversiones y, sobre todo, 
cuando a nombre de la defensa del mercado nacional se levantan aranceles y otras 
trabas al libre comercio internacional. Para la ortodoxia el proteccionismo des-
incentiva la libre competencia, inhibe la innovación y el cambio técnico, permite que 
se eleven inútilmente los precios de los bienes protegidos y, además, es ineficiente y 
muy costoso.  
 
Inevitablemente entonces la intervención del Estado en la economía termina 
incrementando más los costos de la acción pública que la capacidad de generar 
riqueza a través de ella. La diferencia entre costos e ingresos termina en déficit fiscal, 
inflación y desequilibrio macroeconómico. De tres fuentes provendrían los recursos 
para mantener  un nivel inercial de gasto ineficiente, cada una de las cuales no 
                                                                                                                        
sobre los políticos para que sean adoptadas medidas que los favorezcan en particular, en detrimento de 
los costos generales para la sociedad.   
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resolvería el problema sino que lo agravaría. En primer lugar de los impuestos, los 
que al crecer extraen capacidad de consumo de las familias poniendo en aprietos las 
ventas de las empresas y penalizando al sector privado en la medida en que le 
reduce capacidad de ahorro e inversión. En segundo lugar la emisión monetaria, acto 
a través del cual se eleva tanto más el circulante monetario respecto a la velocidad 
de producción de bienes y servicios que el conjunto de precios tiende a subir 
(Friedman, 1992, p.29)792. Es decir, la emisión monetaria para financiar los gastos 
estatales o sostener artificialmente la economía privada conduce a un 
encarecimiento general de los costos que reduce la capacidad de inversión y 
consumo. En tercer lugar y finalmente la deuda interna y externa, la cual debe 
pagarse algún día a través de mayores impuestos, emisión monetaria y contracción 
del ahorro y la inversión.  
 
Pudiera ser que los economistas, administradores y políticos que conducen la 
intervención del Estado tuvieran la mejor intención de apoyar el desarrollo de los 
mercados y el crecimiento económico. Aún así, nadie tiene la información del 
conjunto de las necesidades sociales, ni conoce las intenciones de los millones de 
veces que productores, vendedores y compradores toman decisiones de intercambio. 
Por lo tanto, ninguna autoridad puede reemplazar el equilibrio del mercado, ningún 
sistema de información puede planificar por adelantado los ajustes espontáneos e 
inmediatos que logra el mercado entre necesidades y proveedores, demanda y 
oferta, costos y precios reales (Friedman y Friedman, 1983)793. La solución al 
                                        
792. Friedman, Milton  La Economía Monetarista (Barcelona: Editorial Gedisa, 1992). Milton 
Friedman, catedrático de la Universidad de Chicago es reconocido por su postura anti keynesiana y la 
defensa del monetarismo, el cual inspira tanto la teoría de la inflación por culpa de la emisión 
monetaria para sostener el gasto estatal, como un conjunto de reformas de los “Chicago Boys” que 
inaugurarán la revolución neoliberal en el Chile de la década del setenta.  “[…] la inflación es siempre 
y en todas partes un fenómeno monetario en el sentido de que es y sólo puede ser producida por un 
aumento más rápido de la cantidad de dinero que de la producción. Sin embargo, existen muchas 
razones posibles del crecimiento monetario, incluyendo descubrimientos de oro, la financiación de los 
gastos gubernamentales y el financiamiento del gasto privado”. p. 29.  
793. Friedman, Miltón y Rose  Libertad De Elegir (Nueva York: Ediciones Orbis S.A, 1983). Como 
ningunos otros Milton y Rose Friedman defienden la posición de la autorregulación por el mercado 
cuando se dejan actuar libremente los precios, en la medida en que productores, trabajadores y 
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decrecimiento económico no reside en seleccionar las élites más probas, informadas 
y únicamente interesadas en el bien común. La intervención del Estado en la 
economía no puede sino fallar, no es un problema de intención, ni de formación. Los 
mercados solo funcionan bien cuando se auto regulan. 
 
En este diagnóstico se encuentran tres principios ideológicos comunes de las 
agencias internacionales que impregnaron las reformas desde la década del ochenta: 
la libre competencia, la liberación de los precios y la autorregulación del mercado 
como requisitos para la instauración de la eficiencia en la asignación de recursos en 
la sociedad. Y estos a su vez, en palabras del premio Nóbel de economía Joseph 
Stiglitz (2012): 
[…] no se basan en una profunda comprensión de la teoría económica 
moderna, sino en una interpretación ingenua de la economía, basada en lo 
supuestos de una competencia perfecta, de unos mercados perfectos y de una 
información perfecta. (p.13)794.  
 
En contra de la intervención del Estado se levanta la defensa de la libre competencia; 
en contra de los subsidios y el control de los precios se defiende la relación entre 
costos, precios y beneficios; en contra de la regulación estatal y lo controles políticos 
y sociales al mercado se proclama la autorregulación de los mercados.  Todas tres 
implican desmontar la intervención del Estado en la economía, aflojar la protección 
de los mercados y debilitar toda intervención administrativa, política y social sobre los 
precios. Por lo tanto, será objetivo estratégico de las reformas desmontar las 
políticas, las instituciones y los principios constitucionales que se opongan a la 
                                                                                                                        
mercados situados en diferentes territorios, -que no se conocen entre sí, ni planifican por adelantado 
todas sus acciones- se relacionan sincronizadamente y de manera eficiente para producir bienes muy 
complejos o tan aparentemente simples como un lápiz. En cambio, la regulación del Estado y el 
aumento del gasto público generan distorsiones en los precios e intervenciones ineficientes en sectores 
tales como el ferroviario, la energía, las finanzas, el mercado laboral y la educación.  
794. Stiglitz Joseph E. El Precio De La Desigualdad (Bogotá: Taurus, 2012).  
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liberación de los mercados. Así mismo, será imprescindible debilitar la capacidad de 
las fuerzas políticas, sociales y territoriales que, a nombre de la defensa de 
derechos, se opongan al debilitamiento del Estado, de sus empresas, de la 
capacidad de regulación y al desmonte de las posibilidades de negociar la repartición 
de excedentes mediante transacciones directas, o mediadas por la democracia 
representativa o corporativa.  
 
Las etapas del Consenso de Washington (1980 – 2005) 
Dos acuerdos existen en la literatura tecnocrática y critica respecto de las reformas, 
dentro y fuera de la ortodoxia, por simpatizantes y fustigadores de sus tesis. En 
primer lugar, se afirma que el objetivo estratégico de las reformas es apoyar al 
mercado, por lo que éstas han sido bautizadas de “reformas pro mercado.” En 
segundo lugar, dos momentos estelares habrían recorrido las reformas, uno 
temprano con énfasis económico y otro maduro de complemento institucional. Ambas 
afirmaciones son ambiguas. 
 
En el mundo capitalista las reformas pro mercado no comenzaron en los años 
ochenta desprendiéndose de un Estado y un sistema anti mercado. El llamado 
Estado del bienestar en Europa Occidental, interventor en Estados Unidos y cepalino 
en América Latina se construyó como macro arreglo institucional para desarrollar el 
mercado capitalista y no para contrariarlo. Es más, es propio del Estado capitalista 
ser siempre pro mercado, de lo contrario se estaría asistiendo a una transición hacia 
otro sistema productivo. En sentido estricto lo que hacen las reformas es expresar y 
agenciar un nuevo equilibrio entre mercado, Estado y sociedad, mediante el cual se 
debilita a los sectores sociales no capitalistas para que el Estado sea un instrumento 
más dócil al servicio de los agentes ganadores en el mercado. Es por eso que lo que 
ahora se llaman reformas pro mercado confrontan cuatro equilibrios y realidades 
económicas, políticas y sociales que se tejieron alrededor y a partir de los Estados en 
la fase precedente de desarrollo capitalista. 




Las reformas atacan las soberanías estatales en la construcción y defensa de los 
mercados nacionales, de tal forma que el espacio nacional se vuelva más poroso, 
permeable y propicio a la competencia entre grandes grupos económicos 
trasnacionales. En segundo lugar, las reformas generan las condiciones para disolver 
los activos estatales sometidos a procesos de privatización. En tercer lugar, son 
fragilizadas las capacidades de control e intervención del Estado, así como de los 
políticos y las organizaciones sociales sobre el atesoramiento, circulación y movilidad 
del capital. Por último, las reformas debilitan la participación en los ingresos de las 
clases no capitalistas y minan las capacidades de negociación de los excedentes 
económicos.  
Estos cuatro objetivos estratégicos de las reformas neoliberales están presentes 
desde la década del setenta-ochenta hasta el término del periodo de esta 
investigación histórica en el año 2005. Sin embargo, no todo se ha hecho de una vez 
y todo el tiempo. Las oportunidades políticas y urgencias económicas que otorgan las 
coyunturas, las menguadas capacidades de resistencia a las reformas durante un 
tiempo, los efectos sociales y políticos que van causando las transformaciones 
acaecidas, las nuevas realidades de los mercados y las discusiones entre las élites 
tecnocráticas, que a nombre del desarrollo lideran políticas públicas globales, van 
generando etapas con diferentes énfasis de intervención.  
 
En este sentido, lo que comúnmente se reconoce como las reformas de “primera” y 
“segunda” generación condensan momentos ideológicos cumbres entre mayorías 
tecnocráticas y políticas que sintetizan acuerdos sobre lo que ya se viene haciendo, 
racionalizan hacia adelante una justificación ideológica expresada de manera técnica 
y priorizan una agenda de reformas según el marco de oportunidades abierto y 
deseable, así como urgido por los resultados de las propias reformas.  
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El elemento propiciador de las reformas de primera generación fue la deuda externa, 
la preocupación de los banqueros por el riesgo de que los países de América Latina 
no la pagaran; además, incidieron las presiones de los Estados Unidos sobre las 
agencias internacionales para que tales países emprendieran ajustes que 
aumentaran la disposición a comprar sus excedentes productivos, adquirir 
excedentes financieros en forma de préstamos y poder honrar sus pagos, así como 
abrir las fronteras de los espacios intervenidos a la venta de los principales activos 
locales. 
 
Las iniciativas de primera generación surten dos momentos, uno primero de choque 
y uno segundo de ajuste estructural. Las medidas de choque consistieron en la 
aplicación de un recetario indistinto para toda la región: contraer el gasto y aumentar 
el recaudo con el fin de generar el ahorro con destino al pago de la deuda. La 
disminución del gasto corrió por cuenta de la contracción los salarios, masivos 
despidos en el sector público, el cierre de empresas, el descreme de subsidios, la 
postergación de inversiones, -particularmente de aquellas consideradas no 
productivas- y la venta de empresas no rentables, principalmente. En virtud del 
aumento de los recaudos se “recomendó”, subir las tarifas de los servicios básicos a 
cargo del Estado, como la luz y el agua, privatizar empresas y aumentar las tasas de 
interés del crédito, principalmente. Pero, no sólo la economía pública debía 
contraerse porque estaba “sobre dimensionada”, es el conjunto de la demanda 
agregada, es decir, la capacidad de compra y satisfacción de necesidades de la 
población que debía contraerse, porque se decía que los países estaban viviendo 
una “falsa prosperidad al debe”. Bajo la amenaza de la moratoria de la deuda para 
unos, y para los otros el freno a la inversión y los préstamos externos, fue decretado 
el fin de la ensoñación, se debía reducir el tamaño del consumo a la realidad de los 
recursos y capacidades locales.  
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Importa señalar que las medidas no fueron presentadas a la opinión pública como 
tendientes a lograr un flujo positivo de recursos desde América Latina hacia los 
países capitalistas desarrollados del norte. Por el contrario, mediante ellas se 
construyó un discurso ideológico de enormes implicaciones de mediano plazo que 
consistió en inocular una responsabilidad culposa en los países endeudados (la 
voracidad del gasto) ante la cual los países desarrollados reclamaban sus legítimos 
derechos (legitimidad del reclamo) y venían al rescate de los que tan mal actuaron 
(intervención solidaria). Las medidas eran el comienzo de una terapia dolorosa pero 
inevitable de sanación de males endémicos que, al final, conducirían al crecimiento y 
bienestar, es decir, a la cercanía con la imagen de aquellos que recomendaban tan 
drásticas medidas. Culpa, inevitabilidad de la penitencia, sanación y redención … 
estamos lejos de una racionalidad teórica y científica auto fundante y muy cerca de 
los fundamentos ideológicos que se ungen de legitimidad tecnocrática para disfrazar 
un proyecto de poder.  La intención era entonces, desde el primer momento, de larga 
duración y de mucha envergadura. 
 
Lejos estamos de considerar que la teoría sea un mero engaño, el disfraz de una 
intención inconfesable, la teoría es mucho más que eso, es el artefacto conceptual 
que permite guiar una intervención, hacerle seguimiento, formalizarla, anticipar sus 
resultados. De tal manera que la terapia de choque también fue justificada por 
recomendaciones teóricas. En el decir del profesor venezolano, José Guillermo 
García Chourio (2003)795: 
El carácter depredador de los diferentes grupos dentro del sector público lleva 
por automatismo a considerar al mismo Estado como incapaz de desarrollar 
acciones para vencer la inercia institucional en la que se encuentra inmerso. 
Frente a ello, y basándose igualmente en los planteamientos de Mancur 
Olson, la receta que diseñaron los neoliberales racionalistas fue llevar a cabo 
                                        
795. García, José G. (2003), ’De La Primera A La Segunda Generación De Reformas Del Estado En 
América Latina: Giro Ideológico Y Cambio Conceptual’, Cuadernos de Economía, Número 38 112-13. 
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una política de shocks económicos y sociales que alterasen la estructura de 
rutinas institucionalizadas basadas en ese esquema depredador, de tal 
manera que se rompieran las expectativas de los buscadores de rentas. (pp. 
112, 113).  
 
¿Pero, como garantizar que no se generaran una y otra vez las condiciones para que 
se reprodujeran los desequilibrios macroeconómicos con sus déficits fiscales y alta 
inflación que volvieran a comprometer el pago de la deuda y el crecimiento 
económico? Era necesario acometer un ajuste estructural que inhibiera la causa 
principal de los males, la intervención del Estado. Si la intervención de choque tuvo 
por objetivo cuadrar la caja para generar un rápido superávit, el ajuste estructural 
tendrá una pretensión mucho mayor, avanzar hacia un Estado mínimo, contraer el 
tamaño del Estado en forma drástica para liberar la energía de los mercados 
privados, únicos con el don de crear riqueza. 
 
En virtud de la apertura económica (comercial, financiera y productiva) debieran 
disolverse las barreras y costos al comercio internacional para dejar fluir los capitales 
y las mercancías. La privatización de activos tuvo como propósito poner en manos 
del mercado y sus agentes los principales recursos y decisiones de inversión. La 
reforma tributaria se llevó a cabo para proteger las riquezas de los “ganadores en el 
mercado” e inocular un principio de justicia según el cual: el que consume paga. La 
flexibilidad del mercado laboral persiguió reducir los costos laborales y aumentar la 
rapidez de los ajustes entre demandas del mercado y organización del trabajo. La 
desregulación del Estado debilitó los controles a los mercados porque estos se 
suponían poder autocontrolarse mediante la competencia de unas empresas contra 
otras. El fortalecimiento del sector financiero se entendió de manera temprana como 
condición indispensable para conjuntar el ahorro y canalizar por la vía del mercado 
las inversiones en los sectores más lucrativos. Todas las reformas confluyen 
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entonces en reducir el tamaño del Estado, aumentar el poder de las empresas 
privadas y debilitar la fuerza del trabajo.  
 
Esta era la agenda que caracterizaba las reformas neoliberales en América Latina en 
la década del ochenta, en unos países primero que en otros, en algunos de manera 
más profunda, cada cual con una secuencia específica. En este entorno el Instituto 
de Economía Internacional convocó en 1989 en Washington a una conferencia que 
lideró el economista inglés John Williamson fundador del mote: Consenso de 
Washington (Casilda, 2005)796.  
 
El nombre surgió simplemente porque traté de preguntarme a mi mismo 
cuáles eran las ideas predominantes del momento entre los grupos 
económicamente influyentes de Washington, los altos cargos de la 
Administración, el Congreso, la Reserva Federal, como el Washington 
tecnocrático de las Agencias Económicas del gobierno, las instituciones 
financieras internacionales y los grupos de expertos. […] Para asegurar que 
todos abordaran un conjunto de temas en común, redacté un documento de 
referencia, en donde enumeré 10 reformas de política económica que casi 
todos en Washington consideraban necesario emprender en América Latina. 
(pp. 1, 3).   
 
Desde entonces el Consenso de Washington se identifica con los siguientes puntos: 
 
a) Disciplina presupuestaria: Es decir, asumir como cimiento del equilibrio macro 
económico tener un bajo déficit fiscal, porque uno  alto conduce a la temida 
inflación, al desequilibrio en la balanza de pagos y a la evasión de capitales. 
                                        
796. Casilda Ramón, “América Latina: Del Consenso De Washington a La Agenda Del Desarrollo De 
Barcelona,” Real Instituto Elcano de Estudios Internacionales y Estratégicos Número 10 (2005): 32. 
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b) Prioridades del gasto público: El achicar el tamaño del gasto público, de las 
burocracias y de las instituciones se defiende como principio de una buena 
política económica. La excepción, el gasto en salud y educación, así como en 
aquel que ayudara a reducir la pobreza. 
c) La reforma fiscal: Si el Estado iba a ser menos costoso la prioridad no era 
subir los impuestos, sino bajarlos, sin embargo algunos impuestos eran 
mejores que otros, los generales que no  discriminaran entre las 
personas eran mejor que aquellos que castigaran las fortunas.  
d) Tipos de interés: De acuerdo con el retiro del Estado los intereses no debieran 
fijarse mediante una decisión política o administrativa sino libremente por el 
mercado, ser positivos y moderados. 
e) El tipo de cambio: De la misma manera, no debieran existir más  controles a 
la tasa de cambio para proteger el mercado nacional, sino dejar que los 
intercambios en el mercado determinaran la tasa de cambio en unas 
economías abiertas.  
f) Liberalización comercial: La orientación hacia el mercado  internacional 
debiera emplazar aquella hacia el mercado local, propio del modelo de 
industrialización por sustitución de importaciones, por lo que la apertura 
comercial se eleva a principio de la estrategia de crecimiento económico.  
g) Apertura a la inversión extranjera directa: De la misma manera, no debieran 
existir obstáculos nacionales a la libre entrada y salida de capitales. Por el 
contrario, atraer la inversión extranjera directa era garantía para el logro del 
cambio técnico, el incentivo a las exportaciones y la conexión entre circuitos 
internos y externos.  
h) Privatizaciones: El sector privado se presume más eficiente que el Estatal, por 
lo que la venta de empresas y activos ayudarían al crecimiento económico 
general, además de dotar al Estado de recursos concurrentes en la reducción 
del déficit fiscal.  
i) Des-regulación: Las regulaciones del Estado son costosas, ineficientes, fuente 
de corrupción y des-incentivan las inversiones privadas. 
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j) Derechos de propiedad: Si el capital privado es el único en crear  riqueza y el 
cambio técnico es la palanca del crecimiento, entonces los derechos de 
propiedad son una mercancía con valor que debe protegerse para incentivar la 
investigación, la innovación la competencia y el crecimiento. 
 
El Consenso de Washington condensó el acuerdo de las elites neoliberales de los 
ochenta: reducir el tamaño del Estado, aumentar el protagonismo del sector privado, 
abandonar el modelo de industrialización por sustitución de importaciones, orientar la 
economía hacia el exterior, abrir el espacio nacional a la internacionalización de la 
economía y reconocer un papel residual del Estado en lo social mediante la lucha 
contra la pobreza. 
 
No les falta razón a aquellos que caracterizan las reformas de primera generación 
por su primacía económica por dos razones fundamentales. Primero, porque desde 
las reformas económicas se guían las transformaciones institucionales, políticas y en 
las mentalidades. Segundo, porque para el logro de los efectos benéficos y 
sanadores, las reformas económicas y sus agentes deben protegerse de los factores 
que puedan contrariar las políticas que conducirán al progreso; esto es, construir 
barreras que inmunicen contra las presiones de los congresos de las repúblicas, los 
partidos políticos, los derechos de los trabajadores, las conquistas sociales y 
políticas y las presiones de los movimientos sociales. Invariablemente entonces los 
reformadores se comportarán como camarillas ilustradas, las que investidas de la 
autoridad que otorga el “conocimiento técnico" se elevarán por encima de los 
controles y los contra poderes de la democracia representativa. El debilitamiento de 
la democracia y de los derechos no es entonces un mero daño colateral a lamentar 
sino un propósito deliberado. Propiamente, una estrategia política.  
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En el ambiente de las reformas de primera generación, la política, los partidos 
políticos, la democracia, las organizaciones sindicales y sociales, los derechos 
cívicos, políticos y sociales son puestos bajo sospecha. Sólo son racionales los 
preceptos económicos que provienen de las doctrinas neoclásicas, lo demás son 
discursos que encubren intereses mezquinos, ilusiones populistas o sentimientos 
irracionales, puesto que contrarios a la racionalidad y la eficiencia económica.  
 
La primera etapa de las reformas habría sido entonces doctrinaria y militante pero 
“fácil”, porque es menos complicado agazapar una pequeña élite tecnocrática que 
traspasa empresas al sector privado y destruye instituciones, que asentar en la 
sociedad un nuevo orden, crear y poner a funcionar nuevas reglas e instituciones. En 
cambio, las reformas de segunda generación serán más difíciles de implementar en 
la medida en que involucrarán más actores, crearán nuevos organismos y normas, e 
incluso convocarán una nueva manera de hacer política, la democracia de mercado 
en la que se genera un contacto directo entre los ciudadanos- consumidores-
contribuyentes-votantes con el Estado y el mercado. Pretensión en la que la 
descentralización y la participación comunitaria jugarán un papel protagónico.  
 
Las promesas incumplidas: éxitos macroeconómicos, crecimiento mediocre y 
desastre social 
 
No será nunca motivo de consenso la valoración sobre el éxito o fracaso de las 
reformas de primera generación, porque dicho juicio supone posturas ideológicas 
sobre la pertinencia de las transformaciones buscadas. Menos polémico es 
contrastar uno a uno los resultados obtenidos respecto a las metas explícitas 
anunciadas por los reformadores. A partir de ellos comprometeremos apreciaciones 
sobre los impactos del ajuste estructural en su primera fase durante la década del 
ochenta. Un primer objetivo de la reforma fue bajar de manera drástica los niveles de 
inflación, lo cual se intentó a través del freno a la emisión monetaria, la contracción 
del gasto público y la depresión de la demanda agregada. El control de la inflación le 
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otorgó una amplia base de legitimidad al ajuste neoliberal en América Latina. 
 
Tabla 1. Inflación Promedio por Quinquenio Según País 
Año 1980-1985 1985-1990 1990-1995 
México 62,38 75,78 17,98 
Brasil 151,08 1076,61 1090,86 
Argentina 382,39 1191,63 42,95 
Colombia 22,39 25,05 24,97 
Bolivia  2692,44 67,84 12,02 
Chile 21,24 19,65 13,92 
Mundo 16,36 17,14 19,22 
Fuente: IFS, estadísticas del Fondo Monetario Internacional, con base en el índice de precios al consumidor 
reportado por cada país. Cuadro elaborado con la colaboración de Germán Felipe Quevedo, Investigador Junior 
del Centro de Investigaciones para el Desarrollo CID de la Universidad Nacional de Colombia. El segundo 
resultado esperado fue el retraimiento de los déficits fiscales, logro menos espectacular pero que habría tomado 
“la dirección correcta”. 
 
Tabla 2. Déficit o superávit fiscal como porcentaje del PIB.  
Promedios por quinquenio según país. 
Año 1980-1985 1985-1990 1990-1995 
México -15,5 -5,70 -7,90 
Brasil -2,00 6,60 -1,90 
Argentina -4,80 -4,50 -0,80 
Colombia -2,60 -1,70 -0,50 
Bolivia  -5,40 -5,70 -4,60 
Chile 6,10 1,20 2,10 
 
Fuente: CEPAL, estadísticas de la CEPAL, con base en el porcentaje reportado por cada país. Cuadro elaborado 
con la colaboración de Germán Felipe Quevedo, Investigador Junior del Centro de Investigaciones para el 
Desarrollo CID de la Universidad Nacional de Colombia.  
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La privatización de empresas estatales se defendió como objetivo per se que puede 
ser reclamado con pleno éxito puesto que empresas eléctricas, de petróleo, bancos, 
telecomunicaciones, puertos, aeropuertos, redes viales, agua, gas y servicios 
públicos fueron masivamente rematadas. El chileno Federico García Morales 
(2005)797 calculó en 72.000 millones de dólares el traspaso de propiedades estatales 
al sector privado entre 1990 y 1996. Los compradores fueron básicamente capitales 
multinacionales o en vías de así convertirse y, dentro de ellos, se destacaron 
capitales de origen español. En 1996 América Latina había acumulado el 17% de las 
privatizaciones mundiales de la década.  
El aumento de la inversión extranjera directa también conoció un importante 
crecimiento, así como se aseguraron los pagos de la deuda externa. Es decir que a 
tiempo que América Latina vendía sus principales activos estatales acrecentaba su 
dependencia externa mediante la deuda externa.  
Una economía más internacionalizada puede ser reclamada como éxito con mayor 
veracidad en algunos países que en otros. Mientras México y Colombia intensificaron 
las exportaciones e importaciones como consecuencia de la internacionalización de 
sus economías, Brasil le apostó a su mercado interno por lo que disminuyó ambos 
indicadores y Bolivia se sumió en una profunda crisis mediante la cual cayeron sus 
exportaciones y bajaron sensiblemente las importaciones hasta recuperarse tiempo 
después. 
Voluminosos parecen entonces los éxitos reclamados por los defensores de los 
primeros lances del ajuste estructural. Sin embargo, el mediocre crecimiento 
económico que había concentrado la crítica al modelo de industrialización por 
sustitución de importaciones no cedió en los principios de un modelo de crecimiento 
económico volcado hacia fuera y con poca intervención estatal. Las políticas del 
Consenso de Washington se adoptaron supuestamente para hacer crecer a tasas 
más elevadas las economías, pero produjeron un retraimiento.  
                                        
797. García, Federico “Las Privatizaciones: Economía Política De La Subasta De América Latina,” 
Archivo Chile (2005): 27. 
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Tabla 3. Participación Promedio en el PIB de Inversión Extranjera Directa y 
Deuda Externa por quinquenio. 
Fuente: Unctad, Naciones Unidas. IFS, Fondo Monetario Internacional. Calculado a partir del flujo corriente de 
inversión y deuda externa reportada sobre el flujo corriente de PIB de cada uno de los países estudiados. Cuadro 
elaborado con la colaboración de Germán Felipe Quevedo, Investigador Junior del Centro de Investigaciones 
para el Desarrollo CID de la Universidad Nacional de Colombia.  
 
Tabla 4. Tasa de Apertura Exportadora y de Penetración de Importaciones por 





















México 1,87 2,84 2,06 7,67 27,61 27,98 
Brasil 10,83 10,67 10,10 5,58 30,93 25,00 
Argentina 3,91 5,85 8,26 12,45 29,55 27,49 
Colombia 3,06 6,10 6,20 11,55 14,07 24,09 
Bolivia  17,31 16,07 22,40 35,25 75,48 71,79 
Chile 46,27 53,51 38,01 21,69 48,45 36,24 
Año 
Tasa de Apertura Exportadora 
Tasa de Penetración de 
Importaciones 
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Fuente: Unctad. Naciones Unidas, calculado a partir del flujo corriente de exportaciones e importaciones, sobre el 
flujo corriente de PIB reportado por los países estudiados. (Indicadores formados con la participación de las 
exportaciones e importaciones en el PIB). Cuadro elaborado con la colaboración de Germán Felipe Quevedo, 
Investigador Junior del Centro de Investigaciones para el Desarrollo CID de la Universidad Nacional de Colombia. 
 
Tabla 5. Tasa de crecimiento del PIB anual por agrupaciones de años, según 
país 
Año 1960- 1980 1980- 1990 1990-2003 
México 6,73 2,55 3,03 
Brasil 7,35 2,32 1,89 
Argentina 3,52 -0,88 2,71 
Colombia 5,40 3,64 2,94 
Bolivia  3,39 0,02 3,52 
Chile 3,61 4,33 5,55 
Fuente: WDI. Banco Mundial. 2005. Promedios de crecimiento anual reportados por los países. Cuadro 
elaborado con la colaboración de Germán Felipe Quevedo, Investigador Junior del Centro de Investigaciones 
para el Desarrollo CID de la Universidad Nacional de Colombia. 
 
Tabla 6. Tasa de desempleo, promedio por quinquenio según país. 
  1981-1985 1986-1990 1991-1995 1996-2000 
México 5,0 3,5 3,8 4,5 
Brasil 6,7 3,8 5,1 6,7 
Argentina 5,0 6,6 10,4 14,9 
Colombia 11,3 11,4 9,3 15,1 
Bolivia 7,1 8,6 4,7 5,8 
 1980-1985 1985-1990 1990-1995 1980-1985 1985-1990 1990-1995 
México 11,17 14,88 14,34 8,85 13,98 17,58 
Brasil 11,62 9,69 7,91 9,80 5,94 6,62 
Argentina 9,81 7,91 6,33 7,63 4,32 6,94 
Colombia 6,77 10,74 10,59 9,88 9,39 12,55 
Bolivia  25,60 16,18 15,02 20,82 15,15 20,05 
Chile 15,71 24,73 21,28 17,82 21,26 21,83 
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Chile 15,5 9,7 7,3 7,7 
Fuente: CEPAL, CEPAL STAT . Cuadro elaborado con la colaboración de Diego Alberto Acero, Estadístico 
Universidad Nacional de Colombia.  
 
Tabla 7. Porcentaje total de hogares en pobreza e indigencia, según país. 
Pobreza Indigencia 
Año 1980 1990 1995 1980 1990 1995 
México 32,00 39,00 36,00 10,00 14,00 12,00 
Brasil 39,00 41,00 37,00 17,00 18,00 15,00 
Argentina 9,00 13,00 12,00 2,00 4,00 2,00 
Colombia 39,00 50,00 47,00 13,00 23,00 25,00 
Bolivia  49,00 46,00 47,00 22,00 17,00 19,00 
Chile 39,00 33,00 23,00 11,00 14,00 6,00 
Fuente: CEPAL. Anuario estadístico 2001. Años aproximados. Cuadro elaborado por Germán Felipe Quevedo, 
Investigador Junior del Centro de Investigaciones para el Desarrollo CID de la Universidad Nacional de Colombia. 
Fuente para Argentina: CEPAL, Anuario estadístico de América Latina y el Caribe 1999, Panorama social de 
América Latina – Anexo Estadístico 1997, valores correspondientes para los años 1980, 1986 y 1994, este último 
es calculado únicamente sobre las zonas urbanas. Elaboración: Diego Alberto Acero, Estadístico Universidad 
Nacional de Colombia.  
Tampoco el desempleo y la pobreza cedieron a pesar de la flexibilidad laboral, la 
protección tributaria a las ganancias del capital y el descreme del gasto público, tres 
medidas que liberaría recursos para aumentar la inversión productiva, el empleo y el 
crecimiento económico. 
Hasta aquí un breve recuento de los principales indicadores considerados en su 
singularidad. La realidad sin embargo, incluso la económica, no es una sobreposición 
de singularidades, sino un entramado de relaciones en la que unos resultados 
específicos se explican por su relación con las otras variables. La separación entre 
las escuelas económicas consiste en priorizar sentidos y niveles de estas 
interdependencias, por lo que toda explicación sistémica de los resultados se adentra 
en las opciones interpretativas, es decir teóricas, de la realidad. Veamos: 
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La inflación se controló pero, al convertirse en un objetivo mayor y no subordinado al 
crecimiento y el empleo, se negó la utilización de la emisión monetaria y del gasto 
público de manera anticíclica. Por el contario, en aras de defender la lucha contra la 
inflación, se contrajo la masa monetaria en plenas contracciones económicas; 
fenómeno a su vez alimentado por la reducción previa del gasto público y privado. El 
déficit fiscal se redujo de tal manera que la reducción de gasto público desestimuló la 
economía y aumentó el desempleo. Las privatizaciones tuvieron lugar con tal afán y 
saña que se vendieron los activos estatales a precios desvalorizados, en procesos 
preñados, las más de las veces, por la corrupción y el favoritismo. Las 
privatizaciones forzadas contribuyeron a la creación o fortalecimiento de grupos y 
monopolios que abusaron de su posición dominante fijando precios altos y 
obstaculizando la competencia.  
 
La inversión extranjera aumentó, en particular para hacerse a los sectores 
privatizados a bajo precio y profundizar su inserción en mercados locales para la 
exportación y expatriación de capitales. La internacionalización de la economía 
significó para la mayoría de países de América Latina una apertura indiscriminada de 
sus fronteras a los productos del primer mundo mientras este mantuvieron 
restricciones a la importaciones del sur del planeta. La inversión extranjera y los 
sectores que intensificaron su vinculación al comercio internacional crecieron e 
introdujeron cambios técnicos que no se difuminaron a través del conjunto de las 
relaciones productivas; por el contrario, muchos  sectores comercial y tecnológicos 
dinámicos agudizan comportamientos de enclaves económicos. Al final, el 
crecimiento económico mediocre, el aumento del desempleo y de la pobreza no 
fueron indicadores malos al lado de otros buenos, sino los unos el resultado 
inevitable de los otros. 
 
Desde un nivel superior de apreciación se observa no sólo la interconexión entre 
variables y resultados, sino los efectos estructurales que en conjunto instituyen. En 
otras palabras, la mirada sistémica valora los  efectos que la aplicación de una 
agenda de reformas introduce en los patrones de crecimiento y las relaciones 
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internacionales. Esto es lo que hace José Antonio Ocampo (2005)798 cuando 
escribe:  
 
En cierto sentido, las nuevas actividades dinámicas han funcionado como 
“enclaves” de redes globalizadas de producción, es decir, participan 
activamente en las transacciones internacionales, pero mucho menos en la 
generación de valor agregado interno. Por este motivo, no han podido 
integrarse plenamente en las economías en donde se localizan y no han 
inducido, en consecuencia, un rápido crecimiento del PIB. (p.11)  
 
Por el contrario, el fracaso de América Latina bajo el “Consenso de 
Washington” puede explicarse por la ausencia de tal estrategia de 
transformación estructural y por las ineficiencias dinámicas analizadas en la 
segunda parte de este ensayo: la extensa destrucción de actividades 
económicas preexistentes, el carácter de “enclave” de muchas de las nuevas 
actividades dinámicas, la capacidad limitada para difundir al resto de la 
economía los aumentos de la productividad de las empresas y los sectores 
líderes, la incapacidad de estos sectores para absorber los factores 
productivos desplazados de las actividades no competitivas y, como resultado 
de todo ello, la expansión de la heterogeneidad estructural. (p.16).  
 
En América latina el concepto de heterogeneidad estructural está cargado de historia 
y densidad de contenido. En breve significa una apreciación crítica sobre las 
relaciones entre economía, Estado y sociedad que produce una inserción 
subordinada y dependiente al mercado mundial. El desarrollo de un capitalismo 
satelital respecto de los centros dominantes haría que solo algunos sectores 
económicos y territorios específicos desarrollaran relaciones productivas “modernas”. 
El resto de la economía queda rezagada del cambio técnico y sumergida en el 
comercio y la producción atrasada e informal. Los sectores de punta no jalonarían a 
                                        
798. Ocampo, José A. “Más Allá Del Consenso De Washington: Una Agenda De Desarrollo Para 
América Latina,” Series Estudios y Perspectivas Número 26 (2005): 32.  
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los atrasados porque producen para la exportación, manteniendo tasas altas de 
ganancia mediante precios cuasi monopólicos en el mercado local y en cierta medida 
vivirían del subdesarrollo. El atraso y la informalidad ayudan a mantener bajos los 
costos laborales y a ejercer una presión en contra de la agremiación de los 
asalariados. De tal manera, la pobreza, la desorganización social y los bajos niveles 
de asalarización no serían la herencia del pasado, sino el producto de la 
heterogeneidad estructural. Los sectores sociales élites del trabajo, ligados al 
desarrollo del Estado y de las empresas modernas, tendrían fuertes incentivos para 
su cooptación privilegiada al sistema y una incapacidad de representar los intereses 
generales de millones de trabajadores del campo y la ciudad marginados de 
relaciones de trabajo formal. Esta situación constriñe la fuerza de los actores sociales 
y políticos con capacidad de edificar un sistema de amplia distribución del ingreso, lo 
cual ayuda a mantener deprimida la demanda agregada que impide un activo 
crecimiento del mercado nacional (Kalmanovitz, 1980; Lechner, 1984)799. 
Informalidad, desempleo y pobreza crónica alimentarían las relaciones clientelistas y 
la precariedad de los derechos ciudadanos y políticos, nutriendo una cultura 
paternalista y los populismos de derecha e izquierda.  
 
Por consiguiente, cuando se afirma que el resultado de las reformas “pro mercado” 
es profundizar la “heterogeneidad estructural” se advierten efectos no solo en 
limitadas tasas de crecimiento y vinculación selectiva a circuitos internacionales, sino 
también retroceso en los encadenamientos productivos territoriales, destrucción de lo 
andado durante el modelo de sustitución de importaciones hacia la integración y 
ampliación de los mercados nacionales, debilidad de actores sociales no capitalitas y 
precarización de los derechos sociales, todo lo cual alimentan la anti democracia y 
diferentes vertientes del populismo. Además, el ajuste estructural acrecentó la 
                                        
799. Una versión convincente para el caso colombiano puede leerse en Kalmanovitz, Salomón (1980), 
’El desarrollo capitalista en el campo’, Colombia hoy (Quinta edición edn., Bogotá: Siglo XXI 
editores), 270 - 330. El alemán de nacimiento y formación y latinoamericano de adopción Norbert 
Lechner produjo a principios de los ochenta un texto sugerente para explicar la contención democrática 
en América Latina desde un enfoque estructuralista. Lechner, Norbert La Conflictiva Y Nunca Acabada 
Construcción Del Orden Deseado (Santiago de Chile: FLACSO - Facultad Latinoamericana de 
Ciencias Sociales, 1984).  
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vulnerabilidad y volatilidad de los mercados nacionales porque dependen en mayor 
medida de la oferta y demanda externa, de una tasa de cambio que la ortodoxia 
recomienda “dejar flotar” y sobre todo de la circulación global de capitales financieros 
en búsqueda de rápidas valorizaciones (Salama, 2008)800.  
 
¿Fallos de la teoría, de la práctica o problemas de la realidad? 
  
Siguiendo una vez más a José Antonio Ocampo (2005), recogemos sus críticas a 
tres supuestos teóricos de raigambre neoclásica que habrían fracasado en el ajuste 
estructural:  
  
De esta manera, el frustrante desempeño económico y social que caracterizó 
el período de reformas muestra que tres supuestos básicos de los impulsores 
de dichas reformas resultaron enteramente equivocados. El primero fue el 
postulado de que una baja inflación y un mejor control de los déficit 
presupuestarios asegurarían un acceso estable a los mercados de capital 
internacionales y un crecimiento económico dinámico. El segundo fue el 
supuesto de que la integración en el comercio mundial y en los flujos de 
inversión generarían externalidades positivas; de hecho, debido a la 
naturaleza de los procesos de integración inducidos por la liberación 
comercial, estas externalidades pueden haber sido negativas en términos 
netos. Por último, también resultó falso el supuesto de que una mayor 
productividad de las empresas y sectores más dinámicos se difundiría 
automáticamente en toda la economía, dando como resultado una amplia 
aceleración del crecimiento económico, ya que los factores de producción 
desplazados de las actividades no competitivas no fueron absorbidos 
plenamente por los sectores competitivos en expansión (p.13)801. 
 
                                        
800. Pierre Salama, El Desafío De Las Desigualdades. América Latina, Asia: Una Comparación 
Económica (México, D.F: Siglo XXI editores, S.A, 2008).  
801. Ocampo, “Más Allá Del Consenso De Washington: Una Agenda De Desarrollo Para América 
Latina.” 
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¿Por qué se dieron estos resultados adversos? ¿Acaso se debe a una falla de la 
teoría, o más bien es responsabilidad de los reformadores que no supieron aplicarla, 
o quizás el problema no esté en la teoría sino en el medio hostil sobre el que se 
intentó llevarla a cabo? La literatura especializada y las vertientes ideológicas se 
disputan explicaciones que dosifican grados entre estas opciones.   
 
Muchos afirman que los reformadores confundieron los fines con los medios. El fin 
era el crecimiento económico mediante un incentivo a la competencia para lo cual el 
control a la inflación, al déficit, la apertura económica y las privatizaciones eran los 
medios. Empero, los economistas y políticos se empeñaron con fe ciega en el logro 
de los medios al punto de sacrificar a través de ellos el fin del crecimiento, el empleo 
y el bienestar (Ocampo, 2005)802. La teoría en el fondo no habría fallado sino su 
aplicación, en particular la secuencia seguida entre los componentes de los ajustes 
específicos. Una buena privatización requiere previa existencia de controles y leyes 
contra los monopolios, - de lo contrario genera corrupción, desvalorización de activos 
y ganancias rentistas. Una buena apertura externa necesita gradualidad y pausas 
para que se generen los ajustes necesarios en los agentes y las instituciones, - de lo 
contario destruye sistemas productivos locales y territoriales. Una militancia extrema 
contra la emisión, la inflación y el déficit son malas consejeras aunque siempre sean 
deseables dosis bajas de dichos indicadores, - de lo contrario deprimen inútilmente el 
crecimiento económico, destruyen empleo y empresas. La inversión extranjera 
directa es benéfica como el conjunto de la globalización pero si existe paridad y 
equidad en los intercambios internacionales, - de lo contario aumenta las asimetrías 
en el comercio y el bienestar global . Y así sucesivamente (Stiglitz, 2002)803. 
                                        
802. Ocampo, “Más Allá Del Consenso De Washington: Una Agenda De Desarrollo Para América 
Latina.” 
803. Stiglitz, El Malestar En La Globalización. Los problemas de aplicación, secuencia y dosificación 
constituyen el argumento central para explicar el fracaso de las reformas según Joseph E. Stiglitz. 
Agrega también un problema de sectarismo de los “fundamentalistas de mercado”, cuyas actuaciones 
carecen de flexibilidad y adaptabilidad a los entornos y circunstancias. En particular critica al Fondo 
Monetario Internacional y salva parcialmente de esta crítica al Banco Mundial, del cual llegó a ser su 
economista jefe y vicepresidente. El Banco Mundial, el BID y buena parte de la tecnocracia 
internacional afecta a la ortodoxia suscribirán las tesis de Stiglitz sobre los problemas de secuencia y la 




Sin embargo, tanto la confusión entre medios y fines o los errores de secuencia y 
acompasamiento abren otra interrogante. ¿Porqué tanta gente ilustrada, con tanta 
información, medios y poder se equivocó de manera tan drástica en sus 
predicciones?. Quizás la razón no se deba en lo fundamental a un problema teórico o 
de política económica o de práctica  profesional, sino a los usos que fuerzas 
poderosas hacen de las teorías, las políticas y las profesiones. De cierta manera las 
agencias del Consenso de Washington justificaron de tal manera lo acontecido, 
desplazando hacia el entorno de cada nación la culpa de las decepciones: la 
corrupción y el clientelismo local, el subdesarrollo institucional, la carencia de una 
cultura de la eficiencia y la competencia, la tolerancia social con la pobreza y los 
“buscadores de rentas”, habían confluido en generar un entorno reacio a las reformas 
y con capacidad de pervertir sus bondades (North, 2006)804. Es de anotar que todas 
las explicaciones que polemizan sobre las razones de un fracaso confluyen hacia un 
nuevo consenso: la importancia de los entornos nacionales específicos, la defensa 
de los principios que deben implementarse de manera flexible y adaptarse a las 
realidades locales, el requisito de contar con instituciones fuertes, la necesidad de 
preparar paulatinamente a los mercados tanto como a las mentalidades para la libre 
competencia, la imperiosa urgencia de modificar la cultura política local. En la década 
de los noventa el neoinstitucionalismo llegará al rescate de los economistas 
neoclásicos. 
 
Desde otra frontera teórica e ideológica el problema no fue generado únicamente por 
                                                                                                                        
capacidad de adaptación a la historia institucional de los países como explicación del éxito o fracaso de 
las reformas.  
804. North, Douglass Instituciones, Cambio Institucional Y Desempeño Económico, vol. 2006 (México, 
D.F.: Fondo de Cultura Económica). En esta discusión muchos invocarán la sabiduría de Douglass 
North cuando advierte que las políticas económicas no pueden sencillamente ser exportadas porque 
generan efectos diferentes en entornos institucionales diferentes. A la vez, las instituciones y los 
comportamientos no son tampoco exportables, en la medida en que cada cultura construye sus reglas 
económicas y sus instituciones siguiendo secuencias de retroalimentación (Path dependence) que 
podríamos traducir como la dependencia del trayecto emprendido. De tal manera, es necesario pensar 
en incentivos y cambios de reglas que estimulen el nacimiento y fortalecimiento de comportamientos e 
instituciones propicias al desarrollo. En cierta medida North invierte el énfasis neoliberal porque en vez 
de partir de la economía para producir cultura reconoce los fundamentos culturales de los desempeños 
económicos.  
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fallas de la teoría, o por la incapacidad técnica o política de los reformadores, los que 
por el contario desplegaron mucha capacidad de transformación. Tampoco un 
entorno hostil a la buena racionalidad económica “pro mercado” son suficientes para 
explicar alzas en las ganancias y concentración del ingreso mientras se generalizaba 
el desempleo y la pobreza. El problema fue otro, los factores de poder que usaron la 
teorías e ideologías como estrategia de remodelación del Estado, la economía y las 
relaciones internacionales al servicios de sus intereses. Dos indicios acuden para 
iluminar esta pista. Por una parte, las fuerzas que presionaron las reformas y las 
plebiscitaron en el Consenso de Washington y, por la otra, los resultados de las 
reformas. Según Williamson en el origen de la presión están los Estados Unidos, los 
banqueros, la reserva federal y las agencias internacionales financiadas por los unos 
y los otros. En estos círculos garantizar la rentabilidad de los prestamos y ampliar los 
mercados para los negocios era lo principal, en cambio, la lucha contra la pobreza o 
la equidad despertaban muy poco interés. En célebre confesión de 1993 Williamson 
dice: 
 
Excluí deliberadamente de la lista [del Consenso de Washington] aquello que 
pudiera ser, ante todo redistributivo [...] porque sentí que en el Washington de 
los 80 había un desprecio por preocupaciones sobre equidad. (Casilda, 2005, 
p. 13)805.  
 
Tabla 8. Ingreso neto de capitales totales y transferencia neta de recursos, 






                                        
805. Casilda, “América Latina: Del Consenso De Washington a La Agenda Del Desarrollo De 
Barcelona.”. Williamson, John, “Democracy and the Washington Consensus”, Washington, World 
Development, vol. 21, Institute for International Economics, Washington, 1993 
 



































1975 14,30 5,60 8,70 
1976 17,90 6,80 11,10 
1977 17,20 8,20 9,00 
1978 26,20 10,20 16,00 
1979 29,10 13,70 15,40 
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1980 30,9 18,9 12,0 
1981 40,1 29,1 11,1 
1982 20,5 38,9 -18,4 
1983 7,9 34,5 -26,7 
1984 13,0 37,5 -24,5 
1985 3,9 35,5 -31,6 
1986 9,4 32,7 -23,3 
1987 12,4 31,0 -18,6 
1988 3,0 34,6 -31,6 
1989 10,2 39,0 -28,8 
1990 16,1 34,2 -18,1 
1991 35,1 31,4 3,7 
1992 56,1 30,1 26,1 
1993 66,4 34,5 32,0 
1994 47,0 36,1 11,0 
1995 61,0 40,8 20,2 
Fuente: Para los años 1975 a 1979: CEPAL Informe Económico de América Latina, 1991. (cálculo sobre los 16 
principales países de América Latina) Elaborado por Germán Felipe Quevedo, Investigador Junior del Centro de 
Investigaciones para el Desarrollo CID de la Universidad Nacional de Colombia. 
En cuanto a los resultados ya ilustramos varios de ellos, agregamos los siguientes indicios que recorren el trazo 
de una relación de poder en acción. Los giros entre América Latina y los países capitalistas desarrollados en la 
década del ochenta fueron negativos, es decir, la riqueza fluyó de los países atrasados a los desarrollados. La 
legitimidad en las elites locales se asentó en un elemento compensatorio importante, la concentración del ingreso 
aumentó, es decir, que se generó una política económica que logró acelerar la transferencia de riqueza de las 
clases pobres y medias a las ricas. 
 
Para los años 1980 a 1995: CEPAL Balance preliminar de las economías de América Latina y el Caribe • 2003-
2004. Apéndice estadístico. Cuadro elaborado con la colaboración de Diego Alberto Acero, Estadístico 
Universidad Nacional de Colombia.  
 
Tabla 9. Cambio en la distribución del ingreso de los hogares 
País Año 
Participación del 
Ingreso del 25 % 
más pobre 
Participación del 
Ingreso del 40 % 
más pobre 
Participación 
del Ingreso del 
10 % más rico 
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1985 10,5 20,1 25,8 
1990 8,5 16 36,9 México 
1995 9 16,8 34,3 
1985 0 9,7 44,3 
1990 4,7 10,3 41,8 Brasil 
1995 4,9 10,5 44,3 
1985 8,8 16,2 34,5 
1990 8,4 14,9 34,8 Argentina 
1995 6,8 13,9 34,2 
1985 5,7 13 35,3 
1990 7,8 16 31,9 Colombia 
1995 6,1 11,6 41,9 
1985 5,4 12,1 38,2 
1990 7,5 15,2 35,6 Bolivia 
1995 6,5 13,6 37 
1985 6,1 12,6 39,6 
1990 6,6 13,4 39,2 Chile 
1995 6,6 13,3 40,3 
Fuente: CEPAL. Para Argentina: años 1986, 1990, 1994. En Bolivia, 1989,1994,1997. Brasil, 1987, 1990, 1996. 
Chile 1987, 1990, 1994. Colombia, 1986, 1991, 1997. México 1984, 1989, 1994. Cuadro elaborado con la 
colaboración de Germán Felipe Quevedo, Investigador Junior del Centro de Investigaciones para el Desarrollo 
CID de la Universidad Nacional de Colombia 
 
El BM se revisa a sí mismo profundizando su pensamiento 
Son muchas y diversas las nuevas inquietudes e interrogantes sobre la función 
del Estado, cuatro acontecimientos recientes las han hecho especialmente 
apremiantes. 
• El desplome de las economías dirigidas de la antigua Unión Soviética y de 
Europa central y oriental (ECO). 
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• La crisis fiscal del Estado del bienestar en la mayoría de los países con 
tradición industrial. 
• El importante papel desempeñado por el Estado en el “milagro” económico de 
algunos países del Asia oriental. 
• El desmoronamiento del Estado y la multiplicación de las emergencias 
humanitarias en varias partes del mundo.  
(Banco Mundial, 1997, p.1)806. 
 
El Banco Mundial en los noventa hace un reconocimiento a la “nueva importancia del 
Estado”, que surge de acontecimientos contradictorios. Por una parte, la crisis del las 
economías intervenidas, tanto las del estatismo comunista como las capitalistas bajo 
el Estado del bienestar. Fenómenos reconfortantes que invitan al retiro del Estado y 
plebiscitarían la opción “pro mercado”. Por otra parte, la importancia decisiva del 
Estado en la zona de mayor dinamismo del capitalismo, los países asiáticos, bajo el 
liderazgo de Estados que intervienen la economía, apoyan políticas industriales 
sectoriales y no se abren al mercado internacional con ímpetu indiscriminado, sino 
selectivo y de forma gradual. Además, los colapsos de ciertos Estados en los que 
cunde la anarquía, las mafias y la pobreza, así como las emergencias humanitarias 
producto de las guerras, catástrofes naturales o epidemias invitan a fortalecer el 
orden estatal como principio de seguridad. Tanto para generar riqueza como para 
luchar contra la pobreza se hace necesario el Estado. El giro de la tuerca ya está en 
marcha. 
Las reformas de segunda generación no empiezan un buen día, ellas se 
desparraman poco a poco durante la década del noventa, aunque pueden ser 
rastreadas desde mucho antes en los años setenta. Un Consenso de Washington II 
que recoja lo andado y proyecte el sentido de la nueva orientación hacia delante 
tampoco puede encontrarse en una sola reunión o documento de política. Lo que sí 
                                        
806. Banco Mundial, Informe Sobre El Desarrollo. El Estado En Un Mundo En Transformación 
(Washington, D.C.: Banco Mundial, 1997). 
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es más claro es que la urgencia del cambio de actitud contra el Estado crece a 
medida que avanza la década del noventa.  
 
México entra en crisis en 1994, luego Rusia en 1997, el mal se desplaza hacia el 
Asia en el año 1998, el efecto se devuelve sobre Brasil y Bolivia en 1998 y Argentina 
en 1999. La discusión sobre las características y causas de ésta serpentina de 
catástrofes rebasa esta investigación. Lo que aquí interesa señalar es que estos 
acontecimientos refuerzan las críticas al sistema producido por las políticas del 
Estado mínimo, la apertura a ultranza y el ajuste estructural de los ochenta y 
noventa. Las agencias internacionales no anticiparon los descalabros, las políticas 
recomendadas no contuvieron los desplomes, los alumnos más avezados y 
disciplinados en el cumplimiento de recetas como México, Bolivia y Argentina 
cesaron de ser paseados por el mundo entero como modelos a imitar.  
 
El Estado está de regreso, ¿pero cuál Estado? La inquietud la resuelve de entrada el 
mismo informe del Banco Mundial (1997): 
El Estado es fundamental para el desarrollo económico y social, pero no en 
cuanto agente directo del crecimiento sino como socio, elemento catalizador e 
impulsor de ese proceso. (p.1)807. 
 
Habría entonces una buena intervención y una mala intervención, vicios 
imperdonables del Estado como asumir lo que bien puede hacer el sector privado y 
virtudes a defender como la garantía de la seguridad jurídica. No se trata entonces 
de un retorno al Estado intervencionista, pero sí de fortalecer sus competencias, 
cualificar sus instituciones y formar sus burocracias para apoyar las fuerzas del 
mercado. Se trata de defender un “Estado amigable con el mercado”, es decir, 
                                        
807. Banco Mundial, Informe Sobre El Desarrollo. El Estado En Un Mundo En 
Transformación. 
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construir una arquitectura institucional al menor costo posible y adecuada para 
estimular, acompañar y proteger el imperio de las leyes del mercado y sus agentes, o 
lo que es lo mismo, a las empresas privadas.  
 
En los ochenta el Estado más amigable con el mercado era aquel que sencillamente 
se retiraba de la cancha y el Estado más eficiente era el más pequeño. El Estado 
para la primera generación de reformas debía ser residual en costo, tamaño y 
funciones. El nuevo consenso considera al Estado amigable con el mercado al que 
se pone a su servicio siguiendo tres principios. Uno, privatizando todo lo que pueda 
transferir a compradores privados sin comprometer la estabilidad macroeconómica y 
la paz pública. Dos, las potestades y empresas que perviven a nombre del Estado no 
deben competir con las empresas privadas, ni arañarles mercados o disputarles 
capacidad de innovación e inversión. El Estado útil hace lo que a los privados les 
resulta muy costoso, sin interés o capacidad. Tres, las empresas estatales deben 
comportarse lo más semejante posible a cualquier empresa privada, mientras las 
instituciones públicas deben estar al servicio del mercado privado y dejarse gobernar 
por sus reglas, especialmente por la libre competencia y la rentabilidad económica.  
 
Muchos autores rivalizan en listar un decálogo parecido al de Williamson para 
resumir las reformas de segunda generación. Aquí aventuramos nuestro propio 
listado a partir de una lectura comprensiva de las líneas de fondo que ordenan 
múltiples reformas específicas; las cuales son presentadas a continuación.  
a) Profundización de la primacía financiera, fenómeno que los franceses llaman 
financiarización. (Salama, 1998; Giraldo, 2005)808. La intermediación 
                                        
808. Salama, Pierre “Financiarización Excluyente De Las Economías Latinoamericanas,” in Nueva 
Crisis Fiscal (Bogotá: Tercer Mundo editores / Esap, 1998). El economista de la Universidad Nacional 
de Colombia Cesar Giraldo y discípulo de Salama aporta la siguiente definición: “Financiarización 
significa que, en el proceso económico, la lógica financiera se sobrepone a la lógica productiva. Es un 
fenómeno que se puede apreciar desde los puntos de vista cuantitativo y cualitativo. Desde el punto de 
vista cuantitativo, por el aumento sin precedentes de las transacciones de carácter financiero. Y del 
cualitativo, por dos razones: de un lado, el comportamiento de las empresas y de los inversionistas se 
      
  
604 
financiera se profundiza y se expande por diferentes sectores comerciales, 
productivos y administrativos, mientras la lógica de los seguros y el crédito 
privado se extiende en las políticas de vivienda, agropecuaria, la salud, la 
educación y las pensiones.  
b) Profundización de la transnacionalización, en particular la financiera que 
conecta las bolsas, los circuitos de valorización y aseguramiento. Las 
empresas por acciones y el capital asociado concentran el ahorro y enlazan 
actividades no solo diferentes sino distantes y esparcidas por el mundo.  
c) Seguridad jurídica para los mercados, en virtud de lo cual se fortalecen los 
sistemas judiciales, se defienden los derechos de propiedad, se agudiza la 
carrera por patentar y privatizar el conocimiento y su circulación. Las 
superintendencias cumplen la función de vigilar el cumplimiento de las reglas 
de juego por las empresas y de dotar a las consumidores de la información 
que garantice su libre elección y el cálculo de los riesgos. Los Bancos 
centrales garantizan la defensa de la moneda contra las presiones políticas y 
sociales. La formalización de barrios, la actualización tributaria y la lucha 
contra la piratería, el contrabando y la informalidad completan la estrategia de 
ampliación y aseguramiento de mercados.  
d) Profundización de las relaciones mercantiles mediante la privatización de las 
empresas estatales hacia los circuiros privados de valorización. Ampliación del 
universo de las mercancías y por lo tanto extensión de la lógica de 
acumulación privada a la salud y educación pública, así como al agua, los 
bosques y el aire, e incluso a los bienes culturales, la información genética y el 
conocimiento en general.  
                                                                                                                        
dirige más a buscar rentas financieras, que ganancias en el proceso productivo. De otro, porque la 
política económica privilegia la obtención de equilibrios macrofinancieros a través de programas de 
ajuste que se orientan a crear un excedente en la balanza comercial. Con esto último se busca generar 
las divisas para hacer las trasferencias a los acreedores financieros, pero al tiempo se sacrifican otros 
objetivos, como por ejemplo, el crecimiento económico.” Giraldo, César “Financiarización: Un 
Nuevo Orden Social Y Político,” in Sistemas De Protección Social: Entre La Volatilidad Económica Y 
La Vulnerabilidad Social (Bogotá: Universidad Nacional de Colombia, 2005). 
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e) Mercantilización de las relaciones sociales mediante la conversión de las 
reivindicaciones sociales en proyectos, la substitución de las negociaciones 
sociales por la oferta de contratos que compiten por los recursos estatales y 
de la filantropía. La conflictividad debe reemplazarse por la gestión, los 
derechos por contratos, las organizaciones sociales por organizaciones 
empresariales. Los subsidios a la demanda reemplazan aquellos a la oferta, 
es decir, las instituciones estatales son desfinanciadas para transferir directa o 
indirectamente recursos a los pobres para que ejerzan su libertad de elección 
entre empresas y bienes en el mercado. 
f) Mercantilización de las relaciones laborales en el sentido de pérdida de la 
estabilidad laboral y de los ingresos. Se subordina la remuneración a la 
productividad individual y se ensancha el universo de la subcontratación.  
g) Profundización de la intermediación privada en casi todo asunto estatal y de 
política pública: servicios públicos, políticas sociales, lucha contra la pobreza, 
mercado laboral. 
 
La lucha contra la pobreza es un ícono en las nuevas políticas estatales por dos 
razones. Primera, porque el Banco no la justifica en virtud de un acto misericordioso, 
tampoco porque los pobres tuvieran derechos adquiridos a la igualdad y el Estado el 
deber de proveerles sus carencias. La lucha contra la pobreza se emprende por la 
pérdida de productividad que genera y los inútiles costos que ocasiona cubrir la 
enfermedad, la incapacidad y la muerte prematura (Banco Mundial, 1993)809. 
Segunda, porque prácticamente todas las líneas de fondo de las reformas del Estado 
se cumplen en los mecanismos de reducción de la pobreza. 
 
El Estado amigable con el mercado apoyará estas líneas de fondo y para hacerlo 
será flexible. El neoinstitucionalismo neoliberal del Banco Mundial en los noventa 
                                        
809. Banco Mundial, Informe Sobre El Desarrollo Mundial 1993: Invertir En Salud (Washington, D.C: 
Banco Mundial, 1993). 
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hará una apología a la capacidad de adaptación, a las condiciones específicas y las 
oportunidades propicias, rechazará todo molde y receta estrecha. La 
descentralización y la participación ciudadana serán componentes básicos de las 
estrategias de segunda generación. Ambas concurren en el reconocimiento de 
situaciones y actores específicos a través de los cuales se construye una malla 
institucional cercana a los mercados. La forma de organización descentralizada y la 
práctica política  participativa estimularían la competencia entre actores comunitarios 
y entidades territoriales por recursos y contratos.  
 
De la primera a la segunda generación de reformas se acomete un doble 
desplazamiento en las relaciones entre el Estado y el mercado. Al principio este va 
desde el Estado al mercado y después irá en sentido inverso del mercado al Estado. 
En el primero movimiento se traspasa del Estado al mercado capital, activos y 
competencias. Gobierna el segundo momento la intención de inocular en el Estado 
un comportamiento de empresa privada. La constelación de dependencias estatales 
debe adoptar el principio de la competencia, la minimización de sus costos, la 
socialización de sus riesgos y la maximización de sus réditos.  
 
La teoría de las expectativas racionales acompañó las reformas de primera 
generación y el neo institucionalismo el segundo tramo. Pero una cosa es la teoría y 
otras las estrategias que usan teorías, formalizaciones e ideologías. Si bien se 
constata una ruptura teórica entre las dos fases, salta a la vista la continuidad y 
profundización de una estrategia: ampliar y profundizar los mercados privados. Como 
afirma el investigador del John Hopkins School of Advanced International Studies, 
Carlos Santiso (2001): 
El objetivo último es asegurar la sostenibilidad de las reformas económicas 
arraigándolas en un compromiso y un consenso nacionales. (p. 12)810. 
 
                                        
810. Santiso, Carlos (2001), ’Gobernabilidad Democrática Y Reformas Económicas De Segunda 
Generación En América Latina’, Revista Instituciones y Desarrollo, Números 8 y 9 325-66.  
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La diferencia entre la fase inicial y la siguiente no es que la primera no fuera 
eminentemente política, sino que en ella se suspendió la política en el sentido en que 
los órganos de dirección y reforma se situaron por encima (al abrigo) de las 
instituciones políticas, siendo concentrados por una pequeña elite tecnocrática; 
mientras que en la segunda fase se trata de penetrar las instituciones y rutinas de la 
democracia al servicio de la eficiencia y productividad de las reformas económicas; 
transformar tanto el sistema político como las prácticas y procesos políticos.  
 
La “transparencia” es requisito para la libre competencia, la “responsabilidad” política 
y administrativa el camino a la eficiencia, la “rendición de cuentas” eleva al ciudadano 
como juez supremo del interés público, la “lucha contra la corrupción” abarato los 
costos y vuelve el sistema eficiente, el “anticlientelismo” garantiza la sociedad libre y 
autodeterminada. Los valores de la nueva política no son puro decoro, sino 
componentes de un ideario que pretende convocar y generar amplios consensos 
políticos y sociales que incluyan a los congresos, partidos políticos, organizaciones 
gremiales, fuerzas regionales y movimientos sociales de la justeza (justo y necesario) 
de las reformas económicas, institucionales y políticas pro mercado (Oszlak, 
1999)811. Todo lo que no es economía puede ser racional y benéfico si expresa la 
racionalidad y principios económicos, tales como: libre competencia, individualismo y 
búsqueda de beneficios. Se trata de un momento que se puede calificar de imperial, 
en la medida en que los principios de la economía neoclásica pretenden explayarse 
más allá de la microeconomía hacia las instituciones, la política y los 
                                        
811. Oszlak, Oscar “De Menor a Mejor: El Desafío De La “Segunda” Reforma Del Estado,” Revista 
Nueva Sociedad Número 160 (1999): 18. El cientista político argentino Oscar Oszlak recoge los 
calificativos vigorosos y sugerentes promovidos como ideal del Estado capitalista esperado al término 
de las reformas de segunda generación: Para ello, existe un verdadero supermercado de modelos de 
"estado deseable", donde cambian los rótulos pero no mayormente la naturaleza de los productos 
ofrecidos. En sus góndolas puede optarse entre el estado "necesario", "inteligente", "atlético", 
"mínimo", "sensato", "modesto", "reinventado" o "catalítico", lo cual, en resumidas cuentas, equivale 
a ser pequeño pero fuerte, previsor pero proactivo, autónomo pero delegador, ganador pero no 
gastador, orientado al cliente pero no clientelista. Además, agregaría, debe ser ético, transparente, 
estar desburocratizado, informado, profesionalizado y tecnológicamente aggiornado. ¿Quién podría 
estar en desacuerdo con estas propuestas? Es casi como afirmar que es mejor ser rico y sano que 
pobre y enfermo. (p. 12).  
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comportamientos humanos. Re-construir el Estado, re-inventar el gobierno, 
emprender la re-ingeniería administrativa y re-hacer las prácticas de la política, tal es 
el ideario imperial de la segunda fase del Consenso de Washington.  
 
Este momento también tiene dos énfasis: uno concentrado en las instituciones 
(regulación, control, eficiencia, transparencia, incentivos pro mercado) y otro con una 
pretensión más general de afectar y construir una "nueva cultura política". La política 
no es ya aquello de lo que hay que protegerse, ni siquiera tampoco el complemento 
amigable con el mercado, sino el objetivo mismo de los reformadores es una cultura 
política imperial bajo los preceptos ... ¿como llamarlos: neoclásicos, neo liberales o 
simplemente americanismo?  
 
6.2   Pobres y Miserables 
 
El interés de Keynes y sus seguidores por el pleno empleo no se inspiró en la 
misericordia ni en inalienables derechos al trabajo. El pleno empleo se consideró una 
necesidad para la estabilidad y el crecimiento sostenible del sistema capitalista. Para 
lograrlo el Estado debía emprender políticas sectoriales activas, asumir estrategias 
macroeconómicas anticíclicas, no temerle al gasto y al crédito público y ser dinámico 
en la creación de empleo. En América Latina, bajo el modelo de industrialización por  
substitución de importaciones –MISI-, la generación de empleo y la política social en 
general fueron un complemento activo del crecimiento de la demanda agregada y 
con ello del crecimiento económico. Los límites de la industria y del Estado moderno 
fueron aquellos de la asalarización y de la capacidad de compra restringida que 
contuvo el desarrollo del mercado interno. Los keynesianos contemporáneos, pos 
ajuste estructural, insisten en que la política social y la defensa del empleo no deben 
ser dádivas compensatorias a favor de perdedores en el mercado, tampoco 
residuales en recursos e importancia. Por el contario, la masificación del empleo 
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decente (Espinoza, 2003)812 y la defensa de la política social estructural con 
cobertura universal deben estar en el centro de las estrategias de crecimiento 
sostenible (Ocampo, 2008)813. Defender la expansión de los mercados “desde 
adentro”, una intervención macroeconómica anticíclica y políticas sectoriales activas 
son la faz económica del reverso social en donde aparece la defensa del trabajo 
asalariado y de la política social universal.  
 
Nada más alejado de la doctrina neoliberal que inspiró el ajuste estructural. La 
desprotección de los mercados, el desmonte de la intervención del Estado y la 
prohibición de medidas monetarias y fiscales anticíclicas no podían sino tener 
expresión en una política social concordante, o en su ausencia. A un modelo 
económico una política social. Lo advirtió Williamson en 1993, a los banqueros, 
políticos y agencias del gobierno de los Estados Unidos que plebiscitaron el 
Consenso de Washington en compañía de las tecnocracias latinoamericanas afectas, 
no les interesaban políticas activas hacia la equidad y la redistribución del ingreso. 
 
Este desprecio hacia la protección del trabajo, la equidad y la pobreza no es una 
anomalía circunscrita a una tecnocracia pasajera que coincidió fortuitamente en los 
pasillos de Washington. Los reformadores bebían de una cepa ancestral que 
suscribe a una visión del bienestar como producto derivado e inevitable del 
crecimiento económico. ¿Cuál es el mecanismo que conecta inevitablemente el 
desarrollo de los mercados y la calidad de vida de las personas? El crecimiento 
                                        
812. Espinoza, Malva “Trabajo Decente Y Protección Social,” Textos de capacitación (2003): 25. Para 
la OIT el “trabajo decente” debe darse en condiciones de libertad, equidad, seguridad y dignidad, e 
inscribirse en una estrategia que promueva a) la promoción de los derechos laborales; b) la promoción 
del empleo; c) la protección social contra las situaciones de vulnerabilidad y d) el fomento del diálogo 
social.  
813. Ocampo, José A. “Las Concepciones De La Política Social: Universalismo Versus Focalización,” 
Revista Nueva Sociedad Número 215 (2008): 36 - 61. 
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económico se comporta como una regadera de agua que empieza mojando la parte 
superior del cuerpo y se derrama por todas las extremidades. La economía viene 
primero el resto después y sin crecimiento no hay difusión de la calidad de vida. Los 
neoliberales invocan la imagen de la regadera para negar la importancia del trabajo, 
las organizaciones, las luchas y las reivindicaciones sociales en la producción de 
riqueza y el crecimiento económico. La inevitable mecánica hidráulica sirve incluso 
para esconder el papel que la expansión de los derechos laborales y sociales tienen 
en el progreso del bienestar colectivo. La teoría de la regadera realiza una operación 
ideológica de negación de los actores y procesos no capitalistas en la producción y 
redistribución de riqueza. Mediante ella se suscribe a la idea según la cual las 
políticas que maximizan el crecimiento económico son la condición sin la cual no hay 
bienestar posible y este termina por difundirse tarde que temprano por todo el cuerpo 
social. La mejor política económica es entonces aquella que apoya “la oferta”, esto 
es, los incentivos directos a la producción económica, es decir en esta lógica, a las 
empresas privadas. Las políticas a favor de la “demanda”, esto es, a favor de 
proteger el empleo y el consumo extraen recursos a los empresarios y encarecen los 
procesos productivos, por lo cual deben ser abandonadas.  
 
Así las cosas, el poco afán por consensuar políticas importantes pro equidad y de 
generación de empleo no fue un descuido, sino un acto consecuente con la doctrina 
económica que reinó sobre las cabezas de los reformadores. Claro que también se 
trató de una actitud de desprecio y lejanía con los trabajadores y los pobres; 
sentimiento también de antigua tradición liberal y que consiste en considerar que 
cada individuo es responsable de sus logros en la sociedad. En palabras del 
sociólogo y economista de la Universidad Nacional de Colombia, Oscar Rodríguez 
(2010)814: 
                                        
814. Rodríguez, Oscar (2010), ’Programa De Investigación Y Políticas Públicas En Los Sistemas De 
Protección Social’, in Amparo Hernández, Carmen Rico de Sotelo, editoras (ed.), Protección social en 
salud en América latina y el Caribe. 
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Se podría afirmar que el discurso neoliberal presenta en cierta medida una 
“privatización” de la conducta humana, por cuanto la vida misma es el 
resultado de elecciones individuales. El obeso, el delincuente, el pésimo 
estudiante, son el resultado de una elección individual. La enfermedad, el 
desempleo, la pobreza, el fracaso escolar y la exclusión son percibidas como 
el resultado de un mal cálculo individual. La falta de previsión que se traduce 
en no haberse asegurado frente a los riesgos de la existencia o dejar 
desprotegido su capital humano, son los responsables de la miseria, de la 
pobreza en la tercera edad. (p. 44).  
 
A finales de la década de los ochenta el prerrequisito que abriría las oportunidades 
del crecimiento económico en el Tercer Mundo era la “liberación del comercio” 
nacional  e internacional. No extraña entonces que el informe insignia del Banco 
Mundial sobre la pobreza, publicado en 1990 (Banco Mundial, 1990)815, insista en la 
internacionalización comercial, productiva y financiera como la condición principal 
que garantizaría superar la pobreza. Si se reducían los aranceles a las importaciones 
los pobres pagarían más barato los bienes de consumo, así como los empresarios 
importarían las maquinarias para producir más barato. Lo mismo ocurriría si se 
liberaban los mercados internos cesando la protección a ciertos territorios y sectores. 
Al final se abaratarían los costos al consumo, se estimularía la producción y el 
empleo, se generaría un cambio técnico con la ayuda de la inversión extranjera 
directa y el crédito internacional; todo lo cual mejoraría la productividad y abarataría 
los costos generales de producir y consumir. Finalmente, el Estado liberaría recursos 
para la inversión en infraestructura, salud y educación, volviendo más productivos y 
prósperos a los pobres, quienes serían los principales ganadores de la liberación 
comercial. 
 
                                        
815. Banco Mundial, Informe Sobre El Desarrollo Mundial 1990: La Pobreza (Washington, 
D.C: Banco Mundial, 1990).  
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Sin embargo, era innegable que se causaría algún trauma de corto plazo debido al 
impacto de las políticas de choque y de ajuste estructural. Muchas empresas 
estatales y privadas ineficientes cerrarían sus puertas una vez liberada la 
competencia nacional e internacional, las privatizaciones generarían contracciones 
en la planta de personal, el fin de los subsidios a las tarifas de los servicios públicos 
encarecerían el acceso a bienes de consumo imprescindibles, el recorte al gasto 
público y en particular a la inversión social postergaría proyectos con impacto sobre 
el bienestar. Hospitales, universidades, empresas estatales productivas, comerciales 
o administrativas tendrían que aplicar precios reales o de lo contrario reducir sus 
servicios o desaparecer. Se justificaba entonces una intervención circunstancial para 
“aliviar la pobreza”: los Fondos de Emergencia Social. 
 
El inicio de los fondos ocurrió en Costa Rica en 1977, aunque se  reconoce como el 
primero al de Bolivia en 1986 debido al apoyo y reconocimiento internacional. Esta 
vez no fue el Banco Mundial la agencia líder, sino el Banco Interamericano de 
Desarrollo –BID-, el cual financió aproximadamente la mitad de los recursos de los 
fondos en la década del noventa. Pocas iniciativas tuvieron tanta acogida. Se crearon 
tantos fondos en América Latina y el Caribe que en 1991 se instaló un Foro Regional 
y en 1993 se constituyó formalmente la Red Social de América Latina y el Caribe, 
con el apoyo de la OEA, cuya Unidad de Desarrollo Social y Educación (UDSE) se 
desempeñó como Secretaría técnica de la Red Social. De la mano del BID y del 
Banco Mundial el éxito devino mundial. A finales de la década del noventa’ existían 
más de 50 fondos esparcidos por el tercer mundo para aliviar a los pobres. En 1997 y 
1998 se crearon otras redes en África (ASIFNET y AFRICATIP), Europa Oriental y 
Asia Central (ECANet) y el Medio Oriente y Africa del Norte (MENANET), iniciativas 
que fundamentalmente surgieron de la Primera Conferencia Internacional sobre 
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Fondos Sociales de 1997, organizada por el Banco Mundial, y en la que se analizó la 
experiencia de la Red Social latinoamericana (Torres y Pilotti, 2001)816. 
El interés por conocer las lecciones aprendidas de la experiencia 
latinoamericana, se refleja también en las presentaciones hechas por la 
Presidencia de la Red Social (SEDESOL, México) en las reuniones 
fundacionales de las otras redes regionales: Armenia (1998), Egipto (1998) y 
Zimbabwe (1999).  Lo señalado se reafirma si se considera que a la Sexta 
Conferencia Anual de la Red Social, realizada en Tlaxcala en 1999, asisten, 
en calidad de observadores, representantes de FIS de Albania, Armenia, 
Federación Bosnia Herzegovina, Georgia, Moldova, Rumania, Tajikistan, 
Palestina, Mali, Bulgaria, Egipto y Zimbabwe. (p. 24).  
La capacidad de las agencias mundiales de forzar globalmente políticas de ajuste 
estructural a la economía en el tercer mundo se complementó con el esparcimiento 
de redes de atención a la pobreza en todos los continentes. En el trabajo 
mencionado los autores explican los objetivos817:  
En términos amplios, los FIS son mecanismos de financiamiento para realizar 
inversiones públicas en pequeños proyectos identificados, solicitados y 
ejecutados, parcial o totalmente, por grupos locales pobres, entre los que se 
cuentan las comunidades, los gobiernos locales y una diversidad de ONG.  
Por ello, los FIS no responden necesariamente a políticas para combatir los 
aspectos estructurales de la pobreza, siendo más bien instrumentos para 
aliviar el impacto social negativo del reajuste macroeconómico. (p. 8).  
En su mayor parte, los fondos han interpretado el término inversión social en 
el sentido de que deben ayudar a los pobres mediante proyectos de 
                                        
816. Pilotti, Francisco,  Torres Mario  (2001), Red social de América Latina y el Caribe: Lecciones 
Aprendidas Y Perspectivas De Cooperación Entre Los Fondos De Inversión Social, (Washington, 
D.C.: Organización de los Estados Americanos –OEA-).  
817.  Pilotti, Francisco,  Torres Mario (2001), Red social de América Latina y el Caribe: Lecciones 
Aprendidas Y Perspectivas De Cooperación Entre Los Fondos De Inversión Social, (Washington, 
D.C.: Organización de los Estados Americanos –OEA-) 
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construcción, de escuelas, centros de salud y sistemas de agua y 
saneamiento en particular, y no mediante la transferencia directa a los pobres 
de dinero o bienes. (Ruthanne, Lustig y Morley, 1998, p. 6)818. 
 
¿Por qué los Fondos no ayudaron a combatir la pobreza que el ajuste estructural 
provocó? Porque ese no era su objetivo, sino el de “aliviarla”, mientras el crecimiento 
y el bienestar llegarían como producto de la nueva política económica. ¿Por qué los 
fondos sólo dotaron condiciones mínimas a la población pobre, de poca monta y de 
duración pasajera? Porque las dotaciones mínimas se otorgan para que cada cual 
esté en mejor posición  de competir y conseguir lo que en justicia le corresponde. No 
se trata de que el Estado iguale los resultados en acceso a dotaciones que sólo el 
mercado debe proveer y repartir. Además, las dotaciones en infraestructura y en la 
adecuación de los mercados son costosas, generan desde el Estado intermediarios, 
burocracias y rentistas de manera artificial. ¿Por qué los fondos no tuvieron impacto 
ni importante ni duradero sobre los ingresos de los pobres?. Porque las obras eran 
pequeñas y de rápida ejecución, no es tampoco recomendable asignar dinero por vía 
administrativa puesto que la función de asignación únicamente la realiza bien el 
mercado. No sorprende entonces la conclusión de la Organización Internacional del 
Trabajo: 
Las operaciones de los fondos no proporcionaron los instrumentos o los 
medios para resolver los principales y antiguos problemas sociales de los 
países -tales como pobreza y desempleo- y no es razonable hacerlos 
responsables por no lograrlo. (Siri, 2003, p. 7)819.  
 
De los Fondos de Emergencia a los Fondos de Inversión 
                                        
818. Lustig Nora,  Ruthanne Deutsch,  Morley Samuel, La Utilización De Fondos De Inversión Social 
Como Instrumento De Lucha Contra La Pobreza, Documento De Estrategia Del Banco Interamericano 
De Desarrollo (Washington, D.C.: BID - Unidad Asesora sobre Pobreza y desigualdad, 1998).  
819. Siri, Gabriel Empleo Y Fondos De Inversión Social En América Latina, Oficina Subregional Para 
Los Países Andinos (Lima: OIT - Oficina Internacional del Trabajo, 2003). 
  




El desempleo, la pobreza y la miseria no disminuyeron en la década del noventa, 
sino que aumentaron. La regadera del ajuste estructural se comportó más bien como 
una aspiradora de agua que succionó los recursos esparcidos en la sociedad y los 
concentró en la parte superior del cuerpo colectivo. Así como en política 
macroeconómica el ajuste de choque devino estructural, en el tratamiento a la 
pobreza los fondos de emergencia se volvieron permanentes.  
 
¿Cómo atender a los pobres sin extraer recursos al mercado, cómo canalizar 
inversiones estatales hacia los pobres sin construir aparatos estatales costosos, 
cómo apoyar a las personas evitando que consideren que tienen un derecho político 
a ser atendidos y el Estado el deber de financiar y proveer las necesidades sociales? 
El dilema no fue menor. ¿Cómo hacer política social permanente bajo un programa 
estratégico de reducción del tamaño y costos de Estado? La respuesta: haciendo de 
los pobres un gran negocio para intermediarios privados y una gran palanca para el 
desarrollo de los mercados. He aquí una de las mayores “innovaciones” del ajuste 
estructural aprendidas en la década del noventa. Si los fondos tenían que volverse 
permanentes era necesario que la lucha contra la pobreza acogiera plenamente los 
preceptos del ajuste estructural y lo enriqueciera. El primero de estos principios a 
defender: la producción, administración y suministros de bienes y servicios a la 
población objetivo inserta las empresas privadas en negocios que manejan 
crecientes recursos públicos. Se crean oportunidades de mercado en medio de la 
población pobre. La base de la pirámide se descubre extensa y terreno propicio para 
intermediar recursos públicos y dotar suministros para una población cautiva 
(Filguires, 2010)820.   
En promedio, para 17 países latinoamericanos, el gasto público social pasó de 
350 dólares per cápita a 550 dólares per cápita entre 1990 y 1999.(p. 92).  
 
                                        
820. Filgueires, Fernando (2010), ’Pasado, Presente Y Futuro Del Estado Social Latinoamericano: 
Coyunturas Críticas, Decisiones Críticas’, in Amparo Hernández, Carmen Rico de Sotelo (ed.), 
Protección social en salud en América Latina y el Caribe. 
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Tabla 10. Gasto público social como porcentaje del PIB y como porcentaje del 
Gasto público total (Promedio por años seleccionados) 
 


















México 7,14 6,24 7,64 8,47 27,28 32,10 47,42 53,23 
Brasil 9,68 9,76 11,24 11,97 44,44 37,62 53,78 56,80 
Argentina 14,58 17,46 18,24 18,40 45,90 52,42 63,24 65,07 
Colombia 8,02 8,24 9,40 14,87 31,56 30,56 32,32 39,73 
Bolivia 4,62 3,60 7,56 11,03 30,22 29,76 30,08 41,60 
Chile 20,92 15,74 13,40 13,87 62,30 59,56 62,06 65,67 
Fuente: R. Mostajo, “Gasto social y distribución del ingreso: caracterización e impacto redistributivo en países 
seleccionados de América Latina y el Caribe”, serie Reformas económicas N° 69 (LC/L.1376-P), Santiago de 
Chile, CEPAL 2000. Cuadro elaborado con la colaboración de Diego Alberto Acero, Estadístico Universidad 
Nacional de Colombia. 
 
Los Fondos de Inversión Social rebasaron su interés original por los pobres y se 
expandieron hacia la atención de poblaciones afectadas por desastres naturales, el 
desempleo, grupos vulnerables como mujeres, indígenas, tercera edad y víctimas de 
los conflictos armados. Es decir, el mecanismo transitorio se volvió permanente y el 
instrumento marginal para marginales giró hacia una intervención focalizada sobre 
amplios y selectos grupos sociales. Al lado de la política social estructural, sus  
presupuestos e instituciones tradicionales se irguió en paralelo una política focalizada 
con recursos propios, programas innovadores, cordinación institucional específica y 
redes de ejecusión de políticas sociales con el sector privado, las comunidades, las 
organizaciones no gubernamentales, la filantropía y los gobiernos locales.  
 
Poco a poco se fue entonces construyendo un concepto de seguridad social amplio 
con varios cajones: Las políticas sociales sectoriales, los seguros de salud y 
pensiones, los programas tradicionales, aunque renovados, con destino a los 
campesinos y pequeños productores rurales y, por otra parte, los Fondos de 
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Inversión Social, los créditos a los pobres y una miriada de proyectos de asistencia a 
trabajadores formales, informales, comunidades, grupos etnicos y vulnerables. 
 
La red de seguridad formal con base en la relación laboral continuó rebasada en los 
hechos, así como se pretendió que lo fuera el asistencialismo clientelar y el trato 
especial a los campesinos. La novedad, la ampliación de la política social mediante 
la focalización de grupos excluidos, no para engancharlos en una política social 
universal, sino para tratarlos a través de micro proyectos focalizados específicos y 
discriminantes. La política social de la nueva era no pretende incluir a los marginados 
del mercado a través de contratos de trabajo estables, sino conceder algunos bienes 
y servicios principalmente y, secundariamente, créditos para que cada cual esté 
mejor equipado para la competencia en el mercado. La otra novedad concordante 
con el objetivo y su inspiración ideológica, los gastos sociales no son un derecho sino 
parte de una relación contractual en la que el beneficiario aporta recursos a través de 
las redes formales e informales que apoyan el tejido social en la base. 
 
Del mercado a las instituciones / de los individuos a las organizaciones  
 
La lógica del mercado tiene sus limites allí en donde no hay mercado capitalista. Tal 
es el caso en los sectores populares de América Latina que son más de la mitad de 
la población en muchos países. Dolorosa enseñanza aprendida en la década del 
noventa por todas las agencias especializadas en la pobreza. Los más pobres de los 
pobres no pueden “revelar sus preferencias” porque no tienen información, tiempo, 
recursos, ni capacidad para hacerlo. El consumidor no puede “optar libremente” ni 
siquiera cuando es asistido para hacerlo con ayuda monetaria o la transferencia de 
algunos bienes y servicios. Además, una vez entragada una dotación, la ausencia de 
otras se carcome los beneficios circunstanciales. Una vez concluidos los proyectos la 
capacidad de sostener sus beneficios es casi nula. Al menos que … una comunidad 
soporte el mantenimiento, un gobierno local asegure un flujo de recuros, una red de 
organizaciones sociales sume capacidades con cada intervención externa. La 
Organización Internacional del Trabajo recuerda este aprendizaje colectivo de los 
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fondos en los noventa (Siri, 2003)821: 
 
Sin embargo, aunque todas las comunidades tienen un considerable potencial 
para la acción cívica, los avances en ésta dirección no se realizan 
automáticamente; algunas veces, en las comunidades en donde se construyen 
proyectos de los fondos, éstas permanecen desorganizadas e incapaces de 
sostener su propio esfuerzo de desarrollo. Se necesita pues una acción 
deliberada para promover organizaciones comunales que sobrevivan después 
de que los proyectos de los fondos hayan concluido, y transformar las 
comunidades de beneficiarios en generadores de su propio bienestar. (p. 23).  
 
La militancia pro mercado contra los políticos, las instituciones e intermediarios 
caracterizó muchos programas de asistencia para aliviar la pobreza en los albores de 
los noventa. La vertiente radical dentro de las agencias defendió una asignación 
directa de recursos a los más pobres, sin intermediación de organizaciones sociales 
ni de las administraciones locales. La alianza entre la vanguardia revolucionaria y el 
pueblo contra el Estado de la década del setenta pretendió ser substituida por una 
extraña invocación a la democracia directa y a la alianza entre el pueblo y las 
agencias multilaterales … contra el Estado interventor! Con el tiempo se aprendió 
que los pobres necesitaban organización y las organizaciones aliados políticos e 
institucionales para sostener los efectos del alivio a la pobreza. Subpersticiamente, 
en las evaluaciones de los fondos durante la década del noventa, se va colando la 
“necesidad de las instituciones” en la atención a la pobreza, tal y cual como en la 
estrategia macroeconómica general. Se supera la visión idílica de unos individuos 
desatados de todo vínculo organizacional, institucional y político, a los cuales lo único 
que les falta para salir de su situación de pobreza es “la libertad de elegir” (Friedman 
y Friedman, 1983)822. Se pensó que el mercado redimiría a las personas cuando 
                                        
821. Siri, Empleo Y Fondos De Inversión Social En América Latina. 
822. Friedman, Libertad De Elegir. Título de una obra emblemática del pensamiento liberal 
contemporáneo escrita por el matrimonio de los Friedman en la que se afirma que toda regulación 
desde el Estado sobre actividades económicas y decisiones de las personas conduce inevitablemente al 
desastre económico y al autoritarismo político, solo las decisiones tomadas en plena libertad producen 
buenos resultados en un ambiente de autorregulación por el mercado.  
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estas fueran asistidas para que expresaran sus necesidades, gestionaran y 
compitieran con sus pares ante fondos, bolsas y donaciones, en un entorno 
intermediado por muy pocos funcionarios y escasa materialidad institucional. Se 
descubre que para optar es necesario tener las capacidades, las cuales no están 
igualmente repartidas: si la libertad no está igualmente repartida entonces es 
necesaria una intervención externa, unas dotaciones y asignaciones previas, unas 
decisiones políticas y unas instituciones que las soporten (Sen, 1982; Rawls, 
2003)823.  
 
El reconocimiento del enfoque de capacidades y de la necesidad de trabajar con las 
redes formales e informales populares es el correlato social del neoinstitucionalismo 
económico del Banco Mundial de finales de los noventa. ¿Pero cuáles 
organizaciones y cuáles instituciones apoyan la estrategia de mercado en la lucha 
contra la pobreza y qué valores debieran fomentar dichas organizaciones sociales e 
instituciones públicas? La agencia líder, en este caso el Banco Interamericano de 
Desarrollo, responde. (Ruthanne, Lustig y Morley, 1998)824:  
 
Cuando las circunstancias locales sean propicias, el Banco deberá alentar a 
los fondos para que éstos destinen más recursos para el desarrollo de la 
comunidad. De esa manera, los fondos dejarían de ser una simple fuente de 
financiación de proyectos pequeños para convertirse en entidades de 
colaboración comunitaria, con el fin de afianzar las organizaciones y ayudar a 
los pobres a encontrar financiamiento y asistencia técnica para llevar a cabo 
los proyectos que ellos mismos elijan. Hay grandes posibilidades de asociarse 
                                        
823. Sen, Amartya Poverty and Famines: An Essay on Entitlements and Deprivation (Oxford: Oxford 
University Press, 1982). Rawls, John (2003), Justice as fairness: a restatement, ed.Kelly, Erin, (Boston: 
Harvard University Press) 214. En el debate académico se acudirá con entusiasmo a dos autores 
Amartya Sen y John Rawls. Sen distingue entre libertad negativa, es decir, cuando no existen 
constricciones formales contra los derechos de las personas, de la libertad positiva que refiere a las 
capacidades reales de ejercer derechos, de optar por ser y hacer cosas. Para Rawls las personas no 
tienen de partida la misma posibilidad de ejercer la libertad por lo que para ser justos se necesita crear 
la igualdad de oportunidades mediante el principio de la diferencia que justifica acciones a favor de 
aquellos en situaciones desfavorables.  
824. Ruthanne, Deutsch  La Utilización De Fondos De Inversión Social Como Instrumento De Lucha 
Contra La Pobreza.  
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con organizaciones no gubernamentales y con otros grupos de la sociedad 
civil en este ámbito y los fondos podrían adjudicarles subcontratos para 
realizar la labor efectiva de organización de la comunidad. Los fondos, al 
trabajar con las comunidades y con los gobiernos locales, deben aplicar un 
método compatible con la estrategia de desarrollo municipal del Banco y del 
país, particularmente en cuanto a la necesidad de fomentar la solvencia fiscal 
en el plano del gobierno local. (p. 16).  
 
Participación para la autogestión y descentralización para el autofinanciamiento. Las 
organizaciones sociales a defender no lo eran para aumentar eficacia reivindicativa y 
movilización conflictiva, sino organizaciones para la autogestión de la pobreza. 
(Bombarolo, Pérez y Stein, 1992; Arrossi, Bombarolo, Hardoy, Mitlin, Pérez y 
Satterthwaite, 1993)825.  
 
La autogestión es la responsabilidad de cada cual ante lo suyo, es decir, la negación 
de la equidad social y territorial. Las instituciones reclamadas no lo fueron para que 
se enquistasen derechos permanentes y se creasen costosas burocracias, sino para 
apoyar la autofinanciación comunitaria en el ámbito de cada mercado. 
Descentralización del Estado para que cada comunidad financie el tamaño de la 
administración que corresponda al costo de sus aspiraciones de bienestar y la 
capacidad de generar los recursos en su mercado. En la constelación neoliberal, la 
descentralización es la arquitectura que debiera permitir que cada unidad de 
gobierno (empresa) sea autosostenible financieramente mediante el concurso de la 
                                        
825. Bombarolo Felix, Perez Pérez, Stein Alfredo, (1992), El Rol De Las Organizaciones No 
Gubernamentales De Desarrollo En América Latina Y El Caribe, (Buenos Aires: Ediciones FICONG / 
Instituto Internacional de Medio Ambiente Silvina Arrossi, Félix Bombarolo, Jorge E. Hardoy, Diana 
Mitlin, Luis Pérez Coscio, David Satterthwaite (1993), Financiamiento de iniciativas comunitarias, 
(Buenos Aires: Ediciones FICONG / Instituto Internacional de Med. El Banco Mundial puso en 
funcionamiento desde 1991 el programa FICONG (Políticas y proyectos destinados a la reducción de 
la pobreza en América Latina: Programa de Fortalecimiento Institucional y Capacitación de 
Organizaciones no Gubernamentales). Su finalidad, extraer de ellas toda ideología de la conflictividad 
y desestimular su función de representación e intermediación de reivindicaciones sociales. A cambio, 
aumentar las capacidades técnicas de las organizaciones, su conversión empresarial y manejo 
sostenible de recursos financieros de los gobiernos y de las agencias para el desarrollo.  
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autogestión comunitaria y el apoyo de un Estado amigable con el mercado y solidario 
con los pobres.  
 
La vía de mercado para atender la pobreza 
 
Cada fondo nacional y programa de atención a la pobreza adquiere su especificidad 
y con el correr de los tiempos y la alternancia en los gobiernos no faltan las 
variaciones y la introducción de algunos énfasis programáticos e institucionales. No 
obstante, la construcción de una vía de mercado para la atención de la pobreza gira 
alrededor de una estandarización inducida por los donantes internacionales 
comunes, principalmente: el Banco Interamericano de Desarrollo –BID-, el Banco 
Mundial -BM- y la Organización de Estados Americanos –OEA-: 
 
a) Los programas de atención a la pobreza generalmente se financian con 
crédito externo y donaciones. La ventaja operativa del recurso externo es que 
la ejecución es rápida porque obvia el entramado de los procesos de 
elaboración y ejecución del gasto público. Además, el uso de fuentes externas 
inhibe plantear el debate y las consecuencias de una política distributiva de los 
ingresos y gastos nacionales. De tal suerte, los programas permiten hacer 
solidaridad y atención a población vulnerable sin que ello implique una política 
tributaria y fiscal equitativa.  
b) Los programas y los fondos dependen directamente de la Presidencia de la 
República con lo cual se puede dirigir el ajuste neoliberal que provoca 
inequidad y pobreza, a la vez que encabezar la distribución de los subsidios 
para atender a los pobres y vulnerables. Los fondos construyen un aparataje 
institucional paralelo al ordenamiento político administrativo regular de la 
administración pública, mediante el cual las presidencias de las repúblicas 
construyen fidelidades clientelistas entre la población pobre favorecida por las 
asignaciones discrecionales. Además, tal paralelismo permite agilidad, 
rapidez, adaptabilidad y especialización en la ejecución de los programas 
según tecnologías innovadoras. 
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c) Los fondos demandan una articulación programática e interinstitucional a nivel 
central del Estado con el fin de articular acciones hacia territorios y 
poblaciones objetivo. La intervención especializada en pobreza intenta superar 
la tradicional subdivisión sectorial del gasto público y desplegar una militancia 
interna al andamiaje estatal sobre los nuevos fines y métodos del accionar 
público. 
d) Los fondos se organizan como agencias ágiles y flexibles de contratación a 
partir de pequeños equipos propios bien remunerados y con alta competencia 
técnica. Por esta vía se ejecutan políticas públicas sin muchos funcionarios 
públicos y sin establecer relaciones salariales estables. La masiva 
subcontratación permite teóricamente acudir a diferentes especialistas en 
cada asunto a desarrollar, mientras se incentiva la conversión empresarial de 
las organizaciones sociales y de base comunitaria. 
e) Los fondos renuncian a la política social estructural con pretensión de 
cubrimiento universal a cambio de programas focalizados a beneficiarios 
específicos; ejecutan subsidios a la demanda hacia las personas, en vez de 
subsidios a la oferta a las instituciones, sus gastos administrativos y en 
personal. La supuesta ventaja de la focalización es que es una técnica para 
llegar de manera más certera a poblaciones objetivo de la política. 
f) Los fondos llegan a las regiones y barrios en los que los servicios 
estructurales del Estado son ausentes o precarios, de tal suerte que tienen 
utilidad social y legitimidad política asegurada. 
g) Los fondos mantienen una dependencia del beneficiario sobre el subsidio, los 
proyectos y el personal administrativo y político que los dirige. Los programas 
no sacan a la gente de la pobreza sino que administran a los pobres y les 
entregan bienes y servicios paliativos. 
h) Los programas de los fondos no se articulan con planes de desarrollo 
territoriales, planes antipobreza o políticas tributarias equitativas, son más bien 
programas paliativos al modelo de acumulación económico que produce 
marginalidad y pobreza, así como al sistema tributario regresivo. 
i) Los fondos acuden al sector privado e invocan la participación de los 
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beneficiarios en la financiación, ejecución, administración y control de los 
proyectos. A través de la atención a la pobreza se cimienta una ideología de la 
solidaridad, la colaboración y la asociatividad que reparte de manera 
diferencial ventajas y riesgos. El sector privado es invitado, sin riesgos, a 
gozar de contratos con financiación segura para población cautiva; las 
comunidades atendidas reciben bienes, servicios e ingresos socializando 
parte de los costos; y las organizaciones sociales compiten por ganar los 
contratos de la oferta estatal y privada nacional, así como de las agencias y la 
filantropía internacional.  
j) Los fondos involucran a los gobiernos subnacionales en los programas, de tal 
manera que la descentralización programática, administrativa, ejecutiva y en la 
financiación es una característica importante. La descentralización también 
concurre en la ideología de la corresponsabilidad en la que “todos ponen”. 
  
En resumen las políticas sociales del neoliberalismo reconstruyen las relaciones 
entre el Estado, el mercado y la sociedad mediante los siguientes giros 
programáticos e institucionales: La promoción de la solidaridad sin construir equidad, 
- la focalización de personas sin universalizar derechos, - la entrega de subsidios a la 
demanda sin construir instituciones fuertes, - la generación de la dependencia del 
beneficiario en vez del empoderamiento gremial o de clase social, - la privatización 
en la intermediación de bienes, servicios y recursos del Estado hacia los pobres 
acompañada de la socialización de costos, - la descentralización de la 
responsabilidad financiera y política sin autonomía tributaria, programática y 
estratégica local, - la participación auto gestionaría del pobre sin planes de desarrollo 
antipobreza, - la corresponsabilidad de los beneficiarios con los costos en vez de 
derechos adquiridos, - la ejecución masiva de programas sociales con escasos 
funcionarios públicos y sin generar relaciones laborales, - y la política social como 
palanca para el desarrollo de los mercados, la intermediación privada, la conversión 
de las organizaciones sociales en empresas privadas y la transformación de las 
relaciones sociales en relaciones contractuales.  
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Existe un parangón generacional entre las reformas macroeconómicas y  las políticas 
de atención a la pobreza. Al ajuste de choque y estructural de las reformas de 
primera generación le corresponde los fondos de emergencia y su tránsito hacia 
fondos de inversión social permanentes. A la era neoinstitucional que se desliza 
hacia una nueva cultura política le acompaña el enfoque de capacidades y la 
invención de un complejo andamiaje de política social pro mercado. Lo que comenzó 
como excepcional, transitorio y marginal se volvió permanente, complemento 
importante y palanca del ajuste, y terminó siendo modelo de reconstrucción de las 
relaciones entre la Sociedad, el  Mercado y el Estado. Se pregunta el BID cuánto 
tiempo más habrán de existir los fondos y la respuesta nos sitúa en una estrategia 
que rebasó la atención a los pobres y se convirtió en punta de lanza de las reformas 
del Estado (Ruthanne, Lustig y Morley, 1998)826.  
Se plantea la interrogante de si ello significa que, con el tiempo, los fondos 
dejarán de ser necesarios. La respuesta es que tal vez esto sea cierto a largo 
plazo pero, en el futuro previsible, los fondos aún tienen que desempeñar 
importantes funciones, entre ellas la de guiar los procesos de modernización 
del Estado. (p. 27). 
 
6.3  Salud: una alborada promisoria 
 
Las políticas sociales, por ejemplo las de salud y educación, la dotación de 
infraestructura y la reducción de la pobreza han construido una tradición de debates 
especializados. Sin embargo, de cara al ajuste estructural estas y otros componentes 
de políticas sectoriales serán tratados por la ortodoxia neoliberal como derivados de 
la gran orientación hacia el mercado bajo inspiración norteamericana: una mezcla 
entre privatización, individualismo y comunitarismo autogestionario. 
                                        
826. Ruthanne, Deutsch  La Utilización De Fondos De Inversión Social Como Instrumento De Lucha 
Contra La Pobreza.  
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La dictadura de Pinochet en Chile duró 16 años, desde 1973 a 1989. La garantía de 
tan largo período y concentración de autoridad permitió iniciar la experimentación de 
un modelo de políticas sociales acorde con las nuevas orientaciones. Los aspectos 
básicos de las reformas se realizaron precozmente desde mediados de los setenta y 
de forma más  escalonada y estructural durante los ochenta. Desde 1952 hasta 1981 
existió un sistema Nacional de Salud –SNS – de cobertura universal y de acceso 
gratuito en el que el Estado concentraba la financiación y la prestación, existiendo al 
margen un pequeño sector privado de seguros y prestaciones en salud. La puerta de 
entrada a la lógica de la privatización se abrió mediante la separación entre el 
financiamiento de las políticas y la prestación de los servicios. Durante toda la 
década del ochenta el Estado disminuyó su participación en el total de la financiación 
a la mitad (de 1984 a 1989 pasó del 38% al 21.5%) mientras en el mismo periodo 
crecieron los aportes de las cotizaciones laborales (del 40.4% al 62%). El sector 
privado empezó a recibir y administrar partes importantes de estos recursos 
mediante el desarrollo de un sector de aseguramiento privado en salud llamado 
ISAPRE y pudo financiar la construcción de un sistema propio de provisión de 
servicios. De esta manera, el Estado fomentó la “integración vertical” entre 
aseguramiento y prestación privada amparada por el alza de las cotizaciones 
laborales puestas en las manos de un pujante sector empresarial. La “libertad de 
elección” fue garantizada mediante la existencia del aseguramiento público en salud 
llamado FONASA. Una diferencia entre los dos sistemas será definitiva en los 
resultados generados por este pluralismo de aseguradores (con su red propia de 
prestadores)  y la libertad ciudadana de optar. El asegurador privado podía escoger a 
sus asegurados y ofrecer paquetes de atención diferenciados en relación al valor del 
seguro. En cambio, el sector público no podía excluir a ninguna persona de su 
sistema. De tal suerte, el asegurador privado excluyó lo que en el sector llaman 
“preexistencias”, es decir, enfermedades contraídas antes de adquirir el seguro o 
complicaciones genéticas de nacimiento. También lograron excluir del aseguramiento 
a la tercera edad, las enfermedades crónicas y de alto costo, o cobrar seguros a 
precios especialmente altos por tales situaciones. El sistema público heredó 
entonces las personas y situaciones de mayores costos en salud (Lanzarotti, 
      
  
626 
2004)827. Incluso debió recibir a los asegurados del sector privado que demandaran 
sus servicios y que acudían al sector público cuando, por ejemplo, sus tratamientos 
excedían el valor máximo cubierto por el sistema privado. También quedó a cargo del 
sector público la población pobre y miserable desprovista de los ingresos para cotizar 
a la seguridad social y cuya atención quedó a cargo de los subsidios del Estado. 
Finalmente, las políticas de promoción y prevención de la salud que benefician a toda 
la población sin discriminar por tipo de seguro al que pertenecen también quedaron 
bajo responsabilidad estatal. En palabras del consultor de la CEPAL Daniel Titelman 
(2000)828, chileno experto en política monetaria y financiera. 
En la medida que las personas de mayor edad reflejen mayores riesgos 
médicos la lógica de los seguros privados tenderá a hacer que las compañías 
de seguros discriminen contra este tipo de asegurados ya sea vía precios o 
reduciendo los niveles de cobertura. Este fenómeno se conoce en la literatura 
económica como discriminación de riesgos o “cream skimming”. La 
discriminación de riesgos no solo se da hacia las personas de tercera edad 
sino también hacia cualquier persona que presente mayores probabilidades de 
enfermedad, lo que acontece tanto con las personas de mayor edad como con 
los enfermos crónicos, y las personas de menores ingresos. Este tipo de 
personas representan desde la óptica de los seguros privados “malos riesgos”. 
En este sentido, las ISAPRE al actuar como agencias aseguradoras de riesgo 
en un mercado altamente desregulado tienden a mostrar un comportamiento 
que favorece la discriminación de riesgo. (p. 18).  
 
Cinco innovaciones suplementarias introducidas durante la dictadura merecen ser 
recordadas, en la medida en que servirán de modelo que se explayará por el 
conjunto de la región en las décadas siguientes. En primer lugar, la descentralización 
del sistema mediante la creación de 27 servicios de salud y la municipalización de la 
                                        
827. Lanzarotti, Mario “Chile: La Política Social En Los Años Noventa,” Espiral Volumen XI, número 
031 (2004): 133- 158. Para 1994 sólo el 10% de los mayores de 60 años era atendido por el sistema 
subsidiado de salud en Chile. 
828. Titelman, Daniel “Reformas Al Sistema De Salud En Chile: Desafíos Pendientes,” Serie 
Financiamiento del desarrollo 104 (2000): 41. 
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atención primaria. Comienza así en el Chile de los ochenta lo que se expandirá por 
toda América Latina en los noventa y el nuevo siglo, mayores responsabilidades de 
los gobiernos locales en la administración del sistema, la financiación de los 
servicios, la atención focalizada a los pobres y el manejo de los conflictos. Cabe 
señalar que en el marco de la dictadura la descentralización no otorgó un ápice de 
autonomía política a los ejecutivos locales. La descentralización fue una estrategia 
de fragmentación de resistencias políticas y sociales y un mecanismo de integración 
vertical subordinada de cada unidad local al mando militar. En palabras de Carolina 
Tetelboin (2003)829. 
 
La regionalización y municipalización constituyeron, pues, regulaciones a la 
base de la reorganización política y administrativa del régimen con un claro 
objetivo de control político y social, además de preparar las estructuras 
institucionales diversas para cumplir los objetivos privatizadores. (p. 120). 
 
En segundo lugar, la invocación a la participación ciudadana, la cual excluye 
expresamente a los sindicatos y las agremiaciones médicas de las negociaciones de 
política y distribución de ingresos. La participación promovida, por la alianza entre el 
neoliberalismo y la dictadura, exalta una integración vertical de los individuos y las 
familias a los poderes administrativos locales mediante su participación consultiva en 
Consejos de Desarrollo Comunal. En tercer lugar, la focalización de los pobres con el 
fin de subsidiar su acceso a servicios básicos, para mitigar posibles costos mayores 
por enfermedades graves, ausentismo laboral y bajas de productividad. En cuarto 
lugar, los subsidios a la demanda en vez de a la oferta, es decir, reconocer pagos a 
los hospitales en relación a las acciones de servicios, en vez de financiar los costos 
de las instituciones, sus políticas de desarrollo técnico – científico o de formación de 
personal. Se argumenta que de esta manera el Estado no manifiesta un sesgo a 
favor del sector público mediante la financiación de sus empresas. El Estado 
promueve la “libre competencia” entre prestadores públicos y privados 
                                        
829. Tetelboin Carolina, La Transformación Neoliberal Del Sistema De Salud. Chile: 1973 - 1990. 
Reformas De Primera Generación (México, D.F.: Universidad Autónoma Metropolitana, 2003). 
      
  
628 
reconociéndole a cada cual un valor estandarizado por cada unidad de prestación de 
servicios. En quinto lugar, se inicia la implementación de una práctica según la cual 
le corresponde a la administración pública suministrar servicios básicos para la 
población en general y en particular a los desvalidos; mientras la atañe al mercado y 
sus agentes atender a los trabajadores cotizantes, las clases medias y altas, 
sectores respecto de los cuales la función del Estado será básicamente de rectoría 
del sistema y de control a través de superintendencias. 
 
El resultado de la reforma fue un importante crecimiento de negocios para el sector 
privado que desplazó riesgos y costos hacia el sector público, mientras capturó 
recursos privados, laborales y del sector público. En consecuencia la dictadura 
chilena abrió la perspectiva de los grandes negocios con la política de salud en la 
región que se calculaba en 150 billones de dólares a finales de la década del 
noventa, de los cuales solo el sector de medicamentos estaba evaluado en 20 
billones en 1998 (Laver y Dekruyff, 2000)830. Por el otro costado, se generó un 
incremento de la presión sobre los trabajadores formales para la financiación de su 
propio aseguramiento, para la contribución solidaria a favor de la población sin 
capacidad de cotizar, e incluso se generó una solidaridad hacia arriba, una 
solidaridad negativa, esto es hacia sectores de altos ingresos que hicieran uso de la 
red pública. Pero quizás el resultado más polémico de la temprana reestructuración 
de los sistemas de salud fue ahondar las inequidades entre grupos de población 
según sus ingresos, entre el campo y la ciudad y entre vinculados al sistema estatal y 
privado. Una vez más Daniel Titelmen recuerda que en 1989 el gasto por beneficiario 
en el sistema privado ISAPRE era 3 veces mayor que el recibido por las personas en 
el sistema público FONASA. En la medida en que el sistema privado atendía 
básicamente gente joven, sin preexistencias, sin enfermedades de alto costo y 
generalmente en buen estado de salud, tal diferencia revela grandes diferencias en 
la intensidad y calidad de la atención con el sector estatal, pero también posibles 
                                        
830. Dekruyff Anne, Laver Roberto, “Private Healthcare in Latin America Emerging Opportunities,” 
http://www.iamericas.org/10111 (2000): 22. 
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sobre costos administrativos y de gestión del sector privado no detectados ni 
contenidos por la débil superintendencia de control.   
 
Una racionalización emblemática 
 
Los impactos de la reforma al sistema de salud chileno estaban siendo ampliamente 
discutidos en América Latina cuando el Banco Mundial publica en 1993 el Informe 
sobre el Desarrollo Mundial: Invertir en Salud. No es un texto que funda una doctrina, 
por el contario el Banco pretende recoger la experiencia de reformas pro mercado de 
toda la década del ochenta en diversos países para sistematizar sus enseñanzas y 
proyectar de manera sintética el horizonte hacia el cual dirigirse. Como es 
costumbre, de inicio el Banco justifica el interés por el tema específico y fija la 
posición ideológica que guiará todo el informe. La salud interesa por su gran impacto 
en las posibilidades de crecimiento económico y la enorme cantidad de recursos que 
en ella se invierte. Una persona enferma conlleva la pérdida de horas de trabajo y la 
baja productividad. Una persona mal tratada, con enfermedad crónica o lisiada 
presiona el alza de los costos de la atención en salud, a la vez que reduce los 
ingresos del sector privado, de las familias y del Estado. La enfermedad deprime la 
productividad general de la economía. Siendo el crecimiento económico el principal 
objetivo del Banco Mundial este advierte haber cuadruplicado los recursos para salud 
en los seis años anteriores al informe (1987 – 1993) y anuncia que continuará 
incrementando su compromiso económico y liderando la orientación general de las 
reformas. El Banco logra desplazar la conducción de las organizaciones 
internacionales especializadas en el tema de la salud, como la Organización Mundial 
de la Salud -OMS- y el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia -UNICEF-, con 
el fin de asegurar una orientación general de la reforma coherente con los principios 
del ajuste estructural.  
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La enfermedad es un negocio muy malo y la salud debe llegar a ser uno muy bueno. 
Para que así sea es necesario profundizar y extender las reformas pro mercado que 
se vienen implementando en el sector y que consisten en:  
 
a) Retirar al Estado de la prestación directa de servicios.   
b) Concentrar al Estado en la financiación de bienes básicos para la población en 
general y en particular para los pobres, así como en la rectoría general del 
sistema de salud. 
c) Desmontar los principios, instituciones y programas que desarrollan la salud 
como derecho y acceso universal a bienes estandarizados, a cambio de 
políticas focalizadas y paquetes segmentados por grupos de población. 
d) Abrir cada vez mayor espacio al sector privado, tanto en el manejo de 
recursos privados, laborales y públicos, como en el mercado de los seguros y 
la prestación de servicios. 
e) Privilegiar una concepción de la salud como enfermedad y por lo tanto 
priorizar políticas de atención, en lugar de considerar la salud como calidad de 
vida y por la tanto desarrollar prácticas de bienestar social y la prevención de 
enfermedades. 
f) Responsabilizar a las personas por su estado de salud y en consecuencia por 
el financiamiento mediante cotizaciones y compra de seguros. 
g) Construir un sistema con base en los riesgos de enfermar y morir, 
calamidades que se atienden según los principios de los seguros privados.  
h) Controlar los aseguradores y operadores a través de superintendencias 
inspiradas en los mercados privados.  
i) Descentralizar los sistemas de salud hacia las localidades y los hospitales 
(unidades prestadoras de servicios de salud). 
j) Promover la participación ciudadana en salud. 
 
¿Cuáles son los obstáculos en el camino según el informe del Banco Mundial? El 
primero, una vez más, es el Estado en tanto materialidad y direccionalidad. Es decir 
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para empezar los trabajadores de la salud, desde los sindicatos hasta los médicos, 
los llamados buscadores de renta, los políticos populistas y oportunistas. Pero 
también la orientación misma de las inversiones del Estado hacia las 
especializaciones, la atención de enfermedades costosas, los hospitales de punta 
con personal altamente calificado, las investigaciones y medicamentos de alta 
complejidad y de alto precio. La mayoría de enfermedades que aquejan a la 
población son sencillas de tratar y de poco costo. En consecuencia el Banco 
considera que la financiación del Estado debe concentrarse en lo que llama esencial, 
puesto que produce mayores externalidades benéficas para el conjunto de la 
sociedad y la economía. Como resultado recomienda disminuir al menos el 50% de 
las inversiones que no se justifiquen por sus costos y duplicar o triplicar aquellas 
dirigidas a los pobres y a los servicios básicos. En palabras del Banco Mundial 
(1993)831.  
Muy pocas de las intervenciones eficaces en función de los costos dependen 
de hospitales modernos y médicos especialistas; todas las contenidas en el 
conjunto mínimo de servicios clínicos esenciales que se proponen en este 
Informe pueden ofrecerse en puestos de salud y hospitales de distrito. (p. 12)  
 
Por otra parte, los tratamientos costosos y los medicamentos de enfermedades 
especiales benefician a muy pocos, generalmente al enfermo y sus familias, por lo 
que recomienda que dichos costos sean asumidos por los particulares, los cuales, 
ante el tamaño del riesgo, acuden a seguros privados de salud. Y si así se hiciese se 
ahorrarían millones de dólares mejorando la salud de millones de personas; se haría 
más con menos.  
La adopción por los gobiernos de los países en desarrollo de las principales 
recomendaciones sobre política sanitaria que se hacen en este informe haría 
mejorar enormemente las condiciones de salud de sus poblaciones, en 
especial entre las unidades familiares pobres, y ayudaría también a controlar 
                                        
831. Banco Mundial, Informe Sobre El Desarrollo Mundial 1993: Invertir En Salud. 
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el gasto por ese concepto. Podrían salvarse millones de vidas y ahorrarse 
miles de millones de dólares. (p. 14).  
¿Cuales son entonces esas políticas esenciales?: 
En estas circunstancias, hay cinco políticas cruciales para mejorar las 
condiciones de salud: proveer educación primaria sólida a todos los niños, y 
principalmente las niñas; invertir más recursos en actividades de salud pública 
sumamente eficaces en función de los costos que permitan mejorar en gran 
medida la salud de la población pobre; reorientar el gasto sanitario a servicios 
clínicos, de los establecimientos de atención terciaria a instalaciones de 
distrito que permitan proporcionar atención clínica esencial; reducir el 
desperdicio y la ineficiencia en los programas de salud estatales, y promover 
sistemas en virtud de los cuales las comunidades controlen y financien en 
mayor grado los servicios de salud esenciales. (pp. 162, 163).  
 
Llamamos aquí la atención sobre lo que Banco considera que hay que hacer y sobre 
lo que omite que hay que hacer. El Estado debe apoyar la salud y la educación 
básica, barata y de poca complejidad, para que las pobres se inserten en mejores 
condiciones en el mercado en aras a competir y ser productivos. En consecuencia no 
se requiere ya de un Estado ni grande ni costoso, por lo que el Banco exige 
descremar costos podando los gastos no esenciales en personal, dotaciones y 
procedimientos. Los reducidos aportes estatales se consagran a los pobres dentro de 
los cuales se promueve la autofinanciación comunitaria de las comunidades que son 
los principales consumidores de los servicios de salud esenciales.  
 
Los olvidos del Banco orbitan todos alrededor de las causas estructurales y 
sistémicas de la pobreza y la mala salud, tales como las propias consecuencias del 
ajuste que acrecentó el desempleo, la informalidad y la caída de las remuneraciones; 
la flexibilidad de los mercados de trabajo que masifican una informalidad que 
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maximiza los riesgos laborales y deteriora las condiciones de vida de las personas; la 
voracidad de la acumulación de capital que atenta contra el medio ambiente y las 
condiciones de salubridad; los escasos derechos cívicos y políticos de 
representación de la mayoría de la población que el Banco dice empadronar; el 
sesgo anti clases medias y pobres de los sistemas tributarios que reposan de 
manera creciente en impuestos al consumo y tarifas de servicios, en vez de 
construirse con base en la progresividad de capital, propiedad y rentas. No sobra 
recordar que las características de tales sistemas tributarios fueron ahondadas por el 
ajuste estructural como se aprecia en la tabla abajo: mientras disminuyeron los 
impuestos a lucrativas actividades económicas, a las grandes corporaciones y al 
capital y la renta, aumentaron aquellos al consumo. Y, en el campo específico del 
mercado de la salud, el Banco no considera esencial la producción de medicamentos 
genéricos por los Estados, porque sería una práctica contraria a la libre competencia. 
Se escapa aquí una oportunidad para atacar una de las principales razones de la 
mala salud de los pobres como son los precios de los medicamentos de marca. 
 





1980 1990 1995 2000 1980 1990 1995 2000 
México 63,0 61,6 56,6 60,6 37,0 38,4 43,4 39,4 
Brasil 68,0 59,4 48,2 49,5 32,0 40,6 51,8 50,5 
Argentina 71,0 48,0 50,4 52,3 29,0 52,0 49,6 47,7 
Colombia 61,0 54,3 45,4 44,5 39,0 45,7 54,6 55,5 
Bolivia 41,0 43,1 37,0 37,2 59,0 56,9 63,0 62,8 
Chile 69,0 62,1 65,7 68,1 31,0 37,9 34,3 31,9 
Fuente: Tasa de desempleo y composición del empleo urbano: OIT, base de datos de la Oficina Regional para 
América Latina (2006, 2005, 2004, 1998, 1996 y 1994).  Información con base en Encuestas Nacionales de 
Hogares de los países, procesadas por OIT. PEA Urbana y PEA Total: CELADE/CEPAL Base de datos 2007. Los 
datos tienen cobertura urbana. Cuadro elaborado con la colaboración de Diego Acero, Estadístico Universidad 
Nacional de Colombia. 




Tabla 12. Salario Mínimo Real, indexado 2000 =100, promedios por quinquenio, 
según país 
 1980 – 
2000  
1981-1985 1986-1990 1991-1995 1996-2000 
México 258,40 176,34 128,28 101,40 
Brasil 134,94 101,28 82,68 95,42 
Argentina 162,54 109,98 81,54 99,02 
Colombia 99,34 103,44 96,58 97,50 
Bolivia 113,85 46,98 73,22 88,30 
Chile 63,86 50,68 69,04 87,66 
Fuentes: CEPAL, CEPAL STAT. Cuadro elaborado con la colaboración de Diego Acero, Estadístico Universidad 
Nacional de Colombia.  
 
 
Graficas 1 y 2.  
Crecimiento del Salario Mínimo Real en seis países de América Latina (1980-
2000) 
(% de crecimiento respecto a 1980) 
 
Fuente: CEPAL, CEPAL STAT . Cuadro elaborado con la colaboración de Diego Alberto Acero, Estadístico 
Universidad Nacional de Colombia. 
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Impuesto a los 
ingresos de las 
personas (máx.) 
IVA 
País 1985 1995 2003 1985 1995 2003 1985 1995 2003 1985 1995 2003 
México 34 13 17 42 34 34 55 35 40 15 15 15 
Brasil 80 12 12 45 25 25 60 35 28 30 31 25 
Argentina 28 11 12 33 30 35 45 30 35 18 21 21 
Colombia 83 131 12 40 35 35 49 35 35 10 14 16 
Bolivia  20 10 8 30 25 25 30 13 13 10 13 13 
Chile 36 11 6 10 15 17 50 45 40 20 18 19 
Fuentes: De tasas impositivas corporativas, personales e IVA: Price Waterhouse Coopers (varios años); de 
aranceles: Lora, 2001, Banco Mundial, 2005, y cálculos del Departamento de Integración del BID basados en la 
World Integrated Trade Solution (Solución Mundial de Comercio Integrado). Cuadro elaborado con la colaboración 
de Germán Felipe Quevedo, Investigador Junior del Centro de Investigaciones para el Desarrollo CID de la 
Universidad Nacional de Colombia. 
La salud pública hace parte de los asuntos esenciales meritorios, cuya inversión en 
el Tercer Mundo debiera multiplicarse por cuatro, mientras el gasto en servicios 
clínicos esenciales al menos por dos. Además de las vacunas de gran impacto social 
el Banco Mundial (1993)832 lista otras prioridades.  
Entre las actividades comprendidas en esta categoría se encuentran las 
siguientes: 
• Inmunizaciones 
• Servicios de salud centrados en las escuelas 
• Información y servicios seleccionados de planificación de la familia y nutrición 
• Programas para reducir el consumo de tabaco y alcohol 
                                        
832. Banco Mundial, Informe Sobre El Desarrollo Mundial 1993: Invertir En Salud.   
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• Medidas reguladoras, información e inversiones públicas limitadas para 
mejorar el entorno de las unidades familiares 
• Prevención del SIDA. (p. 9). 
 
El impacto de cada una de estas acciones sobre la salud de millones es innegable. 
Sin embargo, llama la atención el fuerte énfasis en una concepción de la salud como 
responsabilidad individual, por lo tanto, el llamado a las buenas prácticas que 
condenan los excesos de alcohol, tabaco y sexo, todos asuntos controlables 
individual y familiarmente. Brillan otra vez significativas ausencias relacionadas con 
el mundo del trabajo tales como la salud ocupacional y la seguridad laboral, también 
se omiten recomendar mayores regulaciones al medio ambiente a pesar del gran 
impacto sobre la salubridad, las condiciones de vida y de salud de millones de 
personas en el mundo, en particular de los pobres. Menos aún se encuentra alguna 
mención a una lógica de desarrollo que entre más crecimiento alcanza mayor nivel 
de desperdicios, basuras y contaminantes produce.  
 
Otra estrategia para la contención de costos avanzada por el Banco vale resaltar por 
las implicaciones futuras sobre el mercado de la salud. La libertad de los médicos de 
recetar y emprender procedimientos es criticada porque encarece los costos, tanto a 
cargo de las personas, como del presupuesto público y los seguros privados. La 
solución será reconocer valores fijos por persona atendida, la cual a su vez está 
inscrita en un seguro que contiene costos a partir de establecer límites de 
prestaciones por valor de los seguros. Esta propuesta supone, a la vez, levantar la 
barrera que separa el mercado del aseguramiento del mercado de la prestación de 
servicios de salud. En palabras del Banco (1993)833. 
En cambio, el pago anticipado a los proveedores de servicios médicos parece 
un método prometedor para contener los gastos en salud. Los gobiernos 
podrían ayudar a promover esos sistemas mediante la eliminación de los 
                                        
833. Banco Mundial, Informe Sobre El Desarrollo Mundial 1993: Invertir En Salud.  
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obstáculos legales que impiden en muchos países que el mismo organismo 
sea a la vez asegurador y proveedor de servicios. (p. 166).  
 
La integración vertical será un mecanismo que permitirá minimizar riesgos al 
asegurador privado en detrimento de la calidad y la oportunidad de los servicios de 
salud para el paciente asegurado; puesto que de la contención de servicios y 
medicamentos provendrá el ahorro y las utilidades del intermediario privado.  
 
El retorno del Estado  
La brasilera Celia Almeida sintetiza las críticas más frecuentes que a mediados de 
los años noventa se hacían a las reformas de los sistema de salud en América Latina 
(Almeida, 2002)834. 
Varias críticas fueron publicadas, principalmente sobre la limitada concepción 
de salud (restringida a la asistencia médica)835; la poca validez de ejercicios 
globales para las realidades nacionales836; la no consideración de la cuestión 
de la equidad837, vista sólo como el logro de una alta expectativa de vida para 
todos los países, sin cualquier referencia a las desigualdades entre grupos 
sociales838; y, lo más importante, la inadecuada utilización de metodologías 
                                        
834. Almeida,  Celia “Reforma De Sistemas De Servicios De Salud Y Equidad En América Latina Y El 
Caribe: Algunas Lecciones De Los Años 80 Y 90,” Cuadernos de Saúde Pública Volumen 18, Número 
4 (2002): 27.  
835. En vez de priorizar la prevención, la promoción y la salud como buena vida, es decir, como 
capacidad de explayar potencialidades físicas y emocionales.  
836. El discurso único trató de ser modelo único por lo que atropellaba acuerdos, trayectorias y 
entramados históricos nacionales.  
837. Las prácticas de focalización de beneficiarios y los subsidios a la demanda no se implementaron 
para jalonar a los pobres y marginales hacia políticas estructurales y de cobertura universal, sino como 
substitutos antagónicos.  
838. En cambio se priorizó un enfoque de responsabilidad individual y familiar ante resultados de salud 
y de apoyo a pobres y marginales, como si la situación social “desventajosa” no fuera un resultado 
relacional, es decir, de dinámica de relaciones con las otras clases sociales, las características del 
mercado laboral y la tributación. 
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económicas.”839, básicamente centradas en medidas de eficiencia y costo-
efectividad para captar necesidades de salud y definir prioridades, 
desconsiderando la validez de cualquier otro parámetro para la formulación de 
políticas. (p. 21). 
 
El mexicano Julio Frenk, que estudió en la Universidad de Michigan, y el Colombiano 
Juan Luis Londoño, de la Universidad de Harvard, prestigiosos consultores de 
organismos internacionales, asumen estas críticas que pretenden superar mediante 
un esquema que llamarán “Pluralismo Estructurado” (Londoño, Frenk, 1997)840, el 
cual se inspira en los arreglos institucionales de los mercados de seguros y 
prestadores privados norteamericanos de la década del setenta. Una vez más 
entonces la ortodoxia se revisa profundizando su pensamiento y acudiendo a las 
fuentes primarias de sus doctrinas. La mera lógica financiera no bastaría para 
reconstruir las instituciones y las políticas públicas a imagen y semejanza de los 
mercados privados. El Estado está de regreso. En asuntos de salud como en los de 
la política macroeconómica el neoinstitucionalismo se invoca para remediar los 
efectos no previstos de la autorregulación de los agentes privados.  
 
La relación entre costos y efectividad de las inversiones, el equilibrio financiero, la 
contención de gastos, la revelación de precios reales y la libre competencia guiaron a 
los reformadores salubristas de la década del ochenta y el primer quinquenio de 
noventa. Pequeños grupos ilustrados condujeron desde los ministerios y autoridades 
económicas las reformas a la salud, como a la educación y los servicios públicos. 
Reformar fue sinónimo de privatizar, empequeñecer el gasto público y retraer al 
Estado. Para ser eficiente había que desmontar los sindicatos y disolver los canales 
mediante los cuales las agremiaciones profesionales, de ciudadanos, cívicas y 
                                        
839. La salud se equiparó con una mercancía cualquiera sometida a los cálculos de costo beneficio y 
subsidiada para aquellos que no pudieran pagar el precio real. El subsidio solidario, debe aclararse, no 
proviene de una reforma tributaria progresista, sino de cotizaciones laborales y otras fuentes. 
840. Londoño Juan L., Frenk Julio J.,  (1997), ’Pluralismo Estructurado: Hacia Un Modelo Innovador 
Para La Reforma De Los Sistemas De Salud En América Latina’, Documento de trabajo 353 32. 
      
  
639 
políticas pujaban por incidir en la orientación de las políticas y presupuestos. En el 
decir de un grupo de consultores y funcionarios de la Organización Panamericana de 
la Saud – OPS - (Infante, De la Mara, López-Acuña, 2000)841. 
En términos de la dinámica de los procesos, cabe destacar que en sus 
orígenes las reformas del sector de la salud se vieron muy condicionadas por 
los procesos de reforma del Estado, el predominio de las consideraciones 
puramente financieras y la escasa influencia de los ministerios de salud en su 
diseño. Sin embargo, desde mediados de la década de los noventa se ha 
avanzado en el reconocimiento de su complejidad y especificidad, en el 
reequilibrio entre actores nacionales e internacionales, y en cierta 
recuperación del liderazgo de las autoridades nacionales de salud. (p. 18).  
 
La afirmación sobre el reequilibrio entre actores nacionales e internacionales debe 
ser matizada. Londoño y Frenk recuerdan los grupos de trabajo del Banco Mundial 
donde se inició la sistematización del “nuevo enfoque” que culminaría en la 
publicación amparada por el BID. Londoño ya había sido Ministro de Salud en 
Colombia en 1990 y Frenk en el 2000 será Ministro de Salud de México. En los 
noventa se generaron unas traslaciones de intelectuales de prestigiosas 
universidades y formación neoclásica, anglosajonas las más de las veces, y de 
consultores y funcionarios de organismos internacionales, hacia puestos de comando 
nacionales de las reformas sectoriales (Dezalay y Garth, 2002)842. Tampoco la 
“nacionalización de las reformas” trajo consigo un retiro o un protagonismo 
menguado de los organismos internacionales. Los créditos internacionales directos 
de las agencias internacionales y los avales otorgados que condicionan el acceso al 
mercado crediticio internacional fueron supeditados a la adopción de las 
orientaciones de la ortodoxia.  Además, hay que reconocer el liderazgo técnico 
ideológico y la “puerta giratoria” entre los organismos internacionales y los cargos 
                                        
841. De la Mara Isabel, Infante Alberto, López-Acuña Daniel, “Reforma De Los Sistemas De Salud En 
America Latina Y El Caribe: Situación Y Tendencias,” Revista Panam Salud Pública/Pan Am J Public 
Health 8, no. 1/2 (2000): 13 - 20. 
842.  Dezalay Yves, Garth Bryant G.  (2002), La Internacionalización De Las Luchas Por El Poder, 
ed.Rodríguez, César A., (Bogotá, Colombia: ILSA / Universidad Nacional de Colombia).  
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públicos nacionales como vías muy transitadas en la implementación de las 
recomendaciones.  
 
Empero, no les falta razón a los articulistas cuando advierten que reside en el núcleo 
de la nueva estrategia la “nacionalización” de las reformas, en dos sentidos. Por una 
parte, mediante un esquema de organización complejo que le da cabida a muchas 
instituciones públicas de diferente nivel de gobierno dentro de los sistemas de salud; 
además de insertar al sector privado de arriba abajo del sistema. Por otra parte, 
mediante la persuasión a actores sociales y políticos sobre la conveniencia de la 
eficiencia del mercado regulado para el logro de la universalidad de las coberturas de 
salud y una mayor eficiencia por la vía de la competencia, igualmente regulada. 
Todos tendrían cabida ahora, el sector privado y también el Estado, el nivel central y 
los gobiernos locales, las empresas privadas, tanto como las públicas, étnicas y las 
solidarias. Los buenos negocios y la universalización de las coberturas no rivalizarán 
con los subsidios a la demanda y la focalización. El giro neoinstitucional y abrasador 
de la diversidad institucional no abandonó la primacía del racionalismo neoclásico. 
Por el contario, el giro de la tuerca hacia el Estado se construye con base en el 
mismo eje central del ajuste estructural: el individualismo, la privatización y la 
competencia. 
 
Las primeras líneas del trabajo de Londoño y Frenk (1997) sitúan el tamaño de la 
dificultad a enfrentar: con el correr de la década las inequidades se han 
incrementado, tanto por características propias de sociedades atrasadas como por 
los nuevos problemas de las modernas. Las reformas no han aportado las soluciones 
esperadas y las demandas ciudadanas crecen jalonadas por la consideración de la 
salud como un derecho básico de ciudadanía. La premura entonces es política. 
¿Cual es la causa de los problemas? (Londoño, Frenk, 1997)843. 
 
Las causas de esta yuxtaposición de retos en los sistemas de salud en 
                                        
843. Londoño Juan-Luis, Frenk Julio J., (1997), ’Pluralismo Estructurado: Hacia Un Modelo Innovador 
Para La Reforma De Los Sistemas De Salud En América Latina’, Documento de trabajo 353 32. 
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América Latina son diversas. Sus raíces pueden localizarse en los procesos 
históricos particulares por los que las fuerzas económicas, políticas y 
culturales han dado forma a las instituciones actuales. (p. 7). 
 
Instituciones, historia, fuerzas económicas, políticas y culturales: he aquí las mismas 
respuestas que la ortodoxia esgrimió para explicar el bajo crecimiento económico y el 
desastre social consecutivo a las políticas macroeconómicas del ajuste estructural. El 
problema no estaría en las teorías, sino en las características de cada sociedad 
intervenida. Por lo tanto se promete abandonar el modelo único a implementar, en 
cambio se defienden principios únicos que deben ajustarse a las historias, ritmos, 
condiciones y oportunidades locales. ¿Y, cuáles son esos principios del pluralismo 
estructurado según Londoño y Frenk? (1997). 
 
Esta reforma ha propuesto que las organizaciones públicas dejen de ser 
productoras de bienes y servicios. En lugar de ello, los gobiernos deben 
canalizar su energía al cuidado del interés público proponiendo direcciones 
estratégicas, proporcionando una seguridad integral, movilizando recursos, 
estableciendo normas, catalizando la actividad privada, confiriendo 
transparencia a los mercados, protegiendo al consumidor, evaluando 
desempeños y asegurando justicia.” (…) “Al traducirla al ámbito específico de 
la atención a la salud, la reforma del estado significa que los ministerios de 
salud deberían apartarse gradualmente de la prestación directa de servicios 
para encargarse de la modulación estratégica del sistema. (pp. 17, 18).  
 
La respuesta es entonces el Estado amigable con el mercado. El Estado  promueve 
el “pluralismo” de actores institucionales y niveles que intervienen en el sistema y, 
cual director de orquesta, “estructura” el conjunto de procedimientos que se llevan a 
cabo, a distancia prudente, sin el autoritarismo de los sistemas estatales únicos, ni la 
anarquía de los sistemas privados sin control. La medianía en la que se quiere situar 
el Estado requerirá de seguimiento y modulación flexible y adaptable. En la 
estrategia renovada entran en decadencia los modelos únicos y la imposición de 
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regulaciones rígidas. A cambio emergerá con fuerza, en el lenguaje de las agencias 
internacionales y en los pasillos ministeriales, el término de los “incentivos” que 
estimulan cambios en los comportamientos institucionales y transforman las 
expectativas de los agentes del sistema.  
 
La justificación explícita de la competencia regulada será permitir el reino del 
consumidor, el que opta libremente entre oferentes de seguros y prestadores, 
haciendo pleno ejercicio de su libertad y mando soberano en el mercado:  
 
Con frecuencia, el dilema real no radica en el hecho de que los servicios sean 
públicos o privados, sino en quién tenga la soberanía, el proveedor, el 
asegurador o el consumidor. (p. 16).  
 
Pero no toda la población tiene los recursos para ejercer su libertad, es decir, se 
encuentran en la imposibilidad de pagar mediante sus cotizaciones e ingresos el 
seguro de salud. Esta es la razón por la que el pluralismo estructurado justifica varias 
puertas de entrada al sistema, una para los pudientes y otra para los pobres. En el 
primer caso, reina la libre competencia entre oferentes que crea las condiciones de 
posibilidad de la libertad de elegir. En el segundo, el Estado benevolente apoya 
mediante subsidios a los desvalidos de ingresos de tal manera que la libertad 
asistida vuelve posible, aun para los pobres, la libertad de elección entre agencias 
aseguradoras.  
 
La salud y los gobiernos locales 
 
El profesor Ugalde y la profesora Homedes de la Universidad de Texas plantean las 
siguiente paradoja (2002)844. 
 
También es importante recordar que en el sector salud hubo una época no 
                                        
844. Homedes Nuria, Ugalde Antonio, “Descentralización Del Sector Salud En América Latina,” 
Gaceta Sanitaria Volumen 16, número 1 (2002): 18 - 29.  
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muy lejana en la cual en los establecimientos de salud, por ejemplo en los 
hospitales, existía una autonomía administrativa. Por razones similares a las 
que se mencionan hoy para justificar la descentralización se decidió entonces 
centralizarlos. (p. 19).  
 
Se refieren a la década del sesenta y setenta del siglo pasado. Entonces la 
descentralización era vista como un obstáculo para la ampliación de coberturas de 
poblaciones y la extensión de servicios. La baja eficiencia de los gobiernos locales y 
de la administración de los hospitales, por una parte y por otra, la incapacidad de 
estandarizar criterios de productividad y calidad técnica recomendaba centralizar la 
administración y concentrar los recursos y la autoridad rectora en los ministerios de 
salud. El neoliberalismo acudirá a los mismos pretextos: extensión, cobertura, calidad 
y eficiencia para desmontar la centralización y volver a descentralizar. Esta paradoja 
debe al menos llevarnos a dudar sobre los argumentos técnicos y benévolos 
utilizados por los reformadores como explicación de las causas de las reformas. 
Desgraciadamente son muchas las instituciones y los investigadores que asumen los 
discursos explícitas de los reformadores como las causas estructurales de las 
reformas. Entre una gran cantidad similar de citas hemos escogido una de la 
Organización Panamericana de la Salud –OPS- (Rivas-Loria, Infante, Murillo y 
Pedroza, 2002)845.  
  
Las razones aducidas para la reforma del sector no varían mucho entre los 
países. Entre ellas destacan: aumentar la cobertura de servicios, mejorar la 
calidad de la atención, mejorar la equidad, incrementar la eficiencia y la 
eficacia de los servicios y posibilitar mayor participación comunitaria. (p. 4). [La 
negrilla en el texto original se representa en letra plana].  
 
La fuerza que conduce la descentralización de los sistemas de salud no es la 
búsqueda de la eficiencia ni el aumento de las coberturas, puesto que la 
                                        
845. Infante A., Rivas-Loria P., Murillo R., Pedroza J., “Análisis De Las Reformas Del Sector Salud En 
Los Países De La Región Andina. Análisis Comparativo En Rss,” LACHSR/LACRSS (2002): 35.  
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centralización buscaba lo mismo. Los tres objetivos por los que el Banco proponer 
acudir a la descentralización están inscritos en cada una de las iniciativas de las 
reformas agenciadas desde los setenta en países pioneros y en los ochenta y 
noventa en el resto de la región: a- el desmonte del Estado interventor, b- el 
debilitamiento de los trabajadores de la salud y el abatimiento de sus costos y c- el 
traspaso de recursos, instituciones, mercados y poder a las empresas privadas 
mediante la generalización de la intermediación financiera y la lógica del 
aseguramiento privado. 
 
Por lo tanto a la pregunta sobre la relación entre las reformas neoliberales a la salud 
y los gobiernos locales, la respuesta no puede ser ni un interés técnico, ni una 
incidencia marginal, o un complemento de una estrategia que tendría unos dominios 
principales en otro lado. Durante tres décadas, tanto para la ortodoxia como para los 
políticos neoliberales, la descentralización fue parte central de la trama institucional 
de un Estado amigable con el mercado. El gobierno local es el lugar en donde se 
prestan los servicios llamados esenciales, se focalizan a los pobres y se aseguran 
mercados para el sector privado. El gobierno local asumiría funciones y recursos que 
el gran Estado desprende, estrechando el campo a los buscadores de renta. No se 
trata de mutar el gran Estado interventor en cientos de pequeños, sino de amputarle 
los medios de intervención diferentes al de ser garante de la “libre competencia” 
entre agentes del sistema. A estos objetivos, nada despreciables, la investigadora 
chilena Carolina Tetelboin (2003)846 le suma una reiterada intención que adelantó la 
dictadura de Pinochet desde sus albores.  
 
Desde el punto de vista económico, descentralizar significó en los hechos que 
la región debía alcanzar una importante participación en la contribución 
financiera para la operación de los servicios de salud. Sin embargo, esta 
relación entre financiamiento y descentralización que buscaba superar la 
visión según la cual el Estado es el principal responsable de resolver los 
                                        
846. Tetelboin, La Transformación Neoliberal Del Sistema De Salud. Chile: 1973 - 1990. Reformas De 
Primera Generación.  
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problemas de salud y menos aún de financiarlos, no puede entenderse al 
margen de la intención política de desarticular al SNS [Sistema Nacional de 
Salud], en tanto representación de una manera de encarar el quehacer del 
Estado en salud y a la vez de romper la base institucional de la organización 
gremial del conjunto de los trabajadores. (pp. 164, 165). 
 
¿Para qué se abandonan los sistemas nacionales de salud a cargo del Estado, se 
pulverizan los sindicatos, se descentraliza la administración y se trata a las personas 
en tanto individuos autónomos? La mitología neoliberal afirma que es para que los 
ciudadanos ejerzan su libertad de elegir y se agremien en comunidades 
autogestionarias incidentes en los bienes y servicios por ellos libremente 
demandados, es decir, pagados. El pensamiento crítico afirma que es para garantizar 
el sometimiento de los individuos atomizados a los intermediarios financieros y para 
masificar el lucro privado con los bienes y recursos públicos. 
  
6.4  Educación: desde las entrañas del pensamiento mitológico 
 
El austríaco y premio Nobel de economía en 1974 Friedrich Von Hayek, acérrimo 
contradictor de Keynes y fundador de la Sociedad de Mont Pelerin en 1947, es 
reconocido como el padre contemporáneo del liberalismo, más popularmente 
llamado neoliberalismo. Un hombre culto que divide la historia de la humanidad entre 
las sociedades que privilegian al individuo y la propiedad privada como inicio de la 
civilización, sostén de la libertad y explicación de la prosperidad, de aquellas que, 
añorando el pasado tribal, proclaman el colectivismo y caen invariablemente en el 
autoritarismo, la negación de la libertad y la ruina social (Hayek, 2002)847. Para 
Hayek todas las personas debieran tener educación porque sin ella no son ni libres ni 
productivas. Esta necesidad universal no reclama la presencia del Estado, por el 
contrario, la educación siempre trata de valores y no es deseable que el Estado, a 
través de un grupo de funcionarios, determine las creencias de las personas. En 
                                        
847. Hayek, Friedrich August Von (2002), Camino De Servidumbre, (1ª edn., Madrid: Alianza 
Editorial) 304.  
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ningún caso a los individuos se les puede amputar la libertad de optar por su escuela 
y su formación. ¿Pero que hacer con los pobres que no tienen los ingresos, quizás 
tampoco la convicción sobre las ventajas de elevar sus conocimientos a través de la 
educación? Esta vez será, el también profesor en la Universidad de Chicago, Milton 
Friedman, que encontrará una genial respuesta, aquella que facilita apoyar a los 
pobres en educación sin que ello implique desarrollar un gran aparato estatal, ni 
siquiera permitir que el Estado y la burocracia o los sindicatos de maestros se 
inmiscuyan en la oferta educativa. La solución, los vauchers, es decir unos bonos 
que cada pobre recibe para financiar su educación, de tal manera que pueda escoger 
libremente a su proveedor; lo cual incentiva la libre competencia entre escuelas.  La 
libertad asistida es de todas maneras libertad individual garantizada incluso para las 
personas más ignorantes y desprovistas de propiedad y fuerza; siempre y cuando 
sea asumida con responsabilidad. Es decir que el receptor del subsidio debe retribuir 
de alguna manera lo recibido. De lo contrario, se alimenta la cultura del asistido, de 
los que creen tener derechos sin merecimientos, en este caso, no diferentes a su 
situación de pobreza. También se abre la puerta para la construcción de un gran 
aparato estatal con facultad de administrar y defender los derechos colectivos. En 
palabras del matrimonio de los Friedman (1984)848.  
 
Es bastante deseable que todos los jóvenes, independientemente de la 
riqueza, de la religión o del color, o, también, del nivel social de sus propias 
familias, tengan la oportunidad de recibir tanta instrucción cuanto puedan 
asimilar, siempre que estén dispuestos a pagar por ella, sea en el presente, 
sea a costa de rendimientos superiores que percibirán en el futuro, gracias a la 
instrucción recibida.  
 
¿Pero, por qué la defensa de la libertad de escogencia lleva a privilegiar al mercado 
sobre el Estado? Porque mientras el Estado tiende a estandarizar, regular y 
controlar, solo la libre competencia y la libre elección garantizan ofrecer los valores 
que cada cual prefiera. Y, por qué la defensa de la libertad lleva a tratar la educación 
                                        
848. Friedman Miltón y Rose, La Tiranía Del Statu Quo (Barcelona: Editorial Ariel, 1984).  
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como una mercancía? Porque ella lo es, así sea de característica especial. La 
calidad y cantidad de la instrucción beneficia a quien la recibe y aumenta el bienestar 
social. El neoliberalismo acudirá al concepto de “capital humano” para considerar 
asuntos como la salud y la educación. Se trata de bienes especiales, cuasi 
mercancías, que son determinantes en la productividad de las personas, en las 
posibilidades de generar ingresos, en las capacidades de consumo de las economías 
y, por lo tanto, en la competividad y crecimiento de las naciones. Dichos bienes 
deben entonces entrar de manera clara dentro de la órbita de los cálculos de costo-
beneficio / insumos-productos / inversión en capital-tasas de retorno. Las familias y 
los Estados invierten recursos en la unidad de formación educativa en la que se 
realizan procesos de transformación mediante la instrucción; al final sale un 
producto, el graduado, con un valor agregado suplementario respecto al que entró. 
¿Y cual es la educación que mayor tasa de retorno privada y social genera?, la 
respuesta será la educación primaria para los pobres. Es decir que respecto del 
esfuerzo que hacen los pobres, -y la sociedad para apoyarles su instrucción básica-, 
la mejoría en sus ingresos relativos y el impacto sobre el producto interno bruto será 
mayor (Psacharopoulos, 1985)849. En cambio, el segundo ciclo escolar, la educación 
técnica, profesional y del tercer ciclo tienen menores tasas de retorno. En otras 
palabras, respecto de los costos de producción no generan tanta retribución en el 
crecimiento de los países; aunque, claro está, sí crea muy buenas oportunidades 
para aumentar los ingresos del educado. El griego Psacharopoulos estuvo muy 
activo dentro del Banco Mundial en la década del ochenta en el desarrollo de una 
argumentación según la cual en América Latina (10 países) la rentabilidad social 
media de la educación primaria era del 26%, de la secundaria del 18% y de la 
superior del 16%. Paralelamente, la rentabilidad privada era del 32%, del 23% y del 
23%, respectivamente. (Psacharopoulos, 1985). Por consiguiente en aras a la justicia 
social los Estados debieran consagrar sus esfuerzos a financiar la universalización 
de la educación primaria. Sólo una vez esta fuera satisfecha podría justificarse un 
esfuerzo similar para universalizar el segundo ciclo y así hasta el técnico, profesional 
                                        
849. Psacharopoulos, George “Returns to Education: A Further International Update and Implications,” 
The Journal of Human Resources Vol. 20, No. 4 (1985): 583 - 604.  
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y superior. La experta de la UNESCO Rosa María Torres (2000)850 se queja de las 
consecuencias de esta lógica en los siguientes términos.  
 
El Banco Mundial, en la actualidad el mayor financista y asesor externo en el 
campo de la educación en los países en desarrollo, recomendaba a los 
gobiernos una estrategia gradual: sólo aquellos países que han logrado 
resolver la oferta de educación básica (léase: enseñanza primaria) debían 
moverse al nivel siguiente, y sólo una vez resuelto éste debía atenderse la 
enseñanza universitaria. Expresamente, por otra parte, en el marco de la EpT 
[Educación para Todos], recomendó a los gobiernos reducir la inversión 
asignada a la educación universitaria y transferir esos recursos a la educación 
básica. La falta de atención y de recursos ha agudizado la crisis de la 
educación superior (Altbach y McGill, 1999). La educación secundaria, 
relegada durante la primera mitad de la década de los 90, se perfila como la 
prioridad de la próxima década, la primera del nuevo siglo. (p. 28).  
 
Curiosa lógica a la que se le escapa concebir la educación como un sistema que 
atraviesa todo el ciclo de vida de una persona y todo el sistema productivo de un 
país, para entenderla en tanto compartimentos y escalas. Menos entendible es 
considerar que a escalas de desarrollo corresponderían ciclos del sistema educativo. 
Esto es tanto como inventarse primero los tornillos, después las tuercas, más 
adelante las arandelas y solo entonces la llave inglesa. ¿Qué país se ha desarrollado 
primero construyendo toda su malla vial, para después desarrollar la navegación 
acuática y solo después emprender la industria ferroviaria y al fin la industria aérea? 
Las sociedades necesitan desarrollar al tiempo, así no sean capaces de hacer cada 
parte plenamente, todos los medios de comunicación, tanto como todos los ciclos 
educativos.  
 
La ortodoxia neoliberal consideró, desde la década del setenta, que en la medida en 
                                        
850. Torres, Rosa María (2000), Una década de Educación para Todos: La tarea pendiente, (Laboratorio 
Educativo edn., Caracas: UNESCO - Instituto Internacional de Planeamiento de la Educación) 61.  
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que las tasas de retorno de los ciclos superiores de la educación son de mayor 
beneficio privado que social el Estado no debiera subsidiar a las ya privilegiadas 
elites locales. Las familias, a través de las matrículas, debían financiar su propia 
educación de la que obtendrían importantes beneficios económicos. Además del 
argumento de justicia la ortodoxia consideró ineficiente los niveles de financiación 
privada y pública a la educación superior porque la mayoría de los profesionales no 
se empleaban en trabajos conformes a su formación. El tercer mundo estaría 
entonces dilapidando gigantescos recursos en un sistema elitista que no impacta los 
mercados en correspondencia a las inversiones realizadas. Existen demasiados 
profesionales y demasiada calidad desperdiciada. La propuesta: formar menos 
profesionales y más cuasiprofesionales, más baratos y con una calificación acorde 
con las necesidades desvalorizadas del mercado. En la serie de documentos en 
donde el BID traza sus estrategias en educación se encuentran la sentencia lapidara 
que recoge el pensamiento y la acción de la ortodoxia en la década del noventa (De 
Moura y Levy, 1997)851.  
 
El término “cuasiprofesional” describe un superávit, un exceso de oferta 
producido por las escuelas profesionales. (p. 19). 
 
Libertad individual de escoger, competencia entre oferentes y responsabilidad 
individual ante los costos de los bienes usufructuados, tal es el núcleo ideológico 
central de las reformas a la educación. Con la introducción del concepto de capital 
humano se tratará a la educación como una mercancía respecto de la cual las 
personas deben pagar su precio real no subsidiado, con excepción de los pobres, y 
el sector privado entrar a reemplazar al Estado en el desarrollo del mercado de los 
bienes educativos. Carlos Alberto Torres (2001)852 explica como la teoría del capital 
                                        
851. De Moura Claudio, Levy Daniel C., (1997), La Educación Superior En América Latina Y El 
Caribe, (Documento de estrategia, EDU-101  Washington, D.C: Banco Interamericano de Desarrollo - 
BID) 49. 
852. Torres, Carlos A. (2001), ’Grandezas Y Miserias De La Educación Latinoamericana Del Siglo 
Veinte’, in Carlos Alberto Torres, compilador (ed.), Paulo Freire y la agenda de la educación 
latinoamericana en el siglo XXI 
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humano y las tasas de retorno guían las reformas neoliberales de la educación en 
América Latina. En sus palabras: 
 
La teoría del capital humano considera que el gasto en educación de un 
individuo consiste en dos componentes, uno de consumo y otro de inversión 
[…]. En última instancia, todo se basa en una teoría de la elección (racional 
choice) y la maximización de las utilidades bajo ciertas restricciones. De aquí 
surge entonces el poderoso concepto de las tasas de retorno a la inversión en 
la educación, que desde que se diseminaron en los ambientes burocráticos-
educativos de América Latina han constituido una referencia ineludible en las 
tomas de decisiones educativas. (p. 33). 
 
Tabla 14. Evolución de matriculados en la de educación superior en el sector 
privado 1970 / 2000 
    




















Colombia 50%-40% 65%- 50% 65%- 50% 65%- 50% 







30% 65%- 50% 65%- 50% 
Fuente: 1) 1960-1995: IESALC/UNESCO, estudio regional (García Guadilla, 2000); Cuadro elaborado con la 
colaboración de Germán Felipe Quevedo, Investigador Junior del Centro de Investigaciones para el Desarrollo 
CID de la Universidad Nacional de Colombia. 
 
Las propuestas de reformas educativas de primera generación contendrán entonces 
todos los ingredientes del ajuste estructural: Un retiro paulatino del Estado en la 
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financiación de la educación pública, en particular una desfinanciación de la 
educación superior, una reducción de los costos de la educación, mediante el 
sacrificio de los salarios de los maestros, el  aplazamiento de inversiones en 
infraestructura y en la mejoría de la calidad. A cambio, una focalización de recursos 
hacia la educación básica y dentro de ellas hacia los pobres.  
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Tabla 15. Gasto público en educación superior como porcentaje del Producto 
Nacional Bruto por quinquenio según país 
Terciaria 
País 1980 1985 1990 1993 
México 0,68 0,48 0,42 0,57 
Brasil 0,68 0,67 0,42 n.d 
Argentina 0,52 0,45 0,49 0,60 
Colombia 0,43 0,64 0,58 0,59 
Bolivia          
Chile 1,45 0,89 0,56 0,56 
Fuente: UNESCO, anuarios estadísticos 1980, 1985, 1990, 1993. Cuadro elaborado por Germán Felipe 
Quevedo, Investigador Junior del Centro de Investigaciones para el Desarrollo CID de la Universidad Nacional de 
Colombia 
Tabla 16. Distribución porcentual del gasto público corriente en educación   
(Por nivel superior y primario) 
  Primaria Terciaria 
  1981-1985 1986-1990 1991-1995 1981-1985 1986-1990 1991-1995 
Mexico 30,40 27,10 35,47 18,19 19,21 16,64 
Brasil 45,54 51,77 48,39 19,96 23,52 26,19 
Argentina 31,49 4,44 50,52 22,17 42,96 17,38 
Colombia 44,02 38,11 36,73 22,40 19,79 19,10 
Bolivia 68,79 67,20 41,51 3,41 13,44 29,84 
Chile 52,16 51,60 51,62 26,03 21,32 20,64 
Fuente: UNESCO, Institute for Statistics. Cuadro elaborado con la colaboración de Diego Alberto Acero, 
Estadístico Universidad Nacional de Colombia.  
 
Tabla 17. Cambios en los salarios reales de los maestros del sector público, 
década de 1980 y 1990,  (índice: 1980=100) 
Primaria 
País 1980 1985 1990 
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México 100 58 40 
Brasil       
Argentina 100 95 45 
Colombia 100 102 102 
Bolivia  100 23 73 
Chile 100 105 120 
Fuentes: UNESCO, Anuario estadístico, diversos años. Cuadro elaborado con la colaboración de Germán Felipe 
Quevedo, Investigador Junior del Centro de Investigaciones para el Desarrollo CID de la Universidad Nacional de 
Colombia. 
Por otra parte, una presión grande hacia la privatización de los costos de la 
educación mediante el alza de las matrículas y de los servicios internos a los 
planteles. Un llamado al sector privado para que reemplace el liderazgo estatal de 
varias maneras, mediante el desarrollo de escuelas, centros técnicos, universidades 
y centros de investigación de tercer ciclo. También, el sector privado está invitado a 
extender un gran mercado de crédito educativo a las familias. De esta manera se 
cierra un curioso círculo de solidaridad social: se retiran recursos a las clases medias 
y los trabajadores para desplazarlos hacia los pobres, mientras que se abren nuevos 
mercados y rentas crediticias para las clases altas.  
 
Tabla 18. Número de instituciones de educación superior  (1995, 2000) 
Total Instituciones (universidades y 
otras IES) Universidades 


















México 670 37 1481 65,9 88 
             
55,7 
        
377 
           
81,2 
Brasil 851 74,3 1180 85,1 127 46,4 156 54,5 
Argentin
a 1753 43,3 1851 56,3 79 53,2 77 57,7 




a 258 69,4 311 67,5 147 65,3 101 56,4 
Bolivia  81 32,1 735 91,7 35 68,6 49 73,5 
Chile 270 90,7 222 88,7 70 64,3 62 59,7 
Fuente: ESALC/UNESCO, estudio regional Estudios Regionales. Centroamérica. CSUCA; Cuadro elaborado con 
la colaboración de Germán Felipe Quevedo, Investigador Junior del Centro de Investigaciones para el Desarrollo 
CID de la Universidad Nacional de Colombia. IES= Instituciones de Educación Superior 
 
En cuanto a las universidades públicas, estas debieran comportarse como empresas 
competitivas que tiendan y logren la autofinanciación e incluso altas tasas de 
rentabilidad. Los menguados giros del presupuesto nacional o regional debieran 
trocarse por un alza en las matrículas, la venta de servicios a socios externos, los 
contratos por desempeños y metas a alcanzar con el Estado. Además, las 
universidades debieran abrirse a la inversión empresarial con el fin de financiar 
carreras, investigaciones, ciencia y tecnología, como competir abiertamente en el 
mercado de las consultorías con el sector privado y estatal. En términos generales, 
para la ortodoxia la estrategia substituta a los ineficientes subsidios estatales debe 
ser el mercado. Hacia este deben volcarse las universidades para vender y 
desarrollar servicios, así como hacia la sociedad en general para obtener mayor 
utilidad financiera de las grandes, costosas y ociosas infraestructuras de la 
educación superior. En últimas, no habría discriminación selectiva del presupuesto 
nacional a favor de las universidades del Estado porque eso viola la libre 
competencia con las universidades privadas, lo cual es una vía certera a la 
ineficiencia, la poca innovación y la cultura gremialista. Todas las universidades, 
independientemente de su naturaleza jurídica, podrían concursar por fondos de 
desarrollo de infraestructura e investigaciones, así como por atraer a los estudiantes 
que están en el mercado de las becas, de los subsidios condicionados y de los 
créditos reembolsables. 
 
El otro componente central de las reformas es la descentralización como estrategia 
para el traspaso de centros educativos, planta de personal y la administración hacia 
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los gobiernos regionales y locales. Acercar la universidad a la región y el colegio al 
municipio y al barrio hace parte de una estrategia que busca el autofinanciamiento de 
la educación por los beneficiarios inmediatos, así como el ajuste de los programas 
académicos a las realidades territoriales y a las necesidades de los mercados 
específicos.  
 
No les falta razón a aquellos que se quejan de estas políticas sectoriales de 
educación porque no tendrían en consideración la tradición de debates, escuelas y 
posturas pedagógicas, científicas e ideológicas que animan a los planteles y diversos 
movimientos educativos. Las reformas no serían propiamente educativas, sino la 
expresión de los preceptos económicos del ajuste estructural en la educación. En 
palabras del economista argentino José Luis Coraggio (1998)853.  
  
Es fundamental, al examinar las políticas educativas, comprender que una 
parte sustancial de las propuestas específicas no es el resultado de una 
reflexión sobre la educación, sino la expresión en la educación de la nueva 
política económica. Los salarios de los docentes no están devaluados porque 
se llegó a la conclusión de que pagándoles menos ellos van a educar mejor a 
sus alumnos, sino porque el sindicato docente es visto como representante del 
principal rubro del presupuesto de educación, y elevar sus salarios tendría un 
impacto económico negativo para el proyecto de ajuste presupuestario. Lo 
mismo pasa con la forma en que se plantea la descentralización y la 
desburocratización, el aumento del número de alumnos por clase, la ventaja 
de invertir en textos en lugar de invertir en capacitación inicial de los docentes. 
Todas eses medidas, presentadas como política sectorial educativa, tienen un 
trasfondo de política económica. (pp. 51, 52). 
 
                                        
853. Coraggio, José Luis (1998), ’Investigación Educativa Y Decisión Política. El Caso Del Banco 
Mundial En América Latina’, Perfiles Educativos, Tercera Época, Volumen XX, Números 79-80 43 - 
57.  
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Sin embargo, la reforma sí tiene una apuesta curricular y pedagógica, aquella que 
desprecia la acumulación de contenidos especializados y prefiere la formación en 
destrezas, critica la profesionalización y los programas curriculares disciplinarios y 
saluda la formación básica en primaria y la combinación de asignaturas por créditos 
en la educación superior. La justificación de este cambio estaría en la velocidad a la 
que se desencadenan los conocimientos, lo cual requiere de una formación capaz de 
adaptarse a las novedades en vez de acumular saberes. Las nuevas tecnologías de 
la información permitirían además la comunicación de saberes y el acceso a 
informaciones dispersas por doquier, por lo que lo esencial no es ya concentrar 
conocimiento en pequeñas elites sino formar en destrezas básicas para manejar 
datos necesarios que permitan resolver problemas específicos y cambiantes. No hay 
duda de la relación entre las transformaciones tecnológicas, los procesos de 
globalización y los nuevos paradigmas sobre los conocimientos útiles y la formación 
de los saberes. Se quiere llamar la atención que frente al cambio de los paradigmas 
sobre el conocimiento el Banco Mundial apueste por una formación básica de nivel 
de primaria, mientras critica la formación especializada, profesional y de tercer ciclo. 
En esta apuesta hay un diálogo con las tendencias del mercado laboral y la división 
internacional del trabajo, en la que el tercer mundo emprende un camino de 
reprimarización de sus economías y ahonda la dependencia científica y tecnológica 
producida en las redes empresariales globales, cada vez más conectadas por 
multinacionales privadas. El énfasis en los contenidos básicos de primaria, la crítica 
al exceso de formación de los docentes que pudieran evolucionar hacia instructores 
de manuales y procedimientos, tiene relación con la formación de un mercado laboral 
descalificado, flexible, adaptable y barato. La estrategia del Banco Mundial de la 
década del ochenta y del noventa no se explica solo por el recorte de los 
presupuestos estatales sino por la necesidad de formación de una fuerza de trabajo 
lábil, descalificada, barata y dependiente. 
 
A pesar de no ser una agencia multilateral especializada en el tema de la educación, 
el Banco Mundial seguido por el BID liderará ideológicamente las reformas, 
desplazando en dicho protagonismo a las agencias especiales, tales como la 
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Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura 
(UNESCO), el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF) y el 
Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) (Moreno-Brid, Ruiz-
Nápoles, 2009)854. Para ello aumentará el volumen de préstamos y tendrá un 
protagonismo central en la negociación de créditos educativos durante la década del 
ochenta y el noventa. Sin embargo, la fuerza del Banco no proviene tanto del 
condicionamiento específico de los créditos educativos, puesto que estos fueron 
insignificantes respecto del total invertido por los países en el sector.  
 
La capacidad de determinar el rumbo de los cambios provino del debilitamiento de 
los Estados nacionales, del sometimiento al ajuste macroeconómico que abrió la 
puerta a la reforma del Estado y del embrujo ideológico de las elites empresariales, 
tecnocráticas y políticas con la doctrina neoliberal. Después de todo las teorías 
científicas en boga justificaban la contracción de los salarios, el aumento de las 
utilidades como condición del crecimiento, la quiebra de las resistencias sindicales, la 
apertura del mercado de la educación y de los seguros educativos, así como la 
formación de una fuerza de trabajo dócil, adaptable, flexible y barata para 
incrementar la competitividad en el mercado. Ya en el segundo quinquenio de la 
década del noventa muchos se congraciarán por el retorno de las agencias 
especializadas en educación, las cuales entablaron una mayor coordinación con el 
Banco Mundial. El saludo a la “nueva convergencia” no fue más que el sometimiento 
de casi toda la tecnocracia internacional especializada a los preceptos neoliberales. 
Claro que llegarán para enriquecer la mirada y las acciones bajo el manto del 
revisionismo neo institucional.  
 
El imperativo  económico de las reformas educacionales fortalecerá la primacía de 
                                        
854. Moreno-Brid Juan C.,  Ruiz-Nápoles Pablo,  (2009), ’La Educación Superior Y El Desarrollo 
Económico En América Latina’, Estudios y Perspectivas, No. 106 46.. Otras agencias, como UNICEF 
y el PNUD parten del concepto de “Desarrollo humano” y no de “Capital social”, en una perspectiva 
más humanista e integral de política social y satisfacción de necesidades básicas. A pasar de las 
diferencias la hegemonía la tuvo el BM. En América Latina la CEPAL tampoco se resignó con la 
educación básica ni con las necesidades básicas resueltas integralmente, sino que insistió en la 
capacidad de producir investigación en ciencia y tecnología para insertarse y competir en la 
globalización.  
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los Ministerios de Hacienda en cada país, los que desplazan y someten a los 
ministerios sectoriales en la conducción de las reformas nacionales: salud, 
educación, servicios públicos, medio ambiente... El resultado será una tendencia a la 
uniformidad normativa, institucional, ideológica y estratégica de las reformas 
conducidas por los economistas neoliberales de fuera y de dentro de los países. En 
palabras del investigador mexicano de la UNAM y doctor en educación comparada 
Armando Alcántara (2006)855.  
 
Lo que más sorprende, sin embargo, no es sólo su alcance sino la similitud de 
las transformaciones, a pesar de las condiciones históricas específicas. En un 
número muy considerable de países se puede observar que los planes 
gubernamentales, las reformas constitucionales, las actas legislativas, las 
regulaciones y las recomendaciones están impulsando el acercamiento de las 
universidades a las demandas del Estado y del mercado. (p. 13).  
 
La otra consecuencia de esta etapa temprana del ajuste en educación es la negación 
del protagonismo a los agentes naturales del sistema como son las universidades, 
las organizaciones de estudiantes y maestros y los representantes políticos 
interesados en la defensa de la educación y el patrimonio público. En palabras de la 
pedagoga argentina Adriana Puiggrós (1996)856.  
 
Llama la atención la vinculación directa que han establecido organismos 
destinados a actividades financieras, como el FMI y el BM, con los programas 
educacionales de América Latina, trayendo como consecuencia la intervención 
directa de los ministerios de economía en el área pedagógica estatal y 
privada. Sus imposiciones económicas determinan desde los salarios 
docentes hasta cambios de estructura de los sistemas y reformas de 
contenidos. Algunos sectores como los sindicatos docentes, las 
                                        
855. Alcántara,  Armando “Tendencias Mundiales En La Educación Superior: El Papel De Los 
Organismos Multilaterales,” Revista Inter-Açâo Volumen 30, número 1 (2006): 11- 33.  
856. Puiggrós, Adriana “Educación Neoliberal Y Quiebre Educativo,” Nueva Sociedad. Democracia y 
política en América Latina Número 146 (1996): 90 - 101. 
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organizaciones de padres y alumnos y partidos políticos reclamaron el lugar 
que les correspondía, pero la nueva conducción de la educación 
latinoamericana estaba ya definida; los sujetos determinantes de la política 
académica y curricular eran directamente las fuerzas económicas, que en la 
mayoría de los países sólo sumaron del espectro social a la palabra de los 
representantes conservadores de la Iglesia Católica. (p. 95). 
 
El discurso único quiso volverse modelo único, la democracia representativa y 
corporativa fue puesta de lado por la tecnocracia económica, y los actores sociales y 
políticos nacionales pretendieron ser substituidos por una curiosa alianza entre los 
banqueros, que hacen negocio con el tema del desarrollo, y los desvalidos de cada 
sociedad.  
 
De la educación para todos, a la educación básica, a la educación primaria, a la 
educación para los pobres, a la educación mínima, a… 
 
En el año de 1990, en Jomtien Tailandia, tuvo lugar una conferencia mundial sobre 
educación bajo el lema que era su objetivo promocional: “Educación para Todos”. 
Gobiernos de 155 países, expertos, organizaciones no gubernamentales y líderes 
mundiales suscribieron el acuerdo. Las grandes agencias multilaterales (UNESCO, 
UNICEF, PNUD y el BM) apoyaron la conferencia y conformaron una Comisión Inter-
agencial y un Foro Consultivo Internacional bajo la coordinación de la UNESCO con 
funciones de seguimiento. La estrategia suponía intervenir a través de la educación 
formal así como de la informal, considerar los salones de clase tanto como los 
espacios comunitarios y las organizaciones de base, trabajar con los niños, los 
jóvenes, los adultos y la tercera edad, educar en valores y no solo en destrezas, en 
particular respetar el pluralismo étnico y cultural, educar para la democracia y la paz. 
Dignificar al maestro y cualificarlo de manera permanente, involucrar las 
comunidades en los contenidos educativos, valorar los aprendizajes comunitarios y 
promocionarlos en un mundo interconectado eran objetivos que completaban una 
estrategia humanista de educación pluralista y participativa en un mundo globalizado. 




Pero bajo el liderazgo del Banco Mundial, seguido por el BID durante la década del 
noventa, los alcances de la Educación para Todos se contrajeron. La educación para 
todos se achicó al espacio de los planteles educativos, las necesidades básicas de 
aprendizaje se convirtieron en la formación en destrezas, la educación básica se 
interpretó como los primeros años de la educación primaria, y entre los niños se 
concentró el énfasis en los pobres y, dentro de estos, en la instrucción de contenidos 
mínimos de aprendizaje, y la calidad se supuso consecuencia de la ampliación de 
coberturas, y la ampliación de la educación se interpretó como el aumento del 
número de años escolarizados y … (Torres, 2000)857.  
 
En la práctica, todos se redujo ostensiblemente a la infancia y ni siquiera a 
todos los niños y niñas sino, cada vez más, a los niños y niñas 
"desfavorecidos", "desamparados", "desasistidos", "carentes", "vulnerables", 
"en circunstancias especialmente difíciles", "en riesgo", según las distintas 
denominaciones, en sintonía con la "focalización en la pobreza", las políticas 
de "discriminación positiva" y los "programas compensatorios" que cobraron 
auge en la década de los 90 en el ámbito de las políticas sociales, y en el de 
las políticas educativas en particular.” (Texto en engrilla en el documento 
original). (p. 15).  
 
Esta dinámica revela que el Banco Mundial pudo imponer sus prioridades sobre el 
conjunto de agencias multilaterales. En efecto, la Comisión de Seguimiento no 
manifiesta complacencia con los resultados acumulados desde la suscripción de los 
acuerdos en 1990 (Torres, 2000)858. Las coberturas en educación aumentaron de 
manera muy importante. Aunque siguieran niveles de discriminación (de género, 
territorial, social y étnico), más niñas e infantes del campo entraban al primer ciclo 
                                        
857. Torres, Rosa María (2000), Una Década De Educación Para Todos: La Tarea Pendiente, 
(Laboratorio Educativo edn., Caracas: UNESCO - Instituto Internacional de Planeamiento de la 
Educación) 61. 
858. Torres, Rosa María (2000), Una Década De Educación Para Todos: La Tarea Pendiente, 
(Laboratorio Educativo edn., Caracas: UNESCO - Instituto Internacional de Planeamiento de la 
Educación) 61. 
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educativo. El énfasis en la cantidad habría sacrificado en mucho la calidad. Aumentó 
la deserción escolar, crecieron las tasas de repitencia y bajaron los resultados 
escolares; por lo que en muchos sitios se tomaron medidas para contrariar estos 
resultados, tales como dificultar la perdida del año escolar y la expulsión de las 
escuelas, así como se masificaron los subsidios condicionados a las familias a 
cambio de enviar y retener los infantes en la escuela.  
 
La prioridad de la inversión en los materiales educativos no compensó el deterioro de 
la infraestructura y el freno a la formación de los docentes, la disminución de sus 
remuneraciones y el hacinamiento de los estudiantes en los salones. La formación de 
los jóvenes perdió vigencia y durante los noventa prácticamente desapareció la lucha 
contra el analfabetismo, en particular el de una tercera edad, población poco 
productiva que no merecía una inversión con muy baja tasa de retorno. Si esto pasó 
con la educación escolar, el panorama no fue mejor en el nivel técnico, del cual se 
quiso retraer al Estado porque la responsabilidad del empleo correspondía al 
mercado. En los niveles superiores de educación se contrajeron los presupuestos 
estatales. En fin, el énfasis en la primaria descuidó la educación preescolar y los 
ciclos subsiguientes, fortaleciendo el mal endémico de la fragmentación del sistema 
educativo como proceso continuo. 
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Tabla 19. Índice de Paridad de Género en la enseñanza primaria 
 
 1980 1985 1990 1995 2000 2005 
México 0,987 0,972 0,962 0,968 0,983 0,983 
Brasil 0,958 0,963 0,992 0,943 0,942 0,941 
Argentina 0,997 1,005 0,992 0,990 0,984 0,986 
Colombia 1,031 1,033 1,149 0,992 0,996 0,980 
Bolivia 0,891 0,914 0,929 0,968 0,986 0,995 
Chile 0,969 0,964 0,980 0,978 0,976 0,955 
Fuente: CEPAL, CEPAL STAT. El índice de paridad de género (IPG) en la enseñanza primaria, es la relación 
entre el número de estudiantes mujeres matriculadas en los niveles de educación primario, por el número de 
estudiantes varones en cada nivel. Un IPG de 1 indica paridad entre los sexos, un índice que varía entre 0 y 1 
normalmente significa una disparidad en favor de los hombres, mientras que un IPG superior a 1 indica disparidad 
a favor de las mujeres. Cuadro elaborado con la colaboración de Diego Alberto Acero, Estadístico Universidad 
Nacional de Colombia.  
Tabla 20. Porcentaje de repitentes en primaria 
  1985 1990 1995 2000 
México 10,040 9,642 7,038 6,218 
Brasil 19,588 18,146 19,121 25,011 
Argentina 8,113 5,577 5,565 6,150 
Colombia 16,953 11,438 9,307 5,354 
Bolivia   2,973 2,444 3,216 
Chile 8,034 5,421 2,445 2,009 
Fuente: UNESCO, Institute for Statistics. La observación de Brasil indicada en 1995 corresponde al año 1994, las 
observaciones de Argentina corresponden a los años 1981, 1990, 1996 y 2000, la observación de Chile indicada 
en 1985 corresponde a 1983. Cuadro elaborado con la colaboración de Diego Alberto Acero, Estadístico 
Universidad Nacional de Colombia.  
Tabla 21. Porcentaje de alumnos que comienzan el primer grado y alcanzan el 
último grado de enseñanza primaria 
 1985 1990 1995 2000 2004 
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México 72,4 73,5 78,7 87,2 91,6 
Brasil 46,6 70,3 64,6 80,1 75,7 
Argentina 62,0 ... 83,4 90,9 86,8 
Colombia 52,3 54,2 59,4 60,9 80,9 
Bolivia ... 45,3 77,2 74,4 82,4 
Chile 76,6 ... 98,6 97,6 97,4 
Fuente: CEPAL, CEPAL STAT. Las observaciones de Brasil indicadas en 1990 y 1995 corresponden a los años 
1992 y 1994 respectivamente, las observaciones de Argentina indicadas en 1985 y 1995 corresponden a los años 
1982 y 1994 respectivamente, las observaciones de Bolivia indicadas en 1995 y 2004 corresponden a los años 
1996 y 2003 respectivamente, las observaciones de Chile indicadas en 1985, 1995 y 2004 corresponden a los 
años 1981, 1996 y 2003 respectivamente. Una tasa cercana al 100% indica un alto nivel de retención y baja 
incidencia de abandono. Cuadro elaborado con la colaboración de Diego Alberto Acero, Estadístico Universidad 
Nacional de Colombia. 
 
Las críticas a las orientaciones adoptadas y a los resultados conseguidos no fueron 
pocas al interior incuso de las agencias que se doblegaban al ideario del ajuste para 
mejorar la educación en el mundo. A la conformación multicultural de las agencias no 
se les escapó la intención de imponer la cultura americana a través de las reformas a 
la educación. En palabras de una consultora de la UNESCO Rosa María Torres 
(2000)859.  
En los años 80 y 90 proliferaron los macroestudios, macrodiagnósticos y 
macropropuestas para la política educativa en "los países en desarrollo", con 
pretensión universal. La sobregeneralización y la simplificación características 
de dichos compendios sobre el qué hacer, así como la fragilidad, débil 
representatividad y dificultades de comparación de los estudios en los que se 
apoyan muchos de ellos, han sido expuestos y criticados por numerosos 
autores. Es asimismo evidente el predominio del Norte y, en particular, de la 
cultura anglosajona (y sobre todo norteamericana) en dichos 
macrocompendios y, en general, en la investigación que sirve de base a las 
                                        
859. Torres, Rosa María (2000), Una Década De Educación Para Todos: La Tarea Pendiente, 
(Laboratorio Educativo edn., Caracas: UNESCO - Instituto Internacional de Planeamiento de la 
Educación) 61.  
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recomendaciones de política que se hacen hoy a los países en desarrollo. (p. 
45). 
  
Toda vez, la evolución de las políticas y de las relaciones entre las agencias 
multilaterales no se explica a través de un debate de ideas, en donde las mejores se 
imponen sobre las peores. Los resultados sobre el terreno importan mucho en 
sofisticar los énfasis de intervención dentro de los paradigmas dominantes. Está 
claro que una descalificación general de la fuerza laboral no es una buena decisión si 
se quiere lograr la inserción a una economía internacional que requiere altas dosis de 
conocimiento técnico, adaptabilidad y capacidad de administración y gestión de 
procesos, empresas, redes y sistemas de interconexión globales. La economía no 
creció como se esperaba con el ajuste estructural y sin duda los bajos niveles 
educativos tuvieron una relación con este desempeño. La escasa 
internacionalización de la educación nacional y las restricciones del empresariado 
local en el desarrollo de la educación técnica y superior no permitían la fecundación 
de los mercados. El desarrollo de los mercados mediante la intensificación de la 
apertura económica, el cambio técnico y la competencia internacional abierta 
demandaban alinear el trazo seguido. 
 
¡Abajo el ideologismo, viva el pragmatismo!, ¡abandonen los moldes, 
emprendan todos los caminos que conduzcan al mercado!  
 
El ideologismo de los 80s ha dado precedencia a mayor pragmatismo. Así, 
dependiendo de sus puntos de partida respectivos, distintos países han 
elegido caminos alternativos, pero con cierta convergencia. (Delannoy, 1998, 
p. 1)860. 
 
                                        
860. Delannoy,  Francoise “Reformas En Gestión Educacional En Los 90s,” Banco Mundial, LCSHD 
Paper Series Número 21 (1998): 23. 
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Magnifica declaración del Banco Mundial datada en 1998 que expresa la vuelta de 
una hoja hacia la segunda generación de reformas. Sin embargo, es una proclama 
imprecisa porque si bien el ideologismo tiende a ser superado, la ideología queda no 
solo intacta sino que amplía considerablemente su penetración en todo el sistema 
educativo a través de tácticas más “pragmáticas”. 
 
En la crítica a un pasado gobernado por el ideologismo se suman cuatro 
rectificaciones sin que en los textos del Banco Mundial y el BID sepamos quienes 
fueron los agentes de tales desvaríos, así como tampoco las teorías, pretensiones e 
intereses que los iluminaron. La primera revisión concierne al Estado, ahora se 
afirma que no había que retraerlo del todo y su presencia se justificaba no solo como 
agente regulador, sino también como financista e incluso propietario de unidades 
educativas, algunas de las cuales podían ser de excelente calidad y eficiencia, en 
todos los ciclos del sistema. La segunda rectificación es el reverso de la primera, no 
es ya siempre recomendable la privatización de planteles porque estos también 
pueden ser de mala calidad y poco eficientes. De tal manera que (De Moura, Levy, 
1997)861.  
La privatización dista mucho de ser una panacea eficaz, y en ambos sectores 
hay instituciones meritorias y no meritorias, de modo que el equilibrio varía 
considerablemente de un país a otro. (De Moura, 1997, p. 13).  
La tercera afirma superar una época en la que se confundió la eficiencia con la mera 
contracción del gasto público y dentro de las planteles educativos. En palabras de 
Delannoy (1998)862.  
El concepto de eficiencia, por su parte, ya no se mide simplemente en 
términos de reducción indiscriminada del gasto educacional, que sea salarios 
                                        
861. De Moura Claudio, Levy Daniel C.,  (1997), La Educación Superior En América Latina Y El 
Caribe, (Documento de estrategia, EDU-101  Washington, D.C: Banco Interamericano de Desarrollo - 
BID) 49. 
862. Delannoy, “Reformas En Gestión Educacional En Los 90s.” 
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o materiales, sino en términos de optimización de la productividad educativa, 
analizando la relación entre insumos, procesos y resultados. (p. 2).  
 
La cuarta justifica la importancia de cada parte del ciclo educativo, desde la primaria, 
la secundaria, la formación técnica, profesional y los niveles superiores dentro de una 
estrategia para ensanchar los mercados y ganar en competitividad. 
Por consiguiente, los reformadores deben a la vez rechazar los ataques 
excesivos y demasiado generalizados contra la educación superior masiva e 
insistir en que se podrían obtener grandes mejoras de la transformación de 
muchos programas cuasiprofesionales en planes de educación general 
expresamente diseñados como tal. (De Moura, Levy, 1997, p. 20)863.  
 
Del costado del pragmatismo se suman también cuatro posturas novedosas. La 
primera, tener en cuenta la historia de los países, el entramado de sus instituciones y 
la dinámica de los procesos de reforma, para de tal manera ser pertinentes en anclar 
las recomendaciones sobre bases nacionales. Quien reconoce la historia y sus 
procesos específicos defiende con más ahínco criterios de política que moldes 
institucionales fijos. La segunda regla del pragmatismo será entonces la flexibilidad 
en las maneras, los tiempos, las secuencias y también en los entramados 
institucionales a generar. 
Para resolver temas educacionales complejos, no hay receta o panacea, sino 
pistas y lecciones. Cada país es distinto, con un contexto histórico y social que 
determina lo que es posible en un momento dado. Por lo tanto, ningún modelo 
se puede “exportar”. Además, lo que es posible evoluciona con el tiempo, y no 
                                        
863. De Moura Claudio, Levy Daniel C.,  (1997), La Educación Superior En América Latina Y El 
Caribe, (Documento de estrategia, EDU-101  Washington, D.C: Banco Interamericano de Desarrollo - 
BID) 49. 
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de manera linear. Ocurren oportunidades históricas que hay que aprovechar. 
(Delannoy, 1998, p. 20)864.  
 
La tercera regla del descubierto pragmatismo es el Estado, no ya enemigo a 
doblegar, sino rector de las reformas, arbitro y jugador. La última regla, extensión de 
la primera y de larga data dentro de la ideología liberal, la necesidad de insertar más 
actores en el sistema para ganar en una nueva gobernabilidad.  
 
La transición desde un enfoque cerradamente economicista a otro más permeable a 
complejos institucionales nacionales puede observarse mediante el contraste entre 
dos textos. El primero, oficial del Banco Mundial, llamado: “La educación superior: 
Las Lecciones Derivadas de la Experiencia” de 1995 (Banco Mundial, 1995)865. El 
Banco insiste en la necesidad de concentrar los recursos y los esfuerzos en la 
educación primaria, en la privatización de la educación superior, el alza de matrículas 
para que las familias reemplacen al Estado en financiar la educación y en 
concepciones de calidad ligadas a la descalificación profesional a favor de destrezas 
adaptativas para mercados básicos. El segundo documento fue contratado por el 
Banco Mundial con expertos en 13 países durante dos años: “Higher Education in 
Developing Countries: Peril and Promise” publicado en asocio con la UNESCO en el 
año 2000. (Banco Mundial, 2000)866. Aquí se admite la equivocación de aquellos que 
defendieron durante más de un década los beneficios de la educación primaria sobre 
los otros ciclos de la educación en cuanto a retornos sociales y crecimiento 
económico. El retorno de la inversión de un universitario respecto de un escolar de 
nivel de primaria no es necesariamente menor porque su conocimiento impacta el 
crecimiento de la economía, la capacidad de internacionalización de las sociedades y 
los mercados, el uso de las nuevas tecnologías, las capacidades de innovación en 
                                        
864. Delannoy, “Reformas En Gestión Educacional En Los 90s.” 
865. Banco Mundial, La Enseñanza Superior: Las Lecciones Derivadas De La Experiencia, El 
Desarrollo En La Práctica (Washington, D.C.: Banco Mundial, 1995).   
866. Banco Mundial, Higher Education in Developing Countries. Peril and Promise, Task Force on 
Higher Education and Society (Washington, D.C.: Banco Mundial, 2000). 
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ciencia y tecnología, la calidad de la administración pública y estatal y también la 
calidad de la democracia. Por interpuesta persona el Banco Mundial permite que en 
una de sus publicaciones se reclame la importancia de mucho de lo que de manera 
vehemente negó y de manera militante combatió: La educación superior, la 
investigación en ciencia y tecnología, la profesionalización. 
  
De una fase a otra, las rectificaciones con su consecuente pragmatismo jalonan una 
extensión y profundización de la estrategia de sometimiento de todo el sistema 
educativo a las necesidades del mercado y a la ampliación de negocios para los 
particulares. En el centro de todas las variaciones sigue la búsqueda de un 
entramado institucional acorde con la triada de la ideología liberal: individualismo, 
privatización y competencia. La garantía de transferencias automáticas y crecientes 
de recursos del presupuesto estatal a las universidades es repudiada porque no es el 
resultado de una libre competencia entre planteles. En general toda la cultura de 
derechos a la educación es leída como inconveniente. Por el contario, lo mejor es 
promover “incentivos” a la eficiencia económica y a la responsabilidad individual y 
empresarial (De Moura, Levy, 1997)867. 
 
Una preocupación concreta que es aplicable a la política pública y, por ende a 
este documento, es la falta de conexión entre el resultado y la estructura de 
recompensas: existen muy pocos premios por un rendimiento excelente y muy 
pocas sanciones por incompetencia e irresponsabilidad. (p. 15).  
 
La reconstrucción de la educación necesita una nueva administración acorde con los 
criterios pro mercado. Por lo tanto, estudiantes y maestros, en particular los 
agremiados, tratan de ser expulsados de las estructuras de decisión y 
administración. A cambio se recomienda vigorosamente fortalecer el poder de la los 
administradores, no ya profesores que de paso ocupan cargos administrativos, sino 
la profesionalización de la función a partir de teorías y preceptos del manejo de 
                                        
867. De Moura Claudio, Levy Daniel C.,  (1997), La educación superior en América Latina y el Caribe, 
(Documento de estrategia, EDU-101  Washington, D.C: Banco Interamericano de Desarrollo - BID) 
49.   
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empresas privadas (De Moura, Levy, 1997)868. 
 
El exceso de influencia que tienen estudiantes y docentes debilita la autoridad 
legítima y la responsabilidad de los administradores, lo cual impide que los 
mejores se desempeñen concienzudamente, al tiempo que permite que los 
menos eficientes evadan sus responsabilidades. […] La falta de mecanismos 
para sancionar y recompensar al personal de todos los niveles desarma a los 
administradores, pues les priva de los instrumentos que necesitan. También 
existe en grado indebido la penetración política partidista en las instituciones 
educativas. (p. 28).  
 
El complemento, buscar la inserción directa de los donantes, financiadores y 
representantes del mercado privado en la administración de los planteles técnicos, 
profesionales y en las investigaciones en ciencia y tecnología. El mercado debe ser 
consultado en la oferta y contenidos de las carreras profesionales, como creciente 
debe ser su incidencia en los contenidos programáticos en los planteles técnicos y en 
la producción de cuasiprofesionales.  
 
Es crucial que los empleadores tengan influencia en el gobierno institucional (y 
que no sean solamente una fuente de asesoramiento) de esta forma, la 
rendición de cuentas no ocurriría principalmente para con el estado. (p. 29).  
 
Toda mercancía es sometida a una prueba acida en el mercado: la compra del 
producto al precio y la cuantía ofertada. ¿Pero, cómo evaluar los productos 
educativos que no son mercancías como las otras? Por una parte, mediante la 
libertad de escoger, la competencia y la disolución de los subsidios. Por otra, 
mediante sistemas de evaluación de la calidad y redes internacionales de 
acreditación. De paso se estandarizan los productos educativos para mercados, 
específicamente los del conocimiento,  con tendencia a la internacionalización de su 
                                        
868. De Moura Claudio, Levy Daniel C., (1997), La educación superior en América Latina y el Caribe, 
(Documento de estrategia, EDU-101  Washington, D.C: Banco Interamericano de Desarrollo - BID) 
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producción, circulación y consumo. 
 
Descentralización de la educación: a la búsqueda del soberano  
 
Todo proceso de descentralización afecta mínimo tres dimensiones, la distribución de 
competencias entre niveles del Estado, la repartición de ingresos y gastos y, en 
tercer término, la distribución del poder de decisión. Para la ortodoxia, la 
descentralización de la educación no será una pieza secundaria sino parte 
constitutiva del ordenamiento institucional y político hacia el mercado. Al repartir 
competencias entre niveles de gobierno en educación intentan establecer claras 
diferenciaciones de responsabilidad con el fin de fijar requerimientos y metas que 
puedan ser evaluadas por mecanismos de eficiencia de mercado. Cuando discuten 
de la repartición de recursos lo hacen con el propósito de acercar el estudio de 
costos a cada unidad territorial, cada universidad y plantel escolar. El propósito, 
responsabilizar a cada nivel territorial y a los usuarios y beneficiarios por los costos 
de su educación. Cuando tratan el tema de la gobernabilidad es para privatizar la 
educación socializándola, esto es acercando la administración a las comunidades 
locales y a los padres con el fin de establecer un gobierno escolar entre los 
asociados que tributan impuestos, consumen bienes educativos, pagan las 
matrículas y se ven retribuidos por la administración eficiente de sus decisiones. 
¿Pero cómo descentralizar la educación y a quién? El Banco Mundial en la segunda 
mitad de la década del noventa se tranquiliza de constatar las numerosas vías 
mediante las cuales los países resuelven tan difícil inquietud teórica (Winkler, 
1997)869.  
 
Los esfuerzos para lograr la descentralización en la educación han dado 
origen a una variedad de mecanismos para aumentar la participación de los 
ciudadanos al nivel local. En Paraná, Brasil, por ejemplo, se está transfiriendo 
la educación básica al gobierno municipal. En Perú, se ha encargado a las 
                                        
869. Winkler, Donald  “Descentralización De La Educación: Participación En El Manejo De Las 
Escuelas Al Nivel Local,” Banco Mundial, Grupo de Desarrollo Humano. Región de América Latina y 
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asociaciones de padres de familia para recaudar fondos para cubrir una parte 
de los gastos del funcionamiento escolar. En las zonas rurales de México, se 
ha dado autoridad a padres de familia para verificar la asistencia de los 
maestros. En zonas rurales de El Salvador, se han creado asociaciones de 
padres de familia que administran escuelas locales y, en Chile, se han 
brindado a los padres de familia la oportunidad de elegir a qué escuela pública 
desean enviar a sus hijos. (p. 1). 
 
Los efectos benéficos de la descentralización pueden lograrse emprendiendo 
diversos caminos, siempre y cuando todos conduzcan hacia el mercado y se 
incremente el sentido de responsabilidad por los costos de producción de la 
mercancía educativa. De tal manera es indistinto que la descentralización de la 
educación vaya más hacia la localidad, la escuela o los padres, con tal que los 
beneficiarios participen de los costos, la administración, las decisiones y el control de 
los bienes producidos, es decir, pagados. La buena descentralización logra una 
institucionalidad con base en el principio de responsabilidad de mercado. Es de notar 
también que en ningún caso la buena descentralización contempla la participación de 
los maestros y los alumnos agremiados en las decisiones y la administración de las 
escuelas; tampoco se valora como aleccionador la participación de los políticos en 
las decisiones y la administración. Menos todavía se aprecian los casos de una 
educación gratuita, generalizada y que no discrimina a la población por su capacidad 
diferencial de pago de los servicios educativos. 
 
Mientras en las reformas de primera generación el ajuste debía resguardarse de la 
política, en la segunda fase del ajuste se trata de penetrar la política y transformarla 
al servicio de la lógica del mercado. Tan difícil y estratégica tarea es encomendada a 
los individuos y a las comunidades educativas mediante el ejercicio de la 
participación. Se puede participar de muchas maneras, por ejemplo: a- mediante el 
voto, eligiendo alcaldes, rectores, maestros y consejeros escolares), b- en audiencias 
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públicas para definir programas, campañas y realizar evaluaciones y c- en concejos 
escolares consultivos de la comunidad educativa.  
 
Para Winkler la participación incide desde la “selección y control del personal 
escolar”, [hasta] el financiamiento y el presupuesto de la educación (p. 15)870, así 
como en la prestación de servicios y en la intervención en los planes de desarrollo de 
la escuela, los programas curriculares y la construcción y dotación de los planteles. 
Para someter la política a la lógica del beneficio -según la cual los bienes mercancías 
solo se producen de manera eficiente cuando no son subsidiados y el comprador 
paga su precio real-, la política debe ser llevada a la unidad de producción del bien 
mercancía, en este caso a la escuela. Allí los padres se asocian de diversa manera 
para escoger rectores, maestros, administradores, utensilios y apoyos pedagógicos 
por los que están dispuestos a pagar. En este sentido los beneficios de la 
participación son la reducción de costos, la eficiencia de los planteles, la presión 
sobre maestros, la consecución de recursos, la legitimidad de la institución, el 
fortalecimiento comunitario y el incremento de aportes voluntarios en trabajo, tiempo, 
materiales y dinero. 
 
El beneficio de la participación es potenciado cuando los pagadores del bien 
educativo pueden optar libremente por la escuela a la cual enviar a sus hijos, lo cual 
supone un importante grado de descentralización de la educación primaria y 
secundaria hacia “el gobierno escolar”. La libertad de opción es la condición para que 
exista la competencia. De tal manera se cumplen los tres principios de los mercados 
eficientes: individualismo, privatización y competencia. Claro que dicha 
descentralización puede también ser solo desconcentración, contratación con 
prestadores con o sin ánimo de lucro, con asociaciones religiosas o de padres de 
                                        
870. Winkler, “Descentralización De La Educación: Participación En El Manejo De Las Escuelas Al 
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familia, o con escuelas privadas. Es indistinto porque todas estas son las vías de 
localización que conducen hacia la comunidad, la escuela y el mercado.  
 
la educación se descentraliza con el fin de aproximar el poder al soberano, la 
autogestión escolar corresponde a la visión más profunda del rediseño de las 
instituciones desde abajo, apropiadas por las comunidades interesadas en bienes 
específicos desde el ejercicio de su autogobierno. El Banco apoya este esplendor 
democrático recomendando que además sea eficiente y barato por lo que saluda 
cinco estrategias “recogidas de aquí y allá” para optimizar recursos: a- Mayor 
concentración de alumnos por profesor, b- La doble jornada en los planteles que 
optimiza la infraestructura y el tiempo de los docentes, c- Las escuelas multigrado, e- 
La racionalización en infraestructura y f- La educación a distancia. Para los 
publicistas neoliberales la vía del mercado en la educación logra dos óptimos, la 
democracia y la eficiencia. Conscientes del tamaño del reto, y con la claridad de los 
que ven el destino al cual se puede dirigir a los actores del sistema, el Banco no 
duda en autocalificarse agente de un cambio cultural (Delannoy, 1998)871. 
  
Distintos modelos pueden ser efectivos. Lo más importante es la coherencia 
interna entre la visión  que cada país proyecta para su sistema educacional, 
sus políticas sectoriales y herramientas de gestión y los incentivos (no 
necesariamente económicos) que son claves para promover el cambio cultural 
requerido. Las metas deben ser estables para generar direccionalidad, pero la 
implementación debe ser flexible y descentralizada para enfrentar la 
incertidumbre y responder a las condiciones locales. (p. 20).  
 
Coincidencias, bifurcaciones y predominio cultural 
Desde muy temprano los Estados nación en construcción intervinieron en la 
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educación, así esta fuera asunto prioritario de localidades e iglesias, por su relación 
directa con el crecimiento económico, la legitimidad política y la trasmisión de valores 
nacionales. Después de la segunda guerra mundial los Estados y las agencias 
multilaterales que se crearon estimaron vital la inversión en infraestructura educativa, 
formación de profesores, dotación de planteles y actualización curricular como factor 
imprescindible para el alcance del desarrollo. El paradigma de la industrialización 
mediante la intervención estatal justificaba un activo centralismo estatal en la 
financiación, la creación institucional y el fortalecimiento de instituciones y actores 
gremiales del sector de la educación. Como advierte José Luis Coraggio (1998)872. 
 
Este paradigma desarrollista se manifestó en la organización centralizada del 
sistema educativo, en el currículo común, en la idea de la –educación como 
medio para la integración y el ascenso social, en el sistema de planificación 
educativa –que veía el sistema educativo como productor de los recursos 
humanos necesarios para alcanzar el desarrollo-, en ese sistema de 
estadísticas educativas que está siendo revisado actualmente. (p. 6). 
 
Con la emergencia del paradigma neoliberal desde la década del setenta buena 
parte de lo anteriormente construido es abatido: el centralismo, la planificación, los 
presupuestos públicos, el ensanchamiento de la infraestructura, la incidencia de los 
gremios estudiantiles, de maestros y trabajadores, la preocupación por la pedagogía 
y la calidad. No es que la educación no interese a los doctrinarios neoliberales, muy 
por el contrario, importa y mucho, puesto que es componente fundamental de la 
reconstrucción de las políticas sociales por la vía del mercado, cuyos aspectos 
centrales hemos revisado en sus grandes líneas. 
 
Muchos de los componentes de las reformas interactúan con sensibilidades políticas 
y culturales muy lejanas al neoliberalismo: la descentralización, la participación 
                                        
872. Coraggio, José Luis (1998), ’Investigación Educativa Y Decisión Política. El Caso Del Banco 
Mundial En América Latina’, Perfiles Educativos, Tercera Época, Volumen XX, Números 79-80 43 - 
57.  
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ciudadana, la prioridad por los pobres, la autogestión, el autogobierno y la rendición 
de cuentas seducen una y otra vez a movimientos sociales, étnicos, territoriales y 
gremiales que enriquecen y desarrollan componentes de las reformas, con la fuerza 
entrañable de saberlos fruto de las convicciones, ideales e intereses propios.  
 
¿Serán entonces estos valores solo una mampara para seducir y confundir a los 
agentes del sistema y a la sociedad?. No lo parece. Por el contario obedecen al 
imaginario más profundo del ideario liberal. Claro que los resultados de las reformas 
son en extremo lejanos a la mitología que lo anima. La apropiación comunitaria de la 
salud y la educación terminan fomentando la privatización de las ganancias y la 
socialización de los costos. La relación directa entre las políticas y los usuarios en 
detrimento de la intermediación sindical termina alimentando a los rentistas en 
capital. La democracia de la proximidad y la libertad de cada cual ante sus 
preferencias termina aumentando la segmentación social y profundizando las 
inequidades. La contrariedad de estos resultados no puede ser endilgada totalmente 
a los otros, o a una carencia de profundidad en las reformas. Algo entrañable 
conduce del individualismo a la insolidaridad, de la privatización a la arbitrariedad y 
de la competencia al monopolio. Y ese algo son las relaciones sociales y de poder 
colectivo que fundan la vida en comunidad.  
 
Cada una de las medidas aquí tratadas han sido conectadas con una estrategia pro 
mercado que debilita al Estado, al sindicalismo y a la solidaridad inter territorial a 
cambio de una socialización de costos y beneficios en cada comunidad educativa. 
Las mismas medidas no solo podrían en teoría sino en los hechos participar de otras 
estrategias generales distintas al neoliberales; esto debido a que un arreglo 
institucional particular, -la descentralización administrativa, hacia la escuela o hacia 
las comunidades- también proviene de otros sentidos estratégicos. Por ejemplo, la 
apropiación comunitaria de las escuelas hace parte históricamente de la propagación 
de las congregaciones religiosas, así como los indígenas logran mantener su 
identidad cuando mantienen alguna instrucción comunitaria propia, apoyada o no por 
agentes externos a la comunidad. También se pueden invocar las escuelas 
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desarrolladas por comunidades afectas a la ideología anarquista, o a las 
comunidades de base, o a los socialistas y social demócratas. El arte del 
neoliberalismo consiste en cobijar todas estas opciones dentro de la racionalidad de 
la eficiencia pro mercado. Sin embargo, la lógica constitutiva y los fines de cada una 
de estas doctrinas que concurren en la promoción de la descentralización educativa 
hacia las localidades, los planteles y la comunidad difieren entre sí y ejercen una 
miríada de bifurcaciones de sentidos diferentes. En la trama de cada país algunas 
veces se generan deslindes claros, usos y estrategias contradictorias respecto de los 
componentes de las reformas. Pero en muchas ocasiones las “coincidencias” en los 
reclamos de descentralización y participación han obscurecido no solo los análisis 
académicos de las reformas sino las dinámicas sociales mismas. Esta perplejidad y 
la confusión que generó en los movimientos sociales en la década del ochenta y 
principios del noventa es expresada por José Luis Coraggio (1992)873 en referencia a 
los textos programáticos del Banco Mundial sobre el que hacer con la educación. 
La lectura de dicha declaración produce una sensación de estar viviendo una 
paradoja: en el momento de la llamada "derrota" del movimiento popular, de 
sus proyectos, de sus estrategias, de la pérdida de paradigmas, en el 
momento en que el poder global impone sus proyectos y lineamientos de 
políticas, su victoria sería pírrica, pues el vencedor habría asimilado los 
valores y propuestas de los vencidos (la educación como derecho humano de 
todos, la descentralización, la autogestión, la participación, la relación escuela-
medio, la prioridad de satisfacer necesidades básicas de todos, el compromiso 
con la equidad y la democracia, etc. etc.). (p. 30).  
 
La forma de organización descentralizada del Estado  
 
Hemos dejado para el final de este capítulo sobre la ortodoxia y el ajuste estructural 
el tema de la descentralización. En sentido estricto la descentralización no es una 
                                        
873 Coraggio, José Luis (1992), ’Economía Y Educación En América Latina. Notas Para Una Agenda 
Para Los 90’, Papeles del CEAAL, Número 4 50.  
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política económica, tampoco es un asunto sectorial como la salud y la educación o 
las vías terciarias, no refiere a la atención de un grupo de población en particular, 
como los pobres o la población en situación de vulnerabilidad, ni es un sistema de 
mediación de las relaciones sociales como la seguridad social. La descentralización 
es una forma de organización espacial del Estado.874 A través de esa forma se 
ejecuta parte de la política económica y social, se administran grupos y territorios 
específicos, así como se organizan las mediaciones institucionales y espaciales entre 
las clases sociales. Por lo tanto, en la descentralización se condensarán todos los 
aspectos sectoriales hasta ahora considerados: las estrategias utilizadas para 
agenciar la nueva política económica y la reconversión de las relaciones entre el 
Estado, el mercado y la sociedad a través de la política social. El neoliberalismo no 
va por un lado y por el otro la descentralización porque el ajuste es más que una 
política económica, es un intento de recrear la arquitectura institucional del Estado, 
de las finanzas públicas, el sistema político, los principios constitucionales y del 
derecho, al servicio de una ideología del libre mercado (Restrepo, 2003)875. De tal 
manera, la forma de organización espacial del Estado está en el centro del ajuste 
estructural y por lo tanto expresará toda su ideología, todos sus componentes, todos 
sus propósitos.  
 
De lo anterior no debe concluirse que existe una identidad absoluta entre la forma de 
organización espacial del Estado y una sola estrategia de hegemonía social, política 
e ideológica. Bajo una misma forma de ordenamiento del Estado se expresan todas 
las clases sociales, los gremios profesionales y los grupos de interés, así como los 
partidos políticos opuestos y los movimientos sociales de todo tinte. No extraña 
entonces que alrededor de un mismo ordenamiento territorial del sistema político, de 
                                        
874 Técnicamente los procesos de descentralización son la combinación diferente en cada país entre: a- 
reforzar liderazgos locales que puede implicar elecciones donde no habían, b- transferir más recursos a 
los niveles territoriales amparados en leyes y constituciones y no exclusivamente en decisiones 
políticas circunstanciales, c- transferencia de política social. 
875. Restrepo, Darío I. (2003), ’De La Falacia Neoliberal A La Nueva Política’, in Restrepo, Darío I 
(ed.), La falacia neoliberal, críticas y alternativas (Bogotá: Universidad Nacional de Colombia), 17 - 
40. 
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las finanzas públicas y de la política social se expresen diferentes intereses que 
desplieguen múltiples usos contradictorios en sus propósitos, alcances y objetivos. 
La descentralización no es el patrimonio de un solo partido político, clase social o 
doctrina económica. Ni el neoliberalismo creó ni es el dueño de la descentralización 
como forma de organización espacial del Estado. Lejos está el Banco Mundial y las 
otras agencias internacionales de ser los únicos actores con poder sobre los fines 
estratégicos y las disputas de hegemonía social y política a través de la forma de 
organización espacial del Estado. Un mismo entramado institucional vehicula muchas 
racionalidades contradictorias. En este sentido, la descentralización es un terreno en 
disputa876. 
 
En los dos parágrafos anteriores hemos afirmado que el neoliberalismo tiene un 
proyecto estratégico de descentralización y que otras fuerzas tienen otros designios. 
Si las cosas fueran únicamente así la forma espacial sería neutra, un utensilio al 
servicio de quien lo use, como un revolver o un cañón. Pero las armas y el espacio 
son más que artefactos neutrales. Su producción, circulación y uso dice mucho de la 
conformación de la sociedad y del poder. La producción se organiza y distribuye 
espacialmente. Toda la economía es economía espacial. El poder político no tiene 
realidad sino mediante el ejercicio de una soberanía relativa a un espacio. Las clases 
hegemónicas lo son mediante la articulación de territorios, población, producción y 
circulación en su espacio de poder … y a través de las formas y los entramados 
espaciales que expresan y requieren las características de dicho poder. Poder y 
espacio son las dos caras de la misma moneda. Por lo tanto, no extraña la existencia 
de proyectos confrontados de organización espacial del poder y no solo usos 
diferentes del mismo (Hernández, 2007)877.  
                                        
876. Desde una frontera del pensamiento crítico radical se practica un fetichismo institucional que 
considera que la forma descentralizada es el producto funcional de la reestructuración neoliberal del 
capitalismo. Ver por ejemplo, Moncayo, Víctor Manuel (2004), El Levietán Derrotado, (Bogotá: 
Grupo Editorial Norma).  
877. Hernández, Martha Ordenar Para Controlar. Ordenamiento Espacial Y Control Político En Las 
Llanuras Del Caribe Y En Los Andes Centrales Neogranadinos. Siglo Xviii (Medellín: La Carreta 
Editores / Universidad de los Andes, 2007). Marta Hernández ilustra como la colonización española 
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6.5  El fetichismo institucional 
 
A comienzos de los ochenta se implementaron en América Latina ajustes 
económicos de choque con el fin de garantizar el pago de la deuda externa a los 
acreedores internacionales. La deuda había crecido en la década del setenta de la 
mano de los excedentes financieros derivados del alza del petróleo y generado una 
circulación internacional de “petrodólares” en búsqueda de altas tasas de 
rentabilidad878. Pronto, economistas y funcionarios de las principales agencias 
financieras de los estados Unidos convirtieron “la crisis de la deuda” en una 
oportunidad para forzar un ajuste a las principales variables económicas de los 
países puestos en situación de fragilidad. La demanda de créditos nuevos, de 
inversión extranjera directa para el desarrollo de la infraestructura productiva, o la 
solicitud de  renegociación de la deuda se tradujo invariablemente en la adopción de 
un paquete uniforme de medidas de ajuste: disminuir el gasto público, abaratar los 
costos laborales, descremar el empleo público, aumentar los ingresos vía impuestos 
al trabajo y el consumo, incrementar los precios de los servicios y bienes básicos y 
disolver los subsidios sociales, fueron parte de dicho paquete. A la vez, se promovió 
la privatización de las empresas estatales, el abandono de la protección a sectores 
productivos, comerciales y financieros, la desprotección arancelaria del mercado 
interno y la promoción de la apertura externa a la competencia internacional. Una 
doctrina imprimió coherencia al paquete estructural: la liberación comercial, 
financiera y de los mercados productivos y del trabajo. Un mercado liberado era un 
mercado auto regulado por la competencia entre los agentes que compiten entre sí y 
                                                                                                                        
fue en lo fundamental un proceso de des-territorialización de los indios y de nuevo ordenamiento 
territorial colonial. El sometimiento se logró a través de una organización espacial de la producción, el 
poblamiento, la circulación y el control administrativo y político. Así mismo, las resistencias se 
expresaron no solo en alzamientos armados y en desplazamientos de la frontera de la hegemonía del 
control, sino en proyectos de organización espacial confrontados.  
878. El término “petrodólares” fue acuñado en 1973 por el economista egipcio Ibrahim Oweiss, profesor 
en la Universidad de Georgetown para caracterizar el origen de la “nueva riqueza” de los países 
petroleros como resultado de las gigantescas transacciones en dólares que crecieron como resultado del 
alza de sus precios por la Organización de Países Exportadores de Petróleo a principios de los setenta –
OPEP-.  
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por la sanción proclive a la eficiencia que realizan los compradores con cada acto de 
adquisición de los bienes a precios reales.  
 
En este contexto ideológico no podía la descentralización escapar a la premura de 
generar un rápido ahorro para cumplirle a los acreedores internacionales, ni tampoco 
al intento de achicar el tamaño de Estado y del gasto público con el objetivo de 
asentar las talanqueras contra el déficit fiscal nacional, la inflación y el Estado 
intervencionista. Descentralizar fue sinónimo de empequeñecer, de desmontar 
estructuras nacionales grandes, costosas y llenas de trabajadores públicos 
sindicalizados, para cambiarlas por pequeñas instituciones a cargo de los 
presupuestos de cada gobierno local. Abajo las cosas deberían costar menos pues 
habría menos intermediarios. Las leyes serían menos engorrosas, más adaptadas a 
las necesidades presupuestales y susceptibles de moldearse según las 
características de cada mercado. Abajo la administración sería más eficiente puesto 
que la prestación de los servicios estaría cercana al consumidor final y susceptible de 
presión social para que así fuere. El Estado eficiente era el Estado mínimo y la 
descentralización tenía que ayudar a desmontar grandes bastiones de la 
administración central. En un principio todos los bienes y servicios que se lograran 
producir localmente no deberían ni fabricarse ni proveerse desde la nación. 
(Musgrave, 1969)879. El ahorro de tiempo sería también el de los costos. El Estado 
descentralizado se asimilaba con el Estado pequeño, la administración cercana a los 
consumidores se presumía eficiente y barata, la inmediatez entre el contribuyente y 
                                        
879. Musgrave,  Richard Teoría De La Hacienda Pública (Madrid: Aguilar S.A., 1969). Hay ideas que 
adquieren principio de autoridad a través de los tiempos. Tal es el caso de las profesadas por Richard 
Musgrave respecto de las funciones propias del Estado que se distribuirían entre lo que cada nivel de 
gobierno hace bien y que no debieran por tanto ser intervenidas o asumidas por otro nivel. Según esta 
ontología del lugar al gobierno central le corresponde la estabilidad macroeconómica y la función de 
redistribución de la riqueza. La función de asignación puede ser asumida por todos los niveles 
territoriales y aquellas que se pueden producir y prestar a nivel local no debieran realizarse en un nivel 
superior de gobierno.   
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el votante debería producir el control social añorado por la “soberanía del 
consumidor” (Rondinelli , 1980)880.  
En los albores del ajuste estructural la descentralización se asomó inmediatamente 
como estructura hacia los mercados. En cierta medida, la teoría de la 
descentralización siempre estuvo en la era neoinstitucional,  puede incluso afirmarse 
que la anticipa y es una de sus puntas de lanza. No podía ser de otra manera en la 
medida en que no se trata de una política económica, sino de una estructura de 
organización espacial de las finanzas, la tributación, el gasto, la administración y la 
prestación de los servicios. Desde el comienzo del ajuste estructural la organización 
territorial del Estado fue mucho más que el apocamiento del poder del Estado a 
través de su retiro. Pulverizar las grandes estructuras centrales en tantos gobiernos 
locales como existieran y quebrantar las regulaciones centrales para adaptarlas al 
tamaño de cada mercado, eran dos giros que alimentaba la esperanza de construir el 
andamiaje estatal más acorde con los preceptos neoclásicos a través de las 
instituciones. Es la época del fetichismo institucional: una forma de organización 
espacial del Estado debiera superar las grandes confrontaciones sociales, debilitar la 
burocracia y expulsar a los buscadores de renta. Cada gobierno local viviría en 
buena medida de sus propios recursos y tendría el tamaño de sus pretensiones 
(Tiebout, 1978)881. El gasto de cada unidad estatal se acercaría a los ingresos que 
produce cada comunidad. Los beneficiarios que exigen bienes y servicios serían los 
mismos contribuyentes y compradores, por lo que la “inflación de demandas” a la 
administración, propia del Estado del bienestar, se auto controlaría. Y si cada 
comunidad elige a sus propios mandatarios y la comunidad participa del control de 
                                        
880. Rondinelli, Dennis A. “Government Decentralization in Comparative Perspective. Theory and 
Practice in Developing Countries,” International Review of Administrative Sciences - IRAS Vol. 47, 
No. 2 (1980): 133 - 145. El profesor de la Syracuse University, Dennis A. Rondinelli  expresaba en la 
década del ochenta la temprana euforia de muchos intelectuales con la descentralización porque 
disminuiría el costo de las burocracias, aumentaría el conocimiento específico de cada realidad local y 
contribuiría a una administración más eficiente con capacidad de lograr un desarrollo más equilibrado 
y democrático.  
881. Tiebout,  Charles M. “Una Teoría Del Gasto Público Local,” Hacienda Pública Española Número 
50 (1978). La idea según la cual para que los bienes públicos locales sean eficientes la comunidad que 
se beneficia de ellos debe proveerlos y financiarlos ellos mismos, es atribuida originariamente a 
Tiebout.  
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sus administradores entonces los sufragantes serían plenamente soberanos, es 
decir, libres para escoger y responsables de los resultados de sus decisiones (Oates, 
1977)882.  
 
De un periodo de gobierno a otro se decantarían los mejores líderes políticos, las 
propuestas administrativas más eficaces y se premiarían los buenos resultados de 
política. A término, la estructura descentralizada del Estado resolvería los debates 
ideológicos, o mejor, los remplazaría por el premio y castigo a los desempeños y 
capacidades de gestión. Así las cosas, la descentralización construiría una 
arquitectura institucional que le regresaría la soberanía al individuo en tanto votante, 
contribuyente, consumidor y cliente. En caso de satisfacción el individuo libre sabría 
premiar a los mejores y en la eventualidad de un fracaso de los mandatarios estaría 
en sus manos la sanción electoral o incluso podría optar por desplazarse de localidad 
(Moore, 2002)883. Es decir que cuando las decisiones públicas se llevan a la escala 
local, cercana a los ciudadanos, las opciones de estos los hacen tan poderosos que 
obligan la eficiencia del sector público, definen su tamaño y mandan sobre los 
políticos. La esperanza en las facultades cuasi mágicas de una arquitectura 
institucional fue tan profunda en la década del ochenta que de ella se esperaba 
importantes impactos en la cultura política. Incluso el populismo encontraría 
condiciones adversas porque los funcionarios no podrían prometer y luego no 
cumplir, en la medida en que el soberano los castigaría con su voto o abandonaría la 
localidad. Si el contribuyente no se sentía satisfecho con los servicios prestados o 
con el precio pagado entonces migraría a otra localidad más eficiente. De tal manera 
                                        
882. Oates, Wallace E.  Federalismo Fiscal (Alcalá de Henares: Instituto de Estudios de Administración 
Local, 1977). Wallace Oates, profesor de la Universidad de Maryland, apoyó de manera definitiva a la 
claridad de exposición y fuerza de seducción de este tipo de ideas en las que los contribuyentes 
escogen la cantidad y costos de los servicios que desean cuando tal facultad está descentralizada a nivel 
local y efectivamente el gobierno tiene capacidad de decisión sobre el tipo de bien a proveer, su 
financiación y cobro.  
883. Barrington Moore, Los Orígenes Sociales De La Dictadura Y De La Democracia: El Señor Y El 
Campesino En La Formación Del Mundo Moderno (Madrid: Península, 2002).. La imagen de “votar 
con los pies” para significar que el ciudadano tiene el poder de premiar o castigar los resultados de la 
administración local cuando ejerce la decisión de donde vivir se le atribuye a Barrington Moore en su 
trabajo de 1973.  
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la libertad individual de decidir impondría la racionalidad del mercado sobre el 
tamaño del Estado. 
 
La descentralización termina entonces estimulando la competencia entre las 
entidades de gobierno, no por los favores de las clientelas políticas nacionales sino 
por la satisfacción de las necesidades de comunidades locales autofinanciadas. La 
descentralización sería la respuesta del mercado a la difícil pregunta sobre el tamaño 
optimo del Estado. Pequeño claro está. ¿Pero qué tanto?. Tan grande y costoso 
como los contribuyentes votantes estén dispuestos a financiar, o lo que deviene en lo 
mismo, en relación al cumplimiento de funciones básicas de mercado y de 
satisfacción de demandas ciudadanas.  
 
El colombiano Eduardo Wiesner Durán, ministro de Hacienda a principios de los 
ochenta y a la postre ideólogo del Banco Interamericano de Desarrollo –BID- en el 
tema de la descentralización en América Latina se pregunta: ¿Cómo lograr trasladar 
la libertad del consumidor que se ejerce al comprar un bien en el mercado, a la del 
contribuyente cuando escoge y paga por bienes y servicios públicos; y, cómo hacerlo 
de tal manera que la eficiencia de mercado que se logra mediante la competencia 
entre precios reales pueda imitarse en eficiencia del sector público cuando provee 
bienes colectivos?. La claridad de su respuesta y la incidencia política de este 
raciocinio en América Latina merecen la siguiente extensa cita (Wiesner, 1992)884.  
Ahora bien, ¿cómo lograr la vinculación ciudadana al proceso económico y 
político? No hay una respuesta o una formula que siempre produzca el 
resultado buscado. Pero, lo que sí parece claro es que si el ciudadano 
municipal no aporta algo de su ingreso personal a la compra de unos bienes 
públicos locales, la gobernabilidad dejará de alcanzar el nivel que podría 
lograr. Por esta razón, se ha insistido en la importancia de lograr un mínimo de 
                                        
884. Wiesner, Eduardo  (1992), Colombia: descentralización y federalismo fiscal, (Bogotá: 
Departamento Nacional de Planeación) 469.   
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esfuerzo fiscal propio. Sin esa forma de revelar preferencias, ¿qué vinculación 
podría tener el ciudadano con las decisiones públicas colectivas? En el mejor 
de los casos, una vinculación pasiva, de un “consumidor” que recibe un 
subsidio, pero no la de un “contribuyente-comprador” que exigirá unos 
resultados del gasto público y, de esta forma, inducirá eficiencia en su sector 
público inmediato. Sin un mínimo de esfuerzo fiscal propio, ¿cómo estructurar 
el control fiscal? En síntesis, el factor que actúa como catalizador entre el 
progreso económico local y el progreso político e institucional es el pago libre 
y voluntario de impuestos locales. Así se origina el interés político. Se 
completa la ecuación económica y política. (p. 374). 
 
Son muchos e importantes los académicos que contribuyeron a la formulación de “la 
teoría de la descentralización” desde preceptos que prolongan la tradición neoclásica 
y la extienden imperialmente sobre el análisis de las instituciones, los sistemas 
públicos y las constituciones. Entre ellos hay debates, énfasis y se podrían 
escudriñar hasta desacuerdos. Importa aquí señalar dos cosas. La primera, los más 
destacados inspiradores intelectuales son anglosajones. La segunda, cientos de 
intelectuales, tecnócratas y políticos adhirieron a la tarea de justificar y construir una 
estructura descentralizada que expresara la primacía de los mercados sobre la 
sociedad y sobre las confrontaciones morales e ideológicas. Para los propósitos de 
este acápite es menos necesario realizar un resumen de los aportes de los 
profesores más rutilantes que presentar las grandes líneas del consenso dentro de la 
“teoría de la descentralización” Las contribuciones específicas de los principales 
ideólogos es presentada por la obra de Wiesner ya citada (1992)885. 
 
a) La estructura descentralizada debiera ayudar a reducir el tamaño del gasto 
público, de las burocracias y el poder de intermediación de los buscadores de 
                                        
885. Wiesner, Eduardo (1992), Colombia: Descentralización Y Federalismo Fiscal, (Bogotá: 
Departamento Nacional de Planeación) 469.  
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renta. Si el gasto total del Estado no se redujera con la cesión de funciones 
centrales a los gobiernos locales, la operación debiera al menos ser neutra, es 
decir, que los montos transferidos sean descontados del gasto nacional. 
b) Las funciones descentralizadas protegerían al presupuesto nacional de dichas 
demandas de financiación, las cuales serían trasladadas hacia los niveles 
inferiores en donde el ciudadano demandante es el mismo contribuyente. De 
tal manera, cada exigencia de mejores bienes y servicios públicos se 
traduciría en un aumento legitimo de los precios, las tarifas, las contribuciones 
y los impuestos. El tamaño del Estado sería entonces dictado por el mercado, 
aquel que corresponde a su utilidad y consenso público. 
c) La estructura descentralizada facilita los procesos de privatización de 
empresas estatales en la medida en que sean abolidos los subsidios a los 
bienes públicos y se exija el pago de los precios reales.  
d) La descentralización y la autonomía territorial incentivan la competencia entre 
entidades territoriales, así como la competencia entre empresas estatales y 
privadas por los clientes y consumidores locales. La libre competencia 
estimula la adecuada relación entre costos y precios reales de los bienes 
públicos, así como redunda en beneficio de la eficiencia general de la 
administración pública. 
e) La transferencia de recursos y competencias debe fecundar los mercados 
locales en la medida en que estimula la creación de empresas privadas y 
comunitarias, con o sin ánimo de lucro, que contratan la ejecución de la 
política pública local. En particular, la descentralización fiscal es un poderoso 
instrumento para la penetración y ampliación del sector financiero en los 
territorios. El crédito bancario completa la diferencia entre, por una parte, los 
recursos transferidos y, por otra parte, los costos de las funciones 
descentralizadas, los sectores desprovistos de transferencias y el alza de la 
presión ciudadana sobre las autoridades locales por mayores inversiones. 
f) Las estructuras descentralizadas quebrantan la unidad nacional de los 
sindicatos y de las redes burocráticas y políticas que se reproducen gracias al 
tamaño, crecimiento, rigidez e ineficiencia de la administración pública central. 
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g) Las condiciones estructurales que facilitan la conflictividad social contra el 
Estado se desmontarían en la medida en que cada comunidad es responsable 
de la financiación de su administración, participa de las decisiones públicas, 
controla las empresas y los gastos y elige a sus mandatarios.  
h) La estructura descentralizada del Estado facilita asentar la ideología 
individualista según la cual cada persona y comunidad es responsable de los 
grados de desarrollo y bienestar que alcanza. No es el Estado como entidad 
general y abstracta el responsable de los desempeños, tampoco otras 
comunidades, niveles de gobierno o localidades tienen la obligación de 
financiar los bienes y servicios de los que cada cual goza.  
i) El fortalecimiento de la descentralización y la autonomía local ayudan a 
transformar la cultura política. En vez de enfrentamientos sociales, ideológicos 
o políticos, primaría la escogencia entre opciones de gestión y calidad de las 
decisiones administrativas. La lucha de clases sería reemplazada por el reino 
de los ciudadanos usuarios de servicios, electores y contribuyentes. La política 
se evaluaría mediante el contraste de las capacidades de gestión y obtención 
de resultados, y el ejercicio de gobierno sería el de los administradores de 
empresas, tramitadores de solicitudes y formuladores de presupuestos 
equilibrados.  
 
¿Pero qué hacer con las entidades territoriales con escasos recursos tributarios y 
poca capacidad para prestar servicios públicos de calidad? La línea más radical 
dentro del Banco y la tecnocracia afecta en toda América Latina empezó a hablar de 
“municipios inviables” que deberían desaparecer o fusionarse con tantos otros hasta 
agregar los medios económicos y administrativos suficientes para merecer su 
existencia. Esta idea se expandió por el continente y se trató de implementar, una y 
otra vez, en cada país en el que se presentara la oportunidad. Por ejemplo, en 
ocasión de crisis de la deuda territorial o cuando se promulgaron decretos 
reglamentarios sobre la creación y funcionamiento de las localidades. Sin embargo, 
para la población su lugar de residencia es más que un dormitorio, una 
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administración y un sitio de trabajo. La historia del lugar, su idiosincrasia, los edificios 
y plazas públicas, así como el paisaje, las costumbres y creencias generan 
sentimientos de apego e identidad fuertes. Desde la colonia la alcaldía comparte 
plaza con la iglesia, la cárcel y queda aledaña al antiguo cementerio. La visión de 
mercado sobre los méritos que justificaran la existencia de un municipio nunca fue de 
buen recibo.  
 
Otro argumento, este teórico, concurrió dentro del Banco y las otras agencias en 
considerar el sostenimiento de los municipios inviables: las externalidades886. Existen 
negativas y positivas. Un ejemplo de las negativas es la polución que corre río abajo 
y genera daños a poblaciones de otros Lares que no la causaron. Y dos ejemplos de 
las positivas son la educación y la salud, que si bien se prestan en cada localidad el 
migrante hará beneficiario de su buen estado físico mental y sus destrezas técnicas y 
académicas a cada mercado en el que trabaje. Las externalidades positivas se 
extienden por la región y a nivel nacional, de tal suerte que es un interés nacional, y 
en particular de los mercados en general, una población saludable y medianamente 
educada.  
 
Según la teoría neoliberal la eficiencia de mercado se logra únicamente cuando el 
que consume paga los precios reales y cuando el residente de una localidad sufraga 
los gastos de su administración pública, por lo que cada localidad debe tender al 
autofinanciamiento (Bird, 1981)887. Pero, como la salud y la educación tienen 
externalidades positivas -y negativas en caso de no proveerse-, entonces se justifica 
un sistema de financiamiento externo que supla a los municipios incapaces.  
                                        
886. El concepto de externalidades se confunde con los albores mismos del pensamiento económico 
clásico. Desde Adam Smith esta corriente piensa que cada cual debe pagar el precio real por lo que 
consume y así se genera una asignación eficiente y justa de los recursos. Sin embargo hay bienes como 
la justicia, la seguridad y las obras públicas que benefician a todos por lo que todos pagamos por ellas 
y ese “todos” generalmente lo representa el Estado a través del gasto público. 
887. Bird, Richard  Finanzas Intergubernamentales En Colombia (Bogotá: Departamento Nacional de 
Planeación, 1981).  




¿Pero cómo no caer por esta vía en el desvío de recursos de actividades sanas 
hacia inoficiosas, cómo no cultivar así una cultura rentista de los que recibirán el 
apoyo externo que substituirá su esfuerzo propio, cómo esperar una prestación 
eficiente y responsable de servicios de aquellos que no sufren los costos de atender 
sus necesidades? Ante este dilema las aguas se separan en dos. Una vez más 
aparece una aspiración radical desde la cual se propone la creación de bolsas 
concursables ante las cuales los gobiernos locales compitan mediante proyectos o 
también promocionan el recurso al crédito, igualmente reembolsable. Si bien la 
financiación de las entidades territoriales vía transferencias que se acrecentará en 
toda América Latina en la década del noventa está lejos de esta lógica, no lo están 
muchos de los fondos sociales y de desarrollo, así como proyectos de alivio a la 
pobreza y créditos a los pobres. La otra corriente, que a la postre se impondrá, 
defiende el montaje de un sistema de transferencias del presupuesto nacional a las 
entidades territoriales para cubrir la prestación de servicios con reconocidas y 
benéficas externalidades positivas, principalmente la salud, la educación y el agua 
potable. Graves inquietudes aquejan a esta corriente, ¿cómo evitar reincidir en el 
Estado benefactor a través de un sistema de reparto de transferencias? Si bien no se 
plebiscita una fórmula que invariablemente proteja contra las asignaciones producto 
de un favor político, sí se reconocen extremos. De un lado estarían las transferencias 
automáticas, sin destinación específica, sin contrapartida local y sin exigencia de 
desempeños. Por otra, transferencias condicionadas a resultados, al aumento de la 
cofinanciación local, palanca para forzar privatizaciones de empresas,  alzas en 
tarifas e impuestos locales hasta llegar a representar los costos reales de los bienes 
públicos locales, y con una destinación específica hacia los bienes meritorios con 
altas externalidades positivas (Departamento Nacional de Planeación, 2002)888. La 
“teoría de la descentralización” no se sentirá a gusto completamente con el principio 
mismo de la existencia de un sistema de transferencias. En principio cada unidad de 
                                        
888. Departamento Nacional de Planeación, Evaluación De La Descentralización Municipal En 
Colombia: Balance De Una Década, vol. Volumen 1 (Bogotá: Departamento Nacional de Planeación, 
2002). 
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gobierno debiera autofinanciarse por lo que toda transferencia se asemeja a una 
substitución de un esfuerzo tributario que debería ser propio. Llevada hasta las 
últimas consecuencias la pretensión de equiparar cada entidad territorial con un 
individuo aislado conduce a la familia Musgrave a afirma que las transferencias son 
el equivalente a impuestos negativos. Es decir que cada giro de recursos de la 
nación a una entidad territorial, para la provisión de un bien local, reemplaza el 
esfuerzo tributario o tarifario local, de tal manera se traslada dicho costo del nivel que 
se beneficia al nivel que paga. Visto así el sistema de transferencias es técnicamente 
un impuesto negativo para quién lo paga y una financiación gratuita para quien la 
recibe (Musgrave y Musgrave, 1989)889. Pero, una vez considerado inevitable tratará 
de utilizarlo como catalizador del ajuste estructural … al igual que ocurrió con los 
programas de alivio a la pobreza y con el incremento generalizado del gasto público 
social desde la década del noventa.  
 
Nótese la vena individualista que recorre todos los dilemas, las inquietudes y la 
búsqueda de soluciones. Para ser eficiente en los asuntos públicos se debe imitar el 
comportamiento de individuos autónomos y equiparados en sus capacidades, de tal 
suerte que cada cual actúa desde su libre albedrío y asume las consecuencias de los 
resultados de sus actos libres. En la “teoría de la descentralización” la cepa de la 
cultura fetichizada anglosajona se trasluce con poca niebla, distinta al impecable 
raciocinio analítico neoclásico en el terreno de las instituciones, bautizado bajo el 
nombre de escuela del “escogimiento público local”. 
 
La eficiencia en el mercado privado y competitivo se logra cuando el comprador y el 
vendedor pagan y cobran los precios reales; la eficiencia en el mercado público se 
obtiene cuando se suprimen los subsidios a las mercancías, así como la financiación 
y los salvamentos artificiales a las empresas. La eficiencia en el sistema político 
                                        
889. Musgrave,  Richard y Peggy Public Finances in Theory and Practice (New York: McGraw-Hill 
Book Co., 1989). 
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ocurre cuando votantes libres de ataduras y bien informados eligen a sus 
representantes a partir de un cálculo racional e interesado. La eficiencia de las 
instituciones y de los gobiernos locales se garantiza cuando estos son libres de 
tomar decisiones por ellos mismos financiadas y asumen la plena responsabilidad de 
los resultados financieros, administrativos y políticos. La economía, la política y las 
instituciones pueden ser eficientes si adoptan la racionalidad del cálculo individualista 
de costos y beneficios (Tullock y Buchanan, 1993)890. En palabras del investigador 
Humberto Vélez Ramírez (2002), del Centro de Investigaciones para el Desarrollo de 
la Universidad Nacional de Colombia:  
 
Estos participantes individuales en la política no eran otros que los ciudadanos 
concretos, quienes, en el nivel de la política, eran los pares de los agentes 
económicos en el mercado. Sí estos tendían a comportarse racionalmente, no 
había razones para que aquellos no lo hiciesen en una forma similar. Existían, 
así, razones de sobra par fundar la existencia del mercado político y aun del 
mercado social, pues en todos los espacios de la vida humana los seres 
humanos tendían a comportarse de acuerdo con el paradigma costos-
beneficios. En esta forma, la vida colectiva no era otra cosa que un inmenso 
mercado social de bienes, servicios, votos, decisiones, instituciones, 
necesidades, ideas, sentimientos y hasta deseos, en lo básico, moldeado todo 
ello alrededor de determinaciones de individuo. (p. 95)891.  
 
                                        
890. Tullock James, Buchanan James (1993), El Cálculo Del Consenso. Fundamentos lógicos de la 
democracia constitucional, trans. Sánchez, Javier Salinas, (Barcelona: Planeta-Agostini). Versión 
original, 1962. Muchos atribuyen a James Buchanan, premio Nobel de economía nacido en Tennessee 
Estados Unidos, haber iniciado en la década del sesenta la extensión de los principios neoclásicos más 
allá de la microeconomía hacia la política, dando indicio así a lo que se conocerá como escuela del 
escogimiento público, una de las vertientes más influyentes del neoinstitucionalismo.  
891. Vélez, Humberto (2002), ’Economía Neoinstitucional, Construcción-Deconstrucción De 
Instituciones Y Ley 100 De 1993’, in Rodríguez, Oscar (ed.), Los avatares del servicio de salud para 
pobres (Bogotá: Universidad Nacional 
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Las sospechas sobre la descentralización y el descubrimiento de la esencia 
política  
El informe sobre el Desarrollo Mundial del Banco Mundial de 1997: El Estado en un 
mundo en transformación, todavía saluda de manera entusiasta la descentralización, 
pero advierte cuatro dificultades (Banco Mundial, 1997)892. 
“No obstante, hay que conjurar tres posibles peligros:                                        
• Mayor desigualdad. Existe la posibilidad de que se agraven las desigualdades 
regionales, lo que es motivo de gran preocupación en China, Rusia y Brasil. 
La movilidad de la mano de obra constituye una solución parcial para este 
problema, aunque casi nunca es fácil, particularmente en países con diversas 
etnias en que los inmigrantes no son siempre bien acogidos. 
• Inestabilidad macroeconómica. Los gobiernos pueden perder el control de la 
política macroeconómica cuando la indisciplina fiscal a nivel local y regional 
obliga al gobierno central a efectuar frecuentes operaciones de rescate, como 
ha sucedido en el Brasil. 
• Sumisión de los gobiernos locales a los grupos de interés. Existe el grave 
peligro de que los gobiernos locales se vean dominados por intereses 
especiales, lo que daría lugar a una utilización inadecuada de los recursos y 
de la facultad coactiva del Estado. (pp. 12, 13). 
 
Más adelante agregan un cuarto peligro que podría bautizarse como:  
• Inflación de demandas sobre el Estado: “Evidentemente una estrategia de 
mayor apertura y descentralización tiene sus peligros. Canto más numerosas 
sean las oportunidades de participación, tanto mayores serán las 
reivindicaciones que se formulen al Estado. (p. 13).  
 
                                        
892. Banco Mundial, Informe Sobre El Desarrollo. El Estado En Un Mundo En Transformación.  
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El ajuste estructural no había esparcido el desarrollo de manera más homogénea 
sobre los territorios como anticiparon los teóricos ortodoxos. Las reformas en vez de 
propiciar la convergencia regional en niveles de desarrollo produjo su efecto 
contrario: la inflexión de la tendencia que traía el modelo de industrialización por 
sustitución de importaciones y un aumento de la divergencia en el crecimiento 
interregional (Finot, 2001)893. La descentralización no contrariaba la creciente 
desigualdad territorial sino que, al buscar premiar a los eficientes, podía profundizar 
las disparidades en el acceso a los recursos.  
 
Los gobiernos locales que empezaron a recibir transferencias incrementaron su 
esfuerzo fiscal propio pero aun así también se endeudaron por tres razones 
generales. La primera, como resultado del aumento de expectativas y demandas de 
la población a la administración local. La segunda, porque los recursos del 
presupuesto nacional recibidos en virtud de la descentralización estaban 
“etiquetados”, es decir, tenía una destinación específica. Por lo tanto, las áreas 
descubiertas de financiación demandaban atención y recursos frescos. Una tercera 
razón será la actitud laxa del sistema financiero en otorgar crédito a las entidades 
territoriales bajo la seguridad de que recibirían cuantiosos recursos del orden 
nacional. Al final se generó en muchos países déficits en las cuentas territoriales 
seguidos por rescates nacionales. La descentralización de manera temprana 
agrandó un problema que se creyó podía ayudar a solucionar, la inestabilidad 
macroeconómica nacional, a la que le había añadido el peligro de los déficits fiscales 
locales. La amenaza del desequilibrio macroeconómico se volvió apremiante porque 
las transferencias se acuñaron en leyes y constituciones que las convirtieron en un 
derecho adquirido. Los giros a las entidades territoriales se independizaron de la 
voluntad de las autoridades económicas nacionales y de toda consideración sobre la 
disponibilidad fiscal nacional. Por último, el nivel central del Estado seguía gastando 
tanto o más en los asuntos para los que ya había transferido los recursos. A finales 
                                        
893. Finot, Iván (2001), Descentralización En América Latina: Teoría Y Práctica, (Serie Gestión 
Pública, No 12  Santiago de Chile: Cepal - Instituto latinoamericano y del Caribe de Planificación 
Económica y Social - ILPES) 13 
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de los noventa las agencias internacionales, entre ellas el Banco Mundial y el Fondo 
Monetario Internacional, empezaron a recomendar restringir la capacidad del 
endeudamiento local y mayores controles al gasto público local (Edling y Aghón, 
1997)894. 
 
La administración pública local estaba lejos de comportarse como agentes de 
mercado compitiendo con otras entidades por retener ciudadanos clientes de sus 
empresas prestadoras de servicios. Aunque costara admitirlo, ni las empresas 
privatizadas eran expresión de la libre competencia, sino de redes de compadrazgo y 
pactos de dominio entre políticos, administradores de recursos públicos y 
empresarios para captar rentas en mercados cautivos. El poder local acrecentado 
por la descentralización estaba lejos de ser el poder del mercado y más cerca de ser 
el reino de los temidos buscadores de rentas. 
 
Por último, el ciudadano votante y contribuyente acrecentó sus demandas sobre los 
gobiernos locales generando una presión que en toda parte condujo al aumento del 
gasto y el empleo público. La descentralización no estaba ayudando a descremar el 
tamaño del Estado como previeron los teóricos; por el contrario, participó de las 
razones que condujeron a la aceleración de un importante crecimiento durante la 
década del noventa. 
 
Dolorosas confesiones que golpean preceptos fundamentales del fetichismo 
institucional propio de los “teóricos de la descentralización”. En 1999 el Banco 
Mundial produjo un informe programático centrado en el estudio de los resultados de 
                                        
894. GTZ, CEPAL / (1997), Descentralización Fiscal En América Latina: Nuevos Desafíos Y Agenda 
De Trabajo, ed. Edling, Gabriel Aghón y Herbert, (2  Santiago de Chile: CEPAL / GTZ, Proyecto 
regional de descentralización fiscal. Una vez la crisis financiera internacional de 1998 estalla la presión 
por recortar las transferencias se extrema porque vuelve a ser prioritario para las agencias superar los 
peligros de los déficits fiscales nacionales, con el fin de garantizar el pago a los acreedores 
internacionales.  
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la descentralización. Los principales funcionarios temáticos del Banco irán aún más 
lejos que lo admitido dos años antes (Burki, Perry, Dillinger et. al., 1999)895. 
En esencia, la política es la fuerza dominante que motiva la descentralización, 
ya que ésta forma parte de una tendencia más generalizada hacia la 
democracia en la región. (p. 1).  
 
Maravillosa declaración. Los procesos de descentralización ocurrieron como 
resultado del derrumbamiento de los regímenes militares y la restauración de la 
democracia formal (Brasil, Bolivia), así como por la crisis de las democracias 
restringidas (México, Colombia). Desde otra mirada y con otros intereses el Banco 
Mundial los habían utilizado como parte del ajuste estructural, es decir, básicamente 
como complementos de la estrategia de achicamiento del tamaño del Estado y el 
gasto público, catalizadores de la privatización de empresas, facilitadores de la 
socialización de costos de la prestación de servicios, compuertas abiertas al sector 
privado para manejar recursos de servicios públicos y seguros a la población pobre, 
además de útiles ocasiones para debilitar sindicatos, burocracias y políticos 
(Restrepo, 2006)896. Ahora reconoce que son procesos cuyas causas, objetivos y 
usos son básicamente políticos.  
 
¿Cuál es el significado de tal descubrimiento tardío? Uno en lo fundamental. El 
reconocimiento de un fracaso, cual es el de reconstruir el orden social a partir de las 
medidas económicas, primero de choque en la década del ochenta y luego de ajuste 
estructural en los noventa, las cuales deberían lograr rediseñar al Estado en sus 
                                        
895. Burki Shahid J., Perry Guillermo E. Y  Dillinger William Con Griffin Charles,   Gutman Jeffrey, 
Rojas Fernando, Webb Steven, Winkler Donald (1999), Más Allá Del Centro. La Descentralización 
Del Estado, (Washington: Estudios del Banco Mundial, 1999) 117  
896. Darío I. Restrepo et (2006), Historias De Descentralización. Transformación Del Régimen Político 
Y Cambio En El Modelo De Desarrollo, ed. Restrepo, Darío I., (Bogotá: Universidad Nacional de 
Colombia) 614. El libro analiza la tensión entre procesos de democratización y políticas de ajuste en 9 
países de América Latina (México, Venezuela, Colombia, Ecuador, Perú, Bolivia, Perú, Chile y 
Argentina).  
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relaciones con el mercado y la sociedad. La descentralización pasa de ser un 
instrumento administrativo dentro de una estrategia liderada por la racionalidad y las 
medidas económicas, a ser un proceso “en esencia político”. Entonces, en las 
características políticas de los países y sus actores principales se encuentra la 
explicación de las promesas incumplidas del ajuste estructural y de la 
descentralización: La persistencia del clientelismo, la debilidad de la sociedad civil, el 
compadrazgo cultural, la precariedad de las instituciones, los inciertos derechos de 
propiedad, la fragilidad de la justicia, la recurrencia del populismo. 
 
El otro costado de este reconocimiento asienta la segunda ola de reformas y 
ambienta una tercera: primero vinieron las políticas de choque y estructural en tanto 
breviario de medidas económicas, la segunda ola compromete el rediseño de 
procedimientos, estructuras e instituciones, y anuncia una necesidad más 
abrasadora: rediseñar la política, sus actores, las organizaciones y comunidades, 
incluso hasta modificar la cultura política. (Burki, Perry, Dillinger et. al., 1999)897. 
Hemos aprendido que incluso el mejor conjunto de reglas 
intergubernamentales tiene escaso efecto si no es coherente con la cultura 
política. Una descentralización exitosa requiere mucho más que reglas. Estas 
reglas deben ser compatibles con los incentivos. (p. 7). 
 
Otro aspecto impactante en la declaratoria del Banco Mundial es que reconoce que 
no hubo una demanda popular por las medidas de ajuste neoliberal a través de la 
descentralización. La gente no salió a la calle a exigir las privatizaciones, la política 
antisindical, la contracción de salarios y la masificación del desempleo, la 
desprotección de los mercados regionales y nacionales ante la competencia de los 
productos subsidiados en países centrales. Las personas manifestaron y votaron por 
                                        
897. Burki Shahid J., Perry Guillermo E. y  Dillinger William  con Griffin Charles,   Gutman Jeffrey, 
Rojas Fernando, Webb Steven, Winkler Donald (1999), Más Allá Del Centro. La descentralización del 
Estado, (Washington: Estudios del Banco Mundial, 1999) 117 
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el retorno a la democracia, por la participación directa en la administración pública, 
por la descentralización de los modelos de desarrollo, por el acceso a bienes y 
servicios de calidad. Este es el origen político de la descentralización desde el lado 
de los pueblos que llevará a que los usos, diseños y propósitos de la 
descentralización sean diferentes a los de moldear las instituciones a imagen y 
semejanza de las empresas privadas.  
 
En fin una cuestión de detalle. Las camarillas ilustradas, en uso de la mejor técnica y 
los preceptos científicos correctos sobre el funcionamiento de los mercados, 
impusieron las reformas de primera generación. En esta segunda fase se reconoce la 
esencia política de los procesos, los actores sociales y partidistas, los anhelos de 
socialización del poder, el peso de las tradiciones y de la historia. De un momento al 
otro el Banco Mundial modera su ímpetu de vanguardia iluminada y adapta su 
lenguaje público presentándose como si fuera una agencia de consultores y analistas 
de realidades que se les escapan. El propósito no es otro que el de esconder una 
responsabilidad política sobre los acontecimientos y consecuencias indeseables e 
imprevistas del ajuste estructural durante la década del noventa. Pero también es 
una táctica de seducción acorde con el propósito de emprender el objetivo profundo 
de moldear instituciones y mentalidades que requieren el concurso de muchos. 
Estamos en desacuerdo con aquellos críticos del ajuste neoliberal que desde la 
izquierda afirmaron que el proceso de descentralización era una imposición externa 
del Banco Mundial a los países. Entre muchas citas similares se encuentra esta de 
Nuria Homedes y Antonio Ugalde (2005)898: 
La descentralización, con raras excepciones, ha sido una política improvisada, 
impuesta por el Banco Mundial con el apoyo de otras agencias multilaterales y 
bilaterales. (p. 215).  
                                        
898. Ugalde Antonio,  Homedes, Nuria “Las Reformas De Salud Neoliberales En América Latina: Una 
Visión Crítica a Través De Dos Estudios De Caso,” Revista Panamericana de Salud Pública No. 3 
(2005): 215. 
 




Pero también estamos muy lejos de ignorar el inmenso influjo que tuvo sobre las 
reformas primordiales de descentralización en las áreas de salud, educación, agua y 
vías; además de haber aportado las bases ideológicas que guiaron a las elites 
políticas y técnicas de América Latina en la utilización de los ímpetus 
descentralizadores para facilitar el ajuste estructural del Estado. 
 
Reconocer la esencia política de los procesos de descentralización no significa 
abandonar las reformas económicas como la punta de lanza del ajuste y el apoyo a 
los mercados como su finalidad. La claridad implica tres actitudes: a- evitar atajos 
legales e institucionales a las reformas propios de cada país, mientras que al tiempo 
se exploran puntos de apoyo basados en la historia y las tradiciones, b- construir 
alianzas flexibles con fuerzas sociales y políticas sobre aspectos específicos de la 
nueva arquitectura institucional descentralizada y c- crear nuevas reglas 
institucionales y asentar procesos políticos amigables con el mercado. 
 
2.6    Reparos y soluciones 
 
Para el Banco Mundial algunos sistemas políticos facilitan una buena conducción de 
los procesos de asignación del gasto público, en cambio otros difícilmente. Los 
regímenes de partidos políticos son también importantes. Es mejor cuando existe 
disciplina central que cuando los partidos tiene base territorial autónoma y son muy 
independientes de las jefaturas. Lo mismo pasa con las características de las leyes y 
derechos de las entidades territoriales. Los gobiernos locales responsables de sus 
propios gastos y que legalmente asumen las consecuencias de sus deudas y déficits, 
aportan mucho más garantía a la eficiencia que en los casos en que las leyes son 
laxas o inexistentes respecto a los salvamentos del sector público. La situación es 
peor si en un país se puede invocar la tradición, que hace costumbre institucional, 
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mediante la cual el sector central acude a salvar gastos desmedidos, aventuras 
populistas o malas inversiones locales. Y así sucesivamente. Las características de 
los sistemas políticos, de las constituciones y de la cultura política generan incentivos 
positivos o negativos a los desempeños de la arquitectura institucional, la cual por sí 
sola no es suficiente para predecir resultados de política pública.  
 
En el informe de 1999 el Banco Mundial expresa sus preferencias. El Banco aboga 
por el presidencialismo contra la tendencia a que cada unidad de gobierno puje por 
sus intereses en menoscabo del equilibrio general. Manifiesta un gusto por las 
facultades extraordinarias al presidente para que gobierne por decreto y las leyes no 
caigan en la dispersión que generan los intereses específicos que se expresan en el 
poder legislativo. También aboga contra la dispersión de los partidos políticos, 
prefiere pocos y centralizados a muchos y sin férrea disciplina central. Una vez más 
declara su americanismo cuando recomienda una transformación del principio de la 
representación en donde el partido mayoritario se lleva todos los cargos. De tal 
manera se obliga la congregación en pocos partidos. Sin mucho reparo saluda el 
“dedazo presidencial” dentro del PRI mexicano por la disciplina partidista que 
garantiza y no oculta su malestar en contra del exceso de autonomía política de los 
mandatarios de cada nivele territorial propio del sistema federal brasilero. 
 
El reino de la racionalidad del mercado parece incómodo con la democracia 
representativa en la que los congresistas defienden los intereses de sus electores y 
no los principios generales de la eficiencia del mercado. También se molesta contra 
un pluralismo abierto en el que cada mandatario ejerce autonomía en su nivel de 
gobierno. La democracia de mercado parece tener que ser conducida, disciplinada, 
dosificada … desde el centro y desde arriba. Para la ortodoxia el llamado a “la 
libertad y la responsabilidad” no es entonces general, sino específico. En otras 
palabras, es defendible cuando un gobierno se comporta como un individuo aislado, 
dueño de sus facultades y capaz de tomar sus determinaciones, a riesgo de triunfar o 
fracasar por sí mismo; entonces cada entidad tenderá a la eficiencia, el mercado 
refrendará el éxito y los electores lo corroborarán. Pero si la libertad implica tomar 
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decisiones separadas de la racionalidad del costo beneficio se llama populismo. Si la 
responsabilidad social conduce a decisiones no óptimas desde el punto de vista de la 
maximización de la rentabilidad económica entonces se habla de irracionalidad. 
 
Todo el problema de la eficiencia a través de la descentralización se genera 
entonces cuando un gobierno local no es responsable por los costos de la 
administración y traslada a otro nivel territorial las consecuencias financieras de sus 
decisiones. Tres citas lapidarias sientan autoridad (Burki, Perry, Dillinger et. al., 
1999)899. 
 
Aquí una vez más encontramos que el éxito se basa en (a) establecer 
claramente las responsabilidades por el desempeño (rendición de cuentas) y 
al mismo tiempo (b) asignar suficiente autoridad para obtener resultados. (p. 
6).  
Las mayores carencias de las reformas descentralizadoras de América Latina 
están en el ámbito de la responsabilidad ante los resultados. (p. 71).  
 
No se puede ser libre si no se es autónomo para tomar una decisión y no se es 
responsable sino se asumen los costos de las determinaciones, por lo que el 
problema con la descentralización en América Latina es que se transfieren 
competencias (libertades) sin exigirle a los gobiernos locales su financiación (las 
responsabilidades): 
 
La lección más coherente de la reciente experiencia de descentralización la 
constituye la necesidad de sincronizar los elementos de la reforma.” […] “La 
historia reciente de la descentralización en América Latina ha estado plagada 
de una falta de sincronización. Los países no han podido sincronizar la 
descentralización de funciones con la descentralización de ingresos. (p. 35).  
                                        
899. Burki Shahid J., Perry Guillermo E. y  Dillinger William  con Griffin Charles,   Gutman Jeffrey, 
Rojas Fernando, Webb Steven, Winkler Donald (1999), Más Allá Del Centro. La descentralización del 
Estado, (Washington: Estudios del Banco Mundial) 117 




Prosigue el Banco Mundial. La deuda territorial es un problema porque significa que 
la unidad de gobierno comprometió un gasto que no tenía. Si la consecuencia es un 
rescate del gobierno central el ciclo de la irresponsabilidad está completo. En 
cambio, si la deuda se traduce en restricciones al gasto local y en un compromiso 
colectivo con los pagos al sector financiero la solución es óptima. Si se transfieren 
recursos del nivel central con libertad local para su asignación se comete una acción 
temeraria porque quien gasta no realizó el esfuerzo de financiación. La transferencia 
responsable implica direccionamiento y vigilancia tecnocrática central. Si se 
descentraliza una política social, por ejemplo la salud, la educación o la construcción 
de vías y no se hace responsable al gobierno local de pagar los salarios de los 
trabajadores de dichos sectores, entonces se estimula un alza de empleo y salarios 
de manera artificial y contraproducente. Permitir que las comunidades creen 
fácilmente municipios es costoso y muchos de ellos no podrán sufragar sus gastos; 
es mejor agregar pocas y fuertes unidades de gobierno. Las elecciones locales 
debieran ser nominales, es decir, permitir que el individuo votante escoja al 
mandatario individual, en vez de estar forzado a pronunciarse por listas cerradas que 
fortalecen las decisiones políticas de colectivos agremiados. Y así sucesivamente … 
El Banco ejercita una  crítica a la construcción pública con base en lo colectivo, en 
agremiaciones políticas y sociales. La crítica siendo una, la recomendación será 
también una. Conducir todo el proceso institucional hacia el comportamiento privado, 
es decir, hacia la apropiación privada de las instituciones, lo cual termina en el 
usufructo financiero privado con los bienes públicos, como la educación, la salud y 
las vías (Burky, Perry, Dillinger)900. 
 
En el Capítulo 4 se sugiere que la transferencia de las responsabilidades 
administrativas por la educación primaria hacia los gobiernos locales podría no 
ser suficiente. Los impactos positivos de la descentralización sólo aparecen 
cuando la administración se deja en manos de juntas de educación y 
                                        
900.Burki Shahid J., Perry Guillermo E. y  Dillinger William con Griffin Charles,   Gutman Jeffrey, 
Rojas Fernando, Webb Steven, Winkler Donald (1999), Más Allá Del Centro. La descentralización del 
Estado, (Washington: Estudios del Banco Mundial) 117 
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directores de colegios de las comunidades. Como se describe en el Capítulo 
4, existe una relación positiva entre el mejoramiento de la calidad de las 
escuelas y (a) la influencia de la comunidad en la contratación y despido de 
los directores de escuela y (b) la influencia de los directores de escuela en la 
contratación, promoción y despido de los maestros. Por eso es poco probable 
que la descentralización hacia los gobiernos de los estados, como en 
Colombia o México, resulte en sí en una mejor calidad. Por otra parte, las 
iniciativas de El Salvador, Nicaragua y el estado de Minas Gerais, Brasil, en 
delegar la autoridad administrativa a grupos y directores de escuela de las 
comunidades probablemente sí arroje resultados positivos.  
 
Es más, la descentralización quizás no sea la reforma estructural más 
importante que puedan instaurar los gobiernos. Es así que en el sector salud 
(Capítulo 5), la reforma estructural más importante no ha sido la 
descentralización de los hospitales públicos hacia los gobiernos locales sino 
ha sido un cambio más fundamental en la función del sector público en 
general: de productor de servicios de salud a asegurador de la atención de 
salud suministrada por el sector privado. El análisis de la descentralización de 
las redes viales (Capítulo 6) parece indicar que la privatización, en especial del 
mantenimiento correspondiente, tuvo un impacto más marcado sobre el 
desempeño vial que los esfuerzos por descentralizar partes de la red de 
carreteras hacia los gobiernos subnacionales. Si bien la descentralización de 
un nivel de gobierno a otro puede mejorar la eficiencia y capacidad de 
respuesta en algunos sectores, posiblemente no baste por sí sola ni sea en 
todos los casos la máxima prioridad para la reforma estructural. (p. 22).  
  
La solución eficiente no es entonces la descentralización territorial hacia las 
autoridades públicas (poder hacia los políticos), ni tampoco la descentralización 
sectorial hacia hospitales, colegios y constructores de vías (poder hacia los 
trabajadores y las burocracias), sino la descentralización hacia el mercado, los 
prestadores privados y las comunidades autofinanciadas. En la primera generación 
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de las reformas el Banco adhirió a las teorías del fetichismo institucional, en la 
segunda descubrió con desconfianza la política y las resistencias institucionales, por 
lo que realiza un retorno a lo esencial, al principio individualista y privatizador para 
reconstruir las reglas y gobernar las prácticas institucionales.  
Se pregunta el Banco: ¿Quiénes pueden ser los enemigos de dicha estrategia si esta 
beneficia a todas las personas en la medida en que les entrega el poder sobre su 
destino, en este caso, sobre bienes tan cotidianos y esenciales como la salud, la 
educación y las carreteras por las que a diario se moviliza la población?  
Mientras los posibles beneficiarios, los ciudadanos-clientes, son muchos y 
están dispersos, los grupos detractores se encuentran concentrados y 
focalizados. Uno de dichos grupos han sido los trabajadores del sector salud, 
quienes ven en la descentralización una amenaza a su poder sindical y una 
forma del gobierno para dividirlos. (p. 93).  
  
Los gobiernos centrales tampoco se han mostrado muy entusiastas, debido en 
parte a las preocupaciones financieras.” […] “Los ministerios nacionales de 
salud han sido lentos en descentralizar temiendo perder sus prerrogativas.” 
[…] “Finalmente, ha habido una marcada falta de interés por parte de los 
gobiernos subnacionales en cuanto a asumir nuevas responsabilidades. (p. 
94).  
 
Sindicatos, ministerios, poderes centrales y gobernantes territoriales: los enemigos 
del mercado resultan ser las fuerzas sociales agremiadas y los representantes de la 
democracia representativa en todo nivel territorial. Si todas las instituciones se 
resisten a ceder el poder a los ciudadanos clientes dispersos que debieran ser los 
soberanos en el mercado, entonces no extraña el giro ideológico, político y funcional 
del Banco Mundial en la década del 2000 hacia la re centralización. Es decir, hacia 
un poder técnico central fuerte que controle la financiación territorial con destino 
directo hacia el mercado y sus agentes, sin pasar por los filtros de los gobiernos 
locales y los grupos de interés dentro del Estado. Cuando las esperanzas estuvieron 
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fincadas en la descentralización territorial cada nivel del Estado debía tener claras 
responsabilidades que no debieran nublarse por confusos esquemas de concurrencia 
fiscal intergubernamental. Si cada gobierno tiene competencias fijas tendrá 
transferencias específicas y el control de resultados y responsabilidades será claro. 
Una vez más es en la cultura norteamericana que hay que buscar dicha asociación 
entre diseño institucional por compartimentos y la eficiencia pro mercado. En 
palabras del profesor español de la Universidad Pompeu Fabra, Jacint Jordana 
(2001)901.  
 
Un primer modelo es el que llamamos el “Modelo de entrelazamiento”, y que 
implica la existencia de numerosos mecanismos de control y/o de negociación 
entre niveles, para resolver las necesidades de coordinación que se deriva de 
la existencia de numerosas responsabilidades compartidas. Un segundo 
modelo, al que llamamos “Modelo de separación de poderes”, intenta 
mantener al mínimo las necesidades de coordinación, separando lo más 
claramente posible las responsabilidades de los distintos niveles de gobierno, 
y cuando emergen estas, establecer sistemas simples de ajuste mutuo y 
resolución de conflictos, basados en algunos procedimientos claramente 
especificados. No hay duda que estos dos modelos son actualmente tipos 
ideales, más que realidades presentes claramente en algún país. Sin 
embargo, algunos países, como La República Federal Alemana, o Estados 
Unidos, respectivamente, los han inspirado claramente en sus diferentes 
tradiciones históricas. (p.7).  
 
En cambio, si lo que importa es la descentralización hacia el mercado y sus agentes 
entonces se promoverá una flexibilidad sin límites en las competencias y funciones 
de las entidades territoriales. El principio de adaptabilidad y de concurrencia entre 
niveles y entidades territoriales será el nuevo Mantra. El Banco Mundial pasó de la 
absoluta rigidez institucional en la década del noventa a la plasticidad adaptativa en 
                                        
901. Jacint Jordana, “La Influencia De Las Relaciones Intergubernamentales En Los Procesos De 
Descentralización En América Latina,” CLAD (2001): 20.  
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el 2000. Tales son los avatares y oscilaciones de aquellos que siguen buscando la 
arquitectura institucional más acorde a la privatización del orden social. 
 
6.7.   Comentario final 
 
Las reformas a las relaciones entre Estado, mercado y sociedad emprendidas desde 
la década del ochenta en América Latina pueden explicarse desde las teorías 
académicas dominantes o desde las circunstancias propiciatorias, aunque ninguna 
de las dos opciones pueda separarse del todo de la otra. Las teorías serán, por 
ejemplo, aquellas que provienen de los neo clásicos, los estructuralistas o los 
marxistas, también incluso desde las teorías posmodernas. Las circunstancias más 
sobresalientes que se tienen en cuenta son la globalización, la crisis del Estado 
nación y el derrumbe de los países comunistas (Restrepo, 2004)902. Entre las teorías 
y las circunstancias están las políticas. Este texto trata sobre el conjunto de principios 
de política que inspiran a las agencias multilaterales imperiales en su intervención 
sobre las reformas a la economía, el Estado y la sociedad. 
 
Sin embargo, las políticas no deben ser confundidas ni con las teorías ni con las 
circunstancias. Como pudo apreciarse en el análisis realizado las agencias acuden 
en ocasiones a ciertos textos académicos y en otras a otros, sin que nos interese 
mucho aquí preguntarnos por el grado de fidelidad y concordancia entre lo actuado 
por las agencias y lo pensado por los académicos. A las teorías se les reclama la 
coherencia interna mientras que a las políticas la consecuencia con la acción, es 
decir, la capacidad de construir un ideario de intervención con capacidad  de 
transformación de la realidad. Las políticas tampoco deben confundirse con las 
circunstancias. Las racionalizaciones a partir de las cuales las agencias justifican y 
ordenan su accionar no deben confundirse con los procesos reales de los países, 
incluso ni siquiera con la acción misma de las agencias, las cuales son adaptativas a 
                                        
902. Restrepo,  Darío I. “Los Desfases De La Democracia. Nueva Teoría Y Práctica De La 
Democracia,” in Democracia Real Y Democracia Formal (Bogotá: Instituto para la Democracia Galán 
Sarmiento, 1994).  
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las circunstancias locales, a las oportunidades y obstáculos, a las alianzas que tejen 
y a los entramados institucionales de cada país, incluso a las preferencias, énfasis y 
destrezas de los representantes ocasionales de las agencias en los países. Por otra 
parte, en ningún caso debiera confundirse la realidad de los procesos de reforma de 
los países con los idearios neoliberales. Las agencias, por fuertes que puedan ser 
respecto de países débiles y sometidos, no pueden evitar las utilizaciones diversas 
de las reformas por múltiples intereses y estrategias. Aún más, debe afirmarse que 
los procesos no son meras adaptaciones sometidas a utilizaciones oportunistas 
diversas que encuentran fisuras en la creación neoliberal. Los procesos resultan de 
la confluencia de factores, racionalidades y fuerzas distintas, respecto de las cuales 
la reestructuración liderada por el neoliberalismo y sus agencias es una de las 
determinantes sobresalientes. Para decirlo llanamente, el neoliberalismo no crea ni 
gobierna plenamente la realidad sobre la que interviene. 
 
Si la ideología de base a partir de la cual las agencias multilaterales construyen sus 
programas de intervención tiene origen neoclásico, la cultura anglosajona no deja de 
permear el imaginario idealizado de los agentes reformadores, así tengan estos 
pasaportes colombianos, mexicanos o de la India. En buena medida el 
neoliberalismo ideológico se ha apoyado en el americanismo cultural y en la 
predominancia de los Estados Unidos sobre la economía, las agencias y las 
relaciones internacionales.  
Lo que aquí hemos tratado como el ideario político de las agencias multilaterales ha 
tenido una evolución a través de un periodo cercano a los 30 años (1970 – 2000) en 
el que emergen las reformas y atraviesan algunas inflexiones. El desarrollo y la 
transformación de las ideas no puede explicarse como resultado de un ejercicio 
intelectual autorreferente de tesis, polémicas, críticas, respuestas y nuevas posturas 
enriquecidas y renovadas. La evolución del ideario político ha sido aquella de la 
política, es decir, del ensayo y error, del fracaso inesperado y de la oportunidad que 
aparece. No es posible entender la predominancia de la ideología neoliberal y su 
ideario político sin la deuda latinoamericana que arrodilló los países ante las 
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imposiciones de los representantes de los acreedores financieros. El estrepitoso 
derrumbe de los países comunistas le dio alas a la experimentación de las fantasías 
neoliberales más atrevidas. La victoria consecutiva de los gobiernos de derecha en 
Chile, Nueva Zelanda, Inglaterra y los Estados Unidos empezó a demostrar que se 
podía agenciar las nuevas políticas conservadoras y neoliberales (Harvey, 2007)903. 
Poco mencionado en la literatura pero quizás el factor más poderoso de todos, la 
lucha entre conglomerados y redes trasnacionales por copar los mercados mundiales 
y extraer rentas de las circuitos globales del capital, generan el substrato de 
interrelación del poder económico, político e ideológico que intentan racionalizar, 
justificar y explayar las agencias multilaterales. El ideario neoliberal no se impone por 
la fuerza de sus ideas sino por ser el hijo legitimo de una correlación de fuerzas a 
nivel planetario. Por lo tanto, la evolución del programa político de las reformas 
(primera y segunda generación) muestra la evolución de una racionalización de la 
intervención que está determinada por la transformación de múltiples correlaciones 
de fuerza. De esta manera, la explicación de las posturas del Banco Mundial, y de las 
otras agencias subalternas sobre el que hacer con el Estado y la descentralización, 
no se encuentra en la teoría (Friedman, Musgrave, Oates, por ejemplo) sino en la 
política. En consecuencia, el rastreo del pensamiento de la ortodoxia sirve para 
entender buena parte de las recomendaciones de política pero no es suficientes para 
explicar las políticas mismas, los entornos en las que ocurren y menos los usos y 
estrategias distintas que se ponen en juego mediante la reforma del Estado, en 
particular en este caso, mediante las políticas sociales y el procesos de 
descentralización. Para entender el devenir de las políticas es necesario adentrarse 
en la historia de las reformas en los países, las cuales ocurren principalmente en el 
cruce de caminos entre las transformaciones en los modelos de desarrollo y los 
sistemas políticos. 
                                        
903. David Harvey, Breve Historia Del Neoliberalismo (Madrid: Akal, 2007). Pp. 26 - 37 







Gilly Adolfo, Gálvez Alejandro, Vargas Alejo, Vargas Alfredo, De Souza Boaventura, 
Santos Darío, Restrepo Darío I, Rojas Fernando, Wievioka Michel, Medellín 
Pedro, Sánchez Ricardo, Uprimny Rodrigo, Del Olmo Rosa “La Irrupción Del 
Paraestado”. ILSA-CEREC 1990. 
Rodríguez, Adolfo, Pulido Claudia, Prada Eduardo, Rojas Álvaro. Resistir Para Vivir. 
Una Mirada Histórica Al Movimiento Indio Del Cauca, 1970 - 2000. Vol. No. 4, 
Polémica. Edición Especial. Bogotá: Escuela Superior de Administración Pública 
-ESAP, 2005. 
Puiggrós, Adriana. “Educación Neoliberal Y Quiebre Educativo.” Nueva Sociedad. 
Democracia y política en América Latina Número 146 (1996): 90 - 101. 
Montero, Alfred P. Samuels David J.  2004 “The political determinants of 
decentralization in Latin America. Causes and conseguences.” In Alfred P 
Montero David J Samuels ed. Decentralization and democracy in Latin America, 
309. Indiana: University of Notre Dame, 2004.   
Lipietz, Alain. “Lo Nacional Y Lo Regional, ¿Cuál Autonomía Frente a La Crisis 
Capitalista Mundial'.” Cuadernos de Economía Volumen VIII, número 11 (1987): 
96. 
Lipietz Alain 1986 “New Tendencies In The International Division Of Labor Regimes 
Of Accumulationand Modes Of Social Regulation” in Storper Allen J Scott y 
Michael ed. Production work territory: The geographical anatomy of industrial 
capitalism, 16 - 40. Boston: Allen & Unwin, 1986.  
Corchuelo,  Alberto. “El Proceso De Apertura Colombiano Y La Transformación De 
Las Relaciones Laborales”. Boletín Socieconómico Numero 26. Cali: 
Universidad del Valle, Facultad de Ciencias Sociales y Económicas (1993): 120.  
Infante Alberto, De la Mara Isabel, López-Acuña Daniel. “Reforma De Los Sistemas 
De Salud En America Latina Y El Caribe: Situación Y Tendencias.” Revista 
Panam Salud Pública /Pan Am J Public Health 8, no. 1/2 (2000): 13 - 20. 
Maldonado, Alberto. “Evaluación De La Descentralización Municipal En Colombia. 
Avances Y Resultados De La Descentralización Política En Colombia.” Archivos 
de Economía No. 163 (2001): 69. 
Tirado, Álvaro. “Colombia Siglo Y Medio De Bipartidismo”. Colombia Hoy. Bogotá. 
Siglo XXI Editores (1980) 102-185.  
      
  
708 
Velázquez, Álvaro. “Comisión Del Gasto Público”. Bogotá. Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público (1986) 206 
García, Álvaro. “La Muerte De La Condición Obrera Del Siglo Xx.” In El Retorno De 
La Bolivia Plebeya, 211 - 247. La Paz: Comuna y Muela del Diablo, 2000. 
Sen, Amartya. Poverty and Famines: An Essay on Entitlements and Deprivation. 
Oxford: Oxford University Press, 1982. 
Iregui Ana M., Ramos Jorge, Saavedra Luz A. “Análisis De La Descentralización 
Fiscal En Colombia.” Borradores de Economía No. 175 (2001): 35. 
Restrepo, Andrés López. “Conflicto Interno Y Narcotráfico Entre 1970 Y 2005.” In 
Narcotráfico En Colombia. Economía Y Violencia, 183 - 226. Bogotá: Fundación 
Seguridad y Democracia, 2005. 
Ugalde Antonio,  Homedes, Nuria. “Descentralización Del Sector Salud En América 
Latina.” Gaceta Sanitaria Volumen 16, número 1 (2002): 18 - 29. 
Avila, Ariel F.,  Nuñez, Magda P.  “Expansión Territorial Y Alianzas Tácticas”. Revista 
Arcanos No. 14. Pág. 52-61. Corporación Arco Iris. Bogotá. Marzo 2007. 
Alcántara, Armando. “Tendencias Mundiales En La Educación Superior: El Papel De 
Los Organismos Multilaterales.” Revista Inter-Açâo Volumen 30, número 1 
(2006): 11- 33. 
Moreno, Aurora. “Transformaciones Internas De Las Farc a Partir De Los Cambios 
Políticos Por Los Que Atraviesa El Estado Colombiano.” Papel Político Vol. 11, 
No. 2 (2006): 596 - 645. 
Banco Mundial. Higher Education in Developing Countries. Peril and Promise. Task 
Force on Higher Education and Society. Washington, D.C.: Banco Mundial, 
2000. 
 
Banco Mundial. Informe Sobre El Desarrollo Mundial 1990: La Pobreza. Washington, 
D.C.: Banco Mundial, 1990. 
 
Banco Mundial. Informe Sobre El Desarrollo Mundial 1993: Invertir En Salud. 
Washington, D.C.: Banco Mundial, 1993. 
 
Banco Mundial. Informe Sobre El Desarrollo. El Estado En Un Mundo En 
Transformación. Washington, D.C.: Banco Mundial, 1997. 
 
Banco Mundial. La Enseñanza Superior: Las Lecciones Derivadas De La 
Experiencia. El Desarrollo En La Práctica. Washington, D.C.: Banco Mundial, 
1995. 
 
      
  
709 
Moore, Barrington. Los Orígenes Sociales De La Dictadura Y De La Democracia: El 
Señor Y El Campesino En La Formación Del Mundo Moderno. Madrid: 
Península, 2002. 
 
Kohl, Benjamin. “Stabilizing Neoliberalism in Bolivia: Popular Participation and 
Privatization.” Political Geography 21 (2002): 449 - 472. 
 
Kohl, Benjamin. “Challenges to Neoliberal Hegemony in Bolivia.” Antipodes. A radical 
journal of geography Volume 38, Issue 2 (2006): 304 - 326. 
 
De Santos Boaventura, García Mauricio. "El Caleidoscopio De Las Justicias En 
Colombia Análisis Sociojurídico". Volumen 1, Segunda Parte. Colciencias. 
Instituto Colombiano de Antropología e Historia. Universidad de Coimbra CES. 
Universidad Nacional de Colombia. Bogotá: 2001 ed. Siglo del Hombre Editores.  
Lautier Bruno, Marques Jaime. Brésil, Mexique. Deux Trajectoires Dans La 
Mondialisation. Paris: Éditions KARTHALA, 2004. 
Théret, Bruno.  2006 “Sistemas De Protección Social Y Representación Política. Una 
Perspectiva Comparativa Y Estructural.” In Salazar Yves Le Bonniec y Óscar 
Rodríguez ed. Crecimiento equidad y ciudadanía Hacia un nuevo sistema de 
protección social, 135 - 173. Bogotá: Universidad Nacional de Colombia, 2006.  
Echandía, Camilo. “Narcotráfico: Génesis De Los Paramilitares Y Herencia De 
Bandas Criminales.” Serie Informes No. 19 (2013): 32. 
Echandía, Camilo. “El Conflicto Armado Colombiano En Los Años Noventa: Cambios 
En La Estrategia Y Efectos Económicos.” Colombia Internacional No. 49 - 50 
(2000): 117 - 134. 
Echandía, Camilo. “La Guerra Por El Control Estratégico En El Suroccidente 
Colombiano.” Revista sociedad y Economía No. 7 (2004): 65 - 89. 
González, Camilo. “Movimientos Cívicos, 1982 - 1984, Poder Local Y Reorganización 
De La Acción Popular.” Controversia No. 121 (1984)  
Moreno Carlos,  Gaitán Pilar, Poder Local. Realidad Y Utopía De La 
Descentralización En Colombia (Bogotá: Tercer Mundo Editores, 1990). 
Moreno, Carlos. “La Reforma Municipal ¿Descentralización O Centralismo?” Análisis 
Político No. 3 (1988): 31 - 48. 
Mattos, Carlos A. de. “La Descentralización, ¿Una Nueva Panacea Para Impulsar El 
Desarrollo Local?” Cuadernos de Economía Volumen X, Número 14 (1990): 173 
- 194. 
García, Carmen Financiamiento de la educación superior en América Latina [en 
línea] IESALC/UNESCO, Estudio Regional 2000. 
http://www.scielo.br/pdf/soc/n17/a04n17.pdf. [Consulta: 11 noviembre 2013]. 
      
  
710 
Tetelboin, Carolina. La Transformación Neoliberal Del Sistema De Salud. Chile: 1973 
- 1990. Reformas De Primera Generación. México, D.F.: Universidad Autónoma 
Metropolitana, 2003. 
Torres, Carlos A. 2001 “Grandezas Y Miserias De La Educación Latinoamericana Del 
Siglo Veinte” In Carlos Alberto Torres compilador ed. Paulo Freire y la agenda 
de la educación latinoamericana en el siglo XXI, 23 – 52. Buenos Aires: Consejo 
Latinoamericano de Ciencias Sociales.  
Medina, Carlos. Autodefensas, Paramilitares Y Narcotráfico En Colombia: Origen, 
Desarrollo Y Consolidación: El Caso "Puerto Boyacá". Editorial Documentos 
periodísticos, 1990. 
Molina, Carlos H., Peña Claudia,  Vaca Claudia. “El Movimiento Cívico Frente Al 
Proceso De Descentralización Y Autonomía 1994 2006.”  edn. Molina Carlos 
Hugo Cochabamba IUED Cepad Editorial El País, 2008. 
Moreno, Carlos. “La Reforma Municipal ¿Descentralización O Centralismo?” Análisis 
Político No. 3 (1988): 31 - 48. 
Santiso, Carlos ‘Gobernabilidad democrática y reformas económicas de segunda 
generación en América Latina’ Revista Instituciones y Desarrollo Números 8 y 9  
(2001): 325 - 66 
Villarroel, Carlos. “La Aplicación En Bolivia Del Convenio 169 Sobre Los Pueblos 
Indígenas Y Tribales En Países Independientes De La OIT”. In Cifuentes JEO 
ed. Análisis Interdisciplinario Del Convenio 169 de la OIT. (México: Instituto de 
Investigaciones Jurídicas) 2000.  
Vacaflores Carlos, Lizárraga Pilar. “La Lucha Por El Excedente Del Gas Y La 
Resignificación De Las Contradicciones De La Identidad Regional En Bolivia.” 
Observatorio Social de América Latina - OSAL Número 17 (2005): 11. 
Villegas, Carlos (2004), ‘Privatización De La Industria Petrolera En Bolivia – 
Trayectoria y efectos tributarios’, 3ª  ed. Plural, La Paz, p. 311.  
Rea, Carmen Rosa 2003 “Conflictos Y Alianzas Alrededor De Lo Indio En La 
Construcción Democrática En Bolivia Como Nación: Movimientos Y Luchas 
Indias Preelectorales 2002.” Informe final del concurso: Movimientos Conflictos 
en América Latina y el Caribe. Buenos Aires (2003): 51.  
Sandoval Carmen D., Sandoval Ada V., Del Río Marco A., Sandoval Franz,  Mertens 
Carlos, Parada Claudia, "Santa Cruz, economía y poder, 1952 - 1993" 
Investigaciones regionales. Santa Cruz No. 4  La Paz: Fundación PIEB (2003): 
199 
Almeida, Celia. “Reforma De Sistemas De Servicios De Salud Y Equidad En América 
Latina Y El Caribe: Algunas Lecciones De Los Años 80 Y 90.” Cadernos de 
Saúde Pública Volumen 18, Número 4 (2002): 27. 
      
  
711 
Giraldo, Cesar. “Financiarización: Un Nuevo Orden Social Y Político.” In Sistemas De 
Protección Social: Entre La Volatilidad Económica Y La Vulnerabilidad Social, 
233 - 279. Bogotá: Universidad Nacional de Colombia, 2005. 
CEPAL Informe Económico de América Latina, 1991, Santiago de Chile: CEPAL – 
Naciones Unidas. 
CEPAL Balance preliminar de las economías de América Latina y el Caribe     2003-
2004, 2004, Santiago de Chile: CEPAL- Naciones Unidas,  Apéndice 
estadístico. PP. 149 – 169. 
Wttp://www.cepal.org/publicaciones/xml/9/20479/lcg2265e.pdf.  
CEPAL, Anuario Estadístico de América Latina y el Caribe: 1999, 2000, Santiago de 
Chile: CEPAL – Naciones Unidas, Anexo Estadístico pp. 740 – 766, 
http://www.eclac.org/publicaciones/xml/4/4444/anexo.pdf. 
Peña, Claudia.  2007 “La Conformación Histórica Del Poder Y Las Elites De Santa 
Cruz” in Salmon Fernando Prado ed. Poder y elites en Santa Cruz. Tres 
visiones sobre un mismo tema.  Santa Cruz de la Sierra. Editorial El País 
(2007): 47.  
De Moura Claudio, Castro Daniel, C Levy “La Educación Superior En América Latina 
Y El Caribe.”. Documento de estrategia EDU 101 Washington D.C: Banco 
Interamericano de Desarrollo - BID- (1997): 49 
Forero, Clemente.  1987 “El Fondo Monetario Internacional Y El Banco Mundial En 
Colombia.” In Felipe Escobar Gabriel Ariarte ed. Los traficantes de la pobreza: 
El Fondo Monetario Internacional y América Latina. v.1. Bogotá: Ancora Editores 
(1987): 139 - 169. 
–CNE-, Corte Nacional Electoral. “25 Años De Evolución Electoral En Bolivia.” Boletín 
Estadístico Año II, No. 5 (2006a):  
–CNE-, Corte Nacional Electoral. “25 Años De Evolución Electoral En Bolivia.” Boletín 
Estadístico Año II, No.6 (2006):  
–CNE-, Corte Nacional Electoral. “25 Años De Evolución Electoral En Bolivia.” Boletín 
Estadístico Número 7. (2007): 1 - 8. 
Tiebout, Charles M. “Una Teoría Del Gasto Público Local.” Hacienda Pública 
Española Número 50 (1978)  
Gros, Christian. Políticas De Etnicidad: Identidad, Estado Y Modernidad. Bogotá: 
Instituto Colombiano de Antropología e Historia -ICANH-, 2012. 
Coronado, Cristian. “Pasado, Presente Y Futuro De Los Partidos Étnicos En Bolivia.” 
Ciencia y Cultura No. 26 (2011): 169 - 183. 
      
  
712 
Haldenwang, Christian von. “Hacia Un Concepto Politológico De La 
Descentralización Del Estado En América Latina.” Volumen XVI, número 50 
(1990): 61 - 77. 
Dory, Daniel “Las raíces históricas de la autonomía cruceña. Una interpretación 
política”. Primera edición edn. Santa Cruz de la Sierra: El País (2009) 157.  
García-Peña, Daniel. “El Viejo Congreso Y La Paz. Una Breve Historia Del Papel De 
La Rama Legislativa En Los Procesos De Paz De Betancur Y Barco.” Revista 
Historia Crítica No 07 (1993): 45 - 49. 
Pécaut, Daniel. Orden Y Violencia. Colombia 1930 - 1954. Vol. Vol. 1 y 2, Bogotá: 
Siglo XXI editores / Cerec, 1987. 
Titelman, Daniel. “Reformas Al Sistema De Salud En Chile: Desafíos Pendientes.” 
Serie Financiamiento del desarrollo 104 (2000): 41. 
Fajardo, Darío Alcides. Haciendas, Campesinos Y Políticas Agrarias En Colombia, 
1920 - 1980. Bogotá: Editorial Oveja Negra, 1983. 
Fajardo, Darío Alcides. “Autonomías territoriales, experiencias y desafíos”. In Juan 
Guillermo Ferro y Gabriel Tobón ed. Experiencias y perspectivas de las zonas 
de reserva campesina, 55 - 70. Bogotá: Pontificia Universidad Javeriana, 2012  
Restrepo, Darío I. “Descentralización, Democracia Y Estado Autoritario.” Cuadernos 
de Economía Volumen 8, Número 11 (1987): 111 - 141. 
Restrepo, Darío I. “Los Desfases De La Democracia. Nueva Teoría Y Práctica De La 
Democracia.” In Democracia Real Y Democracia Formal, 173 - 220. Bogotá: 
Instituto para la Democracia Galán Sarmiento, 1994. 
Restrepo, Darío I. “Cartografía De La Descentralización, Emergencia, Actualidad E 
Indefiniciones.” In Laberintos De La Descentralización, 81 - 118. Bogotá: 
Escuela Superior de Administración Pública -ESAP-, 1994. 
Restrepo, Darío I. "La Descentralización Un Modelo En Construcción". In Florez Luis 
B. ed. Colombia. Gestión Económica Estatal De Los 80's. Del Ajuste Al Cambio 
Institucional. Bogotá. Universidad Nacional de Colombia, 1995. 
Restrepo, Darío I. “Las Políticas Sociales De La Nueva Era.” In Globalización Y 
Estado Nación, 139 - 204. Bogotá: Escuela Superior de Administración Pública -
ESAP-, 1996. 
Restrepo, Darío I. “Relaciones Estado-Sociedad Civil En El Campo Social. Una 
Reflexión Desde El Caso Colombiano.” Reforma y Democracia No. 7 (1997): 
127 - 154. 
Restrepo, Darío I. “Eslabones Y Precipicios Entre Participación Y Democracia.” 
Cuadernos de Economía Número 28 (1998): 117 - 147. 
      
  
713 
Restrepo, Darío I. "Colombia Entre La Guerra Y La Paz. Descentralización O 
Desintegración Del Estado" In Sonia Castañeda, Darío González, Augusto 
Mares ed.  Las Claves Territoriales De La Guerra. 2000. 
Restrepo, Darío I. "Descentralización Y Violencia En Colombia" In Ortíz Astrid 
Martínez ed. Economía Crimen y Conflicto. Bogotá. Universidad Nacional de 
Colombia (2001):351 382. 
Restrepo Darío I. 2002 “Las Prácticas Participativas Entre La Socialización Y La 
Privatización De Las Políticas Públicas.” In Darío I. Restrepo Pedro Cortés Luis 
Hernando Briceño ed. Enlaces y rupturas. Experiencias de participación, 
representativas de una década en Colombia. Bogotá: Fundación para la 
Participación Comunitaria – Parcomún y Acción Ecuménica Sueca – Diakonía, 
2002.  
Restrepo, Darío I. "El Mito De Sísifo o 20 Años De Pujanza Descentralizadora". In 
Misas Gabriel ed. Desarrollo Económico Y Social En Colombia. Siglo XX. 
Bogotá. Universidad Nacional de Colombia. (2002) 427. P.47.  
Restrepo Darío I. “De La Falacia Neoliberal A La Nueva Política.” In Restrepo Darío I 
ed. La falacia neoliberal críticas y alternativas 17- 40. Bogotá: Universidad 
Nacional de Colombia, 2003. 
Restrepo Darío I. 2003 “De La Falacia Neoliberal A La Nueva Política.” In Restrepo 
Darío I. ed. La falacia neoliberal críticas y alternativas,  17 -  40. Bogotá: 
Universidad Nacional de Colombia ed. 1978 Luchas obreras y políticas laborales 
en Colombia (Bogotá: La Carreta): 330. 
Restrepo, Darío I. “De La Descentralización a La Regionalización: Nuevos 
Escenarios De La Guerra Y Oportunidad Para La Paz.” Revista Eure Vol. XXIX, 
No. 89 (2004): 81 - 96. 
Darío I. Restrepo, Erick Céspedes, Federico Baquero (2006), Reforma a las 
transferencias. Datos para un debate, (Bogotá: CID - Universidad Nacional de 
Colombia) 16. 
Restrepo Darío I., Historias De Descentralización. Transformación Del Régimen 
Político Y Cambio En El Modelo De Desarrollo ed Restrepo Darío I. Bogotá: 
Universidad Nacional de Colombia (2006): 614 
Restrepo, Darío I."Economía Política De Las Estructuras Espaciales Del Estado En 
Colombia" In Restrepo Darío I. ed. Historias de descentralización 
Transformación Del Régimen Político y Cambio en el modelo de desarrollo. 
2006. 
Darío I. “La Descentralización En América Latina 20 Años Después.” In Restrepo 
Darío I ed. 20 años de la descentralización en Colombia Presente y futuro, 296 - 
302. Bogotá: Red de iniciativas para la gobernabilidad y la Democracia-RINDE-,  
2007. 
      
  
714 
Harvey, David. “La Producción De Configuraciones Espaciales: Las Movilidades 
Geográficas Del Capital Y El Trabajo.” In Los Límites Del Capitalismo Y La 
Teoría Marxista, 376 - 415. México: Fondo de Cultura Económica, 1990. 
Harvey, David. “La Geografía De La Acumulación Capitalista: Reconstrucción De La 
Teoría Marxiana.” In Espacios Del Capital. Hacia Una Geografía Crítica, 255 - 
284. Madrid: Ediciones Akal, 2007. 
Harvey, David. Breve Historia Del Neoliberalismo. Madrid: Akal, 2007. 
Harvey, David. “La Producción De Configuraciones Espaciales: Las Movilidades 
Geográficas Del Capital Y El Trabajo.” In Los Límites Del Capitalismo Y La 
Teoría Marxista, 376 - 415. México: Fondo de Cultura Económica, 1990. 
Rondinelli, Dennis A. “Government Decentralization in Comparative Perspective. 
Theory and Practice in Developing Countries.” International Review of 
Administrative Sciences - IRAS Vol. 47, No. 2 (1980): 133 - 145. 
Hoyos Diana, Ceballos Marcela. “Tendencias Del Comportamiento Electoral Y 
Descentralización En Colombia, 1988 - 2000.” Documento de Trabajo No. 57 
(2004): 31. 
Chavarría, Diana. “Línea Teórica De La Insurgencia Colombiana: Farc - Ep.” 
Pensamiento Humanístiko No. 1 (2010): 22 - 26. 
Departamento Nacional de Planeación. Evaluación De La Descentralización 
Municipal En Colombia: Balance De Una Década. Vol. Volumen 1, Bogotá: 
Departamento Nacional de Planeación, 2002. 
Ruthanne Deutsch, Lustig Nora, Morley Samuel. La Utilización De Fondos De 
Inversión Social Como Instrumento De Lucha Contra La Pobreza. Documento 
De Estrategia Del Banco Interamericano De Desarrollo. Washington, D.C.: BID - 
Unidad Asesora sobre Pobreza y desigualdad, 1998. 
Winkler, Donald. “Descentralización De La Educación: Participación En El Manejo De 
Las Escuelas Al Nivel Local.” Banco Mundial, Grupo de Desarrollo Humano. 
Región de América Latina y el Caribe Informe Número 8 (1997): 19. 
North, Douglass. Instituciones, Cambio Institucional Y Desempeño Económico. Vol. 
2006, México, D.F.: Fondo de Cultura Económica.  
Moncayo, Edgar. “Nuevos Enfoques De Política Regional En América Latina: El Caso 
Colombiano En Perspectiva Histórica.” Archivos de Economía Separata 3 de 7 
(2002): 31. 
Moncayo, Édgar. Las Políticas Regionales En Colombia. Bogotá: Universidad 
Externado de Colombia, 2004. 
      
  
715 
Moncayo, Edgar "Hacia La Cobertura Universal. Expansión y Convergencia de 
Servicios Públicos en Colombia 1938 - 2005". Superintendencia de Servicios 
Públicos. Bogotá, EDISOMAS. Ediciones Especiales Ltda. (2007) P: 57, 68, 78. 
 
Antelo, Eduardo. Políticas De Estabilización Y De Reformas Estructurales En Bolivia 
a Partir De 1985. Vol. 62, Serie Reformas Económicas. Gobierno de los Países 
Bajos, 2000. 
 
Antelo, Eduardo. “Políticas De Estabilización Y De Reformas Estructurales En Bolivia 
a Partir De 1985”. Vol. 62, Serie Reformas Económicas. Gobierno de los Países 
Bajos, 2000. 
 
Arze, Eduardo. Bolivia. El Programa Del Mnr Y La Revolución Nacional. Del 
Movimiento De Reforma Universitaria Al Ocaso Del Modelo Neoliberal (1928 - 
2002). La Paz: Plural editores, 2002. 
  
Dargent Eduardo, Muñoz, Paula. “Democracy Against Parties? Party System 
Deinstitutionalization in Colombia.” Journal of Politics in Latin America Vol. 3 No. 
2 (2011): 43 - 71. 
Pizarro, Eduardo. “Elementos Para Una Sociología De La Guerrilla En Colombia.” 
Análisis Político Número 12 (1991): 7 - 22. 
Wiesner, Eduardo. Colombia: Descentralización Y Federalismo Fiscal. Bogotá: 
Departamento Nacional de Planeación, 1992. 
Jaramillo, Efraín. Los Indígenas Colombianos Y El Estado. Desafíos Ideológicos Y 
Políticos De La Multiculturalidad. Serie Debates. Bogotá: Grupo Internacional de 
Trabajo sobre Asuntos Indígenas - IWGIA-, 2011. 
Sánchez Enrique, Molina Hernán. Documentos Para La Historia Del Movimiento 
Indígena Colombiano Contemporáneo. Vol. Tomo 1, Biblioteca Básica De Los 
Pueblos Indígenas De Colombia. Bogotá: Ministerio de Cultura, 2010. 
Lair, Erik. “Guerra Contra Los Civiles.” Colombia Internacional No. 49 - 50 (2000): 
135 - 147. 
Guhl Ernesto, Fals-Borda Orlando. La Insurgencia De Las Provincias: Hacia Un 
Nuevo Ordenamiento Territorial Para Colombia. Vol. Vol. 2, Bogotá: Universidad 
Nacional de Colombia, 1988. 
Montecinos, Egon. “Los Estudios De Descentralización En América Latina: Una 
Revisión Sobre El Estado Actual De La Temática.” Revista Eure Volumen XXXI, 
número 93 (2005): 73 - 88. 
      
  
716 
Arrázola, Elizabeth. “Impactos De La Identificación Étnica En Las Decisiones Del 
Estado Boliviano.” In Política, Cultura Y Etnicidad En Bolivia, 7 - 24. La Paz: 
CEBEM, 1996. 
 
Willis Elisa, Da C.B. Christopher, Stephan German, Haggard. “The Politics of 
Decentralisation in Latin America.” Latin American Research Review Vol. 34, 
No. 1 (1999): 7 - 56. 
Pradilla, Emilio. “Las Políticas Neoliberales Y La Cuestión Territorial.” Cuadernos de 
Economía Volumen X, número 14 (1990): 115 - 140. 
Ticona, Esteban. “Pueblos Indígenas Y Estado Boliviano. La Larga Historia De 
Conflictos.” Gazeta de Antropología No. 19 (2003): 9. 
Sánchez Fabio, Chacón Mario. “Conflicto, Estado Y Descentralización: Del Progreso 
Social a La Disputa Armada Por El Control Del Poder Local, 1974 - 2002.” 
Documentos del CEDE 33 (2005): 45. 
Sánchez Fabio, Núñez Jairo. “La Geografía Del Desarrollo Económico En Colombia: 
Una Aproximación Municipal.” Desarrollo y Sociedad No. 46 (2006): 43 - 108. 
Velázquez, Fabio. “Descentralización Y Modernización Del Estado En Colombia.” 
Revista Nómadas No. 3 (1995): 23 - 39. 
Velázquez, Fabio. “La Agenda De La Descentralización En Colombia.” Revista Foro 
No. 38 (2000): 4- 20. 
García, Federico. “Las Privatizaciones: Economía Política De La Subasta De América 
Latina.” Archivo Chile (2005): 27. 
Bombarolo Félix, Pérez Luis,  Stein Alfredo,  El Rol De Las Organizaciones No 
Gubernamentales De Desarrollo En América Latina Y El Caribe. Buenos Aires: 
Ediciones FICONG Instituto Internacional de Medio Ambiente, 1992.  
Gonzáles, Fernán E. “¿Colapso Parcial O Presencia Diferenciada Del Estado En 
Colombia?: Una Mirada Desde La Historia.” Colombia Internacional No. 58. 
Versión en línea 1900-6004 (2003): 124 - 157. 
Filgueires, Fernando 2010 “Pasado Presente Y Futuro Del Estado Social 
Latinoamericano, Coyunturas Críticas - Decisiones Críticas.” In Amparo 
Hernández, Carmen Rico de Sotelo ed. Protección social en salud en América 
Latina y el Caribe, 69 – 104. Bogotá: Pontificia Universidad Javeriana.  
Mayorga, Fernando. “Neopopulismo Y Democracia En Bolivia.” Revista Ciencia 
Política No. 3 (2003): 99 - 118. 
Molina, Fernando. Historia De La Participación Popular. La Paz: Secretaría Nacional 
de Participación Popular, 1997. 
      
  
717 
Rojas, Fernando. “Elementos Para Un Entendimiento Del Gasto Público En 
Colombia.” Política y Administración Pública Año 1, No. 1 (1986): 39 - 59. 
Rojas, Fernando. "El Estado Colombiano Desde La Dictadura De Rojas Pinilla Hasta 
El Gobierno de Betancur 1948 1983". In Casanova Pablo González ed. El 
Estado en América Latina. Teoría y práctica. México, 1990. 
Escobar Flavio,  Vásquez Claudia. “Institucionalidad Y Desarrollo En Bolivia.” 
Universidad Católica Boliviana, 2002. 
Escobar, Flavio C. “Bolivia: Cambio Estructural, Ajuste Fiscal Y Costo Social. Un 
Análisis Crítico.” (1994): 20. 
Fondo Monetario Internacional. International Finance Statistics. Data Base and 
Browser – Cd Rom. Washington, DC 20431 USA: Fondo Monetario 
Internacional, 2007. 
Safford, Frank. “Acerca De Las Interpretaciones Socio Económicas De La Política En 
La Colombia Del Siglo Xix.” Anuario colombiano de historia social y de la cultura 
Número 13 y 14 (1985): 91 - 151. 
Leal, Francisco. “Orden Y Violencia. Colombia 1930 - 1954.” Análisis Político No. 1 
(1987)  
Uribe-Echeverría, Francisco. Región: Punto De Fuga. Bogotá: Universidad de los 
Andes, 1998. 
Ramírez Franklin, Stefanoni Pablo. “La Política De Los Movimientos Sociales En 
Bolivia. Diálogo Con Álvaro García Linera.” Iconos, Revista de Ciencias Sociales 
No. 25 (2006): 91 - 107. 
Gutiérrez, Francisco. “Instituciones Y Territorio: La Descentralización En Colombia.” 
In 25 Años De La Descentralización En Colombia, 11 - 55. Bogotá: Konrad 
Adenauer Stitung, 2010. 
Gutiérrez Francisco, Acuña Fabián. "El Indefinido Nuevo Sistema De Partidos En 
Colombia". In Nathalie Golwaser, Ana Polack ed. Observatorio Latinoamericano 
5 Dossier Colombia Buenos Aires. Universidad de Buenos Aires. 2010. 
Leal, Francisco. “Orden Y Violencia. Colombia 1930 - 1954.” Análisis Político No. 1 
(1987)  
Pilotti Francisco, Torres Mario,  “Red Social De América Latina Y El Caribe, 
Lecciones Aprendidas Y Perspectivas De Cooperación Entre Los Fondos De 
Inversión Social.”. Washington D.C.: Organización de los Estados Americanos, 
2001. 
Rojas, Francisco. “Intervención Del Constituyente Indígena Francisco Rojas Birry 
Ante La Asamblea Constituyente.” Bogotá, 1991. 
      
  
718 
Uribe-Echeverría, Francisco. Región: Punto De Fuga. Bogotá: Universidad de los 
Andes, 1998. 
Delannoy, Francoise. “Reformas En Gestión Educacional En Los 90s.” Banco 
Mundial, LCSHD Paper Series Número 21 (1998): 23. 
Hayek Friedrich, August Von. Camino De Servidumbre 1 edn. Madrid: Alianza 
Editorial  (2002): 304 
Fundación Democracia y Seguridad. “La Violencia Electoral En Colombia. 1997 - 
2006.” Boletines (2006): 44. 
Makaran, Gaja. “Bolivia Actual: La Acción Del Movimiento Indígena.” Itinerarios Vol.6 
(2007): 16. 
 
Bidart, Germán J. 1993 “El Federalismo Argentino Desde 1930 Hasta La Actualidad.” 
In Marcello Carmagnani coordinador ed. Federalismos latinoamericanos México, 
Brasil y Argentina. México D.F.: El Colegio de México, 363 - 396.  
Benko George,  Lipietz Alain. “El Nuevo Debate Regional.” in Lipietz George Benko y 
Alain ed. Las regiones que ganan los nuevos paradigmas de la geografía 
económica. Valencia: Ediciones Alfonso el Magnánimo, 1994.  
GTZ/CEPAL.  Descentralización Fiscal En América Latina, Nuevos Desafíos Y 
Agenda De Trabajo. ed Edling Gabriel Aghón y Herbert 2. Santiago de Chile: 
CEPAL GTZ, Proyecto Regional de Descentralización Fiscal, 1997.  
Gandarillas, Marco (2011), Gasolinazos: Columna Vertebral Del Neoliberalismo En 
Bolivia, en ‘Petropress Edición Especial: Gasolinazo’, CEDIB, Cochabamba, pp. 
4-11. 
Misas, Gabriel "La Ruptura De Los 90 Del Gradualismo Al Colapso" Bogotá. 
Universidad Nacional de Colombia (2002) P. 315. 
Siri, Gabriel. Empleo Y Fondos De Inversión Social En América Latina. Oficina 
Subregional Para Los Países Andinos. Lima: OIT - Oficina Internacional del 
Trabajo, 2003. 
 
Guzmán Germán, Fals-Borda Orlando, Umaña Eduardo. La Violencia En Colombia. 
Estudio De Un Proceso Social. Vol. Tomo I, Bogotá: Universidad Nacional de 
Colombia / Tercer Mundo Editores, 1962. 
Psacharopoulos, George. “Returns to Education: A Further International Update and 
Implications.” The Journal of Human Resources Vol. 20, No. 4 (1985): 583 - 604. 
Chávez, Gonzalo. “Macroeconomía De La Privatización En Bolivia.” Instituto de 
Investigaciones Socio Económicas - IISEC 07 (1991): 40. 
      
  
719 
Tullock Gordon, Buchanan James M., Tollison Robert D., 1981 Towards a Theory Of 
The Rent Seeking Society ed Gordon Tullock James M, Buchanan Robert, D 
Tollison. Texas: A M University Press (1981): 367 
Tullock Gordon, Buchanan James El Cálculo Del Consenso. Fundamentos Lógicos 
De La Democracia Constitucional Trans Sánchez Javier Salinas. Barcelona: 
Planeta Agostini, 1993.  
 
GRECO. "El Desempeño Macroeconómico Colombiano. Series Estadísticas 1905 - 
1997. Segunda Edición". Borradores de Economía No. 121. Banco De La 
República (1999).  
GTZ/CEPAL Descentralización Fiscal En América Latina Nuevos Desafíos Y Agenda 
De Trabajo, ed Edling Gabriel Aghón y Herbert 2. Santiago de Chile: CEPAL 
GTZ, Proyecto regional de descentralización fiscal, 1997. 
Ferro, Guillermo; Tobón, Gabriel. “Las Zonas de Reserva Campesina y la naciente 
autonomía terrtorial”. In Ferro, Guillermo; Tobón, Gabriel ed. Autonomías 
territoriales, experiencias y desafíos. Bogotá: Pontificia Universidad Javeriana, 
2012. 
Gallón, Gustavo. Quince Años De Estado De Sitio En Colombia, 1958 - 1978. 
Bogotá: Librería y editorial América Latina, 1979. 
Gallón, Gustavo. La República De Las Armas: Relaciones Entre Fuerzas Armadas Y 
Estado En Colombia, 1960 - 1980. Bogotá: Cinep, 1983. 
Ceballos, Héctor. Foucault Y El Poder. Coyoacán: Ediciones Coyoacán, 1994. 
Vélez, Humberto “Economía Neoinstitucional Construcción Deconstrucción De 
Instituciones Y Ley 100 De 1993.” In Rodríguez Oscar ed. Los avatares del 
servicio de salud para pobres. Bogotá: Universidad Nacional de Colombia, 2002. 
Bolívar, Ingrid J. “Estado Y Participación: ¿La Centralidad De Lo Político?” In 
Movimientos Sociales, Estado Y Democracia, 207 -. Bogotá: Universidad 
Nacional de Colombia, Centro de Estudios Sociales, 2001. 
Instituto Nacional de Reforma Agraria. Breve Historia Del Reparto De Tierras En 
Bolivia. De La Titulación Colonial a La Reconstrucción Comunitaria De La 
Reforma Agraria: Certezas Y Proyecciones. La Paz: INRA, 2008. 
 
Finot, Iván. Descentralización En América Latina. Teoría Y Práctica. Serie Gestión 
Pública No 12. Santiago de Chile: Cepal Instituto latinoamericano y del Caribe 
de Planificación Económica y Social ILPES 13, 2001. 
Instituto Nacional de Estadística-INE – Operaciones efectivas de caja del Sector 
Público No Financiero - SPNF. 
 
      
  
720 
Jordana, Jacint. “La Influencia De Las Relaciones Intergubernamentales En Los 
Procesos De Descentralización En América Latina.” CLAD (2001): 20. 
Bonet Jaime, Meisel, Adolfo. “La Convergencia Regional En Colombia: Una Visión 
De Largo Plazo, 1926 - 1995.” Centro de Estudios Regionales No. 8 (1999): 50. 
Castro, Jaime. “La Democracia Local. Ideas Para Un Nuevo Régimen Departamental 
Y Municipal.” (1984): 95. 
Castro, Jaime. Respuesta Democrática Al Desafío Guerrillero. Bogotá: Editorial 
Oveja Negra, 1987. 
Castro, Jaime. Elección Popular De Alcaldes. Bogotá: Oveja Negra, 1986. 
Quiroga Jaime, Flores Petronilo. “La Lucha De Los Movimientos Indígenas Originario,  
Campesinos Por sus Derechos Como Parte Fundamental En La Construcción 
Del Actual Proceso Histórico Boliviano”. Programa Andino de Derechos 
Humanos  - Universidad Andina Simón Bolívar, Sede Ecuador,  (2012): 58.  
Zuluaga, Jaime. “Antecedentes Y Perspectivas De La Política De Paz.” In Colombia 
Contemporánea, 47 - 86. Bogotá: Ediciones ECOE, 1996. 
Giraldo, Javier. La Reivindicación Urbana, 1982 - 1986. Vol. No. 138 - 139, 
Controversia. Bogotá: Cinep, 1987. 
Giraldo Javier, Camargo Santiago. “Paros Y Movimientos Cívicos En Colombia” 
Revista Controversia No. 128 (1985): 7 - 36. 
Gómez, Jairo. Capacitación Para La Participación En La Autonomía Municipal. 
Descentralización Político-Administrativa Y Fiscal. Bogotá: Servicio Nacional de 
Aprendizaje -SENA-, 1991. 
Penning, Jean. "Evaluación Del Proceso De Descentralización En Colombia. 
Economía y Desarrollo 2 1 (2003) 123 149.  
Shultz, Jim (2005), ‘Lecciones De Sangre Y Fuego: El Fondo Monetario Internacional 
Y El Febrero Negro Boliviano’ (Olivera, Marcela Trad.), Centro para la 
democracia, Cochabamba y San Francisco, p. 66. 
Mendes, Joao M. “El Banco Mundial Y La Reforma Del Estado: ¿Más Allá Del 
Consenso De Washington?” La Jiribilla, Revista digital de cultura cubana 
número 279, año V (2006): 16. 
Gray, John. Falso Amanecer. Los Engaños Del Capitalismo Global. Barcelona: 
Ediciones Paidós Ibérica S.A, 2000. 
Rawls, John.  2003 Justice As Fairness A Restatement, ed.Kelly Erin. Boston: 
Harvard University Press (2003): 214 
Rincón, John J. “Una Mirada Al Movimiento Campesino En Los 90.” Revista 
Colombiana de Sociología Volumen VI, número 1 (2001): 87 - 108. 
      
  
721 
Hartlyn, Jonathan. La Política Del Régimen De Coalición: La Experiencia Del Frente 
Nacional En Colombia. Bogotá: Universidad de los Andes -CEI- / Tercer Mundo 
Editores, 1993. 
Borja, Jordi. Estado, Descentralización Y Democracia. Bogotá: Ediciones Foro 
Nacional por Colombia, 1989. 
Rivera, José A. “La Evolución Político-Institucional En Bolivia Entre 1975 a 2005.” 
Estudios Constitucionales Año 6, No 2 (2008): 173 - 208. 
Blanes, José. “La Descentralización En Bolivia. Avances Y Retos Actuales.” In 
Descentralización Y Participación Ciudadana En Los Gobiernos Locales. Región 
Andina, 177 - 220. Quito: Flacso - Ecuador / OEA / Parlamento Andino, 1999. 
Coraggio, José L. “Investigación Educativa Y Decisión. El Caso Del Banco Mundial 
En América Latina”. Perfiles Educativos Tercera Época Volumen XX, Números 
79 80 43 57 (1998).  
Coraggio José Luis 1992 “Economía Y Educación En América Latina Notas Para Una 
Agenda Para Los 90”. Papeles del CEAAL Número 4  (1992):50 
García, José G., “De La Primera A La Segunda Generación De Reformas Del Estado 
En América Latina Giro Ideológico Y Cambio Conceptual”. Cuadernos de 
Economía Número 38 (2003):112 - 13. 
Ocampo, José Antonio. “Más Allá Del Consenso De Washington: Una Agenda De 
Desarrollo Para América Latina.” Series Estudios y Perspectivas Número 26 
(2005): 32. 
Ocampo, José Antonio. “Las Concepciones De La Política Social: Universalismo 
Versus Focalización.” Revista Nueva Sociedad Número 215 (2008): 36 - 61. 
Rivera, José A. “La Evolución Político-Institucional En Bolivia Entre 1975 a 2005.” 
Estudios Constitucionales Año 6, No 2 (2008): 173 - 208. 
Stiglitz, Joseph E. El Malestar En La Globalización. Bogotá: Editorial Taurus, 2002. 
Stiglitz, Joseph E. El Precio De La Desigualdad. Bogotá: Taurus, 2012. 
Morales, Juan A. “Ajuste Macroeconómico Y Reformas Estructurales En Bolivia, 1985 
- 1994.” Instituto de Investigaciones Socio Económicas - IISEC 07 (1994): 30. 
Arbona Juan M., Kohl Benjamín. “City Profile. La Paz - El Alto.” Cities Vol. 21, No. 3 
(2004): 255 - 265. 
Londoño Juan L.,  Frenk Julio J.,  1997 “Pluralismo Estructurado Hacia Un Modelo 
Innovador Para La Reforma De Los Sistemas De Salud En América Latina.” 
Documento de trabajo 353 (1997):32 
      
  
722 
López, Juan M. "El Palacio de Justicia. ¿Defensa de Nuestras Instituciones?". 
Bogotá: Fundación Pro-Esclarecimiento de los hechos del Palacio de Justicia, 
(1987) 136.  
Morales, Juan A. “Ajuste Macroeconómico Y Reformas Estructurales En Bolivia, 1985 
- 1994.” Instituto de Investigaciones Socio Económicas - IISEC 07 (1994): 30. 
Moreno Juan C., Brid Pablo, Ruiz Nápoles,  “La Educación Superior Y El Desarrollo 
Económico En América Latina.” Estudios y Perspectivas No 106  (2009): 46 
Perfetti,  Juan G., Guerra  María R.  (1993), “Los Beneficiarios Del Gasto Público 
Social En Las Áreas Rurales", (Bogotá: DNP) 251. 
Urenda, Juan C. “La Descentralización Político-Administrativa Departamental: Una 
Reforma Perentoria Miopemente Postergada.” In La Descentralización Que Se 
Viene. Propuesta Para La (Re) Construcción Del Nivel Estatal Intermedio, 437 - 
476. La Paz: Friedrich Ebert Stitung / ILDIS / Plural, 2003. 
Humérez, Julio y Mariscal, Mirna, “Sostenibilidad Y Gestión De La Deuda Pública 
Externa En Bolivia: 1970 – 2010", en Revista Análisis Económico UDAPE, Vol. 
20, (2005): pp. 60-95. 
Silva, Julio. “La Economía En La Constitución Del 91: La Contradicción Entre Estado 
Y Mercado.” Colombia Investigación Bolivariana Vol. 6 (2003): 8. 
Kocka, Jürgen. Historia Social Y Conciencia Histórica. Madrid: Marcial Pons, 2002. 
Polanyi, Karl. La Gran Transformación: Crítica Del Liberalismo Económico. Madrid: 
La Piqueta, 1989. 
Eaton, Kent. “Armed Clientelism in Colombia.” Security Studies No. 4 (2006): 533 - 
562. 
Eaton, Kent. “Conservative Autonomy Movements: Territorial Dimensions of 
Ideological Conflict in Bolivia and Ecuador.” Comparative Politics Volume 43, 
numbre 3 (2011): 291 - 310. 
Eaton, Kent. Politics Beyond the Capital. The Design of Subnational Institutions in 
South America. Stanford, California: Stanford University Press, 2004. 
Valencia, León. "Paramilitares Y Políticos" Revista Arcanos No. 13. Bogotá. 
Corporación Arco Iris (2007).  
Zamosc, León. La Cuestión Agraria Y El Movimiento Campesino En Colombia. 
Luchas De La Asociación Nacional De Usuarios Campesinos (Anuc), 1967 - 
1981. Bogotá: Cinep, 1987. 
Múnera, Leopoldo. Rupturas Y Continuidades. Poder Y Movimiento Popular En 
Colombia 1968 - 1988. Colombia: Universidad Nacional de Colombia / Cerec, 
1998. 
      
  
723 
Estévez, Lucía. “Narrativas De La Violencia. Una Mirada Histórica Al Mito 
Fundacional De Las Farc.” Pacarina del Sur [en línea] Año 4, No. 14 (2013):  
Andrade, Luis É. “Formulación De Una Política Propia En Materia Territorial.” 
Observatorio étnico (2012): 1 - 8. 
Florez Luis B, García Carlos A. "Políticas De Ajuste Y Adaptación Institucional". In 
Flores Luis B. ed. Colombia Gestión Económica Estatal de los 80's. Del Ajuste 
Al Cambio Institucional, 1995.  
Garay Luis J “El Ordenamiento Económico Internacional En Proceso De 
Configuración.” In Gutierrez Mauricio Betancur y Orlando ed. Escenarios y 
caminos para América Latina. Bogotá: FONDAD Comité Colombia, 1993. 
Jemio, Luis C. “Bolivia: Del Ajuste Fiscal A Las Políticas Contracíclicas: La Agenda 
Fiscal Necesaria.” In Sostenibilidad Fiscal En La Región Andina, 119 - 159. 
Caracas: Corporación Andina de Fomento, 2004. 
Restrepo, Luis Alberto. “Asamblea Nacional Constituyente En Colombia: ¿Concluirá 
Por Fin El Frente Nacional?” Análisis Político Número 12 (1991): 52 - 60. 
Tapia, Luis. El Estado De Derecho Como Tiranía. La Paz: CIDES - UMSA, 2011. 
 
Valencia, Luis Emiro. Historia, Realidad Y Pensamiento De La Acción Comunal En 
Colombia, 1958 - 2008. Bogotá: Escuela Superior de Administración Pública, 
2010. 
Pulido, Luz M., Rodríguez Ana L., Pedraza Betty. Entre El Fuego. Tres Experiencias 
De Participación En Zonas De Conflicto Armado. Bogotá: Parcomún / Diakonía, 
2000. 
Espinoza, Malva. “Trabajo Decente Y Protección Social.” Textos de capacitación 
(2003): 25. 
Hufty Marc, Bottazzi Patrick. “Pueblos Autóctonos Ciudadanía Y Gobernanza 
Ambientalista En América Latina. El Caso De Las Tierras Bajas Bolivianas” in 
Hufty Manuel de la Fuente y Marc ed. Movimientos sociales y ciudadanía. Plural 
Editores. La Paz  (2207): 117-2012    
 
Carmagnani, Marcello. “El Federalismo Liberal Mexicano.” In Marcello Carmagnani 
coordinador ed. Federalismos latinoamericanos México, Brasil y Argentina. 
México D.F.: Fondo de cultura Económica,  1993.  
Leiras, Marcelo. “Los Procesos De Descentralización Y La Nacionalización De Los 
Sistemas De Partidos En América Latina.” Documento de Trabajo Número 3 
(2009): 41. 
      
  
724 
Varnoux, Marcelo. “La Ciencia Política En Bolivia: Entre La Reforma Política Y La 
Crisis De La Democracia.” Revista de Ciencia Política Volumen 25, No 1 (2005): 
92 - 100. 
Weisbrot Mark, Sandoval Luis. “Los Desafíos De Bolivia.” Ceper (2006): 25. 
De La Fuente, Manuel. 2006 ’Descentralización Movimientos Regionales e Indígenas 
Campesinos En Bolivia’ in Restrepo Darío I ed. Historias de descentralización 
Transformación del régimen político y cambio en el modelo de desarrollo, 483 - 
523. Bogotá: Universidad Nacional de Colombia.  
Cabezas, Marta. “Bolivia: Tiempos Rebeldes. Coyuntura Y Causas Profundas De Las 
Movilizaciones Indígena-Populares.” Revista de Antropología Iberoamericana 
No 41 (2005): 16. 
García Martha C. "Luchas Y Movimientos Cívicos En Colombia Durante Los Ochenta 
Y Los Noventa. Transformaciones Y Permanencias". In Mauricio Archila, 
Mauricio Pardo ed. Movimientos Sociales Estado y Democracia. Bogotá: 
Universidad Nacional de Colombia (2001) 88 – 124. 
Harnecker Martha,  Federico Fuentes. “MAS IPSP De Bolivia Instrumento Político 
Que Surge De Los Movimientos Sociales.” ed Leonardo E Salas, Federico 
Fuentes. Caracas: Centro Internacional Miranda (2008):170  
Hernández, Marta. Ordenar Para Controlar. Ordenamiento Espacial Y Control Político 
En Las Llanuras Del Caribe Y En Los Andes Centrales Neogranadinos. Siglo 
Xviii. Medellín: La Carreta Editores / Universidad de los Andes, 2007. 
Pinto, María T. “Una Base Impermeabilizante De Los Populismos: Bolivia Y Su 
Historia Reciente.” Revista Opera Volumen 6, número 006 (2006): 141 - 166. 
 
Ramírez, María "Los Movimientos Cívicos Como Movimientos Sociales En El 
Putumayo. El Poder Visible De La Sociedad Civil Y La Construcción de Una 
Nueva Ciudadanía. In Mauricio Archila, Mauricio Pardo ed. Movimientos 
Sociales Estado y Democracia. Bogotá: Universidad Nacional de Colombia 
(2001) 127 - 149 
Uribe, María T. "Nación Ciudadano Y Soberano". Ed. Carvajal Luz E. Medellín 
Corporación Región (2001) 293.  
Calderón, Mario. Un Nuevo Municipio, Un Nuevo País. Variaciones Alrededor De La 
Reforma Municipal Y Del Reordenamiento Regional Y Urbano. Bogotá: Banco 
Central Hipotecario, 1987. 
Galindo, Mario. “Municipio Indígena Análisis Del Proceso Y Perspectivas Viables.” ed 
CEBEM. La Paz: CEBEM- Unión Europea GVC (2008) 124. 
 
      
  
725 
Lanzarotti, Mario. “Chile: La Política Social En Los Años Noventa.” Espiral Volumen 
XI, número 031 (2004): 133- 158. 
Archila, Mauricio. “Vida, Pasión Y. De Los Movimientos Sociales En Colombia.” In 
Movimientos Sociales, Estado Y Democracia, 16 - 47. Bogotá: Universidad 
Nacional de Colombia, Centro de Estudios Sociales, 2001. 
Archila, Mauricio. Idas Y Venidas, Vueltas Y Revueltas. Protestas Sociales En 
Colombia, 1958 - 1990. Bogotá: Icanh / Cinep, 2003. 
Pardo, Mauricio. "Escenarios Organizativos E Iniciativas Institucionales  En Torno Al 
Movimiento Negro En Colombia". In Mauricio Archila, Mauricio Pardo ed. 
Movimientos Sociales Estado y Democracia. Bogotá Universidad Nacional de 
Colombia (2001) 321 - 345.  
Medina, Medófilo. “Bases Urbanas De La Violencia En Colombia.” Historia Crítica No. 
01 (1989):  
Foucault, Michel. La Microfísica Del Poder. Madrid: La Piqueta, 1978. 
Ceballos Miguel, Martin Martín. Participación Y Fortalecimiento Institucional a Nivel 
Local En Colombia. Bogotá: Centro Editorial Javeriano -CEJA-, 2001. 
Santos, Milton. “Por Una Geografía Crítica.” In Por Una Geografía Nueva, 171 - 236. 
Madrid: Espasa Universidad, 1990. 
Urioste, Miguel. “Bolivia: Descentralización Municipal Y Participación Popular.” 
Fundación Tierra, 2001. 
 
Vizcaíno, Milciades. “La Legislación De La Televisión En Colombia: Entre El Estado 
Y El Mercado.” Historia Crítica No. 28 (2005): 127 - 152. 
Friedman, Milton. La Economía Monetarista. Barcelona: Editorial Gedisa, 1992. 
Friedman, Milton y Rose. Libertad De Elegir. Nueva York: Ediciones Orbis S.A, 1983. 
Loayza, Mirtha J. El Ajuste Estructural Y Sus Efectos En La Estabilidad Laboral Y El 
Empleo En Bolivia. Quito: Universidad Andina Simón Bolívar, Sede Ecuador, 
2002. 
Pinto, María T. “Una Base Impermeabilizante De Los Populismos: Bolivia Y Su 
Historia Reciente.” Revista Opera Volumen 6, número 006 (2006): 141 - 166. 
Fernández, Miguel y Birhuet, Enrique (2002), Resultados De La Reestructuración 
Energética En Bolivia, en ‘Serie recursos naturales e infraestructural’ No. 42, 
CEPAL.  
Loayza, Mirtha J. El Ajuste Estructural Y Sus Efectos En La Estabilidad Laboral Y El 
Empleo En Bolivia. Quito: Universidad Andina Simón Bolívar, Sede Ecuador, 
2002. 
      
  
726 
Loayza Mónica, Santa Cruz José, Pereira Rodney "Bolivia", en Ganuza, Enrique, 
León, Arturo y Sauma, Pablo, Gasto público en servicios sociales básicos en 
América Latina y el Caribe - Análisis desde la perspectiva de la iniciativa 20/20', 
PNUD-CEPAL-UNICEF, Santiago de Chile, (1999): 115 - 165. 
Thede, Nancy 2008 ’La Descentralización En Bolivia Y Su Impacto En El Desarrollo 
Local. Un Avance Hacia La Inclusión’ in Dembicz  K. ed. Sociedades locales y 
desarrollo territorial en América Latina frente a los desafíos del siglo XXI, 2008  
 
Lechner, Norbert. La Conflictiva Y Nunca Acabada Construcción Del Orden Deseado. 
Santiago de Chile: FLACSO - Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales, 
1984. 
Homedes Nuria,  Ugalde Antonio. “Las Reformas De Salud Neoliberales En América 
Latina: Una Visión Crítica a Través De Dos Estudios De Caso.” Revista 
Panamericana de Salud Pública No. 3 (2005): 215. 
Organización Nacional Indígena de Colombia. “A Cinco Años De La Constitución. Por 
La Autonomía, La Cultura Y El Territorio.” Observatorio étnico (2012):  
Organización Nacional Indígena de Colombia. “Documentos De Reflexión Y Análisis 
Sobre La Onic En Sus 18 Años De Acción.” In Congreso De Los Pueblos 
Indígenas De La Media Colombia, 38 - 43. Observatorio étnico, CECOIN, 2000. 
Mancur, Olson. La Lógica De La Acción Colectiva: Bienes Públicos Y La Teoría De 
Grupos. México: Noriega/Limusa, 1992. 
 
Fals-Borda, Orlando. Acción Y Espacio. Autonomías En La Nueva República. 
Bogotá: Tercer Mundo Editores / Universidad Nacional de Colombia, 2000. 
Fals Orlando, Umaña Eduardo "La Violencia En Colombia. Estudio De Un Proceso 
Social". Tomo I. Bogotá Universidad Nacional De Colombia. Tercer Mundo 
Editores (1962) 430. 
Bazoberry, Oscar. Participación Poder Popular y Desarrollo. Charagua y Moxos 
CIPCA No. 68. U PIEB No. 2. La Paz: Centro de Investigación y Promoción del 
Campesinado CIPCA. Universidad para la Investigación Estratégica en Bolivia, 
2008: 192. 
Oszlak, Oscar. “De Menor a Mejor: El Desafío De La “Segunda” Reforma Del 
Estado.” Revista Nueva Sociedad Número 160 (1999): 18. 
Rodríguez, Oscar 1986 “La Política Económica. Del liberalismo Económico A La 
Unificación Política Formal 1861 – 1904”. In Oscar Rodríguez Salazar 
compilador ed. Estado y economía en la constitución de 1886, 11 - 66. Bogotá: 
Contraloría General de la República.  
      
  
727 
Henríquez Osvaldo, Fierro Jaime. “Descentralización En América Latina: Un Análisis 
Comparado De Los Casos De Colombia, Bolivia, Perú, Brasil Y Argentina.” 
Series Documentos de Trabajo 3 (2009): 76. 
 
Porras, Oswaldo A. “Apuntes Sobre La Consulta Previa Con Grupos Étnicos.” 
Documento de Trabajo Interno, DNP_DDTS-SODT (2011): 21. 
Rodríguez, Oscar 2010  “Programa De Investigación Y Políticas Públicas En Los 
Sistemas De Protección Social.” In Amparo Hernández, Carmen Rico de Sotelo, 
editoras ed. Protección social en salud en América latina y el Caribe, 35 – 68. 
Bogotá: Pontificia Universidad Javeriana.  
 UDAPE – Dossier de estadísticas sociales y económicas No. 23  
UNESCO, anuarios estadísticos 1980, 1985, 1990, 1993  
Laurent, Virginie. “Con Bastones De Mando O En El Tarjetón. Movilizaciones 
Indígenas En Colombia.” Colombia Internacional No. 71 (2010): 35 - 61. 
Moncayo, Víctor M. El Leviatán Derrotado. Bogotá: Grupo Editorial Norma, 2004. 
Moncayo Víctor M., Rojas Fernando Luchas Obreras y Políticas Laborales en 
Colombia. Bogotá: La Carreta, 1978.  
 
Bibliografía en medios electrónicos 
 
 
Meisel, Adolfo “El Banco de la República, antecedentes, evolución y estructura” [en 
línea]. Banco de la República, Biblioteca Virtual. (1990). 
<http://www.banrepcultural.org/blaavirtual/economia/banrep1/indice.htm> [Consulta: 
28 octubre  2103]. 
Martínez, Adriana “Elecciones en Bolivia: Más allá de los números”. [en línea]. En:   
La Chronique des Amériques. Observatorie Des Amériques (2010). 
<http://www.ieim.uqam.ca/IMG/pdf/Adriana_juin_2010.pdfhttp://www.ieim.uqam.ca/IM
G/pdf/Adriana_juin_2010.pdf> [Consulta: noviembre 2 de 2013]. 
 
Albán, Álvaro. Reforma y Contrareforma Agraria.  [en línea]. Revista de Economía 
Institucional Vol. 13, N.º24 -. Bogotá: Universidad Externado de Colombia- Facultad 
de Economía (primer semestre/2011). 327-356. P 348. 
<http://www.economiainstitucional.com/pdf/No24/aalban24.pdf>, [consulta: 29 de 
septiembre 2013]. ISSN 0124-5996.  
Entrevista al ministro de Asuntos Exteriores de Bolivia [en línea]: Alberto Luango, El 
País de España. Madrid: 19 de mayo de 1986. Sección Internacional. 




10 febrero 2013]. 
Corchuelo, Alberto. El Proceso  de Apertura Colombiano y la Transformación de las 
Relaciones Laborales. .  [en línea].  Boletín Socioeconómico Número 26. Cali: 




ones%20laborales.pdf>, [Consulta: 14 octubre 2013]. 
 
Maldonado, Alberto. Evaluación De La Descentralización Municipal En Colombia. 
Avances Y Resultados De La Descentralización Política En Colombia. [en línea]. 
Archivos de Economía No. 163. Bogotá: Departamento Nacional de Planeación 
(2001). P.69. 
<https://www.dnp.gov.co/Portals/0/archivos/documentos/DEE/Archivos_Economia/16
3.PDF> [Consulta: 10 octubre 2013]. 
Pinzón, Alberto “Del Estatuto de Seguridad Nacional a la solución política del 
conflicto interno colombiano”, [en línea]. En: Revista Digital Rebelión. (2013: Bilbao). 
Ponencia leída el 09 de abril del 2013 en la Universidad del País Vasco. 
<http://www.rebelion.org/noticia.php?id=166799> [Consulta: 22 abril 2013]. 
Albicentenario. Celebración Colombia. El 20 de mayo se cumplen 190 años del 
decreto de Simón Bolívar que ordenó devolverles los resguardos a los indígenas. [en 
línea]. En: Albicentenario. Celebración Colombiana. 
http://www.albicentenario.com/index_archivos/celebracion_colombiana125.html[Cons
ulta: 22 mayo 2013]. 
Alcaldía Mayor de Bogotá DC. Ley 14 de 1983 [en línea]:   Secretaría General de la 
Alcaldía Mayor de Bogotá DC. 
<http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=267> [Consulta: 30 
septiembre 2013]. 
Alcaldía de Bogotá. Ley 19 de 1958, artículo 23. [en línea]:   ‘alcaldía de Bogotá. 
<http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=8271>.  [Consulta: 29 
septiembre 2013].  
Wako, Amos,  Informe Oficial. Relator Especial Ejecuciones Arbitrarias en Colombia.  
[en línea], Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas 1990. [Citado 14 
octubre 2013], Comisión Colombiana de Juristas. Disponible en Internet:  
http://www.coljuristas.org/biblioteca/libros.html.   
 
Vilarino, Ángel “La crisis financiera asiática” [en línea].  Turbulencias financieras y 
riesgos de mercado. (2001) En:  
<http://www.angelvila.eu/Publicaciones_PDF/Crisis_Financiera_Asiatica.pdf>  
[Consulta: 2 de noviembre de 2013]. 




Hugo Banzer vela sus armas para retomar el poder [en línea]: Santa Cruz, Ángela. Madrid: 
Abril 23 de 1981, El País de España. Sección Internacional. 
http://elpais.com/diario/1981/04/23/internacional/356824817_850215.html. [Consulta: 
3 mayo 2013]. 
 
Arias, Angélica y Acevedo, Tatiana  “Contexto de Violencia y Conflicto Armado” [en 
línea]. Monografía Político Electoral Departamento del Cesar 1997 a 2007. Misión de 
Observación Electoral. MOE. Corporación Nuevo Arco Iris. 
<http://moe.org.co/home/doc/moe_mre/CD/PDF/cesar.pdf>  [Consulta: 16 septiembre 
2013].  
Santos, Antonia e Ibeas Juan. Elecciones y Reforma Política en Colombia (1990-
1991). [en línea]. Revista de Derecho Político, núm. 40, Madrid: Universidad Nacional 
de Educación a Distancia  (1995). 341-378. P. 366.  Gobierno de España. Biblioteca 
del Ministerio de la Presidencia. <http://mpr.bage.es/cgi-bin/koha/opac-
detail.pl?biblionumber=39170> [Consulta: 5 agosto  2013]. ISSN:0210-7562. 
 
Asociación Nacional de Usuarios Campesinos -ANUC-. Decreto 755 de 1967 [en 
línea]:    ANUC. <www.anuc.co/ANUC/dynamicdata/DECRETO%20N__.pdf‎.>  
[Consulta: 1 octubre 2013]. 
 
Asociación Nacional de Usuarios Campesinos -ANUC-. “Acta de instalación y 
constitución de la ANUC” [en línea]:    ANUC, Historia (7 de julio de 1970). 
http://anuc.co/dynamicdata/historia.php, [Consulta: 31 marzo 2013]. 
 
Cámara de Representantes. Acto legislativo 01 de 1968  [en línea]:   
<ftp://ftp.camara.gov.co/camara/basedoc%2015-07- 
11/cp/ACTO_LEGISLATIVO_01_1968.HTML> [Consulta: 25  septiembre 2013]. 
 
Apuntes Jurídicos. Decreto Supremo 21060, [en línea]:   Apuntes Jurídicos En la 
Web. Bolivia: agosto 29 de 1985. 
<http://jorgemachicado.blogspot.com/2009/09/ds21060text.html> [Consulta: 5 mayo 
2013]. 
Operación Anorí [en línea]: Caicedo G. Armando. eltiempo.com. Bogotá: 7 de 
diciembre de 1991. Sección Otros. www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-
203434, [Consulta: 26  septiembre 2013]. 
 
Asociación de Bancos Privados ASOBAN, [en línea]: Memoria anual 2010, En la 
web. Bolivia: julio 1 de 2017. 





Banco de la República. [en línea]: Archivo virtual del Banco de la República, 
http://www.banrep.gov.co/regimen/resoluciones/cp91.pdf, [Consulta: 10 mayo  2013]. 
 
Redacción BBC Mundo. “Hidrocarburos en América Latina” [en línea] En:  BBC 
NEWS, Mayo 25 de 2005. 
http://news.bbc.co.uk/hi/spanish/specials/newsid_4562000/4562409.stm. [Consulta: 2 
de noviembre de 2013]. 
 
Biblioteca Jurídica Digital. Decreto 2273 de 1978 [en línea]:  Editextos  J y M LTDA. 
Servicio al Cliente 
<http://190.147.213.68:8080/HOMEPAGE/ALEGIS_INTER/LEYES_Y_DECRETOS/L
EYES_1887_1989/DECRETO_2273_DE_1978.pdf> [Consulta: 30 septiembre 2013]. 
 
Cámara de Representantes.  Decreto 3270 de 1986 [en línea]:   Cámara de 
Representantes. 
<ftp://ftp.camara.gov.co/camara/.../csj.../1986/csj_sp_s9_1703_1986.html ‎> [Consulta: 
04 octubre 2013].    
 
Cámara de Representantes. Decreto 3083 de 1986. [en línea]:   Diario Oficial No. 
37.661, de 6 de octubre de 1986.  
<ftp://ftp.camara.gov.co/camara/basedoc/ley/1985/ley_0076_1985.html> [Consulta: 
20 septiembre 2013].  
Cámara de Representantes. Ley 35 de 1982 [en línea]:   Cámara de Representantes. 
<ftp://ftp.camara.gov.co/camara/basedoc/ley/1982/ley_0035_1982.html>‎, [Consulta: 
03 octubre 2013]. 
Cámara de Representantes. Ley 76 de 1985. [en línea]:   Diario Oficial No. 37.186  
de 11 de octubre 1985. 
<ftp://ftp.camara.gov.co/camara/basedoc/ley/1985/ley_0076_1985.html> [Consulta: 
29 septiembre 2013]. 
 
González, Camilo. La séptima papeleta [en línea]. Bogotá: Revista Semana, 16 de 
marzo del 2011. <http://www.semana.com/nacion/articulo/la-septima-
papeleta/236884-3>, [Consulta: 25 abril 2013]. 




De Mesa Gisbert, Carlos.  Ley No 2771 de 2004 [en línea]:  Órgano Electoral 
Plurinacional. Tribunal Supremo Electoral, 07 de Julio 2004.  
http://www.oep.org.bo/centro_doc/normas_elec2.aspx?IdDocumento=cdne04.  
[Consulta: 2 noviembre 2013]. 
 
Administrador. CEAM.- Reflexiones y Acuerdos para una Gestión Educativa 
Participativa en la Regional CIPOAP de Cobija-Pando. [en línea]. En:  Confederación 
de Pueblos Indígenas de Bolivia -cidob-, 25 de mayo de 2009, <http://www.cidob-
bo.org/index.php?option=com_content&view=article&id=276:ceam-reflexiones-y-
acuerdos-para-una-gestion-educativa-participativa-en-la-regional-cipoap-de-cobija-
pando&catid=82:noticias&Itemid=2> [Consulta: 2 noviembre  2013]. 
Centro de Economía Internacional CEI. Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto 
de la República Argentina. en línea]. En:      <http://www.cei.gov.ar/node/26> 
[Consulta: 2 de noviembre de 2013].  
 
Centre d’estudis i documentació internacionals a Barcelona –CIDOB-. “Carlos Mesa 
Gisbert” [en línea]. En:    Biografías de Líderes Políticos. (Barcelona: Junio 06 de 
2011)  
<www.cidob.org/ca/documentacion/.../bolivia/carlos_mesa_gisbert>  [Consulta: 1 de 
septiembre de 2013]. 
 
Center for International Affaires –CIDOB-. Bibliografías Líderes Políticos, Belisario 
Betancur Cuartas [en línea]:   Centro de Documentación y Biblioteca. Biblioteca 
Digital Barcelona. 
<http://www.cidob.org/es/documentacion/biografias_lideres_politicos/america_del_sur
/colombia/belisario_betancur_cuartas#6> [Consulta: 20 septiembre 2013.   
 
Genocidio Político Acabó con el Partido. Alianzas entre ilegales y miembros del 
Estado llevaron al exterminio de la UP [en línea]: Vélez, Clara. elcolombiano.com. 
Envigado, Antioquia: 11 de julio de 2013. 
http://www.elcolombiano.com/BancoConocimiento/G/genocidio_politico_acabo_con_
el_partido/genocidio_politico_acabo_con_el_partido.asp. [Consulta: 29 septiembre 
2013]. 
Corporación Arco Iris. http://www.arcoiris.com.co/wp-
content/uploads/2012/02/acuerdo_la_uribe.pdf  [Consulta: 02 octubre 2013]. 
 
      
  
732 
El paro cívico de septiembre de 1977 [en línea]: Semanario Virtual Caja de 
Herramientas. Corporación Viva la Ciudadanía. Bogotá: Septiembre 2007. 
<http://www.viva.org.co/cajavirtual/svc0079/articulo07.pdf> [Consulta: 30 de 
septiembre 2013]. 
Corte Constitucional. “Sentencia SU-039 de 1997” [en línea]. En: Corte Constitucional 
de Colombia. (Santa Fe de Bogotá:  febrero 21  de 1997), 
<http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1997/su039-97.htm> [Consulta: 17 
mayo 2013].  
Corte Nacional Electoral. República de Bolivia. [en línea]:    Unidad de Análisis e 
Investigación, Boletín estadístico número 4, octubre de 2005. 
http://repositories.lib.utexas.edu/bitstream/handle/2152/17268/boletin_estadistico_4_
2005.pdf?sequence=5. [Consulta: 2 noviembre  2013]. 
Corte Nacional Electoral. República de Bolivia. “Boletín estadístico número 6 Unidad 
de Análisis e Investigación” [en línea].  En: Área de Educación Ciudadana Diciembre 
de 2006. Año II. 
<http://repositories.lib.utexas.edu/bitstream/handle/2152/17269/boletin_estadistico_6
_2006.pdf?sequence=7> [Consulta: 2 noviembre  2013]. 
Corte Nacional Electoral. República de Bolivia. [en línea]:    Unidad de Análisis e 
Investigación, Boletín estadístico número 7, noviembre de 2007.  
http://repositories.lib.utexas.edu/bitstream/handle/2152/17270/boletin_estadistico_7_
2007.pdf?sequence=8. [Consulta: 2 noviembre  2013]. 
Cárdenas Conde, Víctor H., Ley número 1664 de 1995. [en línea]: Organization Of 
American States,   28 de julio de 1995.  
http://www.oas.org/juridico/spanish/blv_res43.pdf. [Consulta: 2 noviembre 2013]. 
Departamento Nacional de Estadística -DANE-. Cuentas Departamentales – 






[Consulta: 27 septiembre  2013]. 
 
Departamento Nacional de Planeación. “Cambio con Equidad. Plan de Desarrollo 
1983-1986”. [en línea], En: Departamento Nacional de Planeación-DNP-  
<https://www.dnp.gov.co/Portals/0/archivos/documentos/GCRP/PND/Betancur_Fund
amentos_Plan.pdf>, [Consulta: 03 octubre 2013].  
 
Diario Oficial. Acto legislativo No 1 de 4 de 1979 [en línea]:   Cámara de 
Representantes. Diario Oficial No. 35.416 Diciembre 20, 1979. 
<ftp://ftp.camara.gov.co/...11/cp/ACTO_LEGISLATIVO_01_1979.HTM>  [Consulta: 
23 septiembre 2013].  
      
  
733 
Diario Oficial. Decreto 444 de 1967 [en línea]:   Ministerio de Comercio, Industria y 
Turismo. Bogotá: Diario Oficial Año CII. N. 32189 abril 6, 1967.1. 
<www.mincit.gov.co/descargar.php?idFile=1150> [Consulta: 29 septiembre 2013]. 
Diario Oficial. Decreto 3104 de 1979 [en línea]:   Cámara de Representantes. Diario 
Oficial 35.432, enero  14, 1980. 
<ftp://ftp.camara.gov.co/camara/basedoc/decreto/1979/decreto_3104_1979.html> 
[Consulta: 30 septiembre 2013]. 
 
Diario Oficial. Decreto 525 de 1990 [en línea]:   Diario oficial, 39222 de marzo 7 de 
1990. <http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=2817#0>, 
[Consulta: 19 abril 2013].  
Diario Oficial.  Decreto 0717 de 1996   [en línea]: Secretaría  del Senado.  Bogotá: 
Diario Oficial No. 42.769  abril  19 de 1996. 
<www.secretariasenado.gov.co/senado/.../1996/decreto_0717_1996.html> [Consulta: 
14 octubre  2013]. 
Diario Oficial. Ley 135 de 1961 [en línea]: Diario Oficial Año XCVIII N. 30691. 
Diciembre 20, 1961. P.801. 
<http://juriscol.banrep.gov.co/contenidos.dll/Normas/Leyes/1961/ley_135_1961> 
[Consulta: 15 octubre 2013].  
 
Diario Oficial.  Ley 1 de 1968 [en línea]:   Cámara de Representantes. Diario Oficial 
No 32.428 febrero 12, 1968 
<ftp://ftp.camara.gov.co/camara/basedoc/ley/1968/ley_0001_1968.html> [Consulta: 
29 septiembre 2013]. 
Diario Oficial. Ley 24 de 1988 [en línea]:   Diario Oficial, 38215 febrero 1988. 
<http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=259>, [Consulta: 18 
abril 2013].  
Diario Oficial.  Ley 10 de 1990 [en línea]:   Diario Oficial, 39137 enero 10  
1990.<http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=3421, [Consulta: 
19 abril 2013].  
Diario Oficial. Ley 21 de 1991. [en línea]: Diario Oficial 39.720 marzo 4 de 1991.  
<http://www.elabedul.net/Documentos/Leyes/1991/Ley_21_de_1991.pdf> [Consulta: 
14 octubre 2013]. 
 
Con el “cambio de época” se acabó la Bolivia golpista. Entrevista con Jaime Paz 
Zamora [en línea]: Diario Opinión. Opinión.com. Cochabamba: 10 de octubre de 
2012. Sección noticias. 
http://www.opinion.com.bo/opinion/articulos/2012/1010/noticias.php?id=740 
[Consulta: 3 mayo 2013]. 
 
      
  
734 
Restrepo Darío I., Ochoa Doris C. "El Estado del Arte de La Descentralización 
Política y de la Oferta Pública en Participación.” [en línea]. Diez Años De 
Descentralización. Resultados Y Perspectivas. Banco de la República, Biblioteca 
Virtual. Bogotá (1994). 
<http://www.banrepcultural.org/blaavirtual/geografia/descentr/05.htm> 
 [Consulta: 04 noviembre 2013].  
 
Fajardo, Darío. “La colonización de La Macarena en la historia de la frontera agraria”. 
La Colonización de la Reserva de La Macarena: Yo le digo una de las cosas [en 
línea].  Bogotá. Fondo FEN, Corporación Araracuara. (1989). 
<http://www.banrepcultural.org/blaavirtual/geografia/mac/mac3.htm>.  
[Consulta: 30 septiembre 2013].  
 
Desengaño Colectivo. Condepa y UCS son boñiga política, corrupta e incapaz  [en 
línea]: Andrade, Edgar. El diario.com, mayo 9 de  2002.  
http://www.eldiario.net/noticias/2002/2002_05/nt020509/2_07plt.html.  
[Consulta: 2 noviembre  2013]. 
 
Las Autoridades Intentan Detener una Confrontación. Santa Cruz intranquila por la 
presencia de campesinos [en línea]: El Diario. La Paz: octubre 17 de 2003. Sección 
Nacional. http://www.eldiario.net/noticias/2003/2003_10/nt031017/5_00nal.html 
[Consulta: 2 de noviembre de 2013]. 
 
Bolivia tendrá desde hoy nueva constitución Política del Estado    [en línea]: El Diario. 
La Paz: febrero 20 de 2004. Sección Política. 
http://www.eldiario.net/noticias/2004/2004_02/nt040220/2_00plt.html [Consulta: 2 de 
noviembre de 2013]. 
 
Gran cabildo fijó un plazo para la aprobación de autonomía cruceña [en línea]: El 
Diario. La Paz: Junio 23 de 2004. Sección Nacional.   
http://www.eldiario.net/noticias/2004/2004_06/nt040623/5_12nal.html [Consulta: 2 de 
noviembre de 2013]. 
 
Senado aprobó dos normas para legalizar el Referéndum  [en línea]:  El Diario. La 
Paz: junio 25 de 2004. Sección Política. 
http://www.eldiario.net/noticias/2004/2004_06/nt040625/2_00plt.html [Consulta: 2 de 
noviembre de 2013]. 




La COB inicia este lunes boicot contra Referendum   [en línea]: El Diario. La Paz: 
julio 05 de 2004 en el periódico. Sección Sociedad. 
http://www.eldiario.net/noticias/2004/2004_07/nt040705/4_03scd.html [Consulta: 2 de 
noviembre de 2013]. 
 
Ante Iniciativa del Poder Ejecutivo. Cívicos analizan propuesta de referéndum para 
autonomías [en línea]: El Diario. La Paz: noviembre 14 de 2004. Sección Nacional. 
http://www.eldiario.net/noticias/2004/2004_11/nt041114/5_08nal.html [Consulta: 2 de 
noviembre de 2013]. 
 
En el País solo hay una agenda que es la de Bolivia [en línea]: eldiario.net, febrero 1: 
Códigos y Leyes. Bolivianos en la web 1 de 2005. 
http://www.eldiario.net/noticias/2005/2005_02/nt050211/2_00plt.html. 
[Consulta: 2 noviembre  2013]. 
Convocatoria autonómica busca desintegrar el país. [en línea]: El Diario La Paz: 
mayo 21 de 2005.  Primera Página. 
http://www.eldiario.net/noticias/2005/2005_05/nt050521/0ptd.html [Consulta: 2 de 
noviembre de 2013]. 
 
Pacto por democracia permitió consolidar modelo económico. Partidos 
aparentemente opuestos firmaron un acuerdo de gobernabilidad [en línea]: El Diario 
Bolivia: 29 de agosto de 2005. Sección Política.  
http://www.eldiario.net/noticias/2005/2005_08/nt050829/2_00plt.html [Consulta: 5 
mayo 2013]. 
Campesinos convocan a asamblea de caminos  [en línea]: eldiario.net, mayo 08 de 
2005 en el periódico “El Diario”. 
http://www.eldiario.net/noticias/2005/2005_05/nt050507/5_09nal.html.  
[Consulta: 2 noviembre  2013].  
 
Ex aliados del MIP apoyaran al gobierno de Evo Morales [en línea]: eldiario.net 
http://www.eldiario.net/noticias/2006/2006_01/nt060105/2_01plt.html, y MAS, MIP y 
NFR no acudieron a palacio [en línea]: eldiario.net  
http://www.eldiario.net/noticias/2004/2004_08/nt040831/2_01plt.html. [Consulta: 2 
noviembre  2013]. 




En Busca de Justicia. Víctimas de masacres de octubre de 2003 y Pando unirán 
fuerzas [en línea]:   El Diario. La Paz: 13 de Octubre de 2008. Sección Sociedad. 
http://www.eldiario.net/noticias/2008/2008_10/nt081013/4_01scd.php [Consulta: 2 de 
noviembre de 2013]. 
 
Carta de renuncia del presidente boliviano Gonzalo Sánchez de Lozada  [en línea]: 
EL MUNDO.ES  La Paz: 18 de octubre de 2003. 18 de octubre de 2003. Sección 
Internacional. 
http://www.elmundo.es/elmundo/2003/10/18/internacional/1066449589.html 
[Consulta: 2 de noviembre de 2013]. 
Ejército Ataca Casa Verde. [en línea]: [Tellez, Edgar. eltiempo.com. Bogotá: 10 de 
diciembre de 1990. Sección Otros. 
http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-34015. [Consulta: 15  octubre 
2013]. 
 
Morales Ayma, Evo. Ley No, 3364. Ley Especial de Convocatoria a la Asamblea 
Constituyente [en línea]: lexivox, Portal Jurídico libre, marzo 6 de  2006. Artículo 3 
(Asamblea Constituyente) http://www.oocities.org/ermoquisbert/leyes.html. [Consulta: 
2 noviembre  2013]. 
 
Morales Ayma, Evo. Ley No. 3365 de 2006, Ley de convocatoria a Referéndum 
Nacional Vinculante a la Asamblea para las Autonomías Departamentales [en línea]: 
lexivox, Portal Jurídico libre, marzo 6  de 2006. Artículo 2.   
http://www.lexivox.org/norms/BO-L-3365.pdf 
[Consulta: 2 noviembre  2013].  
 
Sánchez Fabio, España Irina. “Urbanización, Desarrollo Económico Y Pobreza En El 
Sistema De Ciudades Colombianas 1951 2005”. Documentos CEDE No. 13. Centro 
de Estudios de Desarrollo Económico. Facultad de Economía. Universidad de Los 
Andes. 2012 
<http://economia.uniandes.edu.co/investigaciones_y_publicaciones/CEDE/Publicacio
nes/documentos_cede/2012/Urbanizacion>  [Consulta: 4 noviembre 2013].  
 
Sánchez, Fabio J., Díaz, Ana M. y Formisano, Michel. Conflicto, violencia y actividad 
criminal en Colombia. Un análisis espacial. [en línea]. Serie Archivos de Economía. 
Documentos 219 (Marzo, 2003). Departamento Nacional de Planeación. Dirección de 
Estudios Económicos. 12 y 13.  
<https://www.dnp.gov.co/Portals/0/archivos/documentos/DEE/Archivos_Economia/21
9.PDF>, [Consulta: 2 octubre 2013]. 
 




Escárzaga, Fabiola. “El Ejército Guerrillero Tupak Katari (EGTK), la insurgencia 
aymara en Bolivia”. Revista Pacarina del Sur, Revista de pensamiento Crítico 
Latinoamericano, (2012), http://www.pacarinadelsur.com/home/oleajes/441-el-
ejercito-guerrillero-tupak-katari-egtk-la-insurgencia-aymara-en-bolivia#_edn1. 
[Consulta: 29 septiembre  2013]. 
 
Garcés V., Fernando.  “Representaciones sobre el quechua y el conocimiento 
quechua en la Reforma Educativa Boliviana y en el Periódico Conosur Ñawpaqman 
¿Colonialidad o interculturalidad?” En: Universidad Andina Simón Bolívar, Sede 
Ecuador. Doctorado En Estudios Culturales Latinoamericanos. Instituto de 
Investigaciones Antropológicas. Museo Arqueológico UMS.  
http://www.museo.umss.edu.bo/wp-content/uploads/2012/03/Tesis-Final-Garces-
low_res.pdf. [Consulta: 1 abril 2013]. 
 
 
DS 21060: “bomba atómica” sobre la economía de Bolivia [en línea]: Esquivel, 
Fortunato. Periódico Cambio. Martes 27 de noviembre de 2012.  
http://www.cambio.bo/index.php?pag=leer&n=78215 
[Consulta: 2 noviembre  2013]. 
 
De la guerra del agua a la del gas [en línea]: Relea, Francesc. El país.com. La Paz: 
19 de octubre de 2003. Sección Internacional. 
http://elpais.com/diario/2003/10/19/internacional/1066514405_850215.html. [Consulta 
2 de noviembre de 2013]. 
 
 
Aniversario, Movimiento Global Jubileo, Jubileos Andinos. “Impacto de la iniciativa 
HIPC en Bolivia”. [en línea]. En: Fundación Jubileo. (Bolivia: 
2009)<http://www.jubileobolivia.org.bo/publicaciones/documentos/item/45-impacto-
de-la-iniciativa-hipc-en-bolivia.html> [Consulta: 2 de noviembre de 2013]. 
 
 
Paramilitares colombianos confiesan 156,000 asesinatos. [en línea]: Guillen, 
Gonzalo. elnuevoherald.com. El Nuevo Herald. Miami; 12 de noviembre de 2009. 
http://www.elnuevoherald.com/2009/12/11/607931/paramilitares-colombianos-
confiesan.html [Consulta: 14 octubre 2013]. [Consulta: 14 octubre 2013]. [Consulta: 
14 octubre 2013]. 
 
Chávez, Gonzalo. “Macroeconomía De La Privatización En Bolivia.” Instituto de 
Investigaciones Socio Económicas - IISEC 07 (1991): 40. 
Sánchez de Lozada, Gonzalo. Ley 1585 de 1994 [en línea]:   lexivox. Portal Jurídico 
libre, agosto 12 de 1994. <http://www.lexivox.org/norms/BO-L-1585.xhtml>  
[Consulta: 2 noviembre 2013]. 
 
      
  
738 
Sánchez de Lozada, Gonzalo. Ley número 1715 de 1996 [en línea]:  estrucplan,   18 
de octubre de 1996.  
<http://www.estrucplan.com.ar/Producciones/entrega.asp?IdEntrega=1545>  
[Consulta: 2 noviembre 2013]. 
 
Sánchez de Lozada, Gonzalo. Ley número 1551 de 20 de 1994 [en línea]:   
Organization Of American States, abril de 1994.  
<http://www.oas.org/juridico/spanish/blv_res16.pdf> [Consulta: 2 noviembre 2013]. 
Sánchez de Lozada, Gonzalo. Ley 1565 de Julio de 1994  [en línea]: Red De 
Desarrollo Sostenible Y Medio Ambiente -redesma- 
http://www.redesma.org/docs_portal/leyes/ley_inra.pdf [Consulta: 2 noviembre 2013]. 
Sánchez de Lozada, Gonzalo. Ley número 1615 de 1995 [en línea]: lexivox, Portal 
Jurídico libre, 06 febrero de 1995. http://www.lexivox.org/norms/BO-L-1615.xhtml. 
[Consulta: 2 noviembre 2013]. 
Sánchez de Lozada, Gonzalo. Ley 1670 de 1995 [en línea]:  Bolsa Boliviana de 
Valores,  octubre 31 de 1995. 
http://www.bbv.com.bo/archivos/LEY%20DEL%20BANCO%20CENTRAL.pdf. 
[Consulta: 2 noviembre 2013]. 
 
Sánchez de Lozada, Gonzalo Ley 1715 de 1996 [en línea]: Red De Desarrollo 
Sostenible Y Medio Ambiente -redesma-, octubre 18 de 1996. 
http://www.redesma.org/docs_portal/leyes/ley_inra.pdf. [Consulta: 2 noviembre 2013]. 
Sánchez de Lozada, Gonzalo. Ley 1585 de 1994 [en línea]:   lexivox. Portal Jurídico 
libre, agosto 12 de 1994. <http://www.lexivox.org/norms/BO-L-1585.xhtml>  
[Consulta: 2 noviembre 2013]. 
 
Sánchez de Lozada, Gonzalo. Ley número 1715 de 1996 [en línea]:  estrucplan,   18 
de octubre de 1996.  
<http://www.estrucplan.com.ar/Producciones/entrega.asp?IdEntrega=1545>  
[Consulta: 2 noviembre 2013]. 
 
Sánchez de Lozada, Gonzalo. Ley número 1551 de 20 de 1994 [en línea]:   
Organization Of American States, abril de 1994.  
<http://www.oas.org/juridico/spanish/blv_res16.pdf> [Consulta: 2 noviembre 2013]. 
Sánchez de Lozada, Gonzalo. Ley 1565 de Julio de 1994  [en línea]: Red De 
Desarrollo Sostenible Y Medio Ambiente -redesma- 
http://www.redesma.org/docs_portal/leyes/ley_inra.pdf [Consulta: 2 noviembre 2013]. 
Sánchez de Lozada, Gonzalo. Ley número 1615 de 1995 [en línea]: lexivox, Portal 
Jurídico libre, 06 febrero de 1995. http://www.lexivox.org/norms/BO-L-1615.xhtml. 
[Consulta: 2 noviembre 2013]. 
      
  
739 
Sánchez de Lozada, Gonzalo. Ley 1670 de 1995 [en línea]: Bolsa Boliviana de 
Valores,  octubre 31 de 1995. 
http://www.bbv.com.bo/archivos/LEY%20DEL%20BANCO%20CENTRAL.pdf. 
[Consulta: 2 noviembre 2013]. 
 
Sánchez de Lozada, Gonzalo Ley 1715 de 1996 [en línea]: Red De Desarrollo 
Sostenible Y Medio Ambiente -redesma-, octubre 18 de 1996. 
http://www.redesma.org/docs_portal/leyes/ley_inra.pdf. [Consulta: 2 noviembre 2013]. 
Torres, Henry. Derecho Internacional Humanitario y Estatus de Beligerancia. [en 
línea]. Revista Republicana. Núm. 12 Bogotá: Corporación Universitaria  Repúblicana 
(enero-junio de 2012). 267-291 P.273. <http://revista.urepublicana.edu.co/wp-
content/uploads/2012/07/Derecho-Internacional-Humanitario-y-estatus-de-
beligerancia.pdf>, [Consulta: 15  octubre 2013]. ISSN 1909- 4450 
 
Siles Suazo, Hernán. Ley Orgánica de Municipalidades de 1985 [en línea]: lexivox 
Portal Jurídico libre, enero 10 de 1985. http://www.lexivox.org/norms/BO-L-696.xhtml.  
[Consulta: 2 noviembre  2013].  
 
Zuazo, Hernán. Ley 696 de 10 de 1985. Lexivox. Portal Jurídico libre, enero 10 de 
1985. <http://www.lexivox.org/norms/BO-L-696.xhtml> [Consulta: 2 noviembre  2013]. 
Zuazo, Hernán.  Ley Orgánica de Municipalidades de 1994 [en línea]:   Lexivos. 
Portal Jurídico Libre enero de 1985. <http://www.lexivox.org/norms/BO-L-696.xhtml> 
[Consulta: 29 septiembre  2013].  
Banzer Suarez, Hugo. Decreto Supremo Nº 24904 de 21 de 1997 [en línea]:  lexivox, 
Portal Jurídico libre, noviembre de 1997. http://www.lexivox.org/norms/BO-DS-
24904.xhtml#norm [Consulta: 2 noviembre 2013]. 
 
Banzer Suarez, Hugo. Decreto Supremo Nº 25265 de 1998 [en línea]:  lexivox, Portal 
Jurídico libre, 31 de diciembre de 1998.  http://www.lexivox.org/norms/BO-DS-
25265.xhtml. [Consulta: 2 noviembre 2013]. 
 
IMF (2005) Bolivia: “Ex Post Assessment of Longer-Term Program Engagement—
Staff Report and Public Information Notice on the Executive Board discussion” [en 
línea]. En:   International Monetary Fund.  
<http://www.imf.org/external/pubs/ft/scr/2005/cr05139.pdf> [Consulta: 2 de noviembre 
de 2013].  
 
Instituto Nacional de Estadística –INE-. “Participación departamental en el producto 
interno bruto, según departamento” [en línea].  En: Producto Interno Bruto 
Departamental 1988 - 2009, (INE). 
<http://www.ine.gob.bo/indice/general.aspx?codigo=40203> 
[Consulta: 2 noviembre  2013]. 
      
  
740 
Instituto Nacional de Estadística –INE-. [en línea] En: Anuario Estadístico 2000, 
Cuentas Regionales por Departamento. 
http://www.ine.gob.bo/PDF/Anuario_2000/40103.pdf, [Consulta: 27 septiembre 2013]. 
 
Paz Zamora, Jaime. Ley No.- 1182  [en línea]:   Caceta Oficial del Estado 
Plurinacional de Bolivia. Bolivia: Septiembre 17 de 1990. 
<www.gacetaoficialdebolivia.gob.bo/normas/verGratis_gob/22543>‎ [Consulta: 29 
septiembre  2013].  
 
Paz Zamora, Jaime.  Código de Minería de 1991[en línea]:    Lexivos. Portal Jurídico 
Libre. Bolivia: 11 de abril de 1991. <http://www.lexivox.org/norms/BO-L-1243.html> 
[Consulta: 29 septiembre  2013].  
 
Paz Zamora, Jaime. Decreto Supremo 23009 de 1991 [en línea]:  Lexivos. Portal 
Jurídico Libre. Bolivia: 17 de diciembre de 1991. www.lexivox.org/norms/BO-DS-
29165.txt‎ [Consulta: 29 septiembre  2013]. 
 
Paz Zamora, Jaime. Ley No. 1333 de 1992 [en línea]:  La COMIBOL produce, 
industrializa  
y exporta con soberanía. Leyes. Bolivia abril de 1992.   
http://www.comibol.gob.bo/legislacion/leyes/pagina2 [Consulta: 29 septiembre  2013]. 
 
Paz Zamora, Jaime. Ley Nº 1330  de 1992 [en línea]:    Gaceta Oficial del Estado. 
Bolivia: 24 de abril de 1992. <http://www.lexivox.org/norms/BO-L-1330.xhtml> 
[Consulta: 29 septiembre  2013].  
 
Paz Zamora, Jaime. Ley N° 1488 de 1993 [en línea]:    Infoleyes. Bolivia: 14 de abril 
de 1993. <http://bolivia.infoleyes.com/shownorm.php?id=618> [Consulta: 29 
septiembre  2013].  
 
Paz Zamora, Jaime. Ley 1489 de 16 de 1993 [en línea]:    Ministerio Minería y 
Metalúrgica. Documentos. Legislación. Bolivia: abril 16 de 1993. 
<http://www.mineria.gob.bo/Documentos/Legislacion/Leyes/1489.pdf> [Consulta: 29 
septiembre  2013].  
 
Paz Zamora, Jaime. Ley N° 1488 de 1993 [en línea]:    Infoleyes. Bolivia: 14 de abril 
de 1993. <http://bolivia.infoleyes.com/shownorm.php?id=618> [Consulta: 29 
septiembre  2013].  
 
Paz Zamora, Jaime. Ley 1489 de 16 de 1993 [en línea]:    Ministerio Minería y 
Metalúrgica. Documentos. Legislación. Bolivia: abril 16 de 1993. 
<http://www.mineria.gob.bo/Documentos/Legislacion/Leyes/1489.pdf> [Consulta: 29 
septiembre  2013].  
 
Estrada, Jairo. “La producción campesina del territorio. Las Zonas de Reserva 
Campesina” [en línea]. En: Revista Espacio Crítico, No 18, 2013. 
http://www.espaciocritico.com/?q=taxonomy/term/5 [Consulta: 5 de mayo de 2014].  




Sueldos de hambre y miseria en Bolivia [en línea]:   Torrontegui, Javier. La Paz: 18 
de febrero de 2003. Sección Internacional.  
http://elpais.com/diario/2003/02/18/internacional/1045522816_850215.html  
[Consulta: 2 de noviembre de 2013]. 
 
Giraldo, Javier. “Situación Actual de los Derechos Humanos en Colombia” [en línea]. 
En:   Desde los Márgenes. 1994: Berna, Suiza). Javier Giraldo Moreno S.J.  (1994: 
Bernaenero de 1996, <http://www.javiergiraldo.org/spip.php?article54> [Consulta: 1 
abril 2013].  
 
Giraldo, L. Javier, Los pueblos indígenas durante la época de la independencia (1810 
– 1840) y retroceso de derechos para el bicentenario. [en línea]. En: Archivo digital 
Albicentenario. Celebración Colombiana (6 de abril del 2005). 
http://www.albicentenario.com/index_archivos/Page2459.htm, [Consulta: 22 mayo 
2013].  
 
Flores, Jenaro. “Líderes contemporáneos del movimiento campesino indígena de 
Bolivia: Líder fundador de la CSUTCB y de la resistencia a las dictaduras militares”. 





alse> [Consulta 2 de noviembre de 2013]. 
 
Quiroga Ramírez, Jorge.  Ley 2235 de 2000 [en línea]:  lexivox, Portal Jurídico libre, 
31 de julio de 2001. http://www.lexivox.org/norms/BO-L-2235.xhtml. [Consulta: 2 
noviembre  2013]. 
'Acuerdo patriótico' en Bolivia. Pacto 'anti natura', pero que funciona, entre el presidente 
Paz Zamora y el ex dictador Hugo Bánzer [en línea]: Comas, José. El País de 
España. Archivo. Edición Impresa, Hemeroteca. La Paz: 21 de abril de 1990. 
http://elpais.com/diario/1990/04/21/internacional/640648804_850215.html 
[Consulta: 10 febrero 2013]. 
 
Rivera, José A. “La Evolución Político-Institucional En Bolivia Entre 1975 a 2005.” 
Estudios Constitucionales Año 6, No 2 (2008): 173 - 208. 
      
  
742 
Los líderes sindicales bolivianos, confinados en cuarteles de la selva [en línea]: 
Aznares, Juan J. El País – Archivo. Edición impresa. La paz: 22 de abril de 1995. 
http: // elpais.com / diario / 1995 / 04 / 22 /internacional/798501618_850215.html. 
[Consulta: 29 septiembre 2013]. 
 
Los cocaleros añoran la planta del diablo [en línea]: Aznares, Juan J. El País – 
Archivo. Edición impresa. La Paz: 26 de abril de 1995. 
http://elpais.com/diario/1995/04/26/internacional/798847224_850215.html. [Consulta: 
2 noviembre 2013]. 
 
 
Valencia, León. Paramilitares y Políticos. [en línea]. Revista Arcanos No. 13. Bogotá. 
Corporación Arco Iris (2207). P.2. <http://www.arcoiris.com.co/wp-
content/uploads/2011/arcanos/revista_ARCANOS_13_copy.pdf>, [Consulta: 14 
octubre 2013]. ISSN 0124-4156.  
 
Intervenciones selectas durante el “Diálogo nacional 2000” se encuentran en 
“Organización del Diálogo Nacional” [en línea]. En: Leyes Biz 
http://www.leyes.biz/leyes-bolivianas/organizacion-del-dialogo-nacional/.  [Consulta: 2 
de noviembre de 2013]. 
Rosales, Lucía. Reseña Sobre la Economía y su organización en América Latina, [en 
línea]. En: Global Labour Institute. Economía Informal.  (2003: Ginebra), 
<http://www.globallabour.info/es/economia_informal/> [Consulta: 14 octubre 2013]. 
 
Garay, Luis Jorge “Composición y estructura económica colombiana” [en línea]. 
Colombia: estructura industrial e internacionalización 1967 – 1996. Banco de la 
República, Biblioteca Virtual (2004). 
<www.banrepcultural.org/blaavirtual/economia/industrilatina/indice.htm> [Consulta: 
20 septiembre  2013].  
 
El Gobierno boliviano impone el estado de sitio y detiene a 1.500 sindicalistas de la 
COB, entre ellos Lechín [en línea]: Azcui, Mabel. Diario El País de España. La Paz: 
20 de septiembre de 1985. Sección Internacional. 
http://elpais.com/diario/1985/09/20/internacional/496015212_850215.html [Consulta: 
10 febrero 2013]. 
Los mineros bolivianos deciden finalizar su marcha por la vida hacia La Paz.  El 
Gobierno desterrará a más de 100 políticos detenidos  [en línea]: Azcui, Mabel. El 
País de España. Archivo, edición impresa. La Paz: sábado 30 de agosto de 1986. 
Sección Internacional. 
http://elpais.com/diario/1986/08/30/internacional/525736813_850215.html 
[Consulta: 10 febrero 2013]. 
Las protestas campesinas paralizan las ciudades y vacían las tiendas de Bolivia  [en 
línea]:  Azcui, Mabel.el país.com. La Paz: 14 de septiembre de 2000.  Sección 
Internacional. 




2 de noviembre de 2013]. 
 
Los líderes de la marcha campesina hacia La Paz creen que se les quiere asesinar 
[en línea]:  Azcui, Mabel. El país.com. La Paz: 12 de abril de 2001. Sección 
Internacional. 
http://elpais.com/diario/2001/04/12/internacional/987026422_850215.html [Consulta: 
2 de noviembre de 2013] 
Marulanda, Manuel. La Operación Marquetalia. Agencia Bolivariana de Prensa [en 
línea]. http://www.abpnoticias.com/boletin_temporal/contenido/articulos/aniv2.html, 
[Consulta: 1 abril 2013] 
¿28 años después, por fin nos puede contar quiénes eran los 'enemigos agazapados 
de la paz'? [en línea] Rueda, María I. eltiempo.com. Bogotá: 13 de septiembre de 




eran-los-enemigos-agazapados-de-la-paz/7902859/1/home  [Consulta: 22 abril 
2013]. 
Mueller, Marion. “Se cumplen 39 años desde que Nixon abandonara el patrón oro”. 
[en línea]. En:   Oro y Finanzas.com. Diario digital del mercado del oro. (Madrid: 
agosto 15 de 2010), <http://www.oroyfinanzas.com/2010/08/se-cumplen-39-anos-
desde-que-nixon-abandonara-el-patron-oro/> [Consulta: 6 noviembre 2013]. 
 
Spagat,  Michael; Restrepo, Jorge A. y Vargas, Juan F.  “La Dinámica Del Conflicto 
Colombiano, 1988 - 2003,” [en línea]. En: Spagat,  Michael; Restrepo, Jorge A. y 




biano%201988-03.pdf> [Consulta: 15  octubre 2013]. 
 
Del Río, Marisol del Río. “Colombia Y Las Fuerzas Armadas Revolucionarias De 
Colombia -Ejército Del Pueblo-". 
http://www.politicas.unam.mx/razoncinica/Marisol_del_Rio_del_Valle_Colombia_y_la
s_Fuerzas_Armadas_Revolucionarias_de_Colombia-Ej%C3%A9rcito_Popular.html, 
[Consulta: 6 julio 2013].  
 
Belisario Betancur pidió perdón. El exmandatario sólo había hablado de los hechos del 
Palacio de Justicia ante las autoridades. Anoche, reconoció que quizá se equivocó. 
      
  
744 
Rojas S. Margarita. El Espectador- Política. Bogotá: 20 de julio 2013.  
http://www.elespectador.com/noticias/politica/belisario-betancur-pidio-perdon-articulo-
434939?page=1 [Consulta: 29 septiembre 2013]. 
Archila, Mauricio. Colombia en el cambio de siglo: actores sociales, guerra y política. 
[en línea]. Protestas, Resistencias y Movimientos Sociales. Buenos Aires: Nueva 
Sociedad – NUSO- 182. (Noviembre / Diciembre 2002), Revista Bimestral. 77 a 80. 
http://www.nuso.org/upload/articulos/3089_1.pdf. [Consulta: 1 de octubre de 2013]. 
 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. Ley 135 de 1961. [en línea]:   
Wikipedia.org. 
<http://www.notinet.com.co/serverfiles/servicios/archivos/n1961/ley135-61.htm>. 
[Consulta: 29 septiembre 2013]. 
 
Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia-FARC. La Organización en Marcha. 
Las Conferencias de las FARC, [en línea]. Movimiento Bolivariano por la Nueva 
Colombia. http://mbolivariano.blogspot.com/2007/12/la-organizacion-en-marcha-
las.html, [Consulta: 1 abril 2013].  
 
Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia-FARC-. Programa Agrario de los 
guerrilleros de las FARC-EP. Movimiento Bolivariano por la Nueva Colombia. [en 
línea]. Movimiento Bolivariano por la Nueva Colombia. 
http://mbolivariano.blogspot.com/2007/12/programa-agrario-de-losguerrilleros-de.html 
[Consulta: 26 septiembre 2013].  
 
 
Camacho, Natalia. “El movimiento campesino boliviano: Entre la resistencia y la 
adaptación” [en línea]. En:   Informe final del concurso: Culturas e identidades en 
América Latina y el Caribe. Programa Regional de Becas CLACSO. 2001.  
<http://biblioteca.clacso.edu.ar/subida/clacso/becas/20101111080417/camacho.pdf> 
[Consulta: 2 noviembre  2013]. 
Personaje del Año. [en línea]:  NULLVALUE eltiempo.com. Bogotá: 18 de diciembre 
de 2004. Sección 
Otros.http://www.eltiempo.com/archivo/buscar?q=secuestro&a=2004&pagina=5&m=1
2&d=17  [Consulta: 14 octubre 2013].  
 
Murió Padre Del UPAC [en línea]: NULLVALUE. eltiempo.com. Bogotá: 24 de 
diciembre de 1993. Sección Otros. 
<http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-279545> [Consulta: 29 
septiembre 2013]. 
 
      
  
745 
OIT. “Convenio OIT Nro. 169 
Sobre Pueblos Indígenas Y Tribales  
En Países Independientes 
1989.” [en línea]. En: Organización Internacional del trabajo (Ginebra: 7 de junio de 
1989),  en <http://www.oit.org.pe/WDMS/bib/publ/libros/convenio_169_07.pdf.> 
[Consulta: 2 noviembre 2013]. 
 
Tribual Supremo Electoral – PNUD. “Atlas electoral de Bolivia TOMO II. Referendums 
2004-2009” Serie 1 Estadísticas y Participación Electoral. [en línea]. En: Órgano 
Electoral Plurinacional. Tribunal Supremo Electoral. Bolivia: 2012 La Paz. Tomado de 
<http://www.oep.org.bo/oep/archivos/sifde/investigacion/Atlas_Electoral_tomoII_S1.p
df> Pp. 20. [Consulta: 1 de septiembre de 2013]. 
 
 
Tribual Supremo Electoral – PNUD. “Atlas electoral de Bolivia TOMO III. Elecciones 
Municipales 1985-2010. [en línea]. En: Órgano Electoral Plurinacional. Tribunal 
Supremo Electoral. Bolivia: 2012 La Paz.  
<http://www.oep.org.bo/oep/archivos/sifde/investigacion/Atlas_Electoral_tomoII_S1.p
df> [Consulta: noviembre 2 de 2013]. 
 
 
Tejido de comunicaciones. “Autoridades indígenas del Norte del Cauca ejercen 
Justicia Propia caso guerrilleros retenidos” [en línea]. En: Organización Nacional 
Indígena de Colombia-ONIC-. Asociación de Cabildos Indígenas del Norte del Cauca. 
(Santander de Quilichao: 22 julio, 2012),     
<http://cms.onic.org.co/2012/07/autoridades-indigenas-del-norte-del-cauca-ejercen-
justicia-propia-caso-guerrilleros-retenidos/> [Consulta: 14 octubre 2013].  
 
Organización Nacional Indígena de Colombia – ONIC-. “A Cinco Años De La 
Constitución. Por La Autonomía, La Cultura Y El Territorio,” [en línea]. En: 




territorio&catid=61:declaraciones&Itemid=133>, [Consulta: 17 mayo 2013]. 
Tejido de comunicaciones. “Autoridades indígenas del Norte del Cauca ejercen 
Justicia Propia caso guerrilleros retenidos” [en línea]. En: Organización Nacional 
Indígena de Colombia-ONIC-. Asociación de Cabildos Indígenas del Norte del Cauca. 
(Santander de Quilichao: 22 julio, 2012),     




justicia-propia-caso-guerrilleros-retenidos/> [Consulta: 14 octubre 2013].  
 
Observatorio Boliviano de Industrias Extractivas –OBIE. “Yacimientos Petrolíferos 
Fiscales Bolivianos –YPFB- desde su fundación en 1936 hasta el año 1996” [en 
línea]. En:   Centro de Estudios para el desarrollo laboral y agrario-cedla-, septiembre 
26 de 2006. 
<plataformaenergetica.org/obie/content/2154> [Consulta: 02 noviembre  2013]. 
Bazoberry, Oscar. Participación Poder Popular y Desarrollo. Charagua y Moxos 
CIPCA No. 68. U PIEB No. 2. La Paz: Centro de Investigación y Promoción del 
Campesinado CIPCA. Universidad para la Investigación Estratégica en Bolivia, 2008: 
192  
 
Movimiento 19 de Abril -M 19-. Acuerdo político firmado entre el M19, el gobierno 
nacional, el partido liberal  y la iglesia católica como tutora moral y espiritual del 
proceso. [en línea].  Pensamiento cultura y paz (1990).  
pensamientoculturaypaz.org/ACUERDO%20DE%20PAZm_19.swf‎, [Consulta: 13 
octubre 2013].  
 
 
Colombia. Presidencia de la República.  Artículo 103. Constitución Política de 
Colombia 1991. [en línea]:   Bogotá: 1991 
<http://web.presidencia.gov.co/constitucion/index.pdf> [Consulta: 11 mayo 2013]. 
Colombia. Presidencia de la República.  Artículo 226. Constitución Política de 
Colombia 1991. [en línea]:   Bogotá: 1991 
<http://web.presidencia.gov.co/constitucion/index.pdf> [Consulta: 9 mayo 2013]. 
Colombia. Presidencia de la República.  Artículo 350. Constitución Política de 
Colombia 1991. [en línea]:   Bogotá: 1991 
<http://web.presidencia.gov.co/constitucion/index.pdf> [Consulta: 9 mayo 2013]. 
Colombia. Presidencia de la República. Constitución Política de Colombia 1991. 
Título I. De los Principios Fundamentales. [en línea]:   Bogotá: 1991 
<http://web.presidencia.gov.co/constitucion/index.pdf> [Consulta: 9 mayo 2013]. 
 
Portal Jurídico. Ley de Agua Potable y Alcantarillado Sanitario, No. 2029 de octubre 
de 1999 [en línea]. En: Portal Jurídico Lex i Vox Libre. 
http://www.lexivox.org/norms/BO-L-2029.xhtml. [Consulta: 15 de febrero de 2013]. 
 
Bolivia ya ha hecho su Plan Colombia  [en línea]: Garajulic, Raúl. El país.com. La 
Paz: 14 de septiembre de 2000. Sección Internacional. 
      
  
747 
http://elpais.com/diario/2000/09/14/internacional/968882414_850215.html [Consulta 2 
de noviembre de 2013]. 
 
Mayorga, Rene A. Democratización Y Modernización Del Estado En Bolivia. Vol. 
Número 4, Cuadernos Del Centro Boliviano De Estudios Multidisciplinarios. La Paz: 
Centro Boliviano de estudios Multidisciplinarios -CEBEM, 1991. 
Revista Semana. Aquel 19. Un cuarto de siglo después se reabre el debate: ¿hubo o 
no fraude en las elecciones presidenciales del 19 de Abril de 1970? Análisis y 
revelaciones de Semana [en línea]. Bogotá: Publicaciones Semana, 27 de febrero de 
1995. http://www.semana.com/nacion/articulo/aquel-19/24826-3 [Consulta: 1 abril 
2013]. 
 
Arias, Ricardo. La jerarquía eclesiástica colombiana y el proceso de paz de Belisario 
Betancur (1982-1986) [en línea]. Historia Critica. Revista No. 08. Bogotá: Universidad 
de los Andes. (Julio/Diciembre de 1993) Pp. 52 a 65. 
<http://historiacritica.uniandes.edu.co/view.php/141/view.php>, [Consulta: 13 octubre 
2013]. ISSN (versión en línea):1900-6152. 
 
Laserna Roberto,  Villarro Miguel “Enero de 1970 – enero de 2008, 38 años de 
conflictos sociales en Bolivia” Centro de Estudios de la Realidad Económica y Social 
-Ceres-: Cochabamba, 2008, p. 13. 
<http://www.ceresbolivia.org/documentos/publicaciones/38_anhos.pdf> [Consulta: 2 
noviembre  2013]. 
Laserna, Roberto. La Masacre Del Valle. El desencuentro  militar campesino. [en 
línea], Cochabamba CERES, Centro de Estudios de la Realidad Económica y Social 
1994, [Citado 02 noviembre 2013], P. 11. Formato htlm Disponible en  
http://biblioteca.clacso.edu.ar/subida/Bolivia/ceres/20120830031151/laserna3.pdf.ori.  
 
El régimen boliviano del general Banzer, al borde del colapso [en línea]: Sánchez, Roberto. 
El País de España. Madrid: Enero 12 de 1978. Archivo. Hemeroteca. 
http://elpais.com/tag/fecha/19780112//1 [Consulta: 3 mayo 2013]. 
 
 
Villar, Rodrigo, El tercer sector en Colombia. Evolución. Dimensión y Tendencias. [en 
línea], Bogotá, Confederación Colombiana de Organizaciones No Gubernamentales 
–CCONG-. Fundación DIS 2010, [Citado 04 octubre 2013], P.28, Formato html, 
Disponible en Internet:   
http://www.plataformademocratica.org/Publicacoes/734_Cached.pdf,  ISBN: 96963-1-
7. 
Sánchez, Rolando. 2005. Construcción Social De La Cultura Política Democrática En 
Bolivia. globalnetestudios.com/articulos_archivos/art2.pdf  
 
      
  
748 
Jordán Rolando, Sheriff Ernesto, Loayza Fernando  “La minería y los hidrocarburos 
en Bolivia [en línea].  En:    La administración de los ingresos por exportaciones 
mineras en Bolivia, Chile y Perú. Grupo de Análisis para el Desarrollo –GRADE- 
IDRC, (Lima, abril de 1995), <http://idl-
bnc.idrc.ca/dspace/bitstream/10625/15664/1/103568.pdf> pp. 37-48. ISBN 84-89305-
44-7 
 
Kalmanovitz, Salomón, y López Enrique, Enrique (2003), “La agricultura en Colombia 
entre 1950 y 2000” [en línea]. La agricultura en el siglo XX. Banco de la República. 
45. <http://www.banrep.gov.co/docum/ftp/borra255.pdf> [Consulta: 20 septiembre 
2013]. 
 
Romero, Salvador. “Análisis De La Elección Presidencial De 2005 En Bolivia.” 
América Latina Hoy 43 (2006): 31 - 61. 
Romero, Salvador."Geografía Electoral de Bolivia 1977 2002" 3. edición primera. 
CEBEM ILDIS edn. La Paz Fundemos: REVISAR -NO ENTIENDO EL 3-  , 2003. 
 
Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada. Decreto ley 356 de 1994. [en 
línea]:   Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada. Normatividad, Decretos. 
11 de febrero de 1994. <http://www.supervigilancia.gov.co/?idcategoria=2476#> 
[Consulta: 6 julio 2013].  
[Consulta: 14 octubre 2013].  
 
Pineda, Saúl. “Apertura Económica y Equidad. Los Retos de Colombia en la década 
de los años noventa” [en línea].  Colombia Hoy. Santafé de Bogotá. Presidencia de la 
República, Biblioteca Familiar Colombiana (1996). 
<http://www.banrepcultural.org/blaavirtual/historia/colhoy/colo16.htm> [Consulta: 30 
septiembre 2013].  
 
Paz Estenssoro, Víctor. Decreto Supremo 21660 de 1987 [en línea]:    Infoleyes. 
Bolivia 10 Julio de 1987.  <http://bolivia.infoleyes.com/shownorm.php?id=646> 
[Consulta: 29 septiembre  2013].  
 
Orellana, Walter.  "Ayuda Externa Y Ahorro Interno: El Caso Boliviano (1970-1992)", 
Documento de Trabajo No. 05/95,  Instituto de Investigaciones Socio Económicas, 
(1995): 38. 
García, Wilson. “Procesos Ideológicos Y Políticos En El Trópico Cochabambino.” In 
Política, Cultura Y Etnicidad En Bolivia, La Paz: CEBEM, (1996): 103 - 117. 
Report and reconmendation of the president of the international development 
association to the executive directors on a proposed credit in an amount equivalent to 
sdr 48.4 million to the republic of Bolivia for a reconstruction import credit project [en 
línea]: World Bank. FOR OFFICIAL USE ONLY. Report No. P-4253-BO. April, 25 de 





625094610/Rendered/PDF/multi0page.pdf [Consulta: 15 mayo 2013].  
 
 
 
 
 
 
 
